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Compelenria  (15  ^  Abril  éU  1884).— SaZa  ^¿«rc— Reivindica-* 
€idif  Bx  FINCAS. — Se  decide  á  favor  del  Josgado  de  primera  instancia  d^ 
Villacarriedo  la  soscilada  con  el  de  igaal  clase  del  distrito  de  Saa  An- 
tonio de  Cádiz  sobre  eooocimiento  de  la  demanda  entablada  por  Doña 
Rita  Paebeco  contra  D.  Laureano  Morante,  j  se  resaelve: 

1°  Qu$  la  tercería  no  puede  tener  lugar  detde  el  momento  en  que  loa 
disnes  kan  sido  adjudicado»  y  entregadoi  en  fago  al  ejecutante; 

YíP  Q,ue  si  la  acción  deducida  es  real  reivindicaioria,  es  Jue^eom^ 
pétente  para  conocer  de  ella  el  del  lugar  donde  radican  los  bienes. 

En  la  Yílla  y  corte  Madrid,  i  15  de  Abril  de  1884,  en  la  inhibitoria 
de  jorisdicciÓD  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  promovida  por  el 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Antonio  de  Cádiz  al 
de  igual  clase  de  Villacarriedo  en  el  conocimiento  de  una  demanda  de 
menor  cuantía  sobre  reivindicación  de  fincas,  deducida  en  este  ultimo 
por  Do&a  Rita  Pacheco  y  Pérez,  labradora,  vecina  del  pueblo  de  Avíen- 
lo, contra  D.  Laureano  Morante  y  Puente,  comerciante,  vecino  de  Cá  • 
diz,  no  habiendo  comparecido  ninguna  de  las  partes: 

Resultando  que  Doña  Rita  Pacheco  y  Pórez  dedujo  demanda  de  o^ 
ñor  cuantía  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Villacarriedo' én  26 
de  Noviembre  próximo  pasado,  en  la  que  eslableció  como  hechos  c^u^ 
D.  Laureano  Morante  y  Puente,  del  comercio  de  Cádiz,  había  tomado 
posesión  judicial  recientemente  de  las  oeho  fincas  que  á  continuación 
describió,  sitas  todas  en  término  de  Avienzo:  que  esta  posesión  judiciAl 
había  sido  decretada  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
San  Antonio  de  Cádiz,  y  cumplimentada  en  virtud  de  exhorto  por 
aquel  Juzgado  á  consecuencia  de  autos  ejecutivos  seguidos  por  Moran- 
te contra  D.  Tiburcio  Ferpández  Pacheco,  hijo  de  la  demandante,  en 
los  que  habían  sido  adjudicadas  dichas  fincas  al  acreedor  en  pago  de  su 
crédito:  que  lis  cinco  primeras  fincas  la  correspondían  en  pleno  domi« 
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nio  por  herencia  de  tos  padres,  s^-Us  otras  tres  habfan  sido  adcjairidas 
por  su  diíanto  marido  D.  Antonio  Fernández,  constante  matrimonio, 
teniendo  además  la  cualidad  de  heredera  de  dicho  sa  marido  en  parte 
alícuota,  7  qoe  dichas  ocho  fincas  en  la  parte  correspondiente  á  las  de- 
mandantes  valian  menos  dt  1.5(K)  pesetas,  j  consignando  como  funda- 
mentos legales,  entre  otros,  qne  la  adjudicación  de  bienes  hecha  en 
pagó  al  ejecntante  como  término  de  la  vía  de  apremio  no  prejuzga  la 
cuestión  de  dominio,  pues  con  a^re^lo  al  párrafo  segundo  del  artlcolo 
i. 533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  después  de  otorgada  la  escri- 
tura ó  consumada  la  ?enta  de  los  bienes  ó  de  su  adjudicación  en  pago 
j  entrega  al  ejecutante,  queda  salvo  el  derecho  del  tercero  para  dedu  - 
eirla  contra  quien  y  como  corresponda:  que  sAndo  una  acción  real 
la  que  ejercitaba,  ern  visto  que  debia  dirigirla  contra  el  que  poseía 
los  bienes  que  se  trataba  de  reivindicar,  ó  sea  contra  D.  Laureano  Mq- 
rante;  y  que  debiendo  seguirse  este  juicio  con  independencia  absoluta 
del  ejecutivo  que  lo  había  motivado,  pues  una  vea  hecha  la  adjudica- 
ción ya  no  caben  las  tercerías,  era  evidente  que  aquel  Juagado  era  el 
únipo  competente,  porque  se  demandaban  por  acción  real  bienes  in- 
muebles radicados  en  el  término  de  aquel  partido  judicial,  concluyó  so- 
licitando se  estimase  en  definitiva  la  reivindicación  de  las  mencionadas 
fincas  en  la  parte  á  ella  correspondiente,  con  todas  las  declaraciones 
consiguientes;  y  por  un  otrosí  formuló  incidente  de  pobreza: 

Resultando  que  oitado  y  emplazado  D.  Laureano  Morante  por  virtud 
de  esta  demanda  y  por  medio  de  exhorto  que  al  efecto  se  libró,  dedujo 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Antonio  de  Cá- 
diz en  los  mismos  autos  ejecutivos  que  seguía  contra  D.  Tiborcio  Fer- 
nández euestiiSn  de  competencia  por  inhibitoria,  alegando  en  su  apoyo 
que  la  demanda  entablada  por  Doña  Rita  Paeheeo  no  era  ni  más  ni  me- 
nos que  una  demandado  tercería  que  como  todas  lu  de  si  clase,  así 
como  el  incidente  previo  de  pobreza  para  deducirla,  sólo  podía  promo- 
verse ante  el  Juez  que  conoce  de  los  autos  principales,  ó  sea  de  los  eje- 
entivosv  porque  no  se  estaba  todavía  en  el  caso  previsto  en  el  artículo 
1533  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  invocado  en  la  demanda;  pues  si 
bien  le  habían  sido  adjudicados  los  bienes  de  que  se  trataba,  no  le  ha- 
bían sido  entregados  en  el  concepto  de  dueño,  sino  en  posesión  interi- 
na y  precaria,  j  no  le  había  sido  otorgada  la  correspondiente  escritura 
ni  habían  sido  inscritos  á  su  nombre  en  el  Registro  de  ia  propiedad: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  el  Juzgado  en 
3i  de  Diciembre, 'mandando  requerir  de  inhibición  al  de  Yiilacarriedo 
por  considerar  que  en  el  estado  actual  del  juicio,  cualquiera  reclama- 
ción que  afectase  al  dominio  de  los  bienes  embargados  en  el  mismo, 
así  CQVio  la  justificación  de  la  pobreza  del  reclamante,  debía  concep- 
tuarse como  tercería  de  dominio,  compitiendo  su  conocimiento  á  aquel 
Juzgado,  del  propio  moda  que  los  autos  principales  de  donde  surgían 
ambas  incidencias;  cousignándose  en  el  primer  resultando  de  este  auto 

Jue  los  bienes  embargados  á  D.  Tiburcio  Fernández  en  el  pueblo  de 
lienzo,  partido  judicial  de  Yiilacarriedo,  habfan  sido  adjudicados  al 
ejecutante  en  pago  de  su  crédito,  pero  no  se  le  había  otorgado  aún  la 
correspondiente  escritura: 

Resultando  que  Doña  Rita  Pacheco  se  o|[)usoála  inhibición  pro- 
puesta, alegando  que  la  letra  clara  y  terminante  del  art.  4533  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  demuestra  que  no  es  necesario  que  se  baya 
otorgado  la  escritura  de  venta,  sino  que  basta  que  se  hayan  adjudioa- 
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'doios  bieneten  pago  al  ejeeatante  y  qa«  aa  la  baya  baebo  eotrdga  de 
^llos  ]>ara  qae  do  pue^A  ys^  admitirae  la  damanda  da  tercería,  y  que 
tampoco  aa  dice  en  este  artículo  qaé  clase  de  entrega  haya  de  ser,  por 
lo  enal  debe  CQoaíderarad  bastante  cualquiera  entrega  derecha,  y  por 
tanto  la  que  lleve  conaigo  el  baberae  dado  á  Morante  la  posesión  jodi 
cial  dé  laa  fincas: 

Reaaltando  que  de  acuerdo  con  el  parecer  de!  Ministerio  fiscal  dictó 
aatoel  Jnei  de  Villacarriedo  en  ti  de  Enero,  oponiéndose  á  la  ínhibi- 
cióQ  propueata  por  el  del  distrito  de  San  Antonio  de  Gádit;.y  habiendo 
iofístido  éste  »ü  aa  competencia,  remitieron  ambos  las  respectivas  ac- 
tiMeiooeaáeate  Supremo  Tribunal  con  elticióo  y  emptazimiento  de 
^aa  partes,  y  se  sustanció  con  arreglo  á  la  ley. 

Siendo  Ponente  el  Ifagistrado  O.  Joan  Francisco  Bustamante.: 

Considerando  que  la  tercería  no  puede  tener  lugar  desde  el  momen- 
to en  que  loa  bienes  han  sido  adjudicados  y  entregados  en  pago  al  eje- 
xatante«  como  suceda  en  el  caao  presente: 

Considerando  que  la  acción  deducida  en  estos  autos  por  Dofia  Rita 
Pacheco  es  real  reivindicatoría,  y  por  lo  tanto  ea  Juea  competente  para 
eooocer  de  ella  el  del  lugar  donde  radican  los  bienes; 

Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  eatos  autoa  corresponde  al  Juagado  de  instrucción  de  Viltacarriedoi  á 
coya  Autoridad  se  remítaa  unas  y  otras  actuaciones  para  que  las  conti- 
núe y  proceda  con  arreglo  á  derecho,  participándose  esta  resolución  al 
Jaagado  del  distrito  de  San  Antonio  de  Gldis  para  su  conocimiento  y 
eleetos  legales  correspondientes;  siendo  de  cuenta  respectiva  de  laa 
|Mtr tes  laa  costas  originadas.— (Publicada  el  f5  de  Abril  de  f884,  é  ín- 
ter ta  en  la  OaeeU  de  tt  del  mismo  mes  y  afio.) 
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Reciureo  deea««ci¿ii  (16  de  Abril  de  {%U).— Sala  primera, 
— Ertuga  db  bibubs.— Hi  lugar  al  interpuesto  por  D.  Enrique  Zibu- 
ni  y  eo  al  declarado  por  O.  Nicolás  Sterling  (Audiencia  de  Madrid),  y 
te  reanelve: 

Que  lae  palabrae  de  un  tetiamento  deben  eer  entendidas  llanameníe 
-eui  eamo  ellas  suenan. 

Su  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Abril  de  1884,  en  los  antos 

2iie  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
e  ley,  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  ioatancia  del  distrito  de  la 
Audiencia  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  de  este  territorio  por 
D.  Nicolás  Sterling  y  üeredia,  propietario,  vecino  de  esta  capital,  como 
representante  de  su  esposa  Doña  Rosario  Varona  y  de  su  hijo  D.  Gus- 
tavo Sterling  y  Varona,  representado  por  el  Procurador  D.  Ildefonso 
<70tiérrea,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Enrique  Uceiay,  con  Don 
Enrique  Ziburu  y  Herrera  Dávila,  propietario,  vecino  de  esta  corte,  re- 
preaentado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Mariano  Osona  y  el  Doc- 
tor D.  Francia^o  de  Paula  Lobo  sobre  entrega  de  bienes  que  se  dice  le- 
f  adoa  por  D.  Domingo  Sterling: 

Resultando  que  D.  Domingo  Sterling  y  Heredia  falleció  en  5  de  Jn- 
«lo  de  1871  en  eata  corte,  bajo  el  testamento  nuncupativo  ológrafo  que 
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htbia  otorgado  en  t%  de  Jonio  de  1865,  y  en  el  qae»  entre  otrae,  eata- 
Meció  las  eláosolaa  sígoientes:  5*,  de  mis  propiedades  sitas  en  U  Ha- 
bana, y  de  mis  acciones  de  Sociedades  anónimas  ó  comanditarias  domi-^ 
ciliadas  en  la  isla  de  Ceba,  dispondré  en  nna  memoria  ológrafa  que 
para  ese  soto  efeclo  será  parte  en  este  testamento;  á  falta  de  tal  nie* 
moría,  mi  heredero  distrinnirá  los  nneve  décimos  del  valor  de  dicha» 
propif  dadas  y  acciones  entre  bermanos  y  sobrinos  míos,  y  repartirá  el 
otro  décimo  según  las  instrncoiones  verbales  qne  para  ese  caso  le  be 
comonicado;  6^,  nombró  albaeeas  y  contadores  en  la  isla  de  Coba  á 
D.  Nicolás  Sterling  y  Heredia,  sn  hermano,  D.  Francisco  Illas  y  Don 
Uigoel  de  Arce,  qne  procederían  extrajndicialmente  al  inventario  djs 
sos  bienes  en  dicha  isla  de  Gnba  existentes,  y  á  la  partición  de  las  pro- 
piedades y  acciones  á  qne  la  precedente  cláusnla  5^  te  refiere;  y  en  la 
7^,  de  todos  sus  bienes  y  acciones  instituyó  único  y  universal  heredero 
á  sn  ahijado  D.  Bnríqoe  Zibnrn  Herrera  Dávila: 

Resaltando  que  éste  notificó  seguidamente  la  mnerte  y  testamento 
de  D.  Domingo  á  dichos  albaeeas  y  contadores,  qnienes  no  pudieron 
desempeñar  ni  ann  entrar  á  ejercer  el  car^o  por  diferentes  cansas;  y  en 
SO  de  Octubre  de  1871  dicho  heredero  D.  Enriqne  Zibnru  pidió  al  Juz- 

gado  del  Hospital  de  esta  corte  se  designase  á  D.  Fernando  Illas  ó  á 
/Hanoel  Sedaño,  para  que  por  sí  ó  por  medio  de  Notario,  procedie- 
sen al  inventario  de  papeles,  y  con  citación  de  los  legatarios  al  de  loa 
bienes  y  su  avalúo,  y  sin  perjuicio  otorgó  poderes  sostancialmente 
para  ignal  objeto  en  S6  del  mismo  á  favor  también  de  los  referidos  Illas 
y  Sedaño;  y  habiendo  recaído  auto  en  8  de  Noviembre  siguiente,  autc->^ 
rilando  asimismo  al  efecto  al  primero  de  los  propuestos  D.  Fernanda 
Illas,  remitió  á  éste  el  poder  y  oportuno  exhorto  á  los  fines  consi- 
gnientes: 

Resultando  que  Doña  Francisca  Sterling,  hermana  del  difunto  Don 
Domingo  Sterling  y  Heredia,  acudió  en  f{  de  Octubre  de  4874  al  Juz- 
gado de  Monserrate  de  la  Habana,  pidiendo  la  prevención  del  juicio  de 
abintestato  del  D.  Domingo,  como  así  se  acordó  el  23;  en  cuya  virtud 
de  mandato  judicial  con  citación  y  asistencia  de  varias  personu  de  la 
familia,  lega  tanas,  y  entre  ellas  la  mujer  é  hijos  de  D.  Nicolás  Sterling 
y  su  hermana  Doña  Isabel  Sterling,  se  procedió  el  45  á  la  apertura  de 
nna  caja  dé  hierro,  de  la  que  se  halló  contener,  entre  otros  efectos,  39T 
y  medía  acciones  de  varias  Sociedades  y  dos  recibos,  todo  por  valor  no- 
minal de  ) 88.500  pesos,  nombrándose  en  27  de  Octubre  depositario  y 
Administrador  judicial  á  D.  Francisco  Hevia,  quien  en  3  de  Noviembre 
manifestó  haber  recibido  de  los  Sres.  Ferrer  y  Compañía  40.694  pesos, 
y  varias  acciones  pertenecientes  al  finado  D  Domingo,  á  virtud  y  en 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  aquel  Juzgado;  y  presentó  y  se  le  ad-- 
mitió  por  ñador  y  principal  pagador  personal  apua  acta  de  las  respon- 
sabilidades en  que  pudiera  incurrir,  á  D.  Manuel  Quintero,  Gerente  deP 
la  Sociedad  Quintero  Hermano  y  Compañía;  qxkt  advertido  después  el 
heredero  Ziboru  de  estos  procedimientos,  y  de  la  actitud  de  algún  in- 
teresado para  continuarlos  y  promover  cuestiones  en  el  Juzgado  de  la 
Habana,  gestionó  privadamente  cerca  de  Doña  Francisca  Sterling,  y  d» 
acuerdo  con  el  hermano  de  ésta  D.  Nicolás  Sterling,  á  fin  de  que  de- 
sistiera y  se  apartase  de  ellos,  como  en  efecto  lo  consiguió,  proveyén- 
dose el  sobreseimiento  en  30  de  Abril  de  487)  mediante  la  precisa  ex* 
bibición  y  testimonio  del  testamento  de  D:  Domingo,  si  bien  disponién- 
dose que  los  fondos  y  bienes  de  éste  siguieran  en  D.  Simón  Fraaei8C4> 
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H<!via,  á-qaién  en  8  del  mitmo  le  habla  eoiregado  la  caja  de  hierro,  á 
dif  poskíón  del  propio  Juzgado: 

Resoitando  qoe,  no  obstante  dicho  sobreseí  miento  y  de  no  ser  parto 
en  el  ubintestato  D.  Adolfo  HArqnex  Sterling,  hijo  de  Doña  Francisca, 
f  0Dripareci6*y  pidió  en  el  mismo  en  2  de  Octubre  de  18*79,  y  se  acordó- 
el  19  la  venta  de  las  atceiones  inventariadat  por  la  Sociedad  Quintera 
Hermano  y  Compafifs,  á  quien  se  autortió  y  se  le  entregaron  at  efeeto, 
eniijenando  en  bo  virtud  las  de  ios  ferrocarriles  de  Cárdenas  y  Jücaro  y 
Maiansas,  cuya  cuenta  presentó  en  5  de  Abril  de  1873,  con  un  saldo  i 
sa  cargo  de  93.191  pesos  9  centavos,  y  que  á  igual  instancia  se  orde- 
nó  en  17  ^el  mismo  la  venta  de  las  acciones  restantes,  como  se  verifi- 
có posteriormente  respecto  de  otras  39  acciones  de  la  primer  línea  fé- 
rrea, sin  que  conste  rindiera  ya  cuenta  de  ella  la  Sociedad  vendedorar 

Resultando  que  habiendo  hecho  uso  D.  Fernando  Illas  del  poder  y 
exhorto  que  le  remitió  el  heredero  D.  Bnrique  Ziburu,  por  haberse  ya 
i  so  recibo  inventariado  y  asegurado  judicialmente  los  bienes  del  fina-^ 
do  D.  Domingo  deSterling  y  Heredia;  y  no  habiendo  tampoco  Zibora 
podido  c/tnseguir  que  se  le  tuviese  por  parte  y  se  entregasen  los  autos 
para  pedir  en  derecho  y  poder  oponerse  y  contrariar  en  justicia  cual- 
quier irregularidad  ó  maquinación  que  se  idease  en  perjuicio  de  la  he- 
rencia, desestimándose  repetidamente  su  pretensión,  y  los  diversos  re- 
cursos de  reforma  y  apelación  que  dedujo,  se  vio  precisado  á  interpo- 
ner •  tros  de  queja;  y  como  consecuencia  de  ello  la  promoción  de  varios 
éipedientes  civiles  y  criminales  que  dieron  por  resultado  el  embargo 
de  bienes  de  los  hermsnos  Quintero  después  de  sostener  varias  terce- 
rías; la  sentencia  condenatoria  de  cuatro  afios  de  prisión  y  accesorias 
contra  D.  Manuel  Quintero  que  percibió  el  valor  de  las  acciones  vendí- - 
das  y  se  alió  y  desapareció  con  los  fondos  sin  que  conste  su  paradero; 
otra  sentencia  condenatoria  de  16  años  de  cadena,  otros  tantos  de  inha- 
bilitación temporal,  accesorias,  multa  de  600  pesetas,  reintegro  de 93. 4 9t 
pesos  y  costas  al  Jues  accidental  ó  interino  del  distrito  de  Monserrate  de 
k  Habana  por  los  delitos  de  malversación  y  prolongación  indebida  do 
funciones;  la  corrección  diseiplinsria  de  la  multa  de  tOO  pesos  y  costas  al 
iuei  propietario,  á  reserva  de  pen^^sele  debidamente  si  apareciese  que 
la  infracción  de  las  reglas  del  procedimiento  fuó  medio  para  cometer 
algún  delito,  y  de  que  los  interesados  tengan  expeditas  sos  acciones 
pare  exigirle  la  subsanación  ó  responsabilidades  por  los  perjuicios  que 
baya  podido  causarles;  y,  por  último,  la  demanda  y  reclamación  judi- 
cial contra  dicho  Jnes  propietario  por  997  acciones  y  el  copón  que  en 
•Has  se  resefia  y  se  enajenaron  con  indemnización  de  más  de  tOO.OOO 
pesos  desfalcados: 

Resultando  que  en  f  6  de  Marxo  de  1878  dedujo  demanda  ordinaria 
D.  Nicolás  Sterling  y  Heredia  por  sí  y  ciyno  representante  de  so  esposa 
Doña  Rosario  Varona  y  de  su  hijo  menor  D.  Gustavo  Sterling  y  Varona 
en  solicitud  de  que  se  condenase  á  D.  Bnrique  Ziburu  y  Herrera  Dávi-» 
la;  primero,  á  que  le  entregase  á  su  nombre  y  en  el  de  su  mujer  é  hijo 
citados  la  cuarta  parte  de  las  nueve  décimas  del  dinero  que  ezistia  en 
caja  en  la  Habana  i  la  muerte  de  D.  Domingo  Sterling,  la  de  losbienea 
raíces  en  la  misma  ciudad  y  los  de  ios  créditos  activos  y  acciones  de  So- 
ciedades anónimas  y  comanditarias  domiciliadas  en  la  isla  de  Coba  que 
pertenecieron  al  mencionado  Sterling  y  que  legó  á  sos  hermanos  y  so- 
brinos; segundo,  á  que  rindiese  cuenta  de  los  productos  de  los  indica* 
4lo8  bienes;  tércerOi  á  que  le  indemnisase  en  la  proporción  dicha  el  im- 
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portt  legitimo  qoe  taTíeraa  en  el  di* del  pago  lu  aeeionet  de  ferroca- 
rriles de  Malansas  y  Júcaro  y  Cárdenas  qoe  resultan  enajenad  as  así  eomo 
también  los  dividendos  activos  proceilentesde  las  mismas  acciones  en* 
Jenadas  desde  el  primer  reparto  qne  se  hiao  entre  los  accionistas  después 
de  la  muerte  de  D.  Domingo  Steriing  hasta  el  último  semestre  de  1877 
que  Ajaba  en  344.722  pesetas,  sin  perjuicio  de  la  liquidación  que  opor- 
tunamente débil  practicarse  de  esos  y  de  los  ulteriores  dividendos  que 
«e  hicieren,  mientras  no  tuviese  efecto  la  indemnisacióo;  cuarto,  al  pago 
de  los  intereses  por  los  oapitales  retenidos  basta  que  tenga  lugar  esta  iii- 
demnisacién  á  razón  del  6  por  400  anual,  y  al  de  todu  lascostascausa* 
lias  y  que  se  causaren;  fundándose  principalmente  para  eilo  en  el  hecho 
asentido  y  probado  de  que  D.  Domingo  de  Steriing  dejó  tf I  morir  cinco 
hermanos  y  varios  sobrinos  hij  )S  de  otros  tres  hermanos  que  le  premu- 
rieron;  qoe  Doña  Isabel  Steriing  y  Haredia^  uno  de  H»  cinco  hermanos 
que  le  sobrevivieron,  murió  soltera  bajo  el  testamento  que  otorgó  en  5 
de  Mayo  de  1876,  y  en  el  que  instituyó  por  herederos  de  sos  bienes  y 
<lerecbos  á  Doña  Rosario  Varona  y  Zayas  y  D.  Gustavo  Steriing  y  Va- 
rona, esposa  é  hijo  respectivamente  de  su  hermano  D.  Nicolás  Steriing 
y  Heredia,  ó  sea  ^1  reclamante,  qne  en  su  virtud  consideraba  le  corres - 
pon(lia  por  derecho  propio  la  octava  parte  de  los  nueve  décimos  de  los 
bienes  legados  por  dicho  D.  Domingo  á  los  sobrinos  y  hermanos  suyos 
por  la  cláusula  5*  de  su  testamento*  asi  como  otra  octava  parte  á  su  re- 
ferida esposa  é  hijo  menor  de  edad,  Doña  Rosario  y  D.  Gustavo,  cual  he- 
rederos de  eu  mencionada  hermana  Dofta  Isabel,  y  por  lo  tanto,  la  cuar- 
ta parte  que  en  kmbos  conceptos  reclamaba;  que  habiendo  obrado  eoa 
morosidad  y  negligencia  onlpahl<^al  heredero  D.  Enrique  Ziburu  en  la 
aseguración  y  distribución  de  tales  bienes  constitutivos  del  legado,  se 
había  heého  responsable  de  la  pérdida  ó  distracción  parcial  de  estos 
bienes  y  de  la  indemniracióo,  intereses  y  costas  que  se  le  exigen  á  te- 
nor y  bajo  el  fundamento  principal  de  la  ley  41,  tit.  9%  Paruda  6^: 

Resultando  que  D.  Enriaue  Zibnru  y  Qerrera  Dávila,  al  contestat  á 
la  demanda  pidió  se  le  absolviese  de  ella,  exponiendo  al  efecto,  que  la 
«ccióo  deducida  por  el  demandante  no  era  viable  ni  legalmente  eficaí 
en  cuanto  no  habia  parecido  la  memoria  ológrafa  mencionada  en  la 
olánsttla  5*  del  testamento  de  D.  Domingo  Sterlioi^  y  Heredia,  ni  hecho 
ól  tampoco  declaración  alguna  sobre  las  instrucciones  verbales  qne  le 
comunicó  el  testador,  y  se  expresa  en  igual  cláusula,  de  cuya  memoria 
^  declaración  en  su  defecto  pende  la  existencia  ó  extensión  y  limite  en 
au  caso  del  derecho  ejercitado  por  el  demandante;  4oo  la  cláusula  5*  del 
testamento  de  D.  Domingo  Steriing  analisada  gramaticalmente,  subor- 
dinaba terminantemente  lo  mismo  la  distribución  de  nueve  décimos  que 
la  aplicación  de  un  décimo  á  las  instrucciones  verbales  que  había  co- 
municado el  heredero,  y  conteníi  pues  una  disposición  gramatical  per- 
fecta y  clar«,  ordenando  el  heredero  distribuir  los  nueve  décimos,  se- 
gún las  instrucciones  verbales,  qoe  en  cartas  dirigidas  por  el  deman- 
dante á  Ziboru  en  23  de  Agosto,  23  de  Noviembre  y  1^  de  Diciembre 
de  1871  reconoció  D.  Nicolás  que  al  heredero  estaban  sometidos  repar- 
to y  entrega  del  legado  con  arreglo  á  las  instrucciones  que  te  habii 
oomonicado  el  testador;  que  no  había  habido  por  parte  de  Ziboru  la 
morosidad  y  negligencia  que  se  suponía  que  le  afectase  la  menor  res- 
ponsabilidad, puesto  que  respecto  á  las  propiedades  y  acciones  cuyo 
valor  constituii  el  legado  de  que  se. trata,  obró  como  el  mismo  y  cumo 
«oalquier  padre  de  familia  prudente  obra  en  sus  propios  asuntos,  y  cou 
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mát  eelo  y  diligeneii  todavít  porque  no  dejó  de  haeor  cnanto  le  per- 
foitieroo  U  distancia  volnntadet  ajenas  que  no  estaba  en  so  mano  do- 
minar, aaeesos  iropreviátos  y  cireunstaneias  partienlares  inevitables; 
qne  promovido  en  la  Habana  el  jnicio  de  abiiitestato  de  D.  Domingo 
Starüng  á  instancia  de  so  bermana  Doña  Francisca  Antonia,  el  deman- 
dado'trató  de  qoe  se  le  tuviera  por  parte  en  las  actaaeiones  formadas 
y  se  le  negó  con  repetición  por  el  Jnzgado,  teniendo  qae  acodir  en 
qoeja  á  la  ^odieneia,  y  pnso  en  práctica  todos  los  medios  oportunos 
para  veneéfr  las  innumerables  dificultades  que  se  Je  oponían;  qoe  Zt- 
bura  demandó  á,D.  Ifannel  Qointero,  s^erantede  la  Sociedad  Quintero 
Hermano,  que  hito  la  venta  de  las  ncciones,  para  conseguir  que  se  de- 
clarase sujeto  &  la  responsabilidad  de  la  venta  de  los  bienes  que  se  le 
embargaron;  y  babísuperseguido  á  los  Jueces  por  los  abasos  é  irregu- 
laridades que  cometieran;  que  el  demandado  no  babU causado  perjui- 
cios á  los  bienes  cuyo  valor  constituía  el  legado  ni  por  negligencia  im- 
putable i  él  de  ningún  apoderado: 

Resultando  que  en  los  escritos  de'  réplica  y  duplica  insistieron  las 
fiarles  en  sus  respectivas  pretensiones;  y  recibido  el  pleito  á  prueba  se 
practicaron  las  propuestas  por  aquéllas,  presentándose  varias  cartas  de 
co  reciproca  correspondencia,  entre  las  cuales  aparecen  las  dirigidas 
por  D.  Nicolás  Sterling  á  D.  Enrique  Ziburu,  una  en  25  de  Agosto  de 
1871,  eo  que  le  decía:  cestas  plenamente  autorizado,  tanto  por  la  espe- 
cialidad del  mandato  qoe  te  confiere  Domingo,  cuanto  por  tu  carácter 
de  heredero  universal,- para  bacer  el  reparto  y  entrega  del  legado  á  los 
Mérmanos  y  sobrinos  á  quienes  ha  sido  diferido.»  Otra  del  6  de  Octubre 
del  mismo  ano,  en  que  contestando  á  una  del  l^  de  D.  Enrique,  le  ex- 
presaba uue  en  efecto  debía  serle  molesto  la  partición  del  legado;  otra 
de  S3  de  Noviembre  del  propio  año,  en  que  se  lee:  «por  la  cláusula  del 
legado  tienes  plena  autorisación  para  distribuirlo,  y  el  testador  quiso 
que  lodo  se  hiciera  seffún  las  instrucciones  que  te  comunicó  y  sin  ne* 
ccaidad  de  trámites  judiciales;  otra  de  10  de  Diciembre  de  igual  afto» 
manifestándole  que  ef  dinero  de  la  herencia  de  la  Hibana  debía  ex- 
traerse de  las  áreas  Reales,  porque  es  luyo  y  nadie  ba  tenido  derecho 
pera  secuestrarlo  en  concepto  alguno...  y  puede  ser  funesta  para  ti  la 
pérdida  de  tiempo  sobre  este  particular  por  los  graves  apuros  del 
Erario:» 

Resultando  que  unidas  las  pruebas  practicadas  y  continuado  el  jui- 
cio por  dos  instancias,  la  Sala  primi^ra  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del 
distrito,  por  sentencia  de  45  de  Abril  de  4882,  revocatoria  de  la  del 
loes,  condenó  al  demandado  D.  Enrique  Zibnm  y  Herrera  á  qoe  una 
ves  hecha  la  división  y  partición  de  las  propiedades  sitas  en  la  Habana 
y  productos  existentes  ó  que  se  atemperen  de  las  acciones  anónimas  ó 
comanditarias  domiciliadas  en  la  isla  de  Cuba  que  se  designan  como 
constitutivas  del  legado  mencionado  en  la  cláusula  5*  del  testamento  de 
D.  Domingo  Sterling  y  Heredia,  entregue  á  D.  Nicolás  de  Sterling  y 
B^redia  y  á  la  esposa  é  hijo  del  ultimo,  Doña  Rosario  Varona  y  D.  Gus- 
uvo  Sterling  y  Varona,  dos  octavas  partes  del  valor  de  dichas  propio* 
dades  y  productos  de  acciones  mencionadas,  con  más  los  frutos,  rentas 
ó  intereses  producidos  por  los  mismos  disJe  la  muerte  del  testador,  en- 
tendiéndose dichos  frutos,  rentas  ó  intereses  respecto  á  todo  lo  existente 
después  del  menoscabo  sufrido  y  no  imputable  al  referido  heredero;  y 
absolrió  al  demandado  D.  Enrique  Ziburu  de  todas  las  ddmás  preten- 
•íones  formuladas  por  el  demandUnte  D.  Nicolás  Sterling,  sin  hacer  ex- 
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presa  condenación  de  costas  de  ésta  ni  de  la  anterior  instancia;  y  pedi- 
da sciaracidn  por  parte  de  D.  Enrique  Zibnro,  la  referida  Sala  primera, 
por  auto  de  SI  del  mismo  mes  de  Abril,  se  declaró  qae  las  dos  ociaras 
partes  del  valor  de  las  propiedades  y  productos  de  acciones  menciona- 
dis  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  debfan  ser  y  entenderse  ds 
los  nueve  décimos  del  valor  de  las  propiedades^  productos  de  accione^, 
sn  cuyo  sentido  se  entendiera  subsanada  la  omuión  material. sufrida  en 
ta  parte  dispositiva  de  aquélla: 

Resaltando  que  D.  Enrique  Zibora  y  Herrera  Dávíla  interpuso  re- 
corso  de  casación,  citando  como  infringidos: 

4^  El  testamento  de  D.  Domingo  Sterling,  que  es  ley  en  la  materia^ 
por  contener  la  voluntad  del  testador  inviolable,  mientras  no  se  oponga 
á  la  moral  y  el  derecho,  según  repetidamente  lo  tiene  declarado  este 
Tribunal  Sopremo,  y  que  en  su  cláusula  5*  ordenó  quesa  heredero  dis- 
tribuyese los  nueve  décimos  del  valor  de  las  propiedades  y  acciones  qo» 
había  especificado  entre  hermanos  y  sobrinos  suyos,  y  que  aplicara  el 
otro  décimo,  según  las  instrucciones  verbales  que  para  el  caso  de  faltar 
la  memoria  le  había  comunicado;  por  tanto,  la  sentencia  recurrida, 
prescindiendo  por  lo  que  toca  á  los  nueve  décimos  de  la  norma  comu- 
nicada en  las  instrucciones  para  su  distribución,  admite  á  participar  de 
ellos  con  perfecta  igualdad  6  los  hermanes  y  sobrinos,  todos  lo  mismo 
que  si  viniesen  á  suceder  en  los  bienes  de  este  legado  abintestato,  y  sin 
que  hubiesen  sido  objeto  de  una  disposición  especial  del  testador: 

S""  La  ley  5^,  tít.  33,  Partida  7%  según  la  cual,  «las  palabras  del  fa« 
cedor  del  testamento  deben  ser  entendidas  Nanamente,  así  como  ellas 
suenan,»  de  cuyo  precepto  no  admite  dicha  ley  otra  excepción  «si  no 
fueras  ende  coando  pareciere  ciertamente  que  la  voluntad  del  testador 
fuera  otra  que  non  como  suenan  las  palabras;»  y  la  doctrina  y  la  juris* 
prudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  en  sentencias  de  3  de  Mario  de 
1873  y  33  de  Junio  de  \S6i,  según  la  primera  de  las  cuales,  «si  no  pa- 
reciere ciertamente  cuando  así  constase  de  las  palabras  mismas;»  y  se- 
gún la  segunda,  cenando  así  se  hubiese  hecho  prueba  en  autos;»  en 
cuanto  la  sentencia  recorrida,  sin  tal  constar  ni  probarse,  y  contra  k 
que  tas  palabras  del  testador  entendidas  llanamente  suenan  que  las  ins« 
trucciones  comunicadas  son  igualmente  extensivas  á  la  distribución  de 
los  nueve  décimos,  que  á  la  aplicación  de  otro  décimo  tas  limita  á  sólo 
la  aplicación,  suponiendo  para  esto  c|ue  el  testador  D.  Domingo  Ster- 
ling,  aunque  recorocido  como  docto  jurisconsulto,  que  llevó  el  cuidado 
y  la  precaución  hasta  dejar  consignado  en  el  testamento  que  lo  escribía 
de  so  propio  puño  en  la  matriz  del  protoeolo,  se  equivocó  en  la  puntua- 
ción, poniendo,  cosa  que  tampoco  bastaría,  ponto  y  coma  en  lugar  de 
coma,  creando  de  este  modo  un  texto  distinto  del  verdadero  para  dedn« 
cir  una  voluntad  diversa  de  la  que  expresó  el  testador: 

3^  La  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo en  la  sentencia  de  25  de  Abril  de  1873  y  en  la  de  II  de  Diciem-^ 
bre  de  18.79,  según  la  primera  de  Iss  cuates  las  cuestiones  que  se  sus- 
citan sobre  la  inteligencia  de  una  cláusula  de  un  testamento  deben  re-^ 
solverse  al  tenor  de  la  misma;  y  conforme  á  la  segunda  deben  enten- 
derse sus  palabras  como  suenan,  si  del  contexto  de  la  misma  cláusula 
no  te  deduce,  ni  mucho  menos  aparece  ciertamente  que  fuera  otra  la 
voluntad  del  testador;  en  cuanto  la  sentencia  recurrida,  en  ves  de  re-» 
solver  la  cuestión  movida  por  los  demandantes  sobre  la  inteligencia  de 
Ja  cláusula  al  tenor  de  ésta,  no  dedocündose  de  su  contexto,  ni  mucho 
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( aparecMndo  eierUmente  qae  fuese  otra  la  volanUd  del  tesUdor, 
be  fenledo  que  debía  so  poner  ona  eaaivoeación  que  «areee  de  funda* 
mentOy  y  alterar  el  eonlralo,  á  fio  ae  qoe  por  este  camiao  apareciese 
eer  la  voluntad  otra  de  la  qoe  era,  y  qoe  las  íostrocciooes  no  alcansa- 
bao  lo  mismo  que  á  on  décimo  á  los  otros  noeve  décimos  de  los  bienes 
materiales  del  legado: 

Resol taodo  qoe  D.  Nicolás  Sterliog  y  Heredia,  por  si  y  como  marido 
de  sa  esposa  Doña  Rosario  de  Yarona,  y.  en  nombre  de  D.  Gustavo 
Sterling  y  Varona,  inlerpuso  también  recorso  de  casación,  por  bafaÑarse 
en  su  concepto  iofringido: 

1^  La  ley  H ,  tlt.  9°,  Partida  3%  qae  previendo  el  caso  de  qoe  la  cosa 
se  extinga  total  ó  parcialmente  p)r  colpa  del  beredsro,  preceptúa  qae 
en  tal  caso  deberá  pagar  al  legatario  su  estimación  ó  resarcirle  los  per* 
jotcioSy  y  añade  qoe  se  entenderá  tiene  colpa  el  heredero  si  no  guarda 
M  «OM  ó  no  la  kaee  gnardar  como  loi  suyos  propios^  ó  dilata  $%  sntrega 
á  sabiendas  por  no  gnsrer  hacerlo  ó  por  su  nsgligencia,  porque  según  el 
resultado  de  autos  no  podU  ser  más  evidente  qoe  D.  Borique  Ziburu 
es  responsable  del  menoscabo  que  ha  sufrido  el  legado  hecho  por  Don 
Domingo  Sterling  á  los  reeorrentea  por  no  haber  guardado  ni  hecho 
guardar  los  bienes  como  soyos  propios  según  previene  la  ley;  qae  ade- 
más Ziburu  ba  dilatado  la  entrega  del  legado  á  iabiendas  por  no  qoe 
rer  hacerlo,  puesto  que  escudado  en  las  instrucciones  verbales  que  diee 
haber  recibido,  ha  negado  terminantemente  á  los  recurrentes  el  carác- 
ter de  legatarios,  interpretando  erróneamente  Ja  cláusula  5^  del  testa- 
mento, y  dando  ocasión  con  au  resistencia  á  qoe  los  recurrentes,  des- 
puéa  de  agotados  todos  los  medios  aojiatosos  durante  siete  años,  hayan 
tenido  qoe  promover  estos  autos  para  que  se  cumpliese  la  voluntad  del 
testador,  y  la  sentencia  al  olvidar  el  precepto  de  la  citada  ley  y  al  des- 
eonoGor  que  Ziburu  es  responsable  de  la  extinción  parcial  del  legadi> 
por  so  negligencia  ha  quebrantado  aquélla: 

S*  La  ley  37,  tit.  9®,  Partida  6*,  porque  preceptoando  que  el.legata- 
no  tiene  derecho  á  todos  los  frutos  producidos  por  la  cosa  legada 
desde  el  día  de  la  aceptación  de  la  herencia,  la  sentencia,  sin  embargo, 
DO  tiene  en  cuenta  eate  precepto,  pues  solamente  recoooce  á  los  reco» 
rrentea  derecho  de  los  frutos  producidos  por  las  dos  octavas  partes  de 
los  nueve  décimos  de  las  propiedades  sitas  en  la  Habana  y  de  las  accio- 
nes domiciliadas  en  la  isla  de  Coba,  entendiéadose  respecto  á  todo  lo 
sansUnU  después  del  menoscabo  sufrido  y  no  imputable  al  referido  he- 
redero,  y  como  se  ha  demostrado  qoe  este  menoscabo  se  debe  impotar 
al  heredero,  pues  es  el  único  responsable  de  lo  qoe  ocurrió  en  la  Ha- 
bana, dicho  se  está  qoe  los  recorrentes  tenían  derecho  á  los  frutos  qoe 
debia  producir  toda  la  cosa  legada  en  la  proporción  de  los  dos  octavos 
<|oe  le  asignaba  la  sentencia  y  en  cumplimiento  de  la  ley  citada  como 
infringida. 

Vistos,  siendo  Ponen  te  e(  Magistrado  D.  Ricardo  Gollón: 

Considerando  qoe  cualquiera*  que  sea  la  puntuación  colocada  por 
D.  Domingo  Sterliog  en  la  cláusula  5*  de  so  testamento  ológrafo,  la 
construcción  gramatical  de  la  misma,  el  natural  significado  de  los  vo- 
Cdhios  y  la  conjunción  Zque  one  en  el  segundo  período  de  aqoélla,  «i 
miembro  relativo  á  la  distribución  de  los  nueve  décimos  con  el  referen- 
te á  la  apl:cación  de  otro  décimo  demuestran  que  la  división  de  todaa 
las  porciones  debe  hacerse  según  las  instrucciones  verbales  comonica- 
daa  al  heredero  por  el  testador,  siendo  tanto  más  fondada  esta  interpre- 
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«ación  da  til  ToiiiDUd,  coAnto  qoe  de  otro  modo  no  m  explica  tfatisfac- , 
torilmente,  atendida  sa  ilaitraeióo,  qoe  empleando  ona  fórmala  anti- 
ílbológíca  manifieste  que  los  niie?e  décimos  se  distriboirán  entre  her» 
manqs  y  iobrinon  tnyoSy  en  logar  de  decir  entre  mis  hermanos  y  so- 
brinos ó  entre  los  hermanos  y  sobrinos  míos: 

Considerando  qoe  las  paUbias  entre  hermanos  y  sobrinos  míos,  en 
ios  qoe  poedeo  estar  comprendidos  todos  los  parientes  de  estos  grados 
6  solamenle  algunos  de  ellos,  y  el  silencio  goardado  por  D.  Domingo 
Sterüng  respecto  de  U  porción  correspondiente  á  cada  ono  de  los  qoe 
institoía  por  legatarios  de  los  noeve  décimos,  revelan  asimismo  qoe  á 
la  división  de  éstos  tienen  qoe  ser  extensivas  las  instracciones  verbaleo 
qne  el  testaior  diera  á  so  heredero,  por  carecerse  en  otro  caso  de  toda 
regia  para  verificar  con  acierto  la  distribución,  poesto  qoe  la  ctáosola 
sobre  no  determinar  coáles  son  los  hermanos  y  sobrinos  llamados,  no 
dice  qoe  la  participación  de  todos  sea  igoal  ó  qoe  onos  socedan  hi  m^* 
pile  y  otros  in  siitT^r. 

Considerando  qoe  el  demandante  D.  Nicolás  Steriing  en  sos  cartaa 
de  $5  de  Agosto  y  13  dé  Noviembre  de  1871»  dirigidas  á  Ziboro,  en- 
tendió en  el  indicado  sentido  la  cUosola  5%  inteligencia  á  lacoal  n»  se 
opone  tampoco  el  nombramiento  de  albaceas  y  contadoras  qoe  para 
qoe  procedieren  extrajodicialmente  al  inventario  de  los  bienes  de  Coba 
hixo  el  testador  en  la  cláosola  6%  ya  poíqoe  las  dos  son  conciliables, 
sujetándose  los  albaceas  en  el  desempeño  de  so  cometido  á  las  instroc- 
ciones  qoe  el  heredero  declare  haber  recibido,  ya  porque  lo  ordenada 
en  la  cláosola  6^  poede  referirse  al  caso  del  párrafo  primero  de  la  5^. 
en  pi  qoe  estableció  el  finado  qoe  de  aquellos  bienes  dispondría  en  ona 
memoria  ológrafa  para  qoe  ese  solo  efecto  íoera  parte  de  so  testa* 
mentó; 

Considerando  qoe,  por  lo  expoesto,  la  sentencia  recorrida  al  conde^ 
Dar  al  heredero  D.  Enriqoe  Ziboro  á  qoe  entregue  al  demandante,  eo 
la  representación  qoe  litiga,  dos  octavas  partes  de  los  noeve  décimos 
del  valor  de  los  bienes  qoe  la  misma  sentencia  señala,  con  más  los  fro-> 
tos,  rentas  ó  intereses  producidos  por  todo  lo  existente,  después  del 
menosprecio  sofrido,  fundándose  para  ello  en  qoe  las  instrocciones  ver- 
bates  del  testador  se  refieren  exclosivamente  á  la  aplicación  de  on  dé- 
cioio  y  no  á  la  distriboción  de  los  otros  noeve  entre  hermanos  y  sobri- 
nos; infringe  la  ley  y  doctrina  citadas  en  los.dos  primeros  motivos  del 
recurso  interpoesto  por  el  menctonado  heredero; 

Y  consideYando  que  declarado  procedente  dicho  recorso  qoeda  re- 
sneito  en  sentido  negativo  el  qoe  ha  interpoesto  D.  Nicolás  Steriing, 
por  8Í  y  en  representación  de  su  esposa  Doña  Rosario  de  Varona  y  de 
9u  hijo  D.  Gustavo  de  Steriing,  como  herederos  de  Doña  Isabel  de 
Steriing,  toda  vez  que,  atendidas  Iss  razones  aducidas  en  los  anterio* 
res  fundamentos,  no  han  podido  los  recurrentes  promover  el  pleito^  ni 
tienen  acc'Ón  para  pedir  hasta  que  por  el  heredero  Ziboro  sé  haga 
constar  qoe  con  arreglo  á  las  instrocciones  verbales  recibidas  del  tes- 
tador son  de  los  hermanos  soyos,  entre  los  qoe  jontamente  con  sobri- 
nos deben  distribuirse  los  noeve  décimos  de  las  propiedades  y  acciones 
de  qne  se  trata; 

Pallaqcs  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recor- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Enriqoe  de  Zibnro:  y  en  su  conse- 
eoencia  casamos  y  anolamos  la  sentencia  qoe  en  15  de  Abril  de  i88t 
dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  esta  corte,  en  cnap- 
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to  por  efla  i«  eoniena  á  Ziboro  é  qae  entregae  á  los  demand&otei  áqé 
octavas  partes  de  los  nneve  dóeimos  del  valor  do  tas  propiedades  sitas 
en  ta  Habana  y  de  los  productos  existentes  ó  qoe  se  recuperen  de  laa 
aeeíonrs  anóifimas  ó  comanditarías  domieiliadtis  en  la  iata  de  Gnba  y  al 
abono  de  los  frnfoi,  rentas  ó  intereses  qoe  el  mismo  fallo  expresa,  y  «le* 
etaramos  no  haber  logsr  al  recnrso  interpoesto  por  D.  Nicolás  Scerling; 
sin  li3cer  'especial  condenación  de  costas  en  Iq  relativo  al  recnrso  de  Zi- 
barn  y  condenando  á  D.  Nicolás  Sterlíng  en  las  correspondientes  a( 
suyo. — (Sentencia  pnblicada  el  f6  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la  9a- 
€€ta  de  5  de  Setiembre  del  mismo  afto.) 
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lieenrs*  de  eanael^n  en  asunto  de  Ultramar  (fft  de  Ahrií 
di  f88é) — Sato  jyrtin#ra.^-<JALiPiCACi6N  os  PROPIEDADES. — No  ba  lof^ar 
af  ínterpnesto  por  D.José  Manuel  de  Rojas  con  Doña  Mana  T«rto  de  La- 
redo  (Aadiencia  de  fs  Habana),  y  se  resuelve: 

4^  Que  no  puede  tervir  de  fundamento  legal  para  la  casadán  el  in- 
tütar  principioi  abslraetof  de  derecho ,  porque  su  aplieaeión  ka  de 
fombinarge  ecn  lo  que  las  leyes  y  la  jurisprudencia  tienen  establecido 
para  casos  eonerelos: 

S^  Que  es  doctrina  sancionada  fior  el  Tribunal  Supremo,  que  la  fal- 
la de  reclamaeidn  en  tiempo  oportuno  por  los  interesados  en  mn  deslinde 
le  da  fverta  f  ^gor  contra  Ids  gestiones  que  poiteriormente  se  entablen 
en  el  misnio  procedimienio: 

3^  Que  fon  inaplicables,  y  por  lo  tentó  no  han  podido  infringirse  la 
doctrina  legal  emanada  del  art.  680  de  la  lef  de  Enjuidamento  civil  y 
i^W  H 1 1  del  Código  de  Comercio,  que  disponen  que  los  acreedores  que  no 
iubitsen  presentado  lot  documentos  jusiijlcatitos  de  sus  créditos  en  los 
platos  prescritos,  suhirán  cerno  4nica  pena  de  )r«  morosidad  el  per^ 
juicio  de  practicar  a  ius  esptnsas  las  diligencias  de  reconocimiento  de 
loe  mismos  y  la  f^rdidu  de  cualquiera  prelación  que  pudiera  corree- 
ponderies^  f  las  leyes  1 8,  19,  tO  y  21,  til,  29.  Partida  3*,  si  no  se  tra- 
ta de  la  quiebra  de  un  comerciante,, ni  de  adquirir  el  dominio  por  pres- 
cripción ó  por  cualquier  otro  concepto  que  deba  ser  -objeto  de  un  juicio 
declarativo; 

Y  i°  0^€  no  es  de  eHimar  el  motito  fundado  en  el  supuesto  inexacto 
de  no  haber  sido  citado  el  recurrente  para  la  diligencia  de  deslinde,  sien' 
do  asi  que  se  le  llamó  por  edictos  insertos  en Aos  periódicos  locales,  que 
es  la  forma  legal  establecida  respecto  de  toe  interesados  no  conocidos. 

En  la  villa  y  corte  de  Msdrid,  á  46  de  Abril  de  4884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Ncs  en  virlnd  de  recnrso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  spgnido  en  el  Josgado  de  primera  instancia  de  San  Joan  de  los 
Remedios  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  Don 
Manoel  Joió  de  Rojas  con  Doña  María  Tarto  de  Laredo,  Síndico  da 
la'  hacienda  proindivisa  San  Bartolomé,  sobre  cahficsción  en  el  juicio 
de  apeo  de  las  propiedades  qne  en  aquélla  pertenecen  al  primero: 

Resnitando  que  los  condoeños  de  la  hacienda  proindivisa  San  Bar- 
tolomé del  Pedregal  dedujeron  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
San  Jaan  de  los  Remedios  jnicio  de  apeo,  acordándose  en  una  jnnta 
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cftlebrAdtal  efecto  eLnombra  miento  de  eatifictdoret;  teaíéftiose  por 
seoibradot  por  aato  de  %%  de  Febrero  de  1870  á  los  agrónomos  D.  Teo« 
«doeio  Uontalván  y  D.  M anael  Seiglié«  y  mandando  formar  vamo  aepa 
rado  aobre  U  ealifioaeión  y  que  te  entregase  á  los  qae  dolían  Terifiesr- 
4a  para  ane  pronanciaran  lo  eondncente: 

Resaltando  qne  aceptado  el  anterior  nombramiento  procedieron  lot 
nombrados  á  yeríficar  la  calüeación,  y  terminado  sn  Uabajo,  presenu* 
roa  el  estado  de  8  de  Maye  del  mismo  año,  recayendo  en  n  de  Jonio 
eigaiente  en  atfto  del  Jatgado  proveyendo  á  lo  solicitado  por  Doña  Ha* 
ría  Tarto  de  Laredo,  Síndico  de  la  hacienda  en  qne  se  mandó  poner  loe 
4iatos  de  manifiesto  en  la  Escribanía  para  qne  enterándose  los  comune- 
ros de  las  operaciones  practicadas  manifestaran  si  estaban  ó  no  coofor 
mes  con  ellas,  en  la  inteligencia  de  tenerlas  por  aprobadas  si  no  io  ve* 
rificaban,  á  cayo  efecto  mandó  se  les  convocara  por  tres  números  de 
los  periódicos  de  la  localidad: 

Resoltando  qoe  notificado  este  aato  á  los  comoneros  personsdos  y 
becha  la  convocatoria  por  los  periódicos,  solicitó  Dona  liaría  Tarto  de 
Laredo,  en  concepto  de  Síndico,  la  aprobación  de  las  operaciones  prac- 
ticadas, á  lo  qne  se  accedió  por  el  Juagado  por  aato  de  tO  de  Agosto 
de  1880,  qne  se  notificó  igualmente  á  las  partes,  y  por  edictos  á  loa 
ausentes: 

Resultando  que  personado  en  tZ  del  mismo  mes  D.  Manuel  José  de 
Rojas  solicitó  en  10  de  Setiembre  siguiente  se  pasaran  á  los  calificado- 
res de  la  hacienda  San  Bartolomé  del  Prsdegal  los  testimonios  que  se 
le  habían  facilitado  y  acreditaban  su  dominio  en  varías. porciones  de  la 
misma,  á  in  de  qne  decidieran  sobre  su  legitimidad: 

Resoltando  que  el  iuei,  por  auto  de  S7  de  Setiembre  del  mismd  aSo, 
^oclaró  no  haber  lugar  á  lo  solicitado  por  D.  Manuel  José  de  Rojas  con 
imposición  de  costas;  de  cuyo  auto  pidió  éste  reposición,  solicitando  se 
austanciara  en  incidente  separado  y  con  audiencia  del  Sindico  la  recle 
mación  que  había  deducido  y  que  reiteraba,  declarándose  el  derecho 
^ue  le  asistía  para  que  las  posesiones  cuya  propiedad  le  correspondía 
fueran  incluidas  en  el  resumen  general  de  las  de  la  hacienda  San  Bar- 
toloDQé,  fundándose  en  que  dichas  porciones  le  pertenecían  legítima- 
mente; qne  no  había  habido  negligencia  ó  incnria  por  su  parte,  no 
habiendo  presentado  los  títulos  á  su  debido  tiempo  por  no  haber  sido 
posible,  segün  tenía  demostrado;  que  por  esta  sola  ratón  se  iba  á  lle- 
var á  cabo  una  verdadera  confiscación  en  provecho  de  otros  comuneros 
cuyos  títulos  de  dominio  no  habían  sido  debidamente  examinados  por 
los  calificadores,  el  período  de  calificación  no  estaba  aún  cerrado;  que  . 
se|ún  el  art.  13  del  reglamento  de  1°  de  Abril  de  1819,  con  arreglo  al 
cuft  deben  decidirse  las  cuestiones  de  esta  clase,  nombrados  los  ealifi- 
CAdores  deben  los  comoneros  presentar  sus  títulos  dentro  del  plazo  de 
20  días;  según  e^art.  U,  cumplido  el  término  deben  reunirse  los  cali- 
ficadores con  el  Síndico  para  hacer  las  calificaciones,  y  si  acerca  de  di- 
cha calificación  se  hiciese  alguna  reclamación  debe  oirse  en  justicia  al 
reclamante,  según  dispone  el  art.  15,  formándose  cuaderno  separado 
^on  inserción  de  los  particulares  oportunos,  y  sustanciándose  en  los 
mismos  términos  fijados  para  el  deslinde  en  el  art.  9^  sin  perJQÍcio4e 
continuar  las  demás  diligencias;  marcando  este  último  que  si  no  bobie- 
^e  acuerdo,  y  otro  tanto  puede  decirse  de  la  calificación,  se  sustanciará 
el  incidente,  presentando  el  redamante  un  solo  escrito  con  los  docu 
«nentos  justificativos,  debiéndose  resolver  con  audiencia  del  Síndico  y 
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-^targar»  apeUeióa  en  sa  cato;  qoe  la  reclamación  dedoeida  babía  sido 
fsebasada  de  plano,  sin  fórmnla  de  jnieío  j  sin  los  trámites  de  snstan 
eiaetón  qne  el  eitado  reglamento  establece;  qoe  además  el  anto  de  f^ 
de  Agosto  en  que  se  aprobé  la  calificación  no  le  babía  sido  notificado, 
por  lo  q«e  no  podía  perjadicarle,  siendo  eyidente  ^oe  los  términos  jndi* 
oíales  no  corren  contra  los  anseotes,  impedidos  ó  ignorantes  de  lo  qoe 
los  Tribnoeles  resuelven,  j  qne  las  sentenoias  no  pueden  considerarse 
€rn»6e  mientras  no  se  consienten  por  las  partes  á  quienes  pueden  per- 
iudiear  ó  reeaer  ejecutoria  del  Tribunal  superior;  y  por  nitimo,  que 
ningún  perjaieio  podía  causarse  á  los  demás  eomnneros  accediendo  á 
la  eahfieacióo  solicitada,  cuyos  gastos  estaba  dispuesto  é  sufragar: 

-fteeoltando  qne  el  Joes,  por  auto  de  90  de  Octubre  del  mismo  afio« 
desestimó  la  forma  oon  las  costas;  y  remüidoe  los  autos  á  h  Audiencia 
de  la  Habana  por  virtud  de  apelación  que  interpuso  Rojas,  se  sustanció 
la  altada,  en  la  que  presentó  éste  dos  ejemplares  de  los  periódicos  Bl 
Criíário  pofmlar,  Bl  LeónBtpafiol  de  fecha  14  y  19  de  Enero  de  t88f, 
en "qse  se  insertan  dos  cédulas  mandadas  publicar  por  el  iufgado  de 
primera  instancia  de  San  Joan  de  los  Remedios  citsndo  á  los  duefios 
ausentes  del  sitio  Viñas  para  qoe  comparecieran  á  celebrar  una  junta 
con  objeto  de  nombrar  calificadores,  á  no  ser  qoe  manifestaran  sn  con- 
ttrmidad  con  el  estado  presentado  formado  por  el  agrimensor  D.  Agns- 
iínde  la  lofiesta,  y  en  6  de  Marzo  de  1882  dictó  sentencia  la  Sala  délo 
dvil  de  la  Audiencia  confirmando  con  las  costas  los  actos  apelados: 

Rasoltando  qoe  D.  Manuel  José  de  Rojas  interpuso  recorso  de  ca* 
sactóD,  por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

1**  £1  principio  de  derecho,  según  el  qoe  debe  darse  á  cada  uno  lo 
qne  es  suyo,  por  cuanto  no  puede  considerarse  derogada  por  el  regla- 
mento de  I®  de  Abril  de  f8l9,  que  trata  del  deslinde  y  división  de  las 
haciendas  comuneras,  porque  sus  disposiciones  se  limitan  exclusiva- 
mento  al  orden  de  sostanciaeión  que  debe  observarse  en  los  respectivos 
juicios: 

2^  Bl  art.  3^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  aplicable  en  el  caso  de 
sotos  como  do*ctrina  auténtica,  siquiera  sea  como  interpretación  jnsta 
y  einitativa  del  citado  reglamento,  por  cuanto  su  art.  43  no  contiene 
declaratoria  expresa  y  terminante  de  qoe  pasados  los  10  dfas  debsn  re- 
chatarse  en  absoluto  las  promociones  de  los  oondoe&os  morosos,  per- 
diendo la  acción  ó  derecho  para  reclamar  sus  propiedades,  toda  ves 
que  el  inciso  H  del  citado  artículo  de  la  ley  de. Enjuiciamiento  civil  lo 
requiera  así  como  reqnisito  imprescindible  con  lo  que  está  de  acuerdo 
la  práctica  constante  observada  en  los  juicios  de  deslinde  y  división  de 
bacienfas  comuneras,  en  las  cuales  ha  venido  admitiéndose  la  preaen- 
taclón  de  documentos  pasado  el  plato  de  los  20  días,  lo  cual  se  ba  ne- 
gado en  el  presente  caso: 

3^  La  doctrina  legal  emanada  del  art.  580  de  la  ley  de  Enjaiciamien  - 
to  civil  y  HH  del  Código  de  Comercio,  qne  disponen  «que  los  aeree  • 
dores  que  no  hubiesen  presentado  los  documentos  justificativos  de  sus 
créditos  en  los  plazos  prescritos,  safrirán  como  única  pena  de  sn  mo- 
rosidsd  el  perjuii*.io  de  practicar  á  sos  espensas  las  diligencias  de  reco- 
üocimiénto  de  los  mismos  y  la  pérdida  de  cualquitira  prelación  qoe  pn- 
diera  corresponder! es,  en  el  hecho  de  habsrse  desestimado  la  pretensión 
deducida  por  D.  Manuel  José  de  Rojas,  teniendo  en  cuenta  qoe  son  me- 
nos favorables  las  circunstancias  del  acreedor  moroso  qoe  las  del  con- 
•dopho,  qne  al  tratarse  de  la  división  de  la  cosa  común,  no  ha  podido 
•  TOMO  55  2 
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exhibir  sos  litólos,  mediante  un  obatácuio  insoperable  como  aconteei^- 
en  el  oasodeaatot  por  BOthaber  reea ido  declaratoria  de  herederos  m 
los  bienes  dejados  por  D.  José  Manuel  de  Morales,  eaando  se  dispuso  la 
presentación  de  doenmentos  referentes  á  la  hacienda  San  Bartolomé^ 
de  Pedregal  á  qoe  aqnéllos  pertenecían;  de  modo  qae  á  nadie  ha  perjo- 
dieado  por  eoniinoar  todavía  protndiTiao  dicha  finca,  sin  haber  heeho 
la  más  leve  variación  en  so  área: 

4*  Las  leyes  18,  19»  SO  j  24,  tít.  29,  Partida  3^  qne  señalan  loara* 
qoisitos  necesarios  para  la  prescripción  del  dominio  de  las  cosas  raíces* 
y  cuantas  leyes  estableoen  los  medios  de  adqoirir  y  de  perder  la  propia* 
dad  de  las  cosas  toda  ves  qne,  como  consecneocia  indeclinable  del  fallo 
recorrido,  se  apropiarían  los  demás  condoe&os  de  la  hacienda  San  Bar- 
tolomé del  Pedregal,  todaa  cnantas  paaesiones  pertenecieron  á  D.  José- 
Hanoel  de  Morales,  y  pertenecen  hoy  á  sos  herederoSi  á  pesar  de  no 
conevrrir  para  ello  ninguno  de  loa  reqoisitos  esenciales  exigidos  por 
las  leyes,  y  á  pesar  de  constar  la  legitima  propiedad  del  difonto  Mora- 
les, no  sólo  por  los  litólos  presentados  por  el  recurrente,  sino  también- 
por  los  mismos  documentos  acompañados  por  otros  condueños; 

Y  5^  La  ley  1%  tít.  34,  libro  i  4  de  la  Nofíaima  Recopilación,  segtkn 
la  que  á  ninguna  persona  puede  privarse  de  so  propiedad  ni  despojar* 
sele  de  la  posesión  en  que  se  encuentra  sin  ser  primeramente  llamado, 
oído  y  vencido  por  derecho,  puesto  qne  ni  los  herederos  de  Moralea  ni 
su  cauaahabienle  D.  Manuel  ioaé  de  Rojas  han  sido  citados,  oídos  j 
vencidos  en  )nieio;  habiéndolas  impuesto,  por  el  contrario,  perpetuo 
silencio  al  presentar  los  ducumentos  jostificativos  de  sus  propiedades, 
coando  pudieron  comparecer  en  el  juicio  de  deslinde  y  división. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernándes  Palma: 

Considerando  qoe  no  puede  servir  de  fundamento  legal  para  la  ca-^ 
sación  el  invocar  principios  abatractos  de  derecho,  porque  su  aplica*^ 
eión  ha  de  combinarse  con  lo  que  las  leyes  y  la  jurisprudencia  tienen* 
establecido  para  casos  concretos,  mediante  lo  caal  y  debiendo  resol- 
verse el  de  los  presentes  autos  con  arreglo  á  la  doctrina  sancionada  por 
este  Tribunal  Supremo,  según  la  cual,  la  falta  de  reclamación  en  tiem- 
po oportuno  por  los  interesados  en  un  deslinde  le  da  fuerza  y  vigor 
contra  las  gestiones  qne  posteriormente  so  entablen  en  el  oiismo  pr($» 
cediíiiiento»  es  indudable  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  fl 
principio  citado  en  el  primer  motivo  ni  en  el  articulo  de  la  ley  de  En- 
jniciamento  de  que  se  hace  mérito  en  el  segundo,  puesto  que  el  térmi- 
no  de  20  días  concedido  en  el  auto  de  17  de  Junio  de  48*79,  atendidos- 
loa  términos  de  esta  providencia  y  el  no  haber  sido  reclamada,  tuvo  el 
carácter  de  improrrogable: 

Considerando  qoe  son  aplicables  y  por  lo  tanto  no  ha  podido  infrin- 
gir el  fallo  ¡mpognado  las  disposiciones  legales  qoe  se  invocan  en  Ios- 
motivos  3^  y  4^  por  cuanto  no  se  trata  de  la  quiebra  de  un  comercian- 
te, ni  de  adqoisir  el  dominio  por  prescripción  ó  por  cualquier  otro  con- 
cepto que  debe  aer  objeto  de  un  juicio  deeUrativo: 

Considerando,  por  último,  qoe  no  es  de  estimar  el  quinto  motivo 
fondado  en  el  sn puesto  inexacto  de  no  haber  sido  citado  el  recurrente 
para  la  diligencia  de  deslinde,  siendo  así  que  se  le  llamó  por  edictos- 
insertos  en  los  periódicos  localea,  que  es  la  forma  legal  establecida, 
respecto  de  los  interesados  no  conocidos; 

Pallamoa  que  debemos  declarar  y  deciaiamos  no  haber  lugar  al  re- 
'  enrso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  ManueK 
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Jo8ó  de  Rojas,  ¿  qaien  cond^namoi  »l  pago  de  las  costas  y  pérdida  del 
deróiíto  de  5.000  pesetas  qqe  tieoe  coostimído,  qoe  se  distribuirán  ron 
arreglo  á  la  ley;  y  Ubrese  á  la  Andieneia  de  la  Habana  la  certideaeión 
correspondiente.— {Senteaeia  pnbtieada  el  Id'de  Abril  de  tS  4,  é  in^ 
seru  en  la  Guata  de  5  de  Setiembre  del  misaio  afio.) 
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Heeiirmo  4b  rasaeiM  («7  de  Abril  de  1884).— iS'a/a  primera.^ 
MuoR  DBBECHO  Á  :.os  BiENBS  DB  UNA  CAPXLLÁiiÍÁ. — No  ba  logsr  aMnter- 
^nesto  por  D.  Joan  Oriiz  y  Bayo  eon  D.  Nicolás  Guillen  (Andieneia  de 
Zaragoza),  y  se  resuelve: 

t^  Qne  según  iiene  declarado  el  Tribmnal  Supremo,  para  o%e  lae  par^ 
tidae  sacrameníalee  puedan  reputarse  como  documentos  públicos  y  eo^ 
lemnes  y  sean  ejtcaeee  en  juicio  á  tenor  de  lo  prescrito  en  tos  artieulos 
S80  y  t%\  de  la  ley  de  Er^'uieiamiento  civil  de  1855,  es  necesario  que  las 
que  kan  venido  al  pleito  sin  eitacidn  se  cotejen  con  eus  originales  preifia 
dicha  citación^  ano  ser  que  taparte  á  quien  perjudiquen  preste  á  ellas  s% 
asentimiento  espreso: 

V  Que  careciendo  de  estos  Requisitos  las  eon  que  la  parte  actora  pre- 
tende juetijtcar  su  entronque  y  filiaeión  con  el  fundador  de  la  eapeltania 
de  fue  se  traia^  concurriendo  ademáe  la  dremnstaneia  de  no  eetarjlr- 
moda  alguna  de  ellas  por  el  Párroco  autorícente,  lo  que  hace  dudar  de 
eu  autenticidad,  es  indudable  que  al  no  estimarlas  (a  sentencia  como 
documentos  fehacientes,  no  infringe  el  referido  art,  S80,  ni  las  doetri^ 
•as  que  en  consonancia  con  dicho  tewto  legal  ha  consignado  el  Tribunal 
Supremo^  invocadas  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  debatida; 

Td?  Que  no  pueden  estimarse  como  reglas  de  critica  racional  para 
imp^nar  útilmente  la  apreciación  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  de 
Ut  prueba  testifical  aducida  en  los  autos,  las  de  que  la  pluralidad  de  testi* 
gos  aementa  el  motiw  de  asenso  si  los  varios  testigos  adquirieron  el  eo- 
nocimienlo  del  hecho  por  diferentee  caminos  ó  medios;  que  la  ley  3t,  ti- 
tulo 16,  Partida  3*  en  su  última  parte,  no  debe  entenderse  contradictor' 
ria  eon  lo  preceptuado  en  el  art.  ^M  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ciml\ 
que  los  juicios  de  sentido  común  deben  tenerse  por  infalibles  y  ciertos 
siempre  que  reúnan  las  condiciones  propias  de  esta  clase  de  ver¿adee^ 
que  son  que  la  verdad  sea  constante  y  verdaderamente  común,  que  sea 
ear^orme  é  la  rasan  y  que  el  aseneo  á  la  misma  proceda  únicamente  de 
la  rasen  y  de  la  naturaleza;  y  que  dos  pruebas  semiplenas  constituyen 
una  plena  cuando  contribuyen  á  un  mismo  fin;  porque  precisamente  este 
ee  uno  de  los  puntos  en  que  la  antigua  Ugislaeim  ha  sido  modificada 
por  el  art,  347  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  máasime  en  los  casos 
en  que  no  eóio  ee  ha  tenido  en  cuenta  para  dicha  apreciación  la  indicada 
alase  de  prueba,  sino  también  la  documental. 

En  la  ▼illa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Abril  de  I88i,  en  los  solos  qoe 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  recorso  de  usaeíón  por  infracción  de  ley, 
seguidos  en  el  JDzgado  de  orimera  instancia  de  Alisga  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  da  la  Audiencia  de  Zaragota  por  D.  Joan  Ortis  y  Bayo,  vecino 
de  Agnllar,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Hilario  Dngo 
y  el  Licenciado  D.  Diego  de  Castro,  con  D.  Nicolás  Guillen  y  Ortis,  la- 
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brador,-de  la  propia  tecinJaü,  y  «n  sa  representación  ei  Procorador 
D.  Juan  Antonio  Asensio,  tMjo  la  direceión  del  Licenciado  D.  Rafael 
Atard  sobre  otejor  derecho  á  los  bienes  da  ana  eapeilanla: 

Resultandoqae  en  I*  do  Abril  de  4S74  D.  loanOrtisdednjo  deman- 
da eÍTil  ordinaria  en  solieitnd  de  oaerse  le  declarsse  con  derecho  per- 
fecto á  los  bienes  de  la  dotación  de  nna  Capellanía  meramente  laical, 
fondada  con  los  de  D.  Domingo  Ortiz  en  la  iglesia  parroquial  de  Agoi- 
lar,  bajo  la  advocación  de  Nuestra  Señora  del  Pilar,  á  la  sasón  vacante, 
consistentes  aquéllos  en  dos  censos  y  varias  fincas  comprendidas  en  las 
certificaciones  catastrales  presentadas,  y  qne  se  acordase  la  entrega 
por  D.  Nicolás  Gnitlén  al  demandante  de  las  indicadas  fincas  y  del  censo 
de  SOO  pesos  capital  con  15  de  á  una  pensión  y  sus  réditos  vencidos  y 
no  satisfechos  desde  el  afto  4846,  y  al  efecto  expuso  que  Martin  Ortii  y 
Juan  Hernando  é  Isabel  Ortii,  cónyuges  éstos,  herederos  abintestato  de 
D.  Domingo  Ortii,  fundaron  con  los  bienes  de  éste  la  referida  eapella- 
nia  en  tS  de  Setiembre  de  1630;  que  en  la  escritura  de  institución  se 
dispuso  que  el  primer  Capellán  fuese  Domingo  Ortis,  hijo  del  fundador; 
duspoés  de  éste  Joan  Hernando,  y  después  en  las  vacantes  que  ocorrie- 
rnn  los  patronos  nombrasen  al  pariente  más  cercano  de  Domingo  Orjia, 
hermano  de  los  fundadores,  que  fuese  descendiente  por  línea  legítima 
de  éstos,  que  eran  Martín  Ortii  é  Isabel  Ortii,  y  si  hubiese  dos  en  el 
mismo  grado  fuera  preferido  el  de  la  rarte  masculina;  añadiendo  otras 
varias  advertencias  y  consignando  que  la  dotación  era  de  1.000  aneldos 
jaqueses  de  renta  anual;  que  más  tarde  fué  ampliada  la  dotación  de  la 
dicha  Capellanfa,  aun  cuando  no  aparecía  la  escritura  referente  á  este 
extremo,  que  no  había  pod^  encontrar  el  querellante;  y  que  vacante 
aquélla,  tenía  derecho  á  so  obtención  y  disfrute,  por  ser  el  descendien- 
te más  próximo  del  fundador  Martín  Ortis,  toda  vei  que  habiendo  ca- 
sado éste  con  Catalina  Blanco,  tuvo  en  hijo  á  Antonio,  éste  á  Juan  Do- 
mingo, éste  á  Bugenio,  éste  á  Joan,  éste  á  Antonio  y  éste  á  Juan  Anto- 
nio, el  eual  tuvo  en  hijo  al  demandante,  según  constaba  de  las  partidas 
unidas;  que  los  bienes  comprendidos  en  las  certificaciones  catastrales  pro- 
sentadas  así  bien  en  autos,  los  poseía  el  D.  Nicolás  Guillen;  que  el  último 
Capellán  que  poseyó  la  Capellanía  con  arreglo  á  su  fundación  fué  Mosén 
Mariano  Ortia,  que  falleció  en  %%  de  Julio  de  18t7;  que  el  demandante 
es  habiente  derecho  de  su  padre  D.  Antonio  en  los  bienes  deis  Capella- 
nía; por  habérselos  legado  en  testamento  del  de  Diciembre  de  4866: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  al  D.  Nicolás  Gai- 
lien,  le  evacuó  pretendiendo  se  le  absolviera  de  ella  para  lo  que  alegó 
que  la  Capellanía  en  cuestión,  ouya  institución  reconoce,  no  fué  am- 
pliada ni  redotada  después  de  su  fundación,  ni  se  decía  en  la  demanda 
por  quién  en  su  caso,  cuándo,  con  qué  bienes  y  llamamientos,  y  mucho 
menos  con  los  bienes  expresados  por  el  «ctor,  los  cuales  eran  libres,'  y 
en  tal  concepto  recayeron  en  Doña  María  Antonia  Ortis,  madre  del  de- 
mandado, por  herencia  de«u  padre  D.  Juan  Ortis,  fallecido  antes  del 
afto  4897,  y  de  su  tío  Mosén  Mariano  Ortis,  qne  falleció  en  el  mismo 
año;  que  el  demandado  poseía  dichos  bienes  por  herencia  de  su  madre 
de  4842  en  su  totalidad  y  libres  de  Capellanía  y  censo,  sin  oponerse  á 
ello  Corporación  ni  persona  alguna  hasta  que  los  re<*.lamó  el  demandante 
oomo  pertenecientes  á  la  redotación  de  dicha  Capellanía;  que  las  parti- 
das sacramentales  presentadas  por  el  demandante  eran  defectuosas, 
puesto  que  algunas  de  ellas  estaban  sin  firmar  por  el  funcionario  ecle- 
siástico que  las  debió  extender  en  los  libros  parroquiales,  y  un  la  do 
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matrimanio  de  Martín  Ortia  faltaba  además  la  expresión  del  »fio  en  un* 
M  ▼erifieó  el  easamiento:  y  qae  aon  soponiendo  qna  loa  bteiiea  recia* 
mados  por  el  demandante  hobieran  perianeeido  á  la  citada  Capellanía 
6  á  aa  snpaesta  redotación,  había  ya  prescrito  ao  dominio  por  el  de* 
uiandado  por  haber  tranacarrido  el  tórmino  fijado  por  la  ley,  y  n^ 
podía  diapotarae  an  poaeaión: 

Reanltando  qae  al  replicar  el  demandante  reprodojo  loa  hechoa  y 
fnndamentea  de  derecho  de  la  demanda,  adicionando,  entre  otros,  qne 
la  filiación  del  demandante  y  ao  padre,  y  aa  entronque  con  el  fundador 
D.  Martín  Ortíi  estaba  cumptidamiinte  probada  con  Isa  partidas  saera* 
mentales  repreaentadas;  qae  los  Párrocos  en  el  siglo  vxii  no  estaban 
obligados  á  firmar  laa  partidas  sacramentales,  y  sí  sólo  á  inserí birlaa  en 
¡08  libroa  parroquiales;  que  laa  fincaa  en  cuestión  habían  sido  siempre 
tenidas  desde  tiempo  inmemorial  como  de  la  Capellanía  de  los  Ortioes, 
sin  qne  en  cuanto  á  ellaa  pueda  iuTocarae  la  preacripción,  poraoe  eí 
demiindanta  y  so  padre  habían  constantemente  geationado  an  ad)udl- 
caeión;  el  demandado,  al  duplicar,  reprodujo  también  loa  hechos  y  fun- 
damentos de  derecho  de  la  conteatación,  y  recibido  el  ploito  á  prueba, 
se  practicaron  las  propuestaa  por  las  partea  por  medio  de  poaicionea, 
documantoa  y  teatigoa: 

Resaltando  que  aeguido  el  juicio  por  ana  trámites  y  dos  instanciaa, 
el  Jues  dictó  aentencia  que  fué  confirmada  en  5  de  Abril  de  1883  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragosa,  absolfiendo  de  la  deman- 
da á  D.  Nicolás  Guillen  y  Ortis: 

Resaltando  que  D.  Juan  Oriis  y  Bayo  interpuao  recurso  de  oasacióa, 
por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

1^  SI  art.  S80  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  por  cuanto 
se  afirma  en  uno  de  los  considerandoa  de  la  aentencia  que  para  que  las 
partidaa  hagan  fe  en  juicio,  ea  neceaario  eatar  autorizadas  por  personas 
eompelentes,  pero  que  si  en  la  .matriz  faltan  fechas  en  una,  en  oUaa 
firmas  def  aotorisante  ú  omisión  del  segundo  nombre  como  sucede  en 
lo  de  D.  Eugenio  Oriíc,  entonces  no  lo  prodacen;  y  la  ley  de  Enjuicia- 
miento manda  de  una  manera  terminante  que  á  eatoa  documentoa  se 
lea  conaidere  como  documentoa  páblieos  sin  sehalar  regla  de  ningún 
género: 

S^  La  doctrina  estabecida  por  eate  Tribunal  Supremo  en  aentencia 
de  it  de  Febrero  de  i  860  que  diapone  ae  dé  á  laa  partidas  sacramento- 
fes  la  fuerza  probatoria  qne  las  leyes  eonecden  á  los  documentos  pú- 
blicos y  solemnes  toda  Tez  que  eatán  calificados  de  talea  por  la  ley: 

3'  La  jorisprudencia  qae  este  Tribunal  Supremo  ha  estoblecido  en 
sa  sentencia  de  H  de  Setiembre  de  1847,  por  la  qae  en  el  eaao  de  no 
probarse  la  falsedad  de  Is  partida  de  baottamo  de  ana  persona  qae 
acredita  con  ella  su  mejor  derecho  á  un  patronato  de  legos,  queda  jus- 
tificado aa  entronque  con  el  fundador;  esta  doctrina  uniforme  con  la 
anterior  ha  sido  infringida  al  establecer  por  la  Sala  sentenciadora  qae 
las  partidas  á  que  se  refieren  los  considerandoa  %^  y  3®  qne  son  cuatro 
de  eaaamientoa  diferentes  de  los  que  en  dos  faltan  las  firmas  de  autori- 
zante, y  en  las  otraa  dos  hay  confusión  del  nombre  del  padre  de  uno 
de  ellos;  y,  por  ultimo,  una  partida  de  bauliamo  qae  ea  la  del  padre  del 
recurrente,  en  que  también  falta  la  firma  del  Párroco,  no  podían  ser 
eonsld^radoacomodocomentos  públicos;  porque  no  estando  autoriza* 
das  por  persona  competente,  no  llevan  el  sello  de  exactitud  y  veracidad 
que  la  ley  requiere,  y  como  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  exige  en 
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80  articulo  S80  otr*  cosí  qaa  ol  qoc  Itt  partidas  cstéQ  expedidas  coa 
arreglo  á  los  libros  de  los  Párrocos,  es  eTidente  que  Üefando  este  solo 
requisito,  debe  dársele  U  faena  de  documento  público: 

«^  La  doctrioa  establecida  por  este  Tribanai  Sapremo  ensa  senten- 
cia de  SI  de  Abril  de  1865,  de  qne  cuando  haya  contradicción  entre 
▼arias  partidas  respecto  al  nombre  de  ano  de  los  ascendientes,  debe 
atenderse  con  preferencia  á  la  partida  de  bautismo  de  aquel  de  cuyo 
nombre  se  dude,  y  qne  carece  de  importancia  para  justificar  el  entron- 
que el  qne  se  pueda  determinar  ó  no  el  nombre  de  un  cónyuge»  por 
quien  se  enlata  con  el  fundador  del  ▼ínculo,  y  de  quien  por  consecuen- 
cia deriva  el  derecbo  oue  se  reclama;  y  con  Us  afirmaciones  contenidas 
en  los  considerandos  r  j  3^  $e  niega  esta  doctrina,  y  por  Unto  con  el 
fallo,  que  es  el  resultado  de  los  mismos: 

5®  El  principio  de  derecho  de  que  no  nos  puede  perjudicar  lo  que  no 
nos  sea  impotable,  puesto  que  no  dependiendo  de  D,  Joan  Ortia  el  quti 
erPárroeo  bautiaante  de  su  padre  haya  6  no  firmado  la  partida  en  el 
libro  correspondiente,  claro  es  que  no  puede  ser  perjudicado  por  una 
omisión  que  sólo  á  aquél  es  imputable  porque  dependía  de  su  libertad 
el  hacerlo  ó  no: 

6®  La  regla  de  critica  racional  de  que  la  pluralidad  de  testigos  au 
menta  el  motivo  de  asenso  si  los  varios  testigos  adquirieron  el  conoci- 
miento del  hecho  por  diferentes  caminos  ó  medios;  y  se  ha  cometido  la 
infracción  por  la  sentencia  recurrida  por  el  error  de  derecho  que  en- 
vuelve la  apreciación  de  la  prueba,  dando  mayor  valor  al  dicho  de  un 
solo  testigo  presentado  por  Guillen  que  al  dn  dos  contextos  y  docu- 
mentos presentados,  y  que  confirman  en  su  casi  totalidad  el  dicho  de 
aquéllos,  y  que  deben  ser  considerados  como  otros  tantos  testigos, 
puesto  que  el  documento  es  la  comprobación  por  escrito  de  hechos 
aeaecidos  con  antelación,  por  lo  que  la  ley  lea  da  mayor  eficacia  por  la 
imposibilidad  que  hay  de  que  en  lo  pasado  pudiera  prepararse  una 
coartada  en  un  sentido  cualquiera: 

T  La  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sus  sen- 
tencias de  SO  de  Febrero  de  1861  y  17  de  Setiembre  de  1873,  q[ue  decla- 
ran no  puede  estimarse  probado  ningún  pleito  por  la  declaración  de  no 
solo  testigo,  según  consigna  la  ley  32,  tít.  16,  Partida  3^  en  su  última 
parte,  qne  no  debe  entenderse  contradictoria* con  lo  preceptuado  ea  el 
art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  dicho  precepto  es  con- 
forme con  las  reglas  de  sana  critica; 

8^  La  regla  de  critica  racional  de  que  los  juicios  de  sentido  común 
deben  tenerse  por  infalibles  y  ciertos  siempre  que  reúnan  las  condicio- 
nes propias  de  esta  clase  de  verdades,  que  son  que  la  verdad  sea  cons- 
tauta  y  verdaderamente  común,  que  sea  conforme  á  la  ratón  y  que  el 
asenso  á  la  misma  proceda  únicamente  de  la  raión  y  de  la  natoralexa;  y 
es  innegable  que  estos  tres  requisitos  son  la  afirmación  de  que  á  ma- 
yor número  de  pruebas  contextos  cabe  mayor  garantía  de  veracidad  y 
seguridad  en  el  juicio  que  por  ellas  se  forma;  en  el  caso  de  autos  se  ha 
absueho  de  la  demanda  á  una  parta  que  frente  á  una  diversidad  de 
pruebas  en  su  contra,  todas  contextos  y  uniformes,  no  ha  presentado 
más  que  una  declaración  que  pueda  aprovecharle: 

9®  El  principio  de  derecho  de  que  dos  pruebas  semiplenas  constitu- 
yen una  plena  cuando  contribuyen  á  un  mismo  fin;  porque  cualquiera 
aue  s^a  la  eficacia  que  se  atribuye  á  las  pruebas  practicadas  por  Juan 
Ortia,  no  podrá  menos  de  convenirse  en  que  no  estando  rebatidu  con 
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<otrás,  tanto  por  sa  número  como  por  so  diferente  nataraleía  persona- 
4ef  y  doenmentatea,  cuando  menos  habían  de  constitoir  cada  ana  de 
por  sí  praeba  semiplena^  qoe  anotándolas  como  aconseja  la  sana  críti- 
ca, eoostitnirian  ona  prueba  plena  de  foersa  incontrastable,  y  la  sen- 
tencia recorrida  lo  ha  desconocido  cometiendo  por  tanto  error  de  de- 
recho qae  lleva  consigo  la  tasacióq. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  I>.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que,  según  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo, 
para  qoe  las  partidas  sacramentales  puedan  reputarse  como  dooumen* 
ios  públicos  y  solemnes  y  sean  eficaces  en  juicio  á  tenor  de  lo  prescrito 
•en  los  artículos  2S0  y  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  por 
que  se  rigen  los  presentes  autos,  es  necesario  que  las  qae  han  venido 
al  pleito  sin  citación  se  cotejen  con  sus  originales  previa  dicha  citación, 
i  no  ser  que  la  parle  á  quien  perjodi^ae  preste  á  ellas  su  asentimiento 
expreso;  y  careciendo  de  estos  requisitos  las  cinco  primeras  con  qoe  la 
parte  actora,  hoy  recurrente,  pretende  justificar  su  entronque  y  filia- 
ción con  el  fundador  de  la  Capellanía  de  que  se  trata,  concurriendo 
además  la  circunstancia  de  no  estar  firmada  alguna  de  ellas  por  el  Pá- 
rroco autorizante,  lo  que  hace  dudar  de  su  autenticidad,  es  indudable 
qoe  al  no  estimarlas  la  sentencia  recorrida  como  docnmentos  fehacien- 
tes, no  infringe  el  referido  art.  S80  citado  en  el  primer  motivo,  ni  las 
doctrinas  que  en  consonancia  con  dicho  texto  legal  se  consignan  en  tas 
sentencias  invocadas  en  los  cuatro  siguientes  fundamentos  del  recorso, 
Placiendo  supuesto  de  la  cuestión  debatida: 

Considerando  qoe  no  pueden  estimarse  como  reglas  de  critica  ra- 
cional para  impugnar  útilmente  la  apreciación  hecha  por  la  Sala  sen- 
tenciadora de  la  prueba  testifical  aiocida  en  estos  autos,  las  que  se  d^- 
ierminan  en  los  motivos  6^  al  9^  fondadas  en  el  número  de  testigos 
qoe  han  declarado,  porque  precisamente  este  es  ono  de  los  pantos  en 
ooé  la  antigua  legislación  ha  sido  modificada  por  el  art.  317  de  la  cita- 
ba ley  de  Bnjoiciamiento,  máxime  en  los  casos  como  el  presente  en  qoe 
no  sólo  se  ha  tenido  en  cuenta  para  dicha  apreciación  la  indicada  clase 
de  proeba,  sino  también  la  docomental; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  Interpuesto  por  D.  Juan  Ortiz  y 
Bayo,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  qoe 
dobid  depositar,  la  qoe  caso  de  hacerse  efectiva,  si  mejorase  de  fortu- 
na, se  disiriboirá  con  arreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certi- 
ficación á  la  Aodiencia  de  Zaragoza,  con  devolación  del  apuntamiento. 
— (Sentencia  publicada  eM7  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la  Gacela  de 
5  de  Setiembre  del  mismo  afio.) 
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Beeurs«  de  ««sacian  (17  de  Abril  de  itS\),^ Sala  primera. 
— ItuviNOiGAcnN  DE  DNA  CASA.— Ha  logar  al  jutcrpuesto  por  Doña  Eu- 
genia Bouza  con  D.  Leonardo  Abella  (Audiencia  de  la  Corona],  y  se  re« 
foétve: 

Qae  fytcht  la  concetión  de  una  eaea  por  lodo  el  tiempo  q^e  el  olor-' 
^ante  no  la  necesitase ^  y  con  la  ewpretián  de  que  si  llegaba  el  caso  de 


« 
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voÍ94r  élésu  ispoM  al  putblo  hüHa  de  dejirseUi  á  iu  diipoiidá^^  u-. 
constituyó  %n  UMufmeU  eventual  que  si  se  extinguía  par  et  regreso  Má^^ 
ó  menos  pronto  del  dueño  ó  de  su  mujer ^  con  mayoría  de  ratón  haHé 
de  acabarse  si  ecurria  %na  necesidad  mis  apremianle  que  la  de  ocupar  - 
ia,  como  lo  ira  la  de  emplear  su  importe  en  optracione*  comerciaíee  qu4 
motivó  la  venta  de  dicha  ceea^  ó  como  lo  hubiira  sido  la  de  atender  é 
sus  alimentos  4  oirá  cualquiera  igualmente  eficaa,  en  preuneia  de  la 
cual  no  puliera  entenderse  qnejl  concesionario  tuvo  la  inteneiónde  /t« 
mítar  hasta  ese  ewíremo  sus  derechos  dominicales:  por  lo  q%e  la  sen- 
tekcia  que  absuelve  de  la  demanda  sobre  declaración  de  extinción  del 
usufructo,  infrivqe  la  leg  del  contrato  g  la  ••,  tit.  í *»,  Hb.  10  de  la  No*  - 
fHeima  Recopilación. 

En  It  viiu  y  corte  de  Madrid,  á  47  de  Abril  de  1884,  ea  tos  antot 
aoe  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recarso  de  casación  por  infraeeióa 
de  ley,  seguidos  en  el  Josgado  de  primera  Instancia  de  Beuntos  y  e« 
la  SaU  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corona  por  Doña  Eugenia  Boa* 
sa  Santos,  vecina  de  diclia  ciudad  de  Betansos,  representada  por  el 
Procurador  D.  Daniel  Dote,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Antonio 
Vázquez,  con  D.  Leonardo  Abella  Paredes  de  la  propia  vecindad,  Gapi« 
tifi  de  infantería,  el  coal  no  ba  comparecido  anle  este  Tiibnnal  Supre- 
mo, jobre  reivindicación  de  una  casa: 

Resultando  que  en  escritora  otorgada  en  19  de  Enero  de  4878  Don 
Aniunio  Brage  Rivas,  doefto  de  la  casa  que  habitaba,  sita  en  la  calle  de 
la  Rivera  de  Arriba,  nüm,  9,  de  la  ciudad  de  Betansos,  en  atención  á 
que  había  doierniinado  trasladarse  á  la  ifela  de  Cuba,  convino  con  sa 
bija  Dofta  Luciana,  y  el  marido  de  ésta  D.  Leonardo  Abella,  en  dejarlos- 
^n  usufructo  dicha  casa  por  todo  el  tiempo  que  necesitare,  pues  si  lle* 
g»ba  el  caso  de  volver  á  Betansos  el  otorgante  ó  sn  esposa  Dofta  Prto«- 
cisca  Ernard,  habla  de  ser  visto  qoe  la  Dofta  Luciana  y  sn  marido  se  \n 
dejarían  á  su  disposición  con  todos  los  perfectos  y  mejoramientos  qaa 
ea  ella  hubiesen  hecho;  á  condición,  entre  otras,  de  que  á  la  muerta 
del  D.  Antonio  había  de  pasar  la  casa  á  formar  parte  de  sa  herencia, 
para  ser  dividida  entre  sos  herederos;  pero  esto  siempre  que  la  Dofta 
Luciana  no  quisiese  se  le  adjudicara  en  su  legítima  por  so  verdadero 
valor,  que  para  este  caso  le  seftalaba  el  de  i.OOO  pesetas,  con  inclosióa 
de  los  muebles  que  en  ella  existiesen  y  que  el  Brage  les  dejaba: 

Resaltando  que  en  14  de  Abril  de  4881  otorgaron  escritora  D.  Jaáo 
Antonio  Brage  como  apoderado  de  sa  padre  D.Antonio  Brage  Rivas, 
ausente  en  la  isla  de  Cuba,  y  Dofta  Eugenia  Bonza  Santos,  por  la  qaa 
el  primero,  después  de  manifestar  que  el  usufructo  concedido  á  Dofta 
Luciana  Brage  y  sa  marido  D.  Leonardo  Abella  había  concluido  por  el 
fallecimiento  de  ésta  ocurrido  en  7  de  4anio  de  1880,  ya  por  necesitar 
el  padre  del  otorgante  disponer  de  la  casa  en  cuestión  para  emplear  sa 
Importe  en  operaciones  comerciales,  vendió  la  mencionada  casa  sita  en 
la  ciudad  de  Betansos.  calle  de  la  Rivera  de  Arriba,  nftm.  9,  como  los 
muebles  que  en  ella  eiistían  y  se  expresan,  á  Dofta  Eugenia  Bouza, 
para  su  hijo  D.  Gustavo  Brage  Bouta  en  precio  de  S.OOO  pesetas  librea- 
para  el  .vendedor  qne  recibió  esta  suma  facultando  á  la  compradora 
para  pedir  la  cancelación  de  la  inscripción  del  usufructo  hecho  á  favor 
de  Doña  Luciana  Brage  y  sa  marido,  estableciéndose,  entre  otras  con  • 
diciones,  oue  ú  hs  circunstancias  por  que  atravesaba  D.  Antonio  Bra- 
ge Rivas  desaparecieaen,  podría  en  cualquier  tiempo  recobrar  la  casa. 
sin  más  obligación  que  la  de  devolver  á  la  Dofta  Eugenia  su  hijo  Doia 
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Costado  lu  S.MOpeMtas  qse  bahát  recibido  •«  hijo  «I  olorgitMe;  qae 
s  D.  Oasuvd  falleeiesa  aataa  áe  llegar  á  la  mayor  edad  sin.  sueeaión 
lef;itiiBa«  paaaría  la  eaaa  vendida  á  ser  propiedad  de  D.  Antonio  Brage 
Rívas,  mediarle  la  entrega  de  las  t.OOO  peaeus  aiampre  qae  asieonvi- 
Bteae  i  sos  intereiet,  eoD  cayo  objeto  Ja  Dcña  Eugenia  ó  sos  heredero» 
no  pedrian  disponer  en  venta  de  la  casa  sin  previo  aviso  del  Brage  Ri- 
vas  ó  los  eoyos,  y  la  Doüa  Eogenia  aeeptó  esta  escritora  y  sos  efectos; 
de  esta  escritora  se  tomó  razón  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  el 
Biamo  mes  de  se  lecha: 

Resultando  que  de  una  certificación  nnida  dorante  el  término  do 
proeba  expedida  por  el  Re^strador  de  la  propiedsd,  qoe  en  8  de  M avo 
de  1878  faé  inscrita  la  escritora  de  cesión  de  osoírocto  de  qoe  se  ha 
hecho  mérito  y  qoe  no  había  sido  caoeelada  por  la  de  venta  otorgada 
á  favor  de  Dofta  Eogenia  Boot á,  puesto  qoe  ésta  tan  sólo  se  ÍDser»bi6 
•n  eoaiito  á  la  noeva  pi'opiedad: 

Resoltaodo  en  13  de  Enero  de  488S  Doña  Eogenia  BoosaSantoa 
dedojo  demanda,  exponiendo  despees  de  hacer  mérito  de  la  escritora 
de  S8  de  Eoero  de  1878,  qoe  en  7  de  Jonio  de  1880  falleció  abiotestato- 
la  Doña  Lociana  Brage  Ernard;  qoe  el  D.  Antonio  Brsge  Rivas,  debido 
á  revesAS  de  fortona,  se  vio  en  la  necesidad  de  vender  todos  los  bienea 
qoe  tenía  en  dicho  partido,  y  al  efecto  otorgó  on  poder  especial  á  fa- 
vor de  so  hijo  D.  Joan  Antonio  Brage;  qoe  en  oso  de  tal  apoderamien-- 
So  vendió  á  la  demandante,  por  otra  escritora  otorgada  en  U  de  Abril 
de  1881,  la  casa  qjie  so  padre  cedió  en  osofrocto  á  la  Dofta  Lociana  y 
M  marido»  dando  por  coneloído  el  dicho  oiofrocto  en  virtud  de  la  re- 
0erva  con  qoe  lo  transmitiera  fondado  en  la  necesidad  qoe  tenia  de  ha- 
•er  dinero,  y  la  terminación  de  aqoel  derecho  por  moerte  de  la  oso- 
froctoaria;  quede  la  escritura  de  compra  constaba  qoe  la  demandant» 
eompró  para  su  hijo  D.  Gustavo  Brage  Bonza,  y  con  dinero  facilitado- 
nJ  objeto  por  D.  Andrés  Brage;  que  á  pesar  de  tener  conocimiento  de 
la  venta  el  D.  Leonardo  AheTla,  y  de  su  inscripción  en  el  Registro  de^ 
la  propiedad  se  negó  á  dejar  la  mencionada  eua,  según  constaba  de 
la  concíliaoión  intentada,  por  lo  cnal  y  fundándose  en  las  considera- 
eiooes  de  derecho  qoe  alegó,  pidió  se  declarase  extingoido  el  osolroc- 
lo  concedido  i  los  Dofta  Lociana  Brage  y  so  esposo  D.  LeonarJo' 
Aballa,  y  válida  y  eficaz  la  escritura  de  venta  otorgada  á  favor  de  la. 
demandante,  condenando  en  su  consecuencia  á  D.  Leonardo  á  dejar  li- 
bro y  á  su  disposición  la  casa  referida.jCon  todas  Iss  fcntas  producida» 
d  debidas  producir  desde  la  fecha  de  dicha  escritura,  con  las  eostas: 

Reaoltando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Leonardo 
Abetla,  le  evacuó  pretendiendo  la  absolución  con  imposición  de  costaa 
A  la  actora,  en  virtud  de  las  consideraciones  legales  que  exposo,  y 
neepiando  como  ciertos  los  hechos  1^  y  V  de  la  demanda;  qoe  Dofta 
Luciana  Brage  había  dejado  un  hijo  legítjmo  llamado  Alfredo,  qoe  aon 
vivía,  manifesUndo  Ignorar  la  certeza  de  los  3®,  4°  y  5%  y  excepeio- 
Bando  además  que  en  el  afto  de  1881  la  Dofta  Eogenia,  invocándola 
aisma  escritora  de  venta  en  qoe  íondaba  su  acción,  había  solicitaJo 
In  posesión  judicial  de  la  casa  en  euestión;  y  opuesto  el  demandado,  no- 
•ólo  ftté  desestimada  aquella  pretensión  por  el  iuz(;ado,  sino  también 
•B  grado  de  apelación,  y  que  posteriormente  habiendo  entablado  de* 
manda  de  menor  cuantía  para  qoe  le  f  aeran  entregados  por  A  bella  loa 
Duebles  vendidos  con  la  referida  casa,  entendiendo  las  cláosolas  de  la 
repetida  escritora  en  el  mismo  sentido  qoe  lo  hizo  al  pres<>nte,  foé  del 
propio  modo  desestimada,  con  las  costas  en  ambas  instancias: 
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Resollando  qoe  reno^eUdo  por  l&s  parlas  á  los  eserilos  de  répliea 
y  duplica,  sa  pracliearon  las  pruebas  propoasus  por  laa  aaiamas,  y  el 
Joes  de  primera  instaneia  di  16  aentenciaen  S8  de  Agoato  de  1881,  ab- 
solviendo ai  demandado  D.  Leonardo  Ábella  de  la  demanda  contra  él 
entablada  por  la  demandante  Doña  Eagenia  Booaa,  sin  hacer  especial 
imposición  de  costas;  que  admitida  la  apelación  interpaesta  por  Duba 
Eugenia  Boota,  la  Sata  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corrfia,  por 
sentencia  de  9  de  Junio  de  1883,  confirmó  con  las  costas  la  apelada: 

Resaltando  que  Doña  Eugenia  Bouza  Santos  interpuso  recurso  de 
'Casación  fundado  en  haberse  infringido  la  ley  iO,  titulo  3f ,  Partida  3*, 
que  determina  que  el  osofr-octo  puede  constituirse  por  contrato  por 
tiempo  determinado,  con  laa  condiciones  generales  de  los  contratos  á 
que  queda  sujeto  este  acto,  que  es  libre  y  espontáneo  en  los  que  con- 
tratan, pudiendo  modificarse  en  uno  6  otro  sentido  por  las  leyes  gene- 
rales que  rigen  acerca  de  un  punto  cualquiera^dado  que  el  contrato  es 
la  primera  ley  entre  los  contratantes  á  que  se  debe  estar,  siempre  que 
el  objeto  del  eonyenio  no  esto  prohibido,  según  repetidisimas  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  las  de  ti  de  Febrero  de 
1868, 14  de  Octubre  de  1871  y  14  de  Febrero  de  18*74,  al  mismo  tiem- 
po oue  es  un  axioma  jurídico;  y  la  ley  I*,  til.  1^  libro  10  de  la  Novísi- 
ma Recopilación  que  ordena  que  de  cualquiera  manera  que  el  hombre 
quiera  obligarse  quede  obligado,  porque  el  usufructo  constituido  por 
D.  Antonio  Brage  á  favor  de  su  hija  Lucisna  j  esposo  de  ésta  D.  Leo- 
nardo Abella,  es  convencional  y  por  tiempo  limitado;  se  constituyó  el 
usufructo  sobre  la  casa  hasta  tanto  que  la  necesitase  su  dueño;  no  so 
«convino  que  el  usufructo  no  debía  cesar  hasta  que  el  dueño  volviese  á 
habitarla;  no  que  la  cansa  de  la  neo  sídad  fuese  ésta  ó  la  otra;  la  nece- 
sitó para  venderla,  la  vendió  y  desde  aquel  momento  el  usufructo  ter- 
minó, y  al  no  considerarlo  asi  la  sentencia,  se  infringen  lu  disposicio- 
nes citadas. 

Vistos,  siendo  PoAente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Dfas  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  infringe  la  ley  del  contrato  que  in- 
Toea  la  parte  recurrente,  porque  hecha  la  eoncesión  de  la  casa  por  todo 
«I  tiempo  que  el  otorgante  no  la  necesitase,  y  con  la  expresión  de  que 
ai  llegaba  el  caso  de  volver  él  ó  so  esposa  á  Belansos  había  de  dejárae- 
4es  á  su  disposición,  se  constituyó  un  usufructo  eventual  que  si  se  ex- 
tinguía por  el  regreso  más  ó  menos  pronto  del  dueño  ó  de  su  mujer, 
con  mayoría  de  rasón  había  de  acabarse  si  ocurría  una  necesidad  más 
4tpremiante  que  la  de  ocuparla,  como  lo  era  la  de  emplear  su  importe 
en  operaciones  comerciales  que  motivó  la  venta  de  que  se  trata,  ó  como 
lo  hubiera  sido  la  de  atender  á  sus  alimentos  tt  otra  cualquiera  igual- 
mente efieaa,  en  preaencia  de  la  cual  no  pudiera  entenderse  que  el  pa- 
dre tuvo  talntención  de  limitar  hasta  ese  extremo  sus  derechos  domi- 
nicales á  favor  de  la  hija  y  yerno; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoa  haber  lugar  al  recur- 
ao  de  casación  interpuesto  por  Doña  Eugenia  Baruca,  contra  la  senten- 
cia que  en  9  de  Junio  de  1883  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Goruña;  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  dicha  sentencia. 
— (Sent^ei?  publicada  el  17  de  Abril  de  i884,  é  Inserta  én  la  OáCita 
4e  5  de  Setiembre  del  mismo  año.) 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RECURSOS  T  COMPETIKCrAS.  ^7 


165 

Hee«r«o  de  easaetón  (17  de  Abril  de  4884).— «S^a/a  primerM.^ 
LiQOíDACióN  T  PAGO  tiK  SALDO. — ^0  ha  logar  al  interpQdsto  por  Doo 
Praociseo  Vela  Lópeí  con  el  Banco  de  España  (Andiencia  de  Madrid),  y 
se  resoelve: 

I®  Que  estando  euhrrogaáo  el  Banco  de  España  en  el  lugar  de  la  lía- 
tienda  pública  para  iodos  los  efectos  de  la  reeandaeióu  de  las  contribu  - 
eiones  directas,  de  que  se  halla  encardado,  son  inaplicables  y  no  kanpo^ 
iídoinfringirseporla  sentencia  qneesiitna  la  ewceveidndeincovipeieneia 
alegada  por  dicho  Banco;  la  ley  1'^,  tit,  f  0.  libro  6^  de  la  Novisiwm  Reeo* 
pitaeidn,  según  la  cual  la  jurisdicción  de  Hacienda  pública  en  materia 
dvil  ha  sido  privativa  para  el  conocimiento  de  lodos  los  negocios  en  que 
tuviese  algún  interés  presente  ó  futuro  el  Erario  público,  ó  pudiera  esf  - 
jterimeníar  daüo  ó  perjuicio  en  sus  rentas,  acciones  ó  derechos,  ydeto* 
das  las  incidencias,  anesHdades  ó  conesñdaies  que  de  los  mismos  proce- 
di*ram\  y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  que  con  arreglo  á  aquel 
principio  declararon  la  incompetencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  para 
conocer  de  demandas  en  que  tenia  interés  el  Pisco ^  y  que  cuando  se  trata 
de  cuentas  pendientes  entre  f  articulares^  y  en  las  que  no  media  más  que 
el  interés  de  éstos,  sin  que  la  Hacienda  pública  pueda  sufrir  perjuicio 
alguno  por  su  resnltado,  carece  de  objeto  la  intervención  del  Fisco  en  el 
litigio,  cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  Tribunales  ordinarios;  las 
cuales,  lejos  de  favorecer^  contrarian  la  causa  del  recurrente; 

Y  V  Q,ue  no  pueden  tenerte  en  cuenta  para  decidir  este  recurso  la  ley 
\\  tit.  f  ®,  libro  iO  de  la  Novísima  Recopilación^  y  la  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo,  según  la  cual,  lo  estipulado  por  las  partes  en  un 
contrato  debe  respetarse  y  cumplirse  eowto  ley  en  la  materia,  asi  como  la 
ley  5*,  tiL  6*,  Partida  ¡S>\  porque  la  Sala  sentenciadora  se  ha  limitado  á 
fallar  sobre  la  cuestión  de  competencia,  sin  resolver  en  ningún  sentido 
la  principal  del  pleito. 

Eo  la  Tilla  y  corte  de  Madrid^  á  17  de  Abril  de  4884,  en  el  pleito 
.  segoido  en  el  Jugado  de  prioiera  instancia  del  distrito  de  la  Uoiversi 
^ad  y  eo  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Andieneia  de  esta  corte  por 
D.  Francisco  Vela  Lópeí,  empleado,  Tecino  de  esta  capital^  con  el  Ban- 
co de  España,  sobre  qne  se  pracliqoe  cierta  liquidación  de  recargos  de 
eootribneiones  y  pago  del  saldo»  pendiente  en  este  Tribonal  Supremo  en 
▼irtod  de  recorso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpoeslo  por  el 
Licenciado  D.  Joan  Haría  Lopes  j  el  Procorador  D.  Joan  Antonio  Asen* 
sio  en  defensa  y  representación  del  demandante;  habiendo  sido  defen- 
dido y  representado  el  Banco  por  el  Licenciado  D*  Luis  Días  Gobefta  y 
el  Procorador  D.  Pedro  Manget: 

Resaltando  que  entre  el  Delegado  general  del  Banco  de  España  y 
D.  Francisco  Vela  Lópea  se  otorgó  an  contrato  en  6  de  Octobre  de  1877 
por  el  qoe  se  confinó  á  este  ultimo  el  cargo  de  agente  cobrador  de  con- 
tríboeiones  en  Osona,  provincia  de  Sevilla,  por  coatro  años  coatados 
desde  el  segondo  trimestre  de  1877  á  1878,  mediante  retriboción  de 
4.000  pesetas  anoales  é  importe  integro  de  los  recargos  v  apremios  im- 
pneslos  legalmente  á  los  contribayentea  morosos,  con  la  condición  de 
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qne  deberían  ser  iprobidos  los  expedientes  de  apremio  para  que  pro- 
dajesen  dnU  definitiva:  y  estipolándose,  por  último,  qne  para  hacer 
efectivas  las  responsabilidades  á^\  recaudador  como  para  cualquier  re» 
clamación  referente  á  dicho  servicio,  se  procedería  (rabernativameDle 
con  expresa  y  absoluta  inhibicióa  de  los  Tribunales  ae  Justicia: 

Resultando  que  en  U  de  Junio  de  4879,  el  Delegado  de  la  provincia 
de  Sevilla  comunicó  i  Vela  Lopes  la  suspensión  de  su  empleo  y  sueldo 
transmitiéndole  el  20  del  mismo  mes  la  orden  del  Banco  en  que  se  acor- 
dó su  cesantía;  y  en  S5  hiao  entrega  al  nuevo  agente  Pernándei 'Ram 
de  la  factura  duplicada  de  los  documentos  pertenecientes  á  la  agencia^ 
en  la  que  se  comprenden  las  listas  de  apremio  de  primero  y  segundo 
erado  referentes  á  varios  trimestres  de  los  aftos  económicos  de  I87S  á 
'  ^879;  varias  certificaciones  de  bienes  inmuebles,  correspondientes  é  los 
años  económicos  de  1870  á  1875,  y  otros  expedientes  de  apremio  de  ter« 
cer  grado: 

Resultando  que  habiendo  reclamado  Vela  López  del  Banco  la  liquí-^ 
dación  de  los  recargos  y  apremios  impuestos  é  los  contribuyentes  mo- 
rosos por  corresponderle  su  importe  con  arreglo  al  contra to,  se  le  con* 
testó  por  el  Delegado  general  en  49  de  Setiembre  de  1879  que  no  era 
procedente  la  cesión  de  recargos  que  pretendía  por  ro  tener  derecho 
á  ellos  sino  en  cuanto  se  refiriesen  á  expedientes  perfectamente  termi^ 
nados  con  arreglo  á  la  instrucción  de  Sde  Setiembre  de  1845,  Real  de- 
creto de  t2  de  Mayo  de  1850,  art.  8^  de  la  instrucción  de  3  de  Diciett- 
bre  de  1869  y  condición  3^  de  su  contrato  credencial,  que  inoportuna- 
mente citaba  en  su  apoyo;  puesto  que  en  todas  estas  disposiciones  f 
documentos  era  condición  precisa  para  adquirir  el  derecho  á  loé  re- 
cargos la  terminación  completa  de  los  expedientes  en  que  íe  deven* 
gabán:  ' 

Resultando  que  en  tS  de  Julio  del  siguiente  ailode  1880  dedujo  Don 
Francisco  Vela  Lopes  la  demanda  que  ha  dado  origen  al  presente  pleito 
con  la  solicitud  de  que,  en  virtud  de  la  acción  personal  correspondlen» 
te  que  ejercitaba,  se  condenase  al  Banco  de  España  á  practicar  la  liqui- 
dación de  los  recargos  de  apremio  de  primero  y  segundo  grado  de 
que  se  deja  hecha  mención,  y  á  pagarle  la  cantidad  que  resulta- 
se de  dicha  liquidación  con  la  correspondiente  indemniíación  de  da- 
ños y  perjuicios;  á  cuyo  efecto  alega  además  de  los  hechos  que  se 
dejan  expuestos,  que  por  virtud  de  las  listas  de  apremio  y  sin  necest» 
dad  de  incoar  expediente  de  ninguna  clase,  pagaron  loa  contribuyentes 
los  recargos  á  que  estaban  obligados;  que  el  contrato  celebrado  por  el 
demandante  con  el  Banco  de  España  para  hacerse  cargo  de  la  recauda» 
eión  de  contribuciones  de  Osuna  es  de  la  aaturalexa  de  los  innominado» 
V  de  los  que  en  derecho  se  conocen  con  el  nombre  de  f^eic  ui  des;  ha- 
biéndose obligado  por  su  parte  á  prestar  al  Banco  el  aervicio  de  cobrar 
las  eantidadea  que  importaban  las  contribuciones  de  la  agencia  de  Osu- 
na y  el  Banco  á  paga/le  el  sueldo  de  4.000  pesetu  y  los  recargos  de 
apremio  de  que  ae  trataba,  j  que  por  su  parte  había  cumplido  con  el 
deber  de  hacer^  contraído  en  el  contrato,  pero  el  Banco  no  había  eum- 
l^ido  con  su  deber  de  dar,  puea  retenía  en  sd  poder  los  recargos  de 
aprenriio  de  primero  y  segundo  grado  devengado  ya  por  él: 

Resultando  que  el  Banco  de  Eapaña  se  opuso  á  la  demanda  pidiendo 
que  por  la  naturaleía  de  ésta  se  declarase  el  Juagado  incompetente  para 
conocer  de  ella,  inhibiéndose  á  favor  de  la  Adminiatracióo,  y  en  sn  de- 
íeiito,  le  absolviera  dd  la  demanda  interpuesti  por  Vela  Lópex  por  no 
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ieitrdareeho  ár«elimarle  el  importe  de  los  recargos  y  apremios  de 
primaro  j  «egondo  grado  á  qae  se  refería,  alegando  para  ello  que  Vi^la 
Lópea  baMa  dejado  transcurrir  largo  tiempo  sin  formular  reclamación 
aigcna  sobre  el  particular,  porqoe  se  bailaba  convencido  de  qae  el 
Banco  no  babia  percibido  ni  podido  percibir  cantidad  aigona  por  re* 
cargos  y  apreaiios  á  contribuyentes  morosos,  por  tenerlas  cedidas  á  sa 
favor;  qoe  la  Hacienda  pública  ba  tenido  siempre  b»jo  su  jarisdiccióo 
•I  conocimiento  de  todos  aquellos  asuntos  en  que  pudiera  experimentar 
4año  ó  perjuicio  en  sus  rentas,  acciones  ó  derechos  y  de  todas  las  incl 
dencias,  anexidades  y  conexidades  que  de  los  mismos  procedan,  y  la 
jjorisdiccidn  ordinaria  ha  sido  incompetente  para  conocer  de  fas  deman* 
das  sobre  asuntos  en  que  más  ó  menos  inmediatamente  tuviera  interés 
el  Pisco,  según  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo 
OB  setolenciaa  de  98  de  Febrero  de  1854,  2  de  Abril  de  1860  y  9  de  Abril 
de  1869;  que  como  quiera  que  el  Bapco  demandado  se  ha  subrrogado  en 
todos  loe  derechos  de  la  Hdcienda  en  materia  de  recaudación  de  contri- 
buciones y  sus  incidencias,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  se  ha  colocado  en  lu- 
gar de  ésta,  considerando  A  sus  funcionarios  como  funcionarios  públi- 
cos, resultaba  que  la  jurisdicción  ordinaria  es  incompetente  para  cono- 
cer de  eate  asunto,  siéndolo  únicamente  la  Administración,  conforme 
también  á  lo  convenido  en  el  contrato  celebrado  con  el  demandante,  y 
que  el  Banco  no  se  obligó  en  este  contrato  A  pagar  el  importe  de  los  re- 
cargos que  se  demandaban: 

Resultando  que  D.  Francisco  Vela  López  replicó  diciendo  que  cuando 
se  trata  de  cuentas  pendientes  entre  particulares,  y  en  lasque  no  media 
mis  que  el  interés  de  éstos  sin  qoe  el  de  la  Hacienda  pública  pueda  su* 
frir  perjuicio  alguno  por  su  resultado,  carece  de  objeto  la  intervención 
del  Fisco  en  el  litigio,  según  sentencia  de  19  de  Setiembre  de  1850;  (^ue 
según  el  decreto  sentencia  del  Consejo  de  Estado  de  6  de  Junio  de 
Í860,  el  llevar  é  cumplimiento  un  contrato  de  derecho  común  entre 
particulares  y  en  el  que  ningún  interés  tenga  la  Administración,  no 
«abe  dentro  de  la  competencia  de  los  Tribunales  administrativos;  que 
el  Banco  de  España  no  tiene  carácter  oficial,  ni  puede  dársele  para  nín  • 
gún  efecto,  aegún  ordeif  de  ti  de  Febrero  de  1871;  y  que  según  la  de 
9  de  Octubre  de  1873,  los  Recaudadores  ó  agentes  qoe  hayan  deven- 
gado recargos,  pueden  y  deben  acudir  á  la  jurisdicción  real  ordinaria 
para  reclamar  como  particulares  lastimados  en  su  derecho  el  importe 
de  aquéllos;  pero  no  tienen  ni  aun  personalidad  para  reclamar  guber* 
nativamente  aobre  cosas  que  nó  afectan  absolutamente  á  la  Adminis* 
iración: 

Resultando  que  el  Banco  insistió  en  la  duplica  en  lo  alegado  y  pe* 
didoenso  contestación,  y  suministradas  pruebas  por  ambas  partes  y 
sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  ci- 
vil lie  la  Audiencia  de  esta  corte  sentencia  revocatoria  en  I  i  de  Mayo 
del  año  pasado,  dando  lugar  á  ia  excepción  de  incompetencia  alegada 
por  el  Banco  de  España,  y  declarando  que  la  demanda  deducida  por 
D.  Francisco  Vela  Lopes  debe  sustanciarse  gubernativamente  ante  la 
Administracióq  á  favor  de  la  que  se  inhibe  la  jurisdicción  ordi- 
naria: 

Resultando  que  D.  Francisco  Vela  López  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, por  considerar  infringidas: 

1^  La  ley  7%  lít.  tO,  libro  O**  de  la  Novísima  Recopilación,  según  la 
cual  la  jurisdicción  de  Hacienda  pública  en  materia  civil  ba  sido  priva- 
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tiva  para  el  eonoeimiento  de  todos  los  negocios  en  que  tuviese  algikn 
interés  presente  ó  fotoro  el  Erario  pdblico,  ó  pudiera  experimenur 
dafto  ó  perjuicio  en  sos  rentas,  acciones  ó  derechos,  y  de  todas  las  in- 
cidencias, anexidades  ó  conexidad'  s  que  de  los  misaoos  procedieran;  y 
las  sentencias  de  este  Tribonal  Supremo  de  S8  de  Abril  de  1860  y  7  del 
mismo  mes  de  486S,  que  con  arreglo  á  aquel  principio  declararon  la 
incompetencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  para  conocer  de  demandas  en 
que  tenia  interés  el  Pisco,  asi  como  la  do  i9  de  Diciembre  de  1869  en  Im. 
que  se  declara  que  cuando  se  trata  de  cuentas  pendientes  entre  parti- 
culares, y  en  las  que  no  media  más  que  el  interés  de  éstos,  sin  que  U 
Hacienda  pública  pueda  sufrir  perjuicio  alguno  por  su  resultado,  carece 
de  objeto  la  intervención  del  Fisco  en  el  litigio,  cuyo  conocimiento  co- 
rresponde á  los  Tribunales  ordinarios,  toda  vex  que  los  recargos  que  el 
recurrente  ha  pedido  al  Banco  en  este  pleito  constituyen  una  reclama* 
ción  enteramente  particular  y  privada  en  la  que  ningún  interés  tiene  U 
Hacienda  pública,  y  por  lo  tanto  de  la  exclusiva  competencia  de  la  ja- 
.  risdieción  ordinaria: 

V*  La  ley  4\  tít.  1^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  juris- 
prudencia de  este  Tribunal  Suprtmo,  consignada,  entre  otras  senten- 
cias, en  las  de  t5  de  Diciembre  de  f  869,  d5  de  Junio  de  4862  y  S9  do 
Octubre  de  1864,  según  la  cual,  lo  estipulado  por  lae  partes  en  un  epn- 
trato  debe  respetarse  y  cumplirse  como  ley  en  la  materia;  por  cuanta 
el  contrato  celebrado  entre  el  recurrente  y  el  Banco,  que  es  de  los  que 
en  derecho  se  conocen  con  el  nombre  de  facia  %t  d9$^  se  obligó  el  re- 
currente á  prestar  at  Banco  el  servicio  de  cobrar  las  cantidades  que  im- 
portaban las  contribuciones,  y  el  Banco  á  pagarle  el  sueldo  de  4.000 
pesetas  y  los  recargos  por  apremios;  y  á  pesar  de  haber  el  recurrente 
cumplido  con  su  deber  de  hacer,  no  ha  cumplido  el  Banco  su  obliga- 
ci'tn  de  dar,  pu^'S  ha  retenido  en  su  poder  los  recargos  por  apremios  de 
prifbero  y  segundo  grado  devengados  ya  por  el  recurrente; 

Y  3^  La  ley  5*,  tít.  6^,  Partida  5*,  aplicable  al  caso  según  la  senten- 
cia de  este  Tribunal  Supremo  de  18  de  Junio  de  186*2,  poique  habiendo 
hecho  el  recurrente  lo  que  debía  y  demandado  al  Banco  para  que  cum 
pliera  lo  que  debía  haber  hecho,  ha  debido  ser  condenado  á  hacerlo  y  á 
abonar  además  al  recurrente  los  daños  y  menoscabos  que  por  esta  ra- 
zón ha  recibido. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Guitón: 

Considerando  que  tanto  por  lo  terminantemente  pactado  en  la  cláu- 
sula H  del  contrato  de  6  de  Octubre  de  1877,  como  por  dirigirse  la  df- 
manda  de  D.  Francisco  Vela  López  costra  el  Banco  de  España,  que  esU 
subrrogado  en  el  logar  de  la  Hacienda  pública  para  todos  los  efectos  de 
la  recaudación  de  las  contribuciones  directas,  de  que  se  halla  encarga* 
do,  son  inaplicables  y  no  han  podido  infringirse  la  ley  y  jurisprudencia 
invocadas  en  el  primer  motivo  del  recurso,  las  cuales,  lejos  de  favore- 
cer, contrarían  la  causa  del  recurrente; 

Considerando  ana  no  pueden  tenerse  en  cuenta  para  decidir  el  re- 
curso las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  en  los  otros  dos  motivos  del 
mismo,  porque  la  Sala  sentenciadora  se  ha  limitado  á  fallar  sobre  la 
cuestión  de  competencia,  sin  resolveren  ningún  sentido  la  principal  del 
pleito; 

Pallamos  <{ue  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re  • 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Vela  López,  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la 
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eertíflcaei^n  eorrespondienie,  eon  devoloeión  deJ  apnnUmiento  qoe  ha. 
remitido.— (Senteneia  pQblieada  el47  de  Abril  de  1884,  é  inserta  .en  I4 
Gaeetm  de  6  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Compeleneia  {H  de  Abril  de  18^1). — Sala  tercera. — Paoo  db  co- 
HRSTiBLES. — Se  decide  a  favor  del  Juzgado  manicipal  del  diatritu  de- 
Bueiiaviata  de  Madrid  la  aoscitada  eon  el  de  igoal  claae  de  Granada  sobr» 
conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Santiago  Merino  eontra. 
D.  Pedro  de  la  Sierra,  y  se  resuelve: 

f  ®  Que  teg4%  prescribe  el  art.  6t  de  la  ley  de  Bnfuietamienio  civil  y^ 
i%  regla  I*,  f^era  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  en  los  jui- 
cios en  que  se  ejercitan  acciones  personales  será  Juez  competente  el  del 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación  cuando  no  ka  existido  pacto^ 
en  contrario; 

Y  8**  Q,ue  en  los  contralor  de  ventas  al  por  menor  el  lugar  donde  se 
reciben  los  géneros  es  donde  debe  cumplirse  la  obligación  de  entregar  su- 
precio^  según  lo  ha  resuelto  constantemente  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Abril  de  1884,  en  la  compe- 
tencia pendiente  en  este  Tribunal  Supremo,  suscitada  por  el  Juagado 
municipal  de  Gandía  al  de  igual  clase  del  distrito  de  Buenavista  de  esta 
corte  sobre  conocimiento  del  juicio  verbal  promovido  en  el  ultimo  por 
D.  Santiago  Merino,  comerciante,  vecina  de  esta  capital,  contra  D.  Pe- 
dro de  la  Sierra  Vítldr,  Jues  de  primera  instancia  de  Gandía,  aobre  pago 
de  S06  pesetas  y  S9  réntimos.  importe  de  comestibles^  habiendo  com- 
parecido ante  este  Tribunal  Supremo  el  demandante  D.  Santiago  Me- 
rino, defendido  y  representado  por  el  Licenciado  D.  José  CiTldeiro,  y  el 
Proco rador  D.  Mariano  Vivar: 

Reíoliarído  qoe  en  4  3  de  Junio  próximo  pasado  solicitó  D.  Santiago 
Mftrino  del  Juzgado  municipal  del  distrito  de  Buenavista  de  esta  corte- 
la  eelebración  de  un  juicio  verbal  en  demanda  de  206  pesetas  29  cénti- 
mos (|ue  le  era  en  deber  D.  Pedro  de  la  Sierra  por  el  importe  de  comea- 
tibies,  eon  los  intereses  correspondientes,  manifestando  que  el  deman- 
dada tenía  sn  domicilio*en  la  calle  de  Serrano,  ntim.  43: 

Resultando  que  habiéndose  manifestado  por  D.  Miguel  de  la  Sierra^ 
hijo  del  demandado,  al  tratar  de  citar  á  éste  para  la  celebración  del  jui- 
cio, que  au  citado  padre  se  hallaba  hacia  tres  meses  en  Gandía,  desem- 
pei^ando  el  cargo  de  Juez  de  primera  instancia,  se  libró  al  Juzgado  mu- 
Dieipal  de  este  punto  el  oportuno  ofi(*io  de  citación,  y  dedujo  D.  Pedro 
de  la  Sit$rra  en  aquel  Juzgado  municipal  la  inhibitoria  de  jurisdicción, 
alegando  en  sn  apoyo  que  no  reconociendo  en  el  demandante  Merino 
aerió'i  ni  derecho  para  demandarle,  no  podía  reeonpcer  jurisdicción  en 
el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  Buenavista  de  Madrid  para  obli  • 

Íarle  á  comparecer  ante  él  á  contestar  la  demanda;  y  qoe  si  algo  tenia 
íerino  que  pedirle,  tó'o  podía  hacerlo  en  sn  foero  y  domicilio,  que  no 
era  otro  qoe  el  de  aquella  ciudad,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  67  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

R^sultan<to  que  oí  lo  el  Fiscal  municipal,  dictó  el  Juez  de  Gandía  en 
t%  de  Junio  auto  inhibitorio,  fundado  en  que  el  domisiiio  de  D*  Pedro 
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4t  la  Sierra  es  el  de  aquella  ciadad,  segUn  se  dispone  en  el  art.  67  d« 
la  ley  de  Bnjaieiamiento  cWil,  por  cuanto  es  Juea  de  primera  iosianeia 
4el  partido,  y  en  qoe  no  reconoce  en  el  demandante  Merino  acción  ni 
derecho  para  demandarle,  no  estando  en  so  eonsecoencia  obligado  i 
comparecer  ante  el  Juagado  municipal  de  Buenavista  de  Madrid;  Jo  cual 
es  moy  lógico,  porqoe  teniendo  D.  Pedro  de  la  Sierra  su  domicilio  en 
aquella  ciudad,  y  aun  concediendo  qoe  el  demandante  Merino  tenga 
una  acción  contra  Sierra,  por  lo  qoe  resolta  de  la  cédula  de  citación 
ésta  es  personal,  sin  6jaeión  de  logar  donde  la  obligación  deoa  cuoi- 

Sfirse  y  sin  sumisión  expresa  ó  tácita  á  jurisdicción  alguna,  por  lo  que 
av  qoe  ateoerse  á  la  disposición  del  art.  6t,  regla  1%  según  el  coal  no 
hnbiendo  somisión,  qoe  no  existe,  ni  lugar  donde  deba  cumplirse  la 
obligación,  que  no  está  fijado,  es  Joei  competente,  no  pudiando  aer 
empiaxado  el  demandado  en  el  logar  del  contrato,  el  del  domicilio  de 
-éste;  y  siendo  el  de  D.  Pedro  de  la  Sierra  aqoeUa  ciodad  y  no  compren- 
diéndole nin^ona  de  las  tres  cansas  indicadas,  claramente  se  deduce 
que  el  conocimiento  de  la  demanda  contra  él  intentada  compete  á  la  ju 
risdicción  de  aquel  Juzgado  municipal:    . 

Resultando  qoe  D.  Santiago  Merino  opuso  á  la  inhibitoria  que  tra- 
tándose como  se  trataba  del  pago  de  comestibles  comprados  en  su  esta- 
blecimiento debían  haberse  pagado  en  el  acto,  y  era  claro  que  la  obli- 
gación debía  cumplirse  en  el  lugar  del  contrato,  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  á  lo  declarado  por  este ' 
Tribunal  Supremo  en  diferenrea  sentencias;  y  que  la  índole  del  juicio 
verbal  y  el  ser  el  demandado  Sierra  Juex  de  primera  instancia  del  par- 
tido en  qoe  se  había  deducido  la  inhibitoria  bastaban  para  no  acceder 
á  ésta,  porqoe  en  caso  de  apelación  de  lo  resuelto  en  la  primera  instan*» 
cia  vendría  á  conocer  d»*l  recurso  el  mismo  demandado: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen  contrario  á  la 
inbibitoria,,y  el  Juex  dictó  auto  en  tS  de  Noviembre  negando  la  inhi* 
bieión  propuesta  y  declarándose  competente  para  conocer  del  joicio 
incoado;  y  comonieado  este  aoto  al  Jnex  de  Gandía,  insiuió  éste  en  to 
competencia,  y  foeron  remitidas  por  am bos sus  respectivas  actuacionea 
ú  este  Tribunal  Supremo,  sustanciándose  con  arreglo  á  derecho. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  según  prescribe  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  su  regla  1^,  fuera  de  los  casos  de  somisión  expresa  ó  tá 
cita,  en  los  juicios  en  qoe  se  ejercitan  acciones  personales  será  Joei 
competente  el  del  logar  en  qoe  deba  complirse  la  obligación  coando  no 
ha  existido  pacto  en  contrario,  como  aqoi  sucede; 

T  considerando  que  en  los  contratos  de  ventas  al  por  menor  el  logar 
donde  se  reciben  los  géneros  es  donde  debe  cumplirse  la  obligación  de 
entregar  so  precio,  según  lo  ha  resoeito  constantemente  el  Tribunal 
Supremo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
del  juicio  verbal  corresponde  al  Juzgado  municipal  del  distrito  de  Bue- 
navista de  esta  corte,  al  que  se  remitirán  todas  las  actuaciones,  ponién- 
dole esta  resolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Gandía; 
siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  originadas. — (Po 
blicada  el  17  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la  Oaeila  de  6  de  Mayo  del 
<mismo  año.) 
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•le^arMí  de  eaMielón  {\%di  Ahril  de  1884).— Sala  friwíira,^ 
Dkia'Paro  db  uiVA  FNCA. — No  ht  logar  al  inlerpoesto  por  D.  Pedro 
3at!ié  con  D.  Jusé  Carrea  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  reaoelve: 

1^  Que  al  kaiíar  la  leu  de  errores  de  hecho  cometidos  en  la  apreeia- 
€ión  de  la  prueba  te  refiere  á  los  que  resulten  de  documenlot  ó  aelos  an 
téntitos  que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  Ju%gado\ 

2^  Que  et  desestimable  el  motivo  de  casación  fundado  en  la  infrac- 
ción de  la  regla  de  critica  racional  que  impide  conceder  más  fuerta  á  una 
jtrufba  de  inducción  que  á  la  que  se  concreta  al  objeto  ¡/  hecho  funda- 
mentó  del  juicio,  cuando  la  Sala  sentenciadora  apreció  las  justi^acio- 
nes  en  su  conjunto: 

¿®  Que  no  es  rttpla  de  sana  critica  que  entre  dos  pruebas  contraiiclo  • 
rias  se  decida  el  juzgador  por  aquella  que  además  se  halla  robusteci- 
da ó  corroborada  por  otra  clase  de  pruebas,  aun  en  la  hipótesis  de  que 
concurriera  la  circunstancia  de  dos  pruebas  concordantes  entre  si  en 
frente  de  una  sola,  puesto  que  tu  valor  no  depende  del  número: 

4^  Que  et  inaplicable  el  principio  de  derecho  que  obliga  á  los  Jueces 
á  faltar  con  arreglo  á  lo  alegado  y  probado  por  las  partes,  ¡/  que  pre- 
viene que  actore  Don  probante  reos  est  abnol  vendos,  aplicable  A  cin- 
irario  seoso  al  demandado  que  no  prueba  su  excepción,  cuando  no  se 
trata  de  asunto  en  que  la  ley  imponga  al  demandante  la  obligación  de 
probar  y  cuándo  han  tenido  lugar  de  una  y  otra  parte  pruebas  contra 
pwstas  que  ha  comparado  y  estimado  el  Tribunal  sentenciador; 

Y  5®  Que  ti  se  hace  supuetto  de  la  cuestión  dando  por  probado  el  hecha 
de  la  lesión  en  más  de  la  mitad  del  justo  precio,  cuando  precisamente 
aprecia  todo  lo  contrario  la  Sala  sentenciadora  en  vista  de  las  pruebas 
practicadas;  no  puede  eslimarse  la  infracción  alegada  de  las  Decretales 
capítulos  3"  y  6°,  Da  empilone  et  venditione,  de  lat  leyes  t^  y  8*  del 
Código  De  re»cindenda  venditione,  y  56,  tü,  hádela  Partida  6*,  y  de  la 
doctrina  según  la  cual  cuando  no  contia  la  tasación  y  apreciación  ó  el 
precio  de  lat  cotat  en  la  ¿poca  de  la  celebración  del  contrato ^  Jior  no 
fijarlo  lot  perito t  en  los  documentos  traidos,  puede  contiderarse  que  no 
le  ha  justificado  la  lesión  enorme  ó  enormísima. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  A  18  de  Abril  de  1884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  «recurso  de  casación  por  infraoríón 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Figneras  y  en  la 
SaU  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  ;or  D.  Pedro  B&t- 
lié  y  Bech,.  representado  por  el  Proeorador  D.  Federico  Grases,  y 
defendido  por  el  Licenciado  D.  Enrique  Roger,  con  D.  José  Garres  y 
Hoy  que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  sobre  desamp..- 
ro  de  una  finc^: 

Resollando  qoe  por  escritura  otorgada  en  41  de  Julio  de  1852  Don 
Pedro  BatDé  y  Doña  María  Teresa  Bech  vendieron  á  D.  José  Garres  una 
finca  viña  y  olivar  de  seis  besanas  y  medis^  sita  en  término  de  San  Mi» 
goel  de  Culera,  partido  de  Gabert,  de  propiedad  de  Doña  Teresa,  en 
precio  de  18*2  libras,  6  sueldos  y  8  dineros,  equivalentes  á  483  pesetas 
^8  céntimos,  que  se  retuvo  el  comprador  para  satisfacer  el  censo  de  13 
TOMO  55  3 
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pesetas  anuales  qae  debía  pagar  en  19  de  Setiembre  á  D.  Baltasar  de 
Creniadells  y  á  los  sayos,  por  concesión  enfiténtira  de  la  misma  finca: 

Resultando  que  Doña  Uaria  Teresa  Bech  transfirió  por  escritora  de 
U  de  Abril  de  «880  á  sn  hijo  D.  Pablo  Balllé  y  Becb  todos  los  derechos 
qae  la  pudiese  corresponder  por  la  lesión  enormísima  que  sofrió  en  la 
venta  anteriormente  referida: 

Resultando  qae  en  If  de  Agosto  del  mismo  año  1880  D.  Pedro  Bat- 
lié  V  Bech  dedujo  la  demanda  objeto  de  estos  autos  en  la  que  después 
de  hacer  mérito  de  la  escritura  mencionada,  expuso  que  ni  la  vende- 
dora percibió  un  solo  céntimo  por  la  venta,  ni  se  le  queaó  á  deber,  nt 
se  le  manifestó  que  se  debieran  pensiones  atrasadas  del  censo,  ni  real- 
mente se  adeudaba  ninguna;  que  el  referido  censo  al  3  por  f  00  no  re- 
presentaba masque  un  capital  de  433  pesetas,  33  céntimos;  que  en  la 
época  de  la  venta  la  finca  tenía  la  misma  plantación  que  en  la  actuali- 
dad, según  el  certificado  del  Alcalde  de  San  Miguel  de  Culera,  que 
acompañaba,  y  valia  3.00  pesetas,  y  era  dato  importante  para  apreciar 
dicho  valor  la  expropiación  que  hiso  la  Compañía  de  los  ferrocarriles 
de  Barcelona  á  Francia  en  Noviembre  de  i 874  á  D.  Jo»é  Carrés  de  par- 
te de  la  fínca  por  1.200  pesetas:  y  ejercitando  la  acción  eonditio  de  reí» 
einienda  vendUione  ó  cualquiera  otra  que  le  correspondiera,  pidió  se 
condenase  é  D.  José  Carrés  A  desamparar  la  finca  que  le  vendió  Doña 
María  Teresa  Bech,  ó  á  satisfacer  al  demandante  la  cantidad  que  valía 
al  ser  vendida  con  los  frutos  é  intereses  de  la  misma,  desde  jf  de  Julio 
de  1852;  y  para  el  caso  de  optar  por  el  desamparo  de  la  finca,  abonase 
además  la  cantidad  que  percibió  en  la  Compañía  del  ferrocarril,  con 
sus  intereses  desde  el  día  de  la  expropiación,  los  frutos  de  toda  la  finca 
desde  que  la  compró  hasta  dicha  expropiación,  y  los  frutos  del  rema- 
nente de  la  misma  después  de  esta  última  fecha: 

Resultando  que  D.  José  Carrés  y  Moy  impugnó  la  demanda,  alegando 
que  el  estado  y  valor  de  la  finca  distaba  mucho  de  ser  entonces  el  que 
tenía  en  1852,  poes  si  bien  en  esta  fecha  contenía  algunos  olivos  y  al- 
guna viña,  parte  de  la  finca  era  yerma  y  la  viña  estaba  completamente 
abandonada,  no  siendo  las  cepas  que  existían  las  del  día  de  la  venta, 
paes  éstas  murieron  luego,  plantando  aquéllas  el  demandado,  que  me- 
joró la  finca  en  todos  conceptos,  mereciendo  ser  tomado  en  caenta  el 
aumento  alcancado  por  la  riqueza  territorial,  especialmente  en  les  vi- 
ñedos; que  además  de  las  488  pesetas  del  precio  de  la  venta  que  retuvo 
el  comprador  para  pagar  el  censo,  debía  recordar  que  en  10  de  Agosto 
de  1 84S  Pedro  Batilé,  padre  del  demandante,  vendió  á  D.  José  Carrés 
la  mitad  de  la  finca  en  cuestión  á  carta  de  gracia,  por  el  precio  de  4  i5 
libras  equivalentes  á  360  pesetas,  y  sin  duda,  al  ñjar  el  precio  en  486t. 
se  tuvo  en  cuenta  lo  recibido  en  1646;  que  en  185t  la  finca  no  valía  ri 
con  DT.ucho  el  doble  del  precio  fijado,  sin  que  pudiera  tener  aplicación 
la  indemnización  concedida  por  la  Compañía  del  ferrocarril,  supuesto 
que  tuvo  lugar  U  años  después,  habiendo  habido  tiempo  sobrado  para 
convertir  un  yermo  en  tierra  de  cultivo;  que  por  todo  ello  no  existía 
'lesión,  y  que  aunque  la  hubiera  no  procedía  la  rescisión  porque  loa, 
vendedores  en  el  caso  de  valer  más  la  finca  la  cedieron  en  la  escritora' 
á  favor  del  comprador  y  loa  soyos,  con  donación  entre  vivos  irrevoca- 
ble: y  oponiendo  la  excepción  sing  ^eiione  agit^  pidió  se  le  absolviese  de 
la  demanda,  condenando  al  actor  á  silencio  perpetuo  y  las  costas: 

Resultando  qoe  el  demandante  replicó  sosteniendo  que  al  ser  ven- 
dida la  finea  en  4851  no  contenía  parte  algooa  de  yermo,  poes  de  otro 
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modo  86  habiera  consignado  en  la  eseritara  que  las  modifieaeionei  be- 
chas  en  ta  finca  por  el  comprador  lo  habían  sido  por  capricho  y  no  por 
necesidad;  qne  el  censo  anual  á  que  esuba  sujeto  á  favor  de  Grema- 
dells  era  de  52  rs.  y  debió  el  comprador  satisfacerlo  por  primera  vez  el 
aho  de  I  $53;  que  el  mismo  contrato  de  venta  á  carta  de  gracia  verifi- 
cado en  1818  demostraba  la  lesión  sufrida  en  I85S,  puesto  aoe  si  en- 
tooees  se  enajenó  la  mitad  de  la  finca  por  360  pesetas,  siendo  así  que 
con  pacto  de  retro,  lo  que  más  se  pagaba  era  la  mitad  del  valor,  resul- 
taba qne  la  totalidsd  debió  valer  1.440  pesetas,  y  que  D.  José  Becb  te- 
nía la  finca  por  dos  establecimientos  que  le  firmó  Baltasar  de  Crema- 
dells,  uno«n  Octubre  de  1815  y  otro  en  Diciembre  de  18X4: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practrcó  de  testigos 
por  una  y  por  otra  parte,  dirigida  á  jastificar  el  estado  de  la  finca  al 
tiempo  de  la  venta  y  en  las  actualidades,  y  su  valor  en  una  y  otra 
época,  habiéndose  traído  á  instancia  del  demandante  testimonio  de  nn 
dodomcnto  en  que  D.  José  Garres  confesó  en  4  de  Noviembre  de  4874 
haber  recibido  de  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Gerona  á  Francia 
851  pesetas  89  céntimos  por  la  venta,  por  causa  de  utilidad  pública  y 
expropiación  foraosa  de  un  troxo  de  huerta  y  viñedo  de  1.431  metros 
31  centímetros  cuadrados,  parte  de  la  finca  objeto  del  pleito,  manifes- 
tando que  dicho  precio  eomprendía  además  del  valor  del  terreno  calcu- 
lado en  1.968  pesetas  la  beaana,  la  indemnización  de  perjuicios  y  el  3 
por  400  legal: 

Resultando  que  otorgada  para  mejor  proveer  lá  tasación  por  peri- 
toa  de  la  finca,  no  habiendo  catado  conformes  los  designados  por  las 

Iiartes,  el  tercero  que  nombraron  de  común  acuerdo  manifestó  que  en 
a  actualidad  que  la  finca  en  cuestión,  coya  cabida  era  de  seis  besanas 
56  céntimos,  tenía  el  valor  de  4.476  pesetas  50  céntimos,  y  que  en  485S 
eooteniendo  siete  besanaa  96  céntimos  ppr  no  haber  tenido  aún  lugar 
la  expropiación  de  parte  de  ella  por  causa  del  trazado  del  ferrocarril, 
▼alia  S.036  pesetas  50  céntimos: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  y  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  la  revocó  en  S8 
de  Junio  de  4883,  absolviendo  á  D.  José  Garres  de  la  demanda  siii  ha- 
cer especial  condenación  de  costaa: 

Resultando  que  D.  Pablo  BatUé  interpuso  recurso  de  casación,  ale- 
gando: • 

4^  Que  se  había  cometido  error  de  hecho  por  la  sentencia  al  apreciar 
la  prnsba  consistente  en  fundarte  en  la  qne  de  la  excepción  hizo  el  de- 
mandado cuando  no  probó  ni  intentó  probar  el  hecho  en  que  ésta  se 
fundaba  ó  sea  que  la  pieza  de  tierra  vendida  á  D.  José  Garres  no  valia 
en  185t  más  del  doble  del  precio  que  se  consignó  en  la  escritora  de 
venta;  error  que  resultaba  comprobado  de  un  acto  auténtico  como  era 
el  apuntamiento,  al  cual  las  partea  habían  prestado  su  conformidad, 
pues  de  él  resultaba  claramente  que  la  única  prueba  practicada  por 
Garres  consistía  en  las  declaraciones  de  ocho  testigos,  ninguno  de  los 
cuales  había  dicho  ona  sola  palabra  respecto  á.que  dicha  finca  noava- 
liese  en  485t  doble  del  preeio  que  se  estipuló  en  la  escritora  de  venta, 
y  sí  tan  sólo  habían  declarado  respecto  de  la^  condiciones  de  la  misma, 
y  que  su  valor  actual  era  mayor  que  el  que  tenía  cuando  se  vendió: 

r  Qne  se  había  cometido  otro  error  de  la  misma  naturaleza,  com- 
probado en  h  propia  sentencia  recurrida  con  sólo  comparar  loa  hechos 
ttotadot  en  el  resultando  5^  y  la  apreciación  de  la  prueba,  pues  a  la 
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i^r  qae  declaraba  la  ineficaoU  de  la  tettifioal  por  saponerla  eontrsdie- 
loria,  le  concedía  toda  to  fo^na  y  valor  fallando  con  arreglo  á  lo  qae 
erróneamente  creía  Vledacírae  de  las  declaraciones  preatadu  por  lot 
testigos  q«e  presentó  el  demandado: 

3^  Qoe  se  había  cometido  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  In 
prneba,  que  consistía  en  considerar  qoe  la  de  testigos  contraria  des- 
virtaabalá  propuesta,  y  realizada  por  0.  Pablo  Batllé,  iocnal  eracom- 
pletamente  inexacto,  paes  la  parte  más  iirportante  de  esta  proeba  con- 
sistía en  el  resoltado  del  juicio  pericial  quedaba  á  la  finca  en  cnestíón 
enando  se  vendió  en  185X  el  valor  de  S.036  pesetas  50  céntimos,  ó  sea 
que  era  cerca  de  cinco  veces  mayor  que  el  precio  estipulado;  y  los  tes- 
tigos del  demandado  nada  habían  dicho  qoe  contradijera  ó  desvirtuara 
esta  peritación,  pues  se  limitaron  á  decir  aoe  en  la  acioalidad  valía  mo- 
cho fPás  que  entonces,  lo  cual  no  quería  decir  qoe  entonces  oo  valiese 
las  f  .036  pesetas  60  céntimos  indicadas;  error  qoe  se  comprobaba  con 
las  relaciones  de  los  peritos  y  del  tercero  nombrado  de  común  acuerdo 
de  las  parles,  extractados  en  el  apontamiento  y  consignado  en  el  re- 
sotando  quinto  de  la  sentencia  recorrida: 

4®  Qae  se  había  cometido  error  de  derecho  al  apreciar  la  proeba 
practicada  por  las  partes,  consistente  en  la  infracción  de  la  regla  de 
critica  racional  que  impide  conceder  más  foersa  á  ona  proeba  de  in* 
docción  qoe  á  la  qoe  ee  concreta  al  objeto  y  hecho  fondamento  del  jui- 
cio, y  de  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cia de  S8  de  Diciembre  de  i  860,  según  la  cual  da  prueba  ó  confesión, 
debe  recaer  Sobre  el  hecho  fundamental  origen  de  la  obligación,  y  n« 
sobre  otro,  por  más  inductivo  qoe  sea,  demostrándose  el  concepto  en 
qoe  se  había  cometido  esta  infracción  con  sólo  recordar  qoe  la  senten- 
cia había  fallado  por  considerar  únicamente  qoe  había  justificado  no 
hecho  qoe  á  lo  más  podría  ser  indnctivo  de  la  ratón  opoesta  por  Don 
José  Garcés  al  hecho  fondameotal  de  la  demanda,  carácter  qoe  se  la 
negaba,  puesto  qu/9  de  la  finca  tuviera  eo  la  actoalidad  más  valor  que 
en  t852,  no  podía  deducirse  qoe  entonces  no  valiera  S.036  pesetas 
50  céntimos,  á  más  del  duplo  del  precio  estipoladOt  qoe  era  el  fonda > 
memo  de  la  demanda: 

5*^  Que  se  babia  infri  gido  la  regla  de  sana  crítica  qoe  establece  qoe 
entre  dos  proebaa  contradictorias  se  decida  el  joagador  por  aqoella  '|oc 
además  se  halla  robustecida  ó  corroborada  por  otra  clase  de  proebas, 
porqoe  aon  soponiendo  qoe  existiera  contradicción  entre  la  proeba  tes- 
tifical de  esta  parte  y  la  contraria,  ó  que  ésta  desvirtoase  las  afirma- 
ciones de  aqoéllas,  existía  además  el  certificado  del  Alcalde  de  San  Mi- 
goel  de  Culera,  y  la  prueba  pericial  tantas  veces  citada  en  corrobora- 
ción de  la  última,  con  la  circunstancia  espeeialísima  de  que  esta  prue- 
ba pericial  se  concretaba  al  ponto  fondamental  déla  disensión,  lo  cual 
no  sucedía  con  la  de  testigos,  y  por  consiguiente  debió  concederse  va- 
lor y  eficacia  á  la  prueba  de  esta  parte,  y  la  sentencia  recorrida  hacía 
precisamente  todo  lo  contrario,  resoltando  por  tanto  qoe,  con  arreglo 
á  la  doctrina  establecida  por  este  Sopremo  Tribonal  en  la  sentencia, 
entre  otras,  de  2  de  Julio  de  i880,  la  apreciación  hecha  por  la  Sala  sen- 
tenciadora no  podía  prevalecer,  porqoe  tanto  al  hacerla,  como  al  defi- 
nir los  hechos  qoe  considera  probados,  ha  faltado  á  la  regla  de  derecho 
y  de  suna  crítica: 

6^  O"®  había  infringido  asimismo  el  principio  de  derecho  qoe  obliga 
i  los  Jueces  á  fallar  con  ar>reglo  á  lo  alegado  y  probado  por  las  partes 
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y  qué  previene  que  áeton  non  prebants  reta  $$t  abiolvendus,  aplietble 
i  €9nirariú  sentn  il  demandado  qoe  no  prueba  sa  excepción  en  el  con- 
cepto de  qoe  fnnda  la  Sala  tentenoiadora  el  fallo  en  la  prueba  de  un 
hecho  que  aun  tiendo  cierto  no  destruiría  la  acción,  y  afirma  que  la 
ieiión  en  que  so  fnnda  no  existe  cuando  el  demandado  no  ha  intentado 
siquiera  jostificarío: 

T*  Qoe  por  no  haberlas  aplicado  se  habían  infringido  las  decretales 
capítulos  3^  y  6°,  De  empitone  el  venditione  y  tas  leyes  V  y  8^  del  Có  * 
digo  De  reicindmda  venditione,  y  56,  tít.  5^  de  la  Partida  5*,  qoe  dis- 
ponoB  que  debe  rescindirse  la  venta  hecha  por  menos  de  la  mitad  del 
justo  precio  que  tenfa  eoando  se  realisó^  y  qoe  sea  obligado  el  compra* 
dor  á  dimitir  la  cosa  vendida  ó  á  satisfacer  lo  qoe  falta  hasta  alcanaar 
dicho  justo  precio,  en  cnanto  ia'sentepeia  daba  por  firme  y  valedera 
una  venta,  en  la  cual,  después  de  rectificados  los  errores  cometidos, 
era  innegable  qoe  medió  lesión  enormísima: 

8®  Qoe  se  tníringían  asimismo  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  8  de  Mario  de  4866,  16  de  Abril  de  «869  y  13  de  Mano  de 
1876,  en  cuanto  había  sido  desatendida  la  doctrina  qne  establecen  en 
aplicación  á  laa  leyes  citadas  en  el  motivo  anterior,  y  además  la  sen- 
tencia en  ultimo  logar  citada  y  las  de  l^de  Marao  de  1871  y  SO  de  Ene- 
ro de  «875,  de1aa  cuales  se  deduce  qne  únicamente,  coando  no  consta 
la  tasación  y  apreciación  ó  el  precio  de  las  cosas  en  la  ¿poca  de  la  cele- 
braeión  del  contrato,  por  no  fijarlo  los  peritos  en  los  documentos  traí- 
dos, puede  considerarse  qne  no  se  ha  justificado  la  lesión  enorme  ó 
enormísima,  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  negaba  la  existencia  de 
la  indicada  lesión,  sin  constar  justificada  por  la  valoración  qoe  en  forma 
de  derecho  practicaron  en  tos  autos  los  peritos: 

^  Qoe  al  soponer  la  sentencia  recurrida  qoe  aun  existiendo  la  fnn«- 
daeión  enormisima  alegada  sería  justa  la  absolución  de  la  demanda, 
porque  en  la  eacritora  de  ventado  «I  de  Julio  de  1852  le  dieron  los 
vendedores  el  mayor  precio  que  pudiese  tener  la  finca  vendida,  infrin- 
gía la  legialación  vigente  en  Cataluña  para  las  donaciones  entre  vivos, 
qoe  hace  indispensable  la  insinuación  para  qoe  sean  válidas  las  que  ex- 
cedan de  800  florines  equivalentea  á  4. US  pesetas  50  cents.,  según  la 
reducción ^e  Vives,  que  es  la  universalmente  aceptada  en  Cataluña,  en 
cuyo  caso  se  encontraría  la  qoe  resaltara  de  dicho  contrato,  puesto 
qo€  entra  las  488  pesetas  88  cents.,  precio  del  mismo  y  las  de  8.036 
posetaa  50  céntimos  de  la  tasación  pericial,  mediaba  una  diferencia  de 
1.547  pesetas  69  céntimos,  siendo  la  ley  infringida  en  este  concepto  la 
Constitución  de  Catabifta,  1^  del  tít.  9*,  libro  8^,  volumen  «^  (para)  da- 
da por  D.  Fernando  II  en  las  terceras  Cortes  de  Barcelona,  en  la  coal  se 
•atableee  la  nulidad  de  las  donaciones  que,  excediendo  de  500  florines 
no  so  registren  en  las  curias  de  los  ordinarios  de  la  cabeaa  de  la  re- 
guería;  infringiendo  también  la  constante  doctrina  sentada  por  esto 
Tribunal  Supremo  en  multitud  de  sentencias,  y  entre  ellas  en  las  de  S3 
de  Diciembre  de  4857, 3«  de  Enero  do  «86f  y  Í7  de  Mayo  de  4860.  en 
la  última  de  las  cuales  se  establece  además  qoe  el^requisito  de  la  insi- 
nuación exigido  para  la  ralides  de  las  donaciones  no  se  llena  con  la  so- 
la maDlfestaeión  del  Jnea,  sino  que  es  necesaria  también  la  apro- 


40.  Tqne,  por  último,  la  sentencia  recurrida  al  suponer  en  el  pro* 
pió  concepto  que  no  sería  rescindible  el  contrato  de  que  se  trata,  por* 
que  loa  vendodores  le  corroboraron  con  juramento  sin  haber  obtenido 
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la  relajaeíóD  del  mismo  infriagía  el  art.  7*  de  la  Real  orden  de  19  da 
Noviembre  de  4736,  ▼  las  leyes  6*  t  T,  lít.  I*',  libio  40  de  la  NoTlstma 
RecopiJaciÓB,  según  las  eoales  el  jaraoMoto  de  la  parto  obligada  sélo 
es  permitido  en  los  contratos  en  qoe  aqvél  sea  neoesario  para  sa  Tali- 
dación,  y  no  había  ley  ni  disposición  en  aaestro  demche  qae  estable  • 
ciera  el  jaramente  para  la  eficacia  del  contrato  de  compraventa,  no 
siendo  por  consiguiente  contrato  jnrado  ni  aplicable  á  ^1  la  doctrina 
citada  en  la  sentencia  recurrida. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Días  de  Rneda: 

Considerando  que  no  han  podido  invocarse  útilmente  los  sapnesioa 
errores  de  hecho  fondados  en  el  examen  de  lu  declaraciones  periciales 
7  testificales  qae  sirven  al  reeorrente  para  apoyar  los  tres  primeros, 
motivos,  porqae  la  ley  se  refiere  á  los  qne  en  la  apreciación  de  la  prne- 
ba  se  hayan  cometido  y  resalten  de  docnmentos  ó  actos  anténtieos  qoe 
demnestren  la  eqoivación  evidente  del  Josgado: 

Considerando  qae  son  desestimables  los  tres  motivos  sakMÍgoientes 
porqne  en  el  coarto,  aun  cuando  se  prescinda  de  disentir  -la  regla  allí 
citada,  se  snpone  equivocadamente  qne  la  Sala  sentenciadora  da  la 
preferencis  á  una  prueba  de  indocción  sobre  la  fundamental  del  hecho 
coando  ella  apreció  las  Justificaciones  en  su  conjunto;  en  el  quinto  se 
cita  una  regla  que  no  es  de  sana  critica,  aun  en^la  hipótesis  de  qae 
aquí  concurriera  la  circunstancia  de  dos  pruebas  concordantes  entre  sí 
enfrente  de  una  sola,  puesto  que  su  valor  no  depende  del  número,  y  en 
el  sexto  te  recorre  á  nn  principio  inaplicable,  ya  por  no  tratarse  de 
aconto  en  que  la  ley  imponga  al  demandante  la  obligación  de  probar  y 
ya  por  haber  tenido  lugar  de  una  y  otra  parte  pmebu  contrapnesias 
que  ha  comparado  y  estimado  el  Tribunal  sentenciador: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas  ci- 
tadas en  los  motivos  7®  y  8^  porqne  se  hace  supuesto  de  la  cuestión 
dando  por  probado  el  hecho  de  la  lesión  en  más  de  la  mitad  del  justo 
precio,  cuando  precisamente  aprecia  todo  lo  contrario  la  Sala  senten- 
ciadora en  vista  de  las  pruebas  practicadas: 

Considerando,  en  fin,  que  no  hay  para  qué  tomar  en  cuenta  los  dos 
últimos  motivos,  porqne  una  vea  establecido  el  hecho  de  qne  no  hubo 
lesión  en  más  de  la  expresada  es  superfino  tratar  de  lo  que  se  refiere  á 
la  donación  y  al  juramento; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re  - 
corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Batllé  y  Becb,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  eertifi  • 
cación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remi- 
tido.—(Sentencia  publicada  el  18  de  Abril  de  4884,  ó  insertt  en  la  Oa- 
e0ta  de  6  de  Setiembre  del  mismo  afto.) 
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Ree«rao  de  canaclón  (i8  de  Abril  de  4884).— iS'a/a  priwur^, — 
Mejor  dbrechoí  losbibmbs  db  una  CAPELLANÍa. — No  lia  lugar  al  inter- 
ptiesto  por  el  Ministerio  fiscal  con  D.  Carlos  Benito  Platero  y  otros  (Au- 
diencia de  Madrid),  y  se  resuelve: 

r  Que  elari.  S""  de  U  lef  de  19  de  Agosto  de  1841,  %i  en  i»  esfnritu 
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«t  én  $u  letra  ordena  que  »e  aij%diq%e  al  Etlado  la  mitUd  de  los  bienes 
de  loe  C'ipellanias  alternativas  Guando  no  comparea^an  al  coneurto  re- 
presentantes dit  una  délas  lineas  llamadas,  ó  por  haberse  esfinguido^ 
é  por  no  haber  tenido  noticii  de  la  convocatoria,  ó  por  otro  motivo: 

2®  Que  es  doctrina  constantemente  observada  en  asuntos  de  vincula  - 
úianes  y  admitiia  por  la  jurispruiencia^  como  consecuencia  necesaria 
del  carácter  ordinario  inherente  á  las  vinculaciones,  que  fallando  los 
llamamientos  hechos  por  el  fundador ,  entraban  á  suceder  los  demás  pa- 
rientes  suyos,  sin  embargo  de  que  no  tuviesen  la  cualidad  exigida  por 
€l  mismo,  en  cupo  caso  se  reputaban  como  regulares^  por  más  que  sus 
primeros  llamamientos  se  separen  en  uno  4  otro  punto  de  los  de  esta 
clase; 

y  3^  Que  ti  los  adjudicatarios  pidieron  la  totalidad  de  los  bienes  de 
la  Capellanía,  y  la  sentencia  se  los  concede,  según  lo  solicitaron  como 
parientes  más  próximos  del  fundador,  no  se  infringe  la  ley  16,  tU.  22 
de  la  Partida  3\ 

En  la  vili.}  y  corte  de  Madrid,  á  48  de  Abcil  de  f  88i,  en  el  pleito 
|>endient«  ante  Ñas  eo  virtod  de  reeareo  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seffQÍdo  en  el  Joagado  de  primera  instancia  de  Getafe,  y  en  la  Sala 
legoodaNle  lo  civil  de  la  AaJiencia  de  esta  capital  por  D.  Garlos  Banito 
Platero,  como  albseea  de  D.  Pedro  Máximo  Hartado,  representado  por 
el  Proeorador  D.  Josó  Mana  CordÓQ  y  defendido  por  el  Licenciado  Don 
José  Atanasii  Rodrígaes  del  Vdlíe  y  otros  que  ne  h^n  comparecido  en 
6^te  Sapremo  Tribanal,  con  el  Ministerio  fiscal  en  nombre  del  Estado 
fobre  m^j  )r  derecho  á  los  bienes  de  ona  Gapeliüiía: 

Resaltando  que  Baltasar  Martii.  vecino  de  la  villa  de  Serranillos, 
íaodó  por  escritora  otorgada  en  2  de  O^tabre  de  kl{\  ona  Capellanía 
colativa  da  canónica  institoción  en  la  iglesia  parroquial  de  San  Nicolás 
de  dicha  vifla  con  carga  de  misas  y  responsos  y  residencia  en  la  pobla-» 
eíón,  dotándola  con  diferentes  bienes,  y  encomendando  á  la  autoridad 
•cletiástica  el  título  y  colac  ón  canónica  á  los  Capellanes  que  babieseu 
de  disfrutarla;  llamando  en  primer  logar  á  un  descendiente  4d  so  her- 
mano, llamado  Alonso  Marllo;  eo  segando  á  un  pariente  de  so  mujer, 
If  arfa  Gardi,  ba'^Jendo  hasta  siete  llamamientos  en  el  mismo  orden,  á 
un  pariente  suyo  y  á  otro  de  su  mujer;  y  por  último,  y  á  falta  de  todos 
los  nombrados,  llamó  aUernativamente  al  pariente  más  cercano  suyo  y 
4e  so  mujer  Mana  García,  de  modo  que  ona  ves  fuese  Capellán  on  pa- 
riente suyo  y  otra  ves  un  pariente  de  su  mujer,  en  la  misoa  forma  al- 
ternativa que  quedaban  hechos  los  anteriores  llamamientos,  y  sin  que 
«ooseeotivamente  podieran  ser  dos  Capellanes  de  ona  mi^ma  familia: 

Resaltando  qoe  en  7  de  Julio  del  año  1800  tomó  posesión  de  la  cita* 
tada  Capellanía  fondada  por  Baltasir  Martin  el  Presbítero  D.  Pedro 
M tximo  Hurtado,  nieto  de  Ana  Fernández  Martín,  hija  de  Manuela 
Ilirtín,  sobrina  del  fundador  y  llamada  en  tercer  lugar  por  éste  eo  vir- 
tud ddi  título  de  colación  expedido  á  su  favor  por  el  Cornejo  de  la  Go- 
bernación del  Arzobispado  de  Toledo  en  18  de  Junio  de  dicho  año  1800: 

Resultando  que  en  el  año  de  1844  Cipriano  Fernandes,  tercer  nieto 
de  Petronila  Martíi,  hermana  del  fundador,  promovió  este  pleito  en  el 
Joxgado  de  Getafe  sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  de  esta  Capellanía, 
«n  el  concepto  de  hallarse  vacante,  y  publicados  edictos  se  personaroa 
en  los  autos  el  Presbítero  D.  Pedro  Máximo  Hartado  y  su  hermana  Doña 
Manoela,  con  quienes  y  el  Ministerio  fiscal  se  sustanció  el  juicio,  que 
ee  recibió  á  proeba  por  todo  el  término  de  la  ley: 
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Resaltando  qoe  hecha  poblicación  de  probaazáa  ae  parausaron  lor 
aatoa  basta  el  mes  de  Enero  de  f  868,  en  qoe  se  personó  en  ellos  Jaan 
Martín  Parta,  como  cuarto  nieto  de  Petronila  Martín,  hermana  del  fun  - 
dador,  habiéndose  personado  también  en  Marzo  de  1869  Pedro  Pernái:- 
dei  y  otros  hasta  el  número  de  18  en  el  concepto  de  parientes  en  sépti- 
mo grado  del  fundador,  como  descendientes  de  la  h<^rmana  de  ésie  la 
repetida  Doña  Petronila,  habiendo  ejercitado  por  t&itimo  su  derecho  en 
ios  autos  en  il  de  Enero  de  t870  D.  Julián  Añover,  como  cuarto  nieto 
del  hermano  del  fundador  Alonso  Mariin: 

Resultando  qoe  durante  este  tiempo,  en  Setiembre  de  1852,  falleció 
intestado  y  en  el  mes  de  Diciembre  de  1861  su  hermano  D.  Pedro  Máxi- 
mo Hurtado,  con  testamento  en  que  instituyó  á  su  alma  por  heredtsra 
en  beneficio  de  la  que  se  habían  de  celebrar  los  sufragios  que  expres<>«, 
y  distribuirse  en  objetos  piadosos  las  cantidades  que  eslimaran  los  tes- 
tamentarios, nombrando  para  estos  cargos  á  D.  José  Luis  Carsí,  D.  Car- 
los  Benito,  D.  Anastasio  Benito  y  D.  Baibino  Fernández,  á  todos  cuatro 
juntos,  con  amplias  facultades  para  la  enajenación  y  distribución  de^sus 
bienes;  habiéndose  personado  en  el  pleito  D.  Baibino  Fernández  como 
testamentario  de  D.  Pedro  Máximo  Hurtado,  y  por  su  fallecimiento  en 
Setiembre  de  1876  D.  Garlos  Benito  Platero,  otro  de  dichos  testamen- 
tarios: 

Resultando  que  por  muerte  de  Cipriano  Fernández.  >}ue  promovió 
este  pleito,  se  personaron  sus  nietos,  y  por  la  de  Juan  Martín  Parra  sus 
hijos,  habiendo  alegado  respectivamente  sobre  la  jostificacióa  de  su  par 
renteseo  y'  pedido  el  eoAjo  de  los  documentos  que  habían  presentado, 
lo  cual  les  fué  negado: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  á  quien  se  le  dio  vista  de  los- 
autos  pidió  que  se  declarase  la  citada  fundación  Capellanía  colativa  de 
sangre  y  comprendida  (n  los  artículos  t^  %^  y  3^  de  la  ley  de  19  de 
Agosto  de  184!,  que  la  propiedad  de  la  mitad  de  los  bienes  de  qoe  cons- 
taba corresponaii  á  los  próximos  parientes  del  fundador,  y  la  otra  mi- 
tad á  los  de  su  mujer  María  García;  que  de  ésta  no  se  habían  presenti- 
do parientes  ni  se  sabía  si  existían,  por  lo  cual  deberían  adjodicarae  al 
Estado,  dn  perjuicio  de  si  aparecieran  en  lo  sucesivo,  que  la  otra  mitad 
debía  adjudicarse  por  iguales  partes  á  los  herederos  de  Cipriano  Fernán» 
dez.  Doña  Manuela  Hartado  y  D.  Pedro  Máximo  Hurtado;  pero  como  no 
resultaba  quiénes  fueran  los  herederos  del  Cipriano,  se  hiciera  igual 
entrega  al  Estado  de  las  dos  partes  que  eorrespondínn,  y  la  otra  tercera 
parte  de  la  mitad  de  bienes  se  entregase  á  D.  Baibino  Fernández  oon;o 
«tbieea  de  D.  Pedro  Máximo  Hurtado,  con  intervención  de  las  autorida  - 
des  eclesiástica  y  civil,  para  que  se  cumplieran  los  objetos  piadosos  y 
caritativos  que  ordenó  el  fundador: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  decU- 
rindo  qoe  los  bienes  que  constituyen  la  Capellanía  fundada  por  B^ilt^- 
aar  Martín  corresponde  en  propiedad  y  por  mitad  á  D.  Pedro  Máximo 
Hurtado  y  su  heroHina  Doña  Manuela  Hurtado,  y  mediante  la  defunción 
de  ésta  corresponde  una  mitad  de  dichos  bienes  á  D.  Carlos  Benito  Pla- 
tero como  testsmentario  del  primero,  y  para  dar  cumplimiento  á  su  úl- 
tima voluntad,  y  la  otra  mitad'á  la  persona  ó  personas  que  deban  suce- 
der á  Doña  Manuela  Hurtado,  conforme  á  las  leyes,  con  la  obligación 
de  cumplir  las  eargas  impuestas  en  la  fundación  y  sin  perjuicio  de  ter- 
cero de  mejor  derecho,  mandando  con  respecto  á  la  mitad  de  bienes 
deelarada  en  favor  de  los  herederos  de  Doña  Manuela,  que  según  parece 
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mvrió  ein  tesUm^nto,  qae  se  abra  el  oportono  jaieio  de  saceaióti  de  ésta 
para  qoe  tenga  lagar  la  adjadicarióa  en  favor  de  la  peraona  ó  persona» 
que  procedan: 

Resellando  qae  José  María  Martin  y  otros  varios  de  los  persoRadoa 
en  el  juicio  interpasieron  apelación  de  esta  sentencia,  de  eoyo  recurso 
89  separaron  unos,  y  respecto  á  otros  se  declaró  desierto;  y  habiéndoso 
adherido  el  Ministerio  fiscal,  solicitó  la  revocación  de  la  sentencia  ape- 
lada, y  que  se  resolviera  que  la  Capellanía  de  qoe  se  trata  es  colativa 
de  sangre  y  de  carácter  familiar,  y  qoe  corresponde  la  mitad  de  loa 
bienes  de  sa  dotación  á  los  más  próximos  parientes  del  fondador,  y  la 
otra  mitad  á  los  de  so  mojer  Maria  García,  y  qoe  no  habiéndose  pre* 
'sentado  parientes  deéiía,  se  adjodiauen  al  Estado  sio  perjoicio,  y  qoe 
respecto  á  la  mitad  que  corresponde  á  los  parientes  del  fondador,  se 
adjodkfoe  ona  tercera  parle  á  D.  Garlos  Benito  Platero  como  al baeea  do 
D.  Pedro  Máximo  Hartado,  y  al  Estado  las  olraa  dos  terceras  partea  co- 
rrespondientes á  D.  Cipriano  Pernandea  y  Doha  Manuela  Huctado»  toda. 
Tex  qoe  no  se  habí&  jostificado  quiénes  eran  sos  herederos,  ó  sea  qoe  se 
adjodicasen  al  Estado  Isa  cinco  sextas  partea  de  la  totalidad  de  los  bie- 
nes litigiosos,  sin  perjoicio  de  tercero  de  mejor  derecho: 

Resollando  qoe  la  Sala  segunda  de  lo  citil  de  la  Audiencia  de  esta, 
corte  dictó  sentencia  en  18  de  Junio  de  4883  confirmando  la  apelada: 

Resollando  que  el  Ministerio  fiscal  interpoao  recorso  de  casación^ 
por  haberse  infringido  á  so  joicio: 

4®  La  foKdación  de  la  Capellanía,  qoe  ero  la  ley  del  pleito,  dejaodo 
íntegros  los  biejies  y  adjodicándoloa  por  entero  é  la  familia  del  fonda- 
dor  en  contra  de  lo  preceptoado  por  éste  al  establecer  la  socesión  alter- 
nativa de  ona  manera  taa  clara,  nna  ves  paia  parientes  soyos  y  otra 
para  los  de  su  mojer,  sin  que  consecutivamente  podieran  ser  Capella- 
nes de  una  misma  familia,  de  modo  qoe  atendida  la  ley  de  desvineola- 
eidn  loa  bienes  se  hablan  de  dividir  por  mitad  entre  los  parienteade  am- 
bas familias  ó  los  representantes  de  cada  ona,  y  no  habiéndose  presan  - 
todo  parientes  de  la  de  María  García,  aocedía  el  Estado  en  eata  mitad 
do  bienea  como  había  pretendido  el  Ministerio  fiscal  en  ambaa  instan* 
eiat : 

t^  El  art.  a*  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  qoe  ordena  qoe  en  el 
enao  qoe  loa  fondadores  dispongan  qoe  alternativamente  posean  laafia- 
ena,  ae  dividan  toa  bienes  con  entera  igualdad,  y  la  porción  que  á  cada 
ano  corresponda  se  adjudicará  á  los  individoos  de  ella  en  los  términoa 
qoe  dispone  el  artículo  antecedente,  no  podiendo  aer  más  palpable  la 
eentradicción  de  las  palabras  de  la  ley  y  lo  qoe  disponia  la  aentencia, 
p«es  la  fundación  ordenaba  qoe  las  líneas  alternasen,  y  sin  embargo,  la. 
sentencia  adjodicaba  todos  los  bienes  i  la  familia  del  fondador,  no  po- 
diendo ser  más  caprichoso  el  pretexto  qoe  se  daba  de  que  no  habiénéo- 
ae  presentado  parientes  de  la  mojer  del  fundador,  que  era  la  otra  línea 
alternativa,  no  podían  a'ijudicarse  á  éstos  la  mitad  de  los  bienes,  ni  ha- 
bía términos  hábiles  para  hacer  la  división;  poes  el  precepto  no  podía 
aer  más  terminante  y  absoluto,  oo  qoeriandola  ley  qoe  se  qoedaran  to- 
doa  los  bienes  en  ona  sola  Hnea,  teniendo  en  eale  caso  representantes, 
do  ona  lea  opositores  qoe  se  habían  presentado,  y  representantes  de  la 
otra  el  Ministerio  fiscal  á  nombre  de  los  parienteade  María  García,  con* 
forme  á  las  Reales  órdenes  de  T  de  Pobrero  y  T  de  Mavo  de  Ih50,  qne 
también  habían  sido  infringidas,  habiéndolo  sido  igoalmente  la  ley  de 
44  de  Julio  de  1656,  porque  si  bien  conforme  á  ella  se  trausmifió  á  loa 
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iieredarosel  dereeho  á  loa  bisnet  de  Capellahít,  es  reqvMtto  indúpeii" 
tabla  qQ«  dichos  herederos  se  preeenlea  á  pedir  en  U  forma  qoe  esta- 
blece el  art.  t^  de  dicha  ley,  y  caaodo  no  lo  verifican  dentro  de  20  aHos 
pierden  todo  derecho;  y  como  Dofta  Mannela  Hartado  había  falieeido 
dórenle  la  soiUneiaeión  de  este  pleilo  y  leníi  realmente  dereeho  á  los 
bienes  de  la  Capellanía,  qae  podo  transmitir  á  sos  herederos,  eomo  lo 
iiízo  en  testamento  de  eqoellos  qoe  eran  desconocidos,  transcorrieron 
más  de  tO  años,  era  evidente  qoe  había  cadocado  so  derecho  y  socedi- 
^0  él  Estado  en  esta  parte  de  bienes; 

Y  3**  Al  calificarse  la  Capellanía  de  colativa  familiar  ó  de  satigre  y  de 
eocesión  alternativa,  y  adjodicar  todos  ios  bienes  qoe  la  constiUyen  á 
una  sola  línea,  ó  sea  é  loe  parientes  del  f andador  contra  las  pretensio-  ' 
nes  de  las  partes,  la  lev  16,  tít.  U,  Partida  3%  y  moltitod  de  senten- 
cias de  este  Supremo  Trlbanal,  especialmente  las  de  16  de  Mayo  de 
1866,  27  y  30  de  Jonio,  19  de  Octobre,  10  de  Noviembre,  5,  21  y  22  de 
Diciembre  de  1866,  y  otras  mochas,  porqoe  la  sentencia  noescoogroen- 
te  ni  conforme  con  la  demanda  y  ooestiones  debatidas  en  el  pleilo,  daba 
á  los  litigantes  más  de  lo  qoe  pedían,  y  prescindía  de  las  justas  preteo- 
eiones  del  Fiscal  y  de  los  hechos  y  leyes  en  qoe  se  fondaban. 

Visto,  siendo  Ponente  elif  gistrado  D.  Felipe  Viñas; 

Considerando  qoe  la  f nodación  y  el  art.  3^  de  la  ley  de  19  de  Agosto 
4e  1841,  ni  en  so  espirito  ni  en  so  letra  ordenan  como  pretende  el  re- 
currente, sin  invocar  la  ley  qoe  para  ello  le  antorixa,  qoe  se  adjadiqoeo 
al  Estado  la  mitad  de  los  bieoesde  las  Capellanías  alternativas  coando  no 
compareacan  al  concurso  representantes  de  ona  de  las  líneas  llamadas  6 
por  haberse  extinguido  ó  por  no  haber  tenida  noticii  de  la  convocato- 
ria, ó  por  otro  motivo,  y  por  tanto,  li  sentencia  recorrida  no  infringe 
los  preceptos  legales  qoe  se  invocan  en  el  primer  motivo  al  declarar 
qoe  sin  perjoicio  de^tercero  de  mejor  derecho  loe  bieneé  que  constitu- 
yen la  Capellanía  fondada  por  Baltasar  Martín,  corresponden  en  pro- 
piedad y  por  mitad  á  D.  Pedro  Máximo  Hortado,  Capellán  poseedor 
desde  1800  á  1^62  y  aso  hermana  Doña  Manuela  Hartado,  parientes 
ambos  más  próximos  del  fundador  entre  los  concurrentes  del  pleito: 
.  Considerando  que  este  fallo  se  ajusta  en  dichas  disposiciones  al  pre- 
cepto general  del  art.  9**  de  la  ley  citada  y  la  doctrina  constantemente 
observada  en  asunto  de  vincolaciones  y  admitida  por  la  jurisprudencia 
«egún  la  cual,  como  consecoeocia  necesaria  del  carácter  ordinario  in- 
herente á  las  vinculaciones,  faltando  los  llamamientos  hechos  por  el 
f andador,  entraban  á  suceder  los  demás  parientes  suyos,  sin  embargo 
de  qoe  no  tovieeen  la  coalidad  exigida  por  el  mismo,  en  coyo  caso  se 
repotaban  como  regolares,  por  más  qoe  sos  primeros  llamamientos  se 
«eptren  en  ono  ü  otro  ponto  de  los  de  esta  clase,  y  esta  regla  se  hu- 
biero  segoido,  ai  al  vacar  en  1862  lá  Capellanía  de  qoe  se  trata  foert 
preeiso  provistarla: 

Considerando  qoe  tampoco  infringe  la  sentencia  el  art.  2*  de  la  ley 
de  14  de  Junio  de  1856«  ni  las  demás  disposiciones  citadaa  en  el  segun- 
do motivo,  en  cnanto  desestima  la  pretensióa  del  reeorrente  de  que  se 
adjodiqoé  ai  Estado  la  parte  de  ^ienes  declarada  en  favor  de  Doña  Ma- 
Doela  Hartado,  moerta  ab  intestato  dorante  la  sostanciación  del  con- 
corso, no  solamente  por  los  motivos  expoestos  en  el  párrafo  anterior 
«ino  porqae  el  Miniaterio  fiscal  foé  parte  en  el  pleito,  y  porque,  según 
consta  en  el  resultando  5^  de  la  sentencia  del  Joes  de  primera  instancia 
4kceptado  por  la  Aodiencia,  D.  Pedro  Máximo  Hartado  sobrevivió  á  so 
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herotiit  Dofit  Mtiio6l&,  y  sa  ropr«senuei6fi  ecMitiniió  el  pleito  qoeem- 
bot  herm&no0  venfan  scstentendo  desde  1844,  defendiendo  en  ói  ios  de* 
reehos  de  so  representado  y  los  que  en  éste  recayeron  por  defnoeióii 
d«  la  Doña  Manuela,  de  forma  qae  falta  el  prineipal  fondamenlo  de  di- 
«ho  motivo,  ó  sea  el  abandono  por  parte  de  los  herederos  de  la  adjndi» 
cataría,  y  lo  qne  et  más  reparable  y  exoinye  perentoriamente  al  ésta 
do«  Dofta  Ifannela  Hartado  no  morid  sin  pariente  dentro  de  décimo 
grado: 

Considerando,  por  último,  qne  annqae  no  es  posible  apreciar  ni  la 
sentencia  contiene  los  defectos  más  ó  menos  importantes  qoe  el  reci- 
rrente  le  atribuye  en  el  tercer  motivo,  poesto  qne  no  los  especifica  y 
determina  como  era  necesario  para  qne  debieran  tenerse  en  ooenta  ai 
resolver  el  reenrso,  es  fnera  de  duda  qne  no  infringe  la  ley  16,  tit.  tt. 
Partida  3\  toda  ves  qne  los  adjudicatarios  D.  Pedro  y  Doña  Manuela 
flarlado  pidieron  la  totalidad  de  los  bienes  de  la  Capellanía,  y  la  senten- 
cia se  los  concede,  según  lo  solicitaron  como  parientes  más  próximos 
4el  ¡rondador; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
•eorso  de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en  representación 
<del  Estado,  debiendo  reintegrarse  las  costas  ocasionadas  á  la  otra  parte 
•con  los  fondos  retenidos  procedentes  de  la  mitad  de  los  depósitos,  cay  a 
pérdida  baya  sido  declarada;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la 
eertificación  correspondiente,  con  devolnción  del  apuntamiento. — (Sen 
teneta  publicada  el  18  de  Abril  de  4884,  é  inserta  en  \k  Gacela  de  6  da 
Setiembre  del  mismo  año.) 
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.  Reearso  de  «aflaeMn  (18  d$  Abril  de  I88i).— iS'a^  primera. — 
Declaración  db  quisbra.— No  ba  lugar  al  interpnesto  por  D.  Fulgen- 
eio  Gallan  con  D.  Antonio  Canallas  y  otro  (Audiencia  de  Barcelona)*  y 
••resuelve: 

I®  Que  €t  regU  de  furi$pr%dencia  queenandoié  resuelve  tegún  la 
pedido  por  el  demandanle  y  es  limando  eu  acción,  es  entiende  nalnrai- 
memlefue  ee  deniegan  ó  no  se  admiten  por  el  mismo  keeko  las  ea)eepcio* 
mu  del  demandado; 

TV  Qae  no  pneden  traeree  al  reenreo  de  easaeió*  eueslionee  qnf  na 
Mayan  eido  planteadae  y  dieeulidas  oportunamente  en  el  pleito. 

En  la  villa  y^  corte  de  Madrid,  á  18  de  Abril  de  4884,  en  el  pleito  ee* 

Í^iido  en  el  Josgado  de  primera  instancia  de  Cartagena  y  en  la  Salada 
o  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Antonio  Canellas,  fabrican  • 
t^i  yD.  Eudflido  Doran  y  Pdgés,  comerciante  y  vecinos  ambos  de  Bar- 
•alona,  con  D.  Falgenoio  Gallan  Martinas  sob'-e  declaración  de  quiebra, 
pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recnrso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  Gulián  Martines,  defen  • 
dido  y  representado  por  el  Licenciado  D.  Saturnino  Alvares  Bogallal  y 
•I  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sanchas;  habiendo  sido  defen  • 
dida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Faustino 
Rodríguez  San  Pedro  y  el  Procurador  D.  Joan  Antonio  Asensio: 

Resaltando  que  con  presentación,  entre  otros  doeumentos,  dedos 


Digitized  by  VjOOQ IC 


44  lUaiSPftüDBNClA  CITIL. 

rireiiUres  impresas  firmadas  an  Cartagena  con  fecha  19  ds  Janio  d» 
t88f  por  D.  Polgencio  Gallan,  dirigidas  i  D.  Anlonio  Ganellas  j  á  Don 
Eodaldo  Darán  y  Pagés,  de  Barcelona,  en  las  qoe  se  participa  la  sos* 
pensión  de  pagos  de  D.  Polgencio  Galián,  y  se  ednvoca  para  ona  reti*^ 
Otón  que  había  de  celebrarse  el  19  del  propio  mes  de  Jalio  con  objetd^ 
de  convenir  en  on  arreglo  con  los  acreedores,  acudieron  dichos  Game- 
llas y  Darán  debidamente  representados  al  Josgado  de  primera  instancia 
de  Cartagena  con  escrito  de  30  de  Jalio,  solicitando  se  declarase  al  co- 
merciante D.  Polgencio  Oalián  Martines,  del  comercio  de  aquella  pla- 
14,  en  estado  de  quiebra,  acordando  el  nombramiento  de  Comisario  y 
d^más  prevenido  en  el  art.  lOii  del  Código  de  Comercio;  y  solicitando 
por  nn  otrosi  qoe  se  hiciese  comparecer  á  Galián  Martínez  ante  la  pre<^ 
Srincia  jadíeial  para  que  bajo  joramento  en  forma  reconociese  como 
auténticas  las  firmas  qoe  autorizaban  las  dos  clrcalares  qoe  hablan 
acompañado,  que  implicaban  on  reconocimiento  expreso  de  Galián  en 
favor  de  los  exponentes  como  acreedores  soyos,  con  lo  cual  quedaría 
cumplidamente  acreditado  el  derecho  qoe  tenían  á  promover  el  joeio^ 
de  quiebra: 

Resaltando  qoe  acompaharon  además  á  este  escrito  una  certificaelóa 
expedida  por  el  Secretario  del  Ayantamiento  de  Cartagena,  en  la  qoe 
ae  hace  constar  que  con  fecha  43  de  Noviembre  de  1879  se  había  expe- 
dido á  D.  Pulgencio  Galián  Martines  cédula  de  sexta  clase,  en  la  qoe 
figuraba  con  la  edad  de  15  años;  y  en  6  da  Agosto  del  año  siguiente  la 
bahía  expedido  cédula  de  la  misma  clase  en  la  qoe  aparecía  ser  de  16- 
años  de  edad,  y  copia  de  ana  escritura  pública  otorgada  en  la  misma 
ciudad  de  Cartagena  en  3  de  ionio  de  dicho  año  1881,  en  la  que  se  con- 
signa que  el  otorgante  D.  Polgencio  Galián  Martínez,  del  comercio  de 
;aqaella  plata,  era  mayor  de  edad,  segika  constaba  de  la  cédala  perso- 
nal que  exhibía: 

Resultando  que  el  Juez  de  Cartagena,  por  auto  del  mismo  día  30  de 
iolio,  mandó  citar  á  Galián  Martínez  para  que  compareciese  al  siguien- 
te día  fiábil  á«prestar  la  declaración  pedida;  y  practicada  dicha  cita- 
ción por  medio  de  cédula,  acudió  al  Juzgado  D.  Pulgencio  Galián  Ri» 
qoelmcy  padre  de  Galián  Martínez,  con  escrito  de  1^  de  Agosto,  al  qoe 
acompañó  la  partida  de  bautismo  de  so  citado  hijo,  según  la  cual  naci6( 
éste  en  8  de  Octubre  de  1858,  pidiendo  qoe  se  reformara  el  proveído 
en  qoe  el  Juzgado  había  mandado  citar  á  so  mencionado  hijo  para  so 
comparecencia  ante  el  Juzgado  y  le  relevara  de  asistir  á  acto  algontv 
ain  la  concurrencia  de  quien  pudiera  soplir  so  incapacidad  y  falta  d» 
edad,  en  atención  á  laque  no  podía  declarársele  en  estado  de  quiebra 
por  no  podef  ser  repotado  comerciante  con  arreglo  al  Código  de  Go* 
mercio: 

Resaltando  qoe  Ganellas  y  Doran,  á  qoienes  se  dio  vista  del  ante- 
rior  escrito,  pidieron  que  se  rechazara  de  plano  la  solicitud  en  él  con- 
tenida, y  se  mandara  citar  por  segunda  yez  á  Galián  Martínez  bajo- 
apercibimiento  de  ser  declarado  confeso  en  la  legitimidad  de  las  firmas^ 
alegando  en  primer  logar  qoe  Galián  Martínez  era  mayor  de  edad  para 
todos  los  efectos  civiles;  no  obstante  el  resaltado  de  la  partida  de  bao- 
tiamo  Qoe  se  había  presentado,  qoe  redargüían  civiloaente  de  falsa^ 
porqoe  le  qoitaban  toda  so  foerza  los  doeomentos  qoe  tenían  presen- 
tados con  sa  primer  escrito;  en  segondo  lugar  que,  aun  siendo  de  me- 
nor edad,  debía  ser  considerado  como  mayor  para  apreciar  la  eficacia 
de  Jas  obllgacioBea  por  él  contraídas,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
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4ei  derecho  eproún;  paes  según  U  ley  5\  tíu  H,  Partida  5%  deben  de- 
clararse válidas  las  obligaeiones  que  contrae  el  menor  de  edad,  con  re- 
serva de  SQ  derecho  para  ejercitar  el  beneficio  de  la  restítación  tVi  •«<#- 
jrum,  el  cual  no  podía  atilixar  Galián  Martínez,  porqné  la  ley  6%  titu* 
Jo  19,  Partida  6*,  lo  niega  al  menor  qae  ha  manifestado  ser  mayor  y  lo 
parece  por  sn  aspecto  exterior;  además  de  que  la  ley  3*,  tU.  4^,  Partida 
h\  faculta  al  hijo  de  familia  no  emancipado  para  contratar  cuando  tie- 
ne licencia  expresa  ó  tácita  de  so  padre,  y  cuando  el  contrato  ver^sa 
aobre  el  objeto  del  peculio;  circunstancias  qne  concorrían  en  Galián 
Martiaex,  que  á  ciencia  y  paciencia  de  su  padre  había  contratado  y  se- 
guía contratando^  recayendo  los  contratos  sobre  cosas  que  constimian 
el  peculio  propio;  y  en  tercer  lugar,  qoe  tenía  capacidad  legal  }>ara 
ejercer  el  comercio,  y  eran  por  tanto  aplicables  los  preceptos  del  Códi- 
go mercantil,  porque  concurrían  en  él  los  cuatro  requisitos  que  exige 
el  arl.  i®  del  Código  de  Comercio,  para  que  los  menores  de  edad  pue- 
dan ejercer  el  tráfico  mercantil;  el  primero,  ó  sea  el  de  haberse  eman- 
cipado legalmente,  porque  no  sólo  lo  estaba  por  la  edad,  sino  también 
por  rasón  del  matrimonio;  el  segundo,  qoe  es  de  tener  peculio  propio, 
porque  era  claro  que  lo  tenía  coando  había  abierto  establecimientos  de 
comercio  y  mantenía  á  so  propio  padre;  el  tercero,  ó  sea  el  de  haberse 
habilitado  para  la  administración  de  sus  bienes,  porque  siendo  casado 
y  mayor  de  f8  años,  le  había  adquirido  por  ministerio  de  la  ley,  y  el 
eaarto,  porque  en  el  hecho  de  haberse  consagrado  al  comercio  y  haber- 
le supuesto  mayor  de  edai,  la  ley  le  negaba  el  beneficio  de  la  restitu- 
ción que  el  derecho  civil  concede  á  los  menores: 

Resultando  que  el  Jnsgado,  por  auto  de  8  del  mismo  mes  de  Agosta, 
declaró-no  haber  logaf  á  lo  solicitado  por  D.  Pokencio  Galián  Riqoelme, 
y  mandó  citar  por  segunda  vez  á  Galián  Mariínes  para  que  compare- 
«íese  al  siguiente  día  á  prestar  bajo  juramento  la  dei  laracióo  qne  se  le 
tenía  pedida^  bajo  apercibimiento  de  qoe  de  no  verificarlo  se  le  decla- 
raría confeso;  y  habiendo  apelado  Galián  Riqoelme  de  dicho  auto,  el 
Jttsgado;  por  otro  de  13  de  dicho  mes,  desestimó  esta  pretensión  por 
considerar  qoe  Galián  Riquelme  no  era  parte  en  estos  autos  ni  tenia  re- 
presentación legal  para  comparecer  en  ellos  en  la  forma  en  que  lo  había 
hecho: 

Resultando  que  por  auto  de  14  de  dicho  mes  de  Agosto  declaró  el 
Juagado  en  estado  de  quiebra  á  D.  Folgencio  Galián  Martínez^  acordan- 
do lo  conducente  respecto  al  nombramiento  de  comisario  y  depositaría, 
ocupación  de  papeles,  libros,  etc.,  así  como  mandando  proceder  al 
arresto  del  quebrado,  si  no  daba  en  el  acto  fianza  de  cárcel  segura,  con 
sujeción  A  lo, dispuesto  en  el  art.  1336  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
y  sedalando  por  último  el  día  17  de  Setiembre  próximo  pasado  para  la 
celebración  de  la  junta  general  de  acreedores: 

ResnIUndo  que  con  fecha  43  dirigió  Galián  Martínez  on  escrito  al 
Juzgado,  haciendo  constar  que,  rechazada  la  legítima  representación 
de  en  padre  sin  proveerle  de  otra,  no  obstante  constar  al  Juzgado  su 
menor  edad,  hablan  quedado  sus  derechos  abandonados  y  á  merced  de 
an  htigante  doloso;  qoe  protestaba  la  nulidad  de  cuantas  actuaciones  y 
diligencias  se  hubiesen  practicado  respecto  á  su  persona  y  bienes  desde 
qae  constaba  al  Juzgado  su  menor  edad;  qoe  consideraba  en  peligro  sus 
liienes  desde  que  habían  sido  puestos  bajo  la  custodia  del  depositario 
Bpmbrado;  y  que  se  oponía  á  la  declaración  de  quiebra  por  ser  contra- 
ria á  derecho;  y  tenía  qne  impugnarla,  adhiriéndose  á  coantas  gestío- 
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nes  hubiese  praetieado  aa  padre  en  so  repreaentaeióD;  y  solieUtfndo  qae 
le  aotorisase  el  Jozgado  para  oompareeer  ante  él,  saliendo  de  so  arresto 
eotí  el  objeto  de  nombrar  evrador  ad  tíUm^  6  en  otro  caso  qne  aevdiese 
el  Juzgado  é  sa  easa  ir>orada  á  recibirle  la  eomparecencla  qae  pretendía, 
'  y  qae  teniendo  por  hechas  las  manifestaciones  qae  dejaba  consignadas» 
disposiera  qoe  no  corriera  término  ni  se  entendieran  hechas  notincacio* 
nes  á  él  referentes  hasta  qae  qoedara  discernido  en  so  cargo  el  carador 
qae  se  proponía  nombrar: 

Resultando  que  por  auto  del  17  declaró  el  Juzgado  no  haber  lagar 
á  lo  solicitado  en  el  anterior  escrito  y  lavo  por  opuesto  á  Galián  Mar- 
tínez á  la  declaración  de  quiebra,  mandando  formar  á  este  efecto  la 
oportuna  pieza  separada  por  considerar  qoe  había  estimado  á  Oalián 
Martínez  como  mayor  de  edad  para  los  efectos  de  declaración  de  qoie  • 
bra;  y  formada  qoe  fué  la  pieza  separada  mandando  en  auto  del  19  dar 
traslado  de  If»  oposición  formulada  por  el  quebrado  á  Ganellu  y  Darán 
'recibiendo  á  prueba  el  incidente: 

Resultando  que  Galián  Martínez  apeló  del  aato  del  17,  y  en  provi- 
dencia del  20  le  fué  admitida  la  alzada  en  un  solo  efecto,  y  habiendo 
insistido  en  escrito  del  25  en  que  dicha  apelación  le  fueae  oída  libre- 
mente, proveyó  el  Juzgado  en.  S7  mandando  estar  á  lo  dispuesto  ea  Ik 
del  20: 

Resaltando  que  el  quebrado  Galián  Martínez  pidió  también  reforma 
del  auto  del  49,  por  el  que  se  confirió  traslado  de  su  oposición  á  la  re- 
presentación de  Ganellas  y  Duran,  pidiendo  que  en  su  lugar  se  comu- 
nicase el  expediente  á  su  representación  legal;  qne  por  auto  del  23  des- 
estimó el  Juzgado  dicha  reforma  porqóe  el  quebrado  no  había  pedido 
la  entrega  de  autos  en  su  escrito  de  posirión;  y'que  habiendo  apelado 
de  este  último  auto  con  objeto  de  preparar  el  recurso  de  casación  soli- 
citando  que  se  le  admitiera  la  alzada  en  ambos  efectos,  proveyó  el  Juz- 
gado en  29  üo  haber  lugar  á  lo  que  se  solicitaba  en  este  último  escrito: 

Resultando  que  por  Fulgencio  Galián  Martínez  se  insistió  en  escrito 
de  31  de  Agosto  en  que  se  repusieran  las  procedencias  de  27  y  29,  y  que 
en  caso  negativo  se  le  expidiera  el  testimonio  correspondiente  para  re- 
currir*en  queja  ante  la  Audiencia;  y  el  Juzgado  en  providencia  de  3  de 
Setiembre  declaró  no  haber  lugar  á  la  reposición  pedida  y  mandó  expe- 
dir el  testimonio  solicitado: 

Resultando  qué  D.  Antonio  Canallas  y  D.  Budaido  Duran  y  Pagés 
contestaron  en  escrito  de  26  de  Agosto  á  la  oposición  formulada  por 
Galián  Martínez  al  auto  de  declaración  de  quiebra  proponiendo  á  la  v^f 
prueba  sobre  este  particular;  que  en  O  dé  Setiembre  comparecieron 
otros  acreedores  de  Galián  Martínez,  D.  Pablo  Borrell  y  Rovira  y  Don 
Juan  Mauras  y  Domingo,  coadyuvando  las  pretensiones  de  Canellas  y 
Duran;  y  qne  transcurrido  el  término  de  prueba  sin  que  por  parteada 
Galián  Martínez  se  propusiera  justificación  alguna,  se  unieron  á  loa  au- 
tos las  practicadas  por  los  acreedores  y  se  mandaron  traer  á  la  vista  para 
sentencia  con  citación  de  las  partes  en  providencia  de  1  i  de  Setiembre: 

Resultando  que  en  escrito  del  día  siguiente  pidió  Galián  Martínez 
que  se  señalase  día  para  la  vista  del  incidente,  protestando  de  nnevo 
que  carecía  de  personalidad  y  de  aptitod  legal  para  comparecer  ea  joi- 
cio  por  sí  sólo,  y  celebrada  dicha  vista  dictó  sentencia  el  Juez  de-primera 
instancia  en  29  de  Setiembre,  declarando  no  haber  lugar  á  la  reposición 
del  auto  de  declaración  de  quiebra,  de  coya  sentencia  apeló  Galiáii 
Martínez  siéndole  admitida  la  alzada  en  an  solo  efecto: 
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ResolUndo  que  resolviendo  U  Aadiencia  U  queja  prodaeida  por 
D.  Palgencio  Galiin  Martines  contra  laa  proTídencias  de  ti  y  t9  do 
Agosto  y  3  de  Setiembre  y  las  demás  concordantes,  dictó  aato  en  27  de 
Oelnbre  revocando  las  providencias  denegatorias  de  los  días  27, 19  y 
30  de  Agosto  y  3  de  Setiembre,  y  mandando  librar  carta  orden  al  Jnes^ 
da  primera  instancia  para  qne  admitiera  las  apelaciones  según  proce- 
diera, remitiendo  á  aquella  Saperioridad  los  antos  originales  ó  testimo- 
nio en  compulsa  con  ci^tación  y  emplazamiento  de  las  partes,  en  vista 
de  lo  eoal  ol  Juzgado  dictó  otro  auto  en  II  de  Noviembre  declarando 
que  admitía  en  ambos  efectos  la  apelación  denegada  en  providencia  do 
27  de  Agosto  y  3  de  Setiembre,  siempre  que  el  apelante  Galián  Martí- 
nez prestara  fianza  en  cantidad  de  2.600  pesetas  para  responder  de  las 
costas,  daños  y  perjuicios,  y  en  un  solo  efecto  la  denegada  en  provi- 
dencia de  29  de  Agosto,  y  mandando  que  luego  que  se  constituyese  di- 
cha fianza  se  remitiesen  á  la  Audiencia  las  diligencias  y  piezas  de  au- 
tos originales  que  se  señaló,  y  que  en  el  caso  de  que  no  se  pres- 
tase la  fianza  expidiera  testimonio  de  los  particulares  que  señalasen  laa 
partes: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Fulgencio  Galián  Riqnelme  se  ba- 
bfa  deducido  otro  recurso  de  queja  ante  la  Audiencia  por  no  haberle 
sido  admitidas  las  apelaciones  que  interpuso  contra  los  autos  del  8  y  13 
de  Agosto  de  que  se  ha  hecho  relación  al  principio,  en  cuya  aneja  dictó^ 
auto  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  en  27  de  Octubre 
revocando  los  autos  y  providencias  en  que  se  habían  negado  dichss  ope- 
raciones y  mandando  librar  orden  al  Juzgado  para  que  las  admitiera 
según  procediera,  por  virtud  de  lo  cual  el  Juzgado  en  otro  auto  del 
mismo  día  21  de  Noviembre  admitió  en  un  solo  efecto  las  apelaciones 
interpuestas  por  Galián  Riquelme: 

Resultando  que  constituida  por  Galián  Martines  la  fianza  exigida,, 
remitieron  á  la  Audiencia  los  autos  originales  con  citación  y  emplaza- 
miento de  las  partes,  y  sustanciada  la  instancia  durante  la  cual  se  sus- 
citaron otros  incidentes,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Albacete  en  3  de  Mayo  de  1882  confirmando  la  providencia  v  auto> 
de  1^  y  8  de  Agosto  de  1881,  así  como  la  sentencia  dictada  en  el  inci- 
dente de  oposición  á  la  declaración  de  quiebra  de  D.  Fulgencio  Galián 
Martínez^  con  imposición  á  éste  de  las  costas  de  la  apelación: 

Resultando  que  D.  Fulgencio  Galián  Martínez  interpuso  recurso  de 
casación,  por  considerar  infringidos: 

I®  El  ap.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  con  arreglo  al  cual 
las  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  congruentes  con  las  deman- 
das y  con  las  demás  pretensiones  oportunamente  deducidas  en  el  pleito, 
haciendo  todas  las  declaraciones  que  éstas  exijan,  y  decidiendo  Jodoa 
los  puntos  litigiosos  que  hayan  sid  objeto  del  debate;  en  el  concepto 
de  que  se  dice  en  la  parte  dispositiva  de  la  recurrida  que  se  confirman 
las  sentencias  apeladas  de  I®  «y  8  de  Agosto  de  1881,  no  obstante  na 
existir  providencia  alguna  de  1^  de  Agosto  ni  apelada  ni  por  apelar,  y 
guarda  completo  silencio  sobre  los  autos  de  17  y  23  de  Agosto  que 
igualmente  fueron  objeto  de  aquella  apelación,  por  el  primero  de  los 
cuales  se  desestimó  la  pretensión  deducida  por  el  recurréntetle  que  se 
le  nombrase  curador  üd  lüim  y  se  le  tuvo  en  cambio  por  opuesto  á  la 
declaiación  de  quiebra,  y  por  el  segundo  se  negó  la  reforma  que  se  ha- 
bía pedido  del  auto  del  19,  en  que  se  dio  traslado  á  Canellas  y  Duran  de 
la  pretendida  oposición  del  recurrente: 
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t®  Los  ariiciilot  I0t5  y  4016  del  Códiso  de  Gomereio  y  el  1315  de  I& 
ley  de  Bnjuiciimieoio  civil,  en  el  mero  hecho  de  no  constar  qae  el  re- 
torrente  hobiese  hecho  sospeasión  de  pagos,  y  porque  en  ningún  caso 
podieran  pedir  esta  declaración  Ganellas  y  Duran,  qae  lejos  de  haber 
tegnido  contra  el  recurrente  el  juicio  ejecutivo  que  exige  la  ley,  ni  aun 
siquiera  tenían  lítalo  en  que  fundarlo,  puesto  que  como  únicos  justi- 
fioanies  de  sos  créditos  presentaron  dos  circulares  impresas  en  las  que 
se  les  incluía  como  acreedores; 

Y  3®  Los  artículos  3^  y  4'  del  Código  de  Gomereio,  en  el  hecho  de 
<}onsiderar  al  recurrente  como  comerciante  y  sujetarle  al  procedimiento 
de  quiebra,  á  pesar  de  ser  menor  de  edad  y  no  constar  que  haya  sido 
emancipado  legalmente  ni  aotoritado  para  administrar  sus  bienes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viftas: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  el  art.  359  de  la  ley  de 
finjoiciamiento  civil,  puesto  que  si  por  un  error  material  se  cita  la  pro- 
videncia del  Juez  de  primera  instancia  de  f  5  de  Agosto,  que  según  »i 
recurrento  no  existe  en  los  anteceden  tes,  ni  apelada  ni  por  apelar,  con- 
firma asimismo  el  soto  de  8  de  dicho  mes  y  la  sentencia  dictada  en  el 
incidente  de  oposición  á  la  declaraeión  de  quiebra,  resoluciones  ambas 
acordadas  de  conformidad  con  las  pretensiones  denlos  recorridos,  y  «es 
regla  áfi  jurisprudencia  que  cuando  se  resuelve  según  lo  pedido  por  el 
<lemandante  y  estimando  su  acción,  se  entiende  naturalmente  que  se 
deniegan  ó  no  se  adniiten  por  el  mismo  hecho  las  excepciones  del  de- 
mandado, y  esta  doctrina  es  aplicable  en  el  presente  recorso,  por  cusn- 
to  la  Sala  sentenciadora,  en  los  rasonamientos  de  su  fallo,  se  naoe  car 
^0  para  rebatirlos  de  los  que  el  quebrado  presentó  en  su  dafensa  y 
«oñsigna  que  no  ha  justificado  su  menor  edad,  base  sustancial -de  su 
oposición,  ni  ha  hecho  prueba  alguna  que  contraríe  ni  pueda  desvirtuar 
la  declaración  de  quiebra: 

Consideranoo  que  no  son  de  estimar  los  motivos  2^  y  3^,  no  sola- 
mente porque  no  pueden  traerse  al  recurso  de  casación  cuestiones  que 
DO  hayan  sido  planteadas  y  discutidas  oportunamente  en  el  pleito,'' en 
'  euyo  caso  se  halla  la  personalidad  y  acción  de  los  acreedores  para  ba- 
'  ber  solicitado  la  declaración  de  quiebra,  sino  también  porque  en  sen 
tencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  20  de  Junio  y  30  de  Noviembre  de 
1883  se  ha  declarado  que  D.  Fulgencio  Gaiián  Martínex  debe  ser  soro**- 
tido  á  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  y  se  mandó  proceder 
á  la  calificación  de  la  quiebra  con  arreglo  á  derecho,  y  no  «s  dado 
por  consiguiente  volver  sobre  estas  declaraciones  y  mandatos  irrevo- 
oables; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no* haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Fulgencio  Gaiián  Martines,  á 
^uien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  para  el  caso  en  que  mejorase 
de  fortuna  al  de  4.000  pesetas  por  razón  de  depósito  que  se  distribuirán 
oon  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Albacete  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  de  los  autos  que  ha  remitido.^(Sei>- 
tencia  publicada  el  18  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de 
Setiembre  del  mismo  año.) 
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Recursiiile  ea]iaeióii(l8  (U  Abril  dé  iS^ i). ^SaU primera.^ 

^HSCLAMACIÓN    DEL    INVENTARIO  DE  ,ÜNA    TESTAMENTARÍA. — Ha    logar  '«n 

ptrte  Al  ioterpuesto  por  D.  Jaan  Bautista  Petiú  (Audiencia  de  Yaien- 
cía),  y  S6  retaette: 

1^  Qui  no  se  infringe  lalen  iM.,  Ht.  iSdéla  ParUdn  3%  ni  sedee- 
eanocen  ios  doeMnai,  según  las  qne^  para  annlar  «ti  acto  ó  contrato 
^-^  preciso  pedir  su  nnlidad,  ó  sea  sm  declaración  jndicial,  y  oblemrla 
previamente  sin  que  baste  darla  por  supuesta;  no  basta  indicar  sospe 
chae  centra  un  docnmenio  de  ser  falso .  ó  alterado  en  parte  esencial 
para  obtener  declaración  de  sn  ineMcacia,  sino  que  kan  de  jnstifiearse 
las  taskas  que  se  la  atribuyan;  si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las 
-dcelaradones  prestadas  por  los  testigos  y  documentos  traídos  por  las 
partee  ha  negado  eficada^  y  valides  al  documento  que  lo$  recurrentes 
presentaron  al  contestar  la  demanda,  sin  que  contra  su  apreciaeián  se 
'káya  demostrado  error  de  derecho  ó  de  hecho  resultante  de  documento 
ó  acto  auténtico  que  manifieete  la  equivocación  evidente  deljusgador: 

S^  Que  la  sentencia  es  congruente  con  la  demanda,  y  no  infringe  las 
leyes  «3  y  45,  tit.  tt  de  la  Partida  3%  ni  el  art.  359  de  la  ley  de  En-^ 
Juieiamiento  civil,  ei  en  su  parte  dispoeitiva  declara  de  una  manera 
precisa  y  terminante  los  bienes  que  únicamente  deben  incluirse  en  el 
inventario;  siendo  claro  que  los  que  no  nombra  eetán  virtualmenCe  ex- 
clúidos  de  formar  parte  del  mismo,  y  que  por  lo  tanto  todas  las  cues 
tienss  formuladas  en  la  demanda  han  sido  retuettas  por  el /alio  recu- 
rrido: * 

3®  Que  si  la  parte  recurrente  se  opuso  á  que  se  incluyeran  en  el  in  - 
ventaría  Ciertos  créditos,  acerca  de  lo  que  obtuvo  resolución  favorable  en 
la  sentencia,  una  vez  que  no  ee  mandaron  incluir;  el  fallo  que  lo  re- 
conoce asi  y  lo  condena^  sin  embargo,  en  las  costas  de  primera  instan- 
cia, infrinae  la  ley  %^,  tit.  %%  de  la  Partida  3*,  y  la  doctrina  sancionada 
por  el  Tribunal  Supremo  de  que  no  hay  términos  hábiles  para  estimar 
temerario  á  un  litigante  cuando  se  le  absuelva  de  alguna  de  las  redama- 
eumee  de  su  contrario; 

Tk^  Que  si  el  recurrente  se  aleó  con  raeén  derecha  de  la  sentencia  de 
primera  instancia  que  le  impuso  indebidamente  (odas  tas  costas,  según 
iqueda  ya  dicho,  la  sentencia  recurrida  que  lo  condenó  en  las  de  la  segun- 
da, infringe  la  ley  2%  tit.  10,  libro  U  de  la  youisima  Recopilación. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  i8  de  Abril  de  1884,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Denia  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  ia  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Vicente  Borrell  Marqués,  la- 
brador, vecino  de  Gata;  D.  José  Borrell  Hirquói.  labrador,  vecino  de 
Bsaita^hell,  y  Doña  losefa  Borrell  Signes,  asistida  de  su  marido  Don 
Biaiista  Malonda  Sala,  labradores,  vecino  de  Teolada,  con  D.  laan  Biu- 
tista  Peliú  y  Signes,  en  representación  de  su  mujer  Doña  Josefa  Borrell 
y  Marqués,  D.  José  Signes  y  Costa,  en  representación  de  sus  hijos  me- 
nores O.  José  y  Don%  Josefa  Signéi  y  Borrell,  y  D.  Jerónimo  Pedros  y 
Pddrós,  como  marido  do  Doñ%  Teresa  Signes  y  Borrell,  labradores  to  • 
doE  y  vecinos  de  Gata,  sobre  recia !||acione8  en  el  inventario  de  los  bie- 
TvMo  55  4 
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nP8  de  la  testamentiría  de  D.  Francisco  Borrell  Fornés  y  Doña  Josefa^ 
Marqués  Catata;  pendiente  en  este  Tribonal  Sapremo  en  virtad  de  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ief  interpuesto  por  el  Licenciado- 
D.  iusé  Alaria  Cremades  y  el  Procurador  D.  Juan  Pascual  García,  ea 
defensa  y  representación  de  los  demandados,  habiendo  sido  defendido»- 
y  represt^ntados  en  este  recurso  los  demandantes  por  el  Licenciado  Don 
José  Aleixandre  y  Ballester  y  el  Procurador  D.  Carlos  Godino: 

Resultando  que  los  consortes  D.  Francisco  Borrell  y  Foroés  y  Dona 
Josefa  Marqués  Cátala  otorgaron  testamento  en  31  de  Maizo  de  l^69». 
en  el  qu^  mejoraron  eo  quinto  y  tercio  á  sus  hijos  Fernando,  Vicente 
y  José,  de  coyas  onejoraa  se  deducirían  300  escudos  p»ra  sos  hijas  Jo- 
sefa y  María  Antonia,  y  yerifícaron  la  división  y  adiudieaeión  de  sos- 
bienes  entre  sus  hijos,  incluyendo  en  las  hijuelas  de  Josefa  y  de  María* 
Antonia  5.048  reales  y  IMi  que  respectivamente  les  adeudaban,  de 
e{arando  que  aquel  de  sos  hijos  que  se  opusiera  en  todo  ó  en  parte  A 
este  testaa)ento,  percibiese  sólo  la  legítima: 

Resultando  que  Doña  Josefa  Borrell  Marqués  contrajo  matrimoDÍo 
epn  D.  Juan  Bautista  Peliú  y  Signes,  y  Doña  María  Antonia  con  D.  José- 
Signes  Costa,  y  de  este  segundo  matrimonio  nacieron  D.  Joan  Bautista, 
D.  José,  Doña  Josefa  y  Doña  María  Tereu: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  I  i  de  Diciembre  de  1875, 
D.  José  Morand  vend,ió  cuatro  hanegadas  y  media  de  secano  en  la  par- 
tida Valí  de  San  Bartolomé  y  ocho  en  Gata,  partido  de  Sanies,  á  Don 
Francisco  Borrell  Fornés,  expresando  en  la  escritura  que  dichas  fíncas^ 
Us  había  adquirido  por  compra  que  hizo  A  D.  José  Signes  Costa,  en  es- 
critura de  2  de  Enero  de  4869  y  absolviendo  posiciones  D.  Jote  Signes 
Costa  manifestó,  de  conformidad  con  la  pregunta  que  le  dirigieron  ana 
hermanos  políticos  D.  Fernando,  D.  Vicente  y  D.  José  Borrell  Marqués^, 
que  su  mujer  Doña  María  Antonia  murió  antes  que  sus  padres;  y  des- 
pués de  su  fallecimiento,  con  el  fin  de  recuperar  parle  de  dos  fincas  de 
su  pertenencih  que  había  vendido  á  D.  José  Morand,  rogó  A  su  padre 
políiico  D.  Francisco  Borrell  Fornés  que  vendiese  las  fincas  adjudica 
das  en  el  testamento  ¿  dicha  Ma  ia  Antonia,  bajo  los  números  3,  4  y  5, 
y  qi.e  comprara  parte  de  aquellas  dos  fincas  y  se  la  entregara  en  sob- 
rrogacióii  de  las  tres  adjudicadas  A  su  mujer,  lo  cual  verificó  su  suegro 
D.  Francisco,  y  por  ello  venia  el  declarante  poseyendo  parte  de  las  dos 
fincas,  como  perteneciente  A  la  legítima  de  sus  hijos: 

Resuhando  que  D.  Joan  Bautista  Feliú,  en  representación  de  so 
mujer  Doña  Josefa  Borrell,  y  D.  José  Signes  Costa  en  la  de  sus  hijos- 
menores,  como  herederos  de  su  madre  Doña  María  Antonia  Borrell, 
acudieron  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Denla  en  U  de  Marzo  de 
4878,  promoviendo  el  juicio  voluntaiio  de  testamentaría  de  D.  Fran- 
cisco Borrell  y  Doña  Josefa  Marqués,  manifestando  que  no  se  oponía  i, 
la  disposición  testamentaria  de  éstos,  y  que  su  objeto  era  tan  sólo et 
que  se  corrigieran  ciertos  defectos  y  errores  materiales  que  afectaban^ 
A  la  entidad  del  caudal  y  A  su  valoración: 

Resultando  que  en  26  del  siguiente  mes  de  Mayo  se  otorgó  un  do* 
comento  privado  en  Gata  por  ios  hergianos  D.  Fernando,  D.  Vicente  y 
D.  José  BorreJ,  y  los  expresados  P.  Juan  Bautista  Feiiú  y  D.  José  Sig- 
nes Costa,  en  la  representación  indicada,  que  autorizaron  ademAs  como- 
testigos  D.  Oiiofre  Font,  D.  Pascual  y  D.  Francisco  Pastor  y  D.  Vicente^ 
Molet,  en  el  que  para  llevar  A  cabo  la  partición  y  división  de  los  biene 
de  sus  padres,  nombraron  peritos,  pactando  que  quedaban  obligado 
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todos  los  intereudot  á  conformarse  coa  la  medida  y  justiprecio  de  to- 
das las  fincas  de  la  herencia  y  á  dividirlas  con  arreglo  al  tesramento, 
obligándose  á  tener  por  parte  las  fincas  que  poseíi  con  arreglo  al  jus- 
tiprecio, y  en  cuo  de  no  estar  satisfechos  podrían  avenirse  del  modo 
qoe  mefor  les  pareciera,  y  qoe  quedaban  obligados  los  mejorados  en  la 
herencia  á  abonar  á  cada  una  de  las  legitimas  100  libras: 

Resaltando  qoe  en  6  de  Junio  del  mismo  año  dedujeron  demanda 
D.  Fernando,  D.  Vicente  y  D.  José  Borrell,  con  el  fin  de  que  se  decla- 
rase válida  la  áivisión  y  adjudicación  contenidas  en  el  testamento  de 
ftos  padres;  que  ninguno  de  los  interesados  tenía  derecho  á  promover 
el  juicio  de  testamentaria^  y  que  Doña  Josefa  y  los  hijos  de  la  finada 
María  Antonia  habían  perdido  los  dos  legados  de  300  escudos  que  se  les 
dejaba  en  el  testamento;  condenándoseles  á  que  en  el  término  de  30  días 
formalizasen  en  unión  de  los  demandantes  la  división  de  la  herencia 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  tesiadores: 

Resultando  que  Feiiú  y  Signes  Costa,  en  representación  e!  primero 
de  tu  mujer  Dofta  Josefa  y  el  segundo  de  sus  hijos  menores  contestaron 
esta  demanda,  presentando  el  documento  privado  antes  referido  fir- 
mado en  Gata  en  26  de  Mayo  de  aquel  año,  y  solicitando  que  se  man^ 
dase  proceder  á  la  división  y  partición  de  las  herencias,  practicándose 
inventario,  medición  y  avalúo  de  las  fincas  y  demás  bienes  con  arreglo 
X  sn  estado,  y  á  la  parte  dispositiva  del  testamento  y  según  las  bases 
eatablecidat  y  convenidas  por  los  interesados  en  el  citado  documento: 

Resultando  que  los  demandantes  pretendieron  además  en  la  réplica 
que  se  declarase  nulo  dicho  convenio  privado,  y  presentaron  para  que 
se  tuviera  en  cuenta  ea  las  operaciones  de  división  un  recibo  expedido 
eo  Gata  con  lecha  37  de  Mano  de  1879,  autorizado  con  la  firma  de  Pe- 
li|>6  Pedros  como  testigo  y  á  ruego  de  D.  José  Signes  Costa,  en  el  qoe 
se  reconoce  haber  recibido  éste  de  sus  padres  políticos  D.  Francisco  Bo- 
rreil  y  Doña  Josefa  Marqués  como  anticipo  de  so  herencia  7.800  rs.: 

Resultando  que  por  sentencia  que  dictó  el  Jues  de  Denia  en  I  de 
Marso  de  1879,  que  se  hizo  firme,  fué  desestimada  la  demanda  de  los 
hermanos  Borreil  Marqués  y  se  declaró  bien  y  legalmente  promovido 
el  juicio  de  testamentaría  de  los  consortes  Borreil  Marqués  mandando 
continuarlo  y  sustanciarlo  por  los  trámites  marcados  en  la  ley,  proce* 
diéndose  á  practicar  nueva  división  de  la  herencia  con  arreglo  á  las  ba- 
ses convenidas  en  el  documento  privado  de  26  de  Mayo  de  Í878,  y  que 
Doha  Josefa  Borreil  y  los  herederos  de  Doña  María  Antonia  no  habían 
ioeurrido  en  la  penalidad  iaipnesta  por  los  testadores: 

Resultando  que  acordado  por  todos  los  interesados  con  el  fin  de  eje- 
eniar  esta  sentencia  que  Feliú  y  Signes  Costa  presentaran  una  descrip- 
ción de  los  bienes  que  creyeran  pertenecer  alas  herencias  en  cuestión, 
y  que  después  de  dada  vista  á  la  otra  parte  ke  acordaría  lo  necesario 
para  la  medición  y  avalúo  de  las  fincas,  presentaron  aquéllos  on  escrito 
«o  SO  de  Abril  de  1880  eoo  la  descripción  de  bienes,  observando  qoe 
no  debían  medirse  sin  valorarse  los  dos  trozos  de  la  partida  Yail  de 
Lois;  qoe  debían  figurar  además  en  el  inventario  dos  machos  mulares 
y  o  na  borrica,  on  carro  y  sus  aparejos,  cañizos,  esteras  y  otros  enseres 
de  cultivo  y  na  ganado  cabrío;  que  Daña  Josefa  y  Doña  María  Antonia 
Borreil  lecibieron  en  dote  737  pesetas  50  céntimos,  existiendo  cartas 
doules  fólo  respecto  de  la  última;  qoe  D.  Fernando  Bóirell  Marqués,  ya. 
diÍQDto,  debía  á  la  testamentaría  6.000  rs.,  D.  José  por  rasón  de  quin- 
tas t.OOO,  y  que  D.  Fernando  puso  un  sustituto  que  le  costaría  2.000 
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reales;  que  se  oponían  á  qne  figurasen  come  pertenecientes  al  caodal 
los  7.811  rs.  contra  Signes  Costa  y  4.000  contra  Feliú,  y  qne  eran  me- 
joras pertenecientes  á  ios  herederos  qae  las  habían  costeado  las  qne  i 
eontínnación  expresaron: 

Resaltando  qae  en  I °  de  Noviembre  de  1871  dedujeron  D.  Tícente  y 
D.  José  Borrell  Marqoós  y  D.  Baatista  Malonda,  en  representación  de 
80  mujer  Doña  Ifanaela  Borrell  Signes,  heredera  de  D.  Femando  Bo- 
rrell Marqués,  la  demanda  del  presente  pleito  con  la  solicitod  de  qoe 
en  uso  de  las  acciones  real,  personal  y  mixta  que  les  competía,  se  les 
tuviera  por  opuestos  á  la  aprobación  del  inventario  firmado,  decla- 
rando en  definitiva  qne  debían  incluirse  en  él  además  de  las  fincas  que 
constituía  el  solar  que  ocupaba  un  corral  d*e  ganado  que  poseía  Feliú 
como  marido  de  Doña  Josefa  Borrell,  lindante  con  el  inventariado  bajo 
el  nüm.  tS,  ó  sea  Sort  Roche;  los  dos  trozos  de  la  finca  Yail  de  Luis; 
los  muebles  de  casa  y  otros  efectos  constantes  en  la  nota  que  acompa 
naba  y  los  7.66 f  rs.  y  5.048,  que  según  el  testamento  de  sus  padres  de- 
bían respectiyamente  Doña  María  Antonia  y  Doña  Josefa;  que  debían 
traerse  ¿  colación  la  dote  de  Doña  María  Antonia  y  Don»  Josefa,  impor- 
tante 975  pesetas;  el  valor  de  la  parte  de  cierto  huerto;  las  160  pesetas 
que  pa^ó  el  padre  por  la  quinta  de  su  hijo  Fernando;  Iss  376  que  pagó 
en  el  mismo  concepto  por  Vicente,  y  las  1.952  con  50  céntimos  qoe 
D.  José  Signes  Costa  recibió  á  cuenta  de  sa  herencia,  según  resultaba 
del  documento  privado  de  27  de  Marxo  de  1869,  mandando  si  no  inven- 
tariar este  crédito;  que  no  debían  incluirse  ni  traerse  á  colación  otros 
bienes;  qne  los  dos  troxos  del  Valí  de  San  Luis  debían  medirse,  justi- 
preciarse y  adjudicarse  por  su  verdadero  valor  como  las  demAs  fincas, 
y  que  las  mejoras  indicadas  en  la  descripción  de  bienes  correspondían 
á  los  demandantes  y  debían  valuarse  con  separación  de  las  fincas,  ale- 
gando además  y  en  cuanto  es  pertinente  que  los  mulos  y  la  borrica  de 
ue  se  hacía  mención  en  el  escrito  presentado  por  Feliú  Signes  los  ven- 
ió  D.  Francisco  Borrell  á  sus  hijos,  recibiendo  el  precio  y  los  cañizos, 
esteras  y  demás  enseres  de  cultivo,  los  repartió  también  entre  todos 
sus  hijos;  que  ni  cuando  ocurrió  el  fallecimiento  de  dicho  so  padre,  ni 
aun  antes,  tenía  carro  alguno,  ni  aparejos,  ni  ningún  ganado  cabrío,  y 
qne  D.  Fernando  Borrell  no  recibió  en  concepto  alguno  los  6.000  rea- 
les qne  se  le  carf^aban;  recordaron  después  lo  consignaflo  en  la  escri- 
tura de  14  de  Diciembre  do  1875,  por  la  que  D.  José  Morand  vendió  i 
D.  Francisco  Borrell  Fornés  ciertas  fincas  y  lo  que  sobre  este  particu- 
lar declaró  en  el  pleito  anterior  D.  José  Signes  Costa,  y  alegaron,  por 
último,  que  habiéndose  estipulado  en  el  convenio  de  16  de  Mayo 
de  f878  que  los  interesados  se  obligaban  á  tener  por  parte  de  las  fincas 
que  les. correspondieran  de  la  herencia  las  que  poseveran  con  arreglo 
al  justiprecio,  y  no  habiendo  sido  excepuiados  los  dos  trozos  del  Valí 
de  Luis,  debían  justipreciarse  éstos  como  los  demás  bienes  de  la  testa- 
mentaría, y  adjudicarse  por  su  valor  á  cuenta  de  legítima: 

Resultando  *\ne  los  demandados  presentaron  al  contestar  esta  de- 
manda un  documento  privado  firmado  en  Gata  con  fecha  26  de  Mavo 
de  1878,  por  D.  Pascual  y  D.  Francisco  Pastor,  D.  Vicente  Mnlet  y  DÓu 
Ooofre  Font,  en  el  qoe  se  hace  constar  que  los  interesados  D.  Fernando, 
D.  Vicente  y  D.  José  Borrell  y  D.  Juan  Bautista  Feliú,  en  representa- 
ció  de  su  mujer  Doña  Josefa  y  de  los  herederos  de  Doña  Haría  Antonia, 
habían  convenido  en  que  en  la  división  que  se  había  de  practicar  de  las 
herencias  de  Borrell  y  Marqués,  se  hiciera  un  exacto  cuerpo  de  bienes, 
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dividiéndose  y  valoráiidosa  las  fincas  por  peritos  y  joitipreciándose  los 
demás;  qae  no  se  pidiese  á  Pelitt  cantidad  alguna  de  la  qoe  tenfaq  en- 
tregada por  la  rasón  qae  se  expresa,  y  qve  se  partieran  entre  todos  tos 
lierederos  en  las  proporciones  correspondientes  siempre  qae  no  lo  ta- 
viesen  adjudieido  en  el  testamento,  el  carro  con  sas  aparejos,  los  dos 
molos,  la  pollina,  los  cañizos,  esteras,  pilones  y  demás  enseres  parase- 
car  la  pasa,  el  ganado  cabrío  y  los  6.000  rs.  en  efectivo  de  qae  se  ineaa- 
taron  los  tres  hermanos,  D.  Fernando,  D.  Vicente  y  D.  José,  con  otros 
Tarios  extremos: 

Resaltando  que  en  dicho  escrito  de  contestación  pidieron  qoe  se  fa- 
llase el  pleito  con  arreglo  á  lo  pedido  en  el  escrito  de  20  de  Abril  de 
1880  con  las  sigoientes  adiciones  y  modificaciones,  entre  otras,  indo- 
yendo  el  solar  indicado  en  la  demanda  y  los  muebles  y  efectos  también 
expresados  si  existían;  pero  no  las  cantidades  debidas  según  el  testa* 
mentó  por  Doña  Josefa  y  Dofia  María  Antonia,  é  incl oyendo  también  el 
huerto  qoe  se  había  omitido  por  descuido  invoiontario,  y  oposieron 
además  á  lo  pedido  y  alegado  por  los  demandantes  qoe  el  documento  de 
t7  de  Mano  de  1869,  del  que  resaltaba  ser  en  Aber  Signes  Costa  á  la 
testamentaría  7.8ÍO  rs.,  estaba  escrito  con  tinta  que  parecía  más  fresca 
qoe  80  fecha  j  de  color  qoe  entonces  se  osaba  muy  poco,  y  los  testigos 
qoe  habían  declarado  acerca  de  él  en  el  pleito  anterior  no  habían  dicho 
qoe  se  hubiese  eitendido  de  orden  de  Signes  en  representación  de  so 
mujer;  qoe  una  deqda  que  no  reconoce  deudor  no  es  ejecutiTs,  por  lo 
qoe  si  la  testamentaría  creía  (¡ue  Signes  Costa  debía  dieha  cantidad, 
podía  demandársela  en  el  juicio  correspondiente;  que  habiendo  recupe- 
rado D.  Francisco  fiorrell  los  dos  trozos  del  Valí  de  Lais  á  petición  de 
80  hijo  político  Signes  Costa  con  el  importe  de  tres  fincas  adjudicadas 
á  su  hija  Doña  María  Antonia,  exigían  la  justicia  y  la  equidad  que 
cualquiera  que  fuese  el  valor  de  dichas  tres  fincas  se  considerasen  reem- 
plsxadas  y  sustituidas  con  los  dos  indicados  trosos  del  Valí  de  Luis,  ó 
en  último  caso  se  diere  entrada  á  éstos  por  el  valor  en  que  se  justipre- 
ciasen aquellas  tres  fincas;  que  cuando  ocurrió  el  fallecimieoto  de  Don 
Francisco  Borrell  había  dos  prensas  para  vino;  y  que  por  el  momento 
era  anticipado  hablar  de  mejoras  cabidas,  valores  y  anticipos  colació- 
nales: • 

Resultando  qoe  en  la  réplica  insistieron  los  demandantes  en  su  de- 
manda pidiendo  qoe  declarase  falso  criminalmente,  ó  al  menos  de  nin- 
gún valor  el  docomento  privado  presentado  con  la  contestación,  ale- 
Í^ando  qoe  además  de  las  bases  consignadas  en  el  otro  docomento  de 
echa  26  de  Msyo  de  4878,  por  ellos  presentado,  sólo  convinieron  los 
interesados  otros  extremos  que  no  se  hicieron  constar  en  documento 
alguno,  según  tenía  manifestado  la  misma  parte  contraria;  de  donde  se 
deducía  la  falsedad  del  acoih panado  á  la  contestación;  y  reproducido 
por  los  demandados  en  el  escrito  de  duplica  los  hechos  y  pretensiones 
de  so  eontestación,  se  recibió  el  pleito  á  prueba  y  se  suministraron  por 
ambas  partes  con  diferentes  jostifícaciones: 

Resultando  que  en  10  de  Febrero  de  I88S  dictó  sentencia  el  Juez  de 
Denia  declarando  qoe  D.  José  Signes  Costa  debe  á  la  testamentaría  la 
cantidad  de7.8f0  rs.  qoe  recibió  de  sos  padres  políticos  D.  Francisco 
Borrell  y  Doña  Josefa  Marqaés,  según  consta  en  el  docomento  de  ti  de 
Marso  de  1869;  qoe  no  tiene  ningún  valor  el  docomento  privado  firma- 
do en  Gata  con  fecha  24  de  Mayo  de  f  879;  qne  los  dos  trosos  de  la  par- 
tida Yail  de  Lois  qae  adquirió  D.  Francisco  Borrell  y  Fornds  de  Don 
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Jote  Iforaad^  sito  uno  en  aquella  cíadad  de  Denia,  partida  Yall  de  Sio 
Bartolomé,  y  el  otro  en  tórmiao  de  Gata,  partida  de  Seoies,  deben  me 
dirse,  jasii preciarse  y  adjudicarse  por  su  verdadero  valor,  lo  miscnoqoe 
todas  lu  demás  fincas  de  la  testamentaría;  qae  el  coste  de  las  mejoras 
hechas  por  D.  Fernando,  D.  Vicente  y  D.  Josó  Borrell  y  Marqués  en  las 
fincas  de  la  testamentaría,  comprendidas  bajo  los  números  3®,  5®,  8®, 
9^  13,  16  y  23  del  inventario  de  los  bienes  de  D.  Francisco  Borrell  y 
Fornés  y  Doña  Josefa  Marqués  Cátala,  qne  consta  en  el  escrito  da  20  de 
Abril  de  1880,  abe  consistan  en  haber  arrebasado,  planteado  viñas,  cria- 
do  éstas  y  en  obras  y  márgenes,  corresponden  á  dichos  D.  Fernando, 
D.  Vicente  y  D.  José  Borrell,  y  debe  hacerse  sn  avalúo  con  separación 
del  de  la  finca;  que  únicamente  debe  incluirse  en  el  citado  inventario, 
además  de  las  ti  fincas  qne  comprende,  los  bienes  siguientes:  el  solar 
qne  ocupaba  un  corral  de  ganado  qne  posee  D.  Joan  Bautista  Felíú, 
como  marido  de  Doña  Josefa  Borrell  y  Marqués,  hadante  con  el  inven- 
tario bajo  el  núm.  23,  ó  sea  con  la  finca  Sort  Rocha,  inventariada  bajo 
6i  núm.  15;  los  dos  troaos  de  la  partida  llamada  Valí  de  Luis;  los  mue- 
bles de  casa  y  otros  eíentos  qne  se  expresan  en  la  nota  obrante  á  los  fo- 
lios 463  y  464  de  los  autos;  el  crédito  de  7.810  rs.  contra  D.  José  Sig- 
nes y  Cosía,  de  que  se  deja  hecha  mención;  la  cantidad  de  450  pesetas, 
valor  de  los  dos. machos  mulares  y  una  burra  que  pertenecieron  á  Don 
Francisco  Borrell  y  Fornés,  y  la  preou  vieja  para  vino  qne  pertenecía 
á  los  citados  cansantes;  que  solamente  debe  traerse  á  colación  ios  dotes 
de  Doña  María  Antonia  y  Doña  Josefa  Borrell  y  Marqués  975,  el  valor 
de  la  parte  del  huerto  qae  D.  Francisco  Borrell  y  Fornés  cedió  á  Don 
Juan  Báiilista  Feliú  á  cuenta  de  la  legítima  de  la  heredera  Doña  Josefa 
Borrell,  para  que  dicho  Feliú  hiciera  una  cuadra  en  la  casa  que  poseía 
al  lado  de  la  del  referido  Borrell;  la  cantidad  de  160  pesetas  que  pagó  á 
dieho  D.  Francisco  Borrell  por  rasón  de  quintas  por  D.  Fernando  B  > 
rrell;  la  de  4.350  pesetas  por  la  quinta  de  D.  Vicente  y  la  de  500  pese 
tas  por  la  de  D.  José;  y  condenando  por  último  en  todas  las  costas  y 
gastos  de  este  pleito  á  los  demandados: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Valencia  por 
¥¡rtud  de  apelación  interpuesta  por  los  demandados,  se  recibieron  i 

f>raeba  á  petición  de  los  mismos,  y  en  oso  de  este  trámite,  declararon 
os  testigos  D.  Onofre  FootCalafot,  D«  Pascual  Pastor  Giner  y  D.  José 
Pastor  Mulet,  que  eran  suyas  y  de^u  puño  y  letra  las  firmas  oue  apa- 
recían al  pie  del  documento  privado  firmado  en  Gata  con  fecha  26.de 
Mayo  de  1878;  que  el  cuarto  testigo  de  dicho  documento,  D.  Vicente 
Mulet  y  Reselló,  ya  difunto,  lo  firmó  también  á  presencia  de  ellos,  y 
que  había  sido  tenido  siempre  por  hombre  honrado,  verídico,  y  á  sus 
palabras  y  escritos  se  les  había  dado  crédito;  y  terminada  la  sustancia - 
ción  de  la  initancia,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Valencia  ei  M  de  Mayo  próximo  pasado,  confirmando  con  las  costas 
de  la  segunda  instancia  á  cargo  de  los  apelantes  la  sentencia  apelada: 
Resultando  que  previo  depósito  de  1.000  pesetas  en  el  establecí 
miento  destinado  al  efeeto,  interpuso  recurso  de  casación  D.  Juan  Bau- 
tista Feliú,  orno  marido  y  especial  apoderado  de  Doña  Josefa  Borrell 
Marqués,  D.  José  Siffnéi  Costa,  como  padre  de  los  menores  D.  José  y 
Doña  Josefa  Signes  Borrell,  yD.  Jerónimo  Pedros  y  Pedros,  como  mari- 
do de  Doña  Teresa  Signes  B  jrreli,  por  considerar  infringidos: 

4®  Al  declarar  la  sentencia  de  ningún  valor  y  destituido  de  fueras 
probatoria  el  documento  privado  extendido  en  Gata  con  fecha  16  de 
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Hayo  de  1878,  firmado  por  loa  coatro  testigos  qae  presenciaron  U  ce  . 
lebración  del  contrato  qae  en  ól  se  consignó,  la  ley  H4,  tít.  48,  Partí-» 
^a  ^^  en  cnanto  concede  faena  probatoria  al  docomento  qne  el  otor- 
.gante  manda  escribir  á  otro,  aon  en  el  caso  qae  niegoe  su  aotentici 
dad,  si  la  parte  one  intents  hacerlo  valer  en  jaieio  prueba  que  fué  ex- 
lendido  por  mandato  de  la  contraria;  y  la  ley  119  del  propio  título  y 
Pariida  en  cnanto,  de  conformidad  con  la  doctrina  sancionada  por  este 
Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  H  de  Noviembre  de  4864  y  49  de 
Diciembre  de  1861,  también  infringida,  declara  que  los  documentos 
privados  hacen  proeba  plena  en  juicio  mediante  sa  reconocimiento 
jQdicial  por  los  que  las  otorgaron,  y  en  su  defecto,  por  la  concurrencia 
de  dos  testigos  de  buena  fama  qoe  aseguren  que  sí  los  vieron  escribir 
ó  mandar  á  otro  que  los  escribiesen,  puesto  q^ie  de  los  antos  resalta 
-qae  por  haber  negado  los  demandantes  la  antentícidad  del  citado  doco- 
mento, ha  sido  óste  eom^trobado  por  las  declaraciones  de  tres  de  los 
«uatro  testigos  qoé  los  suscribieron,  los  cuatro  han  afirmado  qoe  pre- 
-seoeiaron  el  acto  de  ser  extendido  por  mandato  de  los  interesados  en 
las  herencias  de  D.  Francisco  Borrell  y  Doña  Josefa  Marqués,  previo 
acuerdo  de  todos  ellos  sobre  los  pactos  y  estipulaciones  qoe  contiene; 
no  habiéndolo  reconocido  el  coarto  tesligo,  porqae  falleció  antes  de 
practicarse  esta  proeba: 

2®  Bajo  el  mismo  concepto  la  doctrina  legal  sancionada  en  sentencias 
•de  8  de  Octubre  de  1861  y  87  de  Junio  de  1867,  según  la  qoe,  para 
anular  on  acto  ó  contrato,  es  preciso  pedir  so  nolidad  ó  sea  so  decla- 
ración judicial,  y  obtenerla  previamente  sin  que  baste  darla  por  sa- 
cáosla, y  la  doctrina  establecida  en  sentencia  de  48  de  OicicTmbre  de 
4867,  qoe  declara  que  no  basta  indicar  sospechas  contra  on  documen- 
to de  sér  falso  ó  alterado  en  parte  esehcial  para  obtener  declaración  de 
so  ineficacia,  sino  que  han  de  justificarse  las  tachas  que  se  la  atribuyan, 
en  raaón  á  que  la  senteocia,  al  declarar  sin  ningún  valor  el  antedicho 
•docuaento  privado  de  S6  de  Mayo  de  1878  y  negar  en  su  consecuencia 
valor  y  eficacia  á  los  pactos  que  contiene,  hace  una  declaración  de 
nulidad  que  los  demandantes  no  han  pedido  ni  obtenido  previamente, 
eino  que  han  venido  dando  por  supuesta  y  declarada  la  ineñcacia  de 
un  documento  contra  el  cnaUos  recurridos  sólo  han  indicado  leves  sos- 
pechas .de  falsedad,  sin  qoe  hayan  conseguido  justificar  ninguna  de 
las  taehas  que  han  puesto  á  dicho  docomento,  coya  aotenlicidad  no 
^)o  reconocen  los  coatro  testigos  presenciales  qoe  lo  suscriben,  sino 
Umbiéíi  otros  nueve  que  han  afirmado  unánimemente  la  cortesa  de  los 
pactos  que  contiene: 

3*  En  cuanto  declara  la  sentencia  qoe  los  trosos  del  Yall  de  Lois 
•deben  medirse,  justipreciarse  y  adjudicarse  por  su  verdadero  valor,  el 
principio  de  derecho  sancionado  por  la  regla  47,  tít.  34.  Partida  7*,  que 
ninguno  non  debe  enriquecerse  torticeramente  con  daño  de  otro,  pues 
dichos  terrenos  los  vendió  «I  recurrente  ^ignés  Costa  con  pacto  de 
retro  y  en  precio  sumamente  bajo,  por  escriturado  t  de  Bnero  de  1869, 
4  D.  José  Morand,  y  no  podiendo  retraerlas  al  vencimiento  del  plazo  de 
eslA  contrato,  qae  en  realidad  fué  de  préstamo,  obtuvo  de  D.  Praneis  • 
co  Bjrrell  Fornés,  su  suegro,  que  ven  líese  tres  fincas  adjudicadas  á  la 
esposa  de  Signes  Costa  y  poseídas  por  éste  desde  1869,  y  que  con^l 
precio  deésttiS  retmj^se,  como  en  efecto  retrajo  del  Morand  por  eseri- 
lara  dd  44  de  Dicie'mOre  de  1875,  las  tierras  del  Valí  de  Luis,  convi- 
4iieado  el  Bjrrell  y  Sij^iiói  en  que  estas  tierras  sustituyen  en  la  hijuela 
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d«  la  Doña  liaría  Antonia  laa  tres  ñneas  comprendidas  «n  ésta  y  voir- 
didas  ron  dicho  objeto;  y  como  á  petar  de  esto  la  sentencia  hace  la^ 
predicha  éeelaraeíóo,  que  eqai?ale  á  mai  dar  qne  se  distriboya  entre- 
todos  ios  herederos  el  beneficio  resultante  de  la  adquisición  de  los  tro- 
sos  de  Valí  de  Lnia  eo  menos  de  la  mitad  de  so  jasto  precio,  evidente 
es  qne  con  perjuicio  directo  del  recurrente  Signes  Costa  y  de  ios  des- 
cendientes de  su  finada  esposa,  enriqnere  á  los  demás  herederos  que- 
ningún  derecho  ostentan  ni  pudieron  adquirir  sobre  los  beneficios  di- 
manados del  derecho  personaiísimo  del  retratólo  que  asistía  i  Signes  y 
que  por  cesión  de  éste  ejercitó  D.  Francisco  Borrell  Signes: 

i®  En  cuanto  declara  la  sentencia  que  el  recurrente  Signes  Costa 
debeá  la  teslamentaiia  7.SI0  rs.  que  recibió  de  sos  padres  polfticos,. 
mandando  que  este  crédito  se  inclayera  en  el  inventario,  por  estimar 
probada  esta  deuda,  atribuyendo  autenticidad  y  fueraa  probatoria  al 
documento  privado  de  27  de  Ifarso  de  f  869,  las  leyes  4  U  y  1(0,  tO.  18, 
Partida  3^,  que  exigen  como  prueba  taxativa  de  la  autenticidad  de 
esta  clase  de  documentos  en  el  caso  de  qne  se  niegue  á  reconocerlos  la 
parte  á  quien  perjudican,  que  dos  testigos  de  buena  fama  aseguren 
haber  presenciado  el  acto  en  qne  el  otorgante  escribió  el  documento  ó 
mandó  á  un  tercero  que  lo  escribiera,  y  otorgpen  que  asi  fn^  fecho  el 
pleito,  como  dice  la  carta;  toda  vea  que  la  sentencia  recurrida  hace  la 
expresada  declaración  y  aprecia  qne  el  repetido  documento  constituye 
prueba  plena  sobre  la  certeía  de  la  deuda,  no  obstante  haberse. negado 
A  recoboeerto  el  litigante  á  quien  perjudica,  y  haber  depuesto  un  solo 
testigo  sobre  so  autenticidad  y  sobre  la  certeza  de  la  deuda: 

5®  Por  el  mismo  concepto  la  citada  ley  414,  tit.  48,  Partida  3^  en 
cuanto  declara  que  las  escrituras  |  üblicas  valen  para  probar  los  pleitos- 
sobre  que  fueron  fechas;  puesto  que  la  sentencia  recurrida  hace  la  de- 
claración trascrita  en  el  precedente  motivo,  no  obstante  haberse  traí- 
do á  los  autos  el  testamento  otorgado  por  D.  Francisco  Borrell  y  Doña 
Josefa  Marqués,  con  fecha  31  de  Marso  de  4869,  ó  sea  cuatro  días  d^a- 
pués  del  en  que  se  supone  qne  el  recurrente  Signes  Costa  confesó  de- 
ber A  los  testadores  la  suma  de  7.840  rs.,  en  cuyo  testamento  no  apa- 
rece incluida  tal  deuda,  i  pesar  de  hacerse  en  él  una  minuciosa  dela- 
ción de  todos  los  créditos  y  deudas  pertenecientes  á  los  testadores: 

6^  Las  leyes  5*  y  45,  tit.  SS,  Partida  3*,  según  las  que  no  ea  valede- 
ro el  juicio  en  que  no  se  da  por  quito  ó  se  condena  á  aquel  contra  quien^ 
fné  fecha  la  demanda,  y  los  artículos  61  de  la  antigua  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  359  de  la  moderna,  que  ordenan  que  las  sentencias  de- 
cidan todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate,  ha- 
ciendo con  )a  debida  separación,  cuando  éstos  hubiesen  sido  varios,  el 
pronunciamiento  correspondiente  A  cada  uno  de  ellos;  porque  la  sen- 
tencia recurrida  ni  estima  ni  rechaza  de  un  modo  expreso  y  terminan- 
te la  inclusión  en  el  inventario  de  los  dos  créditos  de  7.661  rs.  y  5.048^ 
contra  las  herederas  Doña  Haria  Antonia  y  Doña  Josefa  Borrell  Mar-  * 
qués,  que  pidieron  ios  demandantes,  A  cuya  pretensión  se  opusieron 
los  recurrentes  sin  que  aquéllos  hayan  justificado  la  existencia  de  ta- 
les créditos^  según  se  deduce  del  décimo  resultando  de  la  sentencia  re- 
currida: 

V  La  ley  y  doctrina  citadas  en  el  anterior  motivo,  porque  tampoco^ 
haré  la  sentencia  pronunciamiento  alguno  sobre  la  inclusión  en  el  in 
ventarlo  de  un  crédito  de  6.000  rs.  contra  D.  Fernando  Borrell  Mar- 
qués, un  carro  y  sus  aparejca,  un  ganado  cabrío  y  otros  efectos,  no 
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obAtaste  qa«  faésotieitada  la  ¡Dcloaión  da  todo  por  los  reonrraata»,  tan- 
to al  eoDtettar  la  demanda  caanto  al  presentar  con  so  escrito  en  2o  der 
Abril  de  IS80  el  proyecto  de  ioTentario  ó  descripcíiin  de  bienes: 

8®  Ls  ley  16,  tit.  SS,  Partida  3*,  qoe  manda  al  jnsgador  qae  ajuste 
aa  joieio  á  lo  qoe  las  partes  le  pidiesen;  la  doctrina  legal  sancionada 
en  sentencias  de  28  de  Marzo  y  íS  da  Jnoio  de  1867,  i?  de  Octubre  da 
1874  y  fl  de  Diciembre  de  1875,  qoe  declaran  qnn  infringe  dicha  ley 
la  sentencia  qae  decide  sobre  cuestiones  no  propuestas  en  la  demanda 
ni  en  la  contestación,  y  el  inconcuso  principio  de  derecho  que  prescri» 
be  qae  á  los  Jueces  y  Tribunales  no  les  es  lícito  hacer  de  oficio  en  las 
sentencias  declaración  alguna  que  no  bayan  solicitado  las  partes,  y  me- 
aos aun  suplir  6  enmendar  las  omisiones  ó  defectos  en  que  Isa  partes 
bayan  incurrido  porque  se  condena  á  los  recurrentes  en  las  costas  de 
primera  instancia,  á  pesar  de  qne  los  demandantes,  ni  en  la  demanda, 
ni  en  la  réplica,  ni  en  ningún  otro  de  aos  escritos  han  solicitado  dicha 
condena: 

9^  La  ley  8'^  tít.  St,  Partida  Z\  en  cnanto  solamente  califica  de  te- 
merarios, castigándoles  con  elcorrectiyo  de  las  costas,  á  los  Utigantea 
qoe  facen  demandaa  sabiendo  que  non  han  derecho  en  la  cosa  que  re- 
claman, y  á  los  que  se  defienden  contra  otro  non  habiendo  dicha  rasón 
porque  lo  deban  facer;  y  la  doctrina  legal  ssncionada  por  este  Tribu- 
nal Supremo  en  sentencia  de  18  de  Abnl  de  1881,  i  de  Abril  de  1^74, 
30  de  Setiembre  de  4870  y  8  de  Junio  de  1869,  según  la  que,  si  bien  ea 
de  la  eompetencia  de  los  Jaeces  el  apreciar  para  la  imposición  de  eos* 
tas  en  la  primera  instancia  la  buena  ó  mala  fe  de  los  litigantes,  esta 
apreciación  tiene  qoe  limitarse  con  arreglo  á  dicha  ley  de  Partida  ab 
vencido  ^n  juicio,  por  lo  que,  cuando  á  unoa  demandantes  cuyas  pre- 
tensiones han  sido  en  parte  estimadas  se  les  condena  en  todas  las  ros- 
tas  de  la  primera  instani  ia,  y  por  consiguiente  también  en  las  de  las 
partes  del  pleito  en  qne  han  sido  yencedores,  se  infringe  dicha  ley, 
toda  Tea  qne  los  recurrentes  han  resoltado  Tencedores  en  lo  concer- 
niente á  tres  de  las  cinco  pretensiones  qae  dedojeron  en  sn  escrito  de 
SO  de  Abril  de  '1 880  y  en  la  de  contestación  y  duplica,  y  no  obstante 
esto  les  eondena  la  sentencia  al  pagoda  todas  las  costas  de  primera 
instancia^ 

10.  La  misma  ley  de  Partida  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  8  de  Febrero  de  1881,  O  de  Mario  de  1863  y  3  de  Dicieoibre 
de  1870,  en  las  que  se  declara  que  con  arreglo  á  la  citada  ley  de  Parti- 
da no  hay  térmies  hábiles  para  estimar  que  un  litigante  es  temerario 
coando  se  le  absnelYe  de  alguna  de  las  reclamaciones  de  un  contrario,, 
y  qne  en  la  ley  8%  tit.  t9.  Partida  3*,  ni  el  buen  sentido  permite  que 
se  eondene  en  costas  al  demandado  cuando  se  le  absoelve  de  la  den> An- 
da,en  el  concepto  de  qoe  la  sentencia  condena  á  los  demandados,  hoy 
recurrentes,  al  pago  de  todas  las  costas  de«la  primera  instancia,  á  pe- 
asar  de  qoe  se  opusieron  á  la  pretensión  deducida  en  ladeinanda  de  que 

se  incluyeran  en  el  inventario  los  dos  créditos  de  7.661  rs.  y  de  5.0i8<. 
contra  Doña  María  Antonia  y  Doña  Josefa  Borrell  Marqués,  y  asi  sn  re- 
suelve en  la  sentencia  al  no  comprender  dichos  dos  créditos  entre  JaS^ 
partidas  que  ordena  qne  únicamente  se  incloyen  en  el  inventario, 
siendo  por  lo  tanto  los  recurrentes  vencedores  en  este  extremo  del 
pleito: 

11.  Lss  leyes  49  y  43,  tit.  9*,  Partida 3%  según  las  cuales  cuando  el* 
demandante  pide  mis  de  lo  justo  procede  la  absolución  de  la  deman- 
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(la  en  U  forma  propaesu,  ó  pdr  lo  menot  ain  redacción  i  lo  proceden* 
te  y  debido,  y  la  imporicióo  at  demaniaate  de  lee  cosías  á  que  baya 
dado  lug«r  con  lo  qoe  demandó  de  más,  por  caanio  en  el  supuesto  de 
que  fuese  procedente  la  condena  de  costas  impuestas  á  los  recorren  tea 
\o  sería  tan  sólo  con  arreglo  á  estas  leyes  en  lo  relativo  á  Us  costas  á 
<]ut}  hayan  podido  dar  lugu  con  lo  qae  pretendieron  de  más  al  presen- 
tar el  inventario  y  contestar  la  demanda  de  los  hermanos  Borrell,  y 
coa  lo  que  resistieron  también  de  más  al  oponerse  á  las  pretensiones 
<Se  los  mismos; 

Y  ít.  La  ley  S*,  tit.  19,  libro  H  de  la  Novísima  Recopilación,  por- 
<|De  la  sentencia  les  condena  en  las  costas  de  la  segunda  instancia,  no 
obstante  haberle  aleado  de  la  sentencia  del  Juzgado  con  ratón  tan  de- 
reoha  como  la  qoe  evidencian  los  precedentes  motivos  de  casación,  y 
sohrp  todo  los  que  se  refieren  á  la  condena  de  costas  de  la  primera  tne- 
4ancia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Atix  y  Bonache: 

Considerando  qoe  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  que 
ae  citan  en  el  primer  motivo  del  recurso  ni  desconoce  la  doctrina  que 
se  invoca  en  el  segando,  sino  qoe  apreciando  las  declaraciones  presta 
•das  por  los  testigos  y  documentos  traídos  por  lají  partes  ha  negado  efi- 
«acia  y  valides  al  documento  de  26  de  Mayo  de  4878  que  los  recurren- 
tes presentaron  al  contestar  la  demanda,  sin  que  contra  su  apreciación 
se  haya  demostrado  error  de  derecho  ó  de  hecho  resultante  de  doca- 
mento  ó  auto  anléatico  que  manifieste  la  equivocación  evidente  del 
juzgador,  sucediendo  lo  propio  con  las  leyes  y  doctrina  á  que  se  refie- 
ren los  motivos  3^  I®  y  5°,  una  ves  que  los  pronunciamientos  hechoa 
en  la  sentencia  sobre  el  particular  los  hizo  la  Sata  sentenciado/a  en  oso 
de  sus  facultades,  apreciando  en  conjunto  las  pruebas  practicadas  por 
ambas  partes: 

Considerando  qae  la  propia  sentencia  es  eongrnente  con  la  deman- 
da, y  por  lo  tanto  no  infringe  las  leyes  13  y  15.  tít.  %l  de  h  Partida 
3*.  ni  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se  citan  en  los 
motivos  6°  y  1^  del  recorso,  porque  en  su  parte  dispositiva  declara  de 
una  manera  precisa  y  terminante  los  bienes  que  únicameníe  deben  in- 
cluirse en  el  inventario,  siendo  claro  que  las  que  no  nombr^ están  vir- 
toalmente  excluidos  de  formar  parte  del  mismo,  y  por  lo  tanto  todas 
hs  cuestiones  formuladas  en  la  demanda  han  sido  resueltas  por  el  fallo 
fecorrido: 

Considerando  que  la  parte  recurrente  se  opnso  áqne  se  incluyeran 
los  créditos  de  7.061  rs.  y  de  5.048  contra  Doña  MarU  Antonia  y  Duna 
Josefa  Borrell  Marqués  acerca  de  \o  qoe  obiovo  resolución  favorable 
en  la  sentencia,  ana  ves  que  no  se  mandaron  incluir  en  el  inventario, 
jrazón  por  la  que  el  fallo  qae  lo  desconoce  así  y  lo  condena  en  las  cos-> 
las  de  primera  instancia,  infringe  la  ley  8*,  tít.  It  de  la  Partida  3*,  y 
la  doctrina  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  de  que  no  hay  tér-e 
minos  hábiles  para  esiimar  temerario  á  un  litigante  cuando  se  le  ab  * 
suelva  de  algunas  de  las  reclamaciones  de  su  contrario  citadas  en  el 
motivo  40  del  recurso: 

Considerando  qoe  el  propio  recnrrente  se  alzó  con  razón  derecha 
-de  la  sentencia  de  primera  instancia  que  le  impuso  indebidamente  to- 
das las  costas,  según  queda  ya  dicho,  y  en  tal  concepto  la  sentencia 
recurrida  que  lo  condenó  en  las  de  la  segunda  infringe  la  ley  2\  ti 
4ulo  19,  libro  11  de  la  Novísima  RecopitiCióa  que  se  invoca  en  el  It; 
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PaliaiDos  qae  debemos  declarar  y  dudáramos  haber  logar  al  recur- 
ra de  casación  ioterpaesto  por  D.  Juan  BaolísU  Peliú,  como  marido  y 
«special  apoderado  de  Doña  Josefa  fiorrell  Marqaó»,  D.  Josó  Sifones 
Costa,  romo  padre  de  los  menores  D.  José  y  Doña  Josefa  Signes  Bo- 
rrell,  D.  Jaan  Baolista  Signes  Borrell  y  D.  Jerónimo  Pedros  y  Pe- 
.  drós  como  marido  de  Doña  Teresa  Signes  Borr»ll  en  oaantb  á  los  moli- 
dos fO  y  12,  y  uo  haber  logar  respecto  á  los  demás  que  comprende;  y 
en  SQ  conseeaencít  casamos  y  analamos  la  sentencia  qae  en  H  de  Mayo 
dt  1883  dictó  la  Sala  de  locíTtl  de  la  Audiencia  de  Valencia,  solamen- 
te en  cuanto  condena  á  dichos  recurrentes  en  las  costas  de  primera  y 
segunda  instancia;  y  devuélvaseles  el  depósito  de  1.000  pesetas  que 
faau  coustitoído. — (Sentencia  publicada  el  48  de  Abril  de  1884,  é  in- 
gerta en  la  Oéceta  de  6  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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lagar  al  interpuesto  por  D.  Kamón  Colomer  con  D.  Pascual  Gómez  (Au- 
diencia de  Albacete),  y  se  resuelve: 

fl^  Q%elavolmítad  d$  los  contratantes  es  la  ley  en  materia  de  eon- 
4raios,  y  que  las  obligaciones  qne  en  ellos  se  contraigan  son  ejteaees  d4 
la  manera  misma  en  qne  aparezca  haber  sido  estipuladas; 

Y  V  -Que el  señalamiento  del  dia  para  otorgar  la  escritura  y  satis- 
facer parte  del  precio  convenido  de  la  venta ^  no  envuelve  una  condición 
resolutoria  de  la  cual  dependa  la  subsistencia  ó  ineficacia  de  la  obliga- 
eión,  sino  la  fijación  de  un  término  para  ejecutar  actos,  que  no  llevados 
á  efecto  por  alguno  de  los  obligados,  da  al  otro  derecho  para  exigir  su 
cumplimienter^  y  por  ello  la  sentencia  que  lo  reconoce  asi  y  condena  á 
que  la  obligación  se  cumpla  en  los  términos  contraidos,  no  infringe  las 
iyes  6*  y  58,  tit.  5®  de  la  Partida  5^;  «lí  la  doctrina  consignada  por  el 
Tribunal  Supremo  de  acuerda*  con  dicha  ley. 

Eü  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  18  de  Abrál  de  1881,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  tnf^accióu 
da  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almansa  y  en 
U  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Pascual  Gómez 
€arrión,  vecino  de  Garcelén,  propietario,  representado  y  defendido  por 
el  Procurador  D.  Lino  Villar  y  el  Doctor  D.  Enrique  García  Alonso,  con 
D.  Kamón  Colomer  y  Marín,  Vizconde  de  San  Germán,  propietaru>, 
veeino  de  Valencia,  representado  por  el  Procurador  D.  Juan  Pascual 
García,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Luis  Díaz  Gehena,  sobre 
eamplimieoto  de  un  eontrato  y  reclamación  de  perjuicios: 

Resultando  que  en  documento  privado,  extendido  v  firmado  en  Al- 
pera  en  9  da  Febrero  de  1879,  D.  Ramón  Colomer,  Vizconde  de  San 
Germán,  se  comprometió  á  otorgar  á  favor  de  D.  Pascual  Gómez  es- 
critura de  venta  de  varias  fincas  situadas  en  término  de  Carcelén,  de 
las  cuales  unas  poseía  en  dominio  pleno  y  otras  en  dominio  directo, 
todas  adquiridas  como  heredero  de  Doña  Amalia  Bálvís  y  V»lda  por  el 
precio  de  116  000  reales;  siendo  de  advertir  que  en  esta  cantidad  so 
venderían  también  al  Gómez  los  atrasos  de  la  pensión  á  qne  venían 
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obligados  loa  de  Gareeién,  y  D.  Pascual  Gómei  |K)r  sq  parte  se  compro- 
metió á  comprar  al  Vizconde  las  aladidas  fincas  y  los  atrasos  por  el  re- 
ferido precio  qae  babía  de  pagar  á  plaios,  el  primero  de  20.000  reatt» 
al  otorgarse  la  escritura,  el  segundo  y  tercero  de  ignalescantidadea  en 
todos  los  Santos  de  1880  y  4881  y  los  restantes  86.000  rs.  en  ocbo  pla- 
sos  igoales  en  la  misma  festiyidad  de  los  años  1881  ai  f889,  y  desig- 
naron para  el  otorgamiento  de  la  escritora  y  eomplimiento  de  lo  pac* 
lado  el  dia  de  todos  los  Santos  de  aqnel  ano  de  1879  en  la  villa  de  At- 
pera  ó. de  Almanta  á  elección  del  Vizconde  ó  de  qoien  le  represen taser 

Resaltando  que  en  34  de  Marzo  de  488t  D,*  Pascual  Gómez  dedojo 
demanda  pretendiendo  se  condenase  á  D.  Ramón  Colomer  y  Marín  al 
otorgamiento  de  la  escritora  de  venta  á  favor  del  actor  de  las  fincas  d& 
su  pertenencia,  sitas  en  término  de  Carcelón,  tanto  en  plena  propiedad 
como  de  las  que  sólo  tenía  el  dominio  directo  y  del  derecho  que  el  mis- 
mo tenía  para  exigir  á  los  vecinos  de  dicho  pueblo  el  pa^o  de  las  pen- 
siones atrasadas  v  al  abono  de  47.840  rs.  por  los  perjuicios  causados 
cada  año  desde  el  día  que  debió  otorgarse  la  escritora,  y  se  fundó  para 
ello  en  que  el  Colomer  se  obligó  por  el  documento  privado  de  9  de  Fe- 
brero de  4879  á  otorgar  escritura  de  venta  á  Gómez  de  todos  los  ex« 
presados  bienes  y  á  transmitirle  el  derecho  á  cobrar  Las  pensiones  atra- 
sadas; que  éste  se  obligó  á  pagar  el  precio  y  habla  gestionado  para  que 
lo  convenido  tuviese  efecto,  y  que  Colomer  no  había  cumplido  lo  pro- 
metido faltando  á  lo  convenido,  siendo  de  so  cuenta  el  abono  como  in- 
demnización de  perjuicicsde  47.840  ri.  por  cada  año,  y  alegó  la  efic»-  ' 
eia  del  documento  privado  de  9  de  Febrero  de  4879  que  constituía  una 
verdadera  promesa  de  venta  de  los  bienes  de  Carcelén;  en  cuanto  ft  los 
perjuicios  la  ley  40,  tít.  4^  Partida  5\  y  respecto  á  la  obligación  l»s 
leyes  4",  tít.  4%  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  y  4^  2\  3*  y  5^, 
tu.  44,  Partida  5»: 

Resultando  que  D.  Ramón  Colomer  Marín  contestó  á  la  demanda 
pretendiendo  se  declarase  rescindido  el  contrato  celebrado  con  Pascual 
Góipez,  y  se  le  .absolviese  de  tal  demanda  con  imposición  de  perpetuo 
silencio  y  tas  costas  á  óste;  y  alegó  que  si  bien  era  cierto  el  contrata 
privado  de  9  de  Febrero  de  4879,  en  el  mismo  se  convino  en  otorgar  la 
escritura  el  dia  de  todos  los  Santos  de  aquel  año,  siendo  .obligación  del 
Gómez  entregar  en  aquel  día  y  villa  de  Alpera  la  cantidad  de  5.000  pe- 
setas, y  habiendo  faltado  éste  á  lo  estipulado  no  presentándose  en  el  dia 
designado  ni  mucho  después  á  hacer  el  otorgimienio,  debía  conside 
rarie  rescindido  el  contrato;  qne  en  Setiembre  de  4880  foé  desahuciado 
el  demandante  por  falta  de  pago  de  varias  fincas  de  las  comprendidas 
en  la  promesa  de  venta  que  llevaba  en  arrendamiento,  abandonándolos 
sin  reclamación  alguna,  hasta  que  habla  sabido  qne  el  Vizconde  había 
vendido  los  censos  enfí(éuticos  que  poseía  en  Carcelén;  que  según  ia  , 
ley  38,  til.  5^  Partida  5*,  puesta  condición  entre  el  comprador  J  el 
vendedor  que  éste  pague  el  precio  de  la  cosa  ó  parte  de  él  en  díA<  seña- 
lado, si  no  paga  el  precio,  que  sea  desfecha  ia  venta;  y  por  ñltimo,  ia 
jurisprudencia  civil  que  establece  que  cuando  los  contratantes  se  im- 
p  neo  obligaciones  recíprocas,  por  el  hecho  de  haberse  desatendido 
uno  de  ellos  del  cumplimento  que  por  so  parte  prometió,  dejase  de  ser 
pal*»  el  otro  obligatoria  su  promesa: 

Resultando  que  renunciadoa  por  las  partes  los  traalados  de  répli^R 
y  duplica,  y  practicadas  las  pruebas  propuestas  por  aquéllas,  el  Juea 
dictó  seotencia,  de  la  que  interpuso  apelación  el  demandado,  y  foatau- 
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«iida  la  instaneia,  la  Sala  da  lo  eivil  d«  la  Aadieneia  de  Albaeet6|  por 
«eniencia  de  f5  de  Mayo  da  1881  revocó  la  del  Jaes,  oondend  á  D,  Ha* 
moa  Golomer  y  Mario,  Yiieonde  de  Sao  Germán,  á  que  cumpla  el  oon- 
trato  prívAdo  de  9  de  Febrero  de  1879^  otorgando  la  correspondienle 
•scritora  de  yenta  de  loa  bienea  y  derechoa  qae  ofreció  vender  á  Doa 
Pascoal  Gómei  Carrión,  reaervando  á  óate«ai  no  fuera  poaible  la  venta, 
el  ejercicio  de  laa  aecionea  qoe  le  correapondan  para  qoe  las  ose  en 
forma  ai  viere  convenirle;  y  así  bien  el  derecho  de  aolíciUr  al  ejecutar- 
se la  sentencia  el  abono  de  loa  perjaicica  qoe  probare  se  le  han  seguido» 
sin  hacer  expreaa  condenación  de  costas: 

Reanltando  que  .por  parte  de  D.  Ramón  Golomer  y  Marín,  Yisoonde 
de  San  Germán,  se  interpuso  recurso  de  caaación,  por  haberse  en  aa 
concepto  infringido: 

1^  La  ley  58,  tít.  6% Partida  5% que  diapone  «cómo  ae  puede  desfacer 
la  vendida  si  el  comprador  no  guarda  el  pleito  que  puso  aobre  ella, a  y 
la  doctrina  sentada  por  eate  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  19 
de  Enero  de  1867,  qoe  declara  que  coando  de  un  contrato  nacen  obli- 
¿acionea  recíprocas,  si  uno  de  los  contratan  tea  falta  á  an  cumplimiento 
DO  es  obligatorio  reapeeto  del  otro,  en  el  sentido  de  que  no  ha  podido 
deelararae  aobsistente  y  eficax  contra  el  Vísconde  de  San  Germán  el 
convenio  de  9  de  Febrero  de  1879,  constando  que  el  demandado  dejó  da 
cumplir  loa  compromisoa  recíprocos  qoe  le  imponía,  y  no  guardó  loa 
pactpa  que  admitió  aobre  la  promeaa  de  venta  allí  celebrada: 

^  La  ley  6^  del  mismo  título  y  Partida  antea  citada,  qoe  determina 
4iñe  mientraa  no  ae  otorga  la  carta  no  es  acabada  la  venta  que  se  con- 
viene con  esta  condición,  pudiéndose  arrepentir  cualquiera  de  los  con- 
tratantes, y  la  doctrina  eatablecida  por  eate  Tribonal  Supremo  en  aen- 
teocia  de  8  de  Febrero  de  4867  de  acuerdo  coo  dicha  ley,  en  el  concepto 
<le  que  no  ha  podido  considerarse  perfecta  y  obligatoria  contra  la  vo> 
luoud  de  cualquiera  de  las  partea  la  promeaa  de  venta  de  9  de  Febrero 
de  4879,  mientraa  oo  estuviera  otorgada  la  escritura  que  se  convino  en 
formalizar  para  llevarlo  á  cabo,  y  como  condición  precisa  de  la  miama. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Maris  Alix  y  Bonache: 

Considerando  que  la  voluntad  de  loa  contratantes  es  la  ley  en  mate- 
ria de  contratos,  y  que  laa  obligaciones  qae  en  ellos  ae  contraigan  son 
«ñcacea  de  la  manera  miama  en  que  apareica  haber  aido  estipuladaa: 

Considerando  que  en  el  contrato  celebrado  entre  D.  Ramón  Golomer 
7  D.  Pascual  Gómez  ae  obligó  el  primero  á  otorgar  escritura  de  venta 
de  varias  fincas  y  de  loa  atrasos,  que  procedeotes  de  pensiones  le  co- 
rr*(Spond¡an,  conviniendo  las  partes  en  el  pr^^cio  y  la  forma  en  que  ha- 
bría de  aatisfacerae,  así  como  el  dia  en  que  debería  otorgarse  la  escri- 
tura, todo  lo  cual  creó  derechos  y  obligaciones  recíprocas  á  favor  da 
cada  uno  de  los  contratantes  para  compeler  al  moroso  á  que  cumpla  la 
obligación  contraída: 

Considerando  que  el  señalamiento  del  día  para  otorgar  la  escritora 
y  aatisfacer  parte  del  precio  de  la  venta  convenido  entre  Colomar  y 
Gómez  no  envuelve  una  condición  reaolutoria  de  la  cual  dependa  la 
aubsistencia  ó  IneGcacía  de  la  obligación,  aino  la  fíjaefón  de  un  término 
para  «ejecutar  actos,  que  no  llevados  á  efecto  por  alguno  de  loa  obliga* 
dos,  da  al  otro  derecho  para  exigir  aa  eumplimiento;  y  por  ello  la  sen- 
tencia qoe  lo  reconoce  así  y  condena  á  qoe  la  obligación  se  cumpla  en 
loa  términos  conlraidoa,  no  infringe  las  leyes  6^  y  58,  tít.  5^  de  la  Par- 
tida 5%  ni  U  doctrina  que  ae  invoca  en  los  doa  motivos  del  recurso; 
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FaUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
cnrao  de  cas«cjón  interpneslo  por  D.  Ramón  Cclomer  y  Marin,  Yiiron- 
de  de  San  Germán,  é  qnien  condenamoa  en  las  costas;  líbrese  la  eo- 
rrespondieiiie  certíficnción  á  la  Aodieneia  de  Albacete,  con  devolocióa 
del  apuntamiento.  —(Sentencia  publicada  el  18  de  Abril  de  1884,  é  in* 
serta  en  la  Gacela  de  7  de  Setiembre  del  mismo  sño.) 
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^lleenrfio  de  easaeléa  (l8</e  Abril  de  ^%Si). — Sala  primera. — 
NcLiDAD  DE  VHÁ.  ESCRITORA  DE  VENTA. — No  ha  logsr  al  íntcrpuesto  por 
D.  üüuiíiif^u  Caácaies  con  ü.  Bernardino  Pinero  y  consortes  (Aodieneia 
de  Albacf  te),  y  xe  resuelve: 

4®  Qtitf  no  hay  incongruencia  cuendo  pedido  lo  más  se  estima  lo  menos^ 
y  por  consiguiente  la  Sala  sentenciadora  qne  negó  la  nulidad  di  M%a  es» 
criiura  de  vnfa  for  no  resultar  fraude^  pudo  acordar  la  rescisión  por 
el  solo  hecho  admiti/o  del  daño  ó  sea  del  engaño  en  más  de  la  mitad  del 
justo  precio,  según  la  letra  y  sentido  de  la  ley  2^,  tit.  1^,  libro  \0  de  la 
Novísima  Recopilación; 

Y  t^  Que  tampoco  infringe  la  doctrina  establecida  en  la  ley  i  \%^  H- 
tnlo  18,  Partida  3V  si  el  Tribunal  sentenciador^  apreciando  el  resulta" 
do  de  autos  y  no  la  prueba  pericial  sola,  desentendiéndose  indebtdamenia 
de  los  demás  como  supone  el  recurrente,  admitió  el  hecho  expresado  del 
daño  en  la  cuantía  determinada  para  jusliñcar  la  rescisión. 

£u  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Abril  de  1884,  en  los  satos 
que  ante  Nos  penden  en  virtad  de  recorso  de  casación  por  infracción  dit 
ley,  seguidos  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  de  Giesa  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  U  Aodieneia  de  Albacete  por  D.  Bernardino,  Josó,  Isabel, 
Tomasa  y  Catalina  Pi&ero  López,  ésta  representada  por  ao  marido  Don 
Josó  Lozano,  vecinos  de  Fortona,  con  D.  Domingo  Cáscales  Bdrnal.  de 
la  propia  vecindad,  representado  por  el  Procarador  D.  Pélii  Borran, 
«bajo  la  dirección  del  licenciado  D.  Pedro  Díai  Coros,  sobre  nulidad  de 
una  escritora  de  venta: 

Resaltando  que  por  escritura  otorgada  en  S5  de  Abril  de  1881  To- 
masa Carrillo  vendió  á  su  hijo  político  Domingo  Cáscales  Bernal  11  fin- 
cas, cuya  cabida,  sitaación  y  linderos  se  expresan,  determinando  deta- 
lladamente el  valor  asignado  á  cada  una,  en  precio  de  t.OOO  pesetas, 
que  la  vendedora  confesó  baber  recibido  del  comprador,  entregando  á 
éste  en  señal  de  posesión  los  títulos  de  propiedad  de  la  fines;  ambos 
convinieron  qoe  el  precio  confesado  era  el  josto,  y  el  testigo  Domingo 
Cáscales  Berna!,  pariente,  segñn  parece,  dentro  del  coarto  grado  de 
consangoinidad  del  comprador,  firmó  por  él  los  otros  dos  y  los  otorgan- 
tes, expresándose  qoe  ninguno  de  los  tres  testigos  tenían  excepción;  la 
«•scrítora  foé  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resaltando  que  en  1S  de  Abrtl  de  1882  D.  Bernardino,  José,  Isabel. 
Tomasa  y  Catalina  Pinero,  representada  ésta  pdr  so  marido  D.  José 
Lozano,  dedujeron  demanda  exponiendo,  después  de  hacer  mérito  de  la 
«scritora  de  venia  de  S5  de  Abril  de  1R8I,  que  D.  Domingo  Cáscales  no 
hHbía  entregado  á  Tomasa  Carrillo  las  t.OOO  pesetas,  precio  de  las  fin- 
cas, cantidad  que  era  menoa  de  la  mitad  del  josto  precio  que  aquéllas 
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tatieron  en  dirho  di>  tS  óá  Abril  y  lerí^n  «n  la  sclnali^iad;  qne  el  «x- 
prendo  eoniraio  a,  a  recia  fué  iiittíiveniüo  (lOr  tres  teeligos.  Alonso  Bar«^ 
D»t  Paltidn,  Damián  RaQjfrez  Belda  y  Domingo  Cáscales  Bernal,  y  óste 
pariente  dentro  del  enarto  grado  de  eonsangainidad  del  comprador, 
había  firmado  como  leitigo  la  escritora  y  también  por  los  dos  otorgas- 
tes  7  por  los  otros  dos  testigos,  por  no  saber  hacerlo  nin^ono  de  estos 
eoatro,  i  instancia  del  Notario,  á  pesar  de  haber  manifestado  á  éste  qae 
DO  podía  ser  tfstigo  por  ser  primo  hermano  del  demandado;  que  en  el 
tiempo  y  acto  expresado  en  la  escritora  citada,  no  se  dijo  por  Tomasa 
Carrillo  que  vendía  á  Dumingo  Cáscales  las  fincas  qae  se  describen  ea 
aquélla;  qae  Tomasa  Carrillo  habü  vivido  en  la  casa  qae  dicha  escritura 
expresa  desdé  qae  la  compró  hacia  más  de  t%  años,  y  la  citada  casa  y  de- 
mis  fincas  le  habían  producido  con  exceso  para  mantenerse  y  cubrir  sos 
«soasas  neeestda(íe!i;  qae  María,  en  hija,  su  marido  y  Domingo  y  sas  hijoa 
habían  vivido  en  U  citada  casa  juntamente  con  so  dueña  Tomasa,  y  dis- 
írotando  en  sn  manutención  de  los  bienes  de  ésta  como  les  había  pare- 
eido;  qae  antes  del  t5  de  Abril  de  1881  había  manifestado  deseos  de  ha-» 
Mr  en  vida  partición  de  sos  bienes  entre  su  bija  María  y  sos  i  ietos  ios 
demandantes,  h  jos  de  so  otra  hija  Catalina,  ya  difunta;  y  de«paés  de 
alegar  varios  fundamentos  de  derecho,  pidieron  se  declarase  oala  la  es- 
critora de  t&  de  Abril  de  4881  y  la  inscripción  herha  en  el  Registro  de 
la  propiedad,  y  en  otro  caso  declarar  K  enajenación  fraadulenta.  res* 
eÍBdiéndots  y  dándola  por  de  ningún  valor,  y  que  se  mandase  cancelar 
la  iaseripeióo,  condenando  á  D.  Domingo  Cáscales  á  qae  incluyese  en  el 
inventario  que  había  de  practicarse  de  ios  bienes  de  Temasa  Carrillo, 
eon  citación  y  aodi6Mcia  de  los  demandantes,  las  fincas  expresadas  ea 
dicha  escritora,  con  todo  lo  que  pertenecía  á  la  misma  al  tiempo  de  sa 
•oajenación,  rentas  producidas  y  qoe  produjesen  hasta  la  entrega,  y  al 
pago  de  las  costas: 

Resultando  qoe  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Domingo  Casca» 
les  Bernal,  al  evacoarlo  expuso  qoe  Tomasa  Carrillo  le  vendió  el  día  2(( 
de  Abril  de  4^81  varias  fincas  que  pose í»  en  el  término  de  Fortuna  en 
precio  de  9.000  pesetas,  que  confesó  tener  recibidas  del  comprador, 
según  aparecía  en  la  escritora  otorgada  en  la  misma  fecha,  inserta  en 
el  Registro  de  la  propiedad  en  Í4  de  Mayo,  despoés  de  satisfecho  el 
dererbo  fiscal  de  la  Hacienda  pública;  que  la  vendedora  en  señal  de  po-^ 
sesión  entregó  al  cooprador  los  títulos  de  las  propiedades  enajenadas, 
teniéndolas  en  so  poder,  coltivándotas  j  percibiendo  sus  frutos,  esto 
úHimo  desde  la  enoncíada  fecha  como  verdadero  daefio;  qoe  la  vende- 
dora Tomasa  Carrillo  qoe  falleció  el  16  de  Mayo  de  1881,  sin  que  cons- 
tue  la  existencia  de  disposición  testamentaria,  estovo  casada  con  Bor- 
nardino  Lopes,  y  de  so  matrimonio  tavieron  por  hijos  á  María  y  Cata- 
lina, ésta  consorte  de  Joié  Pinero,  morió  en  8  de  Ootubre  de  H64,  con 
testamento  al  parecer  otorgado  ante  el  Escribano  de  Abaníella  D.  Miguel 
Laqoes;  aoe  según  la  certificación  del  acta  de  defunción  de  la  Tomasa 
presentada  con  la  demanda  por  muerte  de  Catalina  Lopes,  qoedaron 
como  hijos  de  ésta  Tomasa,  Isabel,  Joáé  y  Bernardina  Pinero  Lopes,  sin 
hacer  mención  de  Catalina  Pinero  López;  que  ona  de  las  partidas  dijo 
ser  también  hija  de  dicha  Catalina  Lopes  Carrillo;  que  la  demandante 
no  había  presentado  ni  el  testamento  qoe  se  suponía  otorgado  por  Ca- 
talina López  en  la  partida  de  defunció»,  ni  el  de  Tomasa  Carrillo,  caso 
de  haberlo  becbo  ó  á  la  correspondiente  declaración  de  herederos  á 
falta  de  dichos  instromentos  públicos,  y  despoés  de  alegar  los  funda- 
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mantos  de  derecho,  pidió  se  declarase:  primero,  qae  los  demandantes 
£arecün  de  personalidad  por  no  haber  acreditado  el  carácter  de  hereie- 
jros  con  qae  comparecían;  negando,  qoe  el  contrato  de  qae  se  trataba 
era  válido,  sin  qoe  pudieran  «preciarse  ios  motivos  alegados  de  resci- 
eión;  y  tercero,  qae  reconocida  la  personalidad  de  los  demandantes  y 
4a  nulidad  de  la  escritura,  venían  aquéllos  obligados  á  otorgar  otra  á 
favor  del  demandado,  y  en  su  consecuencia  qoe  se  absolviera  á  éste, 
imponiendo  á  aquéllos  perpetuo  silencio  y  las  costas: 

Resultando  qoe  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  reprodu* 
ciendo  sus  respectivas  pretensiones,  se  recibió  el  pleito,  á  prueba  prac- 
ticándose las  propuestas  por  ios  interesados  por  medio  de  documentos 
y  testigos;  y  pedida,  por  los  demandantes  la  pericial,  y  no  habiendo 
convenido  las  panes  en  el  qoe  había  de  ser  nombrado,  se  designó  á  la 
■suerte,  que  tasó  en  4.015  pesetas  50  céntimos  en  la  actualidad  todas 
las  fincas  vendidas  por  Tomasa  Carrillo  á  Domingo  Gaséales  y  cuyo  va» 
lor  era  el  que  debian  tener  en  la  fecha  del  contrato: 

Resaltando  que  anidas  las  pruebas,  el  Juez  dictó  sentencia,  de  la 
que  interpusieron  apelación  los  demandantes;  y  sustanciada  la  alzada, 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  por  sentencia  de  15  de  * 
Octubre  de  4883,  declaró  nula  la  escritura  pública  de  S5  de  Abril 
de  1881,  por  la  qoe  Tomasa  Girrillo  vendió  las  fincasen  aquélla  expre- 
sadas á  Domiügo  Cáscales,  habiéndose  de  cancelar,  libran  José  a!  efecto 
el  oportuno  mandamiento  al  Registrador  de  Cieza,  la  inscripción  hecha 
^n  virtud  de  la  citada  escritura;  desestimó  la  solicitad  de  revocación  de 
la  enajenación  por  causa  de  fraude  en  ésta  cometido  y  la  de  falta  de 
personalidad  de  los  demandantes,  y  condenó  á  éstos  á  que  otorguen 
nueva  escritura  de  venta  á  Domingo  Cáscales  en  cuanto  á  totas  las  fin- 
cas, ai  completa  el  precio  en  que  habían  sido  estimadas  las  segundas 
4',  5^,  8*  y  10  de  la  escritora  respectiva;  y  en  caso  de  no  hacerlo  asi, 
devolviéndole  el  precio  que  dio  por  ellas,  se  limitara  el  otorgamiento 
de  la  escritura  al  de  las  fincas  l\  3*,  6*,  7',  9^  y  10,  sin  ha^er  expresa 
condenación  de  costas: 

Resultando  aue  D.  Domingo  Cáscales  y  Bernal  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

1®  La  ley  16,  tít.  SS  de  la  Partida  3*.  las  numerosas  sentencias  de 
Cate  Tribunal  Supremo,  que  sancionan  y  reencargao  el  precepto  del' 
Código  Atfonsino,  estableciendo  la  doctrina  general  de  que  «en  lo  civil 
i)0  es  permitido  á  los  Tribunales  corregir  de  oficio  las  pre tensiones *de 
las  partes,»  y  la  de  qoe  «la  sentencia  debe  ser  congroente  á  lo  pedido 
y  excepcionado;»  y  qoe  lus  Tribunales  deben  limitarse  en  sas  senten- 
eiai  á  fallar  el  punto  litigioso  controvertido  sin  decidir  nada  sobre  cues- 
tiones que  se  hayan  tocado  por  incidencia,  y  no  en  la  forma  corres- 
pondiente, sentencias  de  21  de  Noviembre  de  1^46,  8  de  ionio  de  1851, 
t  de  Marzo  de  "1853,  10  de  Octubre  y  9  de  Noviembre  de  1^^57;  porque 
la  Sala  sentenciadora  fallaba  sobre  una  acción  que  no  se  interpuso,  de* 
cidiendo  sobre  lo  no  pedido;  que  en  la  demanda  se  pidió  solamente  la 
nulidad  de  la  escritura  de  venta  y  so  inscripción,  ó  en  otro  caso  qoe  se 
declarase  la  enajenación  fraodolenta,  y  el  recorrente  excepcionó  que 
^el  contrato  era  válido,  y  qoe  se  obligara  á  los  demandantes  á  otorgar 
noeva  escritora;  y  el  fallo  no  debió  dictarse  sino  declarando  nuU  ó  vá- 
lida la  escriiura,  válido  ó  nulo  el  contrato,  y  declarando  la  obligació  i 
de  otorgar  nuevamente  aquélla,  caso  de  ser  válido  éste;  pero  la  Au* 
sdienciai  no  limitándose  á  decidir  las  acciones  de  nulidad  interpuesta  en 
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^ormc,  y  como  sí  además  de  eliks  se  babiese  ejereittdo  la  reseisoria  por 
Imiód  en  el  precio,  falló  esta  última  de  soslayo;  pues  disposo  qué  Ja 
Dueva  escritura  sea  d^  todas  las  fincas,  si  se  sopla  la  parte  del  precio 
saficienle,  según  la  apreciación  de  on  perito  único,  y  sólo  de  parte  de 
laa  fincas,  caso  de  no  completar  dicho  precio^  decidiendo  de  esta  ma- 
nera sobre  ana  crsa  qae  no  Toé  demandada: 

9?  Qae  nomerosas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  amplían  la 
doctrina  de  la  ley  118,  til.  18.  Partida  3*,  coyo  precepto,  aonqoe  sos- 
tantíYO,  biao  soyo  ia  ley  de  fiajuiciamieoto  qoe  no  obliga  á  los  jnsga- 
dores  á  sojetarbe  al  dictamen  de  los  peritos,  porque  no  son  jueces  da 
hacbo  sino  testigos  expertos.-y  sos  declaraciones  sol)  constituyen  ano 
de  loa  medios  de  prueba  cuyo  análisis,  calificación  y  apreciación  corres- 
ponden al  Tribunal,  según  sentencias  de  \9  de  NT)viembre  de  1S66,  13 
-de  Diciembre  de  I87S,  48  de  Mayo  de  1835;  que  en  el  caso  de  autos, 
aon  suponiendo  que  la  Sala  bubiese  podido  fallar  sobre  la  acción  res- 
visoria  por  lesión  de  precio  que  como  se  ha  demostrado  do  fué  ínter- 
ppasta  en  forma,  debió  formar  criterio  sobre  cuíl  fuera  el  precio  justo, 
anAÜíando  y  apreciando  conjuntamente  la  certificación  del  amillara- 
mieoto,  declaraciones  de  testigos  de  una  y  otra  parte  y  declaración  del 
perito;  pero  la  Audiencia  revocó  la  sentencia  congruente  del  Juez  y 
dictó  la  recurrida  infringiendo  la  doctrina  jurídica  de  que  la  prueba 
debe  apreciarse  en  conjunto  y  conforme  á  ci'íiica  racional,  y  la  de  que 
ningún  pleito  no  se  puede  probar  si  no  concurren  otros  medios  de 
prueba,  y  aquí  la  Audiencia  se  funda  solamente  en  la  declaración  del 
perito  que  no  es  más  que  un  testigo  experto^  y  todos  los  medios  de 
'praeba  habían  venido  á  contradecir  su  tasación. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Dí«z  de  Rueda: 

Considerando  que  el  fallo  no  infringe  la  ley  citada  en  el  primer  mo- 
tivo, porque  no  hay  incongruencia  cuando  pedido  lo  más  se  estima  lo 
manos,  y  por  consiguiente  la  Sala  sentenciadora  que  negó  la  nulidad 
por  00  resultar  fraude,  pudo  acordar  la  rescisión  por  el  solo  hecho  ad- 
mitido del  daño  ó  sea  del  engaño  en  más  de  la  mitad  del  insto  precio 
^egún  It  letra  y  sentido  de  la  ley  2^,  lít.  1*,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina  invocada  en  el  se- 
f^ondo  motivo,  porque  el  Tribunal  sentenciador,  apreciando  el  resol- 
tado de  autos  y  no  la  prueba  pericial  sola,  desentendiéndose  indebida- 
mente de  los  deanás  como  supone  el  recurrante,  admitió  el  hecho  ex- 
presado en  la  cuantía  determinada  para  justificar  la  rescisión; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  inorar  al  re- 
carso  de  casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Cáscales  y  Bernal,  é 
quien  condenamos  en  las  costas;  líbresela  correspondiente  certiílcA- 
eióa  á  la  Audiencia  ile  Albacete,  con  devolucióu  del  apuntamiento. — 
<S«ntencía  publicada  el  18  de  Abril  de  i 884,  é  inserta  en  la  Gaceia  Je  7 
da  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reeurflo  de  easaeMa  en  asanto  de  Ultramar  {*.9  de  Abri^ 
di  1^8i).—«S'atop^tfll^0.— Defensa  por  {«obre.— -No  h»  lagar  al  inter- 

Saesto  por  D.  Agustín  Grimal  coo  D.  Miguel  Pojo!  (Audiencia  de  la 
labana),  y  se  resuelve: 

Que  ti  apreciando  en  conjunto  las  prktebas  adneidae,  eslima  la  Sala 
sentenciadora  q%e  «o  se  kajutli/lcado  campiidamente  el  hecho  de  haber 
venido  el  recurrente  á  ser  lobrs  con  posterioridai  á  la  primera  instan- 
Hay  requisito  esencial  que  exige  el  diado  articulo  de  la  ley^  sin  que  se 
haya  intentado  demostrar  que  tal  apreciación  envuelva  error  de  dere^- 
cho,  ni  hecho  demostrativo  de  una  equivocación;  al  denegarle  el  beneficio 
de  pobreta,  no  infringe  el  art,i9\  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  de  1855. 

En  U  villa  y  corte  de  Madrid,  i  19  de  Abril  de  1884,  en  el  incidente 
de  pobreza  seguido  en  la  Sais  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana^ 
por  D.  Agustín  Grimal  cdn  D.  Miguel  Pujol  y  con  el  Ministerio  fiscal, 
pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Juan  de  la  Riva 
y  el  Procurador  D.  Daniel  Doze,  en  defensa  y  representación  de  Gri- 
mal, habiendo  sido  defendida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el 
Licenciado  D.  Serafín  Gervellera  y  el  Procurador  D.  Juan  Pascual 
García: 

Resultando  que  remitidos  á  la  Audiencia  de  la  Habana  en  virtud  de 
apelación  unos  autos  que  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Pinar 
del  Río  sigue  D.  Miguel  Pujol  contra  D.  Agustín  sobre  deslinde  de 
un  terreno  ó  indemniíasión  de  daños  y  perjuicios,  promovió  Grimal 
incidente  de  defensa  por  pobre  en  el  que  suministradas  pruebas  y  sus- 
tanciado por  los  trámites  debidos,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de 
dicha  Audiencia  en  7  de  Noviembre  de  1882,  á  coya  súplica  no  dio  la- 
gar en  auto  del  27,  desestimando  la  demanda  de  pobreza  de  Grimal 
con  imposición  de  las  costas  y  reintegro  del  papel  dejado  de  osar,  por--- 
que  los  embargos  de  la  finca  de  la  propiedad  de  Grimal  fueron  efectúa^ 
dos  mucho  antes  de  la  época  en  que  terminó  la  primera  instancia  del 
pleito  principal,  y  que  además  constando  que  los  trabajos  de  la  cons- 
trucción de  la  nueva  iglesia  de  Pinar  del  Rio  en  que  se  ocupaba  han 
vuelto  á  ponerse  en  actividad,  no  ha  justificado  eomo  debiera  que  se 
hayan  suspendido  de  nuevo,  ó  que  no  teniendo  ya  colocación  en  ellos, 
no  tiene  la  remuneración  que  obtenía,  por  cuyas  razones  no  puede  es- 
timarse que  haya  justificado  cumplidamente  como  exige  el  art.  191  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  con  posterioridad  á  la  primera  ins- 
tancia haya  venido  á  ser  pobre: 

Resultando  que  á  nombre  de  Grimal  se  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringido  el  art.  191  de  la  ley  de  Enjuiciamiento- 
civil  de  5  de  Octubre  de  1855,  vigente  en  Cuba,  porque  el  recurrente 
ha  justificado  bien  enmplidamente  que  después  del  tiempoen  que  pudo^ 
pedir  la  declaración  úe  pobreza  para  entrar  en  primera  instancia  del 
pleito  con  D.  Miguel  Pujol,  ha  venido  al  estado  de  pobreza. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Baibino  Maestre: 

Considerando  que  al  denegar  la  Sala  sentenciadora  el  beneficio  Í9r 
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pobreta  solicitado  por  el  Teeorrente,  no  infringe  el  articalo  191  de  U 
ley  de  Eojoiciamiento  de  (855  qoe  ae  cita  en  el  único  motivo  del  recor- 
so, porque  apreciando  en  conjonto  las  pruebas  adoeidas,  estima  que 
BO  se  ba  JQstifieado  eumplidamenie  el  hecbo  de  haber  venido  á  ser  po- 
bre con  posterioridad  á  la  primera  instancia,  requisito  esencial  qoeeii- 
Se  el  citado  articulo  de  la  ley,  sin  que  por  otra  parte  se  baya  intenta- 
o  demostrar  qne  tal  apreciación  envuelva  error  de  derecbo,  ni  becbo 
demostrativo  de  una  equivocación; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  beber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Agnstin  Grimal,  á  quien  conde- 
namos al  pago  de  las  costas  y  al  de  S.600  pesetas  por  raión  de  depósi- 
to que  se  dislribuírán  con  arreglo  á  la  ley;  y  iibrese  á  la  Audiencia  de 
la  Habana  la  certificación  correspondiente — (Sentencia  publicada  el 
49  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la  G^ita  de  7  de  Setiembre  del  mis- 
mo a&o.) 
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Ree«rso  de  easaetón  (21  de  Abril  de  iS%i)^^Sala  primera, — 
Pago  por  bssponsabilidad  civil. — No  ha  logar  al  interpuesto  por  Don 
Manuel  González  Búscalo  con  D.  Ramón  Cacorla  (Audiencia  de  Madrid), 
y  se  resuelve: 

f  ®  Que  la  sentencia  fue  absuelve  de  la  demanda,  decide  todas  las  enes-^ 
tíanes  debatidas  en  el  litigio,  y  por  tanto  no  infringe  la  ¿«y  16,  iü.  %lde 
la  Partida  3\  ni  la  doctrina  con  ella  concordante'. 

V  Que  nojueden  estimarse  los  motivos  de  casación  que  se  dirigen, 
mo  centra  el  rallo ^  sino  contra  los  considerandos  del  mismo; 

Y  3^  Q««  la  responsabilidad  civil^  al  tenor  de  las  disposiciones  del 
cap.  %^  del  til,  5^  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  de  las  del  ti- 
tulo 7^  del  libro  S®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  presupone  daño  ó 
perjuicio,  he  cuales,  para  el  efecto  del  recurso,  no  pueden  ser  causados 
par  las  resoluciones  de  los  Jueces  y  Magistrados,  sino  á  las  personas  que 
directamente  intervienen  como  partee  en  los  juicios  ó  actmdones  de  que 
aquellos  eoitocen. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  SI  de  Abril  de  4884,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Chinchón  y  en  la  Sala 
segundar  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  por  D.  Manuel  Gonzá- 
lez Bascató,  vecino  de  !a  misma,  Escribano  de  Guerra  retirado,  con  Don 
Ramón  Cazoela,  comerciante,  vecino  de  Aranjuez,  Juez  municipal  (jue 
fué  de  dicho  punto,  sobre  pago  de  cantidad  por  razón  de  respoasabili- 
dad  civil,  pendiente  en  eate  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de 
sasación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Juan 
Rabira  y  el  Procurador  D.  Juan  Ayras  y  García  en  defensa  y  represen- 
laciÓD  del  demandante,  no  bebiendo  comparecido  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  ante  el  Juzgado  municipal  de  Aranjoez  se  celebró 
un  acto  de  concilíaeión  en  41  de  Abril  de  1884,  en  el  que  D.  José  Casa- 
novas  y  Posta,  guarda  del  Real  Patrimonio  en  aquel  Sitio,  reconoció 
ser  en  deber  á  D.  Antonio  Rodríguez  y  Mesía  la  cantidad  de  4.000  pe- 
setas, conviniendo  en  que  por  aqoel  Juzgado  se  pasase  orden  á  la  Ad- 
ministración del  Real  Patrimonio  para  que  se  retuviese  la  cuarta  parte 
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del  soeldo  qae  Gisanovas  disfrutaba  coa  aplicación  al  pago  de  dicha 
deoda;  en  ejecución  de  lo  cual  libró  aquel  Juzgado  un  oficio  á  la  Ad- 
mioisiracióQ  del  Real  Patrimonio  para  que  se  hiciese  dicha  retención: 

Resultando  que  ea  M  del  mismo  mes  de  Abril,  se  dedujo  por  Don 
Manuel  Gonsálea  Buscató  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  Ir 
Universidad  de  esta  corte  demanda  en  juicio  verbal  contra  D.  José  Ga- 
sanovas  sobre  pago  de  350  pesetas  procedentes  de  un  pagaré;  y  no  ha- 
biéndose podido  celebrar  el  juicio  e4  día  tf  de  dicho  mes  para  que  fué 
señalado^  por  no  habar  sido  devuelto  el  exhorto  que  se  libio  para  la 
oitación  del  demandado,  tuvo  lugar  su  celebración  en  5  de  M.4yo  si- 
guiente y  en  rebeldía  de  Casaoovas,  ea  cuyo  mismo  día  se  acordó  por  el 
Juagado  el  reconocimiento  del  pago  ó  por  el  deudor  y  el  embargo  de  sus 
bienes  á  cuyo  efecto  se  libró  el  ethorto  necesario: 

Resultando  que  habiendo  preguntado  el  Administrador  del  Real  Pa* 
trimonio  de  Aranjuez,  al  ordenarse  la  retención  del  sueldo  de  Gasano- 
vas  por  virtud  del  embargo  decretado  por  el  Juei  municipal  de  la  Uni- 
versidad, si  la  que  ya  sufría  para  pago  del  crédito  de  D.  Antonio  Ro- 
dríguez había  de  ser  simultánea  con  la  últimamente  decretada,  ó  para 
después  de  extinguida  la  primera,  solicitó  González  Buscató  del  Juez  mu- 
nicipal de  1a  Universidad  (|ue  se  líbrase  al  de  Aranjuez  el  oportuno  ex- 
horto con  el  fin  de  que  dejase  sin  efecto  la  retención  por  él  acordada  á 
coDseenencia  del  acto  de  conciliación  celebrado  entre  D.  Antonio  Rodrí- 
gnez  y  D.  José  Casanovas,  ordenando  que  la  retención  decretada  á  su  ins- 
taoeia,  qae  había  sido  ratificada  ya  por  sentencia  firme,  ocupase  el  primer 
lugar,  y  que  las  cantidades  retenidas  y  que  se  retuviesen  quedasen  á 
disposición  de  aquel  Juzgado  de  la  Universidad,  en  atención  á  qne  había 
carecido  de  competencia  para  decretar  la  retención  que  había  decretado 
en  favor  d^  Rodríguez  Megía.  porque  con  arreglo  á  las  disposiciones  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  eivil,  lo  convenido  en  acto  de  conciliación  debe 
llevarse  á  efecto  por  los  mismos  trámites  y  procedimientos  señalados 
para  la  ejecución  de  sentencia,  y  sólo  pueden  conocer  de  ello  tos  Juzga- 
dos municipales  no  excediendo  la  cantidad  objeto  del  juicio  de  t50  pe- 
setas, pues  pasando  de  esta  soma  son  únicamente  competentes  los  Jue- 
ces de  primera  instancia  respectivos: 

Resultando  que  acordado  así  por  el  Juez  municipal  de  la  Universi* 
dad  y  librado  el  exhorto  oportuno  al  de  Aranjuez,  dictó  éste  un  auto  en 
S5  de  Junio  de  dicho  a&o  4881,  declarando  no  haber  logar  á  lo  que  sa 
pretendía  por  el  Juez  de  la  Universidad,  por  considerar  que  sólo  había 
celebrado  el  acto  de  conciliación  entre  Rodríguez  y  Gasanovas,  librando 
en  el  mismo  acto  la  orden  de  retención  convenida  por  las  partSssin  in- 
tervención alguna  del  Juzgado;  que  terminado  el  acto  delj'uicio  no  se 
había  pedido  por  nadie  su  ejecución,  por  lo  cual  no  se  seguían  en  aquel 
Juzgado  diligencias  algunas  de  ejecución  del  acto  convenido;  y  que  la 
dAclaración  de  nulidad  sólo  podía  referirse  al  acto  de  conciliación,  que 
era  lo  único  que  existía,  cuya  declaración,  según  el  art.  487  de  la  ley  de 
Bnjuiciamiento  civil,  correspondía  hacerse  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  partido,  previa  la  oportuna  demanda  deducida  ante  el  mismo: 

Resultando  que  en  vista  de  esto  pidió  González  Boscató  al  Juzgado 
municipal  de  la  Universidad  que  dirigiese  ún  suplicatorio  si  Juez  de 
primera  instancia  de  Chinchón,  al  que  corresponde  el  término  munici- 
pal de  Aranjuez,  para  que  previo  el  informe  debido  se  sirviese  ordenar 
que  el  Juez  municipal  de  Aranjuez  dejase  expedita  su  jurisdicción  en- 
torpecida y  anulada  por  la  ejecución  de  diligencias  absolutamente 


Digitized  by  VjOOQ IC 


HKCURSOS    Y   COMPSTIlfClAS.  69 

Dulas  é  inefieaees,  practicad&s  contra  expresa  ley  y  sin  competencia 
alguna  por  dicho  Juigado  de  Aranjnez;  y  qoe  se  diese  camptimiento 
á  lo  mandado  en  el  juicio  verbal  seguido  por  el  demandante  contra 
Casanovas;  y  librado  en  efecto  el  suplicatorio  pedido,  oyó  el  Inés 
de  primera  instancia  de  Chinchón  al  municipal  de  Aranjuei,  y  en 
▼ista  de  su  informe  dictó  auto  en  10  de  Diciembre  del  repetido  afio 
1881,  declarando  nula  la  retención  de  la  cuarta  parte  del  sueldo  qoe 
disfruta  D.  José  Gasanovas  y  Porta,  decretada  por  el  Juzgado  muni- 
cipal de  Aranjuez  en  II  de  Abril  último  en  favor  de  D.  Antonio  Ro- 
dríguez Hegia;  y  quedando  por  lo  tanto  subsistente  la  decretada  por 
virtud  del  juicio  verbal  celebrado  en  él  de  la  misma  cla5e  del  distrito 
dría  Universidad  de  esta  corte  á  instancia  de  D.  Manuel  González  Bus- 
cató,  la  que  produciría  sus  efectos  desde  el  día  en  que  fué  acordada,  ó 
sea  desde  el  16  de  Mayo  de  aquel  año;  y  ordenando  que,  para  que  se 
hiciera  saber  lo  acordado  en  este  auto  al  Administrador  del  Real  Patri- 
monio de  Araojuez,  se  librase  la  correspondiente  carta-orden  al  Juez 
municipal  de  dicho  Sitio: 

Resultando  que  fundado  en  los  antecedentes  que  se  dejan  referidos, 

Í  alegando  que  las  diligencias  practicadas  en  el  recurso  de  queja  de- 
ueido  en  el  Jozgado  de  Chinchón  le  habían  ocasionado  gastos,  como 
daños  y  perjuicios  por  valor  de  4U  pesetas  90  céntimos,  dedujo  Don 
Manuel  González  Bascató  en  29  de  Abril  de  4882  la  demanda  del  pre- 
sente pleito,  con  la  solicitud  de  que  se  condenase  en  definitiva  á  D.  Ra- 
món Cazorla  al  pago  de  la  indicada  cantidad  con  los  intereses  legales  y 
las  costas,  fundado  en  que,  con  arreglo  al  art.  260  de  la  ley  orgántea 
del  Poder  judicial,  les  Jueces  y  Magistrados  son  responsables  da.los  da- 
llos y  perjuicios  estimables  que  causen  á  los  particulares  cuando  sd  el 
desempeño  de  sus  funciones  infringen  las  leyes  por  negligencia  ó  igiio* 
rancia  inexcusables;  en  que  los  actos  del  demandado  como  Juez  mus}-' 
elpal  de  Aranjuez  que  se  dejan  referidos^  acusan  en  él,  cuando  menos, 
ignorancia  ó  negligencia  inexcusables,  al  dictar  sus  providencias  para 
dar  cumplimiento  a  lo  convenido  en  acto  de  conciliación  por  valor  de 
más  de  250  pesetas,  como  manifiestamente  contrarios  al  párrafo  2^  del 
art.  470,  y  en  lo  dispuesto  en  los  903  al  907  y  en  el  art.  8*  de  la  ley 
de  14  de  Marzo  de  1856  en  cuanto  á  los  intereses: 

Resultando  que  D,  Ramón  Cazorla  contestó  la  demanda  oidiendo 
que  se  le  absolviese  de  ella  y  alegando  al  efecto  que  la  demanda  se  ha- 
bía presentado  á  los  10  meses  de  dictado  por  el  demandado  como  Juez 
municipal  el  auto  de  25  de  Junio^de  i88f ,  por  el  que  se  negó  á  acceder 
á  la  pretensión  del  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Universidad,  de 
que  acordase  la  nulidad  de  las  alligeucias  formadas  para  llevar  á  efecto 
lo  convenido  en  .el  acto  de  conciliación  celebrado  entre  Casanovas  y 
Rodríguez  Megía,  que  por  lo  tanto,  según  lo  preceptuado  en  el  articu- 
lo 705  de  la  ley  de  Enioíciamiento  civil,  había  quedado  prescrita  la  ac- 
ción q^e  utilizaba  el  demandante;  y  que  el  incidente  promovido  por  el 
Juzgado  municipal  de  U  Universidad,  para  que  el  demandado  dejase 
sin  efecto  la  retención  del  sueldo  de  Casanovas,  no  estaba  comprendi- 
do en  ninguna  clase  de  los  pleitos  que  en  derecho  se  conocen  con  el 
nombre  de  contenciosos  y  de  arbitros,  declarativos,  ejecutivos*  ordina- 
rios, etc.,  y  por  consiguiente  procedía  la  demanda  de  responsabilidad 
civil,  porque  el  agravio  que  se  decía  causado  no  se  derivaba  de  pleito 
si  causa  á  que  se  refieren  claramente  los  artículos  904  y  905  de  la  ley 
procesal: 
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ResalUodo  qoe  el  demandante  dijo  en  U  réplica  qne  «egún  el  ar- 
tíoolo  906  no  pndo  entablar  lá  demanda  de  responsabilidad  hasta  haber 
deducido  y  obtenido  la  resolución  del  reourso  de  aneja;  j  evacuado  el 
trámite  de  duplica  sin  adición  alguna  esencial  á  lo  dicho  en  el  escrito 
de  contestación,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  suministrándose  por  el 
demandante  diferentes  justiñcaciones  con  el  fin  de  acreditar  la  inver- 
sión de  la  cantidad  pedida  en  su  demanda: 

Resultando  que  en  18  de  Abril  de  1883  dietó  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  sentencia  confirmatoria  absolviendo 
á  D.  Ramón  Casorla,  Juez  munioipal  que  fué  del  Real  Sitio  de  Aran- 
juei,  de  la  demanda  de  responsabilidad  civil  deducida  por  D,  Man^l 
Gomales  Buscató,  con  imposición  á  éste  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  D.  Manuel  Gonsález  Búscalo  interpuso  recurso  de 
casación,  por  considerar  infringidas: 

1*  La  ley  46,  tit.  M,  Partida  3^  y  la  doctrina  establecida  por  este 
Tribunal  Supremo  en  multitud  de  sentencias,  y  entre  otras,  en  las  de 
3  de  Mayo  y  f5  de  Octubre  de  1880,  según  las  cuales  siempre  que  las 
sentencias  no  se  ajusten  á  todos  los  particulares  de  la  demanda  y  ana 
á  los  motivos  en  que  aquélla  se  funde,  hay  incongruencia  entre  el  fallo 
y  dieha  demanda,  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  recurrida  supone, 
con  manifiesto  error  en  su  primer  considerando,  que  la  cuestión  deba- 
tida en  el  pleito  estaba  pura  y  simplemente  reducida  á  determinar  si 
los  gastos  y  costas  originados  al  recurrente  podían  ser  objeto  de  un  jui- 
cio de  responsabilidad  civil , contra  el  Juea  municipal  de  Aranjuez,  no 
obstante  que  en  la  demanda  se  pidieron  411  pesetas  90  céntimos  como 
daños  y  perjuicios,  determinando  que  esta  suma  se  componía  de  f  22 

Jiesetas  t%  céntimos,  por  las  eostas  que  se  le  habían  ocasionado  en  e( 
uzgado  municipal  de  la  universidad,  al  reclamar  la  nulidad  de  las  di- 
ligencias practicadas  para  llevar  á  cumplimiento  lo  convenido  en  el 
acto  de  conciliación  de  1 9S  pesetas  con  15  céntimos  como  gastos  y 
costas  causadas  con  motivo  del  recurso  de  queja  elevado  al  Juzgado 
de  Chinchón,  y  de  97  pesetas  con  50  céntimos  por  los  perjuicios  que  se 
le  habían  seguido  por  no  haber  podido  cobrar  el  descuento  del  sueldo 
de  Casanovas  correspondiente  á  ocho  meses,  por  haber  sido  entregado 
al  otro  acreedor  Rodríguez  Magia,  y  que  la  parte  demandada  no  im- 
pugnó en  este  punto  la  demanda,  por  lo  cual  era  evidente  que  el  fallo 
recurrido  había  venido  á  recaer  sobre  una  cuestión  distinta  de  la  pro-  . 
puesta  y  aceptada  por  las  partes,  y  no^contenía  declaración  alguna  so- 
bre los  perjuicios  reclamados: 

V  Porque  habiéndose  considerado  en  la  demanda  como  daños  las  dos 
primeras  partidas  de  122  pesetas  29  céntimos  por  las  costas  ocasionadaa 
en  el  Juzgado  municipal  de  la  Universidad,  y  de  192  pesetas  con  15  cén- 
timos, importe  de  las  costas  y  gastos  originados  en  el  recurso  de  queja 
formulados  en  el  Juzgado  de  Chinchón,  y  la  tercera,  ó  sea  la  de  97  pe- 
setas con  50  céntimos,  importe  de  los  documentos  del  sueldo  de  Casa- 
novas  correspondiente  á  los  meses  desde  Mayo  á  Diciembre,  como  per- 
juicios, conforme  todo  con  lo  dispuesto  por  las  leyes  1*,  tít.  45,  Par- 
tida 7\  y  3*,  tit.  6^,  Partida  6*;  j  habiéndose  dicho  por  ello  que  se 
ejercitaba  la  acción  de  daños  y  perjuicios,  y  habiendo  estimado  la  Sala 
sentenciadora  que  en  dichas  leyes  y  acción  invocadas  en  la  demanda 
sólo  se  comprendían  las  costas  y  gastos,  se  han  interpretado  y  aplicado 
con  notorio  error  aquellos  preceptos  legales,  y  por  lo  tanto,  procede  la 
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«atación  de  la  sentencia,  conforme  á  lo  dispaesto  en  el  núm.  1^  del  ar 
UcqIo  t69t  de  la  ley  dt  Enjuiciamiento  civil: 

3*  En  haber  sido  infringidos  los  artículos  S60  y  S6I  de  la  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial  qoe  declaran:  el  primero,  que  los  Jueces  y  Ma 
gistrados  son  responsables  de  los  daños  y  perjuicios  que  cansen  á  les 
particulares  cuando  en  el  desempeño  de  sus  funciones  infrinjan  las  le- 
yes por  negligencia  ó  ignorancia  inexcusables;  y  el  segundo,  qne  sou 
perjuicios  estimables  para  los  efectos  del  articulo  anterior  todos  los  que 
pueden  apreciarse  por  los  Tribunales  en  metálico  á  su  prudente  arbi- 
trio; y  haberse  interpretado  erróneamente  y  dado  aplicación  indebida 
-al  easo  de  autos  á  los  903  y  907  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para 
Teñir  á  establecerse  en  el  tercer  considerando  que  la  pretensión  del  re- 
currente no  es  materia  del  recurso  de  responsabilidad  entablado;  obser- 
Tación  que  constituye  el  único  fundamento  del  fallo  recurrido: 

i®  Porque  en  el  supuesto  de  qoe  la  cuestión  debatida  en  el  pleito  hu- 
-bíese  versado  exclusivamente  sobre  los  gastos  y  costas  qoe  se  origina- 
ron al  recurrente  al  absolver  la  sentencia  recurrida  de  la  demanda  á 
D.  Ramón  Cazorla,  porque  tales  costas  y  gastos  no  pueden  estimarse 
«orno  materia  legal  para  fundar  un  recurso  de  responsabilidad  como  el 
entablado  por  el  recurrente,  se  infringen  los  artículos  t60  y  t6l  de  la 
ley  orgánica  del  Poder  judicial;  las  leyes  i*  y  3*.  lit.  15,  Partida  7^, 
y  3*,  tit.  5",  Partida  6*;  la  regla  t\,  tft.  4^  Partida  7%  y  la  jurispru- 
dencia establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  diferentes  sentencias 
y  principalmente  en  las  de  17  de  Marso  de  1875  y  25  de  Abril  de  i 868 
en  íntima  relación  y  conformidad  con  la  de  S9  de  Mayo  de  i873,  con 
arreglo  á  la  cual  los  Jueces  y  Magistrados  son  responsables  por  los  da- 
Aoa  que  causen,  estimando  como  tales  los  gastos  ocasionados  á  una  per» 
tona  con  un  procedimiento  ilegal; 

T5*  Porque  al  fundarse  también  la  sentencia  recurrida  para  absolver 
•de  la  demanda  á  D.  Blamón  Cazorla,  en  que  la  cuestión  de  costas,  exi- 
.^ida  como  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  quedó  prejuzgada  y 
resuelta  al  decidir  el  Juez  de  primera  instancia  de  Chinchón  el  recurso 
áe  queja,  dando  á  entender  con  esto  que  dicho  Juez  debió  imponer  lu 
-costas  á  Cazorla,  se  infringen  el  axioma  jurídico  de  qne  los  Jueces  de- 
ben dictar  sus  ífallos  conforme  á  lo  dispuesto  por  las  leyes,  y  la  doc- 
trina establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  diferentes  sentencias^ 
y  especialmente  en  la  de  10  de  Junio  de  1861^  en  la  que  se  declara  que 
^i  bien  hay  casos  que  anuladas  unjs  actuaciones  se  imponen  las  costas 
al  Jaez  ó  Tribunal  que  causa  la  nulidad,  esa  imposición  sólo  se  entiende 
obligatoria  caando  la  ley  lo  ordena. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 
-Cuesta: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  absolver  de  la  demanda 
-de  responsabilidad  civil  entablada,  decide  todas  las  cuestiones  debati- 
das en  el  litigio,  y  por  tanto  no  infringe  la  ley  16,  tít.  tS  de  la  Par- 
tida 3%  ni  la  doctrina  con  ella  concordante  aue  se  invoca  en  el  primer 
motivo  de  casación,  ni  tampoco  las  leyes  1%  tft.  15,  Partida  7^  y  3*, 
tit.  6*,  Partida  5\  alegada  en  el  S^  y  que  se  dirigen  más  que  contra 
•al  fallo  contra  ios  considerandos  que  le  preceden: 

Considerando  qne  la  responsabilidad  civil,  al  tenor  de  las  disposi- 
^ones  delcap.  2^  del  (ít.  5*  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y  de 
4as  del  tU.  1^  del  libro  f^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  presupone 
'4Íafto  ó  perjuicio,  los  cuales,  para  el  efecto  del  recurso,  no  pheden  ser 
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eaotados  por  lu  rMoIbeiones  d»  las  Jueces  y  Magistrados,  sino  á  las^ 
porsonas  qae  directamente  intervienen  como  partes  en  los  jaicios  ó  ac- 
toaetones  de  que  aquéllos  conocen: 

Considerando  que  D.  Ramón  Cacorla,  como  Jaez  rounicipsl  de  Aran- 
jues,  libró  el  ofteío  mandando  retener  la  parte  proporcional  del  sueldo- 
del  guarda  del  Real  Patrimonio,  D.^José  Gasanovas,  á  virtud  de  lo  con- 
venido en.  acto  conciliatorio  celebrado  con  su  acreedor  D.  Antonio  Ro* 
drígues,  antes  de  tener  noticia  ni  conocimiento  de  las  actuaciones  que 
en  Madrid  entabló  el  recurrente  D.  Manuel  González  Bascató  contra  el 
mismo  Casanovas  sobre  pago  de  cantidad: 

Considerando  que  el  recurrente  no  foó  parte  en  el  acto  conciliatorio^ 
celebrado  en  Aranjuez  ante  D.  Ramón  Cazorla,  y  por  consiguiente,  la 
Sala  sentenciadora  al  absolver  á  éste  no  infringe  las  disposiciones  ala- 
gadas por  el  recurrrente  en  los  tres  restantes  motivos  del  recurso; 

Pallamos  que  debemos  declarar  v  declaramos  do  haber  lugar  al  ro- 
eurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Manuel  Gon- 
zález Boscató.  á  qoien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdida  d%\r 
depósito  de  68  pesetas  66  céntimos  que  ha  constituido,  que  se  distri- 
buirán con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  I» 
eertíBf^ación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y  do- 
cumentos que  ha  remitido.  —  (Sentencia  publicada  el  Si  de  Abril 
de  1884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Setiembre  4el  mismo  año.) 
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Heearfiío  de  casacMn  (!l  de  Abril  de  1884). — Sala  primera,'^ 
Desahucio. — Ha  logar  al.  interpuesto  por  D.  Jalíjin  Prats  con  D.  Sa- 
turnino Diez  (Audiencia  de  Albacete),  y  se  resaelve: 

1^  Que  comprada  la  casa  á  nombre  y  con  dinero  del  deeahuciante^, 
ineerito'en  el  Rtgistro  de  la  propiedad  y  en  el  amillaramienlo,  y  papa- 
dae  las  contribuciones  también  á  nombre  del  mismo^  su  dominio  y  U 
posesión  dtil  y  real  en  la  finca  le  dan  la  personalidad  que  requiere  el 
art,  1564  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  ejercitar  la  acción  de 
desahucio  deducida  contradi  demandado  que  no  paga  merced  ni  ostenta 
más  titulo  que  le  dé  derecho  á  disfrutar  dicha  casa  que  la  concesión  y 
tolerancia  del  dueño,  revocablee  i  su  voluntad  siempre  que  sea  comu- 
nicada al  tenedor  precario  con  un  mes  de  anticipación  conforme  al  nú* 
mero  3*  del  art.  4565  de  la  citada  ley; 

Y  2^  Que  las  eascepciones  opuestas  por  el  demandado  producirán  los 
efectos  que  haya  lugar  en  derecho  en  el  pleito  de  propiedad  que  ha  en* 
tablado  antes  de  la  demanda  de  desahucio;  pero  son  entrañas  al  fuicio 
de  desahucio  en  el  cual  no  pueden  resolver sf  incidentalmen te  cuestiones 
que  tiendan  á  deelruir  el  dominio  y  la  posesión  con  que  por  el  momento^ 
aparece  el  demandante  por  los  documentos  aducidos  al  pleito  y  virtual- 
mente  reconocidos  por  el  demandado  al  contestar  la  demanda. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  «I  de  Abril  de  1884,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcázar  de  San  Juan  y 
«nía  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Julián  Prats  j 
Estúpido,  vecino  y  comerciante  que  era  de  esta  corte,  con  D.  Saturni- 
no Diez  Ruifernández,  vecino  de  Alcázar  de  San  Joan,  traficante,  sobre^ 
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-qoe  la  díó  la  comisión  de  compra  d«  víaos,  qfiie  son  no  habfa  liquida- 
do; que  en  jostificaclón  del  hecho  da  vivir  el  demandado  en  la  casa 
•como  doeño,  alegaba  qie  tenia  y. tiene  establecida  en  ella  ona  casa  da 
iiospedaje,  contándose  entre  loe  baéspedes  D.  Cosme  Martí,  y  que  el 
demandante  Prats  le  habla  pedido  qoe  le  cediera  anos  corralilios,  lo  coal 
-seria  absurdo  si  la  casa  foese  saya;  qoe  tenia  entablado  joicio  ordina- 
rio  en  aquel  mismo  Jnigado  contra  Prats  sobre  otorgamiento  de  la  es- 
critora j  consamación  del  contrato;  qoe  sólo  tienen  personalidad  para 
•desahuciar  los  qoe  tengan  la  posesión  real  de  la  inca  ó  tilo  lo  qoe  dó 
derecho  i  disfrottrla,  y  el  demandante  sólo  ostentaba  on  litólo  simo- 
lado;  qoe  el  desahocio  sopona  on  contrato  de  arrendamiento  ó  ona  ce- 
oiófi  en  precario;  qoe  el  dominio  se  adqoiere  por  el  contrato  de  com* 
pra  y  no  por  las  escritoras  ni  las  inscripciones,  y  qoe  la  edificaeión  es 
Ütalo  de  adquirir: 

Resollando  que  dorante  el  término  de  proeba  se  trajo  á  los  aotoa 

Sor  el  demandante  ona  certificación  del  Secretario  del  Ayontamiento 
e  Alcásar  de  San  Joan,  de  la  qoe  resolta  qoe  en  el  amillaramiento  da 
riqaeía  para  el  año  económico  de  1881  á  81,  resolta  comprendido  Don 
-Saturnino  Diei  por  D.  Jolián  Prats,  con  el  prodocto  imponible  de  IIS 
ptsetas  por  ona  casa  de  segonda  clase,  y  en  el  de  1882  á  83  figura  el 
mismo  Dies  por  Prats  con  ona  casa  de  segonda  clase  y  otra  «de  qointa, 
y  que  en  ningono  de  dichos  amillaramientos  consta  Diea  con  contribo- 
«ióntlgona  por  sí  solo  en  ningún  concepto;  y  á  peleción  de  la  parte 
demandada,  se  trajo  no  testimonio  expedido  por  ono  de  los  Eseribanoa 
de  aqoel  Josgado,  en  el  qoe  se  hace  constar  qoe  entre  D«  Sttornino, 
como  demandante,  y  D.  Jolián  Prats,  como  demandado,  pende  pleito 
•civil  ordinario  sobre  qoe  el  segando  otorgoe  al  primero  escritora  da 
venta  de  la  casa  nAm.  i  del  paseo  de  la  Estación  de  Alcázar  de  San 
Joan,  y  se  soministró  además  prueba  testifical  sobra  los  hechos  esta- 
t)lecidos  en  la  contestación  é  la  demanda: 

Resultando  qoe  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodieneia  de  Albacete  dictó 
eentencia  confirmatoria  de  la  de  primera  instancia  en  S4  de  Octubre' 
pr<)xímo  pasado,  declarando  no  haber  lugar  al  desahucio  solicitado  por 
i).  Julián  Prats  contra  O.  Satornino  Diei  Ruifernándes,  con  reserva  á 
ambas  partes  del  derecho  que  les  asista  para  seguir  el  juicio  plenario 
de  propiedad  que  el  mismo  Juzgado  tiene  entablado: 

Resultando  qoe  acreditando  con  el  resguardo  correspondiente  tener 
•constitoido  el  depósito  de  1.000  pesetas*  interpuso  D.  Julián  Prats  y 
Gstupiña  recurso  de  casación  sostenido  boy  por  sus  albaceas  testamen- 
tarios, citando  en  su  apoyo  y  como  infringidos: 

1^  La  ley  2%  tit.  30  de  la  Partida  3*,  que  define  la  posesión  civil, 
qae  es  á  la  aue  se  refiere  el  art.  1564  de  la  ley  de  Enjulmiento  civil « 
por  cuanto  declara  la  sentencia  recurrida  no  haber  lugar  al  desabueio» 
fundándose  en  qoe  D.  Jolián  Prats  no  tenia  ni  hdtbia  tenido  la  posesión 
que  dicho  articulo  exige  para  poder  entablar  el  desahocio,  siendo  a^í 
<}ue  con  la  esciitura  demostró  so  calidad  de  dueño  de  la  finca,  y  por 
tanto  la  voluntad  y  el  entendimiento  de  no  desampararla,  nnido  al 
justo  títolo,  bise  de  la  posesión  civil: 

2^  La  ley  8%  lit.  30,  Partida  3^  que  señala  entre  los  medios  de  ga- 
nar la  posesión  la  entrega  de  tas  cartas  ó  escrituras  de  adquisición, 
con  lo  cual  no  es  necesario  apoderarse  de  la  cosa  corporalmente,  en  el 
concepto  de  que  ha  negado  el*  desahucio  la  sentencia  recurrida  pur 
faltarle  i  Prats  la  posesión  do  la  finca  que  se  dice  no  ha  tenido  nunca. 
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siendo  augoe  U  giaó  evidftDtamente  al  otorgarlo  el  antecesor  daefto 
D.  Tomái  López  de  Salamanca  la  escritara  de  veota.qoe  ha  presentado 
en  sotos: 

3^  La  ley  it,  tit.  30»  Partida  3\  aeg^ún  la  caal,  nna  ves  ganada  la 
1M>sesióo  no  se  pierde,  qnier  se  tenga  corporalmente  la  cosa,  qoier  non 
fasta  qae  se  desampare  con  la  Toluntad  da  la  non  haber;  toda  vez  que 
se  le  niega  el  desahacio  por  considerar  qae  Prais  no  era  poseedor  de  la 
finca  á  pesar  de  qae  adquirió  la  posesión  al  otorgarle  el  vendedor  la 
eorrespondiente  escritan,  y  después  no  ha  desamparado  la  cosa  con 
ánimodelanon  haber,  porcaya  razón  es  evidente  qae  consérvela 
posesión  de  ella: 

4^  La  ley  4I«  tít.  10  de  la  Partida  7\  qne  dispone  qoe  el  qoe 
arrienda  oaa  cosa,  la  prestado  la  encomienda  á  otros,  á  pesar  de  eso 
eonserva  la  posesión  y  el  señorío,  porque  aqnel  qae  la  tiene  en  coal- 
qniera  de  dichos  conceptos,  no  la  tiene  por  sí  sino  en  nombre  de  aquel 
qoe  te  la  dio,  en  el  concepto  de  qne  se  ha  negado  el  desahacio  por  sa- 
poner  qoe  Prats  ni  tenía  ni  había  tmido  nunca  la  posesión  de  la  finca 
y  que  quien  la  posee  es  D.  Saturnino  Diez,  siendo  así  nae  con  arreglo 
á  la  citada  ley  Días  no  posee  por  sí  sino  en  nombre  de  Prats  qne  le  dio 
-6  encomendó  la  casa  en  goarda  para  que  la  ocupase; 

Y  5^  El  art.  1504  de  la  ley  de  Snjoieiamento  civil  que  dispone  que 
serán  parte  legítima  para  promover  el  juicio  de  desahucio  los  que  ten 
C^aa  la  posesión  real  de  la  finca  ó  título  de  dueños  usufructuarios  ó 
eoalquiera  otro  que  dé  derecho  á  disfrutarla,  no  obstante  lo  cual  y  á 
pesar  de  haber  acreditado  el  recurrente  con  la  presentación  de  la  escri- 
tara de  compra  de  la  finca  adornada  de  todos  los  requisitos  legales,  ia 
closo  el  de  inscripción  en  el  Regisfro,  no  sólo  en  calidad  de  dueño  qne 
Je  da  derecho  indisputable  á  disfrutar  la  finu,  sino  además  la  de  po- 
seedor real  de  la  misma  á  título  de  tal  dueño,  cuya  posesión  tomó  pri- 
mero por  el  otorgamiento  á  so  favor  de  la  escritura  de  venta  y  después 
permitiendo  i  D.  Saturnino  Diez  vivir  en  la  finca,  lo  cual  fué  ejercitar 
«a  acto  de  dominio  y  posesionarse  de  ella  por  medio  dé  Ui%t  que  la  ha 
oeupado  y  ocupa,  no  por  sí  sino  en  nombre  do  Prats  que  se  la  dio,  se 
iia  declarado  no  haber  lugar  al  desahucio  por  suponer  que  Prats  carecía 
del  requisito  esencial  y  taxativamente  exigido  en  el  citado  art.  4564 
de  ser  poseedor  real  de  la  finca  objeto  del  desahucio. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  ?íñas: 
Considerando  que  comprada  la  casa  en  cuestión  á  nombre  y  con  di- 
nero de  D.  Jnliaa  Prats,  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  y  en  el 
•amillaramiento,  y  pagadas  las  contribuciones  también  á  nombre  del 
mismo,  so  dominio  y  la  posesión  divil  y  real  en  la  finca  le  dan  la  persa- 
nalldad  que  requiere  el  art.  1664  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para 
ejercitar  la  acción  de  desahucio  que  dedujo  contra  el  demandado,  el 
eoal  no  paga  merced  ni  ostenta  más  título  que  le  dé  derecho  á  disfru- 
tar dicha  casa  qne  la  concesión  y  tolerancia  del  dueño,  revocables  á  so 
«olnntad  siempre  que  sea  como  lo  fué  en  el  caso  de  autos  comunicada 
al  tenedor  precario  con  un  mes  de  anticipación  conforme  al  núm.  3* 
del  art.  1566  de  la  citada  ley: 

Considerando  que  las  excepciones  opuestas  por  el  demandado  pro- 
docirán  los  efectos  que  haya  lugar  en  derecho  en  el  pleito  de  propio* 
dad  qne  ha  entablado  antes  de  la  demanda  de  desahucio;  pero  son  ex- 
trañas á  este  juicio  en  el  enal  no  pueden  resolverse  incidentaimente 
caesiionea  que  tiendan  á  destruir  el  dominio  y  la  posesión  con  que  por 
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el  momento  aparece  el  demandante  por  loe  doeomentos  aducidos  »l 
pleito  y  virtualmente  reconocidos  por  D,  Satornina  Diez  al  contestar 
la  demanda: 

Considerando,  por  las  ratones  expuestas,  qne  la  sentencia  recorrida 
infringe  las  leyes  en  que  el  recurso  se  fonda; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  inlerpoesto  por  D.  Julián  Prats  y  continuado  por  sua> 
albaceas  testamentarios,  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la 
sentencia  que  en  S4  de  Octubre  próximo  pasado  dictó  la  Sala  de  lo  cWii 
de  la  Audiencia  de  Albacete;  y  devuélvase  á  dicha  pane  recurrente  el 
depósito  que  ha  constituido. — (Sentenci.t  publicada  el  21  de  Abril 
de  1884,  é  inserta  en  la  Oüceta  de  7  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reearflio  de  easaclón  (21  de  Abril  d$  4884).— iS'a/a  primera. — 
Reclamación  DE  PRODUCTOS. --No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Fer- 
nando Arévalo  Miera  con  D.  Ignacio  Arévalo  y  consortes  (Audiencia  de 
Valladolid),  y  se  resuelve: 

I®  Que  stgún  prescribe  terminantemente  la  ley  48  de  Toro,  eafán^ 
dose  y  velándose  el  hijo  ó  hija,  adquiere  el  umfrueto  de  todos  sus  bie- 
nes adventicios,  a%r,que  viva  su  padre^  el  cual  está  obligado  á  restituir'^ 
seto  sin  reservarse  partei 

S'  Que  no  hay  ley  alguna  que  prohiba  á  los  padres  el  que  confieran 
poder  á  sus  hijos  mayores  para  que  administren  ó  hagan  por  ellos  al" 
guna  cosa\ 

Z3*  Que  no  tiene  aplicación  la  ley  de  \h  de  Octubre  de  I8t0  si  Utr 
cuentas  á  cuya  iación  es  condenado  el  recurrente  no  se  refieren  A  la 
época  en  qoe  sucedió  en  la  mitad  reservable  de  los  bienes  mayoraxgados 
que  poseyeron  sus  padres,  sino  á  otra  anterior. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  91  de  Abril  de  i884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  easación  por  infraecióu  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Medina  del  Campo  - 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Yaltadolid  por  D.  Fernando* 
Arévalo  Miera,  representado  por  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicho,  y 
defendido  por  el  Licenciado  D.  Joan  Fernándes  Ruis,  con  D.  Ignacio» 
D.  Felipe,  Doña  Cssilda  y  D.  Santos  Arévalo  y  Miera,  en  nombre  dt» 
los  tres  primeros  el  Procurador  D.  Aiigel  Calvo,  bajo  la  dirección  del 
Licenciado  D.  José  María  Fernándea  de  la  Hos,  sobre  reclamación  de 
productos: 

Resultando  que  Doña  Cssilda  Arévalo  y  Miera,  hija  de  D.  Francisco 
Solano  Arévalo  y  de  Doña  Anastasia  Miera,  contrajo  matrimonio  en  ^ 
de  Enero  de  48S6con  D.  Vicente  Anastasio  Pardo  y  Pimentel,  y  que 
en  24  de  Mayo  de  4837  falleció  Doña  Anastasia  Miera,  poseedora  de  los 
Biayorazg(  8  denominados  de  los  Milanes,  sin  que  por  su  fallecimiento 
se  practicara  la  partición  de  sus  bienes,  que  eontinuó  poseyendo  su 
viudo  D.  Francisco  Solano  Arévalo: 

Resultando  que  en  10  de  Febrero  de  1844  D.  Francisco  Solano  Aré- 
▼ale  otorgó  poder  á  su  hijo  D.  Fernando  para  regir  y  administrar  loa 
bienes  que  pudieran  corresponder  al  otorgante  en  Matapozuelos^  Hor« 
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eoD  Otras  alegaciones  que  no  son  del  caso,  pnoilo  qae  este  partí- 
enlar  no  es  objeto  del  recurso;  y  deduciendo  reconvención  exposieron 
cocDO  hechos  de  ella  qoe  Dofia  Casilda  Arévalo  contrajo  matrimonio  en 
1826:  que  en  ei  de  I8S7  falleció  so  madre  Dofta  Anastasia  Miera  sin  que 
á  so  fallecimiento  se  practicaran  cnentai  ni  particiones,  poseyendo  to- 
dos los  bienes  D.  Francisco  Arévalo  hasta  so  mnerte  con  el  motivo  de 
la  coa^  tuvieron  lugar;  que  practicadas  en  1879  resultó  corresponder  á 
DoñH  Casilda  por  su  legítima  materna  79.189  pesetas  99  céntimos,  no 
habiendo  recibido  producto  ninguno  por  razón  de  los  bienes  de  su  ma- 
dre desde  su  fallecimiento  hasta  la  terminación  de  las  cuentardeso  pa- 
dre en  1879;  que  desde  1852  en  que  D.  Fernando  Arévalo  faé  emanci- 
pado administró  sin  intervención  de  nadie  todos  los  bienes  libres  y  vin- 
culados que  poseía  D.  Francisco  Arévalo  en  Mataposuelos  y  pueblos 
que  constituían  la  labor  de  este  punto;  los  di»  la  hacienda  llamada  de 
Fuentes  y  los  que  pagaban  sus  rentas  en  las  paneras  de  Torrelobatóo 
recibiendo  sus  productos  y  disponiendo  de  ellos  como  verdadero  duefto 
en  lo  relativo  á  su  disfrute,  y  que  no  habiendo  dado  cuenta  del  resulta- 
do de  sos  administraciones  á  D.  Francisco  Arévalo,  procedía  y  pidieron 
3oe  se  declarase  que  á  Doña  Casilda  Arévalo  la  correspondían  los  pro 
netos  de  los  bienes  de  so  legítima  materna  que  asr.endfan  según  e^ 
haber  que  se  la  formó  á  79.198  pesetas  S9  céntimos,  de  cuya  cantidad 
se  la  adeudaba  el  rédito  legal  desde  el  día  ti  de  Mayo  de  4837  hasta  el 
47  de  Noviembre  de  1852,  condenando  i  D.  Fernando  y  D.  Santos  Aré- 
valo á  que  abonase  cada  uno  la  quinta  parte  que  de  estos  productos  le 
correspondía  como  heredero  de  D.  Francisco  Arévalo;  y  declarar  además 
que  D.  Fernando  Arévalo  estaba  obligado  á  presentar  la  cuenta  de  ad- 
ministración de  loa  bienes  cuyas  rentas  ae  recolectaban  en  Torrelobaión 
y  los  de  la  labranza  de  Mataposuelos  y  Fuentes,  desde  1858  hasta  1874 
en  que  falleció  D.  Francisco  Arévalo  jastifieaodo  las  partidas  de  cargo 
y  data;  dándole  para  ello  un  breve  término,  y  aprobadas  que  fueran 

Sor  los  demás  interesados  ó  resueltos  los  reparos  que  á  las  mismas  se 
iciesen,  les  entregase  por  quintas  partes  el  saldo  que  resultase: 

Resultando  que  D.  Santos^Qointín  Arévalo  se  allanó  y  conformó 
con  la  demanda  dejando  de  ser  parte  de  ella  y  esperando  la  resolución 
definitiva  para  satisfacer  lo  que  le  correspondiera: 

Resultando  que  'el  demandante  D.  Fernando  Arévalo  impugnó  la 
reconvención  de  la  cnal  pidió  ae  le  absolviera,  negando  que  fuera  ad- 
ministrador desde  4852  de  los  bienes  libres  que  so  padre  poseía  en  Ma- 
lapoznelos  y  otros  pueblos,  así  como  de  las  rentas  que  se  encerraban  en 
Torrelobatón  ni  dispusiera  de  ellas  como  dueño,  y  por  consiguiente 
ninguna  obligación  tenía  de  dar  cuentas  por  más  que  ayudara  á  su  pa- 
dre cnanto  pudo;  añadiendo  que  su  hermana,  con  motivo  de  su  casa- 
miento én  4826.  recibió  cuantiosos  bienes  como  legitima  anticipada; 
lo  cual  ha  sido  negado  por  aquélla  sosteniendo  que  ios  recibidos  fueron 
de  escasa  importancia: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  confesó  el  demandante 
absolviendo  posición,  que  administró  desde  4852,  fecha  de  su  emanci- 

{>ación,  y  de  la  de  sos  hermanos,  hasta  4874  en  que  murió  su  padre, 
os  bienes  de  Matapozuelos  y  pueblos  inmediatos  que  se  labraban  desde 
el  primero  recolectando  y  vendiendo  sus  frutos,  habiéndolo  hecho  como 
encargado  de  su  padre;  así  como  los  bienes  de  Fuentes  de  Duero  y  casa 
de  Valladolid,  que  por  igual  encargo  de  su  padre  y  después  de  la  muer- 
te de  éste  y  de  su  hermano  D.  Andrés,  dió  euenta  de  tas  expresadas 
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administraeionefl  percibiendo  aquéllos  ta  importe  sin  qne  61  recibiera^ 
an  solo  céntimo,  y  que  si  bien  Agaraba  como  encargado  da  la  gestión 
de  los  bienes  da'Mataposaalos  ó  inmediatos,  disponían  sos  hermanos- 
lo  qne  tenían  por  conveniente:    . 

Resollando  qne  snministrada  prueba  ide  testigos  y  practicadas  otras 
por  las  partes,  sostanciado  el  inicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  ci- 
▼il  de  la  Audiencia  de  Valladolid  dictó  sentencia  en  1 1  de  Jaiio  de  1883, 
qae  no  foé  conforme  con  la  del  Juei  de  primera  instancia,  condenanda 
á  los  demandados  Dofia  Casilda,  D.  Felipe,  D.  Ignacio  y  D.  Santos 
Qaintin  Arévalo  á  satisfacer  ai  demandante  so  hermano  las  cnatro 
(|QÍntas  partes  respectivamente  del  producto  ó  rentas  de  tos  bienes 
qae  constituían  la  mitad  reservable  de  los  mayorazgos  titulados  de  los 
Milanos  y  Arévalo,  de  los  cuales  era  inmediato  sucesor  respectivamente 
delde  17  de  Noviembre  de  1852  y  1^  de  Diciembre  de  1874,  ambos  has- 
ta 10  do  Diciembre  do  1879,  para  cuyo  abono  se  tendrían  presen- 
tes las  rentas  que  los  bienes  afectos  á  dichas  vinculaciones  hubie- 
ran producido  en  el  período  de  tiempo  citado,  regulándose  por  peritos 
de  recíproco  nombramiento  de  las  partes,  y  tercero  en  caso  de  discor* 
día  Iss  correspondientes  á  los  bienes  dé  aquella  procedencia  que  Don 
Fernando  hubiera  cultivado  por  sí  y  no  constase  cuál  fuera  su  renta;, 
eondenó  á  D.  Fernando  al  abono  á  su  hermana  Doña  Casilda  de  la  quin- 
ta parte  de  los  productos  ó  rentas  de  los  bienes  importe  de  su  hijuela 
materna  ascendente  á  79,189  pesetas  desde  el  fallecimiento  de  so  madre 
Doña  Anastasia  Miera  hasta  el  17  de  Noviembre  de  1852,  con  deducción 
de  ta  quinta  parte  da  los  productos  ó  rentas  correspondientes  á  los- 
bienes  que  resultasen  haberse  entregado  á  Doña  Casilda  como  legítima, 
anticipada  de  la  referida  so  madre,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  que 
aquélla  se  creyera  asistida  para  deducir  igual  reclamación  respecto  á 
so»  demás  hermanos;  condenando  por  último  al  mismo  D.  Fernando  4 
rendir  cuentas  en  el  término  de  60  días  da  los  bienes  radicantes  en  Ma-. 
taposuelos,  Hornillos  y  pueblos  inmediatos,  á  contar  desde  47  de  No-  • 
viembra  de  4852  al  I*  de  Diciembre  de  I87i^  justificando  en  una  ú  otra 
forma  la  inversión  de  las  rentas  ó  productos  que  por  virtud  de  aquella 
administración  hubieran  entrado  en  su  poder  como  requisito  previo- 
para  liquidar  acerca  da  los  productos  de  los  bienes  correspondientes  á 
los  mayoraxgos  de  que  era  sucesor: 

Resultando  que  D.  Fernando  Arévalo  Miera  interpuso  recorso  do 
casación  de  la  parte  de  la  sentencia  en  que  so  habían  hecho  prosperar 
las  particiones  de  la  reconvención,  citando  las  disposiciones  legales  á 
so  juicio  infringidas  en  los  tres  capítulos  ó  conceptos  siguientes: 

CApíiulo  i^  Que  al  imnoner  al  recurrente  la  obligación  de  abonar  á 
so  hermana  Doña  Casilda  la  quinta  parte  de  los  productos  de  los  bienes 
de  su  hijoels  materna  desde  que  murió  la  madre  de  ambos  litigantes^ 
hasta  que  el  primero  de  éstos  fué  emancipado,  infringía: 

1^  La  ley  5',  tít.  17,  Partida  i^  que  defina  el  peculio  adventicio  y 
señala  entra  otros  casos  cómo  bienes  que  le  constituyen  los  proceden* 
te»  de  la  herencia  do  la  madre: 

S^  El  principio  da  derecho  que  astablace  que  las  cosas  sólo  prodaceü 
para  su  dueño: 

3°  La  doctrina  legal  sancionada  por  repetidos  fallos  de  este  Tribunal 
Supremo,  entre  ellos  el  de  9  de  Enero  de  1806,  según  la  cual  ínterin 
DO  se  Tealiza  la  división  y  adjudicación  da  una  herencia,  no  se  adquiero^ 
por  los  partícipes  verdadero  dominio  sobra  los  bienes  de  la  misma; 
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Y  4®  £1  principio  general  de  Derecho  sancionado  Untbién  por  sea- 
teneias  de  este  Tribonal  Sapremo  de  81  de  Febrero  de  1863  y  4  de  Di- 
ciembre de  4866,  legún^l  caalal  heredero  no  pasan  mis  obligaciones 
qne  las  qae  el  cansante  ta viera  al  tiempo  de  su  fallecimiento,  siendo  el 
concepto  bajo  el  cnal  se  había  incurrido  por  la  sentencia  en  estas  in- 
fracciones el  de  qoe  faltando  como  faltaba  la  base  del  peculio  adventi- 
cio por  herencia  materna  qoe  era  la  formación  de  la  hijoela  y  de  la  ad- 

1'adioación  de  bienesen  pago  de  la  misma,  no  existiendo  dominio  eo 
nenes  determinados,  y  no  adquiriéndose  éste  por  los  partícipes  de  una 
herencia  hasta  aue  se  realiían  la  división  y  adjadicación  de  la  misma: 
que  aquí  no  había  tenido  logar  hasta  f879  la  sentencia  recorrida  al 
condenar  á  D.  Fernando  Aiévalo  á  abonar  asa  hermana  la  quinta  parte 
4le  los  f ratos  correspondientes  á  so  hijuela  materna  desde  el  falteeí- 
miento  de  Duna  Anastasia  Miera  hasta  el  47  de  Noviembre  de  4851-,  fe- 
cha de  la  emancipación  de  sos  hermanos,  imponía  á  D.  Fernando  Aré- 
vaio,  como  heredero  de  su  padre,  una  obligación  qoe  éste  no  tuvo  por 
un  peculio  que  en  dicha  época  no  eiislía  y  por  raaón  de  bienes  que 
hasta  4879  no  pasaron  á  ser  del  dominio  de  D.  Gaslldo. 

Capítulo  V  Qae  la  sentencia  incurría  en  error  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  practicadas  para  acreditar  que  D.  Fernando 
Arévalo  administró  diferentes  bienes,  y  al  imponerle  la  obligación  de 
cendir  cuentas  de  esa  administración  á  sus  hermanos,  infringía: 

4**  Ij\  ley  6\  tit.  41,  Partida  5^,  que  limita  la  capacidad  jurídica  del 
hijo,  prohibiéndole  contratar  con  su  padre  á  no  ser  respecto  de  tos  bie- 
nes, mientras  se  halle  bajo  el  poder  de  éste  que  la  misma  ley  deter- 
mina: 

2^  El  principio  de  derecho  quod  nullum  est  ab  inilio  tratu  temporit 
-eonvalescere  non  potest : 

3^  La  regla  de  interpretación  que  manda  entender  las  palabras  lla- 
namente é  así  como  suenan: 

i^  El  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  con  arreglo  á  la 
cual  se  ha  seguido  este  procedimiento,  qoe  prescribe  que  la  fuersa  pro- 
batoria de  las  declaraciones  de  los  testigos  se  aprecie  conforme  alas  re- 
glas de  sana  critica; 

6*  La  doctrina  establecida  en  sentencia  de  este  Sapremo  Tribunal  de 
30  de  Enero  de  1861,  segdn  la  cual,  la  ley  tO,  tít.  42,  Partida  6\  que 
determina  las  obligaciones  que  nacen  del  mandato,  requiere  necesaria- 
mente que  conste  de  un  modo  legal  la  existencia  de  la  misma  obli- 
gación; 

Y  6**  La  doctrina  declarada  también  en  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  de  9  de  Junio  de  i864,  en  que  se  establece  qjie  una  persona 
en  concepto  >ie  heredero  de  su  padre  no  puede  oponerse  á  lo  ejecutado 
con  consentimiento  de  éste;  pues  la  sentencia,  apreciando  en  conjunto 
las  pruebas  practicadas,  estimaba  que  D.  Fernando  Arévalo  habfa  ad- 
ministrado á  virtud  de  un  título  obligatorio  qae  le  imponía  responsa- 
bilidades para  con  sus  coherederos,  y  en  su  consecuencia  condenaba  á 
rendir  cuentas  a  éstos  de  aquellas  gestiones  administrativas;  pero  bas- 
taba fíjarse  en  dichos  elementos  de  prueba  para  adquirir  el  convenci  - 
miento  de  que  se  había  apreciado  con  error  de  derecho,  y  qoe  sólo  me- 
díante esta  apreciación  jurídica  equivocada  había  podido  llegarse  á  la 
conclusión  condenatoria  que  de  ellos  deducía  la  sentencia. 

Capítulos^  Qae  al  condenar  á  D.  Fernando  Arévalo  á  la  daciói  de 
caentas,  como  requisito  previo  para  liquidar  acerca  de  los  productos  de 
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tM  bienes  oorreepondientee  á  los  ina^oraig[oe  de  que  era  soceior,  no 
«olamenle  infringíi  las  leyes  y  doctrina  legal  citadas  en  el^eapilolo  an- 
terior, paesto  que  de  ella  resaltaba  qao  no  hay  mórilos  en  ia  prneb* 
»l»reciada  rectamente  para  imponerle  dicha  obligación,  siooqne  Infria- 
gia  además  señalando  ese  requisito  previo  para  liquidar: 

4^  £1  art.  V  de  la  ley  de  II  de  Octubre  de  1820,  en  cnanto  por  él  se 
reseryaba  al  inmediato  sncesor  la  mitad  de  los  bienes  del  mayoíratgo 
después  de  la  muerte  del  último  poseedor;  y 

2^  La  doctrina  establecida  por  este  Tfibanal  Supremo  en  senteneia 
de  29  de  Octubre  de  1S59,  según  la  cual  los  bienes  de  m«yors<go  eo»- 
servan  el  carácter  vincular  para  los  efectos  de  la  división  hasta  el  mo- 
mento de  entregarse  al  heredero  del  poseedor  y  al  inmediato  sncesor 
qne  le  corresponde,  no  habiendo  innovado  nada  en  este  punto  la  ley  Re- 
eopilada,  siendo  evidente  el  concepto  bajo  el  cnal  se  habían  infringi<id 
tales  disposiciones,  teniendo  en  cuenta  que  desde  la  muerte  de  losúlli* 
D)08  poseedores  D.  Fernando  sucedió  por  ministerio  de  la  ley  la  mitad 
reservable;  que  esta  deuda  absoluta  y  pnra  en  su  forma  no  podía  con- 
vertirse en  conJicional  ni  sufrir  aplazamiento  sin  que  se  infringieran  los 
preceptos  antes  citados,  y  sin  embargo,  la  Sala  sentenciadora,  aunque 
otorgaba  á  D.  Fernando  los  frutos  de  dicha  mitad  reservable,  se  loeon- 
cedja  haciendo  depender  el  pago  del  requisito  de  la  dación  de  cuentas, 
lo  cual  era  contrarío  á  la  inteligencia  recta  y  á  los  efectos  que  se  dee- 
prendísn  de  los  derechos  declarados  en  la  ley  desvincoladora  y  en  la 
sentencia  aludida  de  este  Supremo  Tribunal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  según  prescribe  terminantemente  la  ley  48  de 
Toro,  casándose  y  velándose  el  hijo  ó  hija,  adcruiere  el  usufructo  de  to- 
dos sus  bienes  adventicios^  aunque  viva  su  padre,  el  cual  está  obligado 
á  restituírselo  sin  reservarse  parte  alguna,  en  cuya  virtud  ]phallándose 
tasada  y  velada  Doña  Casilda  Arévalo  al  fallecimiento  de  su  madre, 
ocurrido  en  Si  de  M^yo  de  1837,  es  indudable  que  tiene  derecho  á  per- 
cibir de  so  hermano  D.  Fernando,  como  heredero  de  so  padre  D.  Fran- 
cisco, la  quinta  parte  de  los  productos  de  los  bienes  que  constituyeron 
la  hijuela  materna,  según  la  partición  hecha  posteriormente,  á  contar 
desde  la  citada  fecha  de  17  de  Noviembre  de  4852  en  los  términos  acor- 
dados por  la  sentencia  recorrida,  la  cual,  por  tanto,  no  infringe  la  ley 
y  doctrinas  que  se  invocan  en  los  cuatro  motivos  que  comprended  pri- 
mer capitulo  del  presente  recurso  por  ser  inaplicable  al  caso  de  que  se 
trata,  toda  vez  que  lo  resuelve  de  nn  modo  concluyeme  la  citada  ley  de 
Toro: 

Considerando  qne  tampoco  incurre  el  fallo  reclamado  en  )a«  infrao- 
ciones  que  se  enumeran  en  el  segundo  grupo  ó  capitulo  del  recorso, 
porque  todas  parten  del  equivoo^do  concepto  de  qne  los  padres  no  pue- 
den conferir  poder  á  sus  hijos  mayores  de  edad  para  que  administren  ó 
hagan  por  ellos  alguna  cosa,  siendo  así  que  no  hay  ley  alguna  que  lo 
prohiba,  ó  de  la  negativa  del  hecho  que  la  Sala  sentenciadora  estima 
justificado  con  la  prueba  testifical,  y  la  confesión  del  mismo  deman- 
dante de  haber  tenido  éste  á  su  cargo  la  administración  de  los  bienes 
radicantes  en  Matapozuelos,  Hornillos  y  pueblos  inmediatos,  desde  el  17 
de  Noviembre  de  I85i  hasta  I®  de  Diciembre  de  4S74,  sin  que  se  haya 
hecho  constar  ni  traído  dato  alguno  que  ja^ifique  haber  dado  cuenta 
el  D.  Fernando  Arévalo  da  la  indicada  administración,  como  debe  ha- 
eerio  todo  el  que  ndministra  bienes  ajenos: 

TOMO  55  6 
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CoDSidorando,  por  último,  que  U  «entencia  impognada  no  infring» 
la  lev  de  41  ijle  Octubre  de  18S0,  ni  la  doctrina  de  qae  se  hace  mórita 
en  el  tercer  eapítolo,  puesto  qae  las  cuentas  á  coya  dación  es  condena* 
do  el  recurrente  no  se  refieren  á  la  época  en  qae  sucedió  en  la  mitad 
reservabie  de  los  bienes  msyoraigados  que  poseyeron  sos  padres,  sino 
á  otra  anterior,  ó  sea  desde  el  H  de  Noviembre  de  I85t  á  4*  de  Diciem» 
bre  dé  487i,  se^ú»  queda  expuesto  y  se  consigna  de  un  modo  explícito 
en  la  misma  sentencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando  Arévalo  Miera,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valladolid  lacer- 
tificaciÓQ  correspondiente,  con  devolociór^  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido.—(Sentencia  publicada  el  9i  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la 
OaeeUt  de  1  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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liecarflo  de  rasaclón  (ti  de  Abril  de  1884). — Sala  primera.^ 
Nulidad  db  una  institución  herbditabia  t  rbclamación  de  bibnes. — 
No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Enrique  Gil  y  oiroa  con  D.  Antonio 
£na  y  consortes  (Audiencia  de  Zarsgosa>.  y  se  resuelve: 

I®  Q%e  la  voluntad  de  las  parUs  debe  llevarte  á  efer.io  conforme  i  la 
intención  y  al  objeto  que  se  ftropusieron  las  mismas  en  la  obligación^ 
eoniraida: 

V  Que  si  en  unas  eapiiulaeiones  matrimoniales  se  estableció  «gu^ 
haya  de  ser  y  sea  heredero  de  la  casa  y  bienes  de  los  contrayentes  uno 
ó  una  de  los  hijos  ó  hijas  de  este  matrimonio ,  aquél  ó  aquélla  que  á 
sus  padres  más  le  acomode... i>  y  para  el  caso  de  que  éstos  muriesen  sin 
hacer  el  nombramiento,  diipusteron  que  lo  verificaran  los  dos  parien- 
tes más  cercanos  de  la  manera  y  en  la  forma  que  explican  dichas  capi-- 
tulaciones:  y  la  mujer,  haciendo  uto  de  dicha  facultad  nombró  herede- 
ra á  una  hija  y  no  obsta  á  la  valide»  del  nombramiento  la  circunstancia 
de  Iiaber  muerto  con  anterioridad  el  marido,  una  ve»  que  en  las  capitu^ 
laciones  matrimoniales  no  se  estableció  que  debieran  hacer  el  nombra- 
miento  los  cónyuges  reunidos;  y  en  tal  concepto,  la  sentencia  que  lo  rtf- 
conoee  asi,  no  infringe  la  Observancia  T  De  eqno  volnecaio,  h  4*  De 
testamentis,  la  16  y  ii  De  fíde  instrumentorum  y  la  20  De  probationi- 
bos,  la  regia  de  jurisprudencia  aragonesa  Stand um  est  chartae  cofi«<^- 
grada  por  dicha  Observancia;  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo 
que  reconoce  y  declara  también  el  mismo  principio,  y  las  reglas  de  in- 
terpretación vigentes  en  Aragón  lo  mismo  que  en  Castilla^  según  las  cue 
cuando  las  palabras  de  un  contrato  son  claras^  hay  que  atenerse  á  ellas 
sin  necesidad  de  interpretación,  y  la  de  que  en  ningún  caso  pueden  ex- 
tenderse los  contratos,  por  vagos  que  sean  sus  términos,  á  otra  cosa  que 
á  las  que  en  ellos  se  pactaron; 

Y  3"  Que  se  citan  con  inoportunidad  como  infringidas  las  Observan- 
das  6*  De  confesís  y  16  De  fide  instrumentorum,  que  sancionan  la  vali- 
des de  lo  estipulado  en  loi  cartas  matrimoniales  siempre  que  no  sea 
opuesto  al  derecho  natural  ó  imposible,  el  principio  de  derecho  de  que 
lo  que  es  nulo  en  su  origen  mo  puede  convalecer  por  el  transcurso  del 
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iumpoy  el  art.  tB  dslálejí  ffipoleeüria;  si  $e  aUga  haciendo  iupu$M(a 
ie  keuiiíián.  toda  vn  qué  se  fundan  en  que  no  es  válido  el  nombramion^ 
te  hecÁo  por  la  madre  muerto  ya  su  primer  marido. 

Ed  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  18  da  Abril  de  1884,  en  los  aatos  qoe 
aate  Noa  penden  en  virtad  de  reearso  de  sasaeión  por  infracción  de  ley, 
Mgoidoa  en  el  Jozgado  de  primera  inalaDcta  de  Haeaca  y  en  la  Sala  de 
lo  eifil  de  la  Andieneía  de  Zaragdsa  por  D.  Enrique  Gil,  presbítero, 
Tecioo  de  aquella  eiodad,  D.  Carlos  Abad  Jiménea  y  O.  José  Salcedo 
Jiménea,  Yeeinoa  de  Ayerve,represeDtados  y  defendidos  ante  este  Trí- 
banal  Sopremo  por  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  y  el  Licencia- 
do D.  Pablo  Martines  Pardo  con  D.  Antonio  Bna,  Doña  Matilde  Salce- 
do, D.  Bernabé  Cajal,  Dofia  Fanstina  Jiménei,  D.  Garlos  Goidoras  y 
D.  Francisco  Castro,  sobre  nnlidad  de  ana  institución  hereditaria  y  re- 
elanación  de  bienes: 

Resulundo  que  en  4  S  de  Abril  de  i  854  otorgaron  capitulación  ma- 
trimonial ante  un  Notario  de  Ayerve,  de  una  parte  D.  José  Salcedo  y 
Salcedo,  aoltero,  contrayente,  y  sos  padres  D.  Mariano  y  Doña  Teresa 
y  otros  parientes,  y  de  la  otra  Doña  Fanstina  Jiménez,  soltera,  contra- 
yente, y  sos  padres  D.  Pedro  José  y  Doña  Pantaleona  Pons,  y  después 
de  liacer  mención  de  lo  que  cada  ano  de  los  futuros  cónyuges  aporta- 
ba al  matrimonio  y  de  establecer  varios  pactos,  consignaron  «que  haya 
de  ser  ó  sea  heredero  de  la  casa  y  bienes  de  los  contrayentes  uno  ó  una 
deles  hijos  ó  hijas  de  este  matrimonio,  aquél  ó  aquélla  qoe  á  sus  pa- 
ires más  les  acomodase,  siendo  y  debiendo  ser  dotados  los  demásal  ha- 
ber y  poder  de  ella  siempre  q^e  trabajen  en  beneficio  de  la  misma  has- 
ta su  colocación;»  y  si  muriesen  sin  hacer  el  referido  nombramiento 
que  entraaen  á  yerificarlo  dos  parientes  los  más  cercanos,  varones  y  de 
aayor  edad,  uno  de  cada  parte,  y  si  entre  éstos  hubiese  diferencias 
lobre  el  pitticular,  que  entrase  á  deducirlas  el  Sr.  Alcalde  primero  que 
foera  de  dicha  villa,  como  particular,  y  si  éste  fuera  pariente  de  algu- 
na de  lu  partes  los  decidirá  el  qoe  le  siga  en  jurisdicción: 

Resultando  que  en  11  de  Junio  de  i876,  por  escritura  pública  otor- 
gada ante  un  Notario  de  la  villa  de  Ayer  ve.  Doña  Fanstina  Jiménez, 
viuda  de  D.  José  Salcedo  y  Salcedo  y  esposa  entonces  de  D.  Bernabé 
Gajal,'baciendo  uso  de  la  referida  cláusula  de  la  escritora  de  capitula- 
ción matrimonial  con  el  Salcedo,  nombró  é  instituyó  heredera  universal 
de  éste  y  de  la  otorgante  á  la  hija  de  ambos  Dcña  Matilde  Salcedo  y  Ji- 
Bénez,  de  SO  años  cumplidos,  con  varios  pactos  v  condiciones  que  acep- 
tó la  Doña  Matilde^  entre  ellos,  la  reserva  que  la  Doña  Fanstina  hizo 
para  si  y  sa  actual  esposo  del  usufructo,  señorío  mayor  y  administra- 
etón  principal  de  los  bienes  que  la  Doña  Matilde  adquiriera  por  parte 
de  su  madre,  cuya  reserra  hizo  extensiva  la  Doña  Matilde  á  los  bienes 
que  heredara  de  su  difunto  padre: 

Resultando  que  para  el  matrimonio  que  Doña  Matilde  Salcedo  ha- 
bía de  contraer  con  D.  Antonio  Ena  se  otorgó  capitulación  en  28  de 
Junio  de  f817,  concurriendo  D.  Bernabé  Cajal  y  sn  esposa  Doña  Fans- 
tina Jiménez,  y  la  Doña  Matilde  prometió  aportar  á  su  matrimonio  los 
bienes  hereditarios  de  carácter  paterno  que  había  adquirido  por  la  ins- 
tituctén  de  heredera  qae  le  había  hecho  su  madre  y  muebles  por  valor 
de  1.000  pesetas  en  concepto  de  dote  inestimada,  quedando  intactas 
las  facultadea  de  los  cónyuges  Cajal  y  Jiménez  y  de  José  Salcedo  y  Yi- 
eente  Cajal  hermanos  de  la  Doña  Matilde: 

Resultando  que  D.  Enrique  Gil  Salcedo,  D.  Carlos  Abad  y  D.  José 
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Salcedo  Jifflén«i  dedoJAron  demanda,  ejercítaado  la  aoeí6n  mixta  eos» 
tra  D.  Antonio  Cna  y  Dofta  Matilde  Salcedo,  cónyuges,  D.  Biraafeé  Ca- 
jal  y  sn  esposa  Doña  Paostina  Jiméoes,  D.  Garlos  Gordaraa  y  D.  Práii  • 
cisco  Castro  exponiendo,  después  de  los  antecedentes  relaoioiíadoSf  qae 
los  cónyuges  D.  J<)8é  Salcedo  y  Doña  Fanstina  Jiménea  tovieron  como 
hijos  legítimos  á  José  y  Matilde  Salcedo  Jiménez;  qae  los  eónyages  Dott 
Bernabé  Cfijai  y  so  esposa  y  D.  Antonio  Ina  T  la  soya  recibieitm  en 
29  de  Marxo  de  1 878  en  calidad  de  préstamo  de  D.  BJnardo  CaUro  la 
cantidad  de  2.000  pesetis.  con  cayo  motivo  demandó  ei  Gastro  á  dichoa 
castro  sujetos  ejecotivamente,  y  dictada  aentencia  de  remate  sa  adju- 
dicaron en  pública  subasta  á  D.  Francisco  de  Gtstro,  padre  de  Dot 
Eduardo,  ciertas  fincas  embargadas  que  pertenecieron  al  O.  JoséSilce- 
do;  que  dichos  cónyuges  confesaron  en  escritura  otorgada  en  40  do 
Noviembre  de  1877  haber  recibido  d^  D.  Carlos  Gordoras  la  cantidad 
de  7.500  pesetas,  hipotecando  en  garantía  ana  casa  procedente  también 
de  la  herencia  dejada  por  D.José  Salcedo,  en  virtud  de  cuya  obliga* 
clon  promovió  eJ  Corduraa  ejecución  contra  los  deudores  que  terminó 
adjqdicándose  á  aquél  en  pago  del  capital,  intereses  y  costas  la  ealea- 
dada  casa  por  los  dos  tercios  de  su  tasación;  que  el  Presbítero  D.  Bn- 
rique  Gil  era  entonces  el  pariente  varón  más  próximo  y  de  mayor  edad 
del  difunto  D.  José  Salcedo,  y  por  consiguiente  del  demandarite  José 
Salcedo  y  de  su  hermana  Matilde;  que  habiendo  renunciado  el  ejerci- 
cio de  la  acción  objeto  de  la  demanda  en  el  concepto  de  pai^ientee  va- 
rones más  próximos  y  de  mayor  elad  de  Doña  Fanstina  Jiménei,  sos 
hijos  D.  Jüsé  y  D.  Antonio  y'D.A^nigno  Pon^,  después  de  reqoeridos 
en  sus  respectivos  domicilios,  así  como  D.  José  Jiménei  Coronas,  y  s« 
hijo  D.  José  debí  i  ser  considiiraio  el  demandante  D.  Garlos  Abad,  como 
el  pariente  varón  y  de  mayor  edad  más  próximo  por  la  línea  materna 
de  los  hijos  del  difunto  D.  José  Salcedo  y  de  Doña  Paostina  Jiménes; 
que  D.  Bernabé  Cajal  obtuvo  en  el  Juzgado  la  tutela  y  cúratela  :de  sas 
hijos  políticos  D.  José  y  Doña  Matilde;  y  en  tal  concepto  se  biso  cargo 
de  todos  sos  bienes;  que  transcurrido  el  término  da  la  tutela  y  carada  - 
ría,  levantó  el  Caja!  la  nansa  que  había  prestado  en  garantía  de  sa  car- 
go sin  rendir  antes  cuentas;  que  el  Cajal  y  su  esposa  Doña  Fauatina 
habían  disfrutado  indebidamente  del  señorío,  mayor  asofrocto  y  admi- 
Distración  de  todos  los  bisnes  que  dejó  á  sa  fallecimiento  D.  José  Sal- 
cedo desde  11  de  Junio  de  1876  en  que  les  fué  concedido  tal  derecho 
por  la  Doña  Matilde;  y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de  dere- 
cho, pidieron  se  declarase  en  definitiva  que  la  institución  de  herédela 
hecha  por  los  cónyuges  D.  Bernabé  Cajal  y  Doña  Faaatina  Jiménei  á 
faVor  de  Doñi  Matilde  Salcedo  era  nula  y  sin  valor  ni  efecto  por  lo  qae 
afecta  sólo  á  ios  bienes  del  difunto  D.  José  Salcedo  y  Salcedo,  debien- 
do en  su  consecuencia  ser  dicha  heredera,  y  aos  mandantes  condenados 
á  la  inmediata  entrega  de  los  referidos  bienes  á  los  actores  D.  Enrique 
Gil  y  D.  Carlos  Abad,  para  que  dispongan  de  los  mismos  en  favor  de 
uno  de  los  hijos  de  D.  José  Salcedo;  que  como  consecuencia  de  la  anta- 
rior  nulidad  se  declarase  asi  bren  la  del  derecho  del  asnfracto,  señorío 
mayor  y  administración;  que  en  los  bienes  procedentes  de  sa  difunto 
padre  D.  José,  «oncedió  la  Doña  Matilde  al  Cajal  y  sa  esposa  Doña 
Fauatina;  que  igimlmente  se  decretase  la  nulidad  de  las  hipotecaa,  se- 
tos y  contratos  que  referentes  á  bienes  d si  D.  José  Salcedo  habían  otor- 
gado y  otorgasen  hasta  sentencia  coa  el  carácter  de  osufraotuar  ios  y 
propietarios  de  los  mismos  ios  eónyages  demandados  Gajal  y  Boa,  con- 
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4cMs4o  en  su  conseciieDela  á  D.  Gartoi  Gorduras  y  á  D.  Francisco  Cas- 
tro á  qae  «ntrecuen  iomediaumsnte  á  D.  Eoriqu  e  Gtl  y  D.  Carlos 
Abad,  60B  el  ÍDdieado  carácter,  la  casa  y  los  dos  predios  rüsticos  calen- 
dados en  la  demanda,  reservando  á  estos  señores  las  acciones  que  poe- 
dan  asistirles  contra  dichos  cónyuges;  qoe  se  condenase  á  D.  Bernabé 
Csjalárendirenentasá  los  demandantes  de  la  administración  de  los 
bienes  de  D.  José  SaJeedo,  qne  como  representante  le^al  de  (os  bijosde 
éstoiosé  y  Matilde  tOYo  en  so  poder  desde  el  7  de  Octubre  de  4  870 
baala  el  H  de  Jonio  de  1876;  pidiendo  por  otrosí  qoe  el  Juzgado  acor* 
daae  la  anotación  preventiva  de  ia  demanda  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad del  partido: 

Resaltando  qne  conferido  traslado  de  la  demanda,  comparecieron 
Doña  Matilde  Salceflo  y  so  esposo  D.  Antonio  Eua,  manifestando  qaa 
ae  allanaban  voluntariamente  á  los  extremos  de  la  misma  qne  personal- 
oaente  les  afectaban,  por  lo  cnal  pidieron  se  les  tuviese  por  alUnados  y 
eonformes  con  la  demanda,  en  cuya  manifestación  se  ratificaren: 

Resultando  qoe  los  cónyuges  D.  Bernabó  Cajal  y  Doña  Faostina  Ji- 
Skénea  evacuaron  el  traslado,  pidiendo  se  les  absolviera  de  la  demanda, 
y  al  efeoto  expusieron,  entre  otras  consideraciones,  qoe  D.  Carlos  Abad 
no  era  el  pariente  más  próximo  y  de  mayor  edad  de  Doña  Faustina  Ji- 
menea;  que  desde  el  dia  II  de  Junio  de  1876  basta  la  fecba  babian  ve- 
nido D.  Bernabé  Cajal  y  su  esposa  usnfruotusndo  los  bienes  objeto  de  la 
demanda,  y  manteniendo  con  sos  exiguos  productos  al  demandante  Don 
losé  Salcedo  y  á  los  demandados  D.  Antonio  Ena  y  Doña  Matilde  Sal- 
cedo, separándose  estos  dos  ñltimoe  recientemente,  estableciendo  sn 
domicilio  en  la  ciudad  de  Huesca: 

Resultando  que  los  demandados  D.  Carlos  Corduras  y  D.  Francisco 
Castro  pidieron  también  que  se  les  absolviera  de  la  demanda,  fundados 
en  que  los  demandantes  carecían  de  la  representación  y  personalidad 
que  ostentaban,  porque,  según  el  pacto  de  la  capitulación  matrimonial 
del  difunto  D.  José  Salcedo  y  Doña  Faustina  Jiménez,  no  había  llegado 
el  caso  de  su  llamamiento;  que  los  demandados  Castro  y  Corduras  ba- 
bian adquirido  las  fincas  en  virtud  de  expediente  ejecutivo,  otorgándo- 
seles las  oportunas  escrituras  judiciales  que  fueron  inscritas  en  el  Re- 
gistro de  ia  propiedad: 

Eesultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  se  recibió 
«I  pleito  á  prueba,  y  prsetieadas  las  propuestas  por  aquéllas,  el  Jnesde 
primera  instancia,  por  sentencia  de  17  de  Julio  de  f88t,  declarando  ha* 
bor  logar  i  la  excepción  perentoria  de  falta  de  personalidad  en  los  ac- 
tores, absolvió  á  los  demandados  D.  Bernabé  Cajal  y  su  esposa  Doña 
Faustina  Jiménei,  á  D.  Francisco  Castro  y  á  D.  Carlos  Corduras  de  la 
demanda  objeto  del  pleito,  y  admitida  la  apelación  interpuesta  por  los 
demandantes,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  por  sen- 
leneia  do  )8  de  Junio  de  4883,  confirmó  con  las  costas  la  apelada: 

Resultando  que  D.  Enrique  Gil,  D.  Carlos  Abad  y  D.  José  Salcedo 
interpusieron  recurso  de  casación,  alegando  como  motivos: 

f  *  Qoe  según  lo  dispuesto  en  las  capitulaciones  matrimoniales  otor- 
gadaa  por  D.  José  Salcedo  y  Salcedo  y  Doña  Faostina  Jiménex  en  la 
clénsí la  relativa  á  la  designación  é  institución  de  herederos,  ésta  había 
áe  hacerse  necesariamente  por  el  padre  y  la  madre,  pero  no  por  cual- 
qoierade  éstos  cerno  le  asegura  en  los  considerandos  de  la  sentencia  recu- 
rrida; oue  por  consiguiente  la  designación  de  heredera  que  á  favor  de 
Itoña  Matilde  Salcedo  biso  su  madre  Doña  Faustina  Jiménex  t8  años  des- 
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ptiés  de  maerto  sa  marido  el  ntdre  da  tqoéitft  no  podía  tor  Táltda  ea 
maaera  alguna^  porque  la  Doña  Matilde  no  ea  la  hija  qoe  á  aai  padrea 
a(^omodó  qae  fveae  heredera  de  ia  casa  y  bleoei  aino  la  qae  acomodó 
lUiicamente  á  aa  madre;  y  la  aentenma  recorrida  al  declarar  rálida  eaa 
inalitocióOf  apartándoM  del  aeatido  literal  de  la  eláaaala  contenida  en 
laa  capitniaoiones  matrimoniales  infringe  la  obaerraneia  \^  De  $qn§ 
tmlneréle,  ia  4*  De  ítiUwmUii^  la  16  y  94  D«  /Ei#  mttrummtorum  y  la 
20  Dé  probationibut;  la  re^la  de  jariapradeBcia  aragonesa  Síandmm  e$t 
díartm  consagrada  por  dicha  observancia  y  la  jirisprodeaeia  de  este 
Tribnnal  Supremo  en  seoteneia  de  tO  de  Octabre  de  1873  qne*  reeonoee 
y  declara  también  el  mismo  principio: 

V  Qae  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  qne  en  l<is  palabras  tus  os  • 
dres  estaban  comprendidos  el  padre  y  la  maare  de  Dofta  Matilde  Salce- 
do, qaeriendo  dedncir  de  ellas  ooe  caalqniera  de  los  dos  podía  hacer  la 
designación  de  heredero  de  los  bienes  de  ambos,  altera  el  sentido  de 
esas  palabras  y  les  da  no  alcance  qae  indadablemente  no  qnisieron  darle 
D.  José  Saloadp  j  Doha  Panstina  Jiménes,  infringiendo  así  las  reglas  de 
interpretación  vigentes  en  Aragón  lo  mismo  qae  en  Castilla,  aegAn  las 
qne  eoando  las  palabras  de  nn  contrato  son  claras,  hay  qne  atenene  i 
ellas  sin  necesidad  de  interpretación,  y  fk  de  qae  en  ningún  caso  poe- 
den  extenderse  los  contratos  por  vagos  qae  sean  sns  términos  á  otra 
cosa  qne  las  qne  en  ellos  se  pactaron: 

3®  Qae  habiendo  fallecido  D.  José  Salcedo  sin  hacer  designación  de 
heredero  en  la  forma  estipalada.  ni  de  otra  manera,  y  no  podiendo 
Doña  Paastina  Jiménez  hacer  por  si  sola  ana  vea  maerto  sa  marido 
dicha  designación,  debían  entrar  i  hacer  la  insiitación  de  herederos  los 
recorren  tes,  y  como  el  derecho  y  la  acción  qae  al  efecto  ejercitaron 
arranca  de  ese  contrato  de  capitnlacíones  matrimoniales,  al  no  recono- 
cérseles en  la  sentencia  personalidad  se  ha  infringiio  ese  contrato  qne 
era  ley  para  los  otorgantes,  y  las  observancias  6*  Ds  confms  y  1 5  2>s 
fiie  instrunentarumt  qoe  sancionan  la  validez  de  lo  estipnlado  en  laa 
cartas  matrimoniales  siempre  qne  no  sea  opuesto  al  derecho  natoral  6 
imposible: 

4®  Qae  demostrado  como  eatá  qae  Doña  Paastina  Jiménez  no  pudo 
hacer  por  ai  aola  designación  de  heredero,  y  qoe  por  consigaíente  es 
Dala  la  qae  hiio  en  favor  de  sa  hija  Doña  Matilde  Salcedo  Jiménes,  de- 
mostrado está  también  qoe  las  enajenaciones  qae  esta  última  hizo  de 
bienes  pertenecientes  al  candad  áñ  so  padre  son  igaaimente  naias  y  de 
ningún  valor,  al  no  decretarse  la  nulidad  de  las  enajenaciones  la  sen- 
tencia ha  infringido  el  principio  de  derecho  de  que  lo  qae  es  nolo  en 
sa  origen  no  paede  convalecer  por  el  transcurso  del  tiempoy  el  nrt.  33 
de  la  ley  Hipotecaria. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache  : 
Considerando  que  la  volantad  de  lu  partes  debe  llevarse  á  efecto 
conforme  á  la  intención  y  al  objeto  qne  se  propnsieron  las  aismu  en  U 
obligación  contraída: 

Considerando  qmB  en  las  eaoitalaeiones  matrimoniales  oelebradM  en 
U  de  Abril  de  1854  por  Doña  Paastina  Jiménei  y  D.  José  Saleado  se  es- 
tabléelo f  qfue  haya  de  ser  y  sea  heredero  de  la  eaaa  y  bienes  de  los  con- 
trayentes ano  ó  una  de  loa  hijos  ó  hija  de  este  matrimonio,  aquél  ó 
aquélla  que  á  sns  padres  más  les  «eomode...»  y  para  el  cuo  de  qoe  éa- 
loa  marídsan  sin  hacer  el  nombramiento,  diapnsieron  qie  lo  voriftcamn 
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los  dos  paríentss  más  ceroanos  de  It  manera  y  en  la  forma  qae  ezpiieaa 
diehai  ea^i  lalaciones: 

Considerando  qae  DoAt  Palatina  Jiménes,  hteiendo  oso  de  ia  facal- 
Ud  qoe  le  confiere  la  escritora  de  I S  de  Abril  de  1854,  nombró  heredera 
á  so  bija  Dofta  Matilde,  sin  qoe  obste  á  la  Ttlides  del  nombramiento  la 
eireonstaoeia  de  haber  muerto  con  anterioridad  so  marido  D.  Jusó  Sal- 
eedo,  ona  Tei  qoe  en  las  eapitnlaoionea  matrimoniales  de  qno  se  trata  no 
46  tstablecié  qoe  debieran  hacer  el  nombramiento  los  cónyo^ss  reoni- 
dos,  y  eo  tal  concepto^  la  sentencia  qae  lo  reconoce  así  y  absuelve  do 
la  demanda,  no  infringe  las  leyes  y  doctrina  qoe  se  invocan  en  los  dos 
primeros  motivos  del  recarao: 

Considerando  qae  en  los  motivos  3*  y  i*  se  hace  snpoosto  de  la 
ttoestión,  leda  ves  qoe  se  fondan  en  qoe  no  es  válido  el  nombramiento 
hecho  por  Dofta  Paostína  mnerto  ya  so  primer  marido,  lo  coal  qheda 
-demostrado  no  ser  exacto,  y  por  ello  se  citan  con  inoportonidad,  y  no 
han  podido  ser  infringidas  las  disposiciones  y  doctrinas  invocadas  en 
-dichos  motivos; 

Paliamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
•corso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpoesto  por  D.  Enrique  Gil, 
D.  Carlos  Abad  y  D.  José  Salcedo,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y 
«I  pago  de  la  cantidad  qoe  debieron  depositar,  ia  qoe  caso  de  hacerse 
efectiva,  si  mejorasen  de  fortona,  se  distriboirá  con  arreglo  á  la  ley; 
librase  la  correspondiente  certificación  á  la  Andiencia  de  Zaragosa,  con 
devoloeión  del  apantami'ento. — (Sentencia  publicada  el  II  de  Abril  de 
4884,  é  i  iserta  en  la  Gae0(a  de  8  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Heearoe  de  eanaelin  en  la  Ibrma  en  asanto  de  Ultramar 

(tf  dé  Abril  de  ^HHi),^Sala  tercer  a. ^Eíkcücióv. — No  ha  logar  slin- 
terpnesto  por  D  Bdlisario  Garcerán  con  D.  José  Pernándei  de  Telaseo 
^AiidíennÍA  de  ia  Hibtta),  y  se  resoelve: 

Que  U  falta  de  aecián  6  de  derecho  para  p^dir  no  debe  eonfundiree 
€&n  la  falta  de  per  tonalidad  ó  de  capacidad  para  comparecer  enjuicio; 
mo  pudiendo  aauélla  antorisar  el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma 
non  arregle  á  la  canea  S*  del  arL  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cioil 
^ent0. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  II  de  Abril  de  1884,  en  los  aotos 
ejeeotivos  s^goidosen  el  Josgado  de  primera  instancia  del  distrHo  del 
C«rro  y  en  I»  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodienoia  de  la  Habana  por  Don 
José  Pernándes  de  Telasco  y  Dfaz  de  Villegas,  comerciante,  con  D.  Be- 
Hsario  Garcerán  de  Valí,  Abogado,  vecinos  ambos  de  dicha  ciudad  de 
la  Habana,  y  D.  Gregorio  Garcerán  de  Valí,  pendiente  ante  Nos  en  vir- 
tud de  recnreo  de  casación  por  qoebrantamiento  de  forma  interpoesto 
por  D.  Bdlieario,  á  qoien  ha  defendido  y  representado  en  este  Tribonal 
Sopremo  el  Licenciado  D.  José  Nacarino  Bra\)o  y  el  Procorador  D.  Ma- 
nuel de  Diega,  habiéndolo  sido  Pernándes  de  Velasco  por  el  Licenciado 
ü.  Diego  Suáres  y  el  Procorador  D.  Garios  Godino: 

Resollando  qoe  D.  Belisario  y  D.  Gregorio  Garcerán  de  Valí  expi* 
dieron  en  Gienfoegos,  de  mancomún  ó  in  toiidnm^  con  fecha  19  de«Ot- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


88  iunisprnoBiiiGiA  citii.. 

eiembre  do  4866,  dos  ptffardi  á  la  orden  da  D.  Joan  G.  Díai  do  Vütegas- 
por  la  eanli\lad  de  40.000  pesca  eada  uno,  valor  do  dos'  platos  de  i« 
oompra  qoo  lo  hablan  hecho  del  ingenio  Sun  Antonio  con  veooimieota 
uno  de  ellos  para  ol  día  i^  do  Jonio  de  1874,  y  el  otro  á  igual  dta  ile 
4873,  eoyoa  dos  pagarés  f nerón  ondosados  con  fecha  15  de  £nero  de 
4867  á  D.  Lugardo  Vila,  coa  la  expresión  de  pégnese  por  mí  á  la  ordea 
do  D.  Logardo  Víla;  y  por  ésto,  en  S5  de  Febrero  sigaiente,  á  D.ioié- 
Fernáodei  do  Velasco  con  la  frase  do  págoese  á  la  ordeoa  de  0, 4(mé 
Fernandos  de  Velasbo  por  falor  recibido  del  mismo: 

Resaltando  qne  con  fecha  30  de  Setiembre  de  4878  y  16  de  Enera 
de  4879  certificó  el  Cónsul  de  España  en  Kingston,  isla  de  Jamaica, 
qne  D.  inan  Guillermo  Días  de  Villegas  y  D.  Lugardo  Vila  habían  de- 
clarado ante  él  y  á  presencia  de  doa  testigos  qoe  las  firmas  pnestas  por 
ellos  antorisando  los  endosos  extendidos  en  los  indicados  pagarés  erais 
legítimas,  y  qoe  para  dar  mayor  valides  y  fuerza,  si  fnese  necesario,  4 
dichos  endosos,  cedían  y  traspasaban  de  nnevo  á  sus  respeetiYos  endo- 
satarios'todos  los  derechos  y  acciooes  qoe  les  daban  los  pagarés: 

Resultando  que  declarados  D.  Belisario  y  D.  Gregorio  Garcerán,. 
per  anto  del  Jozgado  del  distrito  del  Cerro  de  la  Habana  de  47  de  Se- 
tiembre de  48'9,  confesos  en  la  cortesa  y  legitimidad  de  las  firmas  de 
los  mencionados  docnmentos  de  crédito,  dedujo  D-  José  Fernándes  de 
Velasco  demanda  ejecntiva  contra  ambos  deodores  en  26  de  dicho  mes^ 
de  Setiembre;  y  despachada  la  ejecución  por  aoto  de  8  de  Octubre, 
fueron  requeridos  al  pago  los  hermanos  Garcerán,  y  no  habiéndolo  ve- 
rificado se  procedió  al  embargo  del  ingenio  Alegría,  y  se  les  citó  de 
remate: 

Resultando  qoe  desestimada  por  sentencia  de  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  del  territorio  de  21  de  Enero  de  4881  la  inhibitoria  deju<» 
risdiccióo  qoe  con  motivo  de  estos  autos  ejecnlivos  dedujo  D.  Belisa- 
rio Garcerán  en  el  Jozgado  de  Goanabacoa,  compareció  en  estos  ^utos 
y  se  opuso  á  la  ejecución,  á  cuyo  efecto  se  le  mandaron  entregar  por 
el  término  legal;  y  no  habiendo  comparecido  su  hermano  D.  Gregorio, 
le  fué  acusada  la  rebeldía: 

Resultando  que  D.  Belisario  Garcerán  formalizó  su  oposición  en 
*  escrito  de  44  de  Mayo  de  dicho  año  4881,  oponiendo  la  excepción  áe 
falta  de  personalidad  en  el  ejecutante  y  en  su  Procurador;  y  pidiendo^ 
que  en  su  consecuencia  se  declarara  no  haber  lugar  á  pronunciar  sen- 
tencia de  remate  con  imposición  de  las  costas  á  Fernández  de  Velasco,' 
alegando  para  ello  qoe,  conforme  á  los  números  S°  y  3^  del  artículo 
944  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  confesión,  así  como  el  recono- 
oimiento  de  firma,  debe  hacerse  ante  el  Juez  eom  peten  te;  que  no  sién- 
dolo el  Cónsul  de  España  en  Jamaica,  era  claro  que  los  reconoclmieott  s^ 
de  las  firmas  de  los  endosadores  de  los  dos  pagarés  no  estaban  hechos 
con  arreglo  á  laa  disposiciones  legales,  y  carecían  de  validez  para  los  efec* 
toe  del  artículo  citado;  qoe  por  tal  razón  no  habla  adquirido  el  ejecu- 
tante personalidad  para  entablar  la  ejeeucióo,  y  carecía  asimismo  de 
eUa  su  apoderado  ó  Procurador;  que  á  consecuencia  de  esta  falta  «de 
personalidad  era  falso  eivilmente  el  título  presentado  como  ejecutorio; 
y  que  fundada  la  demanda'en  un  título  que  carece  de  los  requisitos  in- 
dispensables, se  había  también  faltado  á  laa  reglas  especiales  del  pro  - 
eedimiento,  y  existía  por  consiguiente  la  excepción  de  defecto  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda  que  trae  consigo  la  nulidad  de  la  eje  - 
«oeián: 
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RetvlUBdo  qna  D.  José  Fernandos  Yelateo  eontestó  qoe  no  tratan* 
doM,  eoBQO  iko  te  trataba,  del  reeonoeifloiento  por  los  deudores  det«» 
Urnas  eaumpadas  al  pie  de  los  pagarés,  ni  de  la  confesión  de  la  deuda, 
sino  del  reconocimiento  efectuado  por  los  endosantes,  6  sea  de  las  de* 
claraeiones  prestadas  por  éstos  ante  el  Génsoi  de  España  en  Jamaica 
respecto  al  hecho  de  ser  sayas  las  firmas  qne  aatorisan  los  endosos, 
cuyo  hecho  qnedabs  justificado  con  la  presentación  de  las  certifieacio* 
nes  eipedidas  por  dicho  Gónanl  como  hnbiese  quedado  con  cnaiqoiera 
otro  medio  de  prneba,  era  claro  qne  ninguno  de  los  números  del  ar* 
átenlo  9i4  de  la  ley  de  Enjniciamiento  civil  citados  por  la  parte  con* 
trnria  podía  ni  debía  aplicarse  al  presente  caso;  que  reputándose  los 
Contales,  Vicecónaoles  ó  las  personas  que  hagan  sus  veces  en  psíses 
extranjeros  Jaeces  de  pai,  de  corrección  y  de  primera  instancia  rpa- 
pectivsmeote  con  las  mismas  atribuciones  y  sujetos  á  las  mismits  for- 
malidades qne  establecen  las  leyes  para  éstos,  salvas  las  excepciones  y 
oíodificaciones  expresadas  en  algunos  artículos  del  Real  decreto  de  2^ 
de  Setiembre  de  1848,  el  reconocimiento  efectuado  por  D.  Juan  Díaz 
Yillegas  y  por  D.  Logardo  Tila  ante  el  Cónsul  de  España  en  Jamaica 
tiene  fueria  y  valides  para  probar  la  certczH  de  los  endosos  extendi- 
dos en  los  pagarés;  qne  aun  anponiendo  qne  el  reconocimiento  practi- 
cado ante  el  referido  Cónsul  careciese  de  valides  al  objeto  expreudo, 
aíampre  resaltaría  que  sa  le  habían  presentado  dos  actas  notaritles, 
en  las  que  consta  la  cesión  de  los  créditos  por  Días  de  Villegas  á  Oon 
Lvgardo  ?i(a,  y  por  éste  al  ejecntante,  pnes  es  sabido  que  los  Cónsniea 
entán  faeoltados  para  actuar  como  depositarios  de  la  fe  póblicA,  ejer- 
eiendo  en  el  distrito  consular  los  oficios  del  Notario  público  y  Secret*» 
rio  del  Juagado;  y  que  demostrado  así  hasta  la  evidencia  qoe  tienn 
pnrsooalidad  para  demandar  á  los  hermanos  Garcerén,  obligados  de 
moneomún  éin»olid%m,  resoltaba  tanto  más  acreditada  la  de  Prona» 
rador,  qne  había  presentado  el  poder  bastante  desde  que  promovió  el 
JQície: 

Resultando  qne  *  I  Joei  de  primera  inatancia  dictó  sentencia  en  41 
de  Jolio,  declarando  sin  lugar  la  expresión  de  falsedad  civil  del  dooa* 
cttmento,  y  estimando  la  falta  de  personalidad  en  el  ejecutante,  y  xa* 
solviendo  en  su  consecuencia  no  haber  lugar  á  dictar  sentencia  de  re» 
Bate  eon  imposición  de  costas  á  D.  José  Pernándes  de  Yelasco;  y  remi* 
tidos  los  antoa  á  la  Audiencia  del  territorio,  en  virtud  de  apelación  qoe 
dednjo  éste,  y  sustanciadla  la  alsada,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civd 
en  18  á9  Marso  de  48SS,  mandando  aegoir  adelante  la  ejecución  despa 
ehada  por  loa  10.000  pesos  redamados  é  intereses  legaltf  de  demora  f 
costas  ds  ambas  instancias:  v 

Rasoltando  que  D.  Belisario  Carearán  de  Valí  interpuso  recurso  por 
qnehrantamtento  de  forma,  fundado  en  el  caso  %^  del  art.  iOI3  dn  la 
loy  de  Bnjaiciaraiento  civil,  ó  sea  en  la  falta  de  personalidad  en  el  eje- 
entonte  Fernándea  de  Velasen  por  no  haber  acreditado  en  debida  formo 
el  reeonoeimiento  de  la  firma  de  loe  endosantes  de  los  pagarés,  y  no 
eontener  dichos  endosos  la  expresión  del  valor  del  pagaré  endossdo 
qnseiigs  para  so  valides  el  art.  468  del  Código  de  Comercio.  * 

Yiato,  alendo  Ponente  el  Magtatrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  qoe  la  falta  de  acísión  ó  de  derecho  para  pedir  qne  ee 
lo  qne  en  realidad  se  ha  opoesto  por  el  ejecutante,  fundándose  en  qoe 
si  bien  se  habían  reconocido  iaa  firmas  por  los  deodores  del  pagaré,  no- 
4ehe  eonfondirse  con  la  falta  de  peraonalidad  ó  de  capacidad  para  com- 
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parecer  en  jnmo  qve  ha  atribaido  al  ejaootanU,  u(  por  vía  de  exeep* 
eit^ü  eomo  de  fundamento  del  recorto  por  qoebranumienio  de  forma 
interpoeito,  porqoe  esta  falta  no  existe,  y  aqoéUa  no  es  la  qve  paede 
antoriiarlo  eon  arreglo  á  la  cansa  Hñ  del  art.  1013  de  la  ley  de  Sojm* 
ciamiento  civil  vigente  á  la  saión  en  Caba  qoe  se  ciun: 

GonsideraodOy  por  tanto,  qne  no  procede  el  recorso  de  qoe  se  traía; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
corso  de  casación  por  qnebranttmlento  de  forma,  ioterpoesto  por  Don 
Belisario  Garceráo  y  Tall,  á  qoien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y 
pérdida  deJ  depósito  constito<do,  que  se  distribairén  con  arreglo  á  la 
ley;  y  líbrese  á  la  Aodiencia  de  la  Habana  la  certificación  eorrespon- 
dieote.-^Sentencia  publicada  el  %i  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la 
úae4ta  de  80  de  Agosto  del  mismo  a&o.) 
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RemiPM  de  eamietóii  (23  di  Abril  d€  i9%i).^SiUa  príiii«r«.— 
Pago  dh  cantidad. — No  ha  logar  al  interpnesto  por  D.  Juan  y  Djfta 
Gatñina  Udbronsse  con  D.  José  Rail  de  Qoe  vedo  (Andícncia  de  Ma- 
drid), y  se  resoelve: 

i^  Qué  no  pueden  esíimane  he  motivos  de  cntaeión  en  que  $e  hocé 
supuesto  ds  la  difieulted,  oponiendo  ei  crüerio  propio  de  la  emistencin 
de  un  contrato  verdadero  al  del  Tribunal  sentenciador  que  ¡e  e$Hu^  si" 
mulado,  apreciando  en  neo  de  sus  facsUtades  el  reeuliado  ds  eotot; 

Y  2^  Que  las  eusstiones  qus  no  fueron  objeto  del  pleito^  no  pueden 
serio  del  recurso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Abril  de  1884,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
segoido  en  el  iosgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de 
esu  capital  y  en  la  Sala  de^  lo  civil  de  l|i  Aodiencia  de  la  misma  por 
D.  Joan  y  Doña  Catalina  Debroosse,  como  herederos  de  su  padre  Don 
Francisco  Hamberto,  representados  por  el  Procurador  D.  Antonio  Bon* 
dicho,  y  defendidos  por  el  Doctor  D.  Francisco  Lastres  con  D.  José  Reís 
de  Qoevedo,  y  en  sa  nombre  el  Procurador  D.  José  Cirilo  Dial,  bajóla 
dirección  del  Doctor  D.  Josto  Pelayo  Cuesta,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resoltando  qoe  D.  Francisco  Hamberto  Debroosse  y  D.  José  Ratt  de 
<2aéY0do,  tituUndoso  contratistas  do  obras  públicas,  firmaron  en  París, 
eon  fecha  9  de^Pebrero  de  <865,  on  docomento  privado  por  el  qne  con- 
vinieron: I®,  gue  Debroosse  vendía  áQoevedo,  qoe  aceptaba  de  on  mo- 
do firmo  y  definitivo,  H.50I  acciones  de  la  Compañía  del  camino  de 
hierro  de  Paleneia  á  Ponferrada  ó  del  Noroeste  de  España,  en^a  nome* 
ración  se  expresó,  por  el  precio  alzsdo  de  600  francos  por  acción,  com- 
prendiendo lu  acciones  vendidas  y  el  cupón  de  los  intereses  á  ella  re- 
ferentes bajo  la  sola  deducción  de  la  parte  de  los  intereses  vencidoa 
liasta  aqoel  día,  y  qae  eontinnaría  perteneciendo  é  Debroosse;  qne  el 
precio  principal  de  la  venta  se  fijaba  en  3.761.000  francos,  y  prodoci» 
rían  desde  el  15  de  Diciembre  anterior,  vencimiento  del  último  copón, 
interés  al  6  por  400  al  año,  pagaderos  el  46  de  Julio  y  eH6  de  Diciem- 
bre de  cada  año,  siendo  Qoevedo  en  cooeecuencia  propietario  de  loa 
éichos  títulos  á  contar  desde  aqoel  día,  y  qoedando  de  so  cuenta  y 
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ritsgo  en  poder  de  Debrotite  hasta  la  época  de  la  entrega;  V^  qne  el 
precio  principal  de  la  Tenta  seria  satisfecho  á  Debroosse  ea  U  ptaiot 
de  tree  meses  de  4I0.7S5  franoos  74  ceataTos  en  cada  ano,  á  contar 
desde  9  de  Febrero  de  1867,  eolregándose  á  Qoevedo  en  el  acto  decad% 
pago  uñ  número  de  acciones  qne  representase  exactamente  la  cantidad 
pagada,  á  rasón  de  500  francos  por  acción,  y  el  saldo  total  se  entrega - 
Ha. en  el  acto  del  último  pago,  abonando  Qaevedo  á  Debroosse  en  el 
meto  de  ia  entrega  de  los  títulos  la  parte  de  intereses  Tencida  por  los 
tltaloi  entregados  desde  la  époea  en  qne  se  habfera  cortado  el  último 
•apótt«  siendo  ezigible  el  todo  á  falta  de  pago  de  nn  plato  de  Intereses 
é  del  principal  de  aqaella  venta  á  so  f  enoimiento  nn  mes  después  do 
nn  reqnerimiento  infrnctnoso;  3*,  qne  sobre  el  precio  principal  de  ia 
▼enta  y  para  asegarar  mejor  sn  pago,  se  ajQstaria  nna  cantidad  de 
3.941.000  francos  en  44  pagarés  de  cantidades  y  á  plasos  iguales  de 
tret  motes,  á  contar  desde  9  de  Febrero.de  4867,  qne  se  obligaba  á  en* 
Iregar  Qaevedo  á  Debroosse  dentro  de  nn  mes,  expresando  tn  ellos  qne 
oran  por  precio  de  acciones  del  camino  de  hierro  del  Noroeste  de  Espa- 
fta,  y  antorísados  con  el  aval  de  nn  banquero  de  Madrid  admitido  por 
Dabronsie,  no  podiendo  éste  negociarlos  en  España  y  debiendo,  si  que- 
rin  hacerlo  en  otra  parte,  avisar  á  Qaevedo  nn  mes  antes;  4®,  qne  á  t(- 
tnlode  garantía  complementaria  Qaevedo  se  obligaba  á  «entregar  á  De- 
éronsse  en  el  mismo  plano  de  un  mes  10.000  obligaciones  del  camino 
4e  hierro  del  Noroeste  de  España,  que  producían  nn  interés  anual  de 
IS  francos,  antorisándoie  para  negociarlds  al  precio  míoimo  de  490 
francos,  abonai^do  so  precio  y  los  intereses  al  crédito  de  Qaevedo,  é 
impntindoae  las  cantidades  así  recibidas  por  Debroosse  sobre  los  últi- 
mos plasos  qne  ven-^ieran  del  precio  principal  de  la  ventar  tales  como 
ne  habían  eatipnlado  en  el  art.  S^;  6®,  que  Debroasse  estaba  antorisado 
para  cobrar  los  copones  de  intereses  referentes  á  las  acciones  no  entre- 
gadas qne  habían  quedado  en  sn  poder,  y  el  importe  de  las  cantidades 
aní  cobradas  se  pondrían  en  el  crédito  de  Qoevedo,  impnt¿ndole  sobre 
el  plaio  correspondiente  de  los  intereses  que  había  que  pegar  por  él  y 
por  el  excedente  sobre  los  primeros  plasos  á  vencer  sobre  el  principal; 
6®,  qne  Qaevedo  se  reser?aba  cualesquiera  facultades  de  anticipo  de 
nqoeilae  cantidades  que  le  parecieran  bien;  7^,  que  Qaevedo,  quedando 
á  contar  desde  aquel  día  único  propietario  de  las  acciones,  tendría  res* 
poeto  á  la  Compañía  de  Palencia  á  Ponferrada  todos  los  derechos  refe- 
rentes á  ella,  bajo  el  punto  de  víüta  de  los  acuerdos  de  la  Compañía, 
MUk  qne  Debroosse  pudiera  ser  obligado  nunca  por  otra  parte  á  des- 
proiMlerse  de  las  acciones  de  otro  modo  más  que  en  el  caso  de  reembol- 
so total  ó  parcial  arriba  previsto;  8^,  y  que  para  el  cumplimiento  de 
•etae  condiciones,  se  sometían  tas  partes  á  la  jurisdiccién  del  Tribunal 
4e  Comercio  del  Sena: 

Resultando  qne  el  referido  Tribunal  de  Comercio  del  departamento 
46l  Sena  en  París  dictó  sentencia  en  23  de  Febrero  de  4867  condenando 
á  D.  José  Ruis  de  Qaevedo  y  á  A.  A.  Miranda  á  pagar  á  Mr.  Humberto 
Debroosse  550.441  francos  4t  eénts.,  importe  de  dos  letras  Srmadas  en 
II  de  Febrero  de  1865  por  Rais  de  Qaevedo  con  el  aval  de  A.  Miranda 
é  hijo  á  la  orden  de  Mr.  Humberto  Debroosse,  por  precio  de  acciones 
del  ferrocarril  del  Noroeste  de  España,  pagaderas  respectivamente  en 
9  de  Febrero  y  9  de  Mayo  de  1867,  letras  que  fueron  protestadas  á  en 
vencimiento  por  falta  de  pago: 

ftesnitando  qne  D«  Joan  y  Doña  Catalina  Debronsse,  como  heredn- 
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ros  de  Mr.  Homberto  Debronsse,  golteiur<m  an  35  de  Jddío  de  1880  eo 
ei  Jasgado  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  eorte  el  eoabargo  preventi-^ 
vo  de  los  bienes  de  D.  José  Ron  de  Qiie?edo,  por  la  cantidad  de 
5.751.000  francos,  intereses  al  6  por  100  y  eostas,  coya  soma  había 
debido  pagar  en  los  plaaot  qoe  apareeian  del  doco mentó  antee  referido 
coya  firma  reconociera,  y  qoe  acordado  el  embargo  y  reqoerido  Qoe- 
vedo,  contestó  qoe  no  pagaba  por  carecer  da  metálico  y  bienes  y  ade* 
mes  no  debía  la  soma  qoe  se  le  reclamaba,  porqoe  el  contrato  nonca 
\\tfn6  á  rjecntarse  por  Debroosse,  habiéndose  declarado  nulo  impUeila- 
mente  por  el'  Tribunal  Snpremo  al  fallar  ona  de  sos  incidencín,  sien- 
do por  consiguiente  Debronsse  su  deudor  puesto  qoe  no  le  devoWid 
las  10.000  obligaciones  del  ferrocarril  que  le  entregó  en  garantía,  j 
qoe  como  no  era  cierta  la  deuda  no  podía  asegurar  con  cortesa  si  era 
•oya  la  firma:     « 

Resollando  qoe  bs  herederos  de  D.  Homberto  Debroosse  dedojeron 
en  su  Tirtod  en  18  de  hilio  sigoiente  la  demanda  objeto  de  estos  aotos, 
en  la  qoe  ejercitando  la  acción  personal  pidieron  que  se  condenase  á 
D.  José  Bois  de  Qoevedo  á  recoger  las  4 1 .501  acciones  del  ferrocarril 
del  Noroeste  de  España  qoe  compió  á  Mr.  Hon  beitq  Debrooese,  previo 
el  pego  á  sos  herederos  de  5.751.600  francos  é  intereses  qoe  correa* 
Tendieran  á  razón  del  6  por  400  al  a6o  á  partir  desde  el  45  de  Diciem- 
bre de  I86i,  con  todas  lascostus  cansadas  y  qoe  se  caosasen  hasta  qoe 
los  demandantes  fueran  reintegrados  de  las  somas  qoe  reclamaban^ 
alegando  como  fondamentos  da  derecho  de  ao  pretensión  después  da 
eonsignar  como  hecho  los  antecedentes  que  qoedaban  riendo»,  el  coa* 
trato  de  1865,  ley  para  los  interesados  y  según  el  coal  Qoevedo  venia 
obligado  á  entregar  á  los  demandantes  la  cantidad  qoe  se  le  reclama- 
ba; la  ley  recopilada  qoe  hacia  válida  toda  obligación  de  coalqoier 
modo  qoe  apareciese  celebrada,  y  en  el  contrato  mencionado  aparaeia  * 
qoe  Qoevedo  se  comprometió  á  pagar  el  importe  da  las  obligaciones 
compradas  á  Debrooise,  y  las  leyes  da  Partida  constitoían  al  compra- 
dor en  el  deber  de  pagar  al  vendedor  el  precio  qoe  le  prometió,  é  im« 
ponían  á  los  contrayentes  en  la  compraventa  la  obliga^i^^Q  de  guardar 
fiel  y  pontualmente  los  pactos  qoe  se  establecían,  siempre  qoe  no 
foeran  contrarios  al  derecho  ó  las  boenas  costumbres,  en  oingono  da 
eoyos  casos  se  encontraba  el  del  pago  da  intereses  á  que  se  sujetó  el 
comprador: 

Resultando  que  desestimada  la  pretensión  qoe  dedojo  D.  José  Rois 
de  Qoevedo  para  la  acumulación  á  este  juicio  del  que  á  su  instancia  la 
seguía  sobre  la  misma  cuestión  en  al  Juagado  del  distrito  de  la  Audien- 
cia, contestó  á  la  demanda  con  la  pretensión  de  qoe  se  le  absolviese  da 
ella  y  qoe  se  estimase  en  su  lugar  la  reconvención  que  proponía,  con- 
denando á  los  demandantes  á  devolver  á  Qoevedo  las  40.000  obliga-^ 
clones  da  la  antigoa  Compañía  da  los  ferrocarriles  del  Noroeste  de  Es- 
paña, qoe  obraban  como  de  la  pertenencia  de  dichos  demandantes  en 
poder  de  la  sindicatura  de  la  qoiebra  de  la  dicha  €k>mpafiía  por  haber 
cadoeado  la  obligación  de  prenda  con  qoe  dichos  valores  foeron  entra- 
gados  á  Debroosse  por  Qoevedo  como  doeño  efectivo  de  los  mismos, 
condenando  en  las  costas  á  la  parte  actora,  fondándose  para  ello  en  qoa 
el  contrato  celebrado  entre  .Qoevedo  y  Debroosse  fué  meramente  ficti- 
cio y  limitado  al  único  objeto  da  facilitar  al  primero  la  representación 
necesaria  para  poder  concurrir  con  cierto  número  de  votos  á  las  deli-* 
baracíones  da  la  Soaiadad  en  lu  jontas  generales  de  loa  accionistas  eoft 
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nórmente  le  eedió  la  eonslrvecióo  de  León  é  Ponferradt;  que  las  canti- 
dades qnn  el  deelaran|e  tenia  reelamaJaa  i  la  Gompafiía  no  eran  Mo  de 
lu  que  se  referían  al  contrato,  sino  al  de  Ponferrada  á  la  Corona,  León 
y  Gijón,  no  habiendo  satisfecho  los  pagarés  porque  no  los  debía,  y  qao 
por  la  misma  razón  de  llegar  la  deuda,  no  podía  reconocer  la  firma  del 
contrato  y  demás  documentos: 

Resollando  qoe  reconocidas  pericialmente  y  declaradas  como  de  Don 
José  Raíz  de  Qaevedo,  suministradas  otras  pruebas  por  una  y  otra  par« 
te,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  absolviendo  á  D.  José 
Roiz  de  Qoevedo  de  la  demanda  contra  él  interpuesta,  ásl  como  á  los 
demandantes  de  la  reconvención  hecha  sin  expresa  condena  de  costas;  y 
que  interpuesta  apelación  por  D.  Juan  y  Dofia  Catalina  Debrousse,  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  sentencia 
en  5  de  Hayo  de  1 883,  confirmando  con  las  costas  la  del  Juez  inferior  en 
la  parte  qoe  había  sido  apelada: 

Resulundo  que  D.  Joan  y  Dofia  Catalina  Debrousse  interpusieron 
recorso  de  casación,  por  haberse  Infringido  á  su  juicio: 

4^  La  ley  del  contrato  contenido  en  el  de  9  de  Febrero  de  4865,  la 
4%  til.  4®,  libro  40  de  Ja  Novísima  Recopilación,  y  el  priocio  de  derecho 
paeUtiunt  terüanda,  porque  la  sentencia,  al  absolver  de  la  demanda  á 
D.  José  Roiz  de  Qaevedo,  oontravenia  al  compromiso  aoe  él  mismo  con- 
trajo con  D.  Uomberlo  Debrousse ,  comprando  á  éste  fas  acciones  de  la 
Compañía  por  el  precio  y  con  loa  pactos  y  condiciones  qoe  en  él  cons- 
taban, en  el  cual  se  declaraba  que  desde  la  fecha  del  contrato  quedaba 
Qoe  vedo  due&o  de  las  acciones,  pero  sin  que  Debrousse  pudiera  ser 
obligado  á  entregarlas  sino  medíanle  el  pago  del  precio  en  la  forma  y 
plazo  convenidos,  contrato  ratificado  por  la  enría  de  Qoevedo: 

i°  La  doctrina  legal  proclamada  por  este  Tribunal  Supremo  en  va- 
rias sentencias,  y  entre  otras,  en  la  de  14  de  Abril  de  4865,  en  que  se 
declara  que  los  contratos  sólo  deben  interpretase  en  caso  de  que  las 
dudas  que  origine  hagan  absolutamente  indispensable  so  explicación; 
y  lo  establecido  en  la  sentencia  de  30  de  Abril  de  4878,  consignando 
que  las  cláusulas  de  los  contratos  deben  entenderse  en  su  sentido  literal 
sin  someterlas  á  casos  y  cosas  no  estipuladas  expresamente  en  el  con* 
cepto  de  que  el  fallo  recorrido  interpretaba  el  de  4865  cuando  la  clari* 
dad  de  sos  términos  no  lo  exigía,  y  entendía  que  las  partes  no  se  pro- 
pusieron cumplimentarle  coando  del  texto  del  contrato  se  dedocía  un 
compromiso  serio  reciprocamente  exigible  para  los  otorgantes,  babién-  . 
dolo  entendido  así  Debrousse,  como  lo  acreditaban  sus  gestiones  ante 
los  Tribunales  franceses  y  espsfioles  para  que  se  obligara  á  Qoevedo  á 
cumplir  lo  pactado: 

Z°  La  ley  S',  tít.  33,  Partida  7*,  pues  ano  dado  caso  de  que  el  con- 
trato necesitara  interpretación,  el  citado  precepto  prohibía  qoe  se  acOf)- 
tara  la  que  condujera  á  la  asistencia  (asi  dice)  de  lo  convenido,  regla 
hermenéutica  desconocida  y  violada  por  el  Tribunal  sentenciador: 

4®  Las  leyes  28  y  38,  tít.  5^,  Partida  5*,  que  obligan  al  comprador  á 
pagar  al  vendedor  el  precio  que  prometió,  é  imponen  á  los  contrayen- 
tes la  obligación  de  guardar  y  cumplir  los  pactos  que  estipulen  en  la 
compraventa;  toda  ves  que  la  sentencia  absolvía  á  Ruiz  de  Quevedo  de 
la  demanda  en  que  se  pedía  el  pago  de  un  precio  convenido  en  el  con- 
trato de  9  de  Febrero  que  no  contenía  ninguna  cláusula  ni  condición 
que  fuera  ilícita  é  inmoral: 

5^  Las  referidas  leyes  y  la  66  del  mismo  títnlo  y  Partida,  así  como  la 
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3^  líl.  4^  libro  f  O  de  U  NoTísima  Recopilación,  qoe  tratan  de  la  rei- 
eiaióa  da  lai  ventas  cuando  existe  lesión  eo  el  precio,  principioa  inde- 
bidsmente  aplicados  por  la  sentencia,  poes  aun  saponiendo  qae  las  ac- 
ciones vendidas  valieran  menos  de  los  600  francos  qne  fijaron  las  par» 
tes,  el  comprador  no  había  ntiliíado  en  tiempo  y  forma  la  acción  res* 
ciaoria  por  lesión,  y  ann  cuando  lo  habiera  hecho  no  le  habría  aprove- 
chado, porqve  Qaevedo,'  como  Administrador  qne  fué  de  la  Compañía 
del  Noroeste  y  más  tarde  Gonstroctor  general,  conocía  perfectamente  el 
valor  de  las  acciones,  y  según  había  confesado,  en  la  época  del  contrato 
laa  recibía  por  600  francos  en  pago  de  las  obras  del  ferrocarril: 

%^  La  ley  S3,  tit.  6^  Partida  5\  qne  determina  que  es  de  cargo  del 
comprador  la  pérdida  qne  snfre  la  cosa  vendida,  poes  la  sentencia  im- 
ponía á  los  recnrrentes  el  quebranto  qae  habían  sufrido  las  accionea  por 
Ja  qniebra  de  la  Compañía  del  Noroeste,  olvidando  qae  esa  pérdida  de- 
bía eofriria  Quevedo,  qae  era  doeño  exclusivo  de  las  referidaa  acciones 
desde  el  día  de  la  venta,  según  se  consignaba  de  nn  modo  expreso  y 
terminante  en  el  art.  T  del  contrato  de  S  de  Febrero,  también  infrin- 
gido por  el  indicado  concepto: 

V  El  axioma  de  derecho  y  la  doctrina  consignada  en  moltitnd  de 
sentencias  de  este  Tribonal  Sopremo,  y  entre  otras,  en  las  de  11  de 
Abril  de  18Ci,  10  de  Noviembre  de  4866,  28  de  Enero  de  1868,  13  de 
Mano  de  1876  y  16  de  Octobre  de  1880,  en  qae  se  establece  qae  el  con- 
trato de  compraventa  como  consensnal  queda  perfecto,  y  sa  cnmpli- 
míeoto  es  exigible  desde  el  instante  en  qne  las  partes  convienen  en  la 
cosa  y  en  el  precio;  y  por  tanto,  desde  9  de  Febrero  de  1855  quedó  á 
I>ebroo8se  expedito  so  derecho  para  obligar  á  Qoevedo  á  cumplir  lo 
pactado,  sin  qae  foera  obstáculo  al  ejercicio  de  sus  acciones ^1  hecho 
de  conservar  en  su  poder  la  cosa  vendida,  paes  por  convenio  de  laa 
iprtes  se  constitujfó  depositario  de  aquélla,  y  la  tenia  á  disposi^^ión  del 
comprador,  sin  qne  éste  pudiera  obligar  al  vendedor  á  desprenderse  de 
dichos  valores  sin  psgarle  el  precio,  pues  así  se  estipuló  expresamente 
OD  el  art.  7^  del  contrato  de  9  de  Febrero,  qae  por  este  concepto  re* 
Boltaba  infringido  en  la  aentencia  recurrida: 

S°  El  principio  de  derecho  consignado  en  la  regla  34  de  la  Partida  Vf. 
en  relación  con  la  ley  20,  tít.  13,  Partida  5%  puesto  qae  habiendo  hecha 
Debrousse  gastos  de  consideración  para  conservar  las  obligaciones  de 
la  Compañía  qne  recibió  en  prenda,  la  sentencia  absolvía  á  Qaevedo, 
qae  entregó  la  garantía  que  le  eximía  de  pagar  á  los  recurrentes  las 
sumas  abonadas  por  el  indicado  concepto,  con  lo  cual  se  autorizaba  que 
una  de  las  partes  se  enriqueciera  con  daño  de  la  otra; 

T  0^  Que  al  absolver  á  Quevedo,  la  sentencia  recurrida  cometía  error 
de  hecho,  desconociendo  el  que  constaba  en  documentos  auténticos. 
eomo  eran  el  contrato  de  9  de  Febrero,  y  sobre  todo  la  sentencia  del 
Tribunal  de  Comercio  del  Sena  de  SO  de  Julio  de  1867,  que  condenaba 
á  Quevedo  á  cumplir  el  contrato  de  venta  de  acciones  y  le  obligaba  al 
pago  de  los  plazos  vencidos;  y  como  contra  dicho  fallo  nada  habla  ale- 
gado Quevedo  y  el  documento,  era  auténtico,  la  Sala  sentenciadora  no 
podía  desconocer  su  contenido  ni  prescindir  de  lo  qne  dicha  sentencia 
ordenaba. 

Visto,  siendo  Ponente  el  M sgUtrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 
Considerando  que  la  aentencia  no  infringe  la  ley  del  contrato  ni  laa 
demás  citadas  en  los  siete  primeros  motivos,  ni  incurre  en  el  error  ex- 
puesto en  el  0%  porque  en  tgdos  aquéllos  se  hace  supuesto  de  la  dificnl* 


Digitized  by  VjOOQ IC 


96  lomsnvfimcu  eur&. 

Ué^  oponiendo  ol  oriterío  propio  de  laexisleiicía  de  on  contrato  verdi- 
éefo  »l  dei  Tribunal  senteneiador  que  le  eslimd  eimuJado,  aprecian- 
do en  neo  de  ene  faenltadee  el  reasliado  de  anloe,  sin  qoe  contra  esta 
apreciación  tenga  valor  algiroo  el  indicado  error  dettitoido  completa- 
mettto  de  íoodamento,  pneeto  que  le  apojra  el  reearrente  en  el  contrato 
mieno  qne  se  reputa  falso,  y  en  una  sentencia  del  Tribanal  de  Comer- 
cio del  Sena,  qne  no  constituye  cosa  jnigada  reapecto  á  cate  litigio,  j 
qvte  sólo  en  tal  coneepto  podría  haberse  invocado  en  su  caso: 

Considerando  que  son  impertinentes  y  no  han  podido  infringirse  las 
leyes«citadas  en  este  motivo  3*,  porque  el  punto  relativo  á  las  obliga* 
eiooes  y  á  todo  lo  qne  oon  ellas  estuviera  conexo  no  fué  objeto  de  la 
apelación,  ni  por  consiguiente  ha  podido  ser  del  presente  recorso; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  iuan  y  Doña  Catalina  Debroosse,  á 
quienes  condenamos  en  las  costas,  y  á  la  pérdida  del  depósito  qoe  se  dis- 
tribuirá con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la 
certificación  correspondiente,  coo  devolución  del  apuntamiento  qoe  ha 
remitido.^(Senteneia  publicada  el  S3  de  Abril  de  4884,  é  inseru  en  la 
Gae$4a  de  8  deSetiembre  dbl  mismo  afio.) 
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ll«earso  de  cafla«i¿a  en  susanto  de  mtramsu»  [H  d$  Abril 
d#  188t).*'Sa¿a  primera. "-Disolución  db  sociedad.— No  ba  lugar  al 
interpuesto  por  D.  Guillermo  Gutiérreí  y  otro  con  D.  Joaquín  Lando 
(Audiencia  de  U  Habana),  y  se  resuelve: 

4^  Que  $i  ti  déntandado  projmio  como  eweepcián  perentoria  Udéim* 
€ompe$eneia  d€  Jurisdicción,  mando  d$  la  facultad  que  para  ello  eonce 
din  lot  ardeuloi  S40  y  I5i  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eiúl  vigente  en 
Cuba,  por  mát  que  iubaidiariamente  mase  otras  excepciones  que  en  su 
concepto  le  asietian  contra  la  dcwMtnday  y  en  cuya  nirtui  pidió  que  se  le 
ensolviese,  de  ella^  como  esta  forma  de  contestar  no  implica  sumisión  á 
los  Tribunales  ordinarios,  la  sentencia  que  dieta  la  absolución  no  •«• 
frinqe  el  art.  A^  de^la  expresada  ley: 

t*  Que  tampoco  infringe  la  ley  4^,  tü.  1^,  libro  40  de  la  Novísima 
Eeeopilación,  ni  la  escritura  social,  si  no  se  desconoce  la  fuerza  obliga- 
toria de  dicha  escritura,  anus  bien  se  aplican  sus  cláusulas  á  la  solu^ 
eión  del  litigio,  apreciándolas  la  Sala  en  uso  de  sus  facultades  y  sin 
que  contra  esta  apreciaeián  se  dte  como  infringida  ley  ni  doctrina  legal; 

Y  3^  Que  no  son  estimables  los  motivos  de  casación  que  se  dirigen  á 
combatir  los  eomiderandos  de  la  sentencia,  contra  los  cuales  no  puede 
interponerse  útilmente. 

fin  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  %i  de  Abril  de  4884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pilar  de 
la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  dicha  ciudad  por 
D.  Guillermo  Gutiérreí  y  Hoyos  y  Dofta  Patrocinio  Jolié  por  si  y  como 
heredera  de  su  marido  D.  Agustín  Ariosa  y  Beltrán,  representado  por  el 
Procurador  D.  Ildefonso  Gutierres  lllana,  y  defendidos  por  el  Licencia- 
do D.  Rafael  liaría  de  Labra,  con  D.  Jo^oín  Lando  Estevas  y  en  su 
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"Bombre  el  Procarador  D.  Ángel  Calvo,  bajo  la  dirección  del  Letrado 
4>.  Jacobo  Gallego  Fajardo  sobre  diaoloeión  de  ona  Sociedad: 

Remltando  qoe  por  escritora  de  15  de  Octobre  de  4877  D.  Joaquín 
Xandó,  D.  Agaatín  Ariosa  y  D.  Gníllermo  Gutiérrez  adqnirieron  por  lí- 
talo de  compra  á  D.  loocencio  Gasanova  el  ingenio  Armonía  en  la  pro- 
porción de  ona  mitad  para  Lando  y  una  coarta  parte  para  cada  ono  de 
ios  otros  dos  en  precio  de  375.000  pesos  oro,  pagaderos  con  5.000  pe- 
sos al  contado  y  el  resto  abonable  de  mancomún  é  insolidnm,  en  plasos 
anvales  de  S.500  pesos  oro,  qae  se  pagarían  en  los  días  i 5  de  Octubre 
de  lósanos  de  4878  al  1890  ioclasiye,  qoedando  la  Anca  con  todas  sos 
pertenencias  hipotecada  á  la  segaridad  de  los  plazos: 

Resaltando  qoe  los  referidos  D.  Joaquín  Lando,  D.  Agustín  Ariosa  y 
O.  Guillermo  Gutiérrez  constituyeron  Sociedad  por  escritora  de  4*  de 
Diciembre  de  4877,  para  la  explotación  del  ingenio  Armonía  bajo  la  ra- 
zón J.  Lando  y  Compañía,  por  el  tiempo  necesario  para  pagar  el  precio 
de  la  adquisición  de  dicbo  ingenio  que  no  acabaría  de  abonarse  hasta  el 
afio  de  4890,  según  los  plazos  convenidos  con  el  vendedor;  quedando, 
según  se  estipuló  en  la  cláusula  3^,  afectos  en  primer  logar  sus  pro- 
ductos á  la  refacción  ordinaria  y  extraordinaria,  as(  como  el  pago  pre- 
ferente de  los  plazos  adeudados,  nombrándose  en  la  4*  al  socio  Ariosa 
encargado  por  la  colección  y  depósito  de  los  fondos,  y  podiendo  perci- 
birla, según  la  5^,  por  su  anualidad  y  á  cuenta  de  utilidades  6.000  pe- 
sos anuales  Lando,  3.000  Ariosa  y  3.000  Gutiérrez:  en  la  cláusula  9^  se 
estableció  que  el  socio  D.  Joaquín  Lando  llevaría  la  dirección  de  la  fin- 
ca, pero  siempre  de  acuerdo  con  los  dos  socios  porque  tanto  la  admi 
nistración  como  todo  lo  de  importancia  y  demás  particulares  había  de 
tratsrse  y  acordarse  por  los  asociados  entre  sí;  en  la  40,  qoe  la  venta  de 
los  productos  del  ingenio  se  acordaría  de  conformidad  entre  los  socios, 
no  podiendo  hacerlo  uno  solo  individualmente  sin  la  competente  auto- 
rización de  los  otros  dos;  en  la  41,  que  todos  los  años,  terminada  que 
fuera  la  zafra  y  vendidos  sus  azúcares  y  mieles,  se  practicara  una  liqui- 
dación que  como  balance  general  de  cuenta  fijara  el  estado  de  produc- 
tos y  gastos  para  llenar  las  condiciones  del  contrato;  y,  por  último,  en 
la  cláusula  46  se  estipuló  que  las  dudas  ó  dificultades  que  ocurrieran 
dorante  el  término  de  la  Sociedad  ó  después  se  resolverían  por  amiga  - 
bles  componedores  y  un  tercero  en  caso  de  discordia  en  la  forma  qoe 
prevenía  el  tít^  46  de  la  ley  de  Bnjaiciamiento  civil: 

Resollando  que  D.  Agustín  Ariosa  y  D.  Goillermo  Gutiérrez  y  Ló- 
pez dedujeron  en  8  de  Julio  de  1881  la  demanda  objeto  de  estos  autos 
para  qoe  se  declarase  haber  lugar  á  la  disolución  de  la  Sociedad  consti- 
tuida por  escritora  de  4°  de  Diciembre  de  1877  entre  los  demandantes  y 
D.  Joaquín  Lando,  establecida  para  la  explotación  del  ingenio  Armonía, 
alegando  para  ello  después  de  hacer  mérito  del  contenido  de  la  misma 
qne  la  condición  de  carácter  del  socio  D.  Joaqoín  Lando  contraría  á  la 
paz  y  concordia  qoe  debía  existir  entre  los  socios  no  permitían  qoe 
continuase  aquélla;  que  el  socio  Lando  no  manumitió  por  sí  y  como  si 
faera  de  su  exclnsiva  propiedad  una  esclava  perteneciente  á  la  dotación 
del  ingenio;  que  en  igual  forma  extrajo  de  las  fincas,  primero  esclavos 
y  luego  patrocinados  para  su  servicio  particular,  á  pretexto  de  abonar 
el  alquiler,  lo  cual  no  había  verificado;  que  pretendió  la  gerencia  de  la 
Sociedad  cuando  por  ia  cláusula  i^  de  la  escritura  pertenecía  á  D.  Agus- 
tín Ariosa,  habiendo  exigido  que  se  le  entregaran  las  llaves  de  la  casa 
y  la  del  apartado  de  correos  que  era  propiedad  de  aquél ;  qn^  acababa 
TOMO  55  7 
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da  dotabltr  ana  demanda  contra  sos  consocios  para  qae  la  condenase  al^ 
eomplimieoto  de  lo  eslipnlado  en  la  dánsula  \6  de  la  escritora  social, 
siendo  ati  qae  le  constaba  qne  de  los  demandantes  partió  la  iniciativa, 
para  qne  se  cumpliese  lo  convenido  en  ella,  y  qne  Ipjos  de  haberse- 
opuesto  habían  instado  de  palabra  y  por  escrito  para  que  se  otorgas» 
la  sscritnra  á  qne  dicha  cláusula  se  refería,  habiendo  no  llevado  á  eiecto^ 
á  cansando  la  pretensión  y  exigencia  de  Lando  en  punto  á  la  forma  y 
contenido  del  documento;  qne  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  á  nombre 
de  Ariosa  contra  Laudó  para  pigo  de  362  pesetas  oro  consignó  el  de- 
mandado la  mitad  de  587  bocoyes  de  amias  elaborados  en  la  zafra  ac- 
tual del  ingenio  y  depositado  en  los  almacenes  de  Amicega  y  Compa- 
ñía, de  CárdenaSi^  para  que  con  sus  productos  en  venta  se  pagasen  prin- 
cipal, interés  y  costas,  devolviéndose  el  resto,  con  lo  cual  infringió  i 
sabiendas  la  cláusula  3*  de  la  escritura  social,  según  laque  los  produc- 
tos del  ingenio  debían  consagrarse  á  la  refacción  ordinaria  y  extraordi» 
naria  y  al  pago  de  los  piases  que  se  adeudasen  de  la  escritura  de  com- 
pra; la  cláusula  10,  según  la  cual  la  renta  de  los  productos  depositados 
en  Cárdenas  debía  acordarse  de  conformidad  con  todos  los  socios,  no 
•pudiendo  individualmente  hacerlo  uno  solo;  y  la  ti,  en  virtud  déla 
que  terminada  la  zafra  y  vendidos  sus  azúcares  y  mieles,  se  practicaría 
una  liquidación  que  como  balance  general  de  cuentas  fijaría  el  estado 
de  productos  y  gastos  para  llenar  la  condición  del  contrato;  que  pene 
trado  el  Juez  que  conocía  el  juicio  ejecutivo  que  Lando  había  hecho  la 
designación  en  bienes  que  no  le  pertenecían,  había  dpjado  sin  efecto  el 
embargo,  disponiéndose  designase  otros;  que  en  el  seto  de  conciliación 
había  negado  Lando  la  demanda,  porque  con  arreglo  al  art.  16  de  la 
escritura,  todas  las  diferencias  que  con  relación  á  la  Sociedad  y  sos  bie- 
nes se  suscitasen,  habían  de  resolverse  en  juicio  de  amigables  compo- 
nedores; pero  que  esta  cláusula  no  tenía  la  extensión  y  latitud  que 
Laudó  le  daba,  pues  el  juicio  de  amigables  componedores  no  podía  me- 
nos de  fundarse  en  el  supuesto  de  la  subsistencia  del  contrato,  y  que 
se  hubiera  mantenido  hasta  el  vencimiento  del  término  estipulado,  pero 
que  no  era  aplicable  al  presente  caso  en  que  se  pretendía  obtener  por 
declaración  judicial  la  disolución  de  la  Sociedad;  y  que  con  arreglo  á  la 
ley  4á,  tít.  40,  Partida  5',  cabía  disolver  la  Sociedad  antes  de  noalizar 
el  tiempo  por  qne  se  constituyó,  cuando  uno  de  los  socios  tuviese  de« 
fecto  ó  vicios  de  carácter  de  tal  naturaleza,  que  no  fuera  posible  sufrir- 
le ni  vivir  con  él  en  buena  armonía,  y  cuando  dejara 'de  cumplir  lo 
pactado: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Lando  impugnó  la  demanda  alegando 
que  la  Sociedad  se  concertó  por  el  tiempo  necesario  para  concluir  de 
pagar  el  empate  del  precio  del  ingenio  qne  no  acabaría  de  abonarse 
hasta  el  año  de  1896:  que  por  la  cláusula  9*  de  la  escritura  se  pactó 

3ue  el  socio  D.  Joaquín  Laudó  llevaría  la  dirección  de  la  finca  de  acuer- 
0  con  los  dos  socios:  que  Ariosa,  nuevo  depositario  de  los  fondos,  no- 
fué  investido  con  la  gerencia  de  la  Sociedad  para  representarla  en  jui- 
cio refiriéndose  ésta  si  caso  concreto  de  asegurar  aquéllos:  que  Land^ 
como  director  de  la  finca  la  administró  con  el  mejor  acierto  hasta  que 
habiendo  tenido  necesidad  de  trasladarse  á  la  Península  en  1878,  enco- 
mendó á  aus  consocios  aquella  dirección  durante  su  ausencia:  que  és- 
tos aumentaron  extraordinariamente  los  gastos,  dejaron  de  pagar  i 
Lando  las  mesadas  qne  tenía  derecho  á  percibir,  y  habiendo  regresado- 
te  negaron  á  reintegrarle  en  la  dirección  y  administración  del  ingenio:. 
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qBe  disgottado  Ariosa  coa  estas  reelamaeiones  demandó  ejeentivamen- 
te  á  Lando  cobrándole  eon  el  mayor  rigor  nn  pagaré  de  13.632  pesos» 
que  debía  ser  satisfecho  por  acuerdo  verbal  entre  ano  y  otro  con  la 
parte  del  producto  del  Ingenio  correspondiente  á  Lando,  habiendo  em- 
bargado á  Ariosa  en  dicho  jaicio  la  mitad  del  fondo,  propiedad  de  aqnél, 
y  hasta  solicitado  por  una  breve  demora  en  el  psgo  de  las  costas,  qae 
se  le  entregaran  el  coche,  el  ajoar  de  so  casa  y  la  tercera  parte  de  su 
soeldo  de  Catedrático;  qne  después  de  esto  v  viendo  Lando  qae  no  po- 
día obtener  el  nombramiento  de  componedores  qae  decidieran  acerca 
de  si  tenía  6  no  derecho  á  la  dirección  de  la  Armonía  y  á  la  percepción 
de  las  mesadas  estipuladas,  le  demandó  en  juicio  ordinario  para  el  otor- 
gamiento de  la  correspondiente  eicritnra  de  compromiso,  á  lo  caal  no 
sólo  se  habían  negado  contraYiniendo  á  lo  dispoesio  en  la  cláusula  16 
de  la  escritora,  sino  qae  habían  promovido  aquel  jaicio  y  otro  de  que 
conocía  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Monserrate,  que  por  su  ri- 
dicules  era  conocido  con  el  nombre  de  pleito  de  los  hegritos:  que  la  di- 
solución pretendida  en  este  juicio  carecía  de  fuadamento  legal  por  no 
haber  llegado  al  vencimiento  del  término  por  que  la  Sociedad  fué  cons- 
tituida y  por  no  ser  tampoco  ciertas  ni  exactas  las  condiciones  de  ca* 
rácter  atribuidas  al  demandado,  que  habría  procurado  llenar  sos  debe- 
res y  cumplir  en  todo  lo  pactado:  que  eran  también  inexactos  los  he> 
ehos  relativos  á  la  extracción  y  libertad  de  esclavos,  pues  la  esclava 
manumitada  era  más  que  sexagenaria,  y  se  hizo  con  conocimiento  de 
los  demandantes  que  hasta  shora  no  lo  habían  impugnado:  que  los  es- 
clavos ó  patrocinados  extraídos  del  ingenio  lo  fueron  como  enfermos 
para  acudir  á  su  curación  en  la  capital:  que  el  apartado  de  correos  lo 
adquirió  Lando  para  sí  en  1870  y  lo  poseyó  hasta  1878  en  que  lo  pasó 
á  la  Sociedad,  no  siendo  por  tanto  propiedad  de  Ariosa;  y  que  la  con 
signación  de  los  bocoyes  de  amiax  depositados  en  los  almacenes  de  Car» 
denas,  hecha  á  favor  dé  Ariosa  para  que  éste  se  cobrara  su  crédito, 
tampoco  Significa  la  falta  de  cumplimiento  de  ios  deberes  de  asociado: 
que  en  obedecimiento  del  precepto  de  la  ley  recopilada,  lo  convenido 
era  la  ley  del  contrato  á  que  debían  sujetarse  los  contrayentes,  debien- 
do estarse  para  resolv«9r  las  cuestiones  que  so  originasen  sobre  una  So  - 
ciedad  á  lo  que  previnieran  sus  estatutos;  y  que  estableciéndose  en  la 
eUusnla  16  del  contrato  social  qae  las  dudas  ó  dificultades  que  ocurran 
durante  el  término  social  ó  después  de  él  se  resolverán  por  amigables 
componedores  era  evidente  que  debía  cumplirse  y  observarse: 

Resultando  qne  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana dictó  en  t6  de  Octubre  de  i88t  sentencia  confirmatoria  con  las 
costas,  absolviendo  al  demandado  D.  Joaquín  Lando  Estévet  de  la  de- 
manda, V  condenando  á  los  actores  al  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  D.  Guillermo  Gutierres  y  Hoyos  y  Doña  Patrocinio 
Joliá  por  sí  y  como  heredera  de  su  marido  D.  Agustín  Ariosa,  interpu- 
sieron recurso  de  casación,  po^  haberse  infringido'á  su  juicio: 

1^  El  ar|.  4<*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Coba,  por 
eiianto  aun  dando  por  cierta  la  incompetencia  del  Juzgado  para  enten- 
der en  este  negocio,  por  reservarle  la  cláusula  16  de  la  cláusula  social 
á  los  amigables  componedores,  todavía  era  más  exacto  que  esta  consi- 
deraeión  debiera  haberse  hecho  como  única  y  en. forma  por  Laudó ^ 
manque  se  personó  en  los  autos,  resultando  empero  que  el  demandado 
respondió  á  la  demanda  en  todos  sus  extremos  invocando,  no  ya  sólo  la 
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incompetencia  de  los  Tribonales  ordinarios,  sino  la  sínraión  con  que 
se  citaba  en  so  dafio  la  ley  U,  tlt.  10,  Partida  5%  por  la  caal  entró  lue- 
go ampliamente  en  el  terreno  de  los  hechos  y  las  pruebas  sobre  el  fon* 
do  del  asunto,  sometiéndose  por  tanto  tácitamente  á  la  jnriadicción  or- 
dinaria: 

S^  La  ley  I*,  tít.  I®,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  explicada 
y  complementada  por  numerosas  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal, 
entre  ellas  las  de  31  de  Diciembre  de  1857,  li  de  Junio  de  1871, 15  de 
Febrero  de  1870  y  10  de  Abril  de  1871,  en  la  que  se  establece  no  sólo 
el  principio  de  que  de  cualquiera  manera  que  conste  que  uno  quiso 
obligarse  queda  obligado,  sino  la  doctrina  de  que  la  voluntad  de  las 
partes  es  ley  de  la  materia,  por  lo  cual  deben  resolverse  las  cuestiones 
que  ocurran  entre  los  otorgantes,  y  que  los  contratos  deben  cumplirse 
en  los  términos  en  que  se  hallen  redactados,  pero  sin  ampliarlos  A  cosas 
ni  á  casos  que  no  se  hayan  estipulado  expresamente,  toda  vea  qae  re- 
sultaba de  una  manera  evidente  que  la  ley  de  contrato  actual  er^  la  es» 
critura  de  1877,  la  cual,  si  bien  establecía  la  sumisión  al  arbitraje,  era 
para  resolver  tan  sólo  las  dudas  ó  dificultades  que  surjan  en  el  cumpli- 
miento y  práctica  del  contrato,  y  de  ningún  modo  en  lo  relativo  á  la 
valides  y  subsistencia  del  contrato  mismo: 

3^  La  escritura  de  Sociedad  para  la  explotación  del  ingenio  Armonía 
otorgada  en  1^  de  Diciembre  de  1877  entre  Lando,  Ariosa  y  Gutiórrea, 
por  cuanto  esta  escritura  era  ley  del  contrato  y  en  ella  aparecía  la  li- 
mitación del  arbitraje  á  cosas  y  essos  no  comprendidos  en  este  pleito, 
así  como  otras  condiciones  que  evidentemente  no  había  cumplido  ni 
respetado  D.  Joaquín  Lando: 

i^  La  ley  U,  tít.  10  de  la  Partida  5^,  que  señala  los  modos  de  depar- 
tir las  Compañías  antes^  de  su  tiempo,  por  cuanto  en  el  temperamento 
y  formas  demostrados  por  Lando  antes  de  este  pleito  y  en  su  curso,  per- 
mitían la  creencia  de  que  pudiera  vivir  con  sus  compañeros  Ariosa  y 
Gutiérrez  en  buena  manera,  ni  podía  declinarse  la  evidencia  de  que  di- 
cho LaQdó,  ni  en  lo  tocante  á  la  liberación  de  la  negra  Josefa  Cucuoi, 
ni  el  aprovechamiento  gracioso  de  los  esclavos  Josefa,  Epifanía,  Sa- 
has,  Grupina  y  José  Dolores,  ni  en  la  designación  de  azúcares  de  la  So- 
ciedad, para  que  fuesen  embargados  por  deudas  propias  y  no  de  la  So- 
ciedad mi^ma,  demostró  que  guardara  á  sus  compañeros  la  condición  ó 
et  pleito  sobre  que  fué  hecha  la  Compañía  señaladamente  y  de  que  era* 
muestras  las  cláusulas  3*  y  14  de  la  escritura  de  1877: 

6^  Los  artículos  180  y  181  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente 
en  Cuba,  relativos  á  la  eficacia  de  los  documentos  públicos  y  solemoea 
como  medio  de  prueba,  por  cnanto  la  sentencia  había  prescindido  de  la 
certificación  del  Escribano  Gonzáies  Alvares  respecto  de  haber  desig- 
nado Lando  como  propios  para  que  en  ellos  se  trabase  embargo  1.500 
bocoyes  de  azúcar  del  in^nio  Armonía,  embargo  aliado  por  haber  acu- 
dido á  tiempo  Ariosa  y  Gutiérrez,  poniendo  en  claro  que  aquel  azúcar 
no  pertenecía  al  embar{»do  y  perseguido,  habiendo  prescindido  asi- 
mismo la  Sala  del  testiooonio  de  escritor*  de  libertad  graciosa  otorgada 
por  Lando  á  la  negra  Josefa  Cuconi,  de  50  años,  segon  declaración  del 
otorgante  confirmada  por  una  certificación  de  la  Junta  Central  protec- 
tora de  Libertos  también  desatendida  por  la  Audiencia: 

6^  El  art.  819  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  por  cuanto  el  Jos- 
gado  y  la  Sala  sentenciadora  la  aplicaban  con  inoportunidad  manifies- 
ta, puesto  que  el  caso  presente  de  arbitraje  no  había  sido  previsto  ea 
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la  escritora  de  48T7  y  bastaba  para  qoe  no  prosperase  el  no  aceeder  á 
e!fo  una  de  las  partes  por  ningún  eoncepto  obligada  á  tal  condescen- 
dencia: 

7^  La  ley  f6,  tít.  tS,  Partida  3^  con  la  doctrina  jarídica  corriente 
sancionada  por  numerosos  fallos  del  Tribnnal  Sopremo,  de  qne  las  sen- 
tencias y  los  juzgadores  se  han  de  ajnstar  á  lo  alegado  y  prubado  en  el 
corso  del  pleito,  toda  vez  qne  habiéndose  discutido  en  el  actual  el  fon- 
do del  asunto  y  las  pruebas  relativas  y  carácter  y  comportamiento  de 
Lando  en  relación  así  con  sus  compañeros  como  con  las  cláusulas  de  la 
escritura  social,  y  habiéndolo  tomado  en  cuenta  la  Sala  sentenciadora 
no  se  comprendía  c6mo  había  podido  establecer  su  incompetencia  so- 
bre aquello  mismo  qne  resolvía  da  la  propia  suerte  que  si  la  sentencia 
se  estimaba  como  una  simple  afirmación  de  aue  sólo  á  los  arbitros  co- 
rrespondía la  quf  los  demandantes  pedían  á  los  Tribunales  ordinarios, 
tampoco  se  comprendía  cómo  el  Juzgado  se  había  permitido  entrar  en 
el  fondo  del  asunto  resolviendo  sobre  la  exactitud  é  inexactitud  de  los 
hechos  atribuidos  á  Lando. 

Tisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 
Cuesta: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  el  art.  i®  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  la  isla  de  Cuba  alegado  como 
primer  motivo  de  casación,  por  el  que  el  demandado  al  proponer  c^mo 
excepción  perentoria  la  de  incompetencia  de  jurisdicción,  usó  de  la  fa- 
cultad que  paradlo  conceden  los  artículos  S40  y  254  de  dicha  ley,  por 
más  que  subsidiariamente  usase  otras  excepciones  que  en  su  concepto 
1e  asistían  contra  la  demanda,  y  en  coya  virtad  pidió  que  se  le  absol- 
viese de  ella,  sin  que  esta  forma  de  coatestar  implicase  sumisión  á  los 
Tribunales  ordinarios: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  1e^  1*,  tít.  I®,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  la  escritura  social  de  4^  de  Di- 
ciembre de  4877  que  se  invocan  en  el  segundo  y  tercer  motivo  porque 
no  se  desconoce  la  fuerza  obligatoria  de  dicha  escritura,  antes  bien  se 
aplican  sus  cláusulas  á  la  solución  del  litigio,  apreciándolas  la  Sala  en 
uso  de  sus  facultades  y  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  citado 
como  infringida  ley  ni  doctrina  legal:  * 

Considerando  que  los  restantes  motivos  en  que  el  recurso  se  funda 
se  dirigen  á  combatir  los  considerandos  de  la  sentencia  contra  los  cua- 
les no  puede  interponerse  útilmente  y  que  han  sido  consignados  por  la 
Sala  de  ona  manera  subsidiaria,  toda  vez  que  había  apreciado  eti  pri- 
mer término  la  incompetencia  de  los  Tribnnales  ordinarios  para  resol- 
ver las  cuestiones  propuestas  en  la  demanda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Guillermo  Gutiérrez  y  Hoyos  y 
Dofia  Patrocinio  Julia,  por  sí  y  como  heredera  de  su  marido  D.  Agustín 
Ariosa,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito 
constituido  qoe  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Au- 
dieoeia  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  94  de  Abril  de  18^4,  é  in- 
serta en  la  Qac$Uk  de  8  de  Setiembre  del  mismo  a&o.) 
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Reeurso  4e  casaelóa  (24  de  Abril  de  ^^H). Sala  primer  a,-- 

NOLIDÁD  DE  LA   tENTENGIA  DICTADA   EN   UN  INTERDICTO  — No  ba  lOgar  al 

interpuesto  por  D.  Jtime  Roca  coa  D.  Simeón  Folch  (Andiencia  Je  Va- 
leDCit),  y  86  resuelve: 

Que  ii  el  ador  no  podía  efercilar  la  acción  por  él  deducida,  la  sen» 
tencia  que  absuelve  al  demandado  no  comete  infracción  alguna  legaL 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Abril  de  1884,  eii  los  autos 
seguidos  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  de  Morella  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Andiencia  de  Valencia  por  D.  Jaime  Roca  y  García,  veci- 
no de  Gastellfort,  con  D.  Simeón  Folcb  y  Tena,  de  la  propia  vecindad, 
sobre  nulidad  de  sentencia  dictada  en  un  interdicto;  antos  que  penden 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ínter 
puesto  á  nombre  de  Roca  por  el  Procurador  D.  Manuel  Marino,  bajo  )a 
dirección  del  Licenciado  D.  Marcial  González  de  la  Fuente: 

Resaltando  que  por  escritura  otorgada  en  24  de  Febrero  de  1872, 
D.  Luis  Matntano,  como  apoderado  de  D.  Luis  Pineda  y  su  esposa  Doña 
Balbina  Monserrat,  vendió  á  D.  Severo  Blancb  un  troto  de  terreno  ó 
tierra  culta  é  inculta,  de  sobre  100  jornales  de  cabida,  equivalente  á 
29  hectáreras,  55  áreas,  94  centiáreas,  comprendidos  en  la  masada  de 
Belliure,  fijando  como  límites  al  Sur,  ó  sea  en  la  parte  cuestionable, 
restantes  tierras  de  la  masía  Belliure,  de  la  propiedad  del  vendedor, 
libres  de  todo  censo,  eargo  y  gravamen,  con  sus  entradas  y  salidas, 
usos  y  servidumbres;  constando  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad 
en  H  de  Abril  de  4872: 

Resaltando  que  D.  Simeón  Folch  dedojo  demanda  de  interdicto  de 
recobrar,  en  la  que  alegó  que  llevaba  en  arriendo  una  heredad  de  Don 
Severo  Blanch,  situada  en  término  de  Gastellfort,  que  lindaba  por  Me- 
diodía con  tierras  de  la  masía  Belliure,  llevadas  en  arriendo  por  Jaime 
Roca;  que  conviniendo  cercar  un  trozo  de  pared  de  la  finca  por  la  par- 
te deslindada,  se  principió  á  construir  por  el  actor  sin  salirse  de  terreno 
propio;  que  cuando  la  obra  tenia  ya  cerca  de  qedio  metro  de  altura, 
Jaime  Roca  destruyó  una  extensión  de  dos  metros  próximamente  con 
el  fin  de  conseguir  á  la  fuerza  el  derecho  de  entrar  por  el  punto  qoe 
destruyó  á  una  fuente  sita  en  terreno  de  Fotch,  pues  aquél  tenia  dere 
cho  de  ir  á  lafaeote,  pero  por  un  punto  situado  mucho  más  arriba  y 
qae  no  se  cerró  con  pared;  que  por  el  punto  de  la  cuestión  nunca  había 
existido  serviduQibre  de  paso,  y  aunque  existiera  no  podía  Roca  por 
sí  y  ante  sí  destruir  la  pared,  pues  su  derecho  únicamente  era  acudir 
á  la  Autoridad  judjcial,  y  que  el  hecho  constituía  un  verdadero  despo- 
jo; por  un  otrosí  pidió  qoe  se  tramitara  sin  Jar  audiencia  al  despojante 
ofreciendo  la  correspondiente  fianza;  y  por  segundo  otrosí  solicitó  qo# 
éste  declarara  acerca  del  hecho  de  haber  destruiJo  él  la  pared  que  es  • 
taba  levantando  Folch;  admitida  la  fianza,  el  despojante  confesó  el  he- 
cho de  haber  deslrnído  la  p  ired,  y  que  lo  hizo  por  creer  qoe  tenía  paso 
por  dicho  ponto;  y  prestada  la  información  ofrecida  en  6  de  Mayo  de 
4877,  el  Juez  de  primera  instancia  de  Morella  dictó  semencia,  por  la 
qoe  declaró  haber  logar  al  interdicto,  restituyéndose  á  Simeón  Folch 
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^n  la  teneneia  de  la  pared  de  que  foé  despojado  por  Jaime  Roca,  al  qae 
-eoDdenó  á  so  reposicidn  dentro  de  coatro  días,  y  en  las  costas: 

ResoUando  qae  por  escritora  otorgada  eo  15  de  Agosto  de  4877 
«parecía  qae  D.  Luis  Matutano,  como  apoderado  de  Doña  Balbina  Mon- 
serrat,  vendió  á  Bartolomé  Valles  on  trozo  de  tierra  cnlta  é  incalía 
comprensiva  de  12  jornales,  ó  sean  tres  hectáreas,  51  áreas,  60  centiá- 
reas  y  II  milímetros  cnadrados,  de  los  qoe  comprendía  la  masía  de  Be 
lliore,  término  de  Castellfort;  cnyo  troso  lindaba  por  Norte  con  Risela' 
de  la  Peña  Arriba,  con  senda  pública  ane  viene  de  Castellfort  y  que 
pasa  por  la  fuente  de  dicha  masía  de  Belliure  y  va  á  la  masía  de  Pi- 
tarch,  y  con  tierras  de  Severo  Blanch,  coyos  lindes  se  demostraban  por 
nn  diseño  suscrito  por  Domingo  Marpons;  y  esta  escritora  fué  inscrita 
en  el  Registro  de  la  propiedad  del  partido  en  7  de  Setiembre  de  1877: 

Resultando  que  en  6  de  Marzo  de  1879  D.  Jaime  Roca  y  García  de 
dojo  demanda  civil  ordinaria,  exponiendo  después  de  hacer  mérito  del 
interdicto  relacionado,  qoe  el  demandante  en  Abril  de  1868  pactó  con 
D.  Severo  Blanch,  por  sí  y  como  apoderado  de  D.  Luis  Matotano  pro-, 
pietarios,  proindiviso,  de  la  masía  de  Belliore,  el  arriendo  de  Ja  misma, 
al  partido  de  á  medias,  sin  otorgar  documento  alguno,  por  cdltro  aftos; 
qoe  en  Febrero  de  187S  D.  Luis  Matotano  vendió  á  Severo  Blanch  on 
troso  de  100  jornales  de  la  citada  masíí^  qoe  llevaba  en  aparcería  el  ac- 
tor; qoe  continoó  el  contrato  con  el  D.  Severo  Blanch,  por  espacio  de 
on  año;  que  eo  1873. Roca  rompió  el  contrato  respecto  á  las  tierras  del 
D.  Severo,  continuando  con  la  parte  de  D.  Luis  Matutano;  que  desda 
dicho  año  Matutano  vendió  eo  distintas  épocas  y  á  diversos  compra- 
dores por  trozos  de  terreno  más  ó  menos  considerables  toda  la  parte 
Soe  le  qaedabade  la  masía  Belliore,  exceptóla  parte  que  le  quedaba 
e  casa  qne  continuó  habitando  Roca;  que  entre  estos  últimos  com> 
pradores  figuraba  D.  Bartolomé  Valles  por  on  trozo  de  onos  12  jorna- 
les qoe  lindaba  con  tierra  de  Severo  Blanch;  y  Roca  continoó  como 
aparcero  del  trozo  comprado  por  Valles;  que  Simeón  Folch,  arrendata- 
rio de  la  parte  de  tierras  de  la  masía  Belliure,  comprados  por  D.  Seve- 
ro Blatich,  levantó  una  pared  en  la  parte  Norte  del  trozo  de  D.  Luis 
Matotano,  y  Sur  de  la  senda  que  desde  el  pueblo  va  á  la  masía  de  Pi- 
tarch,  cuya  senda  era  el  límite  Norte  del  trozo  comprado  por  D.  Barto- 
lomé Valles,  y  que  poseía  Roca  como  arrendatario;  y  que  dicha  pared 
estaba  fuera  de  la  propiedad  de  D.  Sevnro  Blanch  y  enclavada  en  la  de 
D.  Lois  Matotano,  despaés  de  Bartolomé  Valles;  qoe  la  cuestión  se  re 
doeía  á  demostrar  qoe  Folch  levantó  pared  en  terreno  qoe  no  estaba 
en  so  posesión,  poesto  qoe,  según  se  desprendía  de  la  escritura  pre  • 
sentada  por  el  demandante,  el  límite  Norte  del  terreno  que  éste  cnllí  • 
▼aba  era  la  senda  pública  de  Castellfort  á  la  masía  de  Pitarch,  y  por  lo 
eual  á  la  parte  Sur  de  dicha  senda  no  podía  haber  terreno  que  no  fuera 
del  adquirido  por  D.  Bartolomé  Valles,  propietario  del  terreno  qoe  col- 
tivaba  Roca;  por  lo  qoe  habiéndose  levantado  la  pared  á  la  parte  Sor  de 
la  senda,  lo  fué  en  terreno  de  Roca,  y  al  destroir  éste  la  citada  pared 
no  despojó  al  Foleh  de  ning^ona  posesión;  qoe  el  paso  obstruido  por 
Folch  lo  había  utilizado  sininterropción  alguna  el  Roca  desde  so  arrien- 
do de  la  mencionada  masía  desde  1868  hasta  el  día  de  dicha  interrop- 
eió.i;  qoe  Simeón  Folch  al  promover  el  interdicto  era  arrendatario  de 
la  linea  de  D.  Severo  Blanch,  siendo  éste  el  legítimo  poseedor;  qoe  por 
tanto  no  podía  como  simple  arrendatario  considerarse  poseedor  de  1% 
^nca  arrendada,  y  por  ello  al  entablar  el  interdicto  carecía  de  persona* 
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lidad  qoe  exige  e)  párrafo  primero  del  art.  7Si  de  la  ley  de  Enjoicia- 
miento  civil,  siendo  por  eonsacoencia  viciado  de  nolidad  todo  lo  efec 
toado  con  aqael  motivo;  qoe  estando  la  pared  destruida  por  Roca  en^ 
terreno  por  él  llevado  en  arrendamiento,  no  practicó  ningún  despojo 
ni  ioterr ampió  la  posesión  de  otra  persona,  sino  qoe  verificó  con  máa* 
ó  menos  prudencia  an  acto  lej^al^  habiendo  Folcb  al  promover  el  inter-^ 
dicto  faltado  al  párrafo  sef^ondo  del  art.  724  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
*  lo  civil,  por  coyo  motivo  estaban  doblemente  viciadas  de  natidad  to- 
das las  diligencias  practicadas  con  aqnella  ocasión;  y  concluyó  solici  - 
tando  se  condenara  á  Simeón  Folch  á  la  destrucción  de  ia  pared  por  él 
levantada  en  Abril  ó  Mayo  de  1877;  que  dejara  éste  libre  y  expedita  la 
entrada  á  la  finca  propiedad  de  D.  Bartolomé  Valles  que  llevaba  en 
arriendo  el  demandante:  que  se  le  condenara  al  reintegro  de  las  189^* 
pesetas,  importe  de  las  costas  que  pa^ó  el  actor  en  el  interdicto  que 
eontra  él  interpuso  el  Folch,  al  de  la  indemniíación  de  daños  y  perjui- 
cios que  le  ocasionó  el  mismo,  y  qoe  le  impusieran  las  costas  al  de- 
mandado: 

Resaltando  qae  el  demandado  D.  Simeón  Folch  contestó  á  la^  de- 
manda etponiendoque  cuando  Severo  Blancb  compró  los  100  jornaiea- 
de  tierra  de  la  masía  Belliore  en  I87t,  hitó  y  señaló  el  terreno  ponien  - 
do  ana  hita  en  la  cañada,  señalando  una  crus  en  una  canta  grande,  so- 
bre el  que  construyó  Folch  la  pared  objeto  de  la  cuestión,  y  marcán- 
dose otra  crus  en  otra  canta  que  estaba  en  la  pared  de  la  senda;  que  la 
pared  construida  por  Folch  estaba  dentro  de  los  limites  de  la  finca  de 
D.  Severo  Blancb;  aue  Folcb  en  4877  se  hallaba  en  la  tenencia  de  di* 
cha  finca;  ^ae  negaba  que  el  demandante  se  hallara  en  aquella  fecha^ 
en  tenencia  del  terreno  sobre  qoe  se  eunstinyó  la  pared;  qoe  la  escri- 
tora que  presentó  el  actor  era  de  I S  de  Agosto  de  1877;  que  negaba 
que  la  finca  que  cultivaba  el  demandante  tuviese  á  su  favor  servidum- 
bre de  paso  por  el  panto  qae  destruyó  éste;  que  con  arreglo  al  art.  7Si- 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  leyes  5%  tít.  30,  Partida  3^,  y  II, 
título  10,  Partida  7*,  el  arrendatario  de  una  finca  se  halla  en  la  te- 
nencia de  la  misma,  y  pnede  promover  el  interdicto  de  recobrar  si  es> 
despojado  de  ello;  y  conclayó  solicitando  se  le  absolviera  de  la  deman- 
da con  costas  al  actor: 

Resultando  oue  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  y  de  prac- 
ticadas las  pruebes  que  propusieron,  el  iues  de  primera  instancia  dictó 
aentencia  en  3  de  Abril  de  I8é0,  por  la  que  absolvió  á  D.  Simeón  Folch 
de  la  demanda  contra  él  deducida  en  estos  autos  por  Jaime  Roca  y  Gar- 
cía sin  expresa  condenación  de  costas;  y  admitida  la  apelación  ínter— 
poesta  por  D.  Jaime  Roca  y  austsnciada  la  alzada,  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Valencia,  por  aentencia  de  45  de  Diciembre  de  1883» 
confirmó  con  las  costas  la  apelada: 

Resultando  que  D.Jaime  Roca  interpuso  recurso  de  casación»  por 
haberse  en  sa  concepto  infringido: 

4*  La  ley  5^  tit.  30,  Partida  3*,  según  la  caal  los  qae  tienen  caua- 
arrendadas,  no  ganan  la  tenencia  de  ellas: 

S®  La  ley  11 ,  tít.  10,  Partida  7*,  segün  coyo  precepto  el  qoe  tleno 
ana  cosa  arrendada  y  prestada  6  de  otra  manera  en  nombre  de  otro  no 
tiene  la  tenencia  de  la  cosa,  sino  qoe  ésta  corresponde  al  que  la  arren- 
dó ó  la  prestó,  y  de  otro  modo  la  poso  á  su  cuidado: 

3*  La  doctrina  consignada  en  sentencia  de  16  de  Octubre  de  1858,. 
de  qoe  cuando  el  procedimiento  adolece  de  on  vicio  radical  inductivo^ 
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daaslidad,  esla  es  permanente  y  paede  reclamarse  en  eoalqnier  tiem*>' 
po;  j  ▼icio  de  nDlidad  es  el  qoe  adolece  el  interdicto,  coya  nulidad  pre- 
tende Jaime  Roca,  pnes  Simeón  Folch,  que  lo  promovió^  careifía  para 
eilo  de  la  posesión  ó  tenencia  indispensable,  conforme  al  núm.  1%  ar- 
tieolo  724  de  la  ley  de  finjaicismiento  civil  entonces  vigente.  ' 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gnllón: 
Considerando  qoe  son  inaplicables  y  no  han  podido  infringirse  las 
leyes  y  doctrina  qne  se  citan  en  los  moti?os  del  recurso,  porque  la  sen- 
tencia impugnada,  al  absolver  de  la  demandará  D.  Simeón  Folcb,  se 
funda  en  que  el  actor,  hoy  recurrente,  no  puede  ejercitar  la  acción 
mixta  por  él  deducida,  y  en  que  á  mayor  abundamiento,  según  el  re- 
soltado de  las  pruebas,  la  pared  se  había  constrcido  dentro  de  la  finca 
eoltÍTada  por  Folch,  siendo  bastante  el  primer  fundamento  para  que  no 
pudiera  prosperar  en  ningún  caso  la  demanda  de  Roca; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Jaime  Roca» 
á  quien  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  que  debió 
depositar,  la  qoe  caso  de  hacerse  efectiva,  si  mejorase  de  fortuna,  so 
distribuirá  en  la  forma  que  la  ley  previene;,  líbrese  la  correspondiente 
certificación  á  la  Audiencia  de  Valencia,  con  devolución  del  apunta- 
miento.— (Sentencia  publicada  el  24  de  Abril  de  4884,  6  inserta  en  li^ 
Gaceta  de  8  de  Setiembre  del  mismo  afio.) 
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Recurso  4e  easaHi^a  (95  de  Abril  de  iMi).^Sala  primefa. — 
Pabticeón  de  bienes. — No  h»  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Dictina. 
Santiago  y  consortes  con  D.  Gonsalo  Santiso  (Andiencia  de  la  Coruña)» 
y  se  resuelve: 

i""  Que  es  inoportuna  la  cita  de  las  leyes  1*  y  2*.  Ut.  (5,  Partida  6*^^ 
Uk  ffitMra  limitada  á  definir  la  partición  de  bienes  comunes,  y  la  según- 
áa  á  establecer  quién  puede  pedirla,^  ordenando  además  que  se  eacluyam^ 
de  ella  las  cosas  mal  adquiridas^  ó  que  sean  nocivas  ó  peligrosas,  cuanio 
nada  de  esto  es  aplicable  al  caso  de  autos,  y  no  se  determina  el  concepto- 
en  que  la  sentencia  haya  podido  incurrir  en  dicha  infracción: 

t^  Que  tampoco  tienen  aplicaeiónf  ni  por  lo  tanto  han  podido  ser  tu* 
Jringidas,  la, ley  8\  ^.19,  Partida  S*,  y  furisprudencia  del  Tribunal 
Supremo^  en  su  confirmación,  referentes  a  la  restitución  in  iniegrom,  si 
ni  el  dentandado  se  ha  acogido  á  este  benejlcio,  ni  la  sentencia  se  lo  conr 
cede,  al  reconocer  y  declarar  i  su  favor  el  derecho  á  adquirir  integra^ 
mente  la  mitad  reservable  de  los  bienes  que  constituyeron  el  vinculo  de 
que  era  inoiediato  sucesor; 

73^  Que  no  es  de  estimar  el  motivo  que  se  refiere  á  un  hecho  no 
mencionado  en  el  curso  del  litigio,  y  que  carece  de  comprobantes  en  el 
mtiMo,  sin  que  en  su  consecuencia  pueda  servir  de  fundamento  legato 
para  la  casación^  según  la  furisprudefída  establecida  por  este  Tribunal 
Supremo, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Abril  de  f  884,  en  el  pleito 
peadiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  .por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Becerrea  y  en  la  Sala. 
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^e  lo  ei?U  de  la  Andleneia  de  la  Comfta  por  Dofta  Dictiaa,  Doña  Con* 
•«epoióa  y  Dofta  Haría  Manuela  Santiso  Regaairo,  éala  repreaenlada  por 
sa  marido  D.  Marcial  Feméndei  7alcáreel,  y  ea  sa  nombre  el  Procura- 
dor D.  Pedro  Alises  de  Alcafiis,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Lnis 
Martorell,  con  D.  Gómalo  Santiso  Regneiro,  que  no  ha  comparecido  en 
^ste  Supremo  Tribunal  sobre  partición  de  bienes: 

Resultando  que  los  mongei  del  Monasterio  de  Samos  dieron  eo  foro 
por  escritura  de  15  de  Junio  de  1711  á  O.  Pedro  de  Rneda,  Presbítero, 
el  lugar  ó  casa  llamado  de  Requeijo  y  por  otro  jiombre  de  Petti,  com» 
puesto  de  las  fincas  que  se  describieron  por  la  renta  anual  de  cuatro 
fanegas  de  trigo,  con  la  eoodicióo  de  que  habían  de  andar  juntas  en  un 
solo  poseedor,  y  no  se  habían  de  poder  partir,  trocar  ni  enajenar,  ni 
imponer  sobre  ellas  censo  ni  otra  pensión,  y  si  caso  se  pretendiese  ven* 
<ier  el  útil  había  de  ser  á  persona  lega,  llana  y  abonada: 

Resultando  que  D.  Pedro  Rueda  otorgó  testamento  en  8  de  Marxo 
de  1875  ratificando  la  manda  de  sus  bienes,  derechos  y  acciones  qne 
tenía  hecha  en  fa?or  de  su  hermana  Daha  Antonia  Perná  .dei,  mujer 
de  Francisco  Santiso,  haciéndola  de  nue?o  á  mayor  abundamiento  en 
su  sobrino  D.  Diego  Santiso,  hijo  mayor  primogénito  de  aquélla,  siendo 
sa  voluntad  qne  ^s  bienes  que  no  describió  anduviesen  juntos  é  incor- 
porados en  nn  solo  poseedor,  segün  el  orden  de  vínculos  regulares  da 
Éspaha,  con  prohibición  de  enajenarlos  y  partirlos;  nombró  por  primer 
sucesor  de  ellos  al  expresado  D.  Diego,  y  después  de  él  á  sus  hijos  y 
descendientes  legítimos,  con  preferencia  de  varón  á  hembra  y  de  mayor 
á  menor,  y  por  su  fallecimiento  á  ana  hermana  del  repetido  sa  sobrino 
D.  Diego: 

Resultando  que  Doña  Dictina,  Doña  Concepción  y  Doña  María  Ma- 
nuela Santiso  Regoeiro,  ésta  representada  por  su  marido  D.  Mar- 
cial Fernándes  Valcárcel,  dedujeron  en  20  de  Enero  de  1881  lade- 
«anda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  alegaron  que  en  t  de  Diciembre 
de  1874  falleció  D.  Juan  Santiso  Herbón,  dejando  por  hijos  'leen  matri* 
monio  con  Do&a  María  Regueiro  á  los  demandantes  y  i  D.  Gómalo  San- 
iiso,  y  como  de  sa  herencia  los  bienes  que  se  especificaban  en  el  memo- 
rial  qne  aconopañaron;  que  i  pesar  de  ser  todos  herederos  de  su  padre 
por  partes  iguales,  D.  Gómalo  se  apoderó  de  la  herencia  al  faliecinaiento 
de  su  padre  y  seguía  en  posesión  de  ella,  á  excepción  de  las  fincas  se- 
ñaladas en  los  números  52  al  56  que  disfrutaba  Dofia  María  Manuela  en 
concepto  de  dótales;  que  no  siendo  insto  que  nn  hermano  se  enrique- 
ciera en  perjuicio  de  los  otros,  y  habiéndose  negado  D.  Gómalo  á  la  di- 
visión con  sns  hermanos  de  los  bienes  Quedados  al  fallecimiento  de  sa 
padre,  procedía  y  pidieron  qne  declarando  á  los  cuatro  hermanos  here- 
deros de  los  bienes  que  dejó  su  padre,  se  procediera, por  medio  de  pe- 
ritosá  la  tasación  y  división,  adjudicando  á  los  demandantes  las  tres 
cuartas  partes  de  ellos  con  los  frutos  por  cuenta  del  intruso  D.  Gonzalo 
que  los  había  percibido  indebidamente: 

Resaltando  qne  D  Gonzalo  Santiso  Regoeiro  impngnó  la  demanda, 
alegando  que  el  foro  de  1741  se  componía  de  las  fincas  relacionadas  en 
el  memorial  presentado  con  aquélla,  con  más  otras  10  de  qu^  hizo  mé- 
rito; qne  D.  Pedro  Rueda  fundó  un  vínculo  regular  que  de  generación 
en  generación  vino  á  parar  á  D.  Jnan  Santiso,  padre  de  ios  litigantes, 

3uien  durante  su  vida  lo  poseyó,  á  excepción  de  las  partidas  11, 13  y  S4 
el  memorial  y  otras  varias  de  las  fincas  indicadas,  por  haberlas  trans- 
4nit¡do  á  tercero,  habiendo  quedado  únicamente  de  los  muebles,  frutos 
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Ísenovientes,  á  U  moerte  del  D.  Jaso,  na  carro,  un  área  y  otros  mue- 
les que  refirió;  pídieodo  en  sa  ?irtQd  qae  se  desestimase  la  demanda 
«II  los  términos  qne  ▼•n<a  formulada,  y  por  vía  de  reconvención  que  se 
4eeJarase  que  la  fincabilidad  qae  disfrutaba  el  demandado  era  de  su  ex- 
elasiva  pertenencia,  como  constltativa  de  la  mitad  de  bienes  vinculares 
que  su  difunto  padre  tenía  obligación  de  reservarlos;  esto  aunque  fuera 
practicando  para  ello  previamente  la  oportuna  liqnídación  acerca  de  si 
ios  iMenes  de  que  dispuso  D.  Juan  Santisp  cabrían  y  superaban  su  mi- 
tad libre: 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron  que  tenían  por  adicio- 
nados al  memorial  de  bienes  de  que  hicieron  mérito,  que  por  haberse 
Turificado  las  enajenaciones  mancomunadamente  por  D.  Joan  y  D.  Gon- 
salo  Santiso,  debía  éste  responder  de  la  mitad  á  sus  hermanos,  sin  que 
en  tales  enajenaciones  entrasen  las  tierras  de  Pierais  y  Gorredoira,  por- 
cina el  demandado  las  estaba  poseyendo  con  las  demás  que  quedaron  i 
Im  maerte  de  su  padre: 

Resultando  que  practicada  la  prueba  que  las  partes  articularon,  y 
«ustittciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
dieneia  de  la  Corufia  dictó  en  3  de  Octubre  de  1 883  semencia  confir- 
BHttoria,  con  las  costas,  declarando:  primero,  que  los  bienes  inmue- 
bles memorialisados,  con  más  los  prados  B^tán,  Alforjas,  Cancele, 
Fontal,  Gorredoira,  y  Nadia,  Soto,  Coba,  Zarza  del  propio  nombre  y 
tierras  de  Campo  y  Pierais,  son  parte  de  los  que  quedaron  á  la  muerte 
de]  Presbítero  D.  Pedro  de  Rueda,  y  se  especifican  en  la  carta  foral  d*) 
^f  de  Febrero  de  4 TI f;  segundo,  que  de  ellos  corresponde  levantar  It 
mitad  á  D.  Gonialo  Santiso,  en  ratón  de  la  manda  vincular  hecha  por 
«I  repetido  D.  Pedro  de  Rueda,  que  le  debió  reservar  el  último  posee 
dor  D.  Joan  Santiso;  tercero,  que  por  cuenta  de  la  otra  mitad  se  indem- 
nisase  á  D.  Gonzalo  de  la  mitad  de  las  fincas  transmitidas  á  tercero  por 
se  padre;  cuarto,  que  la  restante  herencia  de  éste  y  los  muebles,  frutos 
y  semovientes,  confesados  por  el  damandado  en  la  contestaci<\n,  se  di- 
vida á  partes  iguales  entre  los  hijos  de  aquél,  D.  Gonzalo,  Doña  Haría 
Manuela,  Doña  Dictina  y  Doña  Concepción  Santiso;  quinto,  y  que  lae 
•operaciones  necesarias  para  llevar  á  efecto  esta  sentencia  se  verifiquen 
por  peritos  de  respectivo  nombramiento  de  las  partes,  y  tercero  en  caso 
de  discordia: 

Resultando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de  cuacióo* 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

I*  Al  no  acceder  á  la  petición  solicitada  fundándose  en  razones  cuya 
improcedencia  saltaba  á  la  vista,  las  leyes  \^  y  t*,  tít.  45,  Partida  6% 
eonfirmadas  por  multitud  de  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  que 
al  explicar  lo  que  es  la  partición,  prescribe  que  salvo  las  cosas  nocivas 
ó  inmorales,  deben  ser  objeto  de  ella  cuantos  bienes  pertenezcan  á  la 
herencia: 

f?  Al  declarar  qne  debía  restituirse  al  demandado  la  cantidad  en  que 
pu'dieron  perjudicarle  las  ventas  hechas  por  so  padre  mancomunada- 
mente  con  él,  por  estimar  que  por  ser  menor  cabía  la  restiiució.i,  sien- 
do así  qne  no  había  formulado  en  tiempo  la  menor  reclamación,  la 
prescripción  expresa,  contenida  en  la  ley  8%  tít.  19,  Partida  6*,  y  con- 
firmaU  también  por  S9ntei\cias  r^p^iidas  de  este  Supremo  Tribunal,  de 
que  sólo  es  tiempo  hábil  para  alcanzar  la  restitución  que  se  concede  á 
loe  menores  todo  el  que  dure  su  minoría,  con  más  los  cuatro  años  si  • 
guien  tes: 
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3°  La  sentencia  de  eate  Sopremo  Tribanal  de  29  de  Enero  de  I859,. 
COD firmada  por  otras  posteriores,  que  claramente  establece  que  cesa  el 
beneficio  de  la  restitación  conoedioa  á  los  menores  caando  debiera  con-» 
cederse  contra  el  transcurso  del  término  legal  para  interponer  el  re - 
curso  de  nulidad;  disposición  perfectamente  aplicable  al  caso  aetoal  por 
analogía; 

.  Y  4®  Por  aplicación  indebida,  el  art.  2^  de  la  ley  desvincnladora  de 
H  de  Octubre  de,  4820,  pnes  el  que  debía  suceder  inmediatamente  en 
el  mayorazgo  era  D.  Joan  Santiso,  hijo  varón  mayor  de  D.  Diego,  qu» 
el  año  1820  poseía  el  mayorazgo,  y  como  esta  segnnda  mitad  era  ya 
para  él  de  libre  disposición,  quedaba  perfectamente  demostrada  la  in- 
debida aplicación  de  lo  dispuesto  en  dicho  artículo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernindez  Palma: 

Considerando  que  es  inoportuna  la  cita  de  las  leyes  de  Partida  quo 
fe  citan  en  el  primer  motivo,  puesto  que  la  primera  se  limita  á  definir 
)a  parCrción  de  bienes  comunes,  y  la  segunda  establece  quién  puede  pe* 
dirías,  ordenando  además  que  se  excluyan  de  ella  las  cosas  mal  adqui- 
ridas, ó  que  sean  nocivas  ó*  peligrosas,  nada  de  lo  cual  es  aplicable  al 
caso  de  autos,  máxime  si  se  tiene  en  cuenta  que  no  se  determina  el 
concepto  en  que  la  sentencia  baya  podido  incurrir  en  las  infracciones^ 
alegadas  en  dicho  primer  fundamento  del  recurso: 

Considerando  que  tampoco  tienen  aplicación,  ni  por  lo  tanto  haiF 
podido  ser  infringidas  por  el  fallo  redamado  las  leyes  que  se  invocan 
en  los  motivos  2^y  3%  referentes  á  la  restitución  in  inteifrum,  porque 
rí  el  demandado  se  ha  acogido  á  este  beneficio,  ni  la  sentencia  se  lo 
concede,  al  reconocer  y  declarar  á  su  favor  el  derecho  é  adquirir  inte* 
gramente  la  mitad  reservable  de  los  bienes  qae  constituyeron  el  vínenlo 
de  que  era  inmediato  sucesor: 

Considerando,  por  último,  que  no  es  de  estimar  el  coarto  motiva 
l^or  referirse  á  un  hecho  no  mencionado  en  el  corso  del  litigio,  y  que 
carece  de  comprobantes  en  el  mismo,  sin  que  en  so  consecuencia  pueda 
servir  de  fundamento  legal  .para  la  casación,  según  la  jurisprudencia 
establecida  por  este  Tribunal  Supremo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
earso  de  casación  Interpuesto  por  Doña  Dictina,  Dofta  Concepción  y 
Doña  María  Manuela  Santiso  Regueiro,  á  quienes  condenamos  por  razón 
de  depósito,  al  pago  de  la  cantidad  de  4.000  pesetas,  que  sati&farán,  si 
viniesen  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  laa 
costas;  y  líbrese  é  la  Audiencia  de  la  Corona  la  certificación  correspon- 
diente, con  devolución  del  apuntamiento  qoe  ha  remitido. — (Sentencia. 
Eoblicada  el  25  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaaia  de  9  de  Setiem- 
re  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casaeión  en  asunto  de  Ultramar  (26  de  AMl 

de  1884). — Sala  primara, — Pago  de  cantidad.— No  ha  lagar  al  inter- 
puesto por  D.  Manoel  Blanco  icón  Doña  fiosebia  de  los  Dolores  Camejo 
<AodiencÍ8  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

1°  Que  el  hecho  de  haber  limilado  el  apelante  su  apeketón  de  un  aula 
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el  extremo  de  la  condena  de  eoeiat  ü%e  por  él  te  le  impueOf  demuestra 
f«#  h  eoneintié  en  cnanto  deteeiimaoa  como  improcedente  la  reforma  de 
otro  tolieiiada  por  el  mismo;  f  de  aqui  la  razón  jmtijlcaiiva  de  la  con- 
dena impuesta  por  el  Juea  de  primera  instancia  y  confirmada  por  la 
eentenda  recurrida;  por  lo  que  ésta  no  infringe  la  ley  8*,  tit,  SI,  Par* 
luto  3^;  las  sentenHae  del  Tribunal  Supremo  que  declaran  que  la  cues* 
fien  de  cosías  e^lusipamente  puede  dar  motivo  á  casación^  y  que  ésta 
procede  cuando  los  hechos  han  sido  apreciados  por  el  Tribunal  senten- 
ciador contra  Ujf,  jf  el  art,  I  fifi  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vi- 
gente en  Cuba  y  Puerto  Rico:  porque  dicha  ley  autoriza  la  imposición 
de  las  costas  á  los  que  se  defienden  contra  otro  non  aviendo  derecha  ra- 
ton  porque  lo  deben  J^acer,  y  el  apelante  carecía  ajuicio  de  la  Sala  de 
esa  raaón  derecha  al  impugnar  por  medio  de  un  incidente  intempestivo 
I  dilatorio  al  requirimiento  judicial  obtenido  porta  viuda  para  que 
como  administrador  de  la  testamentaria  le  pagase  la  pensidn  alimenli" 
tía  que  ejecutoriamente  se  le  tenía  señalada  en  los  términos  y  con  las  sal  - 
vedades  establecidas  por  el  espresado  art,  1218; 

Y  H^  Qnc  la  advertencia  hecha  por  la  Sala  al  Juez  de  primera  ine- 
4ancia  para  que  no  confiriese  traslados  de  los  escritos  de  reposición,  so- 
bre corroborar  en  cierto  modo  la  improcedencia  é  inoportunidad  del 
incidente  promovido  por  el  apelante^  no  le  escusa  de  la  obligación  de  tn- 
demnisar  á  la  otra  parte  de  los  gastos  ocasionados  con  ese  motivo,  ni 
acusa  incongruencia  ni  infracción  del  art,  61  de  la  expresada  ley  de 
Bajuiciamiento, 

En  U  villa  y  corte  de  Madrid,  á  f6  de  Abril  de  1881,  en  el  incidente 
de  la  testamentaría  de  D.  Jos^  Quesadit  de  Sada,  formado  para  tratar 
del  eobrode  unos  alimentos,  y  en  el  día  s  bre  pago  de  costas,  segaido 
en  el  Jozgado  de' primera  instancia  de  Gienfaegos  y  eo  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Andiencia  de  la  Habana  por  Doña  Eusebia  María  de  los  Dolo- 
res Camejo  y  Monzón,  vecina  de  dicha  villa  de  Gienfaegos,  con  D.  Ma- 
nuel Blanco  y  Ramos,  hacendado  de  la  misma  vecindad,  en  el  concepto 
de  administrador  de  los  bienes  de  dicha  testamentaría,  pendiente  ante 
Nos  en  virtad  de  recurso  de  casación  par  infracción  de  ley,  interpoeslo 
per  el  Lieeocíado  D.  Diego  Suárez  y  el  Procurador  D.  Garlos  Godino  en 
defeosa  y  representación  de  Blanco,  habiendo  sido  defendida  y  repre- 
sentada la  parte  recorrida  por  el  Licenciado  D.  Rafael  María  de  Labra 
7  el  Procurador  Dw  Ildefonso  Gutiérrez  Illana: 

Resultando  que  Doña  María  de  los  Dolores  Camejo  pidió  en  los  au- 
tos de  testamentaría  de  D.  José  Qaesada  de  Sada  en  escrito  de  2  de  Mayo 
de  1882  que  se  requiriese  al  Administrador  de  dicha  testamentaría  Don 
Manuel  Blanco,  con  el  fin  de  que  le  satisfaciese  la  mensualidad  aiímen- 
lieia  que  le  estaba  asignada;  bajo  apercibimiento  deque  si  no  lo  paga- 
ba en  el  acto  se  le  embargarían  bienes  de  so  pertenencia  para  cubrir  so 
importe,  con  imposición  de  las  costas  de  la  reclamación: 

Resultando  que  acordado  y  hecho  el  requerimiento  solicitado  pidió 
Blanco  reforma  de  la  providencia  del  mismo  día  2  de  Mayo  en  que  se 
mandó  hacer  aquél,  y  que  se  acordase  en  so  logar  lo  procedente,  por- 
que no  existían  fondos  con  qoe  hacer  frente  á  la  reclamación  de  que  se 
trataba  ni  á  otros  de' mayor  preferencia  por  so  índole;  y  opuesta  Doña 
Dolores  Camejo  á  la  reforma  pidiendo  que  se  condenase  á  Blanco  al  pa- 
go de  las  costas  persa  temeridad,  según  tenía  solicitado,  dictó  auto  el 
Josgado  en  9  de  dicho  mes  de  Mayo,  declarando  no  haber  jugar  á  la  re- 
forma ó  reposición  qoe  se  pretendía  por  D.  Manuel  Blanca,  á  qoíen  se 
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le  imponían  lat  cosUs,  j  ordenando  esUr  á  lo  mandado,  por  considerar 
que  nna  rex  otorgados  los  alimenios  se  pueden  exigir  al  qoe  haya  de 
abonarlos,  no  solamente  los  correspondientes  á  la  primera  mensualidad 
sino  los  de  las  demás  qoe  se  fuesen  deyeogando;  y  que  en  esta  clase  da 
expedientes,  no  puede  discutirse  sobre  el  derecho  á  percibir  los  alimen- 
tos ni  sobre  su  entidad,  y  toda  reclamación  qne  se  haga  respecto  áuoo 
j  otro  particular  ha  de  sustanciarse  en  juicio  ordinario,  abonándose  en- 
tre tanto  la  cuota  señalada:  y  que  la  masa  de  bienes  administrados  por 
Blanco  correspondientes  á  la  testamentaría  se  compone  de  otros  bienes 
á  más  del  ingenio  Santa  Rosalía: 

Resultando  que  notificado  eaie  auto  á  Blanco  consignó  en  el  Juzga- 
do 105  pesos  en  oro  por  la  mesada  de  dicho  mes  de  Mayo,  y  pidió  que 
se  U  facilitase  una  ceriíficación  expresiva  do  que  las  mesadas  señaladas 
á  Doña  María  de  les  Dulores  Camejo  estaban  satisfechas  hasta  aquel  mes 
inclusive,  y  acordado  así  pidió  Doña  Dolores  que  se  hiciese  constar  en 
la  certificación  mandada  librar  qoe  de  los  autos  resultaba  que  Blanc» 
no  había  pa|(ado  una  sola  de  las  pensiones  de  que  se  trataba,  sin  haber 
dado  lugar  á  que  se  le  requiriese  y  apremiara  judicialmente  para  ello» 
y  qoe  en  la, última  se  había  opuesto  dando  lugar  á  un  temerario  inci- 
dente que  había  sido  resuelto  contra  él,  condenándole  en  las  costas,  é 
coya  pretensión  no  resalta  de  autos  lo  que  se  proveyó: 

Resultando  que  D.  Manuel  Blanco  pidió  también  reforma  del  auto 
anterior  en  cuanto  al  particular  de  costas,  apelando  subsidiariamente  y 
alegando  efn  apoyo  de  la  reforma  que  se  trataba  de  un  acto' de  jaría 
dicción   voluntaria  que  debía  tramitarse  según  las  reglas  dictadas 
para  esta  clase  de  juicio,  por  más  que  arrancara  de  una  testamentaría; 

Sue  por  lo  mismo  las  providencias  en  cuestión  podísn  variarse  ó  modi 
carao  porque  así  lo  autorixaba  la  regla  9*  del  art.  1208  de  la  ley  de  £a- 
joiciamienlo  civil;  que  sus  anteriores  peticiones  no  habían  sido  impro- 
cedentes ni  podía  considerarse  maliciosa  la  solicitud  de  reposición  h«- 
eha  en  virtud  del  primer  mandato  para  que  entregara  la  mesada  en  ra- 
sen á  qne  no  existiendo  fondos  en  la  testamentaria  había  que  proceder 
á  la  venta  de  bienes,  y  esto  disponerlo  el  Juzgado;  y  que  tos  demás 
fundamentos  del  auto  no  guardaban  relación  con  lo  que  pidió  que  ex- 
clusivamente se  apoyó  en  la  carencia  de  bienes: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  del  territorio  por 
virtud  de  la  apelación  dedacida  subsidiariamente,  y  sustanciadn  la  al- 
zada por  los  trámites  debidos,  dictó  sentencia  la  S/la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  4  de  Setiembre  de  I88S  confirmando  con  las 
costas  á  cargo  del  apelante  y  por  sos  mismos  fundamentos  el  auto  ape- 
lado de  9  de  Mayo,  y  observando  que  el  Juez  de  primera  instancia  en 
lo  sucesivo  cuidase  de  no  dar  traslado  de  los  escritos  en  que  se  esta- 
blece el  recurso  de  reposición  como  lo  había  hecho  en  el  presente 
juicio: 

Resultando  que,  previo  depósito  de  175  pesetas  para  los  efectos  le- 
gales correspondientes,  interpuso  D.  Manael  Blanco  recurso  de  casa- 
ción, por  considerar  infringidos: 

1^  La  ley  8*.  tít.  ^t  de  la  Partida  3*,  en  el  eonoepto  de  qne  ai  here- 
dero aue  defiende  la  herencia  no  es  lícito  imponerle  la  pena  de  la  eon- 
deoa  de  costas  aun  en  el  supuesto  de  que  realmente  se  hubiese  defen- 
dido la  pretensión  contraria,  en  caya  sitaación  se  halla  el  recurrente: 
S^  La  misma  ley  citada  en  el  anterior  motivo,  en  el  concepto  de  qne 
para  hacer  procedente  la  condena  de  costas,  exige  que  se  baya  deman- 
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^ado,  ó  contestando  á  peiieión  eoairaria  oponiéndose  á  ella;  toda  ve» 
qne  el  recorrente  nada  demandó  ni  opaso  á  las  pretensiones  de  la  Ga- 
mejo,  sino  qne  pidió  sólo  al  Jacgado'  qoe  dispusiera  lo  oportnno  para 

Soder  cumplir  su  proveído  de  satisfacer  una  manda  por  carecer  de  fon- 
os como  administrador  de  la  testamentaria,  y  esto  no  puede  estimarse 
como  temeridad  en  ningún  sentido: 

3^  Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  14  de  Noviembre 
de  1861,  3  de  Junio  de  1870  y  i 6  de  Febrero  de  1875,  que  declaran  qoe 
la  cuestión  de  costas  exclusivamente  puede  dar  motivo  á  casación,  y  que 
ésta  procede  cuando  los  becbos  ban  sido  apreciados  por  el  Tribunal 
sentenciador  contra  ley;  pues  aun  teniendo  como  becbo  apreciable  por 
la  Sala  sentenciadora  el  de  la  temeridad,  resulta  que  al  bacer  esta  de- 
claración se  infringe  la  mencionada  ley  8%  tit.  22,  Partida  3^  que  sólo 
permite  considerar  temerario  al  que  litiga  demandando  ú  oponiéndose 
á  petición  de  otro,  puesto  que  el  recurrente  no  ba  becbo  ninguna  de 
ambas  cosas,  demandar  ni  oponerse,  que  marca  dicha  ley  taxativa- 
mente como  circunstancias  que  ban  de  acompaDar  al  becbo  de  la  te*^ 
meridad  para  que  i  neda  ser  apreciado  como  U\  por  los  Tribunales: 

4^  El  art.  4818  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba  y 
Puerto  Rico,  que  permite  oponerse  fuera  de  juicio  ordinario  á  todo  lo 
qoe  no  sea  el  derecho  á  los  alimentos  ó  su  entidad,  toda  ves  que  no  ha- 
biéndose opuesto  el  recurrente  á  nada,  y  no  pudiendo  decirse  en  nin- 
gO't  caso  que  se  opusiera  al  derecho  ni  cuantía  de  la  mensualidad  qne 
se  quiere  llamar  alimenticia,  es  claro  y  evidente  que  al  calificarle  de  te- 
merario invocando  el  iirtícuío  citado,  to  que  se  ha  becbo.en  realidad  bjt 
sido  infringirlo; 

T  5*  En  el  lieebo  de  confirmar  la  sentencia  recurrida  el  auto  que 
condenó  en  costas  al  recurrente  declaró  al  mismo  tiempo*  por  medio 
de  prevención  al  Juez,  que  no  debió  éste  dar  traslado  del  escrito  en 
qoe  pidió  el  recurrente  que  se  determinara  lo  procedente  para  satisfa- 
cer la  mesada,  de  donde  se  deduce  que  el  escrito  que  presentó  á  conse- 
euencia  del  traslado  no  debió  existir,  y  condenar  sin  embargo  al  recu- 
rrente en  la  sentencia  recurrida  i  satisfacer  el  importe  de  este  escrito 
de  la  Camejo  y  de  las  diligencias  á  que  diera  lugar,  ^ue  constituyen  la 
casi  totalidad  de  las  costas  de  la  condena;  el  principio  jurídico  de  que 
las  sentencias  deben  ser  congruentes  consigo  mismas,  claras  y  precisas, 
consignado  por  la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribuna)  SupreoiO- 
en  reconocimiento  de  lo  preceptuado  en  el  principio  de  la  ley  8%  tí- 
tolo  22,  Partida  3\  y  en  el  art.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
qne  también  resultan  infringidos. 

Tisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 
Considerando  que  el  becbo  de  haber  limitado  D.  Manuel  Blanco  la 
apelación  del  auto  de  9  de  Mayo  dé  1882  al  extremo  de  la  condena  de 
costas  qoe  por  él  se  le  impuso,  demuestra  que  lo  consintió  en  cuanlo^ 
desestimaba  como  improcedente  la  reforma  del  dictado  el  día  2  solici- 
tada por  el  Blanco;  y  de  aquí  la  rasón  justificativa  de  la  condena  im- 
puesta por  el  Jues  de  primera^  instancia  y  confirmada  por  la  sentencia 
recorrida: 

Considerando  que,  por  lo  tanto,  ésta  no  infringe  las  leyes  y  doctri- 
nas qne  se  citan  en  los  cuatro  primeros  motivos  del  recurso,  porque 
la  8*,  tit.  22  de  la  Partida  3%  autoriía  la  imposición  de  las  costas  á  los 
qoe  se  defienden  contra  otro  non  aviando  derecha  razón  porque  lo  de 
J^n  facer,  y  D.  Manuel  Blanco  carecía  á  juicio  de  la  Sala  de  esa  rasóa 
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•ddreeha  al  impugnar  por  medio  de  un  incideote  íntempeitivo  y  dilato- 
rio el  reaaerimieoto  judicial  obtenido  por  la  viada  para  ^oa  como  ad- 
minittridor  de  ia  testamentaría  le  pagase  la  pensión  alimenticia  ooe 
ejeentoriamente  se  le  tenía  señalada  en  los  términos  j  con  las  salveda- 
des establecidas  por  el  art.  4218  de  la  ley  de  Eojaiciamiento  civil  que 
se  supone  también  infringido: 

Considerando,  por  último,  que  la  advertencia  hecha  por  la  Sala  al 
Jaes  de  primera  instancia  para  que  no  confiriese  traslados  de  los  escri- 
tos de  reposición  sobre  corroborar  en  cierto  modo  la  improcedencia  é 
inoportunidad  del  incidente  promovido  por  Blanco,  no  le  excosa  de  la 
obligación  de  indemniíar  á  la  otra  parte  de  los  gastos  ocasionados  oon 
ese  motivo,  ni  acusa  incongrueneia  ni  infracción  de  disposición  alguna 
legal  de  las  qae  se  citan  en  el  último  motivo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Blanco  y  Ramos,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdida  del  depósito  de  175  pese- 
tas que  hs  oonstitono,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese 
á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente,  eon  devo- 
lución del  apuntamiento  que  ha  remitido.  — (Sentencia  publicada  el  M 
de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaata  de  9  de  Setiembre  del  mismo 
año.) 


184 

Reenrso  4e  easaelóo  (28  de  Abril  de  i  BU). Sala  primera. — 
Pago  di  réditos  de  un  cbnso.~Ha  lugar  al  inierpuesto  por  Doña 
Juana  y  D.  José  de  Salas  con  D.  José  y  Doña  Eulalia  Busto  (Audiencia 
de  Oviedo),  y  se  resuelve: 

Que  si  el  nombrado  primeramente  herédete  y  por  eonsignienie  ret^ 
poneable  al  pago  de  lot  réditos  de  un  censo  qne  gravaba  ios  bienes  qae 
por  tal  concepto  habia  de  recibir,  perdió  después  en  absoluto  tal  cuati 
dad,  cambiándola  por  la  de  legatario  y  quedando  libre  de  la  obligación 
censual  que  hasta  entoncei  le  afectaba;  no  pueden  sus  sucesores  ser  re- 
convenidos tampoco  al  pago  del  censo  en  concepto  de  legatarios,  porque 
ios  bisnes  recibidos  en  tal  sentido  nunca  fueron  gravaios  por  la  testa 
dora  con  semejante  obligación,  inherente  sólo  á  ios  herederos  como  ad 
Judicatarios  y  poseedores  de  los  bienes  afectos  i  la  seguridad  del  censo; 
f  por  tanto  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  los  demandados  están 
obligados  en  concepto  de  sucesores  de  aquél  á  pagar  la  mitad  de  los  re 
xiitos  del  censo  en  cuestión,  condenándolos  en  su  consecuencia,  infringe 
la  voluntad  de  la  testadora,  ley  en  la  materia,  y  en  consonancia  con 
^lla  la  5%  tü.  33,  Partida  T,  y  las  t\  y  25,  tiL  \^  de  la  Partida  6*. 

En  ia  villa  y  corte  de  Uadrid,  i  28  de  Abril  de  «884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtod  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Oviedo  y  en  la  Sata 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  dicha  ciudad  por  D.  José  y  Doña  Eulalia 
Basto  Areüdlles  y  en  nombre  de  ésta  su  mando  D.  Enrique  Méndex,  re- 
presentado por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  y  defendido  por  el 
Doctor  D.  Luis  Silvela,  con  Doña  Juana  y  D.  José  de  Salas  y  Flores  de 
Estrada,  y  en  su  represdntacióo  y  defensa  el  Procurador  D.  Ángel  Cai- 
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To  7  el  Licenciado  D.  Faustino  Rodrignex  San  Pedro  sobre  pago  da  ré- 
ditos de  un  censo: 

Resultando  qne  Doña  María  de  la  Concepción  AocTedo  y  Pola,  sol- 
tera, vecina  de  las  Casas  de  Miraflores,  otorgó  testamento  cerrado  en 
4f  de  Jonio  de  4840,  nombrando  por  su  única  heredera  de  dinero, 
alhajas  y  ropas  de  todas  clases  á  so  prima  Doña  Carmen  Boato  y  oso- 
fmctoaria  por  so  vida  de  las  dos  partes  de  las  rentas  qoe  las  leyes  le 
permitían  disponer  hasta  so  fallecimiento  y  de  la  parte  restante  á  so 
«obrino  y  de  la  otorgante  D.  Carlos  Basto;  qoe  por  el  fallecimiento  de 
ea  normano  D.  filanoel  María  podía  disponer  de  todas  las  propiedades 
qoe  se  tenían  por  cireoladas  por  dejarla  nombrada  por  oniversal  here- 
dera; y  en  oso  de  estas  faeottades  nombraba  por  tal  después  del  fallecí- 
miento  de  su  prima  y  so  sobrino  ya  dicho,  de  la  Casa  de  Miraflores,  po- 
sesión aneja  á  ella  todas  las  rentas  de  este  Concej(^  y  el  de  Langreo  á 
•a  sobrino  D.  Carlos  Basto,  y  de  la  casa  y  rentas  de  Oalicia  á  so  pri- 
mo D.  Alvaro  Flores  Estrada;  declaró  qoe  no  tenía  deoda  ninguna  he- 
cha por  ella,  y  qoe  si  no  pagaba  las  qoe  habí^  de  so  hermano  D.  Ma* 
noel  María,  las  pagasen  so  prima  y  sobrino  Doña  Carmen  y  D.  Carlos, 
la  primera  dos  partes  y  el  segundo  el  resto,  y  lo  mismo  I  .SOO  rs.  qne 
-fe  pagaban  á  D.  Victoriano  García  de  réditos  de  on  censo  de  60.000 
reales  qne  había  tomado  su  hermano;  dijo,  por  último,  que  pensaba 
tacer  otras  mandas  qne  constarían  de  apuntación  firmada  de  so  poíto, 
a  la  cual  quería  se  Is  diera  igual  valor  qoe  á  aqoel  testamento: 

Resoltando  qoe  haciendo  referencia  al  mismo  firmó  una  memoria 
en  1t  de  Jonio  de  1849  qoe  contiene  diferentes  mandas  y  declaracio- 
nes,  y  consignando  qoe  su  hermano  tomó  60.000  reales  á  D.  Victoriano 
García,  con  el  3  por  100  de  interés,  qoe  importaba  1.800  rs.  anoales, 
coo  los  coales  concorría  y  nada  se  le  debía,  qoeríendo  qoe  á  so  falleci- 
miento hicieran  lo  mismo  por  iguales  psrtes  sus  herederos  D.  Alvaro 
alores  y  D.  Carlos  Basto;  y  que  con  fecha  SO  de  Febrero  de  4852  firmó 
otra  memoria  Doña  Concepción  Acevedo,  repitiendo  que  los  1.800  rea- 
lea  que  se  pagaban  de  réditos  á  D.  Victoriano  García  los  pagasen  so 
primo  D.  Alvaro  Flores  y  ru  sobrino  D.  Carlos  por  iguales  partes: 

Resultando  qoe  la  misma  Doña  María  Concepción  Aeevedo  otorgó 
testamento  noncnpativo  en  las  Gasas  de  Miraflores  á  7  de  Noviembre 
4b  1^53,  dejando  á  so  primo  hermano  D.  Alvaro  Flores  Estrsda  las  ha- 
ciendas y  rentas  que  posefíaeo  el  Concejo  de  Langreo,  con  diferentes 
cargas  de  qne  hizo  mérito,  instituyendo  por  su  única  y  nniversal  he- 
redera de  todo  cuanto  poseía  á  so  prima  Doña  María  del  Carmen  Boa- 
tos; hizo  mérito  de  que  había  otorgado  nn  testamento  cerrado,  el  cual 
revocó  y  anuló  en  lo  que  en  é|  había  dispuesto  respecto  á.sos  primos 
D.  Alvaro  Flores  Estrada  y  Doña  Carmen  Bustos,  poes  qoería  qoe  sólo 
Tallera  aqoella  so  última  disposición  en  cnanto  á  los  dos,  pero  dejin- 
dolo  en  toda  so  fueras  y  valor  en  todo  lo  demás  qoe  comprendía,  así 
«omo  los  dos  papeles  eseritos  y  firmados,  qoe  comprendían  diversas 
mandas: 

Resultando  qoe  todavía  otorgó  Doña  Concepción  Aoevedo  otro  tes- 
tamento en  t  de  Diciembre  del  mismo  año  1853,  institoyendo  por  úni- 
ca y  oniTcrsal  heredera  á  so  prima  Doña  Carmen  Boato,  qoeríendo  en  el 
caso  de  qoe  no  la  sobreviviese,  qne  lo  fuera  D.  Carlos  Busto,  sus  hijos  y 
«ncesores;  que  si  Doña  Carmen  la  sobreviviese,  y  por  consiguiente  to- 
viese  efecto  la  institución,  quería  qne  después  de  la  muerte  de  Doña  Car- 
men pasase  todo  lo  correspondiente  á  so  herencia  á  so  sobrino  D.  Gar- 
TOMO  55  8 
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lot  Bo>to,  8Dt  hijos  y  loeesoret  perpetoamente;  qoeriendo  dar  á  s» 
primo  D.  Alvaro  Flores  Estrada  y  á  so  familia  mayor  proeba  aún  d» 
sfef.to  qoelas  qoe  le  teoía  dadas,  le  dejó  para  qBe  faeraD  de  él,  sos 
hijos  y  soeesores  las  rentas  que  la  testadora  poseía  en  el  Concejo  de- 
Langreo,  de  las  coales  entrarla  en  libre  goce  y  aprovechamiento,  y  sin 
lofl  gravámenes  qoe  le  había  impuesto  en  el  testamento  de  7  de  No- 
▼iembre  de  aqoel  aflo,  despoés  qoe  socedíera  la  moerte  del  otorgante. 
Para  despoés  del  fallecimiento  de  sq  prima  Doña  Carmen  dejó  también 
á  80  primo  D.  Alvaro  para  qoe  fueran  de  él,  sos  hijos  y  sucesores  la^ 
rentas  qoe  tAnia  en  tas  parroqoias  de  Yaidesoto,  Marcenado,  Aramll  y 
Peledies,  y  la  casa  de  la  Pola  de  Siero  qoe  habitaba  la  vioda  de  Joié 
Roees;  y  si  eoando  tuviese  efecto  la  manda  que  hacia  al  Alvaro  de  las 
rentas  de  Yaidesoto  y  casa  de  la  Pola  de  Siero  viviese  aun  so  primo 
D.  Marcos  Quiróa,  á  qoien  se  las  dejaba  en  osofrocto  por  el  citado  tes- 
tamento de  Noviembre,  quería  qoe  entonces  se  diesen  al  citado  Marcos^ 
4.000  rs.  anoales  mientras  viviera,  con  lo  cual  quedaba  cumplida- 
aquella  disposición: 

Resultando  que  Dofta  Concepción  Aeevedo  falleció  en  U  de  Enero 
de  1855,  hsbiéndola  premuerto  D.  Alvaro  Flores  Estrada,  que  falleció 
en  46  de  Diciembre  de  1853;  v  qoe  Doña  María  del  Carmen  Busto  mu- 
rió en  i®  de  Diciembre  de  1877: 

Resultando  que  por  el  fallecimiento  intestado  de  D.  Carlos  Busto  f 
Balbidsresen  30  de  Setiembre  de  4856  y  de  so  mujer  Doña  Concepción 
Arguelles  en  28  de  Abril  de  4866,  fueron  declarados  herederos  de  loa 
mismos  por  auto  del  Joei  de  primera  instancia  de  Oviedo  de  25  de 
Enero  de  4877,  sus  hijos  Doña  Eulalia  y  D.  Josó  Busto  Arguelles,  lo» 
cuales  otorgaron  escritura  de  inventario  y  división  de  la  herencia  de 
Doña  Concepción  Aeevedo  en  3  de  Julio  de  4878,  en  unión  y  con  licen- 
cia aquélla  de  su  marido  D.  Enrique  Méndez  Guerrero,  en  la  cual  bajo 
el  epígrafe  de  bajas  por  cargas  y  otras  cosas,  consignaron  la  de  450 

S osetas  por  réditos  de  un  censo,  sa  capital  15.000  pesetas,  que  se  paga- 
an  al  señor  de  Jovellanos  de  Gijón;  impuesto  sobre  la  casa  solar  de  la. 
villa  de  Norefta  llamada  del  Cora,  on  prado  y  tierra  en  la  Barreda  y  la 
Llosa  de  Cotiellas,  un  viñedo  en  San  Martin  de  Coya  y  la  casería  que 
llamaban  de  San  Lorensó  en  Santiago  de  Yigo,  rebajándose  la  mitad 
del  principal  de  este  censo  de  los  biches  de  Siero  y  Noreña  y  la  otra 
mitad  de  los  bienes  de  Galicia: 

Resultando  que  D.  José  Busto  y  Argtkelles  y  D.  Enrique  Méndez,  en 
representación  de  su  mujer  Doña  Eulalia  Busto,  dedujeron  en  14  de 
Diciembre  de  4884  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  qoe  después 
de  hacer  mérito  de  las  disposiciones  testamentarias  de  Doña  Concep- 
ción AcevedOy  alegaron  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  ésta  entró  en 
el  disfrute  de  la  herencia  Doña  Carmen  Boato,  haciendo  entrega  de  las 
rentas  que  aquélla  tenía  en  Langreo  al  legatario  Plores  Estrada,  sin 
que  ni  éste  ni  sus  herederos  cumplieran  jamás  la  obligación  que  se  lea 
impuso  en  las  memorias  testamentarlas,  siendo  Doña  Carmen  la  que 
pagó  los  900  rs.  jdo  réditos  hasta  el  momento  en  (|ue  falleció;  que  des- 
pués fueron  declarados  los  demandantes  como  hijos  de  D.  Garlos  Bus- 
to, herederos  de  Doña  Concepción,  y  las  rentas  qoe  ésta  poseía  en  Yai- 
desoto, Marcenado,  Aramíl  y  Peleches,  del  propio  modo  que  la  easa  de 
la  Pola  de  Siero,  pasaron  á  D.  José  y  Doña  Juana  Salas  y  á  Doña  Tere- 
sa Yaile  y  Salas,  menor  de  edad,  y  de  la  eoal  era  tutora  y  curadora  la 
misma  Doña  Juana,  á  quienes  eorrespondía  por  haber  sucedido  á  aa 
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nadre  Doftt  Ramona  Flores  Estrada  en  sos  derechos  y  obligaciones; 
qne  era  de  esperar  que  éstos  se  hobieran  prestado  á  ccntriboir  á  Don 
Tietonaao  Garcia  ó  á  sus  herederos  con  lor  900  rs.  anuales;  pero  se 
hsbían  negado  á  ello,  habiendo  tenido  los  demandantes  que  satisfacer 
las  tres  anoaltdades  veoeidas  desde  la  muerte  de  Doña  Maria  del  Car- 
men, sin  haber  podido  reintegrarse  dé  las  que  en  realidad  eran  respon  • 
sablee  de  ellas,  y  dedaeiendo  eomo  fondamento  de  derecho  que  los  qoe 
aceptaban  nn  legado  estaban  en  el  deber  de  complir  las  cargas  de  oblU 
gaciones  qoe  el  testador  les  impusiera,  no  siendo  contrarías  á  derecho 
ó  á  laa  buenas  costumbres;  que  habiendo  entrado  en  posesión  Flores  y 
Estrada  y  sus  sucesores  de  los  bienes  qne  los  dejó  Doña  Concepción  era 
ioeueationable  debieran  satisfacer  los  900  rs.  anuales  ano  ésta  les  man- 
dó pagar,  sin  que  existiera  razón  alguna  que  les  permitiera  sustraerse 
al  cumplimiento  de  tal  obligación,  y  qoe  siendo  ésta  una  carga  que 
aceptaba  al  legado  y  qne  sólo  puede  imponerse  en  consideración  á  él, 
debía  consignarse  en  las  instrucciones  qoe  se  hicieran  ó  hubieran  en  el 
Registro  de  la  propiedad  de  las  fincas  que  la  coneiitoyersn;  y  ejerci- 
tando las  acciones  personal  y  real  correspondientes  suplicaron  que  se 
condenase  á  D.  José  y  Doña  Juana  Salas  por  si  y  como  totora  y  cura- 
dera de  Doña  Teresa  Valle  y  Salas  á  que  reintegraran  los  demandantes 
de  los  S.700  que  pagaron  por  ellos,  y  á  qoe  pagaran  anualmente  á  Don 
Victoriano iBareía  y  á  sus  herederos,  ó  á  los  recurrentes  para  qoe  se 
los  entregasen  á  éstos  los  900  rs.  de  réditos,  mandando  que  se  consig- 
nara esta  carga  ú  obligación  en  las  inscripciones  qne  se  hicieran  ó  hu- 
bieran hecho  de  las  flnoas  que  eran  objeto  del  legado  en 'la  forma  esta- 
blecida en  la  ley  Hipotecaria  y  su  reglamento,  y  se  impusieran  las  cos- 
tas de  este  juicio  á  los  demandados: 

Resnffsndo  que  D.  José  y  Doña  Juana  Salas,  ésta  por  si  y  en  repre- 
sentaeidn  de  su  pupila  Doña  Teresa  del  Valle  y  Salas,  impugnaron  la 
demanda  alegando  que  era  vierto  que  en  el  testameoto  de  7  de  No- 
viembre de  1853  legó  Doña  Concepción  Aceyedo  á  D.  Alvaro  Florea 
Estrada  las  haciendas  y  rentas  de  Langreo  con  variaa  cargas,  pero  que 
ninguna  de  éstas  era  la  del  censo  objeto  del  pleito:  qoe  también  era 
verdad  que  en  el  testamento  de  Diciembre  de  1863  se  dejó  á  Flores  Es- 
trada dichas  rentas,  no  gravándose  al  legatario  con  más  carga  qne  la  de 
i.OOO  rs  á  D.  Harcos  Quirós;  que  lo  era  asimismo  lo  que  se  referia  en 
cuanto  á  las  memorias  testamentarias,  pero  que  no  debía  olvidarse  que 
por  el  testamento  cerrado  se  instituía  á  D.  Alvaro  por  heredero  y  no  se 
le  gravaba  con  los  réditos;  que  no  era  cierto  que  á  la  muerte  de  la  tes- 
tadora se  hiciera  entrega  de  la  manda  al  legatario,  pues  que  falleció 
antea  que  aquélla,  y  que  era  exacto  que  la  heredera  pagó  hasta  su 
muerte  los  réditos  que  eomo  fundamentos  de  derecho  expusieron;  qne 
la  carga  de  pagar  la  mitad  del  referido  censo  fué  imi  uesta  á  D.  Al- 
varo en  concepto  de  heredero  institnído  en  el  testsmento  de  H  de  Jn- 
Biode  1840;  pero  que  habiendo  cambiado  este  concepto  el  heredero  por 
el  de  legatario  en  virtud  de  disposiciones  posteriores,  no  cabía  impo- 
nerle tal  gravamen;  y  además,  aun  en  el  caso  de  qne  los  herederos  de 
D.  Alvaro  tuviesen  tal  obll|(ación,  había  caducado  por  prescripción  por 
haber  tranaenrrido  el  término  para  ello,  toda  ves  que  la  testadora  fa- 
lleció en  1855,  solicitando,  por  tanto,  qoe  se  le  absolviera  de  la  deman- 
da, eon  las  costas  y  perpetuo  silencio  á  loa  demandantes: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  el  Joei  de  pri- 
mera ÍMtaueia  dictó  aenteneia  en  80  de  Setiembre  de  1882,  declarando 
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qoe  D.  José  d«  Stlas  Flores  Estrada  y  Ooüa  Jaana  d«  Salas  Flores  Es- 
trada por  si  y  como  totora  y  curadora  de  Do&a  Teresa  del  Valla  y  Sa  - 
las,  están  obligados  coono  herederos  ó  sacesores  de  O.  Alvaro  Plores 
Estrada  á  pagkr  la  mitad  de  los  réditos  del  censo  consigoativo  de  15.000 
pesetas  que  importan  450  anuales,  impuesto  á  favor  de  D.  Victoriano 
García  sobre  bienes  qoe  poseyó  Dohi  María  de  la  Cao  ce  pelón  Acevedo, 
la  cual  impuso  tal  obligación  al  dicho  D.  Alvaro,  que  fué  su  legatario 

{>or  cuantía  mayor  de  tal  gravamen,  y  en  so  coniecaencia  condenó  ,á 
os  ya  dichos  demandados  0.  Jasé  y  Doña  Jaana,  i  esta  última  por  sí  y 
como  totora  y  curalora  de  Do&a  Teresa  del  Valle,  é  reintegrar  á  tos 
demandantes  D.  José  del  Basto  y  Arguelles  y  á  D.  Enrique  Méodex, 
como  marido  dé  Doña  Eulalia  del  Basto  y  Argdilles,  de  la  cantidad  do 
675  pesetas  que  ^r  ellos  han  satisfecho,  y  á  pagar  anualmente  á  los  he- 
i^ederos  de  D.  Victoriano  García  ó  á  los  mismos  demandantes  para  que 
se  les  entreguen  á  éilas  SI5  pesetas,  qaa  es  la  mitad  ddl  rédito  anual 
del  ya  citado  censo;  condenándoles  asimismo  á  que  este  gravadle n  le 
afecten  á  cualquiera  de  las  fincas  que  procedentes  del  legido  de  Doña 
María  de  la  Concepción  Acevedo  hecho  á  su  causante  D.  Alvaro  Flores 
Estrada  posean  y  sea  suficiente  á  garantirlo,  á  cuyo  efecto  se  harán  las 
respectivas  inscripciones  en  el  Registro  de  la  propiedad  correspondien- 
te, en  la  forma  que  la  ley  Hipotecaria  y  reglamento  establecen: 

Rdsullanio  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Oviedo  por  vir- 
tud de  la  apelación  que  interpusieron  D.  José  y  Dofti  Juana  Silas,  la 
Sala  de  lo  civil  dictó  sentencia  en  Si  de  Abril  dn  1393  confirmando  la 
apelada,  en  cuanto  por  ella  se  declaraba  que  los  demandados  D.  José  de 
Salas  Flores  Estrada  y  Don  i  Juana  de  Salas  Plores  Bstrada,  por  sí  y  co  - 
mo  totora  y  curadora  de  Dohi  Teresa  d»)!  Valle  y  Salas,  están  obliga- 
dos como  herederos  ó  sueesores  de  D.  Alvaro  Floras  Entrada  á  pagar  la 
mitad  de  los  réditos  del  censo  cousignativo  de  45.000  pesetas  que  im  - 
portan  i50  anuales,  impuesto  á  favor  de  D.  Victoriano  Garcíi  sobre  bie- 
nes que  poseyó  Doña  María  de  la  Concepción  Acevedo,  la  cual  impuso 
tal  obligación  ai  dicho  D.  Alvaro  que  fué  su  legatario  por  cuantía  ma  • 
yor  de  tal  gravamen,  y  en  su  consdcueocia  se  condena  á  dichos  deman- 
dados á  reintegrar  á  los  demandantes  D  José  del  fiisto  y  Arguelles,  la 
cantidad  de  675  pesetas  que  por  ellos  habían  satisfecho,  y  á  pagar 
anualmente  á  los  herederos  de  D.  Victoriano  Gareíi  ó  á  los  mismoi  de- 
mandantes para  qiie  se  las  entregasen  á  éstos  225  pesetas  que  era  la 
mitad  del  rédito  anual  del  ya  citado  censo,  revocando  lo  demás  que  con- 
tenía Ja  sentencia  apelada: 

Resultando  que  D.  José  y  Doña  Juana  de  Salas  Flores  y  Estrada, 
ésta  por  sí  y  como  tutora  de  so  hija  Doña  Teresa  Valle  y  Salas,  inter- 
pusieron recurso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1°  La  ley  5%  tít.  33,  Partid»  7*,  y  las  sentencias  de  este  Supremo 
Tribunal  de  28  de  Junio  de  4864,  4  de  Abril  de  4871  y  otras  muchas 

2  neconsigna  la  doctrina  conforme  con  dicha  ley  de  que  las  palabras 
el  testador  deben  entenderse  como  suenan  y  cumplirse  su  voluntad  se- 
gún  está  expresada,  en  el  concepto  de  que  habiendo  en  el  caso  attual 
dejado  varios  legados  Doña  Concepción  de  Acevedo  á  D.  Alvaro  Flores 
Estrada  y  aus  sucesores,  sin  gravarles  con  laobligaciófi  sobre  que  ver- 
saba este  pleito,  la  sentencia  se  la  imponía  contrariandj  lo  dispuesta 
por  dicha  testadora: 

2*  Las  leyes  21  y  25,  tít.  T,  Partida  6^  qoe  establecen  que  las  dis- 
posiciones testamentarias  primeras  son  derogadas  por  las  últimas,  y  el 
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f  oBifgoieDte  prinelpio  de  que  esta  ttltima  Yolontad  de  lot  testadores  es 
ta  qae  debe  ler  complida,  puesto  que  la  sentftneia  recorrida  haela  pre- 
▼aYecer  las  disposiciones  testamentarías  de  Doña  María  de  la  Goneep- 
eídn  Aeevedo,  hechas  en  1849  y  fO  de  Febrero  de  4852  y  entendidas  de 
evatqnier  oaodo  sobre  los  testamentos  solemnes  otorgados  por  la  misma 
en  7  de  Noviembre  7  2  de  Diciembre  de  1853,  con  eipresióo  de  qne 
qoerfa  rigiesen  únicamente  para  las  mandas  é  instituciones  qoe  conte- 
ntan siendo  nna  de  éstas  las  de  Plores  Estrada  y  sns  habientescaosa: 

3*  La  ley  5^  tit«  8^  libro  H  de  la  Novísima  Recopilación  qne  deter- 
mina la  prefcripción  de  lae  acciones  (personales  por  el  término  de  SO 
afios  para  extingoir  las  obligaciones  de  esta  natnraleza,  poes  recono- 
ciendo expresamente  la  sentencia  qne  la  obligación  qoe  declara  contra 
los  recurrentes  es  de  osrácter  personal,  rechasa  la  excepción  de  pres- 
cripción también  opuesta  contra  ella  á  pesar  de  haber  transcurrido  27 
afios  desde  de  la  muerte  de  la  testadora  que  la  había  hecho  exigiblo 
hasta  el  día  de  la  interposición  de  la  demanda; 

T  4^  La  ley  \H,  tit.  18  de  la  misma  Partida  3^  que  declara  la  fuerxa 
^e  las  escrituras  públicas  á  que  no  esté  puesta  tacha  en  ninguna,  por 
eoantó  para  suponer  la  sentencia  qoe  e)  tiempo  de  la  prescripción  no 
puede  correr  desde  la  moerte  de  la  testadora  establecía  como  cierto 
que  los  legados  dejados  á  Flores  Estrada  y  sus  sucesores  lo  fueron  para 
después  de  la  suerte  de  la  primera  heredera  sustituida  por  aquélla, 
evando,  según  se  leía  en  el  propio  testamento  último  bajo  qoe  falleció 
la  testadora  en  44  de  Enero  de  4855,  había  una  manda  á  aquél  de  toda 
la  renta  de  Langreo  en  propiedady  posesión  inmadiata,  siendo  eóio  la 
do  otras  rentas  la  que  jiuedaba  aplazada  en  cuanto  á  su  disfrute  parala 
moerte  de  la  «ludida  heredera;  aunque  la  ptopiedad  de  este  legado  pa- 
saba también  a  los  legatarios  al  fallecer  la  testadora  como  se  consignó 
en  las  escrituras  respeetiyas  de  partición  á  que  tampoco  se  atenía  la 
sentencia  recurrida. 

▼isto,  siendo  Ponente  el  Msgistrado  D.  José  Diilhino  Maestre: 
Considerando  que  cuando  en  la  memoria  testamentaria  de  42  de  Ju- 
nio de  4849  se  impuso  á  D.  Alvaro  Flores  Estrada  y  á  D.  Carlos  Busto 
en  el  concepto  de  herederos  de  Doña  María  de  la  Concepción  Aeevedo 
la  obligación  de  pagar  por  partea  iguales  las  pensiones  del  censo  cons- 
tituido á  fsTor  de  D.  Victoriano  García,  en  la  de  20  de  Febrero  de 
1852  se  produjo  la  misma  obligación,  conservaban  ambos  el  citado  ca- 
rácter de  herederos  instituidos  por  el  testamento  cerrado  de*  4840;  f 
por  máaqne  en  la  segunda  memoria  se  omitiera  dicho  calificativo,  no 
pvede  menos  de  sobreentenderse  en  buena  crítica,  por  ser  la  base  ¡fun- 
damental de  la  obligación  impuesta;  pero  como  el  testamento  nonc'upa- 
tivo  de  7  de  Noviembre  de  4853,  y  después  por  el  de  2  de  Díciembro 
del  propio  afio  se  revocó  y  snnló  expresamente  el  cerrado  de  4840  en 
lo  relativo  á  la  sustitución  hereditaria,  evidente  es  que  D.  Alvaro  Flo« 
ru  Estrada  perdió  en  absolto  la  cualidad  de  heredero,  cambiándola  por 
U  de  legatario  v  quedando  libre  de  la  obligación  censual  que  hasta  en- 
toncea  le  afectaba;  sin  que  por  lo  tanto  puedan  sus  sucesores  ser  recon- 
Tenidos  tampoco  al  pago  del  eenso  en  concepto  de  legatarios,  porque 
los  bienes  recibidos  en  tal  sentido  nunca  fueron  gravados  por  la  testa- 
dora con  semejante  obligación,  inherente  sólo  á  los  herederos  como  ad- 
jvdicatarios  y  poseedores  de  los  bienes  afectos  á  la  seguridad  del  censo: 
Considerando,  por  lo  expuesto,  que  al  declarar  la  Sala  sentenciadora 
^na  los  demandados  están  obligados  en  eoacepto  do  sucesores  de  D.  Al- 
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varo  Flores  Estrada  á  pagar  ia  miiad  de  ios  réditos  del  óenso  en  eaef- 
tión  condenándolos,  en  sa  eonsecnencia  infringe  la  volantad  de  la  tes- 
tadora,  ley  en  la  materia,  y  en  consonancia  con  ella  la  5*,  tit.  33,  Par- 
tida 7",  y  las  21  y  S5,  tit.  1^  de  ia  Partida  6*  invocadas  en  el  recnrso; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramas  haber  lagar  al  recnrso 
de  casación  inier puesto  por  Dofta  Juana  y  D.  ioeé  de  Salas  y  Flores 
Estrada,  ésta  por  $i  y  en  representación  de  so  hija  Doña  Tareea  Valle  y 
Salas,  y  en  su  viriud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  94  de 
Abril  de  1 883  dictó  la  Sala  de  lo  civil  do  la  Audiencia  de  Oviedo.— (Sen  - 
leneia  publicada  el  S8  de  Abril  de  1884,  é  inserta  en  la  Oaesta  de  9  do 
Seliembre  del  mismo  año.) 
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Reeurso  de  eaüactón  en  asunto  de  Ultramar  (30  d$  Ahrií 

d$  1884).— Sa¿a  primera, — Cumpumie^to  db  ün  conteito.— No  ha  lo- 

5ar  al  interpuesto  por  D.  Ramón  iglesias  con  O.  Bilario  Agoirre  (An- 
íencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve : 

1®  Q%4  ti  el  contrato  celebrado  entre  demandante  y  demandado,  eegún 
loe  miemoe  otorgantee  le  califíearon,  y  do  acuerdo  eon  ellof  la  SaU  eom- 
toneiadora^  ti  el  de  compraventa  con  pacto  de  retro,  conteniendo  todae 
lae  circunetanciai  tifencialee  de  eete  contrato  y  del  pacto  que  le  acompa- 
íla;  la  eeníencia  que  condena  á  la  entrega  de  la  coea  vendida  no  infrin 
qe  la  doctrina  legal  eetabUeida  por  el  Tribu/aal  Supremo  reepecto  á 
la  calificación  de  loe  contratoe  por  e%e  dáusnlae  eeendalee,  porane^Ue 
partee  no  pueden  alterar  la  eeencia  de  loe  miemoe  por  darlee  distinto 
nombre  del  que  eegún  derecho  lee  correeponda^  ni  la  ley  i%  doí  tiL  5^, 
Partida  5%  pueeto  que  la  Sala  caUfieael  contrato  con  arreglo  d  eu  natu  - 
raleaa  propia  y  aUniéndoee  á  la  lew  que  le  corree  vonde; 

Y  V  Que  tampoco  infnngela  ¿y  41,  tU,  5^  Partida  ^^,nila\%da 
HL  i^de  la  miewía  Partida,  porque  oeae  leyee  no  pueden  apUcarse  al 
fruenie  litigio,  por  referiree^  como  tiene  declarado  el  Tr^nal  Supre- 
mo,  no  al  contrato  de  compraventa  con  pacto  de  retro^  eino  4  aquelhr 
en  que  media  prenda  ó  hipoteca. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  30  de  Abril  de  1884,  en  tos  antoa 
seguidos  en  el  Juagado  de  Ssgua  la  Grande  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  por  D.  Hilario  A||[Qirre  y  Martines  ooo  D.  Ra- 
món de  Iglesias  de  la  Coba  sobre  cumplimiento,  de  contrato;  autos  que 
«anden  ante  Nos  en  virtud  de  recursode  casación  por  infracción  de  ley 
interptnesto  á  nombre  de  Iglesias  por  el  Procurador  D.  Manuel  Martin 
Vena,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Acacio  Gharría,  habiendo  re- 
presentado y  defendido  á  Aguirre  el  Procurador  D.  Antonio  Fernándes 
Campos  y  el  Licenciado  D«  Manuel  Pedregal: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  17  de  Febrero  de  1879, 
D.  Ranrión  Iglesias  vendió  á  D.  Hilario  dos  cuas  cubicadas  en  la  calla 
de  la  Grus  de  la  villa  de  Sagua  ia  Grande,  señaladas  coa  los  números 
30  y  3S,  y  además  dos  solares  situados  en  la  calle  de  la  Amistad  y  San 
Ellas,  de  la  propia  villa,  aeqoina  á  la  calle  del  Sol,  todo  por  el  precio  de 
8.H6  peaetas  29  centavos  en  oro  del  cuiko  español  que  el  vendedor  con- 
fieso haber  recibido;  conviniendo  en  que  el  vendedor  podría  retraer  las 
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'finéis  ▼endidiB  siempre  qoe  al  yeneimiento  del  término  de  45  meses 
eonUdos  desde  la  fecha  de  la  otorgacióa  de  la  eserítura  devolriera  el 
indteado  precio,  y  si  vencido  ese  término  no  hada  nso  el  vendedor  de 
aqvel  derecho  entregando  al  comprador  la  mencionada  cantidad,  se  es- 
iinarfa  por  ello  real  y  efectivamente  consumada  la  venta,  sin  logar  por 
parte  de  Iglesias  á  reelamar  la  retroventa,  para  cuyo  caso  transmitía 
desdi*  luego  todos  los  derechos  de  propiedad,  posesión  y  dominio  útil 
j  directo  y  cuantas  más  acciones  reales  y  personales  tenía  en  las  men- 
•eíonadas  fincas;  y  por  último,  acordaron  ambos  contratantes  que,  eottio 
las  casas  quedaban  en  poder  del  vendedor  y  facultado  éste  para  perci- 
bir sus  alquileres,  se  obligaba  á  pagar  las  contribuciones,  reparos  y  de- 
más compromisos  de  las  mismas,  y  vencido  qué  fuera  el  término  estipu- 
lado sin  haber  satisfecho  el  precio^  de  la  venta,  tomaría  el  comprador 
posesión  de  ellas,  bastando  para  ello  en  caso  de  oposición  con  solicitar- 
lo por  medio  de  diligencias  de  jnrisdicción  volantaria,  sin  que  pudiera 
estorbarlo  el- vendedor  con  ningún  recarso  ni  protesta: 

Resultando  qoe  en  7  de  Juniode  f880  D.  Hilario  Agoirre  acudió  al 
Jssgado  solicitando  que  se  requiriera  á  los  inqulllnos  de  las  casas  ven* 
didas  para  que  se  entendieran  con  él  en  el  paf^o  de  los  alquileres,  en  vir* 
tod  de  estar  consumada  la  venta  de  las  mencionadas  casas  y  solares  por 
no  haber  de? uelto  el  vendedor  el  precio  de  la  venta,  á  lo  cual  se  accedió 
aerificándose  dicho  requerimiento;  que  el  Aguirre,  en  escrito  de  H  del 
mismo  mes,  solicitó  la  anotacióu  marginal  en  el  Registro  de  la  propiedad 
de  haberse  cumplido  \h  condición  suspensiva  del  contrato  de  venta  coil 
pacto  de  retro,  en  virtud  de  cuya  condición  adquirió  definitivamente 
las  propiedades  á  qoe  dicho  contrato  se  refiere,  toda  vez  que  el  vende- 
dor DO  devolvió  él  precio  de  las  ventas  en  el  término  convenido,  y  así 
te  dispuso  por  providencia  del  mismo,  verificándose  la  anotación;  y 
^paesto  D.  Ramón  de  Iglesias  á  las  diligencia*  incoadas  para  el  reque- 
rimiento de  los  inquilinos  se  sobreseyó  en  ellas',  reservándose  al  actor 
sns  derechos  para  el  coi  respondiente  juicio,  y  dejando  sin  efecto  los  re- 
qnerimientos  hechos  á  los  inquilinos: 

Resultando  que  previo  acto  d^  conciliación  sin  efecto,  D.  Hilario 
Aguirre,  en  24  de  Agosto  de  1880,  dedujo  demanda  contra  D.  Ramón 
de  Iglesias  para  que  dejara  eipeditos  y  á  su  disposición  los  dos  solarea 
y  eas^s  comprendidos  en  la  escritura  de  S7  de  Febrero  de  IK79,  y  le  en- 
tregan las  rentas  producidas  desde  aquella  fecha,  con  deducción  de  loa 
Impaestos  y  gastos  de  conservación,  útiles  y  necesarios,  y  se  le  conde- 
nara al  pago  de  todas  las  costas,  dahos  y  perjuicios,  fundándose  para 
ello  e>i  qne  el  placo  de  15  meses  fijado  en  la  escritura  se  cumplió  sin 
qne  el  vendedor  devolviera  el  precio  de  la  venta,  por' coya  falta  queda- 
ba consumada  la  venta,  según  la  misma  naturalesa  del  contrato  y  lo 
pactado  expresamente  en  dicha  escriturs;  que  este  pacto  era  válido,  con 
arreglo  á  la  ley  it,  tít.  5^  Partida  5%  y  debfa  observarse  por  los  ane 
lo  celebran;  que  consolidada  la  venta  en  favor  del  comprador  por  no  ha-> 
berse  rescaudo  en  tiempo  oportuno  la  cosa  vendida,  quedaba  perfeeclo- 
nado  el  contrato  de  compraventa  y  con  pleno  dominio  el  comprador 
desde  el  momento  en  que  se  anotase  en  el  Registro  de  la  propiedad  la 
«xtíneíói  del  derecho  del  vendedor,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  ti  de  la  ley  Hipotecaria;  que  el  comprador  era  propietario  y  posee^ 
dor  de  buena  fe,  y  por  consiguiente  le  perteneefan  los  frutos  ó  rentaa 
de  la  cosa  vendida  desde  el  día  en  que  se  consolidó  el  dominio,  tenien- 
do derecho  igualmente  á  Im  renlaa  producidas  desde  la  otorgacíón  de 
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la  aBcritora,  deduciendd  li8  cootribocioneB  satisfechas  y  gutos  útiles  y 
oeeesariot  sopnestos; 

ResQitajido  qoe  eooferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Racnón  de' 
Il^leslat,  la  cootestó  exponiendo  que  la  eserilura  de  S7  de  Febrero  do 
1 879  Donca  tavo  el  earáeter  de  una  venta  nt  pacto,  sino  de  garantía 
del  crédito  de  Agnirre;  qoe  la  procedencia  de  la  mencionsda  escritara 
era  mny  distinta  de  lo  que  en  ella  se  había  consignado;  qoe  bobo  error 
material  y  sostancial  en  el  otorgamiento  de  la  escritora;  que  díAs  an- 
tes de  complirsa  el  término  de  15  meses  seftalado  pnra  la  retro  venta, 
y  el  dia  anterior  convino  con  Agnirro  en  qoe  ésie  se  presentara  el 
día  27  de  Mayo  de  i 880  con  el  objeto  de  percibir  t\  precio  de  la  ven- 
ta, coya  cantidad  había  de  entregársela  al  repetido  Iglesias  O.  José  Lo- 
pes Santisteban^  con  qnien  tenia  pactada  la  venta  de  las  dos  casas; 
que  Aguirre  no  concorrió  el  día  indicado  á  percibir  la  mencionada  su- 
ma, por  lo  qne.no  pado  llevarse  á  efecto  la  venta  de  las  casas  á  Lopes 
Santist^ban,  raióo  por  la  cual  había  recibido  una  pérdida  de'4  883  pe- 
sos 71  centavos;  que  ano  coando  á  la  escritara  de  17  de  Febrero  se  le 
quisiera  dar  la  interpretación  de  venta  en  pacto  de  retro,  no  consta 
que  haya  renunciado  en  favor  de  Aguirre  el  eiceso  de  precio  de  las 
propiedades  vendidas;  que  ese  contrato  foé  novado  eri  todas  sos  partea 
en  virtnd  de  loacordado  con  Jiguirre  antes  del  vencimiento  del  ptsxo, 
esto  es,  qoe  aquél  iría  á  la  villa  de  Sigua  la  Grande  el  27  de  Mayo,  día 
de  dicho  venpimiento  á  cobrar  su  crédito;  que  reconvenía  al  deman- 
dante por  la  cantidad  ya  eipresada  de  i.883  pesos  71  centavos  en  oro» 
como  diferencia  entre  la  cantidad  qu'^  había  de  entregar  á  Aguirre  y 
las  que  le  daba  D.  José  Lopes  Santisteban  por  la  vetta  de  las  dos  ca- 
sas, y  pidió  se  le  declarase  en  definitiva  sin  logar  la  demanda  estable- 
cida con  las  costas,  y  que  le  indemnisase  el  demandante  la  suma  do 
4,883  pesos  74  centavos,  con  más  los  intereses  de  demora  al  tipo  legal, 
eompeiiéndose  á  aquél  á  que  le  otorgase  la  escriiura  que  corresponda 
para  que  quede  rota  y  cancelada  en  todas  sos  partes  la  de  Vi  de  Fe- 
brero de  1879: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  1»» 
partes  sos  alegaciones  y  pretensiones,  y  practicadas  las, pruebas  qi'O 
squéllas  propusieron,  y  seguido  el  juicio  por  dos  instancias,  la  Sala  do 
lo  civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  U  de  Marco  de  1883,  confir- 
matoria en  parte  de  la  del  Jnes,  declaró  haber  tugar  á  la  demanda  de- 
ducida por  D.'  Hilario  Aguirre  y  Martines  contra  D.  Ramón  de  Iglesias, 
y  condenó  á  éste  á  que  dentro  de  tercero  día  entregue  á  aquél  las  des- 
casas y  los  dos  solares,  cuya  posesión  le  reclamaba,  con  las  rentas  pro- 
ducidas desde  la  fecha  del  vencimiento  del  lérmino  de  pacto  para  re- 
trotraer la  fincü;  declarando  no  haber  logar  á  la  reconvención  propues- 
ta, y  condenó  al  demandado  en  las  cosías  de  la  primera  instancia  sin 
hacer  especial  condenación  de  las  de  segunde: 

Resultando  que  D.  Ramón  Iglesias  de  la  Coba  interpuso  recorso  de 
casación,  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

4^  La  doctrina  lega4  senUda  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  S8  de  Enero  de  1859,  respecto  á  la  calificación  de  los  contratos  por 
sus  cláusulas  esenciales,  porque  las  partes  no  pueden  alterar  la  esencia 
de  los  mismos  por  darles  distinto  nombre  del  que  segán  derecho  les  co» 
rresponde;  pues  en  la  escritura  de  S7  de  Febrero  de  1879,  según  las 
eléosulas  esenciales  no  eiiste  el  contrato  de  venta,  si  bien  los  contra^ 
(antes  le  han  denominado  así  al  tiempo  del  otorgamiento: 
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t*  La  1«y  41,  \h.  5*,  Partida  5^  qae  declara  Tálido  el  paeio  de  retra 
en  el  eonlrato  de  comprayeola,  la  eoal  ha  tido  aplicada  indebidamente, 
porqae  el  contrato  coyo  cumplimiento  se  pide  en  la  deoaanda  no  et  tal 
feata  con  pacto  de  retro,  lino  va  contrato  de  garantía  de  préstamos 
qae  habían  sido  liquidados  previamente,  capitatisando  sos  intereses: 

3^  La  ley  il  del  mismo  titulo  y  Parllida,  que  deelara  nulo  el  pacto 
comisorio,  por  virtod  del  coal  se  conviene  qae  el  acreedor  sa  haga 
dneño  de  la  garantía  del  crédito  si  ente  no  foese  pagado  el  día  de  sa 
fsncimiento,  con  coya  ley  gaarda  absoluta  conformidad  la  4t,  tit.  1$ 
de  la  repetida  Partida,  laa  cuales  debieron  aplicarse  á  este  easo  y  no  se 
ban  aplicado;  pues  siendo  Du  Hilario  Agairre  nada  más  que  acreedor  de 
Iglesiaa  por  la  cantidad  de  8.H6  pesos  oro,  y  valiendo  la  garantía  más 
de  13.000  pesos,  la  reclamaba  como  suya  por  virtud  de  la  escritura 
de  V¡  de  Febrero  de  1 879,  por  el  solo  hecho  de  no  haberle  sido  pagada 
la  deoda,  considerando  el  importe  de  ésta  eoino  el  iuito  precio  de  los 
inmuebles,  sin  el  requisito  de  la  tasación  por  ames  iwenos,  único  caso 
en  que  el  pacto  sería  válido  con  arreglo  alas  citadas  leyes. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  O.  Rsimundo  Pernándea 
Coesta: 

Considerando  que  el  contrato  celebrado  entre  D.  Ramón  Iglesias  y 
D.  Hilario  Aguirre  por  la  escritura  de  ti  de  Febrero  de  1879,  según  los 
mismos  otorgantes  le  calificaron,  y  de  acuerdo  con  ellos  la  Sala  seaten- 
cisdora,  es  el  de  compraventa  con  pacto  de  retro,  conteniendo  todaa 
las  circunstancias  esenciales  de  este  contrato  y  del  pacto  que  le  acom- 
pafta,  por  cuya  rasón  la  sentencia  no  iafringe  ni  la  doctrina,  legal  que 
le  sita  en  el  primer  motivo  del  recurso,  ni  la  ley  it  del  ttt.  5^  Parti- 
da 5%  alegada  en  el  segando,  puesto  que  la  Sala  califica  el  contrato 
con  arreglo  á  su  aaturalesa  propia  y  ateniéndose  á  la  ley  que  le  co- 
rresponde: 

Considerando  que  tampoco  han  sido  infringidas  la  ley  41,  til.  5% 
Partida  5*,  ni  la  \t  del  tít.  13  de  la  misma  Partidla  en  el  concepto  que 
se  invocan  en  el  tercer  motivo,  poraue  esas  leyes  no  podiin  aplicarse 
al  presente  litigio  por  referirse  comcTtiene  declarado  este  Tribunal,  no 
al  contrato  de  compraventa  con  pacto  de  retro,  sino  aquellos  en  que 
media  prenda  ó  bí|M>teca; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
earso  de  caaación  por  infraccjón  de  ley  interpuesto  por  D.  Ramón 
Iglesias  de  la  Coba,  á  qoien  condenamos  en  las  costas;  librase  la  co  • 
rrespondienté  certificación  á  k  Audiencia  de  la  Habana,  con  devolu- 
ción del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  30  de  Abril  de  1884» 
é  inserta  en  la  Oaala  de  9  de  Setiembre  del  mismo  a&o.) 
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HeearoQ  de  eaoaetón  (1®.¿«  Mayo  de  1884).— S«la  prtffura.^ 
CüMFLUfiBNTo  DB  UN  GONTUATo.— Ha  lugar  al  íntcrpuesto  por  la  rasón  . 
social  SabadsU  Eermanot  coa  D.  Antonio  Plandiura  (Audiencia  de 
Barcelona),  y  se  resuelve: 

Qnu  la  isnUnoia  que  eondina  ül  demandado  al  papo  de  %na  merean 
oia  recibida  después  iUlpia§o  contenido  para  su  enirega,  infringe  la 
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iéíf  M  cmirñto  y  ht  arHeuio$  S35,  «47.  248,  14¿  f  963  del  Céügo 
4e  Cowwreiú,  si  ya  «#  ñiUnda  ñl  Utíor  liUnU  4il  cotiírato,  ya  á  la  «r- 
fféndm  q%§  motivó  $u  e$Ukracié;  déb*  Entenderse  foetndo  q%€  U  mer^ 
enneU  kéhin  de  llegar  en  una  época  fy'a,  agdn  lo  reoonoeié  el  actor 
mismo  en  su  escrito  de  demanda,  al  esf  poner  omm  cierto  fue  se  kabia 
consignado  la  ifeendón  del  embargne  y  de  la  entrega  por  meses  conse^ 
ouiioos  en  tnrtnd  de  nna  mala  redacción  hecha  por  el  Corredor ^  el  cnali 
sin  embargo,  $e  atuioo  en  sn  declaración  4  lo  qne  esUiha  escrito;  m  sien 
do  ademát  licito  aldímandanie  vendedor ^  que  sin  reclamación  anloriaó 
ton  su  firma  la  convención,  escodarse  en  eee  error  no  reciijícado  onor- 
tukamente,  que  afecta  á  la  cansa  del  contrato,  para  contrariar  la  fuer « 
ta  de  un  documento  y  oponerse  á  la  protesta  de  rescisión  qus  en  la  pie- 
ntíuddesu  derecho  le  presentó  el  comprador,  pasada  ya  la  /echa  de  la 
entrega  de  la  meroancia, 

Eq  ta  ▼illa  y  eorta  de  Madrid,  á  I®  de  Mayo  de  4884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  Tirtnd  de  reenrto  de  eaaacióa  por  infraeeión 
de  ley,  aegnido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
Beltrán,  de  Bareeiona,  y  en  la  Sald  sef^onda  de  lo  ci?il  de  la  Ándieneia 
de  dÍQha  ciudad  por  D.  Antonio  Piandinra  y  Balcells,  representado  por 
el  Procurador  D.  Pedro  García  Gonsáles  y  defendido  por  el  Doctor  Don 
Melchor  Perrer,  con  la  razón  social  SabaMl  Sérmenos,  de  Barcelona, 
y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicho,  bajo  la  dirección 
en  el  acto  de  la  vista,  del  Doctor  D.  Luis  Silyela,  sobre  cumplimiento 
de  un  contrato: 

Resaltando  qne  con  interTenclói^  del  Corredor  colegiado  D.  Tomás 
Casas  y  Plá,  vendió  D.  Antonio  Plandiura  en  40  de  Octubre  de  4884  á 
la  Sociedad  Sabadell  Hermanos  300  bocoyes  llenos  de  alcohol,  de  indua- 
tria  de  Nueva  Grunvald,  ajustados,  puestos,  medidos,  rellenados  y 
graduados,  en  el  muelle  del  puerto  de  Barcelona,  ai  precio  de  340  pe- 
setas cada  68  cuartas  de  cabida  y  35  grados  físicos,  incluso  el  envaae 
abonando  las  dtfereocias  de  grado  que  resultara  á  raaón  de  una  y  me- 
dia cuartea  por  grado,  viniendo  á^eargo  de  los  compradores  y  cuenta 
de  los  mismos  los  derechoi  de  Aduana  y  demás  que  fuesen  necesarios 
para  sn  introducción  al  consumo;  que  el  embarque  y  entrega  de  dichos 
ñocoyes  se  baria  por  meses  consecutivos  á  raaón  de  60  bocoyes  mensua- 
les, empezando  el  primer  jsmbarque  en  Noviembre  próiimo,  y  que  los 
compradores  satisfarían  á  su  vei  el  precio  en  metálico  á  los  30  días 
contados  desde  cada  entrega: 

Resultando  que  embarcados  en  el  mes  de  Noviembre  en  Sttetfo  en 
el  Tapor  Tritkíott,  cien  bocoyes  de  alcohol  de  industria  de  la  marca 
contratada,  50  que  corresponlia  á  dicho  mes  de  Noviembre,  y  los  50 
que  debería  hdber  embarcado  en  el  de  Diciembre,  y  cuyo  embarque 
adelantó  Plandiura  á  instancia  de  Sabadell  Hermanos,  no  llegó  dicho 
vapor  al  puerto  de  Barcelona  hasta  tk  de  Enero  de  488S,  porque  al  en- 
trar en  el  puerto  de  Shielde  fué  abordado  por  otro  buque,  sufriendo 
graves  averías,  pai'a  cuya  reparación  fué  preciao  que  permaneciera  en 
dicho  puerto  diferentes  días: 

Resultando  que  en  9  de  dicho  mes  de  Enero,  Sabadell  Hsrmanoa  re- 
•quiríeron  por  medio  de  Notario  á  D.  Antonio  Plandiura  intimándole  la 
reactstón  del  contrato,  porque  debiendo  haeerM  el  embarque  y  entre- 
ga de  los  bocoyes  por  meses  consecutivos  á  raaón  de  50  mensaalet , 
empelando  el  primer  embarañe  en  Noviembre  próximo  y  no  habían 
llegado  en  el  curso  del  mes  de  Diciembre  los  primeros  bocoyes,  á  lo 
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^«  Plandivra  eoolettd  en  él  II  qne  había  eamplido  exaeUOMnt^  al 
«ootratoeobareaDdo  en  el  mea  de  Noviembre  loe  50  boeoyea  á  qae  ae 
tiabía  eemprometilo  é  igaal  partida  oorreapondieote  á  la  aaganda  re- 
mesA  del  mea  de  Dieiembre  en  raaóti  de  haberla  pedido  verbalmeote 
Sabadell  Hermaftoa  por  adelaolado,  j  negando  calegórieamente  eomo 
«abita  bien  loa  eompraderea,  que  61  hnbiera  eontraldo  direetaé  indi- 
tecumenie  la  obligación  de  entregar  la  mereaaeia  en  fecha  determi- 
aada,  aino  Codo  lo  contrario,  por  lo  qne,  no  aólo  rebasó  la  reacisión  del 
eoiitralo  aino  qne  proUató  contra  e|loa  y  lea  requirió  otra  qne  á  la  Hel- 
gada de  loa  100  bocoyet  eondncidoa  por  el  vapor  Tritkjoif  loa  recibie- 
ran aa  el  maolle  de  Barcelona  ea  loa  térmiooa  qae  el  contrato  pro* 
▼aaia: 

Beaaltando  qne  llegado  dicho  vapor  ai  paerto  de  Barcelona  en  la 
aaalhana  del  dia  26  de  Enero,  requirió  de  noevo  Piandinra  á  Sabadei| 
Hormanoapor  medio  de  Notario  para  que  comparecieran  en  el  acto  de 
b  deaearga  á  recibir  loa  100  boeoyea  de  alcohol  de  indoatria  de  ao  per* 
laaeneía  y  recoger  loa  oonocimientoa,  á  lo  anal  ambos  ae  negaron: 

Beanltando  qne  en  an  virtnd  D.  Antonio  Piandinra  dedaju  en  45  de 
Fabrero  de  I88S  la  demanda  objeto  de  eatoa  antos,  en  la  qne  consignan- 
do como  hechoa  loa  anteceden  tea  qne  quedan  referidos,  aikadió  qne  St- 
badell  Hermanos  tenían  an  gran  interés  en  activar  la  aceptación  de  la 
OMrcancia  comprada  á  Piandinra  á  conaecnencia  de  la  gran  baja  qae  el 
praeio  del  alcohol  de  indastria  había  anfrido  en  el  mercado;  que  era  aii 
baaho  poailivo  que  Plandiurano  sólo  no  se  comprometió  á  verificar  la 
•sSrega  en  fecha  determinada,  sino  que  de  ana  manera  explícita  en  loa 
traloa  eelebradoacon  Sabadell  Hermanoa  en  preaencia  del  Corredor  qae 
ÍBlarvíno  en  el  contrato  manifestó  qae  no  entendía  ni  podía  responder 
4«  la  época  de  la  llegada  de  la  mercancía,  qnédando  circunacrito  aa 
compromiso  á  verificar  el  embarque  por  meses  sucesivos  y  por  partidaa 
da  50  boeoyea;  que  era  cierto  que  el  Corredor,  por  una  mala  redacción, 
«oaaigaó  en  la  minuta  que  el  embarque  y  entrega  se  haría  por  meaea 
eoaaeeotivoa;  pero  la  prueba  evidente  de  que  la  entrega  por  menaoa 
lidadea  ao  entró  en  laa  estipnlacionea,  era  que  así  como  ae  fijó  el  mes  en 
qae  debía  principiar  el  embarque,  ae  hubiera  determinado  también  al 
aaaa caque  debería  principiar  laentregatcircnnstancia  que  no  ae  coa- 
aignóporel  Corjredor  porque  no  había  sido  objeto  de  estipulación,  aino 
qoa  al  contrario  anie  el  mismó«  y  en  las  eonveruciones  qae  mediaron  en 
al  aeto  de  la  contratación,  Piandinra  manifeató  categóricamente  que  ao 
laapondía  ni  podía  reaponder  de  la  época  qne  llegaríi  la  mercancía  á 
aqaalfa  plaxa;  qae  sigaiendo  eatrictamente  las  obligacionea  que  ae  im- 
paao  en  el  contrato  embarcó  en  2  de  Enero  de  I89S  50  bocoyes  en  el 
^aporAt^ü  r«|f¿9r,  y  estaba  diapneato  á  seguir  embareando  loa  160 
boeoyea  reataotea  haata  el  complementa ile  loa  300  contraudoa  en  loa 
traa  manea  aoeeaivoa  á  raxón  de  50  bocoyes  menaualea;  qne  loa  50  boca- 
yaa  eoodueidoa  por  el  vapoV  Hu^k  Tsfiúr  habían  ílegaloéaqnel  paer* 
to  al  día  3  de  Febrero,  deapachandoae  lo  miamo  que  la  remeaa  anterior 
babieado  aatiafecho  Plandiura  los  derechos  de  Aduana  y  jdepóaito,  y 
Ion  150  boeoyeaqaa  imporuron  1.057  peaetaa  94  céntimoa;  y.atilisan- 
éo  la  aeeión  paraooal,  pidió  medíanle  el  ofrecimiento  de  rellenar  ó  abo- 
nar Ja  parla  vacia  de  loa  1 50  bocoyes  conducidos  por  loa  indioadoa  va  • 
poraa  y  da  laa  partidaa  que  foeran  aaeaaivamenta  llegando  en  el  día  d% 
la  arvitiaday  pero  no  laa  mermaa  aofridaa  con  posterioridad;  qae  ae  eon« 
'\  ala  raaóa  aoaial  Sabadell  Hermanoa  á  aatisfacer  al  demandanla 
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D.  Antonio  Plandiora  el  precio  de  dichos  150  bocoyes  y  de  los  deíoá» 
qae  fueran  llegando  huta  completar  los  300  contratados  en  40  de  Oc- 
tubre de  1881  al  tipo  de  340  pesetas  cada  68  cuartas  como  computó  de 
cabida  y  35  grados  físicos,  incluso  el  envase,  abonando  las  diferencia s> 
de  grados  que  resoltasen  á  rasón  de  ana  y  media  coarta  por  grado,  á 
abonarle  los  gastos  y  demás  satisfecho  y  que  satisfaciera  que  faeran 
necesarios  para  sa  introducción  y  depósito  general  de  Aduanas;  y  al 
abono  de  los  intereses  de  dicho  precio  y  de  las  cantidades  adelantadas 
por  cuenta  de  los  vendedores  á  coi\tar  desde  los  30  días  signientes  al 
de  la  colocación  de  dicha  mercaiicia  en  el  muelle  de  aquel  puerto  res- 
pecto del  precio  y  de  los  demás  desde  el  día  del  pago  junto  con  Us  cos- 
tas del  juicio: 

Resultando  que  emplaiado  D.  Rafael  Sabadell,  gerente  de  la  Socie- 
dad Sabadell  Hermanos  se  practicó  sin  prejnsgar  cuestión  alguna  por 
un  perito  hombrado  de  común  acuerdo  la  medición  y  graduación  d^ 
alcohol,  procediéodose  á  su  enajenación  al  solo  efecto  de  evitar  perjui- 
cios, y  debiendo  percibir  so  precio  D.  Antonio  Plandiura  á  euenta  da- 
las cantidades  que  reclamaba  en  la  demanda: 

Resultando  que  contestándola  Sabadell  Hermanos,  expusieron  quo 
en  principios  de  Octubre  de  4881  tenían  pendientes  varios  compromi- 
sos por  consecuencia  de  ventas  que  habían  hecho  de  distintas  partidas 
de  bocoyes  de  alcohol  de  industria  de  la  marca  antes  indicada  para  en- 
tregar precisamente  en  los  meses  de  Noviembre  y  Diciembre  del  misma 
año,  entre  ellas  las  de  60  bocoyes  á  D.  José  iironella;  que  para  cumplir 
estos  compromisos  telegrafiaron  á  Ornnwaid  y  Compañía,  fabricantes- 
del  referido  alcohol,  que  oontastaron  les  era  imposible  atender  á  la  de- 
manda; que  en  tal  situación  acpdieron  á  los  almacenistas  de  agüella 
plasa,  y  sabiendo  que  D.  Antonio  Plandiura  había  de  recibir  una  inerla 
partida  de  bocoyes  de  la  expresada  marca,  le  explicaron  el  compromiso 
en  que  se  encontraban,  contestándoles  que  si  querían  los  5a  bocoyes- 
cuya  entrega  les  era  más  apremiante,  debían  comprarle  250  más  á  en- 
tregar en  los  meses  sucesivos  por  el  precio  que  tuvo  á  bien  fijarles; 
que  aceptaron  la  compra  en  la  inteligencia  y  condición  precisas  de  que 
recibirían  100  en  los  meses  de  Noviembre  y  Diciembre,  y  tanto  fué 
esta  la  causa  úojca  que  dió  origen  al  contrato,  como  que  Plandiura,  en 
los  primeros  días  de  Octubre,  mandó  al  Corredor  D.  Tomás  Casas  á 
participar  á  Sabadell  Hermanos  que,  según  telegrama  de  Alemania, 
habían  sido  ya  embarcados  ios  tOO  primeros  bocoyes  en  conformidad 
con  Ja  indicación  que  se  le  había  hecho  de  que  el  embarque  no  podía 
aceptarse,  aplazándolo  para  el  mes  de  Noviembre,  como  por  una  mala 
inteligencia  de  dicho  Corredor  se  había  expresado  en  la  minuta  del  con» 
trato,  por  cuanto  sería  muy  difícil  que  llegasen  á  aquel  pu«>rto  en  el 
mismo  mes;  que  la  única  cauta,  por  tanto,  de  haber  cedido  Sabadell 
Hermanos  á  la  exigencia  de  Plandiura  de  que  se  le  comprasen  300  bo- 
eojes  en  las  condiciones  expresadas  fué  la  de  poder  atender  al  cum- 
plimiento de  los  compromisos  que  tenían  contraídos  psrticularmentu 
el  pendiente  con  D.  José  Jifonella,  á  quien  debían  entregar  50  de  dichos 
bocoyes  por  todo  el  mes  de  Noviembre;  aue  bajo  este  concepto  se  for-* 
maliió  el  contrato,  cuya  inteligencia,  dados  estos  antecedentes,  no  po- 
día ofrecer  la  menor  duda,  siendo  la  inierpretación  única  racional  que 
debía  dársele  la  de  que  las  entregas  debían  ser  simultáneas  con  los  ttúr 
barquea  respectivos,  verificándose  éstos  y  aquéllas  mensoalmente  á 
partir  desde  el  mea  de  Noviembre;  que  á  ¡íéstr  de  laa  seguridades  dadss 
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á  SabadtU  Hermanot,  ni  en  el  mes  de  NoTíembre,  ni  en  el  de  Dieiem- 
br«  recibieron  loe  100  boeojes  de  tlcobol  qae  debUn  serles  entregados, 
quedando  en  desenbierto  con  Jironella  y  demás  con  quienes  tenían 
pendientes  compromisos  formales,  yiéndose  en  la  preeisión  de  abonar* 
lee  los  perjnieíos  sofridos;  qne  por  ello  se  vieron  en  la  necesidad  de 
requerir  á  Plandiora  para  qae  tn?¡era  por  rescindido  el  contrato,  y  en 
ra  consecuencia  qne  se  hicieran  carino  de  los  conocimientos  que  al  efec- 
to eonsigoaron  en  poder  del  Notario  aatoriaante;  negaron  los  hechos 
expuestos  por  el  demandante  en  contraposición  á  los  qne  quedaban 
eooeignados,  y  oponiendo  á  la  demanda  las  excepciones  de  falta  de  de- 
recho j  acción,  7  proponiendo  en  lo  necesario  formal  reconvención 
eoiftlra  el  actor,  fondada  en  los  mismos  hechos,  y  en  la  acción  personal 

2 me  al  efecto  ejercitaban,  pidieron  qne  sé  les  absolviera  de  la  demanda, 
eelarendo  previamente  rescindido  el  contrato  de  vlnta  celebrado  en 
tre  Sabadell  y  Plandiara  eMO  de  Octubre  de  1881 ,  imponiendo  en  con- 
aeeoeneia  á  Plandiura  silencio  y  callamienio  perpetqo  sobre  dicha  de- 
nenda  y  el  pago  de  todas  las  costas: 

Resaltando  qne  el  demandante  replicó  oponiendo  á  la  reconteneión 
le  excepción  de  falla  de  acción  y  derecho,  negando  qne.  al  ajustar  el 
eootrato  manifestaren  Sabadell  Hermanos  que  lo  celebraban  para  cnm  - 
plir  compromisos  que  tenían  contraídos  por  todo  el  mes  de  Noviembre, 
mÚ  como  qne  Plandiara  se  comprometiese  á  entregar  en  dicho  mes  50 
l>oeoyes;  negando,  por  ultimo,  que  se  obligase  á  hacer  las  entregas  á 
plexo  preciso  ó  determinado,  sino  únicamente  á  embarcarlos  en  los 
meees  de  Noviembre  y  sucesivos,  á  rasón  de  50  bocoyes  cada  mes: 

Resaltando  que  recibido  el  pleito  i  prueba,  se  presentó  una  carta 
fechada  en  Bresiau  á  %%  de  Agosto  de  1881,  dirigida  á  D.  Antonio  Plan- 
diera  por  los  fabricantes  Grunwald  y  Compañía,  confirmándole  que  le 
bablan  vendido  directamente  350  bocoyes  de  espíritu,  clase  prima,  li- 
brea de  fletes  y  seguro  h^ista  el  puerto  de  Barcelona  en  los  meses  de 
Noviembre  hasta  Mayo,  50  bocoyes  cada  mes,  que  deberían  ser  embar- 
cados precisamente  en  Hambnrgo,  salvo  ulterior  convenio: 

Resultando  que  el  demandante  suministró  prueba  testifical  dirigida 
á  jestifiear  la  partida  de  bocoyes  vendida  á  Sabadell  Hermanos  que  pro- 
cedía de  la  compra  referida,  habiendo  manifestado  Plandiura  que  no 
podía  aceptar  condiciones  diversas  de  las  que  él  había  convenido  con 
Oronirald  y  Compañía: 

Resultando  que  suministradas  otras  pruebas  por  una  y  otra  parte 
se  sustanció  ci  juicio  en  dos  instancias,  y  en  i  de  Junio  de  1883  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó  sentencia  con- 
firmatoria con  las  costas,  condenando  á  los  demandados  Sabadell  Her  - 
manos  á  pigar  á  D.  Antonio  Plandiara  la  cantidad  importe  de  los  bo- 
coyes que  le  compraron,  según  contrato  de  f  O  de  Octubre  de  1881 ,  y 
de  los  gastos  de  depósito  de  dichos  bocoyes,  con  más  los  intereses  le 
gajes  del  precio,  á  contar  desde  los  30  días  siguientes  al  en  que  cada 
partida  estovo  en  el  muelle  de  aquel  puerto  y  fueron  puestos  á  su  di^ 

{koaieión,  deduciéndose  del  pago  la  cantidad  que  según  el  convenio  de 
ae  partes  recibió  D.  Antonio  Plandiura,  absolviendo  asimismo  á  éste 
de  la  reconvención  deducida  por  la  parte  demandada: 

Resultando  que  la  ratón  social  Sabadell  Hermanos  interpuso  recurso 
de  casación,  por  haberse  infringido  á  so  Juicio: 

^^  Li  ley  del  contrato  contenido  en  la  minuta  extendida  por  el  Co- 
rredor y  acepUda  por  las  partes,  pues  su  texto  revelaba  qne  éstos  tu- 
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vi«n»  pr«Mlt  para  prettar  $n  oonMiitiiD tentó  Ut  doa  «KarntaDcías 
del  embarqie  y  entrega  qoa  debían  ser  en  meses  censeentiTos,  sigeien- 
do  nn  aeto  al  oiro,  y  em pesando  el  primero  en  Noviembre  forsosamen- 
te  babía  de  ser  el  siffoiente  en  Dieiembre,  apareciendo  evidente  one  el 
dereebo  del  comprador  y  sn  pensamiento  era  reeibir  cada  mes  50  boee- 
yes,  resultando,  por  tanto,  infringido  al  declarar  la  sentencia  que  no 
babka  época  marcada  para  la  entrega,  sino  sólo  para  el  embarque,  el 
lexto  del  eipresado  contrato,  ley  obligatoria  para  las  partes,  según 
principios  generales  de  derecho,  y  especialmente  amparado  por  el  ar» 
tícnlo  S35  del  Código  mercantil,  qoe  consignan  cómo  pueden  obligarse 
y  contratar  los  comerciantes  con  intervención  de  Corredor,  quedando 
obligados  y  pudiéndose  compeler  en  juicio  al  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  contrajeren: 

fP  Los  artkulo#S47,  SI8  y  SI9  que  establecen  las  principales  reglat- 
de  aplicación  é  inieligencia  de  los  contratos  mercsntiles,  declarando,  que 
se  ejecuten  y  cumplan  de  buena  fe  segün  los  términos  en  que  fueron 
hechos,  sin  tergiversar  con  interpretaciones  arbitrarias  el  sentido  pro- 
pie  de  las  palabras  y  los  efectos  que  naturalmente  se.  deriven  del  modo 
en  que  los  contratantes  bobieren  expresado  sn  voluntad,  sin  admitir 
suposiciones  infundadas  ni  sutilezas  que  alteren  la  sustancia  de  la^con- 
vención,  y  aun  en  caso  de  ser  necesarias  interpretaciones  se  tengan  en 
cuenta  por  los  becbos  antecedentes  y  consiguientes  la  intención  de  Ims 
partes  y*se  ajusten  con  arreglo  á  ella,  doctrinas  declaradas  también  por 
MS  sentencias,  entre  otras,  de  este  Supremo  Tribunal  de  6  de  Mayo,  4ft 
de  Jnnio  y  9  de  Octubre  de  1867,  pues  en  el  supuesto  de  que  no  se  es- 
timaran de  por  sí  claro  y  espUcito  como  lo  era  el  sentido  de  la  minuta, 
no  cabia  dudar  ateniéndose  estrictamente  á  los  hechos  de  la  sentencia 
que  Sabadell  Hermanos,  para  salir  del  apuro  en  que  se  encontraban  con 
D.  José  iironella  y  demás,  acudieron  á  Plandiura  y  firmaron  el  contrato 
de  40  de  Octubre,  lo  cual  evidenciaba  que  la  causa  determinante  de4 
mismo  era  el  recibo  de  los  bocoyes  antes  de  fin  de  año,  y  que  esa  fué  la 
intención  notoria  de  las  partes  al  contratar,  y  ese  es  el  motivo  del  pre- 
cio superior  del  corriente  en  qoe  los  adquirieron: 

3*  El  art.  363  del  Código  de  Comercio,  segdn  el  cual,  cuando  el  ven- 
dedor no  entregase  ios  efectos  vendidos  al  plaso  que  convino  con  el 
comprador,  podrá  éste  pedir  la  rescisión  del  contrato  ó  exigir  repara- 
ción de  los  perjuicios  que  se  le  sig-^n  por  la  tardanza,  aun  cuando  esU 
proceda  de  accidentes  imprevistos;  puesto  aue  fijado  el  plaso  de  entre- 
ga en  mes  consecutivo  al  del  embarque,  y  demostrado  qoe  la  volutftad 
de  las  partes  era  que  Sabadell  Hermanos  recibieran  cuando  menos  en 
ei  mes  de  Diciembre  la  primera  partida,  no  podía  ser  obstáculo  para 
estimar  sus  excepciones  y  su  reconvención,  ni  los  retrasos  sufridos  por 
accidentes  de  mar,  ni  ninguna  oira  consideración; 

T  4**  Qoe  en  la  apreciación  de  las  pruebas  había  habido  error  de  he- 
cho que  resultaba  de  documentos  auténticos  que  demostraban  la  equi- 
vocación evidente  del  Rasgador,  pues  deducía  de  las  cartas  dirigidas 
por  Grunwaid  á  Plandiura  que  era  materialmente  imposible  qoe  em- 
iMtrcado  en  Noviembre  pudiera  obligarse  á  entregar  en  meses  consecu- 
tivos, y  resultaba  evidente  que  no  babía  tal  imposibilidad,  porque  Sa- 
badell Hermanos  no  habían  sostenido  en  el  pleito  qoe  hubieran  podido 
rescindir  el  contrato  si  las  entregas  se  hubieran  hecho  siquiera  en  todo 
el  mes  de  Diciembre,  y  constando  que  el  viaje  de  Hamburgo  á  Sttetín 
no  exigía  más  de  16  días,  con  escala  en  cualquier  día  del  mes  de  No- 
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▼íembre  qoe  liobiera  6iabAre«4o  en  nao  de  un  dereeho  qae  no  la  le*  ba-^ 
hih  negado,  siempre  hobiera  podido  eomplir  el  eonlrato,  baciendo  U 
entrega  en  el  mea  conseoalivo,  6  aea  en  Diciembre  y  aólo  por  error  ma» 
terial  babia  entendido  otra  la  sentencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Raeda: 
Gonsidefando  qne  la  sentencia  infringe  las  disposiciones  invocadu 
en  los  treí  primeros  motivos,  porque  ya  se  atienda  al  tenor  literal  del 
contrato,  ya  á  la  urgencia  que  motivó  su  celebración,  debe  entenderse 
pactado  qne  la  mercancía  babfa  de  llegar  en  el  mes  da  Diciembre,  se* 
gdn  lo  reconoció  el  actor  mismo  en  so  escrito  de  demanda,- al  exponer 
como  cierto  que  se  habla  consignado  la  ejesnción  del  embarque  y  da 
la  entregí^  por  meses  consecutivos  en  virtud  de  una  mala  redacción  be* 
eba  por  el  Corredor,  el  cual,  sin  embargo,  se  atuvo  en  su  declaración 
á  lo  que  esuba  escrito,  no  siendo  además  lícito  á  Plandinra  que  sin  re< 
eiamación  autorizó  con  su  firma  la  convención,  escodarse  en  ese  error 
Bo  rectificado  oportunamente,  qne  afecta  á  la  causa  del  contrato,  para 
contrariar  la  fuersa  de  un  documento  y  oponerse  á  la  protesta  de  res- 
cisión que  en  la  plenitud  de  su  derecbo  le  presentó  la  Sociedad  Saba- 
dell  en  9  de  Enero  siguiente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  baber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  razón  sonial  de  Sabadsll  Arnumoit  y  en 
su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  4  de  Junia 
de  1883  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia- de  Barcelona;. 
y  mandamos  que  se  devuelva  á  loa  recurrentes  el  depósito  constitui- 
do.—(Sentencia  publicada  el  i^  de  Hayo  de  1884,  ó  inserta  en  la  Gace- 
la de  9  de  Setiembre  del  mismo  año.) 


187 

Reearnp  de  emumelón  (\^  dé  Mayo  de  1884). — Sala  primera. — 
Tbbcería  os  DOMINIO. — Nu  ba  tugar  al  interpuesta  por  Doña  Teresa 
Tabón  con  Dona  Tomasa  Díaz  Mariblanea  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

r  Qite  el  embargo  de  bienes  inmuebUe  de  q%e  no  ee  ka  tomado  ratón 
en  la  Contaduría  de  Hipoieeae,  como  ordenaba  el  art,  953  de  la  ley  d& 
Bñjwieiamiénto  civil  de  1855,  ó  no  ee  ka  anotado  preoentipamente  como 
emtoriaa  el  art.  iide  la  ley  Hipotecaria,  y  previene  también  la  vigente^ 
ley  procesal  en  $u  art.  1453,  no  prodnee  la  nulidad  de  la  tenía  gne  ee 
teriñqne\ 

Tt^  Qne  aunque  ieg4n  el  aiH.  33  de  la  ley  Hipotecaria  la  inscrip- 
ción no  convalida  los  actos  ó  contratos  fue  sean  nulos  con  arreglo  á 
las  leyes,  declara  el  art.  34  de  la  misma  ley,  redactada  conforme  á  la 
den  de  Julio  de  í  877,  que  los  actos  que  se  efectúen  é  contratos  que  fe 
otorguen  por  persona  que  en  el  Registro  aparezca  con  derecho  nara  elle^ 
una  nea  inscritos,  no  se  inioalidarán  en  cuanto  á  las  que  con  ella  kubie- 
sen  contratado  por  titulo  oneroso^  aunque  después  se  anule  ó  rescinda 
el  dereeko  del  otorgante  en  virtud  de  titulo  anterior  no  inscrito  ó  de  cau  - 
sos  que  no  resulten  claramente  del  mismo  Registro. 

Efi  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1^  de  Mayo  de  1884,  en  los  autos 
segnidoa  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Torrelagana  y  en  la 
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Sala  primera  de  lo  eivil  de  la  Aodieneiá  de  este  distrito  por  Dofta  To- 
masa Días  Maribtanca,  viada  de  D.  Giriaeo  Gutierres*  veeina  de  Sao 
Agustín,  eon  Dona  Teresa  Toñón  y  Sans,  por  eí  y  en  representación 
de  SQ  bijs  menor  Josefa  Marrón,  y  Andrés  Vera  Qointana,  como  ms- 
rido  de  Doña  Patrocinio  Marrón,  todos  de  esta  Teeindad,  propietaria  ia 
Doña  Teresa  y  eomereitnte  el  D.  Andrés;  D.  Luis  Gonsáles  Oombia,  de 
▼eeindad  y  profesión  ignoradas;  D.  Luis  Gonsáles  García,  labrador;  Se- 
bastián Ramírez  Blác'^aes,  jornalero,  éstos  veeinos  do  Goadalix;  Ci- 
ríaco Go tierras  Gsreia,  estanquero,  y  Esteban  Gonsáles  Sans,  jornale- 
ro» Teeinos  de  San  Agustín,  sobre  tercería  de  dominio  ó  bienes  embar- 
gados al  Gonsáles  Onrnbia,  y  nulidad  de  una  escritura;  autos  que  pen- 
den ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  easaeióo  por  infracción  de  ley 
interpuesto  á  nombre  de  la  Dofta  Teresa  Tuftón  por  el  Procurador  Don 
Ildefonso  Gutierres,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  María  Per- 
Dándes  de  la  Hoz: 

Resultando  que  en  15*de  Marso  de  1880  se  despachó  mandamiento 
de  ejeeneión  por  el  Jnzgado  de  Torreisgnna  á  instancia  de  Dofta  Te- 
resa Tnftón  y  D.  Andrés  Vera,  como  herederos  de  D.  Garlos  Marrón, 
contra  D.  Joan  Goniález  Onrnbia,  ausente  y  de  ignorado  paradero,  y  $a 
fiador  D.  José  María  Martínez,  se  embargaron  al  primero  la  mitad  de 
un  majuelo  en  jurisdicción  de  San  Agustín  y  sitio  de  la  Colada,  con 
9.600  cepas  y  extensión  40  fanegas  de  tierra,  que  linda  á  Saliente  here- 
deros de  Gala  Ortis,  Mediodía  tierra  de  D.  Juan  Manuel  Martín,  Po- 
niente Colada  de  Colmenar  Yiejo,  y  Norte  tierra  de  Antonio  Martín,  y 
una  casa  en  dicha  población,  calle  de  la  Damelta,  sin  número,  lindando 
por  derecha  entrando  con  otra  de  José  Sans,  izquierda  con  casa  de  Pe 
dro Martín  y  espalda  bodega  de  Remigio  Domingo,  comprendiendo  di- 
cho casa,  corral,  portal,  un  cuarto,  cocina,  bodega  y  cuadra  eon  sus 
accesorios,  con  un  local  titulado  Sarberinllas  destinado  á  oajar: 

Resultando  que  en  18  de  Diciembre  de  4839  D.  Joan  Onrubia  ven-  . 
dio  por  escritora  pública  á  D.  Matías  González  en  lt.500  rs.  una  casa 
con  su  corral  y  parte  de  un  cocberón,  sito  en  la  villa  de  San  Agustín, 
.que  lindaba  al  Saliente  con  camino  real.  Mediodía  calle  pública  y  Jeró- 
nimo Hernández,  Poniente  terreno  de  villa,  y  Norte  so  hermano  Clau- 
dio Onrubia,  de  cuya  escritura  se  tomó  rasón  en  la  Contaduría  de  Hi- 
potecas de  Colmenar  Viejo: 

Resultando  que  en  19  de  Noviembre  de  1880,  Joan  González  Oaru- 
bia,  por  nnte  Notario,  cedió  y  dio  como  venta  real  por  escritura  pú- 
blica á  Luis  González  García,  Luisa  Gonsáles  Gínés,  asistida  de  so 
marido  Esteban  Gonsáles,  Asunción  Gonsáles  Tejero,  asistida  del  suyo 
Esteban  Ramírez,  y  Ciriaco  Gutiérrez,  apoderado  de  Dofta  Julia  y 
Dofta  Adela  Ginés,  principales  acreedores  de  la  testamentaría  de  Don 
Matías  González,  la  mitad  de  un  majaelo  ó  viña,  cuyo  todo  contenia 
de  7^  á  8.000  cepas  enclavadas  en  tO  fanegas  de  tierra,  sito  en  la  juris- 
dicción de  la  villa  de  San  Agustín  y  punto  denominado  de  las  Hoyas  de 
Córdoba,  lindando  por  Saliente  con  tierra  de  los  herederos  de  Dofta  Gala 
Ortis,  Mediodía  con  otra  de  D.  Manuel  Martín,  Poniente  con  la  Colada 
de  Colmenar  Viejo,  y  Norte  con  tierra  de  D.  Antonio  Martín,  expre- 
sando que  dicha  ñnca  la  adquirió  en  4843  por  herencia  de  su  madre,  y  ' 
hallándose  bajo  la  patria  potestad  de  so  padre  Matías,  hizo  éste  la  plan- 
tación de  las  cepas,  por  cuya  razón,  á  su  fallecimiento  convino  con  los 
demás  herederos  en  que  la  mitad  quedaría  en  beneficio  de  la  testamen- 
taría; mas  como  hubiere  sido  Administrador  de  la  misma  testamentaria 
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■j  la  desfalcase  en  8.000  rs.,  le  eedíi  en  pago  U  otra  mitad;  habiéndoae 
interito  di'-.ha  escritora  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  CoimeDar 
Tisjoen  16  de  Diciembre  de  1880: 

ResiiUsndo  de  testimonio  de  la  caenta  y  partición  de  bienes  qoeda» 
ios  at  fstieeimiento  de  D.  Matías  Gonzálas  inscrito  en  ei  Registro  de  la 
propiedad  en  10  de  Diciembre  de  488t,  y  expedido  por  ei  Notario  en 
14  de  NoYiembre  del  mismo  año,  en  cuyo  protocolo  obraba  ei  original» 
qas  á  \h  herederas  Teresa  y  Asonción  Gomales  se  les  adjudicó  entre 
otras  cosas  en  pa^o  de  sn  haber  por  partes  igoales  la.casaqne  figarah» 
en  ei  cuerpo  de  bienes  de  la  herencia  en  el  pueblo  de  San  Agustín,  pía 
la  de  la  Damelta,  aoe  lindaba  toda  ella  por  la  isqoierda  cen  casa  de 
Pedro  Martín,  por  derecha  con  otra  de  José  Sant  y  carretera  de  Prao 
ala  y  por  la  espalda  con  vía  pública;  y  á  D.  Ciríaco  Goti<^rres  como  pa- 
gador de  deudas  se  le  adjudicó  igualmente  la  viña  en  el  término  de  San 
Agustín  y  sitio  de  los  Hoyos  de  Córdoba  que  contenía  da  7  á  8.000  ca 
pueoelayadas  en  20  fanegas  de  tierra  que  lindaba  por  Saliente  con 
tierra  de  los  herederos  de  Gala  Ortíz;  Mediodía  otra  de  Juan  Manuel 
Martín,  cuya  mitad  de  viña  estaba  inscrita  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad de  Colmenar  Yiejo.  no  constando  lo  estuviera  la  otra  mitad: 

Resultando  qne  en  14  de  Noviembre  de  1881,  ante  el  mismo  Nota- 
río,  Asunción  y  Luisa  González,  con  licencia  de  sus  maridos,  vendieron 
i D.  Ciríaco  Gatiérrez  en  preci3  de  1.500  pesetas  la  casa  que  de  por 
icitad  S)  les  había  adjudicado  en  las  particiones  mencionadas  y  cuyos 
lioderas  se  han  expresado: 

Resultando  que  D.  Ciríaco  Gutiérrez  fundándose  en  tos  anteriores 
títulos  y  alegado  ser  dueño  de  la  casa  y  viña  embargados,  acudió  al 
mismo  Juzgado  proponiendo  demanda  de  tercería  de  dominio  y  pidió 
qie  con  suspensión  del  procedimiento  de  apremio  y  subasta  anunciada 
se  las  dos  fincas  en  cuyo  estado  se  hallaba  la  mencionada  ejecución,  se 
declarase  que  le  pertenecían  en  propiedad  y  que  eran  de  su  dominio, 
mandándose  alzase  el  embargo  que  pesaba  sobre  ellas  y  que  se  dejasen 
áu  libre  disposición,  condenando  en  costas  al  ejecutante  ó  ejecutados: 
Resaltando  que  admitida  dicha  demanda,  con  suspensión  del  pro> 
cedimiento  de  apremio,  se  confirió  traslado  de  ella  á  los  ejecutantes  y 
ejecutados,  y  por  los  primeros  se  pidió  la  absolución  de  la  misma,  y  qne 
se  ordenue  la  continuación  dp I  proceúimiento  de  apremio,  condenan 
do  al  demandante  en  las  costas  y  perjuicios  originados  y  que  se  ori* 
gifluen  por  la  suspensión  acordada,  exponiendo  en  apoyo  da  su  peti- 
ción que  la  casa  enajenada  no  convenía  en  los  linderos  ci>n  la  reclamada 
y  DO  era  la  misma  qne  el  demandante  compró  en  1 1  de  Noviembre  de 
1881;  que  la  mitad  de  la  viña  ó  majuelo  había  sido  embargado  á  Gonzá- 
lez O  irubia  en  9  de  Noviembre  de  1 880  á  instancia  de  los  mismos  éjecu  • 
tantas  y  en  el  mismo  depositado  D.  José  Sanz;  que  no  obstante  esto,  el 
mismo  González  Onrobla  lo  había  vendido  por  escritura  pública  en  1S 
del  mismo  mes  y  año  á  U  testamentaría  de  su  padre,  figurando  entre 
'  «  ejecutantes  el  mismo  demandante,  cuya  venta  era  nula  porque  no 
[>4la  el  vendedor  hacer  uso  de  sus  derechos  dominicales  sobre  dicha 
inca;  qne  sobre  la  nulidad  de  esa  finca  tenía  presentada  demania  el 
isgado  de  primera  instancia  de  Colmenar  Viejo;  que  por  no  haber 
>iliparecido  el  ejeisotado  se  dio  por  contestada  la  demanda,  y  habiendo 
moneiado  ft  la  replicase  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  unidas  las  prac- 
eadas  á  los  autos,  el  Juez  de  primera  instancia  de  Torrelaguna  dicté 
^nteoeta  en  3  de  Marzo  de  188S,  declarando  que  el  aetor  habU  justi- 
TOMO  55  9 
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iioAdo  U  propiedad  qne  disfrutaba  sobre  la  vifia  embargada  pero  no  so-^ 
bre  la  casa»  mandiodo  seguir  el  procedimiento  de  apremio  contra  la 
última  y  <|oe  cesase  el  promovido  contra  )a  primera,  sin  hacer  expresa 
condenación  de  costas,  ó  interpuesta  apelación  por  los  demandados  en 
ia  parte  en  que  se  declara  de  la  propiedad  del  demandante  la  vi&a  y  ad^ 
mitida  en  ambos  efectos  se  elevaron  los  autos  á  la  Superioridad  previas 
las  correspondientes  citaciones: 

Resultando  que  en  SS  de  Mario  de  188S,  los  referidos  herederos- 
D.  Carlos  Marrón,  previas  conciliaciones  sin  avenencia?,  entablaron  do- 
manda  ordinaria  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Colmenar  Viejo, 
exponiendo  que  D.  Juan  González  Onrubia  era  en  deberles  ciertas  can- 
tidades liquidas,  y  no  habiéndose  podido  cobrar  propusi^^ron  contra  el* 
mismo  demanda  ejecntiva,  lo  cual,  admitida  y  librado  mandamiento,  sa 
trabó  por  el  Alguacil  embargo  en  lá  mitad  de  un  majuelo  en  el  lérmioo- 
de  San  Agustín,  sitio  de  la  Colada,  cuya  extensión  y  linderos  se  descri- 
bía; que  esa  mitad  de  majuelo  había  sido  cedido  por  el  Gómez  Onrubia  6^ 
Luis  Gonzalos,  Sebastián  Ramírez,  vecinos  de  Guadatix,  y  á  Esteban 
González  y  á  Giriaco  Gutiérrez,  de  San  Agustín,  por  escritura  de  16  do 
Noviembre  de  4880,  inscrita  en  el  Registro  en  16  de  Diciembre  siguiem- 
te;  que  esa  cesión  había  sido  hecha  en  perjuicio  de  los  demandantes», 
y  era  nula,  é  invocando  los  preceptos  legales  que  consideraron  aplicables 
pidieron  que  se  declarase  nula  en  su  día  dicha  escritura,  y  la  inscrip- 
ción de  la  misma  en  el  Registro  hechas  á  favor  de  Luis  González,  Se- 
bastián Ramírez,  Esteban  González  y  Ciriaco  Gutiérrez  y  se  condenara 
á  los  mismos  en  Iss  costas: 

Resultado  qne  conferido  traslado  á  les  demandados  contestaron  qoa 
ni  confesaban  ni  negaban  la  deuda  lo  mismo  que  el  embargo;  que  ara 
cierto  que  se  les  había  otorgado  la  escritura  y  se  había  inscrito  en  el  Re- 
gistro; que  la  cesión  á  que  ella  se  contraía  fuera  hecha  i  titulo  onero- 
so y  no  en  fraude  de  acreedores  por  deuda  vencida  con  todos  los  requi- 
sitos legales,  y  se  había  inscrito  cuando  ningún  obstáculo  había  para, 
ello,  y  que  era  conocida  la  temeridad  de  los  demandantes  constándoles- 
como  les  constaba  por  los  documentos  presentados  en  Torrelagnna  su 
indiscntiblo  derecho,  pidiendo  se  les  absolviera  de  la  demanda  con  im- 
posición de  perpetuo  silencio  á  los  demandantes  y  las  costas: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insistieron  ea- 
sus  respectivas  pretensiones,  y  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practica- 
ron  las  propuestas  por  las  partes,  y  anidas  las  pruebaa  practicadas,  el 
Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  S9  de  Marzo  de  4883,  por 
•la  que  absolvió  á  los  demandados  de  la  demanda  contra  ellos  deducida,, 
y  condenó  en  costas  á  los  demandantes: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  interpuesta  por  los  deman- 
dantes se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia,  y  acordada  la  acumula- 
ción de  ambos  pleitos  y  sustanciada  la  alzada,  la  Sala  primera  de  lo  ci- 
vil, por  sentencia  de  3  de  Diciembre  de  1883,  falló  no  haber  lugar  á  la 
declaración  de  nulidad  de  la  escritura  de  46  de  Noviembre  de  48^0,  ni 
á  la  inscripción  de  la  misma  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Colme- 
nar Viejo,  absolviendo  de  la  demanda  á  éste  respecto  á  los  entablados, 
á  los  demandados  Luis  González  García,  Sebastián  Ramírez  Vsziues, 
Esteban  González  y  Ciriaco  Gutiérrez,  por  Do&a  Teresa  Toñón  y  Don 
Andrés  Vera,  en  las  representaciones  que  ostentaban,  y  declaró  que  el 
tercerista  D.  Ciriaco  Gutiérrez  había  probado  la  propiedad  y  dominio- 
de  la  viña  embargada,  sita  en  las  Hoyas  de  Córdoba,  jurisdicción  del 
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pueblo  de  San  AgasiÍD,  y  que  m  aliase  el  embargo  de  dieha  viña  y  se 
dejsse  á  disposición  del  tercerista,  bov  so  viada  Doña  Tomssa  Díaz 
llaríblanca«  y  qae  se  sigan  las  procedimientos  de  apremio,  respecto  á 
la  mencionda  cass,  todo  ello  con  imposición  de  las  costas  de  ambos 
pleitos  en  esta  instancia  y  las  de  Colmenar  Viejo  á  los  apelantes  en  la 
representación  qne  ostentaban: 

Resaltando  qae  por  parte  de  Doña  Teresa  Toñón  y  D.  Andrés  Vera 
se  interpaso  recorso  de  casación,  por  haberse  en  so  concepto  infringido: 

\^  La  ley  f ^  til.  33.  Partida  7*,  y  la  jarísprodencia  establecida  en 
laa  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  S7  de  Abril  de  1869,  28  do 
Mayo  y  11  de  Noviembre  de  1874,  porque  estableciendo  la  citada  ley 
qae  áqael  á  qoien  está  prohibido  enajenar  ana  cosa  no  pueda  venderla, 
cambiarla  ni  empeñarla,  y  expresamente  reconocido  y  declarado  eo 
laa  citadas  sentencias;  qae  embargada  judicialmente  una  finca  no  pae> 
da  entregarse  á  nadie  sin  intervención  ó  autorización  del  Juzgado  que 
decretó  los  embargos;  porque  la  sentencia  falla  no  haber  lagar  á  la  nu- 
lidad (le  la  escritura  de  16  de  Noviembre  de  1880,  ni  ¿  la  de  su  inscrip- 
eión  en  el  Registro,  á  pesar  de  haber  sido  otorgada  aouélla  por  el  dea- 
dor ejecntado,  estando  hacia  10  días  embargadas  las  nncas  por  el  Jua- 
gado de  Torrelagona  y  depositada  en  la  persona  nombrada  al  efecto: 

2®  El  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  doctrina  establecida  en  la 
S'^ntencia  de  16  de  Octubre  de  1873,  porque  á  pesar  de  que  la  primera 
establece  y  la  segunda  declara  que  la  inscripción  no  convalida  los  actos 
ó  contratos  nulos  con  arreglo  á  las  leyes,  la  sentencia  atribuye  tal  efi- 
cacia á  la  inscripción  que  al  amparo  de  ella  declara  válida  la  escritura 
de  16  de  Novienrbre  de  1880: 

^  La  ley  13,  tít.  7^,  Partida  3^,  porque  establecida  en  ella  la  inalie- 
nabilidad  de  las  cosas  litigiosas,  la  sentencia  declara  sin  embargo  váli- 
da la  venta  hecha  por  el  deudor  de  una  finca  que  le  estaba  embargada 
judicialmente  y  depositada  además:  , 

4^  La  ya  citada  ley  1*,  tít.  33,  Partida  7^  y  la  jurisprudeneia  esta- 
blecida por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  20  de  Enero  de  1866, 
porque  con  arreglo  á  ellas  la  escritura  otorgada,  con  infracción  mani- 
fiesta de  la  disposición  de  dicha  ley,  es  ineficaz  legaimente  para  fundar 
una  acción  de  tercería  de  dominio,  porque  la  transmisión  de  este  dere- 
cho a)  comprador  no  paede  verificarse  cuando  el  vendedor  tiene  prohi- 
bición judicial  para  realiiarla,  y  sin  embargo,  contra  tan  terminantes 
declaraciones,  la  sentencia  declara  procedente  la  tercería  de  dominio, 
fondada  en  la  transmisión  realizada  por  quien  tenía  una  prohibición 
judicial  para  hacerlo,  á  consecuencia  del  embargo  y  depósito  de  la  cosa 
vendida: 

5*  Los  artículos  36  y  37  de  la  ley  Hipotecaria  que  en  las  sentencias 
se  citan,  porque  no  se  refieren  á  actos  ó  contratos  que  con  arreglo  al 
art.  33  no  se  convalidan  por  la  inscripción,  como  sucede  en  las  trans- 
misiones hechas  por  quien  por  la  ley  y  por  el  Juez  tienen  prohibición 
expresa  para  disponer  de  la  cosa  que  transmite. 

Tistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
Considerando  que,  conforme  á  la  legalidad  actual,  el  embargo  de 
bienes  inmuebles  de  que  no  se  ha  tomado  razón  en  la  Contaduría  de 
'  Hipotecas,  como  ordenaba  el  art.  953  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil 
de  1855,  por  la  cual  se  rige  este  pleito,  ó  no  se  ha  anotado  preventiva- 
mente como  autoriza  el  art.  41  de  la  ley  Hipotecaria,  y  previene  tam- 
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bien  la  TÍgente  ley  procesal  en  sq  art.  U53,  no  prodace  la  nnlidad  de 
la  Tenta  que  se  verifique: 

Considerindo  qaesanqoe  según  el  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria  la 
iascripeión  no  convalida  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arre- 
glo á  las  leves  declara  el  art.  31  de  la  misma  ley,  redactada  conforme 
á  la  de  n  de  Jolio  de  IS*??,  qne  los  actos  qne  se  efectúen  ó  contratos 
que  se  otorguen  por  persona  que  en  el  Registro  apareaca  con  derecho 
para  ello,  una  vea  inscritos  no  se  invalidarán  en  cnanto  á  las  qne  con 
ellas  hubiesen  contratado  por  titulo  oneroso,  aunque  después  se  anule 
ó  rescinda  el  derecho  del  otorgante,  en  virtud  de  título  anterior  no 
inscrito  ó  de  causas  que  no  resulten  claramente  del  mismo  Registro: 

Considerando  que  el  embargo  de  la  finca  que  la  sentencia  declara  de 
la  propiedad  de  la  parte  recurrida  y  manda  dejar  á  su  disposición  no 
foé  registrada  en  la  Contaduría  de  Hipotecas,  ni  constaba  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  qne  en  16  de  Noviembre  de  1880  el  vendedor  da 
Snien  la  adquirió  el  tercerista  tuviese  en  manera  alguna  limitado  sm 
ominío,  como  lo  demuestra  el  hecho  de  haberse  registrado  sin  dificul- 
tad la  escriinra  de  venta  de  16  de  Diciembre  del  mismo  año,  y  por  con* 
«guíente  dicha  sentencia  no  infringe  la  ley  10,  tü.  33,  Partida  T,  que 
determina  la  significación  y  extensión  jurídica  de  la  palabra  enajenar, 
ni  lu  doctrinas  establecidas  por  este  Tribunal  Supremo  que  se  citan  en 
el  recurso  bajo  el  supuesto  de  que  dicho  vendedor  estaba  prohibido  de 
enajenar;  ni,  por  fin,  los  artículos  36  y  37  de  la  ley  Hipotecaria  también 
citados  como  infringidos  por  interpretación  errónea  y  aplicación  inde- 
bida, puesto  que  al  invocarlos  la  Sala  sentenciadora  en  uno  de  los  con- 
siderandos del  fallo  tuvo  en  cuenta  que  el  recurrente  h^bía  combatido 
la  validez  del  contrato  de  16  de  Noviembre,  como  verificado  en  fraude 
de  sa  derecho  á  cobrar  el  crédito  que  reclamaba  sobre  la  finca  embar- 
gada: 

Considerando,  por  último,  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley 
43,  tít.  7^  Partida  3*,  porque  en  16  de  Noviembre  de  18^0  D.  Juan 
González  Onrubia,  vendedor,  no  estaba  emplazado  para  contestar  acer- 
ca de  la  propiedad  de  la  finca  que  se  dtó  en  pago  de  créditos  á  la  tes- 
tamentaría de  Matías  González,  y  dicha  ley  es  por  tal  razón  inaplica- 
ble al  caso  del  pleito; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ho  haber  lugar  al  re- 
corso de  casación  por  infracción  de  ley  Interpuesto  por  Doña  Teresa 
Toñón  y  D.  Andrés  Vera,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la 
pérdida  de  la  cantidad  que  depositaron,  que  se  distribuirá  en  la  forma 

S revenida  por  la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Au- 
iencia  de  este  distrito,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documen- 
tos remitidos.— (Sentencia  publicada  el  1®  de  Mayo  de  1881,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  11  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reear«o  de  easael^n  (3  de  Mayo  de  (881). — Sala  primera, — 

EkTBBGA  de  la  mitad  RESEHVABLE  De  LOS   BIK^^BS   DE  UNA  CAPELLANÍA. — 

No  hi  tugir  al  iiKtfrpuesto  por  D.  Agustín  Rodríguez  Segura  con  Don 
José  Yivaa  (Aodienoia  de  Grajiada),  y  se  resuelve: 

I*  Qua  al  disittimar  la  Sala  unteneiadora  confirmando  el  auto  ape* 
lado^  la  reposición  del  en  que  te  admitió  la  excepción  de  cota  jutffada^ 
«o  infringe  lot  arliculot  307,  núm.  10  del  3\0,  ^{\  y  ^it  de  la  ley  da 
Bnjuieiamiento  ct«t7,  porque  ton  inaplicablet  al  caso,  toda  vez  que  el 
etcrito  á  que  recayó  ei  referido  auto  admitiendo  dicha  excepción  etpeoial 
era  admitible  aunque  te  pretentara  despuét  de  trantcurrido  el  termina 
prorrogable  y  prorrogado  de  20  diat  q>Me  teñala  el  art.  530  de  la  Ity^ 
mienirat  la  parte  contraria  no  utilizase  oportunamente  alguno  de  üi 
medios  ó  reelamacionet  que  autorisa  el  art,  308  y  el  521  tu  concor- 
dante; 

Ft*  Que  no  es  admisible  el  motivo  del  recurso  que  se  dirige  contra 
%n  considerando  aislado  de  la  sentencia  recurrida  y  no  á  su  parte  diS' 
positiva,  aun  cuando  fuera  exacta  la  apreciación  que  contiene. 

Bq  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito  qie 
en  el  Jotgado  de  primera  instapeia  de  Almería  y  en  la  Sala  de  lo  cítíI 
de  It  Aodiencia  de  Granada  signen  D.  Agustín  Rodríguez  Segara  en 
repregentaciÓD  de  so  hijo  menor  D.  Josó  Rodríguez  Campos,  con  el 
Presbítero  D.  José  Vivas  y  Martínez  sobre  entrega  de  la  mitad  reserva- 
ble  de  loa  bienes  de  cierta  capellanía  en  la  actoalidad  sobre  qoe  se  ten- 
ge  por  contestada  la  demanda,  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en 
▼irtad  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el 
Licenciado  D.  Joaquín  Ruiz  y  Jipaónez  y  el  Procurador  D.  Luis  García 
Ortega  en  defensa  y  representación  de  Rodríguez,  no  habiendo  compa- 
recido la  parte  recorrida: 

Resultando  que  D.  Agustín  Rodríguez  dedujo  demanda  en  represen- 
Ución  de  ao  hijo  menor  D.  José  con  el  fin  de  que  se  condenase  al  Pres- 
bítero D.  José  Yivas  i  entregarle  la  mitad  reservable  de  los  bienes  que 
eonstítn veron  la  dotación  de  la  segunda  de  las  capellanías  fundadas  por 
el  Presbítero  D.  Roque  Vázquez  Carrillo,  con  los  frutos  producidos 
desde  qoe  el  demandado  tomó  posesión  de  los  bienes: 

Resultando  que  D.  José  Vivas  opuso  á  la  demanda  en  escrito  de  5  de 
Diciembre  la  excepción  perentoria  de  cosa  juzgada,  pidiendo  que  se 
Bostenciare  por  los  trámites  de  los  incidentes,  según  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  segnndo  del  art.  614  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
y  admitida  dicha  excepción  en  providencia  de  42  de  Diciembre  de  1881 
en  la  forma  y  procedimiento  propuestos,  se  presentó  otro  escrito  por  el 
demandado  para  que  S9  tuviese  como  adicional  al  de  contestación,  á  lo 
qne  el  Juzgado  accedió  en  providencia  del  l7: 

Resoltando  qne  el  demandante  pidió  reforma  en  este  mismo  día  17 
del  auto  en  que  se  había  admitido  la  excepción  perentoria  de  cosa  joz- 

fada  en  el  sentido  de  que  se  tuviese  por  contestada  la  demanda  por  ha- 
er  dejado  transcurrir  el  término  concedido  para  ello,  alegando  en  sm 
Apoyo  qoe  todo  demandado  está  obligado  á  contestar  la  demanda  dentro 
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del  término  qne  te  le  eatieeda  si  en  tiempo  y  forma  no  propone  Algona 
de  las  excepciones  dilatorias  determinadas  por  la  ley,  por  lo  q«e  ha- 
biendo dejado  espirar  el  demandado  Yivas  el  plazo  que  se  le  concedió 
sin  hacer  oso  de  ambos  medios,  debía  darse  por  contestada  la  demanda» 
paes'sieodo  perentoria  la  excejieidn  de  eosa  juagada,  sólo  puede  propo- 
nerse con  éxito  en  la  contestación  á  la  demanda,  con  arreglo  al  art.  541 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civih 

Resultando  qne  el  demandado  se  oposo  i  la  reforma  pretendida  por- 
que la  excepción  perentoria  de  c  «sa  juagada  le  habia  propuesto  preci- 
samente al  contestar  la  demanda,  y  por  auto  del  2t  desestimó  el  Jas- 
gado  la  reforma  de  la  pro?idencla  del  IS,  con  imposición  de  las  oostu 
al  demandante: 

Resultandd  que  pedida  también  reforma  por  éste  de  la  proTidencia 
del  47  en  qne  as  admitió  el  segundo  escrito  de  Vi?as  como  adicional  al 
de  contestación  á  la  demanda,  y  habiendo  apelado  por  otra  parte  del 
auto  del  %%  se  admitió  la  apelación  en  amfaíos  efectos,  y  remitidos  los 
autos  á  la  Audiencia  del  territorio,  se  sustanció  la  alzada  en  forma  le- 
gal, y  en  31  de  Octubre  de  t883  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  eivü  con- 
firmando  con  las  costas  el  auto  apelado: 

Resultando  que  D.  Agustín  Rodríguez  Segura,  en  la  indicada  repro- 
sentación  con  aue  litiga,  interpuso  recurso  de  casación  fundado  en  los 
siguientes  motivos: 

I*"  En  haber  sido  infríbgidos  el  art.  307,  el  nóm.  10  del  310,  el  3H  y 
el  3IS  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  el  término  de  SO  díu 
que  se  concedió  á  D.  José  Vivas  Martínez  para  contestar  la  demanda 
empezó  A  correr  el  29  de  Octubre  de  48ál  y  venció  el  t2  deNofiembre, 
Y  la  prórroga  de  10  días  que  se  le  otorgó  en  SI  de  este  mes  terminó  en 
3  de  Diciembre,  y  no  debió  por  tanto  serle  admitido  el  escrito  en  que 
formuló  la  excepción  perentoria  de  cosa  jazgada: 

V*  En  que  la  declaración  que  contiene  el  considerando  final  de  la  sen- 
tencia recurrida,  en  el  qne  se  prejuzga  lo  que  no  es  objeto  del  deb&te 
del  día  ó  sea  la  procedencia  de  la  excepqión  perentoria  en  sí  misma,  ae 
halla  perfectamente  comprendida  en  el  caso  6^  del  art.  4691  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil; 

Y  3^  Porque  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  ej  resultado  de  los  an  - 
los,  ha  cometido  error  de  hecho  v  de  derecho,  toda  vez  aue  admite 
como  presentada  en  tiempo  hábil  la  excepción  perentoria  de  cosa  juz- 
gada, siendo  así  que  se  propuso  por  Vivas  con  bastante  posterioHdad 
al  término  del  plazo  concedido  por  la  ley  para  presentar  esta  exeepción, 
y  considera  por  otra  parte  no  terminado  el  plazo  hasta  que  la  parte  ac- 
tora  acose  la  rebeldía,  incurriendo  en  el  grave  error  de  derecho  de  que 
los  plazos  improrrogables  no  tienen  fin. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  al  desestimar  la  Sata  sentenciadora  confirmando 
el  auto  apelado  la  reposición  del  de  it  de  Diciembre  de  4881,  no  in 
frin^e  ninguno  de  los  artículos  de  la  ley  procesal  qne  se  citan  en  loa 
motivos  1®  y  3^  del  recurso,  porque  son  inaplicables  al  caso,  toda  vez 
qne  el  escrito  á  que  recayó  el  referido  auto  admitiendo  la  excepción  es- 
pecial de  cosa  íuzg&da,  era  admisible  aunque  se  presentara  después  de 
transcurrido  ef  término  prorrogable  y  prorrogado  de  SO  diasque  sefiala 
el  art.  530  de  la  ley,  mientras  la  parte  contraria  no  utilizase  oportuna- 
mente alguno  de  los  medios  ó  reclamaciones  que  autoriza  el  art.  308  y 
ellSti  su  concordante: 
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Coniiderando  qne  el  segando  motivo  del  recorso  se  dirige  contra  un 
•eoDsiderando  aislado  de  la  sentencia  recorrida  y  no  4  sa  parte  disposi- 
liva,  por  io  qoe  es  de. todo  panto  inexplicable  aon  cuando  foera  exacta 
la  apreciación  qoe  contiene; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
eariode  casación  interpoesto  por  D  Agustín  Rodrlguei  Segura,  en  el 
concepto  eo  qoe  litiga,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y 
para  el  caso  en  que  mejore  de  fortuna  al  de  1.000  pesetas  por  razón  de 
depósito,  qoe  S4  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  Granada  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del 
apuntamiento  que  ba  remitido. — (Sentencia  poblicada  el  3  de  Mayo  de 
4884,  ó  inserta  en  la  Oaesía  de  41  de  Setiembre  del  mismo  a&o.) 
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tteearso  de  ca«aclán  en  asunto  de  Ultramar  ( 3  de  Mayo 
'ét  I88i) — Sala  primera. — Desahucio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Eduardo  Hernández  y  Morales  con  D.  Josó  Victoriano  Martínez  (Juz- 
gado de  Cieofuegos),  y  se  resuelve: 

1°  Q,^e  es  doctrina  conforme  á  la  ley  16,  tU,  SI,  Partida  3^  y  admi- 
Üda  for  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Snpremo  que  las  ten* 
tendas  han  de  recaer  precisamente  sobre  las  cuestiones  planteadas  en  el 
frifur  periodo  del  juicio,  sin  que  por  lo  tanto  deban  decidirse  en  ellas 
otras  pimíos  que  posteriormente  hayan  traído  al  iebate  los  litigantes  no 
siendo  i  éstos  permitido  variar  los  medios  de  defensa  fuera  de  dicho 
periodo  y  menos  aun  en  ía  secunda  ins tanda; 

Tt^  Que  en  tal  concepto  y  no  habiendo  impugnado  el  demandado  de 
desahucio  en  el  acto  verbal  la  personalidad  del  áemaniante  ni  la  auten- 
ticidad y  eficacia  de  los  documentos  en  qae  apoya  su  acción,  haciendo 
además  caso  omiso  en  la  primera  instancia  de  la  falta  de  citación  á  los 
áenás  qué  no  ha  juzgado  después  bien  representadas,  es  indudable  que 
al  hacerse  carpo  el  fallo  recurrido  de  estos  extremos  para  fundar  en 
ellos  la  nulidad  que  el  mismo  declara^  infringe  la  ley  y  doctrina  antes 
^tada*. 

Kn  la  TÍHa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguido  en  el  Juzgado  municipal  del  poblado  de  Cartagena,  en  la  isla 
deCobs,  y  en  el  de  primera  instancia  de  la  ciudad  de  Cienfuegos  pur 
^.  Bdoardo  Hernández  y  Morales,  por  si  y  en  representación  de  los  de 
más  herederos  de  Doña  Isabel  Padilla,  representado  por  el  Prorinrailor 
D.  Ildefonso  Gutiérrez  Mana  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Narciso 
deOlañeta,  con  D.  José  Victoriano  Martínez,  que  no  ha  comparecido 
so  este  Supremo  Tribunal,  sobre  desahucio: 

Resultando  que  en  los  inventarios  que  se  practicaron  en  el  juicio  de 
ktamentaria  promovido  con  motivo  del  fallecimiento  de  D.  Miguel 
rtinez,  se  comprendió  como  bienes  del  mismo  )a  hacienda  titulada 
San  José  ó  Estancia  Vieja,  c  )mpuesta  de  224  cabatleriis  de  tierr<4  si- 
da en  Girtagena,  partido  judicial  de  Cienfuegos,  cuya  finca  valuada 
7t.493  escudos  100  milésimas,  se  adjudicó  á  Isabel  Padilla,  viuda  de 
Miguel  Martínez,  en  parte  de  pago  de  sa  haber,  que  ascendió  i 
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S8.789  aseados  958  müésiaias,  siendo  t{>robada  esta  partición  y  adjndi- 
caeióo  por  sentencia  de  tO  de  Enero  de  f  871 : 

Resallando  qae  ocurrido  el  fatleeimiento  de  Doña  Isabel  PadilUí  sr 
mandó  citar  á  sus  herederos  para  el  jaicio  mortoorio  de  D.  Miguel  Har- 
tínea.  y  con  visu  de  su  testamento  se  certificó  qae  estos  herederos  íns- 
titoidos  y  reconocidos  eran  é  Doña  Agostina  Morales  y  Albertí,  heroia- 
na  de  la  difunta  por  una  mitad,  y  por  la  otra  sus  sobrinos  legUimot- 
D.  Eduardo,  Doña  Haría  Amelia  Bibiana,  Doña  María  Eustaquia  Teófila 
y  Doña  María  de  los  Dolores  Hernández  y  Morales;  qae  en  jiintA  de  he- 
rederos celebrada  en  49  de  Enero  de  1875  se  acor  Jó  qoe  se  diera  pose- 
sión de  la  hacienda  Estancia  Vieja  á  los  herederos  de  Dcña  babel  Pa^ 
dula,  á  quien  foó  adjudicada,  y  así  se  dispaso  por  el  Juzgado  en  auto 
de  Id  del  mismo  mes,  acordando  dichos  herederos  en  3  de  Marzo  del 
mismo  año  comisionar  á  D.  Joan  Albertí  y  Martín  para  que  en  represen-  , 
tación  de  todos  ellos  recibiese  la  posesión  de  la  hacienda,  con  la  obliga- 
ción de  darles  cuentas;  que  estimado  asi  por  el  Jozgado  en  auto  de  5 
del  propio  mes,  en  t9  de  Mayo  se  dio  la  posesión  á  D.  Joan  Aibertí,  dán- 
dole á  reconocer  á  los  yecínos  qae  se  encontraban  en  la  misma  finca; 
pero  habiendo  ocurrido  el  fallecimiento  de  Alberti,  á  propuesta  de  los 
interesados  ó  herederos  de  Doña  Isabel  Padilla,  se  nombró  por  auto  de* 
19  de  Marzo  de  1879  á  D.  Eduardo  Hernández  y  Morales,  para  qae  en 
reprpsentación  de  aquéllos  tomase  nuevamente  posesión  de  la  EsíañCia 
Viijat  la  cual  le  fué  dada  en  efecto  en  13  de  Jonio  siguiente  por  el  Jues 
de  paz  de  Cartagena,  con  asistencia  de  los  arrendatarios  y  colindantes 
de  la  finca,  sin  contradicción  algona,  habiéndose  presentado  acto  con- 
tinuo los  hermanos  D.  Serafín,  D.  José  Victoriano  y  D.  Prudencio  Mar- 
tínez, manifestando  que  aceptaban  el  nombramiento  hecho  por  el  Juz- 
gado á  favor  de  D.  Eduardo  Hernández,  para  Administrador  de  los  iÑe— 
nes  pertenecientes  á  la  testamentaría  de  D.  Miguel  Martínez: 

Resultando  que  aprobada  esta  partición  por  sentencia  da  SO  de 
Enero  de  1884,  en  3  de  Abril  de  188S  celebraron  un  convenio  en  la  Ha- 
bana D.  Pedro  Sampol,  como  apoderado  de  Doña  María  Rodríguez 
Cruz,  viuda  de  D.  Juan  Alberti  y  Martí,  y  D.  Raiaiundo  Cabrera  como 
marido  de  Doña  Elisa  Bilbao,  y  apoderado  de  Doña  María  Teófila,  Doña 
Dolores  y  D.  Eduardo  Hernández  y  Morales  en  el  que  dijeron  que  les 
pertenecía  en  común  la  hacienda  denominada  Ettancit  Vitja  que  dejó* 
entre  sus  bienes  D.  Miguel  Martínez  y  se  adjudicó  á  su  viuda  Doña  Isa- 
bel Padilla,  habiendo  pasado  á  los  comparecientes  por  título  da  heren- 
cia, y  una  parte  á  Doña  Elisa  Bilbao  por  título  de  compra;  que  para 
transigir  las  diferencias  ocurridas  y  6jar  las  bases  á  que  en  lo  sucesivo- 
habían  de  someterse  para  la  posesión  y  disfrute  en  común  de  dicha  ha- 
cienda, reconocían  como  Administrador  en  nombre  de  todos  á  Don 
Eiiuardo  Hernández,  á  quien  por  disposición  del  Juez  de  primera  ina» 
tancia  de  Güines,  que  conocía  de  la  testamentaría,  se  había  dado  pose- 
sión judicial  de  dicha  hacienda,  y  en  su  consecuencia  todos  los  reciboB- 
de  ventas  y  contratos  de  arrendamiento  y  demás  que  se  celebrasen  en 
adelante  sólo  podrían  ser  autorizados  por  sí,  siendo  asimismo  nulos  to- 
dos los  que  él  ó  sus  poderdantes  no  hubieran  autorizado  ó  autorizasen, 
reconociendo  asimismo  D.  Pedro  Sampol  que  sólo  D.  Eduardo  Hernán- 
dez poseía  legalmente  en  representación  de  todos  los  herederos  de  Doña. 
Isabel  Padilla  y  sus  caosahabientes  la  Estancia  Vieja^  y  se  obligaba  á. 
hacer  la  entrega  de  las  caballerías  de  tierra,  parte  de  dicha  hacienda 
que  su  poderdante  había  Tenido  detentando;  que  se  procedería  á  gea* 
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tionar  lo  neeeiArio  en  los  aotos  tesUmeDiarios  de  D.  Migael  Mariínei- 
para  qae  se  practicase  á  la  mayor  brevedad  la  proioeolización  de  la 
eoenta  divisoria  y  se  llevase  á  cabo  la  inseripción  en  el  Registro,  pro- 
cediéndose  A  obtener  las  ceriifícaciones  necesarias  para  establecer  las  re- 
clamaciones conducentes  á  obtener  el  laniamiento  de  cuantos  indivi- 
doalOiente  oenpasen  ó  detentasen  los  terrenos  de  la  Estancia  Vieja^  to- 
das coyas  gestiones  las  haría  el  mismo  D.  Eduardo  Hernándea  con  el^ 
earieter  de  Administrador  ó  poseedor  por  todos,  que  se  le  confirió  en  el 
Juagado  de  Güines  y  que  los  comparecientes  ratificaban,  haciéndolo  por 
cuenta  de  todos  en  proporción  á  sos  haberes,  en  cuya  misma  propor- 
eiÓQ  j)ercibirian  los  productos  estableciendo  la  forma  en  que  en  su  casa 
se  había  de  proceder  A  la  división: 

Resultando  que  en  14  de  dicho  mes  de  Abril  de  4^82  se  protocolizo 
en  los  Registros  del  Notario  de  la  villa  de  Güines  D.  Pedro  Plutarco 
Renté  la  cuenta  de  división,  partición  y  adjudicación  de  los  bienes  que- 
dados al  fallecimiento  de  D.  Miguel  Martínex,  hijuela  de  la  viuda  Doüa 
Isabel  Padilla  y  nota  adicional  a  la  misma: 

Resaltando  que  en  el  acto  de  conciliación  celebrado  en  4  de  Julio  d» 
IS82  en  el  Juagado  municipal  de  Cartagena,  á  instancia  de  D.  Flavio 
Cabrera,  apoderado  de  D.  Eduardo  Hernándea  y  otros  vecinos,  fué  re- 
querido D,  Jusé  Victoriano  Martínex  para  que  desalojase  el  terrena 
que  por  sí  ocupaba,  así  como  el  que  detentaban  sus  colonos  Don 
Juan  Gonzáldi  y  González,  D.  Julián  y  D,  Andrés  Pérez  Labrador,  Don 
Aodiéa  Espero,  D  Narciso  Pérez  Portíeles,  Laureano  Pérez  y  otros,  dán- 
doles e)  término  de  un  mes  con  arreglo  á  lo  que  preceptuaba  el  articu- 
lo 837  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  en  4  de  Agosto  de  48SS,  D.  Flavio  Cabrera  y  Plores 
eooio  apoderado  de  D.  Eduardo  Hernández  y  Morales,  y  éste  representan- 
te de  los  condueños  de  la  hacienda  San  José,  alias  Bt tanda  Vieja^  por 
todos  los  cuales  estaba  en  posesión  de'*ella  judicialmente,  dedujo  de-» 
manda  verbal  de  desahucio  ante  el  Juez  municipal  de  Cartagena  contra 
O.  José  Victoriano  .Martínez  y  Mesa,  para  que  desalojase  los  terrenos 
qae  en  precario  poseía  por  sí  y  sus  colonos  referidos,  terrenos  que  for- 
maban seis  sitios  que  componían  10  caballerías  de  tierra  pertenecientea 
a  la  citada  hacienda,  fundado  en  lo  que  prescribía  el  art.  637  de  la  ley 
de  Bojuiciamiento  civil,  por  haber  transcurrido  el  plazo  de  un  mes  dea- 
de  que  en  aquel  mismo  Juzgado  se  había  requerido  á  Martínez  Mesa  y 
sas  colonos  para  el  desalojo: 

Resultando  que  señalado  el  día  U  para  la  celebración  del  acto  ver- 
bal el  demandante  reprodujo  so  demanda,  y  el  demandado  contestó 
que  estando  comprendida  su  acción  en  igual  caso  que  la  de  sus  herma» 
Bos,  reproducía  lo  que  constaba  en  aquellas  demandas,  pedía  se  decla- 
rase la  incompetencia  de  jurisdicción;  el  actor  pidió  que  las  pruebas  ex- 
hibidas en  aquélla  se  certificaran  en  ésta,  y  habiendo  presentado  unas 
posiciones,  las  absolvió  D.  José  Victoriano  Martínez,  manifestando  que 
■o  recordaba  haber  asistido  á  los  actos  de  posesión  dados  á  los  herede» 
ros  de  Doña  Isabel  Padilla,  no  habiendo  sido  requerido  por  D.  Eduardo 
Hernández  hasta  que  lo  fué  para  este  juicio;  y  que  ocupaba  los  terre- 
Boa  á  título  de  heredero  de  D.  Miguel  Martínez,  no  sabiendo  él  mismo 
el  número^  de  caballerías  que  detentaba;  v  habiendo  acordado  el  Juez. 

Jae  se  certificaran  las  resultas  de  la  prueba  de  que  ae  había  hecho  re- 
sreneía,  se  dio  por  terminado  el  acto: 
Resultando  que  á  instancia  de  D.  José  Victoriano  Martínex  se  hizo 
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constar  qoe  él  y  tas  hermanos  habfaa  promovido  interdicto  de  retener 
la  posesión  de  30  caballerias  de  tierra  de  la  Etianeia  Viija,  y  qne  este 
asunto  estaba. pendiente  de  sentencia  cayo  dato  se  trajo  de  los  autos  de 
desahucio  seguidos  contra  su  hermano  D.  Serafín  y  que  había  motiya- 
do  la  liiispendeocia^ habiéndose  traído  también  las  demás  pruebas  que 
<iuedan  referidas: 

Resultando  que  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  sentencia  revocatoria 
de  S6  de  Enero  de  18S3,  desestimó  el  interdicto  por  considerar  qne  la 
posesión  ddl  terreno  de  qne  se  trataba  fué  dada  á  D.  Eduardo  Hernín- 
*dez  y  Morales  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  Juzgado  de  GQmes  en  la 
testamentaría  de  D.  Miguel  Martines,  y  que  contra  ello  no  cabía  ín^er 
dicto: 

Besoltando  que  acordada  en  su  virtud  á  instancia  de  D.  FlavíoCa* 
brera  la  continuación  de  este  juicio  da  desahucio  que  había  quedado  en 
euspenso,  se  celebró  nuevo  acto  verbal  en  S6  de  Mayo  de  1883  en  el  qne 
el  demandante  reprodujo  su  demanda,  y  el  demandado  contestó  que  no 
podía  hacer  entrega  á  los  demandantes  del  terreno  qne  le  petlían  de  la 
Bttancia  Vi^é^  hasta  que  no  dieran  la  fianza  correspondiente  A  respon- 
der al  pago  al  contado  de  8.500  pesos  en  oro  á  que  ascendían  las  biene- 
duriis  qoe  tenía  el  terreno  que  de  buena  fe  cultivaba  como  hijo  legíti- 
mo de  D.  Francisco  Martínez,  heredero  de  D.  Miguel  Martínez  y  Fer- 
nández, y  que  consistían  en  lo  que  expresó;  advirtiendo  qne  losdeman- 
dantes  no  le  merecían  la  responsabilidad  necesaria  para  consentir  que 
tomaran  para  sí  las  bienedurías  referidas,  porque  aun  estaban  pendien- 
tes en  la  testamentaría  del  referido  Martínez  de  saber  qué  les  quedaba 
como  adjudicatarios  que  se  titulaban  de  las  partes  áeBsiancia  Vuja  que 
dicho  Martínez  declaró  suya  en  su  testamento,  y  mientras  no  liquida 
«en  en  la  referida  testamentaría  no  sabían  lo  que  tenían  disponible;  que 
fuera  de  la  Eitaneia  Vi^a  no  tenían  los  Padillas  otros  recursos,  y  por 
estas  y  otras  consideraciones  piHió  se  dispusiera  que  los  demandantes 
prestaran  la  fianza  en  legal  forma  para  responder  á  8.500  pesos  al  con- 
tado, en  oro,  qoe  importarían  lasbienedurías,  previa  tasación  por  pe- 
ritos de  una  y  otra  parte.  El  demandante  replicó  pidiendo  la  aplicación 
-del  art.  647  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  sin  oponerse  á  lo  demás 
que  fuera  de  derecho,  reservándole  el  que  le  daba  la  ley  de  Partida  de 
reclamar  frutos  á  los  precaristas,  acción  qne  ejercitaría  en  la  hora  y  for- 
tna  procedente.  Y  el  demandado  protestó  usar  de  su  derecho  donde  co 
rrespondiera,  pues  siendo  la  adjudicación  de  parte  de  la  Estaneia  Vi^a 
el  terreno  donde  debía  haberse  reconocido  la  herencia  del  demandado  y 
demás  coherederos,  había  quebrantado  de  hecho  la  obligación  en  qne  se 
constituyó,  y  repelía  se  le  diera  la  fianza  por  lo  qne  tenía  expresado: 

Resultando  que  el  Juez  municipal  de  Cartagena  dictó  sentencia  es- 
timando el  desahucio,  y  qne  remitidos  los  autos  al  Juzgado  de  primera 
instancia  d¿  Gienfuegos  por  apelación  del  demandado,  manifestó  en  el 
acto  verbal  á  que  fueron  citadas  Us  partes,  que  eran  tan  graves,  im- 
portantes y  numerosos  los  defectos  y  nulidades  de  que  adolecía  el  juicio 
que  se  limitaría  á  las  más  importantes;  qoe  no  resultaba  comprobada 
la  personalidad  dekdemandante,  porque  D.  Eduardo  Hernández  no  fué 
autorizado  por  sus  coherederos  ni  por  el  Juzgado  de  Güines  cn^s  que 
p<&ra  tomar  posesión  y  administraren  su  caso  la  finca,  según  constaba 
de  algnno  de  tos  documentos  mal  y  fuera  de  tiempo  traídos  álos  autos 
no  otorgándole  facultades  para  promover  desahucios;  que  de  la  hijo>;la 
de  Doña  Isabel  Padilla,  traída  en  forma,  que  no  podía  hacer  fe,  consta- 
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h^  que  no  te  h  idjodiearon  terreóos  deslindados  de  la  finca,  ni  umpo- 
eo  U  totalidad  de  ella,  sino  ana  tercera  parte  de  sas  valores,  sin  demar- 
«aeiónt  eneontríndose  este  dato  en  contradicción  con  el  rAsnltado  de 
otros  docQOíentos  en  qae  se  certificaba  habérsela  adjudicado  toda  la  ha« 
eienda;  que  por  tanto  el  actor  no  tenia  acreditada  su  personalidad  ni 
comprobada  so  acción,  observándose  además  qae  deducida  la  liemanda 
eoDira  varias  personas,  tenedores  ó  colonos  de  los  terrenos  de  qae  se 
trata,  se  había  prescindido  después  de  todas  ellas,  con  tincando  el  jaieio 
adío  contra  D.  José  Yictoriano  Martines,  1  >  caal  producía  un  vicio  in- 
sabsanable  de  nulidad,  suplicando  por  tanto  aoe  si  el  Juez  no  tenía  por 
conveniente  absolverle,  se  declarue  la  nulidad  de  las  actuaciones  por  lo 
senos  desde  que  se  prescindió  ó  hizo  caso  omiso  de  los  otros  deman- 
dados. El  demandante  pidió  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada 
aosteniendo  haber  probado  la  propiedad  y  posesión  de  los  terrenos  qae 
formaban  la  Bitaneia  Viefa^  y  qoe  los  demandados  qae  poseían  los  te- 
rrenos en  precario  eran  anos  detentadores  desde  qoe  fueron  fntimadot 
para  el  desalojo^ 

Resaltando  qae  el  Jaez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  9  de 
Julio  de  1883,  por  la  qae  declaró^nulo  y  de  ningún  valor  ni  efecto  todo 
lo  actoado,  imponiendo  las  costas  al  demandante  y  sin  perjuicio  del  de- 
recho que  podiera  asistir  á  los  herederos  de  Doña  Isabel  Padilla: 

Resoltando  qae  D.  Eduardo  Hernández  y  Morales,  por  si  y  como 
representante  de  los  demás. herederos  de  Doña  Isabel  Padilla,  interpuso 
reearsa  de  casación,  por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

1^  La  ley  16,  tít.  42,  Partida  3%  qae  prescribe  la  nulidad  de  las  sen- 
tencias qoe  no  se  conforman  á  lo  qoe  contienden  las  partes  ante  el  Juz- 
gado, y  qae  viene  aplicando  constantemente  este  Supremo  Tribunal, 
aai  como  las  leyes  7*,  tlt.  3®,  y  3^  titolo  10  de  la  misma  Partida,  según 
las  eaales,  la  demanda  y  la  respuesta  son  ,el  comenzamiento  y  raiz  de 
todo  pleito  sobre  qoe  debe  ser  dado  jaieio,  pues  termiíiada  la  cneatíón 
relativa  á  la  litispendencía  propuesta  en  el  primer  acto  verbal  ante 
ol  Juzgado  de  paz  de  Cartagena,  y  vaelto  á  seguir  el  expediente  de 
desahucio,  para  lo  cual  se  convocó  é  las  partes  á  nuevo  juicio  verbal, 
en  el  que  se  reprodujo  la  demanda  por  el  actor,  limitándose  el  deman- 
dado á  solicitar  que  aquél  afianzare  responder  de  las  mejoras  qoe  exis- 
tían en  el  terreno  reclamado,  sin  qoe  combatiera  la  personalidad  del 
demandante,  como  no  la  había  combatido  tampoco  antes,  y  que  se 
acreditó  con  el  oportuno  poder,  ni  desconoció  el  derecho  qoe  éste  ntS 
lisaba,  ni  puso  en  duda  el  fundamento  con  que  solicitaba  el  desahucio, 
ni  indicó  el  que  otros  debían  ser  también  demandados  ó  emplazados; 
■in  embargo  de  lo  cual,  el  Juez  de  primera  instancia  se  había  permiti- 
do resolver  acerca  de  lo  qoe  no  habí%  sido  oportunamente  alegado,  de- 
cretando la  nulidad  de  las  actuaciones: 

S^  La  doctrina  legal  contenida  en  la  sentencia  de  este  Tribonal  Su- 
premo de  4  de  Julio  de  1878,  y  otras  de  que  no  puede  alegarse  falta  de 
personalidad  en  el  actor  cuando  ha  sido  reconocida  en  aciaaciones  ja 
diciales  anteriores,  porque  precisamente  el  demandado,  ai  darse  cum- 
plimiento en  S3  de  Junio  de  1879  á  nn  exhorto  derivado  de  los  autos 
de  testamentaría  de  D.  Miguel  Martínez,  aceptó  expresamente  el  nom- 
bramiento que  el  Juzgado  de  Gflines,  que  entendía  en  aquellos  autos, 
hábil  hecho  en  favor  de  D.  Bdoardo  Hernández  y  Morales  para  Admi- 
Bistrador  de  los  bienes,  aceptación  que  hizo  aquél,  acto  seguido  de  ha- 
berse dado  á  éita  la  posesión  de  la  hacienda  Btíancia  Vieja,  en  virtud 
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ie  dicho  nombrimiento  qae  decretó  el  referido  Joirado  á  propuesta 
de  los  here(]eros  de  Doftt  Isabel  Padilla,  A  qoien  se  nabia  adjudicado 
esa  finca: 

3®  La  ley  1%  tlt«  1 4,  Partida.3%  qae  define  la  prueba  averignamieD- 
to  que  se  hace  en  joicio  en  rasón  de  algona  cosa,  qae  es  dudosa,  y  la 
doctrina  legal  basada  en  ella  de  qae  es  innecesaria  fa  prneba  respecfo 
de  aquellos  hechos  sobre  que  no  discuten  las  partes,  pudiendo  citarse 
en  apoyo  de  éstos  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  S6  de 
Marzo  de  1871,  29  de  Octubre  y  30  de  Noviembre  de  1881  y  otras  mu- 
chas, pues  en  el  primer  juicio  verbal  nada  se  opuso  contra  la  persona- 
lidad de  D.  Flavio  Cabrera  en  la  representación  qae  acredité  tener  de 
D.  Eduardo  HernánJez  y  Morales,  por  si  y  como  representante  de  lo» 
demás  herederos  de  Doha  Isabel  Padilla,  sino  que  el  demandado  utilizó 
otra  excepción  dilaloria  muy  distinta,  reconociendo  por  tanto  la  per- 
sonalidad de  aquél  para  discutir  esa  otra  excepción  propuesta;  y  falla- 
do que  fu^  el  asunto  que  la  motivaba  no  se  utilizó  tampoco  esta  pre- 
tendida falta  de  personalidad  en  el  segando  acto  verbal,  ea»el  que  .^e 
concretó  á  pedir  el  demandado  que  se  la  aflamasen  las  bíenedanu  al 
hacer  entrega  de  la  finca  q,ue  se  le  reclamaba: 

'4®  La  doctrina  legal  de  que  no  se  pueden  oponer  excepciones  seve- 
ras por  el  demandado  después  del  primer  periodo  del  Juicio  en  que 
contestó  la  demanda,  y  si  lo  hiciere  no  deben  tomarse  en  consideración 
al  fallar  según  cunfirman  las  sentencias  de  .este  Supremo  Tribunal  de 
th  de  Mayo  de  1859, 16  de  Diciembre  de  4864  y  otras,  asi  ¿omo  también 
la  doctrina  legal  derivada  de  la  anterior,  de  que  en  su  consecuencia 
DO  pueden  estimarse  las  pretensiones  y  excepciones  expuestas  por  pri- 
mera vez  al  expresar  agravios  en  virtud  de  la  alzada  por  no  haber  ya 
tiempo  oportuno  de  alegarlas,  acerca  de  lo  cual  pueden  citarse  entre 
otras  las  senteDciks  de  este  Tribonal  Supremo  de  28  de  Octubre  de  1859 
y  4 1  de  Marzo  de  1865,  pues  si  el  Juzgado  de  Cienfuegos  había  accedi- 
do á  pretensiones  completamente  nuevas  utilizadas  en  la  alzada  por  el 
demandado  y  que  constituían  excepciones  oo  alegadas  oportunamente 
en  la  primera  instancia: 

5^  El  art.  637  reformado  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  rige 
en  la  isla  de  Cuba,  y  la  doctrina  Jegal  contenida  en  las  sentencias  de 
23  de  Diciembre  de  1878,  20  de  Noviembre  de  1879,  16  de  Junio  de 
1880.  30  de  Mayo  de  1881  y  otras,  que  autorizan  el  desahucio  respecto 
de  las  fincas  poseídas  en  precario  sin  pagar  merced  alguna,  previo  re- 
querimiento á  los  que  ladisfraten  para  aue  la  desocupen  con  un  mes 
de  término;  pues  tratándose  de  un  desahucio  por  dicha  causa  en  que 
quedó  hecho  el  requerimiento  desde  4  de  Julio  de  1882,  y  en  que  el 
demandado  nada  eipuso  contra  esto  en  el  juicio  Terbal,  sino  qae  se  so« 
metió  á  entregar  la  finca  salvo  su  derecho  respecto  del  abono  de  las 
alejaras,  no  había  podido  el  Juzgado  de  Cienfuegos  prescindir  comple- 
tamente de  alio  y  dictar  la  resolución  recurrida. 

Vísto^  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
Considerando  que  es  doctrina  conforme  á  la  ley  16,  tít.  2S,  Partida 
3%  y  admitida  por  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supre- 
mo, que  las  sentencias  han  de  recaer  precisamente  sobre  las  cuestiones 
planteadas  en  el  primer  período  del  juicio,  sin  que  por  lo  tanto  deban 
decidirse  en  ellas  otros  pantos  que  posteriormente  havan  traído  al  de- 
bate los  litigantes,  no  siendo  á  éstos  permitido  variar  los  medios  de  de> 
íensa  fuera  de  dicho  periodo  y  menos  aun  en  la  segunda  instancia: 
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Gontidertndo  que  en  tal  concepto  y  no  habiendo  impognado  la  par- 
te de  D.  iosó  Victoriano  Martines  en  el  acto  verba)  celebrado  el  25  do 
Mayo  de  4883  la  personalidad  del  demandante  ni  la  autenticidad  y  efica- 
cia da  loa  docamentos  en  qoe  apoya  sa  acción,  haciendo  ademas  caso 
omiso  en  la  primera  instancia  de  la  falta  de  citación  á  los  denlas  qoe 
no  ha  juzgado  después  bien  representadas,  es  indudabM  que  al  hacerse 
cargo  el  fallo  recurrido  de  estos  extremos  para  fundar  en  ellos  la  noli 
4adq«e  el  oiismb  declara,  infringe  la  ley  y  doctrina  antes  citadas,  y 
de  que  se  hace  mérito  ec  los  motivos  f^  y  4®; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decfaramos  haber  logar  al  recur 
ao  de  casación  interpuesto  por  D.  Eduardo  Hernández  Morales,  por  si 
y  como  representante  de  los  demás  herederos  de  Doña  Isabel  Padilla,  y 
«a  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  9  de  Julio 
de  1883  dictó  el  Juez  de  primera  instancia  de  Gienfnegos. — (Sentencia 
publicada  el  3  de  Mayo  de  4884,  é  inserta  en  la  OaeeU  de  10  de  Se- 
tiembre del  mismo  año.) 


190 

• 

Be«ar«io  4«  emumelon  {Z  de  Mayo  de  4884).— Sa/a  primera.^ 
ÜBSAHUCio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Cayetano  Pujol  con 
Doña  Elena  Nadal  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Q%e  no  se  eon$U(upe  en  moré  el  deudor  gue  no  es  interpelado  para 
él  püQo  por  8%  acreedor^  enando  no  hay  pacto  que  le  obligue  á  verificarle 
4%  el  domicilio  de  éste. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Mayo  de  1884,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  de  la 
ciudad  de  Barcelona,  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del 
mismo  territorio  por  D.  Cayetano  Pujol  Boada,  vecino  de  dicha  ciudad, 
propietario,  como  Administrador  joaicial  de  los  bienes  de  la  testamen 
taria  de  D.  Salvador  Massó  con  Doña  Elena  Nadal  y  Guniol,  mujer  de 
D.  Jaime  Boada,  de  la  propia  vecindad,  sobre  desahucio;  autos  qoe 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  á  nombre  de  Pujol  por  el  Procurador  D.  Pablo  S  jler,  bajo 
Ja  dirección  del  Licenciado  D.  Ramón  Bander,  habiendo  representado  y 
defendido  á  la  Nadal  el  Procurador  D.  José  Arana  y  Moray  ta  y  el  L¡- 
eenciaiio  D.  Modesto  Llóreos: 

Resollando  qoe  D  Cayetano  Pujol  en  calidad  de  Administrador  jo- 
dtciat  de  los  bienes  de  la  testamentaría  de  D.  Salvador  Massó,  en  ?3  de 
Nofiembre  de  488S  dedujo  demanda,  exponiendo  que  Doña  Elena  Nadal 
tenía  arrendados  los  bajos  de  la  casa  núm.  7  de  la  Rambla  del  Centro*, 
ocupados  actualmente  por  un  establecimiento  industrial,  por  el  precio 
de  ^itípeseiaet¡i  céntimos  cada  tres  meses,  pagaderos  por  trimestres 
enlamados,  y  que  no  habla  satisfecho  el  trimestre  que  principió  el  di^ 
4^  del  expresado  Noviembre,  por  lo  qoe  fundado  en  el  art.  1563  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  correspondía  el  conoeimierito  del  juicio  al  Juz- 
gado de  orimera  instancia;  y  alegando  como  punios  de  derecho  la  ley 
5*,  tit.  8^  Partida  5%  ley  3*.  Código  locat.  tít.  65,  libro  4*,  y  artículos 
1562  y  4565  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  pidió  qoe  se  «le 
«iarase  haber  logar  al  desahucio,  apercibiendo  á  la  demandada  de  ian- 
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ttmiento  ti  no  desalojaba  la  finca  dentro  dol  térniíio  da  f  6  díai^  eon- 
deoándola  al  pago  de  todas  las  costas  y  gutos  del  joieio: 

Resultando  qne  con?ocadas  las  partes  á  joieio  verbal  y  etlada  per- 
sonalmente la  demsndada,  eompartcieroo,  y  en  dicho  acto  la  represeo- 
laeión  de  Doña  Elena  Nadal  oposo  en  primer  lo^ar  la  excepción  de  no- 
lidad,  fondada  en  qoe  siendo  casada  no  se  había  citado  á  sa  marido,  j 
era  sabido  qoe  la  mojer  casada  no  paede  comparecer  en  juicio  sin  la 
asistencia  del  marido,  pidiendo  se  declarase  nulo  el  procedimiento;  en 
segundo  logar,  y  contestando  la  demanda  exposo  que  en  4^  de  No-> 
viembre  de  1880.  con  aprobación  de  su  marido,  tomó  en  arriendo  i 
Doña  Josefa  Falp,  Tiuds  de  Salvador  Massó,  y  osufroctoaria  de  la  caso 
número  7  de  la  Rambla  del  Centro,  la  tienda  y  entresnelo,  por  el  tór- 
mino  de  cinco  años,  y  precio  de  S.040  pesetas  annales  y  21  pesetas  más 
también  anuales  por  razóo  del  gas,  estipulándose  que  se  pagaría  por 
trimestres  anticipados  á  rasón  de  515  pesetas  25  cóntimos  cada  trimes- 
tre; que  se  anadió  en  el  pacto  3®  qoe  en  atención  al  mocho  tiempo  qoe 
la  inquilina  ocupaba  la  tienda,  y  en  gracia  de  los  muchos  gastos  que 
importaron  á  la  misma  el  arreglo  de  la  tienda, la  arrendadora  se  compro- 
metió á  no  aumentar  el  alquiler  durante  el  tiempo  del  arriendo  y  sus  tá- 
citas prórrogas,  y  concedió  á  la  arrendataria  la  facultad  de  pagar  el  pre  % 
cío  del  arriendo  por  durante  el  primer  mes  de  cada  trimestre,  de  modo 
que  la  arrendadora  no  podría  instar  el  desahucio  por  faltado  pago  hasta 
haber  pasado  el  primer  mes; qoe  el  actor  ningün  contrato  habiaotorga- 
do  con  la  demandada,  habiéndose  limitado  á  cobrar  el  alquiler  en  e( 
modo  y  forma  estipuladas  con  Doña  Josefa  Falp,  de  tal  manera  que  el 
trimestre  que  principió  en  Febrero  de  1881  no  lo  cobró  hasta  el  2  de 
Marzo;  el  que  principió  en  t^  de  Agosto,  lo  percibió  el  día  8,  según 
aparecía  de  los  tres  recibos  que  presentaba  firmados  por  el  recurrente; 
qoe  no  pactándose  expresamente,  como  no  se  pactó,  qoe  la  arreodata 
na  debía  satisfacer  el  alquiler  en  el  domicilio  de  la  arrendadora,  ésta 
debió  pasar  á  cobrar  al  domicilio  de  la  arrendataria,  puesto  que  es  de* 
recho  y  principio  inconcnao  que  las  deudas  se  pagan  en  el  domicilio 
del  deudor,  y  D.  Cayetano  Pujol  no  se  había  presentado  nunca  á  recla- 
mar el  alquiler  del  trimestre,  cuya  falta  de  pago  suponía  en  casa  do 
Doña  Elena;  que  para  verificar  el  pago  del  alquiler  del  trimestre  que 
principió  en  1°  de  No \fiembre  pasó  nnas  veces  Doña  Elena  y  otrsa  su 
esposo  en  la  habitación  del  actor;  pero  no  habiéndolo  encontrado  y  ha* 
hiendo  pretextado  otras  veces  oeopaciones  urgentes  que  le  impedían 
extender  el  recibo,  sospechó  Doña  Elena  ee  trataría  de  hacerla  aparecer 
como  morosa  en  el  pago  y  para  que  éste  no  pudiese  llegar  á  verificarse 
negándose  b!<jo  fútiles  pretextos  á  recibir  el  alquiler,  dirigió  al  actor  un 
requerimiento  por  medio  de  Notario  público  el  21  de  Noviembre  para 
que  recibiese  el  precio  del  alquiler  que  quedaba  en  poder  del  mismo 
Notario  á  so  disposición  ó  de  quien  correspondiese,  según  todo  consta- 
ba del  contrato,  recibos  y  testimonio  de  requerimiento  que  producía; 
y  coocluyó  solicitando  que  eu  el  caso  de  no  declararse  nulo  el  procedi- 
miento, se  absolviese  á  Doña  Elena  Nadal  de  la  demsnda  de  desahacio^ 
y  se  condenase  á  D.  Cayetano  Pujol  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  qne  la  parte  actora  al  replicar  manifestó  que  loadoco- 
mentos  producidos  por  la  demandada  debían  desglosarse,  y  para  el  caso 
de  que  no  se  acordara  así  redargfiía  de  falsedad  civil  á  los  efectos  del 

Í'uicio  la  supuesta  contrata  de  arrendamiento;  qoe  en  ninguna  ocasión 
labia  dado  conocimiento  la  demandada  al  actor  déla  existeneiade 
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Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
enrso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpaesio  por  D.  Gayeíaoo 
9ajol,  en  el  concepto  con  qae  litiga,  á  qaien  condenamos  en  las  costas; 
líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Aodienciade  Barcelona  coa 
<leTolación  del  apontamiento.-^(Sentenc¡a  pablicada  el  3  de  Mayo  de 
1884,  é  inserta  en  la  Gacela  de  10  de  Setiembre  del  mismo  a&o.) 
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Neeuns*  de  eanaeléa  (3  de  Mayo  de  ^S%A).^Sala  tercera.^ 
Pago  db  cantidad  —No  se  admite  el  interpuesto  por  la  razón  social 
X.tits  Maeia  y  Compañía  con  D.  Marcelino  Picb  (Audiencia  de  Barcelo 
na),  y  ser»»8aelvH: 

Que  $egün  el  art,  465S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ei9il,  no  seda 
recurso  de  ca»aeión  contra  loe  resoludonee  que  dicten  lae  Audiencias 
en  los  procedimientos  para  ejecución  de  sentencias,  á  no  ser  que  resuel 
van  f  untos  sustanciales  no  controverHdos  en  el  pleito  ni  decididos  en  /« 
sentencia,  ó  se  provea  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado. 

Resaltando  aoe  en  el  pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instan 
«ia  del  disl'ito  del  Pino  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audieri 
cia  de  Barcelona  por  D.  Marcelino  Picb  y  Abril  contra  la  razón  social 
Luis  Macia  y  Compañia,  se  dictó  sentencia  por  dicha  Sala  en  26  de 
l^oTlentbre  de  1882,  aue  se  hizo  firme,  condenando  á  la  razón  social  de» 
mandada  á  pagar  al  demandante  la  cantidad  de  7.767  pesetas  por  el 
valor  de  262.269  kilogramos  de  cisco  carbón  vegetal,  con  los  intereses 
legales  de  dicha  suma  desde  la  contestación  á  la  demanda,  deducción 
hecha  del  importe  correspondiente  á  las  pérdidas  del  cisco  en  cuanto 
excedan  de  la  cantidad  admitida  por  el  cisco  y  costumbre  de  la  plaza, 
«uyo  importe  se  fijaría  al  precederse  á  la  ejecución  de  la  sentencia: 

Resultando  que  en  ejecución  de  esta  sentencia  se  dictó  otra  por  la 
susodicha  Sala  en  7  de  Enero  próximo  pasado,  declarando  que  del  pre 
cío  del  cargamento  de  cisco  vegetal  de  qoe  se  trata  debe  abonar  D.  Mar- 
celino Pich  á  la  razón  social  Luis  Macía  y  Compañía  el  3  y  tercio  por 
400,  en  atención  á  que  del  conjunto  de  las  declaraciones  de  los  testigos 
de  una  y  otra  parte  se  dedoce  perfectamente  que  en  aquella  plaza  no 
existe  costumbre  para  liquidar  los  abonos  que  en  su  caso  corresponda 
hacer  en  iaa  compraventas  de  cisco;  á  que  en  falta  de  esta  costumbre, 
base  de  que  debía  partirse  en  la  liquidación  en  cumplimiento  de  U  eje- 
cutoria, no  cabe  resolver  la  cuestión  masque  aceptando  el  dictamen  de 
persona:^  peritas;  y  á  que  si  cuatro  Ingenieros  químicos  coinciden  en 
^os  distintos  dicta-nenes  en  que  el  cisco  tiene  un  30  por  100  de  mate- 
rias extrañas  y  el  de  autos  tenía  un  33  y  tercio,  queda  practicada  la  H- 
•quidación  con  una  simple  operación  de  restar,  ya  qoe  estipulado  por  los 
contratantes  que  el  cisco  seria  de  calidad  corriente,  es  de  tal  calidad 
hasta  el  30  por  400  de  cuerpos  extraños,  segün  los  peritos  químicos,  y 
en  su  consecuencia  lo  que  exceda  debe  abonarse  al  comprador:  * 

Resultando  que  la  razón  social  Luis  Macía  y  Compañ(4  interpuso  re- 
curso de  casación  contra  esta  última  sentencia»  acreditando  para  ello  la 
constitución  del  depósito  de  376  pesetas;  y  comunicado  al  Ministerio 
¿scal,  que  lo  devolvió  con  la  fórmnla  de  vutos  prevenida  en  el  artículo 
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17)3  d«  k  ley  d6  Bnjaiciamiento  cítíI,  se  mandó  traer  i  la  Tísta,  oon- 
forme  á  lo  dispoesto  en  el  párrafo  tercero  del  art.  1725. 

Ylsto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sa^asta: 

Considerando  que  según  el  art.  f  655  de  la  ley  de  Enjaiciamianto 
«ivil,  no  se  da  recurso  de  casación  contra  las  resoluciones  qne  dicten 
!aa  Audiencias  en  los  procedí  alientos  para  la  ejecución  de  sentencias  i 
DO  ser  que  resuelva  puntos  sustanciales  no  controvertidos  en  el  pleito 
ni  decididos  en  la  sentencia,  ó  se  provea  en  contradicción  con  lo  ejeea** 
toriado: 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  se  interpone  el  reeor- 
80  no  se  halla  en  ninguno  de  estos  casos  de  excepción,  puesto  qne  to 
controvartió  en«.el  pleito  y  se  decidió  en  la  sentencia  del  mismo  el  pon- 
to que  ba  sido  objeto  de  la  recurrida,  y  en  ésta  no  se  pone  en  eontra* 
dicción  con  lo  ejecutoriado; 

No  ha  logar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  da 
lay  interpuesto  por  la  rasón  social  Luis  Maeia  y  Compañía^  á  la  qne  sa 
Condena  al  pago  da  las  costas,  devolviéndosele  el  depósito  que  tiana 
constituido;  y  líbrfise  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  co- 
rrespondiente, con  devolución  del  apuntamiento  qne  ha  remitido. — 
(Sentencia  publicada  el  3  de  Mayo  de  1884,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  i  i 
de  Octubre  del  mismo  sño.) 
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Recurso  de  easael^n  (5  ie  Mayo  de  18^4). — Sila  primera, — 
PosBsióN. — iNo  hü  lug<ir  al  interpuesto  por  D.  Mariano  Clioient  con  Doña 
Camila  Curto  (Aurliencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  las  deelaracionet  de  los  testigos  no  constituyen  actos  auténiieos 
fue  meretean  completo  asentimiento.  • 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito  pan- 
diente  ante  Nos  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
Mgoido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tortosa  y  en  la  Sala  da 
Jo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Mariano  Climant  y  Roig, 
representado  por  el  Procurador  D.  Felipe  Cano  y  García,  y  defendido 
por  al  Licenciado  D.  Miguel  Miranda,  con  Doña  Camila  Curto  y  Adriá, 
que  no  ha  comp.arecido  en  este  Supremo  Tribunal,  sobre  posesión  da 
cierto  logar: 

Resultando  que  por  escrito  de  16  de  Abril  de  483S,  otorgado  para 
la  partición  y  división  de  la  casa  nüm.  d>  de  la  plaza  del  Hospital  de  la 
eindad  de  Tortosa,  se  adjudicó  á  Francisca  Roig  viuda  de  Juan  Climent, 
todo  el  laguán,  primer  piso  alto  y  segundo  de  la  misma;  á  Felipe  Cli- 
ment  el  piso  tercero,  y  á  Tomás  Climent  lo  restante  de  la  casa  consis- 
tente en  el  piso  cuarto  y  en  el  medio  piso  qne  le  seguía,  expresándose 
qne  Felipe  y  Tomás  Climent  y  los  suyos  tendrían  paso  por  el  zaguán  de 
la  nasa,  siendo  para  uso  de  común  de  todos  la  letrina  que  existía  en  el 
xaguán  de  la  misma,  la  cual  debía  limpiarse  á  expensas  comunes; 

Resaltando  qne  en  7  de  Abril  de  18^7,  Felipe  Climent  y  so  mujer 

Florentina  Allosa  vendieron  á  Antonia  Borras  todo  el  tercer  piso  de  la 

casa  referida,  consignándose  qna  la  letrina  existente  en  el  zaguán  debía 

«ar  común,  ooi^tribuyendo  áan  limpia;  y  en  T  de  Jnliode  1856,  Jacinto 

TOMO  55  i  O 


*  Digitizedby  VjOOQIC 


i46  JÜEISPBUDKNCIÁ  CIVIL 

Climent  ve«id¡ó  á  carta  de  gracia  á  Joan  Albacar  todo  el  piso  tercero  j 
todo  el  primero  inmediato  qae  lesegaía,  qae  era  parte  de  la  ptatoela  del 
-  Hospital  de  Tortosa: 

f  Resaltando  que  María  Arenes,  so  hija  Manoela  Albacar  y  María  As- 
censión Albacar,  con  sa'marido,  otorgaron  escritora  en  23  de  Mayo  d« 
4860f  en  la  qne  declararon  (fae  poseían  todo  el  segando  piso,  ó  fuera  e( 
principal  de  la  casa  situada  en  Tortora,  plazuela  del  Hospital,  y  todo  el 
piso  tercero  consistente  en  la  entrada  y  cocina  á  la  parte  de  adentro^ 
con  on  coartito  debüjo  de  la  escalera  y  el  logar  escasado  común  á  to- 
dos los  habitantes,  y  todo  el  primero  é  inmediato  piso  qae  le  segaía, 
compuesto  de  una  salita,  nna  alcoba  y  un  coarto  al  lado  de  la  casa  qae^ 
se  había  deslindado,  cayos  pisos  tercero  y  primero  lo* compró  D.Juan 
Albacar  á  carta  de  gracia  á  Jacinto  Climent: 

Resultando  que  por  escritura  de  31  de  Enero  de  1868,  Mariana  Are- 
nes y  Busquets,  viuda  y  osufructoaria  de  Juan^Albaoar,  en  nombre 
propio  y  en  el  de  su  hija  y  heredera  María  Albacar,  vendió  á  D.  Maria-^ 
no  Climent  todo  el  tercer  piso  de  la  casa  de  la  pAauela  del  Hospital  de 
Tortosa,  sefialads  con  el  número  3,  consistente  en  dos  salitas,  dos  aleo* 
bas,  on  caarto,  cocina  y  logar  escusado;  y  en  23  de  Mayo  de  4870  ven- 
dieron perpetuamente  con  todas  sos  pertenencias  y  servidumbres,  li- 
bre de  toda  carga  á  Joaquín  Gala,  el  piso  segundo  de  la  mencionada 
cass: 

Resaltando  que  Catalina  Curto,  viada  y  asafroctaaria  de  Martín 
Gala,  fondada  en  que  desde  hacía  dos  ó  más  años,  por  sí  y  sus  can- 
santes poieía  exclusiva  y  pacíficamente  un  sitio  cerrado  con  tabiques- 
destinado  á  escusado,  situado  á  la  altura  de  la  tercera  grada  de  la  esca- 
lera, y  que  formaba  parte  de  los  pisos  solar,  primero  y  segundo  que 
Íioseía  en  la  casa  nüm.  3  de  la  plaza  del  Hospital  de  Toriosa;  y  qoe  en 
a  tarde  del  2  de  Enero  de  1872,  Mariano  Climent,  dueño  del  piso  tor 
cero,  había  derribado  los  tabiques  del  sitio  escusado  y  la  puerta  qoe 
desde  el  mismo  eomonicabaal  piso  dejándolo  en  descubierto,  promovió 
en  la  indicada  fecha  interdicto  de  recobrar,  y  previa  la  correspondien- 
te información  y  fianza,  se  eslimó  por  sentencia  de  12  de  Judío  de  di- 
cho año  y  se  llevó  á  debido  efecto: 

Resultando  qoe  en  su  virtud  D.  Mariano  Climent  dedujo  en  i1  de  Ju- 
nio del  siguiente  año  de  1873  demanda  ordinaria,  en  la  que  diciendo 
ejercitar  la  acción  mixta  de  real  y  personal  pidió  se  declarase  qne  le 
pertenecía  la  posesión  del  escusado,  y  de  entrar  en  él  por  la  comonioa- 
cíón  que  había  en  el  rellano  de  la  escalera,  sin  perjuicio  del  propio  oso 
y  entrada  que  pertenecía  á  la  demandada  y  á  los  demUs  habientesdere-^ 
cho,  condenándola  á  que  quitase  el  tabique  con  qae  interceptaba  la 
comonicación  y  repusiera  las  cosas  al  estado  en  que  se  hallaban  antea 
de  las  mencionadas  obr^s  que  verificó,  dejando  sin  efecto  el  auto  resti- 
totorio  de  12  de  Junio  de  1873,  y  asimismo  á  la  restitución  de  las  444 
pesetas  y  75  céntimos  que  satisfizo  por  razón  de  costas  de  aqnél,  y  al 
pago  de  las  de  estes  autos,  alegando  en  apoyo  de  su  pretensión  qae  ea 
la  citada  casa  existía  desde  antiguo  un  lugar  escusado,  sito  en  elrella- 
no  de  la  escalera,  y  al  cnal  se  comunicaba  por  el  mismo  rellano,  hasta 
qae  en  el  año  de  1832  Camila  Curió  tapio  dicha  comonicación  ó  entrada 
y  la  abrió  por  dentro  de  su  habitación  de  dicho  solar  que  de  dicho  esca- 
sado por  espacio  de  10,  20  y  mis  años  el  demandante,  qne  era  doefio- 
del  piso  tercero,  se  hallaba  por  sí  y  sos  causantes  en  la  posesión  del 
uso  del  mismo  y  entrada  por  la  comanicaoióa  qae  había  desde  dicko 
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relliBo,  Yerifleándoio  ¡ñdistíDUmente  con  Camila  Cortó,  qne  era  oso- 
ínietoirii  y  bd  parte  propietaria  del  piso  solar  y  de  ios  dos  pisos  inme- 
diatos soperiores  de  la  citada  casa,  posesión  qae  conservó  liasta  Enero 
del  a&o  de  1879  eo  que  Camila  Cortó  tapió  la  comonieación  al  rellano 
de  la  escalera  y  la  abrió  por  dentro  de  so  habitación  del  piso  solar,  eon 
la  qne  le  privó  del  oso  del  común,  y  qne  habiendo  el  demandante  de- 
rribado elUbiqoe  para  continoar  en  aqaél,  Camila  Cortó  promovió  on 
iBterdieto,  por  virtod  del  coal  se  le  mandó  restitoirla  en  la  posesión 
qne  tapnao  tener,  y  qoe  para  ser  reintegrado  el  demandante  en  ella  es- 
tablecía eqoella  demanda: 

Reanitando  qne  Doña  Camila  Cortó,  vioda  de  Gala,  la  impognó, 
pidiendo  se  deseatimara  con  las  costas,  declarando  además  por  vía  de 
reconvención  qoe  tenia  en  el  logar  escosado  de  qoe  se  trataba,  no  sólo 
la  plena  posesión,  sino  tambión  el  dominio  con  exclusión  del  deman- 
dante, alegando  para  ello  qoe  no  habiéndose  transmitido  al  actor,  en 
la  venta  qoe  se  le  hito  del  piso  tercero,  derecho  algono  al  escosado  si- 
tuado en  el  dicho  pisa»,  no  podía  presentarse  respecto  al  mismo  como 
Bocesor  de  sos  acreedores  en  la  cosa  qne  le  foé  vendida,  y  qoe  por  lo 
mismo  carecía  de  acción;  qne  debió  respetar  la  posesión  de  más  de  on 
afto  y  día  qoe  tenia  la  demandada  para  impedir  la  entrada  y  oso  de  sn 
lagar  eecosado;  qoe  también  debió  respetar  la  posesión  qae  no  contro- 
vertía, y  qoe  tenía  la  misma  demandada  en  las  partes  de  pared  aoe 
aqoél  derribó  y  constitoian  exactamente  la  entrada  qoe  pretendía,  de- 
biendo asimismo  haber  respetado  la  no  contradicha  posesión  de  la  de- 
mandada á  tener  cerrado  so  piso  habitación: 

Resaltando  qoe  soministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado 
el  jnicío  en  dos  instancia,  dictó  sentencia  revocatoria  en  24  de  Noviem- 
bre de  1882  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  Barcelona, 
abiolviendo  á  Doña. Catalina  Cortó  y  Adriá,  vioda  de  D.  Joaquín  Gala, 
de  la  demanda  contra  ella  interpoesta  por  D.  Mariano  Climent  y  Roig, 
ri-servando  en  ciento  á  la  reconvención  á  dicha  Doña  Camila  Cortó  el 
derecho  de  qoe  se  crea  asistida  respecto  al  dominio  de  la  mencionada 
letrina,  para  qoe  lo  ejercite  contra  qoien  y  en  la  forma  y  joicío  qoe 
viere  convenirla,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  qoe  D.  Mariano  Climent  y  Roig  interposo  recurso  de 
«aaación,  alegando: 

4®  Que  siendo  on  hecho  probado  qoe  D.  Mariano  Climent  teníanla 
posesión  civil,  real  y  material  del  derecho  á  entrar  y  hacer  nso  de"  la 
letrina  objeto  del  pleito,  al  estimar  la  sentencia  qoe  el  artor  no  había 
probado  esta  posesión  en  aoe  fundaba  so  demanda,  había  incurrido  en 
error  de  hecho  qoe  resoltaba  de  documento9  y  autos  auténticos  como 
eran  loe  reaultandos  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  las  escritu- 
raa  á  que  se  referían,  y  las  declaraciones  de  los  testigos  qoe  constaban 
en  el  apuntamiento,  habiéndose  infringido,  por  lo  tanto,  el  numero  7^ 
del  art.  4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

T  2®  Que  demostrado  qne  no  tenía  la  posesión  Doña  Camila  Cortó  y 
sí  D.  Mariano  Climent,  el  auto  restitutorio  no  podía  subsistir  segñn  la 
ley  2%  tít.  34,  libro  41  de  la  Novísima  Recopilación,  y  jorisprodencia 
eeuatante  qoe  determinan  que  nadie  puede  ser  privado  de  una  cosa 
qne  está  poseyendo  sin  ser  antes  oído  en  juicio,  circunstancia  que  no 
concurrió  en  el  interdicto,  los  artículos  724  y  726  de  la  ley  de  £njoi- 
ciamiento  eivil  vigente  cuando  el  interdicto  se  incoó,  y  según  los  qne 
era  preeiso  estar  en  posesión  de  la  coaa  para  que  cupiera  el  interdicto, 
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y  la  doctrina  sentada  en  la  sentencia  de  16  de  Mareo  de  I87S,  de  qae 
no  pueden  prevalecer  ios  efectos  de  na  aato  restiiaiorio  en  faror  de 
una  persona  qae  antes  no  tenít  la  posesiói  civil  6  oatoral  de  ia  eoe« 
de  qae  se  ba  supuesto  despojada. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Pernánleí  Palma: 

Copsiderando  que  si  bien  en  algunas  de  las  escrituras  otorgadas 
para  la  enajenación  de  ciertas  participaciones  en  la  casa  de  que  se  ira» 
ta,  se  consignó  expresamente  que  quedaba  de  oso  común  el  logar  ot  - 
cosado  situado  al  frente  de  la  escalera,  es  lo  cierto  que  al  adquirir  el 
demandante  D.  Mariano  Climent,  á  título  de  compra  el  piso  tercero  do 
la  mencionada  finca  urbana,  determinándose  en  la  escritura  las  piosai 
de  Que  se  componía'  lo  que  fuó  objeto  del  contrato,  no  ee  biso  expresión 
de  aicbo  lugar  ni  del  derecho  á  su  uso,  circunstancia  en  qoe  se  foodo 
la  Sala  sentenciadora  para  estimar  que  no  se  ha  justificado  el  heeho 
qoe  sirve  de  base  á  la  demanda: 

Considerando  que  contra  esta  apreciación  se  alega  el  error  de  heeho 
fundándolo  en  el  resaltado  de  la  prueba  testifical  f  en  lo  queso  dijo  en 
algunas  escrituras  de  haber  quedado  de  oso  comúa  el  logar  de  qoo  so 
trata,  mas  como  estos  datos  no  reúnen  las  condiciones  exigidas  eo  el 
caso  7°  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  las  decla- 
raciones de  los  testigos  no  constituyan  actos  antdnticos  qoe  moreioon 
completo  asentimiento,  ni  el  juicio  que  se  forme  por  lo  expresado  ea 
dichas  escrituras  es  más  que  inductivo,  y  por  lo  tanto  insuficieoto  para 
demostrar  la  equivocación  que  se  atribuye  á  la  Sala  sentenciadora  ooii 
la  evidencia  que  prescribe  dicha  disposición  legal: 

Considerando  respecto  al  segundo  que  tampoco  es  atendible,  por 
cuanto  se  funda  en  el  supuesto  inexacto  de  haber  probado  el  aoior 
cumplidamente  que  habíi  estado  en  posesión  del  derecho  que  reclama; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Giiment  y  Roig,  á  qoiea 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de^ircetona  la  cer- 
tificación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  qoe  ha 
remitido.— (Sentencia  publicada  el  5  de  Mayo  de  l^8(,  é  interia  eo  la 
Gaceta  de  10  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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HecnrAo  de  easaclón  (5  de  Mayo  di  f884).— So/offi'Merw. — 
Cumplimiento  de  un  contrato. — No  ha  lugar  aUnterpuesto  por  Don 
Ibo  Esparza  con  D.  José  López  de  la  Osa  (Audiencia  de  Madrid),  y  ee 
resuelve: 

Que  si  bien  en  la  enfitéusit  es  inescusMe  la  obligación  di  pagar  al 
censo  ó  canon,  y  la  ley  28,  tit.  8°,  Partida  5*^,  impone  la  panadilo^ 
miso  al  enjltéuta  que  deja  de  cumplirlo  por  espacio  de  tres  años;  ato 
se  entiende  siempre  que  aquél  no  haya  tenido  justa  causa  pira  defar  di 
hacer  dicho  pago,  pues  alegada  tal  causa,  queda  al  arbitrio  judicial  U 
decisión  de  si  dicha  pena  es  ó  no  aplicable. 

En  la  villay  cjftede  Madrid,  á  5  de  Mayo  de  488i,  en  el  pleito 
pendiente  anie  Nos  un  virtud  de  recorso  de  casación  por  iatracci^o  do 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro 
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de  etUeapiUl  y  en  la  Sala  aegonda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  It 
iniaD*  por  D.  Jote  Lópeí  de  ia  Osa,  representado  por  el  Procurador 
D.  Hignel  Urdíales  lliana,  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Enriqne 
Roger,  eoo  D.  Ibo  Eaparia  y  Abad,  y  enea  nombre  el  Procurador  Don 
Félix  Batán,  dirigido  por  el  Letrado  D.  Francisco  Pí  y  Margall,  sobre 
cvnipliiDiento  de  on  eontrato: 

Resultando  qne  D.  Ángel  loan  Alvareí  y  D.  Cipriano  de  Rivts,  por 
fsentora  otorgada  en  esta  corte  en  43  de  Julio  de  4866,  vendieron  á 
oenao  onfiléotieo  á  D.  Antonio  Granadoa  y  Navarra  4.000  pies  cuadra- 
dos de  terreno  del  coarto  lote  de  los  en  qne  se  hallaba  dividido  el  Ga- 
bdI  de  Mansanares,  sito  en  térnyino  de  Villaverde,  estableciendo  en  la 
eláoaala  4*  de  la  eseritora  qne  por  precio  del  expresado  terreno  había 
de  pagar  anoalmeLte  á  los  censoalistas  ti  escudos  ó  sean  240  rs.  en  el 
día  1*  de  Julio  de  cada  afio,  capitalizados  á  on  6  por  iOO  al  respecto  de 
I  rt.  cada  pie:  pero'pasados  los  cuatro  años  del  otorgamiento  de  esta 
eseritora,  ai  al  duefio  del  dominio  dtil  le  conviniese  so  redención,  ésts 
se  fatría  en  tal  eaao  capitaiisando  la  renia  de  uno  y  medio  por  100,  ó 
sea  á  4  rs.;  en  la  cláusula  5^  que  po  obstante  lo  consignado  en  la  an- 
toTior,  se  deseontaiia  sin  embargo  del  precio  de  redención  cualquiera 
q«o  fuera  la  época  eo  que  se  verificase,  i 37  escudos  500  milésimas,  im- 
porte de  las  lineas  de  cierre  practicadas  y  proyectadas  para  entrar  en 
el  malecón,  de  cuja  cantidad  tenia *satifecho  D.  Antonio  Granados  87 
secados  600  milésimas,  y  el  resto,  ó  foeran  600  rs.,  ie  satisfaría  en  todo 
el  mes  de  Agosto  próiimo  al  otorgamiento  de  dicha  escritura.  Y  en  la 
cláQsola  40,  qse  transcurridos  tres  a&os  sin  satisfacerse  la  pensión  es- 
ttpslada  ó  no  osmpltendo  el  enfltéuta  con  laa  demás  condiciones  pacta- 
das caería  el  predio  en  comiso: 

Resultando  qne  con  lu  mismas  condiciones  de  la  anterior  escritura 
Ysndió  D.  Antonio  Granados  y  Navarro  en  9  de  Junio  de  1867  á  Don 
Ramón  Soriano  y  Furriel  el  indicado  terreno,  con  lo  que  en  cumpli- 
miento de  lo  estipulado  había  edificado  en  sí  y  á  sn  vez  D.  Ramón  So« 
riaoo  y  Parriol  lo  vendía  á  D.  José  Lopes  de  la  Osa  con  la  casa  edifica- 
da en  ^1  con  las  mismas  condiciones  enfitéuticas;  y  presente  al  acto 
D.  Ibo  Esparta,  poseedor  del  dominio  directo  que  adquirió  de  D.  Ángel 
Jaan  Alvares  y  D.  Cipriano  Rivas  poreacritora  de  22  de  Marzo  de  1869, 
ratificóla  licencia  qne  había  prestado  para  o|orgar  esta  enajenación, 
rsBSoeiando  por  aquella  ves  fU  derecho  de  tanteo  y  recibiendo  del 
comprador  el  importe  del  laudemio: 

Resoltando  que  en  It  de  Julio  del  mismo  año  de  t870  D.  José  Lopes 
de  la  Osa  reqoirió  por  medio  de  acta  notarial  á  D.  Ibo  Esparza  para  que 
conviniéndole  aprovecharse  de  las  ventajaa  qne  le  concedía  la  condición 
4*  de  la  escritora  antes  referida,  deseaba  redimir  el  censo  que  gravi- 
taba sobre  el  terreno  en  que  estaba  construida  la  casa  de  sn  propie4ad, 
fondado  por  D.  Ángel  Joan  Alvares  y  D.  Cipriano  Rivas,  y  par  tentóle 
rogaba  otorgara  la  correspondiente  escritura  de  redención  antes  del 
dia  13  de  aqoel  mes  en  que  espiraba  el  plaso  de  los  cuatro  aftos  fijados 
para  disfrslar  del  beneficio  de  la  rebaja  del  tipo  de  la  redención  y  por 
coBsigstente  dejase  libre  la  finca  de  toda  reaponsabilidad,  á  cuyo  fin 
presentaba  la  cantidad  necesaria  para  pagar  el  precio  de  la  redención 
CMOO  lo  bifoen  electo,  añadiendo  qne  de  lo  contrario  se  entendería 
q«c  no  venia  obligado  al  pago  de  los  réditos  sucesivos;  D.  Ibo  Espanta 
conteató  qne  cataba  pronto  á  formalisar  la  escritora  de  redención  de 
k  qne  le  psi teoecla,  entregándole  la  cantidad  qne  eauba  eatipnla- 
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da;  Lópeí  da  U  Osa  añadió  que  desde  loego  estiba  dispuesto  á  entregar 
el  importe  de  la  redeocióo  del  eenso,  siempre  y  cuándo  qae  D.  Ibo  Es- 
parta por  medio  de  escritora  qae  se  podía  otori^ar  en  aqoel  acto  deja  - 
ra  libre  de  toda  carga  y  gra?amen  la  finca  sobre  que  se  bailase  impa*ts  • 
lo  iqaél;£sparsa  reposo  qae  no  tenía  inconTcniente  en  recibir  el  di- 
nero por  los  derechos  qoe  taviera  sin  atenerse  á  ningana  otra  condi- 
ción; con  lo  cnai  se  conelayó  esta  acta  que  firmaron  dos  testigos,  no 
haciéndolo  Esparta  por  baber  pretendido  enseñar  este  docnmento  á 
una  persona  de  so  coofiansa  qae  se  hallaba  ínera  de  sn  cua,  pací  lo 
cail  se  le  entregase  por  espacio  de  ana  hora  y  no  haber  aeeedido  á 
ella,  no  firmando  tampoco  Lópeí  de  ia  Osa  por  no  saber: 

Resaltando  qae  D.  Ibo  Esparta  demandó  de  conciliación  en  4S  de 
lanio  de  4880  á  D.  José  Lópet  para  pago  de  S.757  rs.  87  cents.,  impor- 
te de  nueve  annalidades  de  an  censo  sobre  ana  cau  sita  en  término  de 
Ytllaverde,  á  ratón  de  240  rs.,  y  los  intereses  acamalados  de  697  reales 
89  cents.,  qae  era  la  cantidad  reclamada;  qae  el  demandado  contestó 
qae  no  reconocía  el  principal  por  no  creerlo  justo,  como  lo  probaría, 
terminando  el  acto  sin  avenirse: 

Resaltando  qoe  en  99  de  Jnlio  de  4882  D.  José  Lópet  de  la  Osa  de- 
mandó también  en  acto  de  conciliación  á  D.  Ibo  Esparta  para  qae  como 
daeños  de  anos  terrenos  en  el  Canal  de  Mantanares,  como  oansahaDien» 
ie  de  D.  Ángel  Joan  Alvares  y  D.*Cipriano  de  Rivas,  para  qae  se  le 
condenase  á  cumplir  las  condiciones  i^  y  5^  del  contrato  de  enfiténsis 
otcrgado  en  43  de  Jaíio  de  4868  á  favor  de  D.  Antonio  Granados,  y 
continuadas  primero  en  la  escritura  que  éste  otorgó  á  favor  de  D.  Ra- 
món Soriano,  y  después  en  la  firmada  por  éste  á  favor  del  demandante 
Lópet  de  la  Osa,  previa  lígnidación  por  la  falta  de  complimiento  de 
dicho  contrato,  el  demandado  contestó  qae  por  sa  parte  no  habia  ha- 
bido falta  de  complimiento  de  las  condiciones;  qae  variu  veces  había 
reclamado  á  Lópet  de  la  Osa  las  cantidades  qne  por  sn  censo  le  adeo* 
darán,  y  que  se  había  negado  siempre  A  pagar;  qae  además  en  el  acto 
le  proponía  que  previo  el  pago  de  intereses  de  lo  qae  le  adeadaba  po  - 
día  darle  la  parte  de  terreno  de  qae  se  trata,  libre  de  toda  carga,  por 
rasón  de  haber  obtenido  del  Doqne  de  Aliaga  la  deliberación  de  la  par- 
te de  censo  qae  pudiera  corresponder  al  mencionado  terreno,  y  qne  si 
Lópet  de  la  Osa  persistía  negándose  á  pagar  lo  que  le  adeadaba  j  do 
lo  verificaba  en  un  breve  plato,  fijando  para  ello  tres  mases  á  contar 
desde  la  fecha,  se  reservaba  el  derecho  qoe  la  escritura  le  concedía  de 
decomisar  la  finca;  el  demandante  insistió  en  sa  pretensión,  sin  perjai- 
cio  de  todos  ios  derechos  que  al  demandado  pudieran  corresponder, 
terminando  el  acto  sin  avenencia: 

Resaltando  que  en  43  de  dicho  mes  de  Julio  de  4889  dedujo  D.  José 
Ló||et  de  la  Osa  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  consig- 
nando como  hechos  los  antecedentes  que  quedan  referidos  á  los  qae 
añadió,  que  por  haberse  negado  D.  Ibo  Esparta  á  lo  eatipnlado  eolem  - 
nemente  en  la  escritora  de  4869  había  caoudo  notables  perjaicios  a( 
demandante  qne  se  vio  privado  de  vender  la  finca  qne  tenía  tratada  y 
ajostada  con  O.  Ensebio  Fernándet  Moreno  ea  la  cantidad  de  70.000 
reales,  con  la  condición  que  impaso  el  comprador  de  redimir  previa  - 
mente  el  censo  de  ti  escudos  innales  que  debía  sstisfacer  áD.  ibo  Es  - 
parta,  privándose  por  ello  de  los  intereses  que  dicha  cantidad  le  habie- 
ra  producido  sofriendo  an  demérito  en  el  precio  de  la  finca,  paesto 
que  probablemente  en  laaetualidad  no  ie  darían  la  cantidad  entoacet 
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«ODvenid»,  y  dedociendo  como  fandamenlo  de  derecho  qoe  la  ley  del 
«ontrato  era  la  que  eo  primer  término  debían  respetar  y  cumplir  las 
partes  contratantes;  j  que  el  qoe  volontariamente  faltaba  k\  campli- 
miento  de  una  obiij^ación  á  indemnizar  todos  los  perjuicios  que  con  su 
comporta  miento  ocasionase  á  la  otra  parte,  termina  suplicando  qne  se 
«ondenase  en  su  día  i  D.  Ibo  Esparza  á  campUr  las  cláusulas  4*  y  5* 
de  contrato  de  enfiléoRís  ó  indemnizar  los  perjuicios  ocasionados  al 
demandante  previa  liquidación  y  á  pagar  las  costar  del  juicio: 

Resultando  que  celebrado  el  acto  de  conciliación  antes  referido, 
D.  Ibo  Esparza  impugnó  la  demanda  fondada  en  que  mediante  la  en- 
trega del  capital  estipulado  regulado  no  venía  obligado  el  censualista 
sino  á  redimir  el  censo  constituido  á  su  favor;  que  no  había  ley  alguna 
qoe  le  obligase  á  redimir  las  demás  cargas  que  pesaran  sobre  la  finca 
reclamada  cuando  hubieran  sido  consignadas  en  la  escritura  de  venta 
del  dominio  útil  y  reconocidos  j  aceptados  por  el  comprador;  que  ha- 
biendo diferido  Esparza  á  redimir  el  censo  de  autos  y  negándose  sólo  á 
redimir  las  otras  cargas  según  pesaban  sobre  la  otra  finca,  amplió  la 
obligación  qoe  la  ley  y  el  contrato  le  imponían  y  no  había  incurrido 
en  ninguna  responsabilidad;  que  si  no  se  hizo  la  redención  fué  por 
culpa  del  demandante  qoe  se  empeñó  en  exigir  del  censualis^ta  lo  que 
no  te  debía  ni  podía  en  manera  alguna  deberle;  qoe  aun  siendo  cierto 
qoe  en  ést^  hubiese  estado  la  falta  no  tendría  el  censatario  derecho  á 
reclamar  daños  y  perjuicios,  ya  porque  no  los  alegó  ni  los  hubo,  y  ya 
porque  eon  arreglo  á  la  ley  recopilada,  si  tanta  importancia  daba  á  U 
redención  podía  haberla  hecho. hacer  judicialmente;  suplicando  por 
tanto  que  se  le  absolviese  de  la  demanda,  reconviniendo  al  demandan- 
te para  que  se  declarara  que  había  caído  en  comiso,  por  falta  de  pago 
del  canon  esupuiAdo,  la  finca  de  4.000  pies  de  terreno,  sita  en  el  térmi- 
no de  Yillaverde  y  constitutiva  del  cuarto  lote  del  Canal  de  Manzana- 
res, siendo  por  consecuencia  de  la  plena  y  absoluta  propiedad  de  Don 
Ibo  Esparza  y  condenando  en  las  costas  y  pago  de  la  reconvención  á 
D.  José  López: 

Resultando  qne  suministrada  prueba  por  el  demandante  y  sustan- 
ciado el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  esta  corte  dictó  en  24  de  Junio  de  1883  sentencia  revocato- 
ria, condenando  á  D.  Ibo  Esparza  y  Abad  á  qne  cumpliendo  las  cláusu- 
las 4*  y  5*  de  la  escritura  de  13  de  Julio  de  1866,  otorgase  á  D.  José 
López  de  la  Osa  escritura  de  redención  del  censo  impuesto  sobre  los 
4.000  pies  de  terreno  en  el  cuarto  lote  de  los  en  que  se  halla  dividido 
el  Canal  de  Manzanares,  término  de  Villaverde,  declarando  no  haber 
lagar  ni  á  condenar  á  Esparta  á  la  indemnización  de  perjuicios,  ni  á 
declarar  haber  caído  en  comiso  por  falta  de  pago  de  las  pensiones 
durante  tres  años  la  finca  expresada,  gravada  eon  dicho  censo  enfitóa- 
tico:  , 

Resultando  que  D.  Ibo  Esparza  interpuso  recurso  de  casación,  ale- 
gando: 

'  Que  se  infringía  ja  cláusula  40  del  contrato  enfítéutico,  según  la 
~*  transcurridos  tres  años  sin  satisfacer  el  enfítéuta  la  pensión  esti- 

da,  ó  no  cumpliendo  con  las  demás  condiciones  pactadas,  caerá  el 

ilio  en  comiso: 
1^  Que  infringe  además  la  ley  98,  tít.  8^,  Partida  5*,  que  previene 

si  la  cosa  dada  á  censo  enfitéutíco  es  de  hombre  lego  y  el  censata- 

retuvo,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  dejó  de  pagar  el  censo  por  tres  años» 
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poeden  en  adelante  los  señores  de  la  finca  tomarla  sin  mandato  del 
José: 

3^  Qae  en  la  apreeiaeión  de  las  pruebas  se  había  cometido  on  error 
de  hecho  que  resultaba  del  acta  notarial  de  II  de  Jnlio  de  1870,  acto 
auténtico  puesto  que  de  ella  se  deducía  resistencia  de  Esparta  á  la  re«- 
deneión  det  censo,  cuando  por  ella  se  acreditaba  todo  lo  contrario;, 
easo  de  casación  según  el  párrafo  séptimo  del  art.  I69S  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento: 

4^  Y  que  al  apreciarse  las  pruebas  se  babíi  cometido  un  error  de 
derecho  suponiendo  que  por  haber  pedido  Esparta  en  acto  conciliato  - 
rio  el  15  de  Junio  de  1880  las  pensiones  vencidas  del  censo,  renunc!6^ 
virtualmeiiie  al  comiso  de  la  finca,  pues  cuando  de  un  contrato  nací«in 
dos  acciones  podía  ejercitarse  la  que  se  quisiera  mientras  no  hubiera 
prescrito  ninguna,  y  sobre  todo  mientras  no  se  hubiera  deducido  al- 
guna en  juicio,  como  aquí  sucedía,  puesto  que  el  acto  de  conciliación 
no  era  masque  la  preparación  de  un  juicio,  y  al  de  15  de  Junio  no  se 
le  siguió  la  COI  respondiente  demanda;  caso  contenido  también  en  ios^ 
párrafos  y  artículos  últimamente  citados. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  se  hace  supuesto  da  la  cuestión  para  alegar  como 
infringidas  las  rláusulas  10  del  contrato  enfitóutieo  y  la  ley  28,  tít.  8°, 
Partida  5*,  que  se  citan  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  por- 
que si  bien  en  la  enfitéusis  es  inexcusable  la  obligación  de  pagar  el 
censo  ó  canon,  y  que  la  referida  ley  impone  la  pena  del  comiso  al  e&fi- 
téuta  que  deja  de  cumplirlo  por  espacio  de  tres  años,  esto  se  entien^le 
siempre  que  aquél  no  baya  tenido  justa  causa  para  dejar  de  hacer  di- 
eho  pago,  y  alegada  tal  causa  como  ha  socedido  en  el  caso  préseme, 
queda  al  arbitrio  judicial  la  decisión  de  si  dicha  pena  es  ó  no  aplicable: 

Considerando  en  cuanto  al  tercero  que  se  parte  de  una  apreciación 
inexacta  para  suponer  que  en  la  sentencia  se  ha  cometido  el  error  de^ 
hecho  que  en  dicho  motivo  se  aduce,  pues  ia  Sala  sentenciadora  na 
afirma  que  D.  Ibo  Esparza  ofreciera  resistencia  en  el  acto  del  otorga- 
miento de  la  escritura  de  redención,  sino  que  requerido  aquél  en  tiem- 
po oportuno  con  la  presentación  del  capital  redimible  y  aceptado  por 
aquél,  no  se  había  realizado  el  acto  por  la  omisión  del  redimen  te  y  no 
existe  por  consiguiente  error  alguno  de  hecho: 

Considerando  respecto  al  cuarto  que  se  dirige  contra  un  razona- 
miento de  la  sentencia  recurrida  que  no  afecta  esencialmente  á  su  par- 
te dispositiva,  y  sin  el  cual  quedaba  aquélla  subsistente,  y  por  lo  tanto^ 
es  improcedente  para  producir  la  casación  de  aquélla  aun  suponiendo 
exacto  el  error  de  derecho  que  el  recurrente  les  atribuye; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ibo  Esparza  y  Abad,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certifi» 
caeión  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y  de  los  do- 
camentos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  5  de  Mayo  de  188i^ 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  10  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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aii  en  U  proporeión  que  i  eada  oqo  da  los  interesados  eorrespondiera 
por  haberlo  convenido  las  partes;  y  en  sa  eonsecaeneit  se  librara  or- 
den al  Jnes  municipal  de  la  villa  de  Faentes,  para  qoe  acompañado  del 
perito  público  y  de  los  interesados  concarríesen,  para  lo  enal  se  cita- 
rían en  forma,  se  llevara  á  efecto  la  división,  acreditándola  por  dili- 
gencia: 

Resultando  ane  noti6cada  la  sentencia  al  actor  y  i  Conejo,  en  pro- 
▼fdencta  de  H  de  Junio  se  mandó  citar  á  D.  Ramón  Fraile  para  que 
concurriera  á  la  división  de  la  finca  y  que  se  librara  la  orden  al  Jnet 
para  que  procediera  á  la  práctica  de  la  divisi')n;  y  en  cumplimiento  de 
di^ha  orden  nombró  el  Joes  comisionado  como  peritos  nn  maestro  aU- 
rífe,  y  otro  carpintero  y  ctro  herrero,  los  qoe  en  49  de  Junio  de  4879 
principiaron  las  operaciones  conducentes,  y  faé  devuelta  la  orden  cum- 
plimentada en  44  de  Junio  signiente: 

Resultando  que  en  46  de  Julio  de  4879  otorgaron  escritura  D.  Ra- 
món Fraile  y  Fernandas  y  Dofta  Josefa  Aguilar  Galindo,  por  la  que 
aquél  vendió  á  la  segunda  en  precio  da  600  pesetas  que  tenia  recibidas 
de  la  misma  la  cuarta  parte  proíudiviso  de  la  casa  calle  de  Lara,  nú- 
mero 7,  de  la  villade  Puentes,  que  le  pertenecía  por  haberla  comprado 
^n  4868  á  la  propia  Doña  Josefa;  declarando  el  vendedor  qoe  había  sido 
demandado  de  conciliación  por  D.  Manuel  \rce,  condueño  de  la  finca, 
para  que  se  presentara  á  su  división,  y  aunque  contestó  que  no  tenía 
dificultad  en  eilo  si  se  le  relevaba  de  todo  gasto,  no  fué  aceptada  esta 

Sroposición  y  el  acto  no  produjo  convenio,  después  de  lo  cual  se  le  ha- 
ía  citado  para  la  división,  á  consecuencia  de  un  pleito  ordinario  para 
el  cual  no  había  sido  emplasado  Fraile,  ni  se  le-hafoí^  o(do,  ni  nombra- 
do peritos  para  la  división  á  pesar  del  derecho  que  le  concedia  la  ley; 
coyas  irregularidades  daban  acción  á  Fraile  para. reclamar  contra  lo 
Dbrado,  y  tal  acción  y  derechos -ios  transmitió  á  la  compradora;  dicha 
escritura  fué  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  4*  de  Agosto 
de  4879: 

Resultando  que  en  3  de  Abril  de  4880  Doña  Josefa  Aguilar  Galíndo 
dedujo  demanda  contra  D.  Manuel  Arce^  en  la  que  después  de  exponer 
los  antecedentes  referidos,  que  para  la  división  de  la  casa  de  qoe  se 
trata  no  se  había  contado  con  la  voluntad  y  cooperación  de  la  deman- 
dante ó  su  causante,  y  que  la  casa  no  tenia  cómoda  división,  y  se  ba- 
tía verificado  de  un  modo  caprichoso  y  perjudicial  álos  intereses  de  la 
demandante,  pidió  se  declarase  la  nulidad  de  la  separación  hecha  de 
las  particiones  qoe  correspondían  á  cada  uno  de  los  dueños  de  la  finca 
en  cuestión,  mandando  que  continnssen  mancomunadas  y  proindiviso,  . 
y  que  á  costa  de  D.  Manuel  Arce  se  repusiera  la  situación  de  la  casa  al 
ser  y  estado  en  que  se  encontraba  antes  de  la  partición,  haciendo  des- 
aparecer todo  lo  que  se  había  construido  para  llevarlo  á  cabo  y  resa- 
nando y  subsanando  lo  qoe  se  había  destruido  con  imposición  de  cos- 
tas al  demandado: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  i  D.  Manuel  Arce, 
solicitó  se  le  absolviera  de  ella  y  se  condenara  i  Doña  Josefa  Aguilar  i 
perpetuo  silencio  y  en  las  costas  del  juicio,  alegando  al  efecto  que  Don 
Ramón  Fraile  convino  en  el  acto  de  conciliación  en  que  se  practicara  la 
división  de  la  casa;  que  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  que  Arce  si- 
guió contra  el  condueño  D.  Agustín  Conejo  por  la  que  se  acordó  la  di- 
visión, quedó  firme  y  la  consintió  Fraile  en  el  hecho  de  no  oponerse  á 
«UB  efectos  coando  se  le  citó  para  llevar  á  la  práctica  la  división  ordo- 
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tal  recUmaeión  á  la  persona  del  vendedor  ó  de  quien  fueee  su  legiHmf^^ 
representante,  ni  qne  la  hiciera  dentro  del  término  legal; 

Y  V  Que  tratándote  de  una  compraventa  mercantil  hay  que  atenerse 
é  io  que  para  e$ta  dase  de  contratos  establece  el  art,  372  y  375  del  Código- 
de  Comercio. 

Bd  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Nayo  de  1884,  en  el  pleito  peo- 
diente  ante  Nos  en  virtud  de  recarso  de  casación  por  infracción  de  ler, 
segoido  en  el  iozgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pedro  de- 
Barcelona j  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  ciu- 
dad por  D.  José  Coma,  que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribu- 
nal, con  D.  Ramón  Preixa,  representado  por  el  Procurador  D.  Juan  An-^ 
tonio  Asensio  y  defendido  por  el  Letrado  D.  Diego  Montant  y  Dntri» 
sobre  psgo  de  pesetas: 

Resultando  que  ejercitando  D.  Josó  Goma  las  acciones  de  venta  y  la 
de  h  entrega  de  la  rosa  vendida,  dedujo  en  47  de  Marzo  de  1879  la  de* 
manda  objeto  da  estos  autos  para  que  se  condenara  á  D.  Ramón  Preiza 
al  pago  de  I.9u5  pesetas  64  céntimos  con  sus  intereses  desde  el  día  qu» 
hubiera  logar  y  recargo  de  todas  las  costas,  daños  y  perjuicios,  como 
importe  en  junto  de  cinco  facturas  de  géneros  que  compró  á  la  casa  de- 
mandante en  10  de  Abril,  7  y  II  de  Mayo  y  9  de  Junio  de  1875  y  <5  do- 
Enero  de  1876: 

Resultando  qne  D.  Ramón  Freixa  impugnó  la  demanda  fundado  en 
qne  los  S5  paquetes  de  algodón  de  la  primera  de  dichas  facturas  resul- 
taron defectuosos,  de  modo  que  no  pudo  tejerse,  lo  cual  se  puso  á  sia 
debido  tiempo  en  conocimiento  de  la  casa  de  Goma,  y  el  apoderado  de 
éste  D.  Juan  Nata  ofreció  hacer  los  abonos  correspondientes  el  día  del» 
liquidación,  la  cual  no  había  tenido  aún  efecto  á  pesar  de  haber  trans* 
eiirrido  cuatro  años;  que  el  algodón  de  la  factura  de  7  de  Mayo  adole- 
cía de  los  mismos  defectos,  habiéndose  el  género  como  el  saldo  ocasio- 
nado gran  pérdida;  el  de  la  de  11  del  mismo  mes  resalló  además  áspera 
y  quemado,  prometiendo  la  casa  vendedora  hacer  iguales  abonos;  que 
en  la  factura  de  9  de  Junio  se  leía  9  de  Mayo  y  en  esa  fecha  no  «e  hizo 
compra  alguna,  y  si  se  entendía  que  era  de  9  de  Junio  el  género  tenía 
iguales  defectos  que  los  anteriores,  teniendo  que  sufrir  tas  mismas  con- 
secuencias y  pérdidas,  y  que  tampoco  era  exacto  que  hubiese  hecho  el 
pedido  á  que  se  refería  la  factura  de  15  de  Enero  de  1876,  por  no  que- 
rer tratar  más  en  algodón  de  la  casa  Goma,  y  si  era  cierto  que  con  aque- 
lla fecha  fué  entregado  el  género,  resultó  igualmente  sin  condicionea 
para  poderlo  tejer;  que  por  consiguiente  la  casa  vendedora  en  lugar  do 
sfr  acreedora  por  la  cantidad  que  sumaban  en  junto  las  cinco  facturaa^ 
«Haba  obligada  á  la  evicción,  siendo  necesario,  como  el  tenedor  D.  Juan 
Mata  ofreció,  proceder  á  la  liquidación  de  las  ventas,  practicada  la  cual 
se  sabría,  haciendo  la  compensación  del  crédito  que  fuera  verdadero  y 
fl  abono  de  los  daños  y  perjuicios  sufridos,  quien  fuera  acreedor  óden- 
dor  por  razón  de  las  operaciones  consignadas  en  las  facturas  referidas: 

Resultando  que  las  partea  practicaron  prueba  y  el  Juez  de  primera 
instancia  dictó  sentencia,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  9  de  Junio  de  1881,  conde*» 
nando  á  D.  Ramón  Freixa  á  pagar  á  D.  José  Goma  dentro  de  10  días  la 
cantidad  de  1.995  pesetas  64  céntimos,  precio  de  los  géneros  que  expre- 
saban las  facturas  de  los  folios  4  al  8  de  los  autos,  intereses  legales  de 
dicha  cantidad  á  razón  del  6  por  100  desde  el  día  en  que  dichos  género» 
le  fueron  entregados  y  las  costas  cansadas  en  el  juicio: 
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t^  Quipara  inwílidar  la  apreciaei4ín  di  la  prueba  hecha  por  la  Salm 
saniencíadora,  es  predio  retuUi  el  error  de  hecho  ó  de  derecho  que  á 
dicha  apreciacián  airih^ya  el  recurrente  de  la  manera  ¡f  en  la  forma 
qne  emige  elnúm,  V  del  arL  169t  de  la  ley  de  Bnfuieiamiento  eiüil; 

73""  Que  no  ie  infringen  las  ieveiiH  y  i^9,tiL  18,  Partida  Z^  f 
8^  til.  3^  de  la  mitma  Partida,  ii  la  Sala  eenteneiadora  no  ha  detcono- 
eido  el  valor  y  ejleaeia  de  unoi  doeumenloi,  eino  que  dándola  iu  Virda* 
dera  iignifieaeián  apneié  que  no  tinian  el  alcance  que  pretende  el  recu  - 
Trente. 

En  la  vilJa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Mayo  de  4884,  en  el  pleito  peo- 
diente  ante  Nos  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción  de  ley» 
segnido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la^Unión  y  en  la  Salado 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Eduardo  Nevell  WmI  y 
Compañía,  representado  por  el  Procorador  D.  Ignacio  de  Santiago  y 
Sánchez  y  defendido  por  el  Lieenciado  D.  José  Gómez  Acebo,  con  Don 
Tomás  Campoy  y  Pardo,  y  en-so  nombre  el  Procarador  D.  Juan  Anto- 
nio AsensiOf  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Manuel  Alonso  Martines» 
sobre  cumplimiento  de  un  contrato: 

Resultando  que  la  razón  social  Waii  y  Compañía^  de  Cartagena,  y 
D.  Tomás  Campoy  y  Pardo,  celebraron  un  contrato  en  19  de  Octubre 
de  1878  por  seis  meses,  á  contar  desde  I®  de  aquel  Octubre  hasta  el  31 
de  Marzo  de  4879,  obligándose  Campoy  á  entregar  en  el  costado  del 
bnqoe  6.00.0  toneladas  de  mineral  de  hierro  seco  que  contuviera  un  5i 
por  too,  y  Wait  á  pagar  por  cada  tonelada  de  4.016  kilogramos  30  ra., 
haciéndose  los  pagos  definitivos  por  los  conocimientos  de  los  Capitanes 
de  los  boques,  y  abonándose  mutuamente  á  buena  ley  la  diferencia  por 
falta  ó  exceso  de  peso  en  el  punto  de  la  descarga: 

Resultando  que  en  20  de  Febrero  del  referido  año  1879  celebraron 
otro  contrato  semejante  por  cinco  meses,  á  contar  desde  4*  de  Marzo, 
al  precio  de  39  rs.  tonelada,  y  en  t%  de  Setiembre  siguiente  otro  á 
igual  precio  por  siete  meses,  á  contar  desde  dicho  día;  habiendo  por  úl- 
timo celebrado  otro  contrato,  por  el  cual  Campoy  vendió  á  Wait  y  Com- 
pañía 4.700  toneladas  de  mineral  de  hierro  y  8,50  de  manganeso,  al  pre- 
cio cada  una  de  las  primeras  de  38  rs.  y  50  de  las  segundas,  hallándose 
las  partes  conformes  en  la  certeza  de  estos  contratoa,  asi  como  con  la 
liquidación  de  cuentas  presentadas  en  el  pleito,  practicada  con  arreglo 
á  ellos  por  los  recibos  de  cantidades,  por  los  conocimientos  de  los  Ca- 
pitanes de  los  buques  de  embarque  de  mineral  y  por  los  certificados  de 
ios  pesos  de  toneladas  en  los  pontos  de  arribada: 

Resultando  que  la  razón  social  Wait  y  Compañía  en  carta  de  98  de 
Agosto  de  4879  que  ha  reconocido,  participó  á  D.  Tomás  Campoy  sft 
conformidad  de  hacer  nuevo  contrato  de  hierro  seco  á  39  rs.  tonelada 
poesto  á  bordo  en  Portnán,  siempre  que  su  tipo  fuese  algo  más  del  5t 
-  por  400  de  hierro  metálico,  no  podiendo  contestarle  aquel  día  sobre  la 
cantidad,  aun  cuando  lo  harían  dentro  de  tres  ó  cuatro,  así  como  res- 
pecto al  manganeso;  y  que  según  el  recibo  y  los  apuntes  de  Wait,  el 
saldo  de  Campoy  era  de  46.938  rs.,  bajando  87  toneladas  ane  habían 
faltado  en  el  vapor  Socóte  Guy^  la  cual  le  entregaba  por  saldo  hasta  la 
fecha: 

Resultando  que  D.  Tomás  Campoy  firmó  en  98  de  Agosto- de  487^ 
un  recibo  á  favor  de  Wait  y  Compañía  de  19.029  rs.  por  cuenta  de  sa 
saldo  en  la  liquidación  de  34  de  Julio  y  el  cargamento  del  vapor  Slreue 
Kalhx 
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«aldo  avjeto  i  reetificaeióo;  qoe  era  ineiaeto  qoe  Gampoy  habiera  en- 
tregado más  minerales  qoe  los  expresados  en  la  liquidación  preseolada 
con  la  demanda,  y  por  tanto  inexacto  el  fondamento  de.l&  reeonveii- 
eión,  de  la  cual  no  se  aeoropaftaba  jostificante  algono,  y  que  la  eaee- 
tión  qoedaba  en  último  tórmino  reducida  á  determinar  qué  minerales 
iiabia  entregado  Gampoy  y  qué  sumas  habían  satisfecho  los  demandan* 
tes  por  e6enta  de  los  contratos,  cuya  autenticidad  tenían  reconoeídn 
ambas  partes,  liquidando  así  las  resultas  de  los  mismos,  á  lo  cnal  ne 
podian  negarse  ni  uno  ni  otro  contratante: 

Resultando  que  suministrada  por  las  partes  prueba  de  testigos  y 
sustanciado  el  juicio  en  dos- instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  jodien 
cía  de  Albacete  dictó  en  3  de  Julio  de  1881  sentencia  confirmatoria, 
declarando  que  D.  Tomás  Gampoy  y  Pardo  Tiene  obligado  á  entregar 
á  D.  Eduardo  Nevell,  Wait  y  Gompañía  el  completo  de  ios  minerales, 
para  cuyo  pago  recibió  de  éstas  las  cantidades  que  acreditan,  ó  en  su 
defecto  á  pagarle  la  suma  de  62.843  rs.  ó  sean  Í5.7Í0  pesetas  75  cén- 
timos, como  resultado  de  los  anticipos  hechos  á  aquél  por  éstos  y  no 
reintegrados,  condenándole  en  su  consecuencia  á  la  entrega  del  com- 
pleto de  dichos  minerales,  ó  en  so  defecto  al  pago  de  la  procedente 
suma  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  su  demora  y  al  pago  de 
las  costas  de  la  segunda  instancia,  absolviendo  á  la  Sociedad  Wait  y 
Gompañia  de  la  cantidad  pedida  por  el  demandado  Gampoy  en  sa  re- 
convención: 

Resultando  que  D.  Tomás  Gampoy  y  Pardo  interpuso  recurso  de 
easacióo,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1^  La  ley  del  contrato  y  la  i*,  tit.  i*,  libre  < O  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, puesto  que  por  la  carta  y  recibo  de  28  de  Agosto  de  4879  se 
establecía  y  fijaba  el  saldo  de  la  liquidación  practicada  hasta  aquella 
fecha  por  los  interesados  que  por  la  sentencia  se  dejaba  sin  valor  ni 
efecto  alguno;  la  ley  31,  tít.  41  de  la  Partida  5^  que  interpretada  á 
^OH&ario  iensu,  establece  la  fueria  irrevocable  de  las  liquidaciones  ó 
cuentas  que  los  hombres  hiciesen  entre  sí  sin  hacer  engaño  en  darlas, 
y  la  doctrina  legal  establecida  en  consonancia  con  dicha  le/ en  las  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  de  13  de  Havo  de  1864,  8  de  Mayo  y 
U  de  Diciembre  de  4869,  SI  de  Febrero  y  19  de  Abril  de  1871  y  46  de 
Enero  de  4874,  declarando  en  resumen  que  la  liquidación  de  una  cuen- 
ta y  la  entrega  de  su  importe  cancela  todas  las  anteriores,  quedando 
«firme  y  no  podiendo  ser  alterada  por  otra  que  se  presente  con  poste- 
rioridad, sin  que  pueda  ntilisarse  en  juicio  alguno  ninguna  que  proce* 
da  de  contratos  anteriores: 

9°  No  podiendo  menos  de  entenderse  definitiva  toda  liquidación  en- 
tre  partes  á  no  ser  que  se  advierta  que  es  provisional,  y  habiendo  esti- 
mado la  sentencia  con  notorio  error  de  hecho  y  de  derecho  de  las  prue* 
bas  practicadas  con  la  liquidación  establecida  en  el  recibo  y  la  carta  de 
S8  de  Agosto  de  4879  era  meramente  provisional,  la  citada  ley  del  con- 
trato en  el  texto  claro  y  explícito  de  los  dos  expresados  documentos, 
la  doctrina  legal  que  declara  ipnecesaria  y  prohibe  la  interpretación 
de  aquellos  contratos  claros  y  explícitos  en  su  texto  y  condiciones, 
doctrina  que  este  Supremo  Tribunal  ha  sancionado  en  nameroaes  fallos, 
entre  otros,  en  los  de  t4  de  Febrero,  44  de  Abril  y  18  de  Setiembre  de 
4865,  8  de  Febrero  de  1876  y  tS  de  Marzo  de  4880: 

Y  3^  Habiendo  justificado  el  recurrente  sa  excepción  respecto  de  la 
<nal  tenia  la  consideración  legal  de  actor  por  los  documentos  privados 
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^e  t%  de  Agosto  de  4879,  preseaudo  ano  por  el  demtndaDte  y  reeo- 
noeido  el  otro  por  él  bajo  joramenlo,  teniendo  por  lo  mismo  los  dos  la 
f  aerta  probatoria  necesaria  al  prescindir  la  sentencia  de  sa  valor  legal 
estimando  la  demanda  j  rechazando  la  reconvención  qae  á  ella  se  opa- 
-eo  por  el  mérito  de  dichos  documentos,  las  leyes  114  y  <I9,  lít.  19, 
Partida  3*  qoe  consagran  la  valides  y  la  faersa  probatoria  de  los  doco- 
Dientos  privados  reconocidos  en  forma,  y  la  8^  del  tít.  3*  de  la  misma, 
Partida,  según  la  cail,  otorgada  por  el  demandado  la  demanda,  pero 
probada  por  él  al  propio  tiejnpo  la  defensión  qoe  hubiera  puesto  el 
■  Joigado,  débele  dar  por  quito  de  la  demanda  y  facer  que  el  demanda  - 
dor  peche  las  costas  que  hubiere  hecho  el  demandado  en  esta  raaón: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  el  fundamento  de  la  pretensión  del  demandado 
Campoy  para  qoe  se  le  absolviese  de  la  demanda  contra  él  interpuesta 
por  la  Sociedad  Waitf  Compañía  y  el  déla  reconvención  que  á  la 
misma  opuso,  esiá  reducido  át|ue  saldadas  completamente  las  cuentas 
que  entre  uno  y  otro  meJíaron  hasta  31  de  Julio  de  4879,  las  entregas 
posteriores  á  esta  fecha  de  dinero  y  mineral,  arrojaban  un  saldo  á  su 
favor  scRtta  la  cuenta  que  presentó  de  96.300  rs.: 

Considerando  que  se  hace  supuesto  de  la  cuestión  para  alegar  como 
infringidas  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  en  loi  dos  primeros  moti 
▼os  del  recurso,  porque  para  ello  se  da  como  cierto  que  la  liquidación 
á  que  se  refieren  la  carta  y  recibo  de  1878  era  definitiva,  cuando  la 
'Sala  sentenciadora,  por  el  conteito  de  esos  mismos  documentos,  y  por 
el  de  los  demás  recibos  que  obran  en  autos  y  se  mencionan  en  la  sen- 
tencia recurrida,  apreció  que  no  tenía  aquel  carácter  y  signiílcación, 
sin  que  resulte  el  error  de  hecho  y  de  derecho  que  á  esta  apreciación 
atribuye  el  recurrente  de  la  manera  y  en  la  forma  que  exige  el  nóm.  7^ 
del  art.  4691  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  son  por  consiguien- 
te inaplicables  al  presente  caso,  y  no  han  podido  infringirse  las  citadas 
layes  y  doctrinas: 

«  Considerando,  en  cuanto  al  tercero,  qoe  tampoco  lo  han  sido  las  le- 
yes 144,  449,  tit.  48,  Partidas  3^  y  8^  tit.  3^  de  la  misma  Partida  qoe 
-en  él  se  citan,  porque  la  Sala  sentenciadora  no  ha  desconocido  el  valor 
y  eficacia  de  los  documentos  á  que  dicho  motivo  se  refiere,  sino  que 
dándole  su  verdadera  sigaificacióo  apreció  que  no  tenían  el  alcance  que 
pretendía  el  recurrente:  f 

Considerando,  además,  que  otro  de  los  fundamentos  de  la  sentencia 
neurrida  es  el  de  que  las  partidas  de  cargo  y  data  de  la  cuenta  presen- 
tada por  el  demandado  y  de  que  antes  se  ha  hecho  referencia,  aparr- 
cían  sin  justificante  documental  ni  testifical,  contra  cuya  apreciación 
en  este  punto  concreto  y  determinado  no  se  ha  alegado  infra::cióa  al 
gana; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re 
earso  de  casación  interpuesto  por  D.  Tomás  Campoy  y  Pardo,  á  qnien 
eondenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  deposiiada, 
que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Al- 
bieete  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento qooha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  7  de  Mayo  de  1884. 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  4 1  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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RceaiHio  die  raaaelén  (7  dé  Mayo  de  \SSi).^Sala  primera. — 
Ejscügiór  db  8b?«T£ncia.— No  ba  logar  al  interpoetto  por  D.  José  Ma- 
ría Higuera  con  D.  Jerónimo  Martines  Locaba  (Audiencia  de  Burgos),  j 
se  resuelve: 

Qu0  kaHendo  muerto  en  el  transcurso  del  pUilo  cinco  de  los  seis  ca  ■ 
Hilos  que  se  mandaron  devolver  á  la  persona  á  quien  se  habían  embar- 
gado^ no  es  posible  verificar  la  entrega  material  de  los  mismos,  y  surge 
la  cuestión  de  responsabilidad,  que  no  ha  sido  ni  podido  ser  objeto  del 
pleito,  y  que  debe  resolverse  separadamente  y  con  la  debida  discusióni 
f  en  este  concepo,  y  habiendo  sido  este  el  fundamento  del  auto  neurri 
do^  no,  han  podido  infringirse  la  ley  1 9.  tit.  V2,  Partida  3^,  los  artículos 
926  y  928  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  doctrina  legal  admití-' 
da  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  y  consagrada  por  el  Supre- 
mo, de  que  los  Jallos  dictados  en  cumplimiento  de  otro  ejecutorio,  si  con- 
trarian  étte  ó  extienden  sus  disposiciones  á  más  de  lo  que  comprende  su 
parte  dispositiva,  son  nulos  de  derecho. 

£o  Ir  viIU  y  corte  de  Madrid,  4  7  de  Mayo  de  f8Bi,  en  lotaotosse- 
gaidos  eo  el  iutgado  de  primera  instancia  de  Santoña  y  en  la  Sala  do 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Jerónimo  Martinex  de  Lomba, 
▼ecino  de  Liérganes,  con  el  Ayuntamiento  de  este  pueblo,  y  D.  José  Ma- 
ría Higuers,  comerciante,  de  la  propia  vecindad,  sobre  tercería  de  do- 
mimo,  en  el  dU  ejecución  de  sentencia;  pleito  que  pende  ante  Nos  ea 
virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  á  nom- 
bre de  Higuera  por  el  Procurador  D.  Francisco  Egea,  bajo  la  dirección 
del  Licenciado  D.  José  Aguilera  M^lóndex,  no  habiendo  comparecido 
ante  este  Tribunal  Supremo  los  demás  interesados:  • 

Resultando  oue  con  motivo  de  las  responsabilidades  que  afectaban 
áD.  José  María  Higuera  en  virtud  de  un  contrito  celebrado  con  el  Ayun- 
tamiento de  Liérganes,  porque  aquél  se  obligó  como  fiador  de  D.  Pede- 
rico  Biistamsnte,  rematante  del  ramo  de  consumos  del  ¿ño  económico 
de  1879  á  1880,  cuyo  contrato  se  declaró  de'spoés  rescindido  por  Real 
orden  de  40  de  Agosto  de  1880,  á  instancia  del  Ayuntamiento  ae  proce- 
dió al  embargo  como  de  la  propiedad  de  Higuera  de  seis  caballos  de  tiro, 
una  silla  y  áreos;  que  en  an  consecuencia  D.  Jerónimo  Martínei  dedo- 
jo  demanda  de  tercería  de  dominio  á  los  bienes  embargados,  á  lo  qno 
se  opuso  el  Ayuntamiento,  prestando  sn  conformidad  a  ella  Higuera, 
y  seguido  el  juicio  por  sos  trámites  y  por  dos  instancias,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  por  sentencia  de  29  de  Diciembre  de 
4881,  revocatoria  de  la  del  Juet,  declaró  terminados  estos  autos  de  ter- 
cería al  ser  y  estado  qoe  tenían  coando  á  ellos  se  onió  la  Real  orden  de 
iO  de  Agosto  de  1880,  y  mandó  qoe  los  ciiballos,  jaex  y  silla  embargados^ 
se  entregaran  á  D.  José  María  Higuera,  que  fué  al  que  se  eoibarg^ron,. 
dejando  reservado  á  éste,  y  en  sa  caso  al  que  fuera  dueño  de  dicbos  ob- 
jetos, del  derecho  de  que  se  creyera  asistido  para  reclamar  del  A  yanta- 
miento  constitucional  de  Liérganes  los  perjuicios  qoe  se  le  hayan  se- 
goido  por  el  no  oso  á'  beneficio  de  los  expresados  caballos,  arreos  y  srlli^ 
desde  qoe  la  precitada  Real  orden  figuró  en  los  aotos,  condenando  ea 
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las  eottas  á  D.  Jerónimo  Martines  y  el  Ayuntamiento  de  Ltérganes  por 
iguales  partea: 

Resaltando  qoe  devaeltos  los  ántos  al  Jatgado  con  la  correspondien- 
te eertificación  se  mandó  guardar  y  eamplir  lo  resuelto  por  la  Soperio* 
ridad,  y  en  so  conseeneneia  se  practicaron  varias  actuaciones  para  sn 
ejecoeión;  qne  por  auto  de  i 5  de  Noviembre  de  1882  se  mandó  á  ins* 
Uncía  de  Higuera  qne  por  el  Ayuntamiento  de  Liéri^anes,  y  en  su  re- 

Srcsentación  su  Alcalde  Presidente,  se  hiciera  entrega  á  aquél á  término 
e  quinto  día,  de  los  seis  caballos,  jaez  y  dem¿s  que  le  fueroa  em- 
bargados, poniéndole  dentro  de  dicho  término  en  posesión  de  los  mis- 
mos, á  cuyo  fin  se  practicasen  las  diligencias  conducentes  qne  el  inte- 
resado solicitase,  y  en  23  de  dicho  mes  de  Noviembre,  á  nueva  instan- 
cia de  Higuera,  el  ioez  mandó  se  hiciera  saber  á  las  partes  que  á  término 
de  segundo  día  nombrasen  cada  una  un  perito,  que  á  ser  posible,  hu- 
biera conocido  y  conociera  los  caballos  y  jaes  de  que  se  trata  para  qne 
previamente  a  su  entrega  regulasen  y  tasasen  el  valor  que  tuvieran 
cuando  se  embargaron  y  que  pudieran  tener  en  el  día,  lo  mismo  que  los 
arroos  y  silla: 

Resultando  que  por  parte  del  Ayuntamiento  de  Liérganes  se  pidió 
reforma  de  aquel  proveído,  fundándose  para  ello  en  que  la  ejecutoria 
sólo  mandaba  hacer  ¿ntrega  de  los  caballos  y  demás,  pero  sin  el  previo 
juicio  pericial,  ni  tampoco  se  mencionaba  en  la  sentenciad  resarcimiento 
de  daños  j  perjuicios  que  según  dicbo  proveído  se  desprendía  contra  el 
Ayuntamiento,  y  entregadas  copias  del  anterior  escrito  á  las  partes, 
por  la  Higuera  se  presentó  otro  acompañando  la  declaración  del  perito 
que  él  mismo  había  nombrado  y  que  estuvo  como  de  eficio  por  la  no 
designación  de  las  otras  partes,  el  cual  manifestó  que  uno  de  los  caba- 
llos embargados  que  se  le  puso  de  manifiesto  valía  en  el  día  900  rs.  y 
al  embargarse  1.300;  los  otros  cinco  caballos,  muertos  en  distintas  épo- 
cas después  de  embargados»  por  haberlos  conocido  los  tasaba  en  7.000 
reales,  y  los  efectos  que  también  se  les  manifestaron  los  valuaba  en  el 
día  en  1.100  rs.,  y  á  la  fecha  del  embargo  en  2.600;  y  fundado  Higuera 
en  que  según  la  relación  que  scom panana  se  le  habían  ocasionado  daños 
y  perjuicios  por  valor  de  2.225  pesetas,  pidió,  oponiéndose  á  la  reforma 
pretendida  por  el  Ayuntamiento,  se  mandara  que  por  éste  se  le  entre- 
gara inmediatamente  el  único  caballo  que  existía,  jaes  y  silla;  y  con 
respecto  á  las  otros  cinco  qne  se  decían  muertos,  se  hubiere  por  presen- 
tada la  reelamaelón  de  daños  y  perjuicios  y  valor  de  dichos  caballos, 
deterioro  del  que  existía  y  de  los  arreos  y  silla,  con  sujeción  á  la  decla- 
ración del  perito,  y  se  condenase  al  Ayuntamiento  al  pagode  J.226  pe- 
setas, importe  de  dichos  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  en  i2  de  Diciembre  de  4882  dictó  auto  el  loes  de- 
clarando no  haber  lugar  á  reformar  la  providencia  de  23  de  Noviembre, 
y  mandó  desde  luego  se  entregase  á  Higera  el  caballo  existente  con  to- 
dos los  demás  arreos  y  silla  que  aun  se  conservan  por  el  Sr.  Alcalde  ó 
representante  del  Ayuntamiento  de  Liérganes,  y  respecto  á  la  entrega 
del  valor  de  los  demás  caballos,  del  delnérito  del  existente  y  de  los  arreos 
y  silla,  se  entregase  copia  de  la  relación  del  importe  de  todo  esto  al 
Ayuntamiento,  para  qne  dentro  de  seis  días  conteste  lo  que  tuviese  por 
conveniente: 

Resultando  qne  por  parte  del  Ayuntamiento  do  Liérganes  se  pidió 
reposición  de  dicho  auto  en  la  parte  en  que  mandaba  dar  traslado  de  Ja 
relación  de  daños  y  perjuicios  presentada  por  Higuera,  lo  cual  dijo  era 
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vBt  eoestión  nfieva  indapendienta  de  la  ejeeotorit,  poes  debería  eoo- 
trovertirse  qoién  debía  reaponder  del  precio  de  los  eaballoa,  ai  el  Ayon- 
tamiento,  el  depoaiurio  ó  ai  ban  perecido  para  el  daefto,  y  pretendió  ae 
deelaraae  que  el  Ayantamiento  do  Tenia  obligado  por  la  ejeentoria;  y 
qae  si  Hignera  se  oreia  con  derecho  al  abono  de  los  eaballoa  perecidos 
y  de  los  (eméritos  qae  dicha  relación  coooprendía,  lo  ejerciuae  en  joí- 
ció  correspondiente;  y  por  auto  que  dictó  el  Jaex  en  23  de  dicho  mes 
de  Diciembre  de  I88S,  mandó  se  estoviera  en  cnanto  á  la  entrega  del 
caballo  sobreriviente  y  demás  efectos  indicados  á  lo  dispaesto  en  aato 
del  día  iS.  y  con  la  suspensión  de  las  demás  disposiciones  del  mismo  se 
reeer?e  á  Higera  ó  á  qaien  fuese  dnefto  (|«  dichos  caballos  y  arreos  el 
derecho  qoe  Yiere  procedente  para  reclamar  en  otra  vía  su  importe  y 
dahoe  y  perjuicios  cansadoacon  el  depósito  por  el  nopso  ó  beneficio  de 
aquéllos,  ain  hacer  especial  condenación  de  costas,  denegándose  por 
otro  auto  de  43  de  Enero  de  1883  1a  reposición  solicitada  por  parte 
de  D.  José  María  Hignera  de  lo  resnelto  en  el  de  23  tie  Diciembre  an* 
lerior: 

Reanltando  qne  confirmados  por  auto  qne  proveyó  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  en  I**  de  Octubre  de  1883  los  autos  referidos  de  S3 
de  Diciembre  de  i88S  y  13  de  Enero  siguiente,  por  parte  de  D.  José 
María  Higuera  se  interpuso  recurso  de  caaación,  por  conceptuar  in- 
fringidas: 

1^  La  ley  49,  tít.  SS,  Partida  9*,  que  establece  y  conaagra  la  fnersa 
é  irrevocabilidad  de  la  cosa  juagada,  en  atención  á  que  estando  dia 
poeato  por.la  sentencia  de  S9  de  Diciembre  de  1881,  de  cuyo  cumpli- 
miento se  trata,  que  se  procediese  desde  luego  á  hacer  entrega  al  recu- 
rrente de  los  seis  cabillos  y  demás  efectos  que  le  fueron  embarcados, 
cou  la  especial  reserva  á  éste,  y  en  su  caso  al  qne  fuese  dueño  de  di 
chos  objetos,  del  derecho  de  qoe  se  crea  asistido  para  reclamar  del 
Ayuntamiento  de  Liérganes  loa  perjuicios  que  se  hayan  seguido  por  el 
no  uso  á  beneficio  de  los  mencionados  caballos  ó  efectos,  toda  cuestión 
ó  incidente  qne  entorpetca  ó  modifique  la  aplicación  rigurosa  y  gené- 
rica de  los  expresados  términos  es  nula  de  derecho,  y  por  consecuencia 
nulos  los  autos  de  23  de  Diciembre  de  f  88S  y  43  de  Enero  de  1883, 
confirmados  por  la  Sala  de  la  Audiencia  de  f^'de  Octubre  siguiente,  en 
cnanto  por  ellos  se  declara,  supnesto  el  hecho  de  haber  muerto  ó  dea- 
aparecido  cinco  de  los  seis  caballos  mandados  entregar,  que  semejante 
circunstancia  impide  el  cumplimiento  de  la  primera  parte  de  la  ejecu- 
toria, mientras  no  se  resuelva  en  otro  procedimiento  á  quién  afecta  di- 
eha  responsabilidad  y  peligro  y  debe  responder  del  mismo: 

V  Los  artículos  926,  928  y  sigoientes  que  le  son  concordantes  de  la 
ley  áe  Enjuiciamiento  civil,  que  por  referirse  á  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia forman  parte  integrante  de  la  ley  de  Partida  citada  como  infrin- 
gida, y  constituye  sa  cumplimiento  en  el  particular  relativo  al  modo 
y  forma  de  llevar  á  cabo  la  ejecutoria  de  qne  se  trata: 

3^  La  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales 
y  conaagrada  por  este  Supremo  en  sentencias,  entre  otraa,  de  7  y  25  de 
Enero  de  I87f  y  «875,  i8  del  propio  mes  y  40  de  Abril  de  4878  y  20  do 
Febrero  de  4888,  de  que  los  fallos  dictados  en  complimiento  de  otro  eje- 
cutorio, si  contrarían  éste  ó  extienden  sos  disposiciones  á  más  de  la 
que  comprende  su  parte  dispositiva,  son  nulos  de  derecho;  defectos  que 
son  de  atribuir  al  acto  recurrido,  en  atención  no  sólo  á  qoe  contradice 
y  desconoce  la  ejecutoria  en  el  hecho  de  prescindir  la  entrega  de  loa 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RECURSOS  T  COMPBTIIICIAS,  166 

eaballot,  sido  qoe  además  aprecia  un  orden  de  consideraciones  qoe  no 
80  toYo  presente  en  aquélla,  relativo  al  peligro  y  responsabilidad  de  lu 
cosas  embargadas;  que  aon  admitiendo  en  hipótesis  fo  procedencia» 
nnnea  podría  tener  logar  ni  ser  disentida  sino  después  de  dejar  eom- 
plida  en  todas  sos  partes  la  sentencia  firme,  do  manera  alguna  antes, 
como  con  notorio  error  se  pretende,  sin  tener  en  cnenta  la  fuerza  incon- 
trastable de  la  ejecutoria,  la  qne  es  tenida  y  debe  ser  guardada  como 
verdad,  legúo  la  regia  32,  tít.  84,  Partida  3*. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  la  sentencia  firme  de  cuya  ejecutoria  se  trata  se 
limita,  por  lo  que  al  recurso  se  refiere,  á  declarar  terminados  los  autos 
de  tercería  en  el  ser  y  estado  que  tenían  cuando  se  dictó  la  Real  orden 
de  10  de  Agosto  d^  4880,  y  qne  se  entreguen  los  seis  caballos,  jaes  y 
silla  embargados  á  D.  José  Higuera,  qoe  fué  á  quien  se  embargaron: 

Considerando  que  habiendo  muerto  en  el  transcurso  del  pleito  cinco 
de  los  seis  caballos,  no  es  posible  verificar  la  entrega  material  de  \o$ 
mismos,  y  surge  la  cuestión  de  responsabilidad  que  no  ha  sido  ni  podido 
ser  objeto  del  pleito,  y  que  debe  resolverse  separadamente  y  con  la  de- 
bida discusión,  y  en  este  concepto,  y  habiendo  sido  este  el  fundamento 
del  auto  recurrido,  no  han  podido  infringirse  ni  se  han  infringido  las 
leyes  que  se  citan  en  los  motivos  del  recorso; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  José  liaría 
Higuera,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
que  depositó,  qae  se  distribuirá  con  arreglo  á  derecho;  líbrese  la  co- 
rrespomdiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Burgos,  con  devolución 
del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  7  de  Mavo  de  4884,  é  in- 
seru  en  la  Gaeila  de  4 1  de  Setiembre  del  mismo  aflo.) 
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Beevrso  áe  easaeMa  (7  di  Mafo  de  (884).— ^aU  tercera.— 
SmREGA  DJB  BiBNEs  T  RBifDiGióN  DB  GVEiiTAs.— No  sc  admite  cl  íuter- 
puesto  por  D.  Ambrosio  Gomes  eon  O.  José  Rojas  (AndieuQia  de  Sevilla) 
y  se  resuelve: 

t®  Que  el  recurso  de  easaeión  se  da  contra  las  sentencias  definUioas 
qne  terminan  el  juicio,  y  contra  lat  que  recayendo  sobre  un  incidente  6 
articulo  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación; 

7  i?  Qmc  la  sentencia  que  conjfirma  el  auto  que  declaró  no  haber  lu- 
gar á  la  nulidad  de  otra  en  que  se  acordó  la  entrega  de  bienes  y  rendición 
de  cuentas  al  tutor  de  unos  menores  no  reviste  aquel  carácter  bajo  nin- 
gen  concepto,  puesto  qne  m  termina  el  pleito  ni  hace  imposible  su  eonti  • 
lunación. 

Resultando  qoe  discernido  en  31  do  Enero  de  1880  el  cargo  de  tutor 
curador  de  los  menores  D.  Juan  José,  D.  Pedro,  D.  Bernardo  y  D.  José 
.nnel  de  la  Lastra  y  Rojas  á  D.  José  Rojas  y  Gasanova  y  á  D.  Ambro* 
Gomes  Díex,  nombrados  mancomunadamente  para  ejercerlo,  elRo- 
Casanova  solicitó  se  le  entregaran  los  bienes  por  inventario,  y  que 
requiriera  á  Gomes  Díex  que  rindiera  las  cuentas  correspondientes  al 
upo  qne  había  manejado  el  caudal;  y  el  Joei  de  primera  instancia 
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del  distrito  del  Salvador  de  Sevilla  accedió  á  dicha  preteniión  por  aato 
do  5  de  Agosto  de  1881,  denegando  por  otro,  qne  eaqtó  ejecutoria,  de 
5  de  Enero  de  1882  la  reforma  solicitada  por  Gomes  Dfsx: 

Resaltando  qae  después  de  varías  actuaciones,  por  anto  de  fO  dé 
Noviembre  de  188)  se  mand6  proceder  de  oficio  y  á  costa  de  D.  Am- 
brosio Gomes  Diez  á  la  formación  de  las  eoenias  de  todo  el  tiempo  qoe 
administró  los  bienes  de  D.  Joan  Jos6  de  Lastra  y  Gaesta,  teniendo  á  la 
vista  las  unidas  á  los  autos  qoe  había  rendido  extrajodiculmeote  á  Ro- 
jas Gasanova;  que  notificado  á  Gómez  Diez,  promovió  incidente  de  no 
lidad  de  todas  las  actuaciones  practicadas  desde  el  discernimiento  del 
cargo,  fundado  en  la  prohibición  establecida  en  su  testamento  por  Don 
ioan  de  la  Lastra  y  Cuesta  para  que  interviniese  en  sus  operaciones  la 
Autoridad  judicial,  que  admitido  el  incidente  se  confirió  traslado  á  Don 
José  Rojas  Gasanova,  quien  pretendir^  se  desestimase  lo  solicitado  por 
Gómez  Diez;  y  seguido  el  incidente  por  sos  trámites;  el  Juez  por  auto 
de  28  de  Mayo  de  1883  declaró  no  haber  lugar  á  la  solicitud  de  nulidad 
deducida  por  D.  Ambrosio  Gómez  Diez  condenándole  en  las  costas  y 
mandando  se  procediera  al  cumplimiento  del  auto  del  SO  de  Noviembre 
de  188S: 

Resultando  que  confirmado  con  las  costas  dicho  anto  por  sentencia 

Sue  en  H  de  Febrero  último  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
ovilla,  por  D.  Ambrosio  Gómez  Diez  se  interpuso  ante  este  Tribunal 
Supremo  recurso  de  casación  citando  como  infringidas  varias  disposi- 
ciones legales;  y  oido  el  Sr.  Fiscal,  se  opuso  á  so  admisión. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias 
definitivas  qoe  terminan  el  juicio,  y  contra  las  que  recayendo  sobre  on 
incidente  ó  artículo  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  so 
continuación: 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  se  recurre  no  reviste 
aquel  carácter  bajo  ningún  concepto  de  los  expresadas,  puesto  que  ni 
termina  el  pleito  ni  hace  imposible  so  continuación; 

No  ha  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Ambrosio  Gómez  v  Diez:  comuniqúese  esta  resolo- 
ción  á  la  Audiencia  de  Sevilla;  devuélvase  el  apantamiento,  y  al  reeo- 
rrento  el  depósito  constituido,  y  publíquese  en  la  Gaceta  é  insértese  á 
so  tiempo  en  la  Coieeción  ¿tfoisM/iva.— (Sentencia  publicada  el  7  de  Ma- 
yo de  4884,  é  inserta  en  la  óüceta  de  II  de  Octubre  del  mismo  año.) 


199 

Recnri-iodle  cafiaclón  (9  de  Mayo  de  1884).— Sa/a  vrimera.^ 
Pertenencia  de  acci  >nbs  del  Banco  de  España  y  de  Sociedades  mi  • 
ÑERAS. — No  ha  lugar  al  iiiiorpaeslo  por  ü.  Felipe  Guillen  con  Doíla  Jo- 
sefa Valero  (Audiencia  de  Zaragoza),  y  se  resuelve: 
f  ®  Q«0  las  Uyet  del  Digeeto  no  tienen  autoridad  legal  en  Aragón: 
3^  Qnelapráetiea  de  un  Tribunal  determinado  y  las  opiniones  de 
los  escritores  de  derecho^  por  respetables  y  autorizados  fue  sean,  no  for^ 
'man  doctrina  legal  cuya  infracción  dé  lugar  á  la  nulidad  y  casación  de 
¡os  f altor, 
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Y  3^  Qué  las  palabroi  del  tetlador  deben  entendene,  eon  arreglo  d 
4«  Uy  5*,  UL  33,  Partida  7^,  llanamente  y  como  suenan,  á  no  $er  que 
^Cúnete  ciertamente  gne  ellas  no  responden  á  la  voluntad  del  otorgante, 

£q  la  viiift  y  curta  de  Madrid,  á  9  da  Mayo  áá  H84,  en  ios  autos 

3ae  mié  Nos  peodan,  en  virtud  de  reeurso  de  casación  po-  infraoción 
eley,  legaídosen  ei  Jotgado  de  primara  iastancia  del  distrito  del 
Pilar  de  la  ciadad  de  Zaragoza  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
da  la  misma  por  D.  Felipe  Giilléo  y  Gasavantes,  propietario  y  vecino 
deaqaella  ciadad,  representado  por  el  Procarador  D.  José  Garda  No- 
blejas,  bajo  la  direocióo  del  Licenciado  D.  Hanael  Alonso  Martínez,  con 
Doña  Josefa  Valero  y  Lapera,  propietaria,  de  la  misma  vecindad,  á 
qaien  han  representado  y  defendido  el  Procarador  D.  Francisco  Ejea  y 
-el  Licenciado  D.  Satnrnino  Alvarez  Bagallal,  y  en  ei  acto  de  la  vista  el 
Lieeaciado  D.  José  García  Gatiórreí,  sobre  pertenencia  de  acciones  del 
Banco  de  Sspaüa  y  de  varias  Sociedades  mineras: 

ResolUndoqae  en  iOdaOctabre  de  1859  D.  José  María  Guillen  y 
Do&a  Serafina  Pérez  otorgaron  escritura  de  capitulaciones  matrimonia- 
les, y  sin  expresar  los  bienes  que  aportaban  se  institayeron  herederos 
mutaamente,  no  comprendiendo  en  la  institución  el  patrimonio  que  po- 
seía en  Panticosa  el  D.  José,  y  amb'is  se  comprometieron  á  dotar  á  Do- 
ña Josefa  Talero,  sobrina  de  la  Doba  Serafina  que  había  vivido  en  com  - 
pañía  de  ésta,  para  cuando  tomase  estado  ó  se  separase  de  la  casa  en  la 
cantidad  que  á  los  otorgantes  ó  al  sobreviviente  pareciese,  aunque  des- 
de laego  y  con  reserva  de  annaentarla  si  le  pareciera,  le  señalaban  la 
cantidad  de  8.000  rs.  por  parte  de  ambos  en  dinero  metálico  6  ropas  y 
menaje  de  casa  á  elección  de  los  otorgantes  ó  del  sobreviviente  de  ellos: 
Resaltando  que  en  9  de  Setiembre  de  187)  los  cónyeges  D.  José  Ma- 
ría Guillen  y  Doña  Serafina  Pérez,  vecinos  que  fueron  de  la  ciudad  de 
¿arag  >za,  otorgaron  testamento  nuncupativo  en  el  que  nombraron  he- 
redero universal  á  su  hermano  D.  Felipe  Guillen  y  Gasavantes  para  aue 
dispDsiera  de  su  herencia  en  sus  hijos,  señalando  á  su  sobrina  Doña  Jo  - 
safa  Valero  de  gracia  especial  y  por  vía  de  reintegro  de  la  cantidad  que 
le  había  entregado  en  depósito-  procedente  de  la  herencia  de  sus  pa 
•dres  y  como  muestra  de  cariño  y  en  remuneración  de  los  buenos  servi 
cío»  que  les  había  prestado  en  el  largo  número  de  años  que  la  teoían 
eo  sa  compañít,  todos  los  muebles  y  bienes  semovientes  que  se  halla- 
-sea  dentro  de  su  casa  al  tiempo  de  la  muerte  de  ellos,  excepto  la  libre- . 
ría  de  At>ogado,  papeles  y  libros  de  la  profesión  de  Procurador,  que  se 
entregarían  i  su  citado  hermano  con  los  títulos  de  propiedad  de  las 
-fineasque  constituían  la  herencia,  dejando  también  á  su  referida  sobri- 
^na  Doña  Josefa  la  casa  que  poseían  en  ia  calle  de  la  Torre  Nueva,  nú- 
mero 65  moderno,  con  la  condición  de  que  esta  finca  pasase  al  herede- 
ro universal  en  el  caso  de  que  casándose  la  heredera  no  dejase  hijos  á 
su  muerte,  y  asignaron  á  la  misma  por  vía  de  alimentos  vitalicios  la 
cantidad  anual  de  6.000  rs.  que  el  heredero  le  había  de  pagar  por  men- 
sualidades anticipadas: 

Resultando  que  en  17  de  Junto  de  1881  D.  José  María  Guillen,  ya 
^íodo,  otorgó  un  codicilo  en  el  aue,  después  de  hacer  referencia  de  las 
mandas  ó  gracias  especiales  hechas  en  favor  de  la  Daña  Josefa  Valero 
en  el  mencionado  testamento  añadió  que  no  sólo  ratificaba  la  manda  6 
legado  de  muebles  y  semovientes  que  le  fué  hecha  en  aquél,  sino  que 
4iumentaba  á  ella  además  los  créditos  que  resultasen  á  su  favor  el  día 
de  su  muerte,  el  dinero  efectivo  que  se  encontrara  en  sa  casa,  las  ro* 
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pas,  alhajas  y  iodo  eiianto  de  la  eiase  de  muebles  hubiera  entonces  e» 
ella,  no  comprendiéndose  en  los  créditos  los  procedentes  de  la  profesión 
de  Procurador,  en  razón  áqne  éstos  tendría  qne  liquidar,  cobrar  y  pa^ 
gar  dicho  su  heredero;  excluyendo  de  la  gracia  especial  de  bienes 
muebles  ciertos  retratos  de  familia  y  el  sillón  que  usaba  en  su  despa* 
cho,  que  habían  de  ser  entregados  unos  y  otros  á  su  hermano  I^.  Feli- 
pe, asi  como  su  librería,  excepto  aquellos  libros  que  quisiera  reservar^ 
se  Doña  Josefa  Valero  para  su  entreteoimiento  ó  recreo,  debiendo  ha- 
cerse cargo  también  el  mismo  su  hermano  de  todos  los  papeles  y  de- 
más correspondiente  á  la  profesión  de  Procurador  que  ejercía  y  de  las- 
cuentas  pendientes  con  los  litigantes  el  día  de  su  fallecimiento;  decla- 
rando, sobsislen  te  la  pensión  vitalicia  de  1.500  pesetas  anuales  señala- 
da á  Doña  Josefa  Valero,  y  la  manda  á  la  misma  de  la  casa  de  la  ealte- 
de  Méndes  Núñez,  y  ordenó  quedase  en  su  fuerza,  eficacia  y  valor  todo 
lo  demás  ronlenido  en  el  precitado  testamento,  incluso  la  institución 
de  heredero  universal  á  favor  de  su  hermano  D.  Felipe: 

Resultando  que  en  S6  de  Noviembre  del  reft^rido  año  de  4881  falle- 
ció D.  José  María  Guillen,  y  la  legataria  Doña  Josefa  Valero  entregó  ir 
D.  Felipe  Guillen,  sin  que  precediera  reclamación  por  parte  de  éste,  Jos 
títulos  de  varias  acciones  mineras  y  recibos  de  dividendos  correspon- 
dientes á  las  mismss;  quedando  en  poder  de  la  Doña  Josefa  los  res- 
gnardos  correspondientes  á  28  acciones  del  Banco  de  España  y  70  de  la 
Compañía  carbonífera  de  Val  de  Añño: 

Resultsndo  que  previo  acto  de  conciliación  sin  resultado  en  4d» 
Marzo  de  488S,  D.  Felipe  Guillen  dedujo  demanda  contra  Doña  Josefa 
Valero,  para  que  se  declarase  que  al  demandante,  como  heredero  d» 
su  hermano  D.  José,  pertenecían  todos  tos  derechos  que  éste  tenia  en 
el  fianco  de  España  y  en  diferentes  Sociedades  mineras  como  accio- 
nista que  era  de  ésta  y  de  aqnel  establecimiento  de  crédito,  conde- 
nándose en  su  consecuencia  á  la  Doña  Josefa  Valero  á  qne  le  entre- 
gase los  títulos  de  28  acciones  del  Banco  de  España  y  de  70  acciones- 
e  la  Compañía  oarborífera  de  Val  de  Ariño  y  los  resguardos  que  aere-^ 
ditasen  ser  propios  de  D.  José  María  Guillen,  asi  como  los  de  cuales- 
quiera otras  Sociedades  de  la  misma  especie  que  hubieran  pertenecido 
al  mismo,  condenándola  además  al  abono  de  todos  los  daños  y  perjni- 
dos  que  por  efecto  de  retener  indebidamente  en  su  poder  los  tales  títu- 
los ó  documentos  se  originasen  al  demandante;  á  que  se  le  abonase  asi* 
mismo  el  interés  leeal  de  6  per  IdO  anual  del  importe  de  los  dividendos 
correspondientes  á  dichas  acciones  por  todo  el  tiempo  que  transcurriese 
desde  la  fecha  ó  fechas  en  qne  los  dividendos  se  hubiesen  satisfecho 
por  el  Banco  y  en  las  coales  las  hubiesen  recibido  el  demandante  si  loe 
tales  títulos  obrasen  en  so  poder  hasta  aue  mediante  la  entrega  de  loe- 
mismos  >  de  sus  resguardos  pudieran  nacerse  efectivos  dichos  divi- 
dendos y  al  pago  de  todas  las  costas;  para  ello,  después  de  hacer  mó* 
rito  de  los  antecedentes  relacionados,  alegó,  entre  otras  eonsideracio- 
ttea,  une  en  el  caso  de  haber  nudo  el  testador  la  palabra  mueble  en  e( 
sentido  más  lato  une  pudiera  dársele  si  hacer  el  legado  á  la  demandada^ 
no  hubieran  podido  comprenderse  en  él  los  títulos  que  acreditasen  par- 
tieípación  en  el  Banco  de  España  y  en  las  Sociedades  mineras;  que  al 
expresar  D.  José  Guillen  en  su  codícilo  que  aumentaba  ademes  á  la 
manda  de  bienes  muebles  que  tenía  hecha  á  la  demandada,  el  dinero 
efectivo,  los  créiiioey  eÁkajae,  dio  á  conocer  qne  cusndo  él  y  su  di- 
innta  esposa  legaron  los  muebles,  solamente  lo  hicieron  en  el  sentido 
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dé  eomprender  como  tales  loi  qae  senrlan  para  amnebUr  una  casa,  tn 
apoyo  de  lo  cual  está  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  S7  do 
Mayo  de  1867;  que  los  doenmentos  qoe  reclamaba  el  demandante  eran 
los  tíivlof  qoe  acreditaban  el  derecho  qae  D.  José  María  Goillén  tenía 
á  la  clase  de  bienes  de  todas  clases  pertenecientes  al  Banco  de  Eipafta 

Lá  diferentes  Sociedades  mineras;  y  como  las  pertenencias  de  esta» 
loiedades  eran  inmuebles,  porque  consisten  en  propiedades  de  minas, 
habiendo  dejado  el  D.  José  á  so  heredero  unirersal  todos  los  bienes  que 
de  la  elaaede  inmaebles  poseía,  excepto  la  casa  de  la  calle  de  Méndes. 
NMea,  disponiendo  se  le  entregasen  los  títulos  de  propiedad,  debfa 
ser  comprendida  entre  ellos  la  participación  qoe  tenía  en  las  minas, 
pues  qoe  la  natoralexa  de  o.i  derecho  no  se  altera  porque  consista  eiv 
la  totalidad  del  dominio  de  una  cosa  inmueble  ó  en  una  ó  más  fraccio- 
nes más  ó  menos  considerables  de  ello;  qoe  lo  mismo  podía  decirse  de 
las  acciones  del  Banco  de  España,  cuyas  pertenencias,  aunque  no  fue- 
sen inmuebles  en  so  totalidad,  no  obstaba  esto  para  que  poseyera  dicho 
asiablecimiento  una  porción  considerable  de  fincas  de  mucho  valor, 
sius  en  esta  corte  y  en  otras  capitales  donde  había  establecidas  sucur- 
sales; que  no  fué  la  Tolontad  de  D.  José  María  Guillen  dejar  las  accio- 
oes á la  demandada,  porque  si  voluiiet  expresuseU  j  no  \o  había  he- 
cho, siendo  así  que  tanto  cuidado  tuvo  en  manifestar  con  toda  mino- 
eiosidad  la  extensión  del  legado,  poes  no  podo  dejar  de  tener  presente 
cosa  de  más  importancia  y  valor  que  todo  lo  qoe  dejaba,  porque  sólo 
las  acciones  del  Banco  de  España  coando  hito  el  legado  valían  U.OOO 
doros  próximamente;  y  qoe  aun  cuando  después  de  lo  dicho  pudiera 
quedar  alguna  ligera  duaa,  debería  ésta  resolverse  á  favor  del  heréde- 
la, por  ser  éste  un  principio  inconcuso  en  materia  de  sucesiones: 

Resultando  qoe  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Doña  Josefa 
Valero,  le  evacuó  pretendiendo  se  le  absolviera  de  ella  y  se  declarase  la 
perteoecían  en  plena  propiedad,  en  virtud  de  las  cláusulas  testamen* 
tahas  de  sus  tíos,  las  acciones  del  Banco  de  España  y  la  de  laa  Soeieda-» 
des  mineras  carboníferas  Unién^  Ventura,  Val  de  AriHo  y  Piri;  y  for- 
molando  á  la  vei  reconvención  real  emanante  de  testamento  en  virtud 
de  las  gracias  especiales  en  favor  de  la  demandada  estsblecidas,  pidió* 
se  condénese  al  demandante  D.  Felipe  Guillen  á  que  devolviese  y  en- 
tregase á  la  Doña  Josefa,  como  de  so  propiedad,  las  acciones  mineras  y 
recibos  qoe  confeuba  obraban  en  so  poder,  y  que  ocopó  de  qoe  se  in- 
cautó sin  derecho,  inventario,  aviso  ni  conocimiento  de  Doña  Josefa,, 
de  la  easa  ó  despacho  de  su  difunto  hermano  D.  José  María,  con  más 
les  dividendos  qoe  pediera  pereibir  ó  percibidos  ya,  con  los  perjoicios 
y  daños  que  se  les  pudiesen  irrogar,  con  reserva  de  reclamarle  todos 
esiantos  documentos  ó  papeles  fuesen  de  cualquier  clase,  corresponden- 
eie.  libros  de  memoria,  coei^tas  particolares,  libros  y  demás  qoe  no  co* 
rrespondiendo  á  la  profesión  de  Procorador,  confesase  ó  se  probase  qoe 
obraban  en  poder  de  D.  Felipe  indebidamente  con  las  costas  del  pleito; 
T  despees  de  referirse  á  los  capítulos  matrimoniales  y  testamento  de 
D.  José  María  Goillén  y  so  esposa  Doña  Serafina  Peres,  y  al  codicilo  de 
que  aqoél  expuso  qoe  la  Doña  Josefa  tenía  en  so  poder,  como  encon- 
trados dentro  de  la  easade  D.  José,  á  so  fallecimiento,  y  por  conside- 
rarse dueña  de  ellas  en  virtod  del  testamento  de  so  tío,  los  resgoardos^ 
de  98  acciones  del  Banco  de  España  y  70  acciones  mineras  de  Val  de 
Ariño  con  los  cajetines  de  los  dividendos  pasivos;  que  el  demandante 
«eaíecaba  haberse  llevado  de  la  caaa  y  tener  en  so  poder,  de  so  herma- 
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no,  donde  á  sa  íalleoimienlo  se  encontrtbnD,  ios  lítalos  de  las  aeeionet 
^ae  determinaba;  qoe  D.  Felipe  Goilléa  no  era  heredero  absoluto  sino 
condicional  y  con  limitaciones,  y  si  las  palabras  del  testalor  debíjín 
'entenderse  como  ellas  sonaban,  aqaél  no  podía  ser  dae&o  mis  qni  de 
lo  dejado  concreta  y  taxativamente  por  el  testador,  6  sea  en  cnanto  á 
Inmuebles  heredero  de  las  fincas,  salvo  la  eventoalidad  ds  la  casa  de 
la  calle  de  Méndei  Núñes;  en  cnanto  á  muebles  de  los  detallados  nomi- 
nalmente  por  D.José,  y  en  cnanto  acredites  únicamente  los  proceden* 
tes  de  la  profesión  de  Procarador;  qae  las  leyes  de  Partida  repotaa 
muebles,  no  sólo  toios  los  qoe  por  so  natnralesa  lo  faesen  y  podían 
moverse  de  an  lugar  á  otro  por  propio  ó  ajeno  impulso»  sino  todas 
aqnellaa  cosas  que  la  ley  consideraba  tales;  que  prescindiendo  de  que 
el  demandante  no  había  de  señalar  en  los  testamentos  ni  oaa  sola  frase 
de  carácter  general  y  expreso  en  que  pudiera  apoyarse  para  sostener 
<ine  su  hermano  lo  había  llamado  á  la  herencia  de  las  acciones,  es  evi- 
dente que  las  del  Banco  y  las  mineras  carboníferas  de  todas  clases  me* 
recían  las  consideraciones  de  muebles  á  la  ciencia  y  á  la  ley,  é  indoda- 
elemente  estaban  comprendidos  y  entraban  en  la  clase  de  muebles,  qae 
era  la  frase  usada  por  el  testador  en  su  codicilo:  que  si  las  aeciones  no 
estaban  comprendidas  en  las  frases  testamentarias,  íodoi  hs  bUmi 
muebla  6  en  la  de  lodo  eu^nlo  de  la  clan  di  muebU  se  enconlrase  en  mi 
tasa^  habla  que  reconocer  lo  estaban  en  la  frase  final  ammeulo  á  ello 
además  los  eréiitos  que  resuUen  á  mi  favor,  no  eomvrendié adose  en  los 
créditos  los  procedentes  de  mi  profesióa  de  Proonrador^  por  lo  mismo 
que  la  excepción  en  favor  de  D.  Felipe  no  podía  estar  más  explícita  y 
teminante:  que  al  argumento  del  demandante  de  que  no  habiendo  ex- 
presado el  testador  que  las  aociones  formasen  parte  del  legado  de  Doña 
Josefa  eran  de  D.  Felipe,  se  contestaba  %neonirariosensu,  porque  si  no 
expresó  que  las  acciones  formaban  parte  de  la  herencia  de  bienes,  si- 
tios y  de  los  muebles  cueros  y  créditos  profesionales,  qae  determinada 
Í'  concretamente  dejó  al  D.  Felipe,  es  claro  que  son  de  la  iegataria,  qoe 
leva  ventaja  sobre  D.  Felipe  al  tratarse  de  muebles  ó  créditos,  de  ser 
dueña  de  todo  y  además  de  cuanto  de  la  claae  de  mueble  se  hallase  en 
ia  casa: 

Resultando  que  al  replicar  y  duplicar  las  partes  reprodojeron  sus 
respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  ampliada  la  del  demandante  á 
'que  se  le  absolviera  de  la  reconvención;  que  recibido  el  pleito  á  prueba 
y  practicadas  las  propuestas  por  aquéllas,  el  Jues  de  primera  instancia 
dictó  sentencia  en  8  de  Enero  de  4833,  declarando:  4®,  que  las  S8  accio- 
nes del  Banco  de  España  registradas  á  nombre  de  D.  José  liaría  Gui- 
llen, cuyos  resguardos  ó  extractos  de  inscripción  tiene  en  su  poder 
Doña  Josefa  Valero,  pertenecen  á  ésta  en  propied'id  por  el  legado  que 
á  su  favor  biso  D.  José  en  unión  de  su  esposa  Doña  Serafina  Póres; 
2^  que  corresponden  igualmente  en  plena  propiedad  á  Don»  Josefa  Va- 
lero por  el  mismo  concepto  las  70  acciones  carboníferas  de  Val  de  Ari  • 
ño  y  las  de  las  otras  Sociedades  mineras  tituladas  La  Carbon>)ra,  La 
Unión,  La  Ventura  y  Peri;  y  en  su  consecuencia  absolvió  de  la  d^man* 
da  á  la  mencionada  Doña  Josefa  Valero  y  condenó  al  actor  D.  Felipe 
Guillen  á  que  devuelva  y  entregue  á  la  Doña  Josefa  las  acc^iones  mine- 
ras que  obran  en  su  poder,  como  originarias  de  sa  hermano  D.  José,  y 
las  que  acompañó  á  su  demanda,  con  más  los  dividendos  que  por  lat 
mismas  haya  podido  percibir,  debiendo  á  la  ves  ser  reintegrado  por  di» 
«ha  Doña  Josefa,  si  en  lugar  de  percibirlos  los  hubiese  desembolsado^ 
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eojra  entrega  y  devolaeión  sería  AXtensiva  á  los  papeles  y  doeatnentos 
qoe  lavieae  en  an  poder  el  D.  Felipe  procedentes  de  la  herencia  de  en 
berroanoy  no  sean  de  los  qne  por  ese  concepto  correspondan  al  misnio, 
sin  haeer  especial  condenación  de  costas;  y  admitida  la  apelación  qoe  . 
D.  Felipe  GniUén  interpnso  y  sostaneiada  la  alzada,  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Aodieircia  de  Zaragoaa,  por  sentencia  de  40  de  Jolio  de  1883, 
confirmó  con  las  costas  la  del  Juez  de  primera  instancia: 
•  Resultando  que  D.  Felipe  Guillen  y  Casavantes  interpuso  recorso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  alegando  qne  las  cometidas  podían 
comprenderse  en  cuatro  órdenes  diferentes: 

I®  Qae  al  declararse,  como  lo  hacía  la  sentencia,  qne  las  acciones 
litigiosas  son  bienes  moebles  ó  se  hallan  comprendidos  entre  ellos,  se 
hao  infringido  machas  disposiciones  legales,  tanto  de  Castilla  como'de 
Aragón,  según  las  qne  los  derechos  y  acciones,  y  en  o  na  palabra^  todo 
lo  qae  en  derecho  se  denomina  bienes  incprporabies,  forma  ona  clase 
diferente  déla  de  los  machíes  ó  inmuebles,  los  coaitas  constitnyan  ana 
ssbdivisión  de  las  cosas  corporales  absolutamente  distinta  y  que  for- 
man el  polo  opuesto  de  las  incorporables;  qoe  al  desconocer  la  senten* 
cia  tan  ioconcnsa  Terdad,  ha  infringido  el  párrafo  único,  tít.  V,  libro 
segando  de  la  Institata  de  Justiniano,  y  el  párrafo  primero,  ley  T,  tí- 
tulo 8\  libro  r  del  Digesto,  base  en  que  se  hallan  fundadas  también 
la  i\  xiU  47,  Partida  í».  y  la  4*.  tít.  29,  y  1%  tít.  30.  Partida  3*,  con 
arreglo  á  coyas  disposiciones  no  solamente  es  de  todo  ponió  imposible 
comprender  entre  los  muebles  los  dereebos  y  acciones,  ó  sea  los  bienes 
incorporables,  sino  qne  hay  además  mnchu  leyes  ó  disposiciones  de 
la  qoe  aparece  qoe,  lejos  de  formar  éstos  partes  de  bienes  moebies  ni 
de  los  inmoebles,  constituyen  otra  muy  distinta,  y  tanto  para  so  ad« 
quisicióQ  eomo  para  sa  pérdida  se  hallan  sujetos  á  regUs  completa- 
mente diversas  de  las  establecidas  respecto  á  los  bienes  corporales*. 

V  Qae  S6  habían  infringido  (as  leyes  y  la  jurisprudencia  qne  orde- 
nan sea  respetada  la  voluntad  del  testador  siempre  que  claramente 
conste  cuál  es;  que  ni  los  cónyuges  D.  José  María  Guillen  y  Doña  Se- 
rafina Pérez  en  su  testamento  ni  después  el  supérstite  D.  José  en  su 
codícilo  osaron  de  la-  palabra  muebles  en  sn  sentido  lato,  sino  en  el  li- 
mitado ó  restrictivo  que  la  ley  y  el  uso  común  lo  emplean  de  continno 
como  denotante  de  los  objetos  qoe  sirven  para  adornar  y  amueblar  ana 
casa,  como  lo  proeba  que  el  D.  José  en  el  codicilo  expresó  que  auimn- 
iábik  4ut0iHás  á  la  demanda  de  los  muebles  hecha  á  D)ña  Josefa  Valero 
tos  créditos,  dinero,  alhajas,  etc.;  que*s¡  después  de  lo  dicho  quedase 
alguna  duda  y  hubiese  qne  recurrir  á  las  regias  de  interpretación,  ha- 
bría lo  de  qoe  lasdodas  á  que  dan  lugar  las  últimas  disposiciones  han 
de  resolverse  en  favor  del  heredero;  y  snministraría  otras  la  legisla- 
ción romana  que  con  más  amplitud,  minuciosidad  y  acertado  criterio 
se  ha  ocupado  de  esta  materia,  ó  sean  las  leyes  del  Digesto,  06  De  re- 
ouliiiurii,  ti  Dé  rebui  dubiis^  17  y  34  ad  senaiut  consuUum  trebe* 
i¿i4ii«w,  114,  párrafo  sexto  De  legatif  primum,  34,párrAfo  primero  De 
\Ui  eeeiMdui^  50,  párrafo  qointo  De  íegaUe  lertÁs,  50.  párnf »  úl- 
o  De  Uffalüprimui,  y  4*  y  *0,  párrafo  primero  y  ley  S8  Derebut 
Hii: 

\^  Qoe  prescindiendo  de  las  anteriores  infracciones  se  había  concol- 

S  además  la  jurisprudencia  que  este  Tribunal  Supremo  consignó  en 

sntencta,  entre  otras,  de  27  de  Mayo  de  1867,  en  la  que  declaró  qne 

efectos  generalmente  conocidos  con  el  nombre  de  alhajas  ó  de  pia- 
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U  labraba,  no  podían  eomprenderse  on  el  legado  de  muebles,  y  qoe* 
aau  reconociéndose  como  incierto  ó  dndoso  sobre  este  ponto  la  cUoso- 
la  tesiamentsria,  sería  preciso,  según  las  reglas  de  derecho,  resolver 
ia  dada  en  favor  del  heredero: 

4^  Qae  se  habia  infringido  también  la  jnrisprodencia  de  Aragón,  eay» 
doctrina  estaba,  no  sólo  en  las  doetrinas  legales  de  inmemorial  soste- 
nida por  los  escritores  de  aqoel  reino,  entre  ellos  Sosé,  al  oomentar  oDa 
sentencia  dictada  en  23  de  Jonio  de  1580  y  constantemente  observada 
por  los  Tribunales  de  justicia,  sino  en  los  principios  delegislaeión  roma* 
na,  según  las  cuales  no  se  inliendtn  eomf^rendiihi  e»  il  legado  d€  euan^ 
to  se  encuentra  dentro  de  %na  ea$a  hecrédiios  ni  loedemátdertehoe^  mc  - 
eioms  enyoi  é  eomprobantee  et(%9ieien  e»  $llo$^  itnoeuéndo  clara  y  ter- 
minanumente  se  hubiese  establecido;  doctrina  consignada  en  las  leye» 
del  Dígesto,  86  De  legatie  secnndns^  44,  párrafo  sexto,  y  9S,  párrafo 
primero  De  legatie  terti%e\  porque  como  eo  la  casa  del  testador  úniea«- 
mente  se  encontraban  los  títulos  de  las  aceiones  mineras,  ó  con  respee* 
to  á  los  del  Banco  de  Espa&a  extractos  de  inMripcióo  que  con  arreglo  á 
sos  estatutos  tienen  los  que  constituyen  el  título  de  propiedad,  es  con- 
siguiente qne  tanto  á  las  disposiciones  legales  y  á  las  doctrinas  legatos^ 
citadas,  como  porque  como  no  estsba  en  la  casa  del  testador  parte  del 
capital,  cantidades  de  dinero  ó  de  bienee,  mobiliario  ó  de  inmueble  co- 
rrespondiente á  tales  acciones  ó  á  que  éstas  dan  derecho,  no  se  hallaban 
eetos  bienes  comprendidos  en  el  legado  de  Doña  Josefa  Valero: 

T  concluyó,  en  resumen,  que  aunqoe  todas  las  leyes  y  doctrinss  ei* 
Cadas  anteriormente  han  sido  infringidas  por  la  Sala  sentenciadora,  I4 
más  mediata  y  las  otras  inmediatamente M&alaba como iníraeoiones di- 
rectas contenidas  en  el  fallo: 

\^  El  testamento  y  eodictlo  de  D.  Josó  María  Guillen  que  son  las  le- 
yes de  este  litigio: 

t^  La  ley  5^,  tít.  33,  Partida  1*,  la  doctrina -legal  de  que  pertenece  é 
la  herencia  todo  lo  que  de  una  manera  clara  y  específica  no  se  compren- 
de en  legados,  la  regla  de  interpretación  s%  wnieeel  espreeiseet,  y  la. 
doctrina  establecida^n  la  ley  47  del  titulo  De  legatie  del  Digesto,  y  con- 
sagrada por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia, 
de  27  de  Mayo  de  1867  y  otras: 

3®  Las  doctrinas  de  las  leyes  del  Digesto  86  De  legatie  eee.,  44,  pá- 
rrafo sexto,  y  9S,  párrafo  primero  De  legatie  terL,  y  la  ley  78,  párrafo- 
primero,  y  la  92,  libro  32  de  la  misma  compilación: 

4^  La  jurisprudencia  constante  del  antigno  reino  de  Aragón  tal  como 
queda  expuesto  al  desenvolver  la  cnarta  proposición,  jur^spradencta 
según  la  cual  en  el  legado  de  una  casa  con  lo  qne  existe  dentro  de  ella 
DO  se  entienden  comprendidos  los  créditos  y  acciones  cayos  títulos  & 
resguardos  se  encuentran  dentro  de  la  casa  legada,  á  no  ser  que  conste 
dsramente  la  voluntad  del  testador  de  extender  á  tales  derechos  y  ac* 
Clones  la  transmisión. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Villas: 
Considerando  que  las  cuestiones  de  este  pleito  no  pueden  decidirse 
por  las  leyes  del  Digesto  citadas  en  los  motivos  2^  y  3^  pnestoqoe  di- 
cho Código  no  tiene  autoridad  legal  en  Aragón,  ni  por  la  jnrispradeneia 
qne  se  invoca  en  el  cuarto  motivo,  pero  de  la  cnal  no  se  dan  más  proe- 
bas  que  la  opinión  de  un  comentarista  sobre  nn  caso  concreto  resuelto 
en  23  de  Junio  de  4580  por  el  Tribunal  Superior  de  aquel  territorio, 
poes  la  práctica  de  nn  Tribnnal  determinado  y  las  opiniones  de  los  es.- 
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«ritores  da  derecho  por  respetables  y  aotorixtdas  qae  sean,  no  forman 
doctrina  legal  cuya  infraceiÓD  dé  logar  á  la  nulidad  y  casación  de  los 
fallos: 

Considerando  qne  la  sentencia  no  infringe  el  testamento  y  eodicílo 
de  D.  José  María  Gnillén  eomo  se  sostiene  en  el  primer  motivo,  porque 
debiendo  entenderse  las  palabras  del  testador  con  arreglo  é  la  ley  5\ 
lie.  33,  Partida  7\  en  el  segando  motivo,  llanamente  como  saenan,  á 
DO  ser  qne  eonste  ciertamente  qne  ellas  no  responden  á  la  voluntad  del 
otorgante,  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  qne  la  generalidad  con  qae 
«n  la  cUnsola  disentida  legó  á  Doña  Josefa  Valero  cuantos  bienes  de  la 
elase  mueble  se  encontrasen  en  la  ca»a  mortuoria  al  tiempo  de  su  falle- 
eimiento,  con  excepción  de  las  qne  determinaba  y  específicamente  sé- 
llalo al  heredero,  excluye  á  éste  de  todo  derecho  á  las  acciones  de  Banco 
y  de  minas  objeto  del  pleito,  los  cuales  calificó  de  bienes  muebles  en 
conformidad  de  las  leyes  en  que  apoya  los  raxonamientos  de  su  fallo, 
•in  que  á  ellas  exponga  el  recurrente  otras  disposiciones  legales  que 
contradigan  dicha  caliñeaeión  no  comete  la  infracción  supuesta: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina  legal  de  que  perte- 
fieee  á  la  herencia  todo  lo  que  de  una  manera  clara  y  especifica  do  se 
comprende  en  los  legados,  porque  como  queda  dicho  es  clara  la  volun- 
tad de  D.  José  filaría  Guillen  de  legar  á  Doha  Josefa  Valero  cuanto  de 
mueble  encerraba  su  casa  menos  lo  que  específicamente  dejaba  al  be- 
redero;  ni  la  llamada  regla  de  interpretación  que  también  se  cita  en  el 
segundo  motivo,  que  es  contraproducente,  dado  que  si  el  testador  qui- 
siere dejar  al  heredero  las  citadas  acciones  de  Banco  y  de  minas  lo  hu- 
biera expressdo  como  lo  biso  respecto  de  otros  objetos  muebles  y  títu- 
los r«í presen tati vos  que  existían  en  la  casa  mortuoria;  ni  por  fin,  la  doc- 
trina consignada  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  S7  de 
Mayo  de  1867,  inaplicable  al  caso  de  estos  autos,  en.  que  aparece  clara 
T  ciertamente  la  extensión  y  límites  que  el  testador  ha  querido  dar  al 
legado  sobre  que  versó  el  pleito,  lo  cual  no  ocurría  en  el  caso  citado; 

Fallíamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  ínfracoión  de  ley  interpuesto  por  D.  Felipe  Gui- 
llen y  Casarantes,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  la  pérdida  de  la 
cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  en  la  forma 

5  revenida  por  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  ata  Au- 
iencia  de-Zaragoxa,  con  devolución  del  apuntamiento  — (Sentencia  pu- 
blicada el  9  de  Mayo  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  13  de  Setiembre 
del  mismo  año.) 
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Heenrso  áe  easaeiéa  (9  de  Mayo  de  <88i).— «S'a/a  primern. — 

ÜEJOn  DSRBCHO  A  UlfOS  BIBNBS. — DEFENSA    POR  PIBBB. — N  >  ha   logar  sl 

inierpoesto  por  D.  José  Delgado  con  D.  Luis  Barmejo  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

1^  Que  el  núzante  que  no  haya  tido  defendido  por  pobre  en  la  primera 
inttancia,  ei  pretende  potar  de  eete  beneficio  en  la  eegunda,  deberá  jut" 
íi/icar  que  con  posterioridad  á  aquélla  ó  en  el  curto  de  la  wiima  ka  9e  - 
mido  at  eetado  de  pobreta; 
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Y  \^  Qm  ti  Xa  Sala  senieneiadora,  apreciando  las  pruebai  praelica^ 
das  i%  uso  de  sus/aemltades,  ha  declarado  que  no  esistc  el  cambio  de  for- 
tuna quiraUgó  el  recurrente  al  promover  en  la  segunda  ivstaneia  el  tii- 
ddente  de  pobreta  por  haber  una  tercera  pertona  responsable  alpaga  da 
las  costas^  tin  que  contra  su  apreciación  se  haya  demostrado  error  de 
derecho  ó  de  hecho  en  la  forma  prescrita  en  el  núm,  1^  del  art.  f  69S  de 
la  ley  de  Enjuiciamento  civil;  la  sentencia  gue  le  niega  la  defensa  coma 
pobre  infringe  la  regla  de  sana  critica  gue  impide  conceder  más  fuerza 
á  una  prueba  de  inducción  que  á  la  que  se  concreta  al  hecho  y  objeto* 
fundxmental  del  juicio,  y  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Suprema 
según  la  cual,  la  prueba  ó  confesión  debe  recaer  sobre  el  hecho  funda- 
mental, objeto  de  la  obligación,  y  no  sobre  otro  por  Wíás  inductiva  que 
sea;  las  leyes  \^,l^  y  4^,  iit.  U,  Partida  3\  y  el  principia  de  derecho 
consiguado  en  las  leyes  de  Partida  y  sancionado  en  el  art,  iZ  de  la  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  viriud  del  cual  la  justicia  se  administrará 
gratuiíamtnte  á  los  pobres,  en  relación  dichas  disposiciones  con  las  del 
art.  t5  de  dicha  ley. 

fin  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  O  de  Mayo  de  1884,  en  el  ineideo- 
te  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infraccióQ 
de  ley,  promovido  por  D.  José  Delgado  v  Salvador  en  la  segunda  ins- 
tancia del  pleito  que  sigue  con  D.  Luis  Bermejo,  curador  ejemplar  do 
Stt  padre  Tomás,  sobre  mejor  derecho  á  unos  bienes,  de  que  conoce  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  para  qoe  se  le 
conceda  el  beneficio  de  litigar  como  pobre  en  dichos  autos,  representa- 
dos y  defendidos  respectivamente  en  este  Supremo  Tribunal,  el  prime- 
ro por  el  Procurador  D.  José  Cirilo  Díaz  y  el  Licenciado  D.  Enriqoe 
Roger,  y  por  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Yefta  y  el  Licenciado 
D.  Cristino  Martos: 

Resultando  qoe  pendientes  de  apelación  eil  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  esta  corte,  los  autos  seguidos  por  D.  José  Delgado  y  SaU 
vador  con  D.  Luis  Bermejo,  coradur  ejemplar  de  su  padre  D.  Tomás  y 
«obre  mejor  derecho  á  los  bienes  del  mayorazgo  de  Cos,  promovió  Don 
José  Delgado  incidente  de  pobreza,  alegando  que  estaba  en  las  condi- 
ciones del  art.  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  con  poste- 
rioridad ¿  la  primera  instancia  había  venido  al  estado  de  pobreza: 

Resultando  que  el  curador  ejemplar  de  D.  Tomás  Bermejo  se  opnso 
á  esta  declaración  porque  la  posición  económica  de  Delgado  era  la  mis- 
ma qoe  tenía  durante  la  sustanciación  del  pleito  en  la  primera  instan- 
cia, y  porque  á  virtud  de  contrato  que  constaba  de  escritura  pública, 
había  una  tercera  persona  obligada  á  pagar  los  gastos  y  costas  que  can- 
tara la  defensa  de  Delgado  á  cambio  de  una  participación  en  los  dere- 
chos que  este  litigaba  el  día  en  que  le  fueran  declarados  por  sentencia  . 
firme  y  se  hicieran  efectivos: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  reservó  emitir  dictamen  has- 
ta que  le  fuera  conocida  la  prueba  propuesta,  dado  alJncidente  este 
trámite  Delgado  la  articuló  de  testigos  para  justificar  que  no  poseía 
bienes  suyos  ni  de  su  consorte,  contando  tolo  con  el  jornal  eventual  de 
oficial  de  sastre:  que  la  habitación  que  ocupaba  en  Balagner,  poeble 
de  su  domicilio,  se  la  daba  una  tía  suya,  propietaria  de  la  casa,  y  que 
on  pequeño  ahorro  que  tenía  antes  de  entablar  el  pleito  lo  eonsnmió 
en  los  gastos  de  la  primera  instancia: 

Resultando  que  á  solicitud  del  curador  ejemplar  de  D.  Tomás  Del- 
gado se  trajo  á  ios  autos  testimonio  de  nna  eseritara  otorgada  en  esta 
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Ck)08iderando  que  e)  litigante  qoe  no  haya  sido  defendido  por  po- 
bre en  la  primera  instancia,  si  pretende  goiar  de  este  beneficio  en  la 
segunda,  deberá  jostificar  qoe  con  posterioridad  á  aquélla  ó  en  el  car- 
so  de  la  miscna  ha  venido  ai  estado  de  pobreza: 

Considerando  qoe  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  praebat 
practicadas  en  nao  de  sos  facaitadea,  ha  declarado  qae  no  existe  el  cam- 
bio de  fortnna  (¡ne  alegó  el  recnrrente  al  promover  en  la  segonda  ins- 
taocia  cate  incidente  por  haber  nna  tercera  persona  res|)onaable  al 
pago  de  las  costas,  sin  que  contra  sn  apreciación  se  baya  demostrado 
«rror  de  derecho  ó  de  hecho  en  la  forma  prescrita  en  el  núm.  7^  del 
art.  1892  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  tal  concepto  la  sen- 
tencia recorrida  que  niega  la  defensa  como  pobre  á  D.  José  Delgado 
no  infringe  las  leyes  que  se  invocan  en  los  diversos  motivos  del  re- 
corso; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
-corso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Ddlgado  y  Salvador,  á  quien 
condenamos  por  raxón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pe- 
setas, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  Úseoslas;  y  líbrese 
á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correapondiente,  con  devo- 
lución del  documento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  9  de 
11  ayo  de  4884,  é  inserta  en  la  Gaeiía  de  U  de  Setiembre  del  mismo 
aho.) 
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fteearso  die  enaiaclóa  (9  de  Mayo  di  4884).— -i^«/«  primera. — 
Pago  db  pbsbtas. — ^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Domingo  Cace 
res  con  D.  José  Alrjandro  Fierro  (Audiencia  de  las  Palmas),  y  se  re- 
suelve: 

'  1^  Que  el  contrato  es  la  ley  que  regula  loe  derecho  $  y  óbligaeiouet  da 
los  contraíanles^  y  que  para  su  recta  inteligencia  debe  estarse  a  s«  ge^- 
nuino  y  literal  coméalo j  siempre  que  los  términos  en  que  se  halle  redac- 
tado sean  claros  y  precisos: 

2°  Que  eí  préstamo  recibido  por  un  mandatario  con  extralimilaeián 
de  sus  facultades  no  puede  dar  origen  á  una  obligación  directa  del  po  - 
derdante  al  acreedor: 

3^  Que  el  mandatario  que  no  vende  lasjlncas  de  su  hermano,  el  ds 
mandante,  que  era  para  lo  que  estaba  facullaio^  sino  que  toma  una  can-^ 
tidad  á  préstamo^  se  excedió  de  las  facultades  que  le  estaban  conferí  ■ 
das,  y  en  tal  concepto  la  sentencia  recurrida  que  asi  lo  reconoce  y  nb 
suelve  de  la  demanda  entablada  por  el  acreedor  contra  dicho  mandante, 
no  infringe  la  ley  del  contrato^  la  40,  til.  5%  Partida  5^,  la  S«i,  tit.  H ,  y 
t4,  iit.  itde  la  misma  Partida^  y  los  principios  de  doctrina  autoriztdos 
yeontenidos  en  la  ley  3^,  párrafo  primero  y  quinto,  párrafo  quinto  del 
jDigesto  De  oíandkto: 

4^  Que  tampoco  infringe  la  ley  8^,  tiL  13,  Partida  5%  ni  las  reglas 
sobre  interpretación  de  los  contratos^  porque  la  voluntad  del  poderdante 

Íuéexplicita  al  facultar  á  su  hermano  únicamente  para  vender,  no  ka 
iéndose  demostrado  en  el  pleito,  según  aprecia  la  Sala  senteneiadoray 
que  el  mandante  recibiera  ó  se  utiliuira  en  todo  ó  en  parte  de  la  canti  - 
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■dad  iamada  á  préstamo  par  ••  mandatario,  sin  que  contra  t%  aprecia 
<»ón  Sé  haya  demottrado  error  de  derecho  ó  de  hecho  con  arreglo  al  «ií- 
meroT,  art.  1692  de  la  /«y  de  Enjuiciamiento  civil: 

3"  Que  la  absolución  de  la  demanda  resuelve  todas  las  cuestiones 
planteadas  en  ella^  según  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal 
Supremo; 

76*  Que  no  puede  alegarse  como  motivo  de  infracción,  para  los  efec  - 
tsi  ie  la  casación,  el  error  que  sejunda  sólo  en  una  simple  equivocación 
iecita  legal  por  parte  de  la  Sala  sentenciadora, 

Ed  U  vilia  y  corte  dd  Madrid,  á  9  de  Mayo  de  188i,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  viftnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  «egaido  en  el  jQEgado  de  primera  instancia  de  Santa  Croz  de  la 
Palma  y  en  la  Sala  de  Josticfa  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas  por  Don 
Domingo  Cáceres  Rabana,  representado  por  el  Procarador  D.  Manuel 
Martín  Vena,  y  defendido  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Doctor  D.  Luis 
Silveia,  con  D.  José  Alejandro  Fierro  y  Mandevalie,  y  en  su  nombre  el 
Procurador  D.  Francisco  Egea  y  Gómez,  bajo  la  dirección  del  Licencia- 
do D.  Antonio  Domínguez  Alfonso,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  D.  José  Alejandro  Fierro  y  Mandevalie  confirió  po- 
der en  Id  ciudad  de  Las  Palmas,  á  19  de  Junio  de  1878,  á  su  hermano 
D.  Joan  Bautista  Fierro,  para  que  vendiera  absolutamente  ó  con  pacto 
de.  ley  comisoria,  adición  en  día  ó  retracto,  cualesquiera  finca  rustica  ó 
urbana  que  poseyera  en  la  actualidad  ó  adquiera  en  lo  sucesivo  por  el 
precio  que  considerase  más  ventajoso,  que  cobraría  al  contado  ó  á  pla- 
zos y  eon  las  condiciones  que  eslimase,  declarando  las  cargas  de  los  in- 
ffinebles  y  su  procedencia  á  cuya  evicción  y  saneamiento  le  obligase 
coo  arreglo  á  derecho^  y  si  llegare  el  caso  de  redimir  las  fincas  enaje- 
nadas con  este  pacto,  las  retrajera  satisfaciendo  el  precio  que  hubiese 
establecido,  otorgando  las  escrituras  necesarias: 

Resultando  que  haciendo  D.  Juan  Bautista  Fierro  oso  de  este  poder, 
qoe  aseguró  no  estarle  revocado  ni  limitado,  otorgó  escritura  en  48  de 
JdIío  de  1879,  por  la  que  recitió  de  D.  Antonio  Cáceres  Lorenzo  la  can- 
tidad de-31550  pesetas,  de  cuya  entrega  dio  fe  el  Notario,  obligando  á 
10  poderdante  y  hermano  D.  José  Alejandro  Fierro  á  abonar  dicha  sa- 
ma á  D.  Antonio  Cáceres  Lorenzo,  en  el  valor  de  una  hacienda  de  tie- 
rra de  sembrar  y  árboles,  casa  de  habitación  y  demás  accesorios  que  se 
le  tenían  adjudicados  á  D.  José  Alejandro  Fierro  en  el  proyecto  de  li* 
qaidación  y  partición  de  los  bienes  de  su  difunto  padre  D.  José  María  y 
de  la  mitad  reservable  de  los  vínculos  á  que  era  llamado,  la  cual  situa- 
ba en  el  pago  de  Baenavista  de  Arriba,  jurisdicción  del  pueblo  de  Bre- 
ña Alta,  con  sus  casas,  estufa  y  algive,  compuesta  de  dos  trozos  deno- 
niinados  Ciprés  y.  Fraga,  cuya  hacienda  pensaba  enajenar  dando  prefe- 
rencia en  la  compra  á  D.  Antonio  Cáceres  Lorenzo  por  el  tanto  que  otro 
ofreciera,  si  le  conviniese  adquirirla,  por  lo  que  se  le  había  de  hacer 
saber  previamente;  que  si  transcurriesen  los  primeros  cuatro  años  si- 
eoiAutes  á  la  fecha  de  aquella  escritura  sin  haber  reintegrado  á  D.  An* 

j  Cáceres  la  cantidad  que  acababa  de  entregar,  porque  la  enajena- 
de  Ja  hacienda  referida  no  se  hubiera  realizado,  había  de  poder 

iUtonio  Cáceres  repetir  ejecutivamente  para  la  cobranza  de  aqué- 

y  808  intereses  legales,  sometiéndose   ambas  partes  al  fuero  de  la 

lencia  ó  vecindad  del  acreedor;  que  mientras  el  crédito  no  se  hu- 
satisfecho,.no  había  de  poder  el  apoderado  ni  su  poderdante  ena 
«"i  gravar  la  hacienda  expresada,  y  si  lo  verifícase,  se  consideraría 
TOMO  55  12 
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sin  faerza  y  valor  el  contrato  que  se  otorgara,  quedando  aomettdos  á 
la  responsabilidad  con  que  el  derecho  corregía  la  culpa  del  engaño,  y 
D.  Antonio  Cáceres  Lorenzo  aceptó  la  escritora  en  todas  sos  partes: 

Resultando  que  D.  Domingo  Cáceres  Rabana,  hijo  y  heredero  .d» 
D.  Antonio  Cáceres  Lorenzo,  con  presentación  de  la  escritura  mencio- 
nada, solicitó  en  3  de  Junio  de  4  881  el  embargo  preventivo  de  la  Guca 
expresada  en  ella  en  cantidad  bastante  á  cubrir  la  suma  de  3S.550  pe- 
setas; y  estimando  y  practicado  el  embargo,  dedajo  la  demanda  objeta 
de  este  pleito  en  i^  de  Julio  siguiente,  en  la  que  fundado  en  que  para 
el  pago  de  la  deuda  no  se  fijó  plazo  en  la  escritura,  haciendo  uso  de  la 
acción  personal,  pidió  la  ratificación  del  embargo;  y  que  en  definitiva 
se  condenase  á  D.  Alejandro  Fierro  al  pago  al  demandante  de  la  indiea.-^ 
da  snma  de  32.550  pesetas  y  las  costas  de  ^ste  juicio: 

Resultando  que  D.  José  Alejandro  Fierro  presentó  el  escrito  de  con- 
testación á  la  demanda,  después  de  haberse  declarado  por  contestada, 
solicitando  que  se  le  absolviera  de  ella  con  las  costas  al  actor,  para  lo^ 
cual  alegó  que  D.  Juan  Bautista  Fierro  no  se  hallaba  autorizado  por  el 
poder  que  el  demandado  le  confirió  para  celebrar  á  su  nombre  la  escri* 
tura  de  1S  de  Julio  de  I8'9,  por  lo  cual  no  había  podido  quedar  obliga- 
do é  lo  estipulado  en  ella;  que  aun  suponiendo  que  dicho  apoderado 
hubiera  obrado  dentro  de  los  límites  y  prescripciones  del  poder,  el  de  - 
Oiandante  no  tenia  derecho  á  reclamar  jodicialajenle  la  enunciada  can- 
tidad de  32.550  pesetas,  sino  después  de  haber  transcurrido  el  plazo  4 
los  cuatro  años  que  se  especificaban  en  la  cláusula  i*  de  dicha  escritora, 
puesto  que  otorf^ada  en  1S  de  Julio  de  4879,  aún  no  había  finalizado  ni 
con  mucho  semt jante  plazo: 

Resultando  que  anotada  preventivamente  la  demanda  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  replicó  el  demandante  adicionando  y  modificando  so 
pretensión,  solicitando  que  se  condenase  á  D.  José  Alejandro  Fierro  al 
pago  de  la  cantidad  indicada  con  el  interés  legal  de  un  (i  por  100  anual 
desde  el  día  en  que  fué  admitida  su  demanda  hasta  el  efectivo  pago  de 
la  deuda  y  costas  del  juicio,  todo  en  el  valor  de  la  finca  descrita  ea 
aquélla,  ó  fuera  transfiriendo  el  dominio  de  la  misma  finca  al- deman- 
dante sin  perjuicio  del  oportuno  reintegro;  sosteniendo  para  ello  que 
D.  Juan  Bautista  Fierro  se  hallaba  autorizado  por  so  hermano  para  re- 
cibir dinero  á  préstamo  y  para  vender  absolutamente  todos  sus  bienes; 
que  en  u»o  de  estas  facultades  percibió  D.  Antonio  Cáceres  la  cantidad 
de  32.500  pesetas,  comprometiéndose  á  pagarla  sin  determinación  de 
plazo  fijo  en  el  valor  de  una  hacienda  pertenciente  á  D.  José  Alejandro 
Fierro,  manifestando  en  la  misma  escritora  su  pensamiento  de  enaje- 
narla á  D.  Antonio  Cáceres  por  el  tanto  que  otro  ofreciera,  y  compro* 
metiéndose  á  no  gravarla  ni  empeñarla  mientras  el  crédito  no  hubiera 
sido  satisfecho;  y  que  D.  Domingo  Cáceres  en  Julio  de  1880  manifestó 
á  D.  Juan  Bautista  Fierro  so  deseo  de  arreglar  el  crédito  pendiente,  y 
de  que  en  tu  consecuencia  se  enajenase  á  su-  favor  la  finca,  ofreciendo 
abonar  después  de  otorgar  carta  de  pago  de  su  crédito  12.450  pesetaa, 
en  lo  cual  convino  D.  Juan  Bautista  Fierro,  ratificando  después  esie 
convenio  el  mismo  D.  José  Alejandro  en  carta  que  escribió  á  D.  Joan: 

Resultando  qoe  el  demandado  evacuó  el  traslado  de  duplica  con  la. 
solicitad  de  qoe  te  desestimaran  las  pretensiones  del  actor  reproda- 
eiendo  lo  alegado  en  el  escrito  de  contestación,  y  añadiendo  que  auo 
cuando  en  la  escritora  se  expresaba  qoe  el  pago  de  crédito  se  había  de 
verificar  en  el  valor  de  la  hacienda  qoe  en  ella  se  determinaba,  esto  no 
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quería  decir  que  el  deudor  hubiera  de  entregar  para  ¿lloal  acreedor 
Uá  hacienda  en  paso  de  so  crédito,  sino  que  tenía  por  objeto  asegurar 
el  pago  de  la  deuda,  según  a&i  resaltaba  del  literal  contexto  de  la  et* 
entura: 

Besollando  que  el  demandante  suministró  prueba  de  testigos  diri- 
gida á  justificar  que  D.  José  Alejandro  Fierro  instó  varias  veces  á  su 
hermano  D.  Juan  para  que  le  buscara  dinero  á  préstamo  con  las  condi- 
eiones  que  tuviera  por  conveniente,  por  lo  cual  otorga  el  contrato  en 
evestión  que  su  hermano  ratificó  y  aprobó,  conviniendo  después  en  la 
▼enta  á  Gáceres  de  la  finca  expresada  por  precio  de  1S.000  pesos  des- 
contando de  él  el  importe  del  crédito: 

Resultando  que  acordado  por  el  Jnei  para  mejor  proveer  traer  á  los 
matos  las  cartas  que  D.  José  Alejandro  Fierro  dirigió  á  su  hermano 
D.  Juan  ordenando  le  tomase  dinero  á  préstamo,  ausente  éste  se  requi- 
rió á  so  apoderado  t).  Antonio  Aday,  quien  manifestó  no  poder  exhibir- 
les por  haber  debido  ir  mezcladas  con  los  documentos  y  cuentas  perte- 
Decientes  á  la  administración  de  los  bienes  de  D.  José  Fierro  que  entre- 
gó con  notas  de  sus  deudas  y  listas  de  acreedores,  y  que  D.  Luis  Han- 
devalle  y  Quintana  presentó  dos  cartas  dirigidas  por  Pepe  á  su  herma- 
BO  Joan  en  Enero  S6  y  Julio  \^  de  4870,  pidiéndole  le  remitiese  dinero 
eoo  orgencia,  y  que  ajustara  y  tratara  la  finca  pudiendo  anticipar  al- 
guna cantidad,  haciendo  provisionalmente  una  escritura  de  promesa: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  decla- 
rando que  estaba  justificado  que  D.  Juan  Bautista  Fierro  estaba  auto- 
rizado por  su  hermano  D.  José  Alejandro  para  recibir  dinero  á  présta- 
mo con  las  condiciones  que  quisiera,  y  de  consiguiente  tenía  personali- 
dad para  celebrar  el  contrato  de  mutuo  que  otorgó  en  18  de  Junio  de 
4879;  que  ésta  era  firme  y  eficaz  en  todas  sus  partes,  y  que  según  lo 
estipulado  en  la  condición  4^  del  mismo  D.  José  Alejandre  Fierro  no  es- 
taba obligado  á  devolver  la  cantidad  por  no  haber  llegado  el  día  de  su 
TeDcimiento,  absolviéndole  en  su  virtud  de  la  demanda: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  uno  y  otro  litigante  se  de- 
claró desierto  el  recurso  respecto  á  D.  Dooiingo  Cacares  por  no  haberse 
personado  en  la  Audiencia,  ^n  la  cual  compareció  después  solicitando 
que  se  trajera  testimonio  para  acreditar  como  se  hizo  que  las  fincas 
afectas  á  la  obligación  de  que  se  trata  habían  sido  rematadas  en  pública 
aobasta  para  pago  de  otro  acreedor  en  el  Juzgado  de  aquella  ciudad: 

Resultando  que  en  el  acto  de  la  vista  del  pleito  en  la  segunda  ins- 
taeeia  solicitó  el  defensor  de  D.  José  Alejandro  Fierro  que  se  declarase 
Dolo  é  ineficaz  por  lo  que  á  él  se  referia  el  contrato  de  12  de  Julio  de 
4879,  absolviéndole  en  su  virtud  de  la  demanda,  con  reserva  al  deman- 
dante del  derecho  de  que  se  creyera  asistido  para  que  lo  utilizara  con- 
tra la  persona  y  en  la  forma  que  procediera^  declarando  también  nulo 
ei  embargo  preventivo,  y  cancelándose  las  anotaciones  é  inscripciones 
Terificadas  por  consecuencia  de  dicho  embargo,  condenándose  expresa- 
mente al  demandante  á  indemnizar  ai  demandado  de  todos  ios  daños  y 
perjoicios  ocasionados  que  se  fijarían  por  peritos;  y  que  el  Letrado  de 
D.  Domingo  Céceres  pidió  se  declarase:  primero,  que  D.  Juan  Bautista 
Fierro  estaba  autorizado  por  su  hermano  D.  José  para  celebrar  el  ex- 
presado contrato;  segundo,  que  era  válido  y  eficaz  en  todas  sus  partes, 
estando  obligado  á  su  cumplimiento  el  propio  D.  José  Alejandro /^ie- 
rro; tercero,  que  D.  Domingo  Cáceres  Rabana  había  justificado  ser  ho- 
ndero de  D.  Antonio  Cáceres  Lorenzo;  cuarto,  que  el  plazo  estipulado 
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en  U  cláosQia  i*  de  dicho  contrato  se  h&llaba  yencido  por  haberte  ena- 
jenado en  pública  anbasta  la  finca  objeto  de  la  demanda^  eos  posterio- 
ridad á  la  primera  instancia,  según  resultaba  del  acto  de  remate  pre- 
sentado; y  quinto,  que  en  su  consecaencía  se  condenase  á  D.  José 
Alejandro  Fierro  á  satisfacer  á  D.  Domingo  Gáceres  Rabana  la  cantidad 
de  31.550  pesetas,  con  el  interés  legal  de  on  6  por  400  anaal,  desdedí 
día  en  que  se  constitayó  en  mora  b^sta  el  efectivo  pago  en  el  valor  te 
la  finca  descrita  en  la  demanda,  conforme  á  las  estípnlaelones  de  la  ee- 
eritura  de  1t  de  Julio  de  4879,  condenándole  también  al  pago  de  tod«t 
las  costas  por  so  mala  fe  y  temeridad  manifiests,  confirmando  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  en  lo  que  estoviera  conforme  eon  esta  pre- 
tensión: 

Resultando  qoe  la  Sala  de  Justieis  de  la  Andiencia  de  Las  Palmas 
dictó  sentencia  en  45  de  Mayo  de  4883  revocando  la  del  Joez  de  prima- 
ra instancia  en  cnanto  había  sido  apelada  por  D.  José  Alejandro  Fierro, 
declarando  nula  é  ineficaz  para  el  mismo  la  obligación  contraída  por  sv 
hermano  D.  Juan  y  D.  Antonio  Cáceres  Lorenzo  en  4S  de  Jalk>  de  4879, 
absolviendo  en  so  consecuencia  al  expresado  D.  José  de  la  demao4a 
contra  él  interpuesta  por  D.  Domingo  Cáceres  Rabana,  deelaModo  dq4o 
igaalnjente  y  sin  efecto  alguno  el  embargo  preventivo,  practicado  y  ra* 
tifícado  en  la  finca  CÍ4)ré8  y  Fraga,  y  reservando  á  D.  Domingo  Cácerea 
so  derecho  para  que  lo  ejercite  donde  y  en  la  forma  qae  le  convenga,  4 
fin  de  obtener  el  reintegro  de  las  cantidades  qoe  prestó  so  padre  D.  An- 
tonio Cáceres  á  D.  Juan  Bautista  Fierro,  sin  hacer  expresa  condenaeiO a 
de  costas: 

Resultando  qoe  D.  Domingo  Cáceres  Rabana  interposo  reeoreo  de 
casación,  por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

4®  La  ley  del  contrato  contenida  en  las  ctáosntas  del  poder  de  i9  de 
Ionio  de  4878  y  en  el  contrato  de  4S  de  Julio  de  1879,  toda  ves  qoe  en* 
aquél  se  autorizaba  al  mandatario  para  qoe  vendiera  absolotamente  Afl- 
eas del  poderdante,  para  que  celebrase  pacto  de  ta  ley  comisoria,  adíe- 
ción  en  día  ó  retracto,  por  el  precio  que  considerase  más  ventajoso,  que 
cobraría  al  contado  ó  á  plazos  y  con  las  condiciones  qoe  estimare,  para. 
qoe  si  llegase  el  caso  de  redimir  las  fincas  enajenadas,  eon  ese  paetolas 
retrajera,  satisfaciera  el  precio  qoe  hubiese  establecido  y  otorgase  las 
escritoras  necesarias;  y  en  la  estipulación  qoe  contenía  insertas  esas 
cláusulas  del  poder,  recibía  el  mandatario  para  so  mandante,  de  manos 
de  D.  Antonio  Cáceres,  32.550  pesetas,  y  mediante  ese  precio  obligaba 
á  so  poderdate  á  abonarle  esa  misma  suma  en  el  valor  de  ona  hacienda 
titulada  Ciprés  y  Fraga,  cuyos  linderos  y  cabida  se  describen  en  el  pae- 
to,  á  preferirle  en  la  enajenación  por  el  tanto,  avisándole  lo  qoe  otro 
ofreciere  por  on  término  de  coatro  años,  ó  reintegrándole  de  la  sama 
adelantada,  sí  en  ese  tiempo  la  enajenase,  con  obligación  de  novendei* 
la  ni  hipotecarla  en  ese  plazo;  y  el  fallo  recurrido,  al  declarar  noU  é 
ineficaz  para  D.  José  Fierro  la  obligación  contraída  por  so  hermano, 
violaba  el  pacto  líiilo  contraído,  y  la  ley  4*,  tít.  4*,  libro  40  de  la  No- 
vísima Recopilación,  qoe  le  daba  fuerza  dejando  sin  efecto  la  promeaa 
y  sin  eficacia  las  facultades  otorgadas  en  el  poder: 

2''  La  ley  40,  tít.  S"*,  Partida  5%  que  define  y  autoriza  el  paclo.I># 
aiieciófi  indicius,  puesto  que  no  estimaba  las  obligaciones  con  arreglo 
á  esa  ley  celebradas  entre  Fierro  Cáceres,  siendo  así  que  la  circonstao- 
cia  de  haber  retenido  en  su  poder  Fierro  la  finca  sujeta  á  la  promesa  de 
venta  no  alteraba  ni  cambiaba  la  índole  y  esencia  de  lo  pactado: 
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V  La  ley  so,  tit.  11  de  la  Partida  5^  según  la  eoal  el  mandaU- 
rio  debe  eondacirse  de  modo  que  llene  todos  los  fines  del  mandato,  y 
por  sa  YÍrtod  qaeda  obligado  el  mandante,  pues  habiéndose  otorgado 
el  poder  en  los  términos  relacionados  era  evidente  que  dentro  de  ello 
Motrajo  obligación  el  demandante  de  aceptar  y  cumplir  en  todas 
SIS  partes  on  pacto  por  el  cnal  adquiría  una  cantidad,  sujetando  su  li^ 
berUd  de  dueño  respecto  á  la  finca  Ciprés  y  Fraga  por  un  término  dado 
y  comprometiéndose  á  cederla  por  el  tanto,  hacer  pago  con  ella  y  no 
gratarla  ni  enajenarla  en  un  término  dado: 

4*  Los  principios  de  doctrina  entorilados  y  contenidos  en  la  ley  3*, 
párrafo  primero  y  quinto,  párrafo  quinto  del  Digesto  Demándalo^  se- 
gao  los  coales  el  mandatario  obra  dentro  del  circulo  de  sus  facultades 
ceaado  ba  ejecutado  el  encargo  que  recibió  en  las  condiciones  prescri- 
tas ó  mSs  favorables  al  mandante,  pues  en  el  caso  actual  si  ei  mandato 
contenido  en  el  poder  le  autorixaba  al  pacto  de  retro,  al  comisorio  y  al 
Jhédieciomindieiuif  con  cualesquiera  condiciones  que  quisiera  estipo- 
lar,  era  evidente  que  podía  contraer  la  promesf  de  venta  y  la  adiccióa 
en  Uía,  modificando  en  sentido  favorable  al  mandante  como  era  el  de 
qne  conservase  la  posesión  de  la  finca  con  la  obligación  de  mantener* 
la  ea  so  poder  sin  gravamen  á  disposición  de  Cáceres  por  cuatro  años: 
V*  La  ley  Si,  tit.  it.  Partida  5\  en  qué  manera  debe  ser  hecho  el 
nsodatOy  puesto  que  autorisándose  expresamente  en  ella  su  celebración 
por  cartas  ó  instrucciones,  y  admitiéndose  en  la  sentencia  la  autentici- 
dad de  las  cartas  traídas  al  pleito  para  mejor  proveer,  en  las  que  Don 
José  le  encargaba  le  procurase  dinero  como  quiera  que  fuese  el  manda- 
to resoltaba  conferido,  y  ano  desatendiéndose  por  mera  hipótesis  de  lo 
expnesto  en  las  infracciones  anteriores,  siempre  resultarla  constituido 
loque  eo  doctrina  se  conocía  por  un  mandato  facultativo,  llamado  así 
ciando  el  poder  no  prescribía  al  mandatario  regias  precisas  y  determi* 
■as  para  la  gestión,  en  cuyo  caso  sus  facultades,  según  los  tratadistas, 
tesian  por  iknieo  límite  so  prudencia  y  so  buena  fe: 

6*  Las  leyes  10,  tit.  34,  Partida  !*•  de  como  el  que  ha  por  firme  lo 
que  es  fecho  en  so  nome  es  tanto  como  si  él  lo  ficiese,  9*,  tit.  13,  Par- 
tida 5^  referente  á  como  es  firme  el  empeño  de  una  cosa  hecho  sin  man- 
dado, si  el  señor  de  la  cosa  lo  consiente  y  se  calla  y  no  lo  contradice,  y 
la  II,  tit.  I S  de  la  misma  Partida  d$  la  paga  que  recibe  ó  face  alguno  en 
«MM  de  airo,  puesto  que  resultaba  celebrada  la  promesa  y  pacto  que  el 
falto  declaraba  nolo  y  con  conocimiento  perpetuodeél,D.  José  Fie- 
rro oo  sólo  callando  sino  aprobando  el  compromiso  y  obligación  en  que 
se  había  constituido  respecto  de  Cáceres  la  finca  objeto  de  la  estipola* 
eión: 

7*  La  ley  %\  tit.  13,  Partida  5»,  referente  al  empeño  que  el  persone- 

10  de  algún  ome  contraiga  sin  so  sabidoria  é  sin  su  mandado,  pues  aun 

admitiendo  por  mera  y  extrema  hipótesis  oue  se  suprimiera  el  poder  y 

ks  cartas  y  las  instrucciones  de  D.  José  á  su  hermano  D.  Juan,  y  la 

'-'^obacíón  posterior  todavía  resultaría  que  recibido  el  dinero  y  otili* 

ó  por  D.  José  Fierro,  la  estipolación  y  los  víncolos  á  que  quedó  so- 

i  la  finca  eran  válidos  para  él  y  no  podían  declararse  nulos  é  inefi» 

M  como  lo  hacía  el  fallo: 

*  Las  reglas  repetidamente  aplicadas  por  este  Supremo  Tribunal 

re  interpretación  de  los  contratos,  de  que  las  cláusulas  deben  expli- 

'e  anas  por  otras  y  resolverse  las  dudas  cuando  las  hay  por  el  sen^ 

más  natural  para  qoe  la  obligación  sorta  efecto,  rehoyendo  las 
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Interpretaciones  según  lis  qae  do  deben  valer,  senUoeiae  de  II  de  Fe- 
brero de  1863  y  15  de  Febrero  de  1866  y  Us  qoe  se  aeomoden  á  la  in» 
tención  de  Us  partes  atendiendo  más  especialmente  al  objeto  y  fin  q«e 
al  celebrarlo  se  propusieron^  qne  á  las  palabras  qae  osaron  para  coa- 
signarlo,  sentenciae  de  f9  de  Harto  y  17  4o  Setiembre  de  4866,  y  los 
actos  de  tos  otorgantes  anteriores  y  posteriores,  sentencia  de  6  de  lilio 
de  i868,  reglas  todas  ellas  de  todo  panto  olvidadas  en  la  sentensiay 
coya  aplicación,  aon  admitido  qoe  los  dooomentos  necesitaran  ínter* 
pretarse,  exigían  la  casación  de  on  fallo  qoe  por  completo  las  contra- 
decía: 

9^  La  ley  16,  tít.  tS,  Partida  3*,  y  la  jorísprodencia  de  este  Soprano 
Tribonal,  declarada,  entre  otras  machas,  en  la  sentencia  de  5  de  Jaola 
de  1860,  según  las  cnales  los  fallos  deben  ser  conformes  y  ajostados 
no  sólo  á  la  cosa  lobre  qoe  contienden  las  partes,  sino  también  á  la 
manera  en  qne  hacen  la  demanda,  motivos  en  qoe  la  fandaron  y  proe  • 
bas  qne  hicieron  lobre  ella;  y  habiéndose  acreditado  en  forma  la  ena- 
jenación de  la  finca  y  desaparecido  por  tanto  toda  doda  de  qae  el  pla- 
to del  pleito  ó  so  condición  le  había  cumplido,  hacía  la  sentencia  cato 
omiso  de  este  extremo  acerca,  del  caal  debió  hacer  pron  onda  mienta 
como  lo  hiso  el  Jaez  de  primera  instancia,  extremo  necesario  para  res- 
tablecer la  integridad  de  la  doctrina  sostenida  por  el  actor  y  fallar  el 
pleito  en  el  fondo  nna  ves  casada  la  sentencia: 

40.  La  ley  1^  tlt.  4S,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación  por  aptl- 
cación  indebida,  por  ser  notorio  qoe  dicha  ley  en  que  se  foodaba  el 
fallo  no  goardaba  relación  con  el  pleito,  y  si  bien  la  de  Enjaieiameate 
civil  no  había  previsto  t|ixatjvamente  el  caso  de  qoe  la  sentencia  inan- 
ginara  nna  ley  qae  no  existía,  como  era  la  qoe  se  citaba  soponiendo 
qae  declaraba  no  serle  lícito  al  mandatario  hacer  cosa  diversa  de  lo  qne 
se  le  encargó,  siendo  así  qae  se  contraía  á  prohibir  la  compra  de  eier  • 
tos  bienes  á  los  testadores  y  albaceas,  indudablemente  ese  error  de  de- 
recho estaba  comprendido  en  el  párrafo  primero  del  art.  1691  de  la  Uy 
de  Enjuiciamiento; 

Y  4  4.  Qoe  había  manifiesto  error  de  derecho  en  la  apreciacián  de 
las  pruebas,  suponiendo  que  eran  principios  de  jorispradeneta  y  sana 
crítica,  consideraciones  que  por  completo  contradecían  esos  miamoe 
principios,  como  eran  las  que  se  aplicaban  á  los  testigos  pressntados 
y  á  las  cartas  reconocidas  por  ellos  y  á  las  traídas  al  pleito  por  el  anto 
para  mejor  proveer;  y  error  de  hecho  al  prescindir  del  texto  de 
esos  mismos  documentos  relacionados  en  el  apuntamiento,  resoltando 
por  este  concepto  apoyado  también  el  recorso  en  el  párrafo  séptimo  del 
art.  492  mencionado. 

•  Tisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache: 

Considerando  que  el  contrato  es  la  ley  qne  regula  los  derechos  y  lee 

obligaciones  de  los  contratantes,  y  que  para  so  recta  inteligencia  debe 

estarse  á  su  genuino  y  literal  contexto,  siempre  qoe  loo  términos  en 

qoe  ss  halle  redactado  sean  claros  y  precisos: 

Considerando  qoe  en  la  escritora  otorgada  por  D.  José  Alejandro 
Fierro  á  favor  de  su  hermano  D.  Juan  Bautista  en  49  de  Jonio  de  4878 
le  dio  poder  especial  para  vendar  absolutamente  ó  oon  los  pactos  qne 
determina  cualesquiera  fincas  rústicas  y  urbanas  que  poseyera  en  aqne- 
lia  fecha  ó  adquiriera  en  lo  sucesivo,  no  apareciendo  de  dicho  doen- 
mento  público  ninguna  otra  cláusula  qoe  faeolte  al  hermano  del  po- 
derdante para  celebrar  contrato  algooo  de  mntno: 
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Considerando  qae  al  préstamo  recibido  por  on  mandatario  oon  ex- 
tralimiíación  d '  sos  faeoltades  no  paede  dar  origen  una  obligación  di- 
•recta  del  poderdante  at  acreedor: 

Considerando  qae  D.  Jaan  Bautista  Fierro  no  vendiendo  las  fincas 
de  an  hermano,  qoe  era  para  lo  que  estaba  facultado,  sino  tomando 
una  canlidad  á  préstamo  como  lo  biso,  se  excedió  de  las  facultades  que 
le  estaban  conferidas,  y  en  tal  concepto  la  sentencia  recurrida  que  aaí 
lo  reconoce  y  absuelve  de  la  demanda  n2  infringe  las  leyes  y  doctrinas 
qae  se  invocan  en  los  seis  primeros  motivos  del  recurso: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  8*,  tit.  13, 
Partida  6',  ni  las  reglas  sobre  interpretación  de  los  contratos  que  se 
ciUn  en  los  motivos  l^  y  8^  porqae  la  voluntad  del  poderdante  fuó 
explícita  al  facultar  ásu  hermano  únicamente  para  vender»  no  hübión- 
dose  demostrado  en  el  pleito  segün  aprecia  la  Sala  sentenciadora,  que 
D.  José  Alejandro  í'ierro  recibiera  ó  se  utilizara  en  todo  ó  en  parte  de 
U  cantidad  tomada  á  ^éstamo  por  su  mandatario,  sin  qoe  contra  so 
apreciación  se  haya  demostrado  error  de  derecho  ó  de  hecho  con  arre- 
f(lo  al  núm.  7^,  art.  I69S  de  la  ley  de  Enjuiciamento  civil  como  sin 
fundamento  se  alega  ademasen  el  motivo  i  I  del  recurso: 

Considerando  qae  la  absolución  de  la  demanda  resuelve  todaalas 
cnestiones  planteadas  en  ella,  según  tiene  repetidamente  declarado  este 
Tribunal  Supremo,  razón  por  la  que  no  infringe  la  sentencia  recurrida 
la  Uy  46,  tít.  2t,  Partida  3*  invocada  en  el  motivo  9*,  una  vez  que  di- 
«ha  sentencia  comprende  aquel  pronunciamiento;  no  podiendo  por  otra 
parte  alegarse  como  motivo  de  infracción  para  ¡os  efectos  de  la  casa- 
ción el  error  de  dsrecho  del  <0,  puesto  qoe  el  motivo  en  que  se  fanda 
sólo  reconoce  una  simple  equivocación  de  cita  legal  por  parte  de  la 
Sala  sentenciadora; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Gáceres  Rabana  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Las  Palmas  la 
certi6eación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remitido.— (Sentencia  publicada  el  9  de  Mayo  de  4884,  é  inserta  en  la 
4jaeHa  de  14  de  Setiembre  del  mismo  año.) 


2a2 

tte«iirfto  4e  easaeión  en  asuato  de  Ultramar  (9  di  Mayo 
40  1884). — Sala  /srcera.  — Pago  db  costas— No  se  admite  el  interpues- 
to por  D.  José  Inda  con  D.  Francisco  Javier  Pedroso  (Audiencia  de  la 
Habana),  y  se  resuelve: 

Qué  no  es  definitivo  ni  tiene  este  concepto,  conformo  al  art,  5*^  de  la 
Uf  de  Casación  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  el  auto  que  no  tuvo  otro  objeto 
que  $1  d$  rosoloer  una  eueslión  de  competencia  suioilada  entre  doi  Ju%  • 
fod/Oi  de  primera  inetancia. 

Resultando  que  radicados  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 

vistrito  de  Guadalupe  de  la  Habana  loa  autos  de  coneurso  de  D.  Gabriel 

H^.rrera,  y  en  el  Juzgado  de  Guanabacoa  el  juicio  ejecutivo  promovido 

por  las  Sociedades  San  Pelayo,  Torres  y  Compañía  y  Rivacoba,  Inda, 

Villodas  y  Compañía  contra  D.  Francisco  Javier  Pedroso,  se  verificó  el 
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remate  del  ingenio  San  Gabriel,  de  la  perteaeocia  del  deudor,  á  íaToi^ 
de  D.  Joaé  Inda  y  Zoaaya: 

Reaoltando  qae  por  ei  Juzgado  qae  conocía  del  concurso  de  D.  Ga- 
briel Herrera,  á  favor  del  cual  existían  algunos  gravámenes  que  afeo- 
t.tban  al  referido  ingenio,  se  requirió  al  rematante  del  mismo  para  que 
pagase  la  sama  de  6.506  pesos,  i  rs.,  importe  de  ciertas  costas  tasadas 
en  una  de  las  piezas  de  los  autps  del  concurso,  y  ^ue  habiéndose  nega- 
do A  ello  D.  José  Inda,  A  su  instancia  el  Joes  de  Guanabacoa  requirió 
al  de  Guadalupe  para  que  se  inhibiera  del  conocimiento  de  toda  recia- 
maciÓQ  referente  al  pago  de  los  plazos  del  remate: 

Resultando  que  promovida  con  tal  motivo  cuestión  de  competencia, 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  por  sentencia  de  21  de 
Setiembre  de  1883,  declaró  que  no  había  debido  promoverse  por  el  Jua- 
gado de  Guanabacoa,  reconocida  comd  se  hallaba  con  anterioridad  por 
el  mismo  la  del  de  Guadalupe,  para  conocer  del  asunto  que  había  ori- 
ginado esta  cuestión,  como  perteneciente  al  concorso  de  O.  Gabriel  da 
Herrera  con  las  costas  á  cargo  del  litigante  D.  José  Inda: 

Resultando  que  D.  José  Inda  ha  interpuesto  contra  esta  sentencia 
en  este  Supremo  Tribunal  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,ci« 
lando  las  que  á  su  juicio  han  sido  infringidas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndea:     • 

Considerando  que  el  auto  recurrido  no  es  definitivo  ni  tiene  este 
concepto,  conforme  al  art.  5°  de  la  ley  de  Casación  de'Cuba  y  Puerto- 
Rico,  porque  lejos  de  terminar  el  pleito  ó  pleitos  á  que  se  refiere  ha-- 
ciando  imposible  su  continuación,  no  tuvo  otro  objeto  que  el  de  resol- 
ver una  cuestión  de  competencia  suscitada  entre  dos  Juzgados  de  pri- 
mera instancia  del  territorio: 

T  considerando,  por  Unto,  que  atendido  lo  preceptuado  en  el  nú- 
mero Z'*  del  aVt.  44  de  la  citada  ley,  no  es  admisible  el  presente  recuito 
interpuesto  por  D.  José  Inda  y  Zozaya; 

No  ha  lugar  á  la  adniíisión  del  mismo,  con  imposición  al  recnrrenta 
de  las  costas,  á  quien  se  devuelva  el  depósito  constituido;  comuniqúe- 
se esta  resolución  á  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  devolución  delF 
apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíquese  en  la  forma  prevenida 
por  la  ley. — (Sentencia  publicada  el  9  de  Mayo  de  1884,  ó  inserta  en  la. 
Oaciía  de  n  de  Octubre  del  mismo  año.) 


203 

Recorso  de  «asación  (10  d«  Mayo  di  1884). — Sala  primera. — 
Pago  db  cantidad. — No  ha  lugar  ai  interpuesto  por  D.  Mariano  Alfran- 
ca  con  D.  Manuel  Guiral  y  otros  (Audiencia  de  Zaragoza),  y  ae  re- 
suelve: 

1®  Que  eonsUtuyendo  eontraio  el  simple  anuncio  de  una  subasta  «o- 
luntarta,  la  senleneia  que  absuelve  de  la  demanda  sobre  indemnvsacióí^ 
de  perjuicios  por  no  haber  sido  admitida  una  protesta  que  no  llenaba  las 
condiciones  prevenidas,  no  infringe  la  ley  1^,  tit.  1®,  Itbro  40  déla  No- 
vísima Recopilación,  aplicable  sólo  cuando  resulta  acreditada  la  esis- 
ieneia  del  contrato  ú  obligación,  según  lo  tiene  declarado  el  Supremtk 
,  TribuncU  en  repetidas  sentencias; 
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T%^  Qm  hahitndo  sido  eanoHda  del  postor  U  modijteaeión  introdu^ 
€ida  en  el  pliego  de  condiciones  para  la  subasta  por  la  comisión  que  en 
ella  eníenáia^  ningún  perjuicio  legalmenie  apreeiable  pudo  seguírsela 
pneito  que  ningún  contrato  habían  celebrado  con  él  los  demandados,  f 
ftor  tanto,  la  sentencia  tampoco  infringe  la  ley  13,  lit.  3%,  Partida  3^. 
En  la  Tilla  y  eorte  de  Madrid,  á  10  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  ea  virtud  de  recorso  de  casaeióo  por  infracción  de 
ley,  segoido  en  el  Jsigado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
Pablo  de  Zaraf^oia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aque- 
lla ciadad  por  D.  Mariano  Alfranca  Peralta,  representado  por  el  Pro- 
curador D.  Hilario  Dago  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Joaquín  Dole, 
eonD.  ManoelGairal  y  Ripol!,  D.  Pascual  Burillo,  D.  Vidal  Martin, 
D.  Antonio  Maestro,  D.  Joaquín  Rodrigues  y  D.  Bernardino  Costa  so- 
bre pago  de  pesetas: 

Resaltando  que  en  virtud  de  escritura  otorgada  en  Zaragoza  á  I®  de 
Setiembre  de  1879  por  Doña  María  del  Rosario  Wall  Alfonsa  de  Soosa, 
▼ioda  de  D.  Vicente  Fernández  de  Córdoba,  y  D.  Manuel  Guiral,  Don 
Pascual  Burillo,  D.  Antonio  Maestro,  D.  Vidal  Martín,  D.  Joaquín  Ro- 
drigues y  D.  Bernardino  Costa,  por  sí  y  como  apoderados  del  Ayunta- 
miento de  la  villa  de  Alfajarín  y  de  la  casi  totalidad  de  los  vecinos  de 
la  misma,  celebraron  un  convenio  en  virtud  del  cual  permutaron  ciertos 
derechos,  quedando  á  favor  de  los  vecinos  de  Alfajarín  el  soto  conoeido 
eon  este  nombre,  para  dividirlo  entre  los  vecinos  otorgantes: 

Resaltando  que  la  comisión  administradora  del  soto  compuesta  de  los 
Mis  otorgantes  de  la  anterior  escritura,  en  sesión  celebrada  en  dicho 
día  l^de  Setiembre  de  1879,  acordó  anunciar  en  los  periódicos  de  Za  • 
ragosa  qne  el  4  5  del  mismo  mes  se  subastarían  las  yerbas  y  casa  del 
soto  de  Alfajarín  bajo  el  pliego  de  condiciones  que  estaría  de  manifiesto 
en  dicha  villa  y  calle  Mayor,  núm.  31:  y  que  anunciada  en  efecto,  en 
dichos  términos  en  el  Diario  de  Avisos  de  Zaragoza,  correspondiente  á 
los  días  S  y  3  de  dicho  mes»  en  la  sesión  que  celebró  la  comisión  admi- 
nistradora el  referido  día  15  de  Setiembre;  á  petición  escrita  de  IS  ve- 
etnos  y  después  de  discusión  en  la  que  D.  Joaquín  Rodrigues  califica 
aquélla  de  imi  roeedente,  por  cuanto  el  pliego  de  condiciones  había  sido 
examinado  por  algunos  particulares,  los  otros  cinco  individuos  de  la 
eomisión  acordaron  suspender  U  subasta  para  el  día  siguiente  á  la  mis- 
ma hora  y  aumentar  los  párrafos  7*  y  8^  para  la  subasta  de  las  yerbas^ 
yé^  7^  y  8°,  para  el  arriendo  de  la  casa: 

Resaltando  que  en  el  pliego  de  condiciones  que  los  individuos  de  la 
eomisión  formaron  con  fecha  15  de  Setiembre  para  el  arriendo  de  la  caza 
del  soto,  establecieron  el  término,  precio,  veda  y  demás,  y  en  el  pacto 
8®  dijeron  que  ningún  Tecino  ni  terrateniente  de  Alfajarín  que  no  so 
hallase  adherido  ai  convenio  con  la  Baronía,  podría  tomar  parte  en  la 
•obasta: 

Resultando  que  en  el  siguiente  día  16  de  Setiembre,  reunida  la  comí* 
ón  administradora  del  soto  con  el  objeto  de  celebrar  las  ubasta  del  arrien- 
j  de  la  casa  del  mismo,  que  no  podo  tener  lugar,  según  se  dice,  el  día 
iteríor,  porque  la  cornisión  no  había  terminado  aún  el  pliego  de  con- 
eiones,se  declaró  abierta  la  subasta  con  arreglo  á  dicho  pliego  señalan- 
e  el  tanto  de  poja  de  5  pesetas;  que  Valero  Carrascosa  ofreo.ió  500  pesé- 
is, tipo  señalado  para  la  subasta,  sin  que  ningún  otro  vecino  adherido 
'  'sonvenio  eon  la  Baronía  se  presentase  á  hacer  manda  alvuna;  que  Mi- 
no Alfranca  biso  la  de  750  pesetas,  qoe  no  le  admitió  la  comisión  por 
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DO  eiUr  dentro  de  la  eondieión  3*  del  pliego  ó  sea  no  eitar  adherido  al 
referido  convenio;  que  habiendo  insíatido  en  su  pretensión,  se  le  dijo 
qoe  buscase  on  vecino  adherido  y  se  le  admitiría,  á  lo  qae  Alfranca  %% 
negó;  y  que  en  au  vista,  la  comisión  dio  por  terminado  el  acto  adjadi» 
cando  la  caía  del  soto  á  Valero  Carrascosa  como  único  postor: 

Resultando  que  fondado  D.  Mariano  Alfranca  y  Peralta  en  que  anan- 
«iada  la  subasta  de  nna  manera  tan  solemne  por  D.  Manuel  Gairal  j 
consortes  quedaron  obligados  á  someterse  á  las  reglas  establecidas  para 
ella,  sin  que  tuvieran  facultades  para  poder  modificar  sos  bases;  qoe  la 
modificación  que  durante  la  suspensión  del  acto  anunciado  tuvo  efecto, 
no  pudo  tener  lugar  además  por  cuanto  habiéndose  anunciado  en  los 
diarios  de  la  caiital  en  términos  generales,  sin  hacer  excepción  alguna 
para  los  licitadores,  suplicaba  que  en  el  ánimo  de  la  comisión  no  estovo 
proponer  lo  que  después  modificaron;  que  verificada  la  subasta  y  hi- 
ñiendo ofrecido  más  el  demandante,  no  pudo  ser  excluido  de  ese  acto, 
por  cuanto  presentada  la  cédula  de  vecindad  tenía  más  qoe  suficiente 
para  acreditar  au  calidad;  que  con  tal  exclusión  habían  sufrido  perjui- 
cios en  sus  intereses  que  en  so  día  quedarían  justificados,  y  haciendo 
•n  SQ  virtnd  uso  da  la  acción  personal  pidió  se  declarara  qoe  D.  Ma* 
nuel  Ouiral  y  demás  individuos  de  la  comisión  referida  venían  obliga* 
i)08  á  la  indeuinización  de  los  perjuicios  que  con  la  no  admisión  de  Al- 
franca  á  la  subasta  y  su  adjudicación  por  ser  el  mejor  postor  se  le  ha- 
blan irrogado  y  que  se  justifíearían  dentro  del  término  de  prueba  eon 
ias  costas  causadas  y  que  se  causaaen:  ' 

Resultando  que  D.  Manuel  Guiral  y  consortes  impugnaron  la  de- 
manda sostenida  en  los  hechos  de  ella;  que  la  subasta  se  suspendió  el 
día  16  para  el  siguienle  16  porque  la  comisión  no  pudo  terminar  el 
pliego  de  condiciones  á  causa  de  laa  ocupaciones  de  sus  individuos  y  de 
la  celebración  de  Us  fiestas  de  la  villa,  que  se  solemniaaron  de  una  ma- 
nera especial  por  la  terminación  de  los  pleitos  eon  la  Baronía  de  Alfa- 
jarín  de  nna  manera  beneficioaa  para  los  vecinos,  de  la  cual  sólo  Al- 
franca  y  eontadísimos  amigos  suyos  se  áepararon;  que  era  contrario  á 
la  naturaleza  de  los  hechas  suponer  que  bobo  un  contrato  entre  los  de- 
mandados y  el  público  por  virtud  del  anuncio;  que  el  público  era  ana 
entidad  anónima  y  sin  personalidad,  y  habría  que  suponer  qae  hecho 
un  contrato  entre  los  demandantes  de  ana  parte  y  por  otra  eada  una  de 
las  personas  que  leyeran  ú  oyeran  leer  el  anuncio;  que  según  esta  teo- 
ría siempre  que  se  anunciase  al  público  una  cosa  en  on  periódico,  ai  el 
anuncio  no  llegaba  á  realizarse,  lo  cual  era  frecuente,  cada  ono  de  los 
qnt  pensaban  tomar  parte  en  el  aannto  podría  demandar  al  que  lo  aaan- 
ció;  (}oe  esto  era  absurdo  coiio  la  cita  de  la  ley  recopilada  que  suponía 
la  existencia  de  un  contrato  que  Alfranca  no  probaba  válido  y  perfecto; 
que  además  se  trataba  de  una  junta  particular  no  sujeta  á  reglamenta- 
ción administrativa  de  ningún  género,  y  á  la  cual  por  lo  mismo  era  lí- 
cito suspender  cuantas  veces  quisiera  la  subasta  sin  dar  explicación  á 
nadie,  admitir  ó  no  al  que  tuviera  por  conveniente  y  fijar  el  pliego  de 
condiciones  según  mejor  le  pereciera;  que  si  alguna  responsabilidad  tu- 
vieran los  demandados  sería  para  sos  comitentes,  pero  no  para  Alfranoa, 
y  que  en  cuanto  á  los  perjuicios  ni  convenían  en  que  los  hobiese,y  aun- 
que existieran  nada  tenían  qoe  ver  con  ellos  los  demandados  porque 
quien  usaba  de  un  derecho,  y  era  evidente  que  de  él  osaron,  á  nadie 
ofendía  ni  perjudicaba: 

Resaltando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sastaneiado  el 
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^oicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  da  Zaragoaa 
dictó  en  15  de  Noviembre  de  1883  sentencia  confirmatoria  con  las  cos- 
tas, absolviendo  á  D.  Mannei  Gairal,  D.  Joaqnfn  Rodrigues,  D.  Bernar» 
díBo  Costa,  D.  Pascnal  fiarillo,  D.  Vidal  Martín  y  D.  Antonio  Maestro 
4e  la  demanda  interpuesta  contra  ellos  por  D.  Mariano  Alfranca,  esta* 
bleciendo  al  efecto  como  fundamentoa  qne  á  pesar  de  laa  praebas  prae- 
licadas  por  las  partes,  tratándose  de  ana  subasta  particular  ó  no  oñciat, 

JDO  oÍMtante  qfue  ésta  se  hubiera  anunciado  con  más  ó  menos  solemai* 
ad,  los  subastantes  antes  de  dar  principio  á  lá  misma  pudieron  sus- 
penderla ó  modificar  ó  adicionar  las  condiciones  bajo  las  cuales  bab<a 
de  tener  lugar,  puesto  que  de  so  voluntad  pendía,  y  que  si  bien  pudie- 
ron haber  contraído  un  compromiso  moral  con  el  público  al  anunciarla 
y  luego  suspenderla  y  modificar  6  adicionar  sus  bases,  dicho  compro- 
miso en  manera  alguna  puede  envolver  una  responsabilidad  legal  para 
eon  loe  que  pudieran  tener  intención  de  interesarse  en  ella.  Y  que  cele- 
brada después  con  condiciones  que  excluían  al  demandante  previamen- 
te, conocidas  por  éste,  según  reconocía,  era  innegable  que  ningún  per- 
juicio ó  indemnización  podía  reclamar  á  la  comisión  por  no  haberse  ad- 
mitido su  proposició  I,  y  que  si  dicha  comisión  pudo  incurrir  por  sus 
actos  en  alguna  responsabilidad  legal,  sería  en  su  caso  con  relacióo  a 
loa  que  la  nombraron  ó  te  dieron  sus  facultades: 

Resultando  que  D.  Mariano  Alfranca  interpuso  recurso  de  casación, 
por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

I**  La  ley  1^,  tít.  1^  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  puesto 
^ue  D.  Manuel  Gniral  y  compañeros  manifestaron  públicamente  su  io- 
tención  de  adjudicar  las  yerbas  y  la  caza  al  que  mejor  postura  hiciese, 
y  qae  este  anuncio  debió  ser  considerado  como*  cosa  formal  y  obligato 
ria  para  unos  y  otros;  y  la  doctrina  declarada  en  sentencias  de  este  Su- 
premo Tribunal  de  26  de  Setiembre  de  1868  aplicable  al  caso,  de  qup 
para  que  exista  legalmente  la  obligación  de  dar  ó  hacer  alguna  cosa  no 
es  necesario  que  el  obligado  contrate  directamente  con  la  persona  á 
4|uien  ha  de  darse,  ó  á  cuyo  favor  ha  de  hacerse  sin  constar  por  hechos 
indubitados  que  el  uno  quiso  obligarse  y  el  otro  aceptó  la  obligación; 
T  V  La  ley  13,  tít.  33,  Partida  3%  pues  aun  en  la  hipótesis  de  que 
•Guiral  y  los  demás  demandados  hubieran  sido  dueños  de  disponer  del 
soto  de  Alfajarín  y  Arbitros  de  faltar  á  los  compromisos  contraidos  con 
el  público  por  medio  de  anuncios,  siempre  quedarían  sujetos  á  la  ex- 
presada ley  que  determina  que  aunque  el  hombre  tenga  poder  para  ha- 
eer  en  lo  suyo  loque  quiera,  lo  debe  haeer  de  modo  que  no  perjudique 
i  otro;  y  siendo  indudable  que  se  suspendió  la  subasta  y  se  adiciona» 
ron  las  condicionea  en  perjuicio  de  Alfranca,  dicha  ley  era  de  rigurosa 
aplicación. 

Tiato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernándes  Cueata: 

Considerando  que  no  constituyendo  contrato  el  simple  anuncio  de 
«Da  subasta  voluntaria,  no  ha  podido  ser  infringida  por  la  sentencia  la 
ley  i\  tít.  1^  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  se  invoca  en 
^1  primer  motivo,  aplicable  sólo  coando  resulta  acreditada  la  existencia 
del  contrato^  obligación,  según  lo  tiene  declarado  este  Supremo  Tri  - 
bttuaJ  en  repetidas  sentencias: 

Considerando  que  habiendo  sido  conocida  del  recurrente  la  modifl- 
eacióQ  introducida  en  el  pliego  de  condiciones  para  la  subasta  por  la 
comisión  que  en  ella  entendía,  ningún  perjuicio  legalmente  apreciable 
pudo  seguírsele  puesto  qne  ningún  contrato  habían  celebrado  eoo  6 
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los  demandados,  y  por  tanto,  la  sentencia  tampoco  infringe  la  ley  1^^ 
tlt.  3S,  Partida  3^,  citada  en  el  segando  rootivr,  aan  suponiendo  ([ü% 
laviera  esta  ley  la  extensión  qae  pretende  dársele; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Alfranca  y  Peralta,  é 
quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  á% 
I.OÚO  pesetas  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribnyéndoso 
entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia. 
de  Zaragoza  la  certificación  correspondiente,  con  devolación  del  apno- 
lamiente  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  40  de  Mayo  d» 
!8S4,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  13  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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n«^arfiode  eñ^ñelén  [\0  de  Mayo  de  \fi9 i), -^Sala primera.-^ 
SüRviDUMBeB  DE  LUCES. —  Ha  lagar  al  interpuesto  por  D.  Manuel 
Pfirdo  Montenegro  con  Doña  Meictiora  Pardo  (Audiencia  de  la  Corona), 
y  se  resuelve: 

r  Que  la»  aberturas  de  edificios^  correspondiendo  á  suelo  f  cielo- 
úfenOy  llevan  consigo  la  servidumbre  negativa  de  no  perjudir.ar  las  la- 
c«s  á  qoe  sp»  de<iiiian;  y  por  consiguiente,  cuando  no  ¡te  constituyen  por 
contrato  ó  última  voluntad,  son  de  mera  tolerancia  si  no  la  sancioné 
el  uso,  que  ha  de  contarse  para  la  prescripción,  desde  la  existencia  d$ 
algún  acto  obstativo^  fuera  de  lo  cual  puede  el  vecino  impedirlas^  da 
cualquier  clase  que  sean,  construyendo  en  contigüidad: 

%^  Que  la  pared  divisoria  de  dos  casas  en  defecto  de  pruebas  en  con- 
irario  puede  reputarse  medianera  solamente  en  los  puntos  en  que  amba$r 
€oneurren\ 

Y  3®  Que  el  derecho  está  en  edificar  libremente  de  suelo  á  cielo  co* 
pared  contigua  cuando  no  la  hay  medianera. 

En  la  vilU  y  corte  de  Madrid,  á  fO  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgada  de  primera  instancia  de  Mondoñsdo  y  en  -la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corana  por  D.  Manuel  Pardo  Monte- 
negro y  Gordal  y  su  mujer  Doña  Teresa  Pardo  Montenegro,  propieta- 
rios, vecinos  de  Nondoñedo,  con  Dofia  Melchora  Pardo  Montenegro, 
propietaria,  de  la  misma  vecindad,  sobre  qoe  se  declare  que  una  pareí 
es  medianera  y  servidumbre  negatoria  de  luces,  pendiente  en  esteTri* 
banal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  D.  Manuel  Pardo  Montenegro,  en  representación  de  sna 
hijos  menores  D.  Manuel,  D.  José  y  Doña  Remedios,  como  herederos 
de  su  madre  Doña  Teresa,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  Gar- 
cia  Gutiérrez,  y  representado  por  el  Procurador  D.  Hilario  Dago.  ha» 
hiendo  sido  defendida  y  representada  en  este  recurso  la  parte  deman- 
dante por  el  Doctor  D.  Lois  Silvela  y  el  Procurador  D.  Lais  Lum* 
breras: 

Resaltando  que  en  1 4  de  Febrero  de  4881  dedujeron  los  consortea 
D.  Manuel  y  Doña  Teresa  Pardo  Montenegro  la  demanda  que  ha  dado 
origen  al  presente  pleito,  en  la  que  expusieron  comoliechos  que  eran 
dueños  de  la  casa  núm.  6  de  la  calle  del  Peregil  de  aquella  ciudad  do 
Hoadoñedo  y  del  jardin  existente  en  su  parle  posterior,  que  termina 


Digitized  by  VjOOQ IC 


Digitized  by  VjOOQ IC 


i  90  iORlSPRDDBNCIA   CIYIL, 

Ó  TÍgas  desde  dichos  pilares  hasta  la  bodega  antes  referida,  desistiendo 
después  de  éontionar  la  obra  empezada,  y  deshaciendo  la  qae  había 
llevado  á  cabo,  por  haberle  hecho  comprender  esta  parte  demandada 
qoe  carecía  de  derecho  para  ello;  qae  había  que  respetar  la  ventana 
antes  referida,  sin  qoe  valiera  invocar  la  no  existencia  de  la  servidum- 
bre de  loces  qoe  tan  sólo  podría  sostenerse  en  el  caso  de  que  la  pared 
fnese  medianera;  pnes  siendo  propia  de  la  demandada  usaba  con  ella 
del  derecho  de  propiedad  para  disfrutar  de  lo  sayo;  qoe  este  derecho 
qae  limitaba  en  parte  el  qoe  padieran  tener  los  demandantes  para 
edificar  en  sa  fondo,  lo  había  adquirido  por  posesión  de  tiempo  inme- 
morial de  abrir  á  la  parte  exterior  y  sobre  el  jardín  de  los  demandan- 
tes las  vidrieras  de  la  ventana;  qoe  además  edificaron  los  demandan  tea 
hacía  unos  ocho  años,  en  la  parte  posterior  de  so  casa,  ana  galería, 
coyas  vigas  apoyaban  en  la  pared  de  la  demandada,  sin  haber  contado 
para  ello  con  so  consentimiento;  y  si  bien  no  había  pensado  pedir  por 
ello  indemnización  algnna  en  vista  de  la  conducta  observada  por  lot 
demandantes,  pretendía  por  reconvención  el  pago  de  lo  qae  dicha  pa- 
red representase  ajusta  regolación  de  peritos;  é  invocó,  por  último, 
el  precepto  del  art.  40  de  la  Constitución  vigente,  la  ley  15,  tít.  3i» 
Partida  a\  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  26  de  Octubre 
de  i 865: 

Resaltando  q[ae  los  demandantes  dijeron  en  la  réplica  que  en  la 
parte  de  pared  divisoria  de  las  casas  ocupada  por  su  bodega  se  recono- 
cían los  vestigios  de  una  ventana  que  sin  duda  había  sido  obstruida 
cuando  se  construyó  la  bodega;  que  Doña  Melchora  Pardo  nada  dijo  ni 
opuso  cuando  se  construyó  la  galería  hacía  40  años;  pero  que  puesto 
que  en  la  actualidad  hacía  reclamación  por  este  motivo,  manifestaban 
que  se  hallaban  dispuestos  al  pago  de  la  parte  de  pared  ocupada  con  Ift 
galería  en  la  misna  fonoa  en  que  intentaban  satisfacer  lo  que  se  pro- 
ponían ntilisar,  y  que  de  las  diligencias  de  reconocimiento  y  declara- 
ción que  acompañaban  verificadas  en  4763  déla  casa  calle  del  Peregil, 
de  Doña  Juana  Cancio,  se  deducía  claramente  el  carácter  de  medianera 
de  la  pared  en  cuestión,  pues  en  dichas  diligencias  se  decía  que  las  pa- 
redes del  edificio  se  hallaban  en  muy  mal  estado, á  excepción  de  laque 
hacía  medianil  entre  dicha  casa  y  la  de  D.  Francisco  Andrés  de  la  Ba- 
rrera: 

Resultando  que  en  la  dtlplica  reprodujo  Doña  Melchora  Pardo  lo 
alegado  y  pedido  en  su  contestación,  y  recibido  el  pleito  á  prueba  sa 
hizo  uso  por  ambas  partes  de  la  de  posiciones  6  inspección  ocular» 
practicándose  además  en  virtud  de  auto  para  mejor  proveer  un  recono- 
cimiento pericial  con  el  fin  de  determinar  la  antigüedad  de  las  casas  y 
las  condiciones  de  la  pared  de  que  se  trata: 

Resultando  qae  la  Sala  de  lo  civil  déla  Audiencia  de  la  CorUfia  dic- 
tó en  20  de  Junio  próximo  pasado  sentencia  revocatoria  absolviendo  á 
Doña  Melchora  Pardo  Montenegro  de  la  demanda  contra  elh  interpues- 
ta por  D.  Manuel  Pardo  y  su  esposa  Doña  Teresa  Pardo  Montenegro, 
sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Manuel  Pardo  Montenegro,  en  representación  de 
sos  hijos  menores,  herederos  de  so  madre  Doña  Teresa  Pardo,  inter- 
puso recurso  de  casación,  por  considerar  infringidos: 

En  cuanto  la  sentencia  desestima  la  demanda  por  aceión  negatoria 
de  servidumbre  de  luces: 

4®  £1  principio  axiomático  en  derecho  de  qae  la  propiedad  te  supoiie 
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libre  mientras  no  te  proet^e  lo  contrario,  reconocido  y  confirmado  en 
las  sentencias  de  este  Tribonal  Supremo  de  7  de  Abrí!  y  30  de  Jqoia 
de  1874  y  13  de  Diciembre  de  4875: 

2^  La  doctrina  legal  de  qae  al  demandado  por  acción  negatoría  de 
servidambre  incumbe  probar  la  exactitod  de  ésta,  consignada,  entre 
otras  mochas  sentencias,  en  las  de  42  de  Abril  de  1859,  18  y  25  de 
Enero  de .186 1,  I*'  de  Diciembre  de  1864^  S6  de  Diciembre  de  1865  y  9 
de  Enero  y  19  de  Febrero  de  1877: 

3°  Las  leyes  1*  v  2^,  tít.  31,  Partida  3*,  qae  requieren  para  la  exis* 
tencia  de  la  servidambre  que  se  halle  constituida  sobre  cosa  ajena  y 
nanea  sobre  cosa  propia  ó  común,  toda  vez  qae  la  pared  en  qne  se  sn- 
pone  qoe  la  demandada  ganó  la  servidombre  de  luces  es  del  condoaii-^ 
nio  de  ambas  partes  litigantes  ó  del  dominio  exclusivo  de  aquélla,  y 
por  consiguiente  no  podo  en  manera  alguna  ganar  en  ella  tal  servi- 
dumbre; 

Y  4^  La  ley  15  del  mismo  título  y  Partida  qne  determina  por  cuánto 
tiempo  puede  el  hombre  ganar  servidambros  sobre  las  cosas  ajenas,  y 
exige  el  eontrallamiento  como  punto  de  partida  de  la  prescripción,  así 
conao  la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  consig- 
nada, entre  otras  sentencias,  en  la  de  14  de  Mayo  de  1861,  i9  de  Marzo 
de  1870,  6  de  M»rzo  de  1875,  Í3  de  Jonio  de  1877,  17  de  Mayo  de  1876, 
13  de  Julio  de  1878  y  recientemente  en  la  de  10  de  Marzo  de  1882,  de 
qne  no  tiene  lugar  la  prescripción  en  la  servidumbre  de  luces  sin  que 
medie  un  hecho  obstativo  por  parte  del  que  trate  de  adquirir  derecho 
i  las  luces  contra  el  que  intente  obstruirlas;  en  cuya  virtud  la  deman- 
dada Doña  Melchora  Pardo  venía  obligada  á  probar  el  contrallamieiita 
ó  el  acto  obstantivo  por  el  que  privó  A  Doña  Teresa  Pardo  de  elevar  sa 
casa  para  que  non  le  toliese  la  sombra,  y  no  sólo  no  probó  nada  de  es- 
to, sino  que  ni  siquiera  alegó  acto  alguno  de  impedimento;  resultando 
i  mayor  abundamiento  el  hecho  de  haber  tapado  Doña  Teresa  Pardo  la 
ventana  inferior  sin  oposición  de  la  demandada,  lo  cual  demuestra  que 
nunca  hasta  ahora  se  había  creído  con  derecho  para  imponer  tal  servi- 
dumbre: 

Y  en  cuanto  desestima  la  sentencia  recurrida  la  demanda  por  accióa 
coofesoria  de  servidumbre  de  medianería: 

i^  El  principio  legal  de  que  toda  pared  divisoria  de  dos  edificios  se 
reputa  medianería  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  aceptado  por  .to- 
dos los  tratadistas  y  consignado  en  el  proyecto  del  Código  civil  de  1851^ 
asi  como  el  presentado  á  las  Cortes  en  la  pasada  legislatura,  y  virtual- 
mente  contenido  en  la  sentencia  de  este  Tribonal  Supremo  de  S2  de 
Mayo  de  1862  que  declara  que  no  es  legal  la  doctrina  de  que  para  ser 
una  pared  medianera  es  preciso  que  se  construya  sobre  la  línea  diviso- 
ria de  dos  distintos  fundos  en  terreno  de  entrambos  ó  qoe  medie  pacto 
concediendo  este  derecho,  ó  que  haya  habido  el  uso  por  todo  el  tiempo 
que  previene  la  ley  ó  por  disposición  testamentaria,  porque  legalmente 
puede  existir  medianería  sin  que  medien  estos  requisitos;  presuncióo 
que  adquiere  en  el  caso  de  este  pleito  el  carácter  de  prueba,  porque  se- 
gún la  declaración  pericial  de  1763  y  los  reconocimientos  judicial  y  pe- 
ricial modernos  qne  obran  en  autos  y  que  han  sido  indebidamente  des- 
atendidos  por  la  Sala  sentenciadora,  dicha  pared  es  medianera  hasta  el 
punto  común  de  elevación  y  en  so  totalidad  la  que  separa  el  patio  del 
jsrdio,  porque  es  una  sola  y  no  desadosadas,  cierra  espacio  en  los  doa 
foftdos  y  sobre  ella  descansan  las  vigas  y  maderas  gruesas  de  ambos 
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edifieios,  y  si  bien  se  alega  como  signo  qoe  arguye  en  contra  de  la  pre- 
sunción de  medianería  la  ventana  abierta  sobre  la  bodega  y  el  proyecto 
de  Código  comprende  entre  los  signos  contrarios  la  existencia  de  ven 
tana  al  prohibir  terminantemente  que  se  abra  en  pared  medianera,  es  lo 
cierto  que  esta  prohibición  no  está  vigente,  y  que  además,  abierta  la 
ventana  aludida  per  mera  tolerancia  de  la  parte  recurrente  sin  derecho 
á  80  conservación,  nada  puede  demostrar  ni  en  pro  ni  en  contra: 

V*  El  axioma  joríJico  de  que  el  propietario  de  un  predio  puede  edi 
ficar  libremente  de  suhIo  á  cielo  mientras  no  limite  su  derecho  la  ley: 
3^  La  ley  2^,  tít.  13,  Partida  3^  que  determina  la  fuersa  qoe  ha  la 
conoscencia,  y  el  art.  580  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  qoe  da  fuer- 
za de  prueba  plena  á  las  declaraciones  de  los  litigantes,  en  el  hecho  de 
no  reconocer  como  prueba  la  sentencia  recurrida  qoe  la  pared  es  me- 
dianil, por  lo  menos,  hasta  el  ponto  común  de  elevación  de  ambos  edi* 
ficios,  pues  esto  paulatinamente  lo  declaró  ccmtestbndo  á  posiciones 
Doña  Melchora  Pardo,  así  como  la  ley  8',  tít.  3^  Partida  3*,  que  trata 
de  cómo  otorgan  á  las  vegadas  los  demandados  los  que  les  demandan 
poniendo  defensiones  ante  sí,  puesto  qoe  con  la  reconvención  vino  á 
reconocer  Doña  Melchora  Pardo  el  derecho  con  que  la  demandada  so 
pide  el  josiiprecio  y  abono  de  la  parte  de  pared  que  ocupe  la  noeva 
obr?» ; 

Y  4®  La  doctrina  legal  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  n  de  Mayo  de  4876  y  en  la  de  13  de  Julio  de  1876  que  dice 
qoe,  constando  que  la  pared  divisoria  de  dos  casas  sirvió  de  apoyo  hasta 
cierta  altura,  debe  entenderse  que  toda  es  medianil,  y  el  dueño  del  edi- 
ficio más  bajo  puede  levantarle  y  obstruir  cualquiera  abertura,  qoo 
como  de  mera  tolerancia  ó  carácter  precario  es  incapaz  de  constituir  QO 
"derecho  ganado  por  tiempo;  puesto  qoe  es  on  hecho  probado  qoe  la 
pared  en  cuestión  es  medianil. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  las  aberturas  de  edificio,  correspondiendo  á  soelo 
y  cielo  ajeno,  llevan  consigo  la  servidumbre  negativa  de  no  perjwJiear 
las  luces  á  que  se  destinan,  y  por  consiguiente,  cuando  no  se  cunstüu- 
yen  por  contrato  ó  última  voluntad,  son  de  mera  tolerancia  si  no  la 
sanciona  el  uso  que  ha  de  contarse  para  la  prescripción  desde  la  exis- 
tencia de  algún  acto  obstativo,  fuera  de  lo  cual  puede  el  vecino  impe- 
dirlas, de  cualquier  clase  que  sean,  construyendo  en  contigüidad: 

Considerando,  por  tanto,  que  respecto  de  la  acción  negatoria  de 
servidumbre  de  luces,  se  infringe  por  la  sentencia  la  ley  citada  en  coar- 
to lugar,  cuyo  sentido  se  ha  declarado  ya  repetidas  veces  por  este  Tri- 
bunal: 

Considerando  que,  por  el  contrario,  no  infringe  la  sentencia  las  dis- 
posiciones, y  lo  demás  qoe  como  doctrina  se  cita  en  los  cuatro  motivos 
referentes  á  la  medianería,  porque  en  cuanto  al  primero  la  pared  divi- 
soria de  eos  CBsas  en  defecto  de  pruebas  en  contrario  puede  reputarse 
medianera  solamente  en  los  puntos  en  que  ambas  concurren;  en  cuanto 
al  segundo  el  derecho  está  en  edificar  libremente  de  suelo  á  cielo  coa 
pared  contigua  cuando  no  la  hay  medianera;  en  cuanto  al  tercero  la  con- 
fesión se  refirió  á  ios  puntos  comunes  de  elevación  de  las  dos  casas,  y 
la  reconvención  fué  on  acto  comprendido  en  las  facultades  del  dominio 
que  nada  signifíca  en  el  sentido  del  recurso,  y  en  cuanto  al  último  no 
puede  reputarse  legal  la  doctrina  que  allí  se  invoca; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
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^ario  de  casación  ioterpaesto  por  D.  Manael  Pardo  Montenegro  en 
el  eoMeptiO  en  qae  litiga,  respecto  al  coarto  motivo  del  primer  gra« 
po  en  q:oe  se  íanda  relativo  á  la  servidambre  de  loces,  y  no  haber 
logará  los  referentes  á  la  medianería  pretendida;  y  en  so  consecaencia 
Meamos  y  analamos  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Atidieneia  do  la  Corana  en  20  de  Jnnio  próximo  pasado,  solamente  en 
cnanto  desBslima  la  parte  de  la  demanda  encaminada  á  obtener  la  de- 
el^aeió»  de  qne  la  casa  qoe  faó  de  Doña  Teresa  Pardo,  boy  de  sns 
bjoa,  no  debe  aqaella  servidumbre  á  la  de  Do&a  Helcbora  Pardo.— 
(Sentencia  poblicada  el  10  de  Hayo  de  i88i,  é  inserta  en  la  Gaeíta 
de  II  de  Setiembre  del  mismo  año.)  ^ 
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Beearso  de  cnsaelón  {\0  di  Mayo  d$  4894}.— ^a¿a  jorimera.-^ 
CoBBO  D£  UN  CRÉDiTo.—No  ha  lagar  al  interpuesto  por  D.  Mariano 
f  eleí  con  D.  José  Barril  y  otros  (Audiencia  de  Zaragoza),  y  se  resuelve: 

Qmísí  la  Sala  untenciadora,  apreciando  en  conjunto^  después  d$ 
nm  detenido  anilitis^  las  circunstancias  y  elemenios  probatorios  de  la 
respectiva  eficacia  y  legitimidad  de  los  dos  créditos  en  competencia,  ha 
declarado  en  uso  de  sus  exclusivas  facultades ,  de  preferente  pago  el  del 
ejecutante  tabre  el  del  tercerista,  declaración  que  constituye  el  objeto 
cardinal  del  juicio  de  tercería^  sin  que  contra  tal  apreciación  de  loe 
pruebas  se  alegue  infracción  legal;  no  infringe  las  Observancias  de  Ara- 
¿(^  f^De  equo  vulnéralo;  16  De  fíde  instrumentorum;  H  De  proba- 
tioDíbas  faciendis  eum  charla,  y  6'  De  confesis;  teatos  gue  proclaman 
ysasieiañan  el  apotegma  aragonés  Standum  est  charla;  la  ley  9^,  ti- 
tulo «*,  Partida  5»;  artículos  J47,  248  y  U9  del  Código  de  Comercio; 
docírin^  del  Tribunal  Supremo  estableciendo  que  no  puede  darse  fuer- 
za probatoria  á  las  declaraciones  de  un  solo  testigo,  y  artículos  3S,  40, 
41,  4t,  45,  53,  56  y  57  del  expresado  Código,  infracciones  gue  se  alegan 
h^ioUndo  supuesto  de  la  cuestión. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  40  de  Mayo  de  4884,  en  los  autos 

Ioe  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción 
a  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
Pablo  de  la  ciudad  de  Zaragoza  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia del  mismo  territorio  por  D.  Mariano  Felez  Magallón,  vecino  y  del 
comercio  de  dicha  ciudad,  representado  y  defendido  por  el  Procurador 
D.  Antonio  Arana  y  Morayla  y  el  Licenciado  D.  Marcelino  Isábal,  con 
D.  José  Barril  y  Ayunar,  comerciante  y  deja  misma  vecindad*  y  con 
Doña  Pabla  Gasas  Abril,  á  quienes  ha  representado  el  Procurador  Don 
Julián  Muñoz  y  Miguel,  bajo  la  dirección  de  los  Licenciados  D.  Gabriel 
Serrano  y  D.  Lois  Lozano  Rodríguez  sobre  mejor  derecho  al  cobro  de 
irédito: 

Usultando  que  con  presentación  de  tres  pagarés  de  fechas  30  de 
.1,  10  de  Hayo  y  19  de  Jaiiotle  1875,  por  las  cantidades  de  20,  40 
).000  rs.  á  los  vencimientos  de  30  de  Agosto,  10  de  Octubre  de  4875, 
cuatro  meses  fecha  respectivamente,  suscritos  por  D.  Joan  Casaled 
oña  Pabla  Casas,  á  favor  de  D.  Mariano  Felez,  éste,  en  SI  de  Abril 
881,  presentó  demanda  de  tercería  de  preferente  derecho  á  los  bie- 
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nes  embargados  á  Doña  Pabla  Casis  á  initancia  de  D.  José  Barril,  en* 
virtod  de  autos  ejecotivos,  solicitando  se  declarase  qoe  eraacreedor  dé- 
la Casas  por  i\MO  pesetas  y  réditos  legales,  y  qoe  debía  cobrar  con 
§  referencia  el  crédito  de  D.  José  Barril,  entregándosele  al  efecto  el  pro— 
octo  de  los  bienes  embargados  á  aquélla  á  instancia  de  éste;  y  al  efec-  • 
to  exposo  <^iie  bofta  P<ibla  Casas  convocó  á  sns  acreedores,  con  los  cua- 
les celebró  jnntas  en  IS,  19  y  S6  de  Febrero  de  f  884,  constando  la  coa* 
Tocatoria  de  dichas  juntas  por  las  circulares  que  obran  en  dichos  aatos- 
ejecutivos;  que  no  obstante  qoe  entre  los  acreedores  convocados  no  se 
hallaba  D.  José  Barril,  éite,  posteriormente  á  dichas  juntas,  en  qo» 
no  hubo  arreglo,  pidió  confesión  judicial  á  la  Doña  Pabla  respecto  de 
cierta  deuda,  y  obtenida  sin  dificnitad,  instó  y  había  logrado  se  siguie- 
ra con  inusitada  actividad  un  juicio  ejecutivo,  pendiente  entonces  de  la 
subasta  de  los  bienes  ejecutados,  para  pago  de  las  8.351  pesetaq  S5- 
céntimos  qoe  Doña  Pabia  Casas  confesó  deberle;  y  que  ésta,  en  unión 
de  sú  difunto  esposo  D.  Juan  Casaled,  firmó  los  tres  pagarés  importan— 
tes  90.000  rs.,  los  cuales  se  hallaban  vencidos: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  José  Barril  y 
á  la  ejecutada  Doña  Pabla  Casas,  ambos  se  opusieron  solicitando  se  des- 
estimase aquélla,  se  absolviera  é  los  mismcs  y  se  condenase  en  costas 
al  demandante,  exponiendo  para  ello  Barril  que  entre  los  acreedores 
qoe  Doña  Pabla  Casas,  viuda  de  D.  Joan  Casaled,  convocó  alas  juntas- 
que  expresaba  el  demandante,  se  hallaba  D.  Manuel  Casas  Abril,  quien 
tenía  un  crédito  á  so  favor  de  27.500  rs.,  consignado  en  pagaré  otor- 
gado por  aquélla;  D.  Francisco  Lafita,  qoe  representaba  un  crédito  de 
2.405  rs.,  y  el  dependiente  de  la  casa  comercio  de  que  se  trata,  Don 
Francisco  Martín;  que  éste  asistió  á  la  última  junta  de  acreedores,  y 
los  otros  dos  primeros  á  las  celebradas  en  12  y  49  de  Febrero,  sin  qos- 
á  ninguna  de  ellas  se  hallase  presente  D.  Mariano  Felez;  que  los  nom- 
brados D.  Manoel  Casas,  D:  Francisco  Lafita  y  D.  Francisco  Mártíii' 
endosaron  ó  cedieron  en  parte  ó  en  el  todo  sns  respectivos  créditos  ea 
23,  24,  25  y  26  de  Febrero  de  4881,  de  lo  que  tovo  conocimieiHo  Doña 
Pabla  Casas,  poniendo  además  so  conformidad  al  pie  de  los  documen- 
tos de  créditos;  que  en  virtud  de  tal  adquisición,  sucediendo  por  con- 
siguiente en  las  acciones  y  derechos  de  dichos  acreedores,  preparó  el 
procedimiento  ejecutivo  cohtra  Doña  Pabla  Casas,  mediante  confesión 
por  ésta  de  la  deuda  reclamada,  cuyo  expediente  signió  la  tramitación 
ordinaria,  hasta  qoe  se  interpuso  la  demanda  de  tercería,  y  que  Don^ 
Mariano  Feles  y  Doña  Pabla  Casas  ejercían  el  comercio,  y  aquél  ade- 
más lo  era  coando  se  otorgaron  los  pagarés  en  qoe  se  fundaba  so  re- 
clamación; y  la  Doña  Pabla  Casas  expuso  que  aunque  D.  José  Barril  no- 
era  acreedor  cuando  se  celebraron  las  juntas  de  acreedores,  había  ve- 
nido á  serlo  con  posterioridad  por  cesión  de  otros  acreedores;  que  Como- 
estos  créditos  eran  legítimos,  confesó  la  deuda  y  vino  la  ejecución  qoe 
sin  intervención  de  la  misma  activó  el  demandante;  qoe  era  verdad 
qoe  la  misma,  en  onión  de  so  marido,  firmó  los  tres  pagarés  presenta- 
dos por  el  demandante,  pero  sin  ciáosola  de  solidaridad;  qoe  ni  Felez 
entregó  á  la  Casas  ni  á  so  marido  Casaled  cantidad  algona  qoe  fueran 
objeto  de  los  pagarés;  qoe  Felez  intentó  procedimiento  contra  la  mis- 
ma Casas,  qoe  pendieron  por  la  Escribanía  de  D.  Justo  Emperador,  y 
en  ellos  no  se  pedía  el  reconocimiento  de  las  firmas  de  los  pagarés,  sisa 
el  de  un  saldo  de  cuentas;  qoe  si  dichos  pagarés  significaran  ooa  ver- 
dadera obligación,  figurarían  en  la  cuenta  de  Felez,  no  siendo  así,  poes- 
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s^otorgaroD  para  salvar,  caso  necesario,  el  embargo  decretado  en  ge- 
Beral  contra  los  carlistas,  contando  para  tal  caso  qne  el  Consol  de  Italia 

Í  padre  del  tercerista  D.  Gandencio  Portís,  para  evitarlo  una  vez  en- 
osados  á  so  favor  los  pagarés;  qne  á  la  moerte  de  D.  Joan  Gasaled 
había  vencido  an  psgaró  de  los  expresados,  y  á  pesar  de  ello  do  hizo 
Feles  reclamación  algona;  qoe  dichos  docomentos  no  representan  di- 
nero ni  valores  entregados  por  Felez  á  Gasaled  y  so  esposa,  por  lo  qae 
no  se  hacia  mención  de  ellos  en  los  libros  comerciales,  y  qoe  después 
del  fallecimiento  de  Gasaled,  so  viuda  quería  cesar  en  el  comercio,  pero 
desistíó  de  ello  por  consejo  de  Felez,  grande  amigo  y  correligionario 
de  Gasaled,  prometiéndola  su  ayuda,  si  bien  ésta  se  redujo  á  asistir  casi 
diariamente  á  la  casa,  dirigir  la  contabilidad  y  pedir  que  se  llevara  á 
la  suya  el  dinero  recaudado,  y  á  tomar  cuentas;  que  si  bien  no  se  había 
liquidado,  Felez  pretendió  alcanzar  de  16  á  20.000  rs.: 

Resaltando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  reprodu- 
ciendo sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  se  recibió  el  pleito 
á  prueba  practicándose  las  propoestas  por  aquéllas,  y  el  Juez  de  prime- 
ra instancia,  por  sentencia  de  17  de  Agosto  de  4889,  declaró  no  haber 
logar  á  la  demanda  interpuesta  por  D.  Mariano  Felez  Magallón,  absol- 
viendo de  la  misma  á  D.  José  Barril  y  Abonar  y  Doña  Pabia  Casas  y 
Abril,  declarando  que  el  cobro  del  crédito  reclamado  por  Barril  de  la 
Dofia  Pabla  en  virtud  de  autos  ejecutivos,  6s  preferente  al  que  aquél 
reclamaba,  sin  qoe  le  pudiera  ser  reconocido  éste  en  las  presentes  ac- 
toaciones  y  sin  nacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  con  las  costas  por  la  qoe 
en  6  de  Jolio  de  4883  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  Znra- 
goza,  por  parte  de  D.  Mariano  Felez  Magallón  se  interpuso  recurso  de 
casación,  alegando  como  infringidas,  en  cuanto  al  primer  fundamento 
del  recurso: 

I®  Las  observancias  del  antiguo  reino  de  Aragón,  4*  De  $quo  v%U 
ner(Uo\  16  De  fide  inetmmentorum;  14  De  probationibut/adendii  cum 
ekarUf  y  6*D«  confetis;  todos  estos  teztos  qne  proclaman  y  sancionan 
el  famoso  apotegma  aragonés  Siandum  est  eharia^  han  sido  violados 
en  el  fallo  recorrido;  porqoe  presentados  los  pagarés  suscritos  por 
Doña  Pabla  Gasas  y  so  marido,  reconocida  la  existencia  y  autenticidad 
de  esos  documentos,  y  reclamada  en  .virtud  de  ellos  á  la  Doña  Pabla  la 
mitad  del  importe  de  los  mismos,  es  indudable  que  esa  demanda  no 
podía  menos  de  prosperar  legalmente,  sin  qoe  pudiera  prevalecer  con- 
tra ella  la  alegación  de  que  tales  pagarés,  como  documentos  de  pura 
confianza,  no  presentaban  créditos  ciertos  y  legítimoi;  apreciar  como 
jasta  y  legal  esa  legación,  vale  tanto  como  prescindir  de  la  Carta;  esto 
ei,  de  lo  escrito,  del  Instrumento  extendido  y  autorizado  por  el  deudor 
y  abrir  la  puerta  á  la  excepción  non  numerata  pecunia,  que  no  sólo  no 
se  ha  admitido  nunca  ae  hecho  en  Aragón,  sino  que  está  expresamen- 
te rechazada  por  su  legislación: 

2"  La  ley  9\  tít.  1^  Partida  5*,  y  la  jurisprudencia  sentada  en  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  de  28  de  Octubre  de  1867  y  3  de  Jo* 
lio  de  1869,  segün  las  qne  la  excepción  non  numérala  pecunia  no  tiene 
lagar  después  de  pasados  dos  años  desde  la  fecha  del  vale  ó  pagaró 
de  tal  suerte,  qoe  transcurrido  ese  término  sin  que  el  deudor  haya  re- 
clamado el  vale  ó  haya  alegado  qoe  no  le  ha  sido  entregado  el  dinero, 
qoeda  obligado  al  pago  en  razón  del  vale,  aunque  no  le  hubiese  reci- 
bido la  cantidad  sin  poder  ya  oponer  aquella  excepción,  y  que  aoB 
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deiUro  de  los  dos  sftos  carees  esa  excepción  de  efieacia  y  aplieaciónaá 
los  pagarés  en  qne  se  reconoce  haber  recibido  ana  cantidad  por  ser 
opuesta  al  espirita  de  la  legislación  mercantil  y  á  la  baena  fe,  princi- 
pal base  de  toda  negociación  de  esta  clase;  doctrinas  qoe  ban  sido 
completamente  desatendidas  en  sa  fallo  como  el  recorrido,  en  qae  la 
absaelve  á  Doña  Pabla  Gasas  de  la  demanda,  por  la  coal  se  pedia  se  la 
declarase  obligada  ai  pago  de  la  mitad  del  importe  de  los  pagarés  ca 
que  juntamente  con  sa  marido  se  había  reconocido  deudora  de  D.  Ma- 
riano Felez: 

3"  Los  artículos  247,  248  y  249  del  Código  de  Comercio,  y  la  doctri  - 
■a  sentada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  26  de  M avo 
de  4866  y  28  de  Mano  y  9  de  Octubre  de  4867,  respecto  al  compli* 
miento  ó  interpretación  de  los  contratos  mercantiles,  en  cuanto  se  ha 
entendido  la  palabra  cpagaré»  en  el  sentido  de  que  siendo  dos  los  fir- 
mantes signincaba  esa  palabra  la  no  obligación  de  la  demandada  Dona 
Pabla;  qoe  se  comprende  que  se  dudara  que  la  deuda  era  soNdaria,  jm 
qae  al  fin  y  al  cabo  el  decirse  «pagaré»  en  ves  de  «pagaremos»  podía 
traducirse  como  propósito  de  que  cada  uno  de  los  firmantes  quedara 
con  independencia  de  los  demás  obligados  al  total  pa^o;  pero  no  se 
comprende  que  del  empleo  de  aquella  palabra  pueda  ni  remotamente 
deducirse  que  siendo  dos  los  firmantes  del  pagaré,  ni  aun  al  pago  de  la 
mitad  viene  obligado  uno  de  ellos  contra  quien  se  dirige  el  procedi- 
miento en  reclamación  de  esa  mitad;  donde  aplicando  ese  modo  de  dis- 
currir á  cada  uno  de  los  firmantes,  resulta  que  ninguno  estaba  obliga- 
do; consecuencia  de  todo  punto  inadmisible  que  demuestra  la  inexac- 
titud del  principio  qoe  le  da  origen: 

Que  el  segundo  motivo  del  recurso  se  comprende  en  el  caso  3**  del 
art.  4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  Feleí  pidió  en  so 
demanda  la  declaración  de  que  es  acreedor  de  Doña  Pabla  Casas  por 
41.250  pesetAS  y  réditos  legales,  de  que  debe  cobrarse  con  preferencia 
al  crédito  del  ejecutante  D.  José  Barril;  qoe  en  el  fallo  recurrido  se  de- 
clara no  haber  lugar  á  la  demanda  de  Peles,  y  en  su  oonsecnencia,  se 
absuelve  de  la  misma  á  D.  José  Barril  y  Doña  Pabla  Casas,  declarando 
asimismo  que  el  cobro  del  crédito  reclamado  por  Barril  de  la  Doña  Pa- 
bla en  virtud  de  autos  ejecntivos  es  preferente  al  qoe  aquél  reclama, 
sin  que  le  pueda  ser  reconocido  éste  en  las  presentes  actuaciones;  y  es- 
tas últimas  palabras  del  fallo  parecen  significar  una  reserva  á  favor  de 
Peles  para  qoe  pueda  dirigir  en  otro  pleito  so  acción,  no  ya  contra 
Barril,  sino  contra  la  Gasas  solamente,  no  respecto  á  la  existencia  del 
crédito,  no  respecto  á  la  preferencia,  declarada  desde  luego  en  favor  de 
Barril,  de  saerle  que  puede  creerse  que  la  Sala  sentenciadora  ha  que- 
rido resolver  la  cuestión  de  preferencia  declarándola  en  favor  de  Ba 
rril,  en  el  supuesto  de  que  fuera  cierto  y  reclamable  el  créiito  de  Fe- 
lez, pero  sin  hacer  declaración  sobre  ese  punto  qoe  se  dejaba  para  dis- 
cutirlo en  otro  pleito  con  la  Gasas: 

En  cuanto  al  tercer  motivo  se  han  cometido  las  infracciones  ó  erro- 
res de  derecho  siguientes: 

4^  La  doctrina  establecida  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supre- 
mo de  20  de  Febrero  de  4864  y  27  de  Setiembre  de  4873,  según  las 
cuales  no  puede  darse  fuerza  probatoria  á  las  declaraciones  de  un  solo 
testigo,  según  la  cual  «si  alguna  de  las  partes  adujese  carta  en  juicio 
que  fuese  fecha  por  mano  de  aquel  contra  quien  face  la  demanda  ó 
otro  que  la  oviese  fecho  por  su  mandado si  la  narte  contra  quien 
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Otorgase,  debe  ^aler  bíeii  mí  como  si  faese  fecba 
mo  público;»  este  error  consentido  consiste  en  no 
38  pagarés  origen  de  la  demanda,  no  obstante  ha- 
iQtentícidad  por  la  misma  Doña  Pabla: 
I,  40,  4f,  it,  45,  53,  56  f  57  del  Código  de  Go- 
I  ba  dado  eficacia  ai  resnitado  de  libr'^s  de  Doña 
fectos  qne  los  invalidan  por  no  llevarse  conforme 
legales,  y  no  se  ha  tenido  en  cuenta  las  faltas  de  la 
srrespondeoeia  ni  la  oaoltacióo  de  algnno  de  los 
Insgado. 

nente  el  Magistrado  D.  José  B&lbino  Maestre: 
I  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  conjunto, 
ido  análisis,  las  circunstancias  y  elementos  probato- 
eficacia  y  legitimidad  de  los  dos  créditos  en  eom- 
lo  en  uso  de  sus  exclusivas  facultades,  de  prefe- 
íosé  Barril,  sobre  el  del  tercerista  D.  Mariano  Pe- 
constitoye  el  objeto  cardinal  del  juicio  de  tercería, 
reeiaoión  de  las  pruebas  proceda  el  recurso  de  ea- 
or  lo  tanto,  la  sentencia  las  observaciones  del  de« 
is  leyes  y  doctrinas  que  haciendo  supuesto  de  la 
D  en  los  tres  motivos  del  recurso; 
^mos  declarar  y  deolaramos  no  haber  lugar  al  re* 
r  infraceión  de  ley  interpuesto  por  D.  Mariano  Fe- 
n  condenamos  en  las  costas  y  la  pérdida  de  la  cen- 
ts que  depositó  que  se  diitribuirá  con  arreglo  á  la 
espondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Zara- 
1  del  apuntamiento.— ^Sentencia  publicada  eMO  de 
lerta  en  la  Gaceta  de  12  de  Setiembre  del  mismo 
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)n  asunto  de  Ultramar  {\2d9  Mayo  de  1 884). — 
os  CANTIDAD. — Se  docide  &  favor  del  Jaez  de  prime- 
rito  de  la  Merced  de  Málaga  la  suscitada  con  el  de 
Catedral  de  la  Habana  sobre  conocimiento  de  la  de- 
>r  D.  Adolfo  de  Torres  contra  D.  Juan  José  Már- 

^p%e$to  en  la  regla  1^  del  arL  62  de  la  ley  de  Enjui- 
ido  se  ejercitan  acciones  per  tonales  es  Jnet  compe- 
ino, el  del  lugar  en  que  deba  cumplirte  laobliffadén; 
prudencia  constante  del  Supremo  Tribunal  que  en 
le  se  dé  principio  al  cumplimienUf  de  una  obligación 
^do  hasta  la  (erminaeión. 

e  de  Madrid,  á  12  de  Mayo  de  1884,  en  la  eompe- 
B  Nos,  promovida  por  el  Juez  de  primera  instancia 
edral  de  la  Habana  al  de  igual  clase  del  distrito  de 
sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por 
Rivera  contra  D.  Juan  José  Márquez  y  Huelva  so« 
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Resultando  que, Dofia  Matilde  Márqaea  y  Márqnei  contrajo  matri- 
monio eon  D.  Adolfo  Torres  Rivera  en  30  de  Agosto  de  1865,  con  eiiyo 
motWo  el  padre  de  aquélla  D.  Joan  Josó  Márqnet  la  prometió  Terbal- 
mente  en  dote  la  cantidad  de  90.000  rs,  de  loseaales,  por  escritora  qoe 
otorgó  en  Málaga  á  13  de  Jnlio  de  I87S,  la  entregó  60.000  rs.  compro 
metiéndose  á  entregar  los  30.000  restantes  en  el  término  más  corto  po- 
sible, según  lo  permitiera  el  estado  de  so  casa,  haciendo  presente  qoe 
con  motivo  de  la  defunción  de  so  mnjer  intentaba  liquidar  la  sociedad 
conyugal,  lo  cnal  tendría  logar  en  la  Habana  por  encontrarse  allí  la 
mayor  parte  de  los  bienes  testamentarios;  declarando  qne  sólo  colacio- 
naría la  mitad  de  la  dote  j  qne  la  otra  mitad  se  tendría  siempre  como 
anticipo  de  legítima,  escritora  qoe  aceptó  Doña  Matilde  Márqnea  pre- 
via licencia  de  so  marido: 

Resaltando  qoe  en  15  de  Mayo  de  I88S  dedojo  demanda  en  la  ctQ> 
dad  de  Málaga  D.  Adolfo  de  Torres  Rivera,  viudo  de  Doña  Matilde  Mar- 
ques, en  representación  de  sus  hijos  menores,  que  fué  repartida  al 
Juagado  del  distrito  de  la  Merced,  para  que  se  condenase  á  D.  loan  José 
Marques  á  abonar  al  demandante  los  30.000  rs,  oue  adeudaba  por  el 
concepto  indicado,  con  ios  réditos  desde  la  fecha  oel  otorgamiento  da 
la  citada  escritura  y  todas  las  costas: 

Resultando  qoe  emplazado  D.  Juan  José  Marques  en  la  ciudad  de  la 
Habana  donde  reside,  á  su  instancia  el  Juez  del  distrito  de  la  Catedral, 
fondado  en  que  aun  cuando  el  contrato  de  que  se  acompañaba  copia 
aparecía  haberse  celebrado  en  Málaga,  hallándose  en  aquella  ciudad  de 
la  Habana  el  demandado  donde  había  sido  emplazado,  el  Juei  de  su 
domicilio  era  el  úoico  competente  para  conocer  de  este  joicio,  acordó 
requerir  de  inhibición  al  de  Málaga  para  que  remitiera  los  autos  origi* 
sales: 

Resultando  que  el  Juez  de  Málaga,  oídos  el  demandante  y  el  Minis- 
terio público,  se  negó  á  la  inhibición  v  sostuvo  su  competencia  fonda- 
do en  que  de  la  naturaleza  privilegiada  de  las  dotes  se  dedoce  que  el 
logar  donde  deben  entregarse  es  el  punto  en  que  estén  establecidos  ios 
cónyuges;  que  contraída  en  Málaga  por  escritora  pública  la  obligación 
de  entregar  la  dote  qoe  se  demandaba,  y  entregada  en  ella  la  mayor 
parte  de  su  importe,  debía  satisfacerse  en  la  misma  el  resto  que  se 
adeudaba  por  entenderse  que  aqaella  ciudad  era  el  logar  de  su  cum- 
plimiento; que  acumulado  aquel  juicio  al  universal  de  testamentaría  de 
Doña  Carmen  Márquez  de  que  conocía  aouel  Juzgado,  debía  seguir  la 
suerte  del  mismo,  y  que  el  lugar  en  donde  se  debía  cumplir  la  obliga- 
ción que  se  demandaba  causaba  fuero  preferente  al  lugar  del  domicilio 
del  demandado: 

Resultando  que  el  Juez  del  distrito  de  la  Catedral  de  la  Habana  in- 
sistió en  la  inhibición,  y  que  en  su  virtud  uno  y  otro  han  remitido  las 
actuaciones  para  la  decisión  de  este  Supremo  Tribunal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  qoe,  secún  lo  dispuesto  en  la  regla  I  %  art.  62  déla 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  coando  se  ejercitan  acciones  personales  es 
Juez  competente  en  primer  término  el  del  lugar  en  que  debe  complirae 
la  obligación: 

Considerando  qoe  á  más  de  ser  personal  la  acción  deducida  por  el 
demandante,  en  Málaga  se  escrituró  y  se  empezó  á  cumplir  la  obliga- 
ción fandamento  de  la  demanda,  y  siendo  jurisprudencia  constante  en 
este  Supremo  Tribunal  que  en  el  mismo  punto  donde  se  dé  principio  al 
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<iiiiipl¡ffliento  de  ona  oblig&eióa,  se  coniÍDúe  cumpliendo  hasta  sn  ter- 
ininaeióo; 

Fallamos  que  debemoft  declarar  y  declaramos  que  el  conocimíeDlo  de 
estos  autos  corresponde  al  J'uea  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Herced  de  Málaga,  al  que  se  remitan  todas  las  actaaciones;  poniéndose 
esta  resoloción  en  conocimiento  del  Jnes  del  distrito  de  la  Catedral  de 
4a  Habana;  siendo  las  costas  cansadas  en  esta  competencia  de  enenta 
raspeetiva  de  las  partes.— (Pnblicada  el  42  de  Mayo  de  1884,  é  inserta 
4B  la  Oacita  de  iO  de  Octubre  del  mismo  año.) 
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lleearso  de  easaelin  (13  i«  Mayo  de  t88i). — Sala  prtM#ra.— 
NoLiDAn  ó  BBsasiÓN  DE  ÜKA8  ESGAiTURAS  DB  VBÜTA. — No  ha  lo^ar  al 
ioterpnesto  por  Dona  Jesasa  Caceras  con  O.  Toribio  Zaera  (Aadiencia 
de  Valladólid),  y  se  resuelve: 

4°  Qu4  si  los  bulles  de  que  se  traia  no  eran  ie  menores  y  sino  de  nna 
mnjer  casada,  mayor  de  eaad,  y  cuyo  marido,  al  otorgar  la  correspon- 
diente licencia  ^  pasaba  de  los  18  años;  la  sentencia  que  absuelve  déla 
-demanda  sobre  rescisión  ó  nulidad  de  las  eentas,  no  infringe  el  ariieu' 
le  iOii  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamienlo  civil: 

V  Que  nú  habiendo  transcurrido  respeoto  de  la  primera  venta  los 
-enairo  años  del  pacto  de  retroventa  que  contiene^  no  podía  la  vendedora 
entablar  la  acción  de  nulidad  ni  de  rescisión^  teniendo  ewpeiito  Itl  medio 
de  dejar  sin  efecto  la  enojenación  por  medio  de  la  entrega  del  precio  \ 

y  3^  Q,ue  tampoco  infringe  el  principio  jnridico  tíos  contratos  tie- 
nm/uerM  de  ley  para  las  personas  que  los  han  otorgado;}^  si  la  Sala 
sentenciadora  ha  estimado  que  si  bien  la  vendedora  no  disfrutó  la  fine% 
como  arrendataria  durante  los  dos  años  estipulados  al  efecto,  sio  se 
hso  de  concierto  con  el  comprador,  por  no  tener  ella  los  medios  necesa^ 
fies  de  labrarla  y  pagar  las  contribuciones,  sin  que  contra  esta  apre- 
deHón  se  haya  alegado  in/racción  de  ninouna  especie. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  43  de  Mayo  de  1884,  en  los  sotos 
qoe  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción  de 
ley«iegaidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Medina  del  Campo  y 
«a  la  Sala  de  lo  civil  de  la  AoiUencia  de  Yalladolid  por  Doña  Jdsnsa  Cá- 
eeres  Alonso,  vecina  de  esta  villa,  representada  por  el  Procurador  Don 
üanricio  Castañares,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Francisco  He-  . 
liodoro  Salva  con  D.  Toribio  Zaera  Fernándes  por  sí  y  en  representa- 
eióD  de  ao  hermana  Doña  Ambrosia,  sobre  nulidad  ó  rescisión  de  unas 
escritoras  de  venta: 

,  Resultando  que  en  escritora  otorgada  en  i S  de  Jalio  de  1879  por 
^ña  Jesasa  Cáceres,  de  27  años  de  edad,  con  licencia  expresa  de  su 
"SBrido  D.  Apolinar  del  Barrio,  de  24  años,  vendió  á  D.  Toribio  Zaera, 
m  representación  y  como  apoderado  de  so  hermana  Doña  Ambrosia 
aera,  las  fincas  siguientes:  la  tareera  parte  de  ona  casa  en  el  casco  de 
Jedina  del  Campo,  calle  de  Salamanca,  nüm.  34,  tasada  dicha  porción 
n  6.443  rs.;  ona  tierra  en  término  de  Medina,  sita  al  pago  deCoesta- 
iBDca,  de  cuatro  obradas  y  40  estadales,  valorada  en  3.357  rs.;  la  mi- 
kd  de  otra  tierra  en  dicho  término  á  Domapotros,  de  44  obradas  y  lOO 
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estadales,  Talorada  en  3.000  rs.;  otra  tierra  en  dicho  térmÍDo  al  OrCe* 
gón,  de  tres  obradas,  300  estadaieSy  apreciada  en  t.6t0  rs.;  oira  á  To- 
rrabio  el  Alta,  de  enatro  obradas,  valorada  en  6.S00  rs.;  toéas  etus- 
fincas  estaban  libres  de  toda  carga,  y  correspondían  á  la  Doña  Jesusa, 
por  herencia  de  sos  padres;  la  irenta  se  hizo  en  jnicio  por  precio  éñ^ 
4.500  pesetas,  con  la  condición  de  qne  si  devolviera  éste  la  Dofta  Jesa- 
sa  ó  sus  herederos  á  D.  Ambrosio  ó  los  snjoe,  tolverían  las  cine»  fin- 
cas á  poder  de  la  vendedora,  qnien  durante  ios  enatro  años  de  la  retro- 
▼enta  llevaría  en  concepto  de  renta  dichas  fincas,  pagando  en  cada  año 
1.000  rs.  á  la  Dofia  Aifibrosia;  qne  por  otra  escritura  otorgada  en  23 
de  Jallo  de  1870  por  D.  Apolinar  del  Barrio,  qne  dijo  ser  de  edad  de  25^ 
tffkos,  como  lo  acreditó  con  sa  cédala  personal,  vendió  á  Doña  Ambro- 
sia Zaera,  y  en  representación  de  ósta  á  sn  apoderado  y  hermano  Doa 
Turibio  Zaera,  la  tercera  parte  de  ana  casa,  sita  en  el  casco  de  Medina 
del  G^mpo,  calle  de  Salamanca,  núm.  34,  por  precio  de  6.800  rs.,  suya 
fuma  confesó  el  vendedor  tener  recibida  del  comprador  antes  del  acto 
del  otorgamiento  de  la  escritura;  que  la  finca,  ó  sea  dicha  tercera  par- 
te de  casa,  estaba  libre  de  toda  carga  y  pertenecía  al  Apolinar  por  com- 
pra que  de  ella  había  hecho  á  su  hermana  política  Doña  Silvestre  Gá- 
ceres,  por  escritura  de  30  de  Junio  anterior;  y  qne  por  otra  etcrilursi- 
otorgada  en  30  de  Abril  de  4880,  Doña  Jeausa  Gtf  ceres,  con  lieeneia  á« 
su -marido  D.  Apolinar,  qne  compareció  al  acto  diciendo  tener  25  años, 
según  constaba  de  sn  cédula  personal,  Tendió  á  D.  Toribío  Zaera  por 
precio  de  14.000  rs.  que  confesó  tener  recibidos  antes  de  dicho  acto, 
un  majoelo  en  término  de  MeJina  y  del  lugar  del  Gamptllo,  al  pago  de 
las  Oolosas,  de  1 4  aransadas  y  350  cepas,  cuya  finca  correspondía  á  ta. 
Doña  Jesusa  por  herencia  de  sus  padres,  libre  de  toda  carga;  eetipu- 
léndose,  entre  otras  eondiciones,  la  de  que  si  dentro  de  dos  años,  acon- 
tar de  aquella  fecha,  la  Doña  Jesusa  devolvía  á  D.  Toribio  el  precio  de 
la  Tenta,  quedaría  la  finca  para  la  vendedora  otra  vea,  quedando  ésta. 
durante  dichos  dos  años  con  dicho  majuelo  en  renta,  por  la  qne  pagarla 
en  cada  uno  y  mes  de  Setiembre  al  Zaera  la  «urna  de  l.ltO  rs.,  además 
de  las  contribuciones  que  á  la  finca  correspondiesen: 

Resaltando  que  en  13  de  Setiembre  de  I88t  Doña  Jesusa  Gáceres, 
mujer  de  D.  Apolinar  del  Barrio,  ausente  éste  en  ignorado  paradero, 
por  cuya  raión  el  Juzgado  autorizó  á  aquélla  para  litigar,  dedujo  de- 
manda exponiendo  qne  la  demandante,  con  licencia  de  sn  marido,  y 
éste  por  sí  soto,  vendieron  á  D.  Toribio  de  Zaera  por  sí  y  en  represen- 
tación de  su  hermana  Doña  Ambrosia,  varias  fincas  en  término  y  caseo^ 
de  Medina  del  Gampo,  según  las  referidas  escritoras;  que  en  lu  fechas 
en  qne  se  otorgaron,  D.  Apolinar  era  menor  de  edad,  cuya  cirenostaii- 
cia  constaba  de  sn  partida  de  bautismo,  y  lo  confesó  él  mismo  en  la 
primera  de  dichas  ventas;  ane  para  el  otorgamiento  de  es»s  ventas  no 
hablan  precedido  las  formalidades  que  marcan  los  artícolos  1401  y  si- 
gnieetes  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  que  había  lesión  ea 
dichos  contratos  por  haberse  vendido  en  meóos  de  la  mitad  del  justo 

S recio;  qne  en  la  última  se  pactó  qne  Doña  Jesusa  llevaría  en  renta  por 
os  años  el  majuelo,  y  D.  Toribio  Zaera  había  faltado  á  esa  condición 
dando  él  las  labores  y  recogiendo  el  fruto;  alegando  como  fundamento 
de  derecho  que  las  ventu  en  qne  intervienen  menores  cuando  no  haa 
precedido  los  requisitos  prevenidos  por  la  ley^,  son  nolu  según  lo  de- 
clarado  por  este  Tribunal  Supremo  en  repetidae  sentencias;  qne  soa 
rescindibles  ó  nulas  las  ventas  en  qne  hay  lesión  en  más  ó  ea  menos  de 
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U  mitad  del  jotto  precio,  según  las  leyee  56,  til.  5^  Partida  5%  y  2*^ 
tít.  4^,  libro  10  de  la  Novísima  Reeopilaeión;  que  loes  también  la  úUi- 
ou  veQta  por  haber  faltado  á  laa  condicionei  del  eon^trato,  y  pidió  que 
ae  deelaraie  la  rescisión  ó  nolidad  de  lae  mencionadas  Irea  escrito raa, 
y  como  conjiecnencia  de  tal  declaración,  qne  el  D.  Toribio  Zseraporaí 
y  en  representación  de  so  hermana  Dofia  Ambrosia,  hiciese  entrega  á 
Dofta  Jesnaa  de  laa  fincas  qae  aquéllas  comprendian,  con  las  protestas 
Offdiaarías: 

Resaltando  que  conferido  traslado  á  D.  Toribio  Zaera  le  evacnó  pre- 
teidieádo  se  le  abeolTieaede  la  demandl  con  imposición  de  costas  á  la 
aetora,  y  al  efecto  expuso  que  las  tres  escritoras  A  que  se  refería  la  de- 
manda no  foeron  otorgadas  por  la  demandante  y  sn  marido,  sino  qne  lo 
fveron  por  aquélla  con  licencia  del  segnndo;  la  T  y  3*,  y  en  cnanto  á 
la  i*  lo  faé  por  D.  Apolinar;  qne  éste  aparecía  en  la  escritora  con  la 
edad  de  Si  aftos,  pero  sólo  intervino  para  dar  la  licencia  necesaria  á  sa 
mojer;  que  para  el  otorgamiento  de  las  tres  ventas  no  se  necesitaban 
las  formalidades  que  marcan  los  ardcolos  tiOl  y  sigaientes  de  la  ante- 
rior ley  de  Enjaiciamiento  civil,  pues  en  dos  de  ellas  vendía  la  mojer 
con  licencia  del  marido,  y  en  la  otra  vendía  éste  fingiéndose  de  mayor 
«dad;  qna  no  había  lesión  de  ninguna  clase  en  dichos  contratos;  qne  el 
majnelo  y  tierras  las  había  disfrutado  D.  Toribio  de  acnerdo  con  la  de- 
mandante y  so  marido,  pnes  ni  podían  darlas  las  labores  necesarias,  aI 
pagar  las  contribuciones  atrasadas,  en  cambio  no  habían  pagado  renta 
algona;  y  qne  no  había  llegado  el  día  de  la  condición  resolutoria  según 
eonataba  de  la  escritura: 

Reaultando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámitee,  el  Jasgado  do 
primera  instancia,  por  sentencia  de  41  de  Marzo  de  1883,  absolvió  á  Don 
Toribio  Zaera  por  sí  y  como  apoderado  de  su  hermana  Doña  Ambrosia 
Zaera,  de  la  demanda  contra  el  mismo  interpuesta  por  Dofia  Jesusa  Cá- 
aeres  y  Alonso  sobre  rescisión  y  nulidad  de  las  escritoras  de  venta  por 
la  misma  otorgadas  en  «I  de  Julio  de  1879  y  30  de  Abril  de  1880,  de- 
clarando no  haber  logar  á  decidir  respecto  á  la  otorgada  por  su  marido 
D.  Apolinar  del  Barrio  en  23  de  Julio  de  1879,  por  carecer  de  persona» 
lidad  la  demandante,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  con  las  costas,  por  la  que 
an  6  de  Diciembre  de  1883  pronunció  la  Sala  de  lo  civiinJe  la  Audiencia 
de  Yalladolid,  por  parte  de  Doik  Jesusa  Gáceres  se  interpuso  recurso 
de  casación,  por  haberse  en  su  ooneepto  infringido: 

4®  El  art.  1 404  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  el 
cual  es  necesaria  la  licencia  judicial  para  la  venta  de  bienes  de  menorea 
que  correspondan  á  las  clases  que  en  él  se  señalan,  entre  las  cuales  es- 
tán las  raíces  é  inmuebles;  puesto  que  habiéndose  acreditado  dorante 
«I  juicio  qne  D.  Apolinar  del  Barrio,  esposo  de  Dofta  Jesusa  Gáceres,  no 
llegó  á  ia  áiayor  edad  hasta  el  23  de  Julio  de  48^0,  época  poeterior  á  la 
en  que  estaban  otorgadas  las  escrituras  de  vents,  aparecía  elaramento 
que  dicho  D.  Apolinar  no  podía  conceder  válidamente  licencia  á  so  ea- 
pou  para  realizar  las  enajenaciones  qoe  él  por  sí  mismo  no  podía  lie- 
Tar  á  efecto  sin  los  requisitos  que  establecen* loa  artículos  4404  y  si* 

fluieUes  de  la  citada  ley;  y  en  este  supuesto  son  nulas  las  escrituras  de 
2  de  iuHo  de  4879  v  30  de  Abril  de  4880,  por  esUr  en  la  menor  edad 
al  otorgarlas  el  citado  marido: 

2^  Bi  principio  jurídico  tíos  contratos  tienen  fuerza  de  ley  para  laa 
parioaaa  qne  los  han  otoripkdo,»  consignado  en  la  ley  64,  tít.  5®,  Par- 
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tlda  o*;  porque  habiómloBe  pactado  en  la  esAriiora  de  30  de  Abril  qae 
la  Doña  Jesusa  Ciceres  llevase  en  renta  por  dos  a&os  la  finca  vendida» 
el  comprador  D.  Toribio  Zaera  faltó  á  esa  condición  al  entrometerse  á 
dar  las  labores  y  recoger  los  frutos  sin  haber  obtenido  para  ello  autori- 
zación de  Doña  Jesusa. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díax  de  Rueda : 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  los  srtieulos  citados  en  el 
primer  motivo,  porque  los  bienes  de  que  se  trata  no  eran  de  menores, 
sino  de  una  mujer  casada,  majror  de  edad,  y  cuyo  marido,  al  otorgar  la 
correspondiente  licencia,  patabade  los  48  años,  siendo  de  tener  ea 
cuenta  además  que  no  habiendo  transcurrido  respecto  de  la  primera 
venta  los  cuatro  años  del  pacto  de  retroventa  no  podía  la  vendedora 
entablar  la  acción  de  nulidad  ni  de  resoisión  cuando  tiene  expedito  el 
medio  de  dejar  sin  efecto  la  enajenación  por  medio  de  la  entrega  del 
precio: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina  invocada  en  el  se- 
rondo motivo,  porque  si  bien  la  vendedora  no  disfrutó  la  finca  como 
arrendataria  durante  los  dos  años  estipulados  al  efecto,  ha  estimado  la 
Sala  sentenciadora  que  eso  se  biso  de  concierto  con  el  comprador,  por 
DO  tener  ella  los  medios  necesarios  de  labrarla  y  pagar  las  contribucio- 
nes, sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  alegado  infracción  de  nin- 
guna especie; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re« 
cano  de  casación  interpuesto  por  Doña  Jesusa  Cácores,  á  laque  conde- 
namos en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  que  debió  depositar,  la 
^ue  caso  de  hacerse  efectiva,  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia 
de  Valladolid,  con  devolución  del  apontamiento. — (Sentencia  publicada 
el  13  de  Mayo  de  1884,  ó  inseru  en  la  Gac#to  de  I S  de  Setiembre  del 
mismo  año.) 


208 

Reenrao  de  eaaaeMn  03  de  Mayo  de  4884).^j9«¿aprtMani.~ 
fiEScisióir  DE  UNA  ESCEiTCiu  DE  VENTA. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
lo%  herederos  del  Duque  de  Monteleón  con  los  Síndicos  de  la  testamen- 
taria concursada  de  D.  Antonio  Menéndez  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

i*  Que  la  eueelión  planteada,  debatida  y  resuella  en  un  pleito  ante' 
rior  no  puede  suscitarse  de  nuevo^  sin  desconocer  la  fuer%%  que  tieng^ 
la  cosa  juzgada,  con  arreglo  A  la  ley  19,  tü.  22,  Partida  V',  y  alad 
tada  doctrina  constantemente  admitida  por  la  Jurisprudencia  de  los 
Tribunales: 

2"  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia  leyes 
y  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  cato  objeto  del  litigio: 

3°  Que  SI  la  sentencia^  al  estimar  improcedente  la  rescisión  del  con^ 
trato  por  causa  de  lesión  enormísima,  se  funda  en  la  apreciación  que 
la  Sala  sentenciadora  hace  en  virtud  de  sus  atribuciones  de  las  pruebas 
suministradas  en  el  pleito,  apreeiacióa  que  no  ha  sido  impugnada  en 
ia  forma  que  emige  el  mím.  T  del  art.  i^^tde  la  ley  de  Bnjuiciamisn* 
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tú  cwil.nou  infringen  Uu  leya  Hñ^iit.  ^\  Partíia  5*;  1^,  tit.  19, 
Partida  6*,  y  4 1 4  y  H9,  «/.  4 H,  Partida  3»: 

4^  Qne  el  Tribunal  Supremo  ka  declarado  con  repetición  que  la  sen- 
Unoia  que  absuelve  de  la  demanda  decide  todas  las  cuestiones  del  li" 
Hffioi 

7  5**  Que  el  recurso  de  casación  no  procede  contra  los  fundamentos 
mee  ó  menos  pertinentes  de  los  fallos,  ni  contra  la  reserva  de  derechos 
que  éstos  contengan,  y  con  mayor  razón  cuando  la  reserva  es  favorable 
«¿  recurrente. 

Eo  U  ?ill«  y  eorte  de  Madrid,  á  13  de  Mayo  de  1884,  en  et  pleito  se- 
goido  en  el  Joxgado  de  primera  iosUneia  del  distrito  de  la  Aadieneía 
y  es  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audieneia  de  esta  corte  por  Don 
Diego  de  Aragón  y  Pignatelli»  Daqae  de  Monteleón  y  Terranova,  ve- 
eíBo  qoe  fué  de  Ñapóles,  propietario,  y  por  so  defonción  por  sos  here- 
deros, eoQ  la  Sindlcatara  del  concurso  de  la  testamentaría  de  D.  An- 
tonio Menéndes  Cuesta,  domiciliado  en  esta  corte,  sobre  rescisión  de 
«na  escritura  de  venta  de  varias  fincas,  pendiente  en  este  Tribunal  Su- 
premo en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  Ínter- 
Suesto  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Alonso  Martínez  y  el  Procurador 
.  Manuel  Martin  Yeña,  en  defensa  y  representación  de  los  demandan- 
tes, habiendo  sido  defendida  y  representada  en  este  recurso  la  parte 
demandada  por  el  Licenciado  D.  Rafael  Blanco  y  Olivera  y  el  Procura- 
dor D.  Patricio  García  de  Alcañices: 

Resultando  gue  D.José  Aragón  Pignatelli,  Duque  de  Terranova  y 
Monteleón,  connrió  un  poder  en  la  ciudad  de  Nápoios  en  30  de  Setiem- 
bre de  1856,  al  Marqués  de  Riosio  Sforza,  para  que  en  su  nombre,  y 
tiendo  necesario  en  el  de  su  primogénito,  de  quien  prometía  la  ratifi- 
eaeióQ  oportuna,  Tendiera  los  bienes  que  tenía  en  esta  corte,  consis- 
tentes en  el  gran  palacio  y  posesión  conocida  con  el  nombre  de  Monte- 
león  ó  Parque  viejo  de  Artillería,  en  un  gran  corral  sito  en  la  calle  de 
Yelarde  y  una  tierra  de  labor  íaera  de  la  puerta  de  Bilbao,  bajo  las 
eondieiones  siguientes:  que  el  comprador  quedaría  obligado  á  satisfa- 
cer anualmente  todas  las  rentas,  censos  y  cualesquiera  otros  graváme- 
nes de  cualquier  naturaleza  que  pesasen  sobre  dichos  bienes,  ó  á  redi- 
mir sus  capitales  de  modo  que  quedara  descargado,  libre  y  absuelto  el 
otorgante  de  toda  obligación;  debiendo  además  pagar  todos  los  atra- 
eos procedentes  de  dichos  gravámenes  y  todas  las  demás  deudas^  de 
cualquier  naturaleza  que  fuesen  que  gravitasen  ó  pudirsen  gravitar 
sobre  dichas  fincas,  así  las  conocidas  como  las  qoe  pudiesen  experimen- 
tarse en  adelante,  inclusos  también  los  capitales  de  las  rentas,  censos, 
cargas  y  demás  que  estén  ó  pudieran  estar  afectadas  ó  debieran  volver 
á  ios  bienes  pertenecientes  al  Duque  otorgante  en  el  Estado  de  Méjico; 
para  lo  cual  y  para  todas  las  obligaciones  referidas  debería  obligarse 
también  el  comprador  á  obtener,  dentro  de  un  término  que  convendría 
con  el  apoderado  Marqués  de  Riasio  Sforza  por  parte  de  todos  los  inte- 
resados que  tengan  derecho  á  dichas  rentas,  censos  y  cargas,  la  decla- 
ración explícita  de  quedar  sin  ningún  efecto  cualquiera  hipoteca  que 
tal  vez  pudiera  existir  sobre  los  bienes  del  vendedor  en  cualquiera  par- 
te del  Inundo  situados  y  puestos,  y  obtener  además  á  favor  del  vende- 
ior  el  consentimiento  para  que  se  cancelen  todas  las  inscripciones  hipo- 
carias  que  tal  vez  puedan  existir  á  cargo  del  mismo  vendedor,  y  hacer 
Bgar  á  sus  manos  en  Palermo  los  instrumentos  correspondientes  en  un 
•lazo  que  al  efecto  se  fijaría;  y  que  el  comprador  satisfaría  además  al 
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Abogado  D.  Antonio  Menéndes  Caesla  cnanto  hasta  el  momento  de  la 
▼enta  se  le  debiera  por  honorarios  y  castos  de  pleitos,  y  ademásel  pre- 
eío  qoe  se  estipnlase,  qne  no  bajarla  de  6.000  doros  Mqnidoi: 

Resaltando  qne  en  virtud  de  este  poder  celebró  el  Marqués  de  Ría- 
sio  Sforza  en  esta  corte  en  10  de  Octubre  del  mismo  año  1860  on  con- 
trato privado  con  D.  Antonio  Menéndes  Cnesta,  por  el  qne  vendió  á 
éste  ios  bienes  qne  se  han  referido  bajo  las  condiciones  siguientes:  pri- 
mera, qoe  serian  de  cuenta  y  cargo  exclnsivo  del  comprador  el  paga 
de  todos  los  créditos,  censos,  rentas  j  cnalesqniera  otros  gravámenes 
que  por  cnalqniera  concepto  se  relacionasen  tanto  por  el  Gobierno  es- 
pañol como  por  cualesquiera  corporaciones  ó  personas  pariicnlares,  no 
sólo  contra  los  bienes  que  el  Duque  tenía  en  esta  corte,  sino  contra  loa 
estados  del  Valle  de  Oajaca  en  Méjico,  por  los  hipotecarios  á  qne  ea 
unión  de  aquéllos  se  bailasen  sujetos;  segunda,  qne  además,  no  solóse 
daría  el  comprador  Menéndez  Cuesta  por  satisfecho  de  todos  sus  gas- 
tos y  honorarios  en  defensa  del  Duque,  sino  que  respondería  de  los  que 
otras  person  s  pudiesen  reclamar;  torcera,  que  cuando  llegaran  los  pe- 
didos al  Duque  enviara  los  suyos  Menéndez  Cuesta,  para  que  en  Ñapó- 
les ó  Palermo  pudiera  otorgarse  la  escritura  de  venta  basada  sobre  este 
convenio,  y  cuarta,  que  además  de  lo  estipulado,  el  comprador  daría 
al  Duque  al  otorgarse  la  escritura  6.000  duros  libres  de  todo  gasto  j 
descuento: 

Resaltando  que  en  7  del  siguiente  mes  .de  Noviembre  ratificó  Don 
Diego  de  Aragón,  Marqués  del  Valle,  hijo  orimogénito  del  Duque  de 
Monteleón,  el  poder  conferido  por  éste  al  Marqués  de  Riasio  Sforza 
para  la  venta  de  los  bienes  sitos  en  Madrid;  en  vista  de  lo  caal  y  de  no 
naber  remitido  el  Duque  los  poderes  que  se  le  habían  pedido,  celebra^ 
ron  otro  contrato  privado  el  Marqués  de  Riasio  Sforza  v  Menéndez  Gnes- 
ts,  en  el  que  convinieron  qne  el  otorgado  en  SO  de  Octubre  se  elevase 
á  escritura  pública  en  esta  corte  tan  pronto  como  el  Marqués  quisiera 

Íf  se  lo  permitieran  sos  ocupaciones,  con  la  sola  modificación  de  qne 
os  6.000  duros  se  entregarían  después  de  realizada  la  escritura: 

Resultando  qne  en  contestación  á  una  carta  qne  D.  Félix  Prota,  ea 
nombre  del  Duque  de  Monteleón,  escribió  á  Menéndez  Cuesta,  contestó 
éste  en  8  de  Junio  de  1857  que  se  hallaba  dispuesto  á  aceptar  la  adqui- 
sición de  los  bienes  á  tenor  de  los  poderes,  en  térmicos  que  el  contrato 
de  venta  fuese  el  mismo  poder,  palabra  por  palabra,  ó  insertando  loa 
poderes  íntegros  ó  literales  según  costumbre  en  tales  casos;  y  qne  asi- 
mismo aceptaba  el  plazo  que  el  Duque  señalase  para  la  cancelación  de 
hipoteess,  etc.,  y  para  obtener  de  los  acreedores  la  declaración  explíci- 
ta de  la  irresponsabilidad  del  Duque: 

Resultando  qoe  en  45  del  siguiente  mes  de  Julio  el  Duque  de  Mon- 
teleón y  Terranova  y  su  bijo  el  Marqués  del  Valle  otorgaron  en  Pa- 
lermo otro  poder  en  favor  de  D.  Félix  Porta  para  vender  el  palacio  de 
Monteleón  y  demás  bienes  adyacentes  en  iguales  términos  qne  los  con- 
feridos al  Marqués  de  Riasio  Sforza  con  los  aditamentos  de  que  la  can- 
celación de  las  hipotecas  se  obtendría  dentro  de  seis  meses,  y  dentro 
de  los  seis  siguientes  harían  llegar  á  manos  de  ios  acreedores  los  ins- 
trumentos que  la  comprobaran;  y  qne  la  falta  de  cumplimiento  de  las 
obtígactonea  anteriores  disolvería  de  derecho  la  venta,  perdiendo  el 
comprador  á  titnlo  de  perjuicio  é  interés  el  precio  que  hubiere  pagado: 

Resultando  qne  á  consecuencia  de  este  nuevo  poder  dedujo  deman- 
da D.  Antonio  Menéndez  Cuesta  con  el  fin  de  qne  se  condenue  al  Da- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


Ricimsos  1  coM?miiGUs.  208 

qn%  de  MoDteleóo  y  i  sa  hijo  el  H&rqoés  del  Valle  i  elevar  á  escritora 
pública  eo  esia  corte  el  contrato  privado  de  venta  de  20  de  Oelabre  de 
1856,  coya  demanda  fné  definitivamente  resaelta  por  sentencia  de  esta 
Tribonal  Supremo  de  30  de  Junio  de  i86i,  qae  fondaba,  entre  otras 
razones,  en  que  el  convenio  de  SO  de  Octabre  de  4856  y  su  adicional 
de  27  de  Noviembre  sigoiente  contenían  on  contrato  de  compraventa 
ptrfeehv  suitancialmefíU  acabado,  condenó  á  los  herederos  de  DgJosó 
Aragón  Pignatelli,  Onqne  de  Monteleón,  qne  había  fallecido  doraiile  la 
primera  instancia  del  pleito,  á  que  poi  si  ó  interpuesto  por  persona  le- 

S límente  an toncada  concnrriesen  con  D.  Antonio  Menéndex  Cnasta  i 
evar  á  escritora  pública  en  esta  corte  el  contrato  privado  ane  resol* 
uba  de  los  docomentos  de  venta  de  Octobre  y  sn  adicional  de  87  da 
Noviembre  de  1856;  y  á  Menéndex  Goesta  á  qoe  en  el  término  de  an 
año,  contado  desde  la  fecha  de  la  escritora,  librase  ó  redimiese  cuan  • 
tos  gravámenes  pesaran  sobre  los  objetos  de  la  venta  y  de  los  qoe  loa 
demandados  poseían  en  el  reino  de  Méjico,  debiendo  entregarse  en  el 
propio  término  los  docomentos  jostificativos  de  la  cancelación  de  di- 
chas hipotecas: 

Resultando  qoe  en  ejecoción  de  este  fallo  se  otorgó  de  oficio  la  ea- 
erítora  en  él  ordenada  por  el  Josgado  del  dis'rito  de  la  Universidad  ea 
3  de  Mayo  de  1767,  en  la  qoe  se  insertaron  el  poder  de  30  de  Setiembre 
de  1856  y  la  ratificación  qae  en  7  de  Noviembre  del  mismo  afio  biso 
de  dicho  poder  el  tfarqoés  del  Valle;  el  contrato  privado  de  20  de  Og« 
tabre  de  1856  y  so  adicional  de  17  de  Noviembre  sigoiente  y  la  deman- 
da de  Menéndex  Goesta  y  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  que  á 
•lia  recayó;  consignándose  después  que  el  comprador  se  obligaba  á  II 
berar  ó  redimir  en  el  término  de  on  año,  á  contar  desde  aqaella  fecha, 
eoantos  gravámenes  pesaseu  sobre  los  bienes  objeto  de  la  venta  y  sobre 
los  qoe  á  los  hijos  y  herederos  del  últiQ)o  Duque  de  Terranona  y  Mon- 
teleón  pertenecían  en  el  reino  de  Méjico  y  estuviesen  afectos  en  onión 
de  aqoéilos,  asi  como  á  entregarles  dentro  del  mismo  término  de  on 
año  los  docomentos  jostificativos  de  la  cancelación  de  dichas  hipote- 
cas; y  determinándose,  por  último,  qoe  la  renta  de  las  fincas  se  hacia 
en  la  soma  de  5.026.7f  O  rs.  ó  sea  en  4.969.062  rs.  la  posesión  de  Mon- 
teleón;  en  47.648  el  solar  de  la  calle  de  Velarde,  y  en  «0.000  la  tierra 
de  la  Ronda,  de  coya  cantidad  se  dedocían  1.020.653  rs.  por  capital  de 
un  censo  constitoído  sobre  las  dos  primeras  fincas  y  otros  bienes  á  fa- 
▼or  de  los  jesoítas;  448.616  por  capitales  de  otros  censos  anriguos,  apo* 
sentó,  alombrado  y  censo  perpetuo  á  favor  de  las  temporalidades  da 
los  jesuítas  qoe  gravaban  la  posesión  de  Monteleón,  y  4.000  rs.  de  un 
farol  qne  pesaba  sobre  el  corral  de  la  calle  de  Velarde;  que  de  los 
B.553.441  rs.  restantes  se  deducían  1.500.000  que  se  abonaban  al  com- 
prador por  sus  honorarios  y  suplementos  durante  los  nueve  años  qoe 
eomo  Letrado,  agente  y  representante  había  tenido  á  so  cargo  los  ason- 
tos  del  Doqoe,  y  qoe  con  el  resto  satisfaría  7I8.76S  rs.  á  la  Hacienda 
por  lanzas  y  medias  annatas  qoe  adeudaba  la  casa  del  Duque;  1.814.679 
reales  á  los  ceasoalistas  por  los  réditos  atrasados  y  no  satisfechos  en  la 
época  en  qoe  se  celebró  el  contrato  privado  de  compraventa  y  á  otros 
•creedores  no  hipotecarios,  y  120.000  rs.  al  Doque  de  Monteleón,  Don 
Diego  de  Aragón  y  demás  herederos  de  su  padre  D.  José: 

Resoltando  qoe  en  13  de  Noviembre  de  f875  dedujo  D.  Diego  de 
Aragón  y  Pignatelli  1^  demanda  que  ha  dado  origen  á  este  pleito,  con 
la  Bolicitpd  de  qoe  en  virtod  de  la  acción  de  rescisión  qoe  ejercitaba  se 


Digitized  by  VjOOQ IC 


206  J0RI8PRÜDBNCIA  CIVIL 

declarase  en  so  día  rescindida  y  sin  ningún  valor  n!  efecto  la  escritura 
de  3  de  Mayo  de  1867,  mandando  devolver  á  los  herederos  del  Doqae 
de  Monteleón  los  bienes  vendidos  mediante  ia  devolución  del  precio 
efectivo  de  la  venia,  con  deducción  de  los  daños  y  perjuicios  causados 
á  los  mismos  por  la  falta  de  cumplimiento  de  lo  estipulado  en  el  con- 
trato; á  cayo  efecto,  y  después  de  hacer  relación  de  los  antecedentes 
que  se  han  referido,  dijo  que  de  los  autos  del  concurso  de  la  testamen- 
taría de  Menéndez  Cuesta  resultaba  que  éste  pidió  á  la  Hacienda  y  obtu* 
vo  la  redención  á  plazos  del  censo  de  un  millón  y  pico  de  reales,  de 
cuyos  plazos  había  sólo  pagado  el  primero,  y  debía  por  consiguiente 
los  nueve  restantes,  con  los  intereses  de  demora  y  las  pensiones  atrasa- 
das; que  estaban  sin  satisfacer  las  pensiones  de  t9  jiños,  y  dos  tercios 
de  ün  censo  de  15.000  ducados  de  capital  á  favor  de  la  Inquisición,  asi 
como  48.638  rs.  75  cents,  por  réditos  de  otro  censo  de  55.000  de  capi- 
tal perteneciente  á  un  Sr.  Beimonte;  86.330  rs.  44  cents,  por  otro  da 
70.400  de  capital  correspondiente  á  un  Sr.  Rodríguez  Leal;  48.462  por 
réditos  de  otro  de  4.000  rs.  correspondientes  á  las  memorias  de  Alan- 
cera,  y  otros  créditos  por  unos  70.000  rs.  de  diversos  acreedores,  todoa 
los  que  procedían  del  concurso  de  Monteleón;  que  asimismo  resultaba 
que  existían  y  se  debían  los  réditos  de  un  censo  de  220.000  reales  á  fa- 
vor de  los  Trinitarios,  impuesto  sobre  los  bienes  de  Oajaca  en  Méjico; 
los  de  otro  de  187.000  á  favor  de  los  Mercenarios,  con  hipoteca  de  los 
mismos  bienes,  y  los  de  otros  dos  de  471.000  y  66.000.  respectivamen- 
te á  favor  de  los  Trinitarios,  impuestos  también  sobre  el  Valle  de  Oaja- 
ca, y  que  parte  de  los  bienes  adquiridos  por;  Menéndez  Cuesta  del  Du- 
?[ue  de  Monteleón  fueron  rematados  en  el  Juzgado  de  la  Audiencia  en 
avor  de  D.  Alfonso  María  Cabrer  en  1. 309.577  pesetas;  é  invocó  como 
fundamento  de  derecho,  que  tanto  en  el  compromiso  de  venta  de  20  de 
Octubre  de  f  856,  como  en  el  convenio  de  27  de  Noviembre  del  mismo 
año  se  consignó  como  pacto  esencial  para  la  venta  el  de  que  Menéndes 
Cuesta  habría  de  satisfacer  en  un  plazo  dado  todas  las  cargas  que  pe- 
taran sobre  los  bienes  del  Duque,  asi  en  España  como  en  Méjico,  entre- 
gando los  documentos  que  acreditasen  la  liberación  cuyo  pacto  vino  á 
ser  robustecido  con  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  por  la  sentencia  de 
este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Junio  de  «864,  que  con  arreglo  á  las 
leyes  19,  tít.  22,  Partida  3%  y  58,  til.  5^  Partida  5%  y  las  sentencias 
de  este  Tribunal  Supremo  de  «^  de  Diciembre  de  1857  y  3  de  Octubre 
de  1866,  los  herederos  de  D.  José  de  Aragón,  Duque  de  Monteleón,  tie- 
nen un  derecho  incuestionable  á  que  la  venta  consignada  en  la  escritu- 
ra de  3  de  Mayo  de  4807  se  rescinda  por  no  haber  cumplido  el  compra- 
dor ni  sos  herederos  en  el  plazo  de  un  año  la  obligación  de  liberar  los 
bienes;  y  que  según  la  ley  10,  tít.  19,  Partida  6*,  la  acción  del  perju- 
dicado para  pedir  la  rescisión  de  un  contrato  por  lesión  enormísima 
dura  30  años,  y  no  habiendo  el  comprador  pagado  masque  120.000  rs. 
en  dinero,  no  podía  desconocerse  la  existencia  de  la  lesión,  dado  el 
precio  de  las  fincas: 

Rt^sultando  que  los  Síndicos  de  la  testamentaría  concursada  de  Me- 
néndez Cuesta  se  opusieron  á  la  demanda  pidiendo  que  se  les  absolvie- 
se de  ella  con  imposición  al  demandante  de  perpetuo  silencio  y  pago 
de  las  costas,  alegando,  entre  otras  razones,  que  el  censo  llamado  do 
las  temporalidades  de  los  jesuítas  perteneciente  al  Estado,  único  que 
con  arreglo  á  lo  pactado  en  la  escriturado  venta  cuya  rescisión  se  pre- 
tendía se  hallaba  obligado  Menéndez  Cuesta  á  liberar  por  hallarse  im- 
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paasto  sobre  loi  bienes  de  Oajaca  en  primer  término  y  sobre  los  de  Ma- 
drid en  segando,  si  bien  era  cierto  que  fué  redimido  del  Estado  á  pla- 
zos, lo  era  también  qae  en  3  de  Febrero  de  1868  se  otorgó  una  escrito» 
ra  pública  con  el  Estado,  en  la  que  se  redujeron  las  hipotecas  de  dicho 
eenso,  cargando  toda  sa  responsabilidad  sobre  los  bienes  de  Madrid  y- 
liberando  ías  propiedades  del  valle  de  Oajaca;  qne  era  absurdo  el  su- 
poner qne  Menéndei  Cuesta  hobiese  quedado  obligado  á  liberar  el  cen-^ 
so  en  favor  de  la  Inqaisición  y  los  demás  qae  se  recitaban  en  la  de- 
manda de  Belmonte,  Rodríguez  Leal  y  patronos  de  las  memorias  de 
Ataneera,  ni  á  otra  cosa  más  qne  á  satisfacer  sus  réditos  como  lo  ha- 
lla hecho,  pues  dichos  cuatro  censos  gravaban  exclusivamente  los  bie- 
nes de  Madrid  comprados  por  él,  no  obstante  lo  cual  y  aunque  so  re- 
dención no  interesaba  para  nada  al  Doqne,  la  Indicatura  h»bía  redimi- 
do el  de  la  Inquisición  y  había  pagado  los  réditos  adeudados  por  loe 
otros  tres  según  constaba  de  las  correspondientes  cartas  de  pago  otor- 
gadas en  30  de  Julio  y  26  de  Noviembre  de  1877;  qne  asimismo  habí» 
satisfecho  la  Sindicatura  los  70.000  rs.  de  los  acreedores  comunes  ca- 
yos recibos  obraban  en  sa  poder  y  los  presentaría  en  caso  necesario; 
que  en  caanto  al  censó  de  220.000  rs.  á  favor  de  los  Trinitarios  se  ha- 
bla declarado  recientemente  por  aquel  mismo  Juzgado  en  pleito  que  Ios- 
demandados  segoían  con  la  Hacienda;  que  la  testamentaría  de  Cuesta 
no  se  hallaba  obligada  á  ceconocerlo  ni  pagarlo  porque  no  resoltaba 
que  estuviese  impuesto  conjuntamente  ó  á  la  vez  sobre  los  bienes  de 
•  Madrid  y  los  de  Oajaca  sino  sólo  sobre  estos  últimos,  habiéndose  he- 
cho igual  declaración  respecto  de  los  otros  tres  censos  de  487.000, 
i72  000  y  66.000  rs.  de  los  Mercenarios  y  Trinitarios  en  Real  orden 
de  2  de  Julio  de  i 865;  qne  la  snbasta  qne  de  los  bienes  comprados  por 
Qnesta  se  hizo  en  23  de  Junio  de  1874,  así  como  el  remate  que  se  cerra 
en  favor  de  D.  Alfonso  María  Cabrer  por  1.309.577  ptas.  fueron  decla- 
rados nulos  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  por  sentencia  de  la  Audiencia 
de  esta  corte  de  49  de  Jnnio  de  4876;  que  los  70  solares  en  que  des- 
pees se  dividió  la  posesión  de  Monteleón,  y  que,  á  excepción  de  uno 
en  la  caile  de  Velarde,  apreciado  en  47.688  rs.  y  la  tierra  de  las  afue- 
ras en  40.000  que  constituían  la  casi  totalidad  de  los  bienes  comprado» 
por  Cuesta  fueron  vendidos  en  4  605.344  rs.  cantidad  inferior  á  la  que 
se  consignó  como  precio  en  la  escritura  de  venta;  qne  declarado  váli- 
do, perfecto  y  obligatorio  el  contrato  de  venta  literalmente  inserto  en 
la  escritura  de  3  de  Mayo  de  4867  por  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo  de  30  de  Junio  de  4864,  era  inútil  reproducir  y  tratar  de  loa 
antecedentes  del  primer  pleito;  que  en  virtud  de  la  citada  escritora  no 
podía  obligarse  al  comprador  y  por  consiguiente  á  sa  testamentaría,  á 
redimir  los  gravámenes  que  no  resultasen  impuestos  conjuntamente  6 
á  la  vez  sobre  los  bienes  de  Madrid  y  los  de  Oajaca,  pero  no  las  que  pe- 
sasen separadamente  sobre  unos  ú  otros;  que  los  artículos  34,  36  y  38^ 
de  la  ley  Hipotecaria  declaran  que  las  acciones  rescisorias  y  resoluto- 
rias no  se  dan  contra  tercero  que  haya  inscrito  el  título  de  so  respecti- 
vo derecho,  sino  en  el  caso  en  que  deban  su  origen  á  causas  que  cons- 
ten explícitamente  en  el  Registro;  y  que  no  existía  lesión  enormísima 
Di  aun  siquiera  enorme  en  el  precio  de  la  venta,  pues  Menéndez  Cues- 
la  había  pagado  no  sólo  los  420.000  rs.  á  los  herederos  del  Duque  Don 
losé,  sino  2.921.295  rs.,  y  añadida  á  esta  cantidad  la  que  se  quisiera^ 
or  honorarios  de  aquél,  siempre  resoltaría  que  había  pagado  bastan- 
e  más  de  lo  que  loego  valieron  los  bienes  vendidos  judicialmente,  se- 
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gún  te  demostraba  con  loe  doeameirtoe  (fue  aoompaftaban  f  een  olro»  *- 

obrantee  en  los  antot  del  coneoftOf  si  bien  la  prueba  de  U  lesión  eo»  1 

rrespondia  al  actor: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúpHea  reprodojeroa 
aojbas  partes  sns  respectivas  pretensiones,  y  suministradas  diferentes 
JQstificaciones  durante  el  ténniiio  de  prueba  y  sustanciado  el  pleito  es 
dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audieii' 
.  cia  de  esta  corte  en  H  de  Julio  de  1883,  absolviendo  á  la  testamentarí» 
concursada  de  D.  Antonio  MenéDdes  Cuesta  de  la  demanda  deducías 
por  el  Duque  de  Monteleóñ,  entendiéndose  sin  perjuicio  de  las  densáu 
acciones  que  puedan  á  éste  corresponder  para  el  debido  eumplimienft»  * 

en  su  caso  y  lugar  del  contrato  do  yenta  de  que  se  trata,  ó  de  la  ejeuu* 
toria  que  le  declaró  válido  y  perfecto: 

Resultando  que  los  herederos  de  D.  Diego  de  Aragón  Pignstelli,  Du- 
que de  Monteleóñ  y  TerranoTa,  interpusieron  recurso  de  cauación,  por 
<seiisíderar  infringidos: 

1^  La  ley  49,  ut.  6®,  Partida  3*,  según  la  cual,  el  personero  no  poe^ 
de  hacer  mas  cosas  que  Iss  contenidas  en  el  mandato,  é  si  á  más  pa  > 
sara  non  debe  valer  lo  que  ficiere;  la  jurisprudencia  constante  de  esto 
Tribunal  Supremo  de  que  el  contrato  celebrado  por  un  apoderado  no 

{mede  obligar  al  poderdante  cnaodo  se  cerlebra  con  ex tral imitación  do 
as  facultades  que  éste  dio,  consignada,  entre  otras  sentencias  en  lu  da  ^ 

36  de  Febrero  de  4865  y  15  de  Junio  de  4868;  y  la  de  oue  el  mandatario 
que  se  exceda  de  los  limites  señalados  en  el  contrato  séio  obliga  al  man*  • 
tfante  en  la  parte  que  éste  quiera  ratificar,  segün  sentencia  de  t6  de  Jo- 
lio  de  4867  y  otras,  por  cuanto  en  la  escritura  de  3-  de  Mayo  de  4867  sa 
exceden  y  extralimitan  las  facultades  que  en  el  poderde  30  da  Setiem- 
bre de  4856  otorgó  para  la  venta  D.  José  Aragón,  Duque  de  Terranova 
y  Monteleóñ,  confirmado  en  7  de  Noviembre  del  mismo  afio  por  so  hijo 
D.  Diego;  bastando  sólo  la  simple  comparación  entre  los  poderes  y  la 
escritura  para  convencerse  de  que  la  parte  dispositiva  de  ésta,  que  es 
la  esencial,  es  enteramente  distinta  de  los  poderes  del  Duque,  que  no 
«podía  menos  de  respetar  en  todas  sus  cláusulas  y  condiciones  por  con-  j 

tener  la  voluntad  de  las  partes  contratantes: 

S°  La  ley  8^,  tít.  5^  Partida  5^,  y  la  doctrina  legal  de  que  lau  obli  - 
gaciones  nunca  se  extienden  á  más  que  la  voluntad  demostrada  de  los 
contratantes,  ó  sea  que  á  nadie  pueden  exigirse  más  obligaciones  que 
las  que  aparezca  claramente  haber  contraídOi  consignado  en  sentencia 
de  30  de  Enero  de  1864  y  en  otras,  en  el  concepto  de  que  se  supone  que  ] 

los  Duques  vendedores  consintieron  realmente  en  la  venta  de  lu  fincas  j 

de  que  se  trata  en  los  términos  y  bajo  las  condiciones  que  consignan 
en  la  escritura  de  3  de  Mayo  de  4867,  cuando  la  verdad  es  que  consis- 
tieron única  y  exclusivamente  en  los  términos  literales  y  bajo  las  con* 
diciones  consignadas  en  los  poderes  refrendos:  ' 

3®  La  ley  4*.  tít.  4^  libro  40  da  la  Novísima  Recopilación,  y  el  prin- 
cipio legal  de  que  nadie  puede  volver  contra  sus  actos  ni  los  de  su  cau- 
sante practicados  conforme  á  derecho,  porque  habiendo  el  comprador 
D.  Antonio  Menéndez  aceptado  la  compraventa  por  el  tenor  literal  do 
los  poderes,  y  habiendo  procedido  después  con  arreglo  á  esa  so  acep* 
tación,  no  pudieron  alterarse  los  términos  de  esos  poderes  en  la  parto 
dispositiva  ó  condiciones  de  la  escritora  de  3  de  Hayo  de  4867,  como 
en  efecto  se  alteraron  con  infracción  manifiesta  de  la  ley  y  principios 
eitadoa,  evidenciándose  con  la  carta  que  Menéndez  Cuesta  escribió  al  ■ 
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|,      üagoe  de  Moaleleón  eon  feeba  8  de  Jqdío  de  4857,  qae  Ia  ▼•nta  fné 

^  acepudt  con  la  condición  esencial,  lin  la  que  no  se  hubiese  llevado  4 
efeelo,  de  qoe  el  comprador  había  de  satisfacer  todos  los  gravámenes 
qoe  padieran  pesar  sobre  coalesqoiera  bienes  del  vendedor  en  coalqate  • 
ra  parte  del  mundo  sitos  y  colocados  sin  excepción  ni  limitación  alguna 
j  resoltando  lo  mismo  de  la  ciáosola  5*  del  testamento  del  mismo  Me 
Déodes,  en  la  qoe  confiesa  qne  sería  de  so  coenta  y  cargo  exclosivo  el 
pago  de  las  desdas  qoe  se  reclamaban  por  loa  acreedores  del  Doquo 
«ofllra  808  bienes  y  qoe  además  habíi  de  darle  ona  cantidad  aliada,  asi 
como  en  las  memorias  de  las  cansas  qoe  obligaron  á  la  vioda  de  llenen* 
dez  á  presentarse  en  concorso,  en  la  qoe  consignó  que  el  Doqoe  de  Mon- 
IsieÓQ  cedió  á  Menéndea  los  bienes  referidos,  obligándose  éste  por  su 
parte  á  pagar  á  los  acreedores,  y  que  pagaría  todo  lo  qoe  se  le  hobiera 
presentado,  como  también  todo  lo  qoe  debiese  el  Duqoe: 

4°  Las  leyes  43  y  19,  tít.  SI,  Partida  3\  qoe  sancionan  la  foerca  qoa 
tiene  la  cosa  juzgada,  bajo  el  concepto  de  qoe  este  Tribonal  Supremo 
coodenó  á  Henóndes,  por  so  sentencia  de  30  de  Junio  de  1864,  á  qoe  en 
el  término  de  nn  año,  qoe  empelaría  á  contarse  desde  la  fecha  de  la  es- 
erilora  de  compraventa,  liberase  ó  redimiese  coantos  gravámenes  pesa- 
ran sobre  los  bienes  objetos  de  la  venta  y  sobre  los  qoe  poseían  los  Do 
qnessn  el  reino  de  Méjico,  debiendo  entregarles  en  el  propio- término  los 
doeamentos  justiOcativosqoe  acreditasen  la  cancelación  de  dichas  hipo-> 
Usas;  y  estas  condiciones  esenciales  resoltan  alteradas  en  la  escritura 
de  3  de  Hayo  de  1867,  y  de  ellas  ha  prescindido  después  la  sentencia 
recorrida: 

5*  La  ley  58,  tít.  5®,  Partida  5*,  según  la  cual  se  puede  desfacer  la 
vendida  si  el  comprador  non  guarda  el  pleito  q.ie  puso  sobre  ella,  por 
cnanto  san  en  el  supuesto  de  que  la  escritora  de  3  de  Mayo  de  1867 
hubiese  sido  válida,  bailándose  obligado  Menéndex  á  redimir  todas  las 
eargassin  excepción  qoe  pudieran  pesar  sobre  todos  y  cada  ono  de  los 
bienes  del  vendedor  dentro  de  no  año,  y  á  entregar  en  el  mismo  plaxo 
loitUolosde  la  liberación,  y  no  habiendo  cumplido  esos  sos  obligacio- 
nes ha  dflbido  y  debe  declararse  la  rescisión  para  no  infringir  dicha  ley, 
uí  eotno  la  114,  tit.  18,  Partida  3*,  toda  vex  que  esas  cansas  de  resci- 
liópfoeron  expresamente  previstas  en  los  poderes  de  30  de  Setiembre 
y  7  de  Noviembre  de  4856  y  15  de  Julio  de  1867,  toda  vez  qoe  no  poe- 
de  caber  dificultad  acerca  de  que  ni  Menéndez  ni  so  testamentario  han 
cimplido  los  pactos  de  la  compraventa,  redimiendo  dentro  del  año  los 
KraTáoienes  de  todos  los  bienes,  y  entregando  en  el  mismo  plazo  los 
doenmentos  de  liberación  desde  el  momento  en  qoe  se  ha  convenido 
qoe  existen  censos  sin  redimir  y  otras  obligaciones  sin  solventar;  resol- 
laodo  además  que  no  sólo  no  han  satisfecho  todos  los  gravámenes  qoe 
pesaban  sobre  los  bienes  del  Duqoe  sin  excepción,  y  especialmente  so- 
bre los  de  Méjico,  según  se  decía  en  los  poderes  de  los  vendedores,  sino 
qoe  ni  siquiera  se  han  satisfecho  los  consignados  en  la  escritura,  ó  al 
noenoa  no  se  ha  demostrado,  y  qoe  no  se  ha  cumplido  tampoco  la  con- 
dición convenida  por  las  partes  consignada  en  la  compraventa  y  con- 
tenida en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Junio  de  1864, 
an  esencial  como  el  pacto  de  liberación  deque  en  el  mismo  término  de 
■n  a&o  entregaría  el  comprador  á  los  Duques  los  títulos  acreditativos 
'el  pago  de  gravámenes  de  todos  los  bienes: 

6**  La  ley  56,  tít.  5%  Partida  6*,  y  la  1*,  tit.  19,  Partida  6*,  según 

I  coalea  la  acción  del  perjudicado  para  pedir  la  rescisión  del  contrato 
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por  lesión  enormfiima  dora  30  «ños;  el  principio  jurídico  de  qne  Im 
obligación  de  probar  incambe  al  qoe  afirma,  no  al  qoe  niega,  y  laa  le  - 
yes  114  y  149,  lli.  ii^  Partida  3\  porque  no  habiendo  demostrado  el 
comprador  haber  satisfecho  más  que  itO.OOO  rs.  eo  dinero  y  tardí&«» 
menta  algunas  oirás  pequeñas  cantidades  por  réditos  de  censos,  y  ha- 
biéndose demostrado  su  falta  de  cumplimiento  no  puede  desconocer  la 
existencia  de  aquella  lesión,  dado  el  precio  de  las  fincas: 

V  Los  artículos  27,  34,  36  y  38  de  la  ley  Hipotecaría,  porque  ha- 
biendo D.  Antonio  Menéndes  Cuesta  intervenido  en  el  otorgamiento  de 
la  escritura  de  3  de  Mayo  de  1867,  nada  menos  que  ccmo  comprador, 
es  evidente  que  no  tiene  ni  puede  tener  ei  carácter  de  tercero,  y  qae  no 
pueden  referirse  á  él  para  favorecerle  los  citados  artículos  de  la  ley,  j 
por  consiguiente  que  la  compiaventa  contenida  en  la  escritura  de  3  de 
Mayo  de  1867  puede  anularse  y  res'!indirse  eo  so  perjuicio  y  en  el  de  su 
testamentaria; 

Y  8^  La  ley  16,  tit.  St^  Partida  3^  y  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjui  - 
ciamíento  civil  que  establecen  la  congruencia  que  debe  existir  entre  lo 
pedido  y  discutido  y  la  sentencia,  así  como  el  principio  de  que  los  Tri» 
bunales  deben  fallar  según  lo  alegado  y  probado;  porque  habiendo  pe- 
dido los  demandantes  la'rescisión  y  en  su  caso  la  nulid/^d  de  la  escritura 
de  3  de  Mayo  de  1867  por  falta  de  cumplimiento  de  lo  estipulado  en  el 
conirato,  ó  en  so  caso  por  la  eztralimitación  de  los  poderes,  sólo  á  éstos 
puntos  debió  haberse  concretado  lisa  y  llanamente  el  fallo  para  reaoi- 
verlos  en  forma  definitiva. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gollón: 

Considerando  qne  la  cuestión  relativa  asi  el  Marqués  de  R¡aaioSfor-> 
sa  se  excedió  de  las  facultades  qne  como  su  apoderado  le  había  confe- 
rido el  Duque  de  )fonteleón,  fué  planteada,  discutida  y  resuelta  en  el 
pleito  promovido  por  D.  Antonio  Menéndex  Cuesta  en  1857,  y  no  ha 
podido  citarse  de  nuevo  sin  desconocer  la  foeixa  que  tiene  la  cosa  jos* 
gada  con  arreglo  á  la  ley  19,  tit.  2S,  Partida  '¿%  citada  por  los  recu- 
rrentes y  á  la  doctrina  ccnstintemente  admitida  por  la  jorisprodeneia 
de  los  Tribunales: 

Considerando  que  declarado  por  este  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cias de  30  de  Junio  de  1fi64  qoe  el  convenio  de  20  de  Octubre  de  1856  y 
so  adicional  de  27  de  Noviembre  siguiente  contenían  an  contrato  do 
compraventa |»tfr/etf /o  y  tuilaneialmínte  acabado,  que  se  mandó  elevar 
á  instrumento  público,  quedando  obligado  el  comprador  á  redimir  ea 
el  término  de  un  año  cuantas  cargas  pesasen  sobre  los  bienes  ooe  se 
enajenaban  y  los  que  el  vendedor  post^ia  en  Méjico;  y  no  pudienao  en- 
tenderse estas  palabras  sino  en  el  sentido  de  que  las  hipotecas  han  de 
afectar  conjuntamente  á  las  fincas  de  Méjico  y  á  las  de  Madrid,  porque 
lo  contrario  está  en  pugna  abierta  con  los  convenios  que  constituy^^nel 
verdadero  contrato  de  venta  y  en  las  que  literalmente  se  pactó  qoe  Me- 
néndes Cuesta  se  comprometía  á  cancelar  los  gravámenes  hipotecarios  á 
que  te  hallasen  sujetos  los  bienes  de  Méjico  en  unión  de  los  de  esta  cor- 
te, es  indudable  que  la  escritura  de  3  de  Mayo  de  1867,  al  consignarlo 
asi,  se  ajusta  tanto  á  lo  estipulado  por  los  interesados  como  á  lo  resuelto 
por  sentencia  firme,  y  no  está  en  contradicción  con  las  cartas  de  Menén- 
des Cuesta,  qne  ni  se  insertan  en  dicha  escritura,  ni  se  ha  declarado  que 
formen  parte  del  contrato  de  venta: 

Considerando  que  por  lo  expuesto  carecen  de  aplicación  á  este  caso 
y  no  han  podido  ser  infringidas  las  leyes  y  doctrinas  que  á  proposite  de 
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h  exiraliiDÍUc¡6n  de  facoltades  por  el  apoderado  y  de  la  soptiesta  dis- 
eoBÍormidad  de  la  eserítnra  eon  el  eooTenio  delai  partes,  sentencias  de 
este  Tribunal  y  cartas  de  Menéndex  Cuesta  se  invoean  en  los  caatro  pri- 
meros motiyos  del  reearso: 

Considerando  qae  tampoco  se  ha  infringido  la  ley  58,  tít.  5*,  Parti- 
da 5*,  que  se  cit»  en  el  motivo  5®,  porque  ann  en  la  hipótesis  de  qne  el 
contrato  de  venta  no  se  hubiese  llevado  á  efecto  en  todas  sus  partes, 
lino  qne  solamente  hubiese  eomenxado  á  ejecutarse,  el  comprador  no 
ba  faltado  á  la  condición  esencial  que  relativaqpente  á  la  liberación  de 
cargas  establecen  el  convenio  de  SO  de  Octubre  de  1856  y  escritura  de 
3  de  Mayo  de  1867,  y  que  es,  segtkn  se  ha  manifestado,  la  de  reducir  en 
el  término  de  un  año  los  gravámenes  hipotecarios  qne  pesasen  sobre  los 
bienes  objeto  de  la  enajenación  j  sobre  los  de  Méjico  en  unión  de  aqué- 
llos: * 

Considerando  qne  son  también  inaplicables  y  no  han  podido  infrin- 
girse las  leyes  mencionadas  en  el  sexto  motivo,  porque  la  sentencia  re- 
corrida, al  estimar  procedente  la  rescisión  del  contrato  por  cansa  de  le- 
sión enormísima,  se  funda  en  la  apreciación  que  la  Sala  sentenciadora 
hace  en  virtud  de  sus  atribuciones  de  las  pruebas  suministradas  en  el 
pleito;  apreciación  que  no  ha  sido  ioo pugnada  en  la  forma  que  exige  el 
lúm.  *;*  del  art.  469S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  este  Tribunal  Supremo  ha  declarado  con  repeti- 
ción que  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  decide  todas  las 'cues- 
tiones del  litigio,  y  que  el  recorso  de  casación  no  procede  contra  los 
foidamentos  más  ó  menos  pertinentes  de  los  fallos,  ni  contra  la  reserva 
de  derechos  que  éstos  contengan,  y  con  mayor  razón  cuando  la  reserva 
es  favorable  al  recurrente,  como  sucede  en  este  caso,  por  lo  cual  no 
pueden  ser  útilmente  invocadas  las  disposiciones  legales  que  se  expre- 
un  en  loa  moti?os  7^  y  8®; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  los  herederos  de  D.  Diego  de  Aragón 
Pignatelli,  Duque  de  Monteleón  y  Terranova,  á  quienes  condenamos  al 
pago  da  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — 
(Sentencia  publicada  el  13  de  Mayo  de  4884,  é  inserta  en  las  Gaeeia$  de 
1t  y  13  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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üeeania  d«  eftsfteion  en  asunto  de  Ultramar  (1 4  de  Mayo 

Í€  4x84).— jSk/o  primera. — Rbclamacióii  de  parte  db  una  casa.— 

Ha  luffar  al  interpuesto  por  D.  José  fioig  con  loe  herederos  de  D.  Joa- 

n  María  Queipo  (Aodiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

^  Q^e  eon  arreglo  al  art,  225  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de 

5,  el  actor  debe  acompañar  con  la  demanda  loe  documentos  en  qué 

de  su  derecho,  ó  si  no  loe  tuviere  á  su  disposición,  designar  el  ar^ 

10  Ó  lugar  en  que  se  encuentren  sus  originales;  bajo  el  concepto  de 

después  de  presentada  la  demanda  no  se  admitirán  los  de  fecha  an* 

or,  á  m$nos  que  jure  que  no  tiene  mmoeimiento  de  ello; 

V*  Q,%e  si  el  demandante  no  sólo  ha  cumplido  el  precepto  legal  e»-^ 
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puéBto,  sino  que  ÉtUa  de  q%i  U  dewMnda  fuist  eonUitada  gestioné  y  la» 
grO  unir  á  los  antes  tos  dscunentos  en  qne  fundaba  su  d^eeho;  al  dar^ 
se 9  eso  no  obstante,  lugar  á  ia  excepción  dilatoria  de  falta  de  persona^ 
lidad  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  por  motivo  y 
considerüciones  que  prejuzgan  el  derecho  dedueido^  se  i/siringe  el  citada 
articulo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civiL 

Cq  la  vilia  y  corte  de  Madrid,  á  44  de  Mayo  de  4684,  ao  el  ptoito 
pendiente  ante  Nos  en  virtod  de  recurso  de  casación  por  infracción  áe 
ley,  seguido  en  el  Juigado  de  primera  insiaocia  del  dislrito  de  Monee- 
rrate  de  la  Habana  y  en  ta  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella 
ciudad  por  D.  José  Boig  de  Columbra,  representado  por  el  Procurador 
D.  Luis  Lumbreras  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Carlos  Días  Valero, 
con  D.  Joaquín,  Doña  Rufina  y  Doña  Rosa  Qneipo  y  Gregori,  herede- 
ros de  D.  Joaquín  María  Queip6,  que  no  han  comparecido  en  este  Su- 
premo Tribunal,  sobre  reclamación  de  una  parte  de  casa: 

Resultando  que  D.  José  Boig  de  Columbra  dedujo  en  49  de  Julio 
de  1884  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  alegando  como  hechos  que 
Doña  Catalina  Boig  de  Columbra,  en  testamento  otorgado  en  24  de 
Marco  de  «792  ante  el  Escribano  D.José  Rodrigues,  cuyo  protocolo 
existía  en  el  Archivo  de  instrumentos  públicos  de  aquella  ciudad,  dej6 
la  mitad  de  la  casa  núm.  ^8  de  la  calle  de  los  Oficios  á  mi  hermano  Dob 
León;  y  por  fallecimiento  de  éste,  dos  terceras  partes  á  su  hermana 
Doña  Petronila,  ?  la  otra  tercera  á  su  hermano  D.  Miguel;  ordenando 
el  codicilo  de  S  de  Mayo  del  mismo  año  que  si  Doña  Petronila  falle- 
ciere sin  sucesión,  con  primera  tercera  parte  de  la  mitad  déla  casa  de 
las  dos  que  ia  había  dejado,  se  fundara  una  Cape  llanía  laical,  y  la 
otra  mitad  se  distribuyera  por  iguales  partes  entre  los  hijos  de  Do« 
Miguel,  agregándose,  si  falleciesen  sin  sucesión,  á  la  Capellania,  de 
la  cual  nombró  patrón  y  Capellán  al  pariente  suyo  más  próximo; 
que  á  principio  del  siglo,  Doña  Isabel  Lamdíes,  llamándose  dueña 
de  la  casa,  fundó  la  Capellanía  dispuesta  por  Doña  Catalina  Boig, 
dotándola  con  1.996  pesos  que  debían  producir  el  resto  líquido  de  99 
pesos  y  6  rs.,  fundación  de  que  tenía  noticia  por  papeles  particula- 
res, ignorando  la  fecha  de  la  escritura  y  Bscribanía  en  que  se  hiso; 
que  cuando  se  fundó  foó  reconocida  como  patrórr  y  Capellán  Doña  Mi- 
lagros Boig  de  Columbra,  que  era  la  más  próxima  pariente  de  Doña  Ca- 
talina, condición  que  concurría  en  D.  José  Boig  y  Columbra;  que  Don 
León  falleció  con  testamento  otorgado  en  Cádiz  á  5  de  Noviembre  de 
4703  ante  el  Escribano  D.  José  Pisson,  cuyo  protocolo  existía,  institu- 
yendo herederos  á  sus  hijos  Doña  (ffilagros  y  D.  Francisco;  que  éste 
murió  sin  testamento,  dejando  por  hijos  á  Doña  Manuela,  Doña  Juana. 
D.  Miguel  y  D.  José,  y  ante  el  Teniente  Gobernador  de  aquella  ciudad 
se  siguió  un  juicio  por  la  madre  y  curadora  de  dichos  hijos  en  reclama- 
ción de  la  legítima  que  le  correspondió  en  los  bienes  de  su  abuelo  Don 
Miguel,  cuyos  juicios  designaban;  que  Doña  Milagros,  así  como  D.  Mi- 
guel, Doña  Manuela  y  Doña  Juana,  murieron  sin  sucesión  ni  testamen- 
to, por  lo  cual  era  el  demandante  su  ünico  y  universal  heredero  abitf- 
testfito,  habiéndose  refundiJo  en  él  todos  los  derechos  que  en  la  casa 
núm  78.  de  la  calle  de  los  Oficios,  correspondía  á  su  abuelo  D.  Miguel  j 
á  su  padre  y  tía  D.  Francisco  y  Doña  Milagros,  según  el  testamento  j 
codicilo  de  Doña  Catalina  Boig,  con  más  el  derecho  al  patronato  de  la 
Capellanía  en  la  casa  constituida;  y  por  último,  que  D.  Joaquín  María 
Qaeipo  y  después  de  su  muerte  su  sucesión,  habían  disfrutado  toda  ia 
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I  iId  dar  fMtrtici pación  en  sos  prodoctos  á  los  herederos  de  los  cita- 
dos D.  Miguel.  D.  Francisco  y  Doña  Milagros,  y  sin  entregar  tampoco 
ios  de  la  Capellania  á  los  legítimos  patronos,  terminan  en  sa  yirtod, 
con  la  pretensión  de  qna  se  declarase  qoe  era  el  único  y  actoal  propio- 
taríode  la  citada  casa,  condenando  á  D.  JoaqníQ,  Doña  Rnfina  y  Doña 
Bosa  Qaeípo,  herederos  de  D.  Joaquín  Qoeipo  i  reconocer  dicho  domi- 
nio, considerando  en  lo  soceviTo  á  D.  José  Boig  como  doeño;  qae  se  de- 
clarase asimismo  que  por  ser  D.  José  Boig  el  Capellán  de  la  Capellanía 
mandada  fundar  por  Doña  Catalina,  debían  los  demandados  abonarle 
los  réditos  de  Im  misma  desde  qne  falleció  el  último  Capellán;  qne  en  lo 
MoeiiTO  y  en  cnanto  á  la  tercera  parte  de  la  mitad  de  la  casa  sobre  qne 
pesaba  dicha  Capellania,  debían  los  demandados,  ó  reconocer  al  de- 
mandanla  como  doeño,  en  cayo  caso  cobriría  las  cargas,  ó  reservarse 
los  mismos  demandados  el  dominio  de  dicha  parte  cubriendo  aqnélla, 
eondenándoles  á  abonar  los  alquileres  percibidos  por  ellos  y  por  sn  cao- 
tanto  D.  José  María  Queipo  desde  el  dia  en  que  éste  empesó  á  poner  la 


Resultando  qne  Doña  Ro6na  y  D.  Joaquín  Qoeipo  pretendieron  se 
declarase  qoe  «ataban  obligados  á  contestar  á  la  demanda  mientras  el 
demandante  no  jostificara  debidamente  sn  personalidad  y  presentara 
ios  doeomeotos  en  que  fondaba  so  derecho,  para  lo  cual  formaron  ar- 
ticoto  do  previo  y  especial  pronnnciamiento;  pero  antes  de  que  se  pro 
iroyera  solicitó  el  demandante  qne  se  expidieran  las  compulsorias  n^ 
oeoarias  para  traer  á  los  autos  testimonio  de  los  documentos  citados  en 
la  demaúda,  ofreciendo  en  atención  á  que  D.  Miguel  Boig  de  Columbra 
íaliociA  en  Cadix,  donde  se  había  sostanciado  su  testamentaría,  pedir 
00  00  oportunidad  con  eitaeión  contraria  el  atestado  correspondiente; 
babiendoso  traído  certiñeaeión  del  poder  otorgado  por  Doña  Milagros 
Boig  eo  16  de  Jallo  de  4838  á  favor  de  D.  José  Martines  en  primer  lo- 
gar, y  Doña  Isabel  Sánches  en  segundo,  para  la  fundación  de  la  Cape- 
liaDÍa  qoe  dejó  dispuesta  Doña  Catalina  Colombra,  nombrando  por  pri* 
mor  patrón  Capellán  á  la  otorgante  como  pariente  más  cercano  de  la 
fundadora;  del  poder  otorgado  en  Cádis  en  4°  de  Setiembre  de  1824  por 
Doña  Manoela  Eslava,  vioda  de  D.  Migoel  Boig  Columbra^  y  so  hija 
Doña  Maria  de  los  Milagros  Columbra,  á  favor  de  D.  Antonio  Gotié- 
rroi  para  la  venta  de  la  casa  más  pequeña  de  las  dos  quedadas  al  falle* 
cimlonto  de  D.  Migoel;  las  partidas  de  bautismo  de  Doña  Manuela,  Don 
Migoel,  Doña  Joana  y  D.  José,  hijos  de  D.  Francisco  de  Paula  Boig  de 
Colombra  y  Doña  Josefa  Corrillo,  la  de  matrimonio  de  éstos  y  de  defnn* 
ciéD  de  D.  Francisco,  y  el  testimonio  del  testamento  y  del  codicilo  otor- 
gado  por  Doña  Catalina  Colombra  en  I79S: 

Besoltaodo  qoe  declarado  no  haber  logar  á  proveer  al  escrito  en  que 
00  proposieron  las  exeepciones  dilatorias,  las  reprodujo  D.  Joaquín 
Qoeipo,  sosteniendo  qoe  los  docomentos  qoe  despoés  de  la  presentación 
do  so  oserlto  se  hablan  traído  á  los  sotos  á  instancia  del  demandante 
oran  inútiles  para  justificar  so  personalidad,  siendo  preciso  qne  pre* 
«atara  los  comprobantes  de  qoe  por  una  serie  de  socesiones  testadas  é 
ntootadas  babfa  venido  á  ser  el  qoe  representaba  á  la  larga  familia  de 
is  Boig  do  Colombra  qoe  citaba  en  so  demanda: 

Resoltaodo  qoe  propoesta  igoal  excepción  por  Doña  Rufina  Qoeipo 
el  eorador  de  Doña  Rosa  Qoeipo,  la  impognó  el  demandante  porque 
ilU  designado  el  logar  doode  se  encontraban  los  docomentos  (j^oe  no 

lía  á  so  disposioión  y  no  podía  obtener  sin  mandato  judicial,  ni  sería 
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efieas  sn  expedieión  si  no  se  realisaba  con  citaeión  da  la  parta  á  qniam 
podiera  perjadiear,  por  oaya  raxón  correspondía  que  se  pidiera  en  al 
término  de  prueba,  y  que  con  los  docoaieatos  adacidoa  y  designados 
quedaba  completamente  demostrado  so  dereeho: 

Resaltando  qne  el  Jaez  de  primera  insianeia  dietó  sentencia»  y  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  la  Habana  la  revocó  en  29  de  Mayo 
de  1883,  declarando  baber  logar  á  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  per- 
sonalidad en  el  demandante  D.  José  Boig  de  Columbra,  y  en  sn  eonsa- 
caeneja  qne  los  demandados  D.  Joaquín,  Doña  Rofina  y  Doña  Roaa 
Qaeii)o  y  Gregorí  no  estaban  obligados  á  contestar  á  la  demanda  qva 
aquél  les  babia  establecido,  mientru  no  justificase  el  carácter  con  qsa 
había  comparecido  en  este  juicio: 

Resaltando  que  D.  José  Boig  de  Columbra  interpnso  recurso  daaa* 
sación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4®  El  art.  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aplicable  á  este  plailo» 
que  dispone  qne  el  demandado  podrá  no  contestar  á  la  demanda  mien» 
tras  el  actor  no  acredite  su  personalidad;  pero  una  vez  que  éste,  como 
se  había  demostrado  en  el  pleito,  acreditaba  su  derecho  y  los  documen- 
tos  en  qne  se  fundaba  venían  á  los  autos,  no  había  más  remedio  que 
contestar  á  la  demanda: 

2**  Los  artículos  236  y  237  de  la  misma  ley,  que  determinan  qqe  cuan- 
do el  demandante  no  tenga  á  sn  disposición  el  documento  ó  documeo* 
tos  en  que  fundase  su  derecho^  designaría  el  lugar  ó  archivo  en  que  at 
encontraban  los  originales,  toda  vez  que  así  lo  hizo  O.  José  Boig  y  así 
lo  acordó  el  Juzgado,  y  los  documentos  vinieron  á  los  autos,  siendo  por 
tanto  improcedentes  las  excepcionea  dilatorias,  pues  aun  en  el  supaea- 
to  de  que  fuera  necesaria,  estaba  ya  acreditada  la  personalidad  del  de« 
mandante,  y  tampoco  aquéllas  se  alegaron  como  perentorias. 

Visto,  siendo  Ponente  «^1  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que,  con  arreglo  al  art.  225  de  la  ley  de  Enjaieiamiea- 
to  civil  de  1855,  aplicable  en  este  pleito,  el  actor  debe  acompañar  con 
la  demanda  los  documentos  en  que  funde  su  derecho,  ó  si  no  los  tnvie- 
rea  su  disposición,  designar  el  archivo  ó  lugar  en  que  se  encuentran 
sus  originales;  bajo  el  concepto  de  que  después  de  presentada  la  deman- 
da no  se  admitirán  los  de  fecha  anterior,  á  menos  que  jure  que  no  tie- 
ne conocimiento  de  ello: 

Considerando  que  el  demandante,  hoy  recurrente,  no  sólo  ha  cum  • 
piído  el  precepto  legal  expuesto,  sino  que  antes  de  que  la  demanda  fue- 
se contestada  gestionó  y  logró  unir  á  los  autos  los  documentos  en  que 
fundaba  su  derecho,  y  por  tanto  que  al  darse,  eso  (io  obstante,  lugar  á  l« 
excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad  y  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda  por  motivo  y  consideraciones  que  prejui|(an 
el  derecho  deducido,  infringe  el  citado  articulo  de  la  ley  de  Enjuicia* 
míente  civil,  fundamento  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  at  recnraa 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Boig  y  Columbra,  y  en  sit  virlad 
casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  29  de  Mayo  de  1883  dictó  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana. — (Sentencia  pablicada 
el  U  de  Mayo  de  488i,  é  inserta  en  la  Gíteeta  de  13  de  Setiembre  del 
mismo  año.) 


Digitized  by  VjOOQ IC 


itBcrasos  Y  compctingias.  21  S 


210 

n«i6iirm>  de  «anaelón  (M  de  Mayo  Í4  1884). — Sala  primera  — 
Pago  di  CáNTiDAD.--Nj  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Juan  Mañoz  eun 
D.  Gaillermo  Arévalo  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

QueU  tenfencia  qM  limia  la  condena  por  alimentot  ds  u4  menor 
^Mi  istaha  sirmendo  encasa  de  i%  padraelro,  al  importe  de  loe  do$  me- 
Mee  g%eeel%vo  enfermo,  no  infringe  la  ley  16,  til,  S2,  Partida  3^,  y  lat 
20  f  %\,  at.  M,  Partida  5»,  y  lat  4*  y  S«.  tit.  %""  de  la  muma  Partida  y 
doctrinas  del  Trilmnal  Supremo  con  dichas  leyes  conformes,  si  ka  sido 
unpunto  principal  de  la  controversia,  resuello  ajtrmalioamente  por  ta 
SaUy  el  de  que  el  menor  prestó  servicios  con  su  tratajo  personal  duran- 
te tos  %í  meses  restantes  que  permantció  sano  en  casa  de  su  madre  y 
del  esposo  de  ésta,  ela'iior.  y  por  consiguiente,  que  no  existe  obligación 
por  parte  dd  curador  de  abonar  unos  alimentos  que  sufragaba  el  menor 
con  sus  jornales,  los  que  regulados  i  razón  de5  ri.  diarios,  como  los 
^rot,  ofrecían  una  cantidad  conocida  y  naturalmente  compensable, 
€uetl  lo  aprecia  la  sentencia,  no  admitiendo  tampoco  duda  racional  que 
ase  trabajo  se  prestó  en  provecho  del  demandóte  y  coH  placer  y  aquies  - 
concia  de  ambas  partes. 

En  la.filtft  y  corte  de  Madrid,  á  44  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casscidn  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  e\  Juzgado  de  primera  instancia  de  Segovia  y  en  la  Sala 
•efcondade  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  esta  capital  por  D.  Joan  Mo&oi 
y  Muñox,  r<)presentado  por  el  Procurador  D.  Antonio  Arana  y  Moray- 
ta,  y  defendido  por  escrito  por  el  Licenciado  D.  José  Raía  d^  Qaevedo, 
y  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Licenciado  D.  José  María  Codina,  con  Don 
Ootllermo  Arévalo  de  Francisco,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  José 
Cirilo  Díái,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Joaquín  López  Puígcer- 
▼er,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  D.  Juan  Muñoz  y  Maftoi,  vecino  de  Carbonero  el 
Mayor,  dedoj  i  en  S7  de  G  itubre  de  1 880  en  el  J  ozgado  de  primera  ins  • 
tancia  de  Segovia  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  exponiendo  como 
beehoe  que  hacía  23  meses  que  tenía  en  su  casa,  alimentando  y  asía- 
lieodo,  al  menor  Marcelino  Aróvaio  Francisco,  su  hijo  político,  de  quien 
era  totor  y  curador  su  hermano  Guillermo  Arévalo  Francisco,  el  cnal 
lenÍ4  en  su  poder  los  haberes  de  aquél;  que  el  aprovechado  curador  mi- 
raba con  indiferencia  que  el  menor  se  hallaba  fuera  de  su  compañía 
produciendo  gastos  y  disgustos  al  demandante,  hasta  que  ya  no  había 
podido  resistir  los  tormentos  que  la  desgraciada  compañía  de  Marcali- 
BO  le  proporcionaba  en  el  hogar  doméstico;  que  para  hacer  cesar  tan 
irregular  orden  de  cosas  citó  de  conciliación  al  curador  para  que  se  lle- 
vase en  sn  compañía  al  men)r,  y  le  abonase  á  razón  do  S  pesetas  dia- 
rias los  alimentos  qoe  en  los  referidos  23  meses  le  había  suministrado; 
pero  qne  el  enrador  sólo  se  prestó  á  llevarse  al  menor,  negándose  á  sa- 
tisfacer cantidad  alguna  por  estaren  casa  del' demandante  prestando 
los  servicios  propios  de  su  edad,  y  que  cuando  no  había  teoido  qüd  tra- 
bajar había  ido  fuera  á  ganar  un  jornal;  q\iB  si  bien  era  cierto  que  el 
Marcelino  le  prestó  algún  servicio  fué  volnotario,  y  porque  los  Facnl- 
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taiivoB  le  mandaban  trabajar  como  cnedio  de  caraeión,  paes  al  deican- 
daate  do  le  bacía  falta  el  trabajo  de  aqaél  por  tener  bastante  para  si» 
casa  eoD  el  qoe  le  prestaba  el  criado  qae  siempre  babia  tenido;  que 
Marcelino  salió  algonas  veces  mientras  estovo  con  tfuñox  á  ganar  an 
jornalv  lo  cual  jostificaba  qae  Muftos  no  le  necesitaba,  paes  so  erÍAdo 
no  babía  salido  poco  ni  mocho  á  jornal;  qae  bipocondriaco  el  menor,  y 
haciendo  la  hipocondría  manifestaciones  periódicas  qoe  se  prolongaban 
por  bastante  tiempo  y  le  imposibilitaban  por  completo  dedicarse  a^i 
trabajo,  era  on  becho  cierto  qoe  por  consecuencia  de  eie  estado  la 
criada  de  Moños  había  t<)nido  qoe  salir  á  dormir  A  casa  de  sus  padrea 
por  miedo  qoe  tomó  al  Marcelino;  de  lo  coal  se  deducía  qoe  el  Goiller- 
mo  había  creído  qoe  el  medio  de  evitarse  molestias  y  disgostos  era. 
abandonar  al  menor,  dej&ndole  gravitar  sobre  la  bondad  y  prodeneia  da 
Maños;  y  que  el  hecho  patentizado,  qoe  probaría  á  so  tiempo,  era  el 
de  qoe  habiendo  hablado  Moños  con  Goiliermo  como  carador  de  Mar* 
celino,  le  dijo  á  la  manifestación  de  Muñoz  de  qae  el  menor  le  estaba 
incomodando  y  siendo  gravoso;  qoe  se  le  llevaría  cuando  reparase  sa 
casa,  hallándose  dispoesto  á  satisfacerle  coanto  le  debiera  por  alimen* 
tos  y  asistencia  del  mismo;  y  haciendo  oso  de  la  acción  personal  contra 
el  oorador  legítimo  del  menor  Marcelino  Arévalo  Francisco,  Goiliermo 
Arévalo  Francisco,  pidió  se  le  condenase  á  qoe  recogiera  de  poder  del 
demandante  al  menor  Marcelino,  abonándole  los  5.S20  rs.  ó  1.800  pese- 
tas qoe  tenia  gastadas  en  alimentos  y  asistencia  del  mismo  dorante  loa 
23  meses  qoe  se  los  tavo  qoe  suministrar  por  no  querer  hacerlo  su  cu* 
rador  el  demandado,  á  qoien  se  imposieran  las  costas: 

ResoUando  qae  D.  Goiliermo  Arévalo  iropognó  la  demanda  mani- 
festando qoe  era  carador  dativo  de  so  hermano  Marcelino  por  haber 
contraído  sa  madre  Anselma  Francisco  segondo  matrimonio;  qoe  batía, 
próximente  dos  años  qoe  cajó  enfermo  hallándose  de  criado  de  labor 
trasladándose  con  tal  motivo  á  la  casa  de  so  madre  por  la  creencia  da^ 
qae  nadie  babía  de  coidarle  como  ésta;  qoe  como  se  jostificaría,  no  lie- 
go á  dos  meses  la  enfermedad,  pasados  lóseosles  se  dedicó  á  ayad^r  á 
sa  padrastro  en  las  faenas  de* la  labor,  saliecdo  además  á  ganar  oq  jor- 
nal qoe  entregaba  íntegro  al  maride  de  so  madre;  qoe  era  cierto  qoe 
en  ona  ocasión  dijo  á  so  padrastro  hallarse  dispoesto  á  pagarle  los  ali- 
mentos  qoe  hobiera  soministrado  á  so  hermano  dórame  so  enfermedad 
y  convalecencia;  pero  advirtiéndole  qoe  habían  de  hacer  antes  ona  li-» 
qaidación  de  los  jornales  qoe  el  moeharbo  había  ganado,  abonándole 
solamente  el  mes  y  medio  ó  dos  meses  qoe  realmente  estaba  enfermo,, 
y  DO  á  rasón  de  t  pesetas,  sino  con  la  economía  propia  de  la  modesta 
furtona  del  menor  y  en  proporción  á  las  necesidades  del  poeblo  en  qoe 
vivía.  Y  dedociendo  como  fundamentos  de  derecho  que  era  obligación 
del  carador  alimentar  y  educar  al  popilo  en  josta  proporción  á  las  ren- 
tas de  sos  bienes,  pero  no  tenerlo  en  so  compañía;  qoe  lo  era  asimismo 
no  desmembrar  en  manera  algona  so  capital,  ni  acceder  á  la  exigencia 
de  coalqaiera  qoeregolase  los  alimentos  en  ona  cantidaci  exorbitante; 
qoe  habiendo  accedido  á  recogerle  á  todo  riesgo  como  se  decía  en  la 
demanda,  se  dedocía  qae  lo  recogió  por  caridad,  y  qoe  absurda  la  pe  • 
ticióo  de  la  demanda  no  oponiéndose  el  carador  á  pagar  lo  qoe  foera. 
justo,  pidió  se  le  absolviera  de  ella: 

Resaltando  qoe  las  partes  so  ministraron  proebas  de  posiciones  y^ 
testigos,  y  sdstaneiado  el  joicio  en  dos  instancias  la  Sala  segunda  da 
lo  civil  da  la  Aadieneia  de  esta  corte  dictó  sentencia  en  15  de  Octa- 
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hn  de  1883,  aoe  no  faé  conforme  con  la  del  Joei  de  primera  instancia, 
condenando  al  demandado  D.  Guillermo  Arévalo  de  Francisco  á  satis 
facer  en  el  término  de  10  días  y  en  concepto  de  curador  del  menor 
Marcelino  Aróvalo,  al  demandante  Joan  Muñoz  la  soma  de  76  pesetas» 
como  importe  de  los  alimentos  y  asistencia  qne  prestó  á  dicho  menor 
á  raxón  de  una  peseta  S5  céntimos  al  día,  dorante  los  dos  meses  qne 
permaneció  en  su  c&sa  enfermo,  y  á  que  en*  el  mismo  término  de  10  días 
se  hiciera  cargo  y  entrega  de  la  persona  de  dicho  menor,  sin  hacer  ex- 
presa condeDacióo  de  costas: 

Resultando  que  D.  Joan  Muñoz  y  Muñoz  interpuso  recurso  de  ca« 
saeión,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

i®  La  ley  16,  t<t.  tt.  Partida  3%  y  la  jorisprudencla  sentada  por  esto 
Supremo  Tribunal  en  la  sentencia,  entre  otras,  de  16  de  Diciembre  de 
4863,  puesto  que  se  había  condenado  á  D.  Guillermo  Arévalo  á  pagar 
sólo  los  alimentos  del  tiempo  en  que  se  decía  que  el  menor  estuvo  en- 
fermo y  no  á  lo  demás,  por  considerar  compensado  su  importe. con  loa 
beneficios  que  los  mismos  reportaban  á  Muñoz,  sin  embargo  de  no  ha- 
ber sido  reclamados  en  debida  forma  les  salarios  como  procedía  y  debía» 
caso  de  qne  se  hubieran  devengado,  saliéndose  por  lo  tanto  de  tos  tér- 
minos en  que  se  planteó  y  fijó  la  controversia: 
I  f^  Al  admitir  en  compensación  de  los  alimentos  los  beneficios  que  se 

suponía  reportaron  á  Muñoz  los  trabajos  de  Marcelino,  en  razón  á  que^ 
I  ni  éstos  se  reclamaron  por  reconvención,  según  debía  hacerse,  ni  se  es- 

!  tipalaron,  ni  menos  se  reconocieron  ni  liquidaron  como  fuera  preciso 

I  para  que  hubiesen  podido    ser  compensados  con  el  importe  de  los  ali* 

I  montos  menciobados,  las  leyes  SO  y  21,  tit.  U,  Partida' 5%  que  admiten 

í  la  compensación  y  exigen  la  existencia  de  la  deuda  compensable,  y  que 

I  ^sta  sea  determinada  y  líquiaa,  y  las  aentencias  de  este  Supremo  Tri* 

¡  booal  de  17  de  Diciembre  de  1864  y  18  de  Juniode  1869,  que  lo  tienen 

asi  reconocido,  toda  vez  que  en  este  caso  no  se  había  acreditado  ni  lo 
000  ni  lo  otro,  y  únicamente  se  daba  como  tal  el  que  el  menor  trabaj6 
00  casa  de  Muñoz; 

T  3*  Las  leyes  1^  y  )',  tít.  8®  de  la  Partida  6',  y  la  jarispradencia 
sentada  por  este  Supremo  Tribunal,  entre  otras,  en  sos  sentencias  de 
tfl  de  Octubre  de. 1865,  SS  de  Junio  de  1871  y  11  de  Octubre  de  188», 
•o  cuanto  tanto  unas  como  otras  exigían  la  formalización  ó  existencia 
del  contrato  de  arrendamiento  ó  el  qne  constase  para  poder  exigir  sa- 
lario, el  phcer  ú  otorgamiento  de  las  partes,  y  sin  embargo,  de  na 
aparecer  acreditado  en  el  caso  de  qne  se  trataba,  se  había  partido  del 
SQpoesto  contrario  por  sólo  haberse  reconocido  como  cierto  el  hecho  de 
qoe  por  parte  del  menor  se  habían  prestado  algunos  trabajos  á  Muñoz, 
<le  qne  le  resoltaron  beneficios  compensables  con  la  alimentación. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 
Considerando  qoe  la  sentencia  recurrida,  limitando  la    condena 
por  alimentos  del  menor  á  75  pesetas  importe  de  los  dos  meses  que  es- 
tovo enfermo,  00  infringe  las  leyes  de  Partida  ni  las  doctrinas  que  en 
versos  conceptos  se  invocan  en  los  tres  motivos  del  recurso,  porque 
sido  un  ponto  principal  de  la  controversia,  resuelto  afirmativamen- 
por  la  Sala,  el  de  que  el  menor  prestó  servicios  con  sn  trabajo  per- 
"lal  durante  los  24  meses  restantes  qne  permaneció  sano  en  casa  da 
madre  y  del  esposo  de  ésta  el  actor,  y  por  consigoiente  qoe  no  exts* 
obligación  por  parte  del  curador  de  abonar  unos  alimentos  qne  su- 
.gaba  el  menor  eoo  sos  jornales,  loa  qne  regolados  á  ratón  de  6  realet 
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diarios,  como  loi  otros,  ofrecían  ona  eantidad  conocida,  y  nataraimen» 
te  compensable  cual  lo  aprecia  la  sentencia,  no  admitiendo  tampoeo 
duda  racional  que  ese  trabajo  se  prestó  en  provecho  del  demandante  y 
con  placer  y  aqoiescencia  de  ambas  partes; 

Pallamos  loe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
corso de  casación  ínierpoesto  por  D.  Joan  Muñoz,  á  quien  condenamos 
en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Andiencia  de  esta  corta  la  certificación  co» 
rrespondlente,  con  devoinción  del  apuntamiento.— (Sentencia  publica- 
da el  «4  de  Mayo  de  1884,  ó  inserta  en  la  Oaceta  de  U  de  Setiembre  del 
mismo  año.) 
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■lecarso  de  oa^nctón  en  la  forma  (1i  de  Mayo  de  4884). — 
^a/flírfrctfrtf.— Posesión  dk  Loi  bienes  de  ü.na  capellanía.— No  ha  lu- 
gar ai  interpuesto  por  D.  Lorenzo  SiiitÍA^o  Rico  con  D.  Juíh  Biutis- 
la  GarcÍH  de  la  H>ieri4  y  otros  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resneive: 

!•  Que  la  falta  de  personalidad  previtia  en  el  núm.  i°  del  art,  «693 
déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  como  comlitutiva  de  quebrantamiento 
de  una  de  las  formas  esenciales  del  juicio,  se  refiere  á  la  abtoluta  ó  reía* 
Uva  incapacidad  legal  para  litigar  y  no  al  derecho  con  que  se  litigue^ 
por  ser  cuestión  de  fondo,  según  tiene  declarado  repetidamente  el  Tri 
iunal  Supremo; 

72°  Que  para  que  pueda  prosperar  %n  recurso  de  casación  por  di- 
cha falta  es  requisito  indispensable  que  se  kaya  pedido  con  oportunidad 
U  subsanación  de  la  mi$ma. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid^  á  44  de  Mayo  de  4  884,  en  los  autos  de 
interdicto  de  recobrar  la  posesión  de  los  bienes  de  la  dotación  de  una 
capellanía,  segniíios  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Hospicio  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aadíencia  de  esta  corte 
por  D.  Lorenzo  Santiago  Hico,  Presbíiero,  vecino  de  esta  capital,  como 
albacea  testamentario  de  su  madre  Doña  Maríi  Rico  y  Herrero  con  Üjn 
Juan  Bautista  García  de  la  Huerta,  propietario;  D.  Cesáreo  Gomes 
Príis.  Presbítero;  D.  J«ian  Mariín  Rodelgo,  Presbítero,' y  D.  Josó  Bar- 
tolomé Gtrcíi  de  Huerta,  Presbítero,  vecinos  todos  de  la  Guardia,  pen» 
diente  ante  Nos  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  qnebranlamiento 
deforma,  interpuesto  por  Santiago  Rico,  qne  ha  sido  defendido  y  re- 
presentado en  este  Tribunal  Supremo  por  el  Licenciado  D.  Julián  Pi- 
queras y  Piqueras  y  el  Procurador  D.  Luis  Soto,  habiéndolo  sido  la 
parte  recurida  por  el  Licenciado  D.  Luis  Díaz  Gobeña  y  el  Procurador 
D.  Ángel  Calvo: 

Resultando  que  en  escritura  ptkblica  otorgada  en  Toledo  en  7  de 
Marzo  de  i 877  entre  D.  Mariano  Visitación  Aguado  y  D.  Lorenzo  San- 
tiago Rico,  el  primero  como  apoderado  del  Consejo  de  la  Gobernación 
de  aquel  Arzobispado,  y  el  segundo  como  representante  legal  -de  los 
derechos  y  acciones  que  competían  á  su  difunta  madre  Doña  Marfa 
Rico  y  Herrero,  se  dijo  que  s^  había  hecho  constar  en  dicho  Consejo  ha- 
berse seguido  auto  ante  el  Juzgado  de  primera  inst^ancia  de  Lillo  sobre 
mejor  derecho  á  los  bienes  que  constituían  la  dotación  del  patronato  y 
capellanías  familiares  fundadas  en  la  eanilla  de  Nuestra  Señora  de  la 
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<Coac«pcíóa  d«  la  iglesia  parroquial  de  La  Guardia,  en  la  del  Roneral 
y  eo  el  eonveoto  de  Santo  Domingo  el  anligao  de  la  ciudad  de  Toledo 
por  el  Licenciado  D.  Sebaalián  García  de  Hoeria,  en  los  cuales  se  dictó 
sentencia  en  it  de  Febrero  de  1870  adjudicando  en  propiedad  y  sin  per* 
jiueio  de  mejor  derecbo  á  Doña  Maria  Rico  y  Herrero  todos  los  bienes 
y  pertenencias  de  la  capilla,  eapellanfas  y  demás  fundaciones  expresa- 
das, con  obligación  de  redimir  las  cargas  eclesiásticas  con  arreglo  al 
Convenio  celebrado  con  la  Santa  Sede  sobre  capellanías  colativas  y  fa* 
miliares;  que  estas  cargas  y  obligaciones  vencidas  y  no  satisfechas  as* 
candieron,  según  liquidación  que  al  efecto  se  practicó,  á  la  suma  de 
33.333  pesetas,  de  las  que  satisfizo  D.  Lorenzo  Santiago  Rico  en  repre- 
sentación de  su  madre  Doña  Maria  8.333  que  importaba  el  primer  pla- 
zoy  firmando  pagarés  por  los  tres  restantes,  y  qoe  así  aparecía  de  la 
certificación  que  se  testimonió  en. la  escritura  expedida  por  el  Secreta- 
rio del  citado  Consejo,  de  la  que  resulta  haber  quedado  redimidas  aqué- 
llas con  arreglo  al  Convenio  mencionado,  qoe  se  publicó  como  ley  del 
Aeioo  por  Real  decreto  de  24  demonio  de  i867,  quedando  en  su  virtud 
los  bienes  dótales. de  la  fundación  libres  de  la  responsabilidad  que  so- 
lire  ellos  pesaba,  al  cumplimiento  de  las  cargas  redimidas,  y  en  con- 
secuencia de  estas  manifestaciones  D.  Mariano  Visitación  Agnado,  en 
nombre  del  citado  Consejo,  dio  por  redimidas  las  cargas  espirituales 
qoe  pesaban  sobre  loi  bienes  y  derechos,  reales  de  la  fundación,  aeep- 
láodosé  la  escritura  por  parte  de  Santiago  Rico: 

Resultando  qoe  en  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 
ein  de  Lillo  sobre  interdicto  de  recobrar  la  posesión  de  los  bienes  que 
constituían  las  capellanías  fundadas  por  el  Licenciado  D.  Sebastián  Gar- 
eía  de  Hoerta  á  instancia  de  D.  Lorenzo  Santiago  Rico,  como  represén- 
tenle de  los  derechos  de  sa  madre  Doña  Haría  Rico,  á  quien  decía  des- 
|H>jada  de  dicha  posesión  por  los  demandados  D.  Joan  Bautista  García 
de  Buerta,  D.  Juan  Martín  Rodelgo,  D.  Cesáreo  Gómez  Frías  y  D.  José 
Bartoíomé  García  de  Huerta,  recayó  sentencia  en  S4  de  Mayo  de  f878, 
declarando  no  haber  lugar  á  la  restitoción  de  la  posesión  solicitada  por 
Santiago  Rico,  á  quien  se  eondenó  en  las  costas;  qoe  apelada  esta  sen- 
leneia  fué  confirmada  con  las  costas  por  la  Sala  de  vacaciones  de  la  Au- 
diencia de  esta  corte,  y  que  por  auto  de  29  de  Noviembre  del  mismo 
uño,  dictado  por  la  Sala  primera  de  este  Supremo  Tribunal,  fué  deela- 
rado  D*  Lorenzo  Santiago  Rico  decaído  de  su  derecho  para  interpo- 
ner s)  recurso  de  casación,  y  en  su  eonsecnencia  firme  la  sentencia  pro- 
Auoeiada  por  la  Audiencia: 

Resultando  qne  el  mismo  Santiago  Rico  promovió  otros  autos  en  el 
Jutgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Boenavista  de  esta  corte 
sobre  interdicto  de  adquirir  la  posesión  de  los  bienes  mencionados  con- 
tra D.  Cesáreo  Gómez  Frías,  D.  Juan  Martín  Rodelgo  y  D.  José  García 
Huerta,  y  que  en  95  de  Febrero  de  4878  dictó  sentencia  dicho  Juzgado, 
declarando  improcedente  el  interdicto  propuesto  con  malicia  y  dolo 
por  Santiago  Rieo,  nulo  y  ain  efecto  el  auto  posesorio  recaí  lo  á  su  favor 
en  i  de  Junio  de  1871,  y  mandando  se  repusieran  las  cosas  al  ser  y  es- 
tado que  tenían  antes  de  la  interposición  de  la  demanda*  cuya  senten- 
cia fué  confirmada  por  la  Audiencia  de  esta  corte  en  SI  de  Febrero, 
de  1882: 

Resultando  que  en  su  ejecución  se  dictó  providencia  por  el  Juzgado 
en  15  de  Marzo  del  mismo  año,  decretando  la  cesación  de  Santiago  Rico 
en  la  posesión  que  interinamente  le  concedió  el  auto  de  4  de  Junio  de 


Digitized  by  VjOOQ IC 


2£0  JDIIISFIIIIDINCIA  OIVIL. 

1877,  y  qae  se  repusiera  en  ella  á  D.  Joan  Baatísta  García  de  Huerta  f 
demás  demandados;  y  requerido  Santiago  Rico  en  8  de  Abril  sigoienle 
para  qne  entregara  las  Itaves  de  la  capilla,  se  ne^ó  á  ello  y  se  procedió 
por  orden  del  Jasgado  de  La  Guardia  á  descerrajar  Us  puertas  y  arma* 
riot  que  existen  en  la  eapillaf  de  la  que  se  dio  posesión  á  los  demanda- 
dos en  esta  forma: 

Resultando  que  en  S4  de  Abril  de  f  88S  presentó  D.  Lorento  Sanlla* 
go  Rico,  como  albacea  testamentario  de  su  madre  DoAa  María  Rieo,  la 
demanda  origen  de  estos  autos,  que  fué  repartida  al  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Hospicio  contra  D.  Joan  Bautista  García 
de  Huerta,  D.  Cesáreo  Gómez  Frías,  D.  José  Bartolomé  García  de  Huer^ 
ta  Y  D.  Juan  Martín  Rodelgo  sobre  interdicto  de  recobrar  la  posesión 
de  los  bienes  que  constituyeron  lu  capellanías  fundadas  por  el  Licen* 
efado  D.  Sebastián  García  de  Huerta,  fundándose  al  efecto  en  que  Doña 
María  Rico,  su  madre,  fué  puesta  en  posesión  de  dichos  bienes  por  auto 
de  4  de  Abril  de  4870,  que  dictó  el  Juzgado  de  Lillo;  que  en  26  de  Abril 
de  i88S  se  encontraba  la  testamentaría  de  dicha  señora  en  la  posesión 
legal  de  los  citados  bienes,  en  cuyo  mismo  día  fué  despojada  por  los  de- 
mandados, consistiendo  los  actos  exteriores  del  despojo  en  haber  lleya-^ 
do  á  efecto  el  Juez  de  Lillo  un  auto  ó  sentencia  ganada  fraudulenta- 
mente por  los  despojantes,  dictada  en  S5  de  Febrero  de  1878  por  el  do 
primera  instancia  de  Buen&vista  de  esta  capital,  descerrajando  las  puer- 
tas de  la  espilla  perteneciente  á  la  fundación  y  haciendo  entrega  de  to- 
dos los  bienes  á  los  mencionados  despojantes: 

Resaltando  que  admitida  la  información  de  testigos  que  ofreció  co- 
rroboraron los  hechos  de  la  demanda,  se  convocó  á  las  partes  á  juicio- 
verbal  que  tuvo  efecto  en  31  de  Mayo  último,  en  el  onal  insistió  el  de- 
mandante en  las  pretensiones  de  la  demamla,  á  la  que  se  opaso  la  re* 
presentación  contraria,  y  aducidas  por  las  partes  y  unidas  á  los  antot- 
las  pruebas  que  estimaron  oportunas  y  que  consistieron  en  los  doea-- 
montos  al  principio  relacionados;,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  Hospicio  en  f*'  de  Junio  siguiente,  declarando  no  haber  lu^ar 
al  interdicio  de  recobrar  la  posesión  propuesta  por  D.  Lorenzo  Santia* 
go  Rico,  á  quien  condenó  en  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  corte  por 
▼irlad  de  apelacióo  admitida  libremente  á  Santiago  Rico,  se  personó  ea 
tiempo  y  al  evacuar  el  traslado  de  instrucción  pidió  por  un  otros!  la  nuli- 
dad de  la  sentencia  apelada  de  4°  de  Junio  anterior,  de  la  de  25  de  Fe- 
brero de  4878  dictada  por  el  mismo  Juzgado  del  Hospicio  en  el  interdic-^ 
to  qne  ante  el  mismo  siguió,  y  de  las  providencias  del  propio  Juzgado  de 
15  4e  Marzo  de  I88S  y  de  la  de  su  cumplimiento  por  parte  del  Juzgado 
de  Lillo  de  25  de  Abril  siguiente,  en  cuya  virtud  se  procedió  al  desce- 
rrajamiento  de  la  capilla  y  entrega  de  ella  y  de  todos  los  bienes  de  la  fun- 
dación á  los  demandados,  sin  audiencia  del  representante  legal  de  1*  tes- 
tamentaria de  Doña  María  Rico,  que  se  hallaba  en  posesión  de  los  mismos; 
a  cuyo  efecto  redargoyó  de  civilmente  falsos  los  documentos  y  testi- 
monios presentados  por  los  demandados,  fundándose  en  que  al  nombrar 
en  los  diferentes  folios  que  señaló  los  bienes  objeto  del  pleito,  se  deeím 
«bienes  que  constituyen  las  capellanías,  que  constituyen  la  dotación  do 
las  fundaciones,»  y  en  el  folio  de  remisión  á  la  Audiencia  se  expresaba 
igualmente  hacerlo  de  los  autos  de  interdicto  de  recobrar  la  posesión 
de  cierta  capellanía;  que  según  constaba  de  la  primera  copia  de  la  es- 
eritnra  de  7  de  Marzo  de  1877,  habían  quedado  redimidu  desde  el  M 
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4e  Mano  de  1870  todu  lu  eargai  eelMíástieas  qae  gravaron  un  dii  toa 
bloBOBde  la  fondaeión;  y  eo  coyo  doeomento  se  coosignó,  no  lólo  qae 
habian  qaedado  libres  líssde  esa  íeeha,  j  que  en  so  virtad  se  dio  pose 
sióB  de  ellos  á  Do^a  María  Rico  en  4  de  Abril  sigoiente,  sino  tambiéa 

aso  preeedió  la  firme  é  irrevocable  saneión  del  Delegado  de  So  Santi- 
ad,  dictada  en  SI  de  Enero  del  propio  año,  declarando  que  el  patrona- 
to de  antos  había  desaparecido  por  completo,  y  qae  sos  capellanías 
babían  quedado  totalmente  extingoidas  con  arreglo  al  Convenio  cele 
brad^  con  la  Santa  Sede  en  %i  de  j  olio  de  4  867,  y  qae  la  sentencia  ape- 
lada y  las  demás,  coya  nulidad  se  pedía»  eran  civilmente  falsas,  toda 
▼ei  qoe  se  fundaban  en  hechos  falsos;  por  todo  lo  cual  pidió  se  decreta- 
va  de  plano  la  pretendida  nalidad  restituyendo  á  la  testamentaría  de 
Doña  María  Rico  la  posesión  de  qae  bahía  sido  privada: 

Resallando  que  la  parte  apelada  se  opuso  á  la  nulidad  pedida,  y  tu 
2i  de  Agosto  dictó  auto  la  Sección  3*  de  la  Sala  de  vacaciones  de  la  Aa- 
dieBcta  de  esta  corte  declarando  no  haber  logar  á  admitir  el  incidente 
de  nalidad  propuesto,  sin  perjuicio,  en  cnanto  se  refiere  á  la  sentencia 
apelada,  de  lo  que  en  definitiva  pudiera  acordarse: 

Resultando  qoe  Santiago  Rico  suplicó  este  auto  fundado  en  que  los 
demandados  no  tenían  personalidad  para  oponerse  á  su  pretensión  prin- 
cipal de  recobrar  la  posesión  de  los  bienes  fundacionales  que  constitu  • 
jaron  las  capellanías  en  cuestióp,  toda  ves  que  no  existiendo  ya  las 
cargas  espirituales  que  pesaron  un  día  sobre  ellos  por  haber  sido  to- 
talmente reducidas  y  declarados  los  bienes  libres,  según  se  probaba 
por  la  escritura  de  redención  unida  á  los  autos,  hablan  desaparecido 
por  completo  el  patronato  y  las  capellanías,  y  no  podían  por  tanto  os 
lontar  tal  carácter  y  personalidad,  y  la  susodicha  Sala,  por  auto  de  3 
do  Setiembre,  declaró  no  haber  lugar  á  suplir  ni  enmendar  el  auto  su 
plieado  por  considerar  subsistentes  las  razones  que  se  tuvieron  pai^ 
diatarlo: 

Resultando  qoe  en  23  de  Octubre  dictó  sentencia  la  Sala  primera 
áaelárando  sin  logar  la  nulidad  de  la  sentencia  apelada  y  confirmando 
^ta  en  todas  sos  partes,  con  expresa  condenación  de  costas  al  apelante; 
y  habiendo  deducido  ésta  el  recurso  de  súplica  contra  dicha  sentencia 
fondándose  como  antes  en  que  por  virtud  de  las  falsedades  que  sirvió 
TOD  de  base  al  recurso  de  nulidad  que  había  sido  denegado  carecían  los 
demandados  por  completo  de  personalidad  jorídica  para  obtener  y  gotar 
bajo  un  título  y  carácter  deque  no  estaban  investidos  los  bienes  y  ren- 
tas  objeto  del  interdicto,  recayó  aoto  de  la  mencionada  Sala  en  8  de 
Noviembre  dei  año  último  declarando  no  haber  lugar,  con  las  costas,  á 
suplir  ni  enmendar  la  sentencia  suplicada  por  sus  mismos  fundamentos: 

Resaltando  qoe  contra  dichos  auto  y  sentencia  interpuso  D.  Loren- 
10  Santiago  Rico  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
fondado  en  el  caso  t®  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó 
sea  por  falta  de  personalidad  en  los  demandados. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  María  de  Prida: 

Considerando  que  ia  falta  de  personalidad  prevista  en  el  núm.  V*  del 
art.  4693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  como  constitutiva  de  que- 
brantamiento de  una  de  las  formas  esenciales  del  juicio,  se  refiere  á  ia 
absoluta  ó  relativa  incapacidad  legal  para  litigar  y  no  al  derecho  con 
qoe  se  litigue  por  ser  cuestión  de  fondo,  según  tiene  declarado  repeti- 
damente este  Tribunal  Supremo: 

Coosíderando  que  el  actual  recurso  se  funda  en  la  falta  de  persona- 
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lidad  de  los  demandados  para  poseer  eo  concepto  de  patrono  y  eape* 
llanes  respectivamente  de  las  fondaciones  de  García  de  Huerta  los  bie- 
nes qne  son  objeto  del  interdicto  restitotorio,  ó  sea  en  que  carecen  de 
derecho  á  la  posesión  de  tales  bienes  en  el  concepto  expresado,  lo  coal 
por  referirse  á  ana  cnestíón  de  fondo  no  puede  constituir  el  defecto  do 
jforma  que  se  invoca: 

Considerando  á  mayor  abundamiento  que  para  que  pueda  prosperar 
an  recurso  de  cssación  por  dicba  falta  es  requisito  indispensable  que  se 
haya  pedido  con  oportunidad  la  subsanación  de  la  misma,  lo  que  no 
hilo  el  recurrente,  quien  por  el  contrario  incoó  y  siguió  el  juicio  contra 
los  demandados  imposibilitándose  de  ese  modo  para  recurrir  en  contra* 
dirción  con  sus  propios  actos,  según  tiene  tambión  declarado  este  Tri<* 
bonal  Supremo; 

•  Pallamos  que  debemos  declarar  y  decláranos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Doia 
Lorenzo  Santiago  Rico,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y 
para  el  caso  en  que  mejore  de  fortuna,  al  de  600  pesetas  por  razón  da 
depósito  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audien- 
cia de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de 
los  autos  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  eM4  de  Mayo  de 
I  sai,  é  inserta  en  la  Oaetta  de  4  S  de  Octubre  del  mismo  año). 


.  212 

Kceurpo  de  casación  {\6  de  Mayo  de  \%%i),^-Sala  primera.'^ 
Mejor  derecho  á  unos  créditos.— No  ha  logar  al  interpuesto  por  Doña 
.^aria  Gutiérrez  y  Campo  y  otro  con  Doña  Dolores  Gorbea  (Audiencia 
de  Mndrid),  y  se  resuelve: 

Que  no  pueden  ser  objeto  del  recurto  de  eatación  cuesUonee  q%e  n& 
hayan  sido  propuestas  en  el  pleito  e%  el  periodo  de  discusión. 

En  U  villa  y  corle  de  Madrid,  á  16  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito 
seguido  en  ei  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  y 
en  la  Sala  primera  da  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  misma  corte  por 
Doña  Dolores  Gorbea  y  Tizero,  vecina  de  la  ciudad  de  Lima,  República 
del  Perú,  con  D.  Luis  del  Campo  é  Isasi,  labrador,  vecino  de  Erbi,  so- 
bre mejor  derecho  á  dos  créditos  correspondientes  á  las  herencias  de 
D.  Ensebio  y  D.  José  Gorbea  y  Badillo;  pendiente  en  este*Tribunal  Su- 
premo en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  inter- 
puesto  por  Doña  María  Gutiérrez  y  Campo  y  D.  Alanasio  del  Camilo  y 
Gutiérrez,  cerno  herederos  de  su  respectivo  marido  y  padre  D.  Luis  del 
Campo,  bsjo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Antonio  Rueates  y  re- 
presentado por  ei  Procurador  D.  Francisco  Egea;  habiendo  sido  defen- 
dida y  representada  en  este  recurso  la  demandante  por  el  Doctor  Don 
Francisco  de  Lastres  y  el  Procurador  D.  Juan  Hernández  Bauza: 

Resultando  que  promovido  por  D.  Víctor  María  de  Isasi  en  el  Jos- 
gado  de  primera  instancia  de  Valmaseda  el  juicio  de  abinteslalo  de  Don 
José  Lucas  de  Gorbea  y  Badillo,  porque  habiéndose  ausentado  para  Ül- 
trapar,  bacía  más  de  40  años  que  no  se  tenia  noticia  de  so  paradero, 
recayó  sentencia  en  dicho  abintestato  en  48  de  Agosto  de  4869,  por  la 
que  se  declaró  á  D.  Luis  del  Campo  é  Isasi  como  derechohabiente  del 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RBCCMOS  T   OOMFITBIfOIAS.  223 

D.  Víctor,  por  üoiéo  y  universal  heredero  de  Gorbea  en  el  eoneeplo  de 
pariente  en  séptimo  grado;  y  en  otro  abintestato  de  los  hermanos  Don 
Manuel  y  D.  Ensebio  de  Gorbea,  que  en  el  mismo  Juzgado  de  Valma* 
seda  y  por  la  misma  ratón  promovió  D.  Luis  del  Campo,  se  hiio  en  fa- 
vor de  éste  igual  declaraeiÓD  en  sentencia  de  40  de  Diciembre  del  mis* 
mo  año  1869: 

Resaltando  qoe  fundido  D.  Luis  del  Campo  en  la  declaración  hecha 
á  au  lavor  de  heredero  abintestato  de  D.  José  Garbea,  promovió  un  ex- 
pediente en  la  Dirección  general  de  la  Deuda  pública  con  el  fin  de  que 
se  le  pagase  un  crédito  por  presas  inglesas  correspondientes  á  Gorbea; 
.  y  habiendo  hecho  igual  reclamación  Doha  Dolores  Gorbea  y  Tixero» 
una  vea  revoc<tdo  por  Real  orden  de  31  de  Agosto  de  1876  el  acuerdo 
de  la  Junta  de  la  Deuda  que  había  declarado  la  caducidad  del  crédito, 
dictó  dicha  Junta  otro  acuerdo  en  SO  de  Junio  de  1877,  en  cumpli- 
miento de  lo  que  dispuso  dicha  Real  orden,  declarando  que  de  confor- 
midad con  el  dictamen  del  lUiriisterio  fiscal  y  con  el  parecer  del  De- 
partamento de  Liquidación,  acudiesen  ios  reclamantes  del  crédito  de 
Gorbea  á  los  Tribunales  ordinarios,  en  solicitud  de  que  éstos  decidie- 
ran quién  tenía  mejor  derecho  al  abono  del  crédito,  para  lo  pual  les 
concedió  un  término  de  60  días;  y  habiéndose  alzado  Doña  Dolores 
Gorbea  de  este  acuerdo,  fué  confirmado  por  Real  orden  de  30  de  Mayo 
de  1870  que  fué  publicada  en  la  GaeeUt  de  7  de  Noviembre  sigaieüte 
para  conocimiento  de  los  interesados: 

Resultando  que  en  6  de  Enero  de  1880  dedujo  Doña  Dolores  Gorbea 
la  demanda  de  este  pleito,  en  el  que  haciendo  presente  que  la  Junta 
general  de  U  Deuda  pública  en  resolución  de  SO  de  Julio  de  1877  de- 
claró  legítimos  y  de  Inexcusable  abono  dos  créditos  del  ramo  de  presas 
inglesas  anteriores  á  1808,  uno  de  287.880  rs.  á  favor  de  D.  José  Gor- 
bea, y  olro  de  1S8.000  á  favor  de  D.  Rusebio  Gorbea,  declarándose  á 
ia  ves  incompetente  para  decidir  sobre  el  mejor  derecho  á  dichos  cré- 
ditos entre  D.  Lnis  del  Campo  Isasi  y  la  demandante;  que  el  título  en 
que  Campos  fundaba  su  derecho. á  dichos  créditos  consistía  en  las  de- 
claraciones de  heredero  abintestato  de  D.  José  y  D.  Ensebio  Gorbea, 
como  parientes  de  éstos  en  séptimo  grado,  hechos  por  el  Juzgado  de 
Yalmaseda  en  sentencias  de  19  de  Agosto  y  10  de  Diciembre  de  186^, 
ain  audiencia  de  la  demandante;  y  que  por  su  parte  ostentaba  el  titulo 
de  hija  ünica  y  universal  heredera  de  D.  Ensebio,  y  por  consiguiente 
el  de  su  sobrina  carnal  del  D.  José;  y  alegando  como  fundamentos  de 
derecho  los  relativos  á  las  leyes  que  regulan  la  sucesión  intestada, 
coneinyó  solicitando  se  declarase  en  definitiva  que  tiene  derecho  á  la 
herencia  de  su  padre  D.  Ensebio  Gorbea  y  Radillo  y  á  la  de  su  tío  car- 
nal D.  Jote,  y  por  consiguiente  á  los  créditos  procedentes  de  presas  in- 
glesas anteriores  á  1808,  un  derecho  preferente  al  que  ostentaba  Don 
Luis  del  Campo  ó  Isasi,  como  pariente  colateral  de  grado  más  remoto» 
condenando  á  dicho  D.  Luis  á  aceptar  esta  declaración,  desistiéndose 
de  la  reclamación  que  tiene  pendiente  en  la  Dirección  general  de  la 
Deuda  como  herederos  de  D.  José  y  D.  Ensebio  Gorbea,  así  como  de 
cualquiera  otra  que  tuviera  deducida  ó  pudiera  deducir  en  lo  sucesivo 
con  tal  carácter,  designando,  por  ultimo,  el  expediente  radicado  en  la 
Dirección  general  de  la  Deuda,  como  el  lugar  donde  se  encontrabsn  loa 
doeumentoa  de  que  intentaba  valerse  para  la  justificación  de  sa  de- 
recho: 

Resultando  que  D.  Luis  del  Campo  é  Isasi  se  opuso  á  la  demanda 
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pretendiendo  que  ee  decliraee  qae  la  demandante  no  tenía  derecho  á  las 
herencias  de  D.  Boiebio  y  D.  José  Gorbea  por  haber  pr^gcnto  la  acción 
correspondiente;  y  que  la  sentencia  qne  recayera  se  limitase  á  hacer  la 
reclamación  correspondiente  respecto  de  iaa  herencias  soaodichas,  sia 
hacer  mención  del  qne  pudiera  el  favorecido  con  ella  tener  á  los  crédi- 
tos de  presas  inglesas  constituidos  á  nombre  <j|p  los  hermanos  Gorbea, 
por  no  ser  procedente  hacer  en  sentencias  de  esta  clase  declaraciones 
extrañas  al  derecho  hereditario,  y  menos  aún  tratándose  de  créditos  qos 
habian  cadocado  para  la  demandante,  y  cayo  abono  sólo  podría  decre- 
tar ec  sa  caso  la  Junta  de  la  Deadi,  á  cuyo  efecto  alegó,  después  de 
hacer  mención  de  las  declaraciones  de  heredero  hechas  á  so  favor  poreJ 
Juzgado  de  Yaimaseda;  qoe  en  instancias  de  3  de  Setiembre  y  tO  de  Di- 
ciembre de  4869  reclamó  de  la  Dirección  general  de  la  Deuda  los  cré- 
ditos de  presas  inglesas  qne  pertenecieron  á  D.  Ensebio  y  D.  José  Gor- 
bea, haciendo  por  consiguiente  tales  reclamaciones  dentro  del  año  mar 
cado  en  el  art.  3®  de  la  ley  sobre  caducidad  de  créditos  de  19  de  Jnlio 
de  4869,  y  en  el  20  de  la  Instrucción  dada  para  su  ejecución  en  8  de 
Diciembre  siguiente;  que  en  el  expediente  rrlativo  á  los  créditos  de  Don 
José  Gorbea  recayó  acuerdo  declarándolos  caducados  por  no  haber  pre« 
sentado  esta  parte  demandada  en  tiempo  hábil  toda  la  justificación  ne« 
cosaria  de  so  derecho;  pero  que  por  Real  orden  de  31  de  Agosto  de  tS76 
se  revocó  aquel  acuerdo,  en  atención  á  qoe  la  justificación  hecha  por  el 
demandado  debía  cenceptuarse  bastante  á  sn  intento;  qoe  después  de 
dictada  esta  Rea!  orden  que  levantó  la  caducidad  de  los  crédites  de  Don 
José  Gorbea,  la  Dirección  de  la  Denda  acordó  que  sólo  en  los  Tribuna- 
les ordinarios  podía  hallarse  la  solución  que  procediera  respecto  de  las 
f)retensiones  de  Doña  Dolores  Gorbea  y  del  demandado;  qne  Doña  Do- 
ores  se  alzó  contra  dicho  acuerdo  ante  el  Ministerio  de  Hacienda,  el 
coal  lo  confirmó  en  Real  orden  de  30  de  Mayo  de  1879,  en  viata  de  la  qne 
le  concedió  la  Dirección  de  la  Denda  definitivamente  60  días  de  término 
para  que  acudiera  á  los  Tribunales  en  demanda  de  su  derecho,  bajo  la 
pena  de  considerarla  en  otro  caso  desistida  de  su  reclamación;  qne  al 
demandado  asistía  un  derecho  perfecto  é  irrevoctbie  á  las  herencias 
de  D.  José  y  D.  Eosebto  Gorbea  del  qne  no  podía  ser  privado,  qne  ee 
fnndaba  en  justos  títulos  adquiridos  con  buena  fe,  como  eran  las  ses- 
tencias  de  18  de  Agosto  y  10  de  Diciembre  de  1869,  dictadas  por  el  Jnes 
de  Yalmaüeda  en  los  autos  de  abintestato  referidos,  no  impugnadas  ja- 
diclalmente  durante  el  tiempo  necesario  para  poder  considerar  preseri* 
ta  la  acción  ejercitada  en  la  demanda  con  arreglo  é  la  ley  7\  tít.  14, 
Partida  6%  y  á  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  i  de  Octo- 
bre  de  1862,  21  de  Enero  de  1866  y  Si  de  Abril  de  I87S;  que  al  qne  os- 
tenta como  el  demandado  títulos  de  herederos  adquiridos  previas  todas 
las  solemnidades  y  requisitos  que  marca  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
no  puede  menos  de  reconocérsele  la  buena  fe  con  que  los  adquirió,  qne 
exige  la  ley  12,  tit.  29,  Partida  3*  para  prescribir;  qne  la  herencia  se  ad- 
quiere sin  necesidad  de  que  medie  tradición  de  ninguna  clase  y  sólo 
por  el  mero  título,  según  así  lo  tiene  reconocido  este  Tribunal  Supre- 
mo en  sentencia  de  2  de  Abril  de  1867;  que  la  cuasi  posesión  civil  del 
derecho  hereditario  no  puede  considerarse  intnrrompida  hasta  el  día  en 
que  se  entabló  la  demanda,  puesto  qne  sólo  por  medio  del  emplaaa- 
miento  se  puede  llegar  á  aquel  resoltado,  según  la  ley  29,  tít.  29,  Parti- 
da 3^,  confirmada  por  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  5  de  Enero 
de  4880;  qoe  los  Tribunales  ordinarios  son  incompetentes  para  enten- 
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der  de  U  proeedeaeia  del  abono  de  los  créditos  soBodíehos,  y  sólo  cono- 
ce !a  Janta  da  la  Deoda  de  todo  lo  que  al  erédito  público  ae  refiere,  síd 
perjaieío  da  loa  reeorsos  que  contra  sos  acnerdos  puedan  utilizar  loa 
pariienlarea.  con  arreglo  al  Real  decreto  sobre  organisación  de'  la  Di- 
rección de  i^áe  Noviembre  de  1851;  y  qne  ai  la  sentencia  llegase  á  ha- 
^r  la  declaración  qne  se  pretendía  en  la  demanda,  y  fneae  respetada  y 
cumplimentada  por  la  Janta  de  la  Deoda,  podría  experimentar  el  Es- 
tado perjuicio  en  sus  intereses,  porqaa  la  demandante,  ni  aun  ostentan- 
do el  titulo  de  heredera  qne  pretendía,  podía  hacer  efectivos  los  créditos 
reclamados  por  oponerse  á  ello  el  art.  3*  de  la  ley  sobre  caducidad  de 
•créditoa  de  19  de  Jolio  de  1869  y  el  S3  de  la  Instrncción  dada  para  aa 
ejecución  en  8  de  Diciembre  signiente,  así  como  el  7^  de  la  ley  de  SI  de 
Julio  de  1876: 

Reaultando  qne  en  los  eacritos  de  réplica  y  duplica  insistieron  am- 
baa  parles  en  sus  respectivas  alegacionea  y  pretensiones;  y  recibido  el 
pleito  á  prueba  se  unió  á  los  autos  á  instancia  del  demandante,  un  tea- 
timcnio  que  con  citación  contraria  sacó  el  actuario  de  nn  expediente 
que  obraba  en  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  eu 
«i  que  se  insertan  con  la  advertencia  de  hallarse  debidamente  legaliza- 
dos la  partida  de  defunción  de  D.  Ensebio  Gorbes,  viudo  de  Doña  Ma- 
ría Tixero,  qne  falleció  sin  otorgar  testamento  en  Santa  Enlalia,  Perú» 
el  día  15  de  Julio  de  1844;  la  de  casamiento  del  mismo  D.  Ensebio  con 
Düña  María  Tixero,  hija  legítima  de  D.  Pedro  Gorbea  y  de  Doña  Águe- 
da Gertrudis  Badillo,  que  tuvo  lugar  en  1S  de  Agosto  de  1805;  la  de 
bautismo  de  Doña  María  de  loa  Dolores,  de  dos  años  nacida,  hija  de  Don 
Eosebio  Gorbea  y  Doña  María  Tixero;  la  fe  de  vida  de  dicha  Doña  Do» 
torea  Gorbea,  en  la  que  también  se  dice  ser  hija  legítima  de  D.  Euae- 
bio  Gorbea,  y  Doña  María  Tixero,  y  un  testimonio  del  que  aparece  que 
Doña  Dolores  acudió  en  23  de  Agosto  de  1870  al  Juez  de  primera  ina- 
taocia  de  Lima  para  que  la  declarase  única  y  universal  heredera  de  su 
padre  D.  Eosebio,  que  había  fallecido  abintestato,  y  qne  después  de 
sastanciada  esta  solicitud  por  los  trámites  del  Código  de  procedimien 
tos  civiles  de  aquella  República,  recayó  sentencia  en  6  de  Mayo  de  1872 
declarando  el  intestado  de  D.  Ensebio  y  única  y  legal  heredera  del  mis- 
mo á  su  hija  Doña  Dolores: 

Resaltando  que  en  S3  de  Junio  próximo  pasado  dictó  la  Sala  prime- 
ra de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  sentencia  confirmatoria  de- 
clarando qne  Doña  Dolores  Gorboa  y  Tixero  tiene  la  herencia  de  su  pa- 
dre D.  Busebio  Gorbea  y  Badillo  y  de  su  tío  carnal  D.  José  Gorbea  y 
Badillo,  y  por  consiguiente  á  los  dos  créditos  procedentes  de  presas  in- 
glesas anteriores  á  4808,  importantes  S87.880  y  128.000  rs,  que  perte- 
oeeieron  á  dichos  hermanos,  y  ú  cualesquiera  otros  bienes  y  créditos 
que  hayan  dejado,  un  derecho  preferente  al  que  ostenta  D.  Luis  del 
Campo  ¿  laasi  con  el  carácter  de  pariente  colateral  en  séptimo  grado: 

Resaltando  que  previo  depósito  de  1.000  pesetas  en  el  estableci- 
miento destinado  al  efecto,  interpusieron  Doña  María  Gutiérrez  y  Cam- 
po y  D.  Atanasio  del  Campo  y  Gutiérrez,  como  herederos  de  so  respec- 
tivo marido  y  padre  D.  Luis  del  Campo  é  Isasi,  recurso  de  casación, 
fundado  en  los  siguiente  motivos: 

1^  En  qne  al  conceder  la  sentencia  recurrida  fuerza  y*  eficacia  legal 
i  loa  documentos  testimoniados  por  el  actuario  con  vista  delexpedien^ 
te  obrante  en  el  Consejo  de  Estado,  para  probar  los  parentescos  alega- 
loa  por  Doña  Dolores  Gorbea,  se  infringen  loa  artículos  280,  281  y  282 
TOMO  55  15 
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de  ía  ley  de  Enjolciamient»  cítíI  antigoa  de  aplicación  á  este  pleito  ei»^ 
It  primera  instancia  y  mtiltitad  de  sentencias  de  este  Tribonal  Sapra- 
mo,  qoe  confirman  lo  dispuesto  en  diclios  artículos,  especialmente  I», 
de  8  de  Janio  de  1866,  según  laque,  ni  aun  las  escritoras  primeras  co- 
pias, á  pesar  de  traer  aparejada  ejecnciÓH  en  on  juicio  ejecutivo  puedea 
eludir  como  documentos  (lúblicos  y  solemnes  que  son,  según  el  ártico  - 
lo  280,  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  siguiente  para  que  seao 
eficaces  en  un  juicio  ordinario: . 

V  En  haber  sido  infringidos  el  art.  3i  del  Real  decreto  de  n  de  No- 
viembre de  185S,  la  circular  de  7  de  Junio  de  1859,  la  sentencia  de  eslo^ 
Tribunal  Supremo  de  30  de  Junio  de  1866  y  el  Real  decreto  sentencia 
de  6  de  Mano  de  1863,  que  tratan  de  la  legalisación  de  documentos 
procedentes  del  extranjero;  por  cuanto  la  legalisación  del  testimonio 
expedido  por  el  Escribano  del  Juzgado  de  Lima,  obrante  en  el  expe^ 
diente  radicado  en  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado» 
no  ha  podido  servir,  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  dichos  preceptos  le* 
gales,  para  dar  fe  de  las  firmas  de  los  funcionarios  públicos  que  flga« 
ran  como  expedidores  de  las  partidas  parroquiales  que  en  él  se  insertan, 
y  porque  las  partidas  que  no  forman  parte  de  dicho  testimonio,  pero- 
que  fueron  incluidas  en  el  sacado  y  traído  al  pleito  á  peticióu  contrm* 
Tia,  carecen  del  requisito  de  la  legalisación: 

3*  En  haber  sido  igualmente  infringidas  la  ley  H4,  tít.  t8,  Partida 
3%  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  28  de  Mayo  de  4881 ,  qoe 
dispone  que  los  documentos  públicos  que  son  eficaces  en  juicio  sólo  sir- 
ven para  probar  con  ellos  los  actos  ó  pleitos  sobre  qoe  fueron  fechos,  ea- 
el  hecho  de  considerar  la  sentencia  recurrida  como  probados  los  paren- 
tescos alegados  por  Doña  Dolores  Gorbea  en  su  demanda,  toda  vez  qna 
la  partida  de  bautismo  de  ésta,  única  según  la  ley  para  probar  so  filia-  - 
cióo,  no  dice  más  que  es  hija  legítima  de  D.  Eusebio  Gorbea  y  D<>lka 
María  Tixero,  y  esto  no  basta  para  declararla  hija  de  D.  Eusebio  María. 
Hipólito  de  Gorbea  y  Badillo,  nacido  en  44  de  Agosto  de  1*765,  á  que  se 
refirió  el  Juzgado  de  Valmaseda  en  su  sentencia  de  10  de  Diciembre  de 
i 869;  pues  si  bien  la  de  matrimonio  de  D.  Ensebio  Gorbea  con  Doña 
María  Tixero  es  algo  más  explícita  y  parece  referirse  al  mismo  á  quion* 
se  refirió  el  Juzgado  de  Valmaseda,  es  lo  cierto  que  esta  partida  no  sir- 
ve para  acreditar  más  que  aquéUos  estaban  legítimamente  casados»  y 
por  consiguiente  la  legitimidad  de  los  hijos  que  hubiesen  procreado, 
pero  de  ningún  modo  la  filiación,  qoe  debe  probarse  por  medio  de  laa 
partidas  de  bautismo;  siendo  además  evidente  qoe  no  apareciendo  qoe 
Doña  Dolores  Gorbea  sea  hija  del  D.  Eusebio»  á  quien  se  refería  el  Jos<->^ 
gado  de  Valmaseda,  tampoco  pudo  aceptarse  por  la  Sala  sentenciadora 
como  probado  el  que  fuese  sobrina  de  D.  José  Gorbea  y  Badillo,  pues 
para  esto  hubiese  sido  preciso  que  de  los  documentos  presentados  por 
dicha  interesada,  resultase  que  éste  era  hermano  de  su  padre: 

4^  Porque  declarándose  en  la  partida  de  bautismo  de  Doña  Dolorea 
Gorbea  que  foé  bautizada  en  18  de  Marzo  de  4815  y  á  los  dos  años  des 

f^ués  de  nacida,  y  en  la  de  defunción  de  D.  Ensebio  Gorbea  que  éste  fa.— 
leció  siendo  ya  viudo  el  45  de  Junio  de  1864,  ó  sea  poco  más  de  nueve 
meses  antes  que  aquélla  fuese  bautizada,  sin  que  durante  los  15  mesea 
más  ó  menos  que  coexistieron  ambos  fuere  reconocida  Doña  Dolores  por 
D.  Ensebio  cerno  hija  legítima  y  natural,  y  reaultando  por  otra  parte 
de  la  de  matrimonio  de  D.  Ensebio  con  Doña  María  Tixero,  que  se  ce- 
lebró sn  1 805  hallándoae  ésu  en  peligro  de  muerte;  aun  suponiendo» 
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qoe  Do&a  Miria  falleciese  antea  que  sa  marido*  lo  cual  no  consta^  y  den- 
tro de  loa  dos  añoa  precedentea  al  baoliao  de  Doña  Dolorea  y  que  fuete 
posible,  aanqoe  no  indudable,  qne  ésta  foeae  hija  legitima  de  aquélioB, 
al  atribuir  la  Sala  sentenciadora  íoersa  bastante  A  la  partida  de  naci- 
miento de  Dofta  Dolores  y  á  la  sentencia  del  Tribunal  de  Lima  para  con- 
siderar á  Doña  Dolores  Gorbea  como  bija  legitima  de  D.  Ensebio,  se  in* 
íringen  la  ley  4%  tit.  S(3,  Partida  i\  y  la  ley  13  de  Toro  ó  sea  la  t\  tí- 
tulo 5®,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  qne  en  el  mero  hecho  de 
consignar  causas  por  cuya  virtud  el  marido  puede  negar  la  paternidad 
al  nacido  de  su  consorte,  implícitamente  le  conceden  el  derecho  del 
previo  reconocimiento,  sí  bien  no  es  de  necesidad  que  éste  conste  de 
una  manera  expresa,  como  sucede  coando  se  trata  del  padre  natural: 

5"  En  la  infracción  de  las  leyes  I*  y  S%  tít.  14,  Partida  3\  según 
las  cuales  incumbe  al  actor  probar  la  acción  con  que  demanda,  y  de  la 
sentencia  de  casación  de  13  de  Mano  de  1866  que  dice  que  al  deman- 
dante incumbe  probar  su  decisión  de  tal  suerte  qne  no  haciéndolo  debe 
ser  abanelto  el  demandado;  en  cuyas  infracciones  incurre  la  Sala  sen- 
tenciadora al  fundar  su  fallo,  según  se  lee  en  los  considerandos  4^  y  6®, 
en  que  la  única  cuestión  que  había  de  resolver  se  hallaba  circunscrita 
á  dilucidar  si  era  ó  no  procedente  la  excepción  de  prescripción  opuesta 
á  Ja  demanda  por  no  poder  ser  objeto  del  fallo  cuestiones  plantesdas 
en  el  pleito  fuera  de  «los  términos  en  qne  las  partes  deben  fijar  concre- 
ta y  definitivamente  los  puntos  del  debate  jurídico;  pues  aun  en  el 
easo  de  que  D.  Luis  del  Campo  é  Isasi,  causante  délos  recurrentes,  hu- 
biese reconocido  ó  aceptado  los  parentescos  alegados  por  Do&a  Dolores 
Gorbea,  no  se  habría  podido  prescindir  de  la  prueba  de  éstos  ni  del 
examen  y  depuración  de  la  fuersa  ó  valor  que  esta  prueba  tuviese  con- 
forme á  derecho,  según  lo  dispuesto  en  las  sentencias  de  este  Tribunal 
Sapremo  de  16  de  Aoril  de  1864  igualmente  infringida: 

T  6*  Qne  al  desestimar  la  sentencia  recurrida  la  excepción  de  prea- 
eripción  de  40  afios  invocada  al  contestar  la  demanda,  porque  en  autos 
consta  de  una  manera  evidente^  tanto  por  el  testimonio  del  intestado 
presentado  por  Doña  Dolores,  como  por  el  poder  otorgado  por  la  mis- 
ma en  la  ciudad  de  Lima  en  10  de  Mayo  de  1870,  que  no  habían  trans- 
eurrido  loa  10  años  necesarios  para  dicha  prescripción  desde  que  apa* 
ruca  su  residencia  fuera  de  España  hasta  que  incoó  su  demanda  en  5  de 
Enero  de  4880,  y  mucho  más,  hasta  la  fecha  en  que  entabló  sus  ges- 
tiones por  medio  de  spoderado  en  la  Dirección  de  la  Deuda  para  el  co- 
bro de  los  créditos,  se  infringen  la  ley  7\  tít.  44,  Partida  6*,  y  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  14  de  Febrero  de  4863,  pues  con 
arreglo  á  la  doctrina  contenida  en  esta  aenteneia  del  poder  otorgado 
por  Dofta  Dolores  y  del  testimonio  del  intestado  de  su  padre  presenta- 
do por  la  misma,  nacería  cuando  más  la  presunción  de  que  ésca  residió 
algún  tiempo  ea  el  Perú,  pero  no  lo  evidencia;  que  no  puede  resultar 
aioo  de  la  prueba  especial  y  directa  oue  era  menester,  y  que  no  puede 
darse  eomo  producida  cuando  no  se  ha  intentado  ó  propuesto,  y  con- 
forme á  lo  que  dispone  la  ley  de  Partida  citada,  son  nulos  los  efectoa 
legales  que  se  atribuyen  á  la  reclamación  de  Doña  Dolores  Gorbea  en 
Ja  Dirección  de  la  Deuda,  pues  según  dicha  ley,  para  que  se  considere 
interrumpida  la  prescripción  de  laaherenciaa  eaneceaarie  qne  se  de- 
manden en  juicio. 

Visto,  siendo   Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernándei 
Cuenta: 
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Considerando  qna  no  paeden  ser  objeto  del  recurso  de  ousscídii 
eoeBtiones  qoe  no  hayan  sido  propuestas  en  el  pleito  en  el  periodo  da 
disensión,  en  cayo  caso  se  encuentran  las  relativas  á  las  leyes  y  doctri- 
nas legales  que  se  citan  como  infringidas  en  los  eoatro  primeros  moti* 
▼os  de  casación,  que  se  dirigen  á  impugnar  la  prueba  hecha  por  Doña 
Dolores  Gorbea  de  su  parentesco  con  D.  Eugenio  y  D.  José  Gorbea  y 
Badilto;  que  no  ha  sido  objeto  de  discusión  en  el  periodo  que  la  ley 
tiene  destinado  al  efecto,  y  en  el  cual,  sin  impugnar  directamente  di- 
cho parentesco  como  puede  hacerlo,  se  limitó  el  recurrente  á  invocar  á 
SQ  favor  la  excepción  de  prescripcióo  y  la  de  incompetencia  de  los  Tri- 
bunales ordinarios  para  entender  en  el  abono  de  la  clase  de  créditos  da 
que  se  se  trata: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  tampoco  infringe  las  leyat 
4*  y  2*  del  tit.  U,  Partida  3^,  ni  la  doctrina  legal  que  se  desprende  da 
las  sentencias  citadas  en  el  quinto  motivo  de  casación,  puesto  qoa 
parte  del  hecho  de  haber  probado  Doña  Dolores  Gorbea  con  las  parti- 
lias  sacramentales  y  la  sentencia  del  Tribunal  de  Lima  ser  hija  y  hera- 
dera  de  D.  Eo«ebio  Gorbea: 

Cousiderando  que  la  Sala  sentenciadoaa,  al  apreciar  en  uso  de  aos 
facultades  los  documentos  aducidos  por  Doña  Dolores  Gorbea,  y  esti- 
mar que  no  han  transcurrido  los  años  necesarios  para  la  prescripción, 
DO  infringe  la  ley  1\  tit.  U,  Partida  6*,  no  habiéndose  demostrado  en 
forma  legal  que  en  esta  apreciación  haya  incurrido  en  error  de  hecho 
ó  de  derecho; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  ra- 
eurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Gutierres  y  Campo  y 
D.  Atanasio  del  Campo  y  Gutierre]^,  en  el  concepto  en  qoe  litigan,  á 
quienes  condenamos  en  las  costas  y  pérdida  del  depósito  de  i.OOO  pa- 
tas que  han  constituido,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  lí- 
brese á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con 
devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada 
eM6  de  Mayo  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  13  de  Setiembre  dal 
mismo  año.) 


213 


Uecarso  de  casación  (19  de  Muyo  de  1884).— «S'a/a  fMrimera, — 
Desahucio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Juana  Medinilla 
eun  D.  Francisco  Contreras  (Juzgado  de  Jaén),  y  se  resuelve: 

Que  según  tiene  reiteradamente  declarado  el  Tribunal  Supremo, 
las  cuestiones  no  debatidas  en  el  pleito  ni  resueltas  en  la  sentencia  no 
pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  49  de  Mayo  de  1884,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguidos  en  los  Juzgados  municipal  y  de  primera  instancia  da 
J^ión  por  D.  Francisco  Contreras,  y  por  su  fallecimiento  su  viuda  Doña 
María  de  la  Concepción  Mesía,  y  como  tntora  de  sus  menores  hijos  Do- 
ña Rila,  D.  Fernando  y  Doña  Asunción  Contreras  y  Mesía,  vecina  da 
Andújar,  representada  y  defendida  por  el  Procurador  D.  Carlos  Godi- 
no  y  el  Doctor  D.  Julián  Mendieta,  con  Doña  Juana  Mediniila,  vecina 
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de  Jaén,  á  qoieo  ha  representado  el  Proeorador  D.  Jaaa  Guerrero  y 
Brea,  bajo  la  direeción  del  Doetor  D.  Knriqae  García  Alonso  sobre  des- 
abacio: 

Resaltando  qne  en  22  de  Setiembre  de  IS^O  D.  Franeiseo  Gontrecas 
Pérea  Herrati  presentó  detnanda  contra  Doña  Jnana  Medinilla  para  qne 
dejase  expedita  la  casa  sita  en  ia  eindad  de  Jaén,  p'.aaa  del  Deán  Ma- 
tas, núm.  38,  qne  disfrataba  en  precario;  qne  convocadas  ias  partes  á 
joíeio  verbal)  expnso  la  del  demandante  one  interesaba  de  la  demanda 
dejase  libce  y  expedita  la  casa  que  habitaba  de  fa  propiedad  del  mis- 
mo, ta  cnal  venia  disfrotando  en  precario  la  demandada,  para  cuyo 
acto  fné  requerida  en  tiempo  oportuno  por  medio  de  acto  de  concilla- 
eióQ,  decretase  el  laniamiento  de  la  casa  que  disfrutaba  dicha  deman- 
dada, y  ésta  contestó  que  la  escritura  de  la  casa  qne  calificaba  de  ai* 
mulada  con  causa  falsa,  donde  amparaba  el  demandante  so  derecho, 
excepción  en  el  acto  de  conciliación  que  tuvo  lugar  en  29  de  Julio, 
reaervándoae  el  derecho  de  ejercitar  la  acción  criminal  que  tenía  pre- 
sentada al  Juagado  de  primera  instancia,  donde  interesara  la  prisión  y 
detención  de  D.  Francisco  Javier  Muñoz,  D.  Francisco  Gootreras  Pérea 
y  Femando  María  Gontreras,  como  presuntos  autores  de  los  hecbos 
punibles  de  dicho  juicio  criminal;  además  manifestó  qne  los  contratos 
simulados  con  causa  falsa  no  confieren  derechos  ni  surten  efectos,  in- 
teresando del  Juagado  se  suspendiera  todo  procedimiento  hasta  que 
recayese  ejecntoria  en  la  causa  criminal  que  al  efecto  se  instruyó;  que 
el  demandante  en  la  réplica  reprodujo  su  demanda,  y  la  demandada  en 
la  duplica  pidió  al  Juagado  cesase  en  el  conocimiento  del  asunto,  y 
que  los  autos  y  docomentos  presentados  se  remitieran  al  Juzgado  de 
primera  instancia  como  cuerpo  del  delito  para  el  correspondiente  cas- 
tigo: 

Resultando  que  en  tal  estado  auedó  la  tramitación  del  expediente 
por  haberse  remitido  al  Juzgado  de  primera  instancia  para  unirlos  á 
la  causa  qne  se  formuló  por  querella  que  interpuso  Doña  Juana  Medí» 
nilla  contra  su  marido  D.  Fernando  Gontreras  sobre  simulación  de  con- 
trato, hasta  que  en  28  de  Setiembre  de  1881  se  comunicó  al  Juzgado 
municipal  por  el  de  primera  instancia  el  desglose  de  la  causa  de  dicho 
expediente,  y  entregado  al  Procurador  de  la  parta  actora  solicitó  la 
continuación  del  juicio,  si  bien  quedó  nuevamente  en  suspenso  por  el 
fallecimiento  de  D.  Francisco  Gontreru  y  Pérez: 

Resultando  que  eH4  de  Setiembre  de  1883  Doña  María  de  la  Gon- 
cepción  Mena  j  Almansa,  como  tutora  y  administradora  legítima  de 
ana  menores  hijos  Doña  Rita,  D.  Fernando  y  Doña  Asunción  Gontreras, 
herederos  éstos  de  su  difunto  padre  D.  Francisco  Gontreras,  se  perso- 
nó en  los  autos  pidiendo  la  continuación  del  juicio  y  práctica  ae  las 
diligencias  de  cotejo  de  los  docomentos  presentados,  á  lo  que  accedió 
el  Juzgado  por  providencia  de  i  i  del  mismo  mes;  convocadas  las  par- 
tes para  la  continuación  del  juicio  verbal,  en  él  la  actora  manifestó 
que  la  demanda  interpuesta  se  funda  en  la  disposición  contenida  en  la 
refala  1%  art.  I**  de  la  ley  de  40  de  Enero  de  4877,  puesto  que  la  casa 
objeto  de  los  procedimientos  la  llevaba  en  precario  la  Doña  Juana  Me- 
dinilla, ta  que  fné  despedida,  ó  sea  requerida,  por  medio  del  acto  de 
eontinuación  cuyo  certificado  obra  en  autos,  como  también  el  titulo 
de  dominio  de  dicha  casa  de  D.  Francisco  Gontreras  Péret,  por  compra 
que  hizo  á  D.  Francisco  Javier  Muñoz,  pidió  al  Juzgado  fallase  el  jui- 
cio con  arreglo  á  lo  qne  tenía  pedido  en  su  demanda;  y  la  Doña  Juana 
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M edinilla  óontesló  qoe  antralkiodose  en  la  demanda  interpaef la  gravea 
Ticios  de  noiidad  qae  afeetaban  á  la  Taiídex  del  mismo  sin  ocoparse  de 
las  prnebas  practicadas,  pedía  se  declarase  de  plano  como  contrario  á 
la  lej,  nnlo  y  de  ninsún  valor  ni  efecto  la  validea  del  jnicio,  conde- 
nando en  lu  costas  sT  actor,  pnesto  qne  Doña  Joana  Medinilla,  contra 
quien  se  dirigió  el  acto  de  conciliación  y  se  dirigía  la  presente  deman- 
da de  desahucio  de  la  casa  citada,  ósta  le  estaba  consignada  como  parte 
de  alimentos  en  el  expediente  de  divorcio  con  so  esposo  D.  Fernando 
de  Gontreras,  por  lo  qne  la  demandada,  ni  en  el  acto  de  conciliación  ni 
en  el  presente  juicio  tenía  capacidad  para  poder  ser  citada  por  carecer 
de  personalidad,  debiéndose  entender  con  sa  esposa: 

Resultando  que  en  18  de  Setiembre  de  i883  el  Josa  municipal  dictó 
sentencia,  por  la  qne  declaró  haber  logar  al  desahucio,  apercibiendo 
á  la  demandada  Doña  Joana  Medinílla  y  Oroieo  para  que  dentro  del 
término  de  ocho  días  dejase  libre  y  desocupada  á  disposición  de  los 
hijos  menores  del  difunto  D.  Francisco  Gontreras  y  Pérea  la  casa  que 
habitaba  en  la  plata  del  Deán  Masas,  núm.  29  antiguo  y  38  moderno, 
con  expresa  condena  de  costas  á  dicha  demandada,  precediéndose,  caso 
contrario,  al  laniamiento;  y  admitida  la  apelación  interpuesta  por 
Dofta  Juana  Medinilla,  el  Juea  de  primera  instancia  por  sentencia  de  15 
de  Octubre  confirmó  con  las  costas  la  apelada: 

Resultando  qoe  por  parte  de  Doña  Juana  Medinilía  se  interpuso  re- 
curso de  casación,  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

El  art.  S94  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  antigua,  toda  vet  que 
sin  que  constase  en  autos  qoe  se  haya  dictado  sentencia  ejecutoria  es 
la  causa  criminal,  se  ha  continuado  la  tramitación  del  juicio  de  desahu- 
cio. Infringiendo  así  el  citado  artículo,  qne  dispone  que  la  suspensióm 
del  pleito  civil  dure  hoita  qu$  reeaigé  ijecuUria  «•  la  ca%ia  ürimintAi 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  (tuIIóo: 

Considerando  que,  según  tiene  reiteradamente  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo,  las  cuestiones  no  debatidas  en  el  pleito  ni  resueltas  en 
la  sentencia  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación: 

Y  considerando  qne  si  bien  á  petición  de  Doña  Juana  Medinilía  sa 
acordó  en  un  principio  la  remisión  del  expediente  para'nnirlo  á  la  can- 
sa criminal,  y  la  suspensión  del  prooedimiento  de  desahucio,  es  lo 
cierto  qoe  la  suspensión  se  alió  á  consecuencia  de  baberse  devuelto 
dicho  expediente  por  el  Juagado  de  primera  instancia  para  que  conti- 
nuase su  tramitación,  y  que  ni  al  proseguirse  el  juicio  verbal  eomen- 
lado,  ni  en  ningún  otro  acto,  la  recurrente  formuló  protesta,  ni  soli- 
sitó  directa  ó  indirectamente  que  se  suspendiese  de  nuevo,  limilándoso 
i  alegar  qoe  ie  le  kahia  teñaUdo  la  casa  como  parte  de  alimentos,  y 
que  eomo  mujer  casada  estaba  ineapadlada  para  comparecer  ante  loa 
Tribunales  sin  licencia  de  su  marido;  por  lo  cual,  con  arreglo  á  la. 
doctrina  expuesta  en  el  anterior  considerando,  ea  inaplicable  á  éste 
caso,  y  no  ha  podido  infringirse  en  la  sentencia  el  art.  t91  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  que  se  invoca  como  úuico  fundamento  del  re* 
curso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Joana 
Medinilía,  á  la  qoe  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad 

S[oe  debió  depositar,  la  qoe  caso  de  hacerse  efectiva,  si  mejorase  do 
órtuns,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente 
certificación  al  Juagado  de  primera  instancia  de  Jaén. — (Sentencia  pa- 
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'blíeada  el.49  de  Hayo  de  1881,  6  inserta  ea  la  Gaceta  de  13  de  Setieoi- 
'hn  del  mismo  iño.) 
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ll«earflo  de  casación  (i9  de  Mayo  de  4884).— iS(ii¿a primara.— 
'EiECucióif  DE  SENTUiciA  — ^No  hz  logar  al  interpuesto  por  D.  Paasiioo 
Rodrigaex  San  Pedro  con  la  Sociedad  Anselmo  Gifaentes  y  Compañía 
(Audiencia  de  Madrid),  y  se  reaoelve:  • 

4*  Que  demandante  y  demandada  pueden  inttar  la  ejecución  de  la 
sentencia  eegún  el  art.  920  de  la  ley  de  Bnjnieiamieüio  civil;  no  sólo  el 
-que  aparece  máe  ó  menos  favorecido  por  el  fallo  judicial^  eino  lani^n 
el  qne  es  condenado  á  dar  algo,  que  siendo  liquido  puede  consijgnarlo 
desde  luego  si  el  vencedor  no  quiere  recibirlo;  y  no  siéndolo,  puede  em- 
plear he  medios  necesarios  de  llegar  á  esa  siluactón,  ó  sea  de  hacer  que 
.4ejije  una  cantidad  liquida  para  librarse  de  U  obligación  por  la  paga  ó 
por  la  consignación: 

2*  Que  si  bien  el  cumplimienio  de  las  ejecutorias  puede  pedirse  du  - 
rante  el  plazo  de  SO  años^  ka  de  entenderse  asi  cuando  i  las  parles  no 
oonvenga  que  se  realice  antes,  en  cuyo  caso  habiendo  de  principiarse  por 
¡M  presentación  de  una  cuenta,  se  presupone  necesariamente  que  ningún 
Tribunal  encargado  de  ejecutar  lo  juzgado  ka  de  rehusar  para  ese  efeo 
4o  la  eoiCcesión  de  un  plato  prudente,  prorrogable  por  justa  causa; 

y^  Que  si  bien  según  la  ley  46,  til.  2®,  Partida  3\  y  jurisprudencia 
ád  Tribunal  Supremo  consignada  de  acuerdo  con  ella,  nadie  puede  ser 
impelido  á  demandar  fuera  de  los  casos  que  determinan,  no  son  apli* 
cables  dicha  ley  y  doctrina  cuando  no  se  trata  de  iniciar  una  demanda, 
sino  de  llevar  i  efecto  la  que  ya  ha  iido  objeto  de  un  litigio^  y  ha  que^ 
dado  resuelto  por  sentencia  que  ha  de  cumplirse  para  poner  término  Á  la 
lucha  sostenida  entre  demandante  y  demandado,  sujetos  ambos  á  la  ai*- 
toridad  de  la  justicia  hasta  la  ejecución  total,  mucho  máe  en  el  caso  de 
cantidades  liquidas,  en  que  si  no  existiere  conformidad  entre  las  partee, 
et  necesario  completar  el  fallo  por  medio  de  otro  que  Mje  lo  que  la  una 
debe  á  la  otra. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Mayo  de  i884,  en  los  antoa 

2ne  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
e  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hos- 
pital de  esta  corte  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del 
territorio  por  D.  Faustino  Rodrigues  San  Pedro,  Abogado,  de  esta  ve- 
cindad, representado,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Narciso  de 
Otañeta,  por  el  Procurador  D.  José  Maria  Agoirre,  con  la  Sociedad  An- 
selmo Cifoeotes  y  Compañía,  representado  y  defendido  por  el  Procura- 
dor D.  Luis  García  Ortega  y  el  Licenciado  D.  Gabriel  Rodrigues,  sobre 
pago  de  pesetas  procedentes  de  servicios  prestados  por  el  primero  en  la 
referida  Sociedad,  en  el  día  ejecución  de  sentencia: 

Resultando  que  en  15  de  Setiembre  de  4879  D.  Panstino  Rodrigues 
San  Pedro  interpuso  demanda  ordinaria  contra  la  Sociedad  Anselmo 
Cifuentes  y  Compañía  para  que  se  declarase  que  dicha  Sociedad  está 
obligada  á  abonarle  los  gastos  producidos  por  el  desempeño  del  cargo 
-que  se  le  había  confiado  para  reclamar,  liquidar  y  cobrar  las  cantida- 
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del  qoe  le  adeudara  la  Empreea  conatractora  de  loa  ferroearrílea  del: 
Noroeste;  que  ignalmente  estaba  obligado  á  satisfacerle  loa  honorario»- 
devengados  como  Letrado,  no  sólo  de  los  negocios  judiciales,  sino  tam- 
bién de  todos  aquellos  trabajos  que  requieran  conocimiento  de  derecho; 
y  qoe  lo  estaba  también  á  paf^arle  los  demás  trabajos  de  gestión  y  re-- 
presentación  para  la  liquidación,  obtención  y  cobro  de  loa  créditos  antea 
expresados,  condenando  á  la  Sociedad  á  pagar  dentro  de  10  días  por  to« 
dos  los  conceptos  el  \0  por  100  de  laa  somas  y  valorea  que  ingresaron 
en  poder  de  la  miama  Sociedad,  mediante  las  gestiones  sobre  que  ver- 
saba la  demanda,  y  quedaban  indicados  en  el  hecho  6^  de  la  misma,  im- 
poniendo ademáa  las  costas;  que  conferido  traslado  á  la  Sociedad  de- 
mandada,  contestó  pretendiendo  la  absolución,  con  las  costas  al  actor^ 
consignando  que  estaba  dispuesto  á  satisfacer  eualquier  saldo  que  con- 
tra la  misma  resultase,  y  también  la  cuenta  de  honorarioa  que  como 
Letrado  hubiese  devengado: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  dos  instancias,  la  Sala  aegunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  10  de  Julio  de  l8St,  decla- 
ró que  la  Sociedad  Anselmo  Cifoentes  y  Compañía  renU  obligada  á  abo- 
nar á  D.  Faustino  Rodrigues  San  Pedro  los  gastos  ocasionadoa  y  aatla- 
fechos  por  éste  en  el  desempeño  del  mandato  que  aquélla  le  confirió» 
que  igualmente  estaba  obligada  la  expresada  Sociedad  a  satisfacer  á  di- 
cho D.  Faustino  Rodrígoei  los  honorartos  devengados  por  el  mismo 
como  Letrado,  asi  en  los  negocios  judiciales  que  puso  á  su  cuidado  coma 
en  los  demás  extrajudiciales  que  fueran  de  carácter  profeaional;  que  4a. 
Sociedad  demandada  no  estaba  en  la  obligación  de  satisfacer  al  deman- 
dado los  demás  trabajos  de  gestión  y  representación  hechos  por  éste  f 
que  se  derivan  del  mandato;  y  en  su  consecuencia  condenó  á  Cifoentes- 
y  Compañía  á  qoe  abonase  á  D,  Faustino  Rodrigues  San  Pedro  en  io 
qoe  en  la  ejecución  de  la  sentencia  y  con  arreglo  á  las  dos  primerea  de* 
claraciones  hechas  justificase  el  actor  serle  en  deber  y  procediera  cod 
arreglo  á  derecho;  absolviendo  á  la  expresada  Sociedad  de  los  demás- 
extremos  de  la  demanda,  y  sin  hacer  especial  condenación  de  coataa: 

Resultando  aue  transcurrido  el  término  legal  sin  reclamación  auedó 
firme  la  sentencia  y  se  devolvieron  los  autos  al  Juzgado  á  los  efectoa^ 
legales;  en  4  S  de  Diciembre  de  1889  la  expreaada  Sociedad  presentó  ea« 
crito  manifestando  hallarse  deseosa  y  dispuesta  á  cumplir  ain  dilación 
las  obligaciones  que  le  correspondían  por  dicha  sentencia,  y  por  ello 
que  se  requiriera  á  D.  Faustino  Rodrigues  San  Pedro  que  pres*»nta8e  ea 
el  Juzgado,  dfsntro  del  término  qoe  éste  creyese  conveniente,  las  recia  - 
maeiones  y  cuenta  de  honorarios  de  Letrado  v  gastos  de  mandatario^ 
justificando  lo  que  por  estos  conceptos  fuese  debido  con  arreglo  á  de- 
recho; y  en  45  del  mismo  mes  el  Joes  mandó  se  hiciera  saber  á  Doa 
Faustino  Rodríg'uez  San  Pedro  que  en  el  término  de  10  días  presentaae 
la  reclamación  y  cuenta  de  honorsrios  de  Letrado  y  gastos  de  mandata* 
rio,  justificando  io  que  por  estos  conceptos  le  fuese  debido  con  arreglo 
á  derecho: 

R^ultando  que  Rodrigues  San  Pedro  solicitó  reposición  de  la  pro- 
videncia del  15  en  co'into  se  preceptuaba  que  en  el  término  de  10  díae> 
ae  formulase  la  minuta  y  cuenta  de  lo  que  era  en  deber  la  Sociedad, 
dejando  reducida  dicha  providencia  á  tener  por  hechas  las  manifesta- 
ciones de  la  Sociedad,  y  á  qoe  se  le  entregase  copia  de  lu  mismss;^  al 
efecto  ale^ó  como  principales  fundamentos  qoe  según  el  art.  919  de  lik. 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  ejecución  de  las  sentencias  debe  verifi- 
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earM  siempre  á  instancia  de  parte;  qae  la  ley  recopilada  le  concede  2(V 
aflos  para  el  uso  de  la  acción  personal;  qae  de  tal  derecho  no  podía  pri- 
varle la  Sociedad  demandada;  pues  no  sólo  concede  la  ejecutoria,  y  qn» 
huta  la  OQfsma  ley  de  Eniniciamiento  civil  en  el  titnlo  de  la  cadacídad 
lespeta  el  derecho  indicado,  estándole  prohibido  á  la  Sociedad  el  exigir 
el  complimiento  de  la  sentencia;  aue  la  Sociedad  se  opuso  á  la  reposi- 
ción sin  otra  modificación  que  la  de  ampliar  el  plazo  concedido  en  la 
Srovidencia,  alegando  que  tenia  derecho  á  pedir  se  la  librase  de  la  con- 
ena  al  pago,  toda  vea  que  estaba  dispuesta  á  efectuarlo,  y  no  podía  ni 
debía  permanecer  por  SO  años  al  capricho  del  demandante: 

Resultando  que  en  S7  del  referido  Diciembre  de  1882  el  Juez  de 
primera  instancia  dictó  auto  por  el  que  con  reforma  de  la  providencia 
del  día  45  mandóse  pusieran  de  manifiesto  los  autos  en  la  Escribanía 
para  que  pudiera  examinarlos  RodríguezSan  Pedro;é  interpuesta  apela- 
ción por  parte  de  la  Sociedad  Anselmo  Cifuentes  y  Compañía,  y  sustan- 
ciada la  alzada»  la  referida  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  auto  de 
49  de  Abril  de  1883,  revocó  el  apelado  menos  en  la  parte  que  mandaba 
poner  de  manifiesto  á  D.  Faustino  Rodríguez  San  Pedro  en  la  Escriba- 
Dia  de  autos,  confirmando  la  providencia  del  día  15  de  Diciembre  tan 
solo  en  cuanto  se  acordó  el  requerimiento  á  Rodríguez  San  Pedro  para 
U  presentación  de  la  cuenta  de  gastos  y  minuta  de  honorarios  deven- 
gados, devolviendo  los  autos  al  Juez  para  que  teniendo  en  cuenta  que 
ce  trata  de  cantidades  ilíquidas,  la  cantidad  de  las  mismas  y  las  petir 
dones  de  las  partes  y  las  prescripciones  de  la  ley,  dicte  las  medidaa 
conducentes  para  que  sea  efectiva  la  sentencia  firme,  sin  hacer  expresa 
condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Faustino  Rodríguez  San|Pedro  interpuso  recurso* 
de  easaeión,  alegando  como  motivos: 

1^  Que  por  el  expresado  auto  se  han  infringido  la  sentencia  ejeco- 
loria  recaída  en  el  pleito  con  fecha  8  de  Julio  de  1882,  la  ley  19,  tít.  22, 
Partida  3\  en  cuanto  establece  la  fuerza  irrevocable  ó  inalterable  de  li^ 
cosa  juzgada  entre  los  que  han  litigado,  y  la  doctrina  legal  establecida 
conauntemente  por  este  Tribunal  Supremo  en  el  indicado  sentido  según 
corrobora  la  sentencia  de  12  de  Julio  de  1881,  toda  vez  que  no  babión- 
doae  fijado  plazo  en  la  ejecutoria  expresada  para  que  D.  Faustino  Ro- 
érígnea  pudiera  hacer  efectivo  su  derecho  que  se  le  declaraba,  se  or« 
denó,  sin  embargo,  por  el  referido  auto  el  requerimiento  al  mismo  para. 
ia  presentación  de  su  cuenta  justificada,  y  que  el  Juzgado  le  señalara 
«a  plazo  para  ello  á  fin  de  que  fuera  desde  luego  efectiva  la  sentencia 
firme,  lo  cual  contraría  sustaneialmenU  la  ejecutoria  obligando  al  fa- 
vorecido por  la  misma  á  someter  su  derecho  á  una  imposición  que  le 
perjadica  no  decretado  en  aquélla: 

S^  Qae  por  la  misma  causa  resulta  igualmente  vulnerada  por  el  ex- 
presado auto  la  doctrina  le^al  en  que  se  basó  la  segunda  parte  del  ar- 
tículo 4695  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establece  los  casos  en 
floe  procede  el  recurso  de  casación  respecto  denlos  autos  dictados  por 
\  Audiencias  en  ejecución  de  sentencias,  con  arreglo  á  cuya  doctrina 
I  nulo  y  debe  ser  casado  todo  auto  ó  resolución  judicial  que  al  dar 
rAmplimiento  á  una  ejecutoria  introduzca  novedad  sustancial  en  cual- 
'"ier  sentido  que  sea  ó  provea  alterando  ó  contradiciendo  lo  ejecuto- 
do,  podiendo  citarse  ea  apoyo  de  ello  multitud  de  sentencias  de  esta 
■bunal  Supremo,  entre  ellas,  las  de  18  de  Enero,  10  de  Abril  y  26  de 
siembro  de  4878;  que  tiene  en  efecto  esos  caracteres  el  establecí - 
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mieolo  da  un  plaio  no  discotido  en  pleito,  ni  safitlado  od  la  ejecotoria» 
ni  ordenado  tampoco,  ni  la  l$¡f  adjetiva  para  obligar  al  acreedor  á  pre- 
sentar en  cuenta  le  jastificada  limitindole  el  amplio  derecho  qne  para 
ello  le  conceden  las  leyes  imianUva»^  y  ^ne  le  fué  respetado  en  dicha 
^ectttoria,  qne  no  le  snjetó  á  término  ni  limiueión  algnna  sobre  el  par- 
licntar: 

3^  La  ley  19,  tit.  l\.  Partida  3*,  en  cnanto  establece  qne  el  qne  ha 
obtenido  sentencia  ejecutoría,  tiene  el  derecho  de  pedir  sa  cuoplimieo- 
iohaita  el  tiempo  de  la  pressripciÓQ  de  la  ae«ióo  nacida  de  aquella, 
la  ley  63  de  Toro,  que  es  la  5*  del  titulo  8®  del  libro  I  i  de  la  Novísima 
üecopilaclóo,  según  la  cual  la  acción  personal,  y  la  ejecutoria  dada  so- 
bre ella  prescribe  por  20  años,  modificándose  ati  únicamente  el  plsso 
para  la  prescripción  establecida  por  ley  de  Partida;  la  doctrina  legal 
que  en  consonancia  con  ella  viene  aplicando  este  Tribunal  Supremo, 
qne  en  su  sentencia  de  8  de  Abril  de  1865  invocando  dicha  lev  recopi- 
lada, sostiene  que  la  acción  personal  y  la  ejecutoria  dada  sobre  ella, 
prescriben  á  los  SO  aftos,  y  no  menos  el  art.  918  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  en  cnanto  ai  no  establecer  placo  adietivo  para  estas  recla- 
maciones respeta  las  indicüdat  le¡/$t  iuiiantivu  y  doeírinat  d$  igual 
^uUuralna  qne  dejan  la  puerta  abierta  para  el  uso  de  dichos  derechos 
dentro  del  plato  general  de  la  prescrípcíóo;  porque  en  efecto,  si  se  so- 
metiera el  D.  Faustino  Rodrigues  ai  plaio  que  le  marcase  el  Juagado 
p#r  virtud  del  requerimiento  que  se  la  debía  hacer,  se  atentaría  contra 
los  derechos  que  le  otorgan  las  expresadas  leyes  y  doctrinas,  y  que  no 
limitó  por  ningún  concepto  la  ejecutoria,  siendo  por  tanto  nulo  de  toda 
nulidad  el  acto  reclamado,  en  que  todo  ello  queda  completamente  des* 
conocido: 

4®  La  ley  46  del  tlt.  S",  Partida  3*,  según  la  cual  eanslreniio  non 
4ebe  ser  ninf unvmi  quifaga  dewMnda  d  otro,  mat  él  di  s%  voluntad  U 
d$b€  facer  si  quisUre;  \i  doctrina  legal  contenida  en  la  sentencia  de 
este  Tribunal  Supremo  de  tt  de  Diciembre  de  486S,  en  la  qne  se  con* 
signa  que  nadie  puede  ser  compelido  á  demandar  á  otro,  según  la  dis-> 
posición  de  la  citada  ley  46,  tít.  t^  Partida  3*,  fuera  de  los  casos  (¡ne 
ia  misma  ley  y  la  siguiente  establecen  como  excepción,  y  aoe  ni  en 
bichas  excepciones  ni  en  las  demás  admitidas  por  la  jurisprnaencia  dn 
los  Tribunales  pueden  S9r  comprendidos  los  que  se  hallen  en  posesión 
de  un  derecho  en  virtud  de  decisión  judicial  dictada  en  legal  forma;  la 
regla  36  del  tít.  34  de  la  Partida  V,  que  autoriza  la  aplicación  de  lu 
leyes  y  doctrinas  de  ellas  derivadas  á  los  casos  semejantes,  conformo 
al  principio  jurídico  ubi  eadem  estjuritt  disposilio;  y  el  citado  artícu- 
lo 928  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  no  alterar  esa  facultad  do 
carácter  iuitantito^  respetado  también  en  la  ejecutoria;  qne  no  estan- 
co pues  en  ningún  caso  de  excepción  expresamente  establecido  por  al* 
gnaa  ley  para  que  pueda  ser  compelido  el  recurrente  á  presentar  sa 
cuenta,  es  también  incuestionable  que  el  auto  recurrido  al  someterle  á 
ello,  se  ha  separado  abiertamente  de  las  exigencias  de  dichas  leyes  y 
doctrinas  con  infracción  asimismo  de  la  ejecutoria. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 
Considerando  qne  la  sentencia  no  infringe  la  ejecutoria  en  el  con- 
cepto que  expreun  los  dos  primeros  motivos,  porque  si  bien  no  se  de-» 
signó  plaio  al  recurrente  para  presentar  la  cuenta,  se  sobreentiende 
<|ue  no  quedó  ésta  á  su  libre  arbitrio,  puesto  que  ambas  partes  pueden 
instar  la  ejecución  según  el  art.  910  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil» 
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fraeiicada»,  no  pueden  decir  se  infringidas  ¡as  leves  1*4  7*.  Ht.  13  d^ 
la  Partida  3»; 

74""  Que  es  un  principio  jurídico  que  nadie  puede  enriquecerse  sia 
nión  á  cosía  de  otro. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  19  de  Mayo  de  iS^A,  en  el  pleít(v 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  easaoión  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Segovia  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  D.  Fernan- 
do Nieto  y  Bautista,  vecino  y  del  comercio  de  Madrid,  representado  por 
«1  Procurador  D.  Mauricio  Castañares,  y  defendido  por  el  Licenciado 
D.  Ignacio  Hidalgo  Saavedra,  con  D.  Julián  Molina  y  Villa,  propietario 
y  vecino  de  Segovia,  y  en  su  nombre  el  Piocurador  D.  Luís  Lumbre- 
ras, siendo  su  defensor  el  Licenciado  D.  José  Oñate  y  Ruis,  sobre  pago 
de  pesetas: 

Resultando  que  D.  Fernando  Nieto  y  Bautista,  vecino  de  esta  eorte, 
firmó  una  carta  circular  en  Julio  de  4879,  participando  haber  instalado 
60  Segovia  una  fábrica  de  harinas,  y  que  como  su  residencia  habitual 
era  en  Madrid,  autorizaba  á  D.  Pedro  Ondero  v  Sans«  de  aquella  ve- 
eindad,  para  que  le  representase  en  la  referida  fábrica: 

Resultando  que  desde  S5  de  Agosto  de  1877  ó  4878,  pues  este  ulti- 
mo nñmero  se  baila  enmendado  en  los  autos,  al  14  de  Noviembre  do 
1879,  suscribió  D.  Pedro  Ondero  varios  vales  de  construcción  que  lle- 
vaban, menos  el  primero,  el  epígrafe  de  Gasa  de  Moneda  á  favor  de  Doa 
Jolián  Molina:  • 

Resultando  que  con  fecha  30  de  Setiembre  de  1879  pasó  D.  Fernan- 
do Nieto  á  D.  Julián  Molina  una  factura  importante  17.817  rs.,  valor 
de  las  harinas  llevadas  de  la  fábrica  citada  desde  28  de  Julio  á  9  de 
Setiembre  del  citado  año,  y  que  por  haberse  negado  á  su  abono  dedujo 
O.  Fernando  Nieto  en  30  de  Octubre  de  1889  la  demanda  objeto  de 
este  pleito: 

Resultando  que  en  dicha  demanda  expuso  como  hechos  que  al  ha- 
cer en  el  local  conocido  por  Gasa  de  Moneda  las  obras  necesarias  para. 
habilitarle  para  fábrica  de  harinas,  se  proveyó  de  materiales  de  la  teje- 
ría de  D.  Julián  Molina,  con  la  condición  de  que  serían  puestos  sí  pie 
de  la  obra;  que  Molina  asistió  al  refresco  que  preparó  al  bendecirse  la 
fábrica,  ó  hizo  pedidos  de  varias  partidas  de  harinas  en  las  fechas  qne 
expresaba  la  factura  además  de  otros  que  había  hecho  y  pagado;  qoe 

S asado  algún  tiempo  reclamó  á  Molina  la  cuenta  del  material  emplea- 
0  en  la  construcción,  y  éste  le  pidió  la  de  las  harinas  extraídas,  y  i 
pesar  de  habérsela  mandado,  no  consignó  la  de  los  materiales;  que  en 
Diciembre  de  4879  le  remitió  nueva  factura,  pidiéndole  la  diferencia, 
que  existiera,  y  no  habiendo  producido  resultado,  giró  una  letra  de 
5.000  pesetas,  que  no  fué  aceptada;  que  hallándose  Molina  en  Madrid, 
pretendió  liquidar,  á  lo  que  se  negó  el  demandante  por  carecer  de  da- 
tos; pero  le  dijo  que  liquidara  con  Ondero,  á  quien  daba  orden  para, 
ello;  que  Molina  se  negó  al  arreglo  que  se  le  propuso,  á  pretexto  de 
que  nada  tenía  qne  ver  con  Nieto,  y  que  habiéndose  intentado  por  úl* 
timo  hacer  la  liquidación  y  mandado  las  facturas  de  harina  á  Molina, 
éste  mandó  la  de  los  materiales,  en  la  que  figuraba  los  productos  sali- 
dos de  su  tejera,  como  empleados  por  Ondero  en  la  construcción  de 
ona  casa  de  su  propiedad  desde  1870  á  1878,  y  como  tiltima  partida  loe 
materiales  invertidos  en  Gasa  de  Moneda;  que  Nieto  pretendió  la  sepa 
ración  de  las  partidas  referentes  á  raateriafes  gastados  por  Ondero,  y 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RKGÜRS08  T  COMPETENCIAS.  237 

Molina  contestó  que  no  lo  verificaba,  y  qne  no  se  entendería  mis  qae 
«OD  éste;  y  dedoeiendo  como  ínodamentos  de  derechos  qae  el  deman- 
dante era  doeño  de  la  fábrica,  al  frente  de  la  cnal  tenía  como  factor  á 
D.  Pedro  Ondero,  con  las  facultades  del  art.  478  del  Código,  que  Moli- 
aa  tenía  reconocido  á  Nieto  como  tal  industrial  dedicado  á  la  fabrica- 
ción de  harinas  en  la  fábrica  mencionada,  y  que  habiéndole  pedido  en 
diferentes  ocasiones  las  harinas  que  expresaba  la  factura  y  otras  más, 
desde  el  momento  qae  las  recibió  se  celebró  el  contrato  de  compraven- 
ta entre  Molina  y  Nieto,  qoe  qnedó  perfecto  por  la  aceptación  de  am* 
bos  en  cnanto  á  la  cosa  y  precio,  y  en  so  virtnd  terminó  suplicando 
qnt  se  condenase  á  D.  Julián  Molina  al  pago  de  47.817  rs.,  ó  sean  4.454 
pesetas  S5  céntimos,  como  precio  de  las  harinas  compradas  en  la  fá- 
brica de  Nieto,  con  más  los  intereses  legales  y  las  costas: 

Resultando  que  D.  Julián  Molina  impugnó  la  demanda,  alegando  que 
fuera  de  quien  quisiera  la  propiedad  de  la  fábrica  de  harinas  titulada 
Gasa  de  Moneda,  era  lo  cierto  que  él  se  entendió  única  y  exclosivameo 
te,  tanto  para  el  suministro  de  materiales  como  para  pedidos  de  hari  > 
nas^  con  D.  Pedro  Oodero  Sans,  ignorando  el  título  de  so  gestión,. pues 
lo  mismo  podía  ser  el  de  arrendatario  como  el  de  cualquiera  otro,  me- 
nos el  de  Factor,  porque  éste  exigía  notoriedad  pública;  que  no  había 
existido  el  cuasi  contrato  que  sn ponía  el  actor,  porque  ningún  pedido  la 
había  hecho  el  demandado;  que  los  pedidos  se  hicieron  á  Ondero  sin 
relación  alguna  con  el  demandante,  no  podiendo  considerarse  á  On- 
dero como  Factor  de  la  fábrica,  aun  cnando  fuera  apoderado  especial 
parala  gestión  de  la  misma,  como  se  suponía  en  la  demanda,  puesto 
que  ne  se  había  publicado  sn  poder  ni  registrado  conforme  á  lo  preve- 
nido en  el  art.  174  del  Código,  siendo  contrato  particular  entre  Ondero 
y  el  demandado  los  pedidos  de  harinas,  terminando  en  su  virtud  con  la 
pretensión  de  que  se  le  absolviera  de  la  demanda: 

Resultando  que  suministradas  por  una  y  otra  parte  pruebas  de  po- 
siciones y  testigos,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  absol- 
viendo á  D.  Julián  Molina  y  Villa  de  la  demanda,  y  que  interpuesta  ape- 
lación por  D.  Fernando  Nieto,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  esta  corte  la  revocó  en  28  de  Setiembre  de  1883,  condenando  á 
D.  Julián  Molina  á  pagar  en  el  término  de  ocho  días  á  D.  Fernando  Nie- 
to 4.454  pesetas  S5  céntimos,  con  los  intereses  legales  desde  la  contes- 
tación á  la  demanda,  en  las  costas  causadas  en  la  primera  instancia: 

Resultando  que  D.  Jnlián  Molina  Villa  interpuso  recurso  de  casación» 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4°  La  ley  4*,  tít.  4°,  libro  40  de  la  Norísma  Recopilación,  en  el  con- 
cepto de  qne  obligados  válida  y  mutuamente  D.  Pedro  Ondero  y  Don 
Julián  Molina  en  nombre  propio  y  sin  que  ninguno  de  ellos  consignase 
que  obraba  en  representación  de  tercero,  al  reconocerse  hoy  la  perso- 
nalidad de  Fernando  Nieto  para  reclamar  los  derechos  de  Ondero,  se 
quebrantaba  la  citada  ley  qne  sancionaba  como  válido  y  subsistente  el 
contrato  de  compraventa  entre  Molina  y  Ondero: 

V  El  art.  174  del  Código  de  Comercio,  porque  se  daba  la  ¿alineación 
e  Factor  á  quien  con  arreglo  á  aquél  no  podía  tenerla,  por  carecer  da 

I  requisitos  aue  el  mismo  exigía^  partiendo  de  aquélla  para  reconocer 
-  personalidad  de  Nieto  como  principal  de  Ondero,  á  cuyos  actos  no  se 
daba  el  alcance  y  valor  que  debían  tener  ante  su  gestión  en  la  fábrica: 

3®  Las  leyes  4^  á  la  7%  tít.  13  de  la  Partida  3^  en  el  concepto  de  que 

otorgaba  el  valor  y  la  fuerza  que  aquéllas  atribuían  á  la  confesión 
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jodicíal  á  manifestaciones  de  Molina  exentas  de  los  reqoisitos  qne  di- 
ehas  leyes  señalaban,  ya  intrínsecos,  ¡ya  extrínsecos,  á  la  conocencia  6 
confesión  jadicial: 

A^  Las  sentencias  de  este  SoprAmo  Tribunal  de  i3  de  Noviembre  de 
4860,  5  de  Febrero  de  «863,  i  de  Julio  de  i873,  Sde  Octubre  de  1876  f 
8  de  Narso  de  i  877,  porque  todas  confirmando  y  completando  las  cita- 
das leyes  de  Partida,  distinguían  perfectamente  la  confesión  judicial, 
ante  la  cual  podían  fallarse  definitivamente  los  pleitos  de  oiraa  manifes- 
taciones que  como  las  de  Molina  en  este  juicio  no  podían  perjudicarle 
como  pretendía  la  sentencia; 

T  5^  El  principio  jurídico  de  que  á  nadie  es  lícito  enriquecerse  ea 
perjuicio  ajeno,  como  sucedía  en  el  caso  de  autos  en  que  Nieto  se  enri- 
quecía en  perjuicio  de  Molina,  cobrando  el  precio  de  un  contrato  en  que 
no  había  intervenido  á  la  vea  que  este  último,  por  la  inaolvencia  de  Oo- 
dero  tenía  que  perder  el  precio  de  los  materialea  que  auministrd  para 
la  Casa  de  la  Moneda,  en  la  inteligencia  y  con  el  propósito  aue  boy  se 
requería  olvidar  de  compensar  el  importe  de  harinas  con  el  de  mate- 
riales, resultando  asi  engañado  y  leaionado  el  recurrente* 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Días  de  Rueda: 
Gonaiderando  que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  mencionada  en  el 

firimer  motivo,  porque  el  hecho  admitido  no  es  que  el  dependiente  de 
a  fábrica  vendiendo  harina  al  recurrente  obrara  en  nombre  propio,  si- . 
no  precisamente  lo  contrario,  y  porque  la  díaposicióa  invocada,  según 
•e  ha  dicho  repetidas  veces  por  este  Tribunal,  se  refiere  á  laa  formas  y 
circunstancias  externas  de  los  pactos,  como  derogatoria  de  las  pree- 
eripciones  contenidas  en  el  segundo  extremo  de  la  ley  4%  tft.  44,  Par- 
tida 5',  cuya  primera  parte  es  la  qne  consagra  directamente  la  fueria 
de  laa  convenciones,  y  la  qne  debería  citarse  cuando  ae  trata  de  la 
fnersa  de  los  contratos,  en  ves  de  la  del  Ordenamiento  de  Alcalá: 

Considerando  que  es  inaplicable  y  no  ha  podido  infringirse  la  dis- 
posición citada  en  el  segundo  motivo,  porque  la  Sala  sentenciadora  no 
calificó  de  Factor  al  dependiente  de  la  fábrica,  y  no  necesitaba  éate  que 
concorriesen  en  su  persone  las  circnnstanciu  prescritas  en  el  art»  474 
del  Código  de  Comercio: 

Considerando  qee  tampoco  infringe  la  leyes  y  doctrinaa  invoeadas 
en  los  motivos  3®  y  i^,  porque  dicha  Sala  sentenciadora  no  aprecia  so- 
lamente la  confesión  del  recnrrente,  sino  que  fundó  su  fallo  en  el  con- 
junto de  las  pruebas  practicadaa: 

Considerando,  por  último,  que  no  infiringe  la  regla  citada  en  el  úl- 
timo motivo,  porque  lo  qne  ella  reprueba  es  enriquecerse  sin  resite  á 
costa  de  otro; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoa  no  haber  lugar  al  re^» 
eurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Julián  Molina  y  Villa  á  quien 
condenamos  en  laa  costas;  y  líbrese  á  la  Andiencia  de  esta  corte  la  cer^ 
tificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido.—(Sentencia  publicada  el  49  de  Mayo  de  4884,  é  inserta  en  la 
Oaeeta  de  1  i  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Resaltando  qoe  acordado  en  19  de  Mayo  aieoienteelalsamlentodel 
embargo,  toda  vei  qoe  había  qnedado  de  derecho  nulo  por  haber  trans- 
carrido  el  término  prefijado  por  la  ley  sin  ratificarlo  en  el  joicio  corres- 
pondiente, en  el  miimo  día  49  entabló  la  indicada  razón  social  deman- 
da ordinaria  para  que  se  condenase  á  D.  Mariano  Báes  y  Martín  al  pa- 
go de  la  cantidad  de  ltO.865  rs.  vn.,  intereses  y  costas  procedentes  del 
mencionado  documento,  en  atención  á  qne  i  cuenta  de  su  importe  ha- 
bía entregado  7.120  rs.,  pretendiendo  la  ratificación  del  embargo,  lo 
caal  se  desestimó,  así  como  también  el  secuestro  que  se  solicitó  para 
sa  caso: 

Resaltando  qne  Impugnada  la  demanda  porZamorano  que  recouTi- 
no  á  la  Sociedad  demandante  para  que  rindiera  cuentas  del  resultado 
^ae  produjo  la  de  cuentas  en  participación  qne  había  llevado  para  la 
compra  de  tabacos^  y  para  que  le  pagase  el  importe  de  los  daños  y  per- 
juicios ocasionados  con  motivo  del  embargo  preventivo  decretado  y 
ejecutado  d«»  cuenta  y  riesgo  de  la  Sociedad  demandante;  sustanciado 
el  joicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Las 
Palmas  dictó  sentencia  en  <8  de  Febrero  de  1880,  condenando  á  O.  Jo- 
sé Zamorano  y  Villar  á  satisfacer  á  D.  Mariano  Báes  y  Martín,  como 
gerente  de  la  Sociedad  Manuel  Cabrera  y  Compañía,  la  cantidad  do 
4)0.865  rs.  que  le  era  en  deber  con  los  intereses  legales  desde  que  se 
constituyó «n  mora,  absolviendo  á  la  misma  Sociedad  de  la  reconven- 
ción propuesta  por  Zamorano  para  qoe  le  diera  enentas  y  entregara  la 
quinta  parte  de  utilidades  de  la  Sociedad  accidental  formada  para  la 
compra  de  tabacos  en  Nueva  York,  y  declarando  haber  lugar  á  la  re- 
convención propuesta  en  segando  lugar  por  Zamorano  para  que  la  r^^ 
petida  Sociedad  le  abonase  los  daños  y  perjuicios  que  le  ocasionó  coa 
el  embargo,  se  la  condenó  á  so  abono,  sirviendo  de  base  para  fijarlos 
el  tiemf  o  desde  que  el  embargo  tuvo  efecto  hasta  el  día  en  qae  fueron 
entregados  por  completo  á  Zamorano  los  efectos  embargados,  debiendo 
presentar  para  determinar  el  importe  de  esos  daños  y  perjaicios,  la  co* 
rrespondiente  relación  de  éstos  en  forma  y  tiempo  oportuno: 

Resoltando  qoe  en  ejecnción  de  esta  sentencia  solicitó  Bies  y  se  es- 
timó en  U  de  Enero  de  1881  el  embargo  de  bienes  de  Zamorano  basta' 
cubrir  las  cantidarles  en  que  había  sido  condenado,  reteniéndose  y  em- 
bargándose cualquiera  suma  que  se  declarase  abonable  por  daños  y 
perjuicios: 

Resaltando  que  en  9  de  Marzo  siguiente  presentó  Zamorano  la  rela- 
ción de  los  ocasionados  con  motivo  del  embargo,  importantes  Hl.SOt 
pesetas  29  céntimos,  de- la  qae  dio  vista  á  Báes  por  cinco  días,  que  Ia 
impugnó: 

Resaltando  qne  después  de  varias  pretensiones  encontradas  de  las 
partes  sobre  la  administración  del  escrito  de  impugnación  y  recusacióa 
del  Jaes  qoe  fueron  objeto  de  recursos  que  decidió  la  Administración, 
se  recibió  el  incidente  á  prueba  en  iS  de  Enero  de  188);  pero  también 
esta  providencia  fué  objeto  de  reclamación  por  parte  de  D.  Mariano 
Báes  y  se  repuso  por  aoto  de  20  del  mismo  por  considerar  qae  no  se 
había  pedido  el  recibimiento  á  prueba  en  tiempo  oportuno,  mandándo- 
se en  so  virtnd  traer  los  autos  á  la  vista;  y  habiendo  Zamorano  inter- 
puesto apelaciAn,  se  tuvo  por  propuesta,  diciéndose  que  á  su  tiempo: 

Resultando  que  celebrada  la  comparecencia  prevenida  por  el  ar 
tículo  DIO  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  manifestó  Zamorano  que 
^después  de  impedidos  todos  los  medios  de  investigación  legal,  era  un» 
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ironía  eonlra  la  ejeeatoria;  qoft  el  aolo  denegatorio  de  la  prueba  había 
«i4o  apelado*  reearso  que  habría  de  snataDCÍaree  á  la  vei  qoe  el  qae 
poaiera  tórmino  á  la  liqaidaeión;  pero  qoe  no  obstante  el  Joigado, 
osando  de  la  faenltad  qoe  le  coneedía  la  ley,  podría  traer  á  lo«  aotoa 
medicade  JDSiifiear  losdaftos  y  perjoieioa  reelaroadot;  y  D.  Mariano 
Báes  impugnó  aa  abono,  pneeto  qoe  ningona  proeba  le  babia  propoet- 
to  sobre  ellos,  siendo  responsable  únicamente  de  so  denegación  la  par- 
te qoe  había  dejado  pasar  el  término  qoe  la  ley  daba  para  proponerla: 
Resollando  qoe  el  Joms  de  primera  instancia,  en  aoto  de  16  de  Mayo 
de  488t,  estableciendo  como  resomen  de  sos  fondamentos  qoe  la  falta 
del  indispensable  elemento  de  proeba  de  los  hechos  hacía  imposible  la 
fijación  <le  la  cuantía  á  que  pudieran  ascender  los  daños  y  perioicios 
reclamados  por  Zamorano  Villar,  declaró  no  baber  logar  á  verificar  la 

fradoaeión  ó  valoración  de  loi  mismos  reclamadoi  en  escrito  de  9  do 
Arsode  1881,  ni  en  so  consecneneia  á  imponer  á  D.  Mariano  Báes 
Martín  la  satisfacción  de  los  mismos: 

Resoltando  qne  admitidas  las  apelaciones  de  este  aoto  y  la  del  10 
de  Enero,  la  Sala  de  Justicia  de  la  Aodíencia  de  las  Palmas  confirmó  eon 
las  costas  en  6  de  Setiembre  de  488)  los  sotos  apelados,  aceptando  los 
fondamentos  qoe  contenía: 

Resoltando  qoe  declarado  por  la  Sala  tercera  de  este  Snpremo  Tri- 
bunal no  haber  tngar  al  recorso  de  casación  qoe  D.  José  Zamorano  y 
Tillar  interpuso  por  Quebrantamiento  de  forma,  fondado  en  la  falta  de 
recibimiento  de  prueba,  dedojo  el  de  infracción  de  ley,  qoe  le  foé  ad 
mttiiio,  y  para  el  que  alegó  qoe  tratándose  de  la  ejecución  de  uní  sen« 
lencia,  coal  era  la  de  18  de  Febrero  de  1880,  la  disposición  qoe  impe- 
día darle  cumplimiento  infringía  la  misma  ejecutoria,  y  por  lo  tanto 
las  leyes  9*  y  i9  del  tít.  tt  de  la  Partida  3*,  y  las  sentenms  de  este 
Sopremo  Tribunal  de  4  de  Enero  de  1858,  i^  de  Pebraro  de  4874  y  95 
de  Enero  de  1876,  según  las  cuales  toda  sentencia  ejecutoriada  adqoiria 
fuersa  de  cosa  jusgaaa,  motivo  de  casación  que  se  hallaba  comprendido 
«o  el  caso  6*  del  art.  4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  oiviL 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  leves  y  doctrinas  ci 
tadas  en  el  recurso,  según  las  cnsles  las  sentencias  firmes  tienen  fuer- 
za de  cosa  josgada,  porque  la  recurrida  se  funda  en  que  el  recurrente 
Bo  ha  justificado  ni  intentó  jostifioar  la  existencia  y  coantia  de  los  da- 
llos y  perjoicios,  á  cuyo  resarcimiento  se  la  declaró  con  derecho; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re« 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Zamorano  y  Villar,  á  quien 
condenamos  por  ratón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  4.000  p« 
setas  que  satisfará  si  viniese  i  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces 
con  arreglo  é  la  ley,  y  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  Las  Palmas  eon  la  certificación  correspondiente. — (Sentencia 
publicada  el  20  de  Mayo  de  4884,  é  inserta  en  la  OaceUí  de  4 i  de  Se- 
tiembre del  mismo  afto.) 
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R«earfto  de  «agadón  (20  de  Mayo  de  1881).— 5a/a  primera, — 
Pago  db  cantidad.— No  ha  lug^r  al  inierpuesto.  por  el  Duque  de  Prtfa» 
con  el  Duque  dtsUceüa  y  otros  (Audiencia  de  Madrid),  y  $e  resuelve: 

1®  Que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  16,  lit.  tt.  Partida  3*,  ^í  eetá^ 
ajuitada  exacttmenle  á  la  demanda  en  la  cantidad  pedida  y  en  la  ca%  - 
$a  de  pedir: 

2^  Que  si  bien  eon  relación  á  los  contratos  solamente  quedan  obliga  - 
dos  el  que  los  celebre  y  tus  herederos,  hay  otras  fuentes  de  obligado^ 
nes  fundadas  en  la  equidad  y  constitutivas  de  cuasi  contratos,  á  las  que 
son  aplicables  eon  exactitud  el  principio  de  derecho,  Sfgún  el  cual  se 
pretume  que  nadie  quiere  enriquecerse  á  costa  de  otro,  y  que  está  por 
consiguiente  obligado,  en  virtud  de  consentimiento  presunto,  al  reinte 
gro  de  aquello  en  que  por  ese  medio  se  haya  aumentado  su  fortuna  sin 
nenetidüd  d^i  ningún  otro  hecho  propio  que  al  efecto  le  comprometa: 

3*  Que  si  bien  por  el  art.  4 '  de  la  ley  de  ^  de  Octubre  de  \f<tO  se  de- 
clararon suj'rimidas  lai  vinculaciones,  se  entiende  decretada  esta  me- 
dida con  la  modificación  que  contiene  el  art.  i°  de  la  misma  leydesvin* 
euladora; 

Y  4^  Que  no  es  aplicable  el  art.  2°  de  dicha  ley,  si  no  se  trata  de  una 
deuda  propiamente  tal  conlraida  por  el  que  era  poseedor  en  30  de  ÁgoS'- 
to  de  1^836,  sino  de  la  necesidad  que  existía  desde  mitad  del  siglo  ante- 
rior de  reñablecer  las  dotaciones  de  dos  mayorazgos,  integrando  al  «no, 
disminuido  ilegítimamente ^  en  tanto  en  cuanto  i  expensas  del  mismo  ir 
había  aumentado  el  otro. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  20  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito  s&- 
goido  eñ  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de'esta  corle  por  D.  Fran- 
cisco de  Borja  y  T^llez  Girón  Fernández  de  Velasco,  Duque  de  Uceda 
y  Escalona,  D.  Luis  Roca  de  Togores,  Conde  de  Luna,  como  marido  de 
Doña  Mar<a  del  Rosario  Téiiez  Girón  y  D.  Alberto  Manso  de  Velascoy. 
Marqués  de  Rivas  de  Jarama,  como  marido  de  Doña  María  de  la  Piedad 
TélIez  Girón,  Condesa  de  Peñaranda  de  Bracamonte,  propietarios  y  ve- 
cinos todos  de  esta  corte,  en  el  concepto  de  herederos  de  Doña  María 
Bernnrdína  Fernández  de  Velasco,  Duquesa  que  fué  de  üceda,  con  Doa 
José  Ma  ü  B  rnardioo  Fernández  de  Velasao,  Duque  de  Frías,  propie 
tario,  domiciliado  en  Biarritz,  sobre  pago  de  cantidad,  pendiente  en 
este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Carlos  Alvarez  y  el  Procarador 
D.  Juan  Guerrero  y  Brea,  en  defensa  y  representación  del  Duque  de 
Frías,  habiendo  sido  defendidos  y  representados  en  esto  recurso  los  de- 
mandantes por  el  Licenciado  D.  Luia  Silvela  y  el  Procurador  D.  Pedro 
García  González: 

Resultando  que  en  escritura  otorgada  en  yailadoiíd  en  6  de  Diciem- 
bre de  1693  D.  Luis  de  Requesens  y  su  mujer  Doña  Jeróníma  Esteriicti 
fundaron  un  mayorazgo  que  dotaron,  entre  otros  bienes,  con  un  censo 
de  653.860  reales  y  30  maravedises,  constituido  sobre  la  casa  y  estado» 
del  Duque  de  Alba,  Huesear  y  Coriai  con  róditoa  de  3  por  100,  y  por 
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fieritiira  otorgada  tambióD  en  YalUdolid  en  31  de  Octubre  de  4755 
foé  redimido  el  indicado  por  ia  caaa  de  Alba: 

Resultando  qoe  de  otraa  coatro  eacritaraa  otorgadas  en  esta  corte 
en  28  de  Jonio,  12  de  Julio,  23  de  Setiembre  y  30  de  Octubre  de  f  856 
remita  que  con  el  importe  de  la  redención  del  censo  becho  por  la  casa 
de  Alba,  ascendente  á  653.860  rs.,  y  con  3.485  que  se  suplieron  por 
Doña  Ana  López  Pacheco,  Marquesa  de  Viilena,  poseedora  de  los  ma- 
yoraigoa  de  Reqoesens  y  de  Oropesa,  redimió  ésta  diferentes  censos 
impuestos  aúbre  la  casa  de  Oropesa,  importantes  657.345  reales  30  ma- 
ravedises: 

Resollando  qae  entre  los  dos  hijos  de  D.  Bernardino  Fernández  de 
Velaseo,  Duque  de  Frías,  llamados  Doña  ETernardina  Fernández  de  Ye- 
lasco,  casada  con  el  Duque  de  Uceda,  y  D.  José  Haría  Bernardino,  ac- 
taal  Duque  de  Frías,  y  demandado  en  este  pleito,  se  siguieron  autos 
qoe  tuvieron  principio  en  el  año  1849  por  demanda  qoe  entabló  el  Do- 
qoe  de  Uceda,  en  representación  de  su  mujer,  sobre  que  se  declarase  á 
ésta  inmediata  sucesora  en  los  títulos,  prerrogativas  y  preeminencias  y 
en  la  mitad  reservable  de  los  bienes  de  los  mayorazgos  que  poseía  si 
padre;  y  ocurrido  el  fallecimiento  de  éste  en  28  de  Mayo  de  4851  se 
dió  posesión  samarísima  sin  perjuicio  de  terceto  de  los  títulos  de  ho- 
nor y  mitad  reservable  de  los  bienes  de  todos  los  mayorazgos  á  su  ci- 
tado hijo  D.  José  Alaria  Bernardino,  siguió  el -pleito  como  de  propiedad 
y  recayó  sentencia  de  vista  que  fné  dictada  por  la  Sala  tercera  de  la 
Aidiencia  de  esta  corte  en  H  de  Marzo  de  1856,  y  confirmada  en  sú- 
plica por  la  Sala  primera  en  14  de  Noviembre  de  4857,  que  declaró 
que  á  la  Doña  Bernardina  Fernández  de  Velasco,  Duquesa  deJJceda, 
correspondía  la  mitad  reservable  del  mayorazgo  de  Requesensy  de 
oíros,  con  los  frutos  y  rentas  prodaeidos  y  debidos  producir  desde  la 
noerte  de  aa  padre  y  prerrogativas  y  títuloa  honoríücos  que  les  eran 
anejoa: 

Resaltando  que  por  sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1860  dictada 
por  el  Juez  del  distrito  de  la  universidad  de  esta  corte  fueron  aproba- 
das las  operaciones  de  partición  y  división  de  los  mayorazgos  qoe  po- 
seyó el  anterior  Duque  de  Frías,  que  practicaron  como  contadores  nom- 
brados al  efecto  los  Licenciados  D.  Manuel  Cortina  y  D.  Valeriano  Ca- 
Sanoeva,  en  las  que  se  consignó  qoe  del  mayorazgo  de  Requesens  no 
se  pagaban  cargas  por  no  conocerse  bienes  algunos,  y  que  á  la  Duque- 
sa de  üeeda  correspondía  la  mitad  de  los  frutos  producidos  y  debidos 
producir  desde  la  muerte  de  su  padre,  calculándose  la  renta  de  los  que 
éste  vendió  en  el  5  por  100  de  sus  respectivos  precios: 

Resultando  qoe  haciéndose  constar  que  entre  los  bienes  adjudica- 

dos  á  Doña  Bernardina  Fernández  de  Yeiasco,  Duquesa  de  Uceda,  le 

fué  adjudicado  el  mayorazgo  fondado  por  D.  Luis  de  Requesens  y  Doña 

Jerónima  Esterlich,  por  virtud  del  cual  no  se  le  hizo  entrega  de  bien 

airuno  por  ignorarse  sa  existencia;  pero  que  con  posterioridad  se  había 

do  que  le  correspondían  síganos  derechos  contra  el  mayorazgo  de 

;>esa,  en  qoe  había  sucedido  el  actnal  Duque  de  Frías,  los  que  no 

ban  aán  determinados  y  liquidados,  habiendo  asimismo  pendientea 

«rticióo  algunos  patronatos  de  legos,  coya  administración  había 

inuado  llevando  el  Duque,  asi  como  también  faltaba  por  liquidar 

lenta  de  los  productos  de  la  herencia  de  su  padre,  se  otorgó  una 

tura  pública  en  esta  corte  en  45  de  Julio  de  1876,  por  la  que  el  Da- 

-**  Friaa  reconoció  que  era  deodor  de  cantidad  determinada  y  li- 
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JQidada  por  los  eoDfieptos  expreudoi^  y  Karaotiid  luaU  pñ  OAstüaJ 
6  150.000  peaetai  á  loa  hijoa  da  ao  difunta  hermaaa  la  Daqvaaa  il« 
Uceda*  al  reaoltado  de  iaa  coantaa  y  liquidaeioiiea  qua  habiao  defor- 
maraa  por  razón  de  loa  derecboa  que  podieran  eorreaponder  é  la  miuá 
reaemble  del  mayorazgo  de  Reqoeaeoa,  y  por  todoa  loa  demáa  parlie»* 
lares  pendientes  en  la  testamentaria  de  an  paire  D.  Bemardino,  com* 
prometiéndose  por  ao  parte  los  mencionados  hijos  de  la  Daqaesa  im 
Ueeda  que  aceptaroo  esta  eaeritnra  y  garantía  hipotecaria,  á  qae  ai  de 
la  liquidación  qae  debía  practicarae  no  reaaltaba  aaldo  algnno  á  aa  fa* 
vor,  cancelaría  inmediatamente  la  hipoteca  coaatitnída  por  eata  eacri- 
tora  del  propio  modo  qoe  en  e^  caso  de  qoe  llegue  á  aer  aatiafedio  por 
el  Duque  de  Frías  el  saldo  que  resoltase: 

Resultando  que  en  6  de  Febrero  de  18S0  se  dedujo  por  D.  Franciaco 
Télleí  Girón  Fernáodes  de  Velaaco»  Duque  de  Uceda,  en  anióo  de  atas 
hermanas,  la  demanda  origen  del  presente  pleilo«  eo  la  que  partiendo 
de  los  hechos  que  quedan  referidos,  y  alegando  como  fondameatoa  ám 
derecho  el  art.  2^  de  la  ley  de  li  de  Octubre  de  1820  restablecida •• 
Agosto  de  1836  en  onión  del  principio  de  decrecho  de  qae  loa  mayoras* 
gos  no  podían  desmembrarse  .sino  en  virtud  de  Real  licencia  y  aun  esto 
con  lá  obligación  de  reintegrar  lo  desmembrado,  la  sentencia  de  14  de 
Koyiembre  de  1857  que  condenó  al  Duque  actual  de  Fiíaa  á  entregar 
la  mitad  reservable  de  los  bienes  de  varios  mayoraagoa,  entre  otroe» 
del  de  Requesens,  á  la  madre  de  loa  demandantes,  conla  obligación  de 
abonarle  también  loa  frutos  producidos  y  debidos  producir,  y  ea  aa  de- 
fecto el  5  por  100  estipulado  en  las  particiones,  y  el  principio  de  qae 
el  heredero  sucede  en  todos  loa  bienes  y  derechos  del  cansante,  asi  co- 
mo enlodas  las  cargas  y  obligaeionea  por  lo  que  el  Duque  de  Fríaaae 
hallaba  obligado  como  heredero  de  an  padre  á  abonar  el  S  por  100  re- 
ferido, á  no  ser  que  se  entendiese  que  la  redencióa  verificada  ñor  la 
casa  de  Alba  no  se  empleó  en  redimir  censos  que  pesasen  sobre  la  do* 
taeión  de  vínculos  en  que  hubiese  sucedido  el  Duque  de  Frías,  aa  cnf  o 
caso  sería  una  carga  de  la  herencia  que  debían  aoportar  ana  herederoe 
en  la  proporción  conveniente,  concluyeron  aolicitando  que  ae  condena-^ 
ae  en  definitiva  al  Duque  de  Fríaa  á  qoe,  como  inmediato  snceaor  ea 
los  mayorasgos  de  la  caaa  de  Oropesa,  pagase  en  el  término  de  tercero 
día  á  los  demandantes,  como  herederos  de  su  madre  Dofta  Bernardina 
Fernándes  de  Velaaeo,  la  cantidad  de  126.930  ra.  15  maravediaea,  ml> 
tad  de  la  redención  del  censo  que  á  favor  del  mayoraago  de  Requeaeae 

Sesaba  aobre  la  casa  y  eataios  de  Alba,  Huáscar  y  Coria  con  el  rédito 
el  5  por  100  desde  el  28  de  Mayo  de  1851  hasta  el  día  del  pago,  y  ai  A 
ello  no  hubiera  lugar,  ae  condenase  de  todaa  mañerea  á  dicho  demanda- 
do á  pagarles  en  el  expresado  término  de  teroero  día  la  cantidad  de 
239.648  ra.  con  los  intereses  del  6  por  100  durante  el  mismo  período: 
Hesttitando  que  D.  Joaé  María  Barnardino  Fernándeide  Velaaeo,  Da- 
que  de  Fríaa,  conteató  la  demanda  pidiendo  qoe  ae  le  abaolviera  de 
ella,  con  imposición  á  loa  demandantes  de  perpetuo  silencio  y  pago  de 
coataa,  á  cuyo  efecto  alegó  que  al  fallecimiento  de  an  padre  Aoicamea- 
te  recibió  la  mitad  de  loa  bienea  de  la  dotación  de  loa  mayoraagoa  de  li 
casa  de  Oropesa,  con  arreglo  á  la  ley  deavinculadora  de  1820,  poc  ha  - 
ber  aido  declarado  inmediato  sucesor  de  ellos  en  30  de  Aguato  de  1836: 
que  en  la  demanda  se  decía  qoe  había  heredado  á  so  padre  en  onión  d< 
an  hermana  la  anterior  Duqneaa  de  Uceda,  pero  no  ae  decía  que  an  pa- 
dre hubieae  sido  heredero  de  la  Marqoeaa  de  Villena,  á  quien  aa  atri 
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bate  el  heeho  de  haber  distraído,  en  provecho  de  los  mayorsigos  de 
Oropeea  é  Ul  ves  eo  el  propio,  mía  cantidad  perteneciente  al  de  Re- 
^otaens,  omitiondo  edemas  qae  dicha  Marquesa  de  7illeDa  falleció  ab- 
iotetlato:  ose  se  dividieron  sns  bienes  libres  entre  sus  colaterales  los 
Dnqnea  de  11  edina  Sidonia  y  Hoésear;  qoe  tanto  los  mayorasgos  de  Re- 
qsetens  como  loe  de  Oropesa  correspondieron  al  Doqne  de  Alba,  de 
qnien  los  heredó  sn  hija  Dofta  María  Cayetana,  y  qoe  por  muerte  de 
ésta,  aeaeeideen  1803,  pasaron  á  D.  Diego  Pernándei  de  Yelasco,  Dn- 
q«e  de  Frías,  sn  aboelo,  por  lo  cual  no  existía  relación  algnna  bajo  el 
psnto  de  vista  herediiarío  entre  el  demanditdti  y  Doña  4na  López  Pa- 
eheeo,  Marqoesee  de  YiHena;  qoe  la  demanda  aperecía  presentada  13 
aloe  después  de  haberse  dictado  la  sentencia  de  I  i  de  Noviembre  de 
1857,  y  en  ella  no  se  determina  la  clase  de  acción  qoe  se  ejercita,  de  lo 

Sa  se  derivaba  la  vagiedad  de  so  petición;  qoe  por  lo  tanto  existía  en 
a  la  ekeepeión  dilatoria  qoe  alegaba  como  perentoria  de  defecto  legal 
•n  et  modo  de  proponerla;  qne  los  demandantes  no  podían  derivar  sos 
reclamaciones  de  ninguna  acción  real  ni  mixta,  pues  sólo  pedían  el 
enmplimiento  do  una  obligacióo  qae  saponían  contraída  por  la  Mar- 
f  «esa  de  Vitlena  y  transmitida  al  demandado,  ya  como  inmediato  sace- 
aor  del  vínculo  de  Oropesa,  va  como  heredero,  por  lo  qoe  las  acciones 
qve  poodan  tener  correeponcíen  á  la  clase  de  personales  y  están  ya  pres- 
erítos  por  haber  tranecorrido  más  de  SO  años  desde  qne  se  dictó  la  sen- 
tencia en  qne  fundan  su  derecho;  qne  era  un  error  suponerle  tnmedia« 
lo  sneesor  en  los  mayorasgos  de  Oropesa,  qne  se  exlingnieron  en  4830 
non  arreglo  á  las  leyes  desvtnculadoras,  pues  el  único  carácter  qne  tie- 
ne es  el  de  adjudicatario  de  bienes  libres  procedentes  de  mayorazgos; 
^ne  aun  concediendo  qne  fuese  tal  inmediato  sneesor,  sería  insosteni- 
Uo  la  pretensión  de  la  demanda  porque  no  podía  hacérsele  responsable 
de  los  actos  de  los  anteriores  poseedores,  ni  pesaba  sobre  él  obligación 
de  ntngnna  espeeie  por  razón  del  aumento  qne  debida  ó  indebidamente 
hnbiera  podido  lograr  el  caudal  amayorazgado;  qoe  dentro  del  mismo 
anpneeto  de  ser.  inmediato  sneesor  en  los  mayorazgos  de  Oropesa,  no 
m  podría  pretender  qoe  esté  obligado  á  aquello  mismo  que  no  sólo  es* 
laría  aan  átendo  poseedor  efectivo,  como  no  lo  estovo  ninguno  de  los 
peneedores  que  sucedieron  á  la  Marquesa  de  Villena,  porque  es  doctri- 
na legal  incontrovertible  que  en  las  vinculaciones  se  sucedía  por  dere- 
eho  de  sangre  y  no  por  el  hereditario,  que  es  el  único  qne  tiene  el  deber 
46  pagar  deudas  de  su  cansante,  aegún  sentencia  déoste  Tribunal  Sn- 

rimo  de  té  de  Octubre  de  1869  y  la  ley  46  de  Toro;  qoe  el  art.  1^  de 
ley  de  14  de  Octubre  de  1810  declara  que  la  mitad  reservable  de  los 
bienea  antes  amayorazgados  no  sería  nunca  reaponsable  á  las  deodaa 
contraídas  por  el  poseedor  actual;  que  por  otra  parte  existe  en  la  de- 
naanda  el  vicio  de  plus  petición  en  el  hecho  de  pedir  la  mitad  del  im- 
porte de  la  redención,  pues  á  todo  lo  qne  podrían  aspirar  las  deman- 
dantes sería  á  imposición  de  otro  censo  á  sn  favor  equivalente  al  redi- 
nido,  6  en  todo  caso  á  la  entrega  de  una  parte  proporcional  á  la  cuan- 
tié de  loa  bienes  reservsbles  de  la  caes  de  Oropesa  qne  hubiera  recibi- 
do; y  en  el  de  pedirse  los  réditos  del  6  por  400  anual  que  en  et  conve- 
nio invocado  se  referían  sólo  á  las  desmembraciones  de  bienes  inmuebles 
eroe  hubieran  tenido  los  mayorazgos  que  poseyó  el  anterior  Duque  de 
Fríás,  pero  no  á  los  frutos  de  un  censo  que  los  mismos  actores  recono- 
cen impuesto  al  rédito  de  3  por  400;  y  qoe  la  segunda  parte  de  la  peti- 
ciéii  de  la  demanda  eia  msoetenible,  porqne  para  ello  era  preciao  aere- 
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diUr  qne  el  datnandado  adqQirió  ia  reiponsabilidad  qae  le  elige  en 
virtad  de  transmisionefl  hereditariai  de  la  Marqoeaa  de  Vil  lena»  qae  faé 
qaiea  podo  contraerla  por  ios  actos  qae  se  le  atribuyen: 

Resultando  qoe  en  la  réplica  reprodajeron  los  demandantes  lo  Ale- 
gado y  pedido  en  la  demanda*  añadiendo,  aparte  de  otras  considera 
tipnes,  qne  las  redenciones  de  loa  censos  de  Reqnesens  y  de  Oropesa  9m 
bailaban  reconocidas  expresamente  y  no  necesitaban  praeba  alguna; 
qne  es  principio  de  derecho  que  los  poseedores  de  los  mayocasgoa  y 
vinculaciones  no  pueden  desmembrar  su  dotación  sino  qne  deben  non- 
servarli  integra  al  sucesor,  y  sólo  cuando  se  restableció  en  30  de  Agos- 
.  to  de  4836  la  ley  de  14  de  Octubre  de  1820,  pudieron  ios  entonces  po- 
seedores disponer  libremente  de  la  mitad,  pero  reservando  la  otra  mi- 
tad al  inmediato  sucesor;  por  cuya  razón  la  Duquesa  de  Uceda,  á  qaiea 
se  declaró  pertenecer  ia  mitad  reservable  del  vínculo  de  Reqnesens,  te- 
nia derecho  á  que  la  redención  del  censo  qae  constituía  parte  de  su  do^ 
tación  DO  se  considerase  consumada  en  sn  dan );  qne  la  obligación  da 
abonar  el  importe  de  la  redención  de  loa  censos  que  pesaban  sobre  el 
mayorazgo  de  Oropesa  era  aneja  á  la  posesión.del  mismo,  no  pndienda 
considerarse  como  personal  de  quien  siendo  poseedora  de  ellos  y  del 
mayorazgo  de  Reqnesens,  no  tuvo  mis  remedio  que  aceptar  la  reden- 
eióQ  qne  hizo  la  casa  de  Alba;  y  destinado  el  capital  obteqido  á  libertar 
otros  gravámenes  del  mayorazgo  de  Oropesa  que  había  recibido  inte- 
gro el  anterior  Duque  de  Frías,  y  la  mitad  reservable  el  actual,  en 
clara  la  acción  real  ó  coando  menos  mixta  que  se  ejercitaba  en  la  de* 
manda;  que  con  arreglo  á  la  ley  V,  lít.  8^  libro  1 1  de  la  Novísima  Re- 
copilación, no  puede  contarse  el  tiempo  de  la  prescripción  invocada 
por  el  demandado  desde  el  fallecimiento  del  anterior  Duque  de  Frías 
ni  desde  la  ejecutoria,  puesto  que  las  particiones  no  se  efectaaroa 
hasta  14  de  Diciembre  de  1860,  y  puesto  que  aan  faltaba  por  liquidar 
lo  que  se  debía  al  mayorazgo  de  Requesens;  que  segdn  ia  ley  63  de 
Toro,  ó  sea  la  ley  5^,  tit.  8°,  libro  II  de  la  Novísima  Recopilación,  la 
prescripción  de  la  acción  real  ó  mixta  ejercitada  es  de  30  años,  y  no 
podía  haberse  verificado  contra  los  herederos  de  la  Duquesa  de  Ucede, 
porque  las  acciones  nacidas  de  la  ejecutoria  no  se  ejercitaron  hasta  le 
partición,  y  porque  ha  continuado  posteriormente  haciéndose  valer;  y 
que  en  la  demanda  se  había  fijado  con  precisión  lo  que  se  pedía  y  le 
acción  que  se  ejercitaba,  no  siendo  necesario  expresar  terminantemeaie 
el  nombre  de  ésta: 

Resultando  que  el  demandado  dnplieó  reproduciendo  en  an  todo  sa 
escrito  de  contestación,  y  recibido  el  pleito  á  prueba  se  saministraroa 
por  ambas  partes  diferentes  justificaciones: 

Resultando  que  en  12  de  Mayo  de  1883  dictó  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  sentencia  revocatoria,  condenando 
al  actual  Duque  de  Friai,  como  adjudicatario  de  los  bienes  que  consti- 
tuyeron la  mitad  reservable  de  los  mayorazgos  de  Oropesa,  en  el  con- 
cepto de  inmediato  sucesor  que  fnó  de  los  mismos,  á  que  en  el  término 
de  15  días,  á  contar  desde  que  sea  firme  esta  sentencia,  entregae  £  loe 
herederos  de  la  Duquesa  de  Uceda,  declarada  inmediata  socesora  con 
derecho  á  la  mitad  reservable  del  vínculo  de  Reqoesens,  la  cantidad 
de  326.930  rs.  15  mrs.,  mitad  de  los  653.860  rs.  30  mrs.,  importe  de  la 
redención  del  censo  con  que  se  hallaba  dotado  el  vínculo  de  Reqnesens^ 
y  faé  empleado  íntegro  en  la  redención  de  varios  otros  censos  que  pe- 
saban Sühre  los  mayorazgos  de  la  expresada  casa  de  Oropesa,  coa  el  in- 
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tares  del  3  por  400  anoal  desde  el  98  de  Mayo  de  1851  en  gae  falleció 
D.  Birnardino  Fernández  de  Velasco,  Duque  de  Frías,  hasta  la  fecha  de 
ea  pago,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas  de  ninguna  de  las  dos 
instancias: 

Resolundo  que  D.  José  Marta  Bernardino  Fernández  de  Velasco, 
Diiqoe  de  Frias  y  otros  titolos,  interpuso  recorso  de  casación,  por  con- 
siderar infringidos: 

1^  La  ley  16,  tít.  S9,  Partida  3%  y  la  regia  de  jnris prudencia  deri- 
vada de  sos  prescripciones,  de  que  la  sentencia  debe  guardar  congroen- 
«is  j  conformidad  con  lo  pedido  en  la  demanda,  en  el  concepto  de  que 
se  ejercitó  en  ésta  ana  acción  re^l  ó  cuando  menos  mixta,  y  se  ha  de- 
clarado en  favor  de  los  demandantes  una  obligación  personal  exigible 
sólo  por  medio  de  acciones  igualmente  personales,  sin  que  pueda  ale- 
garse qae  el  recurrente  ha  sido  condenado  i  lo  que  se  pedía  en  la  de 
msiidaf  porque  este  TriboRal  Supremo  tiene  repetidamente  declarado 
q«e  ia  conformidad  exigida  por  la  ley  citada  entre  la  demanda  y  la  $^n» 
teDcia  se  refiere,  no  sólo  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las  partes,  sino 
también  á  la  manera  en  que  hacen  la  demanda,  según  puede  verse,  en- 
tre otras  sentencias,  en  las  de  8  de  Julio  de  1872  y  Si  de  Junio  de  4873: 
S^  El  principio  de  que  nx)  es  permitido  á  los  Tribunales  corregir  de 
oficio  en  lo  civil  las  pretensiones  de  las  partes,  desatendido  en  absoloto 
por  ia  Sala  sentenciadora  al  declarar  que  para  obtener  los  demandantes 
io  qoe  sa  sentencia  les  ha  concedido,  era  necesario  ejercitar  una  acción 
personal,  y  condenar,  sin  embargo,  al  demandado  al  cumplimiento  de 
ons  obligación  puramente  personal,  según  la  misma  sentencia,  á  con- 
teeoencia  de  una  demanda  en  que  se  ejercita  nna  acción  real  ó  cnando 
menos  mixta,  según  vinieran  sosteniendo  tos  demandantes  desde  el  es- 
crito de  réplica: 

3'  £1  principio  de  derecho  de  que  no  puede  exigirse  el  cumplimiento 
de  una  obligación  ni  tiene  responsabilidad  aquel  que  no  la  contrajo,  ni 
as  sucesor  ni  causahabiente  del  que  la  hito,  en  el  concepto  de  que  la 
obligación  á  cuyo  cumplimiento  ha  sido  condenado  el  recurrente,  nace 
de  los  actos  ejecutados  por  Di>ña  Ana  López  Pacheco,  Marquesa  de  Vi- 
llena,  quien  al  recibir  en  1755  el  importe  de  los  censos  que  estaban  im- 
poestofl  á  favor  del  mayorazgo  de  Requesens,  quedó  obligada  si  se  quie- 
re á  no  distrae!'  estos  fondos,  sino  á  cons<^rvarlos  para  que  los  que  ha- 
Inían  de  sucedería  en  la  citada  vinculación  recibieran  y  poseyeran  ínte- 
gros los  bienes  que  la  constituí  iu^  obligación  que  se  transmitiría  en  todo 
esso  á  los  herederos  de  dicha  Marquesa  de  Villena,  pero  no  al  reeo- 
rreete  qoe  ninguna  relación  tiene  con  ella  bajo  el  punto  de  vista  del 
derecho  hereditario,  según  está  consignado  en  la  sentencia  y  aceptado 
por  los  demandantes  desde  el  principio  del  pleito,  y  qoe  por  otra  par- 
to no  aparece,  según  declara  ia  misma  sentencia  recurrida,  que  haya 
eoQtraido  contrato  alguno  ni  obligación  directa  ni  indirecta  de  cuyos 
setos  haya  podido  nacer  una  acción  personal: 

i^  La  regla  de  derecho  de  que  ninguno  debe  enriqaecerse  torti- 

~^~:kmente  en  perjuicio  de  otro,  aplicada  indebidamente  al  recurrente 

»r  la  Sala  sentenciadora  con  olvido  de  la  doctrina  establecida  por  la 

risprudeocia  de  e^te  Tribanal  Supremo,  según  la  cual,  al  hacer  apli- 

Bíón  de  la  indicada  regla,  deb-^  siempre  tenerse  en  cuenta  que  el  que 

'  de  so  derecho  no  causa  daño  á  nadie,  puesto  qne  es  notorio  qoe  el 

irreote  oo  ha  ejecutado  ningún  otro  acto  que  pueda  tener  relactóa 

lo  que  se  discate  en  este  pleito,  que  el  de  entrar  á  poseer  los  bie* 
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B4I  qoe  formaron  los  mayorasgos  qne  por  muerta  de  sa  padre  le  eorr«c^ 
fiondioroa,  aoto  que  no  pndo  aer  máe  legítimo  y  qne  no  puede  estimarse 
sino  como  el  ejercioio  del  más  perfecto  derecho: 

5"  Bi  art.  1^  de  la  ley  de  H  de  Octobre  da  f8!0,  restablecida  en  30 
de  Agosto  de  1836,  en  al  eoneopto  de  qne  considera  la  sentencia  qna  el 
rocarrente  tiene  boy  el  carácter  de  inmediato  sacesor  en  los  mayoraz- 

f:os  qne  fueron  de  la  casa  de  Oropesa,  no  obstante  que  snprimidos  en 
836  cuando  los  poseía  el  anterior  Dnciue  del  mismo  tltalo«  el  único 
carácter  con  qne  puede  estimarse  que  el  demandante  entró  á  poseer  lot- 
bienes  qne  los  formaban  cuando  en  1851  ocurrió  el  fallecimiento  de  su 
padre,  es  el  de  adjudicatario  de  bienes  libres  sujetos  á  la  legislació-v 
eomún; 

T  6*  El  art.  t*  de  la  misma  ley  citada  en  el  anterior  motivo,  porque 
U  sentencia  hace  responsable  al  recurrente  por  los  bienes  qoe  recibió' 
de  los  expresados  mayorazgos  de  actos  ejecutados  por  anteriores  posee- 
dores. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ifa^istrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Raed^i: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  citada  en  el  primer 
motivo,  porque  está  ajustada  exactamente  á  la  demanda  en  U  cantidad 
pedida  y  en  la  cansa  de  pedir,  y  porque  en  la  mixta  qoe  entendió  pro» 
poner  la  parte  actora  se  comprende  la  personal  admitida  por  la  Sala, 
eentenciadora,  sin  qoe  paeda  decirse  qne  ésta  baya  corregido  de  oficio^ 
las  pretensiones  de  los  demandantes,  como  se  supone  en  el  segunda 
motivo : 

Considerando  qoe  no  son  aplicables  y  no  han  podido  infringirae  el 
principio  invocado  en  tercer  lugar,  y  la  regla  citada  en  ei  coarto,  porque 
si  bien  con  relación  á  los  contratos  solamente  qoedan  obligados  ei  qne 
los  celebra  y  sus  herederos,  hay  otros  fuertes  de  obligaciones  fondadas- 
en  la  equidad  y  constitutivas  de  cuasi  contratos,  según  acontece  en  el 
caso  actual,  en  que,  sucediendo  con  derecho  el  Duque  de  Frías  en  la 
mitad  del  mayorazgo  de  Oropesa,  la  ha  recibido  aumentada  ilegítima- 
mente eon  la  mitad  del  capital  del  censo  perteneciente  al  vin>'n(o  de 
Requesens,  y  le  es  aplicable  con  exactitud  el  principio  de  derecho, 
según  el  cual  se  presume  que  nadie  quiere  enriquecerse  á  costa  de 
otro,  y  está  por  consiguiente  obligado,  en  virtud  de  cons^^ntimiento 
presunto,  al  reintegro  de  aquello  qoe  por  ese  medio  se  haya  aumentado 
su  fortuna  sin  necesidad  de  ningún  otro  hecho  propio  qoe  al  efecto  la- 
comprometa: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  el  artículo  citado  en  el 
quinto  motivo,  porque  si  bien  por  61  se  declararon  suprimidas  las  vin- 
culaciones,  se  entiende  decretada  esta  medida  con  la  modificación  qoe 
contiene  el  art.  V  de  la  misma  ley  desvinculadora,  y  en  su  virtud  el 
Tribunal  sentenciador  ha  reputado  legítimamente  ai  Duque  de  Frías^ 
como  sucesor  en  la  mitad  del  mayorazgo: 

Considerando,  por  último,  qoe  tampoco  infrin|;e  el  articulo  citado* 
en  el  sexto  motivo,  porque  no  se  trata  aqní  de  una  deuda  propiamente 
tal  contraída  por  el  que  era  poseedor  en  30  de  Agosto  de  1836,  sino  de 
la  oeeesidad  qoe  existía  desde  mitad  del  siglo  anterior  de  establecer  las^ 
dotaciones  de  los  dos  mayorazgos,  integrando  el  de  Reqot'.seos  dismi- 
nuido ilegítimamente  en  tanto  cuanto  á  expensas  del  mismo  se  había 
aumentado  el  de  Oropesa; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  habar  lugar  al  re<- 
«urap  4c  casación  interpuesto  por  D.  José  María  Barnardino  Fernándes. 
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de  Yelasco,  Doqoe  d«  Prí«i  y  otros  titolot,  á  qoien  condonamos  il  pi* 
go  de  Us  costas;  y  llórese  á  U  iUdieneia  de  esta  corte  la  certifioaeión 
correspondiente,  con  deToloeión  del  apootaailesto  qae  ba  remitido.— 
(Sentencia  publicada  el  10  de  Mayo  de  f  S8i,  é  inserta  en  la  GéCité  de 
U  de  Setiembre  del  mismo  ajko.) 
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» de  mmumeHn  en  «simto  de  Ultramar  (tO  i$  MayO' 
di  1884).— <94¿a tercera. — Partb b^  una  TBSTAMBNTAniA.«— N»  86  admi 
te  el  ínter poesto  por  D  Fraacísco  Balmori  (Audiencia  de  la  Haba*ia),  y 
se  rfsoelve: 

1^  Q%4  il  recurso  dé  casüción  ce  de  contra  las  icnUncioi  dcfinitioñc 
frounnciadúi  por  les  Audiencia;  y  que  tienen  §1  concepto  de  talee  Ice 
fne  terminan  el  inicio  ó  loe  que  rtecyemdo  schrenn  incidente  éarticulo^ 
ponen  término  cí  pleito  haciendo  impoeiéle  su  continuación,  conforme 
á  le  dispuesto  en  lúe  ariiouloe  i®  fB^  déla  ley  de  ea$acidn  vidente  en 
h  iela  de  Cuha\ 

Y  t^  Q^e  ti  según  consigna  la  Audienein  en  el  cuto  contra  el  que  se 
recurre^  la  cuestión  $e  discute  en  otro  juicio  distinto,  en  el  cual  la  pa^to 
puede  hacer  y  discutir  las  mismas  pretensiones  de  que  informan  dichos 
autos,  el  recurrido  no  rdíiste  el  carácter  de  definitivo,  puesto  que  ni 
termina  el  juicio,  ni  hace  imposible  la  continuacián  delpleito. 

Resol Undo  qoe  D.  Pranciseo  Balmori  Noriega  acodió  en  qaeja  i  la 
Audiencia  de  la  Habana  contra  el  aato  del  Jeei  de  primera  instancia  del 
distrito  de  Belón  de  aqaella  eiadad  qoe  le  negó  la  apelación  qae  Ínter- 
poso  de  la  providencia  en  qoe  se  declaró  no  baber  logar  á  tenerle  por 
parte  en  la  testamentaria  de  Dofta  Teresa  Herrera,  en  la  qoe  se  personó- 
corno  acreedor  de  la  misma: 

Resatiando  qoe  declarado  en  noto  de  14  de  Noviembre  de  1883  no 
baber  logar  A  la  qoeja,  D.  Praaeisoo  Balmori  sopltcó,  y  qoe  declarada 
sin  logar  la  súplica  en  aoto  de  4  do  Diciembre,  ba  interpoesto  en  este 
Supremo  Tribonal  recorso  de  casacióa  contra  ano  y  otro  aoto,  citando 
las  leyes  á  so  joicio  infringidas 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Uiíoa  y  Rey: 

Considerando  qoe  el  recorso  de  casación  se  da  contra  las  sentencia» 
definitivas  prononciadas  por  las  Aadíeocias,  y  qae  tienen  el  concepto 
de  tales  las  qoe  terminan  el  joicio  ó  las  qoe  reesyendo  sobre  an  inci- 
dente  ó  artfcolo  ponen  término  al  pleito,  baclendo  imposible  sa  conti- 
neación,  conforme  á  lo  díspaesto  en  los  artícalos  4®  y  6®  de  la  ley  de 
easacióa  vigente  en  la  isla  de  Coba: 

Considerando  qae,  según  eonsigna  la  Andieoeia  en  el  aoto  contra  el 
qoe  se  recorre,  la  cqestión  presente  se  discote  en  otro  joicio  distinto, 
i-n  el  coal  la  parte  poede  bacer  y  discotir  las  mismas  pretensiones  de* 
qae  informan  dicbos  aotos*  y  por  consigoiente  el  reearrido  no  reviste 
el  carácter  de  definitivo,  puesto  que  ni  termina  el  joicio,  ni  bace  impo* 
si  ble  la  continaación  del  pleito; 

No  ba  logar  á  la  admisión  del  recorso  de  cssación  por  infracción  do 
ley  interpoesto  por  D.  Francisco  Balmori  y  Noriega,  á  quien  so  conde-^ 
na  en  las  costas;  devaéi?asele  el  depósito  que  ba  constituido;  y  coma< 
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Dígnese  este  aoto  i  la  Aodieneia  de  la  Habana,  poblÍGándose  en  la  for • 
mt  prevenida  por  la  ley. — (Sentencia  publicada  el  tO  de  Mayo  de  1884, 
é  inseru  en  la  Oae$t^  de  41  de  Octubre  del  mismo  a&o.) 
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Rerar«o  de  eanaetdii  (91  c(«  Mayo  de  1 884). ^Sa/a  prim$ra. — 
Saldo  dr  cuentas  t  abono  db  daños. — No  ha  logar  al  interpuesto  pur 
Doña  Angélica  Mena  con  Doña  Francisca  Ocboa  y  otros  {Audiencia  de 
Sevilla),  y  se  resuelve: 

1®  Que  si  la  demanda  deducida  sobre  abono  de  daños  ataca  dilata  • 
mente  á  la  fuerza  é  irrevocabilidfi  del  fallo  ejecutorio,  puesto  que  en 
aquélla  se  solicita  que  se  declare  que  no  son  de  abono  partidas  sobre  las 
que  ka  recaído  resolución  judicial  firme.- f  auese  condene  á  los  here 
deros  del  demandado  al  vago  de  las  cantidades  que  la  demandante  ha 
recibido;  la  sentencia  que  desettima  tal  reclamación,  se  ajusta  á  la  ley 
19.  til.  tt.  Partida  3^,  y  á  la  doctrina  constantemente  admitida  por  los 
Tribunales,  siendoinaplicables  al  cato  y  no  kabiendo  podido  infringir  - 
te  la  ley  (3,  tit.  21,  Partida  S*";  la  S*",  lit.  t^.yX^yV  del  tit.  M  de  la 
mitma  Partida^  y  los  artículos  ti  8  y  siguientes  de  la  antigua  ley  de  En* 
juiHamiento  civil,  ya  porque  ewiste  identidad  de  eosas^  ya  porque  la 
sentencia  anterior  no  fué  dada  coiíiTA  \ey ,  ni  contra  fu^ro,  ni  conira 
natura,  ni  contra  buenas  costumbres,  ya  por^tttf  étta  es  congruente  con 
lo  pretendido  por  la  demandante  en  las  diligencias  para  llevar  á  efecto 
lo  convenido  en  el  acto  de  eonctliación,  y  ya  porque  á  los  demandados 
les  bastaba  oponer  la  excepción  de  la  cosa  juegada: 

t^  Que  ha  de  estarse  á  la  apreeiaeión  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala 
eenienciadira  en  u^o  de  sus  facultades,  si  no  se  ha  impugnado  en  la 
forma  que  exige  el  núm»  V  del  art,  1692  de  la  ley  de  Enfuicifmiento 
civil; 

7  d?  Que  á  la  mitma  Sala  sentenciadora  corresponde  estimar  la  bue  • 
na  fe  ó  temeridad  de  los  litigantes  para  la  imposición  de  las  costas^  con* 
forme  se  ha  declarado  en  repetidas  ocasiones  por  el  TrUunal  Su-i 
premo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  II  de  Mayo  de  «884,  en  los  autos 

3ue  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casacióo  por  infracción 
e  ley,  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San- 
ta Gruí  de  Cádis  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por 
Dofta  Angélica  Mena  Zela,  vecina  de  esta  última  ciudad,  como  madre, 
tutora  y  curadora  de  los  menores  Doña  Elena  y  Doñn  Msríade  las  Mer 
cedes  Pérez  Steia  y  Mena  Zalá,  representada  y  defendida  por  el  Pro- 
curador D.  Antonio  Bandicbo  y  el  Licenciado  D.  Diego  Soáreí,  con 
DoAa  Francisca  Ochoa,  propietaria,  v  D.  Bernardo  Barro  y  Oeboa,  Co- 
mandante de  Ingenieros  de  la  Armada,  de  la  propia  vecindad,  á  quie- 
nes ha  representado  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  bajo  la  di- 
rección del  Licenciado  D.  Felipe  Vallarino,  sobre  entrega  del  saldo  de 
cuentas  y  de  una  lámina  de  mina,  ó  en  su  defecto  abono  de  daños  y 
perjuicios: 

ResBltando  que  en  acto  de  conelliaciÓB  celebrado  en  la  ciudad  de  Ci- 
dii  á  13  de  Jolio  de  4876  entre  D.  Garlos  Peres  Stela  y  D.  Santiago  Be- 
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rro,  18  obligó  éste  previa  U  entrega  qae  hizo  de  le  cantidad  de  S.OOO  ra., 
i  presentar  al  primero  dentro  del  término  de  tres  meses  la  liquida*- 
ción  de  los  productos  de  la  coarta  parte  de  la  sdina  nombrada  cSan 
Franciseo  Javier,»  correspondiente  á  los  años  de  1871  &  1874»  manifes- 
tando al  propio  tiempo  no  había  llegido  á  sq  poder  la  acción  de  U 
mina  denominada  «Baenos  Amigos,»  procedente  de  la  testamentaria  de 
D.  Antonio  Peres,  por  cayo  motivo  no  ponía  de  manifiesto  la  expresa  • 
da  lámina,  cuya  obligación  aceptó  el  D.  Garios  Pérez,  añadiendo  qoe 
no  tenia  difícnltad  en  conceder  al  demandado  el  pUzo  necesario  para 
Jnfltifioar  su  dicho  respecto  á  la  lámina,  y  en  virtad,  se  dio  el  jnicio 
por  avenido,  condenando  á  las  partes  á  estar  y  pasar  por  lo  conve  - 
oído: 

Resultando  qne  por  eonseenencia  de  dicho  convenio  D.  Garlos  Pe- 
res Stela,  con  escrito  de  9  de  Noviembre  del  propio  año  de  1876,  pro* 
movió  diligencia  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Santa  Croz  de  Gádiz  para  llevar  á  efecto  lo  convenido,  continuadas 
deapnós  por  su  fallecimiento,  por  su  viuda  Doña  Angélica  Mena  Z-^U, 
como  totora  y  caradora  de  sus  menores  hijas  Doña  Blena  y  Doña  Maria 
délas  Mercedes  Pérez  Slela  y  Mena  Zela  contra  D.  Santiago  Berro;  en 
eayas diligencias  se  mandó  reqaerit  á  éste  para  que  en  el  preciso  tér- 
mino de  ocho  días  formara  y  entregara  á  la  parte  actora  la  liqoidació'i 
correspondiente  á  los  años  de  1871  á  (876,  de  la  cuarta  parte  de  la  sa 
iíaa  denominada  «San  Francisco  Javier,»  haciéndole  saber  que  caso  de 
no  verificarlo  S9  entendería  que  optaba  por  el  abono  de  perjuicios;  qoe 
requerido  Berro  en  i 4  de  dicho  mes  de  Noviembre  y  denegadi  la  pro 
rrogaque  solicitó  para  la  presentación  de  las  cuentas,  las  produjo  en  6 
de  Diciembre  con  un  cargo  de  181.403  rs.  50  cents.,  cuya  cuarta  parte 
eoDsistia  en  45.350  rs.  8H  céntimos,  figurando  la  data  por  la  cantidad 
de  43.471  rs.  6  cents.,  entre  las  partidas  de  ésta  se  comprenden  \  .651  rs. 
78  cents,  por  contribuciones  satisfechas  por  la  silina  «San  Fraucisco 
Javier,»  respectivas  á  los  años  económicos  de  4871  á  1871  y  4879  á  73; 
4.400  rs.  pagados  al  capataz  de  la  salina  como  anticipo  para  labores  d.^ 
1876,  y  ttO  reales  por  el  5  por  100  de  comisión  que  según  Bdrro  le  co- 
rrespondía por  dichp  anticipo,  y  finalmente  el  resumen  arrojaba  an 
saldo  á  favor  de  D.  Santiago  Barro  de  7  J  ¿O  rs.  18  cents. 

Resaltando  que  comunicadas  las  cuentas  á  Doña  Angélica  Mena 
Zalá,  en  representación  de  sus  menores  hijas  herederas  de  D.  Garloa 
Pórez,  las  impugnó  porque  además  de  haber  sido  presentadas  fuera 
del  plazo  improrrogable  que  señaló  á  Berro,  no  eran  exactas  ni  justas; 
eapaso  que  no  admitía  la  partida  referente  al  pago  de  contribucion'^s 
importante  K65I  reales  7S  cents.,  ni  la  de  4.400  rs.  por  anticipos  parv 
las  labores  de  la  salina  de  1876.  ni  la  de  220  rs.  por  el  5  por  100  de  co- 
misión sobre  aquella  suma;  que  resultaba  un  saldo  contra  Barro  dd 
16.151  rs.  60  cents.;  que  sieido  ésta  la  verdadera  liquidación  y  habien- 
do incurrido  Birro  en  el  apercibimiento  do  optar  por  la  indemnización 
de  dtños  y  perjuicios  procedía  S8  fijara  la  importancia  y  cuantiad-) 
oSy  qne  no  podía  ser  otra  que  la  de  los  16.151  rs.  60  cents,  con   sus 
tereses  legales  desde  el  13  de  Octubre  de  1876  en  que  segúi  se  oblí  - 
»  debía  el  Berro  haber  producido  sus  obligaciones  y  entregado  el  sal- 
qne  se  le  reclamó  en  el  acto  conciliatorio: 

Resaltando  que  dada  comunicación  de  dicho  escrito  á  D.  Santiago 
ro  ie  evacuó  como  curador  ejemplar  del  mismo  su  hijo  D.  Bdrnardi>, 
endo  se  desaprobara  la  liquidación  presentada  por  la  Doña  Angélica 


Digitized  by  VjOOQ IC 


S52  JDR«»PftUDSIICU  CIYOL 

á  la  qo6  M  eondenáM  á  eiUr  y  pisar  por  la  prodoeida  por  B«rro;  qoa^ 
porta  no  eoDÍormidad  de  Ui  partea  en  la  liqoidacióD  presentada,  fueron 
eonTocadas  i  juicio  serbal,  en  qne  alegaron  lo  qne  tovieron  por  eonre- 
nieale,  adnciendo  las  pruebas  qne  estimaron  eonTeoientes,  y  con  si» 
resallado  el  iaex  de  primera  instaneia  dictó  sentencia  consignando  qne 
D.  Santiago  Berro  ineorrió  en  la  Indemniíación  de  perjnicios  por  no 
haber  presentado  á  tiempo  las  liqnidaeiones,  y  eiecortoriado  qne  era- 
Olíase  la  Tista  de  los  perjuicios  no  podía  tratarse  de  otra  cosa  qoe  de  esa. 
liqoidación,  ni  fallarse  nada  en  cnanto  á  los  qne  por  su  no  presentación 
á  tiempo  no  habían  surtido  efecto  alguno;  que  apoyada  la  cueou  de 
.perjuicios  en  las  liquidaciones  presentadas  por  Berro  y  datos  qne  ésta» 
arrojaban,  había  que  conceder  que  debían  servir  de  abono  áéste  las  su^ 
mas  que  había  justificado,  en  las  que  se  comprendían  los  4.400  rs.  da 
anticipos  parí  la  labor  de  1876;  el  5  por  400  de  comisión  de  la  misma  y 
los  1.616  rs.  78  cents,  importe  de  las  contribuciones  impugnadas,  pero- 
no  la  partida  de  17.080  rs.  qoe  no  aparecía  comprobada,  y  declaró  qne 
los  perjuicios  quo  debía  resarcir  D.  Santiago  Berro  i  Doña  Angéliea 
Mena  Zela  con  el  carácter  con  que  litiga,  importaban  la  suma  de  t.479- 
iMsetas  82  céntimos,  con  los  intereses  legales  de  ella  desde  ell3  de  Oc- 
tubre de  t876,  á  cuyo  pago  le  condenó  y  en  las  costas,  reservando  al 
mismo  su  derecho  para  que  en  cuanta  i  la  suma  de  los  17.000  rs.  uura 
de  él  donde  y  en  la  forma  procedente;  y  declarada  firme  la  sentencia, 
D.  Bernardo  Berro  consignó  la  expresada  cantidad  de  2.976  pesetas  7^ 
céntimos,  que  fué  entregada  á  la  Doña  Angélica  Mena  Zela: 

Resultando  que  en  41  de  Noviembre  de  1880  Doña  Angélica  Mena 
dedujo  demanda  ordinaria  contra  Doña  María  Francisca  Ochoa  y  Don 
Bernardo  Berro  y  Ochoa,  en  su  calidad  de  viuda  é  hijo  y  herederos  del 
I).  Santiago  Barro,  al  objeto  de  qoe  se  declare  qoe  las  cuentas  presen- 
tadas por  el  D.  Santiago  en  las  diligencias  sobre  cumplimiento  délo 
convenido  carecían  de  justificación  suficiente  por  lo  qne  bacía  á  la  ad- 
ninistraeión  de  la  salina  titula  «San  Francisco  Javier,»  y  que  no  eran 
de  at  ono  á  la  data  las  partidas  qne  carecían  de  dicho  requisito;  que  al 
propio  tiempo  rindiesen  cuentas  de  la  acción  de  la  mina  llamada 
«Buenos  Amigos,»  cuya  acción  fué  incluida  por  el  D.  Santiago  en  el 
inventario  de  la  testamentaría  de  D.  Antonio  Pérez,  padre  de  D.  GarloSi. 
y  en  su  virtud  qne  se  les  condenase  al  pago  del  saldo  qoe  resultase  en 
•u  favor,  descontando  de  la  data  el  importe  de  las  partidas  no  compro- 
badas en  ooanto  á  la  administración  de  la  salina  y  el  del  que  le  corres- 
pondía como  partícipe  qoe  fué  D.  Garlos  Péreí  en  la  acción  de  la  mina 
sttsodicba  y  los  intereses  legales  correspondientes  á  ambos  saldos  á  quo 
entreguen  la  mencionada  acción  ó  en  otro  caso  resarcirán  los  daños  y 
pf*fjuicios;  fundándote  para  ello  en  que  Ó.  Santiago  Berro  había  pro- 
dnoido  en  autos  fuera  de  tiempo  sos  euentas,  cuyas  partidas  no  ha- 
bí m  sido  justificadas  ni  aprobadas  éstas,  y  en  oue  habiendo  incluido 
el  mismo  en  so  calidad  de  albacea  y  contador  de  la  testamentaría  do 
D.  Antonio  Peres  en  el  inventario  de  bienes  la  acción  de  la  mina,  se  ha- 
bii  abstenido  de  dar  cuenta  de  la  misma  y  de  entregar  su  lámina: 

Reaoltando  que  Doña  María  Francisca  Ochoa  y  D.  Bernardo  Berro  y 
Ochoa  ae  opuaieron  á  la  demanda  pretendiendo  se  les  absolviera  de  ella» 
aoadena ndo  á  la  parte  demandante  á  perpetuo  ailencio  y  las  costas,  y 
al  efecto  alegaron  qoe  si  bien  las  euentas  presentadas  en  aquellos  autoa 
por  D.  Santiago  Berro  no  habían  aido  aprobadas,  lo  foeron  lasque  pre* 
aeotó  Duna  Angélica  Mena  eon  las  modiñoaeiooes  que  el  Juagado  ean- 
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le^at  de  que  los  pleitos  deben  filiarse  según  lo  alegado  j  probado,  y 
etpeciilmente  teniendo  en  eoeota  esas  leyes,  y  qoe  los  demandados  no 
habían  hecho  la»  proebasqae  les  incumbía,  resultando  infringidos  al 
no  ser  aplicados: 

4^  Los  artícnlos  218  y  siguientes  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  y  el  476  en  su  caso,  de  la  nueva,  disponiendo  qae  lo  pedido 
en  la  demanda  debería  haber  sido  objeto  de  diligencias  para  cumpli- 
miento de  lo  convenido,  y  no  de  un  juicio  ordinario,  porque  conformo 
á  dichos  artículos,  la  Sala  debió  mantener  la  reserva  de  derechos  he- 
cha por  el  Juzgado,  en  vez  de  rechazarla  como  lo  hizo  terminante- 
mente: 

5®  La  ley  1%  tít.  f  O,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el  ar- 
tículo 818  ya  nombrado  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  al  ce- 
lebrarse el  acto  de  conciliación  de  1876,  según  las  cuales  las  obligario- 
nes  deben  cumplirse  como  se  pactaron,  y  lo  establecido  en  acto  de  con- 
cilÍHCión  tiene  la  misma  fuerza  que  una  ejecutoria,  se  ha  cometido  esta 
infracción,  porque  obligado  Berro,  ^egún  dicho  acto  de  coneiliaeión^  & 
justiScar  la  cansa  por  que  no  entregaba  la  acción  de  la  mina  «Buenos 
Amigos,»  y  no  habiendo  cumplido  su  obligación,  puesto  que  no  habían 
hecho  \o9  áem9íj)á^á os  ninguna  jus (i fieaeión  en  este  sentido,  debía  da 
habérseles  condenado  á  la  entrega  de  la  referida  acción  de  mina,  ó  á  la 
indemnización,  en  so  defecto,  de  daños  y  perjuicios  pedida  en  la  de- 
ruanda,  y  procedente  también  con  arreglo  al  principio  jurídico  esta- 
blecido en  armonía  con  las  leyes  t3  y  35,  tít.  ii,  Particla  5^,  y  3%  tita* 
lo  14,  Partida  3*,  de  que  las  obligaciones  de  dar  ó  de  hacer  se  resuelven 
por  la  de  indemnizar  daños  y  perjuicios;  leyes  y  principio  que  asimis- 
mo resultan  mfringidos  por  ese  concepto  de  no  haber  sido  aplicados: 

6°  Las  leyes  <•  y  í*,  til.  U,  Partida  3*  y  demás  citas  de  la  infrac- 
ción 3",  por  lo  que  hace  á  la  misma  acción  de  mina,  porque  aun  no  exis- 
tiendo la  obligación  contraída  por  Berro  en  el  acto  conciliatorio,  in- 
cumbe á  él  ó  sus  derechohabientes  probar  que  no  tenían  la  referida  ac- 
ción; esta  prueba  no  competía  al  actor  porque  es  un  hecho  que  Berro, 
como  albacea  y  partidor  de  los  bienes  de  D.  Antonio  Pérez  Steia,  había 
incluido  en  el  inventario  el  importe  de  la  acción,  de  manera  que  tenía 
la  lámina  entre  los  antecedentes  de  la  testamentaría,  y  por  lo  tanto, 
para  libertarse  de  la  entrega  pedida  por  el  demandante,  debía  haber  jus¿ 
tincado  que  esa  lámina  había  salido  de  su  poder  y  el  destino  que  le  ha- 
bU  dado,  sin  que  nada  tuviese  que  demostrar  la  demandante,  paesto 
que  se  limitaba  á  negar  haberla  recibido; 

7^  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  48  de  Abril  de  1884  y 
la  doctrina  resultante  de  ella  y  de  otras  varias,  de  que  la  apreciación  da 
la  buena  ó  mala  fe  ó  temeridad  de  los  litigantes  tienen  siempre  qoe  li- 
mitarse con  arreglo  á  la  ley  8%  tit.  29,  Partida  3^  al  vencido  enjuicio; 
infringidas,  porque  no  debiendo  ser  vencida,  sino  vencedora  la  deman- 
dante, según  resulta  de  los  anteriores  fundamentos,  tampoco  debía  ha- 
ber sido  condenada  en  todas  las  costas,  como  ha  fallado  la  Sala  de  la 
Audiencia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gnllón: 
Considerando  que  por  la  sentencia  de  5  de.Noviembre  de  4879,  con- 
sentida por  las  partes,  el  Juez  de  primera  instancia,  en  vista  de  las 
cuentas  presentadas,  aunque  fuera  de  tiempo,  por  D.  Santiago  Berro, 
de  la  liquidación  que  al  impugnarlas  formó  Doña  Angélica  Mena  Zela 
y  de  lo  que  ambos  interesados  alegaron  y  probaron  en  el  cerrespon- 
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Beenrao  de  eaMieMn  (ti  diMayodei%%i) Sala  primera.^ 

Pbbvbnción  DBLiaiGioDBTESTAirBiiTARÚ.— No  ht  lúgtral  intarpoet  O 

Sor  Doíu  TerefA  Hibalu  ooH  Do&t  EoríqneU  Lauda baro  (AndieDeia  dé 
areelona),  y  se  reso'elva: 

1^  Qn4  iegúíí  lo  diijmisío  én  $1  orí.  1039  dé  la  lef/  d§  EfrfnieiamUn' 
to  civil,  iólo  á  los  loTédirot  voluntarioi  y  Ugatarioi  dé  parto  alicwota 
fluido  prohibir  $1  testador  ta  formación  d$l  fuieio  voluntario  do  testar 
moníaria;  y  ño  siendo  la  demandante  heredera  voluntaria  de  su  padre, 
sino/ortosa,  no  le  alcanta  la  prohibición  contenida  en  el  testamento  de 
éste;  por  cuya  raaon  la  sentencia  que  declara  prevenido  el  juicio  no  f«- 
fringe  la  ley  5*,  tit.  33,  Partida  l\  ^ue  dispone  que  las  palabras  del 
testador  deben  ser  entendidas  llanamente  asi  como  ellas  suenan^  ni  la 
voluntad  del  testador,  ni  la  doctrina  legal  derivada  de  las  sentencias 
del  Tribunal  Supremo^  conformo  á  las  cuales  la  voluntad  de  los  testado 
res  cuando  es  posible,  honesta  y  legal,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  conforme 
con  las  prescripciones  de  la  moral  y  del  derecho,  sin  que  las  palabras 
ompUadas  para  su  manifestación  se  presten  á  ambigüedad  ó  dudas,  de^ 
be  ser  observado  y  aplicada  por  todos  sus  causahabicntes,  por  los  Tribus- 
nales  y  por  los  de  cualquier  modo  encargados  de  su  ejecución  como  ley 
especial  suprema  é  inviolable,  norma  y  regulador  para  la  resolución  de 
cuantas  cuestiones  y  diferencias  se  susciten  relacionadas  con  dicho  vo 
Imntad;  porque  ni  se  ha  suscitado  duda  aesrea  del  signijtaado  y  alcance 
de  las  cláusulas  del  testamento,  ni  la  voluntad  del  tentador  en  él  con* 
tenida  puede  llegar  á  establecer  válidamente  lo  que  la  ley  no  le  permite; 
7t^  Que  tampoco  infringe  el  art.  1046  ¿f  ¿b  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  ni  el  4039,  porque  aparte  de  la  prohibición  del  testador  deque  su 
testamentaria  se  interviniese  judicialmente,  no  dictó  en  su  teetamento 
.  regla  ninguna  especial  que  altere  las  establecidas  por  la  lew  de  Bt^ui- 
damiento  para  la  formación  del  juicio,  limitándose  en  orden  al  inven 
torio  á  consignar  eqne  en  el  cajón  de  su  mesa  se  encontraria  un  estado 
de  valores  de  su  puno  y  letra  que  se  consignarla  en  el  inventario  que  so 
formase  para  que  constase  la  esHetencia  y  eerteaa  de  sus  bienes  mué 
bles^ii  cuya  disposición  puede  y  debe  cumplirse  dentro  del  juicio  volun-- 
torio  promovido,  en  el  cual  la  demandante  no  ha  perdido  ni  podido  per^ 
dar  su  carácter  de  heredera  forzosa,  por  más  que  no  haya  reclamado  su 
Ugiíima,  limitándose  á  cobrarla  pensión  mensual  señalada  por  su  padre. 
En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Mayo  de  1884,  en  loa  antoa 

Sao  ante  Noa  penden  en  Tírtod  de  reeorio  de  casación  por  infracción 
e  ley,  segnidoa  en  el  Jnigado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pi- 
no de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Aodiencia  del 
mismo  territorio  por  Doña  Enriqueta  Landabaro  y  Ribalts,  casada  coa 
D.  Antonio  Astorqala,  Tecina  de  Bilbao,  representada  por  el  Procora- 
<lor  D.  Pablo  Soler,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Joaquín  Yái- 
qnex,  con  Doña  Teresa  Ribalta,  vinda  de  D.  Francisco  Landabaro,  ve- 
ciña  de  San  Gervuio  de  Casólas,  representada  y  defendida  por  el  Pro- 
dorador  D.  Antonio  Mingaei  de  la  Puente  y  el  Licenciado  D.  Florencio 
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Jurares  Osorío,  sobre  jaieio  de  tetUmenUría  del  D.  Praneiieo  Landa- 
taro: 

RetoUaDdo  qoe  en  t9  de  Setiembre  de  488S  D.  PraDcisco  Laadabaro 
o(org6  testamento,  en  el  que  nombró  albacea  ejeentora  á  aa  esposa 
Doña  Teresa  Ribalta,  la  qne  después  de  ocarrído  el  fallecimiento  del 
otorgante  formalisaría  inventario  de  todos  sos  bienes,  áeayo  fin  eoeoa- 
traría  en  el  cajón  de  so  escritorio  un  estado  de  los  valores  en  papel  fir- 
mado por  él  á  fin  de  qoe  se  estimase  en  el  inventario  qoe  otorgara 
para  qoe  constasen  la  existencia  y  certesa  de  kos  bienes  rooebles;  y  qoe 
como  coDsecoencta  de  esto,  procediera  á  realisar  en  metálico  coando 
fsese  la  ocasión  oportuna,  los  valores  en  papel  aoe  dejara  en  el  día  de 
-SQ  moerte,  coya  cantidad  ae  colocaría  en  on  establecimiento  de  crédito, 
para  aplicarla  á  la  adquisición  de  algona  finca  ó  en  debitorio  con  bipo- 
teea  en  las  debidas  segoridades,  nombró  Administradores  y  consejeros 
de  ss  esposa  para  qoe  interviniesen  en  todos  los  actos  qoe  ésta  practi- 
case referentes  á  los  intereses,  á  D.  Domingo  Doelo  y  D.  Fernando  de 
¿Qmeu,  y  á  D.  Emiliano  de  Olano  y  D.  Ramón  de  Radiola,  estos  dos 
últimos  para  loa  bienes  qoe  existían  en  Yiscaya;  legó  á  so  bija  Dofia 
Seriqueta  durante  la  vida  de  su  esposa  la  pensión  mensual  de  400  peae- 
tu,  y  para  el  naso  de  que  reclamase  la  legítima,  señaló  por  tal  concep- 
to la  suma  de  50.000  pesetas  cesando  la  pensión  cuando  cobrase  dicba 
soma;  y  para  el  caso  de  no  conformarse  con  la  cantidad  fijada  por  legí- 
tima, era  su  voluntad  qoe  finado  el  usofrocto  legado  á  su  esposa,  sólo 
perciba  la  mitad  de  los  frutos,  y  la  otra  mitad  restante  se  acumulase  al 
capital  en  intereses  de  sus  nietos;  en  todos  los  demás  muebles  é  inmue- 
bles instituyó  heredera  soya  universal  vitalicia  á  su  hija  Enriqueta 
Laadabaro  y  Ribalta,  la  coal  entraría  en  la  posesión  de  sos  bienes  fina- 
do qee  fuese  el  osufrocto  legado  á  so  esposa,  con  la  condición  empero 
de  goaar  los  frutos  de  so  herencia  en  la  forma  dispuesta;  y  prohibió 
terminantemente  la  formaci(^n  del  juicio  de  testamentaría  y  de  todo  otro 
expediente  ó  juicio,  aunque  en  su  patrimonio  y  bienes  interesasen  me- 
.  Bores,  ausentas  ó  incapacitados,  puea  era  su  voluntad  que  todos  los  ac- 
tos referentes  á  sus  bienes  se  ejecutasen  sin  intervención  judicial  por 
SQ  eiposa  Doh^  Teresa  Ribalta: 

Resultando  qoe  en  6  de  Octubre  de  f  882  el  mismo  D.  Francisco  Lan- 
dabaro  otorgó  codicilo  facultando  á  so  esposa  para  que  con  interven 
«ion  del  Administrador  ó  Administradores  nombrados  en  tesumentos 
y  de  ana  persona  de  su  confianza  pi^diera  vender  las  fincas  que  poseía 
en  la  ciudad  de  Barcelona,  para  invertir  su  producto  en  bienes  que  ra- 
dicasen en  la  provincia  de  Yiscaya,  según  conviniera,  ó  aplicarlo  en 
otr<(s  fincas  ó  valores  de  los  más  slguros  que  sean  más  ventajosos  en  la 
ciudad  de  Barcelona  ó  en  sos  inmediaciones;  nombró  Administrador  á 
0.  Pablo  Parellada  en  lugar  de  D.  Domingo  Doelo,  y  disposo  qoe  su 
hijo  político  D.  Antonio  de  Astorqoia  y  Olano  como  otro  de  los  Admi- 
nistradores ó  consejeros,  entre  los  coaíes  so  esposa  podría  elegir  el  qoe 
lebiese  servirla  más  inmediatamenie,  podiendo  cambiarlo  á  su  voluntad 
mando  quisiere: 

Resaltando  qne  fallecido  el  D.  Francisco  Landabaro  en  13  del  refe- 
ido  mes  de  Octubre  de  1882,  en  5  de  Febrero  de  1883  Doña  Enriqueta 
Landabaro  y  Ribalta  de  Astorqoia  con  aprobación  de  su  marido  promo- 
vió prevención  del  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  su  padre  Don 
Francisco  Landabaro,  exponiendo  al  efecto,  entre  otras  consideraeio- 
ss,  qoe  al  prohibir  el  juicio  de  testamentaría  no  sntorisó  á  su  esposa. 
TOMO  55  17 
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ni  á  nadie  para  praetiear  privadamente  lodat  laioperaeíonei  de  la  mis- 
ma; qoe  la  heredera  demandante,  no  sólo  por  lo  qne  á  ella  atañe,  tino» 
también  por  el  interéi  de  ana  bijoa  llamados  á  dltioQo  término  á  la  aa-> 
cesión,  está  en  el  eaao  de  promover  por  todos  los  medios  lícitos,  qne  se 
conserve  Incólome  la  herencia  dejada  por  sa  padre,  y  qoe  la  voluntad 
de  éste  se  compla  respetándose  an  espirito  sin  tergiversacionea  de  nin- 
gona  clase  y  sin  perjuicio  alguno  para  aqoelloaá  quíeneaqniso  favore- 
cer; aue  la  prohibición  de  la  testamentarla  por  él  testador  no  obligab«r 
á  loa  herederos  forzosos  lino  solamente  á  los  voluntarios,  y  aue  los  hi- 
ioa  son  considerados  herederos  forzosos  de  sus  padrea,  y  pidió  se  hu- 
biese por  prevenido  el  juicio  voluntario  de  la  testamentaría  y  se  mao^ 
dase  citar  para  él  en  forma  á  Doña  Teresa  Ribalta  como  cónyuge  sobro* 
viviente,  y  se  acordase  la  intervención  del  caudal,  bajo  el  concepto  ám 
hacer  necesarioa  loa  inventarios  judiciales  y  se  ordenase  q9e  luvieran 
logar  éstos  dentro  del  término  de  ocho  días,  dando  comisión  para  ello 
al  actuario: 

Resultando  que  en  providencia  de  \Z  de  Febrero  de  l8S3se  tuvo- 
por  prevenido  el  juicio  de  testamentaría  mandando  citar  á  Doña  Teresa 
Ribalta,  decretándose  la  intervención  del  caudal,  pero  limitada  á  formar 
judicialmente  loa  inventarios  comisionando  al  actuario  para  empezarla 
dentro  de  ocho  diaa: 

Resultando  que  hecha  la  citación  á  Doña  Teresa  Ribalta  compareció" 
pidiendo  reposición  del  proveído  de  i 3  de  Febrero  para  lo  qoe  expaao: 
que  en  vista  del  testamento  de  su  difunto  esposo  era  indudable  qua 
sólo  la  alegante,  asistida  de  uno  de  los  Administradores,  debía  practi- 
car los  actos  de  la  testamentaría;  que  los  herederos  son  los  nietos  alii 
que  pueda  intervenir  la  Doña  Enriqueta  durante  el  uaofrocto  legado  á- 
Doña  Tereaa  Ribalta;  que  ésta,  después  de  resuelta  en  jqíoío  de  amigad- 
bles  componedores  una  liquidación  de  cuentas  entre  so  difunto  espoáb 
y  D.  Fernando  Znmeta,con  la  intervención  de  la  persona  deaignada  por 
D.  José  Antonio  Olano,  apoderado  de  Doña  Enriqueta  Landabaro  por- 
que afectaba  á  la  herencia,  procedió  á  formalizar  el  inventario  ante . 
Notario,  y  ultimado  pasó  á  la  liquidación  del  impuesto  de  derechos- 
reales,  como  así  lo  acreditaba  el  documento  de  pago  qne  acompañaba;, 
qne  de  lo  expuesto  se  deducía  que  no  procedían  las  diligencias  de  in- 
ventario que  se  pedían  por  la  prohibición  absoiota  de  que  intervenga 
la  hija  durante  el  usufructo  de  Doña  Teresa  Ribalta,  porque  se  compíu 
con  la  voluntad  del  teatador«  y  ^pr  último,  porque  los  inventarioa  sa 
han  formado  con  intervención  del  Administrador  Zumeta,  y  es  ridículo- 
que  se  practiquen  de  nuevo,  y  pidió  ae  repusiese  dejando  sin  efec- 
to la  providencia  del  13  de  Febrero;  por  la  que  se  da  por  prevenido  el^ 
juicio  voluntario  de  testamentaría  de  D.  Francisco  Landabaro  con  im- 
posición de  las  costas  á  la  otra  parte;  y  oída  Doña  Enriqueta  Landabaro* 
que  impugnó  el  recurso,  el  Joez  por  |tuto  de  6  de  Marzo  de  1883,  re- 
poso la  providencia  da  13  de  Febrero  dejando  sin  efecto  cuanto  en  \%^ 
misma  se  aeordó;  reservando  su  derecho  á  Doña  Enriqueta  Landabaro- 
para  que  si  le  conviniese  lo  utilizase  en  tiempo  y  forma: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  Doña  Enriqueta  Landa- 
baro interpuso,  la  Sala  aeganda  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  6  da- 
Julio  de  1883,  revocó  el  expresado  auto  apelado  declarando  qoe  no  ha- 
bía lugar  á  la  reposieión  pedida  por  Doña  Tereaa  Ribalta  de  la  provi- 
dencia de  13  de  Febrero  de  188S,  la  cual  se  dejaba  subsistente,  teniéa* 
dose  por  prevenido  el  juicio  de  teatamentaría  de  dicho  D.  Fraoeiaco» 
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Lsodabaro  en  la  forma  y  eoo  las  limitaciones  qne  en  la  misma  se  dis- 
ponían: 

Resultando  qne  Do&a  Teresa  Ribalta  y  Bfonge  interpuso  recurso  do 
caución,  por  haberse  en  sa  concepto  infringido: 

1^  La  ley  5*,  tít.  33,  Partida  1\  en  el  concepto  de  qne  habiendo  Don 
Francisco  Landabafo  prohibido  tertninaníemenU  en  sn  testamento  de 
S9  de  Setiembre  de  I88t,  ratificado  en  codicilo  de  6  de  Octubre  del 
mismo  año  con  palabras  expresivas  de  volontf^d  que  no  dejan  lugar  á 
duda  alguna,  la  formación  de  juicio  de  testamentaría  y  de  otro  al- 
guno ó  expediente,  aunque  en  su  patrimonio  y  bienes  interesasen 
menores,  ausentes  ó  incapacitados^  pues  quería  que  todos  los  actos 
referentes  á  lus  bienes  se  ejecutasen  sin  interyeiición  judicial  por  su 
esposa  Doña  Teresa  Ribalta,  á  la  qne  nombraba  heredera  nsofructuaria 
y  TitalicU  de  todos  sus  bienes  presentes  y  futuros,  y  albacea  ejecutoria 
de  las  disposiciones  de  aquellos  testamento  y  codicilo,  con  expreso  en- 
eareo  de  que  formalisase  el  inventario  de  los  respectivos  bienes,  á  cu- 
yo nn  encontraría  en  el  cajón  de  su  escritorio  un  estado  de  valores  fir- 
mado de  su  puno  y  letra,  oue  se  continuaría  en  el  inventario  que  se 
otorgase  para  que  constara  la  existencia  y  certeza  de  tus  bienes  mue- 
bles, es  notorio  que  sin  hacer  una  inteligncia  errónea  de  tan  claras  y 
explícitas  palabras,  no  directa,  sencilla  y  llana  como  la  citada  ley  pre- 
▼iene,  y  sin  quebrantar  además  la  voluntad  del  que  las  profirió,  ley 
•uprema  en  la  materia,  no  ha  podido  estimarse  como  la  sentencia  re- 
corrida lo  ha  hecho  la  solicitud  de  Doña  Enriqueta  Landabaro,  respec- 
to á  promover  el  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  su  padre  y  for- 
mar judicialmente  el  inventario  de  los  bienes  relictos  á  sn  óbito: 

V  La  Yoluntad  de  D.  Francisco  Landabaro  en  su  testamento  y  eodi- 
eilo,  y  la  doctrina  legal  admitida  y  consignada  por  las  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo  de  8,  9  y  sa  de  Octubre  y  27  de  Diciembre  de 
1869,  3  y  7  de  Enero  y  9  de  Julio  de  1874,  7  de  Marco,  22  de  Mayo  y 
n  de  Julio  de  4876,  8  de  Marzo  de  1877,  I""  de  Abril  de  1879.  22  de 
Mayo  y  9  de  Octubre  de  1880,  29  de  Abril  y  26  de  Setiembre  de  1881 
7  otras  muchas,  conforme  á  las  cuales  la  voluntad  de  los  testadores 
ovando  es  posible,  honesta  y  legal,  ló  lo  que  es  lo  mismo^  conforme 
eon  las  prescripciones  de  la  moral  y  del  derecho,  sin  que  las  palabMS 
empleadas  para  su  manifestación  se  presten  á  ambigüedad  ó  dudas, 
debe  ser  observada  y  aplicada  por  todos  sus  causahabientes,  por  los  Tri- 
bunales y  por  los  de  cualquier  modo  encargados  de  su  ejecución  como 
ley  especial  suprema  é  inviolable,  norma  y  regulador  para  la  resolo- 
eión  de  cuantas  cuestiones  y  diferencias  se  susciten  relacionadas  en  di- 
cha voluntad;  que  es  precisamente  lo  que  ha  dejado  de  hacerse  en  la 
sentencia  recurrida  al  mandar  preyenir  el  juicio  voluntario  de  testa - 
mentaría  de  D.  Francisco  Landabaro,  y  formalizar  el  inventario  judi- 
cial de  sus  bienes,  contra  su  Yoluntad,  detallada  ya  en  el  primer  moti- 
▼o,  revestida  de  toiu  lu  enunciadas  circunstancias  de  claridad  y  pre- 
cisión, legalidad,  etc.,  etc.,  y  sin  embargo  infringida  como  la  ley,  doc- 
trina legal  y  jurisprudencia  invocadas,  respetables  lo  mismo  conforme 
á  lasHeyes  de  Castilla,  que  á  las  Romanas  del  Código  y  Digesto: 

3^  El  art.  1046  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  disponien- 
do que  si  el  testador  establece  reglas  distintas  de  las  ordenadas  ^n  la 
misma  ley  para  el  inventario,  avalAo  y  liquidación  de  sus  bienes,  los 
herederos  forzosos  deben  subordinarse  á  ellas  si  no  resultaban  perjudi 
cados  ó  gravados  en  sus  legítimas;  que  estando  prohibido  rotundamente 
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por  D.  Fr&nr.isco  Landabaro  respecto  á  sos  bienes  la  formación  del  joieio 
▼olontario  de  tesiameniaría  del  qoe  son  parte  las  operaciones  de  inyen* 
Urio,  y  prevenido  que  éste  y  todo  se  hiciese  por  sa  esposa,  heredera  y 
•Ibacea  Doi^a  Teresa  Ribaita  extrajadicialmente,  sin  sujeción,  por  tanto, 
aquellas  reglas  y  así  las  de  qne  al  otorgar  dicho  inventario  se  cooti 
nuase  en  é\,  como  lo  ha  hecho  Doña  Teresa,  el  qne  se  hallaría  firmado 
de  su  puño  y  letra  en  un  cajón  de  su  escritorio,  y  no  habinndo,  por  úl- 
timo, alegado  y  muchp  menos  probado  Doña  Enriqueta  Landabaro,  ni 
intentado  siquiera  en  forma  alguna  probar  la  inexactitud  de  que  por 
atenderse  á  aquella  prohibición  y  adoptar  esta  regla  prescindiendo  de 
las  de  la  ley,  resultó  perjudicada  y  gravada  en  la  legitima  que  subsi- 
diariamente se  la  señaló,  es  de  toda  evidencia  que  sin  infringir  el  indi 
cado  artículo  que  perfectamente  armoniza  con  la  voluntad  del  D.  Fran- 
cisco Ladabaro  atribuye  á  ésta  indiscutible  eficacia,  no  se  ha  podido 
resolver  lo  qut)  en  la  sentencia  de  6  de  Julio  de  1883  y  esto  admitiendo 
como  incontrovertible,  lo  que  no  lo  es,  á  saber:  que  a  pesar  de  lasclia- 
sulas  del  testamento  de  S9  de  Setiembre  de  1882  y  las  disposiciones  del 
derecho  vigente  en  el  principado  de  Cataluña  pueda  considerarse  á 
Enriqueta  Landabaro  qoe  no  había  reclamado  aquella  legítima  y  sí  co- 
brado la  pensión  de  400  pesetas  mensuales  que  la  legó  su  padre,  here- 
dera legítima  y  forzosa  de  éste  y  no  voluntaria: 

4**  El  art.  I0i6  en  so  párrafo  primero  y  el  1039  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  por  cuánto  atendido  su  respectivo  contexto,  y  debien« 
do  ser  considerada  Doña  Enriqueta  Landabaro  por  los  motivos  apunta- 
dos en  el  anterior  no  heredera  necesaria,  sino  voluntaria,  ni  podía  pro- 
mover el  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  su  padre  que  lo  había 
prohibido  expresamente,  ni  dejar  de  respetar  y  sujetarse  á  las  reglas 
que  dio  para  la  formación  del  inventario  de  sus  bienes,  mayormente 
cuando  como  albacea  estaba  facultada  para  hacerlo  extrajudicialmente 
y  no  poJía  omitirlo  la  h-sredera  usufructuaria  y  cónyuge  superviviente 
Doña  Teresa  Ribalta,  sin  faltar  é  lo  dispuesto  por  el  testador  de  con- 
formidad con  lo  establecido  en  el  art.  1045  de  la  repetida  ley,  la  que 
llevase  respecto  á  la  voluntad  de  los  testadores  hasta  el  punto  de  no 
ponerla  límites  como  se  ve  en  el«rt.  4044  ni  aun  en  el  caso  de  tratarse 
de  herederos  menores  é  incapacitados.  La  sentencia  recurrida,  pues,  al 
resolver  en  el  sentido  de  las  solicitudes  de  Doña  Enriqueta  Landabaro, 
habiendo  por  prevenido  aquel  juicio,  mandando  hacer  el  inventario  ju- 
dicial de  los  bienes  relictos  al  fallecimiento  de  so  padre,  y  en  suma,  re- 
solviendo la  del  cumplimiento  de  la  prohibición  y  reglas  mencionadas, 
quebranta  los  invocados  artículos  1046,  párrafo  primero,  y  1039  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  tanto  más  merecedores  de  ser  observados, 
cuanto  que  concurría  en  el  caso  la  circunstancia  prevenida  por  el  antes 
Citado  art.  i045  de  haber  persona  nombrada  para  practicar  extrajudi- 
cialmente todas  las  operaciones  de  la  testamentaría. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Mai^istrado  D.  Raimundo  Fernández 
Cuesta: 

Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1039  de  la  ley  de 
E' juiciamienlo  civil,  sólo  á  los  herederos  voluntarios  y  legatarios  de 
parte  alícuota  puede  prohibir  el  testador  la  formación  del  juicio  volun- 
tario de  leslanrientaa'i,  y  no  siendo  Doña  Enriqueta  Landabaro  herede- 
ra voluntaria  de  su  padre  D.  Francisco,  sino  forzosa,  no  ie  alcanza  la 
prohibición  contenida  en  el  testamento  de  éste,  por  cuya  razón  la  sen  - 
teucia  recurrida  no  infringe  la  ley  5%  tít.  33,  Partida  7%  que  dispone 
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qttelat  palabras  del  testador  debea  ser  entendidas  llanamente  asi  como 
ellss  suenan,  ni  la  voluntad  del  testador,  ni  la  doetrina  legal  derivada 
de  las  sentencias  qne  se  invocan  de  (os  dos  primeros  motivos  de  casa- 
ción, porqne  ni  se  ha  suscitado  duda  acerca  del  significado  y  alcance 
de  las  cláusulas  del  testamento  de  Francisco  Landabaro,  ni  la  voluntad 
de  éste  en  él  contenida  puede  llegar  i  establecer  válidamente  lo  que  la 
lej  no  le  permite: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  el  art.  1046  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  el  1039  en  los  conceptos  en  que  se  invo- 
ean  en  kos  motivos  3*  j  1^,  [lorque  aparte  de  la  prohibición  de  que  su 
testamentaría  se  interviniese  judicialmente,  el  testador  no  dictó  en  su 
testamento  regla  ninguna  especial  qne  altere  las  establecidas  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento  para  la  formación  del  juicio,  limitándose  en  or- 
den al  inventarío  á  consignsr  cque  en  el  cajón  de  su  mesa  S3  encon- 
trarla un'estado  de  valores  firmado  de  su  pufio  y  letra  que  se  conti- 
nuaría en  el  inventario  que  se  formase  para  que  constase  la  existencia 
y  certexa  de  sus  bienes  muebles,»  cuya  disposición  puede  y  debe  cum- 
plirse dentro  del  juicio  voluntario  promovido,  en  el  cual  Doña  Enrique- 
ta Landabaro,  no  ha  perdido  ni  podido  perder  su  carácter  de  heredera 
fortosa  por  más  que  no  haya  reclamado  su  legitima,  limitándose  á  co- 
brar la  pensión  mensual,  señalada  por  su  padre; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
eirso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Teresa 
Ribalu  y  Monge,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  líbrese  la  corres- 
pondiente certificación  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  del 
apuntamiento  remitido  por  la  misma. — (Sentencia  publicada  el  SI  de 
Mayo  de  1881,  é  inserta  en  la  Gaesta  de  15  de  Setiembre  del  mismo 
año.) 
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Beearso  de  easael^n  (7  d$  Mayo  d$  1881).— ^S'a/a  primara. — 
RnvniDicAcióiv  de  fincas.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Pedro 
Luengo  y  consortes  con  D.  Enrique  Maldonado  (Audiencia  de  Madrid), 
y  se  resuelve: 

1°  Que  í%  la  Sala  senUneiadora,  apreciando  en  conjunte  lat  firuedas 
documentales  y  testificales  traídas  al  juicio  ror  el  demandante^  ha 
declarado  en  uso  de  sus  peculiares  facultades  úue  ha  demostrado  enm- 
pUdamente  su  dominio^  base  fundamental  de  la  demanda  reivindica- 
loria  interpuesta  contra  los  recurrentes  en  concito  de  meros  detenta- 
dores  de  las  tierras  en  cuestión,  como  que  no  ostentan  en  sus  excepcio- 
nes titulo  alguno  relativo  á  la  propiedad  ni  siquiera  al  carácter  de 
arrendatarios,  toda  vez  que  espontáneamente  se  desprendieron  de  él  en 
i,  aunque  sin  devolver  las  fincas  arrendadas;  y  ha  declarado  tam- 
I  la  Sala  por  los  mismos  fundamentos  la  obliaación  que  los  deman^ 
Qs  tienen  de  devolverlas  eon  su  respectiva  cabida  según  la  relación 
entregaron  y  que  sirvió  de  base  para  las  informaciones  posesorias 
ritas  en  el  Begistro  de  la  propiedad^  apreciadonee  contra  las  que 
«  ha  producido  la  inica  impugnación  que  consiente  el  n4m,  T 
art,  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil:  la  sentencia  que  esti^ 
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«ttf  la  d$manda  »o  infringe  U$  Uyu  y  doctrina$  sobn  la  déjlnieión  del 
dominio  y  la  numera  Ugal  dejuiti/icarlo,  ni  tampoco  las  qu$  oitabloctn 
la  forma  en  que  hsjlneae  te  han  de  restituir  i  su  dueño: 

t^  Que  tampoco  $e  infringe  la  ley  40,  tit.  t*  de  la  Partida  3\  ni 
el  art,  5t4  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  porque  como  se  injiere  de  lo 
ewpuetto  y  lo  declara  además  la  sentencia  en  sus  considerandos,  la  de- 
manda contiene  los  requisitos  indispensables  para  su  admisión  y  pro  - 
greeo,  sin  que  se  haya  probado  ni  intentado  siquiera  lo  contrario; 

73^  Que  habiéndose  limitado  la  condena  en  las  dos  instancias  al 
s^no  de  los  frutos  producidos  por  las  fincas  deede  1 876,  han  sido  con 
sentidos  los  fallos  en  esos  términos  por  el  demandante^  único  á  quien 
podía  afectar  la  omisión  tácitamente  significativa  de  la  desestimación 
del  abono  de  perjuicios,  y  por  consiguiente,  ni  entraña  infracción  al- 
gwna  legal,  ni  incumbe  alegarla  al  demandado  como  favorecido  por  ella^ 

Ea  U  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Mayo  de  1884,  en  el  pleito 

Íiendiente  tnte  Nos  en  Yirtnd  de  recarso  de  eaaación  por  infracción  de 
ey,  Manido  en  el  Jugado  de  prioaera  instancia  de  Segovia  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  esta  capital  por  D.  Enrigoe 
Maldonado  y  Carvajal,  representado  por  el  Procurador  D.  Antonio  Ara-  - 
na  y  Morayta,  y  defendido  por  el  Doctor  D.  Germán  Gamaio,  con  Don 
Pedro  Luengo  Andrés,  Marcelino  Lnengo  Saos,  Víctor  Hernán  Gómes« 
Isabel  de  la  Puente  Luengo,  viuda  de  Donato  Callejo,  Juan  de  Nicolás 
Oocejá,  Lope  de  Prados  Galíndo,  Francisco  Velasco  Manso,  Narciso 
de  Frutos  Luengo,  Mariano  Hdrraní  Manso,  Juan  de  Benito  Luengo, 
Luis  Herni^n  Gomes  Velasco,  Pedro  Luengo  Benito,  Pedro  de  Andrés 
Hernán  Gómez,  Celedonio  Perlado  Manso,  Justo  Benito  Manrique,  Be- 
nif^no  Hernán  Manso,  Julián  Callejo  de  Andrés,  Victoriano  Nicolás  Ca- 
llejo, León  .Luengo  de  Andrés,  Ensebio  Manso  Saáres,  Fausto  Benito 
Luengo,  Felipe  Saní  Hernán  Gomes,  Román  Segovia  Benito,  Francisco 
de  Andrés  Rincón,  Tomás  Manso  Luengo,  Ciríaco  Cuadrado  Manso, 
Eugenio  Luengo  Manso,  Luciano  Benito  Hernán  Gómez,  Francisco  Pé- 
rez Casado,  Celestina  Luengo  Manso,  Diego  Alvares  Hieva,  Gregorio 
Soldado  Cuadrado,  Patricio  de  Andrés  Benito,  Isidro  Manso  Callejo, 
José  Sanz  Benito,  Francisco  Juárez  Zamarro,  Crisanta  Llanas  Asenjo  y. 
Bruno  Casado  Herrán,  representados  por  el  Procurador  D.  José  Arana 
y  Morayta,  y  defendidos  por  escrito  por  eí  Licenciado  D.  Cristino  Mar- 
tos,  y  en  el  acto  de  la  vista  por  el  letrado  D.  Gabriel  Serrano,  sobra 
reivindicación  de  fincas: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Chacón  y  Mej(a  y  Doña  María  José 
Avendafto  y  Vargas,  Condesa  viuda  la  una,  y  actual  á  la  sazón  la  otra 
de  los  Villares,  otorgaron  escritura  en  la  ciudad  de  Segovia  á  28  de 
Mayo  de  1801  para  liquidar  y  fijar  todas  las  rentas  que  producían  los 
mayorazgos  y  vineutaeiones  que  poseyó  D.  Martín  Avendano  y  Var- 

Sas,  comprendiendo  en  ellas  el  mayorazgo  titulado  de  Lobones,  fuñ- 
ado por  D.  Francisco  de  Cáceres  y  sus  agregaciones,  al  eual  corres- 
pondlsn  primeramente  205  fanegas,  un  celemio  y  un  cuartillo  de  trigo 
é  igual  porción  de  cebada,  que  pagaban  los  renteros  del  lugar  de  Onta- 
fianes  por  las  heredades  de  aquel  término  y  el  de  Lobones,  así  como 
cuatro  fanegas  de  trigo  y  otras  tantas  de  cebada  que  pagaba  el  rentero 
y  casero  de  Lobones  por  las  heredades  que  labraban,  y  189  fanegas  de 
trigo,  otras  tantas  de  cebada  y  480  rs.  en  dinero  que  pagaban  los  ren- 
teros del  lugar  de  Valsees  y  término  de  San  Medel  por  heredades  y 
putos,  ssí  como  de  los  censos  que  pegaba  el  Marqués  de  Zifra: 
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Rdsalundo  qae  por  escritara  de  1®  de  Setiembre  del  mismo  año  de 
't 80 1,  Doña  Josefa  Afendaño  otorgó  escritara  reeoaoeiendo  á  D.  Yi- 
•«ente  Maldonado,  Harqaés  da  Castellanos,  como  inmediato  sacesor  na 
«1  referido  mayorazgo  de  Cáceres,  litolado  El  Lobone;  y  en  31  de  Mar- 
so  de  1815  fné  dada  á  dicho  Mirqnés  posesión  del  jnismo: 

Resaltando  qoe  en  28  de  Diciembre  de  1861,  el  apoderado  del  Bf  ar- 
ques de  Castellanos  en  Valsoca  otorgó  escritara  de  arrendamiento  de 
▼anas  tierras,  sitas  en  dicho  pneblo  y  entradizas  en  los  términos  de 
Zamarramala  y  Eaoinillas,  qae  componían  la  mitad  del  término  llama- 
do de  San  Medel,  propio  del  referido  Marqoés,  compaesto  de  645  obra- 
das y  nn  cuarto  de  tierra  labrantUs,  con  los  pastos  y  abrevadero  de 
los  prados  y  egidos  qae  estaban  por  dividir  coa  los  herederos  de  D.  Ju- 
lián Carrillo,  asi  como  los  pastos  de  la  haerta  y  los  del  egiio  qae  esta- 
ba junto  á  la  iglesia,  de  dos  obradas,  cayo  arrendamiento  tomaban  por 
«spacio  de  ocho  años,  que  terminarían  en  San  Bartolomé  de  Agosto 
de  f87l  Miguel  Callejo  y  otros  varios  vecinos  de  Valseca,  coa  las  con- 
diciones, entre  otras,  de  que  habían  de  satisfacer  anualmente,  685  fa- 
negas de  pan  mediado,  trigo  y  cebada,  gastos  de  escritura  y  eontribu* 
eiones  ordinarias;  que  sería  desahuciable  la  escritara  de  cuatro  en 
^oatro  años,  no  podiendo  ningún  rentero  ceder  ó  traspasar  las  tierras 

2ae  llevase  en  arrendamiento  sin  permiso  del  Marqués,  y  qae  por  falta 
e  pago  en  el  día  estipolado  podrían  ser  ejecutadas  por  el  Administra- 
dor de  aqoél  ante  el  Juzgado  del  partido: 

Resaltando  que  D.  José  Maldonado  Aceves,  Marqués  de  Castellanos, 
falleció  en  Salamanea  el  día  25  de  Diciembre  de  1871,  y  practicada  la 
diyisión  de  sus  bienes  entre  sa  viuda  y  sus  cuatro  hijos,  en  U  hijuela 
qo«  se  formó  á  su  hijo  D.  Cnriqae  Mildonado  y  Carvajal  se  le  adjudi- 
caron diversas  propiedades,  y  entre  ellas  las  tierras  que  componían  el 
término  de  San  Msdel,  compuestas  de  373  fincas  de  tierras  labranlíiS 
coa  645  obradas  y  un  cuarto  de  cabida,  varios  prados  y  egidos  que  se 
dallaban  por  dividir  con  los  herederos  de  D.  J alian  Ctrrillo,  y  una  huer- 
ta y  egido  que  estaba  janto  á  la  iglesia,  que  antes  fué  era,  adjudicacióa 
de  que  fué  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Segovia: 

Resultando  que  Frutos  VAllejo  Rincón  y  otros  49  vecinos  del  lugar 
de  Bormuy  de  Porreras,  por  sí  y  con  caución  que  expresaron  tener  de 
Francisco  Gaerrero  González  y  otros  tres  más  de  sus  convecinos,  otor* 
garon  escritura  en  la  ciudad  de  Sagovia  á  t\  de  Diciembre  de  1875,  ea 
la  qoe  jautos  y  de  mancomñn  coafesiron  recibir  en  renta  y  arrenda- 
miento á  pasto  y  labor  de  D.  Enrique  Maldonado  las  tierras  antes  re- 
feridas, que  componía  la  mitad  del  término  titulado  de  San  Medel  por 
espacio  de  seis  años,  con  las  condiciones  de  que  el  arrendador  D.  En* 
riqne  Maldooado  había  de  darles  deslindadas  á  su  costa  las  fincas  obje- 
to del  arriendo,  sin  perjuicio  de  ayudarle  los  arrendatarios  con  los  do- 
«amentos  obrantes  en  el  Archivo  de  su  pneblo,  y  conciirriendo  además 
dos  de  ellos  sobre  el  terreno  para  señalar  y  entregarse  de  cada  una  de 
las  fincas  según  se  fueran  deslindando,  empezando  á  contarse  el  arrien- 
án  desde  el  día  en  que  ios* colonos  las  recibieran  deslindadas  y  dentro 
término  de  dos  meses  en  que  esto  tuviera  lugar,  presentarían  al 
ninistrador  de  Maldonado  una  relación  exacta  de  todas  ellas,  con 
nombres  de  los  sujetos  que  las  hubieran  recibido,  y  oon  expresión 
las  que  á  cad^  una  correspondiesen  firmada  por  todos: 
Resultando  que  en  26  de  Abril  de  1875  comparecieron  ante  el  ano- 
ado  de  D.  Enrique  Maldonado  en  la  villa  de  Garcilláu  Benigno  He- 
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rrans  y  Cipriano  Agodo,  Yecinos  de  Yaiseca,  los  tóales,  deipoét  d^ 
confereneiar  sobre  el  arriendo  del  medio  término  de  Sin  Hedel,  seobli* 

Jaron  previa  la  aprobación  de  D.  Enrique  ¿  verificar  el  arrendamiento- 
e  dicho  medio  término  bajo  las  condiciones,  entre  otras  las  sigaioD- 
les: 

4*  Qoe  los  comparecientes  por  si  y  á  nombre  de  sos  eonvecioos,  gn» 
antes  también  habían  sido  arrendatarios  del  expresado  término  de  Saa 
H edeK  la  tomarían  en  arriendo  por  la  renta  de  650  fanegas  de  pan  mo- 
diado,  trigo  y  cebada  pagaderas  en  Agosto,  satisfaciendo  además  la. 
eontriboción: 

V  Q'ie  se  obligaban  también  por  sí  y  á  nombre  de  los  damis  da- 
qoienes  tenían  poder  á  deslindar  cada  ano  por  si  las  fincas  qne  habían 
llevado  en  colonia,  expresando  so  cabida  y  linderos,  dando  cada  coai 
ooa  relación  formada  por  sí  ó  por  dos  testigos,  si  no  supiesen  firmar, 
relaciones  qne  serían  presentadas  dentro  del  año  siguiente  al  arriendó- 
lo más  tarde: 

4*  T  quedaba  al  arbitrio  de  D.  Enrique  medir  las  heredades  que  cada, 
uno  de  los  renteros  eoltivase: 

Resultando  que  D.  Enrique  Maldonado  entabló  demanda  en  íi  do 
Diciembre  de  1876  ejercitando  la  acción  común  dividendo  contra  Har^ 
eo»  de  Benito  y  otros  vecinos  del  lugar  de  Valseca  para  la  división  dal 
término  de  San  Kíedel,  los  demandados  impugnaron  la  demanda  soste- 
niendo qne  el  demandante  no  había  presentado  los  documentos  jusU- 
flcativos  de  su  derecho,  y  negando  que  el  término  de  San  Medel  fuera 
coto  redondo  y  que  perteneciera  por  mitad  á  D.  Enrique  llaldonado, 
como  heredero  del  Marqués  de  Castellanos,  y  á  los  sucesores  de  D.  Ja- 
lián  Carrillo  por  compra  al  Estado,  que  sólo  les  había  vendido  detar* 
minado  número  de  fanegas;  qoe  el  Marqués  de  Castellanos  no  babfa 
poseído  nunca  la  mitad  proíndivisa  de  dicho  término,  sino  sólo  ?69  tie- 
rras y  prados  de  qoe  biso  información  posesoria,  pero  sin  expresar  qne 
constituyeran  la  mitad  da  nini^ún  término  redondo;  que  el  certificado- 
posesorio  se  ins  ribió  en  el  Registro  como  lo  había  sido  la  escritura  de 
compra  por  Carrillo,  finca  por  finca,  independiente  entre  sí,  así  como 
lo  fué  ia  hijuela  de  Maldonado,  siendo  incierto,  por  último,  que  iosde-^ 
mandados  sólo  poseyeran  pequeñas  porciones  en  la  parte  comprada  ai 
Estado  por  Carrillo,  toda  ves  que  hs escrituras  que  presentaron  acre- 
ditaban haber  comprado  fincas  en  San  Medel  á  otros  dueños;  y  el  Jues 
de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  116  de  Diciembre  de  1878,  par 
la  qne,  considerando  improcedente  la  acción  ejercitada,  absolvió  de  la 
demanda  ¿  Marcos  de  Benito  y  consortes,  reservándoles  su  derecho 
para  que  le  utilitaran  en  otra  clase  de  inicio,  en  aclaración  de  las  fin- 
cas qoe  les  pertenecían  en  el  término  de  San  Medel,  si  así  vieren  coq-> 
venirles: 

Resultando  que  reunidos  en  el  caserío  de  Salones  en  42  de  Junio  de 
t^8l,  de  una  parte  D.  Enrique  Maldonado  y  de  otra  Cipriano  Agudo  y 
otros  vecinos  labradores  de  Yaiseca,  conferenciaron  sobre  las condicio-- 
nes  de  un  nuevo  arriendo  de  las  fincas  que  pertenecían  al  primero  en 
los  términos  de  San  Medel,  Yaiseea,  Zamarramala  y  E&^inillas,  estable-- 
ciando  las  siguientes: 

1*  Que  los  comparecientes  recibirían  cada  uno  las  fincas  que  antea 
cultivó  en  dichos  términos,  pagando  respectivamente  la  renta  que  se 
señalaba: 

S*  Que  el  contrato  se  hacía  por  cinco  años  desahnciables  dentro  de- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RIGÜRSOS  T  COMPKTKNCUS.  26$ 

Jofttrei  primeros  reipondiendo  inancomanadamente  del  pago  de  las^ 
f  en  tas: 

3*  Qq6  los  arrendatarios  se  comprometían  á  presentar  al  Ayunta- 
miento de  Yatseca  relación  de  las  fincas  que  labraban,  i  otro  igoa)  á 
D.  Enrique  ó  á  su  apoderado,  antes  que  finalisase  el  mes  de  Octabro 
siguiente:  . 

4*  Que  se  obligaban  y  comprometían  á  señalar  sobre  el  terreno  las^ 
repetidas  propiedades  á  D.  Enrique  6  quien  le  representase,  desig- 
nando la  cabida  y  linderos  que  tn?ieran  ó  pudieran  tener  si  se  varia» 
sen: 

5*  T  que  se  obligaban  igualmente  á  presentar  las  relaciones  y  bacer 
la  misma  designación  de  fincas  respecto  á  las  que  de  la  misma  pertene- 
cían, cultivasen  en  los  términos  de  Encinillas  y  Zamarramala,  bablén- 
dése  celebrado  otro  contrato  semejante  al  día  siguiente  por  el  mismo 
D.  Enrique,  D.  Gregorio  de  Antonio  y  otros  labradores  de  la  misma  ve- 
cindad, en  el  que  se  establecieron  idénticas  condiciones,  y  adhiriéndose 
al  mismo  en  14  de  dicho  mes  de  Junio  Francisco  Luengo  Benito  y  otros 
tres  más,  vecinos  de  Valseca: 

Resultando  que  D.  Enriaue  Maldonado  y  Carvajal  demandó  de  con- 
eiliación  á  los  renteros  que  habían  devuelto  las  fincas  que  respectiva- 
mente disfrutaban  y  venían  detentándolas  desde  que  terminó  el  arren- 
damiento, y  noá  los  demás  renteros,  que  reconociendo  el  derecho  del 
dueño  habían  hecho  entrega  de  la  porción  de  tierras  que  venían  labran- 
do; y  otorgados  nuevos  arriendos,  los  demandarlos  contestaron,  unos 
que  habían  firmado  ya  el  nuevo  arriendo  con  D.  Enrique  Maldonado, 
otros  que  estaban  dispuestos  á  firmarle,  haciendo  entrega,  deslindadas 
de  las  porciones  de  tierra  que  disfrutaban,  reconociendo  el  derecho  del 
dueño,  los  demás  que  lólo  son  los  contra  quien  se  dirige  este  pleito,  que 
lesera  imposible  devolver  las  tierras,  porque  hallándose  proindiviso  con 
atrás  particulares  y  especialmente  de  los  herederos  de  Carrillo  no  la» 
eonocíao  ni  podían  determinarlas,  creyendo  por  lo  mismo  que  no  labra- 
ban ninguna  de  Maldonado;  pero  que  si  así'uo  fuera  las  devolverían  des- 
de luego,  añadiendo  que  cuando  se  desahuciaron  del  arriendo  se  con* 
formó  el  dueño  con  tal  desahucio,  sin  que  expusieran  ninguna  excep- 
eión  de  entrega  de  fincas: 

Resultando  que  consignando  D*  Enrique  Maldonado  Carvajal  coma 
hechos  los  antecedentes  que  qaedan  referidos,  dedujo  en  31  de  Agosta 
de  1881  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  ejercitando  la  acción  reivin* 
dtcatoria  contra  Juan  de  Nicolás  y  consortes,  vecinos  de  Yaiseca,  para 
que  dejaran  libres  y  á  disposición  del  demandante  las  fincas  de  su  per- 
tenencia que  componían  la  hacienda  de  San  Medel,  radicantes  la  mayor 
parte  en  término  de  Yaiseca,  y  algunas  de  ellas  entradizas  en  los  térmi- 
Bos  de  Encinillas  y  Zamarramala,  que  todos  y  cada  uno  de  los  colonos 
Tenían  detentando  y  disfrotando  abusivamente  desde  la  época  en  que  se 
desahuciaron  de  ellos  como  colonos,  debiendo  entregar  dichas  fincas  á  su 
dueño  con  toda  su  cabida,  y  aclarados  sus  linderos  en  la  misma  forma 
le  la  recibieron  de  Maldonado  al  tiempo  de  otorgarse  el  arrendamiento 

la.s  mismas  en  28  de  Diciembre  de  1861 ,  entendiéndose  la  condena  de 
'  rega  del  terreno  con  abono  de  todos  los  frutos  producidos  y  debidos 

ducir  desde  el  año  1876,  en  que  se  desahuciaron  de  aquel  arriendo, 
á  la  de  daños  y  perjuicios  ocasionados  con  tal  detención  y  disfrute 

isivo,  debienlo  además  ser  condenadas  al  pago  de  todas  las  costas  y 

itos  del  juicio,  alegando  como  fundamento  de  derecho  de  su  preten- 
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«lón  qoe  el  dominio  de  la  casi  qaa  tratabide  rei vindicar «oondiotón  essn* 
cial  para  ejercitar  la  acción  qae  deducía,  lo  probaba  con  la  escritora  d« 
arriendo  de  4861,  con  el  teatimonio  de  ao  bijoela  y  con  la  eonfeaión  de 
los  miimoa  deoaandadoa  en  el  acto  conciliatorio;  qne  dicha  acción  no 
«oto  podía  ejercitarse  contra  el  que  poseia  la  ooaasino  contra  ios  qae  la 
detentaban,  y  jnstificada  por  la  escritora  mencionada  entrega  á  los  de* 
mandados  y  á  rarios  vecinos  más  de  Valaeea,  de  la  hacienda  llamada 
medio  término  de  San  Madel,  nacía  contra  ellos  la  acción  referida;  qoe* 
para  apreciar  la  detentacíAo  era  on  dato  importante  el  convenio  cele* 
brado  en  26  de  Abril  de  i 876,  el  cual  no  infundía  ona  mera  presunción 
<le  las  que  enomeraban  las  leyes  de  Partida,  sino  ona  verdadera  proeba 
escrita;  que  era  falsa  la  alegación  de  los  demandados  de  la  entrega  de 
las  tieras  en  conjunto,  por  cuanto  en  la  escritora  de  arriendo  de  1861 
«6  obligaban  los  colonos  á  no  ceder  ni  traspasar  las  tierras  de  la  hacien- 
da de  San  Medel,  que  cada  ono  por  si  llevaba  en  arrendamiento,  y  se  co- 
rroboraba con  las  obiigsciooes  suscritas  en  Loboneen  n,  13  y  ti  de  Io- 
nio de  4881,  naciendo  la  obligación  de  devolverlas  á  so  due&o  con  toda 
so  cabida  y  deslindadas  en  la  manera  que  la  recibieron;  y* que  no  era 
obstáculo  á  qne  los  colonos  de  Yalseca  cumplieran  con  so  obligacióa 
como  arrendatarios;  el  hecho  del  arrendamiento  de  1876  á  los  de  Ber- 
ro uy  de  Porreros,  pnesto  que  éstos  no  habían  llegado  á  labrar  ni  dis- 
frutar las  tierras  por  la  resistencia  á  entrenzarlas  en  la  forma  que  las  ha- 
bían vendido  los  de  Valseca: 

Resultando  que  los  demandados,  á  excepción  de  Mariano  Perlado  y 
siete  más,  impugnaron  la  demanda,  alegando  que  carecía  de  claridad  y 
precisión  en  el  modo  de  promoverla,  por  no  fijarse  cuáles  eran  los  de- 
mandados como  sucesores  de  otros,  ni  el  título  de  socesión,  defecto  qoe 
oonstitQÍa  la  excepción  dilatoria  del  número-6^  del  art.  533  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  que  utilizaba  como  perentoria;  qoe  no  era  exacto 
que  se  le  adjudicasen  fincas  separadas  en  la  partición  de  los  bienes  del 
Marqués  de  Gastellsnos,  por  ooanto  la  hacienda  de  San  Medel  se  hálla- 
la ^  proindiviso  con  los  herederos  de  D.  Julián  Carrillo,  comprador  qoe 
fué  al  Estado,  según  aparecía  de  la  sentencia  del  pleito  sostenido  por 
Maldonado;  qoe  el  arrendamiento  hecho  por  el  Marqués  de  Castellanos 
no  foé  de  fincas  detalladas  y  especificadas,  ni  deslindadas  de  modo  al- 
guno, sino  del  conjunto  de  obradas  qoe  formaron  la  mitad  del  término; 
que  siendo  ya  dueño  Maldonado  de  él,  se  le  desahuciaron  I9S  arrendata- 
rios en  4875,  concluyendo  con  él  el  arrendamiento  de  4864,  prorrogado 
por  la  tácita  hasta  la  indicada  fecha;  qne  la  demanda  estaba  en  contra- 
dicción con  los  interdictos  de  recobrar  interpuestos  por  Maldonado  con- 
tra varios  vecinos,  puesto  que  aquellos  juicios  suponían  la  posesión  con 
on  a&o  de  antelación,  y  en  la  demanda  sq  decía  oue  Maldonado  no  po- 
aeía  las  fincas  desde  4875;  qne  por  ello,  el  mismo  demandante  se  publicó 
tenedor  y  poseedor  de' la  misma  cosa  sobre  que  pretendía  ejercitar  la 
acción  reivindicatoría  de  este  pleito;  que  tampoco  procedía  dicha  acción 
mientras  qoe  por  la  división  y  deslinda  del  término  de  San  Medel  no 
resultase  el  actor  reconocido  como  dueño  de  lo  demandado:  qoe  resul- 
tando se  dividió  y  en  común  dominio  con  otras  personas  la  mitad  del 
término  de  San  Mddel,  la  adjudicación  hecha  á  Maldonado  no  habiendo 
intervenido  ni  prestado  su  conformidad  los  condueños,  no  podía  esti- 
inarse  como  titulo  de  dominio;  y  que  apareciendo  de  dicha  hijueladlas- 
lindadas  las  heredades  en  término  de  San  Medel,  que  como  soyaa  afir- 
maba hallarse  registradas  en  el  deia  propiedad,  el  actor  carecía  á^ 
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todo  fandamento  para  la  demanda  actaal^  debiendo  eondeDáraele  6d  lar 
costas: 

ReáolUndo  qae  acosada  la  rebeldía  á  los  demandados  qne  no  habían 
comparecido,  replicó  el  demandante  roprodaciendo  los  hechos  de  la  de- 
manda y  adicionando  á  ellos  qne  los  colonos  de  1861  entregaron  en  1871 
al  Administrador  del  actor  ana  relación  de  las  fincas  qne  cada  nno  He- 
Taba  para  formaliaar  el  títnto  correspondiente  en  la  testamentaría  del 
Marqoéfl,  y  sirviendo  de  base  esta  relación  se  expidió  por  el  AlcaldCt 
Procnrador,  Síndico  y  Secretario  de  Yalseca  certificación  posesoria  de 
todas  las  tierras  deslindadas  gue  confrontaba  con  los  amiliaramientos, 
siendo  el  Alcalde  Marcelino  Hanra  ano  de  los  renteros,  padre  de  To- 
más, hoy  demandado,  habiéndose  inscrito  en  el  Registro  de 'la  propie- 
dad; y  qne  en  ei  afto  de  i876,  al  apartarse  los  colonos  del  arrendamien- 
to, se  negaron  á  pretexto  de  indivisión  á  devolver  las  tierras  á  sn  doe- 
fio  en  la  misma  forma  qne  las  recibieron: 

Resallando  qne  los  demandados  fijaron  como  definitivos  y  objeto  del 
debate  los  hechos  signieotes:  defecto  legal  del  modo  de  proponer  lade« 
manda,  pacato  qne  no  se  fijaba  en  ella  con  claridad  y  precisión  lo  qae 

Sedía  la  persona  contra  qnien  se  proponía;  qae  en  el  término  titulado 
e  San  Medel  estaba,,  según  la  docamentación  contraria  en  dominio 
proíndiviaoy  y  por  mitad  entre  el  demaniante  y  los  herederos  de  Don 
Jnlián  Carrillo,  sin  qne  éstos  foeran  parte  del  pleito;  qne  á  pesar  de  no 
estar  designados  individnalmente  los  demandados  como  arrendatarios 
por  la  escritora  de  1861,  ni  como  sacesores  con  expresión  del  por  qnó 
de  aqnéllos  v  sin  qne  por  ellos  se  les  toviera  por  conformes  con  aceptar 
las  responsabilidades  de  aquellos  contratantes,  los  citados  arreniata- 
ríos  habían  cam piído  exactamente  todas  sos  reclamaciones,  y  no  pj  • 
dian  ser  demandados  por  la  acción  reivindicatoria,  sino  por  la  acción 
personal;  que  según  confesaba  el  actor  la  información  posesoria  inscri- 
ta en  el  Registro  de  la  propiedad  formada  de  la  relación  de  las  fincas 
ano  dieron  los  arrendatarios,  en  virtud  de  la  cnal  se  formó  la  hijoela  de 
[aldonado,  eran  los  títulos  en  que  fundaba  la  acción  ejercitada,  la  cual 
so  le  competía  contra  los  demandados  no  tenedores  de  loque  se  les  pe- 
dís; y  que  el  demandante  había  interpuesto  numerosos  interdictas  de 
recobrar  sobre  lo  mismo  qae  demandaba  en  este  juicio  por  acción  rei- 
vindicatoría, y  por  lo  tanto  si  poseía  lo  que  trataba  de  reivindicar,  era 
claro  qoe  no  procedía  tal  acción: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practicaron  extensa-* 
mente  por  una  y  otra  parte,  presentando  la  demandante  una  relación 
en  papel  simple  sin  antorizaoión  alguna  relativa  á  las  fincas  correspon- 
dientes á  la  testamentaría  del  Marqués  de  Castellanos,  radicantes  en 
San  Medely  en  la  cual  se  consigna  al  margen  de  la  descripción  de  cada 
tierra  la  persona  que  la  llevaba  en  arrendamiento,  manifestándose  por 
el.  Procurador  que  dicha  relación  no  había  sido  conocida  del  actor  sobre 
lo  cual  prestaba  el  oportuno  juramento,  habiendo  sido  dicha  relación 
objeto  de  prueba  testifical  para  justificar  que  había  sido  formada  por 
las  relaciones  parciales  dadas  por  cada  uno  de  los  renteros  do  las  por- 
ciones de  fincas  qne  llevaban  en  disfrute: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  esta  corte  dictó  en  44  de  Julio  da 
4883  sentencia  confirmatoria  con  las  costas,  declarando  que  D.  Enrique 
M aldonado  y  Carvajal  ha  probado  complidamente  su  demanda,  no  ha- 
biendo hc|pho  loa  demandados  de  sos  excepciones  y  condenando  á  estos 


Digitized  by  VjOOQ IC 


2d8  JCRISPRDDBNCIA  CITIL 

AUimos  á  dejar  á  dispoüción  del  demandante  las  poreionea de  tierra  de 
la  hacienda  de  San  Medel  que  cada  ano  detenta,  debiendo^  haeer  la  de- 
volución con  toda  sa  cabida  en  la  forma  qae  aparecía  de  la  relación 
qne  entregaron  y  sirvió  de  base  para  lu  informaciones  posesorias  ins  - 
eritas  en  el  Registro  de  la  propiedad  con  abono  al  mismo  demandante 
de  los  fondos  prodocidos  desde  el  año  de  1876  hasta  el  actual,  sin  hacer 
condenación  de  costas  de  la.  primera  instancia: 

Resultando  qne  D.  Pedro  Luengo  Andrés  y  consortes  interpusieron 
recurso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

I®  La  ley  I*,  tü.  S8,  Partida  3%  aue  define  el  dominio,  diciendo  qa# 
es  el  poder  que  tiene  el  hombre  en  la  cosa  ó  sobre  la  cosa;  y  las  leyee 
46  y  47  del  mismo  utolo  y  Partida,  que  determinan  ios  modos  coma 
tal  dominio  se  ad(][oiere,  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  declaraba  ha* 
bar  lugar  al  ejercicio  de  una  acción  que  sólo  del  poder  ó  derecho  en  I* 
cosa  pudo  nacer,  y  qne  en  este  caso  se  habla  ejercitado  por  una  perso 
na  que,  según  resultaba  de  los  autos,  no  tenia  ti  había  adquirido  el  do- 
minio sobre  las  fincas  cuya  devolución  reclamaba; 

V  La  doctrina  establecida,  entre  otras  mochas  sentencias,  en  las  de 
14  de  Ifarso  y  9  de  Mayo  de  1861,  t9  de  Abril  de  1868,  20  de  Abril  de 
f874  y  19  de  Diciembre  de  4879,  que  declaran  terminantemente  qoe 
para  poder  ejercitar  con  próspero  resoltado  la  aceión  reivindicatoría  es 
necesario  qoe  el  que  lo  baga  acredite  de  un  modo  complido  qoe  tiene  el 
dominio  sobre  la  cosa  que  intenta  reivindicar,  en  cnanto  la  sentencia 
recorrida  declaraba  procedente  el  ejercicio  de  tal  acción  por  quien  no 
tenía  el  dominio: 

3^  La  jurispradencia  establecida  en  las  decisiones  de  este  Tríbnnal 
Sopremo  de  21  de  Setiembre  de  4860,  4  de  Abril  de  1868,  22  de  Mayo 
de  4880  y  30  de  Diciembre  de  4884,  qoe  además  de  reiterar  la  doctrina 
eipoesta  en  la  anterior  infracción,  exige  como  reqoisito  indispensable 
para  que  prevalezca  la  acción  reivindicatoría  qoe  se  acredite  la  identi- 
dad de  la  cosa  que  se  reclama^  requisito  qoe  en  esté  caso  no  había  po- 
dido cumplir  el  demandante,  puesto  qoe  tenía  reconocido  por  virtod  de 
actos  anteriores  y  de  ona  manera  solemne  qoe  no  estaban  aclaradas  las 
lindes  de  las  fincas  objeto  del  pleito: 

4^  La  ley  26,  tít.  2®,  Partida  3\  en  cnanto  determina  qoe  en  las  de* 
mandas  sobre  propiedad  de  ona  cosa  se  ha  de  expresar  so  situación^ 
linderos  y  mejoras,  circunstancias  qne  no  expresaba  la  cUosola  origen 
de  este  juicio  respecto  de  las  fincas  coya  reivindicación  solicitaba: 

5^  La  escritura  de  arriendo  de  28  de  Diciembre  de  4861,  ley  del  con- 
trato para  los  litigantes  actuales,  en  cuanto  la  sentencia  condenaba  4 
los  demandados  á  cumplir  una  condición  distinta  de  lo  en  aquélla  esti- 
pulado, mandando  devolver  Us  fincas  al  arrendador,  siendo  así  qoe  las 
recibieron  confundidas  y  sin  deslindar: 

6^  La  ley  48,  tít.  8^  Partida  6%  qoe  establece'  la  obligación  del 
arrendador  de  devolver  la  cosa  tal  y  como  la  recibió  al  terminar  el  con* 
trato,  en  el  mismo  concepto  ya  explicado  en  la  anterior  infracción: 

7*  La  ley  43,  tít.  22,  Partida  3%  qoe  dispone  no  será  válida  la  sen- 
tencia qoe  se  dé  en  un  segundo  juicio  contraria  á  la  qoe  se  hubiese 
dado  en  otro  joicio  primero,  y  de  la  coal  no  se  hubiese  apelado,  en 
cuanto  la  sentencia  recurrida  desconocía  este  principio  al  declarar  qoe 
las  fincas  en  cuestión  estaban  deslindadas,  siendo  así  qoe  por  sentencia 
ejecotoriada  por  consentimiento  de  las  partes  el  Jnes  de  Seftovia,  en 
pleito  segoido  con  los  mismos  litigantes  del  dÍ4,  declaró  en  26  de  Di- 
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«ienbr»  de  487§  qae  las  lindu  de  las  eiudas  fiocas  estaban  osearas  y 
eofifnodidas:, 

S*  La  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  25  de  Mayo  de  1860, 
4tde  Febrero  de  1864  y  30  de  Marxo  de  1874,  qve  aplican  la  anterior 
disposición  legal: 

9*  La  sentencia  de  17  de  Diciembre  de  1873  qne  establece  qoe  nadie 
pnede  ir  eficasmente  contra  sus  propios  actos,  en  cnanto  el  fallo  recu- 
rrido estimaba  la  demanda  presentada  por  D.  Énriqoe  Itkldonado  qne 
aflmaba  el  tantas  veces  citado  becho  oe  qae  las  fincas  estaban  deslin- 
dadas, contradiciendo  asi  lo  por  él  mismo  alegado  en  el  otro  pleito  y  io 
solemnemente  reconocido  en  varios  actos  y  convenios: 

40.  L4  ley  40,  liU  S^,  Partida  3\  y  el  art.  5U  de  la  ley  de  Enjoicia- 
míenlo  civil,  qne  preceptúan  expresamente  que  toda  demanda  debe 
contener  el  nombre  de  la  persona  contra  qoien  se  dirija  y  por  qné  se  le 
dirigeren  cnanto  la  sentencia  recorrida  declaraba  con  Ingar  lo  preten- 
dido en  una  demanda  qoe  no  rennía  tales  requisitos: 

i!.  La  ley  16,  tU.  M.  Partida  3*,  y  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  que  establecen  qne*en  las  sentencias  deben  resolverse 
expresa  y  separadamente  todas  las  cuestiones  propuestas  en  el  pleito, 
eii'Coanto  no  se  bacía  pronunciamiento  alguno  'respecto  á  la  indemní- 
lación  de  daños  y  perjuicios  pedida  en  la  demanda; 

T  4t.  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  24  de  Diciembre 
de  1867  y  S9  de  Mayo  de  4868,  en  cnanto  aplicaban  las  anteriores  leyes 
relativas  á  las  condiciones  de  las  sentencias. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 
Considerando  qne  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  f  doe 
trinas  que  sobre  la  definición  del  dominio  y  la  manera  legal  de  juatifi* 
earlo  se  invocan  en  ios  cuatro  primeros  motivos  del  ret^nrso,  ni  tampoco 
las  qne  con  relación  á  la  forma  en  que  las  fincas  se  han  de  restituir  á 
sa  dnefto,  se  citan  en  los  motivos  5°  al  9°,  porque  la  Sala  sentenciado- 
ra, apreciando  en  conjunto  las  pruebas  documentales  y  testificalea 
traídas  al  juicio  por  el  demandante/ ha  declarado  en  oso  de  sus  peco 
liares  facultades  que  ba  demostrado  cumplidamente  su  dominio,  base 
fundamental  de  la  demanda  reivindicatoria  interpuesta  contra  los  re- 
currentes en  concepto  de  meros  detentadores  de  las  tierras  en  cues- 
tión, como  qoe  no  ostentan  en^sus  excepciones  titulo  alguno  relativo  á 
la  propiedad  ni  siquiera  al  carácter  de  arrendatarios,  toda  ves  que  es* 

Sontáneamente  se  desprendieron  de  él  en  1875  aunque  sin  devolver  las 
ncas  arrendadas,  y  ba  declarado  también  la  Sala  por  los  misooos  fun- 
damentos la  obligacióe  que  los  demandados  tienen  de  devolverlas  con 
na  respectiva  cabida  segiin  la  relación  que  entregaron  y  qoe  sirvió  de 
ba^e  para  las  informaciones  posesorias  inscritas  en  el  Registro  de  la 

Íiropiedad,  apreciaciones  contra  las  nue  no  se  ha  proiucido  la  única 
mpognación  qne  consiente  el  nilm.  '7^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil: 

Considerando  qne  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  de  Partida 
Di  el  art.  524  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  que  se  invocan  en  el  décimo 
motivo,  porque  como  se  infiere  de  io  expnesto  y  lo  declara  además  la 
sentencia  en  sns  considerandos,  la  demanda  contiene  los  requisitos  in 
dispensables  para  sn  admisión  y  progreso,  sin  que  haya  probado  ni  in- 
tentado siquiera  lo  contrario: 

Considerando,  por  último,  en  orden  á  las  infracciones  que  en  toa 
iDotivos  41  y  IS  se  atribuyen  á  la  sentencia  por  no  haber  hecho  pro- 
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DttnoiamieDto  aeerea  de  la  indemniudóii  da  da&os  y  parjvieios  pedida 
en  la  demanda,  que  babiéadose  limitado  la  eondana  en  laa  dos  instan  • 
nías  al  abono  de  loa  f rotos  prodoeidos  por  lai  ftneas  desde  1876,  han 
sido  consentidos  los  fallos  en  esos  términos  por  el  demandante,  único  á 
qnien  podía  afectar  tal  omisión  tácitamente  signifleatiTa  de  la  desesti« 
nación  del  abono  de  perjnieios,  y  qoe  por  consigniente,  ni  entraña  in- 
fracción alguna  legal,  ni  incnmbe  alegarla  al  demandado  eomo  faTore- 
eido  por  ella; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  Ingar  al  re- 
corso de  casación  interpoesto  por  D.  Pedro  Luengo  Andrés  y  consor- 
tes, i  qnienes  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  qne 
se  dístriboirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Andien- 
cia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  deyolnci^n  del 
apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  SI  de  Maye 
de  1884,  é  inserta  en  la  Gaesta  de  45  de  Setiembre  del  mismo  afto.) 
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Competeiicla  en  asante  de  Ulirsunar  (^1  ¿4  Mayo  ¿4 1884). — 
Sala  t«rc«ra. —Conocimiento  db  un  juicio  db  tb^tiicentabía. — Se  >le- 
etde  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  !«  Mtrr.ied 
de  Málaga  la  suscitada  co.i  el  de  i^oal  clase  del  de  la  Catedral  de  la  Ha- 
bana sobre  conocimiento  del  joicio  de  testamentaría  de  Dolka  Carmen 
Marques,  y  se  lesoelve: 

Q%i  el  Juet  del  domicilio  del  finado  es  el  competente  para  el  eonoci» 
miento  del  juicio  de  su  testamentaria,  eeg4n  h  dispuesto^  asi  por  el  ar- 
timlo  iiO  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ctvil  de  5  de  Octubre  de  «855» 
gue  rige  en  Cuba,  como  por  el  63  y  su  regla  5^  do  la  vigente  en  la  Pe* 
ninsula. 

En  la  ?illa  y  corte  de  Madrid,  á  SI  de  Mayo  de  1881,  en  la  compe- 
tencia qoe  ante  Nos  pende,  suscitada  por  el  Jaei  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Catedral  de  la  ciudad  de  la  Habana  alile  igual  clase 
del  distrito  de  la  Merced  de  Málaga  acerca  del  conocimiento  del  joicio 
de  testamentaría  de  Doña  María  del  Carmen  Marques  y  Martín: 

Resaltando  qoe  en  20  de  Julio  de  1870  Dofta  María  del  Carmen  Már- 
(]uea  Martín,  casada,  con  D.  Joan  José  Marques,  natural  de  Marbella,  y 
residente  en  la  ciudad  de  Málaga,  otorgó  testamento  ante  un  Notario 
de  ésta,  por  el  ooe,  entre  otras  cláusolaa,  estableció  qne  an  esposo 
practicaría  al  fallecimiento  de  la  testadora  el  inventario  y  tasación  ae 
sos  bienes,  procediendo  á  la  partición  entre  loa  interesados  todo  extra- 
judicialmente,  pues  prohibía  toda  intervención  judicial  en  su  testamen* 
taría,  y  sólo  la  tendría  para  la  aprobación  de  la  partición,  nombró  al- 
baceas  testamentarios,  cumplidores  ejecutores  de  sn  final  disposición  á 
su  esposo  el  D.  Juan  José  Márquex  en  primer  logar,  ^  en  segundo  á 
su  hijo  D.  Miguel  de  Jesús,  á  su  hijo  polítieo  D.  José  Rojas  Martín  y  á 
D.  José  Yáñes  y  Pont,  juntos  é  in  eolidum^  y  en  el  remanente  de  sns 
bienes  instituyó  por  herederos  á  sos  hijos  D.  Juan  Eduardo,  Doña  Con- 
cepción Joaquina,  Doña  Margarita  Micaela,  D.  Miguel  de  Jesús,  Dofta 
Carmen  Dolores,  Dofta  Matilde  del  Pilar,  Dofta  Aurora  Juana  y  Dofta 
Rosa  Joana  del  Rosario  Marques  y  Marques,  por  iguales  partes,  guar- 
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Umentaría  á  los  bienes  de  la  difonU  Doña  María  de]  Carmen  Ifárqnes 
y  Martín,  mandándose  citar  para  el  mismo  á  so  Tindo  é  hijos,  á  cayo 
fin  se  libraran  los  correspondientes  ezbortosá  los  Jneees  de  la  Habana. 
Cádiz,  Uarbella  y  esta  capital,  acordando  las  demás  disposiciones  co- 
rrespondientes á  la  naturalexa  del  jaicio,  así  coma  la  intervención  é  io- 
Tentario  de  los  bienes  reliclos: 

Resol tando  que  en  virtud  del  eihorto  librado  á  la  Habana  para  la  ci* 
tación  de  los  que  debían  ser  parte  en  el  juicio  de  testamentaría,  lo  fueron 
«I  viudo  D.  Juan  José  Marques  Hoelva,  Doña  Rosa  Marques,  asistida 
de  su  esposo  D.  Manuel  Nogueira,  D.  Miguel  Marques  y  Marques,  Doña 
Dolores  de  la  Puente  y  Azopardo,  viuda  da  D.  Juan  Eduardo  Marques 
7  Márquez,  en  repreaentación  de  sus  menores  hijos;  y  con  la  propia  ci- 
tación se  procedió  á  la  intervención  ó  inventario  de  algunos  bienes  do 
los  pertenecientes  á  la  testamentaría  que  existían  en  la  Habana,  no  ve- 
rificándose de  los  demás  designados  por  D.  Adolfo  Torres  por  haber 
manifestado  tos  interesados  habían  pasado  á  terceras  personas;  y  en  7 
de  Mayo  de  «883,  D.  Joan  José  Marques  Huelva,  Doña  Aurora  y  D.  Jo- 
sé Marques  y  Marques,  D.  José  de  Rojas,  como  marido  de  Doña  Concep- 
ción Márquez  y  Márquez,  y  D.  Manuel  Nogueira,  como  esposo  de  Doña 
Rosa  Márquez  y  Márauez,  acompañando  copia  de  la  escritura  da  adju- 
dicación y  división  de  bienes  de  la  difunta  Doña  María  del  Carmea 
Márquez  y  Martín  otorgada  en  5  de  Mayo  de  1883,  y  una  certifícacióa 
expedida  por  el  Cónsul  de  los  Estados  Unidos  Mejicanos  en  la  Habana. 
expresiva  de  que  D.  Juan  José  Márquez  constaba  en  los  libros  del  Cjn- 
eulado  como  ciudadano  mejicano,  acudieron  al  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  aquella  ciudad,  pretendiendo  se 
librase  oficio  al  Juez  del  distrito  de  la  ciudad  de  Máluga,  requiriéndola 
para  que  se  inhibiera  del  conocimiento  de  los  autos  dv  la  testamentaria 
de  Dúña  María  del  Carmen  Márquez  y  Martín,  promovida  por  I).  Adolfo 
Torres,  y  en  su  consecuencia  remitiera  los  autos;  al  efecto  expusieroa 
que  prescindiendo  de  qne  estaban  terminadas  las  operaciones  de  divi- 
sión y  adjudicación  de  los  bienes  de  la  difunta,  conforme  á  lo  ordenada 
Ír  manuado  porla  testadora,  era  evidente  que  con  arreglo  á  los  artíca- 
09  410  y  411  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  vigente  en 
aquella  isla,  es  Juez  competente  para  conocer  de  la  testamentaría,  en 
primer  término  aquel  á  que  los  interesados  se  hayan  sometido  expresa  6 
tácitamente,  y  en  su  defecto  el  del  ultimo  domicilio  del  finado;  que  te- 
niendo ambos  esposos  cusa  abierta  con  establecimiento  fijo  y  residencia 
^en  la  Habana,  como  se  comprobaba  con  los  documentos  acompañados, 
*y  radicando  allí  al  ocurrir  el  fallecimiento  de  Doña  María  del  Carmen 
todos  sus  bienes,  snrtía  fuero  competente  para  conocer  de  la  testamen- 
taría el  mencionado  Juez  de  la  Habana,  por  ser  éste  el  óltimo  domici- 
lio de  la  difunta,  y  que  fué  y  era  el  de  su  marido;  que  ademái  de  lo 
expuesto  existía  la  sumisión  de  D.  Adolfo  Torres  y  de  los  demás  here- 
deros, según  lo  comprobaba  la  escritora  de  5  de  Mayo  de  1873,  en  la 
cual  todos  los  interesados  aprobaron  la  liquidación  y  partición  de  bie- 
nes hecha  en  aquella  ciudad,  á  la  que  se  unió  el  poder  que  en  t3  de 
Julio  de  1872  confirieron  Doña  Margarita  y  Doña  Matilde  Márquez, 
asistidas  de  sus  respectivos  maridos  D.  Manuel  Ruis  y  D.  Adolfo  To- 
rres, facultando  á  D.  José  Hojas,  vecino  de  la  Habana,  para  que  les  re- 
presentara en  las  operaciones  testamentarias: 

Resultando  que  en  15  de  Marzo  de  1883  el  Juez  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  la  Catedral  dictó  auto  disponiendo  el  requerimiento 
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^6  inhibición,  fondado  en  el  art.  410  de  la  ley  de  Bnjaiciamiento  civil 
Je  f  855,  por  haber  sido  la  ciudad  de  la  Habana  el  domicilio  legal  de  )a 

-que  faé  Do&\  María  del  Carmen  Marques;  y  porqué  además  el  que  ha- 
Ma  promovido  el  jnicio  en  Málaga  otorgó  poder  para  que  lo  represen- 
tara D.  José  Rojas  en  todas  las  operaeiones  de  la  testamentaría  y  ante 
ios  Joeees  de  aqaella  ciudad,  si  fuese  necesaria  su  intervención: 

Resultando  que  recibido  por  el  Juex  del  distrito  déla  Merced  de 
Málaga  el  oficio  y  testimonio  requtriéndole  de  inhibición,  y  dada  eomn- 
nieaeión  á  B.  Adolfo  Torres,  se  opuso  á  que  se  accediera  á  ella,  alegan- 
do que  no  existía  la  sumisión  expresa  que  en  favor  de  los  Juzgados  de 
la  Habana  se  alegaba  de  contrario  haber  hecho  D.  Adolfo  en  el  poder 

2ue  con  su  licencia  otorgó  en  Málaga  en  S3  de  Julio  de  1872  su  esposa 
»ofia  Matilde  Marques,  puesto  que  en  ninguna  de  sus  cláusulas  se  re- 
noDCiaba  clara  y  terminantemente  al  fuero  propio,  ni  se  desif^naba  el 
- Jnes  á  quien  se  sometiera;  que  el  poder  fué  otorgado  por  la  Doña  Ma 
tilde  por  sf  sola  y  en  su  propia  representación,  y  fallecida  á  los  cinco 
días  de  otorgado  cesó  su  representación  en  la  herencia  de  su  difunta 
madre,  y  desde  el  mismo  momento  correspondía  dicha  represen taeió;) 
á  D.  Adolfo  Torres  en  nombre  de  sus  tres  hijos  menores,  el  cual  ni  por 
sí  ni  en  nombre  de  éstos  había  otorgado  poder  alguno  para  intervenir 
•n  las  particiones  á  bienes^de  su  abuela;  que  la  ciudad  de  Málaga  en  que 
falleció  la  Doña  María  del  Carmen  Jlárquez  Martín  fué  su  domicilio 
-durante  mochos  años,  asi  como  el  de  su  esposo,  con  casa  abierta,  como 
acreditaba  por  las  certificaciones  que  presentaba  de  los  padrones  muni 
ei pales  y  parroquiales: 

Resultando  que  oí  Jo  el  Promotor  fiscal,  propuso  se  desestimase  la 
inhibición  entablada  por  el  Jaex  de  la  Habana,  y  en  iS  de  Noviembre 
de  1883  el  referido  Juex  del  distrito  de  la  Merced  de  Málaga  dictó  auto 
negando  la  inhibitoria  propuesta  y  declarándose  competente  paraco- 
Doeer  del  juicio  testamentario  de  que  se  trata,  aceptando  sustancial « 
mente  las  consideraciones  alegadas  por  D.  Adolfo  Torres;  que  comuni- 
cado este  auto  al  Jues  de  la  Habana  insistió  en  su  competencia,  y  en  su 
Tirtud  ambos  remitieron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas  ac- 
toaciones. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndes: 

Considerando  que  promovido  por  parte  de  D.  Adolfo  Torres  el  juicio 
-de  testamentaría  de  Doña  María  del  Carmen  Márquez  en  el  Juagado  de 
la  Merced  de  Málaga,  sin  que  hubiese  sumisión  al  de  la  Catedral  ni  otro 
alguno  de  la  Habana,  y  apareciendo  que  el  tsposo  de  la  finada  D.  Juan 
■José  Márquez,  y  también  esta  misma  cuando  falleció  tenían  su  vecin- 
dad y  domicilio  en  aquella  ciudad,  el  conocimiento  del  mencionado  joi- 
cío  es  de  la  competencia  del  referido  Juzgado  de  la  Merced,  según  lo  dis- 
puesto, asi  por  el  art.  itO  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Ov 
tubred%  4855,  como  por  el  63  y  su  regla  5^  de  la  vigente  en  la  Península; 

^Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  la  Merced  de  la  ciudad  de  Málaga,  al  que  se  remitan  todas  las  ac- 
tuaciones para  que  proceda  con  arreglo  á  la  ley;  póngase  esta  resolu 
ci6n  en  conocimiento  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  do 
la  Catedral-de  la  ciudad  de  la  Habana  á  los  efectos  á  que  haya  lugar; 
entendiéndose  de  cuenta  de  las  partes,  por  mitad,  las  costas  ocasiona- 
das en  este  Tribunal  Supremo.— (Publicada  el  SI  de  Mayo  de  t88f,  é 
insería  en  la  Gaceta  de  t6  de  Ootubre  del  mismo  año.) 
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Competenela  (SI  de  Mayo  de  1 884).- Sa¿a  ^^¿«ra.— CuMt*uvn!f> 
TO  DB  UN  coNTBATO. — Se  d€Cid6  á  íaYor  del  Juzgado  de  primera  instfto- 
cia  de  Jeres  de  Va  Frontera  la  soscitada  con  el  de  iRoa!  clase  de  Lacena 
del  Cid  sobre  conocimiento  de  ia  demanda  deducida  por  O.  Pedro  Sal* 
V4a  contra  D.  Miguel  Vilar,  y  se  resaeJYe: 

Que  no  consiando  el  lugar  en  que  debe  cumplirte  la  obligación,  f 
ejercitándote  una  acción  pertonal,  et  competente  para  conocer  el  Juet^ 
del  domicilio  del  demanaado^  con  arreglo  al  art,  6S  de  la  ley  de  Bnjui^ 
ciamiento  civil  en  eu  regla  i\  cato  f. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Mayo  de  4884,  en  la  compe- 
tencia pendiente  ante  Nos  por  inhibitoria  pronnoYida  por  el  Justado  de 
primera  instancia'del  distrito  de  San  Miguel  de  Jerez  de  la  Pronter» 
al  de  igaal  clase  de  Lncena  del  Cid  acerca  del  conocimiento  de  nna  de- 
manda civil  ordinaria  deducida  por  D.  Pedro  Salvia  y  Vela,  propieu- 
rio,  vecino  de  Alcora,  como  marido  de  Doña  Manoela  Yilar  y  Mascaros- 
contra  D.  Miguel  Vilar  y  Mascaros,  comerciante,  vecino  de  Jeres,  sobre 
camplimiento  de  un  contrato: 

Resaltando  qae  con  fecha  I*  de  Enero  de  (883  dirigió  D.  Miguel  Yi- 
lar ana  carta  desde  Jerez  á  su  hermano  político  manifestándole  qae, 
respecto  á  la  Mansilla,  eitaba  conforme  en  cedérsela  á  Manoela  por 
f  .625  pesetas,  ó  sean  250  menos  del  aprecio  de  los  peritos;  que  en  sa 
coBsecuencia  mandaría  poder  á  María  para  que  efectuase  la  cesión  e& 
sa  nombre,  y  que  cuando  se  firmase  la  escritora  podía  entregarla  en 
pago  el  documento  que  había  entregado  á  Manuela  el  afto  de  1879  de 
1.600  pesetas,  y  el  resto  lo  podría  liqpidar  con  María  cuando  le  pare* 
oiese: 

Resultando  que  con  presentación  de  esta  carta  dedujo  D.  Pedro 
Salvia  y  Vela,  romo  representante  de  so  mujer  Doña  Manuela  Vilar 
Mascaros,  en  ti  de  Diciembre  de  1883,  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Lacena  demanda  civil  ordinaria,  en  la  que,  haciendo  presente 
que  su  hermano  político  D.  Mígael  Vilar  Mascaros,  vecino  de  Jerez  de 
la  Frontera,  convino  con  él  en  ceder  ó  vender  á  su  hermana  Doña  Me- 
naela  nna  finca,  titulada  la  Mansilla,  por  el  precio  que  fijasen  dos  pe- 
ritos nombrados  por  las  partes;  que  estos  peritos  la  justipreciaron  en 
i. 875  peseUf,  y  el  demandado  D.  Miguel  se  comprometió  á  cederle  6^ 
venderla  á  su  hermana  Manuela  por  4.616  pesetas,  para  lo  cual  manda- 
ría poderes  á  su  otra  hermana  María,  vecina  de  Alcora,  donde  también 
tenía  su  vecindad  y  residencia,  y  que  asimismo  convino  que  en  el  acto 
de  firmarse  la  escritura  había  de  entregar  el  demandante  en  pago  á 
Doña  María  el  documento  entregado  á  Doña  Manuela  en  t879,  y  alegan- 
'do  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  pertinentes,  solicitó  se  con 
donase  en  definitiva  á  D.  Miguel  Vilar  Marcaros  á  que  cumpliese  el  con- 
trato celebrado,  otorgando  en  el  término  de  10  días  la  escritura  de  ven- 
ta de  la  finca  la  Mansilla  á  favor  de  su  hermana  Doña  Manuela,  en  loe 
términos  que  tenía  convenidos  para  qae  surtiera  los  efectos  debidos  ea 
el  Registro  de  la  propiedad,  y  á  que  le  pagase  los  daños  y  perjuicios  que 
ee  le  habían  seguido  con  la  falta  de  cumplimiento  del  contrato,  baeieo- 
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do  además  presente  por  nn  otrosí  qae  constando  de  la  carta  qae  acom- 
pañaba el  convenio  celebrado,  no  podría  ofrecer  dificnltades  la  eompe- 
tencia  de  aquel  Joigado,  á  pesar  de  ser  el  demandado  vecino  de  Jerea: 

Resultando  qoe  citado  y  emplazado  D.  Miguel  Yilar  en  virtud  de 
exhorto  que  al  efecto  se  dirigió  á  Jeres  de  la  Frontera,  dedaio  en  el 
Jateado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Migoe^  la  inhibitoria 
de  jorisdiceión,  que  fondo  en  el  caso  I®  del  art.  6t  de  la  ley  de  Enjai- 
eiaroiento  ei?il,  por  cuanto  se  ejercitaba  en  la  demanda  entablada  nna 
acción  personal  y  no  estaba  seftalado  ni  conocido  el  sitio  en  que  debie- 
ra enmplirse  la  obligación,  ni  en  el  qoe  hubiera  de  firmarse  la  escrita- 
ra  a  qoe  se  hacía  referencia  en  el  contrato  incoado,  pues  aun  remitido 
á  Dofia  María  el  poder  de  qne  se  hablaba  para  qoe  se  efectuase  la  ca- 
ñón, sería  ésta  dueña  de  otorgar  la  escritura  donde  mejor  le  pareciese; 
y  ai  bien  no  negaba  en  absoluto  el  que  pudiera  presumirse  con  más  ó 
menus  fundamento  que  su  intención  al  remitir  el  poder  á  Doña  María 
era  la  de  que  se  otorgase  la  escritura  en  el  punto  de  la  residencia  de 
ésta,  de  esta  intención  ó  propósito  no  se  deduce  fundamento  legal  al- 
geno  para  obligarle  á  aceptar  una  jurisdicción  extraña;  invocando,  por 
último,  en  su  apoyo  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Su- 
premo en  varias  sentencias,  entre  otras,  en  la  de  23  de  Diciembre  de 
1868: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal  dictó  auto  el  Juea  de  San 
Miguel  de  Jerez,  mandando  reouerir  de  inhibición  al  de  Lncena,  fun- 
dado en  lo  dispuesto  en  el  citado  art.  62  en  su  párrafo  primero  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resulundo  que  el  demandante  D.  Pedro  Salvia  alegó  en  oposición 
á  la  inhibitoria  que  de  la  carta  presentada  con  su  demanda  se  deduce 
claramente  que  la  escritura  de  cesión  había  de  firmarse  en  Alcora, 
compareciendo  Doña  María  en  nombre  de  D.  Miguel,  su  poderdante,  y 
haciéndose  ^1  pago  en  la  forma  que  la  misma  carta  indica;  que  la  in- 
tención de  D.  Miguel  Yilar,  voluntariamente  manifestada  en  la  carta 
UBSodicha  y  aceptada  por  el  demandante,  se  traduce  en  actos  y  ha  de 
cumplirse,  sin  que  sea  lícito  el  arrepentimiento  temerario  y  malicioso 
en  los  términos  en  que  aquél  lo  hace;  que  por  otra  parte  no  era  necesa- 
rio en  el  presente  caso  la  designación  del  lugar  donde  había  de  cum- 
plirse la  obligación,  porque  además  de  constar  la  voluntad  de  tas  par- 
tes, los  actos  que  se  oabían  de  practicar  se  hallaban  y  se  hallan  liga-- 
dos  á  la  villa  de  Alcora  por  ser  el  sitio  del  inmueble,  el  del  pago,  e(  de 
la  liquidación,  etc.;  y  qne  este  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  46  de 
Enero  de  1866,  tiene  declarado  que  no  es  necesario  que  los  interesados 
expresen  señaladamente  el  lugar  en  que  ha  dé  cumplirse  la  obligación, 

Sues  la  ley  no  lo  exige,  sino  que  basta  con  arreglo  á  ella  que  se  in- 
iqne: 
Resultando  que,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Fiscal,  dictó  auto  el 
Jues  de  Lucena  en  28  de  Mario  último,  declarando  no  haber  lugar  á  la 
inhibición  propuesta  por  el  Juez  de  San  Miguel  de  Jerez,  y  que  era 
competente  para  conocer  de  la  demanda  deducida  por  D.  Pedro  Salvia: 
Resultando  que  comunicado  este  auto  al  Juzgado  requirente,  insis- 
tió en  auto  de  18  de  Abril  en  la  inhibición  propuesta,  y  en  su  virtud  se 
remitieron  por  ambos  las  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Su- 
premo con  las  debidas  citaciones  y  emplaxamientos  y  se  sustanció  la 
competencia  con  arreglo  á  derecho,  sin  que  se  haya  personado  ningu- 
na de  las  partes. 
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Siandp  Ponente  el  Megietrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 
Considerando  qae  no  coottando  el  lagar  en  qne  debe  cnmplirM  la 
obligación,  y  ejercitándose  una  acción  personal,  es  compatente  para 
conoeer  el  Jnea  del  domicilio  del  demandado  con  arreglo  al  art.  6t  da 
la  ley  de  Enjoiciamionto  civil  en  ao  regla  T,  caso  S^; 

Pallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  eonocimioiito 
do  esta  demanda  corresponde  al  iusgado  de  primara  instancia  de  lares 
de  la  Frontera,  al  qae  se  remitan  todas  las  actnaciones,  poniéndose  as 
ta  resolación  en  conocimiento  del  de  ignal  clase  de  Lacena  del  Cid; 
alando  de  caenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  originadas— (Pn- 
blicada  el  ti  de  Mayo  de  1884,  é  inserta  en  la  OéCiU  de  26  de  Octubre 
del  mismo  a&o.) 
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Reeara»  de  easaeite  (S6  d#  Mayo  ie  iMA).^SaUfriwura, — 
Petición  dk  hbrkngia. — No  ha  lagar  al  interpuesto  por  Dona  Tietona 
Tima  con  D.  Joan  Riera  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resoelve: 

Qué  si  en  la  elámnla  debatida  no  vienen  Uamados  los  hifot  de  loe 
sneíUutos,  habiendo  premuerto  la  madre  del  demandante  á  en  hermano^ 
fmdo  éste  disponer  de  los  bienes,  puesto  qne  el  falleeimiento  anterior 
de  aqnéUa  era  nn  obstáculo  insuperable  para  recibir  la  herencia  y  trans- 
mitirla i  s%  hijOy  con  arreglo  á  la  verdad  legal  de  ser  imposibU  la 
transmisión  cuando  no  ha  precedido  ó  no  ha  podido  preceder  ía  acepta 
eión\  y  por  consiguiente  la  eentineia  que  condena  á  la  dimisián  de  la 
herencia^  infringe  las  doctrinas  que  establecen  que  en  toda  institución 
hereditaria  es  requisito  indispensable  que  el  instituido^  y  el  sustituto 
en  eu  caso,  tengan  capacidad  para  aceptar  la  herencia  al  eumpliree  la 
condición  impuesta  por  el  testador;  que  si  bien  es  cierto  que  por  el  da 
recho  romano  bajo  la  palabra  hijoe  te  entienden  comprendidoe  los  nietos 
en  materia  sucesoria,  eete  principio  deja  de  tener  aplicación  cuamdo  al 
testador  entabla  llamamientos  para  los  hijos  exclusivamente;  y  quena 
puede  tener  aplicación  á  un  caso  la  doctrina  sentada  en  la  decisión 
de  otro  distinto  de  aquel  á  que  trata  de  aplicaree, 

£n  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  26  de  Mayo  de  1884,  en  al  pleito 
seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  da  Manreu  y  en  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Juan  Riera  y 
Torras,  labrador,  vecino  de  Balsareny,  con  Doña  YicCoria  Vima  y  Es- 
crigós,  consorte  de  D.  Juan  Escayola  y  Gasajaana,  vecinos  de  Manrasa, 
sobre  petición  de  herencia;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  ao 
virtud  de  recurso  de  caución  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  al 
Licenciado  D.  Josó  María  Tarrago  y  el  Procurador  D.  Federico  Grasas 
Riera,  en  defensa  y  representación  de  la  demandada,  no  habiendo  com- 
parecido la  parte  recorrida: 

Resultando  que  D.  Josó  Torras  y  Codina,  consorte  de  Doña  Rai  - 
munda  Balagaer,  otorgó  testamento  en  29  de  Noviembre  de  1810,  anal 
que  instituyó  heredero  universal  de  todos  sus  bienes  á  su  hijo  primogé- 
nito D.  Esteban  si  el  día  del  fallecimiento  del  testador  viviera  y  quisie- 
ra ser  su  heredero;  «pero  si  en  dicho  día  no  vivirá,  dice  literalmente,  ú 
vivirá  empero  i  mi  heredero  mío,  no  será  porque  no  querrá  ó  no  podrá 
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61  mi  heredero  mío  no  será  pero  morirá  en  cualquiera  ocasión  sin  hi- 
joi  lei^timos  y  natarales  y  de  legítimo  y  camal  matrimonio,  proería- 
dos  Tsrones  ó  hembras»  ano  ó  más,  6  con  tales  qne  niogano  llegara  á 
h  edad  de  hacer  testamento,  en  tales  casos  j  en  cada  nno  de  aquéllos 
á  61  institayo  y  á  mis  herederos  universales  instituyo  á  todos  los  otros 
hijos  é  hijas  que  el  dia  de  mi  fallecimiento  nacidos  ó  postumos  dejase, 
00  todos  juntos,  sino  el  uno  después  del  otro,  guardando  entre  ellos 
orden  de  primogeoitura  y  preoediendo  siempre  los  varones  á  las  hem« 
brss:» 

Resultando  que  Doña  Raimunda  otorgó  también  testamento  en  6  de 
Nofiembre  de  1856,  en  el  qne  instituyó  neredoro  á  so  hijo  Marcos  por 
haber  fallecido  ya  sin  sucesión  el  primogénito  Bsteban,  y  después  de  él 
á  itts  hijos  é  hijas,  no  todos  juntos,  sino  el  uno  después  del  otro,  prefi- 
rieodo  siempre  los  h^os  á  las  hijas  y  el  mayor  al  menor,  siguiendo  el 
orden  de  prímogenitura,  y  para  el  caso  que  dicho  Marcos  muriese  sin 
bijos  ni  hijas,  instituyó  heredera  suya  universal  á  su  hija  mayor  Har- 
garita«  consorte  de  D.  Isidro  Riera,  y  después  de  ella  á  sus  hijos  é  hiju, 
del  mismo  modo  y  por  el  orden  antedicho  de  ios  hijos  del  Marcos,  pri- 
mer ioatitufdo: 

Resultando  que  el  testador  D.  José  Torras  y  Godina  falleció  en  1t  de 
Enero  de  1829,  su  hijo  primogénito  Esteban  en  26  de  Setiembre  de 
IS64,  sin  sucesión,  la  hermana  de  éste  Doña  Margarita,  consorte  de 
D.  Isidro  Riera,  en  29  de  Octubre  de  1867,  bajo  testamento,  en  el  que 
iastituvó  heredero  á  su  hijo  legitimo  D.  Juan  Riera  Torras,  nacido  en 
H  de  Abril  de  I8S9,  y  el  hermano  de  ambos  D.  Marcos  falleció  también 
lia  sucesión  en  H  de  Noviembre  de  4875,  dejando  por  heredera  univer* 
tal  de  todos  sus  bienes  á  sus  libres  voluntades  á  su  mujer  Doña  Tictó- 
risTima: 

Resultando  que  fundado  en  los  hechos  que  qnedan  referidos  dedujo 
D.  Juan  Riera  y  Torras  en  47  de  Setiembre  de  1877  la  demanda  de  este 
pleito  con  la  solicitud  de  que  en  virtod  de  la  acción  piiilio  hérédUaíit 
goe  ejercitaba,  se  condenase  á  Doña  Victoria  Vima  á  dimitir  á  su  favor 
dentro  del  término  de  la  ley  los  bienes  que  constituían  las  herencias 
de  sus  abuelos  D.  José  Torras  y  Doña  Raimunda  Balaguer,  con  los 
frotos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  el  fallecimiento  de  su  marido 
D.  Mareos  Torras,  alegando  al  efecto  que  por  el  fallecimiento  sin  suce- 
lión  de  D.  Esteban  Torras,  hijo  primogénito  del  testador  D.  José,  en* 
tro  i  poseer  la  herencia  de  éste  et  segundogénito  D.  Marcos,  el  cual 
por  haber  fallecido  sin  sucesión  no  había  podido  disponer  de  la  heren« 
eta  de  su  padre  en  fueria  del  testamento  de  éste,  que  creó  un  fideico- 
miso familiar  ó  de  ungre,  con  arreglo  al  cual  debió  pasar  la  herencia 
i  la  madre  de  la  demandante  Doña  Margarita: 

Resultando  que  Doña  Victoria  Vima  se  opuso  á  la  demanda  diciendo 
<|oe  por  fallecimiento  sin  sucesión  del  primogénito  D.  Esteban  tuvo 
'"''•r  la  sustitución  en  favor  del  segundogénito  D.  Marcos,  marido  de 
mandada,  el  que  con  dicho  titulo  había  poseído  la  herencia  de  sn 
e  hasta  su  fallecimiento,  ocurrido  en  44  de  Noviembre  de  4875;  y 
habiéndole  premoerto  todos  sos  hermanos  otorgó  testamento  de 
1  sus  bienes  en  favor  de  la  demandada;  biso  después  otras  alega • 
)s  respecto  de  la  herencia  de  Doña  Raimunda,  y  concluyó  solid- 
ase le  absolviese  en  definitiva  en  cuanto  á  la  petición  de  la  he- 
.a  paterna  ó  sea  de  D.  José  Torras,  imponiendo  al  actor  silencio  y 
•"^•o  perpetuo,  y  en  cuanto  á  la  restitución  tle  la  herencia  ma* 
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torDi,  8i  existía,  te  declarase  qae  había  qoe  dedacír  previamente  los 
derechos  maternos  correspondientes  i  D.  Marcos: 

Resultando  qae  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  le^^ates 
y  en  dos  instancias,  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de 
Barcelona  sentencia  revocatoria  en  iO  de  Jnlio  próximo  pasado»  conde* 
nando  á  Dofta  Victoria  Yima  á  restituir  á  O.  Juan  Riera  y  Torras  den- 
tro del  término  de  la  ley  los  bienes  que  constituyen  las  respectivas  lí* 
oencias  de  los  consortes  D.  José  Torras  y  Godina  y  Dofta  Raimunda  Ba« 
laguer,  con  los  frutos  percibidos  de  éste  al  fallecimiento  de  D.  Marcos 
Torras  y  Balaguer,  reservándole  los  derechos  que  le  correspondan 
como  heredera  de  éste  sobre  dichas  licencias,  para  que  los  reclamase 
donde  y  como  viere  convenirle,  y  declarando  no  haber  lugar  á  lo  de- 
más pedido  por  las  partes: 

Resultando  que  Dofta  Yictoría  Yima  y  Escrigós  interpuso  recurso 
de  casación,  por  considerar  infringidos: 

1^  La  doctrina  legal  calificada  de  inconcusa  por  este  Tribunal  Su- 
premo, entre  otros  fallos,  en  los  de  %i  de  Abril  y  U  de  Setiembre  de 
1867  y  5  de  Junio  de  1874,  de  que  en  toda  institución  hereditaria  e« 
requisito  indispensable  que  el  instituido,  y  el  sustituto  en  su  caso, 
tengan  capacidad  para  aceptar  la  herencia  al  cumplirse  la  condición 
impuesta  por  el  testador;  por  lo  que  el  sustituto  que  premuere  al  ins- 
tituido no  puede  adquirir  derechos  ni  en  consecnencia  transmitirlos  en 
testamento,  por  lo  cual  la  madre  de  D.  Juan  Riera  y  Torras  que  pre- 
muno al  anterior  sustituto  D.  Marcos  Torras  j  Balaguer  no  pudo  ad- 
quirir derechos  sobre  la  herencia  de  D.  José  Torras  y  Godint,  ni  trant* 
mitirlos  por  testamento  á  sus  hijos: 

V  La  doctrina  legal  derivada  de  varios  fallos  de  este  mismo  Triba- 
nal,  entre  ello^,  de  los  citados  en  Si  de  Abril  y  S8  de  Setiembre  de  1 867 
y  S  de  Julio  de  1873,  seg^n  la  que  si  bien  es  cierto  que  por  el  derecho 
romano  bajo  la  palabra  hijos  se  entienden  comprendidos  los  nietos  en 
materia  sucesoria,  este  principio  deja  de  tener  aplicación  cuanlo  el  tes- 
testador  entabla  llamamientos  para  los  hijos  exclusivamente,  en  el  con- 
cepto de  que  se  adjudica  la  herencia  al  demandante,  nieto  del  testador, 
suponiéndole  con  derecho  propio  derivado  del  testamento,  y  «n  las  sen- 
tencias invocadas  se  trataba  de  testamentos  iguales  al  de  este  pleito,  en 
los  que  las  cláasnias  hereditarias  no  llaman  nominal  y  personalmente  á 
los  hijos,  sino  sólo  de  una  manera  genérica; 

Y  3^  La  doctrina  también  inconcusa  y  contenida  en  innumerables 
fallos  de  este  mismo  Tribunal,  entre  los  que  pueden  citarle  los  de  1 3 
de  Abril  de  1863, 13  de  Diciembre  de  1864  y  S  de  Abril  de  1877,  con 
arreglo  á  la  cual  no  pueden  tener  aplicación  á  un  caso  la  doctrina  seo- 
tada  en  la  decisión  de  otro  distinto  de  aqnél  á  que  trata  de  aplicarse, 
en  el  hecho  de  aplicar  la  Sala  sentenciadora  á  la  resolución  de  este 
pleito  las  sentencias  que  invoca  de  28  de  Abril  de  1858,  t3  de  Abril  de 
4864,  26  de  Febrero  de  1870  y  31  de  Marso  de  1873,  pues  el  caso  en 
ellu  resuelto  era  totalmente  distinto  del  actual,  porque  en  tas  clánsn  - 
las  se  llamaba  á  los  nietos  expresamente,  y  además  la  última  ni  si- 
quiera se  refería  á  pleito  procedente  de  la  Audiencia  de  Barcelona. 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Días  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  infringe  la  doctrina  invocada  por  la 

parte  recurrente  y  sancionada  en  varios  rallos  de  este  Tribunal,  porque 

en  la  cláusula  aquí  debatida  no  vienen  llamados  los  hiios  de  los  sustita- 

tos,  y  en  su  virtud,  habiendo  premuerto  la  madre  del  demandante  i 
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-•a  hermano  D.  Marcos»  ha  podido  éste  disponer  de  los  bienes,  puesto 
qae  el  fallecimiento  anterior  da  aqoóUa  era  on  obslácaio  insaperable 
para  recibir  la  herencia  y  transmitirla  á  sa  hijo  con  arreglo  á  la  verdad 
legal  de  ser  imposible  la  transmisión  cuando  no  ha  precedido  ó  no  ha 
podido  preceder  la  acepiacióo; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lagar  al  recarso 
de  casación  interpnesto  por  Doña  Victoria  Vima  y  Bscrigós,  y  en  so 
consecoencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  qae  en  40  de  Jolio  pro* 
'  ximo  pasado  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona.— (S:)ntencia  publicada  el  t6  de  Mayo  de  48Si,  é  insería  en  la 
'Caceta  áe  46  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reeurcm  de  ea0aeión(l6  de' Mayo  di  ^9H).^Sala  primera,-^ 
Acumulación  db  autos.— No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Pedro 
Oí-gas  con  D.  Joan  de  Francisco  (Aodiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

1^  Que  son  daeiUmablei  los  moHvos  del  reau^so  q%e  se  dirigsn  con  • 
ira  los  ratonamientos  de  la  senieneia: 

t^  Que  la  sentencia  de  remate  obtenida  por  ««  acreedor,  que  no  es  de 
aquellos  á  quienes  no  obliga  lo  acordado  en  el  concurso  tegua  los  4lti^ 
mos  párrafos  del  art.  5H  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  oivil^  no  deter- 
mina  una  preferencia  especial  del  crédito,  y  que  el  acreedor  que  la  ob- 
tiene no  se  sustrae  del  concurso,  d  cuyas  determinaciones  está  sujeto  con 
arreglo  á  las  leyes; 

T  3®  Que  la  cosa  juzgada  que  se  funda  en  las  tres  identidades  tan  CO' 
nocidas  no  es  aplicable  al  caso  en  que  tanto  el  Juzgado  como  la  Audiencia 
del  territorio  han  acordado  en  un  juicio  voluntario  de  concurso  en  que 
^y  convenio,  la  acumulación  de  un  espediente  ejecutivo,  negada  en  otro 
necesario,  que  se  provocó  en  otro  Juzgado, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Mayo  de  4884,  en  el  pleito 

S endiente  ante  Nos  en  virtud  de  recarso  de  casación  po^  infracción 
e  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Jetafe  y  en 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  esta  capital  por  D.  Pedro 
Orgas  y  García,  representado  por  el  Procurador  D.  Ignacio  Santiago  y 
Sánchez  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  José  DÍ9z  Macaso,  con  Don 
Joan  de  Francisco  y  Baitragoeño  y  sas  hijos  D.  Gomersindo  y  D.  Ángel 
Y  continoados  despoés  por  fallecimiento  del  primero,  los  segondos  y  sos 
demás  hijos  D.  Manuel,  D.  José,  Doña  Encarnación,  Doña  Tomasa, 
Doñi  Teodora  y  Doña  Ramona,  representados  por  el  Procurador  Don 
Simón  Garrido  de  Sahagún  y  defendidos  por  el  Licenciado  D.  Eduardo 
Oobián  sobre  acumolacióa  de  aotos: 

Resaltando  que  el  Procurador  D.  Pedro  Orgaz  García,  en  su  propia 
representación,  dedujo  demanda  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
ietafd  en  26  de  Janio  de  1877,  solicitando  qae  se  despachara  ejecución 
contra  los  bienes  de  D.  Juan  de  Francisco  y  Baitragaeñ)  y  sus  hijos 
D.  Gumersindo  y  D.  Ángel,  obligados  mancomunada  y  solidariamente 
en  una  escritura  pública  y  en  un  documento  privado,  por  la  cantidad  de 
46.300  pesetas,  sus  réditos  y  costas;  y  desestimada  su  pretensión,  la 
Audiencia  de  esta  corte,  á  la  cual  acudió  el  ejecutante  en  apelación» 
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mandó  al  Jaes  que  despachara  la  ejecación  pretendida  contra  los  here- 
deros de  D.  Joan  de  Francisco  qne  habU  fallecido,  y  sos  hijos  D.  Aoge^ 
y  D.  Gumersindo: 

Resaltando  que  despachada  en  efecto  la  ejecución,  los  «jecmadas- 
pidieron  á  su  tiempo  la  nulidad  de  todas  ias  diligencias,  oponiendo  para, 
el  caso  de  no  estimarse  tas  excepciones  de  espera  y  pacto  de  oo  pedir 
novación  y  transacción,  qoe  fueron  impugnadas  de  contrario,  recibién- 
dose los  autos  é  prueba;  que  transmitido  el  término  sm  que  se  propu- 
riera  ninguna,  en  providencia  de  16  de  Mayo,  ájnstancia  del  ejecutante  * 
se  llamaron  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  partes,  señalándote 
para  ella  el  día  21;  y  pedid»  reforma  para  los  ejecutados  para  quesa  lee* 
entregasen  para  instrucción,  denegada  en  auto  del  17,  interpusíeroa 
apelación,  qoe  les  fué  admitida  en  amt)os  efectos,  siendo  confirmada  coa 
las  costas  por  la  Audiencia  de  esta  corte  en  98  de  Octubre  siguiente  le 
providencia  apelada: 

Resultando  que  devueltos  los  autos alJutgado  de  primera ínstanda, 
el  Jues  los  llamó  de  nuevo  á  la  vista,  que  tuvo  lugar,  previas  citacio- 
nes, el  día  5  de  Diciembre  de  dicho  año  18*78,  y  en  9  de  Diciembre  del  si- 
guiente año  1 879  se  dictó  la  senteucia  de  remate  mandando  seguir  la  eje' 
cucióo  adelante,  lo  cual  no  tuvo  efecto  hasta  dicha  fecha,  4  pesar  de  tas- 
gestiones  del  ejecutante  por  enfermedad  y  fallecimiento  del  iues,  ante 
quien  se  celebró  la  vista,  y  por  no  haberla  dictado  el  que  despachó  in* 
terinamente  el  Juagado  ni  el  que  lo  obtuvo  en  propiedad: 

Resultando  que  los  ejecutados  apelaron  de  esta  senieocia  con  la  re- 
serva del  recurso  de  casación  en  so  caso,  alegando  que  el  iuei,  por  el 
poco  tiempo  que  llevaba  desempeñando  su  cargo,  ignoraba  la  existen- 
cia simultánea  en  él  de  un  juicio  de  concorso  voluntario  iniciado  ooq 
anterioridad  á  la  citación  de  remate;  y  de  otro  con  posterioridad  de  coa« 
curso  necesario,  obtenido  por  otro  acreedor  en  el  inigado  del  distrito 
de  la  Latina  de  esta  corte,  que  había  requerido  de  inhibición  al  de  JeU-^ 
fe,  y  mandado  tener  presente  este  escrito  á  su  tiempo,  por  hallarse  en 
suspenso  ssí  el  juicio  ejecutivo  como  el  de  concurso  voluntario,  pare 
ventilar  la  acumulación  solicitada  por  el  Jues  de  la  Latina,  la  Audien- 
eia,  por  auto  de  SI  de  Setiembre  de  1880,  resolvió  el  incidente  de  acá- 
mulación,  declarando  no  haber  lugar  á  la  del  juicio  ejecutivo,  á  los  del 
concurso  necesario  promovido  en  el  Juagado  de  la  Latina,  ni  tampoco 
á  proveer  sobro  la  reclamación  que  había  hecho  á  éste  el  de  Jetafe^ 
para  que  se  inhibi^ara  de  conoi^er  en  dicho  concurso  necesario;  y  admi- 
tida en  su  virtud  la  apelación  interpuesta  por  los  ejecutados^  la  Aa« 
díeneia  de  esta  corte,  en  9  de  Mario  de  4881,  confirmó  la  sentencia  de-^ 
remate: 

RHsultandoqueen  13  de  Mayo  de  1878,  y  cuando  el  juicio  se  halla- 
ba en  el  período  de  prueba,  los  hijos  y  herederos  de  D.  Juan  de  Fran- 
cisco y  Baitragueño.se  presentaron  en  concurso  voluntario,  pretensión 
?|ne  reprodujeron  en  escrito  de  13  de  Mayo,  por  no  haberlo  hecho  en 
órma,  pretendiendo,  por  más  qne  no  fuera  necesario,  la  acumulación  á 
aquel  juicio  de  todos  los  qoe  se  hallaban  pendientes  ó  que  en  lo  suce- 
sivo se  incoasen,  pretensión  sobre  la  que  en  el  Juzgado  se  reservó  pro- 
veer, verificada  qoe  fuera  la  junta  de  acreedores  que  convocó  para  el 
dia  21  de  Junio  de  dicho  año: 

Resultando  que  verificada  en  dicho  día  se  presentaron  proposícionea 
de  quita  y  espera  por  los  deodores,  que  fueron  rectificadas  por  un 
acreedor  y  aceptadas  por  aquéllos,  y  puesta  á  votación,  el  acreedor 
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D.  P«dro  Orgas  prolesló  absteniéndose  da  formar  parte  en  ella  para  no 
qoedar  obligado,  y  habiendo  Totado  las  proposiciones»  los  demás  acree- 
dores asistentes,  excepio  dos,  quedaron  aprobadas  por  haber  rennido 
los  coDcnrsados  la  mayoría  de  votos  importantes  las  tres  quintas  partes 
del  total  pasivo  del  concurso: 

Resultando  que  D.  Pedro  Orgai,  en  eserito  de  5  de  Julio,  expuso 
que  el  acuerdo  no  reunía  las  condietones  de  la  ley,  y  en  providencia  del 
S  se  le  tuvo  por  opuesto,  reservándose  proveer,  formalizada  que  fuera 
la  demanda  con  arreglo  á  la  ley,  habiéndosele  declarado  en  auto  de  ti 
de  Mayo  de  1881,  decalda  de  su  derecho  á  oponerse  al  citado  convenio, 
por  el  que  se  concedió  á  los  deudores  la  quita  del  76  por  100,  psgáüdo- 
ae  el  resto  en  cuatro  plexos: 

Resultando  que  D.  Pedro  Orgaa  manifestó  que  no  tenía  necesidad 
de  formular  ni  seguir  demanda  alguna  de  impugnación  aJ  convenio 
que  tenía  esencialmente  por  nulo,  y  que  aun  sin  serlo  nada  valdría 
contra  él  ó  en  perjuicio  de  so  crédito,  bastándole  la  protesta  que  hiao 
ton  so  abstención  de  votar  en  la  junta  por  estar  fuera  del  concurso  so 
erédito,  mediante  el  Juicio  ejecutivo  seguido  contra  sos  deudores,  es- 
laudo  conclusos  los  autos  antes  del  día  en  que  los  hermanos  de  Fran* 
cisco  formalisaron  su  presentación,  á  cuyo  escrito  recayó  providencia, 
teniéndose  por  hechas  las  manifestaciones  que  contenía  y  disponiendo 
la  ejecución  de  lo  convenido: 

Resultando  que  en  SI  de  Abril  de  18*79  D.  Mariano  Soldevilla  soli- 
oitó  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Latina  de  esta  corte  la  for- 
mación de  un  concurso  necesario  de  acreedores  á  los  bienes  de  D.  Gu- 
mersindo de  Francisco  y  hermanos,  y  estimado  y  librado  al  efecto  ofi- 
cio al  Juez  de  Jetafe  para  la  acumulación  de  los  autos  ejecutivos  á  ins  • 
Uncía  de  D.  Pedro  Orgaz;  que  negada  la  acumulación  y  pedida  á  la  vex 
la  de  los  autos  ejecutivos  pendientes  en  el  Juzgado  de  la  Latina,  fué 
resuelta  eata  cuestión  en  los  términos  indicados  por  la  Audiencia  de  es« 
la  corte  en  auto  de  t\  de  Setiembre  de  1880: 

Resultando  que  confirmada  después  de  esto  la  sentencia  de  remate 
dictada  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  D.  Pedro  Orgaz,  se  procedió 
por  la  vía  de  apremio  á  llevarla  á  efecto,  solicitando  los  ejecutados  que 
ae  subordinara  el  juicio  de  quita  y  espersi  pretensión  que  fué  desesti- 
mada  por  el  Juez  de  primera  instancia,  que  mandó  sacar  á  pública  su- 
basta fincas  urbanas  embargadas  y  tasadas,  se&alando  para  el  remate  el 
día  l<»  de  Agoatode4882: 

Resultando  que  denegada  la  reforma  que  los  ejecutados  pretendie- 
ron, se  celebró  el  remate  en  el  dfa  señalado,  adjudicándose  una  finca 
urbana  á  favor  de  Orj^az  como  mejor  postor,  presentándose  en  el  acto 
do  la  subasta  un  escrito  de  los  ejecutaaos  de  que  se  dio  cuenta  después 
de  terminada,  solicitando  la  acumulación  de  aquel  juicio  al  concurso 
▼oluDtario  de  acreedores  convenido  y  la  suspensión  por  consiguiente 
de  la  subasta,  protestando  utilizar  los  recursos  que  las  leyes  les  conce- 
dían, pretensión  que  fué  desestimada  por  haberse  dado  cuenta  despuéa 
del  acto  de  la  subasta: 

Resultando  que  aprobado  el  remate  y  acordado  que  se  sacasen  nue- 
▼amenté  á  subasta  las  fincas,  que  no  hubo  postor,  fué  también  esta 
providencia  objeto  de  reposición  por  parte  de  los  ejecutados,  practi- 
cándose otras  diligencias  hasta  que  se  remitieran  las  actuaciones  á  la 
Jkudiencia  por  virtud  de  la  apelación  de  que  después  se  hará  mérito: 

Resaltando  que  en  escrito  de  29  de  Julio  de  1883,  presentado  en  el 
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jaicio  coDvanido  de  qoiu  y  áspera,  soliciuron  los  eoneorsados  la  aea- 
molacíÓQ  i  ól  del  joicío  ejecotifo  qae  se  hallaba  en  la  vía  de  apremio, 
la  saspensión,  la  sobasU  anonciada  y  la  práctica  de  caalqaiera  otra  di  - , 
ligencia  eo  el  jaicio  ejecalivo  segaido  á  instancia  de  D.  Pedro  Orgas/ 
y  la  ejecución  del  jaicio  oni  versal  de  acreedores  conforme  con  los  tér- 
minos del  convenio,  qae  era  la  única  ley  qne  debía  y  lenfa  necesaria- 
mente qae  enmplirse: 

Resaltando  qae  hecha  relación  de  los  aatos  con  citación  y  asisten- 
cia de  ios  Letrados  de  las  partes,  el  Jaei  de  primera  instancia  proveyó 
auto  en  S8  de  Abril  de  1883,  por  el  qae  declaré  qae  el  juicio  ejecativo 
segaido  á  instancia  de  D.  Pedro  Orgaz  García  contra  los  hijos  y  here- 
deros de  D.  Joan  de  Francisco  Baitragaeño,  hoy  en  la  vía  de  apremio, 
es  acamulable  al  concurso  volontario  promovido  por  D.  Gumersindo 
de  Francisco  y  hermanos,  al  que  debe  unirse  el  primero  y  sustanciarse 
por  los  trámites  del  juicio  universal^  suspendiéndose  en  ambos  p!eitoa 
y  demás  ramos  incidentales  todo  procedimiento  hasta  que  este  proveí- 
ao  fuera  firme: 

Resaltando  qoe  interpoesta  apelación  por  D.  Pedro  Orgas,  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  confirmó  en  1°  de  Oe- 
tabre  de  4883,  con  las  costas,  el  auto  apelado;  y  que  en  so  virtud  el 
referido  D.  Pedro  Orgai  dedujo  el  presente  recurso  de  casación,  per 
haberse  infringido  á  enjuicio: 

4®  El  principio  jurídico  de  que  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo 
reconocido  en  la  ley  45,  tít.  44  de  la  Partida  3\  y  consagrado  por  el 
art.  3®  del  Real  decreto  de  3  de  Febrero  de  4881,  que  paso  en  vigor  la 
novísima  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cuanto  habiéndose  dispuesto 
en  éste  qoe  los  pleitos  á  la  sazón  continuarían  sustanciándose  en  la  ins- 
tancia  en  que  se  hallasen  con  arreglo  á  la  ley  entonces  vigente,  á  do 
«er  que  los  litigantes,  todos  de  común  acuerdo,  pidieran  que  el  proce- 
dimiento se  ajustara  á  la  nueva;  y  no  resultando  que  hubieran  formu- 
lado tal  pretensióa  en  el  jaicio  de  concurso  voluntario,  era  evidente 
^ue  las  cuestiones  que  en  éste  se  suscitasen  debían  resolverse  por  loa 
trámites  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  única  aplicable  á  los 
mismos,  y  no  en  manera  alguna  por  los  de  la  nueva,  que  sólo  empecé 
a  regir  desde  su  pdblicacióa  respecto  de  aquellos  pleitos  que  se  halla- 
ban ya  en  el  período  de  ejecución  de  sentencia,  es  decir,  para  todo  lo 
que  se  refiriese  al  embargo  y  venta  de  bienes,  que  era  solamente  de  lo 
que  podía  tratarse  en  la  vía  de  apremio  común  á  toda  clase  de  pleitos 
y  no  peculiar  por  tanto  del  ejecutivo  únicamente,  ni  de  ninguno  de 
ellos  en  particular: 

V*  Los  números  2*  y  5^,  art.  280  de  la  antigua  ley  de  Enjulciamien* 
to  civil,  en  cuanto  al  determinar  que  eran  documentos  públicos  los  ex- 
pedidos por  los  funcionarios  que  ejerzan  un  cargo  P3r  Autoridad  públi- 
ca en  lo  que  se  refiera  al  ejercicio  de  su»  funciones  y  las  actuaciones 
judiciales  de  toda  especie,  era  evidente  que  se  hallaban  comprendidos 
los  autos  y  sentencias  ejecutorias  de  los  Tribunaies.  y  la  ley  4  U,  titu- 
lo 48  de  la  Partida  3\  que  atribuye  el  carácter  de  prueba  plena  en  jui- 
cio á  los  documentos  públicos  y  solemnes,  poríiue  habiéndose  reco  lo  - 
4^ido  por  el  auto  ejecutorio  que  en  SI  de  Setiembre  de  1880  dictó  la  Sa- 
la segunda  de  lo  civil  de  esta  Audiencia,  resolviendo  la  acumulación 
del  pleito  ejecutivo  de  Orgas  al  del  concurso  necesario  de  sus  deudores» 
que  por  providencia  de  45  de  Mayo  de  4878  se  mandaron  traer  á  la  vis- 
ta los  autos  ejecutivos  seúalándose  para  ella  el  día  Si  del  mismo  mes» 
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rrufcs  del  art.  8H  dala  misma,  y  que  siendo  tan  conocidos  los  efeotoa 
de  la  leotencia  de  remate,  no  pnede  dadarse  que  ella  no  determina  nna 
preferencia  especial  del  crédito,  y  qne  el  acreedor  qne  la  obtiene  no  so 
SQsirae  del  concorso,  á  cojas  determinaciones  está  sujeto  con  arreglo  á 
las  leyes: 

Considerando,  por  ultimo,  qoe  el  fallo  no  infringe  las  leyes  invocadae 
en  el  coarto  motivo,  porqoe  la  cosa  jozgada  qne  se  fanda  en  las  tre» 
Identidades  tan  conocidas  no  es  aplicable  al  presente  caso  en  qne  el 
Juzgado  de  Jetafe  y  la  Audiencia  del  territorio  ban  acordado  en  qq 
j  aióio  voluntario  de  concurso  en  que  hay  convenio,  la  acumulación  do 
nn  expediente  ej'^cntívo,  negada  en  otro  necesario,  qne  se  provocó  eo 
ano  de  los  Joigados  de  esta  corte; 

Pillamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  ra- 
corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro;  Orgsi  y  Garría,  á  quien 
condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá 
con  arreglo  é  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  est& 
corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamienta 
qne  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  S6  de  Hayo  de  i884,  é  inser- 
ta en  la  OaeeU  da  15  de  Setiembre  del  mismo  afto.) 
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Reeurno  de  caMciÓB  (17  de  Méyo  d$  1884).— S«¿a  primera.— 
Ejecución  db  sentencia.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Comisión 
liquidadora  de  la  Sociedad  Cráitío  Moviliario  B«reslanü  con  D.  Claudio 
Piltet  (Audiencia  de  Oviedo),  y  se  resaelve: 

4^  Qu$  el  conlrato  t$  la  ley  que  regula  loe  derechos  y  U$  ohligacionee 
de  los  eoniratantes,  el  cual  debe  cumplirse  según  su  lileral  controlo  en 
euanto  no  se  oponga  á  la  moral  y  á  las  leyes; 

Tt^  Que  si  bien  es  cierto  que  desde  que  la  Sociedad  está  disuella,  de 
derecho  cesa  la  represtntacián  do  los  socios  Administradores  para  hacer 
nuevas  contratas  y  obligaciones,  también  lo  es  que  dichos  socios  en  ca- 
lidad de  liquidadores  tienen  facultad,  entre  otras^  para  eoftinguir  las 
obligaciones  contraídas  de  antemano  según  vayan  venciendo. 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  ti  de  Hayo  de  1884.  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  da 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cangas  de  Tineo 
y  en  h  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  D.  Claudio  Pillet 
y  Barba,  representado  por  el  Procurador  D.  Julián  Merinero  y  defendido 

{»or  el  Licenciado  D.  Agustín  Ondovilla  con  la  Comisión  liquidadora  da 
a  Sociedad  Crédito  Moviliario  Barcelonés,  y  en  so  nombre  el  Procura* 
dor  D.  Patricio  García  de  Aicañis,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
Laureano  Figuerola,  sobre  ejecución  de  sentencia: 

Resultando  qoe  seguido  pleito  por  D.  Claudio  Pillet  j  Barba  con  la 
Sociedad  anónima  Crédito  Moviliario  Barcelonés,  encargada  de  la  explo- 
tación del  monte  de  Muniellos,  sobre  pago  de  cierta  cantidad  que  se  le 
adeudaba  por  sueldos  vencidos  basta  i®  de  Abiil  do  i859,  con  más  el 
cartón  y  leña  necesaiios  para  su  consumo  que  dejó  de  suministrarle  el 
representante  del  Crédito  desde  que  se  encargó  de  la  administración  y 
explotación  del  monte  de  Muniellos,  y  á  que  en  los  plazos  sucesivos  so 
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Segando  Moreno  Torres,  éste  solo  y  no  aquélla  era  quien  podfa  oponer- 
se i  la  yema  de  los  efectos  eoobargados;  y  qse  recibido  el  incidente  é 
prneba,  para  la  qne  se  trijo  á  los  aotos  la  sentencia  de  las  Afneras  de 
Barcelona,  y  el  lando  de  ios  amigables  componedores,  sustanciado  ee 
dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andíencia  de  Oviedo  dictó  en  13 
de  Noviembre  de  1879  aoto  revocatorio  del  dictado  por  el  Joez  de  pri- 
mera instancia  de  Gangas  de  Tinco,  desestimando  la  solicitad  de  la  Co- 
misión litjaidadora  de  la  indicada  Sociedad  y  mandando  conttnaar  el 
procedimiento  de  apremio  suspendido: 

Resultando  qae  el  Presidente  de  la  indicada  Comisión  interpuso  re* 
corso  de  casación,  citando  como  infringida  la  sentencia  de  coya  ejecn- 
ción  se  trataba,  y  esta  Sala,  por  sentencia  de  S8  de  Enero  de  1884,  de- 
eJaró  no  haber  logar  á  dicho  recorso  por  considerar  qae  el  aoio  recu- 
rrido no  infringía  la  sentencia  firme  de  14  de  Abril  de  1860,  de  cuyo 
complimieoto  se  trataba,  porone  ésta^n  su  parte  dispositiva  no  ponía 
otro  límite  á  la  duración  del  derecho  que  declaraba  á  favor  de  D.  Glao» 
dio  Pitlet  de  percibir  el  sueldo  mensaal  de  1.900  rs.,  que  era  el  punto 
de  la  contienda,  que  el  hacerse  el  recurrido  merecedor  de  su  separación 
por  motivos  ó  razones  graves  estimados  tales  por  sentencia  ejecutoria 
que  no  había  sido  pronunciada: 

Resultando  qoe  continuado  en  su  virtud  el  procedimiento  de  apre* 
rato  y  aprobada  la  liquidación  de  costas  y  sueldos  vencidos  y  no  satis- 
fechos á  Pillet,  presentó  escrito  la  Comisión  liquidadora  de  la  Sociedad 
en  30  de  Noviembre  de  i882,  promoviendo  un  nuevo  incidente  y  soli- 
citando qoe  se  suspendiera  el  curso  de  los  autos  v  se  declarase:  prime- 
ro, que  la  explotación  del  monte  de  Muñidlos  había  cesado  desde  el 
año  de  1881  por  suspensión  de  los  trabajos,  continuando  esta  interrup- 
ción hasta  el  día;  segundo,  que  tal  explotación  había  dejado  de  estar  á 
cargo  del  Crédito  Hoviliario  Barcelonés  como  cesionario  de  los  derechos 
adjudicados  en  el  monte  de  Muniellos  por  Hervri!  Wilson  desde  el  día 
11  de  Mayo  de  1878,  no  podiendo  por  lo  dicho  tener  aplieaeión  desde 
dicho  día,  ni  aun  desde  el  año  antes  citado  contra  el  Crédito  Movíliario 
Barcelonés  la  sentencia  ejecotoriade  14  de  Abril  de  1860;  tercero,  y 
por  consecuencia  de  todo,  nulo,  de  ningún  valor  ni  efecto  el  procedí 
miento  de  apremio  qne  se  estaba  sustanciando  contra  dicho  Crédito  Mo- 
viliario  para  hacer  efectivos  los  sueldos  que  reclamaba  Pillet  como  ven- 
eidos  desde  4®  de  Julio  de  4878,  condenando  á  éste  en  las  costea  del  pro* 
cedimiento  de  apremio,  con  reserva  i  la  mencionada  Sociedad  del 
derecho  que  la  asistiera  para  redamar  las  cantidades  que  indebidamente 
percibió  Pillet  del  Crédito  desde  que  dejaron  de  tener  aplicación  lo» 
contratos  de  H  de  Mayo  de  1854  y  11  de  Agosto  4le  4857,  fondeado  es- 
tas pretensiones  en  qne  la  obligación  impoesta  á  la  Sociedad  por  lasen* 
tencia  de  1860  no  foé  perpetoa  sino  mientras  dorase  la- explotación  del 
monte  y  estoviese  á  cargo  del  Crédito  Movíliario,  por  lo  qoe  la  obliga- 
ción  se  había  extingoido  desde  el  momeoto  en  que  la  Sociedad  dejó  de 
explotarlo  por  haber  transmitido  su  propiedad  á  Moreno  de  Torres;  qo» 
hoy  era,  legalmente  hablando,  imposible  la  ejecución  de  dicha  senten 
cia,  porque  exigiendo  el  cumplimiento  de  dos  eondibiones  que  había 
fijado  conjontamente  coáles  eran  mientras  dorase  y  estoviese  á  su  car- 
go la  explotación  del  monte  faltaba  la  segunda,  puesto  que  estaba  á 
cargo  de  Moreno  de  Torres;  qne  era  necesario  el  concurso  simoltáneo 
de  tres  circonstancias  para  qoe  podiera  dirigirse  efieasmente  el  proce 
dimiento  de  apremio  contra  el  Crédito,  eoales  eran  la  subsistencia  de  la 
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exploUeiÓD,  qoe  ésta  se  halltie  á  cargo  de  la  misma  Sociedad,  y  qae 
no  hobiera  recaído  sentencia  por  la  caal  se  declaraaie  á  Pillet  separado 
del  cargo  que  se  le  había  encomendado;  y  qoe  habiéndose  concedida 
el  eneldo  á  Pillet  en  consideración  i  los  servicios  qoe  prestara  en  la  ex- 
plotación, terminada  ésta  terminó  la  obligación  de  satisfacer  dicho 
aneldo:  . 

Resaltando  qoe  D.  Claudio  Pillet,  á  qnien  se  confirió  traslado,  pro- 
puso ia  excepción  de  cosa  josgada,  porque  este  incidente  era  el  misma 
propaeato  anteriormente  y  resoelto  por  sentencia  firme;  qae  dicha  pre- 
tensión no  envolvía  cuestión  alguna  incidental,  sino  que  atacaba  direc- 
tamente la  cosa  juzgada,  qoe  no  podía  ser  atacada  por  el  mismo  contra 
5[ai(*n  se  juagó,  sino  por  medio  de  ona  nueva  demanda  contra  aquél  á 
avor  de  quien  se  dio  el  juicio  cuando  concurrían  cansas  qae  destruían 
ana  efectos  ó  anulaban  los  sostanciados,  siendo  ra  contestación  que  de 
hia  darse  á  la  pretensión  del  crédito  la  misma  que  se  le  dio  en  el  inci» 
dente  anterior  y  la  qoe  le  daban  las  sentencias  qoe  lo  habían  resoelto: 
Resaltando  que  recibido  el  incidente  á  prueba  y  sustanciado  en  dos 
instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  dictó  en  29  de 
Noviembre  de  4883  sentencia  confirmatoria  con  las  costas,  declarando 
no  htiber  logar  á  lo  solicitado  por  el  Procurador  D.  Benigno  Vaicárcel 
en  representación  de  la  Sociedad  anónima  Crédito  Moviliario  Barcelo- 
Dés,  mandando  en  sa  virtud  continuar  el  procedimiento  de  apremio  en 
el  estado  qoe  mantenía  al  promoverse  este  incidente,  y  a/aándose  al 
efecto  la  suspensión  del  mismo,  acordado  todo  con  imposición  de  cos- 
tes al  Crédito  Moviliario: 

Resultando  que  la  Comisión  liquidadora  de  la  referida  Sociedad  in- 
terpuso recurso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  sa  juicio: 

i^  El  laudo  de  11  de  Mayo  de  4878  que  tiene  valor  y  eficacia  en 
sentencia  firme  y  cosa  juagada  según  el  párrafo  quinto  del  art.  469t 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  el  fallo  recurrido  exten- 
día sus  disposiciones  á  más  de  lo  qae  podía  comprender  la  parte  dis 
positiva  de  aquella  decisión,  infringiendo  asimismo  la  doctrina  legal  y 
jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo  consignada  en 
gran  número  de  decisiones,  y  entre  ellas  en  las  de  9  de  Noviembre  de 
1854,  U  de  Abril  de  1869,  25  de  Mayo  de  1860,  II  de  Febrero  de  1864. 
14  de  Mayo  de  1867,  18  de  Mayo  de  4868.  9  y  10  de  Junio  de  1870,  4 
de  Mayo  de  1871,  41  de  Marao  da  1872,  auto  de  esta  S?(la  primera  de  & 
de  Noviembre  de  1872  y  sentencia  de  10  de  Abril  de  1878: 

2®  El  art.  337  del  Código  de  Comercio  con  arreglo  ai  cual,  disaelta 
ona  Sociedad,  las  facultades  de  los  liquidadores  quedan  limitadas  á 
percibir  los  créditos  de  la  misma^  extinguir  las  obligaciones  contraída» 
de  antemano  según  vayan  venciendo,  y  realizar  las  operaciones  que  se^ 
hallen  pendientes,  puesto  que  la  Comisión  liquidadora  del  Crédito  Mo- 
viliario Barcelonés,  sometiéndose  al  laudo  de  44  de  Mayo  de  4878,  al 
eoal  no  fué  voluntariamente,  sino  obligada  por  sentencia  firme  del  Jua* 
gado  de  las  Afueras  de  Barcelona,  creyó  haber  extinguido  las  obliga- 
ciones contraídas  con  Pillet,  transfiriendo  sa  cumplimiento  á  D.  Se- 
fnndo  Moreno  Torres,  como  causahabíente  de  Mervil  Wilson,  sin  em- 
argo  de  lo  coal  se  imponía  á  ona  Sociedad  qae  no  existía  el  pago  d» 
sueldos  vencidos  y  que  sucesivamente  fueran  venciendo  á  favor  de 
D.  Claudio  Pillet,  que  no  podía  prestarles  oficios  personales,  porque  la 
cxploución  del  monte  de  Muniellos  ni  duraba  ni  estaba  á  cargo  de  uoik 
•Dtidad  jurídica  que  desapareció. 
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Yiftto,  steodo  Ponente  el  MAgistrtdo  D.  José  M aríA  AUz  y  Bonaohe: 

Considerando  qoe  el  eontrato  es  la  ley  qae  regola  los  derechos  y 
Us  obligaciones  de  los  eontraUntes,  el  caal  debe  complirse  según  s« 
íiieral  contexto  en  cuanto  se  opone  á  la  moral  y  á  las  leyes: 

Considerando  qoe  los  soeldos  qoe  reclama  D.  Claudio  Pület  los  hace 
•derivar  del  contrato  que  celebró  con  HerYÍI  Wilson,  á  cuyo  Cumpli» 
miento  fué  condenada  por  sentencia  firme  la  Sociedad  Crédito  Movilía- 
rio  Barcelonés,  y  también  á  que  abone  é  Plllet  los  soeldos  Tencídos  y 
no  satisfechos  y  los  qoe  socesivameote  venían,  mientras  por  so  parte 
DO  se  dieren  motivos  ó  razón  grave  para  su  separación: 

Considerando  que  desestimada  la  demAn<1a  que  la  Comisión  líaui- 
dadora  del  Crédito  Barcelonéa  entabló  oponiéndose  al  pago  de  sueldos 
á  Piltet,  resulta  perfecto  el  derecho  de  éste  á  su  percibo  mientras  no 
se  verifique  el  caso  previsto  para  so  separación,  y  en  tal  concepto,  la 
eentencia  que  niega  la  nueva  pretensión  deducida  sobre  el  particular, 
y  manda  continuar  el  procedimiento  de  apremio,  no  infringe  el  laudo 
ni  la  doctrina  que  se  invocan  en  el  primer  motivo  de  casación: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  desde  que  la  Sociedad  está 
^isuelta,  de  derecho  cesa  la  representación  de  los  socios  Administra- 
dores para  hacer  nuevu  contratas  y  obligaciones,  también  lo  es  que 
dichos  socios  en  calidad  de  liquidadores  tienen  facultad,  entre  otras, 
para  extinguir  las  obligaciones  contraídas  de  antemano,  según  vayan 
venciendo  entre  las  que  se  encuentran  la  que  á  su  favor  tiene  D.  Clau- 
dio Pillet,  ratón  por  la  qoe  la  sentencia  recurrida  no  infringe  el  ártico- 
lo  937  del  Código  de  Comercio  que  se  cita  en  el  segundo  motivo; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
corso de  tasación  interpoesto  por  ta  Cotíoisión  liquidadora  de  la  Socie* 
dad  Crédito  Moviliario  Barcelonés,  á  la  qoe  condenamos  á  la  pérdida 
d^l  depósito  constituido  qoe  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en 
las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Oviedo  la  certificación  corres- 
pondiente, con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — fSen- 
tencia  publicada  el  1*7  de  Mavo  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaesta  ae  15 
de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Heevrso  de  easaeión  (17  d4  Mayo  di  f  88ft).^-Sa/«  teñera.^ 
Pago  db  costas.— No  se  admite  el  interpuesto  por  Dofta  Manuela  Pe* 
láez  con  D  Fernando  Estaren  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Q%e  si  él  auto  contra  q»e  se  recnrrs  ha  sido  dictado  sn  los  proesdi- 
mientot  para  la  eje^MiÓH  de  la  senisneia  por  la  cual  se  otorgaron  a¿t- 
mentos  provisionalei  á  la  parte  recurrente,  y  no  resulta  ni  h%  sido  ale 
j^ado  por  dicka  partid  para  fundar  el  recurso,  que  se  resuelvan  en  él 
punios  sustanciales  no  controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  la  sen  ■ 
tencia,  pues  no  tiene  ni  puede  tener  este  carácter  la  cuestión  resuelta 
por  dicho  auto  sobre  pago  de  las  costas  de  aquel  juicio  y  sus  incidencias, 
y  tampoco  se  provee  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado;  conforme  á  lo 
prevenido  en  el  art.  i  693  de  la  ley  de  Bnjuieiamiento  civil  ^  es  inadmi^ 
4ible  el  recurso. 

Resultando  que  por  sentencia  del  Juzgado  de  primera  instancia  del 
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titirito  del  Centro  de  esu  corte  de  tt  de  Enero  de  1880  so  asfgnaroo 
^mo  tliinentos  á  Do&a  Manoela  Peláez  Moíiner  la  soma  de  63  pesetas 
flMnsoates  como  tercera  partb  del  sueldo  líioido  qae  ditfrotaba  so  ma- 
rido D.  Fernando  Balaren  y  López,  en  el  concepto  de  Teniente  Coro- 
nel en  sítaación  de  reserva: 

Resaltando  que  en  5  de  Noviembre  siguiente  pidió  Doña  Manuela 

Sue  en  cumplimiento  de  sosodicba  sentencia  se  dirigiera  orden  al  Ha- 
ilitado  de  Comisiones  activas  para  que  le  entregara  mensoatmente  la 
tercera  parte  del  soeldo  que  tenia  por  baber  pasado  al  servicio  activ) 
en  ei  Ejército,  á  coya  pretensión  no  se  dio  logar  en  providencia  de  .11 
de  dicbo  mes,  confírmada  por  auto  de  la  Sala  primera  de  la  Aodiencia 
de  ella  corte  de  31  de  Bnero  deH87t,  qoe  condenó  en  las  costas  de  la 
aliada  á  la  apelante  Doña  Manoela  Peláea: 

Resultando  qoe  por  auto  de  20  de  Enero  de  1882  se  declaró  (|ae 
Doña  Manuela  Peláez  tenía  derecho  por  alimentos  provisionales  á  la 
tercera  parte  del  soeldo  de  su  marido,  y  se  practicó  después  á  petición 
de  la  misma  la  liquidación  de  costas  devengadas  en  estos  autos,  qoe 
ascendió  en  total  932  pesetas  35  céntimos: 

Resaltando  que  Doña  Manuela  pretendió  que  una  vez  aprobada  Ja 
tasación  de  cosías  se  dirigiera  el  oficio  oportuno  para  que  se  retuviera 
h  parte  proporcional  del  soeldo  qoe  quedase  libre  á  D.  Fernando  Esta- 
reo  después  de  descontada  la  aoe  ella  percibía  por  alimentos,  y  que  se 
entregase  al  acioario  basta  cobrir  el  importe  de  la  referida  tasación  de 
costas,  á  lo  cual  se  oposo  Estaren,  pidiendo  que  se  biciese  la  condena- 
ción de  costas  á  Doña  Manuela  por  cnanto  se  trataba  de  un  expediente 
de  jurisdicción  voluntaria  en  el  que  se  babia  sostenido  indebidamente 
ona  apelación,  y  no  babía  becbo  por  su  parte  oposición  alguna  á  lo 
dispuesto  por  el  Juzgado: 

Resultando  que  por  auto  de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  esta  corte  de  6  de  Febrero  próximo  pasado  se  declaró  que 
D.  Fernando  Estaren  no  viene  obligado  en  ningún  concepto  al  pago  de 
las  costas  ocasionadas  en  estos  autos  por  su  consorte  Doña  Manuela  Fe- 
laes, sin  expresa  condenación  de  las  ocasionadas  en  este  incidente: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Peláez  interpuso  recurso  de  casación 
por  considerar  infringidas: 

1*^  Las  leyes  3^  y  5^,  tit.  4^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y 
la  doctrina  establecida,  entre  otros  fallos  de  este  Tribunal  Sopremo, 
en  el  de  9  de  Mayo  de  i870,  según  la  cual  el  matrimonio  debe  surtir 
todos  los  efectos  civiles  entre  los  cónyuges  mientras  que  por  sentencia 
ejecotoriano  se  autorice  la  separación  de  ellos: 

P  La  jurisprudencia  establecida  en  la  sentencia  de  29  de  Noviembre 
de  1866,  que  declara  que  la  obligación  qu*»  tiene  el  marido  de  satisfa- 
cerlos gastos  que  su  mujer  ocasione  en  las  reclamaciones  que  entable 
contra  él  nace  del  principio  de  que  los  productos  de  los  bienes  de  la  so- 
ciedad conyugal  son  comunes  y  con  ellos  debe  atender  aquél  á  todas 
'"  "argas,  en  las  que  se  comprenden  los  alimentos  de  la  mujer  y  los 

os  que  su  obtención  le  o'^/ssione;  y  que  la  ley  8^,  tít.  22,  Partida 

Bs  inaplicable  cuando  no  se  trata  de  costas,  sino  de  una  carga  que 
legal  y  naturalmente  sobre  los  productos  de  la  sociedad  con* 

al; 

y  Lz  ley  2*,  tit.  19  déla  Partida  4^,  porque  consistiendo  según 

a  obligación  de  alimentar  en  proporcionar  al  que  á  ella  tiene  de» 

^  las  cosas  necesarias  para  la  vida,  es  indudable  que  sobre  los  ali- 
TOMO  55  49 
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inentos  no  es  posible  imponer  directa  ni  indirectamente  carga,  grava- 
íi)tú  ni  obligación  qne  disminoya  sn  coantía: 

Resollando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  de  este 
recurso. 

Vislo,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eagenio  de  Aogolo: 

Considerando  qne  el  auto  de  qne  se  trata  ha  sido  dictado  en  los  pro- 
cedimientos para  la  ejecación  de  la  sentencia  por  la  enal  se  otorgaron 
yjimentos  provisionales  á  la  parte  recurrente,  y  no  resolta  ni  ha  sido 
«legado  por  dicha  parte  para  fundar  el  recurso  que  se  resuelvan  en  él 
pontos  sustanciales  no  controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  U 
sentencia,  pues  no  tiene  ni  poede  tener  este  carácter  la  cuestión  reauel- 
ta  por  dicho  auto  sobre  el  pago  de  las  costas  de  aquel  juicio  y  sus  in- 
cidencias,  y  tampoco  se  provee  en  contradicción  ccn  lo  ejecutoriado;  f 
por  consiguiente,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1695  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  es  inadmisible  el  presente  recurso; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Doña  Manuela  Peláez  Moliner,  á  quien  se  condena 
al  pago  de  las  costas:  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certifica- 
ción correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  remitido;  y  po- 
bliqnese  este  snto  en  la  Gacela  y  en  la  CoUeción  legúlaiiva^  pasándose 
al  efecto  las  copias  necesariss. — (Sentencia  publicada  el  ti  de  Mayo  de 
1884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  4  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Helarse  de  rasarlón  (t8  de  Mayo  de  1884). — Sala  primera.— 
Pago  de  cantidad  t  abono  de  intereses  t  daños. — No  ba  lugar  á  loa 
interpuestos  por  1).  Bruno  Zaldo  y  D.  José  Marconell  (Audiencia  de  Ma- 
drid), y  se  resuelve: 

1®  Que  no  $e  infringen  la  ley  del  contrato;  la  1*,  tít,  1^,  libro  10  <¿r 
la  Notitima  Recopilación;  el  principio  Pacta  sunt  ser v and»;  lat  le- 
yes r  y  S"",  «t.  e"",  y  \t,  13,  35  y  85,  (it.  \\  de  la  Partida  5',  como  la 
doctrina  legal  de  la  sentencia  de  S5  de  Junio  de  1860  y  otras,  seg4n  las 
enales  €menoicabos  ó  perjuicios  son  lo  miimo  gue  privación  de  intere- 
ses, de  utilidad,  de  provecho,  d^,  ganancia  Ó  de  /«ero;»  las  leyes  10^21, 
tit,  13;  43,  tit  \i;  14,  tit.  5<»;  8»,  tit.  3^  3*  y  5*,  ííl.  6^  Partida  5', 
y  O*,  tit,  1 0,  Partida  3*,  cuyo  objeto  es  establecer  el  deber  de  cumplir 
los  contratos,  la  obligación  de  responder  de  los  daños  y  perjuicios  que 
por  falta  de  cumplimiento  de  los  mitmos  ocasiona  á  la  parte  con  quien 
na  contratado  el  gue  no  cumple  la  obligación,  la  esencia  de  lo  gue  cons 
tituye  el  daño  y  perjuicio,  gue  no  es  otra  cosa  gue  lo  que  perdió  ó  deja- 
do ganar,  según  los  casos,  el  perjudicado,  y  la  manera  de  probar  que  se 
han  causado  daños:  si  la  sentencia,  declarando,  como  declara,  la  exis- 
tencia d€  los  daños  y  la  obligación  del  demandado  á  pagarlos  en  confor- 
midad á  las  iisposiciones  de  las  leyes  referidas,  las  aplica  lejos  de  in 
fringirlas: 

t^  Que  si  la  sentencia  no  desconoce  ninguna  de  las  formas  con  que 
puede  acreditarse  la  cuantia  de  los  daños  causados,  al  establecer  coma 
base  para  fijar  los  sufridos  por  el  demandante  la  naturaleza  y  objeto  deí 
contrato  de  entrega  de  ladrillos  en  época  determinada  y  para  unas  obras ^ 
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opreeiando  que  vor  los  términos  del  contrato  el  verdadero  perjuicio  «»- 
frido  por  aquél  consiste  en  la  diferencia  de  precio  de  los  ladrillos  qus 
te  viera  precisado  á  comprar  y  comprara  para  sustituir  los  que  debió 
recibir  del  demandado,  en  lugar  de  tomar  por  has^  la  diferencia  general 
deprecio  en  las  épocas  de  entrega  y  base  que  seria  única  si  se  tratara  de 
%n,eontrato  para  revender  u  no  para  objeto  determinado-,  no  infringe  la 
regla  17,  tit,  34^  Partida  T,  según  la  cual  fnninguno  non  debe  enrtque- 
eerse  iariieeramente  con  daño  de  oír  o;»  la  regla  \B  conforme  á  la  que 
«/a  culpa  del  uno  non  debe  empecer  á  otro  que  non  haya  parte;»  el  prin- 
cipio de  que  los  Tribunales  no  deben  favorecer  el  incumplimiento  de  las 
leyes  de  tos  contratos,  y  el  principio  de  que  en  los  contratos  bilaterales  y 
onerosos  es  igual  la  condición  de  ambas  partes: 

3*  Que  al  apreciar  la  forma  en  que  debe  regularse  la  cuantia  del 
daño  cantado,  no  puede  infringir  la  sentencia  la  ley  16,  tit.  91,  Pat^ 
tida  3^,  ni  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento ^  pues  refiriéndose  á 
la  congruencia  entre  lo  discutido  y  la  sentencia,  no  puede  deciree  que 
*o  la  haya  en  el  caso  en  que  pedido  el  abono  de  perjuicios  se  estima, 
cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  debe  apreciarse: 

4®  Que  apreciado  por  el  Tribunal  sentenciador  por  el  resultado  da 
las  pruebas  y  actos  de  las  partes  que  los  contratos  celebrados  anterior- 
mente entre  demandado  y  demandante  para  el  suministro  de  los  ladri- 
tt0$  quedaron  liquidados  y  terminados  tus  efectos  al  celebrar  el  del  ori" 
gen  y  objeto  del  pleito;  sin  que  centra  dicha  apreciación  se  haya  alegado 
error  de  derecho  ó  error  de  hecho  resultante  de  documentos  ó  actos  au- 
téñticos,  son  inaplicables  al  caso  y  no  pueden  decirse  infringidas  la 
ley  I»,  lit.  r,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  laí\  tit.  Í3, 
Partida  3*: 

5'  Que  si  al  tomar  la  sentencia  en  cuenta  los  asientos  de  loe  libros 
de  comercio  llevados  por  el  demandante,  que  es  comerciante,  no  les  da, 
como  supone  el  demandado,  el  valor  que  tendrian  si  éste  fuera  también 
del  comercio,  sino  que  aprecia  dicho  medio  de  prueba  conjuntamente  con 
otros  que  acreditan  los  hechos  como  resultan  délos  libros,  no  se  iU" 
fringe  el  art.  68  del  Código  de  Comercio: 

6^  Que  la  ley  13,  ///.  H,  Partida  h^,  que  declara  fasta  cuánto  tiem- 
po debe  «er  cumplida  la  promisión,  no  está  infringida  por  la  sentencia, 
si  no  recibió  el  demandante  el  tejar  de  su  propiedad,  dándose  por  sa^ 
ti^fecho  y  sin  pedir  daños  y  perjuicios,  que  es  el  caso  de  la  ley,  sino  que 
por  el  contrario  resulta  estimado  en  la  sentencia  que  procedió  á  los  re- 
paros necesarios  y  reclamó  convenientemente  su  abono  del  obligado  á 
hacerlos  conforme  al  contrato; 

YV  Que  al  condenar  la  sentencia  al  dimandada  al  pago  de  los  inte- 
reses de  la  cantidad  invertida  en  reparar  el  tejar,  no  infringe  las  cláu- 
sulas del  contrato,  porque  siendo  parte  del  mismo  la  obligación  de  re* 
parar  el  tejar ^  y  produciendo  etta  operación  un  anticipo  de  fondos  hecho 
par  el  demandante  por  cuenta  del  demandado,  la  sentencia  aprecia 
reciamente  que  esta  turna,  con  arreglo  al  contrato,  se  halla  dentro  del 
veteío  de  abofio  de  intereses,  y  que  es  líquida  la  cantidad  desde  que  aquél 
'A  desembolsó. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  S8  de  Mayo  de  1884,  en  los  autos 

,ne  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de.  casación  por  infracción 

16  ley,  segnidos  en  el  Juzgsdo  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 

celosa  de  esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 

el  territorio  por  D,  Brano  Zaldo  y  Rivera,  de  esta  vecindad,  banqnero 
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y  propietario,  representado  y  defeodido  por  et  Procurador  D.  Jaliás 
Muñoz  y  Migoel,  bajo  la  direoción  del  Liceaciado  D.  Agastía  Soto,  eon 
D.  José  Marconell  y  Pesquera,  propietario,  de  la  misma  veoiodad.  re- 
presentado y  defendido  por  et  Procarador  D.  Joan  Hernández  Baara  y 
el  Licenciado  D.  Pablo  Abejón,  sobre  pago  de  cantidades  é  intereses  y 
abono  de  daños  y  perjuicios: 

Besnltando  qoe  en  documento  privado  de  SO  de  Enero  de  1878,  fir- 
míido  por  D.  Bruno  Zildo  y  D.  Josó  Marconell,  éste  se  comprometió  á  sa  - 
ministrar  á  aquól  t  millones  de  ladrillos  recochos  desie  el  ti  del  mismo 
mea  hasta  el  30  de  Setiembre  siguiente,  en  las  épocas  y  cantidades  q«o 
expresaron,  al  precio  de  16  rs.  iOO,  que  se  entregaría,  según  liquida- 
ción, siendo  condición  que  la  falta  de  cumplimiento  á  no  sobreyenir  caso 
de  fuerza  sería  cansa  de  rescisión  del  contrato;  y  por  otro  contrato  pri- 
Tado  celebrado  entre  los  referidos  Zaldo  y  Marconell  en  20  de  Enero 
de  4879,  éste  lomó  en  arreiidamiento  el  tejar  de  la  pertenencia  del  pri- 
mero, sito  en  la  Moncloa,  por  término  de  un  año  y  precio  de  20.000  rea* 
les,  obligándose  á  entregar  á  Z%1do  10  millones  de  ladrillos  de  la  clase 
de  recochos,  pintones  y  pardos,  en  la  proporción  señalada  y  en  las  épo- 
cas que  fijaron  desde  el  mes  de  Abril  á  31  de  Octubre  del  mismo  aAo: 
Resultando  que  en  I®  de  Febrero  Z%ldo  dirigió  una  carta  á  Mareo  - 
~nell  diciéndole  que  á  pesar  de  que  én  et  contrato  de  20  de  Enero  se  ex<- 
presaba  que  Marconell  le  b&bía  de  abonar  7  reales  diarios  por  cada  pe- 
nado que  emplease,  se  obligaba  á  cobrarle  únicamente  5  1|2  por  el  día 
3ue  trabajasen,  y  eu  otra  carta  de  20  de  0<2tubr«  del  propio  año 
e  1879,  Zaldo  redujo  á  8  millones  el  contrato  de  10  millones,  si  le  aco- 
modaba al  Marconell: 

Resultando  de  documento  privado  suscrito  en  2  de  Enero  de  1880» 
D.  Bruno  Zaldo,  contratista  de  la  nueva  cárcel,  y  D.  José  Marconell,  fa* 
bricanie  de  Udrillos,  convinieron  en  el  arrendamiento  del  tejar  que  al 
primero  poseía  en  la  Moncloa,  estipulando,  entre  otras  condiciones:  pri- 
mera, D.  José  Marconell  tomaba  en  arrendamiento  el  expresado  tejar  4 
D.  Bruno  Zaldo  por  el  término  de  un  año,  ó  sea  desde  i^  de  Enero  á  31 
de  Diciembre  de  1880,  por  la  cantidad  de  20.000  rs.;  coarta,  Marconell 
costearía  los  gastos  de  reparación  de  los  cobertizos  y  de  los  locales  qoe 
ocupase  en  el  pabellón  de  vivienda,  de  los  estanques,  pilas  y  demás;  y 
á  la  terminación  del  contrato  había  de  dejarlo  todo  en  el  estado  que  to 
recibía;  sexta,  Marconell  se  obligaba  á  entregar  á  Zaldo  8  millones  do 
ladrillos  de  las  clases,  en  la  proporción  y  en  las  épocas  que  se  determi- 
naban dentro  del  año,  los  qoe  pagaría  Zaldo  al  precio  de  9  rs.  el  100  do 
recocho,  8  rs.  el  400  de  pintones,  y  á  7  rs.  el  100  de  pardos  y  santos 
éscafíllados;  décima,  Marconell,  como  obligado  al  cumplimiento  de  su 
compromiso,  no  podría  excusarse  de  la  entrega  de  los  ladrillos  bajo  ex- 
cusa ni  pretexto,  ni  valerse  de  ninguna  excepción  ni  recurso,  y  serla 
compelido  por  los  medios  legales  para  que  hiciese  la  entrega  ó  indem  • 
nización  á  Zaldo,  daños  y  perjuicios  que  le  ocasionase  si  al  vencer  alg-*- 
Do  de  los  plazos  no  llenaba  el  capo  marcado,  puesto  que  Zaldo  contr 
taba  y  aseguraba  en  firme  la  compra  de  los  8  millones  de  ladrillos 
duodécima,  si  para  completar  los  8  millones  de  ladrillos  Marconell  hv 
biera  de  traerlos  de  otros  tejares,  le  abonaría  Zildo  real  y  medio  mi 
en  100  sobre  los  precios  estipulados;  décimatercera,  sería  potestati^ 
en  Zaldo  aumentar  á  10  millones  de  ladrillos  los  8  contratados,  y  pa 
estos  2  millones  de  aumento  se  computaría,  si  le  hubiese,  el  exceso 
que  se  refería  la  cláusula  H,  bajo  los  precios  estipulados,  y  el  ref 
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para  sa  completo  ó  totalidad  habria  de  entregarle  Marconell  en  las 
obrai  de  la  nneva  cárcel  traiéndolos  de  los  tejares,  abonándoles  S  rs. 
más  en  cada  100  sobre  los  precios  mareados  en  la  condición  7";  décima- 

Jninta,  si  el  aumento  de  ladrillos  se  efectuase,  habría  de  entregarle 
larconell  en  las  clases  y  número  qoe  determinan  en  los  meses  de  No- 
Yíembre  y  Diciembre  de  1880  y  Enero  y  Febrero  de  188 i;  la  condi- 
ción 10  era  aplicable  y  extensiva  á  estes  t  millones  de  ladrillos;  déci- 
maocta?a,  la  cuenta  con  Marccnell  por  las  cantidades  que  recibiera  ó 
importe  del  ladrillo  que  entregase  se  llevaría  con  interés  recíproco  de  9 
por  100  anual;  vigésima,  si  Marconell  tuviese  necesidad  de  ocupar  el 
tejar  después  «lel  31  de  Diciembre  de  aquel  año,  en  qoe  vencía  el  arren- 
damiento, le  seguiría  pagando  por  dos  meses  más  que  ZalJo  le  daba  de 
prórroga  para  dejarle  limpio  y  desembarazado,  pero  sin  que  por  esto 
pudiera  entorpecer  ni  poner  obstáculo  á  los  trabajos  preparatorios  para 
el  coste  de  la  temporada  de  1881,  ya  se  hicieran  por  D.  Bruno  Zaldo,  ó 
en  virtud  de  nuevo  arrendamiento  á  otra  persona,  debiendo  sin  embar- 
go respetarse  á  Marconell  los  caminos  y  salidas  para  poder  ejecutarla 
limpiesa  general  del  tejar,  si  utilizase  parte  ó  todo  de  los  dos  meses  de 
la  citada  prórroga;  vigéslmaséptima,  como  justificante  del  número  de 
ladrillos  que  diariamente  entregase  Marconell  en  las  obras  de  la  cárcel* 
se  le  daría  un  volante  autorizado  por  la  oficina  administrativa  de  la| 
DismaSy  cuyos  volantes  parciales  se  canjearían  el  último  día  de  cad^ 
mes  por  otro  documento  general  firmado  por  Zaldo  ó  su  representante. 
que  expresase  el  total  por  clases  é  importe  de  los  mismos,  deducido  un 
octavo  por  cada  ciento' de  ladrillos,  según  lo  convenido  en  la  cláusu* 
U  17,  y  este  importe  se  abonaría  en  cuenta  á  Marconell,  siendo  el  ven- 
cimiento para  el  valor  el  dia  1*  del  mes  siguiente  al  de  la  fecha  del  ci- 
tado docnmento;  si  Zaldo  no  dispusiese  de  los  ladrillos  pardos  en  la  épo- 
ca en  que  Marconell  estaba  obligado  á  entregarlos,  se  abonaría  en  cuen- 
te á  éste  el  importe  de  ellos  al  vencimiento  de  los  respectivos  plazos* 
▼igésimanovena,  de  todas  las  cantidades  ó  valores  que  se  entregasen  i 
Haropnell  expediría  recibo  antorisado  con  su  propia  firma  y  se  le  adep- 
darla  en  cuenta,  fijando  el  valor  á  la  fecha  en  que  lo  recibiera,  y  trigé- 
simaprimera,  las  liquidaciones  de  cuentas  se  formarían  trimestralmente 
pasando  Zaldo  extracto  de  ellas  para  qoe  Marconell  prestase  bajo  firo^a, 
la  conformidad  ó  reparos  qn.e  se  le  ofrecieran:  - 

Resultando  que  D.  Bruno  Zaldo,  en  uso  de  la  facultad  que  le  conce- 
día la  ctáusula  13  del  contrato,  elevó  á  10  millones  de  ladrillos  el  nú- 
nero  d^  los  cootratadcs,  con  cuyo  aumento  estuvo  conforme  D.  Jos^^ 
Marconell,  según  lo  manifestó  en  carta  de  29  de  Julio  de  1880: 

Resultando  que  en  31  de  Marzo  de  1881  pasó  Zaldo  á  Marconell  un. 

extracto  de  cuenta  que  comprendía  desde  1*  de  Enero  á  la  fecha,  de  Ja 

qoe  resulta  un  saldo  i  favor  del  primero  de  37.960  pesetas  61  cénti-. 

nos;  y  en  20  de  Agosto  del  mismo  año  de  1881  se  entregó  á  Marconell, 

por  medio  de  Notario,  una  carta  de  Zaldo,  en  que  le  exigía  el  cumplí-. 

miento  de  la  contrata  de  ladrillos,  j  le  recordaba  la  entrega  del  extrac- 

n  cuenta  hecho  en  1i  de  Enero  de  la  correspondiente  al  último  trí- 

itre  de  1880,  de  lo  cual  resultaba  un  saldo  á  favor  de  Zaldo  de  69.466 

etas  50  céntimos,  y  la  del  extracto  entregado  en  S3  de  Marzo,  y  qnc^ 

iczaba  las  operaciones  del  miimo  mes  que  arroja  el  saldo  aptes  cita-. 

manifestándole  que  consideraba  que  los  había  encontrado  oonfor- 

I,  toda  vez  que  nada  le  había  dicho  en  contrario;  también  le  recia- 

'^i^  el  importe  del  Mido  que  resultaba  á  su  favor,  y  le  prevenía  que. 
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estaba  formaado  la  caenu  limpia  del  tejar  y  de  la  reposición  de  hornos 
y  oobertisos  que  por  cuenta  de  Marconeil  había  hecho«  en  vista  de  qne 
éste  no  lo  efectuaba,  á  pesar  de  ser  su  obligación,  y  cnyo  importe  le 
debía  satisfacer  según  el  contrato  citado: 

Resultando  que  en  26  de  Octubre  de  {881  D.  Bruno  Z&ldo  dedajo 
demanda  para  que  se  condenase  á  D.  José  Marconeil  á  pagarle  la  canti- 
dad de  37.969  pesetas  64  céntimos,  importe  de  la  liquidación  ó  extraeto 
de  cuenta  fecha  31  de  Marzo  de  aquel  afto,  y  los  intereses  de  esta  suma 
á  razón  de  un  9  por  100  anual  desde  la  citada  fecha  hasta  el  completo 
del  pago;  á  que  le  indemnizase  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  habían 
irrogado  por  el  cumplimiento  del  contrato  de  t  de  Enero  de  1880,  re  - 

Í presentados  por  la  diferencia  entre  el  precio  á  que  fueron  contratados 
os  ladrillos  que  había  dejado  de  entregar  Marconeil,  y  el  mayor  precio 
que  habían  tenido  en  el  mercado,  así  como  también  cualesquiera  otros 
daüos  y  perjuicios  que  por  otros  conceptos  se  le  hubiesen  cansado  6 
causasen;  áqne  pagase  asimismo  1.756  pesetas  tS  céntimos  por  gastos, 
de  limpieza  del  tejar  y  reparación  délos  hornos,  gastos  á  que  vení  t 
obligado  Marconeil,  según  contrato,  juntamente  con  los  intereses  de 
esa  suma  á  razón  de  9  por  400  anual  hasta  el  completo  reintegro  y  el 
abono  de  costas;  al  efecto  alegó,  después  de  relacionar  el  contrato  da 
t  de  Enero  de  4880,  que  Zaldo,  en  uso  del  derecho  que  se  reservó  en  I  a 
cláusula  i3,  optó  por  el  aumento  de  2  millones  d^  ladrillos,  con  lo  qae 
estuvo  cooforme  Marconeil,  según  constaba  de  su  carta  de  29  de  Jnlio 
de  1881  que  acompai\aba;  que  Marconeil  había  faltado  al  cuuiplimieoto 
del  contrato;  pues  en  vez  de  entregar  el  número  de  ladrillos  contrata  • 
dos  y  en  las  épocas  convenidas,  sólo  había  entregado  desde  Jnlio  de 
4880  hasta  el  21  do  Febrero  de  4881  en  diferentes  clases  3.59 1.271,  d«9- 
jando  de  entregar  por  consiguiente  6.480.728,  según  aparecía  de  la  ra- 
zón adjunta  de  entrega  y  constaba  de  los  libros  y  contabilidad  de  Zil 
do,  á  los  cuales  se  remitía  para  en  su  día;  gae  los  ladrillos  obtnvieroa 
en  el  mercado  precios  bastante  superiores  durante  la  época  qne  debí  6 
entregarles  Marconeil,  habiendo  por  consiguiente  perjudicada  áZaldo 
en  la  diferencia  entre  el  precio  contratado  y  el  obtenido  en  la  plaza;  que 
conforme  á  lo  convenido  Zaldo  pasó  á  Marconeil  las  correspondientes 
liquidaciones  ó  extractos  ae  cuentas,  y  éste  prestó  sn  conformidad  A 
todas  menos  á  la  de  31  de  Marzo  de  1881,  respecto  de  la  cual  había  di  - 
cho  Marconeil  sin  duda  por  no  tener  reparo  alguno  qne  alegar,  adeu  - 
dando  por  consiguiente  sn  saldo  importante  37.969  pesetas  64  cénti- 
mos, juntamente  con  el  interés  de  esta  snma  á  razón  de  9  por  100  anaal, 
conforme  á  la  cláusula  18  del  contrato;  que  á  la  terminación  de  óste 
debía  Marconeil  dejar  el  tejar  arrendado  en  el  ser  y  estado  que  lo  ;to- 
mó,  atendiendo  á  todos  los  gastos  do  conservación,  limpieza  y  repara- 
ción, pero  había  dejado  de  hacerlo,  por  lo  cual  Zaldo,  sobre  experi- 
mentar otros  perjuicios,  había  tenido  que  pagar  3.000  rs.  para  la  lim- 
pióla general  de  las  eras,  transportes  de  ladrillos  y  escombros  amonto- 
nados alrededor  de  los  hornos  y  cobertizos;  1.000  por  limpiar  las  minas 
de  los  hornos  y  sacar  los  escombros  de  las  paredes  hundidas  en  varios 
de  ellos,  y  3.025  rs.  por  composturas  de  varios  hornos,  ó  sea  en  junto 
7.025  rs.  que  Marconeil  debía  también  abonar  á  Zaldo,  con  más  el  in- 
terés del  9  por  100  hasta  el  completo  pago: 

Resultando  que  conferido  trulado  de  la  demanda  á  D.  José  Marco- 
neil, al  evacuarle  pretendió  se  declarase  como  único  saldo  liquido  á 
favor  de  D.  Bruno  Zaldo  por  resoltado  del  cumplimiento  de  los  con- 
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tratos  celebrados  con  Mar<ionell  en  20  de  Eoero  de  1878,  t  de  Enero  de 
1879  y  2  de  Enero  de  1880,  para  somioistro  de  ladrillos  la  cantidad  de 
6.417  rs.  42  cóoiimos,  ó  sean  1 .604  pesetas  35  céntimos,  que  se  halla^ 
ba  dispuesto  á  entregar  bajo  las  reservas,  protestas  y  demás  manifes- 
taciones qoe  consignaba,  absolviéndole  de  los  demás  extremos  qae 
comprendía  la  demanda;  al  efecto  eipnso,  haciendo  mención  de  los  con- 
tratos de  20  de  Enero  de  1878.  2  de  Enero  de  1879  é  igual  día  y  mes  de 
1880,  qoe  siendo  de  necesidad  absoluta  ó  imprescindible  fijar  el  núme- 
ro de  ladrillos  contratados,  el  de  los  fabricados  y  entregados  por  Mar- 
conell  y  el  de  (ps  que  faUaba  entregar  presentaba  ona  exacta  y  per- 
fecta liquidación  para  puntualizar  ios  datos  expresados,  se^ún  los  que 
faltaban  por  entregar  de  los  convenidos  en  los  tres  contratos  de  1878, 
1879  y  1880  un  total  de  7.526.321  ladrillos,  los  coales  no  tenis  incon- 
veniente entregar  con  sujeción  á  las  condiciones  estipuladas  en  el  últi- 
mo contrato  de  1880;  qoe  Zaldo,  en  carta  de  1**  de  Febrero  de  1879, 
ofreció  y  garantiió  á  Marconell,  que  no  obstante  expresarse  en  el  con- 
trato celebrado  para  la  entrega  de  10  millones  de  ladrillos,  que  le  ba- 
bia  de  abonar  7  rs.  diarios  per  cada  penado  que  emplease  en  el  tra- 
bajo de  fabricación,  se  obligaba  á  no  cobrarle  más  que  5  y  medio,  y  en 
otra  carta  del  20  de  Octubre  del  citado  nño  de  1879,  Zaldo  dejó  reduci- 
do el  contrato  de  ios  10  millones  de  ladrillos  á  8  millones;  que  Zaldo 
consignaba  haber  pasado  á  Marconell  las  liquidaciones  ó  extracto  de 
cuentas  y  que  éste  había  prestado  su  conformidad  á  todas  ellas  menos 
i  la  de  Marso  de  1881  y  tenía  cuidado  de  no  ocuparse  de  los  contratos 
de  1878  y  1879  de  que  parten  y  á  que  se  refieren  las  liquidaciones  qoe 
menciona;  que  Marconetl  negaba  que  el  contrato  celebrado  con  Zaldo 
en  1878  se  hubiere  rescindido  ni  liquidado,  y  que  por  consiguiente, 
tenía  qoe  ser  objeto  de  la  liquidación  general  en  que  debían  compren- 
derse los  tres  contratos,  pues  si  bien  MarConell  había  prestado  su  con- 
formidad a  varios  extractos  de  cuentas  que  le  presentó  Zaldo,  fué 
siempre  en  la  inteligencia  de  que  era  una  conformidad  provisional,  y 
que  se  sometería  á  ona  liquidación  general  en  la  que  presentaría  los 
reparos  y  abonos  parciales,  según  convenio  verbal  entre  ambos  contra- 
tantes para  evitarse  mutuamente  toda  clase  de  perjuicios;  que  por  con- 
secuencia de  los  contratos  celebrados  y  examen  de  las  cuentas  presen- 
tadas por  Z%ldo  eran  reparos  justos  y  precedentes  á  su  demanda;  qne 
del  primer  contrato  de  2  de  Enero  de  1878  sólo  había  abonado  á  razón 
de  16  rs.  el  100  el  importe  de  213.027  ladrillos  qoe  faltaban  para  el 
cumplimiento  del  contrato,  y  que  habían  sido  entregudos  á  Zaldo  del 
tejar  de  fuera  de  los  de  la  cárcel;  que  los  ladrillos  entregados  por  Mar- 
conell y  recibidos  en  la  cárcel  nueva  por  Zitdo  se  habían  invertido  en 
la  construcción  de  la  misma,  excepto  el  pardo,  pprque  en  la  constroc- 
ción  no  se  podía  emplear  con  arreglo  á  la  contrata,  y  como  Zaldo  en 
todas  sus  liquidaciones  clasificaba  como  pintón  1.913.000  ladrillos  en- 
tregados del  tejar  de  la  cárcel  y  130.975  entregados  de  fuera  de  aquel 
tejar,  cargando  un  real  de  menos,  debía  hacerse  el  abono  correspon- 
diente alaciase  de  ladrillos  entregados;  que  Zaldo  cargaba  también 
en  los  meses  de  Noviemb'C  y  Diciembre  de  1880,  y  Marzo  de  1881, 
por  el  concepto  de  cargar  recuas,  á  razón  de  un  octavo  de  real  por 
100  de  ladrillos,  la  cantidad  de  11.299  reales  62  céntimos  y  no 
habiéndose  cargado  por  las  recuas  más  qne  4.389.358  ladrillos,  la 
carga  importaba  5.4S6  rs.  69  céntimos,  y  resoltaba  ona  diferencia  de 
5.812  rs.  93  céntimos,  de  qne  debía  ser  reintegrado  Marconell;  que  del 
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mismo  modo  ea  la  liqaidación  presentada  por  Zaldo  en  31  de  Mano» 
de  1881,  cargaba  3.333  ra.  S8  céntimos  por  arrendamiento  del  tejar  de 
Enero  j  Pebrero,  cnando  desde  4^  de  Noviembre  de  1880  tenía  Zaldo  á- 
sa  disposición  el  ladrillo  qae  ocupaba  el  tejar;  no  retirándolo  por  no 
conyenlrle,  eaosindola  á  Marconell  el  perjoieío  de  tener  dos  f^aardaa 
dorante  los  expresados  meses  hasta  34  de  Marzo  de  1881,  pagándoles 
9  rs.  diarios  á  cada  ono,  no  siendo  por  eonsígniente  de  abono  la  canti- 
dad qae  fijaba  por  arrendamiento;  qne  también  era  reparojostoqne^ 
Zaldo  cargaba  á  UarconeYI  7.396  y  medio  jornales  de  penados  A  ratón 
de  7  rs.  diarios  nno,  cuando  según  la  carta  mencionada  debía  hacerlo 
al  respecto  fie  5  rs.  y  medio,  pero  como  Marconell  aceptó  el  servicio  de 
.los  penados  en  la  inteligencia  y  segoridad  de  qne  se  les  cargaría  la 
misma  cantidad  qne  Zaldo  abonase  al  Estado,  y  habiendo  sabido  con 
posterioridad  qne  este  abono  era  de  real  y  medio  por  cada  penado^ 
nada  más  jnsto  qoe  salvar  esta  eqnivoesción,  y  qoe  por  Zaldo  no  se 
exigiera  á  Marconell  más  que  el  abono  de  los  penados  á  rasón  de  real 
y  medio  por  cada  uno;  que,  por  último,  Zaldo  cargab»  por  inleresea 
U.609  rs.  71  céntimos,  partieododel  saldo  de  Diciembre  de  1879  cuando 
el  interés  del  9  por  100  se  cuenta  en  el  .contrato  de  1880.  en  qoe  se  so-^ 
pone  era  en  deber  Marconell  91.938  rs.  3i  céntimos,  y  tenía  á  su  dis- 
posición Zaldo  en  los  tejares  de  ia  cárcel  y  San  Bernardino  mayor  can« 
tidad  en  valor  de  ladrillo,  y  de  que  no  se  hacía  entrega  porque  no  >% 
trabajaba  en  los  meses  de  Enero,  Febrero  y  Marzo,  y  además  tenút. 
Marconell  la  diferencia  que  resultaba  en  clasificación  y  aumento  de  la- 
drillos afecto  al  contrato  de  1878  y  la  de  los  jornales  de  los  penados, 
cuya  suma  excedía  de  la  cantidad  qne  en  la  fecha  expresada  suponía, 
como  saldo  á  su  cargo,  no  procedía  en  justicia  qoe  Marconell  tuviera 
que  pagar  la  cantidad  que  se  le  cargaba  por  intereses;  que  por  la'  clan-- 
aula  18  del  contrato  de  Enero  de  1880  se  convino  en  que  la  cuenta  por 
Marconell  se  llevaría  con  interés  recíproco  de  9  por  100  anual;  pero 
Zaldo  liquidaba  á  fin  de  cada  mes  los  recibos  provisionales  de  ladrillu»^ 
qqe  entregaba  á  Marconell  y  le  abonaba  los  intereses  desde  1^  del  mes 
siguiente,  mientras  que  él  los  cargaba  por  las  cantidades  que  daba  en 
metálico  desde  el  momento  de  la  entrega,  con  lo  cual  causaba  perjoi- 
cíos  notorios  á  Marconell,  debiendo  cargar  el  interés  del  9  por  100  so- 
bre el  valor  de  los  ladrillos  entregados  durante  cada  mes  desde  las  fe-^ 
chas  de  sus  respectivas  entregas;  que  en  la  demanda  se  decía  que  á  i  a 
terminación  del  contrato  de  arriendo  del  tejar  debía  dejarlo  Marconell 
en  el  ser  y  estado  qoe  lo  tomó,  atendiendo  á  los  gastos  de  conservación 
de  éste;  pero  Marconell,  negando  todas  las  afirmaciones,  coosignaba. 
que  al  hacerse  cargo  del  tejar  le  fué  necesario  limpiarlo  y  arreglarlo, 
cuando  esta  era  obligación  de  Zaldo;  que  según  constaba  á  éste  eo^ 
Noviembre  de  1880  estaban  corrientes  y  á  su  dispofieión  los  ladrillos^ 
que  existían  en  el  tejar,  cuya  entrega  demoró  Zaldo,  sin  qae  cupiera 
responsabilidad  á  Marconell;  que  luego  arrendó  en  Enero  á  D.  Juan  Re«* 
venga  el  tejar,  haciéndole  cargo  de  él  sin  intervención  de  Marconell  ni 
practicar  diligencias  en  qoe  eonstue  el  estado  en  que  se  entregaba;  j 
que  antes  de  hacerse,  según  aseguraba  Zaldo,  la  limpieza  general  da 
las  eras  y  demás  aoe  expresa,  debió  dar  aviso  á  Marconell  para  qne  lo- 
hiciera,  y  no  producir  por  sí  gastos  cuyo  abono  se  pretendía  sin  pre- 
sentar jostificantel: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  las 
partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  y  recibido  ei  pleito 
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i  praebt»  te  pricticaron  las  propoesUi  por  aquéllas  por  medio  de  po- 
siciooes,  doeo meatos  jf  testigos;  qoe  dictada  sentencia  por  el  Jaez  de 
primera  instancia,  interpaso  apelación  Marconell,  á  la  qoe  se  adhirió 
ZAldo;  y  sustanciada  la  alzada,  la  Sala  primera  de  io  civil  de  la  Aa- 
disocia  del  distrito,  por  sentencia  de  7  de  Febrero  de  1883,  confirma- 
toria sostaoeialmente  de  la  del  Jaez,  condenó  á  D.  José  Marconell  á 
qae  pagase  á  O.  Brano  Zaldo:  primero,  la  cantidad  de  37.969  pesetas 
64  céntimos,  importe  de  la  liquidación  ó  extracto  de  coenta  de  31  de 
Marzo  de  1881,  con  los  Intereses  do  esta  soma  al  9  por  100  anaal  desde 
la  citada  fecha  hasta  sa  completo  pago:  segando,  la  de  1.766  pesetas 
35  céntimos  por  gasto  de  limpieza  del  tejar  y  reparación  del  mismo  en 
los  hornos  jantameote  con  el  interés  de  esta  suma  también  al  9  por  100 
desde  1^  de  Marzo  de  4881  hasta  sa  reintegro;  y  últimamente  por  vía 
de  indemnización,  la  cantidad  á  qae  resalten  alcanstr  los  daños  y  per- 
juicios irrogados  á  Zaldo  con  motifo  de  haber  dejado  Marconell  de 
entregarle  6.i08.7t8  ladrillos  en  el  número  y  clases  especíQcadas,  y 
haberlo  tenido  qae  adquirir  Zaldo  en  otras  fábricas  ó  tejares,  previa 
eamplida  justificación  en  las  diligencias  de  ejecución  de  esta  sentencia» 
y  con  arreglo  al  art.  918  de  la  ley  de  Enfoiciamiento,  del  número  de 
ladrillos  comprados  por  Zaldo  en  virtud  de  la  falta  de  Marconell,  techa 
respectiva  de  las  compras  y  precio  efectivo  de  aquéllas  en  sas  diferen- 
tes clues,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas  de  ninguna  de  las 
dos  instancias: 

Resultando  que  D.  Bruno  Zildo  y  Rivera  interpuso  contra  dicha 
aenteneia  reearso  de  casación  en  cnanto  no  condenó  á  D«  José  Marco- 
nell á  pagar  al  recurrente  como  indemnización  de  daños  y  perjuicios  la 
cantidad  pedida  y  demostrada  en  primera  instancia  y  qoe  el  Jaez  esti- 
mó en  su  sentencia,  y  al  efecto  alegó  «orno  infringidos: 

1^  £1  contrato  de  t  de  Enero  de  1880,  especialmente  en  sa  cláasala 
10,  la  ley  I*,  tü.  I**,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  el  princi- 
pio de  derecho  Paeia  $%nt  s^rvt^nda;  pues  habiendo  Zaldo  y  Marconell 
convenido  expresamente  en  qoe  éste  indemnizaría  á  aquél  los  daños  y 
fierjuicios  por  el  único  hecho  de  faltar  á  la  entrega  de  todos  los  ladri- 
llos contratados  en  los  plazos  convenidos,  la  Sala  sentenciadora  exige 
además  que  Zaldo  haya  adquirido  precisamente  en  otras  fábricas  ó  te- 
jares los  ladrillos  que  dejó  de  entregarle  Marconell,  v  que  justifica 
cumplidamente  el  número  de  ladrillos  comprados  por  Zaldo  en  virtud 
de  la  falta  de  Marconell,  la  fecha  respectiva  de  las  compras  y  el  precio 
efeetivo  de  aquéllas  de  sus  diferentes  clases,  todo  contra  el  convenio, 
ley  y  principios  citados: 

S*  U$  leyes  3»  y  5\  tit.  6^  y  las  It,  13  y  86,  tit.  H,  Partida  5% 
según  las  cuales  en  los  contratos  el  incumplimiento  por  una  de  las  par* 
tes  la  obliga  á  resarcir  á  la  otra  los  daños  y  perjuicios,  á  menos  que 
probase  qoe  la  faltado  cumplimiento  proviene  de  una  causa  extraña 
que  no  se  le  puede  imputar;  pues  hallándose  reconocido  por  el  Marco 
Dell  y  por  la  Sala  sentenciadora  aue  aquél  faltó  al  cumplimiento  del 
contrato,  y  qae  á  virtad  de  ana  falta  tan  evidente  y  tac  extraordina- 
ria por  parte  de  Marconell  en  el  cumplimiento  del  mencionado  contra- 
to se  halla  fuera  de  toda  duda  que  han  debido  de  irrogarse  á  Zaldo  da- 
ños y  perjuicios,  hace  sin  embargo  la  misma  Sala  sentenciadora  depen- 
der, no  ya  la  coantia,  sino  la  existencia  de  los  daños  y  perjuicios  de 
otras  cansas  posteriores  é  independientes  de  todo  punto  de  Marconell  y 
de  la  falta  de  cumplimiento,  como  son  las  de  Zaldo  qoe  haya  podido  y 
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3oerído  comprar  en  otrat  fábricas  ó  tejares  los  ladrillos  qao  dejó  aqaél 
e  eDtregarle«  y  que  eu  efecto  los  haya  comprado  á  precios  sopenores 
á  los  contratados' 

a**  L98  leyes  3^  y  5*,  til.  6°,  y  lu  H,  13  y  35,  Partida  5',  así  como 
la  doctrina  legal  de  la  sentencia  de  25  de  Janio  de  i 860  y  otras,  según 
las  coates  «menoscabos  6  perjuicios  son  lo  mismo  qae  privación  de  in- 
tereses, de  Qtilidad,  de  provecho,  de  ganancia  6  de  loero;»  pues  ha- 
biendo el  recurrente  sido  privado,  como  consecuencia  inmediata  por 
la  diferencia  entre  el  precio  áque  se  contrataron  los  ladrillos  y  el  ma- 
yor precio  que  obtuvieron  en  el  mercado,  y  constando  plenamente  jus- 
tificada esa  diferencia  en  las  épocas  en  que  aquéllos  debieron  entregar- 
se, según  reconoce  la  Sala  sentenciadora,  ésta  no  ha  podido  menos  de 
condenar  á  Marconeli  estas  diferencias: 

i""  Las  leyes  <0  y  H,  tit.  43;  43,  til.  U;  14.  tít.  5^;  8*.  tít.  3";  3»  y 
5%  tíu  e"*,  Partida  5";  ley  9*,  tit.  10,  Partida  3\  según  las  cnales  los 
daños  y  perjuicios  pueden  acreditarse  con  testigos  ó  cualquiera  otra 
especie  de  pruebas,  y  también  con  el  juramento  de  la  parte  que  los  re 
cibió;  pues  habiéndose  demostrado  plenamente  con  testigos  y  doca- 
mentos  los  menoscabos,  ó  sea  lo  que  Zaldo  tuvo  de  menoscabos  por  la 
falta  ó  no  entrega  de  ladrillos,  es  decir,  el  interés  ó  diferencia  entre  el 
precio  ¿ontratado  y  corriente,  la  Sala  sentenciadora  no  ha  podido  me- 
nos de  declarar  probada  y  estimar  la  cuantía  de  los  perjuicios  sin  nece- 
sidad do  nuevas  justificaciones  ni  pruebas,  tanto  más,  cuanto  que  las 
que  la  Sala  echa  de  menos  con  infracción  de  las  disposiciones  citadas, 
se  refieren  á  suposiciones  suyas  gratuitas,  erróneas,  ajenas  é  indepen- 
dientes del  cumplimiento  de  Marconeli  y  de  la  utilidad  de  que  por  cul- 
pa del  mismo  se  ha  visto  privado  Zaldo;  pues  comprara  éste  los  ladri- 
lios  ó  dejara  de  comprarlos,  fabricándolos  por  sí  mismo,  no  podía  in- 
fluirán los  daños  y  perjuicios  ya  causados  por  el  incumplimiento  de 
Marconeli  y  la  subida  de  los  precios: 

5^  La  regla  17,  til.  34,  Partida  T,  según  la  cual  «ninguno  non  debe 
enriquecerse  torticeramente  con  daño  de  otro;»  la  regla  18  conforme  á 
la  que  «la  culpa  del  uno  non  debe  empecer  á  otro  que  non  haya  parte;» 
el  principio  de  que  los  Tribunales  no  deben  favorecer  el  incumplimien- 
to de  las  leyes  de  los  contratos,  y  el  principio  de  que  en  los  contratos 
bilaterales  y  onerosos  es  igual  la  condición  de  ambas  partes;  pues  ha- 
biendo contratado  en  firme  la  venta  de  los  10  millones  de  ladrillos  á  ios 
precios  y  plazos  convenidos,  y  habiendo  Marconeli  faltado  voluntaria- 
mente y  por  su  culpa  á  las  entref^as  al  subir  los  precios,  es  evidente 
que  mejora  su  situación  con  perjuicio  de  Zaldo,  que  nunca  faltó  al 
cumplimiento  de  sus  obligaciones  para  Marconeli;  que  hecha  la  contra- 
ta de  los  ladrillos  á  riesgo  y  ventura,  á  entregar  á  los  precios  y  en  loa 
pisaos  estipulados,  al  vencer  éstos,  neceuriamente  había  que  entregar 
á  Zaldo  ó  los  ladrillos  que  tenía  comprados  ó  su  equivalente,  ó  sea  el 
precio  que  tenían  en  el  mercado;  y  como  él  á  su  ves  debía  entregar  el 
precio  convenido,  resulta  evidentemente  que  se  le  debía  y  se  le  deben 
las  diferencias,  y  al  otorgárselas  nada  se  le  concede  que  no  sea  suyo  da 
perfecto  derecho  por  haberlo  comprado  legítimamente: 

6^  La  ley  16,  tit.  tt,  Partida  3%  y  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  gue  establece  le  congruencia  que  debe  existir  entre  lo  pe- 
dido y  discutí  lo  y  la  sentencia,  asi  como  el  principio  de  que  los  Tribu» 
nales  deben  MUr  justa  aUgüta  ti  probóla^  y  la  doctrina  legal  consig- 
nada en  la  sentencia  de  SI  de  Mano  de  1875  y  otras,  de  que  la  obliga- 
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^íóade  satisfaeer  daños  y  perjaielos  por  fatU  de  oomplimlento  en  na 
«ontrato  está  necesariamente  sabordinada  á  la  demostración  de  so  rea- 
lidad y  caantia,  pero  sin  qae  en  manera  algnna  puedan  los  Tribunales 
limitar  la  forma  de  los  perjuicios  ni  las  praebas  que  acerca  de  los  mis- 
mos puedan  hacerse;  pues  no  habiéndose  propuesto  en  tiempo  ni  ale- 
gádose  de  ningún  modo  en  el  pleito  las  excepciones  creadas  por  U  Sata 
sentenciadora  relativas  1  las  supuestas  compras  de  ladrillos  por  Zildo, 
sus  fechas  y  precios,  y  habiendo  limitado  á  estas  supuestas  compras  la 
forma  y  prueba  de  los  perjuicios,  es  evidente  que  la  Sala  sentenciadora 
>ha  cometido  Us  infracciones  mencionadas: 

Resultando  que  D.  José  Marconell  interpuso  también  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  por  haberlo  sido  en  su  concepto: 

1*  La  ley  1%  tu.  4®,  libro  (O  de  la  Novísima  Recopilación,  la  doctri- 
na legal  de  que  los  actos  y  gestiones  de  las  partes  contratantes  expli- 
can la  inteligencia  de  las  mismas  y  determinan  el  valor  y  eficacia  de  las 
oblígaetODes  contratadas,  establecido  por  este  Tribunal  Supremo  en 
sentencias,  entre  otras,  de  14  de  Junio  de  1873,  de  Diciembre  de  1875; 
porque  resultando  que  los  litigantes  han  reconocido  la  certeza  de  los 
contratos  de  1878  y  1879,  qne  Zaldo  ha  recibido,  según  confiesa,  dife- 
rentes cantidades  de  ladrillos  después  de  la  época  y  plazos  eo  que  á  te- 
nor de  lo  convenido  con  Marconell  en  uno  y  otro  contrato  debió  éste 
▼erifiear  las  entregas,  sin  que  esto  no  obstante  se  hiciera  ni  dirigiera 
reclamación  algnna,  no  había  podido  lícitamente  la  Sala  sentenciadora 
prescindir,  como  lo  ha  hecho,  de  aquellos  dos  contratos,  cuando  no 
eonsta  que  estén  rescindidos  ni  terminados,  ni  que  sean  incompatibles 
entre  sí,  ni  tampoco  pugnen  con  el  de  1880,  sino  que,  por  el  contrario, 
liay  qne  tenerlos  en  cuenta  para  que  en  virtud  de  una  liquidación  ge- 
neral dé  todos  ellos,  se  determine  y  puntualice  quién  de  los  dos  litigan- 
tes resulta  acreedor  y  quién  otro  sea  deudor: 

f*  La  ley  2%  tic.  13,  Partida  3*,  según  la  cual  la  confesión  he'^haen 
Juicio  Constituye  prueba  plena  en  contra  del  confesante,  y  la  ley  1%  ti- 
tulo 14  de  la  misma  Partida,  en  cuanto  previene  que  al  que  afirma  un 
hecho  corresponde  probarlo,  porque  habiendo  declarado  Zaldo  qne  los 
expresados  contratos  de  1878  y  1879  son  verdaderos  y  ciertos,  y  ha- 
biendo afirmado  que  no  obstante  se  rescindió  uno  de  ellos,  ó  sea  el  de 
1878  al  celebrarse  el  de  1879,  y  éste  al  concertar  el  de  1880,  á  Zaldo  qo- 
rrespondía  justificar  el  hecho  de  la  rescisión,  y  no  habiéndolo  verifica- 
do, procedía  no  darlo  por  rescindido  como  lo  ha  hecho  la  sentencia  re- 
corrida sin  considerarlos  vigentes  para  todos  tos  efectos  legales: 

3^  £1  párrafo  primero  del  art.  63  del  Código  de  Gotoercio,  que  pre- 
viene que  los  libros  de  comercio  qne  tengan  todas  las  formalidades  pres- 
critas y  no  presenten  vicio  alguno  legal  serán  admitidos  como  medios 
de  prueba  en  las  contestaciones  jodiciales  que  ocurran  sobre  asuntos 
mercantiles  entre  comerciantes,  porque  teniendo  esta  cualidad  única-, 
mente  D.  Bruno  Zaldo  y  no  en  manera  alguna  D.  José  Marconell ,  no 
%ay  términos  hábiles  para  que  prueben  contra  éste  los  libros  de  aquél, 
ni  por  consiguiente,  para  que  se  acepten  como  buenas  por  tal  motivo 
las  diversas  partidas  que  contiene  el  extracto  de  cuenta  corriente  de  31 
-de  Marzo  de  1881,  sino  que  por  el  contrario,  han  debido  justificarse  por 
otros  medios,  y  no  habiéndolo  verificado  procedía  estimar  como  justos 
ios  reparos  por  parle  y  á  nombre  de  Marconell,  absolviéndole  de  ¡a  de 
«manda  en  los  términos  en  que  lo  ha  solicitado: 

i^  La  ley  13,  tít.  11,  Partida  5^,  en  cnanto  preceptúa  a  que  si  aquel 
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i  qoien  fué  hecha  U  proviaión  recibioae  de  so  vola  otad  del  otro  lo  qo» 
había  prometido  de  dar  ó  de  facer,  é  intonces  do  le  demandares  los  da- 
Ikoe  DI  loi  meootcabos.  Di  la  peoa  qoe  foeae  paesta  nía  fleiese  en- 
mieDte  de  oiogona  de  estas  cosas,  deode  adelante  non  gelas  paeda 
demandar,»  y  como  cnalqniera  qae  foera  la  ¿poca  eo  qoe  Marconell  cd 
tregase  el  tejar  á  Zaldo,  no  apareciendo,  como  no  aparece,  que  éste  hí- 
eiera  entonces  redamación  algona  ni  exigido  á  Marconell  qae  proce- 
diera A  80  limpiesa,  si  la  necesitaba,  ó  que  le  abonase  eo  otro  caso  los 
dados  y  menoscabos,  no  poede  verificarlo  despoés  conforme  i  dicha 
ley  qoe  niega  el  derecho  para  ello: 

5^  Las  eUasoias  i8  y  SO  del  contrato  de  1880,  qoe  es  ley  en  la, ma- 
teria, porqoe  según  la  primera  el  interés  de  9  por  ICO  qne  debieran 
pagarse  mntoameote  los  contratantes  era  y  es  tao  sólo  de  las  cantida- 
des que  Zaldo  ó  Marconell  recibieran  del  importe  de  los  ladrillos,  y  na 
de  modo  algBDo  de  las  somas  qoe  ono  ú  otro  emplearon  en  la  limpiesa 
del  tejar  al  terminar  el  arriendo;  y  porqoe  al  tenor  de  la  vigésima  cláo- 
sola,  la  obligación  de  Marconell  respecto  al  tejar  consislia  únicamente 
«n  dejarlo  en  el  mismo  estado  en  que  lo  había  recibido,  pero  no  ha  de 
responder  del  caso  fortoito,  ni  ha  de  abonar  interés  algono  á  Zaldo  por 
el  importe  de  la  limpiesa,  lo  coal  ni  hobiera  sido  posible  complir,  por- 
que esas  cantidades  habrían  de  gastarse  en  so  caso  por  Marconell  para 
retriboir  y  pagar  los  servicios  y  trabajos  de  terceras  personas  qoe  en 
ellos  intervinieron,  y  qoe  todas  por  tanto  tendrían  qoe  intervenir  eoft 
Zaldo: 

6®  La  propia  cláosola  48  del  contrato  de  1880,  en  coanto  de  ella  se 
dedoce  qoe  la  intención  de  los  contratantes  fué  la  de  qoe  el  interés  re- 
cíproco del  9  por  100  se  devengara  desde  el  momento  en  qoe  cada  onj» 
de  ellos  resoltara  acreedor  del  otro  por  cantidad,  liquida  ó  liqoidada  j 
no  antes;  porqoe  aun  dada  la  hipótesis  de  qoe  Marconell  debiera  sa* 
tisfacer  á  Zaldo  loa  intereses  de  la  cantidad  que  éste  iovirtieri^  en  la 
limpiesa  del  tejar  si  aqoél  no  lo  entregaba  en  el  mismo  estado  en  qoq 
lo  recibió,  estos  intereses  sólo  podrían  empesv'  á  contarse  desde  la  fe- 
cha en  qoe  aqoella  cantidad  foese  líqoida  ó  estuviese  liquidada;  y  re^r 
soltando  qoe,  según  la  carta  qoe  por  medio  de  Notario  envió  Zaldo/i( 
Marconell  eo  20  de  Agosto  de  1881,  le  decía  que  estaba  formando  la 
coenta  de  gastos  de  la  mencionada  limpiesa  del  tejar,  e8Índodable;que 
aon  entonces  siquiera  se  conocía  so  importe,  lo  cual  hace  imposiDle 
qoe  Marconell  viniera  obligado  á  pagar  eréditoa  desde  31  de  Mario  do 
aqoel  a&o  sobre  ona  cantidad  cuyo  importe  ni  era  conocido  á  la  sazón 
Bi  lo  foé  tampoco  hasta  después  de  algunos  meses. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avjiar 
Considerando,  relativamente  al  recorso  interpuesto  por  D.  Bruoó 
Zaldo,  qoe  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas  citadas  en  los 
cuatro  primeros  fundamentos  alegados;  leyes  y  doctrinas  coyo  objeto 
•s  establecer  el  deber  de  complir  los  contratos,  la  obligación  de  respon- 
der de  los  dahoa  y  perjoicios  qoe  por  falta  de  complimiento  de  loa  mis-. 
mos  ocasiona  á  la  parte  con  qoien  ha  contratado  el  qoe  do  compleí 
la  obligación,  la  esencia  de  lo  qoe  constitoye  el  daño  y  perjuicio», 
que  no  es  otra  cosacos  lo  que  perdió  ó  d^ó  da  ganar,  aegüó  los  ca^ 
•os,  el  peijodicado,  y  la  manera  de  probar  qoe  se  han  caoaado  da- 
ftna,  poesto  qoe  la  seotencia,  deolarando,  como  declara,  la  existencia 
de  los  daños  y  la  obligación  de  Marconell  á  pagarlos  en  conformidad  á 
las  disposiciones  de  lu  leyes  referidas,  lu  aplica,  lejos  de  infringirlas: 
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)oe  debemos  declirar  y  decliramos  no  haber 
oaeaciÓD  por  infracción  de  ley  interpuestos  poi 
Bé  Marconell,  álos  qoe  condenamos  en  las  coi 
Bcarsos;  líbrese  la  correspondiente  eertificaciói 
B  distrito,  con  la  devolución  del  apnntamiento. 
el  S8  de  Mayo  de  1884,  é  nserta  en  la  Gacett 
mismo  año.) 
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de  casación  (28  de  Mayo  de  iSSi).'Sala  f 
[DAD. — No  ba  lagar  al  interpaesto  por  D.  André 
ivella,  como  corador  de  Doña  Angela  Rodis  (Ai 
se  resnelve: 

inaplicables  y  no  han  podido  ser  infringidas  h 
.  ^^  del  Código  de  Comercio  y  la  doctrina  legal  i 
epto,  si  no  se  Irala  de  contestaciones  judiciales 
mies  sobre  asunlos  mercantiles  que  deben  da 
resado  articnlo^  sino  de  la  reclamación  de  nna 
reedor  Junda  en  un  pagaré  informalmente 
lad  no  se  ha  probado  á  juicio  de  la  Sala  senten 
nstan  en  los  libros  del  pretendido  deudor  las  t 

eran  necesarios  para  darle  validez  y  ejficacia; 
)  se  infringe  la  ley  1*.  til.  \%  libro  ^0  de  la  No 
examinadas  las  pruebas  aducidas  por  ambas  f 
sentenciadora  que  la  demanda  carece  de/undaf 

y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Mayo  de  4884,  er 
)  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  ini 
D  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  ( 
na  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audíc 
r  D.  Andrés  Pescador  v  Turno,  representado  ] 
derico  Grases  y  defendido  en  el  acto  de  la  visti 
rnesto  Yilaregut  con  D.  José  Clavella  y  Alible 
ñor  Doña  Angela  Rodis  y  Morell,  y  en  su  noml 
dro  García  González,  bajo  la  dirección  del  Licei 
Saramendi ,  aobre  pago  de  pesetas: 

que  con  fecha  en  Barcelona  á  34  de  Enero  d« 
irtín  Rodis,  obra  en  autos  un  pagaré  por  la  c; 
la  orden  de  D.  Andrés  Pescador: 

que  D.  Martin  Rodis  falleció  en  49  de  Febrer 
i  Setiembre  del  propio  año  dedujo  D.  Andrés  I 
o  de  estos  autos,  que  dirigió  contra  Doña  An{ 
e  contra  su  curador  D.  José  Clavella,  para  que 
í  de  S.630  duros,  ó  sean  43.450  pesetas,  intere 
;  pretensión  que  fundó  en  el  citado  pagaré,  qu 
icho  por  la  hija  y  heredera  única  de  Rodis,  b 
arecer  referencia  alguna  del  mismo  en  la  conta 

legítima  la  firma  puesta  al  pie  del  documen 
ar  en  el  inesperado  caso  de  que  se  pusiera  en  d 
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Resaltando  que  D.  Josó  Clavellt,  O'  mo  earador  de  la  menor  Dofia 
Angela  Rodis,  contestó  á  la  demanda  oponiendo  las  excepciones  de  falta 
de  derecho  y  acción,  y  pidiendo  qae  se  le  absolviese  de  ella  imponiendo . 
al  actor  el  pago  de  las  costas  para  lo  cnal  alegó  que  después  de  la 
muerte  de  D.  Martín  Rodis,  y  cuando  sus  bienes  se  hallaban  aún  bajo 
la  administración  judicial  de  D.  José  Morell,  reclamó  D.  Andrés  Pesca- 
dor el  pago  de  dos  vales  que  presentó  suscritos  al  parecer  por  D.  Mar- 
tín Rodis,  y  el  Administrador  jodicial  satisfizo  uno  de  ellos  que  impor- 
taba I3.S70  péselas  sin  dificultad  alguna,  porque  constaba  en  los  libros 
de  comercio  del  deudor  y  tenía  expresada  la  causa  de  deber;  pero  se 
negó  á  Mtisfacer  el  otro,  importante  2.630  duros,  que  era  el  que  se  re- 
clamaba; por  no  resultar  la  deuda  de  los  libros  de  Rodis  ol  expresarse 
en  el  documento  el  origen  de  ella;  que  por  esta  razón  Clavella,  á  quien 
no  constaba  por  ningún  concepto  la  legitimidad  de  la  firma,  no  podía 
reconocer  la  del  documento;  y  que  aunque  se  justificara  la  autenticidad 
de  aquélla  no  podía  reconocer  la  legitimidad  de  la  deuda,  porque  ni  se 
expresaba  la  causa  en  la  obligación,  ni  ésta  resultaba  de  los  libros  de 
contabilidad,  ni  el  actor  la  explicaba  en  la  demanda: 

Resultando  que  el  demandante  replicó  que  desde  el  afio  de  1869  es- 
tuvo de  Mayordomo  en  la  fábrica  de  D.  Martín  Rodis  con  un  salario  se- 
manal, y  como  la  cantidad  señalada  no  correspondía  á  la  importancia 
de  los  servicios,  Rodis  le  abonaba  anualmente  una  cantidad  en  concepto 
de  aumento  de  salario  que  devengaba  interés  que  luego  se  acomodaba, 
y  del  importe  de  estas  dos  partidas  firmaba  Rodis  un  pagaré  que  se 
prorrogaba  anualmente,  todo  lo  cual  quedaría  debidamente  justifica- 
do; que  el  pagaré  fué  redactado  por  una  persona  de  confianza  de  Rodis 
en  la  casa  de  éste,  y  en  cuyo  acto  Rodis  enseñó  á  la  petsona  que  debía 
redactar  el  pagaré,  otro  de  menor  cantidad  diciéndole  que  lo  extendie- 
se en  los  mismos  términos,  por  ser  de  mayor  cantidad  que  el  que  le  en- 
señaba, como  así  lo  hizo;  que  el  pagaré  debía  constar  en  los  libros  de 
coetabilidad  de  Rodis,  hecho  que  quedaría  justificado  en  el  término 
de  prueba;  que  también  podía  hacer  constar  que  su  crédito  no  sólo 
constaba  en  los  libros  de  contabilidad  de  Rodis,  sino  en  términos  más  ó 
menos  concretos  aparecía  también  en  el  inventario  judicial  tomado  por 
D.  José  María  Morell,  como  Administrador  de  los  bienes  de  Rodis; 
que  para  que  se  comprendiera  que  la  cantidad  objeto  del  pagaré  no 
era  distinción  especial  que  Rodis  hacía  á  su  Mayordomo,  debia  hacer 
constar  que  según  resultaba  de  los  libros  de  contabiliilad,  igual  sistema 
seguía  Rodis  con  D.  Simón  Ferrer,  Mayordomo  de  BaUereny,  quien  por 
concepta  de  honorarios  debía  cobrar  en  31  de  Diciembre  de  1881  cierta 
respetable  cantidad  reconocida  en  un  pagaré  firmado  por  Rodis,  acon- 
teciendo lo  mismo  con  Mena  Recabet,  Jefe  de  despacho  y  D.  Faustino 
Bach,  Jefe  do  contabilidad: 

Resultando  que  en  vista  del  escrito  de  réplica  el  demandado  modifi- 
có y  amplió  al  duplicar  la  contestación  de  la  demanda,  manifestando 
que  no  negaba  la  legitimidad  del  documento,  pero  que  no  podía  reco- 
nocerle no  habiendo  sido  firmado  por  él  ó  en  so  pretenda;  que  desde 
luego  le  hubiera  reconocido  si  lo  hubiera  encontrado  en  debida  forma 
en  los  libros,  pero  aparecía  comprendido  en  ellos  con  fecha  3  de  Marzo 
de  I88S,  con  posterioridad  á  la  muerte  de  Rodis,  y  en  consecuencia  di- 
cho asiento  carecía  de  valor  legal,  y  que  tampoco  tendría  inconvenien- 
te en  reconocer  que  dicha  obligación  tenía  causa  legítima  si  como  se 
afirmaba  fuera  el  resultado  de  la  acumulación  de  recompensas  anuales 
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beebu  por  Rodis  á  favor  de  Pescador,  como  Mayordomo  de  su  fáMea 
de  San  Esteban  d^  Caatellar,  pero  do  aparecía  del  contexto  del  docu- 
mento, ni  de  los  libros  de  contabilidad  de  la  casa,  ni  de  ios  términos  de 
la  demanda: 

Reanltando  qne  recibido  el  pleito  á  prueba  te  practicó  de  perítoc 
qoe  manifestaron  que  D.  Martin  Rodis  foé  el  qne  trasó  la  firma  y  rO- 
brioa  qne  aparecía  en  ti  pagsré  de  antos,  y  se  paso  testimonio  con  re* 
ferencia  al  libro  Mayor  principiado  en  4®  de  Enero  de  1881,  y  «n  el  caal 
ce  hallan  los  asuntos  qoe  dicen  así:  Gnenta.— -Honorarios.-— Debe. — 
488S  Febrero  I S.^Saldo  á  eoeota  nueva  l0.650.-*Haber.*^4882  Pe 
brero  <8.«-Mena  Rocabet.-^Honorarios  hasta  hoy  7.504.— Andrés  Pea* 
cador  S.630.— Faustino  Bach  416.— Ignal  40.650. 

Resaltando  que  suministrada  por  una  y  otra  parte  prueba  de  testi 

§08,  el  Jaca  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  que  la  Sata  eeguD- 
a  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  Barcelona  la  revocó  en  SI  de  Noviem- 
bre de  1883,  absolviendo  de  la  demandad  D.  José  Clavellaen  la  calidad 
de  curador  de  la  menor  Doña 'Angela  Rodis,  imponiendo  al  actor  Don 
Andrés  Pescador  silencio  y  callamien  to  perpetuos,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Andrés  Pescador  interpuso  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4*  En  cuanto  la  senteocia  no  daba  valor  ni  eficacia  legal  á  la  cuenta 
abierta  en  el  libro  Mayor  de  D.  Martín  Rodis,  llevados  con  todas  las 
formalidades  qoe  exige  el  Código,  y  del  cual  resaltaba  el  crédito  do 
2.630  pesos  qoe  reclamaba  el  recurrente,  el  art.  53  en  so  párrafo  se- 
gando del  Código  de  Comercio,  preceptivo  de  qoe  los  asientos  de  loa 
libros  de  comercio  prueban  contra  los  comerciantes  á  quienes  pertene- 
cen, sin  que  pueda  admitírseles  prueba  en  contrario,  y  la  doctrina  le 
gal  establecida  por  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  t8  de 
Octubre  de  4867,  47  de  Junio  de  4872,  t\  de  Mayo  de  4874  y  3  de  Di- 
ciembre de  4881,  que  sancionan  y  confirman  aquel  precepto; 

T  V  La  ley  T,  tit.  4^  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  que  es- 
tablece el  principio  de  que  de  cualquier  manera  que  apareiea  que  uno 
quiso  obligarse  queda  obligado,  y  la  doctrina  legal  confirmatoria  del 
mismo  establecida  en  sentencias  de  9  de  Noviembre  de  4869,  S5  de 
Enero  de  4860,  48  de  Octubre  de  4860,  30  de  Junio  de  4864,  S7  de  Junio 
de  4865,  44  de  Octubre  de  4866,  3  de  Noviembre  de  4870  y  24  de  Fe- 
forero  de  4874 ,  pues  constaba  qoe  D.  Martín  Rodis  se  obligó  á  pagar  ai 
recurrente  la  cantidad  de  2.630  duros,  y  á  pesar  de  la  probada  existen- 
cia de  semejante  obligación  sé  absolvía  de  su  cumplimiento  á  la  here- 
dera del  obligado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
Considerando  que  son  inaplicables  y  no  han  podido  ser  infringidas 
las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  y  las  doctrinas  legales  que  ae 
invocan  en  el  primer  motivo,  porque  no  se  trata  de  contestaciones  ja 
diciales  ocurridas  entre  comerciantes  sobre  asuntos  mercantiles  que 
deban  decidirse  con  arreglo  al  art.  53  de  dicho  Código,  sino  de  la  re- 
clamación de  una  deuda  que  el  supuesto  acreedor  fonda  en  un  pag[aré 
informalmente  extendido,  cuya  legitimidad  no  se  ha  probado  á  joicio 
de  la  Sala  sentenciadora,  y  del  cual  no  constan  en  los  libros  del  pre  > 
tendido  deudor  las  referencias  y  asientos  que  eran  necesarios  para  dar- 
le Talides  y  eficacia,  pues  si  bien  aparece  un  asiento  con  fecha  del  día 
anterior  inmediato  á  la  muerte  de  D.  Martín  Rodis,  aseguran  los  depen-^ 
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^tentes  suyos  qoe  foé  extendido  despoés  de  la  muerte  de  so  prioeipal 
por  disposicióa  de  otnis  dos  intereudos  en  el  misno  uieato,  que  hjuí 
servido  de  demandaote  en  el  presente  pleito:' 

Considerando  qoe  Umpoco  infringe  la  senteneia  la  ley  T,  libro  10 
de  )a  Novisima  Recopilación,  qoe  se  invoca  en  el  serondo  motivo,  hv 
ciando  snpnesto  de  la  cuestión,  toda  vea  que  examinadas  lu  prueban 
aducidas  por  ambas  partes  declara  la  Sala  sentenciadora  que  la  deman- 
da carece  de  fundamento: 

Considerando,  por  último,  que  los  hechos  expuestoa  por  la  Sala  sen- 
tenciadora como  fundamental  del  fallo,  indepenaientemente  de  la  infor- 
malidad del  pagaré  y  de  la  falta  de  prueba  de  su  legitimidad  afectan 
caracteres  que  no  pueden  apreciarse  en  el  presente  juicio  ni  pasar 
inadvertidos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
-eursode  casación  interpuesto  por  D.  Andrés  Pescador  y  Tormo,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  j  mandamos  que  se  proceída  por  quien  co  • 
rresponda  á  lo  que  haya  lugar  en  averiguación  de  la  legalidad  del 
asiento  hecho  en  los  libros  de  D.  Martín  Rodís,  y  de  la  responsabilidad 
que  en  dicho  acto  hayan  podido  contraer  el  demandanie  y  .cnalesquie* 
rn  otras  personas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — 
(Sentencia  publicada  el  28  de  Mayo  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  16 
de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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de  eaeacldn  (t8  i#  Maf0  d$  iS^k).^SaÍa  primira. — 
Nulidad  de  los  ACuanDos  db  un  coucurso.— No  ha  logar  al  inter- 
puesto por  D.  Juan  Vidal  con  la  Sociedad  Delage  y  GoMále»  (Audien- 
cia de  Madrid) «  y  se  resuelve: 

Que  si  art.  1149  ^«  la  ley  de  Bt^'uieiamwUo  civil  y  loe  doctrinen 
f  «e  eetahlecen  ^ue  el  objeto  y  /undamento  del  citado  articulo  ee  evitar 
f  reprimir  el  dolo  y  mala  fe  q%e  tiendan  A  Jaleear  la  voluntad  de  la 
maea  general  de  acreedor  ee  y  que  sólo  pueden  atacarse  los  acuerdos  de 
Im  jvmta  sobrt  loe  particularet  ó  emtremos  de  que  en  dicho  articulo  se 
hace  mérito  y  se  refieren  á  la  impugnación  de  loe  acuerdos  tomados  por 
loe  acrsedoree^  ya  en  el  coneurto,  ya  en  la  quiebra^  pero  no  al  caso  en 
que,  por  ser  comerciante  el  deudor,  están  absolutamente  prohibidos  i^ 
-quita  y  espera  por  otras  disposiciones  ie  la  misma  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Mayo  de  1884,  en  ei  incidente 
á  los  autos  del  concurso  voluntario  de  Juan  Vidal,  vecino  de  esta  cor- 
le, seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congre- 
so y  en  la  Sata  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  territorio 
por  la  Sociedad  Delage  y  Gonaález,  sobre  que  se  declare  nulo  ei  acuer- 
do de  quita  y  espera  tomado  por  los  acreedores  y  todo  lo  actuado  en 
dicho  coDCorso,  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado 
4>.  BUdio  Arnáiz  y  de  la  Bodega  y  el  Procurador  D.  Maouei  de  Diego, 
en  defensa  y  representación  de  Vidal,  habiéndolo  aido  la  parte  recurrí- 
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da  por  el  Doctor  D.  Francisco  Lastres  y  el  Procurador  D.  Antonio 
Bendichó: 

Resaltando  qne  en  47  de  Enero  de  i883  D.  Joan.Yida)  presentó  wt 
escrito  que  foé  repartido  al  Jazgado  del  Congreso,  aniorisado  con  sa 
firma  y  con  la  de  an  Letrado,  solicitando  se  convocase  á  Jonta  á  bqs 
acreedores  con  el  fin  de  disentir  y  tratar  de  la  espera  y  otros  acuerdos» 
citando  al  efecto  individnalmente  á  los  acreedores  comprendidos  en  la 
relación  qne  presentaba  para  qne  concurrieran  con  los  títulos  de  su»^ 
créditos,  á  cuyo  escrito  acompañó,  además  de  dicha  relaeión.de  acree- 
dores, entre  los  que  se  hallan  Detage  y  González  por  9.389  pesetas  49- 
céntimos,  y  algunos  por  sus  trabujos  en  artículos  de  comercio,  impre- 
sores, litógrafos  y  grabadores,  otra  relación  cironnstanciada  de  sus  bie« 
nes,  en  la  que  se  comprenden  artículos  de  comercio  existentes  en  susr^ 
tiendas  núm.  3  de  la  calle  de  Bordadores  y  $0  de  la  calle  de  Puenca- 
rraf,  apareciendo  además  que  en  el  citado  escrito  se  indica  por  Vidal 
que  habla  fondado  una  casa  editorial,  cuyos  trabajos  y  explotación  di- 
fi^'^»  y  ^^^  ®n  I*  cédula  personal  que  exhibió  ante  el  actuario  se  diee^^ 
que  es  comerciante: 

R^soltando  que  el  Juzgado  mandó  conTocar  á  junta  á  los  acreedo- 
dores  comprendidos  en  la  relación  presentada,  y  reunidos  la  mayor 
parte  de  ellos  en  el  día  15  de  Mayo  por  cantidad  «uperior  á  los  trea^ 
quintos  del  pasivo,  acordaron  conceder  á  D.  José  Vidal  la  quita  yes- 
pera  que  determinaron,  para  lo  cual  los  acreedores  que  habían  llegado 
á  obtener  embargo  de  bienes,  solicitarían  su  alzamiento  tan  luego  co- 
mo fuese  ejecutorio  este  convenio,  no  habiendo  concurrido  á  esta  junta. 
Delage  y  González,  á  pesar  de  haber  sido  citados  en  forma: 

Resultando  que  con  anterioridad  al  día  de  la  celebración  de  esta, 
jonta  se  había  librado  un  exhorto  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
la  Universidad,  á  petición  de  Vidal,  con  el  fin  de  que  se  suspendiesen 
los  autos  ejecutivos  que  contra  él  seguían  Delage  y  González,  en  vista 
del  cual  dictó  auto  el  Jqzgado  en  8  de  Marzo  declarando  no  haber  lu-- 
gar  á  la  suspensión  qne  se  interesaba,  en  atención  á  que  Vidnl  pertene- 
cía al  comercio  de  esta  corte  según  se  expresaba  en  la  comunicación 
recibida,  pero  en  virtud  de  nuevo  oficio  del  Juzgado  del  Congreso  ae-- 
cedió  aquél  á  la  suspensión  pedida: 

Resultando  que  en  tS  del  mismo  mes  de  Marzo  dedujo  la  Sociedad 
Delage  y  González  en  los  autos  de  concurso  de  Tidal  el  incidente  de  qae 
ss  trata,  con  el  fin  de  que  se  le  tuviese  por  opuesto  en  tiempo  y  forma 
al  acuerdo  tomado  por  los  acreedores  de  Vidal  en  la  jonta  referida,  ne- 
gando la  aprobación  general  á  dicho  convenio,  y  declarando  que  erik 
nulo  cuanto  se  había  actuado  en  éste  eipediente,  al  que  no  había  de- 
bido darse  lugar  porque  siendo  D.  Juan  Vidal  comerciante  no  había 
podido  promoverlo,  á  cuyo  efecto  y  después  de  hacer  relación  de  loa 
antecedentes  referidos,  dijo  que  chanto  dictado  por  el  Juez  de  la  Uni- 
versidad en  8  de  aquel  mismo  mes  en  el  juicio  ejecutivo  que  seguía, 
contra  Vidal,  bastaba  para  acreditar  que  se  había  opuesto  en  tiempo  al 
acuerdo  de  los  acreedores  de  éste,  y  que  para  ratificar  esta  oposición 
presentaba  este  escrito  dentro  de  los  10  días  siguientes  al  de  la  cele- 
bración de  la  junta,  é  invocó  el  acuerdo  de  los  artículos  H30,  1318, 
1144,  1U9, 1150,  744,  745  y  1154  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  eonfericio  traslado  i  D.  Juan  Vidal  y  á  los  aereedo-- 
res  que  hubieran  de  sostener  el  acuerdo  de  la  junta  para  que  lo  evacna-^ 
ran  bajo  nna  sola  representación,  lo  utilizó  tan  sólo  Vidal  con  la  soli- 
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citad  de  qoa  se  desestimase  la  pretensión  formolada  por  la  Sociedad 
Delage  y  Gomales  con  imposición  de  las  costas,  y  se  mandase  llevar  á 
efecto  el  convenio  adoptado  por  sos  acreedores  en  la  jnnta  de  15  ile 
Hayo:  á  cuyo  efecto  alegó  qne  no  era  conveniente  como  se  suponía 
por  la  parte  contraria,  y  no  era  bastante  para  atribuirle  este  carácter 
la  manifestación  qne  hixo  en  la  relación  de  bienes  de  su  activo,  en  la 
qoe  comprendió  un  grapo  bajo  el  epígrafe  de  efectos  de  comercio, 
porqne  efectos  de  esta  clase  poede  tenerlos  coalqniera  aun  cuando  no 
se  dedique  á  tal  profesión,  aparte  de  que  no  podía  entrarse  á  examinar 
la  mayor  ó  menor  propiedad  con  que  babía  calificado  con  dicho  título 
los  bienes  comprendidos  en  aquel  grupo;  y  qne  es  sabido  además  que 
todas  las  cosas  muebles  pueden  ser  efectos  de  comercio,  y  en  su  vir- 
tud, por  esta  sola  manifestación  comprendida  en  una  relsción  de  .bie- 
nes, no  puede  atribuirse  á  nadie  el  carácter  de  comerciantes,  y  por  un 
otrosí  manifestó  qne  renunciaba  á  la  prueba: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  dictó  en  15  de  Noviembre  próximo  pasado  auto  revocatorio,  de- 
clarando nulo  7  de  ningún  valor  ni  efecto  el  acuerdo  de  la  junta  de 
acreedores  en  que  se  concedió  espera  al  deudor  D.  Juan  Vidal  en  los 
términos  y  bajo  las  condiciones  óne  en  el  mismo  se  expresan: 

Resultando  que  D.  Juan  Vidal  interpuso  recurso  de  casación  por 
coniiderar  infringido  el  art.  4  U9  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
declara  que  los  acuerdos  de  la  junta  de  acreedores  sólo  podrán  ser  im- 
pugnados por  defectos  de  las  formas  empleadas,  por  falta  de  persona- 
lidad de  alguno  de  los  concurrentes,  por  inteligencias  fraudulentas  de 
algún  acreedor  con  el  deudor  en  favor  de  determinado  acuerdo,  y  por 
exageración  fraudulenta  de  créditos;  así  como  b  jurisprudencia  esta- 
blecida por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  S8  de  Enero  de  4870 
y  SO  de  Mayo  de  1875,  en  la  primera  de  las  cuales  se  dice  que  el  objeto 
y  fundamento  del  citado  artículo  es  evitar  y  reprimir  el  dolo  y  mala  fe 
qoe  tiendan  á  falsear  la  voluntad  de  la  masa  j^enersl  de  screedores»  y 
siempre  que  se  alcance  á  determinar  con  precisión  y  certeza  esta  ma- 
nifestación libre  y  espontánea,  no  puede  atacarse  el  acuerdo  por  nin- 
guna de  las  causas  de  dicho  artículo;  y  en  la  segunda  se  confirman  laa 
palabras  de  la  ley,  diciendo  que  sólo  pueden  atacarse  los  acuerdos  de 
la  junta  sobre  los  particulares  ó  extremos  de  que  en  dicho  artí<iulo  se 
hace  mérito. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gnllón: 

Considerando  que  el  ar(.  4149  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
la  doctrina  qnfi  se  citan  por  el  recurrente  aun  inaplicables  y  no  han  po- 
dido infringirse,  porque  se  refieren  á  la  impugnación  de  los  acuerdos 
tomados  por  los  acreedores,  ya  en  el  concurso,  ya  en  la  quiebra,  pero 
no  al  caso  del  recorso  en  que,  por  ser  comerciante  el  deudor,  están  ab- 
solutamente prohibidos  la  quita  y  espera  por  otras  disposieiones  de  la 
misma  ley  en  que  se  funda  el  auto  recurrido; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Juan  Vidal, 
á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
esta  corte  la  cerliflcación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento qoe  ha  remitido. — (Sentencia  publicada.el  S8  de  Mayo  de  I88á» 
é  inserta  en  la  Gae$ta  de  i 6  de  Setiembre  del  mbmo  año.) 
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Keenrsode  casaeión  (28 1¿#  Mayo  de  I  S%i).'^Sala primera,'^ 
Dbsahdcio. — Hü  lagar  al  intarpoeslo  por  D.  Jo8d  Mosso  y  Pontes  con 
D.  Jifld  MuMo  y  Moreno  (Andiencia  de  AlbaceU),  y  se  resQel?e: 

Que  si  él  contrato  objeto  del  recwrso^  e$  un  verdadero  arrendamien- 
to en  que  según  la  eláusnla  4*  el  pago  de  la  renta  ka  de  hacerse  del  moda 
que  lo  ewija  el  arrefulador;  según  la  9*  ka  de  tenerse  por  irrevocable  ó 
M>  ka  de  quedar  sin  efecto  por  la  sola  voluntad  desJ^no  de  los  contra^ 
yantes,  como  et  consiguiente,  y  no  kay  necesidad  de  expresarlo  respecto 
de  los  que  se  celebran  por  un  número  determinado  de  aOos  ó  for  toda  la 
vida,  y  según  la  5*  se  reconoce  una  cualidad  esencial  i  los  mismos,  esto 
es,  su  carácter  resdndible  kabiendo  causa  legal  al  efecto,  ó  sea  como  sa 
dice- en  la  escritura  por  circansUiicia»  imprevistas,  ^«^  en  el  lengua- 
je común  equivalen  á  tas  no  esperadas,  como  lo  era  sin  duda  para  elpa'^ 
dre  el  que  su  hijo  no  le  abonara  la  renta  del  modo  que  él  la  exigiera^ 
cuya  idea  general  comprende  el  tiempo,  pla%os,  dase  de  moneda  y  de- 
más accidentes  que  pueden  acompañar  al  pago:  reconocido  el  kecko  de  la 
falta  de  pago  en  el  tiempo  correspondiente,  se  infringen  por  et  fallo  que 
destara  no  kaber  tugar  al  desakucio  la  ley  del  contrato  y  los  articutos 
4569,  cato  3^,  y  i  fi90  de  la  ley  de  Bnjuiciamiento  civil. 

Eo  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Mayo  de  4884,  6d  el  pleita 
segQído  en  el  Juzgado  de  primera  ÍDStaDcla  de  Loreí  y  en  U  Sala  prí» 
mera  de  lo  eivil  de  la  Andieaeia  de  Albacete  por  O.  José  Musso  y  Pon- 
tes,  vecino  de  esta  corte,  propietario,  con  D.  José  Mnsso  y  Moreno,  In- 
Seniero  de  Montes,  vecino  de  Valencia,  sobre  desahucio  de  diferentes 
ncas,  pendiente  en  este  Tríbanal  Snpremo  en  Tirtod  de  recarso  de  ca- 
sación por  infracción  (le  ley  interpuesto  por  el  Doctor  D.  Luis  Silveta  y 
el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  en  defensa  y  representación  del  de- 
mandante, habiendo  sido  defendida  y  representada  en  este  recurso  la 
parte  demandada  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  Santa  Olalla  y  el  Procu- 
rador D.  Joaquín  Diax  Peres: 

Resaltando  qoe  en  escritora  pública  otorgada  en  la  ciudad  de  Lor- 
ca  en  8  de  Janío  de  48*77  entre  D.  José  Mnsso  v  Pontes  y  D.  José  Mu- 
sso y  Moreno,  declaró  el  primero  que  el  estado  de  su  salud  quebraata-» 
da,  el  haber  vivido  de  largo  tiempo  fuera  de  aquella  población  en  la 
qoe  tenia  todos  sos  intereses,  y  sobre  todo  las  cordialisimas  reiacior.ea 
y  confíansa  qoe  siempre  había  teivido  y  conservaba  con  todos  sus 
hijos,  habían  sido  causa  de  qoe  se  hubiese  dilatado  la  formación 
de  inventarios  y  la  práctica  de  la  partición  de  los  bienes  de  su  di* 
funta  esposa  Doña  Manuela  Moreno  Rocafull,  faítecida  en  i6  da 
Diciembre  de  1873;  y  que  no  queriendo  dilatar  por  más  tiempo 
dichas  operaciones,  y  siéndole  difícil  en  su  avanzada  edad  la  ad- 
ministración de  su  caudal,  habla  acordado  conceder,  como  concedía, 
amplias  y  omnímodas  facultades  á  su  hijo  D.  José  Mnsso  y  Moreno  para 
que  desde  aquel  día  en  adelante  y  durante  los  días  de  la  vida  del  otor-> 
gante  se  incautase  do  cuantos  bienes  muebles,  inmuebles,  derechos  y 
acciones  le  pertenecieran  y  pudieran  pertenecer  en  lo  sucesivo,  y  loa 
cuidase  y  administrase  como  más  le  conviniera»  excepción  hecha  de  la 
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east  mQDtcipal  qne  poseía  en  aquella  eiadad  y  se  reaer?aba,  de  los  mne^ 
bles,  ropas,  alhajas  y  demás efeetosrooebles que  resoltasen  en  el  inven- 
tario de  sa  caodal,  y  de  30.000  rs.  en  metálico  y  bajo  las  siguientes  coo- 
dieiones,  entre  otras  varias:  primera,  qoe  inmediatamente  qae  foese  po- 
aible  procedería  sn  citado  hijo  D.  Josó  Mosso  Moreno  á  terminar  la  parti- 
ción de  los  bienes  de  Dofta  Manneia  Moreno  Rocafoll.  entregando  soa 
legüimas  respectivas  ácada  ono  delosherederos.decoya  partición  resol« 
Uria  io  qoe  era  de  la  eielosiva  pertenencia  del  otorgante,  y  objeto  por 
consiffoiente  de  este  contrato;  segonda,  qoe  el  caudal  qoe  resnltase  se 
diatrioairía  y  entregaría  por  igoales  partes,  al  fallec¡nr>¡ento  del  otor- 
gante, entre  sns  hijos,  ona  vea  necbas  las  sigoientes  dedocciones:  pri* 
mera,  el  importe  de  lo  qoe  se  reservaba,  según  la  cláosnla anterior;  se- 
gonda, las  deodas  qoe  háblese  satisfecho;  tercera,  lo.  qoe  hobiese  en- 
trei^f  do  á  sos  bermaooa  solteros  para  gastos  de  boda,  y  coarta  el  t5  por 
100  del  valor  del  caodal  en  qoe  el  otorgante  calcolaba  Us  pérdidas  qoe 
podría  tener  so  citado  hijo  por  recibir  anoalmente  de  éste  más  de  las 
rentas  natorales,  por  los  demás  gastos  y  ateneionea  del  caodal  qoe  te- 
nia qoe  cobrir,  y  por  las  pérdidas  de  todo  género  qoe  podiera  tener: 
en  la  tercera  consignó  qoe  se  reservaba  el  disponer  del  quinto  para  el 
easo  de  contraer  segondo  matrimonio  en  favor  de  sn  f  o  tora  mojer,  y 
qoe  en  el  caso  de  disponer  de  él  se  entemJeria  como  otra  baja  de  las 
consignadas  en  la  dáosola  anterior;  coarta,  qoe  so  hijo  D.  José  vendría 
obligado  á  entregarle  SI .000  pesetas  en  cada  nn  año  dorante  so  vida 
del  modo  qoe  exigiese  el  otorgante  en  el  ponto  en  qoe  se  encontrase, 
y  si  por  coalqoier  evento  aomentaba  el  caodal,  tendría  derecho  á  per- 
cibir la  renta  correspondiente  en  proporción  á  dicho  aomento,  así  como 
2.400  pesetas  anoales  por  raión  de  alimentos  á  sn  hija  Doña  Joana, 
mientras  foese  menor  ó  no  se  casase,  y  á  la  misma  y  á  su  otro  hijo  Don 
Manoel  10.000  pesetas  á  cada  ono  para  gastos  de  boda;  qointa,  qoe  si 
lo  qoe  00  era' de  esperar  llegaba  á  qoedar  este  contrato  sin  efecto  do- 
rante la  vida  del  otorgante  por  circonstancias  imprevistas  qoe  en  la  ac- 
toalidad  no  se  alcansaban,  sería  reintegrado  é  indemnitado  D.  José 
Mosso  Moreno  de  coantu  pérdidas  hobiese  experimentado  y  resoltasen 
de  sos  coentas  con  el  fin  de  qoe  no  sofriera  el  más  peqoeño  penoicio; 
séptima,  qoe  como  consecuencia  de  lasanteriores  estipotaciones  D.  José 
Mosso  Moreno  haría  suyos  todos  coantoa  frotos  y  productos  rindiese  el 
'  eao«1al  de  la  otorgante  desde  aquel  día  á  so  fallecimiento;  novena, 
^oe  como  se  dejaba  dicho  al  principio,  cate  contrato  era  irrevocable  por 
so  natoralesa,  y  aólo  podía  reacindirse  por  el  motoo  y  onánime  consen- 
timiento de  los  dos  contrayentes,  sin  qoe  valiera  la  voiootad  de  ono 
solo  en  ningún  caso;  y  décima,  qoe  D.  José  Mosso  Moreno  qoedaba  am- 
pliamente aotorisado  para  vender,  permotar,  arrendar,  cnitivar  de  so 
eoenta  y  bajo  los  pactos  qoe  más  le  acomodasen  las  fincas  del  otorgante 
y  para  otros  extremos  y  particolares  qoe  se  expresan  en  la  misma  cláo- 
•ola: 

Resaltando  qoe  en  S8  de  Diciembre  de  I88t  acodió  D.  José  Mosso 
Feotes  al  Josgado  de  primera  instancia  de  Lorca,  y  haciendo  presente 

200  con  arreglo  á  lo  pactado  en  la  cláosnla  4*  de  la  anterior  escritora, 
eterminó  qoe  ao  hijo  el  arrendatario  D.  José  Mosso  Moreno  le  pagase 
fa  renta  convenida  por  trimeatres  adelantados,  como  se  justificaba  con 
la  carta  de  este  mismo,  escrita  en  Valencia  en  30  de  Mayo  último,  y 
a^í  lo*habia  venido  verificando  basu  1^  de  Ootobre,  en  qoe  debieodo 
liaeer  efectivo  el  importe  de  on  trimestre  se  había  negado  á  verífiearlo 
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bajo  frivolos  pretextos,  y  diciendo  A  so  padre  el  demandante,  en  carta 
de!  S3,  qne  se  encontraba  en  sitoaeión  de  no  poder  darle  en  losmeesivo 
la  renta  adelantada;  y  alegando  como  fandamentos  de  derecho  la  ley  1* 
y  ene  concordantes  del  tít.  8^,  Partida  5%  qoe  ordenan  qae  el  arren- 
damiento queda  perfecto  por  el  solo  consentimiento  de  las  partea,  y  qne 
es  Tálido  y  obligatorio  todo  pacto  qoe  se  otorgae  en  el  contrato  de 
arrendamiento,  no  siendo  contrario  á  las  leyes  y  bnenas  costnmbrea,  la 
ley  i\  tit.  8%  Partida  5%  qne  impone  al  arrendaUrio  la  obligación 
de  pagar  las  rentas  en  los  términos  convenidos;  las  leyes  4^  y  5*,  titn- 
K>  8%  Partida  ft*;  4^  y  9\  tit.  17,  libro  3""  del  Poero  Real,  y  la  de  3  de 
ionio  de  1813,  qoe  ordenan  qoe  la  falta  de  pago  de  la  renta  del  modo 
convenido  da  derecho  al  arrendador  para  desahuciar  al  arrendatario; 
las  sentencias  de  este  Tribooal  Supremo  de  U  de  Diciembre  de  1858, 
6  de  Pobrero  y  9  de  Jonio  de  1880  y  S7  de  Noviembre  de  1867,  qoe  de- 
claran qoe  el  arrendamiento  concluye  sin  necesidad  de  qae  transcorra 
el  tiempo  prefijado  coando  no  se  complen  las  condiciones  de  dicho  con- 
trato, y  qoe  procede  el  desabocio,  no  sólo  por  el  transcorso  del  tiempo 
fijado  para  el  arriendo^  sino  también  porqoe  el  arrendatario  no  guarde 
las  condiciones  establecidas  en  el  contrato  ó  dejando  de  pagar  la  renu 
es  procedente  y  legal  el  desabocio;  y  los  articoloa  1589  y  (590  de  la 
ley  de  Eojoiciamiento  civil,  qoe  consignan,  entre  las  caosaa  del  desabo- 
cio, la  infracción  manifiesta  de  las  condiciones  del  contrato  de  arren- 
damiento, concloyó  solicitando  se  decretase  el  desabocio  de  todas  las 
fincas  dadas  en  arrendamiento  A  so  hijo  por  la  sosodicha  escritora: 

Resoltando  qoe  convocadas  las  partes  i  inicio  verbal  reprodujo  el 
actor  so  demanda,  a&adiendo  qoe  se  hallaba  comprendida  en  la  regla 
3*  del  art.  1561  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil,  puesto  qoe  el  con- 
trata á  qae  se  referia  era  de  arrendamiento,  según  lo  consignado  por 
este  Trlbonal  Supremo  en  el  sexto  resultando  de  la  sentencia  que  dictó 
en  pleito  seguido  entre  las  mismas  partes,  y  que  fué  publicada  en  9  de 
Octubre  de  I88t;  y  el  demandado  O.  Joaó  Musso  Moreno  pidió  qoe  se 
desestimase  la  demanda  por  ser  insuficiente  el  titulo  en  qoe  se  fondaba, 
y  qne  se  impusiese  al  demandante  perpetoo  silencio,  y  pago  da  las 
costas;  alegando  para  ello  qoe  para  el  desahucio  es  preciso  on  tftolo  en 
qoe  conste  el  arrendamiento,  y  qoe  se  proebe  qoe  el  arrendatario  no  ha 
complido  las  condiciones  en  él  estipoladas,  y  el  contrato  en  qoe  se  fon  • 
daba  la  demanda  no  podia  calificarse  de  arrendamiento,  sino  de  los  qoe 
se  llaman  en  derecho  innominados  y  sinalagmáticos;  qoe  no  tienen  las 
condiciones  del  arrendamiento,  en  el  qoe  se  da  el  oso  de  la  cosa  por 
cierto  precio,  según  la  ley  T,  tít.  8*,  Partida  5*,  porqoe  no  existe  en  él 
tal  precio,  sino  qae  lejos  de  ser  asi  cede  el  mandante  al  mandatario  el  S5 
por  400  del  caodal,  se  dan  facoltades  al  segondo  para  coando  moera  el 
primero,  se  le  facolta  para  comprar  y  vender,  se  habla  de  cansas  im- 
previstas para  la  rescisión,  lo  coal  excloye  la  idea  de  falta  de  pago,  di- 
ciendo que  sólo  quedará  sin  efecto  el  contrato  por  voluntad  de  ambas 
partes;  todo  lo  cual  aleja  la  idea  de  arrendamiento  en  el  contrato  de  que 
se  trata;  que  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  dictada  en  el 

Sleíto  seguido  entre  ambas' partes,  se  dice  también  qoe  en  la  escritora 
e  8  de  Jonio  de  1877,  existe  el  contrato  de  mandato  con  varios  pactos; 
Íqoe  como  en  el  sopoesto  de  qoe  se  calificase  dicho  contrato  de  arren  - 
amiento,  no  resoltaría  la  falta  de  pago  en  que  se  fonda  la  demanda, 
pues  en  la  escritura  no  se  dice  la  fecha  en  qoe  se  ha  de  hacer  el*pago 
por  lo  cual  y  según  la  ley  5%  tit.  8%  Partida  5',  debe  seguir  lacostom 
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'bre  del  logar  de  U  estipolaeión.  qoe  eD  aquella  eiodad  de  Lorea  con* 
iiile  en  pagarse  por  anoalidades  veneidas: 

ResQlUodo  que  en  t3  de  Agosto  próximo  pasado  dicló  la  Sala  de  lo 
ei¥il  de  la  Aadieneia  de  Albacete  sentencia  confirmatoria,  declarando 
DO  haber  logar  al  desabocio  solicitado  por  D.  José  Mosso  y  Pontes  re 
lervándole  las  aecionesqae  le  compelen  para  que  las  ejercite  como  vie- 
re convenírKf,  y  condenándole  en  las  costas  de  la  segunda  instancia: 

Resaltando  qoe  previo  depósito  de  4000  pesetas  para  los  efectos  le- 
■gales  correspondientes,  interpuso  D.  Josó  Musso  y  Pontes  recurso  de 
esMción,  por  considerar  infringidos: 

4°  Al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  la  cláusula  4^  del  eontrato 
de  8  de  Junio  de  1877  sólo  se  refiere  á  la  calidad  en  que  ba  de  hacerse 
el  pago  por  el  vencido,  dieba  cláusula  asi  como  la  5\  la  ley  1*,  tif.  H« 
Partida  5*  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  contenida  en 
las  sentencias  de  4  4  de  Junio  de  1870, 6  de  Julio  de  4  868  y  3  de  Diciem- 
bre de  4875  y  en  otras,  según  las  qoe  son  reglas  de  interpretación  en 
los  contratos  los  setos  posteriores  de  los  mismos  contrayentes;  porque 
eaet  caso  actual  el  pago  se  empesó  á  bacer  por  trimestres  adelantados, 
siendo  prueba  irrecusable  de  que  la  mencionada  cláusula  infringida  se 
teíiere  también  al  tiempo  en  que  babía  de  verificarse  el  pago; 

Y  )<"  La  ley  t\  tit.  S^",  y  la  98,  tít.  44  de  la  Partida  b\  que  declara 
Balas  las  condiciones  que  en  los  arrendamientos  se  opongan  á  las  con 
tenidas  en  dicbo  Código;  la  ley  5%  tít.  8^,  Partida  b\  que  establece  el 
•desahucio  y  lantamieuto  por  falta  de  pago;  los  artículos  4962,  eaao  d>\ 
y  4590  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  consideran  causa 
de  rescisión  en  el  arrendamiento,  y  por  tanto  procedente  el  desahucio 
ciando  en  el  plaso  convenido  no  paga  el  arrendatario,  ó  cuando  en 
general  falta  á  k>  contratado,  y  la  jorisprudeocia  de  este  mismo  Tribu- 
nal eontenida,  entre  otras  sentencias,  en  las  de  t7  de  Setiembre  de  4875, 
y  27  de  Noviembre  de  486t,  según  las  que  sólo  procede  la  acción  de 
jlesAhucío  en  el  contrato  de  arrendamiento. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pelipe  Viñas: 

Considerando  qoe  el  contrato  objeto  del  recurso,  es  un  verdadero 
atreadamiento  en  que  según  la  cláusula  4'  el  pago  de  la  venta  ba  de 
hacerse  del  modo  que  lo  exija  el  arrendador;  según  la  9^  ba  de  tener- 
se por  irrevocable  ó  no  ba  de  quedar  sin  efecto  por  la  sola  voluntad  de 
uno  de  los  contrayentes  oomo  es  consiguiente,  y  no  hay  necesidad  de 
expresarlo  respecto  de  los  que  se  celebren  por  un  número  determinado 
de  anos  ó  por  toda  la  vida,  y  según  la  5*  se  reconoce  una  cualidad  esen- 
cial á  los  mismos,  esto  es.  su  carácter  rescindible  habiendo  cansa  legal 
al  efecto,  ó  sea  como  se  dice  en  la  escritura  por  eireumlancias  impre  - 
wtu,  que  en  el  lenguaje  coman  equivalen  á  las  no  esperadas,  como  lo 
era  sin  doda  para  el  padre  el  qoe  so  hijo  no  le  abonara  la  renta  del 
modo  que  él  la  exigiera,  cuya  idea  general  comprende  el  tiempo,  pía- 
s,  claseiie  moneda  y  demás  accidentes  que  pueden  acompañar  al  pago: 

Considerando,  por  tanto,  que  reconocido  el  hecho  de  la  falta  de 
tgo  en  el  tiempo  correspondiente,  se  infringen  por  el  fallo  la  ley  del 
intrato  y  los  artículos  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  que  se  invocan  en 
'  motivos  expuestos  por  el  recurrente; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 

de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesio  por  D.  José  Musso  y 
'  ites,  y  en  so  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en 
1     de  Agosto  próximo  pasado  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


312  limiSFIIÜDBifGIA    ClYIt. 

eia  de  Albaeett;  y  darüél^ftie  al  reeorrento  el  depósito  de  1.000  peseU»- 
qne  tiene  constituí  Jo.— (Sentencia  poblicada  el  2d  de  Mayo  de  1884,  é- 
inserta  en  la  Cheeía  de  16  de  Setiembre  del  mismo  afto.) 
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Reenrso  de  easación  (28  d^  Mayo  de  4  884).— iSis/a  terurñ, — 
Entrioa  d£  la  mitad  de  los  bienes  de  ün  i'ATaoNATo. — ^No  se  admite 
el  interpoesto  por  D.  Maximino  Otiyeros  con  D.  Elíseo  Gonxáiex  (Ao- 
dienols  de  Lss  Palmas),  y  se  resnelve: 

1^  Qii«  $%  lot  motivos  de  casación  alegados  se  rejteren  á  cmesíioñft- 
no  debatidas  e*  el  pleito  ni  resueltas  en  la  sentencia^  no  fmede  ser  ad^ 
mitido  el  recurso  por  dichos  motivos,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  nú» 
mero  5^  del  art,  4719  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eioil\ 

Y  t^  Que  la  sentencia  que  eslimando  las  excepciones  absuehe  da  í* 
demanda,  resuelve  todas  las  enes tiones  del  pleito  guardando  perfecta 
congruencia  con  la  pretensión  en  él  deducida  oportunamente,  como  tiene- 
declarado  con  repetición  el  Tribunal  Supremo,  y  se  ajusta  á  lo  preve^ 
nido  en  el  art.  359  de  la  ley  citada. 

Resaltando  qoe  en  SO  de  Octubre  de  4879  D.  Maximino  Oliveros  y 
Chayes,  como  marido  de  Doña  María  del  Carmen  Abren  y  Tisconeelos^ 
dedojo  demanda  civil  ordinaria  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Orotava,  islis  Canarias,  en  la  qoe  estableciendo  como  hechos  esencia- 
les qoe  el  Presbítero  D.  Pedro  Abren  y  Llanos  falleció  en  América  en  8- 
de  Stitiembre  de  4858,  hallándose  en  posesión  del  patronato  laical  fon- 
dado por  el  Licenciado  D.  Bernabé  Goozálex  Llanos:  qne  D.  Nicolás- 
Abren  y  Llanos,  hermano  de  dicho  Presbítero,  falleció  también  abin- 
testato  en  Caracas,  según  se  comprobaba  en  la  información  recibida 
en  4869  qne  acompañaba:  qne  por  lo  tanto  la  mitad  libre  de  los  bienes 
de  dicho  patronato  había  recaído  por  ministerio  de  la  ley  en  la  mojer 
del  demandante,  como  heredera  necesaria  de  D.  Nicolás  y  única  sobhaaa 
de  D.  Pedro,  á  qnienes  en  so  caso  debía  heredar  abintestato;  y  que  loe- 
bienesMdel  patronato  se  hallaban  en  poder  de  D.  Elíseo  Goniálex,  qoe 
se  resistía  á  entregar  la  mitad  libre;  concluyó  solicitando  que  en  virtud 
de  la  acción  real  qne  ejercitaba,  y  en  so  caso  de  la  personal  qoe  foese 

Srocedente,  se  declarase  en  definitiva  qoe  la  mitad  libre  de  los  bienea- 
e  la  dotación  del  indicado  patronato  corresponde  en  pleno  dominio  á 
Dofta  María  del  Carmen  Abren  por  haberse  transmitido  á  ella  por  heren* 
cia  intestada  los  derechos  del  último  poseedor;  y  declarando  nulos  y  en 
su  caso  fraodolentos  coalesqoíera  títolos  no  emanados  directamente  del 
último  poseedor  con  qoe  D.  Elíseo  González  pretendiera  cohonestar  so 
detentación,  se  condenase  á  éste  á  la  entrega  de  dicha  mitad  libre,  f 
las  frutos  y  rentas  producidos  y  debidos  prodocir. 

Resoltando  qoe  D.  Elíseo  González  se  opuso  á  la  demanda,  pidiei 
qoe  se  le  absolviese  de  ells,  con  imposición  al  demandante  de  perpel 
silencio  y  pago  de  costas,  alegando  al  efecto  qoe  no  constaba  el  fal 
e-.miento  de  D.  Nicolás  Abreo:  qoe  la  moier  de  éste  Doha  Felipa  V 
concelos,  usando  de  on  poder  qoe  le  había  conferido  so  marido,  obti 
en  favor  de  éste  la  declaración  de  heredero  abintestato  del  Presbít 
D.  Pedro,  y  en  io  cooseeoencia  tomó  posesión  de  los  biener.  qoe  co- 
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mismo  earáoter  celebró  la  Dofta  Felipa  ana  escritnra  de  tranaaeción 
«o  10  de  Dieiettbre  de  48i9,  de  la  qae  te  tomó  raaóo  en  el  antigno  Re- 
gistro do  hipotecas,  por  la  qae  eonfencida  del  derecho  del  demandado 
á  los  bienes  de  qne  se  trata,  se  los  entregó,  y  desde  dicha  fecha  había 
venido  poseyéndolos  quieta  y  pacíficamente  á  fista  dei  demandante  y 
80  major:  que  la  misma  Dofia  Felipa^  asegurando  qoe  no  le  había  sido 
revocado  el  poder  otorgado  por  su  marido,  vendió  como  mandataria  de 
éste  diferentes  bienes  en  4860  y  1876  á  favor  del  demandado  y  del  mis» 
mo  demandante:  qne  redargüía  de  falsa  la  información  testifical  produ- 
cida por  el  actor  practicada  en  Venesnela  en  4869  con  objeto  de  josti- 
flcar  la  defonción  de  D.  Nicolás  Abren  por  las  ratones  qoe  expresó;  y 
qne  con  la  demtnda  do  se  había  acompañado  el  documento  qne  acredi- 
tase qoe  Doña  Carmen  hubiera  sido  declarada  heredera  de  su  tío  D.  Pe- 
dro ni  de  su  padre  D.  Nicolás: 

Resultando  qoe  en  19  de  Dhiembre  último  dictó  la  Sata  de  justicia 
dé  la  Audiencia  de  Las  Palmaa  de  Gran  Canaria  sentencia  confirmatoria 
deelarande  no  haber  logar  á  hacer  los  declaratorios  que  pretendía  Don 
Maximino  Oliveros,  como  marido  de  Dofta  María  del  Carmen  Abren,  y 
absolviendo  á  D.  Elíseo  Gonaálea  Espinóla  de  la  demanda  propuesta 
por  aquél: 

Reanltando  <|ae  remitida  de  oficio  á  este  Tribunal  Supremo  á  peti- 
ción de  D.  Maximino  Oliveros,  qne  litiga  en  concepto  de  pobre,  la  cer- 
tificación correspondiente  para  interponer  recurso  do  casación,  fué 
desechado  consecutivamente  por  tres  Letrados  ane  se  le  nombraron  de 
oficio,  y  antes  de  que  se  pasaran  al  Ministerio  nscal  se  presentó  el  es* 
erito  de  interposición  del  recurso,  autorizado  con  la  firma  de  otro  Le- 
trado, fondado  en  los  siguientes  motivos  de  casación: 

r  En  haber  sido  infringida  la  ley  5*,  tit.  43,  Partida  6*,  ó  sea  la  8* 
de  Toro,  en  cuanto  por  ella  se  regula  la  sucesión  intestada  de  tíos  á  so- 
brinos: 

V  En  haberlo  sido  igualmente  la  doctrina  aceptada  por  este  Tribu- 
nal Supremo  en  sentencia  de  S3  de  Diciembre  de  1859,  según  la  cual,, 
cuando  se  han  cometido  defectos  en  el  modo  de  proponer  la  demanda, 
la  absolución  debe  contener  la  cualidad  indispensable  para  que  no  pro- 
doxea  en  pleito  posterior  la  excepción  de  cosa  juagada; 

T  3^  £o  haber  sido^también  infringidos  el  principio  jurídico  de  que 
los  Jueces  y  Tribunales  deben  arreglar  sus  fallos  á  lo  alegado  y  proba- 
do, en  consonancia  con  la  ley  V,  tít.  M,  Partida  3\  en  relación  con 
la  16  del  mismo  título  y  Partida;  el  arL  369  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  vigente;  6!  de  la  aplicable  á  este  pleito,  y  la  jurisprudencia  cons- 
tante de  cate  Tribunal  Supremo,  porque  para  que  el  fallo  recurrida 
guardase  congruencia  con  la  demanda  y  armonía  con  el  resoltado  de 
ks  alegaciones  y  pruebas  era  preciso  que  hubiese  expresado  que  la  ab- 
solución se  entendía  en  el  modo  y  forma  en  qne  había  sido  propuesta 
la  demanda: 

Resultando  que  comunicado  el  recurso  al  Ministerio  fiscal,  lo  devol- 
Tió  con  la  nota  de  visto  que  marca  el  art.  17S3  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  y  oído  el  Magistrado  Ponente,  se  mandó  traer  á  1^  viata, 
eon  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del  art.  1715. 

Viato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Manresa: 

Considerando  qne  la  ley  5*,  tít.  13  de  la  Partida  6V  y  la  ley  8*  do 
Toro,  que  regulan  la  sucesión  intestada  de  los  colaterales,  citadas  en  el 
primer  motivo  del  recurso,  y  la  doctrina  qne  se  cita  en  el  segundo,  ana 
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en  el  sapoesto  de  qoe  pudiera  atribuírsele  el  carácter  de  doctrioa  legal» 
ee  refieren  á  cuestiones  do  debatidas  eo  el  pleito  ni  resaeltas  en  la  sen  - 
tencia,  y  por  tanto  no  puede  ser  admitido  el  recurso  por  dichos  moti- 
vos, conforme  á  lo  prevenido  en  el  nüm.  5^  del  art.  1719  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

Gansiderando  que  según  el  núm.  8^  del  mismo  artículo,  tampoco 
puede  ser  admitido  el  recurso  por  el  tercer  motivo,  en  razón  á  qué  re« 
salta  notoriamente  que  no  existe  la  incongruencia  de  la  sentencia  con 
la  demanda  y  las  excepciones,  ó  con  lo  alegado  y  probado  en  qae  se 
funda  dicho  motivo;  pues  la  sentencia  que  estimando  las  excepciones 
absuelve  de  la  demanda,  como  lo  ha  hecho  la  recorrida,  resuelve  todas 
las  cuestiones  del  pleito  guardando  perfects  congruencia  con  la  preten- 
sión en  él  deducida  oportunamente,  como  tiene  declarado  con  repeti- 
ción este  Tribunal  Supremo,  y  se  ajusta  á  lo  prevenido  en  el  art.  3S9 
de  la  ley  citada; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recnrso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Maximino  Oliveros  y  Chaves,  como  marido  de 
Dona  Carmen  Abreu  Vasconcelos,  con  imposición  de  las  costas:  remíta- 
se á  la  Audiencia  de  Canarias  la  certificación  correspondiente,  con  de- 
volución del  apuntamiento  remitido;  y  publíquese  este  auto  eo  la  0a- 
ústa  y  en  la  CoUedón  legiflativa,  pasándose  las  copias  necesarias.— 
(Sentencia  publicada  el  S8  de  Mayo  de  1884,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  4 
de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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üeeurflo  de  easaelin  (19  de  Mayo  de  4884).— Sa¿a  primera, — 
Cumplimiento  de  una  sentencia.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Ernesto  Traverso  con  la  Comisión  liquidadora  de  la  Compañía  del  fe- 
rrocarril de  Ciudad  Real  á  Badajoz  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re- 
suelve: 

Que  si  las  infraeeiones  del  art.  406  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci  - 
vil  que  dispone  que  contra  lae  sentencias  en  que  se  declare  no  haber 
lugar  á  la  casación  no  se  da  recurso  alguno;  de  las  leyes  1 3  y  1 9,  titulo 
2S,  Partida  3%  que  declaran  cuando  no  vale  el  segundo  juicio  que  fue 
dado  contra  el  primero^  y  qué  fuerza  ha  el  juicio;  déla  escritura  de  ar^ 
hitraje^  que  es  la  ley  del  contrato;  de  la  doctrina  legal  de  que  íoia  sen^ 
tencia  dictadapara  el  cumplimiento  de  una  ejecutoria  que  la  modifique 
4f  contraria  es  nula  de  derecho,  son  sustancial  y  literalmente  las  mis- 
mas que  se  invocaran  por  el  cedente  del  recurrente  en  el  anteriormente 
sostenido  en  los  mismos  'autos  y  que  fueron  desestimadas;  por  esta  ra  - 
ión^  y  no  habiéndose  hecho  innovación  alguna  por  el  auto  recurrido  al 
declarar  cumplido  el  laudo  arbitral,  es  cosa  juzgada  que  no  se  han  co  - 
metido  dichas  infracciones,  puesto  que  lejos  de  desconocerse  la  ejícacia 
de  los  declarados  en/avor  de  aquél  en  la  sentencia  que  resolvió  ete  re 
^urso  los  respeta,  limitándose  á  declarar  que  debe  cobrar  y  Aa  cobrado  en 
la  forma  del  convenio  celebrado  entre  la  Compañía  demandada  y  sus 
üoreedores,  en  conformidad  álaley  de  \t  de  Noviembre  de  1869,  cu- 
jfai  disposiciones  obligan  á  todos  tos  acreedores  de  las  Compañías  de 
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férroearrüa  cualquiera  fue  sea  la   natural$M  y  origen  de  eue  eré- 
düoe. 

En  la  vilJi  y  corle  de  Madrid,  á  S9  de  Mayo  de  4884,  ea  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virlnd  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  segaidos  en  el  Joigado  de  primera  insUncia  del  distrito  de  la 
Latina  de  esta^spiíal  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
del  territorio  por  D.  Ernesto  Traverso,  Ingeniero,  de  esta'  vecindad» 
como  eesionario  de  D.  Enrique  Bengoeehea,  representado  por  el  Pro- 
curador D.  Ángel  Calvo,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  Sidra 
y  Sarga,  con  la  Comisión  liquidadora  de  la  Compaüia  del  ferrocarril  de 
Ciudad  Real  á  Badajoz  y  de  Almorchón  á  Bélmex,  representada  y  de- 
fendida poret  Procurador  D.  Manuel  Montero  y  el  Licenciado  D.  Cris- 
tino  Marios,  sobre  cumplimiento  de  una  sentencia: 

Resultando  que  en  S9  de  Abril  de  4H70  D.  Enrique  de  Bengoecbea 
y  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  de  Ciudad  Real  á  Badajoz  y  de  Ai 
morcbón  á  las  minu  de  Bélmea,  con  objeto  de  terminar  las  diferencias 
que  entre  los  mismos  mediaban  aeerca  del  contrato  de  suministro  de 
traviesas,  balasto  y  asiento  de  vía,  otorgaron  escritura,  por  la  que 
convinieron  en  someter  dicbas  diferencias  á  la  decisión  de  amigables 
componedores  nombrados  por  cada  parte,  y  tercero  en  caso  de  discor- 
dia, obligándose  las  partes  á  tener  por  firme  y  ejecutorio  el  laudo  que 
dietasen  aquéllos  sin  reservarse  recurso  de  apelación,  é  imponiéndose 
la  multa  de  80.000  rs.  que  pagaría  el  oue  se  opusiese  á  que  llevase  á 
efecto  la  decisión  arbitral;  que  en  tt  de  Noviembre  del  indicado  hHo 
los  amigables  componedores  dictaron  su  laudo  condenando  á  la  Com- 
fwfiía:  primero,  á  abonar  á  D.  Enrique  Bengoecbea,  como  saldo  de  sus 
eaentas  la  eantidad  de  1.990.556  rs.  13  cents.;  segundo,  á  abonarle 
también  los  intereses  desde  el  día  en  que  se  abrió  la  ultima  sección  del 
camino  á  la  pública  explotación  basta  aquel  en  que  se  hiciese  el  pago, 
rasóo  del  6  por  100  anual,  y  tercero,  á  entregarle  la  suma  de  1.150.000 
reales  eomo  justa  indemnización  de  los  perjuicios  sufridos  por  el 
mismo: 

Resultsndo  que  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  interpuso  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  contra  dicho  laudo,  y  sustanciado  en 
forma,  esta  Sala,  por  sentencia  de  12  de  Mayo  de  1871,  declaró  no  ha- 
ber logar  á  dicho  recurso,  y  condenó  á  la  Compañía  á  la  pérdida  del 
depósito,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  en  su  virtud  D.  Enrique  Bengoecbea,  en  tk  de  Ju- 
nio de  1871,  acudió  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Hospital,  que  venía  conociendo  de  los  sotos,  pretendiendo  que  se  re- 

Suiriese  á  la  Compañía  al  pago  de  las  cantidades  á  que  había  sido  con- 
enada,  y  que  de  no  verificarlo  se  procediera  al  embargo  de  sus  bie- 
nes en  cantidad  de  un  millón  de  pesetas;  y  así  acordado  en  anto  de  3 
de  Julio,  se  recibió  en  dicho  Juzgado  un  oficie  del  de  la  Audiencia, 
manifestando  que  por  auto  dictado  en  14  del  mismo  mes  se  había  de- 
clarado á  la  Compañía  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  y  en  so  con  - 
secuencia  se  acordó  la  paralización  de  los  procedimientos  ejecutivos  y 
de  apremio  que  contra  la  misma  se  hallaban  pendientes  á  instancia  de 
Bengoecbea,  alzándose  los  embargos  hechos  en  bienes  de  aquélla: 

Resultando  que  paralizados  los  procedimientos  por  el  Juzgado  del 
Hospital,  y  sostanciados  por  el  de  la  Audiencia  los  autos  de  suspensión 
de  pagos  de  la  Compañía,  en  jauta  general  de  accionistas  celebrada  en 
98  de  Junio  de  1871  se  aprobó  el  convenio  sometido  á  su  examen  y  de* 
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liberacido,  á  eontinnaeión  del  caal  se  inserta  el  estado  del  pasivo  de  lit 
Compañía,  clasificado  por  grupos  con  arreglo  á  las  prescripciones  del 
arl.  1S  déla  ley  de  1S  de  Noviembre  de  1^79,  Agorando  entre  lo» 
acreedores  del  primer  grupo  D.  Baríqne  Bengoechea,  según  la  sentea- 
«ia  arbitral,  por  trabajos,  suscritos  á  tftnlo  provisional  por  S.486.251 
pesetas  94  céntimos,  y  en  el  tercer  grupo  por  indemnización  de  per- 
juicios  sQscri tos  también  é  títolo  piovisional  por  1.150.000  reales;  y 
por  la  base  4*  se  estableció  qne  el  capital  actnal  déla  Gompafiía, 
acciones  y  obligaciones  se  reemplazaria  por  noevo  capiul  de  50 
millones  de  francos,  representado  por  100.000  aeeionet  al  portador  d« 
500  francos;  y  por  la  bercera  qne  de  dicbas  100.000  acciones  se  desti- 
naban 48.300  para  el  pago  integro  de  los  créditos  de  los  grupos  prime- 
ro y  tercero,  quedando  entendido  que  las  acciones  qne  pudieran  qne« 
dar  excedentes  en  virtud  de  los  derechos  de  la  Gompafiía  sobre  el  cré- 
dita  de  Bengoechea,  inscrito  á  titulo  provisional,  y  de  la  liqnidacióa 
definitiva  de  cualquiera  otro  quedaría  en  provecho  de  la  Gompafiía;  y 
por  sentencia  que  dictó  el  referido  Juei  de  la  Audiencia  en  S9  da  No  - 
▼tembre  de  1871  se  aprobó' el  convenio,  sin  embargo  de  la  opoaiclóia 
hecha  por  D.  Enrique  Bengoechea: 

Resultando  que  repartidos  los  autos  de  que  venia  eonociendo  el  Jus- 

f;ado  del  Hospital  al  de  la  Latina,  éste,  á  solicitud  de  Bengoechea,  alx6 
a  suspensión  del  procedimiento  de  apremio  contra  la  Gompafiía  para 
llevar  á  efecto  la  sentencia  arbitral,  y  mandó  se  la  requiriese  para  que 
abonase  las  sumas  á  que  había  sido  condenada;  y  opuesta  la  Gompafiía» 
por  entender  que  la  sentencia  oue  aprobó  el  convenio  como  obligatorio 
á  todos  sus  acreedores  lo  era  á  Bengoechea,  á  quien  debían  utisfaeerio 
ius  reclamaciones,  con  los  valores  y  en  la  forma  establecida^  el  Juaga- 
do, en  t  de  Enero  de  1878,  dictó  sentencia  de  acuerdo  con  dicha  pre- 
tensión, que  fué  confirmada  por  la  Audiencia  en  4  de  Julio  del  miimo 
•no,  la  cual  causó  ejecutoria  en  virtud  de  la  dictada  por  este  Tribunal 
Supremo  en  11  de  Octubre  de  1^80,  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Bengoechea: 

Resultando  que  la  Gompafiía  que  en  3  de  Octubre  de  1874  había 
puesto  á  disposición  del  Juzgado  del  distrito  de  la  Latina  1.6S7  accionea 
para  el  pago  del  crédito  de  Bengoechea,  las  que  fueron  vendidas  judi- 
eialmente  y  aplicado  su  producto  á  satisfacer  á  varios  acreedores  del 
mismo,  presentó  un  balance  que  ofrecía  un  saldo  á  favor  de  éste  de 
207  rs.,  y  pidió  se  declarase  pagado  y  satisfecho  según  el  convenio  el 
crédito  de  Bengoechea,  éste  impugnó  aquella  {pretensión  solicitando  se 
requiriese  nuevamente  á  la  Gompafiía  cesionaria  de  la  de  Giudad  Real  á 
Badajos  para  qne  pagase  las  cantidades  fijadas  en  el  laudo,  interese» 
vencidos  v  las  costas,  cuyos  conceptos  ascendían  á  2  millones  de  pese- 
tas, y  dicho  Juez  de  la  Latina,  por  auto  de  S8  de  Marzo  de  1884,  declar6- 
cumplido  el  laudo  arbitral  de  2S  de  Noviembre  de  1870  jf  como  bien 
pagadas  las  cantidades  satisfechas  en  valores  por  la  Gomislón  liquida- 
dora de  la  antigua  Gompafiía  del  ferrocarril  de  Giudad  Real  á  Badajoz 
y  de  Almorchón  á  Bélmez,  y  mandó  que  se  retuviese  por  dicha  comisión 
el  crédito  de  207  rs.  26  cents.,  para  atender  en  cuanto  alcance  á  hacer 
frente  á  las  reclamaciones  hechas  por  D.  Enrique  Bengoechea  por  di- 
Tersos  acreedores;  que  no  había  logar  á  lo  solicitado  por  aquél  reser- 
Tándole,  sin  «mbargo,  su  derecho,  para  que  si  no  se  creyere  bien  pa* 
;ado  de  so  crédito  contra  la  Gompafiía  con  arreglo  al  convenio  cele- 
rado entre  ésta  y  sus  acreedores,  acudiera  al  Jasgado  que  conoce  de 
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lo«  autos  en  qne  ae  aprobó  dieho  convenio  á  dedoeir  iae  reclamaciones 
que  estime  convenientes: 

•  Resultando  que  D.  Enrique  Bengoeohea  pidió  reforma  de  aquel  pro- 
veído, en  el  sentido  de  que  se  requiriera  á  la  Compañía  de  los  ferroca- 
rriles de  Alicante  á  Zaragosa  y  Ciudad  Real  á  Badajos  para  el  pago  de 
lis  cantidades  que  el  laudo  determina,  lus  intereses  vencidos  y  costas, 
del  precio  q&e  debía  entregar  á  la  extinguida  Compañía  del  ferrocarril 
de  Ciudad  Real  á  Badajoz,  interponiendo  subsidiariamente  apelación;  y 
el  Juei  de  primera  insuncia,  por  auto  de  4  de  Abril  de  1881,  declaró 
no  haber  lugar  á  la  reforma  del  de  $8  de  Marzo: 

Resultando  que  por  otro  auto  de  H  del  repetido  mes  de  Abril,  se 
denegó  así  bien  la  apelación  interpuesta  subsidiariamente  por  Bengoe- 
«hea;  y  fallecido  éste,  y  personado  en  los  autos  como  cesionario  del 
mismo  D.  Ernesto  Traverse,  se  le  entregó  el  testimonio  que  su  causan- 
le  había  solicitado  para  acudir  en  queja  á  la  Superioridad,  como  así  lo 
verificó  admitiéndose  en  su  virtud  en  ambos  efectos  la  apelación  inter* 
puesta  por  Bengoechea;  y  remitidos  en  su  virtud  los  autos  á  la  Audien- 
cia y  sustanciada  la  aliada  la  Sala  segunda  de  lo  civil,  por  auto  de  14 
de  Abril  de  4883,  confirmó  con  las  costas,  la  providencia  apelada  dé  S8 
dellarsode488f: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Ernesto  Traverse  se  interpuso  re- 
curso de  casación,  por  conceptuar  infringidos: 

4*  El  art.  406  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  dispone  que  con- 
tra las  sentencias  en  que  se  declare  no  haber  logar  al  recurso  de  casa- 
ción, no  se  dará  recurso  alguno,  precepto  que  existía  en  el  art.  73  de  la  . 
Jey  antigua  de  Enjuiciaohiento  civil  y  en  el  37  de  la  de  casación  de  2t 
de  Abril  de  1878;  porqoe  condenando  el  laudo  arbitral  á  la  Compañía  al 
pago  de  varias  cantidades  en  reales  vellón,  y  habiendo  interpuesto  di- 
cha Compañía  recurso  de  casación  contra  dicho  laudo  arbitral,  que  le 
foé  desestimado  por  la  sentencia  de  esta  Sala  de  í%  de  Mayo  de  4871» 
no  le  quedaba  á  la  Compañía  recurso  alguno  contra  lo  dispuesto  en  di- 
cha sentencia,  y  sin  embargo,  en  el  auto  de  24  de  Abril  de  4883  se  pro- 
vee á  lo  que  ha  solicitado,  y  mandando  que  el  pago  se  verifique  en  ac- 
eiones  de  la  Compañía  por  su  valor  nominal,  inferior  en  cerca  del  f  6 
por  400  al  capital  efectivo  del  crédito  y  sus  intereses  desde  el  34  de  D- 
ciembre  de  1870,  lo  cual  modifica  esencialmente  lo  que  estaba  fallado 
eio  ulterior  recurso,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  citado: 

i*  El  art.  942  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  previene 
que  cuando  se  presente  una  liquidación  por  el  deudor  y  sea  impugnada 
por  el  acreedor,  el  Jues,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  la  compa- 
recencia de  las  partes,  dictará  por  medio  de  auto  la  resolución  que  es 
time  justa,  fijando  la  cantidad  que  debe  abonarse  con  arreglo  á  la  eje- 
cutoria; puesto  que  el  Jues,  impugnada  por  el  rematante  ó  sea  la  parte 
aetora,  la  liquidaoióo  que  la  Compañía  presentó,  no  ha  dictado  auto 
sino  providencia,  y  en  ella  no  resuelve  la  cuestión,  ni  fija  la  cantidad 
que  80  debe  abonar  al  recurrente  con  arreglo  á  la  ejecutoria,  que  es  en 
este  caso  la  de  12  de  Mayo  de  4871 ,  y  de  la  cual  prescinde  por  comple 
«in  embargo  de  ser  la  de  cuyo  cumplimiento  se  trata: 
°  Las  leyes  f3  y  49,  tít.  22,  Partida  3%  referente  á  \kfmr%a  q%i  ha 
wieio  acabado;  pues  es  indudable  que  el  juicio  entre  D.  Enrique  Bdn- 
>bea  y  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  de  Ciudad  Real  á  Badajos  y 
llmorchón  á  Bélmes  terminó  desde  el  momento  en  que  por  la  sen 
sia  de  esta  Sala  de  42  de  Mayo  de  1871  fué  desestimado  á  la  Compa* 
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aí>  el  reearso  de  casación  qoe  ínlerposo  contri  el  laado  arbitral,  y  por 
lo  tanto,  el  auto  recorrido  de  ti  de  Abril  de  1883,  qoe  diipone  qoe  el 
pago  del  crédito  se  haga  en  otra  forma  qoe  el  qoe  en  el  laudo  se  esMi- 
bleee,  no  sólo  modifica  la  ejecotoria,  aioo  qoe  evidentemente  infringe 
las  leyes  relativas  á  la  faena  qoe  tiene  el  juicio  terminado: 

i*  La  sentencia  de  49  de  Noviembre  de  187t  dictada  por  el  Josgado 
de  la  Audiencia,  y  por  la  cual  se  aprobó  el  convenio  da  la  Compañía 
y  sus  acreedores,  el  c»al  obligaba  á  pagar  á  los  acreedores  comprendí» 
dos  en  los  grupos  <®  y  3*.  ^ntre  Ins  cuales  fué  comprendido  D.  Bariqoe 
Bengoechea  á  titulo  provisional  6  eventual^  todos  sos  créditos  en  dine- 
ro metálico  é  íntegramenle: 

5*  La  escritora  de  arbitraje  qoe  es  ley  del  contrato,  y  qoe  ha  adgnl* 
rido  fueria  de  sentencia  ejecotoria  por  haber  intentado  la  Compañía 
anolarla  ante  el  Juzgado  del  Congreso,  y.  haber  sido  condenada  á  per 
petoo  silencio,  sentencia  qoe  qoedó  firme  por  el  desistimiento  de  la 
apelación  qoe  interjiuso  contra  la  misma  y  qoe  es  de  fecha  posterior  á 
la  aprobación  del  convenio;  por^oe  en  dicha  escritora  de  arbitraje  se 
comprometió  la  Compañía  á  no  poner  obstáeolo  alguno  á  lo  dispuesta 
en  el  laudo  arbitral,  y  si  en  el  convenio  se  estableció  algo  contrario  i 
lo  dispuesto  en  él,  llevaba  un  vicio  de  nulidad  el  mismo  convenio,  poes 
la  CompañÍA  no  podía  verificarlo  legalmente;  y  como  quiera  qoe  en  el 
aoto  recurrido  se  manda  que  el  pago  del  crédito  se  haga  en  otra  forma 
que  la  determinada  en  el  laudo  arbitral,  se  halla  infringida  la  escritura 
de  arbitraje,  según  la  coal  las  partes  contratantes  estaban  obligadas  á 
respetar  y  pasar  por  lo  qoe  eo  aquella  sentencia  se  disponía: 
'  6^  La  doctrina  legal  establecida  en  sentencias  de  este  Tribunal  Sa- 
premo  de  U  de  Abril  de  1854  y  9  de  Noviembre  del  mismo  año,  S5  de 
Mayo  de  4860,  U  de  Mayo  de  1867  y  ti  de  Octobre  de  f87S,  y  qoe  es 
ya  on  principio  general  de  jurisprudencia,  de  que  toda  sentencia  die 
tada  para  el  cumplimiento  de  una  ejecotoria  que  la  modifique,  contra- 
ríe ó  extienda  á  más  sus  disposiciones,  es  nula  de  derecho;  porque  de* 
terminándose  en  el  laodo  arbitral  qoe  foé  confirmado  por  este  Tribunal 
en  la  sentencia  de  casación  de  1S  de  lfayo^de  1871  que  el  pago  del  cré- 
dito de  Bengoechea  debe  verificarse  en  reales  de  vellón,  y  con  los  inte- 
reses correspondientes  hasta  el  día  qoe  se  verifiqne  el  pago  del  crédito 
y  ordenándose  en  el  auto  recorrido  qoe  el  pago  deba  verificarse  en  ac- 
ciones de  la  Compañía  por  so  valor  nominal;  y  qoe  está  bien  hecho  sin 
pagar  intereses  desde  el  34  de  Diciembre  de  4874,  claro  es  qoe  no  sólo 
se  ha  modificado  y  contrariado  el  laodo  arbitral,  sino  qoe  se  ha  anola- 
do  por  completo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raímondo  Fernándea  Coesta: 
Considerando  qoe  las  infracciones  del  art.  406  de  la  ley  de  Enjoi- 
eíamiento  civil  qoe  dispone  qoe  contra  las  sentencias  en  qoe  se  declare 
no  haber  logar  á  la  casación  no  se  da  recurso  algono;  de  las  leyes  43  y 
49,  tít.  Sf ,  Partida  3^  qoe  declaran  coando  no  vale  el  segondo  joicio 
qoe  foé  dado  contra  el  primero,  y  qoé  foer^  ha  el  joicio;  de  la  escri- 
tora de  arbitraje,  qoe  es  la  ley  del  contrato;  de  {adoctrina  legal  de  qoe 
toda  sentencia  dictada  para  el  complimiento  de  ona  ejecotoria  qoe  la 
modifique  ó  contraríe  es  ñola  de  derecho,  alegadas  en*  los  motivos  4^, 
3*^,  5®  y  6°  del  presente  recorso,  son  sostaoeiaíy  literalmente  las  mis- 
mas qoe  se  invocaran  por  D.  Enrique  Bengoechea  en  el  anteriormente 
sostenido  en  estos  mismos  sotos  j*  qoe  foeron  desestimadu  por  la  sen- 
tencia de  esta  Sala  de  44  de  Octobre  de  4880,  porcaya  raaón,  y  no  ha- 
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bíéndose  heeho  innoTaeión  alfana  por  el  auto  recorrido  al  declarar 
cumplido  el  laodo  arbitral,  es  cosa  juzgada  que  no  se  han  cometido  di- 
chas infracciones,  puesto  que  lejos  de  desconocerse  la  e6eacia  de  loa 
derecho*  declarados  en  favor  de  Bengoechea  en  la  sentencia  de  12  de 
Mayo  de  I87f ,  los  respeta,  limitándose  á  declarar  qoe  debe  cobrar  y  ha 
cobrado  en  la  forma  del  convenio  celebrado  entre  la  Compañía  y  sos 
icreedores,  en  conformidad  é  la  ley  de  i%  de  Noviembre  de  1869,  coya» 
disposiciones  obligan  á  todos  los  acreedores  de  las  Compañías  de  ferro- 
carriles CDalqoiera  qoe  sea  la  natoralexa  y  origen  de  sos  créditos: 

Coniiderando  qne  tampoco  infringe  el  aoto  recorrido  el  art.  94S  de 
la  ley  de  Enjniciamiento  civil,  qoe  se  invoca  en  el  segando  motivo  de\ 
recorso,  poesto  qoe  D.  Enriqoe  Bengoechea,  sin  impognar  directamen- 
te la  liqnidación  adocida  por  U  Compañía,  para  demostrar  qoe  so  cré- 
dito estaba  pagHdo  en  loa  dos  escritos  qoe  presentó,  trató  principal- 
mente de  íntrodofiir  pretensiones  noevas,  como  la  de  qoe  se  requiriera 
á  la  Compañía  del  Mediodía  como  cesionaria  de  la  de  Ciodad  Real  i 
Badajoz,  á  más  de  qoe  dicho  artícelo,  como  porameote  procesal  no  po* 
dría  ser  objeto  de  recorso  de  casación  en  el  fondo: 

Considerando  qoe  la  sentencia  de  S2  de  Noviembre  de  I87f ,  por  la 
qoe  el  Jozgado  de  la  Aodiencia  aprobó  el  convenio  de  la  Compañía  de 
Ciudad  Real  á  Badajoz,  con  sos  acreedores,  tampoco  ha  sido  infringida» 
como  se  asienta  en  el  coarto  m^^tivo  del  recorso,  porqoe  dicha  Compa- 
ñía ha  entregado  á  D.  Enriqoe  Bengoechea  el  número  de  acciones  qoo 
eon  Rrreglo  á  las  cláosolas  t^  y  3*  del  convenio  le  correspondían,  no 
siendo  exacto  qoe  con  sojecíóo  á  las  mismas  debiera  hacerse  el  pago-en 
nietálico,  pretensión  sostenida  también  por  D.  Enriqoe  Bengoechea  ei> 
so  anterior  recorso,  qoe  foé  igoalmente  desestimada; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
corso de  casación  por  infrar  ción  de  ley  interpoesto  por  D.  Ernesto  Tra- 
verso, A  qoien  condenamos  en  las  cosUs  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
depositada,  la  qoe  se  distnboirá  según  la  ley  previene,  líbrese  la  co- 
rrespondiente certiñcación  á  la  Aodiencia  de  este  distrito,  con  davoln- 
ción  del  apuntamiento  y  docomentos. — (Sentencia  poblicada  el  S9  d» 
Mayo  de  4884,  é  inserta  en  la  Gaceia  de  47  de  Setiembre  del  mismo 
tfio.) 
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Reeorao  de  eaMioMii  (t9  de  Mayo  de  4884).— SaAi  pnffi#ra.— > 
Nulidad  os  cn  ExpEmsNTB  db  apremio  t  di  la  escritura  de  venta 
€0ii»E€UEiiGiA  DEL  MISMO. — ^No  ha  logar  al  interpoesto  por  D.  Antonio 
Alvares  y  González  con  D.  Antonio  Lópex  Vega  (Audiencia  de  Vallado» 
lid)«  y  se  resoelve: 

Qne  como  4iene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo  sólo 
precede  el  recnne  de  eaención  contra  la  parle  dispositiva  de  la  senlen^ 
eia$  no  centren  los  considerandos  que  la  sirven  de  fundamento. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  f 9  de  Mayo  de  4884,  en  los  aaloa 
qoe  ante  Nos  penden  en  virtod  de  recorso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  segoidos  en  el  Jozgado  de  primera  instancia  dePooferrada  y  eia 
la  Sata  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  Vatiadolid  por  D.  Antonio  Aiva'- 
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Td  Gomales,  Tecino  do  Sin  Eiteban  del  Toral,  representado  por  el 
Proeorador  D.  Lnis  SoXo,  bsjo  la  direreión  del  Licenciado  D.  Lois  M. 
Miqoet  Ibargüen,  con  D.  Antonio  López  Vega,  y  por  so  fallecimiento 
80  Tioda  Doña  Hannela  Alvares,  en  representación  de  sos  menores  ^1- 
jos  D.  Rafael  Lola,  Adolfo^  Ricardo  ▼  Ensebio,  y  D.  Biginio  Blanco, 
como  marido  de  Doña  Angela  López  Alvares,  sobre  nulidad  de  on  ex- 
pediente de  apremio  y  de  la  escritura  de  venta  coosecaeneia  del  mismo: 

Resaltando  que  en  el  año  de  1874  á  4875,  D.  Gervasio  Sarmiento  y 
ü,  Domingo  Tega  arrendaron  los  arbitrios  del  Mnnicipio  de  Bembibre; 
que  Antonio  Alvares  tomó  dicho  arriendo  por  so  cuenta,  para  lo  qne 
¿IZO  contrato  con  los  arrendatarios,  fiándole  D.  José  Antonio  Cubero» 
quien  á  su  vez  entró  á  pérdidas  ó  á  ganancias  con  el  Antonio  Alvares, 
obligándose  en  escritura  pública,  y  que  el  Cnbero  y  los  arrendatarioa 
primitivos  hicieron  presente  al  Alcalde  D.  Antonio  López  Tega  la  ce* 
sión  del  referido  arriendo  en  favor  del  Antonio  Alvares,  bajo  la  garan- 
tíi  del  Cubero,  levantando  nn  acta,  á  la  que  no  aaistió  el  Alvares;  que 
éste  y  Cubero  continuaron  haciendo  la  recaudación  y  aforos  de  costun» 
bre  de  acuerdo  con  el  Alcalde,  pues  que  asistió  un  encargado  del  Ayun* 
tamiento  á  presenciar  dichos  aforos;  que  el  mismo  Alvares  exigió  del 
filado  Alcalde  apremio  para  el  cobro  de  los  arbitrios,  presentándole 
*una  relación  de  descubiertoa;  y  que  como  el  Ayuntamiento  reclamara 
a!gnnos  de  los  plazos  importe  del  arriendOv  y  no  fuesen  satiafechos  por 
Alvares  ni  Cubero,  deapachó  apremio  contra  los  bienes  del  primero, 
^oe  se  sustanció  por  todoa  sus  trámites  hasta  venderle  sus  bienes  mue- 
bles, semovientes  é  inmuebles,  tasados  unos  y  otros  por  peritos  de  re- 
cíproco nombramiento,  otorgándose  escritura  de  los  mismos  en  faver 
del  fiador  y  subarrendatario  D.  José  Cubero,  i  quien  se  le  dio  pose- 
sión, solventando  el  importe  á  la  Corporación^  con  más  el  reato  que  le 
correspondió  como  concesionario  y  fiador: 

Resultando  que  D.  Antonio  Alvares  interpuso  demanda  contra  Cn- 
bero en  reclamación  de  las  fincas  vendidas  y  que  compró  Cubero,  sopo* 
niendo  nula  la  escritura  de  venta  de  las  mismas,  asi  como  el  expediente 
administrativo  por  resultas  del  que  se  le  vendieron,  de  cuya  demanda 
fué  absuelto  Cubero  sentándose  como  fundamentos  en  la  sentencia  que 
el  demandante  Alvares  para  hacer  aquella  reclamación  de  los  bienes  que 
le  fueron  vendidos  por  el  Ayontamiento  de  Bembibre,  debió  antes  pro- 
mover la  nulidad  de  la  ejecución  por  la  vía  gubernativa  y  ante  las  Au- 
toridades administrativas  á  quienes  competía  el  conocimiento,  reforma 
y  nulidad  de  los  procedimientos  empleados  por  los  Ayuntamientos,  de 
ouyo  particular  prescindió  e)  citado  Alvares: 

Resultando  qae  en  virtud  de  reservas  que  se  hicieron  en  la  senteo- 
<cia  antes  citada,  el  Antonio  Alvares  dedujo  nuAva  demanda  contra  el 
Alcalde  de  Bembibre  D.  Antonio  López  Vega,  pidiendo  la  nulidad  del 
expediente  de  apremio  seguido  por  dicha  Autoridad,  y  en  su  vista  la 
nulidad  de  la  escritura  que  el  citado  Alcalde  otorgó  de  los  bienes  em- 
bargados en  favor  del  Cubero,  fecha  S7  de  Febrero  de  1876,  con  máe 
los  perjuicios  consiguientes,  fundándose  en  que  si  bien  Antonio  Al  va- 
rez  y  José  Cubero  subarrendaron  los  arbitrios  y  consumos  del  Ayunta- 
miento de  Bembibre,  no  lo  hicieron  al  Ayuntamiento,  sino  con  los  par- 
ticulares que  tenían  arrendado,  y  por  consiguiente,  que  el  Alcalde  era 
incompetente  para  dirigirse  contra  el  que  no  tuvo  contrato  con  el 
Ayuntamiento: 

Resultando  que  couferidu  traslado  de  la  demanda  á  D.  Antor.ió  Ló- 
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fi€z  ^ga,  se  oposo  á  ello,  alegando  que  habiéndose  obligado  el  deman* 
¿aote  con  el  Ayontaroiento  directamente  para  el  pago  del  importe  del 
arriendo  era  im procedente  el  apremio,  y  qoe  ana  vea  ratificado  el  acto 
<Í6  la  venta  de  los  bienes  por  el  mismo  demandante,  según  resaltaba  de 
la  liquidación  jadicial  practicada,  admitiendo  en  data  el  valor  de  los 
bienes  vendidos,  qaedó  subsanado  así  coalquier  defecto  que  bobiese 
podido  haber  en  el  procedimiento  y  escritora  cuya  nulidad  se  pide: 

Resultando  qoe  evacoados  los  traslados  de  réplica  y  duplica,  en  los 
que  las  partes  insistieron  en  sos  respectivas  pretensiones,  se  recibió  el 
pleito  á  prueba,  y  seguido  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  - 
Audiencia  de  Valiadülid«  por  sentencia  de  29  de  Enero  ultimo,  confir- 
matoria de  la  del  Juez,  absolvió  á  D.  Antonio  López,  hoy  sos  herederos 
Rafael,  Luis,  Adolfo,  Ricardo  y  Ensebio  Lópeí  Alvares,  representados 
por  sn  madre  Doña  Manuela  Alvares  Arias,  y  Doña  Angela  López  Al- 
vares, esposa  de  D.  Higinio  Blanco  Diez,  de  la  demanda,  sin  hacer  ex- 
presA  condenación  de  costas;  y  sin  perjuicio  de  que  el  demandante, 
tratándose  de  un  expediente  administrativo,  establece  contra  el  mismo 
las  reclamaciones  qoe  crea  pertinentes  por  la  vía  gubernatiya,  puesto  . 
qoe  no  aparece  que  lo  haya  hecho: 

Resultando  que  D.  Antonio  Alvares  González  interpnso  recurso  de 
casación,  alegando  como  motivos: 

4°  Qae  en  el  primer  considerando  de  la  sentencia  de  primera  instancia 
aceptado  por  la  Audiencia,  se  estima  que  entre  D.  Antonio  Alvares 
Oooz4lez  y  el  Ayuntamiento  y  el  Alcalde  de  Bembibre  directamente  no 
se  celebró  contrato  ninguno;  pero  qoe  el  primero  lo  ratificó  con  actos 
que  asi  lo  demostrasen,  hasta  ponerse  en  condiciones  de  que  el  Alcalde 
tuviera  derecho  á  dirigirse  contra  Alvares  y  Cubero;  coya  apreciación 
carece  de  fundamento  legal  en  cuanto  al  primer  extremo,  lo  mismo 
que  respecto  al  segundo,  pues  todo  contrato  administrativo  como  lo 
soQ  los  que  se  celebran  en  los  Municipios  sobre  los  arrendamientos  de 
sos  arbitrios,  necesita  de  ciertas  condiciones  esenciales  para  su  cele- 
bración, deducidas  de  su  naturaleza  especial  y  distinta  de  la  que  es 
propia  y  caréete rística  de  los  contratos  regulados  por  el  derecho  civil, 
eomose  reconocería,  teniendo  en  cuenta,  entre  otras  disposiciones,  las 
del  decreto  de  ti  de  Febrero  de  185),  la  instrucción  de  15  de  Setiem  - 
brede  1853,  la  orden  de  16  de  Marzo  de  186j,  la  Real  orden  de  SO  de 
Marzo  de  1878  y  la  sentencia  de  18  de  Noviembre  de  1873,  en  qoe  este 
Tribunal  Supremo  consignó  como  una  verdad  inconcusa  que  en  los  con- 
tratos celebrados  entre  los  Municipios  y  los  particulares,  debe  recaer  la 
aprobación  superior  como  garantía  de  los  intereses  de  estas  Corpora- 
ciones, puestas  bajo  el  amparo  tutelar  de  la  administración  del  Estado; 
y  que  de  acuerdo  con  tales  antecedentes,  no  es  válido  un  contrato  ad 
ministralivo  coando  no  se  ha  celebrado  con  los  requisitos  especiales  de- 
terminados para  cada  caso«  ni  podía  sostenerse  que  lo^  contratos  admi  • 
nistrativos  se  entienden  celebrados  tácitamente  por  la  simple  ratifica- 
cióDcon  actos  verificados  por  una  de  las  supuestas  partes  contratantes: 
*^  Qoe  en  sentencia  de  4  de  Marzo  de  1847  se  declaró  que  no  pueden 
iderarse  como  contratos  administrativos  los  otorgados  por  el  re- 
tóte de  una  obra  ó  servicio  con  un  particular  después  del  remate; 
eal  orden  de  3  de  Octubre  de  1865  se  estableció  qoe  en  caso  de 
^Q  y  subrrogacíón  de  los  contratos  de  obras,  han  de  observarse  las 
aas  formalidades  qoe  para  la  contratación,  siendo  indispensable 
^08  interesados  otorgnen  escritura  pública  del  compromiso  de  sub- 
'>M0  55  SI 
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rrogación  en  loi  derechos  y  obligaciones  de!  eontr&to,  así  como  qne- 
para  U  resoinctón  de  sos  solicitudes  sobre  el  particotar  se  acoinpafieiy 
los  mismos  testimonios  en  debida  forma  del  citado  docomento«  y  el  ar 
ticnlo  25  del  decreto  de  4  de  Enero  de  4883  dispone  qae  las  sobrroga- 
clones  y  cesiones  de  los  derechos  de  los  rematantes  pneden  hacerse 
por  comparecencia  ante  la  Corporación  interesada  hasta  el  momento 
del  otorgamiento  de  la  escritora  ó  foripalisación  del  contrato,  y  qoe 
despoés  sólo  poeden  hacerse  por  medio  de  escritora  pública,  aonqoe 
el  contrato  entre  la  Corporación  y* el  cedente  se  bobiese  formsiitado 
sin  ella;  de  todo  lo  coal  se  dedoce  qoe  únicamente  desde  lapoblicacióa 
del  expresado  decreto  podrán  hacerse  administrativamente  las  cestones 
y  sobrrogaciones  de  contratos  de  obras  y  servicios  públicos;  y  por  eon- 
aigoiente,  en  el  c  riginsrio  de  este  recorso  por  ser  anterior  al  repelida 
decreto,  la  cesión  hecha  por  los  arrendatarios  de  los  arbitrios  de  Bem* 
bibre  á  f^vor  de  D.  Antonio  Alvares  GooxAles  foó  paramente  privada» 
únicamente  creó  relaciones  de  derecho  civil  entre  los  mismos,  y  nin- 
gona  obligación  ni  fucoltad  adqoírió  AWarex  respecto  al  Monicipio, 
pues  para  ello  habú  sido  preciso  qoe  el  primitivo  contrato  de  arriendo 
se  hobiere  modificado  por  otro  de  sobarriendo  en  la  forma  y  con  los 
reqoisitos  qoe  establece  la  especial  legislación  sobre  contratos  admi— 
niatrativos: 

3^  Qae  en  el  segando  considerando  de  la  sentencia  se  repite  la  idea 
de  qoe  ha  debido  aporarse  la  vía  gobernativa,  consideración  qoe 
huelga,  teniendo  en  coenta  el  motivo  de  la  demanda  y  el  verdadero  y 
único  propósito  de  D.  Antonio  Alvareí  (lontález,  qoe  no  es  otro  máe 
qoe  el  de  conseguir  qoe  se  declare  la  nolldad  de  ona  escritora  de  venU- 
de  bienes  otorgada  en  consecoencia  del  expediente  de  apremio;  qne 
para  qne  se  declare  la  noíidad  de  tal  escritora  no  tiene  competencia  la 
Administración,  y  por  lo  tanto  de  nada  habría  servido  acodir  á  la  mis- 
ma para  obtener  ana  simple  decoración  dé  nolidad  del  expediente  go- 
bernativo, siendo  así  que  en  realidad  el  perjoicio  irrogado  á  Alvares 
por  el  Alcalde  D.  Antonio  Lópeí  Vega,  y  coya  indemnización  se  pre- 
tende, no  era  otro  qoe  el  originado  por  el  otorgaoiiento  de  la  repetida 
escritura  de  venta  de  bienes: 

4®  Que  en  el  tercero  y  ú'iimo  considerando  de  la  sentencia  se  alega 
qoe  los  demandados  han  demoatradj^  la  improcedencia  de  la  demanda 
con  sentencias  repetidas  sobre  el  imsmo  asunto,  invocando  así  el  rea* 
peto  á  la  cosa  juzgada  por  los  fondamentos  expoestos  y  lo  qoe  de  au- 
tos aparece,  sin  tener  en  coenta  qoe  aonqoe  semejante  invooa<*'ión  se 
haya  hecho,  lo  cierto  es  qoe  no  podía  ni  debía  apreciarse  la  cosa  jot-- 
gada  coando  no  hay  identidad  de  personas,  cosas  y  acciones,  como  lo 
ha  dei^larado  este  Tribunal  Supremo  en  un  sinnúmero  de  sentencias, 
entre  las  qoe  merecen  citarse  las  de  9  y  H  de  Marzo  de  4865,  siendo 
también  moy  digna  de  tenerse  en  coenta  la  de  5  de  Mayo  del  mismo 
año  de  1865,  según  1a  coal,  para  qoe  prodozca  efecto  la  excepción  de 
cosa  juzgada,  es  indispensable  qoe  la  noeva  demanda  se  entable  sobre 
el  mismo  objeto,  por  la  misma  cansa  y  entre  las  mismas  personas  y  con 
la  misma  representación. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Aliz  y  Bonacher 

Cünsiderando  qoe  como  tiene  declarado  repetidamente  este  Tribo* 

nal  Supremo  sólo  procede  el  recurso  de  casación  contra  la  parte  dispo«- 

sitiva  de  la  sentencia  y  no  contra  loa  considerandos  qoe  le  sirven  de- 

ÍHodamento: 
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Considertndo  aoe  el  arrendamiento  de  Jos  arbitrios  de  Bembibre  no 
pvede  menoi  de  aueUr  responsabilidad  al  recurrente,  nna  vez  qae  ¡«e 
liiao  carino  de  M  bajo  la  flama  de  D.  José  Antonio  Cabero,  biso  pagos 
al  AjfVDtamiento  por  su  enenta,  impartió  el  aoxilio  de  la  Autoridad 
eontra  les  morosos  y  ejereió  otros  actos  qae  revelan  haber  sido  arren- 
datario, y  en  tal  concepto  la  sentencia  qae  lo  considera  as<  y  absuelve 
de  la  demanda  no  infringe  las  disposiciones  y  doctrina  qoe  de  una  ma- 
nera genérica  y  vaga  se  citan  en  los  cuatro  motivos  dtsl  recorso; 

Pallamos  qae  debemos  declirar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
etrto  do  casación  por  infracción  de  ley  íriterpuesto  por  D.  Antonio  Al- 
vares GoDzsles,  á  qaien  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  can- 
tidad qoe  debió  depositar,  la  qae  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase 
de  foriona  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente 
certificación  á  la  Audiencia  de  Vailadolid,  con  devoloe  ón  del  apanta- 
nxnto. — (Sentencia  poblicada  el  99  de  Mayo  de  1884,  ó  inserta  en  la 
GaeOñ  de  47  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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üecarM»  lie  easael^n  en  aanmto  de  Ultramsu*  (t9  d^  Mayo 
ii  ^^84).— jSa/a  privuta. — Nulidad  de  un  juicio  ejecutivo. — No  ha 
hgar  ai  interpuesto  por  los  Síndicos  de  ia  quiebra  de  G.  Remolina  y 
Coo^pañía  con  la  razón  social  S,  (7.  Bumkán  y  Compañía  (Audiencia  de 
h  Hibsna),  y  se  resuelve: 

^  \^  Q«e  a%n  en  las  hxfóietit  de  que  la  letra  por  la  forma  en  que  se  aceptó 
no  trojera  aparejada  ejecución,  pudo  el  ejecutado  oponerse  y  pedir  que 
Si  declarase  no  haber  habido  tugar  á  despacharla,  que  es  una  de  las  tres 
solueicnes  á  que  se  presta  el  juicio  ejecutivo,  después  del  cual  procede 
§1  crdinorio,  no  para  corregir  su  forma,  sino  para  determinar  en  un 
dibate  más  amplio  el  derecho  de  las  partes  que  siempre  queda  i  salvo, 
y  penetrar  más  en  e^  fondo  de  la  cuestión  ae  deber,  tratada  en  aquél  y 
ten  maycres  restricciones  en  su  planteamiento;  y  vo  habiéndolo  hecho,  la 
ientencus  que  declara  no  haber  lugar  á  la  nulidad  del  juicio  ejecutivo, 
no  infringe  el  ari.  972  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  relación  con 
el  456  del  Código  de  Comercio,  ni  la  doctrina  legal  que  establece  que  la 
aceptación  regular  y  formal  no  puede  ser  suplida  en  manera  algvna,  ni 
acreditarse  por  otros  medios  'que  los  establecidos  en  el  mismo  Cóiigo: 

2*  Que  tampoco  infringe  la  doctrina,  según  la  cual,  en  los  cuatro  pri- 
meros  escritos  del  juicio  ordinario  deben  alegarse  cuantas  excepciones 
tuviese  el  demandado,  sin  que  pueda  admitirse  posteriormente  ninguna 
otra,  si  su  alegación  se  dirige  eontra  uno  de  los  razonamientos  de  la  sen^ 
teneia,  en  que  no  se  crea  una  verdadera  excepción,  sino  que  se  compone 
undamenío  más  ó  menos  aceptable  que  el  Tribunal  sentenciador 
o  hacer  con  vitta  de  la  discusión  escrita; 

3®  Que  según  el  art,  4090  del  Código  mercantil,  los  asuntos  judicia' 
rendientes  se  continúan  con  los  Síndicos;  y  habiendo  éstos  interve» 
^  enlabia  de  apremio  hasta  con  la  entrega  de  efectos,  pudieron  ha- 
f  sostener  las  reclamaciones  correspondientes,  para  que  dada  la 
teneia  del  concurso  no  se  ejecutase  la  sentencia  de  remate,  en  ve% 
•^^^arse,  eomo  se  limitaron,  á  reservas  y  protestas  que  no  constituí 
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y  en  recurso  legñl;  por  lo  q%é  la  eenioneia  no  infringe  el  oirL  40)6  dd 
Código  de  Comercio  ni  la  ley  f  O,  iit.  91  de  la  Partida  3\ 

En  la  villa  y  corte  do  Madridí  á  S9  da  Mayo  do  IS^i,  eo  el  pleito 

Íleo  diente  ante  Nos  en  virtad  de  reeorso  de  eaiación  por  mfraceióa  d«i 
ey,  sef^aido  en  el  Jasgado  de  primera  instaneia  del  distrito  de  Jesús  y 
María  da  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  eivil  de  la  Aodieftcia  de  dicha 
ciudad  por  D.  Francisco  J.  Morisón  y  D.  Ernesto  Beltráo,  como  Síndi- 
cos de  la  quiebra  de  /.  Remolina  y  &ofli|Mi»^repreeeoUdospor  el  Pro- 
curador  D.  Simón  Garrido  de  Sabagún  y  defendidos  por  el  Lic^neiado 
D.  A^ntonio  María  de  Mena,  con  la  raión  social  S.  C.  Buruhán  y  CoM' 
patUa,  y  en  so  nombre  el  Proearador  D.  Julián  Merlnero  y  Giste  diri- 
gido por  el  Licenciado  D.  Luis  Moreno,  sobre  nulidad  de  un  juicio  eje- 
cutivo: 

Resultando  que  D.  Francisco  J.  Morisón  y  D.  Ernesto  Beltrán,  como 
Síndicos  de  la  quiebra  de  J.  Remolina  y  Compañía,  dedujeron  en  SI  da 
Febrero  de  1880  la  demanda  objeto  de  osle  pleito,  contra  la  Soeied&d 
S.  C.  Borubán  y  Compañía,  para  que  se  declarase  nulo  el  juicio  ejeea- 
ttvo  qoe  dicba  Sociedad  seguía  contra  la  que  fuó  de  J.  Remolina  y 
Compañía,  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  dé  Guadalu- 
pe, sobre  pago  de  f  .8tf  pesos  20  centavos  en  oro;  no  podiendo  por 
tanto  prevalecer  contra  la  quiebra  de  la  citada  Sociedad,  sin  perjuicio 
de  que  S.  G.  Borubán  y  Compañía  acudieran  á  la  quiebra  á  hacer  neo 
de  su  derecho,  declarando  en  su  consecuencia  qoe  quedaban  á  disposi- 
ción de  dicha  quiebra  los  efectos  embargados  en  el.  ejecotivo,  ó  bien 
que  estaba  obligada  la  Sociedad  ejecutante  á  reintegrar  su  importo  á 
juicio  de  peritos,  condenándola  al  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  en  apoyo  de  estaperoanda  consignó  como  hechos: 
qoe  la  casa  de  Nueva  Tork,  Lamman  y  Kemp,  ciró  una  letra  en  ti  do 
Marzo  de  1878,  á  cuatro  meses  vista,  orden  de  S.  C.  Buruhán  y  Com- 
pañía y  cargo  de  J.  Remolina  y  Compañía,  por  la  cantidad  de  S.82Í  po- 
sos 15  centavos  en  oro  de  los  Estados  Unidos,  ó  su  equivalente,  valor 
recibido  que  cargarían  en  euenta;  que  esta  letra  fué  presentada  á  la 
aceptación  de  la  Sociedad,  U  cual  consignó  las  palabras  PagaremoM  oí 
día  i  de  Agosto  de  i 878,  y  habiendo  sido  protestada  por  falta  de  pago 
entablaron  demanda  ejecutiva  Buruhán  y  Compañía,  en  la  cuai  Don 
Joan  Remolina,  como  Gerente  de  J.  Remolina  y  Compañía,  fuó  reqtto- 
rido  de  pago,  y  no  habiéndolo  verificado  designó  como  únicos  bieaes 
embargables  los  del  establecimiento  de  Ferretería  á  ^ue  pertenecía  oi 
giro  mercantil  de  la  Sociedad;  que  continuado  el  juicio  sin  que  se  ale- 
garan excepciones  se  dictó  sentencia  de  remate  en  14  de  Setiembre  da 
1878,  entrando  el  juicio  en  la  vía  de  apremio,  tomando  J.  Remolina  y 
Compañía  parte  en  todas  las  diligencias,  nombrando  peritos  y  estable- 
cienao  toda  clase  de  incidentes;  ^ue  en  i  de  Noviembre  de  dicho  año 
se  presentó  en  quiebra  J.  Remolina  y  Compañía,  estimándose  su  solici- 
tud en  13  del  propiomes,  retrotrayéndose  provisionalmente  sus  efectos 
al  17  de  Setiembre,  y  publicándose  su  declaración  en  SI  de  dicho  mes 
de  Noviembre  y  en  las  Oaceias  de  los  días  3,  4  y  5  de  Diciembre;  qno 
la  Sociedad  pidió  que  el  Juez  de  Guadalupe  remitiera  el  juicio  ejecuti- 
vo para  su  acumulación  á  la  quiebra,  suscitándose  un  incidente  del  caal 
desistió  el  Juez  de  la  quiebra,  requiriéndose  después  á  ios  Síndicos  para 
la  entrega  de  los  efectos  por  Buruhán,  que  se  entregaron  en  efecto  aan 
cuando  con  las  reservas  y  protestas  oportunas  para  en  su  día  poder  ha- 
cer responsable  á  aquella  Sociedad  de  todos  los  perjuicios  qoe  estaba 
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€Mundo  U  quiebra;  qoe  el  Juez  de  Guadal ape  llevó  á  cabo  el  remate 
de  parte  de  los  eléetos  embargados  por  Barohán,  dándose  el  caso  de 
^^e  la  Sociedad  quebrada  pidiese  la  nulidad  de  las  subastas  señaladas  y 
siguiera  tiendo  parte  en  el  juicio  cuando  había  ya  cesado  toda  su  per^ 
tonalidad  jurídica  por  el  auto  de  13  de  Noviembre  de  1878,  declaráu- 
dola  en  estado  de  quiebra,  la  cual  se  había  retrotraído  después  al  31  de 
Julio  del  mismo  año,  porque  en  esa  fecha  había  ya  la  Sociedad  cesado 
en  el  pago  de  las  operaciones  nereantiles;  que  como  fundamento  de  de- 
recho alegaron  que  era  atribución  de  los  Síndicos  en  la  quiebra  la  de- 
fensa de  todos  los  derechos  de  la  misma  y  el  ejercicio  de  tedas  las  ac- 
eiones  y  excepciones  que  la  completaban ;  que  á  la  de  J.  Remolina  y 
Compañía  intereuba  que. se  declarase  nulo  el  juicio  ejecotivo  que  se- 
guía la  Sociedad  de  Buruhán  y  Compañía  contra  la  Sociedad  quebrada, 
en  cobro  de  f  .8S1  pesos  S5  eentavos  oro,  porque  de  ese  modo  los  efec- 
tos embargados  entrarían  en  la  masa  de  la  quiebra  á  facilitar  así  el 
pa^o  de  los  acreedores;  aoe  era  procedente  la  nulidad,  porque  la  acep- 
tación de  la  letra  de  cambio  que  sirvió  de  base  á  Buruhán  y  Compañía 
para  obtener  su  ejecución,  no  se  biso  en  la  forma  prescrita  por  el  ar- 
tículo 456  del  Código  de  Comercio,  según  el  cual  debía  concebirse  ne- 
eesaríamente  con  la  fórmula  acepto  ó  aceptamos,  siendo  de  otro  modo 
ineficaz  precepto  que  repetía  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de 
28  de  Diciembre  de  4875;  que  no  siendo  en  tal  concepto  ejecutivo  el 
titulo  presentado  por  Boruhén  no  debió  despacharse  ejecución,  ni  dic- 
tarse sentencia  de  remate  y  entrar  en  la  vía  de  apremio,  y  si  así  se  biso 
te  había  cometido  una  nulidad  que  no  podía  subsistir  con  perjuicio  de 
los  intereses  de  ia  quiebra;  que  retrotraídos  los  efectos  de  ésta  aM7  de 
Setiembre  de  i  878,  ell5  se  había  notificado  al  quebrado  la  sentencia 
de  remate  de  modo  que  todos  los  actos  judiciales  verificados  por  la  So- 
ciedad relativos  á  la  administración  de  sus  bienes  desde  el  17  de  No- 
viembre de  1878,  habían  quedado  nulos  de  derecho  á  tenor  de  lo  pres- 
ento en  el  art.  1036  del  Códicode  Comercio;  que  no  mediando  sino  días 
entre  la  notificación  del  fallo  á  la  Sociedad  quebrada  y  la  fecha  de  la 
vetroaecióo,  no  podía  entenderse  que  D.  Juan  Remolina,  como  Gerente 
de  J.  Remolina  y  Compañía,  hubiera  consentido  oí  dejado  de  consentir 
la  sentencia,  porque  necesitándose  de  un  trascurso  de  cinco  días  para 
que  el  silencio  fuera  señal  de  asentimiento  del  fallo,  y  habiendo  cesado 
la  Sociedad  quebrada  en  su  personalidad  desde  el  tercer  día  de  la  noti- 
ficación en  virtud  de  la  retroacción,  era  claro  que  su  silencio  no  podía 
entenderse  asentimiento,  así  eomo  sería  nula  la  apelación  que  hubiera 
establecido  de  la  sentencia  de  remate  dentro  de  la  fecha  de  la  retroac- 
eión,  la  eual  vino  á  interrumpir  el  término  que  p^día  aprovechar  ia 
Sociedad  de  Remolina  y  Compañía,  tanto  para  apelar,  como  para  con  • 
sentir;  que  á  peur  de  todo  esto  y  de  estar'  separada  la  Sociedad  que- 
brada del  dominio  y  administración  de  sus  bienes  había  seguido  siendo 
parte  en  el  ejecutivo  de  Buruhán,  siendo  así  que  desde  aue  el  Jues  de 
éste  supo  auténticamente  la  declaración  de  su  quiebra,  debió  paralizar 
el  procedimiento  hasta  oue  le  hubiese  sustituido  una  personalidad  com- 
petente; que  no  habiendo  sido  parte  los  Síndicos  en  el  juicio  ejecutivo 
teguido  por  Buruhán,  no  podían  perjudicar  á  la  quiebra  las  resolocio- 
net  que  allí  se  dictaron  y  mucho  más  adoleciendo  ese  juicio  de  nulidad, 

Jai  se  consideraba  que  declarándose  esa  nulidad  se  evitarían  á  la  quie- 
ra perjuicios  de  consideración  y  se  le  asegurarían  grandes  beneficios, 
j  qae  era  nno  de  los  deberes  de  los  Síndicos  el  atender  lo  mejor  posible 
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los  íntereiesde  los  aereedores,  se  eonvendrU  en  que  no  había  obeláeu- 
io  alguno  que  se  opusiera  á  qae  se  hiciera  esa  declaración  con  lu  eos- 
tas  á  Buruhán: 

Resultando  que  la  Sociedad  S.  G.  Baroháh  y  Gompafiía  impugnó  la 
demanda,  qae  el  fundamento  de  ta  nnlidad  porqoe  la  letra  dijera  pa/ft« 
rgmos  y  no  aceptamos  era  demasiado  material,  por()Qe  lo  qoe  la  ley  ha- 
bía querido  era  que  no  quedase  dnda  de  que  se  había  aceptado  la  letra, 
lo  eual  sucedía  con  la  palabra  paparemoi,  dentro  de  la  coal  estaba  ia 
de  aceptamos;  qoe  los  Síndieos  habían  venido  á  serlo  eon  mocha  pos- 
terioridad, y  fuera  por  esta  causa  ó  por  U  que  fuese,  el  hecho  era  qaa 
nada  reclamaron,  ni  ellos  ni  el  deador  que  pudo  hacerlo  en  el  trámite 
de  la  oposición,  sin  qoe  importara  que  se  retrotrayerao  los  efectos  da 
la  quiebra  á  lar  fe¿ha  que  les  pareciera  á  los  Síndicos,  pnes  el  Código 
de  Comercio  decía  que  podrían  anularse  á  instancia  de  los  acreedü- 
res,  mediante  la  prueba  en  fraude  de  sus  derechos  todos  los  contratos 
y  obligaciones  del  quebrado,  que  no  fueran  anteriores  do  más  de  10 
días  á  ia  declaración  de  quiebras,  y  la  obligación  de  pagar  la  letra  «o 
eontrajo  en  4  de  Abril  de  4878;  qne  si  la  misión  de  los  Síndicos  empe- 
ló después  de  dictada  la  sentencia  de  remate,  nadie  impidió  al  deador 
qae  apelara  estando  como  estaba  en  tiempo,  y  que  si  sólo  tovo  tres 
días  porqoe  al  cuarto  se  retrotrajeron  los  efectos  de  la  quiebra,  en  esos 
pudo  apelar  y  aun  en  los  cinco,  porqoe  aonque  tal  foera  la  retroacción 
para  los  efectos  mercantiles,  no  lo  era  para  el  ejercicio  de  so  derecho 
al  deodor,  que,  así  como  seguía  representando  en  la  quiebra,  lo  podía 
hacer  en  los  demás  expedientes,  y  más  cuando  no  había  Síndicos;  que 
coando  éstos  cocnenaaron  ya  se  había  hecho  todo  lo  qo)  había  en  el 
expediente  ejecutivo,  podiendo  solamente  pedir  la  nulidad  de  lo  ac- 
tuado posteriormente,  y  como  no  había  nada  de  fondo,  si  así  podía  de  - 
cirse,  no  había  nada  nulo  á  no  ser  qne  los  Síndicos  qoisieran  también 
retrotraerse  j  dar  á  su  retroacción,  como  querían  dar  á  la  qniebra»  on 
efecto  que  no  tenía: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  poso  testimonio  con 
referencia  al  jaicioejecotivo  de  la  letra  que  sirvió  de  base  al  mismoy 
extendida  en  inglés  y  con  la  traducción  hecha  por  intérprete  del  Go* 
bierno,  leyéndose  al  pie  de  ella  «vence  el,4de  Agosto  de  1878. — Joan 
Remolina  y  Compañía:» 

Resultando  que  practicadas  otras  proebas  por  las  partes,  y  sastan- 
ciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andieneía  da 
la  Habana  dictó  en  30  de  Junio  de  1883  sentencia  revocatoria,  decla- 
rando no  haber  logar  á  la  demanda  de  nulidad  establecida  por  los  Sín- 
dicos de  la  quiebra  de  la  Sociedad  de  J.  Remolina  y  Gompalkía,  sin  es» 
pecial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  los  Síndicos  de  la  quiebra  de  J.  Remolina  y  Coas- 
pafiía  interpusieron  recurso  de  casación,  por  haberse  infringido  ásn 
joicio: 

1®  Bl  art.  972  de  la  ley  de  B fi j o icia miento  civil  Tigente  en  Coba  en 
relación  con  el  456  del  Coligo  de  Comercio  también  infringido,  pocato 
qne  según  estas  disposiciones  no  prodociendo  eicepciAn  de  cosa  juaga* 
da  lo  resuelto  en  su  juicio  ejecutivo,  le  queda  á  las  partes  el  derecho 
de  reclamar  en  el  ordinario  como  lo  han  hecho  los  Síndicos,  citando  en 
este  juicio  ordinario  la  acción  qoe  nacía  del  citado  art.  456  del  Cóiigo 
de  Comercio,  acción  no  admisible  en  el  joicio  ejet^otivo,  y  qoe  sin  em- 
bargo era  el  dnico  medio  de  qoe  disponía  para  que  la  Sociedad  Barn* 
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flan  y  Compañía  no  se  enriqaezca  con  parjaicio  da  la  qaíebrt  qoe  los 
Síndicos  representan: 

t^  La  doctrina  establecida  en  sentencia  de  este  Supremo  Tribonal 
de  S^  de  Diciembre  de  1875  en  qoe  se  establecen  con  precisión  y  clari- 
dad los  principios  qae  servían  de  base  al  anterior  motivo,  y  en  qae 
-despoés  de  reconocerse  qae  la  letra  de  cambio  es  on  contrato  mercan- 
til reglamentado  por  el  Código  de  Comercio,  se  añade  qne  la  acepta- 
ción debe  concebirse  necesariamente  en  la  fórmala  acepto  ó  aeeptamoi^ 
de  tal  manera,  qoe  puesta  en  otros  términos  es  inefícas  en  juicio;  y  qoe 
la  aceptación  regular  y  formal  no  puede  sor  suplida  en  manera  alguna, 
ni  aereditarse  por  otros  medios  qoe  los  establecidos  eo  ei  mismo  Có« 
digo: 

3^  La  doctrina  establecida  por  este  Supremo  Tribonal  en  repetidísi- 
mos  fallos,  entre  los  que  se  cuentan  los  de  ti  de  Mayo  ái  1859;  U  de 
Setiembre  y  19  de  Diciembre  de  1864;  16.  97  y  30  de  Junio  de  1865,  , 
según  la  cual,  en  los  cuatro  primeros  escritos  del  juicio  ordinario  de- 
ben alegarse  cuantas  excepciones  tuviese  ei  demandado,  sin  que  pueda 
admitirse  posteriormente  ninguna  otra;  y  sin  emhargo  la  sentencia  ha- 
bla desestimado  la  demanda,  fundándose  pjra  ello  en  una  exce  ición 
DO  alegada  en  tiempo  ni  fuera  de  él,  cual  era  la  de  que  la  nulidad  de 
«ctoa  iones  no  se  consigue  sólo  por  medio  del  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma: 

4^  El  art.  972  de  la  ley  de  Bnjuiciamento  civil  vigente  en  Cuba  ya 
«itado,  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  en  el  segundo  de  sos  consi- 
derandos qoe  no  existía  acción  de  nulidad  contra  lo  acordado  en 
juicio  ejecutivo,  á  pt'.sar  de  qoe  las  sentencias  diclalasen  los  mismos 
no  producen  excepción  de  cosa  jaxgada,  siendo  asi  qoe  esta  nulidad  ha 
da  resultar  de  hecho  necesariamente,  puesto  que  al  dictarse  eu  juicio 
ordinario  una  sentencia  contraria  á  la  de  remate  es  imposible  que  co- 
existan ambas,  quedando  nula  por  consiguiente  la  primera,  si  habla  de 
signiñcar  algo  el  precepto  ue  com)  infringida  sí  citaba  en  este  moti- 
To  de  casación: 

5®  El  art.  1036  del  Código  de  Comercio,  porque  aunqoe  no  procedie- 
se por  otras  causas  la  nulidad  de  sentencias  de  remate,  procedería  por 
haberse  seguido  ei  juicio  contra  la  Sociedad  J.  Remolina  y  Compañía, 
cuando  ya  DO  tenía  personalidad  por  encontrarse  en  estado  de  quie- 
bra, sin  que  se  oyese  á  \n  representantes  de  ésta,  qae  era  la  única  qoe 
podía  ser  perjudicada,  pues  el  citaio  artíllalo  declaraba  nulos  todos  los 
actos  de  administración  de  dominio  efectuados  por  un  comerciante 
después  de  la  fecha  en  que  fué  declarado  en  quiebaó  en  qué  se  retro- 
trajesen los  efectos  de  la  misma: 

6^  La  ley  SO,  tít.  22,  Partida  3%  con  arreglo  á  la  cual  el  juicio  qne 

€S  dado  entre  algunos  no  pueden  empecer  á  otro,  pues  no  se  concebía 

qoe  pudiera  darse  faerta  y  valides  contra  la  ^aiebra  de  J.  Remolina  y 

Coni léanla,  qoe  á  la  época  en  que  se  litígiba  tenía  ya  existencia  el 

inicio  qoe  siguieron  Buruhán  y  aquella  Sociedad  qne  ya  no  tenía  per* 

ilid^d  propia  y  no  representaba  la  de  nadie: 

"  T  que  se  había  cometido  la  infracción  de  hecho  apreciable  en  ea- 

ón,  pr  no  haberse  tenido  en  cuenta  que  segiin  el  documento  á 

se  refería  el  apuntamiento  al  extractar  la  letra  aducida  por  el  ac- 

y  en  el  cual  aprecia  que  la  letra  en  que  se  fundó  la  ejecución, 

a  nulidad  se  pedia  no  se  leían  otras  palabras  Qrmadas  por  J.  Remo  - 

y  Compañía,  que  las  de  c vence  el  4  Je  Agosto  de  1878,»  pues  si 
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la  letra  no  traía  aparejada  ejeeacióQ,  redactada  en  la  forma  en  qne  la 
sentencia  recorrida  decía  que  lo  estaba,  macho  menos  la  traeiía  redae- 
Uda  en  la  qae  quedaba  expresada,  y  qne  difería  macho  más  de  la  for- 
ma la  taxativamente  expresada  en  el  Código  de  Comercio. 

Visto  9  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimando  Pernándes 
Caesta: 

Considerando  qoe  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas  ci- 
tadas en  los  motivos  4®,  S°  y  4^,  ni  incurre  eo  error  como  se  supone  en 
el  7*.  porque  en  la  hipótesis  de  que  la  letra  por  la  forma  en  que  so 
aceptó  no  trajera  aparejada  ejecución,  pudo  el  ejecutado  oponerse  y 
pedir  qne  se  declarase  no  haber  habido  lugar  á  despacharla,  que  es  ona 
délas  tres  soluciones  á  que  se  presta  el  juicio  ejecutivo,  después  del 
cual  procede  el  ordinario,  no  para  corregir  su  forma,  sino  para  deter 
minar  en  un  debate  más  amplio  el  derecho  de  las  partes  qoe  siempre 
queda  á  salvo,  y  penetrar  más  en  el  fondo  de  la  cuestión  de  deber  tra-» 
tada  en  aquél  sumariamente  y  con  mayores  restricciones  en  so  plan* 
teamiento: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina  invocada  en  el  ter- 
cer motivo,  porque  se  dirige  contra  uno  de  los  razonamientos  de  la 
misma,  en  que  no  se  crea  nua  verdadera  excepción,  sino  qoe  expone 
an  fundamento  más  ó  menos  aceptable  que  el  Tribunal  sentenciador 
podo  hacer  con  vista  de  la  disensión  escrita: 

Considerando,  por  último,  que  no  infringe  las  disposiciones  legales 
citadas  en  los  motivos  5°  y  6®,  porque  según  el  ait.  1090  del  Código 
mercantil,  los  asuntos  judiciales  pendientes  se  continúan  con  los  Sín- 
dicos, y  éstos,  habiendo  intervenido  en  la  vía  de  apremio  hasta  con  la. 
entrega  de  efectos,  pudieron  hacer  y  sostener  las  reclamaciones  corres* 

E endientes,  para  qne  dada  la  existencia  del  concorso,  no  se  ejecútate 
i  sentencia  del  témate  en  vez  de  limitarse,  como  se  limitaron,  á  re- 
servas y  protestas  que  no  constituyen  recurso  legal; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
corso de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  los  Síndicos  de 
la  quiebra  de  J.  Remolina  y  Compañía,  á  los  que  condenamos  en  las 
costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  corres- 
pondiente, con  devolución  del  apuntamiento  qoe  ha  reniitido.— (Sen* 
tencia  poblicada  el  29  de  Mayo  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  1 1  de 
Setiembre  del  mismo  año.) 


236 

Reeorsa  de  eaMclón  (30  i$  Mayo  de  1884).— Ss/a  primera.^ 
pAOo  DB  PENSIONES  CENSALES.— No  ha  logar  al  interpuesto  por  la  Con- 
desa de  la  Vega  del  Poso  con  D.  Ramón  Piñeiro  y  otros  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  al  acordar  ««  auto  que  se  cite  de  evieeión  á  les  vendedorte  de 
iajinca,  cumple  con  el  precepto  esencial  de  las  leyes  Bt  y  33.  /ir.  5^ 
Partida  5*;  que  si  bien  la  32  dispone  que  la  citadíín  se  haga  á  io  mi% 
urde  ante  ^ue  sean  abiertos  los  testigos,  no  puede  inferirse  de  esta 
obligación^  impuesta  por  la  ley  al  comprador,  que  el  pleito  kaya  de  que^ 
dar  foralizado  con  evidente  perjuicio  del  demandante  que  ninguna  rf 
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¡ación  juridiea  tiene  eon  los  vendedores,  etnoque  por  el  contrario  debe 
el  comprador  á  quien  dicha  citación  favorece  procurar  que  oportuna- 
mente  se  practique,  ó  de  no  ser  posible  esto  defar  á  salvo  por  los  medios 
legales  su  derecho,  cuyo  ejercicio  es  conciliable  con  el  del  derecho  que 
asista  al  actor. 

Bq  ia  villa  f  corte  de  Madrid,  á  30  de  Mayo  de  4884,  en  losaatos 
qne  ante  Nos  penden  en  virlad  de  recurso  de  casación  por  iofraeción  de 
ley,  seguidos  en  el  Juigado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hos- 
picio de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  del 
territorio  por  D.  Ramón  Piñeiro,  despaés  sa  cesionaría  Doña  VHÍentina 
Benito  Saos,  y  boy  como  herederos  de  ésta  Doüa  Petra  Moreno  y  Benito, 
por  si  y  en  representación  de  so  hijo  menor  D.  Federico  Ruis  Moreno, 
representada  por  el  Procurador  I).  Ildefonso  Gutiérrez,  bajo  la  dirección 
del  Licenciado  D.  Ricardo  Ouillerna;  Doña  Manuela,  D.  Teófilo,  Don 
Juan,  Doña  María  Josefa,  Doña  Ramona  y  Doña  Manuela  Llórente,  Don 
Jacobo  Tourneole  ó  sus  eausababieotes,  D.  José  María  Piñeiro  ó  los  su- 
yos, D.  César  Augusto  Tonrnelle,  con  el  Duque  de  Sevillano,  después 
sus  bijas  Doña  María  Nicolasa  y  Doña  María  de  las  Nieves  Sevillano,  y 
en  el  día  D.  Rafael  y  Doña  Tomasa  Sevillano  y  Doña  María  Diego  Des- 
maissieres  y  Sevillano,  Condesa  de  la  Vega  del  Poso,  vecina  de  esta 
corte,  propietaria,  representada  y  defendida  por  el  Procurador  Don 
Francisco  Quintín  Fernández  y  el  Licenciado  D.  Antonio  Maura,  so- 
bre pago  de  pensiones  de^un  censo: 

Resultando  que  en  16  de  Enero  de  1863  D.  José  María  Piñeiro  y 
otros  presentaron  demanda  contra  el  Duque  de  Sevillano  sobre  pago  de 
pensiones  de  un  censo  que  gravitaba  sobre  la  dehesa  llamada  de  Zaca- 
tena,  parte  de  ia  que  poseía  el  citado  Duque,  quien  en  4 1  de  Marto  en 
ves  de  contestarla  excepcionó  lo  que  tuvo  por  conveniente,  y  por  prl- 
mer.otrosí  pidió  que  se  citase  de  evicción  á  los  vendedores,  previa  la 
formación  de  la  correspondiente  pieza  separada,  y  que  por  el  segundo 
otrosí  que  se  requiriese  á  D.  Manuel  González  Sánchez  para  que  exhi- 
biera los  poderes  que  tuviera  dé  los  vendedores: 

Resultando  que  por  el  demandante  se  pidió  reforma  del  auto  que  se 
reservaba  el  Juzgado  proveer  requerido  que  fuese  González  Sánchez, 
cuando  lo  procedente  era  conferir  traslado  para  réplica,  y  además  no 
i>e  mandó  formar  pieza  separada;  y  por  auto  tie  18  de  Marzo  no  se  dio 
lugar  á  la  reforma  solicitada  por  el  demandante:  que  éste  en  I®  de  Ma- 
yo insistió  en  la  formación  de  pieza  separada,  continuando  la  demanda 
y  sin  perjuicio  de  que  comparecieran  los  que  se  citase  de  evicción,  y 
por  auto  de  5  de  Junio  se  declaró  no  haber  lugar  á  la  snstanciación  del 
mcidente  en  pieza  separada,  consignándose  como  fundamento  de  la 
negativa  el  haber  quedado  resuelto  por  el  auto  de  S8  de  Marzo  el  par- 
ticular de  evicción  y  saneamiento  y  que  la  sustanciación  pretendida 
afectaría  al  comprador,  lleg«do  el  caso  previsto  por  la  ley  3S,  tít.  5®, 
Partida  6*: 

Resultando  que  notificados  los  Procuradores,  ninguna  reclamaclóQ 
se  interpuso  hasta  que  el  6  de  Setiembre  el  demandante  insistió  en  la 
foraiación  de  pieza  separada,  ya  que  ambu  partes  lo  habían  solicitado, 
*y  que  se  le  comunicasen  los  autos  para  el  traslado  de  réplica:  que  por 
auto  de  24  de  dicho  mes  de  Setiembre  de  4863  se  mandó  la  eitaeión  de 
-evicción  sin  formar  la  pieza  separada,  de  cuyo  auto,  negada  la  refor- 
ma pedida  por  el  demandado,  le  fué  admitida  libremente  la  apelación 
interpaesta;  y  remitidos  loa  autos  á  la  Superioridad,  ia  Sala  segunda 


Digitized  by  VjOOQ IC 


330  JURISPftUDBNGU  CIVIL 

de  lo  civil  de  la  Aadiencia  del  distrito  dictó  aato  en  7  de  Jallo  de  1883 
confirmando  con  las  costas  el  apelado  de  Sido  Setiembre  de  1863,  por 
el  qne  se  mandó  citar  de  eviccióo  á  los  vendedores  de  la  dehesa  en 
coestión  designados  por  la  parte  demandada,  expidiéndose  los  exhortos 
qne  al  efecto  fueran  necesarios,  los  qne  se  entregarían  á  la  misma  sin 
formarse  para  ello  piesa  separada,  pnesto  qne  no  era  obstáculo  para  la 
eontinoación  del  litigio  empezado»  y  se  confería  traslado  por  seis  días 
á  la  parte  demandante: 

Resultando  qne  Doña  María  Diego  Desmaissieres  y  Sevillano,  Con- 
desa de  la  Vega  del  Pozo,  interpaso  recurso  de  casación  por  haberse 
en  so  concepto  infringido: 

r  Las  leyes  31,  33,  tít.  5^  Partida  5^  y  la  jurisprudencia  constante 
de  este  Tribunal  Supremo  sentada  de  conformidad  con  dichas  leyes,  en  - 
tre  otra  sentencias,  en  la.de  17  de  Diciembre  de  1873,  según  la  que  el 
comprador  está  obligado  á  poner  en  conocimiento  del  deudor  para  pre- 
parar el  saneamiento  el  pleito  qoe^eontra  él  se  deduzca;  leyes  y  doc- 
trina que  infringe  el  auto  recurrido,  puesto  que  no  suspendiéndose  el 
curso  del  pleito  para  hacer  las  citaciones  de  evicción  en  tal  tiempo  que 
quede  vivo  el  derecho  al  saneamiento,  despoja  á  la  parte  recurrente  de 
los  derechos  más  sagrados  que  le  corresponden  y  hace  imposible  su 
ejercicio: 

t^  La  ley  f  9,  tít.  SS,  Partida  3^  que  trata  de  la  fuerza  que  tiene  el 
juicio  dado  derechamente  por  el  juzgador  y  de  que  no  se  hubiesen  al- 
iado las  partes  en  tiempo  oportuno,  condenando  á  los  contendores  é 
sus  h«>rederos  á  estar  y  pasar  por  él;  el  art.  68  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  de  1855,  que  consagra  el  mismo  precepto  con-  relación  i 
los  autos  y  providencias  interlocutorias  y  la  j  irisprudencia  de  este 
Tribunal  Supremo  consignada,  entre  otras  sentencias,  en  las  de  8  de 
Mayo  de  f  873  y  4  de  Febrero  de  4875,  con  arreglo  á  la  cual  los  autos  y 
sentencias  conkenlidos  por  los  litigantes  adquieren  fuerza  de  cosa  juz- 
gada y  de  Sentencia  firme;  puesto  que  el  auto  recorrido,  en  vez  de  so- 
meter á  los  actores  al  puntual  cumplimiento,  ya  iniciados  de  los  autos 
de  S8  de  Marzo  y  5  de  Junio  de  f  863,  cintra  cuyas  resoluciones  no  de- 
dujeron los  demandantes  recurso  alguno,  los  revoca  y  resuelve  la  cues- 
tión en  contra  de  lo  ejeciUoriado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Considerando  que  el  aato  recorrido  no  infringe  las  leyes  y  doctri- 
na invocadas  en  el  primer  motivo  del  pecurso,  porqoe  al  acordar  qu« 
«ecite  de  evicción  á  los  vendedores  de  la  finca,  cumple  con  el  precepto 
esencial  de  aquellas  leyes,  y  porqoe  Sí  bien  la  3f ,  tít.  5®,  Partida  5', 
dispone  que  la  citación  se  hagad  lomát  tarde  ante  que  eean  ébiertee 
lot  testigos,  no  puede  inferirse  de  esta  obligación,  impuesta  por  la  ley 
al  comprador,  que  el  pleito  haya  de  quedar  paralizado  con  evidente 
perjuicio  del  demandante  qae  ninguna  relación  jurídica  tiene  con  los 
vendedores,  sino  que  por  el  contrario  debe  el  comprador  á  quien  dicha 
citación  favorece  procurar  que  oportunamente  se  practique,  ó  de  no 
aer  posible  esto  dejar  á  salvo  por  los  medios  leg'iles  su  derecho,  cuyo 
ejercicio  es  conciliable  con  el  del  derecho  que  asiste  al  actor: 

Considerando  que  tampoco  so  infringen  las  leyes  y  doctrinas  cita- 
das en  el  segundo  motivo,  poesto  que  conlesquiera  que  sean  las  razo- 
nes aducidas  por  las  partes  en  sus  escritos  y  los  fundamentos  de  los 
«utos  de  S8  de  Marzo  y  5  de  Janio  de  1863,  es  lo  cierto  que  éstos  en  sa 
parte  dispositiva  se  límitaroa  á  denegar  la  formación  de  pieza  separa- 
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da,  denegación  que  coofirma  el  aato  recorrido»  por  lo  caal  no  existe  U 
disconformidad  qae  se  sapone  entre  las  indicadas  resoluciones; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpoeslo  por  Doña  Maria 
Diego  Desmaissieres  y  Sevillano,  Condesa  de  la  Vega  del  Poso,  i  la  qoe 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  qae  depositó» 
<qoe  se  distriboirá  en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  líbrese  la  corres- 
pondiente certiñcación  ála  Audiencia  de  este  distrito,  con  devolución 
áe\  apoDtamiento. — (Sentencia  publicada  el  30  de  Mayo  de  1884,  ó  in- 
serta en  la  Oaaia  de  %  de  Diciembre  del  mismo  año.) 
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Reeomo  de  casaetón  (3t  de  Mayo  de  1884). — Sala  primera, — 
Nulidad  db  una  escritura  db  T£NTa.--No  ha  lugar  al  interpoesto  pur 
D.  Ramón  do  Bego  Goozálex  con  Doña  María  García  Rodríguez  (Ao- 
diencia  de  la  Corona),  y  se  resuelve: 

r  Qne  Ujot  de  infringine  por  el  fallo  que  declara  la  nulidad  de  la 
Ícenla  de  unoe  bienes  gananoiales  heeka  por  el  marido  la  ley  5*,  tíL  4*. 
Hb.  i  O  de  la  Novieima  Recopilación  la  aplica  exactamente^  porque  el 
úoniíenio  reprobado  y  nulo  celebrado  por  el  matrimonio  no  puede  dar 
derecho  al  marido  para  vender  válidamtnte  loe  bienes  ganancialeSy  $i 
seto  lo  ejecutaba,  como  lo  ejecutó^  ajuicio  de  la  Sala  eentendadora,  can 
ánimo  de  perjudicar  á  eu  mujer: 


y  no  i 

tídaZ  _ 

error  atribuir  fe  áloe  escrituras  sobre  la  enunciativa  de  las  causas  que 

motivan  la  enajenación,  y  que  además  no  es  licito  al  recurrente  apre 

ciar  á  eu  arbitrio  dichas  pruebas  y  oponer  su  criterio  al  de  la  Sala  sen^ 

Uneiadora  que  estimó  en  conjunto  el  valor  que  tenían; 

7  3"  Que  tampoco  infringe  dicha  sentencia  la  doctrina  legal  que  e$- 
tabteee  que  para  considerar  fraudulenta  una  enajenación^  es  precisa 
etcreditar  en  qué  consiste  el  fraude  y  también  la  mala  fe  del  comprador 
f  vendedor;  porque  el  fallo  se  furnia  en  la  naturaleza  del  fraude,  que 
eonsitíió  en  haberse  propuesto  el  marido  perjudicar  á  la  mujer  por  ma- 
¿ia  de  las  ventas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  Mayo  de  1884,  en  los  autos 
qoe  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  segoidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  fíivadeo  y  eu  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corona  por  Doña  María  García 
Rodrigues  con  so  marido  D.  Ramón  do  Regó  Goosáles,  vecino  de  Saa 
Migoel  de  Reinantes,  representado  en  este  Tribunal  Supremo  por  el 
Procorador  D.  Hilario  Dago,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Luis 
Híller  y  con  D.  Joan  Gomes  Gonsáles,  sobre  nnlidad  de  ona  escritora 
de  venta: 

Resaltando  que  en  \^  de  Marao  de  1873  D.  Ramón  do  Regó  y  so  ma- 
jar María  García  Rodrígaea  otorgaron  escritora,  por  laque  convinieron 
por  razones  que  se  reservaron  separar  sos  respectivos  capitales  y  divi- 
dir los  gananciales  adquiridos  dorante  so  matrimonio  contraído  en  13 
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de  Enero  de  1861,  entrando  cada  nao  de  eilot  á  disponer  libremente  da- 
lo sayo,  sin  qne  ano  de  los  otorgantes  responda  á  lo  sucesivo  de  los  ac- 
tos ó  contratos  del  otro,  y  dándose  por  recibida  la  mnjer  de  todo  sn  ea- 
pilal  le  faeron  adjodieadas  las  U  partidas  de  bienes  aae  en  la  misma  s» 
describen  y  deslindan,  con  las  qne  se  dio  por  pagada  y  satisfecha  de 
todo  lo  qae  en  razón  de  gananciales  pndiera  pertenecería,  dando  fiador 
que  la  garantisase  á  fin  de  salvar  la  responsabilidad  qne  á  sn  marido 
pudiese  afectar  á  lo  sncesivo;  y  aceptada  por  éste  la  facultad  «para  qne 
pudiera  disponer  libremente,  no  sólo  de  todos  los  bienes  que  aportó  al 
matrimonio,  sino  de  los  que  le  cedía  por  rasón  de  ganancial,  constitu- 
yéndose á  prestarle  sn  eonsentimiento  si  le  precisase  para  disponer  de 
ellos,  pero  sin  quedar  responsable  en  ninguno  de  los  contratos  que 
aquélla  haga,  por  cuanto  su  producto  lo  había  de  recoger  para  si;»  y 
que  en  34  de  Enero  de  1875  dividieron  también  como  gananciales  otro 
caserío  que  habitaba  Francisco  López  Rocha,  con  las  fincas  que  sitas  en 
la  parroquia  de  San  Miguel  de  Reinantes  constan  del  documento  priva-» 
do  que  al  efecto  otorgaron: 

Resultando  que  en  t6  de  Febrero  de  1881  liaría  García  Rodrigues 
presentó  demanda  ordinaria  contra  su  mando  Ramón  do  Regó  y  D.  Juan 
Gómea  González,  exponiendo  que  á  pesar  de  todo  lo  que  constaba  en 
los  documentos  relacionados,  y  sin  embargo  de  que  en  virtud  de  esos 
convenios  hacía  tiempo  vivían  separados  y  en  posesión  de  los  bienes 
adjudicados,  percibían  sus  rentas,  pagaban  las  contribuciones,  dispo- 
niendo de  ellos  como  les  parecía  conveniente,  fué  sorprendida  con  la 
novedad  de  que  su  marido  días  antes  vendiera  al  D.  Juan  Gómez  lu  14 
partidas  de  bienes  que  fueron  objeto  de  la  escritura  referida  de  f^de 
Marzo  de  1873,  en  precio  de  dos  mil  y  pico  de  pesetas,  sin  enajenar 
ninguna  de  las  que  habían  quedado  en  su  poder, Jactándose  además  de 
que  dicha  venta  la  realizara  de  concierto  con  el  Gómez  á  fin  de  perjo* 
dicarla;  y  fundada  en  que  si  bien  el  marido  podía  disponer  durante  el 
matrimonio  de  sus  ganancias,  probándole  haberlo  hecho  cautelosamen- 
te por  defraudar  ó  damnificar  á  su  mujer,  no  era  válida  la  enajenación; 
y  diciendo  usar  de  la  acción  real  que  le  correspondía,  solicitó  se  decía* 
rase  nula  la  escritura  de  venta,  como  llevada  á  cabo  cautelosamente  y 
con  ánimo  de  defraudar  ó  damaifioarla,  condenando  en  costas  á  los  de* 
mandados,  y  á  que  consintieran  se  dejase  sin  ningún  valor  ni  efecto  Ie« 
gal  la  mencionada  escritura: 

Resultando  qne  conferido  traslado  á  los  reconvenidos,  después  de 
resuelta  cierta  excepción  dilatoria,  le  evacuó  Ramón  do  Rogo,  preten- 
diendo la  absolución  de  la  demanda  con  imposición  de  perpetuo  silen- 
cio y  las  costas  á  la  demandante;  y  expuso  que  si  bien  estaba  conforma 
con  los  hechos  relacionados  en  la  misma,  debía  manifestar  que  consin- 
tió en  separarse  tie  la  mujer  por  sus  reiteradas  instancias,  y  después  de 
advertirle  era  un  acto  prohibido  y  de  hacerle  notar  las  dificultades  á 
que  les  exponía  esa  separación  por  iasdeudu  que  afectaban  á  la  socie- 
dad que  de  todos  modos  habían  de  pagar;  que  vendió  también  bienes 
de  su  padre  de  gananciales  al  D.  Juan  Gómez,  y  que  18  días  después 
realizó  otra  venta  á  favor  de  D.  Antonio  M^seda  villameltide  de  ocho 
fincas,  alguna  de  las  que  no  eran  gananciales  y  sí  capitales  que  se  des- 
criben en  la  escritura  pública  que  presentaba;  que  dichas  ventas  las 
hizo  de  pora  necesidad  para  pagar  créditos  que  afectaban  á  la  socie- 
dad conyugal,  como  se  reconocía  de  los  mismos  documentos  al  efecto 
otorgados,  1m  qne  había  contraído  para  reedificar  la  casa  y  molino  de 
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todas  estas  leyes  al  desconocer  la  foerza  y  valor  probatorio  de  la  eseri- 
tura  de  fenta  en  primer  término;  de  los  recibos  y  doeomenlos  presen- 
tados por  Regó,  joslificando  el  desembolso  da  importantes  samas  para 
reedificar  bienes  de  ia  Sociedad  legal  destraídos  por  incendio,  inoiH 
rriendo  en  el  consiguiente  error  de  hecho: 

3°  La  doctrina  legal  de  que  para  considerar  fraadalenta  una  enaje- 
nación, es  preciso  acreditar  en  qué  consiste  el  frauda  y  también  la  mala 
fe  del  comprador  y  vendedor,  coya  doctrina  se  condigna  en  mnltitod 
de  sentencias  de  ente  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  la  de  5  de  Julio 
de  1859;  la  mala  fe  y  el  fraude  en  Ramón  do  Regó  no  han  podido  acre- 
ditarse, porque  en  realidad  sólo  pnede  defraudarse  á  quien  tiene  nn 
derecho  reconocido  y  anterior  al  acto  en  que  se  dice  cometido;  pero 
áfi  todos  modos  un  derecho  que  se  lesione  ó  perjudique  con  este  acto; 
Doña  María  García  no  tenía  absolutamente  derecho  ninguno  mientras 
la  Sociedad  legal  no  se  disolviera  con  arreglo  á  las  leyes. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 
.  Considerando  que  lejos  de  infringirse  por  el  fallo  la  ley  invocada  en 
el  primer  motivo,  la  aplica  exactamente,  porque  el  convenio  reproba- 
do y  nulo  de  I®  de  Marzo  de  1873  no  puede  dar  derecho  al  marido 
para  vender  válidamente  los  bienes  gananciales,  si  esto  lo  ejecutaba, 
como  lo  ejecutó,  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  con  ánimo  de  perja- 
dicar  á  su  mujer: 

Considerando  que  sobre  pruebas  documentales  y  testificales  no  son 
aplicables,  y  no  han  podido  infringirse  las  leyes  de  Partida  citadas  en 
el  segundo  motivo,  y  que  ha  derogado  la  de  Enjuiciamiento  civil, 
fuera  de  que  es  un  error  atribuir  fe  á  las  escrituras  sobre  la  enunciati- 
va de  las  causas  que  motivan  la  enajenación,  y  que  además  no  es  lícito 
al  recurrente  apreciar  á  su  arbitrio  dichas  pruebas  y  oponer  su  cri- 
terio al  de  la  Sala  sentenciadora  qne  estimó  en  conjunto  el  valor  qae 
tenían: 

Considerando,  por  último,  que  la  sentencia  no  infringe  la  doctrina 
expuesta  en  el  tercer  motivo,  porque  ella  se  funda  en  la  naturaleza 
del  fraude,  que  consistió  en  haberse  propuesto  el  marido  perjudicar  á 
la  mujer  por  medio  de  las  ventas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
•snrso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Ramón  do 
Regó  González,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  líbrese  la  corres- 
pondiente certificación  á  la  Audiencia  de  la  Coruña,  con  devolución  del 
apnntamiento.— (Sentencia  publicada  el  31  de  Mayo  de  1884,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  17  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casaelóü  en  asunto  de  Ultramar  (31  de  Mayo 

de  <8K4).— Sa/a  primera. — Declaración  de  matcr  proximidad  ob  pa- 
BENTE8C0. — N()  ha  lupar  al  interpuesto  por  Doña  Muría  del  Rosario 
Müiea  Santa  Cruz  de  Oviedo  con  D.  Laureano  Santa  Cruz  de  Oviedo  y 
otros  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

I®  Que  la  ley  3*.  Ut,  22,  Partida  3%  que  ordena  cuál  debe  ser  el  jai- 
cío,  no  puede  eervir  de  fundamento  al  recurso,  $i  no  ee  expresa  el  con" 
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do;  como  f andamentos  de  derecho  alegó  qoe  fallecida  ona  persona  sin 
otorgar  testamento,  se  rige  sn  sucesión  por  las  reglas  qne  la  ley  ha 
establecido;  qoe  según  el  artíeolo  del  Real  decreto  de  16  de  Mayo  de 
4835,  üaica  disposición  qoe  allí  rige  sobre  socesióo  intestada,  á  falta 
^0  ascendientes,  colaterales  y  demás  parientes  hasta  el  tercer  grado' 
entran  á  heredar  al  qne  ha  moerto  intestado  los  parientes  del  coarto 
grado;  qoe  lo  son  los  primos  hermanos;  qoe  los  parientes  más  próximos 
excloyen  á  ios  más  remotos  en  la  herencia,  y  qoe  coando  no  hay  con- 
formidad entre  los  presentados  aspirando  á  la  herencia,  eada  ono  debe 
deducir  sos  reclamaciones  adoptando  la  vía  ordinaria,  por  lo  qoe  pidtó 
ee  declarase:  primero,  qoe  era  pariente  en  coarto  grado  citil  de  D.  Es- 
teban Santa  Croz  de  Oviedo;  segundo,  que  como  tal  debía  ser  declara- 
do heredero  soyo  junto  con  los  demás  qoe  se  encontrasen  en  el  mismo 
grado,  por  no  haber  otros  más  próximos,  todo  sin  perjoicio  de  tercero; 
y  tercero,  qoe  las  costas  ocasionadas  y  qoe  se  ocasionasen  en  este  pro- 
eediroiento  sean  de  cargo  de  sos  opositores: 

Resoltando  qoe  con  ta  demanda  acompañó  el  actor  varias  partidas 
«acraitoentales  y  otros  docomentos  con  objeto  de  jostifícar  so  filiación, 
y  en  virtod  de  lo  mandado  por  el  Joes,  el  D.  José  Toribio  Santa  Grnx 
de  Oviedo  presentó  escrito,  como  ampliación  ó  complemento  del  de  la 
demandada,  para  que  se  tuviera  por  interpuesta  contra  sus  hermanos 
Doña  María  del  Rosario  y  D.  Laureano  Santa  Groa  de  Oviedo,  los  hijos 
de  so  difunto  hermano  D.  Desiderio  y  D.  José  Rafael  Jacobo  Pérez,  pa- 
rientes en  cuarto  grado  civil  de  D.  Esteban  Santa  Cruz  de  Oviedo,  y 
también  contra  todos  los  demás  parientes  fuera  del  coarto  grado  que 
se  hubieran  presentado  aspirando  á  la  herencia;  y  posteriormente  pi- 
dió que  se  entendiera  asimismo  la  demanda  con  D.  Ricardo  Esteban 
Santa  Croz  de  Oviedo,  qoe  se  había  presentado  como  hijo  natural  de 
D.  Esteban  Santa  Cruz  de  Oviedo: 

Resultando  que  conferido  trasladp  de  la  demanda  á  los  representan- 
tea  de  los  parientes  titulados  del  cuarto  grado,  á  los  del  qointo,  á  los 
qoe  se  titolaban  hijos  naturales  y  al  Promotor  físcal,  por  auto  de  17  de 
Febrero  se  bobo  por  acosada  la  rebeldía  á  los  Procuradores  que  repre- 
sentaban á  los  qoe  se  habían  presentado  como  hijoa  natorales  de  D.  Es- 
teban Santa  Croz  de  Oviedo,  y  á  los  qoe  lo  habían  hecho  en  concepto 
de  parientes  dentro  del  qointo  grado,  declarándoles  decaíd98  del  dere- 
cho para  contestar  á  la  demanda: 

Resoltando  qoe  Doña  María  del  Rosario,  D.  Laoreano,  D  José  Per  • 
nando  y  Doña  Brígida  de  los  Dolores  Santa  Cruz  de  Oviedo  y  D.  losé 
Rafael  Jacobo  Pérez,  al  contestar  á  la  demanda  pidieron  se  les  absol- 
viese de  ella,  declarando  al  demandante  D.  José  Toribio  Santa  Croz  de 
Oviedo  sin  derecho  á  heredar  en  lo  más  mínimo  á  D.  Esteban  Santa 
€roz  de  Oviedo;  qoe  se  tuviera  por  hecha  en  solemne  forma  la  denun- 
cia del  delito  de  falsedad  cometido  por  el  D.  José  Toribio  en  los  hechos 
á  que  se  refería  este  escrito,  y  se  mandara  que  con  testimonio  de  lo 
conducente  se  procediera  á  la  averiguación  del  delito  y  de  sus  autores, 
pasándose  la  causa  al  Promotor  fiscal,  y  como  consecuencia  mandar 
Igualmente  que  se  sospendiese  el  corso  de  este  pSeito  hasta  qoe  reca- 
yera sentencia  ejecotoria  en  la  cansa,  condenando  siempre  al  deman- 
dante en  todas  las  costas  cansadas  y  que  se  caosasen:  para  ello  expa- 
sieron  qoe  D.  Francisco  Santa  Croz  de  Oviedo  no  llegó  á  contraer  ma- 
trimonio legitimo  in/acia  eclesia,  con  la  parda  Ana  Rodrígoez;  qoe 
D.  José  Rodríguez  Santa  Croz  de  Oviedo  no  foé  por  tanto  más  qoe  hijo 
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Datoral  d6  D.  Francisco  y  de  la  parda  Ana,  caso  de  serlo;  qne  D.  José 
Toñbio  al  presenlar  en  JQÍcio  las  partidas  expedidas  en  3  de  Marzo 
de  1827  por  D.  Francisco  Celí  y  qoe  obran  á  tos  folios  467  y  468  del 
incidente  al  intestado  dj  D.  Esteban  Santa  Cruz  de  Oviedo  y  la  expe- 
dida el)  48  de  O 'tabre  de  1870  por  D.  Manoel  Vázquez,  qoe  obra  al 
folio  507  del  mismo  incidente  había  cometido  el  delito  de  falsedad;  qoe 
D.  JoséToribio  al  presentar  las  cartas  en  tos  folios  4OO,  191  y  49t,  con 
en  escrito  de  15  de  Octobre  de  4870,  del  folio  493  del  citado  incidente 
c  on  las  enmiendas  que  en  ellas  aparecen,  hibía  cometido  el  delito  de  fal- 
sedad; y  como  fundamentos  de  derecho  alegaron,  después  de  manifestar 
que  aceptaban  todos  los  de  la  demanda,  entendiéndose  el  segundo  coa 
ciertas  limitaciones,  qne  si  D.  Francisco  Santa  Crnz  de  Oviedo  no  con* 
trajo  legítimo  matrimonio  con  la  parda  Ana  Rodrígoez,  los  hijos  que  de 
Ja  nnión  de  ambos  resaltasen  no  pudieron  ser  más  qne  hijos  natofAles; 
qae  aunque  como  tales  hubiesen  sido  reconocidos  legalmente,  no  po- 
dían heredar  más  que  en  cierta  proporción  á  sn  padre  D.  Francisco; 
qnis  nunca  podría  heredar  en  ona  sucesión  de  cuarto  grado  en  tí- 
n da  colateral,  y  en  consecuencia  sin  parientes  legítimos  de  legítimo 
matrimonio  del  mismo  grado;  que  las  leyes  civiles  prohiben  en  absolu- 
to tos  matrimonios  de  las  personas  blancas  con  las  de  color,  y  si  Ib^gan 
^  verificarse  privan  á  los  cónyuges  y  sucesores  de  los  derechos 'civiles: 
goe  siendo  D.  José  Toribio  hiju  del  blanco  D:  Francisco  Santa  Cruz  dn 
Oviedo  y  de  la  parda  Ana  Rodrígoez,  se  halla  privado  de  todos  los  de* 
rechos  civiles  y  que  hubiera  podido  adquirir  aunque  el  matrimonio  se 
hubiese  celebrado;  que  el  que  comete  falsedad,  presentando  en  juicio 
documentos  falsos  y  falsificados,  comete  un  delito  público  qne  merece 
ser  castigado  con  arreglo  á  la  ley;  que  siendo  páblico  el  delito  de  fal- 
si^dad  y  llegado  sn  perpetración  á  noticia  de  los  Tribnnales,  bien  sea 
de  cualquiera  otra  manera,  debe  ser  perseguido  de  oficio  y  castigado 
como  corresponde;  que  fundada  la  acción  de  una  demanda  en  docu- 
mentos tachados  y  calificados  de  falsos,  debe  suspenderse  su  curso  has- 
ta qne,  seguida  por  todos  sns  trámites  la  causa  criminal,  recaiga  la 
oportuna  sentencia  definitiva  ejecutoria  Por  un  otrosí  pidieron  que  se 
desglosaran  y  trajeran  á  estos  autos  varios  documentos  que  obraban  en 
el  incidente  al  intestado  de  D.  Esteban  Santa  Cruz  de  Oviedo: 

Resultando  qne  despnés  de  varias  actuaciones  y  de  oído  el  Promo- 
tar  fiscal  que  propuso  se  tuviera  por  entablada  la  acción  criminal  eo 
averiguación  de  las  falsedades  y  falsificaciones  denunciadas  por  los  pa- 
rientes dentro  del  coarlo  grado  con  D.  José  Toribio  Santa  Cruz  de 
Oviedo,  por  auto  de  19  de  Abril  de  1873  se  mandó  que  ''on  suspeesión 
de  la  demanda  establecida  por  aquél,  y  para  sustanciar  el  procedimien- 
to criminal  á  consecuencia  de  la  demanda  establecida  por  los  demanda- 
dos, se  ratificara  el  escrito  por  la  parte  y  verificado  se  diese  cuenta,  y 
ratificados  á  los  interesados  en  providencia  de  15  de  Setiembre  de  1873, 
se  mandó  formar  ramo  separado  con  los  insertos  conducentes,  dándose 
cuenta  con  él  para  proveer  lo  qoe  correspondiera,  en  cuyo  estado  quedó 
paralizado  el  pleito: 

Resultando  que  en  4  de  Agosto  de  4875  falleció  D.  José  Toribio 
Santa  Cruz  de  Oviedo,  y  en  sn  virtud  se  personaron  como  herederos  de 
Aquél,  en  concepto  de  hijos  naturales,  Doña  María  del  Rosario  Matea  y 
D.  Manuel  Bartolomé  Santa  Crnz  de  Oviedo,  y  á  solicitud  de  los  mismos 
be  unió  á  los  autos  certificación,  d&  la  qne  aparece  que  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  la  Habana  que  conocía  de  la 
TONO  55  -82 
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eaosa  segoida  contra  IX  Jnsé  Toribio  Santa  Gras  de  Oviedo  por  MM" 
CACÍÓD,  poraolo  de  13  de  Enero  de  18*76,  «tendiendo  á  que  por  el  falle- 
cimiento del  procesado  había  cesado  la  razón  del  procedimiento,  mand6 
sobreseer  en  la  continnación  de  la  cansa,  declarando  las  costas  de  oficio; 
y  que  elevada  en  consulta  A  la  Audiencia,  la  S%la  tercera,  por  auto 
de  S7  de  Abril  de  1876.  confirmó  el  de  sobreseimiento  dictado  por  el 
Jnei,  con  las  costas  de  la  segunda  instancia  también  de  oficio: 

Resultando  que' entregados  los  autos  para  replicar  é  Doria  María 
del  Rosario  Matea  y  D.  Manuel  Bartolomé  Santa  Cruz  de  Oviedo,  eva- 
cuaron el  tr»slado  reprodocieoHo  todos  los  hechos  consignados  ea  la 
demanda,  adicionando  que  D.  Francisco  Santa  Cruz  de  Oviedo  contra- 
jo legítimo  matrimonio  con  Doña  Ana  Gregoria  Rodrigues,  por  máa 
que  de  contrario  se  niegue;  y  por  consecuencia,  D.  José  Toribio  era 
bijo  de  legítimo  mairiomnio;  y  entregados  ios  autos  rara  duplicar  á  la 
representación  de  Doña  María  del  Rosario  Santa  Cruz  de  Oviedo  v  «om- 
nartes,  alegaron  que  D.  Manuel  Bartolomé  y  Doña  María  del  Rosario 
Matea  sostenían  la  demanda  establecida  por  D  José  Toribio  Santa  Crus 
de  Oviedo,  y  con  ella  los  documentos  que  en  vida  de  esie  arguyeroQ 
de  falsos  los  demandados,  hasta  el  extremo  de  haber  iniciado  un  pro- 
cedimiento criminal,  es  claro  que  los  herederos  del  D.  José  Toribio,  á^ 
sabiendas  de  la  falsedad,  trataban  de  utilizar  esos  documentos,  y  esto 
DO  sólo  ameritaba  que  ext^usaba  evacuar  el  traslado  de  duplica,  sitio 
que  les  obligaba  á  argüir  ó(^  nnevo  la  falsedad  de  dichos  documentos  y 
á  entablar  en  forma  contra  D.  Manuel  Bartolomé  y  Doña  Matia  del  Ro- 
sario Malea  Santa  Cruz  de  Oviedo  la  acción  criminal,  á  fin  de  que  se 
deparase  esa  falsedad  y  se  declarase  por  sentencia  con  imposición  de 
pena  á  aquellos  que  debieran  sufrirla,  y  concluyeron  solicitando  se  hu- 
bieran por  devueltos  los  autos  sin  evacuar  el  traslado  en  duplica,  haber 
por  establecida  contra  D.  Manuel  Bartolomé  y  Doña  Maiía  del  Rosario 
Matea  Santa  Cruz  de  Oviedo  la  acción  criminal  por  falsedad  de  los  do- 
cumentos expresados  en  este  escrito,  y  quedase  en  suspenso  el  curso 
del  pleito  ínierin  no  recayese  ejecutoria  en  la  causa  que  iba  á  iniciar- 
se; que  por  providencia  de  19  de  Julio  de  1876  se  hubo  por  establecida 
contra  D.  Manuel  Bartolomé  y  Doña  María  del  Rosario  Matea  Santa 
Cruz  de  Oviedo  la  acción  criminal  por  falsedad  de  los  documentos  ea 
que  se  fundaba  la  demanda  cuya  réplica  habían  presentado  aquéllos 
como  herederos  de  D.  José  Toribio  del  mismo  apellido;  que  se  formase 
el  correspondiente  sumario  con  los  lugares  designados,  quedando  en 
suspenso  el  corso  del  pleito  hasta  qne  recayera  ejecutoria  en  la  causa 
criminal;  y  por  parte  de  D  Manuel  B'^rtolomé  y  Doña  María  del  Rosa- 
rio Malea  Santa  Cruz  de  Ovied»  se  pidió  se  dejara  sin  efecto  la  provi- 
dencia de  49  de  Julio,  v  se  mandara  conlinnar  la  actuación  por  sus 
trámites  hasta  que  se  dictara  la  sentencia  definitiva,  y  al  efecto  alega- 
ron, entre  otros  particulares,  que  de  la  manera  más  solemne  y  eficaz 
consignaban  que  no  trataban  de  hacer  valer  las  partidas  y  cartas  cuya 
falsedad  se  sostenía  de  contrario,  pues  de  tales  documentos  prescindían 
en  absoluto,  porque  no  los  necesitaban  para  sostener  y  comprobar  que 
D-  Francisco  Santa  Cruz  de  Oviedo  fué  casado  legílimumente  con  Doña 
Ana  Gregoria  Rodríguez,  y  uvo  por  hijo,  entre  otros,  á  D.  José  Tori- 
bio, porque  esta  era  una  verdad  comprobada: 

Resultando  que  por  auto  de  28  de  dicho  mes  de  Julio  de  <876  se  re- 
formó la  nrovidencia  del  49,  v  ratificados  por  medio  de  un  apoderado 
especial,  D.  Manuel  Bartolomé  y  Doña  María  del  Rosario  Matea  Saata» 
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Cmx  de  Ovietlo,  en  el  escrito  reDonciando  á  hacer  oso  de  loa  docDmen- 
toa  denoDeiadoa  como  falsea,  y  eDtregadoa  loa  aotoa  para  duplicar  á 
Dofta  María  del  Rosario  Santa  Groa  de  Oyiedo  y  compartes,  evacuaron 
el  traalado,  reprodacíendo  aa  etcritode  contestación  á  la  demanda: 

Resnltando  qne  en  virtud  de  gestiones  hechas  por  los  demandadoa 
se  presentó  por  parle  de  Dcña  María  del  Rosario  Matea  y  D.  Mannel 
Bartolomé  Santa  Cruz  de  Oviedo  el  testamento  otorgado  en  12  de  No- 
viembre de  1873  I  or  D.  José  Toribio  Santa  Grúa  de  Oviedo,  en  el  qne 
declaró  ser  hijo  de  D.  Francisco  y  de  Doña  Ana  Gregoria  Rodríguez, 
qne  tenía  como  hijos  natorales,  entre  otros,  á  los  referidos  Doña  María 
del  Rosario  Matea  y  D.  Manuel  Bartolomé;  é  instituyó  por  sus  herede- 
ros á  los  mencionadoa  sus  hijos,  y  por  fallecimiento  de  ano  de  ellos  á 
SQS  nietos,  hijos  de  éste;  y  aun  cuando  por  parte  de  los  demandados  so 
pidió  qne  se  citase  A  todos  los  herederos  de  D.  José  Toribio  Santa  Croa 
de  Oviedo,  se  denegó  tal  pretensión  por  auto  de  16  de  Octubre  de  1877: 
Resultando  'que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practicaron  las  pro- 
puestas por  las  partes,  consistentes  en  tn  mayoría  en  documentos  dea- 
Í glosados  y  certificaciones  trsídas  á  los  autos  de  la  causa  iniciada  sobre 
alsedad  contra  D.  José  Toribio  Santa  Cruz  de  Oviedo;  apareciendo  de' 
una  de  dichas  certificaciones,  que  fallecido  como  se  ha  dicho  D.Esteban 
Santa  Gruz  de  Oviedo  en  7  de  Febrero  de  ts70  y  formado  el  juicio  de 
SQ  intestado  promovieron  incidente  en  8  de  Febrero  de  1S71  D.  Laurea- 
no y  Doña  Matía  del  Rosario  Sania  Cruz  de  Oviedo,  el  curador  de  los 
menores  D.  Fernando  y  Doña  Brígida  Santa  Cruz  de  Oviedo,  hijo  de 
D.  Desiderio  y  D.  José  Rafael  Jaccbo  Pérez,  en  concepto  de  parientes 
dentro  del  cuaito  grado,  con  Dcña  María  Macaria,  Doña  María  de  las 
Nieves,  D.  Andrés  Corsino  Santa  Cruz  de  Oviedo,  Doña  Clemencia,  Do- 
ña Valentina,  Dcña  Ignacia  y  D.  Sinrón  Oviedo,  titulados  parientes  del 
quinto  grado.  Casimira  María  de  la  Gloria,  Paula,  Atanasio,  Gabriel, 
Elisa  y  Enriqueta  Santa  Cruz  de  Oviedo,  titulados  hijos  naturales,  para 
que  se  declarase  á  los  demandantes  herederos  de  D.  Esteban  como 
comprendidos  dentro  del  cuarto  grado;  que  seguido  el  juicio  por  sus 
trámites  el  Juez  de  primera  intancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  la 
cndad  de  la  Habana,  por  sentencia  de  15  de  Febrero  de  1872,  declaró 
herederos  de  los  bienes  y  derechos  de  D.  Esteban  Santa  Cruz  de  Ovie- 
do, á  D.  José  Rafael  Jacobo  Pérez,  D.  Laureano  y  Doña  Mar/a  del  Ro- 
sario Santa  Gruz  de  Oviedo,  y  á  D.  José  Fernando  y  Doña  Brígida  San- 
ta Cruz  de  Oviedo,  hijos  de  D.  Desiderio,  como  parientes  dentro  del 
eaarto  grado  del  D.  Esteban,  sin  perjuicio  de  tercero;  que  se  pusiera 
testimonio  de  esta  sentencia  en  los  antos  principales  cuando  causase 
ejecutoria,  y  se  diese  cuenta  con  ellos  para  proveer  lo  que  correspon- 
diera; qne  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  en  13  de  Febrero  de 
1873  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  Doña  Enri- 
queta Santa  Gruz  de  Oviedo  y  consortes  personados  como  hijos  natu- 
rales del  D.  Esteban  Santa  Cruz  de  Oviedo  interpusieron  recurso  de  ca- 
lación  per  infracción  de  ley,  y  sustanciado,  esta  Sala,  por  sentencia  de 
'  de  Febrero  de  1876,  declaró  no  haber  lugar  á  él  con  los  demás  pro- 
iDciamientos  consiguientes: 

Resultando  qne  unidas  las  pruebas  y  después  de  alegar  los  actores, 
>s  demandados  presentaron  escrito  denunciando  la  falsedad  de  la  par- 
da de  defunción  de  Ana  Gregoria  Rodríguez,  y  promovieron  inciden- 
e  sobre  suspensióp  del  pleito  hasta  que  recayera  ejecutoria  en  el  pro- 
sdimientó  que  se  formase  respecto  á  la  averiguación  de  la  falsedad; 
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y  habiendo  manifestado  ios  demandantes  qoe  no  intentaban  hacer  aso 
del  mérito  qae  brindaba  la  referida  partida,  por  anto  de  IS  de  Bnero 
de  4878  se  declaró  sin  lagar  la  saspeasión  del  pleito;  y  qae  para  Ir 
formación  del  procedimiento  que  debía  iniciarse  por  la  falsedad  qoc  aa 
acusaba,  se  formase  piefa  separada  con  los  particulares  qae  se  indi- 
CRban: 

Resultando  qae  el  Jaez  de  primera  instancia,  por  sentencia  de  3  de 
Octubre  de  1878,  declaró  sin  lugar  la  demanda  qae  motiva  estos  Rut  os, 
y  absolvió  de  ella  á  los  demandados,  con  las  costRS  á  careo  de  los  acto- 
res, excepto  aquellas  respecto  de  las  que  habiera  recaído  condenacién 
especial;  y  admitida  la  apelación  interpuesta  por  los  demandantes.  Ir 
Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencia,  por  sentencia  de  16  de  Junio  de  f  8R0, 
confirmó  con  las  costas  la  apelada: 

Resaltando  qae  por  parte  de  Doña  María  del  Rosario  Matee  Sante 
Cruz  de  Oviedo  se  ínterpufco  recurso  de  casación  por  qaebrantamiento 
de  forma  y  además  por  infracción  de  ley,  alegando  en  este  último  co- 
mo motivos: 

\^  La  infracción  que  se  advierte  en  la  sentencia  de  lo  que  terminan- 
temente prohibe  la  ley  3",  tít.  2S,  Partida  3^ 

t^  Que  asimismo  infringía  la  sentencia  el  principio  leffal  admitido 
por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  que  las  pménas  aducidas 
deben  calificarse  y  aplicarse  con  estricta  sujeción  á  las  reglu  de  sane 
crítica: 

3**  Qae  igualmente  se  ha  infringido  la  jurisprudencia  sentada  por 
este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  29  de  Octubre  de  IS64  y  28  de 
Noviembre  de  1865,  por  la  cuales  se  determina  que  ea  asuntos  civiles 
no  son  ya  necesarias  las  pruebas  privilegiadas  y  tasadas  que  exigen 
para  determinados  casos  la  ley  IS,  tít.  17,  Partida  3*: 

4*  Qoe  también  se  han  infringido  las  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo  de  29  de  Octubre  de  1864  y  23  de  Noviembre  de  1868,  qae 
declaran  terminantemente  qae  unas  pruebas  no  deben  prevalecer  sobre 
las  otras,  y  que  ninguna  clase  de  prueba  merece  la  preferencia: 

Resultando  que  admitidos  los  recursos  interpuestos  por  Doña  Mr- 
ria  del  Rosario  Matea  Santa  Cruz  de  Oviedo,  se  elevaron  los  autos  ea 
compuls»  á  este  Tribunal  Supremo;  personadas  las  partes  y  tramitado 
con  arreglo  á  la  ley  el  fundado  en  qaebrantamiento  de  forma,  la  Sr}r 
tercera  declaró  no  haber  lugar  á  él,  con  los  demás  pronunciRmien- 
tos  consiguientes,  mandando  qne  para  la  sustanciación  del  recurso  ea 
el  fondo  se  pasaran  los  autos  a  esta  Sala. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gnllón: 

Considerando  que  la  ley  3*,  tít.  22,  Partida  3S  ane  ordena  ouál  debe 
ser  el  juicio,  y  que  se  invoca  en  el  primer  motivo  del  recurso,  no  pue- 
de servir  de  fundamento  al  mismo,  porque  no  se  expresa  el  eoncepto 
en  que  haya  sido  infringida,  como  debe  hacerse  en  cumplimiento  de 
lo  que  previene  el  art.  27  de  la  ley  de  casación  de  22  de  Abril  de  I87S 
que  rige  en  este  caso: 

Considerando  que  no  es  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudea- 
cia  la  que  se  invoca  en  el  segundo  motivo,  puesto  que  la  facultad  de 
los  Tribunales  para  apreciar  las  pruebas  conforme  á  las  reglas  de  la 
sana  crítica  se  limita  á  la  prueba  testifícaU  según  dispone  el  art.  317 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  respecto  de  este  punto  tampoco 
se  menciona  la  regla  de  aquella  clase  que  se  haya  infringido  por  Ir 
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Sala  wnleneiadora  aj  estimar  la  faerca  probatoria  de  las  declaraciones 
de  los  testigos: 

T  considerando  qoe  es  inaplicable  y  no  ha  podido  infringirse  la  ci- 
tada en  los  motifos  3**  y  4^,  toda  ves  que  la  sentencia  recorrida  se  fon- 
da, entre  otras  razones,  en  qoe  la  filiación  legítima  de  una  persona 
deb'i  acreditarse,  en  primer  logar,  por  las  correspondientes  partidas 
de  baatismo  y  matrimonio  expedidas  por  los  Párrocos  con  relación  á 
sns  libros,  y  en  defecto  de  tales  partidas,  enando  por  incendio  ó  des- 
tracción  de  los  archivos  parroqoiales  no  existan  los  libros  matrices, 
por  cnalqoiera  otro  de  los  medios  de  proeba  que  establece  la  ley,  se- 
gún ha  declarado  con  repetición  este  Tribnnal  Snpremo; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
earso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpoesto  por  Doña  María 
del  Rosario  Matea  Santa  Croa  de  Oviedo,  á  la  qoe  condenamos  en  las 
costas  y  al  pago  de  la  cantidad  qoe  debió  depositar,  la  qoe, caso  de  ha- 
cerse efectiva  si  mejorase  de  fortona,  se  distriboirá  con  arreglo  á  la  ley; 
Kbrtse  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  la  Habana. — 
(Sentencia  publicada  el  31  de  Mayo  de  4884,  ó  inserta  en  la  Gaceta 
de  t7  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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R^ewrsM»  d«  easaetéii  (31  de  Mayo  de  1884).— iS'a/a  tercera.-^ 
kiicio  DB  TBSTAMENTARÍA. — No  sc  admite  el  interpuesto  por  Doña  Ja- 
cinta Pont  con  D.  Elíseo  de  Llansa  (Aodienda  de  Barcelona),  y  se  re- 
anatve: 

Qu0  si  el  auto  eontra  el  cual  ee  ha  interpuesto  el  recurso  ha  sido 
dictado  en  un  incidente  promovido  dentro  del  juicio  de  testamentaria 
sobtre  nulidad  de  ciertas  actuaciones,  sin  poner  término  al  juicio  indi* 
todo  ni  hacer  imposible  su  continuación,  y  no  teniendo  por  tanto  el  con^ 
tipio  dé  sentencia  definitiva,  no  se  da  contra  el  mismo  el  recurso  de  ca  * 
sacian^  conforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  1^  del  art,  4719  de  la  ley 
és  BnfvMiamiento  dvil. 

Resaltando  qoe  promovido  en  el  Jozgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Pino  de  Barcelona  joicio  voluntario  de  testamentaría  de 
D.  Narciso  Perrer  y  Vilajoana  por  el  acreedor  D.  Elíseo  de  Llansa  y 
Ferrer,  y  promovidas  iguales  diligencias  en  el  distrito  de  las  afueras 
por  la  viuda  de  D.  Narciso  Perrer  Doña  Jacinta  Foot  del  Sol,  se  pro* 
movió  por  este  Juzgado  la  acumulación  á  dicho  juicio  de  testamenta- 
ría de  las  diligencias  instruidas  por  el  del  Pino: 

Resaltando  que  resuelto  este  conflicto  jurisdiccional  en  favor  del 
Jaigado  del  Pino,  dictó  auto  este  Juzgado  en  4  de  Mayo  de  1883,  que 
lé  confirmado  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  te- 
itorio  en  17  de  Diciembre,  dejando  sin  efecto  todas  las  actuaciones 
nutroídas  ante  el  Juzgado  del  distrito  de  las  Afueras  con  el  carácter  de 
stamentaría  de  D.  Narciso  Perrer  y  Vilajoana  á  instancia  de  su  viuda 
oda  Jacinta  Pont  del  Sol: 

Resultando  que  por  ésta  se  interpuso  recurso  de  casación  por  in- 
aeeióB  da  ley,  y  eomnnicado  al  Ministerio  fiscal»  la  devolvió  con  la 
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nota  de  vistos  establecida  en  el  art.  1723  de  la  ley  de  Eojaieiamieiilo 
civil. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joan  If^naeio  de  Morales. 

Considerando  qoe  el  anto  contra  el  cnal  se  ha  interpuesto  el  reeiir* 
so  ha  sido  dictsdo  en  un  incidente  promovido  dentro  del  jaicio  expre- 
sado de  testamentaría  sobre  nolidad  de  ciertas  actuaciones,  sin  poner 
término  al  jaicio  indicado  ni  hacer  imposible  sa  continoací6n,  y.  no  te- 
niendo por  tanto  el  concepto  de  sentencia  definitiva  no  se  da  contra  el 
mismo  el  recnrso  de  casación,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  1^ 
del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjnicíamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recnrso  de  casación  por  iofraccióii  ds 
ley  interpuesto  por  Doña  Jacinta  Pont  del  Sol,  á  qaien  se  condena  al 
pago  de  las  costas:  remítase  á  la  Andiencia  de  Barcelona  la  certifica- 
ción correspondiente,  con  devolnoión  del  apuntamiento  qne  ha  remiti- 
do; y  pQblíqoese  este  anto  en  la  Gaceta  y  en  la  Colección  legielMioa^ 
pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias. — (Sentencia  pablicada  el  31 
de  Mayo  de  (884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  i  de  Noviembre  del  mismo 
año.) 
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Recurso  de  em^WLelin  [^  de  Junio  de  \%^\).-^Sala  primera. — 
Tercería  de  mejor  derecho. — Ha  lugar  al  interpuesto  por  Isabel  Meso- 
nero y  González  con  D.  Josto  Carretero  (Andiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

I®  Que  ha  lugar  al  recurso  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  li§al 
cuando  en  la  apreciaddn  de  las  pruebas  haya  habido  error  de  derecho  ó 
error  de  hecho^  si  este  último  resulta  de  documentos  ó  aetot  auténtieoi 
que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  ju%gador\ 

Y  t*  Que  siendo  el  matrimonio  y  la  entrega  de  bienes  d  marido  an- 
teriores al  r  de  Enero  de  1863,  la  legislación  que  ha  debido  aplicarse 
á  la  resolución  del  litigio  es  la  anterior  á  la  vigente  ley  Hipotecaria^ 
según  lo  dispone  el  art.  355  de  ésta;  y  no  habiéndolo  hecho  asi  la  senlen" 
eia  recurrida,  infringe  la  ley  il,  tit.  U,  Partida  4*,  que  declara  que 
luego  que  el  marido  recibe  la  dote  ó  tos  parafernales  son  obligados  por 
ende  á  la  mujer  todos  sus  bienes,  la  doctrina  legal  que  en  consonancia 
eon  ella  se  ha  establecido,  y  lajurisprudencia  constante  según  la  que,  loe 
articules  158  y  159  de  la  ley  Hipotecaria,  referentes  á  las  hipotecas  le* 
gales,  no  son  aplicables  á  las  que  tuvieron  su  origen  autes  de  regir  aque^ 
Ha  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Junio  de  1884,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infraccióa  de  lef , 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  leclnsa  da 
esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  la  mis  - 
ma  por  Doña  Isabel  Mesonero  González,  represéntala  por  el  Procara- 
dor D.  José  García  Noblejas  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Ricardo  Apa- 
rici  y  Soriano,  con  D.  Justo  Carretero,  como  testamentario  del  Presbí  - 
tero  Fray  Diego  de  Yillalonso,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Manuel 
Ordóbez,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Eduardo  Romera  Pal,  f 
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SOS  aporUeiones  al  matrímoDÍo  qoe  constaba  de  la  escritura  meneioDa-^ 
da  en  9  de  Abril  de  f  863,  ex  paso  qae  de  ios  bienes  aportados  sólo^ 
existían  próximamente  nnas  40.000  pesetas,  estando  disminaida  por 
tanto  sa  aportación  en  otra  cantidad  igual  coando  menos;  qoe  se  ha- 
bían  embargado  á  so  esposo  los  únicos  oienes  de  sn  pertenencia  en  vir- 
tod  de  dichos  autos  ejecotivos  y  so  importe  no  bastaba  á  cubrir  la  so-- 
ma  de  las  aportaciones  hechas  al  matriiponio  por  Doña  Isabel;  que  •( 
crédito  qne  hacía  valer  D.  Justo  Carretero  era  común,  consignado  en 
on  documento  simple  y  de  fecha  posterior  al  matrimonio  en  aquélla  y  á 
so  aportación  á  la  sociedad  conyugal,  y  en  su  virtod  pidió  qoe  se  decla- 
rase qoe  el  crédito  de  40.000  peseíaiqoeostentabaera  preferente  al  qoe 
hacia  valer  D.  Justo  Carretero  mandando  qne  con  los  bienes  embarga- 
dos á  D.  Martín  Igea  y  Prieto  en  los  aotos  ejecutivos  indicados,  se  hi- 
ciera pago  á  la  demandante  de  dicha  snma  con  preferencia  á  D.  JustcK 
Carretero  y  &  cualquiera  otro  acreedor  que  no  ejercitase  mejor  de- 
recho: 

Resultando  que  estimada  la  excepción  dilatoria  que  proposo  D.  Jus- 
to Carretero  por  no  determinarse  la  clase  de  acción  qoe  se  ejercitaba, 
manifestó  la  demandante  que  hacía  uso  de  las  acciones  real,  hipoteca- 
ria y  personal,  y  en  so  virtud  contestó  aqoél  ala  demanda  manifestan- 
do qne  so  crédito  no  estaba  representado  por  on  docomento  simple^ 
sino  por  el  anto  en  que  se  mandó  despachar  la  e jecnción  por  la  anota 
ción  preventiva  practicada  en  el  Registro  de  Peñaranda,  y  por  la  sen- 
tencia de  remate  qoe  era  inexacto  que  Doña  Isabel  Mesonero  tuviera, 
constituida  é  inscrita  hipoteca  alguna  legal  sobre  los  bienes  embarga- 
dos, no  apareciendo  demostrada  la  existencia  de  su  crédito,  ni  habien- 
do presentado  documentos  qoe  indujeran  á  presumirlo;  pidiendo  por 
ello  que  se  le  absolviera  de  la  demanda  y  reconviniendo  ala  demandante 
para  la  indemnización  de  los  daños  y  perjoicios  por  la  tardanta  en  el 
cobro  de  la  mencionada  snma  solemnemente  reconocida  por  ona  eje- 
eotoria: 

Resultando  qne  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Jnez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  de  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  absolviendo  á  D.  Jus- 
to Carretero,  como  testamentario  de  Fray  Diego  de  Villatonso,  de  las 
pretensiones  formuladas  en  la  demanda  interpuesta  por  Doña  Isabel 
Mesonero  González,  mandando  en  so  virtud  seguir  adelante  los  proce- 
dimientos de  apremio  en  el  estado  en  que  se  hallaban  coando  se  veri- 
ficó la  suspensión,  y  qne  con  el  producto  de  los  bienes  embargados  se 
hiciera  entero  y  completo  pago  á  Caí  retero  del  importe  de  la  cantidad 
por  ane  se  despachó  la  ejecución  contra  D.  Martín  Igea  y  Prieto,  absol- 
viendo igualmente  á  Doña  Is»bel  Mesonero  de  la  reconvención  formu- 
lada contra  ella  per  D.  Justo  Carretero: 

Resultando  qoe  Doña  Isabel  Mesonero  y  González  interposo  recorso- 
de  casación,  por  haberse  infringido  á  so  juicio: 

1^  La  ley  114,  tít.  18,  Partida  3^  según  la  cual  las  escrituras  sin  t%- 
cha  legal  valen  para  probar  los  pleitos  sobre  que  fueren  fechas,  toda 
vez  que  se  absolvía  de  la  demanda  á  D.  Justo  Carret»)ro,  descoitociende 
el  valor  y  eficacia  de  la  escritura  de  9  de  Abnl  de  1863,  en  que  se  de- 
clarase terminantemente  que  D.  Martín  Igea  Prieto  recibió  los  bienes- 
dótales  de  Doña  Isabel  Mesonero  tan  inego  como  contrajo  matrimonio^ 
ó  fuera  eo  II  de  Jolio  de  186S,  hecho  corroborado  además  por  la  de- 
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Doña  Isabel  Mesonero  do  eonsistíio  úiiicamenta  en  bienes  raíces,  c 
ó  semovientes,  respecto  de  los  coales  do  había  alterado 
la  ley  Hipotecaria  la  preferencia  concedida  por  las  de  Pa 
lo  además  sa  crédito  de  una  escritura  pública  contra  el 
rret^ro,  qne  resaltaba  de  an  documento  privado  de  fe 

endo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimondo  Fernández  Cae 
'ando  que  ha  lagar  al  recorso  por  infracción  de  ley  ó 
;a{  cuando  en  la  apreciación  de  las  pruebas  haya  hat 
echo  ó  error  de  hecho,  si  éste  último  resalta  de  docona 
auténticos  que  demuestren  la  eqaívocación  evidente 

rando  que  en  la  «iscritora  de  19  de  Abril  d^  1863  qoe  [ 
lé  Gonzilet  de  la  Peña,  corador  de  Doña  Isabel  Mesoner 
;ea  y  Prieto,  so  marido,  se  dice  literalmente  qae  en  pri 
uando  el  enlace  de  aquéllos  tuvo  logar,  se  entregó  coi 
ble,  sin  dejar  de  hacerlo  de  otras  partidas  qoe  las  del  ré 
y  venta  de  algunos  edi6eios  y  tierras,  viñ%s,  etc.;  y  habi 
fdo  el  matrimonio  en  11  de  Jolio  de  1862,  es  evidente 
Techa  le  fueron  entregados  á  D.  Martín  Igea  los  bienei 

excepción  del  rédito  y  renta  á  que  la  escritura  alude, 
lo  además  por  ctfatro  testigos,  y  por  tanto  desde  la  ífc 
uto  y  no  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  i 
&e  la  sentencia  con  equivocación  evidente,  nació  la  obli 
[>onder  de  dichos  bienes,  y  adqoirió  Dofta  Isabel  Mesoí 
s  que.  le  atribuye  la  ley  17,  tit.  11,  Partida  4\  por  la 
ar  la  infr  cción  alegada  en  el  primer  motivo  de  easac 
fando  qoe  siendo  el  matrimonio  y  la  entrega  de  bienes  a 

de  Enero  de  186i,  la  legislación  que  ha  debido  aplicaí 
>n  de  este  litigio  es  la  anterior  á  la  vigente  <ey  Hipoteci 
spone  el  art.  355  de  ésta,  y  no  habiéndolo  hecho  así  la 
rrida,  infringe  la  mencionada  ley  17,  tít.  11,  Partida  i*, 
)  luego  que  el  marido  recibe  la  dote  ó  los  parafernales, 
)or  ende  á  la  muier  todos  sus  bienes,  la  doctrina  legal 
ncia  con  ella  se  ha  establecido,  y  la  jurisprudencia  cons 

qne,  los  artículos  158  y  159  de  la  ley  Hipotecaria,  refe 
potecas  legales,  no  son  aplicables  á  las  que  tuvieron   so 
le  regir  aquella  ley,  motivos  que  se  alegan  en  los  núm 
r  5®  del  recurso; 

)s  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re 
lión  interpuesto  por  Doña  ls%bel  Mesonero  y  Gonsáles, 
encia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  qne  en  4  de  Dic 
2  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de 
andamos  que  se  devuelva  á  la  recorrente  e!  depósito  co 
entencia  publicada  el  t  de  Junio  de  1884,  é  insería  en  la 
de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reearso  de  easaeMn  (3  de  Junio  de  1881). — Sala  primera, — 
Erteiga  de  bienes  t  gobho  de  cantidades.— No  ha  lagar  al  iDlur- 
paeslo  por  el  atbacea  de  Doña  Francisca  García  Monedero  y  por  Doña 
María  García  Mooedero  coa  D.  José  García  Rait  (Aadieacia  de  Sevilla)» 
7  fe  resoeiva: 

1^  Que  si  la  demanda  de  la  legaíaria  no  se  dirige  á  la  percepción  de 
en  respectivo  legado^  ni  promueve  cuestión  sobre  cumphmiento  de  lo 
que  en  el  testamento  se  contiene^  únicos  casos  gue  en  la  cláusula  testa* 
m^ntaria  se  expresan  como  justificación  de  la  pena  de  pérdida  de  lo  le» 
gado  allí  establecida,  sino  fue  se  dirige  á  reclamar  la  propiedad  de 
parto  de  tos  bienes  hereditarios^  la  sentencia  que  abtuelve  de  dicha'de  - 
manda  no  infringe  la  voluntad  del  testador  ni  la  ley  22,  til.  9^,  Par- 
tida^"; 

FS"^  Que  tampoco  inflinge  las  leyes  i\  titulo  T,  libro  10  déla  No- 
«iftMH  Recopilación^  la  i*,  titulo  i"",  Partida  5"^;  los  articulos  S79, 
uAmero  t^,  287,  280  y  t^^i  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  de  4855,  y 
606  al  609  de  la  vigente;  la\\9,tit.hH  de  la  Partida  3%  la  senUn- 
da  del  Tribunal  Supremo  de  U  de  Noviefnbre  de  1862,  poria  cual 
se  estableció  relativamente  á  un  documento  privado  cuyo  firmante  ha- 
jHa  fallecido  al  incoarse  el  litigio,  que  si  las  solemnidades  con  que  se 
otorgó  dicho  documento  no  constituían  prueba  plena  de  su  legitimidad 
con  arreglo  i  las  leyes  de  Partida,  debe  hacerse  extensiva  la  prueba  al 
fondo  y  causas  del  contrato  4  obligación  que  se  discuta  apreciándolas 
en  su  conjunto;  las  doctrinas  que  establecen  que  la  ley  119,  til,  i  S  de  la 
Partida  3*,  que  no  tiene  por  prueba  bastante  para  acreditar  la  autenti- 
cidad de  un  documento  privado  la  de  su  cotejo  con  otros  indubitados, 
se  refiere  al  caso  en  que  sea  el  mismo  que  la  firmó  el  que  la  haya  nega- 
do, y  por  lo  tanto,  cuando  esto  no  sucede,  la  referida  disposición  no  es 
aplicable,  ni  tampoco  las  leyes  10,  tit,  \\  Partida  h"^,  y  13,  tiU  O"*, 
Partida  7*;  y  que  la  carencia  de  testigos  en  un  documento  privado  no 
reconocido  por  el  que  lo  suscribió,  no  excluye  la  de  otros  que  tengan  co- 
nocimiento del  hecho  ni  los  demás  medios  probatorios  uliiitables;  que 
Uley  \\^,  til.  48,  Partida  3*,  es  únicamente  aplicable  al  caso  en  que  el 
firmante  de  un  documento  negase  haberlo  suscrito  ^  y  que  dicha  ley  está 
modificada  por  las  de  Enjuiciamiento  que  euimiten  como  medio  de  prue^ 
ba  el  cotejo  de  letras  de  hs  documentos  privados,  si  bien  queda  á  la 
apreciación  del  Tribunal  determinar  el  valor  del  dictamen  de  los  peri 
torj  el  párrafo  S?  del  art.  372  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  eiüil; 
y  las  doctrinas  generales  que  respecto  á  la  apreciación  de  la  prueba  con  - 
tiene  la  viaente  ley  de  Enjuiciamiento  dviU  p^es  según  los  articulo^  609 
y  659,  el  libre  albedrio  del  juzgador,  conforme  á  las  reglas  de  sana  cri 
4iea,  únicamente  puede  aplicarse  á  los  dictámenes  de  los  peritos  reviso  • 
res  y  á  declaraciones  de  los  testigos,  y  aun  eso  con  las  limitaciones  con  • 
siguientes  á  un  atento  é  imparcial  examen:  porque  negada  la  autenticidad 
del  documento  presentado  por  la  legataria  para  acreditar  la  propiedad 
que  se  reolamaoa,  es  inútil,  contra  esta  apreciación  del  Tribunal  sen-- 
4enciador,  invocar  la  ley  4%  til.  4^,  libro  iO  de  la  Novísima  .Recopila  * 
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eión,  ¡f  la  i*,  Ut.  f  ^,  Partida  5\-f ««  presuponen  la  verdad  probada  de 
ia  obliffaeiónt  ni  es  conducente  imputar  i  dicho  Tribunal  haber  cUado^ 
inoportunamente  leyee  de  Partida  derogadas  por  la  de  Enjuiciamiento 
civil j  ni  por  lo  mismo  aprovecha  discutir  esas  leyes  ya  inapticables^  ni 
procede  atribuir  al  fallo  deficiencia  en  sus  citas  lépales,  cuya  drcuns- 
tanda  no  afecta  á  su  parte  resotutiva,  nt  por  4ltimo,  es  licito  invocar 
rehilas  de  sana  critica  ene  no  se  determinan,  y  que  en  todo  caso  serian- 
insuficientes  para  combatir  el  valor  dado  á  una  prueba  compuesta. 

En  la  Tilla  y  eorte  d«  Madrid,  á  3  de  Jodio  de  f  884,  en  loa  autos  qa« 
ante  Nos  penden  en  virtod  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salvador  de 
Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por 
Do&a  Marta  García  Monedero,  propietaria,  vecina  de  esta  capital,  re- 
presentada ante  este  Tribunal  Supremo  por  el  Procurador  D.  Francisco 
Muños  Zapata,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Eduardo  Serrano  Fati- 
gati,  y  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Doctor  D.  José  Garmona,  con  D.  Jo- 
sé Garda  Ruiz,  Presbítero,  y  D.  José  María  Guerrero  Valvidares,  pro>^ 
pietario,  vecinos  de  dicba  ciudad  de  Sevilla,  representados  y  defeodi- 
dos  por  el  Procurador  D.  Francisco  Quintín  Fernández  y  el  Doctor  Daa 
Germán  Gamazo,  sobre  entregs  de  bienes  y  cobro  de  cantidades: 

Resultando  que  en  29  de  Marzo  de  4864  D.  José  García  Otero  otor- 
e^(s  un  documento  privado  en  unión  de  sus  hijos  Doña  María  y  Doña. 
Francisca  García  Monedero,  del  cual  aparece  que  habiendo  fallecido  en 
9  de  Febrero  de  1854  Doña' María  Josefa  Monedero,  mujer  del  primero 
y  madre  de  las  segundas,  se  procedió  á  repartir  entre  éstas  las  alhajas^ 
7  ropas  del  uso  de  la  difunta,  y  la  ropa  blanca  reservada  para  servicio 
de  la  casa: 

Resultando  que  D.  José  García  Otero  falleció  en  la  ciudad  de  Vigo 
en  el  año  de  1856,  bajo  el  testamento  que  tenía  otorgado  en  la  villa  de^ 
Torrelaguna  en  6  de  Junio  de  4854,  por  el  qae  mejoró  en  el  tercio  y 
remanente  del  quinto  de  sus  bienes  á  su  hija  Doña  Francisca  García 
Monedero,  á  la  que  en  unión  de  su  hija  Doña  María,  sustituyó  por  sus 
lierederas: 

Resultando  que  éstas  de  común  acuerdo  nombraron  contador  par- 
tidor de  los  bienes  quedados  por  fallecimiento  de  su  padre  al  Doctor 
D.  Manuel  Laraña,  el  cual  realizó  su  cometido  el  16  de  Junio  de  4857, 
y  en  S2  del  propio  mes  ambas  hermanas  protocolizaron  la  partición  en 
virtud  de  escritura,  declarando  que  estaba  bien  y  fielmente  ejecutada, 
sin  agravio  de  parte  y  con  arreglo  á  la  última  disposición  de  su  difunto 
padre,  confirmándola  y  obligándose  á  no  reclamarlo  en  ningún  con» 
repto, *de  cuya  operación  resulta  que  no  se  hizo  liquidación  especial 
f^ei  quinto,  sino  que  le  señaló  por  completo  á  la  mejorada  como  añade 
l^s  partidas  de  sa  haber,  siendo  de  su  exclusivo  cargo  el  pago  de  los 
gatos  de  entierro,  funeral,  misas  y  demás  sufragios  hechos  por  el  al« 
ma  del  testador;  que  el  cuerpo  general  de  los  bienes  inventariados  as» 
candió  á  454.976  rs.  48  cents.,  de  los  cuaies  eran  254. tOO  rs.  el  valor 
do  tres  casas  que  D.  José  García  Otero  había  heredado  de  su  hermano 
D.  Francisco,  quedando  reducido  el  caudal  partible  á  449.705  rs.  98  cén* 
limos,  cuya  cantidad  se  distribuyó  entre  los  interesados,  ascendiendo  el 
haber  de  Doña  María  García  Monedero  á  I49.9S4  rs.  t»0  cents.,  y  el  de 
Doña  Francisca,  por  el  quinto,  el  tercio,  su  legitima  y  por  el  pago  de 
las  dHudas  á  que  quedó  obligada  335.045  rs.  88  cents.;  que  para  pagar 
áDoña  María  ios  119.924  rs.  50  cents. ,  se  le  adjudicaron  65.900  re^ 
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les,  valor  de  ana  de  las  casas  inventariadas,  49.000  rs.  en  los  valores^ 
nominales  y  ht.Qti  rs.  60  cents,  en  metálico;  y  para  pagar  á  la  Do&a 
Francisca  los  336.095  rs.  88  cents,  se  le  adjudicaron  188.300  rs.,  vaíor 
de  las  dos  casas  inventariadas,  situada  ona  en  la  calle  de  Encísjs,  nú- 
mero 6,  y  otra  en  la  calle  del  iVlmirante  Valdés,  núm.  i2,  de  la  ciudad 
de  Sevilla,  120.000  en  valores  nominales  y  el  resto  en  metálico: 

Resultando  qoe  Doña  Francisca  García  Monedero,  después  de  h^ber 
otorgado  dos  testamentos,  ono  en  28  de  Noviembre  de  48HO  institayen- 
do  heredera  á  su  hermana  Doña  María,  y  otro  en  17  de  Diciembre  de 
I86i,  por  el  que  nombró  en  tal  concepto  á  sus  ifos  D.  Francisco  y  Doña 
Dolores  Monedero,  falleció  bajo  otro  testamento  otorgado  en  7  de  £n>'- 
ro  de  1873,  por  el  que  mandó  que  sos  alhaceas  vendieran  las  cuatro  ca- 
sas que  le  correspondían  en  propiedad  en  la  ciudad  de  Sevilla,  calle  de 
Calvo  Asensio,  núm.  12,  antes  Imagen,  núm.  17,  otra  calle  de  la  BalsA^ 
núm.  3,  otra  calle  deEncisos,  núm.  6,  y  otra  calle  de  Santa  Ana,  nú- 
mero 46,  antes  número  7,  y  su  importe  se  distribuyese  por  vía  de  le- 
gado entre  las  personas  que  designó,  entre  ellas á  su  hermana  Doña  Ma- 
ría 40.000  rs.,  disponiendo  que  si  algunos  de  los  legatarios  expresados 
trataron  de  hacer  alguna  reclamación  contra  susalbaceas  sóbrela  per 
eepeión  de  sus  respectivos  legados  ó  de  cualquiera  otra  manera  promo- 
viesen cuestión  sobre  el  cumplimiento  de  su  testamento,  entorpeciendo 
el  llevar  á  efecto  su  voluntid,  desde  luego  los  privaba  de  su  legado» 
acreciendo  á  la  masa  común  de  sus  bienes;  declaró  qua  aunque  apare- 
ciera alguna  nota  ó  memoria  escrita  ó  firmada  por  ella,  no  tuviese  va- 
lor ninguno,  pues  desde  luego  la  daba  por  nula,  porque  su  voluntad  era 
que  no  hubiese  ninguna  otra  disposición  qiíe  la  que  consignaba  en  este 
su  testamento;  nombró  por  sus  alhaceas  á  D.  José  Ruiz  y  García,  D.  Di»)- 
go  María  Guerrero,  D.  José  García  Guerrero  y  Valvidares  y  á  D.  Anto- 
Bío  Algarrada,  confiriéndoles  amplísimas  facultades,  y  en  el  remaneu- 
le  de  sus  bienes  instituyó  por  heredera  á  su  alma: 

Resultando  que  en  21  de  Junio  de  1877  Doña  María  García  Monede- 
ro y  Otero  dedujo  demanda,  en  la  cual  alegó  que  su  padre  D.  José  Gar- 
cía Otero,  hallándose  viudo  de  Doña  Josefa  Monedero,  madre  de  la  de- 
mandante, falleció  en  la  ciudad  de  Vigo  en  el  año  1856,  sin  haberse  be 
cho  la  división  de  los  bienes  de  dicha  Doña  Josefa;  que  el  Doctor  Don 
Manuel  Laraña:',  en6deJulio  de  1857,  autorizó  el  inventario,  liquidacióo 
y  partición  de  los  bienes  quedados  por  fallecimiento  del  padre  de  la  de- 
mandante, adjudicando  á  la  hija  del  finado  Doña  Francisca  García  Ote- 
ro con  arreglo  al  testamento,  89.914  rs.  y  19  cents,  por  la  mejora  del 
quinto,  y  119.921  rs.  59  cents,  por  la  «lejora  del  tercio,  importando 
ambas  mejoras  209.862  rs.  JS  cents.,  sin  que  se  hiciera  mención  de  U 
división  que  debió  hacerse  al  fallecimiento  de  Doña  Josefa;  que  al  me- 
jorar D.  José  García  Otero  á  su  hija  Doña  Francisca  sin  haberse  antes 
liquidado  los  bienes  de  su  esposa  Doña  Josefa,  resultó  aquélla  mej  rada 
sn  ambas  herencias  contra  la  voluntad  de  aquellas  señoras,  cuyos  bienes 
debían  dividirse  por  mitad  entre  sus  dos  hijas;  que  en  las  referidas  p:tr- 
Mones  se  adjudicaron  á  Doña  María  valores  nominales  como  si  fuerza 
.sctivos,  cansándole,  por  lo  tanto,  el  perjuicio  consiguiente;  y  siendo 
s  casas,  calle  de  la  Innagen,  núm.  17  antiguo  y  12  novísimo,  y  calle 
imerdona,  boy  Encisos,  núm.  6,  propiedad  de  D.  José  García  Otero, 
''bre  ellas  se  consideraban  y  debieron  considerar  impuestas  las  mejo- 
,  porque  los  demás  bienes  no  alcanzaban  á  satisfacerlas;  que  conven- 
a  Doña  María  de  los  perjuicios  que  por  dichas  particiones  se  le  ba- 
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bían  Inferido,  trató  de  hacer  valer  el  derecho  qoe  lé  asistía  impugnán- 
dola; pero  por  mediación  de  algunas  personas  se  zanjaron  las  caestionéf 
por  virtud  de  la  promesa  qne  laego  se  consignó  en  el  doenmento  privada 
qoe  Dcña  Francisca  fírmó  en  la  cindad  de  Sevilla  el  \táe  Mayo  de  4858; 
qoe  terminadas  de  este  modo  las  cuestiones  de  famila  y  tratándose  de 
un  contrato,  cuyos  efectos  empezarían  á  la  mnerie  de  Doña  Francisca, 
pero  qne  quedó  perfeccionado,  se  aquietó  Doña  Maiia,  y  creyendo  sa 
derecho  garantido,  no  se  hicieron  más  gestiones,  ni  judicial  ni  extra- 
judícialmente;  que  Doña  Francisca  había  muerto  bajo  testamento,  en 
qoe  institayó  por  heredera  á  su  alma,  y  nombró  ejecutores  de  su  vo- 
luntad á  los  qne  titulándose  albaceas  se  habían  apoderado  de  todos  los 
bienes,  los  coales  se  negaron  á  realizar  sus  derechos;  y  diciendo  ejerci- 
tar la  acción  real  en  cuanto  á  las  casas,  y  la  personal  para  alcanzar  el 
pago  de  la  cantidad  restante,  pidió  qne  se  declarase  que  las  fincas,  calle 
de  (a  Imagen,  nüm.  42,  y  Encisos,  núm.  6,  que  fueron  propiedad  de 
Doña  Francisca  García  Monedero  y  Otero,  le  correspondían  en  propie- 
dad desde  el  día  que  falleció  aquella  señora:  condenando  á  los  albaceas 
D.  José  María  Guerrero,  D.  Antonio  Algarrada  y  Gil  y  D.  José  María 
Ruiz  á  que  le  entregasen  de  los  demás  bienes  de  la  herencia  21 .562  reas 
les,  que  unidos  188.300  en  qne  las  fincas  se  apreciaron,  importaban  to- 
209.362  rs.,  valor  total  de  las  mejoras  de  tercio  y  quinto  que  Doña  Fran^ 
císca'recibió  del  caudal  de  su  padre,  y  qne  éste  renunció  á  favor  de  sa 
hermana  después  que  moriera,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  con  la  demanda  presentó  un  documento  privado  es- 
crito en  papel  del  sello  4°  fechado  en  Sevilla  á  12  de  Mayo  de  1858  y  au  - 
torizado  con  una  firma  qne  dice:  aFrancisca  García  Monedero  y  Otero,» 
qne  expresa:  aDeseosa,  como  siempre,  de  la  mejor  armonía  entre  nos- 
otras, y  cumpliendo  lo  que  te  tengo  ofrecido  y  convenido  tantas  veces, 
en  memoria  de  nuestra  buena  madre^  declaro  que  cualquiera  que  sea 
mi  testamento,  á  tu  favor  ó  de  otro,  para  qoe  no  seas  perjudicada  en 
ningún  tiempo  por  las  mejoras  que  nuestro  padre  me  hizo  y  por  la  par- 
te de  nuestra  querida  m»dre,  renuncio  desde  ahora  irrevocablemente  á 
las  cantidades  y  fincas  recibidas  por  las  dos  mejoras  consignadas  en  las 
particiones  de  nuestro  difunto  padre, las  que  seguiré  disfrutando  hasta 
mi  muerte,  y  después  pesarán  los  bienes  en  que  consisten  á  tf  mi  her- 
mana María,  y  si  los  hubiese  vendido  recibirás  otros  equivalentes 
en  cantidad  para  ser  propiedad  tuya,  como  cosa  enteramente  aparte  y 
sjena  á  mi  herencia,  pues  se  tratado  una  cuestión  de  conciencia  y  jus- 
ticia entre  hermanos.  De  esta  manera  cumplo  lo  convenido  contigo  y 
correspondo  á  lo  qoe  haces  conmigo,  quedando  tú  asegurada  y  sin  te- 
mor á  lo  que  yo  pueda  disponer  de  mi  herencia.  Y  lo  firmo  en  Sevilla 
á  12  de  Mayo  de  1858.— Francisca  García  Monedero.» 

Resultando  que  conferido  trashido  de  la  demanda  á  los  albaceas  tes- 
tamentarios de  Dcña  Francisca  García  Monedero,  le  evacuaron  pidien- 
do se  desestimase  y  se  les  absolviese  de  ella,  imponiendo  á  la  deman- 
dante perppluo  silencio;  y  reconviniéndola  por  mutua  petición,  solici- 
taron tan^bi^n  que  se  declarase  qne  Doña  María  Monedero  García  había 
perdido  el  derecho  de  percibir  el  legado  de  40.000  ra.  que  so  hermana 
Doña  Francisca  le  dejó  por  su  testamento  de  7  de  Enero  de  1873,  cuyo 
legado  debía  hacerse  á  la  masa  común  de  los  bienes  de  su  testamentaría; 
y  alegaron  que  D.  José  García  Otero  estuvo  cesado  con  Doña  Josefa 
Monedero,  la  qne  ningunos  bienes  aportó  al  matrimonio,  por  lo  cual,  y 
por  no  haber  habido  gananciales,  era  probable  que  á  su  muerte  no  se 
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bieiese  liquidación  alguna,  y  se  limitara  todo  á  lo  consignado  en  el  do- 
enmeoto  de  t%  de  Marzo  de  I85i;  que  eaando  falleció  D.  José  García 
Otero,  SQS  hijas  y  herederas  Doña  María  y  Doña  Praneiaca,  mayores  de 
edad,  hicieron  la  división  de  los  bienes  qaedados,  encomendando  esta 
operación  al  Doctor  D.  Manuel  Laraña,  sin  estimar  que  entre  los  bienes 
del  inventario  hobiesen  algunos  que  correspondiesen  i  su  madre  Dona 
Josefa,  sino  considerando  que  todos  correspondían  á  su  padre,  y  arre- 
glándose en  so  consecuencia  á  lo  dispuesto  por  éste,  sin  que  Doña  Ma- 
ría hiciese  reclamación  alguna;  que  á  la  Doña  Francisca  se  adjudicaron 
indistintaoáente  los  bienes,  por  cubrir  su  total  haber;  de  modo  que  no 
había  adjudicación  especial  para  cubrir  el  importe  de  las  mejoras;  que 
Doña  Francisca  había  otorgado  los  tres  testamentos  referidos,  loscua 
les  contenían  disposiciones  enteramente  contrarias  á  lo  escrito  en  el 
papel  presentado  con  la  demanda,  puesto  que  disponía  especialmente 
de  los  mismos  bienes  que  se  suponían  en  dicho  documento  haber  dona- 
do á  su  hermana;  que  tal  papel  no  era  digno  de  crédito  porque  se  opo- 
nía á  dichos  testamentos,  porque  no  se  conformaba  á  la  partición  de  los 
bienes  de  D.  José  García  Otero,  dado  que  en  ésta  no  se  adjudicaba  es- 
pecialmente bienes  para  cubrir  el  importe  de  tas  mejoras,  y  en  el  papel 
mencionado  se  partía  del  supuesto  de  haberse  hecho  tal  adjudicación, 
porque  no  se  tuvo  presente  que  no  se  había  liquidado  el  quinto,  y  por- 
que el  fondo  y  la  forma  de  dicho  papel  revelaban  que  era  superior  á  lo 
que  podía  esperarse  de  Doña  María  y  muy  inferior  á  lo  que  para  tal 
caso  hubiera  aconsejado  una  persona  entendida  en  la  ciehcia  del  dere- 
cho, la  cual  no  podría  haber  dejado  á  Doña  María  sin  garantía  alguna 
de  que  su  hermana,  vendiendo  tos  bienes,  hubiera  burlado  sus  derechos; 
que  tas  causas  á  que  se  atribuía  el  otorgamiento  del  papel  no  eran  cier- 
tas, porque  no  se  había  acreditado  que  Doña  María  sufriera  perjuicio 
por  no  haberse  dividido  los  bienes  de  so  madre,  ni  los  había  sufrido  en 
la  liquidación  de  valores  nominales,  toda  ves  que  proporcionalmente  se 
adjudicó  igual  cantidad  de  esos  valores  á  Doña  Francisca,  y  que  por  el 
hecho  de  haberse  interpuesto  la  demanda  habla  entorpecido  el  llevar  á 
cabo  la  voluntad  de  la  testadora,  puesto  que  no  había  podido  venderse 
|as  casas  calle  de  la  Imagen  ni  la  de  Encisos,  y  no  habían  podido  pa  • 
garse  todos  los  legados  ni  cumplir  los  albaceas  todos  los  encargo» 
confiados  por  la  testadora;  que  el  repetido  papel  no  era  legítimo  y  por  . 
tanto  no  podía  servir  de  fundamento  á  la  demanda;  que  si  fuera  cierto 
no  sería  eficaz,  porque  el  acto  invocado  en  la  demanda  nunca  podría 
calificarse  más  que  como  i^na  donación  por  causa  de  muerte,  dado  que 
Doña  Francisca  se  reservó  el  dominio  de  los  bienes,  como  lo  demostraba 
el  tener  facultad  para  venderlos;  que  las  leyes  6%  tít.  i°,  libro  5*  del 
Fuero  Juzgo;  la  10,  tít.  iS,  libro  3**  del  Fuero  Real  confirmaban  el  ca- 
rácter de  la  donación  de  que  se  trata  y  demostraban  además  que  en  todo 
caso  sería  revocable,  y  como  Doña  Francisca  había  revocado  por  sus 
disposiciones  testamentarias  toda  disposición  que  no  fuese  su  mismo 
testamento,  en  cuanto  á  la  reconvención  alegaron  que  la  testadora  pudo 
imponer  á  los  legatarios  las  condiciones  que  tuvo  por  conveniente,  y 
que  habiéndolas  infringido  la  demandante,  había  incurrido  en  la  pena 
de  perdor  el  legado  conforma  á  lo  dispuesto  en  el  testamento: 

Resultando  que  al  replicar  la  actora,  insistió  en  la  pretensión  dedu- 
cida en  la  demanda,  y  en  cuanto  á  la  reconvención,  pidió  que  se  le  ab- 
solviera de  ella,  alegando  al  efecto  que  aun  cuando  no  se  precisaban  loa 
términos  de  reconvención  con  hechos  y  fundamentos  legales,  se  com- 
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prendía  qae  el  motivo  que  llevaba  á  loa  albaceaa  á  talaoHcitod  era  fhU 
ao  y  gralttito,  supoealo  de  que  la  demandante  ini pugnaba  la  úllima  vo- 
laotad  de  so  difonta  hermana,  coando  por  el  contrario  venía  reapetao- 
do  lo  que  se  decía  última  voluntad  de  Doña  Francisca,  sin  oponerse  á 
ello  en  lo  más  mínimo,  poes  sólo  osaba  de  an  derecho  válido,  lícito  y 
«ficat;  y  aunqoe  era  extraña  esa  última  voluntad  da  so  hermana,  coobo 
no  contaba  con  medios  para  persnadirse  de  que  el  testamento  aludido 
DO  fuera  esa  última  voluntad,  lo  acataba  y  pedía  su  cumplimiento,  so- 
licitando judicialmente  la  entrega  de  sa  legado;  y  que  al  osar  de  un  de- 
recho propio  á  nadie  se  perjudicaba  ni  á  nadie  se  ofendía: 

Resultando  que  después  de  duplicar  los  demandados  se  recibió  el 

Sleito  á  prueba  practicándose  las  propuestas  por  las  partea  por  medio 
e  posiciones,  peritos  y  testigos,  y  seguido  el  pleito  por  dos  instancias, 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  do  Sevilla,  por  sentencia  de  7  de  Jq- 
lio  de  4883,  revocatoria  de  la  del  Juez,  absolvié  á  los  albaceaa  testa- 
mentarios de  Doña  Francisca  García  Monedero  y  Otero  de  la  demanda 
eontra  ellos  deducida  por  Doña  María  García  Monedero  y  Otero,  á  la 
cual  absolvió  también  de  la  reconvención  formnlada  por  los  referidos 
albaeeas,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 
*  Resultando  que  por  parte  de  D.  José  María  Ruis  y  García  y  D.  Joaé 
María  Guerrero  Valvidares,  como  albaeeas  de  Doña  Francisca  Garaa 
Monedero,  se  intarpuso  recurso  de  casación  por  haberse  en  su  concepto 
infringido  el  testamento  de  la  Doña  Francisca  que  es  la  ley  áqoe  debiA 
sujetarse  el  fallo  principalmente,  y  la  ley  29,  tít.  9%  Partida  6%  qaeipra- 
ceptúa  que  no  vale  la  manda  que  se  deja  balo  condicióa  que  el  legatario 
pudo  cumplir  y  no  cumplió,  puesta  que  si  la  demanda  de  Doña  María 
García  Monedero  no  tiene  por  objeto  impugnar  el  testamento,  es  inne- 
gable que  se  dirige  á  hacer  imposible  su.  eficacia,  en  tanto  cnanto 
abarcaba  la  demanda  misma,  pues  la  testadora  dispuso  expresa  y  siD« 
gnlarmente  de  los  bienes  y  cantidades  que  Doña  María  aspiraba  á  re- 
tirar del  caudal;  que  en  la  cláusula  del  testamento  en  que  establece 
como  sanción  la  pérdida  de  loa  legados  dice  que  incurrirán  en  ella  los 
legatarios  que  tratasen  de  hacer  reclamación  alguna  contra  sos  aiba- 
ceas,  ó  que  de  cualquiera  manera  promoviesen  cuestión  sobre  el  cum- 
plimiento del  testamento: 

Resultando  que  Doña  María  García  Monedero  interpaso  también  re- 
curso de  casación,  por  haberse  á  su  juicio  infringido: 

r  La  ley  4\  tít.  T,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  que  deja 
al  arbitrio  de  los  que  estipulan  el  uso  de  mayores  ó  menores  formali- 
dades, porque  la  sentencia  recurrida,  al  suponer  que  el  documento 
suscrito  por  Doña  Francisca  Monedero  Otero  debía  reunir  determina- 
das condiciones  exigidas  por  una  ley  de  Partida,  de  imponer  trabas  á 
la  voluntad  de  los  contratantes  respecto  á  la  forma  en  que  padieroa 
manifestarla,  y  considera  vigente  una  disposición  derogada  en  absoluto 
por  las  leyes  contenidas  en  la  Novísima  Recopilación,  que  una  ves  pa- 
blicadas  limitaron  el  valor  de  las  de  Partida  á  la  categoría  de  Código 
supletorio: 

f^  La  ley  4*,  tít.  4^  do  la  Partida  5^,  porque  constituyéndose  en  el 
documento  privado  origen  de  la  demanda, ana  donación  intervivos  de 
caráter  irrevocable,  fundada  en  motivos  poderosos  que  la  sentencia  re- 
currida no  discute  ni  examina,  se  ha  violado  la  ley  citada  al  pretender 
la  Audiencia  que  concurran  determinadas  solemnidades  en  la  carta  6 
papel  en  que  se  realizó  la  donación,  cuando  según  el  texto  terminante 
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*••  válida  hecha  de  palabra  6  por  coalgoier  otro  medio  ain  limitación 
^e  ningúo  género,  bastando  en  an  conaecnencia  probar,  como  ae  probó 
qoe  era  legUima  la  ñrma  de  la  donante  para  qoe  aa  complimiento  aea 
exisible: 

3^  Loa  artícDlos  S79,  núm.  T,  S87»  289  y  !Í90  de  la  ley  de  Enjnieia- 
miento  civil  de  6  de  Octubre  de  1855,  vigente  al  interponerse  la  de- 
niandft,  y  los  artícaloü  606  al  609,  asi  como  el  678,  párrafo  tercero 
del  {irocedimiento  civil  actnal,  qoe  regia  cuando  se  dictó  la  aentencia 
reearrida,  pues  qoe  tratándose  de  ana  coeatión  meramente  adjetiva, 
como  loes  la  legitimidad  de  on  documento  y  los  medios  de  probarla, 
lodos  los  preceptos  contenidos  en  iss  partidas  quedaron  derogadoa  por 
las  modernas  leyes  de  Enjuiciamiento,  y  son  por  lo  tanto  aplicables  al 
«aso  de  autos  los  preceptos  ya  mencionados,  y  sobre  todo  los  de  la  ley 
-de  Enjuiciamiento  anterior,  puesto  que  con  aujeción  á  ella  comenzó  el 
litigio: 

i^  La  misma  ley  f  19,  tit.  18  de  la  Partida  3*,  en  cuanto  que,  aparte 
de  lo  ya  expuesto,  no  se  habla  en  ella  más  que  de  los  documentos  pri- 
vados que  suscriben  personas  vivas  cuando  se  entabla  y  decide  el  liti- 
gio, y  de  aquellos  qoe  niegan  haber  auscrito  el  papel  ó  carta,  oomo  lo 
prueba  la  frase  f  mas  si  lo  negara  diciendo  que  non  lo  fizo  ni  lo  mandó 
iacer;»  y  como  quiera  que  en  el  caso  de  autos  no  existía  ni  pudo  exis- 
tir tal  negativa,  y  ni  aun  los  mismos  albaceas  la  formularon  en  el  acto 
conciliatorio,  es  evidente  que  se  ha  infringido  la  citada  ley  interpre- 
tando erróneamente  so  texto,  aun,  bajo  el  supuesto  ya  combatido  de 
que  las  leyes  de  Partida  estuvieron  vigentes  en  la  materia: 

5®  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  i4  de  Noviembre  de 
i 869,  por  la  cual  se  estableció  relativamente  á  on  documento  privado 
cuyo  firmante  había  fallecido  al  incoarse  el  litigio;  que  si  las  solemni- 
dades con  que  se  otorgó  dicho  documento  no  constituían  prueba  plena 
de  su  legitimidad  con  arreglo  á  las  leyes  do  Partida,  debe  hacer- 
se extensiva  la  prueba  al  fondo  y  causas  del  contrato  ú  obligacióa  que 
ae  discuta  apreciándolas  en  su  conjunto;  y  la  Sala  aentenciadora,  con 
arreglo  a  tal  criterio  y  ante  el  dictamen  pericial  y  las  demás  pruebas 
practicadas  por  la  recurrente,  ha  violado  la  mencionada  doctrina,  no 
resolviendo  si  la  donación  intervivos,  y  por  causa  hecha  á  favor  de  su 
hermana  por  Doña  Francisca  García  Monedero  Otero,  se  hallaba  ó  no 
ju8ti6cada  por  los  hechos  qoe  con  ella  se  relacionaban: 

6°  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Noviembre  de 
4883  qoe  establece  qoe  la  ley  if  9,  til.  18  de  la  Partida  3*,  que  no  tie- 
ne por  prueba  bastante  para  acreditar  la  autenticidad  de  un  documen- 
to privado  la  de  so  cotejo  con  otros  indubitados,  se  refiere  al  caso  en 
quesea  el  mismo  que  ia  firmó  el  que  lo  haya  negado,  y  por  lo  tanto, 
coando  esto  no  sacede,  la  referida  disposición  no  es  aplicable,  ni  tam- 
poco las  leyes  40,  til.  <*»,  Partida  6',  y  43,  til.  9',  Partida  ?•: 

7°  La  sentencia  de  este  mismo  Tribunal  Supremo  de  \%  de  Mayo  de 
4865,  toda  vez  que  según  la  doctrina  en  ella  establecida,  la  carencia  de 
testigos  en  un  documento  privado  no  reconocido  por  el  qoe  lo  suscri- 
bió, no  excluye  la  de  otros  qoe  tengan  conocimiento  del  hecho  ni  los 
demás  medios  probatorios  uiilizables,  y  la  Sala  sentenciadora,  al  exigir 
las  solemnidades  de  la  ley  de  Partida  y  no  apreciar  las  pruebas  indirec- 
tas qoe  justifican  la  donación,  se  opone  á  la  indicada  doctrina: 

8^  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  48  de  Octubre  de  1873 
en  cuyo  segundo  fundamento  se  copian  textualmente  frases  de  la  ley 
TOMO  55  23 
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419,  tít.  18,  Partida  3%  para  probar  qae  és  üoieamente  apliebblo  a^ 
caso  en  qae  el  ñrmante  de  un  dóenifienlo  negase  haberle  soscrilo.  y  do 
al  que  ha  reaaelto  la  Sala  sentenciadora: 

9°  La  sentencia  de  8  de  Jallo  de  1872,  la  (19,  tít.  «8  de  la  Partida 
9*,  está  modiñcada  por  las  leyes  de  Enjolciainiento  qae  adiaiien  como 
modelo  de  proeba  el  cotejo  de  letras  de  los  docamentos  privados,  si- 
bien  qoeda  i  la  apreciación  del  Tribonal  deteriDÍnar  el  valor  del  dieta- 
metí  de  tos  peritos,  paes  la  senteacia  recorrida  ha  resoello  en  oposición 
á  esta  doctrina,  no  estimando  ni  decidiendo  sobre  el  dictamen  pericial 
mediante  la  aplicación  qoe  exige  de  las  solemnidades  comprendidas  en^ 
la  ley  derogada: 

10  El  párrafo  tercero,  art.  37S  de  la  vigente  ley  de  Enjoieiamiento,. 
porque  el  fitllo  recorrido  foera  de  la  ley,  coya  inaplicación  qaeda  de- 
mostrada, ni  ciU  ni  determina  los  preceptos  legales  qae  le  sirven  d» 
fundamento: 

H  Las  doctrinas  generales  qoe  respecto  á  la  apreciación  de  la  proe- 
ba contiene  la  vigente  ley  de  Bnjoiriámiento  civil,  poes  según  los  ar- 
tícolos  609  y  659,  el  libre  albedrio  del  Jozgado,  conforme  á  las  reglas 
de  la  sana  crítica,  únicamente  puede  aplicars<%  á  los  dictámenes  de  los- 

Í)erito8,  revisores  y  á  declaraciones  de  los  testigos,  y  aon  eso  con  las 
imitaciones  consiguientes  á^on  atento  é  imparoial  examen;  porque  la 
sentencia  recorrida,  al  apreciar  vagamente  la  proeba,  no  hace  mérito 
de  qoe  el  dictamen  de  los  peritos  es  completamente  favorable  á  la  legi- 
timidad del  documento;  no  tiene  en  coenta  qoe  las  declaraciones  de  los^ 
testigos  justifican  la  existencia  motivada  de  la  donación;  y  por  último, 
deja  en  el  más  completo  olvido  la  proeba  docomeotal  complementaria 
que  evidencia  qoe  la  recorrente  sufrió  on  perjoicio  material  al  forma 
litarse  la  partición  de  los  bienes  dejados  por  so  padre,  y  qoe  convenció 
da  de  ello  so  hermana,  además  de  la  donación,  la  declaró  heredera  oni- 
versal  en  so  primer  testamento  otorgado  en  t860,  y  ha  sido  apreciado 
erróneamente  el  conjonto  de  las  pruebas. 

Yistos.  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Raeda: 

Considerando  qoe  la  sentencia  no  infringe  la  volontad  de  la  testado» 
-  ra,  ni  la  ley  invocada  en  el  único  motivo  qoe  han  expuesto  los  albaceas, 
porqoe  la  demanda  de  la  legataria  no  se  dirige  á  la  percepción  de  ro 
respectivo  legado,  ni  promueve  coestión  sobre  complimiento  de  lo  que 
en  el  testamento  se  contiena,  únicos  casos  qoe  en  la  eláosola  testamen> 
taria  se  expresan  como  jostificación  de  la  pena  allí  establecida: 

Considerando  qoe  tampoco  infringe  las  leyes  y  doctrinas  que  la  le- 
gataria expone  en  los  i  l  motivos  anteriores,  porqoe  negada  la  aotenti 
cidad  del  contrato  de  1858  es  inútil,  contra  esta  apreciación  del  Tribo- 
nal  sentenciador,  invocar  la  ley  I',  tít.  T,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, y  la  I',  tít.  t®,  Patida  5^  qoe  presoponen  la  verdad  proba-- 
da  de  la  obligación,  ni  es  condocenle  imputar  á  dicho  Tribonal  haber 
citado  inoportunamente  leyes  de  Partida  derogadas  por  la  de  Enjuicia 
miento  civil,  ni  por  lo  mismo  aprovecha  diseotir  esas  leyes  ya  inaplica- 
bles, ni  procede  atribuir  al  fallo  deficieneia  en  sos  citas  legales,  coya 
circonstancia  no  afecta  á  so  parte  resolotiva;  ni  por  último,  es  lícito 
invocar  reglas  de  sana  crítica  qoe  no  se  determinan,  y  qoe  en  todo  caso 
serían  insuficientes  para  combatir  el  valor  dado  á  nna  proeba  com- 
poesta; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
corao  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Josó  tUríiL 
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BqIs  Garda  y  D.  José  María  Guerrero  Yalvidarea,  como  albacea  de 
Doña  Francisca  García  Monedero  y  por  Dpña  María  García  Monedero,  á 
iof  qoe  condenamos  en  las  costaa  de  sus  respectivos  recursos;  líbrese 
la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Sevilla,  con  devola- 
eión  del  apontamiento.— (Sentencia  pablicada  el  3  de  Junio  de  i884f  ¿ 
inseru  en  ia  Oae^ta  de  (8  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Ree«r80  de  caMieMn  (i  dtf  Junio  de  (884).— Sa/a  j?rtm#ra.^ 
Dbfbmsa  por  pobbb.—No  ba  lugar  al  interpuesto  por  D.  Andrés  Palan- 
ca con  D.  José  Romeo  y  otros  y  el  Ministerio  fiscal  (Audiencia  de  Bar- 
celona), 1  se  resuelve: 

Q%$  la  ienteneia  q%e  denieoa  la'  defensa  por  pobre  no  infringe  el 
art.  45,  párrafo  tercero,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civilj  si  apreciando 
ia  Sala  eenlendadora  en  conjunto  las  pruebas  practicadas  por  las  par- 
tes^ estima  que  el  que  la  ka  solicitado  percibe  emolumentos  superiores 
al  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad,  sin  que  se  haya  demostra- 
do que  con  esta  apreciación  ha  echnetido  error  de  hecho. 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid»  á  é  de  Junio  de  1884,  en  el  incidente 
de  pobreta  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Pioo,  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por 
D.  Andrés  Palanca  y  Pargas,  con  D.  José  Romeo,  D.  Pablo  Garriga  y 
loa  estrados  del  Tribunal  en  representación  de  Doña  Rita  Grao  Bossas 
y  con  el  Ministerio  fiscal;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  vir- 
tud de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Li- 
eenclado  D.  Camilo  Uceda  y  el  Procurador  D.  Manuel  Montero  y  Casal 
en  defensa  y  representación  de -Palanca,  no  habiendo  comparecido  la 
parte  recorrida: 

Resultando  que  proponiéndose  D.  Andrés  Palanca  litigar  con  loa 
qae  habían  sido  sus  curadores  D.  José  Romeo,  D.  Miguel  Grau  Bossas, 
y  por  SQ  defunción  su  bija  y  heredera  Doña  Rita,  y  D.  Pablo  Garriga 
dedujo  incidente  de  pobreta  fundado  en  que  no  poseía  más  bienes  ni 
contaba  con  otros  recorsos  para  atender  á  su  subsistencia  que  el  pro- 
ducto de  dos  casas  de  insignificante  valor,  cuyo  importe  no  llegaba  al 
doble  jornal  de  un  bracero  en  aquella  Iccalidad: 

Resultando  que  opuesto  D.  José  Romeo  y  D.  Pablo  Garriga,  asi 
como  el  Ministerio  fiscal  á  la  demanda  de  pobreza  de  Palanca,  se  reci- 
bió el  incidente  á  prueba  y  se  hizo  oso  por  el  demandante  de  la  docu- 
mental y  testifical,  con  objeto  de  demostrar  que  sobre  sus  casas  núm.  4 
de  la  calle  de  Serra,  de  la  ciudad  de  Barcelona,  y  núm.  63  de  la  calle 
Ancha,  de  la  villa  de  Gracia,  así  como  sobre  la  finca  de  San  Quirico  de 
Besora  pesan  diferentes  débitos;  que  no  ejerce  industria  ni  comercio 
alguno,  viviendo  sólo  de  la  renta  que  le  producen  dichas  dos  casas, 
que  no  llega  á  16  rs.  diarios  líquidos,  y  que  el  solar  de  San  Quirico  de 
Besora  no  le  deja  renta  alguna;  y  por  los  demandados  se  sunfiinistró 
también  prueba  testifical  con  el  fin  de  acreditar  que  Palanca  ejerce  la 
indnstria  de  Procurador  de  fincas  y  se  dedica  también  i  corredor  de 
.  granoa: 

Reaiiltando  qoe  snataneiado  el  incidente  por  loa  demás  trámites  le- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


3S6 


jumismiDBifciA  ayo. 


5 ales  y  en  dos  instancias  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  oítíí  de  la  Av* 
ieneia  de  Barcelona  senteocia  re?oeatoría  en  S7  de  Octubre  prózinio 
E asado  declarando  no  haber  Fngar  á  conceder  á  D.  Andrés  Palaaea  el 
eneftcio  de  pobresa  solicitado,  con  imposición  de  las  costas  y  demAi 
Erononeíamientos  consignientes,  porqne  apreciadas  según  las  reglas  d« 
i  sana  critica  las  pruebas  snmintstradas  por  ana  y  otra  parte  con  re« 
ferencia  al  estado  de  fortona  de  D.  Andrés  Palanca,  es  indudable  q«o 
éste  percibe  emolumentos  superiores  al  doble  jornal  de  un  braearo 
en  aquella  capital: 

Resultando  que  D.  Andrés  Palanca  interpuso  recurso  de  easaesóo, 
fundado  en  los  siguientes  motivos: 

r  Bn  haber  sido  infringido  el  art.  16,  en  su  párrafo  tereero  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  debiendo  estimarse  el  sslaríe  dé 
un  bracero  en  Barcelona  en  10  ó  It  rs.  diarios  cuando  oaenos,  es  inda* 
dable  que  el  recurrente  no  obtiene,  ni  con  mucho,  por  el  producto  de 
sus  caaas,  únicos  bienes  de  que  gosa  para  atender  á  su  sustento,  el  do- 
ble  jornal  de  un  bracero  en  aquella  localidad; 

T  2^  En  que  al  apreciar  la  prueba  ha  incurrido  la  Sala  sentenciado* 
ra  en  error  de  hecho  por  cuanto  la  pretensión  del  recurrente  resolta 
de  documentos  que  se  ban  facilitado  y  que  demuestran  de  un  modo  io- 
dudable  la  equivocación  del  Jutgadc. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Femándoi 
Cuesta: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  el  art*  15,  pá- 
rrafo tercero  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  como  se  sostiene  en  el 
primero  y  segundo  motivo  de  casación,  por  cuanto  apreciando  en  con- 
junto las  pruebas  practicadas  por  las  partes,  estima  que  D.  Andrés  Pa* 
Janea  percibe  emolumentos  soperiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  eo 
Barcelona,  sin  que  se  haya  demostrado  que  en  esta  apreciación  ha  oo* 
metido  la  Sala  sentenciadora  el  error  de  hecho  que  se  alega; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Andrés  Palanca  y  Fargas,  á  qoieo 
condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que 
ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  i  de  Junio  de  1884,  é  Inserta  en 
la  Gaeelé  de  18  de  Setiembre  del  mismo  afio.) 
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Reeareo  de  eooaoldn  (4  d$  Junio  de  1884).—- j'a/oprtMfro. — 
Pago  db  cantidad. — No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Francisco  del 
Rio  León  con  Doña  Rita  Moreno  y  otra  (Audiencia  de  las  Palmu),  y  se 

resuelve: 

i°  Que  al  condenar  al  poeeedor  de  la  finca  hipotecada,  por  ineol- 
venda  del  deudor^  al  pago  del*resto  del  préetamo  lomado  por  éste,  no 
$e  infringen  las  Ityes  U.  til.  13,  Partida  6*,  y  i9,  tit.  t%.  Partida  3*, 
aun  cuando  el  benejleio  de  etDCueión  que  concede  la  primera  de  dichas 
leyes,  no  fuese  de  interpretación  restrictiva^  si  la  Sala,  apreciando  en  . 
uso  de  sus  facultades  las  pruebas  practicadas,  ha  declarado  GumpU- 
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dammU  Juili^cada  la  imoheneia  del  deudor  principal  y  la  mponsábi» 
lidad  cañ»i§%i0nu  del  poseedor  de  lajtnea  sujeta  á  aquel  gravamen; 

Tt*  Qne  iampoeo  infringe  la  misma  ley  «4,  til.  13.  Partida  5^,  la 
re§U  U,  lU.  34  de  la  Partida  T,  y  el  art,  950  de  la  ley  de  Enjuicia' 
miemio  dmly  al  eondenar  á  dicho  poseedor  en  las  costas  causadas  para 
Uewar  á  efecto  la  ejecutoria  dictada  en  el  juicio  anterior^  si  no  fué  allí 
abeuelto  de  una  manera  definitiva  y  perfecta,  sino  provisionalmente  y 
sin  perjuicio  del  resultado  de  la  esscusión;  beneficio  que  establecido  en 
favor  de  loe  terceros  poseedores  ewiffe,  ¿omo  indispensable  para  libertar 
á  éstos  del  pago,  que  tenga  bienes  el  deudor  principal;  y  no  habiéndose 
podido  ejecutar  aquella  eentencia^  por  carecer  de  ellos  el  deudor^  conde^ 
nado  en  primer  lugar,  evidente  es  que  no  puede  menos  de  ser  responsa- 
ble de  esos  fastos  de  ejecución  el  deudor  hipotecario  obligado  al  pago 
en  segundo  término  como  poseedor  de  laJtnca  gravada^  el  cualy  á  pecar 
da  kaber  reconocido  el  gravamen  que  le  afectaba  y  confesado  la  insol  - 
uencia  del  deudor  principal,  ha  sostenido  sin  rotón^  derecho  y  temerá^ 
rietmsnte  su  irresponsabilidad,  ocasionando  desemholsos  innecesarios 
al  acreedor  demandante. 

Bn  la  Tilla  y  eorte  de  Madrid,  á  4  de  Junio  de  1884,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Jaigado  de  primera  instancia  de  Las  Palmas  de  Gran  Ca- 
naria y  en  la  Sala  de  Jasticia  de  la  Audiencia  de  sa  territorio  por  Doña 
Rita  Moreno  y  Campos  y  Doña  Milagros  Agreda  Moreno,  vecinas  de  dt- 
eha  eindad  de  Las  Palmas,  en  el  concepto  de  herederas  de  su  respecÜTo 
marido  y  padre,  D.  Yieente  Agreda,  con  D.  Francisco  del  Río  y  León, 
propietario,  de  la  misma  yeeindad.  sobre  pago  de  cantidad,  pendiente 
en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  iofrac* 
eión  de  ley  interpuesto  por  el  demandado,  y  en  su  defensa  y  represen- 
ladón  por  el  Licenciado  D.  Víctor  GarcU  Alonso  y  el  Procurador  Don 
José  Arana  y  Moray  ta,  habiendo  sido  defendida  y  representada  la  parte 
recurrida  por  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos  y  el  Procurador  Don 
Daniel  Dose: 

Retullando  que  en  escritura  pública  otorgada  en  Canaria  en  i 7  de 
Febrero  de  f  845  se  obligó  el  Doctor  D.  Antonio  López  Botas  á  pagar  á 
D.  Vicente  Agreda  1.000  pesos  corrientes  que  le  había  prestado  sin  pre- 
mio Di  interés,  en  el  término  de  seis  años,  que  empezaríati  A  contarse 
eo  aquella  fecha,  hipotecando  á  la  seguridad  de  la  deuda  un  cercado 
situado  junto  á  la  portada  de  Triana  de  aquella  ciudad  de  Las  Palmas, 
esquina  al  paseo  de  Lásaro,  que  le  correspondía  por  herencia  de  su  di- 
funto padre,  de  coya  escritura  se  tomó  rasón  en  la  Gontadnrfa  de  hi- 
potecas: 

Besollando  que  Doña  Rita  Moreno  de  Agreda  y  Doña  Milagros 
Agreda  y  Moreno,  viuda  é  hija  del  acreedor  D.  Vicente  de  Agreda,  en- 
tablaroo  demanda  en  6  de  Agosto  de  I87M  contra  D.  Antonio  Lópeí 
Botas  y  contra  D.  Francisco  del  Río  y  León,  dueño  por  título  singular 
de  compraventa  de  la  finca  hipotecada  para  el  pago  de  9  000  rs.,  resto 
del  indicado  crédito,  con  las  costas,  para  lo  cual  ejercitaron  la  acción 
mixta  de  real  y  personal,  reservándose  utilizar  la  que  compitiera  al  ob- 
jeto de  obtener  el  pago  de  los  intereses  convenidos,  vencidos  y  no  sa- 
liiifechos;  pidiendo  que  se  condenase  á  D.  Antonio  López  Botas  al  pago 
de  la  indicada  suma  y  costas,  y  que  si  no  lo  hiciese  se  verificara  con  el 
producto  de  la  finca  hipotecada  que  poseía  D.  Francisco  del  Río  y 
LeÓD,  para  lo  cual  se  embargase  y  vendiese: 
*  Rcaoltando  que  D.  Antonio  Lópeí  Botas  impugnó  la  demanda  fun- 
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dado  en  noeros  conTenios  celebrados  con  el  acreedor,  j  D.  Prtiieisea 
del  Rio  y  León  la  impagnó  Umbi6(i  por  do  habsr  llegado  aüa  lapea- 
sión  de  dirigirse  contra  él  como  tercer  poseedor  de  la  inca  hipotecada; 

Í  sustanciado  el  jaicio  por  todos  sos  trámites  dictó  sentencia  et  Jaei 
e  primera  instancia  en  19  de  Jalio  da  I8S0,  qae  faé  consentida  por  la» 
partes,  condenando  á  D.  Antonio  L5pei  Bjtas  al  pago  dentro  del  tér- 
mino de  tercero  día  de'la  cantidad  demandada,  absolviendo  de  la  de- 
manda á  D.  Francisco  tlel  Río  y  León,  porqae  hasta  que  no  q nadara 
acreditado  en  forma  legal  la  insoIrenMa  del  deador  Lópex  Botas  no  po- 
día con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  14,  tít.  43  de  la  Partida  S^quo 
DO  hibía  sido  modiñcada,  procederes  contra  el  que  resaltare  eer  teoa- 
dor  de  la  cosa  empeñada: 

Resaltando  qae  habiendo  pedrdo  Do&a  Rita  y  Doña  Milagros  qae  •• 
mandase  que  D.  Francisco  del  Río  y  León  como  poseedor  de  la  flaca 
hipotecada,  como  interesado  directamente  en  laetcosión  y  como  único 
á  qoien  podían  perjudicar  las  costas  de  este  procedimiento  de  apremio, 
señalase  en  el  término  de  cinco  días  los  bienes  libres  del  Doctor  Ló;>et 
Botas  qae  podían  embargarse  y  ser  bastantes  para  cabrir  la  deuda  do 
que  se  trataba;  se  acordó  así  y  contestó  D.  Francisco  del  Río  por  medio 
de  sa  Procurador  que  además  do  reprodacir  lo  establecido  en  el  art.  949 
de  la  ley  de  Enjaiiiamiento  civil  sobre  el  orden  que  debe  guardarse  en 
los  embargos,  añadíi  que  también  debía  ser  objeto  de  embargo  por  la 
parte  actora  los  honorarios  qae  el  Djctor  López  Bjtas  devengaba  en  el 
ejercicio  de  su  profesión  de  L-^trado,  pues  era  uno  de  los  primeros  y  da 
más  nota  del  Colegio  de  aquella  ciudad,  del  cual  era  Decano  en  la  ae* 
tualidad: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  y  á  petición  de  las  mismas  de- 
mandantes fué  requerido  López  Botas  al  pago  de  ios  9.000  rs.,  y  coe- 
testó  que  no  había  hecho  ni  podía  hacer  tal  pago  por  carecer  de  reear- 
sos,  como  constaba  á  las  acreedoras,  al  mismo  D.  Francisco  del  Río  y  4 
los  Letrados  directores  de  aquéllas  y  de  éste  por  causas  públicas  y  no* 
torias;  que  estaba  dispuesto  á  pagar  en  cuanto  le  fuese  posible  dicha 
cantidad,  á  la  que  se  hallaban  afectos  los  cercados  que  venlió  i  D.  Ma- 
Duel  González  Castellanos  para  pagar  otras  deudas,  por  un  precio  muy 
reducido,  y  que  luego  adquirió  D.  Francisco  del  Río  con  tanta  ventaja, 
como  en  la  actualidad  tenía  contratada  la  enajenación  de  parte  de  di- 
chos cercados  para  solares  de  edificios  urbanos  por  un  precio  16  veces 
mayor  que  el  da  la  adjudicación,  siendo  esta  la  causa  porquéGonzálea 
Castellanos  no  rehusó  la  compra  á  pesar  de  la  hipoteca  á  favor  de  Don 
Vicente  Agreda,  que  al  poco  tiempo  de  la  venta  ascendió  á  20.000  rs.; 
que  no  tenía  bienes  de  ninguna  clase  que  señalar  para  la  traba,  porque 
los  raicee  los  había  perdido  todos,  porque  nunca  había  tenido  muebles 
de  lujo  ni  de  valor  para  su  uso,  sino  los  absolutamente  indispensables, 
que  pertenecían  á  sa  hermano  é  hijo,  siendo  su  biblioteca  lo  único  que 
conservaba;  y  que  en  cuanto  á  honorarios,  eran  muy  pocos  los  que  en 
la  actualidad  devengaba,  porque  la  mayor  parte  de  los  muchos  neg^ 
cios  que  despachaba  eran  de  pobre  ó  de  oñoio,  como  constaba  en  loa 
Juzgados  de  aquella  ciudad  y  de  la  de  Guía  y  en  la  Audiencia  del  terri- 
torio; y  los  más  importantes  de  los  pocos  de  la  clase  de  ricos  que  des- 
pachaba, lo  hacía  sin  percibir  honorarios,  por  aplicarse  al  pago  de  lat 
deudas  que  tenía  con  los  mismos  olientes;  que  era  lo  mismo  que  en 
parte  había  hecho  con  D.  Francisco  del  Río  mientras  había  sido  su  Le- 
trado director: 
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Resnltando  qae  requerido  D.  Frinciseo  del  Río,  á  instancia  de  las 
demandantes,  para  qae  manifestara  si  estaba  dispuesto  á  pagar  antes 
da  entrar  en  nn  nuevo  litigio,  contestó  qae  estaba  absoelto  de  la  de- 
manda y  qae  tenia  perfecto  derecho  á  qae  no  se  le  obligara  á  figarar 
^o  ningún  sentido  sobre  cumplimiento  del  fallo  condenaloiio; 

Resultando  que  en  so  virtud  Doña  Rita  Moreno  y  Doña  Milagros 
Agreda  dedujeron  en  22  de  Jonio  da  4881  la  demanda,  objeto  de  este 
juicio,  para  que  mediante  á  la  insolvencia  de  D.  Antonio  López  Botas, 
aa  le  condenase  al  pago  de  los  9.000  rs.,  resto  de  la  deuda  principal  de 
374  pesetas  y  75  céntimos,  importe  de  las  costas  causadas  en  la  ejeca- 
•eión  de  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  anterior  y  los  intereses  legales 
da  ambas  sumas,  con  las  costas,  cuyas  responsabilidades  se  harían  efec- 
aivu  en  la  finca  hipotecada,  alegando  en  su  apoyo,  además  de  los  an- 
taaadentes  que  se  han  referido,  que  las  hipotecas  sujetan  eficaz  y  di- 
raetamente  los  bienes  sobre  qae  se  constituyen  al  cumplimiento  de  las 
obligaciones  en  cuya  seguridad  se  prestan;  que  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  U  ley  4  4,  tít.  i3,  Partida  5*,  no  habiendo  podido  cobrar  las 
demandantes  de  López  Botas,  caya  insolvencia  era  notoria,  ya  porque 
éi  DO  había  verificado  el  pago,  ya  por  habérsele  encontrado  bienes  que 
ambargar;  y  no  habiendo  ley  alguna  que  obligue,  cuando  existe  una 
hipoteca  qae  garantiza  ana  deuda,  á  trabar  esperanzas  ó  bienes  futu- 
ros ó  derechos  eventuales,  como  son  los  honorarios,  cualquiera  que  sea 
au  importancia,  que  además  se  hallaban  anteriormente  embargados,  era 
avidente  que  D.  Francisco  del  Río  se  hallaba  obligado  al  paf^o  de  la 
deoda  que  le  reclamaban;  que  esta  obiígacióo,  conforme  á  la  naturale- 
za del  derecho  real  hipotecario,  se  extiende  á  las  costas  causadas  desde 
qae  se  condenó  al  pago  á  López  Botas,  porque  las  costas  hechas  para 
obtener  el  cobro  de  una  deuda  garantida  con  hipoteca,  deben  reputarse 
á  cargo  de  ésta,  sobre  todo  coando  así  se  estipuló  en  el  contrato  á  que 
as  aplicable  la  antigua  legislación  hipotecaria;  y  que  D.  Francisco  del 
Río  debía  abonar  también  el  interés  legal  de  un  6  por  400  desde  que 
ineorrió  en  mora: 

Resaltando  que  D.  Francisco  del  Río  se  opuso  á  la  demanda,  ale- 
gando qoe  era  completamente  inexacto  que  López  B  'tas  fuese  insol- 
vente para  pagar  los  9.000  rs.;  que  no  se  había  justificado  ni  mucho 
menos  esta  insolvencia  en  la  ejecución  de  la  sasodicha  sentencia  de  49 
de  Julio  de  4  880,  que  por  su  parte  se  hicieron  entonces  las  indicacio- 
nes necesarias  acerca  de  los  bienes  que  podían  embargarse  á  López  Bj- 
tas  por  las  demandantes,  y  si  entonces  no  lo  hicieron  éstos,  fué  por  in- 
debidas complacencias  con  el  deodor,  á  quien  por  lo  visto  no  querían 
molestar;  qae  con  arreglo  á  la  ley  4  4,  tít.  13,  Partida  5'  invocada  en  la 
demanda,  no  debía  ser  molestado  como  tercer  poseedor  de  la  tinca  hi- 
potecada, ni  mucho  menos  obligado  á  pagar  la  deuda  en  cuestión, 
mientras  no  constase  jostifícada  plena  y  legalmente  la  insolvencia  de 
López  Bjtas,  y  que  además  debíi  oponer  la  excepción  de  cosa  juzgada  . 
que  nacía  á  sa  favor  d^  la  sentencia  susodicha  de  49  de  Julio  de  1880: 

Resultando  que  por  ambas  partes  se  practicaron  diferentes  pruebas, 
7  por  D.  Francisco  del  Río  se  solicitó  además  durante  la  segunda  ins- 
tancia que  se  abriese  el  término  probatorio  para  justificar  el  hecho 
lluevo  ocurrido  con  posterioridad  al  término  de  la  primera  instancia, 
de  haber  sido  nombrado  D.  Antonio  López  B  Jtas  Fiscal  del  Tribunal  de 
Cuentas  de  la  isl»  de  Coba,  donde  se  hallaba  desempeñándolo  y  cuyo 
hecho  ara  de  infliiencia  en  el  pleito,  puesto  qoe  el  extremo  de  si  aquél 
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era  insolFeole  había  sido  objeto  de  la  demanda,  de  iaa  excepeioaes  y 
de  la  prueba,  coya  pretensión  fué  desestimada: 

Resaltando  gne  la  Sala  de  Jastieia  de  la  Audiencia  Je  Las  Palmas, 
dictó  sentencia  confirmatoria  en  SI  de  Noviembre  de  1889,  condenando 
á  D.  Prancisco  del  Río  y  León  á  pa^ar  á  Us  demandantes  Do&a  Rita 
Moreno  y  Doña  Milagros  Agreda  9.000  reales,  en  el  término  de  10  dias, 
desde  que  fnese  f  jecutoria  la  sentencia,  como  resto  de  la  deuda  eon- 
traída  por  D.  Antonio  López  Botas,  y  371  pesetas  75  céntimos  por  eos- 
tas  causadas  en  la  ejecución  de  la  sentencia  recaída  en  et  pleito  qae 
dichas  demandantes  promovieron  contra  López  Botas  y  D.  Francisco 
del  Río  con  los  intereses  de  ambas  señoras  al  6  por  tOO  desde  el  día  en 
que  se  interposo  la  presente  demanda,  coyas  responsabilidades  deberán 
hacerse  efectivas  en  la  finca  al  efecto  hipotecada  por  D.  Antonio  Lopes. 
Botas  en  la  escritora  de  17  de  Febrero  de  1845: 

Resultando  que  acreditando  con  el  resguardo  correspondiente  te- 
ner constituido  el  depósito  de  1.000  pesetas  prevenido  en  la  ley,  ínter* 
puso  D.  Francisco  del  Río  y  León  recurso  de  casación,  por  considerar 
infringidos: 

1®  La  ley  14,  tít.  19,  Partida  5*,  cuyo  epígrafe  es  el  que  derecho 
gana  ome  en  la  cosa  que  es  obligada  á  peños;  puesto  que  se  estabieee 
en  ella  el  derecho  del  tercer  poseedor  de  la  cosa  hipotecada  á  no  ser 
molestado  hasta  que  no  pueda  el  acreedor  haber  su  crédito,  con  lo- 
eual  es  evidente  que, se  ha  referido  la  ley  á  la  imposibilidad  legal,  y 
que  ésta  no  se  entiende  cumplida  sino  después  de  haberse  procedido- 
contra  el  deodor  principal  por  todos  los  tramites  de  la  vía  de  apremio 
en  ejecución  de  sentencia,  y  constn  de  la  que  es  objeto  de  este  recurso- 
que  esos  trámites  no  sólo  no  se  han  aparado  sino  qoe  ni  siqoiera  se 
han  empezado;  habiéndose  contentado  el  acreedor  con  las  manifesté- 
Otones  y  evasivas  de  López  Bolas,  y  negádose  á  embargar  sus  honora- 
rios y  á  dirigirse  contra  el  sueldo  de  que  actualmente  disfruta  dicho 
deudor  principal  como  Fiscal  del  Tribunal  de  Cuentas  de  la  iala  do^ 
Cuba: 

S^  La  ley  19,  tít.  St,  Partida  3^,  cuyo  epígrafe  es  qué  fuerza  ha  el 
juicio  afinado  en  la  que  se  est^blect)  la  completa  sumisión  á  los  térmi- 
nos de'la  ejecutoria;  en  el  concepto  de  que  consta  de  los  resnitandos^ 
de  la  sentencia  recurrida  que  no  podía  dirigirse  acción  contra  el  recn- 
rrente  sino  después  de  no  haberse  podido  hacer  cobro  el  acreedor  od 
los  bienes  del  deudor  principal,  y  es  notorio,  y  así  lo  reconoce  la  mis- 
ma Sala  sentenciadora,  que  no  se  h^n  dirigido  contra  dicho  deodor 
embargo  ni  retenciones  de  ningún  género: 

Y  3*  La  misma  ley  14,  tít.  13,  Partida  5%  invocado  en  el  primer 
motivo,  en  cnanto  otorga  el  derecho  de  excusión  al  tenedor  de  la  cosa 
gravada  con  hipoteca;  y  la  regla  14,  tít.  34»  Partida  7^  que  dice  eoma 
non  hace  daño  á  otro  el  que  usa  de  derecho;  en  el  concepio  de  que  se 
supone  en  la  sentencia  recurrida  que  al  no  anticiparse  el  recurrente  4 
pagar  lo  que  era  en  deber  al  deudor  principal  López  Botas,  ha  cansado- 
perjuicio  indebidamente  á  las  demandantes,  y  debe  satisfat^er,  no  y& 
sólo  las  costas  de  este  pleito,  sino  las  causadas  en  la  ejecución  de  la. 
sentencia  dictada  contra  López  Botas,  no  obstante  que  se  ha  limitado  á 
hacer  uso  del  derecho  que  la  citada  ley  de  Partida  le  otorga,  esperan-» 
do  á  que  se  acreditara  en  el  expediente  de  ejecución  de  sentencia  si 
tenía  ó  no  bienes  con  que  satisfacer  el  principal  de  la  deuda  y  los  gas- 
Ios  que  para  so  cobranza  se  canuran;  resultando  infringido  ademAs  el 
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arl.  9S0  de  la  ley  de  EDJQiciamiento  eivil,  qae  impone  la  obligación 
de  satisfacer  las  costas  de  los  incidentes  da  ejecación  de  sentencia  al 
eondeoado  en  ella  exclnsivamente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbíno  Maestre: 

Considerando  qae  la  Sala  sentenciadora,  al  condenar  á  D.  Franeiseo 
del  Rio,  como  poseedor  de  la  finca  hipotecada,  al  pago  de  los  9.000  rs., 
resto  del  préstamo  tomado  por  D.  Antonio  López  Botas,  no  infringe 
las  leyes  de  Partida  qoe  se  citan  en  los  dos  primeros  motivos  del  re-» 
earso;  porqoe  aan  cnando  el  beneficio  de  excosión  qae  concede  la  ley 
1 4y  tít.  13  de  la  Partida  5*  no  foese  de  interpretación  restrictiva,  la 
Sala,  apreciando  en  aso  de  sns  facultades  las  pruebas  practicadas,  ha 
declarado  cumplidamente  jastificada  la  insolvencia  del  deudor  prin- 
eipal  y  la  responsabilidad  consiguiente  del  poseedor  de  la  finca  sajeta  á 
aqoel  gravamen: 

Considerando  que  tampoco  infringe  las  disposiciones  legales  qoe  se 
invocan  en  el  tercer  motivo  al  condenar  á  D.  Francisco  del  Río  en  laa 
eostas  cansadas  para  llevar  á  efecto  la  ejecutoria  dictada  en  el  juicio 
anterior,  porque  no  fué  allí  absoelto  de  una  manera  definitiva  y  per- 
fecta, sino  provisionalmente  y  siú  perjuicio  del  resultado  de  la  exea'» 
aión;  beneficio  que  establecido  en  favor  de  los  terceros  poseedorea 
exige,  como  indispensable  para  libertar  á  éstos  del  pago,  que  tenga 
bienes  el  deudor  principal;  y  no  habiéndose  podido  ejecutar  aquella 
eentencia,  por  carecer  de  ellos  D.  Antonio  Lópex  Botas,  condenado  en 
primer  Ingar,  evidente  es  que  no  puede  menos  de  ser  responsable  do 
esos  gastos  de  ejecución,  antes  siempre  que  el  acreedor  hipotecario, 
D.  Francisco  del  Río,  obligado  al  pago  en  segundo  término  como  po- 
seedor de  la  finca  gravada,  el  cual,  á  pesar  de  haber  reconocido  el 
gravamen  qoe  le  afectaba  y  confesaba  la  insolvencia  del  deudor  prin- 
cipal, ha  sostenido  sin  razón,  derecho  y  temerariamente  su  irrespon- 
sabilidad, ocasionando  desembolsos  innecesarios  al  acreedor  deman- 
dante; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
eurso  de  casación  interpoesto  por  D.  Francisco  del  Río  León,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  eostas  y  pérdida  del  depósito  de  1 .000 
pesetas  que  ha  constituido,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  Las  Palmas  la  certificación  correspondiente, 
con  devolución  de  los  autos  qoe  ha  remitido. — (Sentencia  publicada 
el  A  de  Junio  de  4884,  é  inserta  en  la  Oacéia  de  48  de  Setiembre  del 
mismo  afto.) 


244 

Reearsode  casaeión  (4  de  Junio  de  4884). — Sala  primera. — 
Pago  de  cantidad  —No  ha  Jugar  al  interpuesto  por  D.  Tomás  Homar 
y  Roselló  con  D.  José  Rivas  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

4^  Que  en  virtud  de  loe  le¡/es  eomunet,  el  pagaré  no  mercantil  quedé 
eufeto  á  las  reglae  de  la  cesión^  que  no  dan  al  cedente.  6  llámese  endo- 
4an^e,  el  earáeler  de  fiador  ni  deudor  solidario: 

%""  Que  la  lejf  4%  tit.  i"",  libro  40  de  la  Novisima  Ruopilación,  pré- 
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smp<miendo  la  fuerza  di  log  contraíoi^  no  kaes  más  que  suprimir  las 
soUmnidades  precontíUuidas  ds  la  esfipulaeión: 

3^  Que  el  ar/.  564  del  Código  de  Comercio  se  limita  á  setahlseer  la 
forma  del  endoso  de  pagarés  mercantiiet,  no  siendo  aplicaéle  al  que  no 
io  e$: 

4^  Que  el  434  de  dicho  Código  se  reitere  easclutioaments  á  las  letras 
ds  cambio,  ein  que  del  texto  y  espiritu  de  su  4ltimo  párrafo  se  dedueca 
-que  puede  extenderse  al  endoso  de  pagarés  no  mercaniiteSy  q\is  en  su 
caso  habrían  de  someterse  a  las  prescripciones  del  protesto: 

6^  Que  si  bien  las  cosías  se  imponen  incondicionalmente  en  si  juicio 
ejecutiiío,  lo  mismo  sucede  respecto  de  los  demás  extremos  de  la  senten- 
¿ia  ds  remate^  y  sin  embargo,  toda  ella  está  sujeta  implícitamente  á  lo 
que  se  decida  detpués  en  juicio  ordinario; 

Y  6^  Que  sin  preceder  pacto  hay  á  veces  obligación  de  pagar  réditos. 

En  )a  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Janio  de  4884,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral 
de  la  ciudad  de  Palma  de  Mallorca  y  en  la  Sala  de  Justicia  de  la  An- 
diencia  de  la  misma  por  D.  José  Rivas  y  Tous,  Ayudante  de  Obras  pú- 
blicas, con  D.  Tomás  Homar  y  Roselló,  estanquero,  vecinos  ambos  de 
dicha  ciudad,  sobre  pago  de  cantidad,  pendiente  en  este  Tribunal  Su- 
premo en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpues- 
to por  Homar,  y  en  su  defensa  y  representación  por  el  Licenciado  Don 
Antonio  Maura  y  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  habiendo  sido  de* 
fendida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Joaquía 
González  Fiori  y  el  Procurador  D.  Juan  Hernández  y  Hernández: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Pujol  firmó  un  pagaré  en  114  de  Julio  do 
4875  á  la  orden  de  D.  Josó  Rivas  por  80.000  rs.  recibidos  de  éste  en 
metálico,  para  el  24  de  Setiembre  siguiente,  pagaré  que  fué  endosado 
en  la  misma  fecha  por  D.  José  Rivas  con  la  fórmula  de  «pagúese  á  la 
orden  de  D.  Tomás  Homar  valor  recibido  en  efectivo  del  mismo:» 

Resultando  que  al  dorso  de  este  documento  aparece  en  primer  tér- 
mino un  recibo  autorizado  por  D.  Tomás  Homar  con  fecha  24  de  No- 
viembre de  dicho  año  1875,  de  la  cantidad  de  933  rs.  por  intereses  has- 
ta aquel  día,  y  á  continuación  otros  tO,  de  los  que  el  último  lleva  la  fe- 
cha de  n  de  Julio  de  4877,  en  los  cuales  se  reconoce  también  por  Ho- 
mar haber  recibido  sin  decir  de  quiénes,  diferentes  cantidades,  unas 
por  intereses  y  otras  en  pago  de  parte  del  capital  del  pagaré: 

Resultando  que  previo  reconocimiento  de  dicho  pagaré  por  Rivas  y 
Pujol,  dedujo  D.  Tomás  Homar  en  5  de  Febrero  de  4878  demanda  ejeco» 
tiva  por  la  cantidad  de  55.000  rs.  que  acreditaba  aun  por  dicho  paga 
ré  con  los  intereses  devengados  desde  el  mes  de  Julio  del  año  anterior; 
y  que  despachada  la  ejecución  y  citados  de  remate  Pujol  y  Rivas,  pro- 
testó éste  contra  la  eficacia  que  quisiera  atribuirse  á  la  citación,  mani- 
festando que  su  obligación  caducó  el  24  de  Setiembre  de  4875  en  que 
venció  el  pagaré,  en  cuya  fecha  se  habían  arreglado  el  ejecutante  Pu- 
jol conforme  había  convenido  á  sus  intereses,  llegando  á  reformar  ó 
novar  el  pagaré  en  los  44  recibos  firmados  al  dorso  por  Homar  sin  su 
anuencia  ni  intervención: 

Resultando  que  no  habiéndose  podido  trabar  el  embargo  en  bienes 
de  D.  Joaquín  Pujol  por  carecer  de  ellos,  se  trajeron  á  los  autos  á  ins- 
tancia de  Homar  diferentes  documentos  con  el  fin  desacreditar  su  insol- 
vencia, y  se  recibió  ron  igual  objeto  una. información  de  testigos  son 
«ilación  de  D.  José  Rivas,  y  que  en  vista  de  su  resultado  se  dictó  auto 


Digitized  by  VjOOQ IC 


Digitized  by  VjOOQ IC 


.564  iuuspauDiiiGiA  civil. 

fcae  con  nolidadT  maDi6e8U  el  procedimiento  de  apremio,  viene  obliga* 
do  al  resarcimiento  de  la  cantidad  que  desembolsó  el  ejecutado: 

Resaltando  qae  D.  Tomás  Homar  se  opvso  á  la  demanda  diciendo^ 
entre  otras  cosas,  qae  al  sascribir  D.  José  Étivas  la  antefirma  ó  fómiala 
dé  págaese  á  la  orden  de  D.  Tomás  Homar,  yaior  recibido  en  efectivo 
del  mismo,  no  biso  más  qae  eonstilairse  de  fiador  de  Pajol  á  favor  de 
Homar;  qoe  no  estípnió  cosa  algona  con  el  deador  Pujol  ni  respecto  á 
aplasamieoto  del  pago  de  la  deada  ni  á  intereses  el  previo  conocimien- 
to de  D.  José  Rivas;  habiendo  sido  convenido  desde  un  principio  por  los 
tras  interesados,  sin  qae  llegara  á  alterarse  jamás,  qoe  el  rédito  seria  da 
'  un  7  por  100  anoal;  qoe  la  obligación  seria  sobsidiaria  de  garantía  eon*^ 
traída  por  Rivas  al  endosar  el  pagaré  se  dedaeia  claramente  del  hecbo 
de  haberse  puesto  el  pagaré  y  el  págaese  en  ana  misma  feeba  y  en 
un  solo  acto,  lo  cual  bacía  inverosimii  la  sesión  del  crédito  inmedia* 
lamente  después  de  contraído  el  préstamo;  que  no  se  trata  de  ningún 
pagaré  mercantil  como  se  afirma  en  la  demanda;  qoe  según  el  Código 
de  Comercio,  para  qoe  los  pagarés  produzcan  efectos  mercantiles  es 
menester  que  sean  á  la  orden  y  que  procedan  de  operaciones  de  co- 
mercio, y  según  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  8  de  Abril  de 
1876,  los  que  no  proceden  de  dicha  clase  de  operaciones  están  sujetos- 
ai  derecho  común;  por  cuya  razón,  el  de  que  se  trata  en  este  pleito  en 
el  que  intervinieron  dos  empleados  y  un  Notario,  sin  que  procediera  de 
operación  de  comercio,  debe  sujetarse  al  Derecho  civil;  que  según  la 
ley  r,  tu.  1^,  libro  40  de  la  Novima  Recopilación,  de  cuslqdier  mane- 
ra que  aparezca  qoe  uno  quiso  obligarse,  queda  obligado;  y  qae  cuan- 
do llegado  el  plazo  de  la  deuda  no  la  satisface  el  deudor  principal,  el 
fiador  tiene  derecho  para  exigirle  que  la  pague  ó  que  le  suministre  la 
cantidad  suficiente  para  hacerla  él,  ó  que  la  ponga  en  depósito  ó  que  de 
evtlqnier  otro  modo  le  releve  de  su  responsabilidad,  y  no  habiendo- 
hecho  Rivas  nada  de  esto,  debía  sufrir  las  consecuencias  de  tal  omisión: 

Resultando  qoe  en  95  de  Octabre  de  1.883  dictó  la  Sala  de  Justicia 
de  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca  sentencia  confirmatoria,  conde- 
nando á  D.  Tomás  Homar  y  Reselló  á  pagar  en  el  término  de  10  dias  á 
D.  José  Rivas  y  Tous  18.614  pesetas  que  consignó  el  mismo  día  de  la- 
interposición  de  la  demanda,  con  los  intereses  al  6  por  1000  anual  de 
4icha  suma  desde  aquel  dia  basta  el  efectivo  pago: 

Resultando  que  D.  Tomás  Homar  y  Roselió  interpuso  recurso  deca-^ 
aación,  por  considerar  infringidos: 

Bn  cuanto  la  sentencia  recurrida  no  le  ha  absuelto  totalmente  de  U. 
demanda: 

1*^  Los  artículos  570,  567  y  568  del  Código  de  Comercio,  por  aplicár- 
selos indebidamente,  pues  ni  el  pagaré  tenia  el  carácter  de  mercantil,, 
ni  á  las  citadas  disposiciones  estaban  sometidos  los  litigantes  ni  el  li* 
ligio: 

t*  Los  artículos  558,  563  y  387  del  mismo  Código,  y  la  jnriapraden* 
cía  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  20  de  Oc- 
tubre de  1857,  29  de  Enero  de  1859, 14  de  Noviembre  de  1862,  14  de 
Diciembre  de  1867  y  8  de  Abril  de  1875,  con  arreglo  á  cuyos  artículoa 
y  jurisprudencia  resulta  que  ni  al  pagaré  originario  del  pleito,  ni  á 
éste  ni  á  los  interesados,  son  aplicables  las  severas  disposiciones  del 
Código  mercantil  que  les  aplicó  la  Sala  sentenciadora; 

Y  3^  La  ley  1*,  tit.  I"",  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  según 
Ja  caal  cualquiera  qoe  sea  la  forma  adoptada,  como  qoiera  qae  aparea-* 
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«a  qneel  hombre  qoíso  obligarte,  queda  obligado;  el  art.  434  del  Có- 
digo de  Comercio,  sobre  todo  en  so  último  párrafo,  en  relación  con  el 
^64;  la  doctrina  legal  qae  de  elloi  se  deriva,  y  la  jarisprodencía  esta- 
lilecida  en  las  cinco  sentencias  mencionadas  en  el  número  anterior,  por* 
q«e  según  todas  estas  disposiciones  legales,  es  innegible  que  D.  José 
Áiyas,  á  la  sazón  en  qne  pagó,  estaba  ineludiblemente  obligado  cuando 
meaos  á  satisfacer  lo  qne  satisfiso,  no  obstante  lo  coal  condena  la  Sala 
al  reeorrente  á  devolvérselo: 

T  en  cnanto  condena  la  sentencia  recurrida  al  recurrente  á  satisfa* 
•eer  á  D.  José  Rivas  en  ves  del  capital  y  los  intereses  qne  formaban  par» 
te  de  las  18.614  pesetas  consignadas  en  virtnd  de  la  sentencia  de  re- 
mate, el  importe  integro  de  aquella  consignación  y  los  intereses  annos 
de  6  por  400  compotados  sobre  aqnella  cantidad,  desde  el  día  mismo 
en  qne  fné  consrgnada: 

4^  El  arl.  971  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  antigua,  por  la  qne 
«e  rigió  el  pleito  ejecutivo  que  impone  al  ejecutado  incondicionalmen- 
te  las  costas  de  la  ejecución  cuando  se  manda  seguir  adelante;  puesto 
^ne  en  las  18.614  pesetas  qne  el  recurrente  se  baila  obligado  á  entre* 
gar  con  arreglo  al  fallo  recurrido,  se  comprende  la  parte  del  dinero 
isonsignado  por  Rivas  para  pago  de  las  costas: 

t®  El  art.  7^  de  la  ley  de  14  de  Marso  de  1856,  puesto  qne  este 
asonto  ba  de  resolverse  según  las  leyes  civiles,  y  en  el  caso  de  qne  se 
ie  reputase  sometido  al  Código  de  Comercio,  el  mismo  artículo  de  la 
ley  citada  como  sopleterio  ó  el  401  del  mismo  Código  de  Comercio; 
porque  se  condena  al  recurrente  al  pago  de  réditos  sin  exigir  pacto 
^ue  autorice  tal  condena; 

T  3®  El  art.  8®  de  la  misma  ley  de  14  de  Marzo  de  i856,  porque  le 
*eondena  además  al  pago  de  6  por  i 00  de  interés  desde  la  consignación 
hecba  por  Rivas,  no  obstante  ser  notorio  que  no  está  constituido  en 
mora  ai  podria  estarlo  ínterin  por  virtud  de  una  sentencia  firme  no 
llegase  el  caso  de  restituir  lo  qne  obró  en  fneria  de  otra  sentencia 
también  firme. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 
Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  los  artículos  del  Código 
-de  Comercio  citados  en  los  motivos  1^  y  S*,  porque  en  la  hipótesis  de 
que  estén  mal  aplicados  por  no  ser  mercantil  el  pagaré,  resoltará  que 
no  son  aceptables  los  fundamentos  del  fallo,  sin  qoe  por  esto  deje  de 
-serlo  so  parte  resolutiva,  si  ésta  se  justifica  snficientensente  por  las  le- 
yes comunes,  en  virtud  de  las  cuales  tal  pagaré  mercantil  quedó  suje- 
to á  las  reglas  de  la  cesión,  que  no  dan  al  cedente,  ó  llámese  endosan- 
te, el  carácter  de  fiador  ni  deudor  solidario: 

Considerando  que  tampoco  Infringe  las  disposicione  invocadas  en 
el  tercer  motivo,  porque  la  ley  de  la  Novísima  Recopilación,  presupo- 
niendo la  fuerza  de  los  contratos,  no  hace  más  qoe  suprimir  las  solem- 
nidades preconstitnídas  de  la  estipulación,  y  porque  el  art.  564  se  li- 
**^ita  á  establecer  la  forma  del  endoso  de  pagarés  mereaníiles^  cuyo  ca- 
icter  niega  el  mismo  D.  Tomás  Homar  al  de  que  se  trata,  y  el  434  se 
Qere  exclosivamente  á  las  letras  de  cambio  por  razones  fáciles  de 
mprender,  sin  qoe  del  texto  y  espíritu  de  su  último  párrafo  se  de- 
izca  qne  pnede  extenderse  al  endoso  de  pagarés  no  mercantiles,  que 
so  caso  habían  de  someterse  á  las  prescripciones  del  protesto,  vi- 
ndo  á  caer  así  el  recurrente  en  ona  manifiesta  contradicción: 
Considerando  que  no  se  infringe  por  el  fallo  el  artículo  citado  en  el 
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coarto  motivo,  porque  si  bien  las  coatas  se  imponen  incondieionalmen-' 
te  en  ei  joicio  ejecotíTo,  lo  mismo  sncede  respecto  de  los  demás  extr^ 
mes  de  la  sentencia  de  remate,  y  ain  embargo,  toda  ella  está  snjeta 
implícitamente  á  lo  que  sa  decida  después  en  on  joicio  ordinario: 

Considerando,  por  último,  qne  no  infringe  los  artículos  citados  ob 
los  motÍToo  S**  y  6%  porque  sin  preceder  pacto  bay  á  veces  obligación 
de  pagar  réditos,  y  porque  en  di  presente  caso  no  sólo  ba  existido  mo- 
ra simple,  sino  calificada  por  baberse  promovido  indebidamente  ni^ 
juicio  ejecutivo,  obteniendo  así  una  cantidad  de  que  nunca  debió  estar 
privado  D.  José  Rivas;  11^4 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  do  baber  lugar  ai  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpueato  por  D.  Tomáa  Ho- 
mar y  Reselló  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdi- 
da del  depósito  de  4.000  pesetas  que  ba  constituido,  que  se  distríbiii- 
rén  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  qii9 
ba  remitido.— (Sentencia  publicada  el  4  de  Junio  de  1 884, é  inserta  en  \% 
G^to  de  iSde  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reearso  de  easaclón  (4  de  Junio  dé  1884).  —  iSísto  tgreifé.^^ 
Aprobación  de  un  balance  t  pago  de  un  saluo. — No  ba  lugar  al  io* 
terpueslo  por  D.  Bonifacio  Pelip  con  O.  Ramón  Malhea  y  otro,  y  se 
resuelve: 

Que  eegún  h  dispuesto  en  el  arL  1691  y  #«  regla  3*  de  la  ley  de  Bn^ 
Juiciamienio  ctüti,  sólo  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  contra  lar 
sentencias  de  loe  amigables  componedores  en  haber  éstos  dictado  la  sen- 
tencia/uera  del  plato  señalado  en  el  compromiso  ó  resuelto  puntes  fu^ 
sometidos  á  su  decisión» 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Junio  de  IS84,  en  el  juicio  de 
amigables  componedores  seguido  en  Barcelona  entre  D.  Ramón  Matbeír 
y  Bonastre  y  D.  Jenaro  Vinardell  y  Borras,  Ingeniero  induatrial,  de  una 
parte,  y  de  la  otra  D.  Bonifacio  Pelip  y  Badía,  comerciante,  vecinos  to- 
dos de  dícba  ciudad,  sobre  aprobación  de  un  balance  ó  reforma  en  otro 
caso,  y  pago  del  saldo  resultante,  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo 
en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Aa- 
tonio  Rodó  y  Casanova,  y  sostenido  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Liceo* 
ciado  D.  Aureliano  Linares  Rivas  y  el  Procurador  D.  Federico  Graaes 
Riera,  en  defeosj^  y  representación  de  Pelip;  babiendo  sido  defendida  y 
representada  la  parte  recurrida  por  el  Doctor  D.  José  Leopoldo  Feu  y  el 
Procurador  D.  Luis  García  Ortega: 

Resultando  que  bajo  la  razón  social  Matheu  Vinardell  f  Compañía^ 
constituyeron  Sociedad  para  la  compra  y  venta  de  drogas  en  escritura 
pública  de  31  de  Mayo  de  1872  D.  Bonifacio  Pelip  y  Badta,  D.  Jenaro- 
Vinardell  y  Borras  y  D.  Ramón  Matben  y  Bonastre,  con  un  capital  de 
60.000  pesetas  aportadas,  30.000  por  Pelip  y  15.000  por  cada  uno  de 
los  otros  dos,  y  con  la  calidad  en  Pelip  de  socio  comanditario,  convl- 
Diendo  que  la  firma  social,  así  como  la  dirección,  administración  y  go- 
bierno estaría  á  cargo  de  Matben  y  Yinardell;  qne  ei  capital  social  s» 
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•cariieter  de  amlgibles  eompoDedores  en  el  modo  y  forma  estípaltda  en 
la  escritora  social,  y  condenó  á  dicho  Felip  á  qoe  en  el  término  da 
40  días  nombrase  por  so  parte  el  arbitro  amigable  componedor  qoe  es* 
timase  conveniente,  á  ñn  de  que  en  unión  del  qoe  eligiesen  Matheo  y 
Tinardell  decidiesen  todas  las  cuestiones  pendientes  entre  ellos,  proee- 
didndose  al  otorgamiento  de  la  escritora  de  compromiso  en  la  qoe  se 
designaría  el  tercero  por  los  interesados  ó  de  oOcio  por  el  Jasgado,  en 
«aso  de  desacuerdo;  absolviendo,  por  último,  á  Mathea  Tioarüell  de  la 
feconvención  formulada  por  Felip: 

Resultando  qoe  después  de  diferentes  actuaciones  encaminadas  á 
la  ejecución  de  este  fallo,  se  otorgó  la  escritura  de  compromiso  en  la 
ciudad  de  Barcelona  en  S  de  Marso  de  4883,  en  la  qoe  se  inetuyeroQ 
iodos  los  antecedentes  referidos,  y  foeron  nombrados  amigables  com- 
ponedores D.  Francisco  Basqoets  y  Bertrán  por  parte  de  Mathen  y  Vi- 
nardeli  y  D.  José  Mir  y  Moliné  por  la  de  D.  Bonifacio  Felip,  y  como 
tercero  D.  Antonio  Tórreos  y  Ma^psr,  consignándose  qoe  las  cuestio- 
nes qoe  sometían  á  so  decisión  eran  las  siguientes: 

1*  Qoe  declarasen  si  el  balance  división  del  folio  4^  está  ajustado  á 
iaiey  y  á  la  contabilidad  social,  prestándole  en  tal  caso  los  amii^ables 
componedores  su  aprobación,  ó  bien  si  el  mismo  debe  ser  objeto  de  re- 
forma á  consecuencia  de  las  impugnaciones  que  á  algunos  de  sus  ea- 
piiolos  ó  partidas  se  haga  por  la  parte  de  Felip; 

T  2*  Qoe  como  consecuencia  de  la  aprobación  ó  reformas  meneio- 
nadds  en  el  oámero  anterior,  se  condenase  á  la  parte  que  resultase  deu- 
dora á  haber  do  pagar  á  la  qne  quedase  acreedora  la  cantidad  que  co- 
rresponda con  los  intereses  legales  hasta  el  día  de  su  pago: 

Resultando  quB  en  28  de  Junio  los  amigables  componedores  Don 
Franciaeo  Bosquete  y  D.  Antonio  Torreas,  en  vista  de  los  autos  y  ba- 
lance coya  aprobación  ó  reforma  era  objeto  de  este  juicio,  así  como  de 
los  libros  y  documentos  de  la  Compañía  y  de  las  explicaciones  de  los 
interesados,  arbitraron  y  declararon: 

i^  Qoe  el  balance  objeto  de  debate  debía  ser  objeto  de  reforma  á 
consecoeocta  de  las  impugnaciones  hechas  por  D.  Bonifacio  Felip  res- 
pecto á  algunos  de  sus  capítulos  ó  partidas  en  la  parte  que  habían  sido 
admitidas,  según  las  declaraciones  que  dejaban  hechas  en  dichas  im- 
pugnaciones, por  resultado  de  lo  cual  declaraban  por  mayoría  oue  el 
repetido  balance  debía  quedar  rectificado  y  lo  rectificaban  en  la  forma 
que  á  continuación  expresaron: 

T  V*  Que  condenaban  á  los  socios  á  reintegrar  á  la  Caja  social  las 
cantidades  de  que  respectivamente  aparecían  deudores  en  el  anterior 
balance  con  los  intereses  legales  desde  el  día,  á  saber:  D.  Bonifacio 
Felip  H9.329  rs.  40  cents.,  ó  sean  22.332  pesetas  35  cents.,  y  5.406  pe- 
setas 25  cents,  cada  uno  de  los  otros  dos: 

Resultando  que  acreditando  con  el  resguardo  correspondiente  haber 
constituido  el  depósito  de  i. 000  pesetas  para  los  efectos  legales  opor 
tonos,  y  con  presentación  de  tos  demás  documentos  comprendidos  en 
el  art.  1774  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.  Bonifacio 
Felip  recurso  de  casación  fundado  en  la  segunda  de  las  causas  marca- 
das en  el  núm.  3^  del  art.  4691,  ó  sea  en  haber  resuelto  los  amigables 
componedores  pontos  no  sometidos  á  so  decisión,  determinando  dichos 
puntos  ó  exlralimitaciones  en  la  siguiente  forma: 

i*^  Porque  las  operaciones  de  que  provinieron  las  pérdidas  qne  die- 
ron lugar  al  conflicto,  y  cuyas  pérdidas  no  se  explican  ni  detallan  en 
TUMO  55  24 
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la  reforma  de)  balance  hecha  por  los  amigables  componedores  aae  han» 
prohijado  dichas  operaciones  á  cargo  de  la  Sociedad,  recaen  sobre  ne- 
gocios en  vino,  articulo  excluido  de  la  gestión  social: 

2°  Porque  han  aceptado  los  amigables  componedores  dichas  opera- 
ciones no  obstante  qne  puesta  la  Sociedad  en  liquidación  á  primeros 
del  año  f87i,  fuese  ó  no  paulatina  la  liquidación  acordada,  los-  socios- 
liquidadores  tan  sólo  eslnban  facultados  para  realizar  el  activo  def  ba- 
lance de  fin  de  1873,  y  cou  su  producto  extinguir  el  pasivo,  y  no  po- 
dían acometer  nuevos  acopios  de  géneros  ni  otras  operaciones  á  tenor 
del  art.  337  del  Código  de  Comercio: 

3^  Porque  á  dicha  aceptación  de  las  operaciones  repetidas  se  opone 
también  el  que  todos  los  negocios,  que  no  sólo  en  estado  de  liquida- 
ción sino  en  pleno  ejerc.cio  \ie  una  Sociedad,  se  hagan  bajo  el  nombre 
y  firma  particular  de  alguno  ó  algunos  de  los  socios,  sean  liquidadores 
ó  gerenti^s,  son  ajenos  á  la  Sociedad,  á  la  cual  tan  eó!o  obligan  las  ope- 
raciones hechas  con  la  firma  social  y  npr  persona  aulonzada  para  osar- 
la, según  les  artículos  267,  3H  y  31S  oel  repetido  Cóiígo : 

A^  Porque  además  en  el  hecho  de  negociar  Maiheu  Yinardell  en  vi- 
nos por  cuenta  propia,  reconocieron  que  la  Sociedad  no  se  dedicaba  á 
tales  negocios,  pues  de  otra  manera,  según  el  art.  314  del  Código,  no 
hubieran  podido  hacer  operaciones  en  vinos  por  cuenta  propia,  no  obs- 
tante lo  cual  han  admitido  los  amigables  componedores  ^dos  partidas, 
ona  á  favor  de  D.  Pedro  Ferrer  y  otra  á  favor  de  D.  José  Matheu,  her- 
mano de  D.  Ramón,  por  pagarés  librados  por  los  socios  liquidadores  á 
títalo  de  inversión  en  suministrar  géneros  para  surtir  los  existentes, 
euyas  operaciones  estaban  hechas  dos  años  después  de  la  ferba  en  que 
se  p(\^o  la  Sociedad  en  liquidüción,  y  un  año  después  de  haber  entre- 
gado los  liquidadores  al  recurrente  97.236  rs.  86  céntimos  á  cuenta  de 
su  capital  y  beneficios  de  la  Sociedad,  y  de  reconocido  en  cuenta  co- 
rriente un  saldo  á  so  favor  de  30.670  rs.,  por  resoltado  de  ja  liquida- 
ción del  balance  de  1873,  y  bajo  una  causa  ilegal,  cual  era  la  de  sumi- 
nistrar géneros  contra  el  precepto  del  art.  337,  por  cuyas  razones  no 
podían  considerarse  tales  pagarés  pertinentes  á  la  contabilidad  social  ni 
legal  su  creación,  y  resultar  patente  la  extralimitación  en  este  concep- 
to de  los  aibitradores; 

Y  5"  Porque  r«^chHZado  por  el  recurrente  en  su  totalidad  el  balance 
y  proyecto  de  división  de  los  socios  liquidadores,  debieron  los  amiga- 
bles componedores  acometer  la  liquidacióu  verdadera  y  justa,  de  laqoe 
había  de  ser  consecoentia  el  balance  y  proyecto  de  división  reforma- 
dos, partiendo  para  ello  del  balance  de  fin  de  1873;  y  en  vez  de  esto  « 
han  hecho  lo  que  no  podían,  y  han  dejado  de  hacer  lo  que  debían,  á 
tenor  del  compromiso,  dando  una  liquidación  enigmática  que  no  marca 
de  qué  operación-  s  provienen  las  perdidas  ni  cuál  haya  sido  el  curso 
de  la  liquidación  origen  del  impugnado  balance  división. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  María  de  Prida: 
Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1691  y  so  regla  3^ 
de  la  ley  de  Gcjuiciamiento  civil  sólo  puede  fundarse  el  recurso  de  ca- 
sación contra  las  sentencias  de  los  amigables  componedores  en  haber 
éstos  dictado  ia  sentencia  fuera  del  plazo  señalado  en  el  compromiso  ó 
resuelto  puntos  no  sometidos  á  sa  decisión: 

Considerando  que  comparada  la  escritora  de  compromiso  de  que 
se  trata  con  la  sentencia  dictada  en  su  virtud  por  los  amigables  com- 
ponedores y  contra  la  cual  se  recurre,  resalta  qae  ésta  no  ha  resaeltO' 
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poDto  afgano  qoe  do  estnviese  sometido  &!  examen  y  deeisión  de  los 
arbitros,  no  existiendo  por  eoosigoiente  la  única  cansa  qne  motiva  este 
recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declarsmos  no  haber  logar  al  re- 
corso de  cesación  interpoesto  por  D.  Bonifacio  Felip  y  Badía,  á  qoien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdida  del  depósito  de  i. 000  pe- 
setas qoe  ba  eonstitoído,  qoe  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley.— (Sen- 
tencia pnblicada  el  4  de  ionio  de  4884,  6  inserta  en  la  Oac€ta  de  45  de 
Mo?iembre  del  mismo  año.) 
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lleciirso  de  easaclón  (üde  %nio  i$  4884). — Sala  terara, — 
Liquidación  de  coeutas.^No  se  admite  el  interpuesto  por  Doña  Pilar 
Solacen  D.  Pablo  Segarra  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resoelve: 

I*  Que  eonira  los  aulos  gue  dictan  las  Audiencias  en  los  proeedi- 
mñeutos  para  la  tjeeución  de  sentencias  no  se  da  recurso  de  casación,  á 
fio  ser  que  se  resuelvan  punios  susianeiales  no  controvertidos  en  el  pleito 
ni  decidido»  en  la  sentencia ^  6  se  provea  en  contradicción  con  lo  ejecuto» 
fiado ^  según  previene  et  art.  ^  69b  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

¥t^  Que  la  resolución  de  las  cuestiones  que  se  promuevan  en  las 
diligencias  para  la  ejecución  de  sentencias  debe  dictarse  con  la  fórmula 
-de  auto  y  no  con  la  de  sentencia. 

Eesoltando  qoe  en  autos  segoidos  en  el  Jozgado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  San  Pedro  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Aodienc'ia  de  dicha  ciudad  por  D.  Pablo  Segarra  con  ios  me- 
nores hijos  de  IX.  Enrique  de  Sola  y  con  Doña  Josefa  Cornelias  sobre 
rendición  de  cuentas  por  el  primero,  como  secuestrador  de  los  bienes 
embargados  á  la  sucesión  de  Sola,  en  autos  ejecutivos  promovidos  por 
]a  Cornelias  se  dictó  sentencia  }or  la  susodicha  Sala  en  47  de  Enero  de 
48SS,  qoe  se  hizo  firme,  aprobando  las  cuentas  presentadas  por  D.  Pa- 
blo Segarra  con  las  siguientes  reformas,  además  de  otras  dos:  segunda, 
qoe  del  saldo  debían  deducirse  y  eliminarse  las  partidas  que  se  referían 
á  la  disminución  del  valor  de  los  bueyes  y  muías  y  jornales  de  los  mis- 
mos; y  cuarta,  que  debían  entenderse  eliminadas  las  partidas  que  en  la 
data  aparecían  de  gastos  de  manutención  y  salarios  de  criados: 

Resultando  que  formada  por  el  Escribano  actuario  la  liquidación 
oportuna  con  arreglo  á  lo  sentenciado,  se  conformó  D.  Pablo  Segarra 
con  dicha  liquidación,  y  la  impognó  la  sucesión  de  Sola,  porque  con 
arreglo  á  aquella  sentencia  debían  bijarse  la  partida  núm.  75  referente 
ú  «n  pago  becho  al  Veterinario  por  el  \alor  de  dos  acémilas  mnertas 
trabajando  por  la  casa,  y  las  señaladas  con  los  rúmeros  S3,  26,  S7,  28, 
29,  30,  34,  66,  70,  74  y  80  por  referirse  á  los  bueyes  y  muías,  asi  como 
I  as  partidas  qoe  figoraban  por  salarios  de  criados  y  gastos  de  manu- 
tención, que  eran  les  ntiuiercs  46,  47  y  5S: 

Besoliando  qoe  el  Jufgado'^en  aoto  de  4  4  de  Noviembre  de  4882 
aprobó  la  liqoidación  practicada  por  el  actoarío;  y  remitidos  los  sotos 
á  la  Aodiencia  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  les  menores  Sola, 
d  ició  sentencia  la  Sala  segunda  de  lo  civil  en  6  de  Julio  próximo  pa- 
sado eliminando  de  la  liquidación  practicada  por  el  actuario  las  dos 
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partidas  contenidas  en  la  data  de  las  cuentas  del  secuestrador  con  Jos 
números  46  y  47  y  confirmando  en  lo  demás  el  anio  apelado: 

Resaltando  (jfae  contra  esta  sentencia  ha  interpuesto  Doña  Pilar 
Sola  recnrso  de  casación,  citando  como  infringidos  el  art.  359  de  la  lejr 
de  Enjoieiamiento  civil  y  la  sentencia  de  28  de  Jnnio  de  18649  á  cuya 
admisión  se  opuso  el  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joan  Francisco  Bastamanta: 

Considerando  qae  contra  los  actos  qne  dictan  las  Andienoias  ea  ios 
procedimientos  para  la  ejecución  de  sentencias  no  se  da  recurso  de  ca 
sación,  á  no  ser  que  se  resuelvan  pontos  sustanciales  no  eontrovertt- 
dos  en  el  plóito  ni  decididos  en  la  sentencia,  ó  se  provea  en  contradíe» 
ción  con  lo  ejecutoriado,  según  previene  el  art.  4695  de  la  ley  de  Eb<- 
joiciamiento  civil: 

Considerando  qne  no  se  halla  en  ninguna  de  estas  excepeiones  la 
sentencia  recurrida,  puesto  que  al  aprobar  la  liquidación  practicada 
por  el  actuario  para  dar  cumplimiento  ala  sentencia  firme  de  47  da 
Enero  de  1 881  eliminando  dos  parffdas  de  las  varias  que  había  impug- 
nado la  parte  recurrente,  se  ajusta  á  dicha  ejecutoria,  y  de  conforaii- 
dad  con  la  misma  resuelve  todos  los  puntos  que  han  sido  objeto  de  la 
oposición  heeba.:á  dieba  liquidación,  y  es  por  tanto  inadmisible  el  re- 
curso de  casación,  conforme  á  lo  prevenido  en  ei  núm.  3^  del  art.  1719 
de  dicba  ley: 

Considerando  qne  la  resolución  de  las  cuestiones  que  se  promuavaa 
en  las  diligencias  para  la  ejecución  de  sentencias  debe  dictarse  con  la 
fórmala  de  auto  y  no  con  la  de  sentencia,  como  lo  ha  hecho  la  Sala 
sentenciadora,  faltando  á  lo  prevenido  en  el  art.  896  de  la  lay  antes 
citada; 

No  ha  logar  á  la  admisión  del  recnrso  de  casación  por  infracción  éñ 
ley  interpuesto  por  Doña  Pilar  Solé,  á  quien  condenamos  al  pago  da 
las  costas:  líbrese  á  la  Audiencia  la  certificación  correspondiente,  coa 
devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada 
el  5  de  Junio  de  i884,  6  inserta  en  la  GéceU  de  i4  de  Noviembre  dol 
mismo  año.) 
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Heeorso  de  casaeMn  (5  ie  Jitnio  de  1884).— j^s/s  ter^ers.^- 
DsrBrtSA  poa  pobre. — No  se  admite  el  interpuesto  por  Doña  Gabina 
Atienza  con  D.  Alejandro  Pere  y  otro  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re* 
suelve: 

Que  si  contra  la  anteneia  q%4  resuelve  el  incidente  de  pobreta  pr^* 
movido  en  la  tegunda  imianda  no  se  uHlieó  el  reenrto  de  eúplica  ga# 
la  ley  de  Enjniciamienlo  civil  autoriza  en  e%  art.  402,  es  inadmisible  4Í 
de  casación,  conforme  d  lo  dispuesto  en  el  núm,  3^  del  art.  M%9  de  Us. 
propia  ley. 

Resultando  que  remitidos  á  la  Audiencfa  de  esta  corte  los  autos  te  • 
gaiduB  en  el  Joigado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  por 
Doña  Gabina  Alieoza4&on  D.  Alejandro  Pero  y  con  D.  Josó  Zaragoza 
sobre  tercería  de  dominio,  promovió  Duha  Gabina  incidente  dada- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RKCDR808  T  COMPITIIICIAS.  373 

fansa  por  pobre,  que  aasUnoiado  en  forma  foé  deseslimado  por  senten- 
cia de  29  de  Fet>rero  último: 

ReaoUando  qae  Doña  G&braa  Atiensa  ioterpaso  eontra  esta  senten- 
eia  reenrao  de  caaaeióD  en  el  fondo»  á  coya  admisión  ae  opuso  el  Minis- 
leriofiaaal. 

Viato,  aiendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  M.  Sagasta: 

Considerando  qoe  la  sentencia  de  que  se  recorre  no  tiene  el  carácter 
•  de  definitiva  para  los  efectos  de  casación,  puesto  qoe  habiéndose  pro- 
Bovido  el  incidente  de  pobresü  en  la  segunda  instancia  no  se  ntilitó  el 
reenrao  de  súplica  qoe  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  sutoriiaen  su  af- 
ílenlo 401,  j  siendo  por  esta  razón  inadmisible  el  de  casación,  conforme 
á  lo  diapnesto  en  el  núm.  3°  def  art.  I7t9  de  la  propia  ley; 

No  ha  logar  á  la  admisión  del  recorso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Doña  Gabina  Atiensa,  á  quien  condenamos  al  pago 
de  laa  eoataa:  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  corres- 
pondiente, y  pnbliqoese  este  auto  en  la  Oacita  y  á  su  tiempo  en  la  Oó- 
hedám  UgUlátí^a^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias. — (Senten- 
cia publicsda  el  5  de  Junio  de  1884»  ó  inserta  en  la  Gaata  de  14  de  No- 
viembre del  mismo  a&o.) 
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i  de  eiMMiel¿n  (6  de  Junio  de  1 884).— «S'a/tf  primera.^ 
Depósito  db  mujer  casada.— No  ha  lugar  al  iniorpuesto  por  D.  Andrés 
Piftol  con  Doña  Mercedes  Perecaula  y  otro  (Audiencia  de  Barcelona),  y 
te  resuelve: 

Qué  por  estrecha  ^ue  tea  la  relaeidn  del  depótilo  judicial  de  una 
mujer  ea$ada  eou  la  situación  que  debe  ocupar  por  ratón  de  su  edad  el 
áijó  de  este  malrimonio^  la  eolicüud  del  padre  reclamándole,  no  coneli- 
Supe  un  incidente  verdadero  del  depósito  de  la  madre,  de  loe  gue  define  el 
art.  1897  de  la  ley  de  Enjuidamento^  ni  puede  eujetarfe  por  lo  tanto  á 
ios  reglas  de  tramitacián  eetablecidas  para  loe  mismos^  eino  que  debe  ven- 
alarse  y  decidirte  el  derecho  que  por  el  padre  ee  invoca  y  á  que  te  opone 
im  madre  en  juicio  civil  ordinario  de  mayor  cuantía,  con  arreglo  á  lo  diS' 
puesto  em  el  art,  481  y  eut  concordantet  de  la  citada  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  a  6  de  Junio  de  4884,  en  ios  autos  que 
ante  Noa  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley»  aegnidos  en  el  Juzgado  de  primera  inatancia  del  distrito  de  PsIh 
eio  de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au 
dieneia  de  aquel  territorio  por  D.  Antonio  Perecaula  y  Damián  y  DoQa 
Mercedes  Perecaula  y  Marti,  el  primero  Abogado,  y  ambos  vecinos  de 
dicha  ciudad,  repreaentados  y  defendidos  ante  este  Tribunal  Supremo 
*»or  el  Procurador  D.  Patricio  Oarcia  Alcañia  y  el  Licenciado  D.  Senén 
>nido  con  D.  Andrés  Pi&ol  y  PereantóUf  marido  de  la  Doña  Mercedes, 
noiereiante»  de  la  misma  vecindad,  representado  por  el  Procurador 
L  Pederieo  Orases,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Vicente  Uernándes 
i«  la  Roa,  sobre  depósito  de  la  referida  Doña  Mercedes: 

Resultando  que  en  3  de  Junio  de  1878  Doña  Mercedes  Perecaula  acu- 
ló al  Juagado  exponiendo  que  se  bailaba  en  la  necesidsd  de  promover 
manda  de  divorcio  contra  ao  esposo  D.  Andrés  Pinol,  ante* el  Tribn- 
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nal  eclesiástico,  por  loa  motivos  qae  expondría;  y  pan  podsr  Terifiear- 
lo  pidió  qae  previa  aa  ratifioación  en  el  escrito  y  en  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  la  ley  de  Matrimonio  civil  y  los  artícnlos  4t77,  1188  y  ei 
guientes  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  ee  la  eoneUtuyete  an  depd- 
sito  janta  con  so  hijo,  que  sólo  tenía  an  a&o  eamplido,  con  entrega  de 
los  efer.ios  y  ropas  del  nso  de  entrambos;  por  primer  otrosí  pidió  qtto 
atendido  sn  estado  interesante  y  hallándose  pronto  sa  alumbramiento, 
se  mandase  entregarte  la  ropita  que  había  de  servir  para  la  criatora 
próxima  á  nacer,  y  por  segando  otrosí  designó  por  sncorador  ádlitem 
á  sa  padre  D.  Antonio  Perecaala,  toda  ves  qae  la  demandante  era  me- 
nor dfl  edad  según  la  partida  de  pila,  de  la  qae  resaltaba  qae  dich& 
Doña"  Mercedes  nació  en  25  de  Setiembre  de  1854;  qoe  ratificada  la  in- 
teresada en  el  contenido  de  sa  escrito 'y  aceptado  y  discernido  el  cargo 
de  carador  ad  liíem  i  favor  de  D.  Antonio  Perecaala,  verificóse  el  da- 
pósito  jadicial  solicitada  de  Doña  Mercedes  y  de  so  hijo  Andrés  Pifio, 
y  Perecaala  en  la  casa  y  bajo  la  castodia  del  pidre  de  la  depositadal 
por  no  haberse  podido  poner  de  acoerdo  sobre  este  particalar  dietaa 
Doña  Mercedes  y  sa  esposo  D.  Andrés  Pinol;  en  poder  del  mismo  de- 
positario quedaron  la  cama  y  ropas  inventariadas  qae  D.  Andrés  eor. 
tregó  á  sa  esposa  á  la  presencia  judicial: 

Resultando  que  en  25  de  Junio  del  mismo  año  presentó  D.  Antonio 
Pdrecaula  en  nombre  de  su  hija  an  certificado  expedido  por  el  Escri- 
bano mayor  d^^l  Tribnnal  eclesiástico,  expresivo  á  haberse  admitido  eo 
aquel  Tribunal  la  eportana  demanda  de  divorcio  contra  sa  marido,  y 
por  auto  del  26  se  ratificó  el  depósito  de  Doña  Mercedes  y  de  sa  hijo, 
continuando  definitivamente  ambos  á  cargo  del  depositario  nombrado: 

Resultando  que  en  3  de  Marzo  de  1883  D.  Andrés  Pinol  presentó  es- 
crito, exponiendo  qae  el  depósito  jadicial  de  sa  esposs  había  sido 
solicitado  por  la  misma  porque  se  proponía  intentar  demandada  divor- 
cio; y  por  lo  que  se  refería  á  su  hijo,  porque  segfia  la  ley  de  Matrimo- 
nio civil  la  madre  debía  conservarlo  en  sa  poder  por  razón  de  sn  corta 
edad;  pero  qae  del  acuerdo  jadicial  su bsigaien te  aparecía  decretado  so 
lamen(e  el  depósito  de  la  espos  i,  aunqae  después  al  notificarse  éste  •• 
ratifícase  también  para  el  hijo  en  poder  de  Antonio  Perecaola;  qae  a«n 
cuando  hubiese  sido  depositado  en  forma  so  dicho  hijo,  había  cesado  la 
cansa  de  tal  depósito,  puesto  qoe,  además  de  haber  el  Tribunal  de  la 
Bota  declarado  improcedente  por  sentencia  ejecutoria  la  jdemanda  da 
divorcio  intentada  por  Mercedes  Perecaula,  había  ya  caoiplido  el  mea- 
clonado  hijo  la  edad  da  cinco  años;  que  por  lo  mismo  debía  ser  entro- 
gado  al  demandante,  porque  él  era  el  padre  y  jefe  de  la  familia  y  ade- 
más el  cónyuge  favorecido  por  la  sentencia  i'ecaíia  en  el  divorcio,  dán- 
dole todos  estos  títulos  el  pleno  derecho  de  patria  potestad  sobre  sos 
hijos  no  emancipados;  y  fundado  en  el  art.  4887  de  la  vigente  ley  de 
Enjuiciamiento,  reproducción  de  los  artículos  64,  65,  70,  7f  y  88  do 
la  ley  de  Matrimonio  civil,  y  la  ley  3\  tít.  19,  Partida  4%  pidió  so 
dispusiera  le  fuese  entregado  inmediatamente  sn  hijo  Andrés,  ordo- 
nando  á  Antonio  Perecaula,  que  lo  tenía  en  sa  poder,  qoe  verificase  la 
entrega  sin  réplica  ni  oposición  alguna  al  mandamiento,  y  en  auto  de  9 
de  Mano  de  1883  mandó  el  Jues  que  se  procediese  por  el  actaario  al  to- 
vantamiento  del  depósito  del  niño  Andrés  Pinol  y  Perecaala,' reqoi- 
riendo  al  efecto  á  sa  depositario  y  sa  entregase  acto  contiaoo  á  so  pa- 
dre Andrés  Pinol: 

Re.«a  tando  qae  Doña  Mercedes  Perecaala  eompareció  manifestando 
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^n  escrito  de  9  de  Marso  que  había  sabido  extrajadicUlmente  lo  orde- 
nado por  el  Jaez  en  aquel  mismo  día,  y  pidió  que  se  dejase  tal  provi- 
dencia sin  efecto  por  vía  de  reposición  y  se  declarase  contencioso  el 
expediente  en  ?iriud  de  bq  oposición,  reservando  á  Andrés  Pinol  so 
'4lerecho  para  qae  le  otilisase  en  el  juicio  correspondiente  al  efecto, 
alegó  la  Doña  Mercedes  que  Andrés  Pinol  no  podía  reclamar  el  levan- 
Umiento  del  depósito  de  so  hijo,  porque  *el  pleito  de  divorcio  que  lo 
motivó  estaba  aún  pendiente  en  el  Tribunal  de  la  Rota  de  una  apela- 
-ción  interpoesta  por  la  Doña  Mercedes,  y  aunque  el  niño  Andrés  tenía 
ya  más  de  ítb^  años,  le  correspondía  tenerlo  ala  madre  que  era  la  que 
debía  considerarse  como  cónyuge  inocente,  segün  la  ley  de  Mafrimo- 
nio  civil,  por  ser  la  demandante  en  el  citado  divorcio;  por  otrosí  apeló 
sobsidiariamente  de  la  negativa  da  reposición  pedida  y  del  auto  que 
dio  lugar  á  pedirla: 

Resaltando  que  después  de  seguidas  varias  actuaciones  y  de  haberse 
dietado  autos  y  providencias  dirigidas  al  cumplimiento  de  I)  solicitado 
por  Pinol  sin  que  llegara  á  llevarse  á  efecto,  en  13  de  Abril  de  18S3  el 
Jaez  de  primera  instancia  dic'ó  auto  por  el  que  declaró  nulo  todo  lo  ac- 
tuado des  le  el  folio  145  de  los  autos  de  jurisdicción  voluntaria,  si  bien 
reservando  bq  derecho  á  D.  Andrés  Pinol  para  que  lo  dedujera  en  forma 
legal: 

Resaltando  que  admitida  la  apelación  interpuesta  por  D.  Andrés  Pi- 
nol, se  remitieron  los  autos  á  la  Superioridad,  y  por  el  apelante  se  pre- 
sentó en  esta  instancia  una  ejecutoria  expelida  por  el  Tribunal  de  la 
Hota  en  mérito  de  los  autos  de  divorcio  entre  el  propio  Pinol  y  su  es- 
posa, de  laque  aparece  que  por  tres  sentencias  conformes  se  ha  decla- 
rado no  haber  lugar  al  divorcio  solicilaio  por  Doña  Mercedes,  á  la  qtie 
se  señala  que  en  el  término  de  ocho  meses  se  restituya  á  la  casa  raari  - 
tal;  que  dicha  Doña  Mercedes  se  adhirió  á  la  apelaeión,  al  solo  efecto 
de  qae  pudiera  la  S^la  acordar  que  la  nulidad  de  lo  actuado  arrancaba 
desde  el  folio  144  y  no  desde  el  H5  como  aparecía  del  auto  apelado,  en 
-ña  concepto  por  error  material  en  que  se  incurrió  ai  tiempo  de  redac- 
tarlo ó  escribirlo;  sustanciada  la  alzada,  la  Sila  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Barcelona  dictó  sentencia  en  41  de  Julio  de  1883,  por 
la  qoe  confirmó  el  anto  apelado  con  las  costas,  entendiéndose  que  la 
nulidad  del  procedimiento  empieza  desde  el  folio  III,  ósea  destJe  el  es- 
pirito de  D.  Andrés  Pinol  de  3  de  Marz)  anterior  inclusive,  y  que  se  de- 
volviese éste  quedando  por  copia  en  autos  el  documento  que  acompañó 
«on  sa  otro  escrito  de  7  de  Junio  del  mismo  año: 

Resaltando  que  D.  Andrés  Pinol  interpuso  recurso  de  casación,  ale- 
gando como  motivos: 

4^  Que  dado  el  hecho  de  que  el  es '.rito  de  D.  Andrés  Pínol  se  anió  y 

SQstaneió  con  el  expediente  de  depósito  de  Doña  Mercedes  Perecaula, 

quo  la  Sala  sentenciadora  hice  extensiva  al  del  hijo,  claro  es  que  aqae  - 

Ha  reclamacón  constituye  un  verdadero  incidente,  y  pir  lo  tanto  ha 

^-^(iido  y  debido  sustanciarse  en  la  forma  prevenida  por  el  art.  1897  de 

ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  por  lo  tanto,  al  declararas  la 

lidad  de  tolo  lo  actuado,  se  ha  infringido  el  artículo  citado,  por  par- 

r  del  sopuesto  de  no  ser  incidente,  siendo  asi  que  la  Sila  misma  reco- 

oee  y  consigna  qae  el  hijo  estaba  depositado  por  acuerdo  del  Juzgado: 

V*  Que  consigna  la  Sala  en  el  tercer  considerando  que  aun  en  al  su- 

esto  de  que  la  cuestión  actaal  no  tuviera  señalada  tramitación  espe- 
ti  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  debiera  observarse  la  del  juicio. 
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ordinario  en  virlDd  de  la  prescripción  del  art.  481  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  supuesto  qoe  considera  la  Sala  sentenciadora  ccqock 
enestión  ó  contienda  judicial,  «^ntre  partes,  la  que  no  versa  sobre  quien 
tenga  mejor  derecho  para  tener  en  so  poder  á  nn  hijo  legitimo,  siendo^ 
asi  qoe  sdio  se  trataba  de  reclamar  la  terminación  del  depósito,  supues- 
to qo(^  lo  tuviera,  teniendo  ya  el  hjo  más  de  tres  años: 

3^  Que  dado  el  supuesto  de  que  el  niño  hubiera  sido  depositado  al 
mismo  tiempo  ,qoe  la  madre  en  poder  del  abuelo  y  padre  respectivo, 
claro  es  que  hecha  la  reclamación  por  el  padre,  no  se  promovía  cues- 
tión ni  podía  promoverse  sobre  el  mejor  derecho  á  tenerle  en  sa  poder;: 
porque  hallándose  prescrito  en  el  art.  Ii987  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  eael  lílulo  4%  que  trata  de  depósitos  de  personas,  que  si  hubie* 
se  hijos  del  matrimonio  mandará  el  Jues  que  queden  en  poder  de  la  ma- 
dre los  que  no  tuviesen  tres  años  cumplidos,  y  los  que  pasasen  de  esra 
edad,  en  poder  del  padre,  basta  que  en  el  juicio  correspondiente  se  df- 
cida  lo  que  proceda,  esto  es,  en  el  juicio  que  da  lugar  al  depósito,  claro 
es  que  la  senten*.ia  infringe  fste  articulo  al  remitir  á  D.  Andrés  Pjñol  el 
ejercieio  de  la  acción  ordinaria  en  juicio  contencioso: 

4*  Las  leyes  3^  tít.  4 9.  y  f  O,  tit.  17  de  la  Partida  4%  porque  en  la 

Írimera  de  eistas  disposiciones  legales  se  ordent  que  la  madre  debe  no*- 
rizar  ó  eriar  á  sus  hijos  qoe  fuesen  menores  de  tres  años  é  los  padrea- 
á  los  que  fuesen  mayores  de  esta  edad;  y  la  segunda  qne  el  padre  tiene 
podnr  sobre  sus  hijos  aunque  alguno  lo  tenga  en  so  poder  por  faena  6 
de  sn  volnntad,  y  que  el  Juez  del  logar  cuando  el  padre  lo  reclamare... 
debe  de  ofício  hacerle  volver  al  poder  del  padre;  de  modo  qoe  no  nece- 
sita intentar  esa  demanda  en  juicio  ordinario,  sino  que  ha  de  proceder- 
se  por  el  noble  ofício  de  Joei  á  rivalizar  aquella  entrega,  y  por  lo  tanto, 
al  no  acceder  en^la  forma  de  jurisdicción  voluniaria  á  lo  pretendido  por 
O.  Andrés  Pinol,  se  infringen  las  dísposiones  legales  citadas. 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  B&lbino  Maestre: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  qoe  en- 
diversos  conceptos  se  citan  en  los  cuatro  motivos  del  recorso,  porque 
por  estrecbi  que  sea  la  relación  del  depósito  judicial  de  Doña  Mercedea^ 
Perecaola  con  la  situación  que  debe  ocupar  por  razón  de  su  edad  el  hijo 
de  este  matrimonio,  la  solicitud  del  padre  D.  Andrés  Pinol  reclamándo- 
le, no  constituye  un  incidente  verdadero  del  depósito  de  la  madre  de 
los  qoe  deñneel  art.  1897  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  ni  puede  saje- 
larse por  lo  tanto  á  las  reglas  de  tramitación  establecidas  por  el  roiamo^ 
aino  que  debe  ventilarse  y  decidirse  el  derecho  qoe  por  el  padre  se  in- 
Toca  y  á  que  se  opone  la  madre  en  juicio  civil  ordin  rio  de  mayor  cuan- 
tía, ron  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  481  y  sos  concordantes  Jer"  la. 
citada  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  r^ 
rB'-so  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Andiés- 
Piño^  al  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de 
1.000  pesetas  que  depositó,  qoe  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por 
a  ley;  líbrese  la  correspondiente  certiñoacíón  á  la  Audiencia  de  Birce^ 
ona,  con  devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  pabiicada  el  6  de 
nnio  de  4884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  19  de  Setiembre  del  aiismo> 
ño.) 
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Re«w«*  de  easaeMn  <6i{0/iifito  d$  4884).— -i^a^a  primera. — 
Ndudad  dedica  ihsgripgión.— No  ha  lagar  al  interpueito  por  la  raxón 
social  U.  J.  Merck  y  Compañía  eon  D.  José  Rodrigues  Toeba  (AodieDcia 
de  Cáeerea).  y  se  resaelve: 

1^  QiM  el  eoiUrato  es  la  verdadera  liy  para  déeidir  las  cuestiones  ¿t- 
tígiosas  que  surjan  enírs  las  partes  aoeroa  de  su  eumplimiento: 

2®  Que  es  Juea  eompetenie  para  eenoeer  de  los  pleitos  á  que  dé  origen 
«•  contrato  aquel  á  quien  los  litigantes  se  kubiesen  sometido  empresa  & 
tácitamente; 

YdP  Que  si  en  las  cláusulas  de  ¡a  escritura  de  arrendamiento  de 
unas  minas,  otorgada  en  la  ciudad  de  Lisboa^  eligieron  las  partes  su  da-- 
miciliú  en  dicha  ciudad  para  responder  é  las  reclamaciones  que  pro  - 
ífissieien  de  elUy  estableciendo  además  que  todas  las  cuestiones  que  ocu» 
rrieran  entre  los  otorgantes  sobre  su  interpretación  y  ejecución,  se  deei^ 
diesen  amistosa  y  sumariamente  en  dicha  ciudad  por  medio  de  arbitros 
denirú  del  periodo  de  dos  meeee;  y  la  naturaleut  de  la  cuestión  promovida 
enla  reeontenoión  al  contestar  la  demanda  afecta  á  la  interpretación  y 

S}eeueión  del  contrato  celebrado,  y  está,  par  lo  tanto,  comprendida  en 
ichae  cláusulas;  la  sentencia  que  lo  reconoce  asi,  no  infringe  el  parra- 
fo  4^  del  art.  §3  y  el  54S  de  la  ley  de  Enjuiciamienio  civU. 

Bn  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  6  de  Janio  de  4884,  en  el  pleito 
pendiente %ii te  Nos  en  virtud  de  recarso  de  casación  por  infracción  de 
Í^y«  seguido  en  el  Josgado  de  primera  instancia  de  Logrosáo  y  en  la 
Sala  de  lo  ei?il  de  la  Aadiencia  de  Gáoeres  por  D.  Josó  Rodrígnez  To- 
cha Sénior,  vecino  de  Bstremos,  en  Portugal,  representado  por  el  Pro- 
eorador  D.  Josó  Oareia  Noblejas,  ▼  defendido  por  el  Licenciado  D.  An- 
tonio Manra,  eon  la  rasón  social  S,  J,  Merck  ¿Compañía,  de  Hambnr- 
go,  y  en  sn  nombre  el  Procurador  D.  Antonio  Fernándei  Campos,  baio 
U  dirección  del  Licenciado  D.  Juan  Póres  San  Millán,  sobre  nulidad  de 
«na  inscripción: 

Resaltando  que  por  escritura  otorgada  en  la  ciudad  de  Lisboa  i  16 
de  Abril  de  t863,  D.  José  Rodiígues  Tocha  Sénior  dio  en  arrendamiento 
á  D.  Pranetsco  Kupe  Domas  las  minas  ó  canteras  de  fosfato  de  cal  de 
Logrosán  por  el  tiempo  de  09  años,  á  contar  desde  aquella  fecha,  fi- 
jando su  domicilio  en  Lisboa,  para  responder  á  las  reclamaciones  que- 
provinieran  de  dicha  escritura,  y  sometiendo  por  la  cláusula  46  lae 
cuestiones  que  ocurrieran  entre  los  otorgantes  á  la  decisión  amistosa 
y  sumaria  por  medio  de  arbitros  dentro  del  período  de  dos  meses;  y 
que  por  otra  escritura  otorgada  en  esta  corte  á  18  de  Marzo  de  1871, 
l>.  Joan  Pérez  San  MílU»,  en  concepto  de  apoderado  de  D.  Pranciscos 
Kuper  Domas,  cedió 4  D.  Carlos  Enrique  Juan  Merck  y  Borguis,  repre- 
sentante de  la  ratón  social  H.  J.  Metk  y  Compaftía,  de  Hamburgo,  el 
arrendamiento  de  las  indicadas  canteras  de  fosfato  de  cal,  con  los  mis 
uiot  derechos  y  condiciones  estipuladas  en  la  escritura  de  16  de  Abril 
de  1863,  asi  como  sos  derechos  y  acciones  para  continuar  la  demanda 
incoada  á  so  nombre,  á  fin  de  que  Tocha  subsanara  los  defectos  de  la^ 
mencionada  escritora: 
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Resaltando  qae  en  H  de  Abril  de  1883  entabló  demanda  D.  José 
Rodríguez  Tocha  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Lot^rosán,  para 
qae  se  declarase  con  aodiencia  de  la  rasón  social  H.  J.  Merk  y  Gompa- 
üía,  de  Hamburgo,  nula  la  inscripción  que  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad de  aquel  partido  había  obtenido  D.  Francisco  Kuper  Damas  de  la 
escritura  de  arriendo  de  4863,  con  todas  sus  consecuencias  y  efectos 
p  >steriores,  ordenando  se  cancelara  la  anotación  preventiva  de  la  de- 
manda propuesta  en  5  de  Diciembre  de  1880  contra  Rodrígaex  Tocha, 
para  compelerle  á  subsanar  los  defectos  de  la  referida  escritora: 

Resallando  que  la  razón  social  H.  J.  Merck  y  r4ompañía,  de  Hainbor- 
go,  impugnó  la  demanda,  solicitando  qae  en  caso  necesario  se  declara- 
se bien  hecha  la  citada  inscripción,  y  reconviniendo  al  demandante 
por  acción  personal,  nacida  del  hecho  de  la  inscripción,  pidió  se  con- 
denase á  Rodríguez  Tocha  á  pagar  á  la  Sociedad  demandada  el  interés 
le^al  de  6  por  100  al  año  sobre  la  cantidad  de  S>.000  libras  esterlinas 
que  Tocha  recibió  en  parle  del  precio  del  arrendamiento  y  explotación 
de  las  minas,  á  contar  desde  el  día  en  qoe  Kuper  Dumas,  de  quien  eran 
cesionarios  los  demandados,  fué  expulsado  de  las  minas  y  privado  del 
arrendamiento  por  orden  del  Gobernador  de  la  provincia,  hasta  el 
en  qae  volvieran  á  entrar  en  posesión  pacíñca  del  citado  arrendamien- 
to, con  imposición  de  costas  á  Rodríguez  Tocha: 

Resaltando  que  el  demandante  replicó  reproduciendo  la  pretensión 
d3  su  demanda  con  respecto  á  la  inscripción  y  anotación  qae  en  la  mis 
ma  se  mencionaba,  declarando  antes  y  con  suspensión  de  aquélla  qoe 
no  procedía  la  reconvención  propuesta,  y  qoe  ésta  no  podía  tramitarse 
ni  decidirse  en  el  presente  pleito  por  ser  incompelente  para  conocer  y 
resolver  sobre  ellas  el  Juzgado  de  Logrosán  y  todos  los  Tribunales  es- 
pañoles, al'^gando  para  ello  que  para'  resolver  el  Juzgado  respecto  á  la 
reconvención,  tendría  que  reconocer  y  calificar  el  contrato,  interpretar 
sus  cláusulas  y  decidir  con  arreglo  á  ellas  cuáles  eran  ios  deberes  de 
cada  contratante  y  cuáles  de  éstos  cumplió  ó  dejó  de  cumplir;  qae  en 
el  contrato  de  arriendo  y  en  su  estipulación  15  los  otorgantes  Tocha  y 
Kuper  Dumas  eligieron  so  domicilio  en  Lisboa  para  responder  A  Codas 
las  reclamaciones  que  provinieran  de  la  referida  escritura,  consignando 
en  la  16  que  todas  y  cualesquiera  cuestiones  que  ocurrieran  entre  los, 
otorgantes,  sos  herederos,  administradores  y  representantes,  ya  sobre 
Ja  interpretación,  ya  sobre  la  ejecución  de  la  citada  escritura  de  arren- 
damiento, se  decidirían  amistosa  y  samariamente  en  Lisboa  por  medio 
de  arbitros  dentro  del  período  de  dos  meses;  que  dadas  estas  cláasalas, 
todas  las  cuestiones  que  se  suscitaran  entre  Tocha  y  Domas,  sus  soce- 
snres  ó  cesionarios  habían  de  ser  resueltas  precisamente  en  Lisboa  por 
arbitros,  y  como  la  contienda  que  por  la  reconvención  se  suscitaba  y 
]iH  múltiples  cuestiones  que  entrañaba  se  referían  A  interpretación  y 
ejdcoción  del  contrato,  esa  acción  tenían  que  ejercitarla  Merck  y  Com- 
pañía en  Lisboa,  los  Tribunales  españoles  eran  incompetentes  para  co- 
nocer de  ella,  como  así  lo  habían  reconocido  ya  anteriormente,  incluso 
este  Sopremo  Tribonal  en  sentencia  firme,  remitiendo  la  cuestión  so- 
metida á  su  decisión  A  los  arbitros  portogoeses: 

Resultando  que  sospendido  el  curso  de  la  demanda,  la  razón  social 
demandante  impugnó  el  incidente  promovido,  sosteniendo  que  la  ma- 
teria de  la  reconvención  era  pura  y  simplemente  del  orden  civil,  puesto 
que  los  perjuicios  qae  en  ellas  se  exponía  procedían  de  actos  civiles, 
tie  coya  naturaleza  eran  los  derechos  que  se  alegaban  y  la  acción  que 
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M  deducía,  puesto  que  nacía  de  hechos  ideáticos  á  los  aae  alegaba  el  « 
ilemandante  principal,  y  se  enlazaba  con  actos  de  éste  (fue,  maliciosa* 
mente  practicados^  habían  impedido  la  inseripciÓD  coya  nulidad  S)  pe- 
día, jf  predocido.los  daños  y  perjuicios  cuya  iudemnítación  se  reclama- 
ba por  medio  de  la  reconvención,  no  pudiendo  darse  una  prueba  mas 
•evidente  de  que  la  materia  de  aquélla,  por  su  origen  y  naturaleza,  era 
civil,  y  por  consiguiente  de  la  competencia  del  Juzgado  de  Logrosán, 
cualquiera  que  fuera  la  cuantía  á  que  ascendiera  la  reconvención, 
siendo  esta  la  verdadera  inteligencia  del  art.  542  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento: 

Resaltando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  decla- 
rando que  no  es  admisible  en  estos  autos  y  pleito  la  reconvención  por 
razón  de  incompetencia  del  Tribunal  para  conocer  de  ella,  y  que  con- 
-firmada  con  las  costas  en  iO  de  Setiembre  de  1883  por  la  Sala  de  lo  ci- 
Til  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  interpaso  ia  razón  social  H.  J.  Merck  y 
€ompañía«  de  Hamburgo,  recurso  de  casación,  por  haberse  infringido 
á  su  juicio: 

I®  El  párrafo  cuarto  del  art.  63  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  de  índole  sustantiva,  en  cnanto  por  él  se  declara  competent»^ 
para  conocer  de  una  demanda  de  reconvención  el  Juez  que  conoce  da 
la  demanda  principal,  y  como  en  este  caso  el  Juez  de  Logrosán  estaba 
conociendo  y  era  competente  para  conocer  de  ia  demanda  principal 
por  elección  del  demandante  Rodríguez  Tocha,  clara  y  evidente  era  1 1 
^competencia  del  mismo  Juzgado  para  conocer  de  la  demanda  de  recon- 
yención  formulada  por  los  recurrentes: 

Y  2"  El  art.  542  también  de  índole  sustantiva,  haciendo,  mala  apli- 
cación de  las  disposiciones  en  él  contenidas,  y  la  doctrina  legal  dedu 
cida  de  ia  sentencia  pronunciada  por  este  Tribunal  Supremo  en  H  de 
Bnero  de  1881,  puesto  caso  que  siendo  la  materia  de  la  demanda  de  re- 
convención perteneciente  al  orden  civil,  cuyo  conocimiento  correspon- 
-día  en  absoluto  á  la  jurisdicción  ordinaria,  era  claro  y  evidente  que  la 
demanda  de  reconvención  caía  bajo  la  competencia  del  Juzgado  de  Lo- 
grosán. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Mana  Alix  y  Bonache: 

Considerando  que  el  contrato  es  la  verdadera  ley  para  decidir  las 
cnestiones  litigiosas  que  surjan  entre  las  partes  acerca  de  su  cumplí 
miento,  y  que  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos  á  que  dé 
t>rigenel  mismo  aquél  á  quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido  ex* 
presa  y  tácitamente: 

Considerando  que  en  las  cláusulas  15  y  16  de  la  escritura  de  arren- 
damiento otorgada  en  la  ciudad  de  Lisboa  eligieron  las  parles  su  domi- 
cilio en  dicha  ciudad  para  responder  á  las  reclamaciones  que  provengan 
de  ella,  estableciendo  además  que  todas  las  cuestiones  que  ocurran  en- 
tre los  otorgantes  sobre  su  interpretación  y  ejecución,  se  decidati 
amistosa  y  sumariamente  en  Lisboa  por  medio  de  arbitros  dentro  ddl 
período,  de  dos  meses: 

Considerando  que  la  naturaleza  de  la  cuestión  promovida  en  la  re- 
convención al  contestar  la  demanda  afecta  á  la  interpretación  y  ej'3cu 
-ción  del  contrato  celebrado,  y  está,  por  lo  tanto,  comprendida  en  la 
cláusula  16,  razón  por  la  que  la  sentencia  recurrida^  que  lo  reconoce 
Rsí,  no  infringe  ios  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se 
invocan  en  los  dos  motivos  del  recurso; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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Aaaso  de  eas«eíón  f nterpoesto  por  la  razÓQ  toeial  H,  /.  Mirk  f  Cmt- 
pañia,  de  Hambnrgo,  i  la  qoe  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida, 
del  depósito,  qoe  se  distriboirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Ao- 
diencia  de  Gáceres  la  certificación  correspondiente,  con  devoloción  d# 
los  sotos  qne  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  6  de  Janío  de  4884^ 
é  inserta  en  la  GéeeU  de  19  de  Setiembre  del  mismo  afto.) 
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Recurso  de  eesaeMn  (6  <U  Junio  d$  1884).— iS'ato  prttura.-i-- 
Ejecución  dk  sentencia. — No  ha  logar  al  interpuesto  por  el  Dnqne  de 
Aliaga  con  Doña  Agustina  Méndes  de  Yigo  y  otros  (Audiencia  de  Ma- 
drid), y  se  resoelve: 

Qiáe  ti  la  sentencia  dietúia  para  el  eumplimiinto  de  nna  ir;se«<orie 
M0  ajuiía  á  lo  prevenido  en  éem^  no  puede  dedree  qne  la  eaníraria  ni 
infringe. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  4  6  de  Junio  de  1884,  en  el  pleito- 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recorso  de  cesación  por  infracción  de 
ley,  segnido  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Uni- 
versidad de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Andien- 
ria  de  la  misma  por  Doña  Agustina  y  Doña  Carmen  Méndei  de  Yil^oj 
D.  Laureano,  D.  Etías  y  Doña  Jenara  Peres  Villamil  y  Méndexde  Yiffo, 
representados  por  el  Procurador  D.  Joaquín  Días  PSres,  y  defendidee 
por  el  Licenciado  D.  Juan  de  Dios  Itorriaga,  con  D.  Andrés  Avelino  de 
Silva  como  administrador  judicial  de  la  testamentaría  concursada  del 
Conde  de  Salvatierra,  y  en  so  nombre  el  Procurador  D.  Juan  Pascual 
García,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Prancicco  de  P.  Lobo,  sobre 
ejecución  de  sentencia: 

Resultando  qoe  en  S7  de  Abril  de  1867  se  practicó  y  firmó  una  li- 
quidación por  do  pilcado  entre  D.  Francisco  Méndes  de  Vigo,  acreedor 
de  la  testamentaría  concursada  del  Duque  de  Hijar,  Conde  de  Salvatie- 
rra, en  virtud  de  un  pagaré  de  340.000  rs.  con  interés  al  6  por  100,  y 
D.  Andrés  Avelino  de  Silva,  Duque  de  Aliaga,  administrador  judicial  de 
dicha  testamentaría,  del  mencionado  crédito  é  interés  1  4  por  100  detK 
de  el  15  de  Octubre  de  1859  en  que  fué  aprobado  judicialmente  en 
convenio  con  los  acreedores  del  concurso  hasta  fines,  de  1866  por  resol  • 
todo  de  la  cual  se  reconoció  á  Méndes  Yigo  un  crédito  total  de  431.696 
reales,  de  los  cuales  se  obligó  á  pagar  el  referido  administrador  340.000 
reales  de  capital  cuando  estuviesen  satisfechos  ios  demás  acreedores 
del  concurso;  y  97.696  de  réditos  con  los  productos  de  los  bienes  de  la 
testamentaria,  la  mitad  con  la  brevedad  posible  y  la  otra  mitad  en  los 
plasos  más  cortos  qoe  también  fueran  posibles,  abonando  los  délos 
años  sucesivos  en  la  misma  forma  y  tiempo  que  lo  hicieron  á  ios  demás 
acreedores: 

Resoltando  que  ocurrido  en  40  de  Diciembre  de  1868  el  falleeimien- 
to  de  D.  Francisco  Méndes  de  Yigo,  sus  hermanas  y  herederas  Doña 
Rafaela,  Doña  Agustina  y  Doña  María  del  Carmen  dedojeron  demanda 
eu  S7  de  Abril  de  1872  para  que  se  condenase  al  Duque  de  Aliaga,  como 
administrador  jadicial  de  la  testamentaría  de  su  hermano  el  Conde  de 
Salvatierra*  al  pago  de  549.004  rs.  y  80  céntimos  á  que  ascendía  el  ca«- 
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pital  y  réditos  reeonoeido  en  1»  ligoidición  de  S7  de  Abril  de  IB67  con 
ios  intereses  posteriores  basta  el  día,  y  al  de  los  qoe  en  lo  socesivo  se 
devengasen  hasta  el  completo  pago: 

ReFnItando  que  el  Doque  de  Aliaga  impngnó  la  demanda  para  qne 
^e  declarase  qoe  sólo  estaba  obligado  en  el  concepto  qoe  se  le  pedia  á 
satisfacer  el  capital  del  crédito  con  los  bienes  que  sobrasen  de  la  testa- 
mentaria, después  de  satisfechos  los  demás  acreedoKS  y  los  interesea 
Tencidos  en  cnanto  alcansasen  los  productos  de  los  mismos  bienes  des- 
pués de  satisfechos  los  devengados  por  lor  demás  acreedores  y  sos 
capitales  respectivos: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  se* 
gnnda  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  esta  corte  dictó  en  O  de  Enero  di9 
I88S  sentencia  confirmatoria  con  las  costas,  condenando  á  D.  Andrés 
Avelino  de  Silva,  Duque  de  Aliaga,  como  administrador  judicial  de  la 
«itada  testamentaria,  á  que  con  los  productos  de  los  bienes  de  ésta, 
cnando  estuvieren  satisfechos  los  demás  acreedores,  pagasen  á  Dona 
Agustina  y  Doña  Carmen  Mandes  de  Yigo  y  á  D.  Elias  y  Doña  Jenara 
Peres  Yillamil  85.000  pesetas  por  capital  del  préstamo  hecho  pdr  Don 
Francisco  Méndes  de  Yigo  al  Conde  de  Salvatierra;  á  que  dentro  de 
ocho  días  pagase  á4os  mismos  interesados  con  el  producto  de  los  cita 
dos  bienes  24.4)4  pesetas  por  intereses  liquidados  del  préstamo  basta 
31  de  Diciembre  de  4865,  y  á  que  de  los  intereses  vencidos  dt^sde  I®  de 
Enero  de  4867  les  abonase  dentro  de  igual  término  los  platos  qne  tn- 
Tíera  satisfechos  á  los  demás  acreedores  en  la  misma  forma  y  pro  por- 
eión  en  que  lo  hubiera  hecho  á  éstos,  satisfaciendo  los  sucesivos  al  mis- 
mo tiempo  que  los  hiciera  á  los  demás  acreedores;  y  que  interpuesto 
contra  esta  sentencia  por  el  Duque  de  Aliaga  recorso  de  casación,  la 
Sala  primera  do  este  Supremo  Tribunal  declaró  no  hsber  lugar  á  él  en 
tt  de  Junio  de  dicho  año  de  1882,  con  imposición  al  recurrente  de  las 
pérdidas  del  depósito  y  las  costas: 

Resultando  que  en  la  ejecución  de  esta  sentencia  solicitaron  los  de- 
mandantes, y  se  mandó  en  providencia  de  II  de  Diciembre  de  dicho 
sflo  que  se  formase  pieza  separada  para  investigar  si  se  habían  cum 
pudo  las  condiciones  impuestas  en  la  sentencia  firme,  á  fin  de  proceder 
á  la  exacción  de  las  cantidades  en  que  había  sido  condenado  el  Duque 
•de  Aliaga  como  administrador  del  concurso  del  Conde  de  Salvatierra; 
y  no  estimada  necesaria  la  formación  de  otra  pieza  separada  que  se 
pretendía  por  no  haber  obstáculo  qne  impidiese  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia dentro  de  los  autos  en  cuanto  á  los  07.696  rs.  de  interés  deven- 
gados por  el  préstamo  hasta  31  de  Diciembre  de  1866,  se  mandó  pro 
«eder  á  so  exacción,  requiriéndose  al  Duque  de  Aliaga  para  que  en  el 
seto  las  pagase,  y  caso  de  no  verificarlo  se  procediese  al  embargo  de 
bienes  del  concurso  en  cantidad  suficiente  á  cubrir  aquella  soma  y  las 
costas,  entendiéndose  estas  diligencias  en  caso  de  que  el  Duque  no  es- 
tuviese en  Madrid»con  su  apoderado  especial  D.  Manuel  García  de 
Huertas: 

Resultando  que  notificada  esta  providencia  á  los  Procuradores  de 
mbas  partes  en  el  día  12,  no  habiéndose  utilizado  contra  ella  recurso 
Igono,  se  hizo  en  el  20  el  requerimiento  acordado  al  apoderado  del 
>uque,  el  cual  contestó  que  habiendo  sido  éste  condenado  como  adnií 
listrador  judicial  de  la  testamentaría  y  concurso  de  su  hermano  al  pa 
ro  de  los  intereses  del  crédito  de  Méndez  de  Yigo,  con  los  productos 
)  los  bienes  de  la  misQja  testamentaría,  y  no  existiendo  en  aquella 
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fecha  cantidad  alguna  de  esa  procedencia,  no  podía  verificar  el  pago 
hasta  que  hubiese  producios  disponibles;  y  requerido  á  la  vez  para 
que  designara  bienes  del  concurso  suficientes  á  cubrir  la  indicada  suma, 
se  negó  á  veríScarlo  por  la  razón  indicada,  designando  por  ultimo  con 
las  protestas  necesarias  parU  salvar  la  responsabilidad  del  Dnqne  él 
quinto  titulado  de  ia  Cañadilla,  en  término  de  Villarrubia  de  los  Ojos, 
finca  que  fué  declarada  embargada: 

Resultando  que  en  30  de  dicho  mes  de  Diciembre  solicitó  el  Dogno 
de  Aliaga  el  alzamiento  del  embargo,  ó  cuando  menos  que  se  rednjeso 
á  sus  rentas,  pretensión  que  fué  impugnada  de  contrario,  porque  la 
sentencia  condenó  al  Duque  á  pagar  con  el  producto  de  los  bienes,  y 

f)or  productos  se  entendía  en  dicha  sentencia  así  lo  que  se  sacase  como^ 
o  que  redituasen;  y  que  no  habiendo  pagado  el  Duque  dentro  de  loa 
ocho  días  preñjüdos  había  sido  procedente  la  providencia  que  acordó  el 
embargo: 

Resultando  que  el  Juez,  por  auto  de  24  de  Enero  de  1883,  manda 
alzar  el  embargo  causado  en  la  finca  de  la  Cañadilla,  dejándolo  reda> 
cido  sólo  á  sus  rentas,  ampliándose  á  las  que  fuesen  suficientes  de  loa 
bienes  de  concurso  y  testamentaría  del  Conde  de  Salvatierra  para  cu- 
brir las  responsabilidades  que  se  mandaron  en  la  providencia  de  II  de 
Diciembre;  y  que  pedida  reforma  en  este  auto  por  las  hermanas  y  he- 
rederas de  Méndez  Vigo,  denegada  por  otro  de  8  de  Febiero,  interpuso* 
apelación  que  les  fué  admitida  en  un  efecto: 

Resultando  que  remitido  á  la  Audiencia  de  esta  corte  testimo 
Dio  de  has  particulares  que  designaron  las  partes^  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  revocó  en  26  de  Octubre  de  1883  el  auto  apelado  de  8  de  Febrero 
y  dejó  sin  efecto  el  de  H  de  Enero  en  la  parte  a'pelada^  ó  sea  en  cuan- 
to  por  él  se  acordó  el  alzamiento  del  embargo  practicado  en  la  finca 
nombrada  Quinto  de  la  Cañadilla: 

Resultando  que  el  Duque  de  Aliaga  en  la  representación  indicada 
interpuso  recurso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1^  La  ley  19,  tit.  22,  Partida  3^,  que  dispone  la  fuerza  que  ha  el  jui- 
cio afinado  que  da  el  juzgador  entre  las  partes  derechamente,  por  cuan- 
to el  auto  recurrido  manteniendo  el  embargo  del  Quinto  de  la  Cañadilla^ 
para  que  con  el  precio  de  su  venta  se  pagase  á-Dcña  Agustina  Méndez 
Yigo  y  consortes^;  y  distrayendo  esta  finca  de  entre  los  bienes  del  con- 
curso para  satisfacer  el  crédito  de  aquéllos,  contrariaba  la  sentencia 
ejecutoria  de  9  de  Enero  de  1882,  la  cual  disponiendo  que  fuesen  pa- 
gados cuando  estuvieran  satisfechos  los  demás  acreedores  del  concur- 
so, reconoció  en  éstos  el  derecho  á  cobrar  con  anterioridad,  lo  que  no 
se  verilicaría  privándolos  en  beneficio  de  los  Méndez  Yigo  de  finca  al- 
guna de  las  pertenecientes  al  concurso; 

Y  2**  La  docirina  legal  y  jurisprudencia  conforme  de  este  Tribunal 
Supremo,  en  sentencia  de  7  de  Enero  de  1871,  25  de  Noviembre  da 
1 874  y  otras,  según  la  cual  debe  ser  anulado  el  fallo  que  contraría  ó^ 
altera  en  algún  punto  la  cosa  juzgada,  ó  que  extiende  á  masque  ésta  6 
á  otras  cosas  ó  casos  sus  disposiciones,  por  cuanto  el  auto  recurrido, 
manteniendo  el  embargo  para  hacer  ( ago  con  el  precio  de  la  venta  del 
Quinto  de  la  Cañadilla,  contrariaba  la  referida  sentencia  ejecutoria  que 
mandó  hacer  el  pago  con  el  producto  de  los  bienes  de  ia  testamentaría 
concursada,  y  por  consiguiente,  con  sus  rentas,  réditos  ó  frutos  que 
era,  y  no  la  venta,  loque  se  daba  á  entender  diciendo  en  plural  loa 
productos. 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
Considerando  que  la  sentencia  recorrida  se  ajusta  pantoaimente  á 
la  ejecotoria  d««  cuyo  cumplimiento  se  trata,  puesto  que  al  mandar  que 
el  pago  de  intereses  se  verifique  en  el  término  de  ocho  días  con  el  pro- 
docto  de  los  bienes  de  la  testamentaria  concursada,  evidentemente  se 
previene  como  declara  la  Sala  sentenciadora,  que  el  pago  en  su  caso 
había  de  hacerse  con  el  producto  en  venta,  y  así  lo  entendió  también 
el  recurrente  al  consentir  la  providencia  de  1t  de  Diciembre  de  1882  y 
el  embargo  hecho  en  su  consecuencia  de  la  finca  nombrada  de  la  Caña- 
dilla para  proceder  contra  ella,  y  no  tienen  por  tanto  fundamento  loa 
dos  motivos  del  recurso; 

Pallamos  que  debemos  decisrar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso dé  casación  interpuesto  por  el  Duque  de  Aliaga  en  la  representa- 
ción iodicada,  y  le  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  esta  corte  ia  certiíieación  correspondiente,  con  devolución  del  apun» 
tamiento  que  hH  remitido. — [Sentencia  publicada  el  6  de  Junio  de  1884» 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  19  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reeiirsoile  eiiftAción  en  la  forma  (6  de  Junio  de  4884). — 
Sala  Urcera.'-EiECvcióN, — No  ha  logar  al  intt^rpuesto  por  D.  Gustavo 
de  fiofíll  con  D.  Luis  Giustini  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 
4°  Qui  iegún  el  núm.  3°  delarL  1693  de  id  ley  de  Efijuiciamient<y 
civil,  para  que  pueda  fundarse  el  recurMO  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  en  ¿a  faila  de  rf.cibimienlo  á  prueba  en  alguna  de  las 
in$(anciat  es  necesario  que  proceda  dicho  recibimiento  con  arreglo  á  de- 
recho; y  si  el  que  solicitó  el  recurrente  en  la  segunda  instancia  era  im  • 
procedente  por  no  hallarse  comprendido  en  ninguno  de  los  casos  del  ar  - 
lieulo  802  de  dicha  ley  y  pues  los  testigos  que  dejaron  de  examinarse  en 
la  primera  instancia  lo  fueron  por  causas  imputables  á  la  misma  par- 
t»y  y  el  error  que  supone  cometido  al  extenderse  su  confesión  judicial^ 
no  €S  de  los  hechos  nuevos  á  que  se  refiere  el  núm.  3°  de  dicho  articulo^ 
ni  puede  admitirse  prueba  sobre  ello  con  el  objeto  de  desvirtuar  su  pro^ 
pia  confestón:  no  procede  el  recurso; 

Y  t°  Que  si  en  ¿a  primera  instancia  no  se  denegaron  diligencias  d& 
prueba  admisibles  según  las  leyes,  sino  que  admitidas  oportunamente 
todas  las  que  propuso  el  recurrente,  dejaron  de  examinarse  algunos  tes 
ligospor  causas  imputables  al  mismo,  este  caso  no  está  comprendido  en 
§1  núm,  5®  ni  en  ninguno  otro  del  citado  art.  4693. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Junio  de  4881,  en  los  aotola 
ejecutivos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
n  Pedro  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien- 
L  de  sa  territorio  po.r  D.  Luis  Giustini  Grapfín,  Ingeniero,  con  Don 
'-^ostavo  de  Bofilt  y  Capf^llo,  propietario,  vecinos  ambos  de  dicha  oíq- 
*d,  pendientes  en  esto  Tribonaf  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
lón por  quebrantamiento  de  forma  i'nterpoesto  por  Bofíll^  que  ha 
o  defendido  y  representado  en  dicho  recurso  por.  el  Licenciado  Don 
lia  Diai  Morea  y  el  Procurador  D.  Federico  Grases  Riera,  habiéndola 
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«ido  el  ejecnUDle  Giostini  por  el  LieeneUdo  D.  Pedro  Campillo  y  GaM« 
dee  y  el  Procarador  D.  Luis  Soto: 

Resultando  qoe  por  Rich  N.  Siarkey,  con  fecha  i6de  Mayo  de  I88S, 
se  expidió  »na  letra  en  la  ciudad  de  Barcelona  de  200  libras  exterlinas 
á  la  orden  de  D.  Gustavo  BofilU  valor  recibido  y  cargo  de  nn  Banco  de 
Londres  qoe  foé  endosado  por  Bofill  á  D.  Lois  Grappín,  valor  recibido 
por  éste  á  la  orden  de  D.  Gotllermo  Smith,  valor  también  recibido  por 
Sfflitb  á  D.  AnloDio  Preixá,  y  por  éste  á  la  raión  Aynardy  Ruf/en 

Resaltando  que  protestada  la  letra  por  falta  de  pago,  fué  satisfecho 
80  importe  á  D.  Antonio  Freixá  por  D.  Luis  de  Giostini  y  Grappín, 
quien  con  presentación  de  ella  dedujo  en  4  de  Agosto  de  \%Ht  diíigen- 
cias  de  reconocimiento  de  firma,  con  el  fin  de  preparar  la  acción  ejecu- 
tiva contra  el  primer  tenedor  y  endosante  D.  Gustavo  de  Bofill,  quien 
manifestó  ante  el  Juzgado  del  distrito  de  San  Pedro  de  Barcelona,  ai 
que  correspondió  el  conocimiento  de  este  asunto,  qoe  reconoció  la  fir- 
ma, pero  qoe  por  el  importe  de  la  letra  no  babU  cobrado  ni  un  solo 
céntimo,  y  qoe  D.  Luis  Grappin  le  adeudaba  450  duros  que  le  había 
prestado  graciosamente: 

Resultando  queden  su  virtud  dedujo  D.  Luis  de  Ginstini  en  ti  del 
mismo  mes  de  Agosto  demanda  ejecutiva  contra  D.  Gustavo  da  Bofill 
por  la  cantidad  de  5.036  pesetas  25  céntimos  que  había  desembolsado 
para  el  reintegro  de  la  letra  y  su  cuenta  de  resaca,  y  despachada  la 
ejecución,  por  auto  del  96  fué  requerido  Bofill  al  pago  de  dicha  canti- 
dad, contestando  que  en  aquel  momento  no  le  era  posible  hacerla  efec- 
tiva por  no  ser  hora  de  despacho  en  el  Banco;  pero  que  ofrecía  verifi- 
-cario  al  día  siguiente  en  clase  de  depósito,  pues  protéstalas  de  tal  re* 
•querimiento  por  no  deber  la  cantidad  que  se  le  pedía,  y  al  siguiente 
día,  31  de  Agesto,  consignó  en  efecto  en  la  Escribanía  en  clase  de  de* 
pósito  la  cantidad  de  6.000  pesetas: 

Resultando  que  no  obstante  lo  manifestado  por  el  ejecutado  en  el 
acto  del  requerimiento,  le  fueron  embargados  diferentes  bienes  mue- 
bles; y  citado  de  remate  se  personó  en  tiempo  y  se  opuso  á  la  ejecu- 
ción, pidiendo  que  se  declarase  eu  definitiva  no  haber  lugar  á  pro- 
nunciar sentencia  de  remate,  condenando  al  ejecutante  al  pago  de  to- 
das las  costas  y  reservándole  su  derecho  pira  utilitario  en  la  vía  crimi< 
nal,  declarando  previamente  nula  la  obligación  ó  el  acto  que  dio  faena 
ejecutiva  al  documento  titulo  de  la  ejecución,  y  por  un  otrosí  pidió  que 
se  recibiese  el  juicio  á  prueba  proponiendo  la  testifi  al,  la  de  confesión 
judicial  y  la  documental,  y  acompañando  al  efecto  el  pliego  de  (fosieio- 
nes  y  un  interrogatorio  y  lista  de  testi|;o8: 

Resultando  que  evacuado  por  el  ejecutante  el  traslado  que  se  le 
confirió  del  escrito  de  oposición  pidiendo  que  se  dictase  sentencia  d*^ 
remate,  mandando  seguir  la  ejecución  adelante,  y  solicitando  por  un 
segundo  otrosí  que  se  ordenase  á  la  parte  contraria  en  los  artículos  646 
de  la  ley  de  Enjuicismiento  civil,  y  acordado  así  en  providencia  de  18 
de  Setiembre  y  presentada  la  lista  por  Bofill,  dictó  auto  el  Juagado  en 
S9  del  mismo  mes  recibiendo  los  autos  á  prueba  por  término  de  10  días 
comunes  alas  partes,  y  señalando  para  la  recepción.de  los  testifi:os  pro- 
puestos por  el  ejecutado  el  día  28  y  siguientes,  á  las  nueve  de  la  ma 
ñaña;  cuyo  auto  foé  notificado  en  la  misma  fecha: 

Resultando  que  en  escrito  presentado  en  dicho  día  28  manifestó  Bo- 
"fill  que  el  primer  testigo  de  su  lista  D.  Ramón  de  llarinión  no  podía 
prestar  su  declaración  en  aquel  día  por  hallarse  en  Paiís,  y  pidió  que 
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-fmen  exaninidos  loi  demás  testigos  por  el  orden  de  la  lista,  prescio- 
•diendo  de  aqaél,  á  lo  coal  se  proveyó  de  conformidad  en  el  mismo  día; 
y  en  otro  escrito  de  3  de  Oetobre  soliciió  que  en  atención  á  qne  el  tes- 
'^tigo  Marimón  había  salido  hacía  algunos  díis  para  Patís,  en  coya  lin- 
dad se  hallaba  en  la  calle  de  la  Ville  Eveqoe,  y  no  era  posible  so  regre- 
so hasta  qoe  pasasen  algunos  más,  y  en  vista  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 4470  dd  la  ley  de  Enjaiciamienld  civil,  se  prorrogase  el  término 
do  prueba  por  el  tiempo  que  fuese  necesario  hasta  tanto  que  pudiera 
reéíbirse  su  declaración,  para  lo  cual  se  librase  el  oportuno  exhorto  por 
la  vía  prcTenida  en  la  ley;  y  pidió  ademas  por  un  otrosí  que  para  el 
«aso  inesperado  de  que  alguno  de  los  testigos  de  su  lista  no  se  presen 
tase  á  declarar  en  aquel  día  se  le  citase  de  nuevo  de  orden  del  Jotgado 
para  que  compareciese  al  siguiente  y  á  la  misma  hora  señalada,  á  cuyo 
-aserito  recayó  proTidencia  en  el  mismo  dÍJi  declarando  no  haber  lugar 
á  lo  pedido  en  lo  princioal,  y  accediendo  á  la  solicitud  del  otrosí: 

Resultando  que  D.  Gustavo  de  Bjñll  pidió  reforma  de  la  províden- 
•cia  de  3  de  Octubre  en  escrito  del  4,  fundado  en  que  se  estaba  de  lleno 
con  relación  al  testigo  Marimón,  ausente  en  París,  cuya  declaraciófi 
era  de  suma  importancia  en  el  caso  prevenido  en  el  art.  1 470  de  la  ley 
de  Bojuiciamiento  civil  pues  si  bien  este  artículo  deja  hasta  cierto 
punto  al  arbitrio  del  Juzgado  la  apreciación  de  la  necesidad  de  la  pró- 
rroga, continuación,  indica  como  caso  de  necesidad  la  circunstancia  de 
deber  practicarse  toda  la  prueba  ó  parte  de  ella  fuera  del  lugar  del 
juicio,  y  en  que  teniendo  presentes  las  reglas  que  rigen  la  prueba  en 
el  juicio  ordinario,  y  qoe  tiene  en  cuenta  el  art.  I4ft9  de  dicha  ley,  se 
comprende  sin  esfuerzo  que  los  Tribunales  han  de  dar  jugar  á  la  pró- 
rroga ó  la  suspensión  cuando  se  presente  un  obstáculo  que  una  de  las 
partee  no  pueda  remover,  y  por  un  primer  otrosí  solicitó  que  se  acor- 
dase la  suspensión  del  término  de  prueba  por  el  tiempo  que  aún  faltaba 
hasta  qoe  paJiera  ser  examinado  el  indicado  testigo,  lo  cual  procura  - 
ría  que  tuviese  efecto  lo  antes  posible,  siempre  que  el  Juagado  no  ac- 
cediese á  la  prórroga  qoe  dejaba  pedida  por  entender  qoe  debía  sus 
penderse  y  no  prorrogarse,  y  por  un  segundo  que  se  librasen  los  opor- 
tunos despachos  prorrogando  también  el  término  probatorio  por  el 
tiempo  necesario  con  el  fin  de  que  los  testigos  D.  Antonio  Preixá  y 
D.  José  Gari,  ausentes  el  primero  en  el  partido  de  Mataré,  pueblo  de 
Tellá,  y  el  segundo  en  la  ciudad  de  Mataió,  pudiesen  prestar  sus  de 
curaciones: 

Resultando  qoe  en  providenria  del  8  acordó  el  Jues  que  se  entrega- 
se al  ejecutante  la  copia  del  anterior  eicrito  y  desestinó  lo  pretendido 
en  los  dos  otrosíes;  y  por  parte  de  D.  L  is  d*^  Giustini  se  impugnó  la 
reforma  de  la  providencia  del  3  cnn  l^s  siguientes  razones:  qoe  en  pri* 
Dier  lugar  en  vi^ta  del  escrito  de  Bofíll  de  f%  de  Setiembie  se  prescin  - 
dio  del  testigo  Marimón;  que  adontSs  suponiendo  cierta  la  ausencia  de 
éste  y  qoe  t^l  ausencia  fa-'se  anterior  al  di  i  en  que  se  recibió  el  pleito 
á  pruttba,  siempre  r^'soltaiíi  que  se  podía  UAb^r  util.Zido  el  art.  50t  d^ 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  autoriza  el  examen  de  testigos  ames 
•de  abrirse  el  juicio  á  prueba  coando  haya  probabilidad  ó  sea  próxima 
la  ausencia  d-l  testigo  á  punto  con  el  i'oal  sean  d  filies  ó  tardías  las 
comunicaciones;  que  tn  el  caso  de  que  la  ansenna  fuese  posterior  al 
recibimientos  prueba  era  todavía  más  indisculpable  por  parte  de  Bj» 
^11  el  qoe  no  se  hubiese  examinado,  sobre  todo  si  se  tenia  en  cuenta 
-que  dicho  testigo  Marimón  es  dependiente  suyo;  que  habiéndose  pro- 
Tono  55  25 
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pnetto  toda  U  pr«ebi  pan  mlíurlt  en  tqaelU  ciudad,  era  imposible 
invocar  ei  art.  1470  de  la  ley  de  Enjuiciaiüienio  eivil  para  obtener  la. 
prórroga  apoyado  en  la  gratnita  maní featac ion  del  deudor  de  que  ouo 
de  loa  teatigoa  ae  bailaba  en  el  extrai^ero,  pnea  eate  arUcolo  probibe 
preeiaamenie  la  prórroga  y  la  aoapenaión  del  término  de  prneba,  y  oo 
eonaiente  en  manera  algnna  dilacionea  en  el  período  probatorio  del  jai— 
cío  ejeentivo»  y  tan  aólo  para  el  ünieo  y  excinaivo  eaao  de  que  haya 
de  practicarae  la  prueba  fuera  del  logar  en  qoeae  siga  el  juicio,  auto— 
risa  la  prórroga  por  loa  díaa  que  Urde  el  correo  en  llegar  al  pueblo  eo 
que  haya  de  practicarae;  demoatrando  por  otra  parte  ana  míamaa  pala- 
braa,  que  no  autoriía  en  ningún  eaao  la  prórroga  del  término  para  rea- 
lizaruna  prueba  en  el  extranjero;  que  por  otra  parle  la  prórroga  pro- 
tendida  equivalía  ét  pedir  el  término  extraordinario  de  prueba,  la  eoat 
debe  hacerse  dentro  de  loa  tres  diaa  aigoientea  al  de  la  notificación  del 
anto  en  que  ae  manda  recibir  el  pleito  a  prueba,  y  que  habiendo  con- 
aignado  BoGil  como  ae  dejaba 'dicho  en  so  escrito  de  t8  de  Setiembre 
posterior  en  aiete  días  al  en  que  preaenló  la  lista  de  teatigea  firmando 
que  reaidía  en  aquella  ciudad;  que  preacíndía  del  teatlgo  Marimón,  sin 
pedir  á  la  ves  prórroga  ni  auapensión  del  término  de  prueba,  no  era* 
poaibie  que  en  el  último  día  de  eate  término  pudiera  deducir  tal  pre> 
tensión,  fondado  en  qoe  el  testigo  ae  hallaba  en  el  extranjero: 

Resaltando  que  por  parte  de  Bofill  se  liáió  también  reforma  de  la^ 
providencia  del  6,  en  cuanto  no  daba  lugar  á  loa  doa  otrosíes  de  au  es- 
crito del  4,  porque  ae  ooptrariaba  también  el  citado  art.  1870  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil;  y  el  Joigado,  en  autoa  del  13,  declaró  no  Um- 
ber  lugar  á  las  reformaa  pedidaa  de  Isa  provídeneiaa  del  3  y  del  5: 

Reaaltando  qoe  á  inatan.cia  del  ejecutante  y  como  medio  de  prueba 
absolvió  poaicionea  el  ejecntaio  D.  Goatavo  de  Bofill,  manifeatando, 
entre  otros  extremoa,  oua  no  era  exacto,  como  se  decía  en*la  pregunta, 
que  D.  Goillermo  Smith  foeae  dependiente  de  la  caaa  de  re  presen  tacio*^ 
uea  y  consii^naeionea  que  el  declarante  tení^  establecida  en  aquella  ciu- 
dad en  unión  de  ao  padre,  nuea  dicho  Smith  era  tan  sólo  un  socio: 

Resultando  qoe  finalisado  el  término  de  prueba  ae  unieron  á  loa  au- 
tos las  pruebas  practicadaa,  y  celebrado  viata  á  petición  del  ejecutante 
dicró  el  Jaes  aentencia  de  remate  en  S  de  Noviembre  de  488t  que  fué* 
apelada  por  D.  Guatavo  de  Bofiil,  y  admitida  la  a4>elación  en  ambos 
efectos  se  remitieron  los  autoa  á  la  Superioridad: 

Reaultando  qoe  al  evacuar  el  apelante  Bofill  ante  la  Audiencia  el 
traslado  de  instrucción,  solicitó  por  un  otrosí,  después  de  recordaren 
el  mismo  las  reclamsciones  que  había  hecho  en  la  primera  inatancia  , 
para  qoe  pi  estaaen  declaración  loa  teatigoa  D.  Ramón  de  Marimón.. 
Preixá  y  Garí,  ae  recibieron  loa  autoa  á  prueba  á  fin  de  practicar  la^ 
que  había  propuesto  en  la  primera  instancia  que  no  había  podido  lie- 
varae  á  efecto  por  causas  que  no  le  eran  imputables,  ó  sea  por  el  exa- 
men de  loa  testigos  de  la  lista  que  había  presentado  que  no  pudieron 
ser  examinadoa  á  caoaa  de  au  ausencia  durante  el  escaso  término  de^ 
proeba,  iuTocando  en  apoyo  de  esta  pretensión  los  artículos  897,  898  y 
861,  en  sos  números  1^  y  S^  y  por  un  segando  otrosí  pidió  qoe  el  reci<^ 
bimiento  á  prnebaque  dejaba  aolicitado  ae  hiciese  extensivo  á  la  prác- 
tica, de  la  que  estimaba  necesaria  para  joatificar  que  al  extender  las- 
conteatacionea  que  dio  á  las  posiciones  que  le  fueron  dirigidaa  por  la 
parte  contraría  en  la  primera  inatancia  se  había  cometido  el  error  de 
decir  qoe  D.  Guilermo  Smit  era  socio  de  la  easa  de  su  principal,  lo  cual* 
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no  bibfft  él  afimado,  poes  jamás  había  lido  tal  loeio,  y  t rt  fácil  de- 
o>oslrario  por  medio  de  loe  libros  de  la  casa  de  comercio  y  aon  con  tes- 
tigos; y  qae  de  esta  eqoivocación  no  se  babfa  percibido  basta  después 
de  espirado  el  término  de  prueba,  por  lo  cnal  se  estaba  en  el  caso  del 
Dúm.  3^  del  art.  869  de  la  citada  ley  de  Enjaiciamiento  civil: 

ResoUando  qoe  D.  Lnis  de  Giustini  se  mstroyd  también  de  los  ao- 
tos  pidiendo  qoe  se  bíciesen  en  el  apuntamiento  las  adiciones  y  reetifi- 
eaeiones  qoe  sefialó,  y  oponiéndose  al  recibimiento  á  prneba  pretendi- 
do por  el  apelante,  respecto  de  lo  coal  alegó  qoe  Bofill  manifestó  en  so 
escrito  de  28  de  Setiembre  qoe  prescindía  del  testigo  D.  Ramón  de  Ma- 
rimón  porque  se  hallaba  en  París,  pidiendo  que  fuesen  examinados  loe 
demás  por  el  orden  de  la  lista  presentada;  que  aparte  de  esto,  no  cons- 
taba en  los  autos  ni  existía  el  más  ligero  indicio  de  tal  ausencís,  ni  si- 
quiera se  solicitó  que  fuera  citado  dicho  testigo  para  qoe  compareciera 
á  declarar,  lo  cual,  á  la  par  qoe  corroboraba  la  manifestación  explícita 
de  Boflll,  había  impedido  qoeexístiera'en  los  autos  un  medio  indirecto 
para  acreditar  la  ausencia  de  dicho  testigo;  qoe  los  testigos  Preixá  y 
Gari  no  comparecieron  en  el  día  señalado  para  so  examen,  y  no  sola- 
mente no  se  alegó  causa  alguna  que  justificase  su  ausencia,  sino  qoe 
dejó  trairscorrir  Bofill  los  días  de  proeba  qoe  faltaban  sin  decir  cosa  al- 
gona  bástala  víspera  del  día  en  qoe  espiraba  el  término  probatorio, 
sin  tener  en  coenta  qoe  el  art.  643  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
previene  qoe  la  citación  de  los  testigos  debe  verificarse  con  dos  días 
de  anticipación  por  lo  menos  al  señalado  para  so  examen;  que  no  sólo 
esfaban  autorizadas  por  el  mismo  Bofill,  por  el  Joes  y  por  el  Escriba- 
no las  contestaciones  dadas  por  el  primero,  sino  qoe  leídas  qoe  le  fue- 
ron despoés  de  terminada  la  diligencia,  añadió  qoe  se  afirmaba  y  rati- 
ficaba en  so  contenido;  y  que  prohibiendo  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil de  ona  manera  terminante  en  su  art.  637  que  sobre  los  hechos  pro- 
bados por  confesión  judicial  se  permita  so  corrobofaeión  por  prneba 
de  testigos,  era  claro  que  menos  podía  pretenderse  por  el  mismo  con- 
fesante impugnar  so  propia  confesión  por  ningono  de  los  medios  de 
proeba  y  menos  por  el  de  testigos: 

Resoltando  qoe  en  30  de  Mano  de  4883  dic  óaoto  la  Sala  segonda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  declarando  no  haber  lugar  con 
las  costas  al  recibimiento  á  prueba  pretendido  por  D.  Gustavo  de  Bofill: 
.  Resultando  que  suplicado  este  aoto  por  Bofill  foé  confirmado  por  sos 
II  ismos  fondamentos  por  otro  de  30  de  Abril;  y  terminada  la  sostan* 
ciación  de  la  instancia  previa  citación  y  vista,  dictó  sentencia  dicha 
Sala  confirmando  con  las  costas  la  apelada: 

Resoltando  qoe  previo  depósito  de  500  pesetas  en  el  establecimien- 
to destinado  al  efecto,  interpuso  D.  Gustavo  de  Bofill  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  fondado  en  los  casos  3^  y  5®  del 
arr.  1693  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil  por  haberse  denegado  en 
primera  instancia  algonas  diligencias  de  proeba  y  no  haberse  recibido 
*>  pleito  á  proeba  en  la  segonda. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que,  según  el  núm.  3®  del  art.  4693  de  la  ley  de  Eo- 
iri«miento  civil,  para  qoe  poeda  fondarse  el  recorso  de  casación  por 
^ebrantamiento  de  forma  en  la  falta  de  recibimiento  á  proeba  en  aN 

na  de  las  instancias  es  necesario  |ioe  proceda  dicho  recibimiento 
1  arreglo  á  derecho;  y  el  qoe  solicitó  el  recorrente  en  la  segonda 

tancia  era  improcedente  por  no  hallarse  comprendido  en  ningono  de 
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los  casos  del  art.  86f  de  dteha  ley;  pues  los  testigos  qne  dejtroa  de 
examinarse  en  ¡a  primera  instancia  lo  f nerón  por  causas  Imputables  á 
la  mism»  p^rte»  y  d  error  qoe  so  pone  cometido  al  extenderse  sn  coa- 
fesión  jadicinl,  no  es  de  los  hechos  noe<f08  á  qne  se  refiere  el  núm.  3* 
de  dicho  arlíeolo,  ni  puede  admitirse  prneba  sobre  ello  en  la  forma 
propnesta  por  el  recnrrente  con  el  objeto  de  desvirtatr  en  propia  coa- 
fesión: 

Considerando  qne  también  es  improcedente  el  otro  motÍTo  en  qve 
se  fonda  el  recurso,  porque  en  la  primera  instaacia  no  se  denegaron  di- 
ligencits  de  prueba  admisibles  según  las  leyes  como  sopone  el  recó- 
rreme, sino  qne  admitidas  oportonamente  todas  las  qoe  propaso,  de-- 
jaron  de  examinarse  algunos  testigos  por  eaasas  impotables  al  miamo 
leeorrente,  según  se  ha  dicho,  y  este  caso  no  está  comprendido  en  el 
núm.  5*  ni  en  ninguno  otro  del  art.  1693  antes  citado; 

Ptfitamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  at  re- 
corso  üe  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Oostavo  de  Diifíll  y  Capello,  á  quien  condenamos  al  pago  de  tas  costas 
7  pérdida  del  depósito  de  500  pesetas  qoe  ba  constituido;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Bircelona  la  certifií^.üción  correspondiente,  coa  deyoleción 
de  los  autos  qoe  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  6  de  Julio  de 
488i,  é  inserta  en  la  Oaaia  de  15  de  Noviembre  del  mismo  tfto.) 
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Rerárfl«  4e  etmmeíém  {1  de  Juniú  d#4B84).— ^«UprtiiMra.— 
TaacEHÍA  DB  DOMINIO  —No  ha  logar  al  interpoesto  por  D.  Zacaríaa  Roía 
Llórente  con  D.  Manuel  Ruii  Sebastián  (Audiencia  de  Burgos),  y  se  re- 
laelve: 

I ^  Qne  la  $entencuí  q%e  rei%ehe  definitivñmente  el  pleitú,  no  jmede 
infringir  los  articnlos  tH  n  tiguientei  de  U  ley  de  Enjuieiamiento^ 
puesto  qne  te  rejieren  á  U  formA  en  que  debe  inlerponerBe  la  demanda 
para  en  admieién;  y  habiendo  sido  aámilida  y  snstaneiada  la  entablada^ 
la  declaración  de  no  haber  lugar  á  la  demanda  «o  significa  U  negatífBa 
de  la  admisión,  sino  del  derecho  preiendido  en  el  pleito: 

V*  Qne  tampoco  infringe  la  ley  «6.  tit.  ti,  Partida  3*,  «t  los  arlienlos 
61  jf  62  (^  ta  antigua  ley  de  Enjuiciamiento,  Si  pedido  por  el  apelante  en 
el  escrito  de  alegación  de  agravios  ta  nulidad  de  las  aetneeiones  y  por  el 
Ministerio  Jiscat  al  contestar  dicho  escrito  la  confirmación  del  f'Ulo  ape- 
lado, al  esttmw  la  sentencia  la  pre tensión  Jtseal  deniega  la  soHHfnd  del 
apelante^  y  «o  ptiede  considerarse  qne  resolviendo  el  pleito  pendiente 
fue  es  el  de  ierceria  haya  /alMo  á  la  congruencia,  tanto  mae  cuanto 
qne  absuelve  de  la  demanda,  y  al  hacerlo  resuelve  todas  les  cuestioHeSt 
según  lo  tiene  repe  tidamente  declarado  el  Tribunal  Supremo: 

3^  Que  fundada  la  acción  de  tercer  ia  en  la  eeeritnra  de  compra  hecha 
por  el  hijo  al  padre^  el  Tribunal  sentenciador  tiene  el  dererho  y  la  ebli- 
gadón  de  apreciar  su  eficacia  para  el  efecto  que  se  propone  et  que  le 
utilita,  sin  que  sea  necesario  un  juicio  previo  ni  una  petición  eeperial 
de  nulidad  para  negarle  dicha  rfira^ia\  por  lo  qne  al  declarar  no  httber 
lugar  á  la  tercerii  no  se  inffiítgen  los  ar tientos  t8l  de  la  amigna  ley 
de  Enjuicinmiento  y  su  eoueordante  596  de  la  Wíoderna;  Im  ley  1\  tU.  45, 
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Partidé  6*;  f  I,  ///.  ñ^,  PariUa  3*;  y  Jurisprudincié  del  TriHntíl  S%- 
frimo,  qni  dtcUra  qus  no  ¡mcdi  %na  senUneia  resolver ^  eomiderarf 
m^nús  fallar  sobre  una  eneitián  de  nnlidad  ó  sobre  un  acto  ú  obligación 
cuando  tal  nulidad  no  se  ka  promovido  en  el  Juicio  legal  y  directamenU, 
como  no  puede  calijlcarse  de  falso  un  doeumenlo  sin  declaración  previe^ 
en  un  debate  al  efecto;  y  fue  los  Tribunales  están  obligados  á  dar  á  ¡as 
escriturae  públicas  la  fuer%a  probatoria  que  tienen  cuando  no  kan  sido 
redargüidas  civil  ni  eriminalmenle  de  falsas: 

4*  Que  la  ley  novisiwia  de  Bnjuiciamiinto  civil  no  es  aplicable  á  un 
pleilo  incoado  anies  de  su  publicación: 

5*  Que  no  ewistiendo  la  eonlradicción  en  el  fallo  ni  la  falta  de  coff^ 
peteneia  en  el  Tiibunalpara  conocer  que  se  alegan,  puesto  mse  el  fallo 
no  contiene  disposiciones  opuestas  entre  ei,  ni  tampoco  resulta  la  falla 
de  eompetenciat  no  se  eelá  en  los  casos  de  casación  previstos  en  los  nú' 
meros  i^  y  6"  delarL  «692  de  dicka  ley: 

t^  Que  no  es  admisible  el  motivo  de  casación  en  que  no  se  alega  el 
ooneeplo  en  que  se  suponen  infringidas  las  leyes  y  doctrinas  que  se  cilan^ 
ni  pueden  por  tanto  tomarse  en  euenla  como  lo  tiene  deckrado  el  Tri* 
hunal  Supremo; 

71^  Que  el  principio  de  derecko  que  concfde  á  todo  ciudadano  sai 
joris  acción  para  reclamar  lo  que  le  corresponde  de  aquel  que  lo  detenten 
y  para  pedir  á  un  Tribunal  la  subsanactón  de  una  falla,  de  un  vicio  ó 
de  un  abuso  y  easccso,  son  inaplicables  y  no  kan  poJido  ser  infringidos^ 
si  la  sentencia  ka  estiMado  que  no  están  pagadas  unas  costas,  pues  60fi- 
im  dicka  aprecvAción  no  basta  U  alegación  vaga  de  que  resulta  lo  con^ 
ttario  del  ewpediente,  y  kecha  la  declaración  «o  pueae  el  recurrente  eUC" 
gar  útilmente  que  se  ka  desconocido  su  derecko  de  pretenderla, 

Bo  la  vilU  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Jamo  de  4884,  en  el  pleito M- 
gaido  en  el  Josgado  de, primen  instancia  de  Stlas  dA  los  [nfantes  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  Bargos  por  D.  ZAcarías  Rota  Lio* 
rente,  Abogsdo,  vecino  de  Bargos,  con  D.  Manuel  Rais  Sebastián,  ve- 
cino de  Palacios,  y  con  el  Ministerio  flscal  sobre  tercería  de  dominio, 
pdndiente  en  este  Tribanal  Sopremo  en  virtod  de  recorso  de  casación 
por  infracción  de  ley  íoterpoesio  por  el  demandante  bajo  so  misma  di- 
rección y  representado  por  el  Procnrador  D.  J alian  Muftos,  no  habiendo 
oomparecido  D.  Manoel  Roia  Sebastián: 

Resaltando  qoe  contra  D.  Manoel  Raia  Sebastián,,  como  Alcalde  de 
Palacios  de  la  Sierra,  se  sigoieroa  dos  cansas  criminales,  ana  por  abaso 
de  Autoridad  qae  correspondió  en  la  Aodieneia  de  Bargos  á  la  Escriba- 
nía de  Cámara  de  D.  Esteban  Fernándea  de  Tejerino,  en  la  qae  resaltó 
el  procésalo  responsable  de  ona  octava  parte  de  costas,  y  otra  qoe  se 
calificó  de  excesos  en  el  ejercicio  de  dicho  cargo,  qae  radicó  en  la  Es- 
eribania  de  Cámara  de  D.  Francisco  Aparicio,  en  la  qae  foé  condenado 
al  pago  de  ona  covena  parte  de  costas: 

Resultando  qna  para  la  exacción  de  las  costu  cansadas  en  la  pri- 
mera de  dichas  dos  cansas,  se  libró  la  ceitificación  correspondiente  en 
45  de  Mayo  de  487!,  antoritada  por  el  Bscribairo  de  Cámara  Tejerino,  y 
en  so  cnmplimiento  se  embargaron  como  de  la  propiedad  del  procesado 
Rail  Sebastián  nn  arcón  de  pino,  ona  casa  sita  en  Palacios  de  la  Sierra, 
núm.  f5  de  la^ealle  Mayor,  y  nna  boerta  contigoa  á  la  casa,  de  cayo 
embargo  no  biso  el  Registrador  de  la  prapiedad  la  acotación  correspon- 
diente, porqoe  no  resaluba  previamente  inMrita  la  indicada  casa  á  nom» 
bra  de  D.  Manoel  Roia:    . 
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ReíolUndo  qae  en  i  3  de  Mano  de  4874  expidió  carU  de  ptgo  al 
recaudador  de  costas  de  la  Aadieocia  de  Burgos»  de  la  qoe  tomó  razdn 
el  Escribano  de  Cámara  Aparicio,  eo  la  qoe  hizo  constar  qoe  en  aqoelia 
fecha  se  había  hecho  efectiva  la  cantidad  de  253  pesetas  y  80  céntimos 
60  parte  de  pago  de  lu  costas  originadas  en  aqoelia  Aodiencia  en  la 
causa  criminal  contra  Roía  Sebastián  por  abosos  como  Alcalde,  habién- 
dosele condonado  el  resto,  y  debiendo  reintegrar  en  el  Juagado  los  de- 
rechos correspondientes  á  Secretaria  de  gobierno  y  los  debidos  á  ta  Ha- 
cienda; y  anida  esta  certificación  al  expediente  formado  para  la  exac- 
ción de  costas  á  qoe  se  referia  la  certificación  librada  por  el  Esciibino 
Tejerino,  contestó  el  lotgado  de  Salas  á  otras  dos  órdenes  qoe  se  le  di- 
rigieron por  la  Aodiencia  en  20  de  Jnnio  y  13  de  Agosto  de  1874,  para 
qoe  procediera  al  embargo  de  bienes  del  deodor,  ó  en  so  caso  á  la  re- 
tención de  su  sueldo  como  empleado,  y  para  qoe  se  manifestase  el  es- 
tado de  la  exacción  de  costas  qoe  en  la  caosa  por  abosos  radicaba  en  la 
Escribanía  de  Tejeríno,  existía  la  mencionada  carta  de  pago  de  13  de 
Marao  de  aqoel  año,  expresiva  de  estar  satisfechas  todas  Us  costas,  si 
bien  estaba  soscrita  por  el  Escribano  de  Cámara  Aparicio;  y  qoe  en  lá 
otra  caosa  segoida  contra  el  mismo  Roís  Sebastián  por  excesos  en  el 
ejercicio  de  las  fondones  de  Alcalde,  segoida  aote  la  fe  del  Escriba  io 
de  Cámara  Aparicio,  existía  ona  certificación  expedida  por  este  último 
de  estar  satisfechas  todas  las  costas  qoe  le  foeron  impuestas  al  proce- 
sado Roía  Sebastián,  resottando  por  lo  tanto  satisfechas  lu  costas  de 
ambas  cansas: 

Resoltando  qoe  dada  vista  por  la  Aodiencia  al  recaodador  de  costas 
de  lo  informado  por  el  Juagado,  manifestó  qoe  en  la  cansa  segoida  por 
abusos,  de  qoe  había  conocido  el  Escribano  de  Cámara  Tejerino,  no  se 
había  satisfecho  ni  un  solo  céntimo  con  aplicación  á  las  costas,  pues 
sólo  se  habían  pagado  las  originadas  en  la  otra  caosa  qoe  se  le  había 
segoido  por  excesos,  radicada  en  la  Escribanía  de  D.  Francisco  Apari- 
cio, por  el  que  estaba  aotoriíada  la  carta  de  pago  de  43  de  Marzo 
de  1874: 

Resoltando  qoe  en  vista  de  esto  acordó  la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
Aodiencia  de  Bargos,  en  providencia  de  8  de  Noviembre  de  1875,  que 
se  librase  certificación  al  Joes  de  Salaa  comprensiva  del  informe  del 
recaodador,  para  qoe  en  so  vista  procediera  á  la  exacción  de  las  costas 
originadas  en  la  caosa  en  qoe  se  proveía,  ó  sea  en  la  segoida  por  la  Es- 
cribanía de  Cámara  de  Tejerino»  en  cumplimiento  de  lo  cual,  y  despnés 
de  diferentes  actuaciones,  foeron  embargados  como  de  la  propiedad  de 
D.  Manoel  Roiz  Sebastián  en  9  de  Setiembre  de  1878,  40  fanegas  de 
trigo,  ona  huerta  contigoa  á  la  casa  comprendida  en  el  primer  em- 
bargo, un  buey  llamado  Navarro  y  otro  Pequeño  y  un  carro  herrado; 
cuyos  bienes  fueron  apreciados  en  la  cantidad  de  4.142  pesetas: 

Resultando  que  en  8  de  Agosto  de  1878  se  otorgó  una  escritura  pú- 
blica en  la  ciudad  de  Burgos,  en  la  que  declararon  D.  Manuel  Ruis  Se- 
bastián y  su  hijo  D.  Francisco  Ruis  Llórente,  que  el  primero  había  re- 
cibido del  segundo  para  atender  á  los  gastos,  negocios  y  necesidades  de 
su  casa  y  familia,  laa  diversas  cantidades  qoe  á  continuación  expresó, 
con  determinación  de  la  fecha  en  que  las  había  recibido,  qoe  en  jonto 
somaban  6.373  pesetas  83  céntimos,  que  D.  Manuel  reconocía  deber  á 
su  hijo  D.  Zacarías,  y  que  deseando  evitar  toda  duda  y  disgusto  que 
pudiese  suscitarse  contra  los  demás  hijos  y  careciendo  de  metálico,  ha- 
bía determinado  D.  Manuel  dar  á  su  hijo  D.  Zacaríu  en  venta  y  como 
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ptrte  de  pago  los  bienes  siguientes:  nn  bney  llamado  Navarro,  otro 
reqae&o,  60  fanegas  de  trigo  de  la  cosecha  qoe  estaba  haciendo,  una 
casa  en  el  Barrio  de  arriba,  núm.  S5,  de  la  calle  Real,  una  huerta  con- 
tigua á  ella  y  otra  inmediata  á  la  precedente,  con  otros  bienes  que  se 
determinan,  que  en  junto  valían  la  cantidad  de  5.510  pesetas  de  que 
D.  Zacarías  se  daba  por  entregado,  obligándose  su  padre  á  satisfacerle 
las  863  pesetas  y  83  cents,  restantes,  de  cuya  escritura  se  hizo  la  corres- 
pondiente inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Salas  en  27  de 
Setiembre  del  año  de  su  otorgamiento: 

Resultando  que  al  siguiente  día  S8  dedujo  D.  Zacarías  Rnii  Llo- 
rante en  el  expediente  formado  para  la  exacción  á  su  padre  D.  Manuel 
de  las  coatas  originadas  en  la  cansa  radicada  en  la  Escribanía  de  Cá- 
mara de  Tejerino,  la  demanda  de  tercería  de  dominio  que  ha  dado  ori- 
jgen  al  presente  pleito,  en  la  que  recordando  que  para  pago  de  dichas 
costas  se  habían  embargado  como  do  D.  Manuel  Ruiz  la  huerta  que  ro- 
deaba la  casa  en  que  vivía,  la  pareja  de  bueyes  llamados  Navarro  y 
Pequeño,  10  fanegas  de  trigo  de  la  cosecha  última  y  un  carro  herrado, 
y  alegando  además  qoe  la  venta  de  estoS  bienes  era  de  la  exclusiva 
pertenencia  del  demandante,  según  resultaba  de  la  escritura  pública 
ae  8  de  Agosto  de  aquel  año,  cuya  primera  copia  acompañaba,  había 
sido  anunciada  para  el  6  de  Octubre  próximo;  que  uno  de  los  medios 
d4  adquirir  el. dominio  es  la  compraventa,  y  que  el  título  presentado  se 
hallaba  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad,  con  cuyo  requisito  de- 
bía surtir  eftscto  en  todos  los  casos,  solicitó  que  se  suspendiese  el  pro  - 
cedimiento  de  apremio  ó  sea  la  venta  y  remate  anunciado  de  los  bienes 
embargados  como  de  la  propiedai  de  D.  Manuel  Ruis  Sebastián,  y  se 
4eclarase  en  definitiva  que  la  huerta,  bueyes,  las  iO  fanegas  de  trigo  y 
ios  demás  bienes  que  se  registraban  en  la  escritura  le  pertenecían  en 
propiedad,  mandando  en  su  virtud  alzar  el  embargo  de  ellos,  dejándo- 
los a  su  libre  disposición: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  contestó  la  demanda  manifestan- 
do que  el  fundamento  de  ella  era  la  escritura  pública  de  8  de  Agosto 
4e  1878,  y  que  como  este  documento  debía  ser  legitimado  para  que 
produjera  los  efectos  que  se  proponía  el  tercerista,  S9  reservaba  tratar 
i  fondo  la  cuestión  al  alegar  de  bien  probado;  y  habiendo  contestado 
D.  Manuel  Ruiz  que  nada  tenía  que  oponer  á  la  demanda  y  querenun- 
ciaba  á  ser  parte  en  esta  tercería,  se  ratificó  en  su  escrito  y  se  tuvo  por 
iiecha  la  manifestaoJón  en  él  contenida,  y  más  tard»  y  á  petición  del 
Promotor  fiscal  se  le  tuvo  por  separado: 

Resultando  que  evacuados  por  el  demandante  y  por  el  Ministerio 
-fiscal  los  trámites  de  réplica  y  duplica  con  las  mismas  pretensiones  y 
manifestaciones  qoe  las  anteriores,  y  suministradas  pruebas  por  ambas 
partes  se  allanó  el  Promotor  fiscal  sustituto  á  la  demanda  en  el  escrito 
4e  bien  probado,  y  terminada  la  sustanciación  de  la  instancia  dictó 
sentencia  el  Juez  de  Salas  de  los  Infantes  declarando  nula  y  de  ningún 
▼alor  ni  efecto  la  escritora  de  8  de  Agosto  de  1878  como  otorgada  con 
el  deliberado  propósito  de  defraudar  los  derechos  de  la  hacienda  y  de- 
más partícipes  en  la  causa  seguida  á  D.  Manuel  Ruiz  Sebastián  y  en  el 
expediente  de  exacción  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Burgos  en 
virtud  de  apelación  que  dedujo  Ruiz  Llórente,  pidió  éste  al  expresar 
agravios  que  se  declarase  la  nulidad  de  la  sentencia  apelada,  imponien- 
do todas  las  costas  al  Juez,  porque  el  expediente  de  exacción  de  oostaa 
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qoe  había  tañido  á  la  vista  deoaottraba  que  estaban  pagadas,  y  qoo  M9r 
hiciese  esta  declaración  de  p^go;  y  el  Ministerio  fiscal  propoao  la  eoQ- 
firmacióQ  de  dicha  sentencia,  en  cuanto  declaraba  la  Dnlid^id  de  la  es* 
eninra  de  8  de  Agosto  da  1878,  con  las  consecuencias  que  aa  conside^ 
rasen  procedentes,  una  de  las  cuales  era  U  de  no  haber  lugar  á  la  de* 
manda  de  tercería: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  dictó  sentencia  en  5  de  JqHo  pró- 
ximo pasado  declarando  no  haber  logar  á  la  demanda  de  tercei ia  deda- 
ciJa  por  D.  Zicarús  Ruis  Llórenle,  y  absolviendo  en  su  vírtod  de  di- 
cha demanda  al  en  ella  demandado  como  ejecutante,  ó  sea  ti  recauda- 
dor de  costas  de  aquella  Audien<*ia,  y  en  su  representación  y  en  la  de 
los  interesados  en  la  mismA,  al  Ministerio  fisral«  declarando  ademis  no 
hüber  logar  a  alsar  el  embargo  de  bienes  practicado  sobre  la  casa  de 
D.  Manuel  Ruis,  huerta  áelU  cootigua,  trigo,  bueyes  y  carro,  man- 
dando cancelar  la  inscriprión  qne  de  tos  bienes  rafees  indicados  se  biso 
en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Salas  de  los  Infantes  en  ti  de  Sti- 
tiembre  de  1878,  por  virtud  de  la  escritura  pública  otorgada  en  8  de 
Agosto  del  mismo  aho  entre  D.  Manuel  y  D.  Zacarüs  Ruix,  nula  de  de- 
recho en  lo  referente  á  dichos  bienes  embarcados,  condenando  en  las 
costas  de  ambas  instancias  al  demandante  D.  Z  icarias  Raíz,  y  acor- 
dando por  último  que  se  deduica  el  oportuno  testimonio  para  proceder^ 
criminalmente  en  averiguación  de  si  con  el  otorgamiento  de  la  repeti- 
da escritura  se  ha  cometido  el  delito  previsto  en  el  párrafo  segundo  del 
art.  550  del  Código  penal: 

Resultando  que  acreditando  haber  eonstitoldo  para  los  efectos  le- 
gales correspondientes  el  depósito  de  186  pesetas,  interpuso  D.  Zaca- 
rías Ruis  Llórente  recurso  de  casación,  fondado  en  les  siguientes  mo- 
tivos: 

I®  Porque  en  el  hecho  de  declarar  la  sentencia  que  no  ha  logar  á  ia 
demanda  deducida  por  el  recurrente  no  obstante  estar  arreglada  á  Ios- 
preceptos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente,  cuando  se  interpi- 
so  en  sus  artículos  tU  y  siguientes,  se  infringen  y  violan  dicha  ley  y* 
artículos  citados: 

f^  Porque  habiendo  pedido  el  recurrente  en  sa  escrito  de  alegación- 
de  agravios  ante  la  Audiencia  que  se  declarase  la  nulidad  de  la  senten- 
cia da  primera  instancia  por  no  haber  resuelto  ninguno  da  tos  extre»^ 
mos  comprendidos  en  la  demanda  de  tercería,  y  no  habiendo  dicho^ 
nada  la  Sdla  sentenciadora  acerca  de  esta  nulidad,  resulta  incongruen- 
te la  sentencia  recurrida  con  las  pretensiones  deducidas  por  el  recu- 
rrente, quedando  infringidas  por  este  concepto  varias  disposiciones  le- 
gales,  entre  otras,  la  ley  46,  tít.  22,  Partida  3%  los  artículos  6f  y  62  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  antigua,  339  de  la  vigente  y  la  jurispru- 
dencia constante  de  este  Tribunal  Supremo,  consigniida  en  diferentet  . 
sentencias,  como  las  de  13  de  Febrero  de  1865,  %  de  Octubre  de  1857  y 
it  de  MMyo  de  1860: 

3'  El  haber  sido  infringidos  el  art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento- 
civil  antigua  y  su  concordante  el  596  de  la  moderna;  la  ley  7\  lít.  15, 
Partida  5*;  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  26  de  Abril  de 
1861,  12  de  Octubre  de  IH57  y  f6  de  Octubre  de  Ih58,  «8  de  Diciem- 
bre de  4867  y  31  de  Octubre  de  1868,  y  la  ley  II,  lít.  3®  de  la  Partida^ 
3^  que  declaran  qoe  no  puede  una  sentencia  resolver,  considerar  y 
menos  fallar  sobre  ana  cuestión  de  nulidad  ó  sobre  un  acto  ú  ob'iga- 
eioQ  cuando  tal  nulidad  no  se  ha  promovido  en  el  juicio  legal  y  direa- 
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UDienla,  eomo  no  puede  calificarse  de  falso  on  documento  sin  declara- 
eión  previa  en  un  débale  al  afecto;  y  que  lo$  Tribunales  están  obliga- 
dos á  dar  á  las  eseriloras  públicas  la  fuerta  probatoria  qae  tienen  cuan- 
do no  han  sido  redargftitUs  civil  ni  criminalmente  de  falsas,  en  «I  con- 
cepto de  que  la  sentencia  recurrida  considera  y  declara  nula  la  escriiu* 
ra  pAbiiea,  fundamento  de  la  demanda  de  tercería,  bajo  el  equivocado 
sopuesto  de  que  los  bienes  ó  parte  de  ellos  no  podían  ser  enajenados 
por  el  vendedor,  y  no  obstante  que  «cerca  de  su  eficacia  ó  nulidad  nada 
aa  ha  declarado  en  el  pleito: 

4*  En  que  la  sentencia  recurrida  es  contradictoria,  por  coanto  eom* 
bate  y  condena  en  el  sexto  considerando  la  nulidad  que  declara  iaaen* 
tencia  ie  primera  instancia,  sm  que  nadie  lo  haya  pedido,  y  á  su  vea 
falla  declarando  nula  de  derecho  la  escritura  cuya  validez  y  eficacia  no 
aa  ha  puesto  en  duda  y  menos  debatido  por  las  partes,  incurriendo  por 
lo  tanto  en  el  mismo  vicio  y  defecto  que  condena,  porque  es  evidente 
que  si  el  Jusgado  no  podía  declarar  la  nulidad  de  una  escritura  de  cuya 
eficacia  no  se  había  tratado,  menos  podía  la  Sala  sentenciadora  declarar 
ni  resolver  esta  nulidad: 

5^  Porque  la  Sala  sentenciadora,  en  el  hecho  de  declarar  la  nulidad 
de  la  escritura  pública  susodicha  de  8  de  Agosto  de  1878,  en  lo  referen* 
te  á  los  bienes  obieto  de  la  tercería,  ha  abusado  y  se  ha  excedido  en  e( 
ejercicio  de  sus  funciones,  conociendo  en  asunto  que  no  le  competía^ 
porque  ni  en  la  aemanda  ni  posteriormente  había  sido  objeto  del  déba- 
le la  nulidad  de  dicha  escritura,  habiendo  dejado  por  otra  parte  de  re- 
conocer y  de  resolver  sobre  la  pretensión  de  nulidad  de  la  sentencia 
apelada  que  hixo  el  recurrente  en  su  escrito  de  agravios: 

6^  En  qué  al  aplicar  la  Sala  sentenciadora  la  carta  de  pago  de  13  do 
Marxo  de  t874  y  su  importe  á  las  costas  de  la  causa  por  excesos  radi- 
caban en  la  Elcribanía  de  Cámara  de  Aparicio,  que  dice  estar  pagadaa 
tales  costas,  incurre  en  error  de  hecho,  que  trae  consigo  el  de  derecho, 
OD  que  cae  también  suponiendo  que  los  bienes  últimamente  embargadoa 
á  D.  Mano«l  Ruis  no  le  pertenecían  al  efecto  de  venderlos,  así  como 
que  la  escritura  de  8  de  Agosto  de  i878  en  que  consta  la  venta  de  éstos 
oiénes  y  de  otros  anteriormente  embargados  para  las  responsabiiidadea 
á  qna  se  referían  las  cartas  de  pago,  es  nula  y  está  hecha  en  fraude  de 
aereedores,  con  las  demás  apreciaciones  contenidas  en  los  consideran- 
dos, infringiéndose  por  virtud  de  estos  errores  y  equivocadas  aprecia» 
Clones,  leyes  como  la  II,  lít.  3",  Partida  3^  y  cuantas  disposiciones  y 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  hacen  relaciitn  á  las  defraudacio- 
nes de  aereedores  de  que  habla  la  ley  7^  tít.  16,  Partida  5%  entre  otras 
las  de  II  de  Mayo  de  1863  y  14  de  Abril  de  1867; 

T  V  Porque  al  negar  la  sentencia  al  recurrente  en  el  séptimo  consi- 
derando personalidad  para  hacer  la  petición  de  que  se  declare  que  es-^ 
taban  pagadas  las  costas,  de  cuya  exacción  se  trataba  en  el  expediente 
de  apremio,  se  infringe  el  principio  de  derecho  que  concede  á  todo  ciu- 
laño  m«  jurit  acción  para  reclamar  lo  que  le  corresponde  de  aquel 
\  lo  detenta  para  pedir  á  un  Tribunal  la  subsanación  de  una  falta,  de 
vicio  y  de  un  abuso  y  exceso  como  el  en  que  incurrió  la  Sala  sen- 
ciadora;  vendiendo,  adjudicando  y  embargando  bienes  del  tercerista 
1  pago  de  costas  que  ya  estaban  solventadas,  según  lo  pone  de  ma- 
!sto  el  expediente  original  que  corre  unido  al  pleito;  así  como  la 
itante  junspradeneia  de  este  Tribunal  Supremo,  consignada  en  sen* 
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de  Tejeriiio,  y  contra  dicha  apreeiación  no  basta  la  alegaeíóa  vaga  do 
quo  resnlta  lo  contrario  del  expediente,  y  hecha  la  declaración  no  pue- 
de el  recnrrente  alegar  útilmente  qne  se  ha  desconocido  sn  derecho  de 
pretenderla; 

PjiIKiinoa  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  Interpoesto  por  D.  Zacarías  Ruiz  Llórente,  á  qaien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdida  del  depósito  de  486  pasetaa 
qne  ha  eonstitoldo  qoe  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Borgos  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntamiento  qne  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  7  de  Jnnio 
de  fS84,  é  inserta  en  la  Guááta  de  19  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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4e  eataelda  (7  di  Jmnio  d$  iBU).^Sala  primar».*— 
fiíGLAifACióR  DE  GANTiDADBs.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  An- 
totiio  Ventalló  con  Doña  Vicenta  Yentalló  y  Yintró  (Audiencia  de  Bar- 
celona), y  se  resuelve: 

i^  QueléUy9^,  iü.  3S,  libro  d^",  y  la  5»,  tü.  S^  libro  G"»  del  Código 
dé  Juiliniano;  la  1\  párrafo  3*,  tiL  3%  libro  «3  del  Digetto,  y  la  1\ 
iU:  í^  dé  la  Partida  4*  u  re/eren  á  cuestiones  que  no  tienen  ideniidad 
mi  analogia  eon  la  del  cobro  de  una  cantidad  resta  de  dote  ofrecida: 

t*  Que  las  facultades  fue  en  interés  de  la  sociedad  conyugal  pierde  la 
tñ^Jer  casada  por  virtud  de  eu  estado  ctei7,  no  se  regulan  por  las  meu  - 
€iónadae  leyes  sino  por  la  de  \6  de  Junio  de  1 870,  vigente  en  Cataluña;  y 
aegén  -ella^  la  incapacidad  de  la  mujer  para  ejercer  los  actos  que  em 
presa  el  art.  49  cesa  al  obtener  licencia  y  consentimiento  de  su  mari- 
dOf  á  quien  y  ásus  herederos  únicamente  correspondería  en  su  cato  re- 
alamar  la  nulidad  de  dichos  actos  conforme  al  art,  55  de  la  misma  ley; 
por  cuya  raeén  son  indiscutibles  el  derecho  y  la  personalidad  con  que 
comparece  enjuicio  la  muger  casada,  con  dicha  licencia,  á  demandar  en 
nombre  propio  las  cantidades  que  debia  aportar  á  la  eocied^d  conyu- 
gal en  cumplimiento  de  la  obligación  que  contrajo  en  las  capitulaciones 
matrimoniales: 

S^  Que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido  en  error  de  hecho  al 
consignar  en  los  raaonamientos  del  fallo  que  la  mujer  hiao  su  reclama  • 
€ión  judicial  con  autorización  expresa  de  su  marido ^  puesto  que  no  pue- 
de tener  otra  significación  la  concurrencia  de  éste  al  otorgamiento  de  los 
poderes  amplios  y  generales  que  aquélla  otorgó  á  Procuradores  con  el 
consentimiento,  aprobación  é  intervención  <¿tf/  marido,  como  se  expresa 
am  el  mismo  instrumento; 

7  3°  Que  habiéndose  pedido  en  la  demanda  una  cantidad  liquida  for- 
n^da  del  resto  de  la  dote  ofrecida  y  de  los  intereses  que  devengara  has- 

)0  de  Junio,  sin  perjuicio  de  los  que  se  causaren  hasta  el  total  pago, 

fallo  recurrido  guarda  perfecta  congruencia  con  la  demanda,  y  no 

tfringe  la  ley  16,  til.  í!.  Partida  3»,  señalando  el  1°  de  Julio  inmediato 

\o  punto  departida  de  los  intereses  no  liquidados,  estableciendo  una 

rma  de  pago  beneficiosa  al  recurrente,  contra  la  cual  no  puede  recia- 
'  en  casación  por  favorecerle,  según  repetidamente  tiene  declarado 
'^ribunal  Supremo* 
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«i  qae  dentro  del  plaso  antes  exnreeado  debía  abonar  la  cantidad  do- 
nada era  D.  Pedro  Antonio  Ventalló  conforme  había  confesado  al  ab- 
solver poticionea;  qoe  también  se  pactó  en  la  referida  escritora  de  ca- 
.  pitolaciooes  matrimoniales  qae  mientras  no  se  verificase  el  ps|^o  se 
abonarla  i  la  donataria  el  interés  del  4  por  100  por  anoalidades  Yunci- 
das, á  contar  desde  el  día  de  la  celebración  de  so  matrimonio,  y  qae 
respecto  á  los  i)ienes  maternos  debían  ser  entregados  al  mismo  tiempo 
y  en  igaal  forma  qoe  los  paternos;  qoA  la  demandante  contrajo  roatri- 
nonio  con  D.  Malíes  Cirici  en  30  de  Octnbre  de  1875,  devengando  por 
taoto  desde  aqaella  fecha  el  interés  del  i  por  100  convenido;  que  uni- 
do el  capital  qne  quedaba  fijado  en  8.608  pesetas  88  céntimos,  ai  inte- 
rés del  4  por  100  desde  el  30  de  Oi^tnbre  de  1875,  hasta  30  de  Jumo 
de  IN8I,  qne  importaba  1.951  pesetas  30  céntimos,  ascendía  el  debe 
á  40.550  pesetas  18  céntimos,  sin  perjuicio  de  la  soma  qae  devengase 
ol  capital  parcial  no  satisfecho  desde  el  30  de  Jupio  fijado  por  referirse 
i  dicha  fecha  la  demanda  de  conciliación  hasta  su  definitivo  p^go;  qoe 
tenía  satisfrchas  el  heredero  en  varias  partidas  6  871  pesetas  75  cénti- 
mos, y  era  por  consigaiente  en  deber  D.  Pedro  A.  Venta!. ó  como  here- 
dero de  SQ'padre  D.  Domingo  y  debía  pagar  A  la  alegante  con  referen  - 
eia  al  30  de  Jonio  de  1881,  sin  perj<iicio  de  los  intereses  hasta  definiti- 
va, la  cantldHd  de  3.688  pesetas  43  céntimos,  diferencia  qoe  resultaba 
del  debe  de  t0.560  pesetas  t8  céntimos,  con  las  6.871  pesetas  '5  cénti- 
mos satisfechas;  y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de  derecho  y 
diciendo  ejercitar  las  acciones  peíUio  kiredilatis  ttipulalu  ew  dote  prn- 
triptiivtrHs  y  las  demiis  procedentes,  pidió  que  se  condenase  i  D.  Pe- 
dni  Antonio  Yi»ntalló  y  Vintró  á  pagar  i  la  demandante  3.688  pese 
tas  43  céntimos  qae  le  era  en  deber  por  saldo  de  las  8  608  pesetas  S$ 
eéniimos  qoe  en  metálico  debía  satisfacer  por  los  coocAptos  expresa- 
dos, con  los  intereses  y  psgo  de  costas: 

Resaltando  qae  conferido  traslado  al  D.  Pedro  Antonio  Ventalló,  lo 
evacoó  eiponiendo  que  reconocía  por  ciertos  los  hechos  de  la  demanda 
qoe  eo  so  resomen  apreciaban  las  cantidades  prometidas  por  D.  Do- 
mingo Ventalló  A  SQ  hija  la  demandante  Doña  Vicenta  con  motivo  del 
matrimonio  proyectado,  según  resaltaba  de  las  capitulaciones  matri- 
moniales acompañadas  con  la  demanda;  que  no  reconocí^i  ni  podía  re« 
conocer  derecho  algnno  en  Doña  Vicenta  para  pedir  las  cantidades  qoo 
constituyó  en>doteá  so  marido,  tanto  menos  en  cuanto  con  mejor  acuer- 
do qoe  el  que  se  deda  ía  de  la  demanda  de  so  esposa  manifestaba  el  ma- 
rido tener  él  semejante  derecho  y  firme  propósito  de  hacerlo  valer«  se- 
gún resaltaba  de  carta  de  15  de  Junio  de  1881  que  acompahaha;  que  era 
cierto  qae  el  capital  de  la  áoU  db  Doña  Vicenta  Ventalló  de  Cirici  y  tos 
interesas  al  4  por  100  desde  30  de  0.:tubre  de  1875,  en  que  contritjo 
matrimonio,  h«siart0  de  Junio  de  (^8t  importaban,  en  junto  con  el  capi- 
tal é  interes«s  déla  legítimí  materna,  «0.500  pesetas  18  céntimos,  como 
lo  era  también  qoe  el  demandado  tenía  hechos  los  pagos  ex  presados  en 
la  demanda,  coyas  cantidades  daban  desde  las  respectivas  fechas  de  su 
rega  los  interesea  qoe  en  el  mismo  hecho  se  calculaban  lasta  el  IS 
Junio;  pero  ígaalmente  era  cierto  qoe  todas  estas  entregas  las  hiso 
il  demandante,  sino  á  su  marido  D.  Martín  Cirici,  y  que  no  eran  las 
5as  caiiti  fades  que  éste  debía  tener  por  recibida.^  A  cuenta  del  capí 
é  inte  e«es  de  la  dote  de  qoe  se  trata;  que  en  el  I  bro  de  contabili- 
I  áA  D.  D  imingo  Veiitallót  titulado  por  el  mismo  libro  Mayor,  se  ha- 
^a  QD  atttógrafudel  mismo,  eo  el  que  se  hace  constar  por  partidas 
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detallidat  el  pago  de  Us  500  librtsy  demás  apéndices  nopcUles,  y  como 
éstas  imporlabaD  S.06I  rs.  1 S  cents,  de  más,  aplieaba  este  sobrante  ni 
importe  de  la  pensión  de  intereses  vencidos  en  30  de  Octnbre  de  1878, 
y  683  rs.  30  cents,  á  cnenta  de  la  veneedora  en  30  de  Octnbre  de  4877^ 
'  de  manera  qoe,  según  la  voluntad  del  padre,  los  referidos  S.06I  reale» 
IS  cents.,  ó  sean  615  pesetas  95  cents,  debían  ser  la  primera  p«rtidA. 
imputable  al  pago  de  los  intereses  de  la  dote;  qoe  D.  Tomás  Giriei,  ibai- 
co  á  quien  reconocía  el  derecbo  de  pedir  el  saldo  eorrespondiente,  apro- 
bó expresamente  la  imputación  del  referido  exeedonte  á  pago  de  inte- 
reses, toda  vez  que  después  de  baber  reclamado  á  O.  Domingo  Venta- 
lle los  qoe  creía  acreditar,  según  la  earta  que  acompasaba  de  fecha  16 
de  Noviembre  de  1877,  escribió  en  SI  de  Diciembre  siguiente  otra  al  ^ 
propio  D.  Domingo,  en  la  que,  después  de  excusar  su  petición  en  la 
ignorancia  en  que  dijo  le  bahía  tenido  basta  entonces  su  esposa  acerca 
del  asunto,  y  dar  r  or  ello  satisfacciones  á  sn  padre  político,  aprt'bada 
la  voluntad  de  éste;  que  en  los  a&os  1878  y  1879  el  demandado  entrega 
á  D.  Matías  Cirici  las  partidas  de  vinos  y  aceites  qoe  aparecían  de  las 
cuentas  particularea  que  presentaba,  de  importe  en  junto  32S  pesetas, 
del  cual,  deducidas  43  pesetas  50  céntimos,  qoe  debía  abonar  al  propio 
D.  Matías  por  pagos  y  compras  de  efectos  en  1876  y  1877,  resoltaba  on 
saldo  de  978  pesetas  50  céntimos  á  favor  del  demandado,  que  debía 
abonar  el  D.  Matías,  no  sólo  en  fnerxa  de  la  compensación  qne  por  de» 
recbo  correspondía,  sino  porque  expresó  ser  esta  su  voluntad,  según 
carta  de  20  de  Setiembre  de  1880;  que  de  lo  expuesto  se  deducía  que  el 
verdadero  saldo  qoe  debía  el  demandado  era  el  de  9.894  pesetas 68  cén- 
timos, qne  es  el  mismo  que  manifestó  deber  y  estar  dispuesto  i  entre- 
gar en  el  acto  conciliatorio,  salvo  la  insignificante  diferencia  de  una 
peseta  y  f  O  céntimos  que  se  explicaba  por  error  de  cálculo  ó  de  memo- 
ria en  aquel  acto;  y  después  de  alegar  los  fundamentos  de  derecbo, 
oponiendo  á  la  demanda  las  excepciones  de  falta  de  derecho  y  la  de 
dolo,  y  en  lo  menester  las  de  pago  y  compensación,  pidió  se  le  absol- 
viese de  la  demanda  de  Dona  Vicenta  Yentalló,  condenándola  expresa- 
mente al  pago  de  las  costas: 

Resultando  qoe  en  los  escritos  de  réplica  v  duplica  reprodujeron 
las  partes  sus  respectivas  pretensiones,  y  recibido  el  pleito  á  prueba 
practicándose  las  propuestas  por  aquéllas,  y  seguido  el  juicio  por  dos 
instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de 
18  de  Mayo  de  1883,  confirmatoria  de  la  del  Jseí,  condenó  é  D.  Pedro 
Antonio  Ventailó  y  Víntró  á  que  satisfaga  ásu  hermana  la  demandante 
Düña  Vicenta  las  3.688  pesetas  43  céntimos  que  la  restaban  percibir  de 
la  mayor  cantidad  en  metálico,  é  intereses  del  4  por  100  anual  ane  se 
le  prometieron  en  capítulos  matrimoniales  por  el  padre  común  de  que 
es  heredero  aquél,  cuya  entrega  y  la  de  los  interesen  correspondientes 
al  expresado  tipo  desde  el  I®  de  Julio  de  1881  se  efectuará  con  la  inter- 
vención del  marido  de  ésta  D.  Matías  Cirici  é  Irader,  si  viviese,  sin  ha- 
cer especial  condena  de  costas;  reservando  al  demandado  D.  Pedro  el 
ejercicio  de  las  acciones  de  qne  se  crea  asistido  para  reclamar  de  sn  di- 
cno  cufiado  D.  Matías  el  importe  de  la  cuenta  particular  q«e  haMa  pre- 
tendido le  fuese  compensada: 

Resolundo  que  D.  Pedro  Antonio  Yenialló  y  Yintró  interpvso  re- 
corso de  casación,  alegando  como  motivos: 

I*  Que  en  cuanto  se  reconoce  derecho  á  Dofta  Yicenta  Yentalló  pan 
pedir  el  pago  de  la  parte  de  sn  dote  ne  satisfecha,  no  obstante  hallarse 
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«Bida  en  iDtUimonio  eon  D.  Matíai  Ciriei,  á  qoien  eorrespoodia  el  per- 
cibo y  la  administración  de  lodo  lo  que  su  esposa  aportó  en  la  ocasión 
de  diebo  enlace,  para  atender  á  las  cargas  del  mismo,  se  han  infringido 
la  ley  6^  tUnlo  3S,  libro  3*  del  Código  de  lostiniano,  y  la  ley  5%  tito* 
lo  S°,  libro  6®  del  mismo  Código,  en 7a  primera  de  las  cuales  se  excluye 
'expresamente  i  la  mojer  del  aerecho  de  reclamar  los  bienes  dótales,  y 
en  la  segunda  se  establece  que  constante  el  matrimonio  la  petición  de 
Ja  dote  prometida  corresponde  al  marido: 

2®  Que  en  cnanto  la  expresada  ejecutoria  difiere  á  la  demanda  de 
Diña  Vicenta  de  Yentalló,  interpuesta  en  nombre  propio,  después  que 
so  consone  babia  adquirido  el  dominio  de  los  bienes  descritos  en  las 
capitulaciones  matrimoniales,  como  entregados  de  presente  y  de  Iss 
somas  ofrecidas  por  el  padre  D.  Domingo  Yentalló  y  Llorateras  para  de- 
terminado plaso  con  el  abono  de  intereses  consiguientes  á  la  demora,  la 
ley  1*,  párrafo  tercero,  tít.  3^,  libro.23  del  Digesto,  en  que  se  dispone 
que  las  cosas  dadas  en  dote  se  hacen  del  marido,  y  por  tanto  sólo  éste 
puede  ejercitar  las  acciones  dótales: 

3®  Qae  en  igual  concepto,  aun  prescindiendo  de  las  anteriores  teyea 
romanes  vigentes  en  Cataluña,  quebranta  el  fallo  recurrido  la  ley  7^ 
tít.  11  de  la  Partida  4*,  donde  se  declara  que  cé  como  qoier  qoel  uno 
meta  al  otro  en  tenencia  dello,  todavía  el  marido  debe  ser  seftor  é  po- 
deroso de  todo  esto  sobre  dicho  ó  de  reseebir  los  frutos  de  todo  comu* 
nalmente,  también  de  los  que  da  la  mujer,  é  á  su  c<'fflpa&a,  ó  para 
mantener  é  guardar  el  matrimonio  bien  ó  lealmente,»  toda  vez  que  se- 
autoriza  en  el  falto  recurrido  no  sólo  una  reclamación  de  capital  hecha 
por  la  demandante  mujer  casada,  del  que  tenia  verificada  la  cesión 
oportuna  á  su  cónyuge  D.  Matías  Girici,  sino  la  de  intereses  del  insi- 
nuado  crédito,  frutos  que  á  tenor  de  la  citada  ley  sólo  debe  resdbir  el 
marido  como  eeüor  i  poderoio  de  lodo  eeio: 

V  I^a  ley  del  contrato,  toda  ves  que  desconoce  que  el  pacto  de  las 
eapitolaciones  matrimoniales,  en  el  cual  Doña  Vicenta  Ventalló  eonsti- 
toyóel  dote  concedido  por  su  padre  en  poder  de  su  esposo  D.  Matías 
Cirici,  haciendo  la  debida  aportación  dotalcon  transferencia  del  dominio 
para  que  administrase  el  caudal,  lo  usufructuase  y  eohraee  durante  el 
BDatrimonio,  de  coyas  facultades  no  consta  en  parte  alguna  que  se  ha- 
ya desprendido  el  marido  á  favor  de  su  mujer  ni  de  tercero  que  los  re- 
pr(>sente  válidamente  para  la  conservación  de  aquellos  actos: 

5°  Que  la  sentencia  adolece  error  de  be<;ho  en  la  apreciacrón  de  las 
pruebas,  supuesto  que  conceptúa  á  la  demandante  con  facultades  para 
promover  las  acciones  que  había  ejercitado,  á  pesar  de  que  sólo  ha 
traillo  al  juicio  un  poder  otorgado  por  ella  misma,  con  la  mera  aotori* 
tMt\6ií  á^i  tatTíáo  para  comparecer  en  Juicio  i  favor  del  Procurador 
que  la  ha  defendido,  sin  que  exista  en  los  autos  ninguna  justificación  de 
la  pérdida  ó  cesión  de  los  derechos  peculiares  del  marido  en  los  biepea 
aportados  per  la  mujer  en  dote  al  matrimonio,  antes  al  contrario,  se- 
sulta  de  cartas  de  D.  Matias  Ciriei  presentadas  por  el  demandado  y  de 
confesiones  hechas  por  la  demandante  en  el  litigio,  que  Ciriei  se  consi- 
deraba el  encargado  de  reclamar  v  administrar  los  bienes  de  Doña  Vi- 
centa Ventalló  y  que  todo  lo  que  había  pagado  D.  Pedro  Antonio  Ven» 
talló  desde  la  muerte  del  padre  común 'á  cuenta  del  capital  é  intereses 
de  la  dote,  lo  ha  satisfecho  mediante  recibo  librado  exclusivamente  por 
el  marido: 

6*  La  ley  iñ,  tít.  t%  de  la  Partida  3^  que  manda  dar  el  juicio  en  la. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


400  iimisniuDiifciA  civil. 

manera  qoe  faé  poesta  la  demanda,  y  lai  repetidas  decifíones  de  est« 
Tribonal  Supremo  en  que  se  establece  la  necesidad  de  la  congroeneia 
entre  lo  pedido  y  lo  fallado,  por  eoanlo  la  ejecotoria  de  que  te  tralA 
condena  á  D.  Pedro  Antonio  Ventailó  á  psgar  intereses  desde  I*  de  Jo- 
lio  de  fSSf ,  y  ordena  qne  el  abono  del  capital  y  demás  cantidades  qn% 
han  de  entrefirjirAe  A  la  demandante  se  efectúe  con  U  i*Ur9€nei4n  áUt 
marido  de  étta  D.  Malias  Cirici  é  Irader^  si  vivisa^  declaraciones  y 
formas  del  p^go  reclamado  qae  no  fueron  solicitadas  en  la  demanda  ni 
^lisciUidas  en  el  pleito. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Vinas: 

Considerando  qne  son  inaplicables  y  no  han  podido  ser  infringidas 
las  leyes  romanas  y  las  de  Partida  que  se  citan  en  los  motivos  (^  V  j 
3®,  ni  infringe  la  sentencia  la  ley  del  contrato  invocada  en  el  coarto 
motivo,  porqae  dichas  leyes  se  refieren  á  cuestiones  que  no  tienen  iden- 
tidad ni  analogía  con  la  del  presente  pleito,  en  qne  se  trata  del  cobro 
de  ona  cantidad  resto  de  dote  ofrecida;  y  porque  además  las  facultades 
4}oe  en  interés  de  la  sociedad  conyugal  pierde  la  mujer  casada  por  vir- 
tud de  su  estado  civil,  no  se  regulan  por  las  mencionadas  leyes  sioo 
por  la  de  16  de  Junio  de  1870,  vigente  en  Cataluña,  y  según  ella,  la  in- 
capacidad (le  Djña  Vicenta  Ventailó  para  ejercer  los  acius  que  expresa 
el  art.  49  ha  cesuJo  al  obtener  licencia  y  consentimiento  de  D.  Ilaiías 
<^irici,  á  i|uien  y  ásus  herederos  únie^imente  correspondería  en  so  caso 
reclamar  la  ra  ídad  de  dichos  actos  conforme  al  art.  55  de  la  misma  ley» 
por  cuya  razón  son  indiscutibles  el  derecho  y  la  personalidad  con  qoe 
compareció  en  juicio  á  demandar  en  nombre  propio  las  cantidades  qoa 
debÍA  aportar  á  la  sociedad  conyugal  en  cumplimiento  de  la  obligacióo 
qoe  conlr;<jo  en  las  capitulaciones  matrimoniales: 

Considerando  qoe  la  Sala  sentenciadora  no  ha  inoorrido  en  error  de 
hecho  »l  consignar  en  los  rasonamientos  del  fallo  qne  Doña  Viceots 
Ventailó  hizo  su  reclamación  judicial  con  aolnrisación  eipresa  de  so 
marilo,  puesto  que  no  puede  tener  otra  significación  la  eoncnrrencis 
de  éste  al  otorgamiento  de  los  poderes  amplios  y  generales  que  aqnólla 
otorgó  4  Procuradores  con  el  consentimiento,  aprobación  ó  iuterveitción 
de  D.  Matías  Cirici,  como  se  expresa  en  el  mismo  instrumento,  y  es  por 
tanto  infundado  el  quinto  motivo: 

C'uisiderando,  por  último,  que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  46, 
tit.  92  de  la  Pj<riida  3',  citada  en  el  sexto  y  ú'timo  motivo,  porque  ha- 
biéndose pedido  en  la  demandi  ona  cantidad  lí^^uida  formada  del  resto 
de  ta  dote  ofrecida  y  de  los  intereses  que  devengará  hasta  30  de  Junio, 
sin  perjuicio  de  Us  que  se  cansaren  hasta  el  total  pago,  el  fallo  r«=eurri- 
•do  guarda  perfecta  congruencia  con  ta  demanda,  señalando  el  l^deJo- 
lin  inmediato  como  punto  de  partida  de  los  intereses  no  liquidados,  es- 
tablece una  forma  de  pago  benefíciosa  al  recurrente,  contra  la  cual  no 
pu^de  retamar  en  casación  D.  Pedro  Antonio  Ventailó,  A  quien  favore- 
c^p^ún  repelidimen'e  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo; 

Fallan  09  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  tuear  al  re- 
curso d'  casa'tó  I  ñor  infracción  de  ley  lOierpuesio  por  D.  Pedro  An- 
tonio Ventailó  y  Vintió,  A  qa^en  condenamos  en  las  cosías  y  á  la  pérdi- 
da de  ta  cantidad  de  I  000  pesetas  que  depositó,  que  se  distriboirán 
con  arreglo  i  la  ley;  librase  la  correspondí Mite  certificación  á  la  Au 
diencia  de  B  rcelnna,  con  devolu  ion  del  apontamiento.— (S'*nlencÍ3 
publir.ai)«el7de  Juniode  4881,  ó  inserta  en  la  Oaceía  de  1 9  deSetiem* 
hre  del  Uiismo  año.) 
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Iteeuriio  de  casación  en  la  forma  [1  de  Junio  de  f884). — 
^úU  tercera. — Desahucio.—No  ha  lugar  ai  mterpoesto  por  Dona  Maiia 
Ortf'i^a  Jiménez  con  D.  Martin  López  Puerta  (Juzgado  de  Mancha 
Real),  y  se  resuelve; 

i*  Que  eegú^  lo  dUpueslo  en  loe  aríiculos  1561  y  f  562  de  la  ley  de 
Enjuiciamienío  civil,  corretponde  á  los  Jueces  municipalee  y  de  pri- 
mera mt tanda  conocer  de  loe  juicios  de  desahucio; 

F2^  Que  la  competencia  que  la  ley  les  concede  no  se  pierde  porgue 
^l  Juez  haya  incurrido  en  alguna  omisión ,  como  la  de  no  exigir  al  des  • 
Mhuciado  apelante  el  pago  integro  de  los  alquileres  devengados t  pues 
este  motivo  no  es  el  comprendido  en  el  nüm,  6"^  del  ari,  i  C92  de  la  expre- 
sada ley, 

Eo  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Jonio  de  488i,  en  el  pleito  se- 

f^nidó  en  el  Juzgado  monicipal  de  la  villa  de  Torres  y  en  el  de  primera 
Dstaneia  de  la  de  Mancha  Real  por  Doña  María  Ortega  Jiménez,  veci- 
na de  Torres,  con  D.  Martin  López  Puerta,  labrador,  de  la  misma  ve 
ciudad,  sobrp  desahucio  de  una  haza  de  tierra,  pendiente  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  po^  quebrantamiento  de  forma,  inter- 
puesto por  Doña  María  Ortega  y  sostenido  ante  este  Tribunal  en  so 
•defensa  y  representación  por  el  Licenciado  D.  Joaquín  Ruiz  Jiménez  y 
el  Procurador  D.  Constantino  Rodero,  no  habiendo  comparecido  U 
parte  recurrida: 

Resultando  que  en  documento  privado  fechado  en  Torres  á  31  de 
Ilayo  de  4873,  autorizado  con  la  firma  de  Gaspar  Godino,  en  nombre  y 
á  ruego  de  Esteban  Molina,  y  con  la  de  dos  testigos  se  dice  á  la  letra: 
por  el  presente  declaro  yo  Esteban  Molina  Morales  como  le  doy  en 
arriendo  á  Martín  López  Puerta  una  haza  de  mi  propiedad  en  el  sitio 
del  Espinar  de  este  término  en  la  cantidad  de  360  rs.  que  tengo  recibi- 
da de  mano  del  López,  cuyo  arriendo  dio  principio  el  día  i°  de  Enero 
de  aquel  año  y  concluirá  en  igual  día  de  1877,  y  yo  el  Martín  López 
Puerta  admito  este  contrato: 

Resultando  que  eo  21  de  Junio  de  1883  acudió  Doña  María  Ortega 
Jiménez,  viuda  de  D.  Esteban  Molina,  al  Juzgado  municipal  de  Torres 
entablando  demanda  de  desahucio  de  la  indicada  haza  ó  suerte  de  te- 
rreno contra  D.  Martín  López  Puerta,  fundada  eo  la  falta  de  pago  del 
canon  ó  precio  del  arrendamiento  importante  25  pesetas  anuales: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal  tuvo  lugar  en 
26  de  dicho  mes  de  Junio,  y  en  este  acto  reprodujo  Doña  María  Ortega 
su  demanda  insistiendo  en  que  el  demandado  no  pagaba  el  arrenda- 
miento consistente  en  25  pesetas  anuales,  y  se  opuso  á  ello  D.  Martín 
'Apes  porque  no  era  tal  arrendatario,  sino  poseedor  pacífico  de  la  fin - 
;  que  la  había  adquirido  por  cesión  de  D.  Antonio  Moreno  Rarrio,  ¿ 
lien  le  fué  adjudicada  en  venta  judicial  hecha  en  el  Juzgado  de  pri  • 
ira  instancia  de  aquel  partido  en  el  año  de  1875: 
Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  municipal  de  Torres 
.30  del  mismo  mes  declarando  no  haber  lugar  al  desahucio  conloa 
onnnciámientos  consiguientes,  apeló  D.  Martín  López,  y  el  Juzgado, 
TOMO  55  29 
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en  providencia  de  4  de  JqIío,  notificada  en  el  mismo  día  á  ambas  par- 
tes, admitió  la  apelación  en  ambos  efectos  siempre  que  el  apelante  con- 
sígnase en  el  Jaxgado  el  imporCe  de  las  rentas  vencidas,  y  habiendo 
consignado  en  aquel  mismo  día  la  cantidad  de  135  pesetas  como  ímpor-^ 
te  de  los  arriendos  vencidos  desde  el  año  f  877,  en  qne  finalizó  el  con  - 
trato  de  arriendo  qne  obraba  en  autos,  proveyó  el  Juzgado  á  continaa- 
ción  que  se  remitiese  el  expediente  al  Juxgado  del  partido  con  empfa  - 
zamiento  de  las  partes,  cuya  providencia  fué  notificada  en  el  mismo, 
día  4,  en  el  que  también  tnvo  lugar  la  remisión  de  los  autos: 

Resultando  que  personadas  las  partes  en  el  Juagado  de  primera  ins- 
tancia de  Mancha  Real  se  les  convocó  á  juicio  verbal,  y  en  este  acto, 
después  de  exponer  el  apelante  las  alegaciones  qoe  estimó  oportunas- 
al  efecto  de  obtener  la  revocación  de  la  sentencia  de  primera  instancia, 
contrató  Doña  María  Ortega  Jiménes  que  debía  desestimaise  la  apela- 
ción deducida  por  López  Puerta  por  no  venir  tramitada  con  arreglo  4 
derecho,  pues  se  había  faltado  al  admitirse  dicha  apelación  á  lo  dis- 
puesto de  una  manera  taxativa  y  terminante  en  los  artículos  1583  y 
4566  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porqueta  cantidad  de  135  pese- 
tas consignada  por  López  Puerta  como  importe  de  las  rentas  vencida» 
era  inferior  á  la  que  debió  consignar  con  arreglo  á  la  ley  que  era  la  de 
480,  puesto  que  arrendada  la  finca  por  su  difunto  marido  D.  Esteban 
Molina  por  cuatro  años  que  se  pagaron  adelantados,  según  se  decía  en 
el  documento  obrante  en  autos,  era  claro  que  el  arrendamiento  se  ha-- 
bía  renovado  tácitamente  por  dos  veces,  y  que  por  cada  uno  de  los 
dos  grupos  debía  00  pesetas,  puesto  que  con  arreglo  al  mismo  contrato 
debía  pagarse  el  arriendo  adelantado: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  revo- 
cando la  del  Juzgado  municipal  y  declarando  no  haber  logar  al  des- 
ahucio solicitado  por  Doña  María  Ortega  Jiménez,  condenándola  al  pa- 
go de  las  costas  de  segunda  instancia,  y  mandando  devolver  á  D.  Martín 
López  Puerta  la  cantidad  qne  tenía  consignada  por  el  importe  de  las^ 
rentas: 

Resultando  que  previo  depósito  de  15  pesetas  y  42  cents,  para  los 
efectos  legales  correspondientes  interpuso  Doña  María  Ortega  y  Jiménez 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fondado  en  que  se 
habían  quebrantado  las  formas  esenciales  del  juicio  de  desahucio  cuan- 
do después  de  dictada  la  sentencia  de  primera  instancia  se  había  inter- 
puesto apelación  por  el  demandado  y  se  había  admitido  y  tramitado 
sin  qoe  se  llenase  el  requisito  que  establece  el  art.  4583  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  en  so  segundo  apartado  en  relación  con  el  1566^ 
con  arreglo  á  los  cuales  en  ningún  caso  se  pueden  admitir  al  deman- 
dado los  recursos  de  apelación  y  de  casación  cuando  procedan^  si  no 
acredita  al  interponerlos  tener  satisfechas  las  rentas  vencidas  y  las  qna 
con  arreglo  al  contrato  debe  pagar  adelantadas,  ó  si  no  las  consigna  en 
el  Juzgado  ó  Tribunal;  toda  vez  que  la  cantidad  que  debió  consignar  6- 
abonar  López  Puerta  en  el  indicado  concepto  era  Ih  de  185  pesetas  y 
no  la  de  435,  y  por  consiguiente  se  faltó  á  la  disposición  legal  transcri- 
ta, dando  lugar  á  qoe  se  quebrantaran  desde  entonces  las  formas  esen- 
ciales del  juicio  de  desahucio,  y  á  que  se  dictase  la  sentencia  recurrida 
con  manitiesta  incompetencia  de  jurisdicción  que  es  el  caso  marcado  en 
el  apartado  6°  del  art.  4693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Francisco  Bastamaate: 

Considerando  qne,  según  lo  diapuesto  en  los  artículos  4561  y  456t 
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de  la  ley  de  Eojaiciamiento  civil,  corresponde  á  los  Jueces  manicipale» 
j  de  primera  instancia  conocer  de  los  jaicios  de  desahucio: 

Considerando  qoe  la  competencia  que  la  ley  les  concede  no  se  pier- 
de porane  el  Jaez  haya  incarrido  en  algnna  omisión  como  la  de  no  exi- 
Sir  al  aesahoeiado  apelante  el  pago  íntegro  de  los  alquileres  devénga- 
os, y  qoe  por  consiguiente  el  motivo  en  que  se  funda  este  recurso  no 
es  el  comprendido  en  el  nüm.  6®  del  art.  4692; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
eerso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Doña 
María  Ortega  Jiménea,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pér- 
dida del  depósito  de  15  pesetas  y  42  cents,  que  ha  constituido,  que  se 
¿¡•tribuirán  con  arreglo  á  ley;  y  líbrese  al  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Mancha  Real  la  eertifieación  corresnondiente,  con  devolución  de 
los  autos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  7  de  Junio  de  i 881, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  15  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  eaatítíón  {iO  de  Junio  de  \%Hi), —Sala  primera. — 
TsRCfiuú  DE  0OMINIO. — Ha  lugar  en  parte  al  interpuesto  por  D.  José 
Mansana  con  el  liquidador  de  la  rasón  social  Nicolái  Comes  y  Compa- 
üia  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

4®  Que  no  infringe  la  ley  del  contrato^  el  principio  legal  Pacta  sunt 
lervanda  y  la  ínrisprudencia  establecida  por  el  Supremo  Tribunal  en 
senUndas  de  94  de  Febrero  y^Sde  Setiembre  de  i 865,  en  ^ue  se  declara 
^ue  acerca  de  la  inteligencia  y  cumplimiento  de  los  contratos,  se  ha  de 
estar  principal  y  necesariamente  al  tenor  del  documento  en  que  se  con- 
signen; el  art.  301  del  Código  de  Comercio;  el  principio  de  derecho  de 
que  el  actor  ha  de  probar  su  demanda,  y  los  articulos  287  y  288  de  d% 
€ho  Código,  la  sentencia  que  declara  no  haber  lufar  á  una  íerceria  de  do-- 
minio,  si  la  escritura  que  la  sirve  de  titulo  justifica  hasta  tal  punto 
el  dominio  de  la  Sociedad  tercerista  sobre  la  fábrica  y  demás  apor- 
taciones hechas  ñor  el  socio  ejecutado,  que  las  recibió  aquélla,  im 
foniéndose  la  oolif  ación  de  salii  facer  el  pasivo  de  este  socio  nivelado 
€0%  el  activo,  y  haciendo  suyas  asi  dichas  aportaciones  mediante  la  res- 
ponsabilidad correlativa  que  contraía;  y  si  en  ese  pasivo  no  estaba  com- 
frsndido  el  crédito  particular  del  ejecutante,  evidente  es  la  insubsisten 
da  de  los  embargos  ejecutados  bajo  un  fundamento  inexacto  en  bienes  de 
la  Sociedad  tercerista: 

2®  Que  tampoco  infrinpe  las  leyes  6^,  Digesio  Qaí  in  fraude;  la  7^, 

tu,  \h.  Partida  5*.  y  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Supremo  Tri- 

hmal,  que  declara  rescindidas  como  hechas  en  fraude  de  acreedores  las 

enajenaciones,  por  las  cuales  el  deudor  se  ha  constituido  en  estado  de 

poder  paoar  las  deudas  que  tenia  pendientes  en  el  dia  de  haber  veri» 

ado  aquéllas,  porque  precisamente  el  propósito  manifiesto  del  ejecu^ 

io  revela  todo  lo  contrario,  como  que  el  valor  integro  de  la  maquina* 

%  aportada  se  destinó  á  solventar  créditos  de  cuya  obligación  se  encar^ 

la  Sociedad; 

7Z^  Que  la  condena  á  indemnijsar  daños  y  perjuicios  eaige  que  se 
7«  constar  su  twistencia,  y  que  provienen  de  culpa,  dolo  ó  malicia  de 


Digitized  by  VjOOQ IC 


404  luaiSFaüDBiiGiÁ  citiu 

¡a  penoM  á  quien  9$  imjmtñn^  eow^  lo  tune  dedarido  el  TriXmnál  Su» 
prtmo  en  di/erenles  deeisionee;  por  lo  que  úl  eondenar  al  ejeculanU  y  «¿ 
peculado  á  indemnÍMr  loe  perjuicios  q%i  se  Kayan  ocüsionado  i  U  Sa- 
ciedad sin  declarar  decisivamente  su  eaisteneíat  falla  la  base  para  #• 
'  condenacián  y  se  infringen  las  doctrinas  según  las  que  para  que  pueda  r#- 
clamarse  indemniaación  de  perjuicios,  es  menester  acreditar  ania  todo 
que  en  efecto  se  han  irrogado;  que  para  que  pueda  tener  aplieacidn  el 
principio  de  que  el  que  causa  un  perjuicio  á  otro  está  obligado  á  su  repárete 
dan,  es  necesario  que  lo  haya  causado  por  culpa,  dolo  ó  malicia^  y  qme 
no  puede  ser  responsable  de  perjuicios  que  una  tercera  persona  puedm 
sufrir  el  que  usa  de  un  derecho  iegitimo  ante  los  Tribunales  de  justicia. 
Bq  U  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Janio  de  1884,  en  el  pleito 

{tendiente  ante  Nos  en  virtnd  de  rocorso  de  casación  por  infrtccióo  de 
ey,  segaido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Sao  Pe- 
dro de  la  cindad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Aa- 
diencia  de  la  niisma  por  D.  Nicolás  Comes  y  Estroch,  liquidador  de  ín 
razón  social  Nicolás  Comes  y  Compañia,  representado  por  el  Procara* 
dor  D.  Patricio  García  de  Alcañiz  y  defendido  en  el  acto  de  la  yista  por 
el  Letrado  D.  José  Joan  Cabot,  con  D.  José  Mansana  y  Dordán,  y  en  so 
DOQíbre  el  Procurador  D.  Pedrico  Grases,  bajo  la  dirección  del  Letrado 
D.  Alvaro  María  Camín  y  D.  Antonio  Fanra,  qoe  no  hacomparecido  ea 
este  Supremo  Tribunal,  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  según  factura  del  importe  del  carbón  vendido  por 
D.  José  Mansana  en  el  segundo  semestre  de  1876  basta  el  t  de  Junio 
de  1877  á  D.  Antonio  Faura,  aparece  un  saldo  á  favor  del  vendedor  de 
7.4ti  pesetas  56  céntimos,  consignándose  al  pie  de  la  factura,  con  1& 
firma  de  D.  Antonio  Paora,  la  conformidad  del  saldo  de  la  cuenta,  qee 
era  pagadero  por  la  Sociedad  Nicolás  Comes  y  Compañía,  obligada  á 
ello  en  virtud  del  convenio  celebrado  con  la  misma  en  16  de  Junio 
de  1877: 

Resultando  que  en  dicho  día  S6  de  Junio  de  1877,  D.  Nicolás  Comes 
y  Estruch,  D.  Marcos  Rosal  y  San  Martí,  D.  Ramón  Carrer  y  Godo  y 
D.  Antonio  Faura  y  Llacia  convinieron  en  formar  una  Sociedad  en  ro» 
mandita  para  la  fabricación  de  hilados  de  alg'>dón,  explotando  la  fábrica 
de  dicho  género  que  el  socio  comanditarlo  D.  Antonio  Faura  tenía  esta- 
blecida en  el  barrio  de  Hostaf rancha,  aportándola  á  la  Sociedad  pira 
darla  mayor  desarrollo  con  el  aumento  de  capitales  en  provecho  de  to 
dos  los  socios,  consistiendo  aquéllos  en  70.000  pesetas  que  ingresab&e 
los  socios  en  esta  proporción:  Comes  50.000, 10.060  Rosal  y  10.000  Ca 
rrer  y  Faura,  considerado  exclusivamente  eomo  socio  industrial;  apor- 
taba la  fábrica  con  todas  sus  pertenencias  y  un  almacén  en  la  calle  de 
Fontanella  que  constituía  un  activo  y  pasivo  nivelado,  del  qoe  se  hacía 
cargo  la  Sociedad  por  cuya  razón  no  se  le  daba  valor;  para  la  adminis 
tración  y  gerencia  de  todos  los  asuntos  concernientes  á  la  Sociedad  se 
nombró  á  D.  Nicolás  Comes,  único  que  tendría  la  firma  social  bajo  la 
razón  Nicolás  Comes  y  Compañía,  fijando  su  duración  en  cinco  aftos; 
qué  en  todos  ellos  se  formalizarían  dos  balances  generales  en  1^  de  Ja  - 
nio  y  1^  de  Di  iembre,  y  al  verificarlo  se  aumentaría  la  cuenta  de  ma- 
quinaria con  el  valor  de  las  máquinas  que  quisas  se  comprasen,  y  coa 
el  importe  de  aquellos  gastos  de  cuantía  que  fuesen  imputables  á  me 
jorar  el  objeto  de  la  Sociedad  y  darle  por  consiguiente  un  aumento  á  su 
valor,  así  como  se  deduciría  el  precio  que  se  obtuviera  por  las  máquinas 
ó  accesorios  que  quizá  se  vendiesen,  y  su  líquido  sufriría  el  descuento  6 
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bija  por  desgaste  de  an  S  por  100,  ó  sea  al  tenor  de  an  4  por  f  00  ancal,  y 
todos  los  demás  gastos  qae  sobre  la  misma  se  hiciesen,  imputables  sólo  á 
s«  conservación,  se  cargarían  á  gastos  generales;  que  tos  beneficios  se  dis- 
triboirian  haciendo  soyas  desde  luego  Comes  dos  terceras  partes  qae  re- 
tirarla de  fondo  social,  Rosal  y  Garrer  respectivamente  ana  quinta  parte 
de  lo  qoe  hubiera  correspondido  á  Comes,  siendo  el  resto  aplicable  á  Faa« 
ra,  pero  sin  poder  los  tres  últimos  retirar  los  beneficios,  los  cuales  debe- 
riao  qnedar  en  poder  de  la  mism»  Sociedad  destinados  á  anmentar  el  ca* 
pital  respectivo,  estableciéndose  una  proporción  de  aumento  de  beneficios 
insta  quedar  nivelados  en  ellos  y  luego,  en  capitales,  y  llegado  este  caso 
resolverían  de  eomtkn  acuerdo  si  todos  los  socios  los  retiraban  ó  lo  dejaban 
an  poder  de  la  Compañía;  que  éstaqnedaría  disueita  siempre  qae  resulta- 
se perdido  un  t5  por  100  del  capital;  qae  espirado  el  plazo  de  la  Sociedad 
y  practicado  el  balance  correspondiente  al  último  ejercicio,  se  procede- 
ría á  la  liquidación  retirando  Comes  el  capital  aportado  en  metálico  con 
aamento  de  los  beneficios  ó  deducción  de  las  pérdidas  que  pudieran  re- 
sultar, procediendo  en  igoal  forma  respecto  á  Rosal  y  Carrer  y  Faura 
Soedaba  obligado  á  retirar  el  suyo  incorporándose  nuevamente  de  toda 
i  maquinaria  por  el  mismo  valor  á  que  viniera  estimada  en  el  último 
balance,  pero  si  los  beneficios  obtenidos  dorante  el  período  social  no 
fuesen  oastantes  y  quedase  tan  sólo  un  remanente  á  favor  de  Paura 
qae  no  le  permitiera  quedarse  con  dicha  maquinaria  íntegra,  despoés  de 
retirar  el  capital  de  tos  tres  primeros  socios,  se  procedería  á  la  venta  de 
la  misma  dentro  de  un  breve  plazo,  y  de  su  prodocto  segoirían  reinte- 
grándose de  su  capital  liquidado  los  socios  por  el  mismo  orden  en  que 
Tenían  consignados  en  aquel  capítulo,  y  el  remanente,  si  lo  hubiese,  se 
entregaría  á  Paura,  siendo  de  cuenta  del  mismo  el  quebranto  que  pn* 
diera  resoltsrle  por  la  diferencia  de  valor  entre  so  precio  al  aportarla  y 
el  qoe  se  obtuviera  á  so  realización,  habida  consideración  á  que  apor- 
tada y  apreciada  por  él  mismo  y  obligado  á  retirarla  por  el  valor  del 
balaifce,  constituía  su  única  pertenencia  exclusiva: 

Resultando  que  para  servir  de  base  para  la  constitoción  de  esta  So- 
ciedad formó  y  firmó  con  fecha  H  de  dicho  mes  de  Junio  D.  Antonio 
Faura  nn  estado  general  ó  balance  nivelado,  en  cuyo  activo  se  com- 
prende la  maquinaria,  las  existencias  en  la  fábrica,  varios  efectos  de 
la  misma,  los  créditos  y  la  existencia  en  Caja;  y  en  el  pasivo  siete  pa- 
garés, una  cuenta  y  el  alquiler  del  despacho  de  la  calle  Pontanelia;  que- 
Sando  estipulado  que  si  de  los  créditos  detallados  resultase  alguno  in* 
eobrable,  se  cargaría  á  la  cuenta  particular  de  Paura,  saldándose  estas 
diferencias  con  el  abono  que  en  ellas  se  le  haris  de  las  partidas  de  des-  . 
ecbos  de  hierro  ó  maquinaria  que  se  fueran  vendiendo;  quedando 
asimismo  convenido  que  cnalesquiera  otros  créditos  que  contra  él  pu- 
dieran aparecer,  no  resultando  comprendidos  en  aquel  balance,  ven- 
drían á  su  cargo  exclusivo,  sin  afectar  en  nada  á  los  intereses  de  la  So- 
ciedad, debiendo  ser  satisfechos  de  su  peculio  particular: 

Resultando  qoe  D.  José  Mansana,  con  presentación  de  la  factura  an- 
tes referida,  respecto  de  la  que  se  declaró  confeso  á  Panra  por  no  haber 
fomparecido,  solicitó  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Pino  en  6  de  Marzo  de  1878  que  se  despachase  mandamiento  de  eje- 
cución contra  los  bienes  de  Paura  por  las  7.i3i  pesetas  50  céntimos  á 
que  ascendía  el  saldo  á  su  favor,  los  intereses  y  costas;  aue  se  librase 
copia  anténtica  de  la  escritura  constitutiva  de  la  Sociedad  Nicolás  Co- 
mes y  Compaftía,  y  que  se  ampliase  el  embargo  á  los  bienes  de  la  mis- 
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ma,  soUcitMdo  «demás  embargo  preTentíTo  contra  anoe  y  otroabieaes: 

Re8alt&n\]o  que  traída  á  los  aotos  la  copia  de  la  escritora  de  eoos- 

^  titaeión  de  Sociedad,  habiéndose  hecho  constar  so  loscripcióo  en  el  Re- 

.  gistro  de  Comercio,  hI  Jaes  de  primera  instancia  denegó  laejecneióa  j 

.et  embargo,  negativa  qne  fné  confirmada  por  la  Audiencia  en  ti  6m 

Oetobre  de  dicho  aho: 

R<*sQltando  que  coando  se  estaba  sustanciando  en  la  Andiencin  esta 
apehcidn  formuló  D.  José  Mansana  demanda  ordinaria  contra  D.  An- 
Ionio  Panra  y  contra  la  sociedad  Nicolás  Gomes,  y  GompaAU,  en  recla- 
mación de  las  7.434  pesetas  50  céntimos,  importe  del  saldo  de  la  fae- 
lora  del  carbón,  solicitando  que  ante  todo  se  ratificara  el  embargo  pra- 
Tentivo  practicado  á  so  instancia  en  las  diligencias  ejecutivas,  eseríio  á 
aoe  el  Juez  se  reservó  proveer  devueltos  qoe  fuesen  los  aotos  por  la 
^perioridad;  y  habiéndolo  sido  á  solicitad  de  D.  Nicolás  Gomas  se  de- 
claró la  nulidad  del  embarco  practicado,  con  las  costas  á  D.  José  Man- 
sana, condena  que  amplió  la  Audiencia  á  la  de  los  perjoicios  irrogado» 
con  el  dicho  embargo  á  Gomes  y  Compaüfa: 

Resaltando  que  por  escritura  de  20  de  Abril  de  4878,  de  que  se  tomó 
rasón  en  la  Sección  de  Fomento  de  la  provincia,  se  disolvió  la  Sociedad 
Nicolás  Gomes  y  Gompafiía^  nombrándose  liquidador  de  la  misma  á  Doa 
Nicolás  Gomes: 

Resultando  que  en  9  de  Noviembre  del  mismo  abo  1878,  D.José  Man* 
sana  promovió  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
Pedro  otras  diligencias  preparatorias  de  ejecución  por  la  citada  canti- 
dad y  concepto;  que  despachadas,  Faora  designó  varios  bienes  moeblesi 
manifestando  que  todos  sos  haberes  los  había  aportado  á  la  Sociedad 
Nicolás  Gomes  y  Gompa&ia,  la  caal  al  aceptar  el  activo,  se  comprome- 
tió á  satisfacer  su  pasivo,  en  coyas  condiciones  creyó  no  perjudicar  á 
sus  acreedores,  puesto  que  la  Compañía  contraía  la  obligación  de  sal» 
var  sus  deudas,  sin  cuya  promesa  no  hubiera  entregado  su  activo,  pues 
le  constaba  tiue  con  él  debía  ante  todo  pagar  á  sus  acreedores,  coya  ra- 
tón designaba  la  maqoinaria  y  demás  de  so  propiedad  existente  ñn  la 
fábrica,  practicándose  la  traba  en  la  expresada  maqoinaria  y  enseres: 

Resultando  que  por  consecqencia  de  estas  actuaciones  D.  Nicolás 
Gomes,  como  liquidador  de  la  disoelta  Sociedad  Nicolás  Gomes  y  Com- 
pañía, compareció  en  los  autos  ejecutivos,  deduciendo  la  demanda  ob- 
jeto deesle  pleito,  y  ejercitando  la  acción  reivindicatoría  y  la  personal 
correspondiente,  con  reserva  de  la  criminal,  pidió  se  declarase  ser  de 

Sropiedad  de  la  Sociedad  demandante  los  bienes  embargados,  mandan- 
o  que  se  levan|ara  el  embargo  y  que  se  condenase  al  ejecutante  y  al 
ejecotado  á  la  indemnización' de  los  perjoicios  caosados  y  al  pagoda 
todas  las  costas;  alegando,  en  apoyo  de  so  pretensión,  qoe  los  bienes 
.  embargados  pertenecían  á  la  Sociedad  como  lo  tenía  reconocido  Don 
Antonio  Faura,  cuyo  derecho  estaba  limitado  á  exigir  el  cumplimiento 
de  las  condiciones  de  la  escritura  social,  pero  de  ningún  modo  parado* 
signar  como  suyos  bienes  propios  de  iá  Sociedad,  puesto  qne  como  su- 
cio industrial  aportó  á  ella  la  fábrica  y  sus  pertenencias,  con  el  pacto 
de  4nd  constituida  un  activo  y  pasivo  nivelado,  del  cual  se  hacía  cargo 
la  dicha  Sociedad,  por  cuya  razón  no  se  le  daba  valor;  y  en  el  pasivo 
del  estado  general  no  comprendió  entre  sos  deodas  la  de  Mansana,  antea 
bien  consignó  por  nota  qoe  estaba  estipolado  qoe  coalaoier  otro  crédi- 
to que  pudiera  aparecer  contra  él  no  estando  comprendido  en  el  balan- 
ce, vei.  Jrí%  á  so  exclosivo  cargo,  sin  afectar  en  nada  á  los  intereses  d* 
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i¡L  Soeiedad,  saiisídciéndose  de  su  pecalio  partieaUr;  y  eomo  el  erédito 
<ia  MaDtana  do  eslaba  contenido  eo  el  pasivo  del  balance  nivelado,  la  re- 
pelida Sociedad  no  estaba  obligada  á  so  pago,  asi  como  tampoco  la 
«portación  social  becba  por  Faara,  que  entró  en  el  dominio  de  la  Com- 
pañía, no  respondía  ni  podía  ser  embargada  por  el  crédito  reclamado 
por  Mansana,  siendo  tan  sólo  Faura  con  so  peculio  particular  el  obli- 
gado á  reintegrarlo,  como  lo  estipuló  á  continoación  del  mismo  estado 
general  del  inventario  que  contenía  el  activo  y  pasivo  nivelado: 

Resaltando  que  D.  José  Mansaoa  impugnó  la  demanda  oponiendo 
las  excepciones  de  falta  de  derecbo  y  acción  en  la  Sociedad  Nicolás  Co- 
mea y  Compañía,  á  la  qne  reconvino  subsidiariamente,  utilizando  la 
acción  coñditio  em  lepe  para  la  rescisión  de  la  enajenación  de  la  maqui- 
Daria  embargada,  como  realizada  en  fraude  de  acreedores,  alegando  al 
efecto  que  á  la  fábrica  coii  sus  pertenencias  no  se  le  dio  valor  por  cons- 
titoir  nn  activo  y  pasivo  nivelado  de  lo  que  se  bizo  cargo  la  Compa- 
•^a,  con  la  obligación  de  pagar  las  deudas  comprendidas  en  el  pasivo, 
qne  fué  la  razón  de  consignar  Faura  al  pie  de  la  factora  que  el  saldo 
era  pagadero  por  la  referida  Sociedad,  'obligada  á  ello  en  virtud  del 
eonvenio  celebrado  en  la  escritura  social,  ignorando  los  becbos  de  ba- 
berse  exigido  á  Faura  la  presentación  del  inventario  si  se  comprendía 
en  él,  el  de  las  7.434  pesetas  50  céntimos,  procedentes  del  carbón,  y 
si  no  los  comprendía,  había  aquél  de  solventarse  de  su  peculio  particu- 
lar, porque  de  haberse  desprendido  Faura  de  todos  sus  bienes  y  babe^^ 
irea  sin  pagar  la  deuda  contraída,  habría  cometido  nna  defraudación 
en  perjuicio  de  su  acreedor;  y  que  de  estar  disuetta  la  Sociedad  Nico- 
lás Comes  y  en  el  período  de  liquidación,  estaba  pactado  en  la  escri- 
tora social  que  Faura  se  reincorporaiía  de  la  fábrica  y  efectos  compren  - 
didos  en  el  embargo  practicado: 

Resaltando  que  la  Sociedad  demandante  replicó  sobre  la  reconven- 
eión,  por  haber  constituido  la  fábrica  y  sus  enseres  una  enajenación 
en  fraode  de  sus  acreedores;  que  el  activo  y  pasivo  nivelado  no  podía 
ser  clasificado  de  fraudulento,  verificándose  el  traspaso  de  lo  que  apor- 
tó de  ana  manera  terminante,  sin  derecho  á  reincorporarse  de  la  fábri- 
ca; poes  el  pacto  15,  al  ocuparse  de  los  beneficios,  y  en  el  caso  de  qae 
DO  los  hubiera,  regulaba  el  modo  de  abouar  aquéllos,  y  que  Faura  per- 
«ibít  su  capital  producido  por  los  beneficios  acumulados,  recibiendo  la 
maquinaria  por  el  valor  que  se  le  hubiera  dado  en  el  último  balance;  y 
al  los  beneficios  obtenidos  no  fuesen  bastantes  y  el  remanente  á  favor 
de  Fanra  no  le  permitiese  quedarse  con  la  maquinaria  íntegra,  después 
■de  retirado  el  capital  de  los  tres  primeros  socios,  se  procediese  á  la  ven- 
ta de  la  misma,  y  de  su  producto  seguirían  reintegrándose  los  tres  so- 
cios por  &u  orden,  y  el  remanente,  si  lo  hubiere,  se  entregaría  áFaara; 
habiéndose  verificado  la  disolución  por  la  pérdida  de  la  parte  de  capi- 
tal fijado  en  el  pacto  44  de  la  escritora  de  constitución,  y  declarándole 
4e  derecbo  por  escritura  de  24  de  Abril  de  4878: 

Resultando  qus  suministrada  prueba  por  las  partes,  y  sustanciado 
»1  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
Je  Barcelona  dictó  en  18  de  Diciembre  de  18^1  sentencia  confirmato- 
ria eon  las  costas,  declarando  haber  lugar  á  la  tercería  interpuesta  de 
^t  bienes  embargados  á  solicitad  de  D.  José  Mansana  en  la  fábrica  de 
adosde  la  Sociedad  en  liquidación  Nicolás  Comes  y  Compañía;  que 
rtenecen  á  la  misma  en  méritos  de  la  aportación  qae  áelta  hizo  el 
cío  industrial  D.  Antonio  Faara;  que  ésta  no  constituye  enajenación 
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hecha  en  freade  de  aereedores,  esCando  salisfechot  ios  qoe  comprendió 
dicho  Paiira  en  el  pasivo  de  so  balance  nivelado  con  el  activo  d«  la  re- 
petida aportación;  mandando  qne  á  costa  del  ejecotante  y  ejecotado  te 
levantase  el  embargo  qae  sobre  ellos  ae  biso,  cond«oándoles  á  indem- 
niaar  los  perjnicios  qne  eon  la  solicitud  «i«  aqaél  y  la  designacióo  do 
éste  se  hobieren  ocasionado  i  la  Sociedad  en  liquidación  antes  citada: 
Resaltando  gae  D.  José  Mansana  interpuso  recorio  de  casación,  por 
haberse  infringido  á  so  jaicio: 

4°  En  cnanto  la  sentencia  declaraba  haber  lagar  á  la  tercería  de  do- 
minio, y  qne  pertenecían  á  la  Sociedad  los  efdctos  embargados  éins- 
Unpia  del  recurrente  la  ley  del  contrato,  el  principio  legal  pMla  suuCr 
iervanda  y  la  jorisprodencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal 
en  sentencias  de  S4  de  Febrero  y  18  de  Setiembre  de  i8€5,  en  qae  so 
declara  qne  acerca  de  la  inteligencia  y  cumplimiento  de  ios  contratos, 
se  ha  de  estar  principal  y  necesariamente  al  tenor  del  documento  en 
que  se  consignen,  pues  de  la  escritura  social  se  desprendía  qne  Paura. 
no  aporto  la  propiedad,  sino  meramente  el  uso  de  la  maquíRaria  y  efec  • 
tos  que  constituían  su  fábrica,  puesto  que  ingresó  como  socio  exoloai-- 
vamente  industrial,  no  se  tuvo  en  cLontael  valor  de  su  aportación  para 
fijar  el  capital  de  la  Compañía;  y  al  establecerse  las  basea  para  la  ii  • 
quidación  de  la  Sociedad  se  consignó  que  la  maquinaria  constituía  la 
única  pertenencia  exclusiva  de  Faura,  por  cuyo  motivo  habría  de  rein- 
corporarse de  ella,  de  donde  se  dedacíaque  Paara  continaó  siendo  sa 
dueño:  "^ 

t^  Bajo  el  mismo  concepto  el  art.  301  del  Código  de  Comercio  y  la 
doctrina  legal  que  á  au  tenor  habían  estAblecido  sus  comentaristas  Go- 
mes de  la  Serna  y  Reus  pnes  segün  dicho  artícnlo  cuando  el  capital  de 
on  socio  consistía  en  efectos,  se  valuaría  en  la  forma  pactada,  y  en  de» 
fecto  de  pacto,  por  peritos  de  nombramiento  de  las  partes,  corriendo 
sus  aumentos  ó  disminuciones  por  coenta  de  la  Compañía;  de  cuyo 
precepto  deducían  los  expresados  comentaristas,  que  coando  te  habían 
aportado  objetos  sin  valoración,  como  en  el  caso  actual,  la  Sociedad  no 
adquiría  so  dominio^  sino  simplemente  el  aso  de  los  minmos: 
.  3®  El  principio  de  derecho  de  que  el  actor  ha  de  probar  su  demanda, 
y  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cias de  9  de  Enero  y  iS  de  Febrero  de  1870,  en  el  sentido  de  que  ei  quo 
deduce  una  tercería  de  dominio  tiene  obligación  de  acreditar  su  dere- 
cho á  los  bienes  que  reclama,  puesto  que  el  fallo  había  dado  lagar  á  la. 
demanda  de  terciaría,  deducida  por  el  liquidador  de  la  Sociedad,  á  pe- 
sar de  que  de  los  rasonamientoa  que  quedaban  expresados  y  de  las  eitaa 
en  que  se  apoyaban  se  desprendía,  que  no  había  probado  ni  podido- 
probar  la  existencia  del  dominio  reclamado: 

4^  En  el  supuesto  de  que  las  aportaciones  de  Faara  á  la  Sociedad 
constituyeran  verdaderas  traslaciones  de  dominio  de  los  objetos  apor- 
tados y  después  embargados,  el  principio,  ley  y  jurisprudencia  citados- 
en  el  primer  motivo,  y  las  disposiciones  de  los  artículos  S87  y  t88  del 
Código  de  Comercio,  que  previenen  que  los  socios  no  poeden  hacer 
pactos  algunos  reservados,  sino  qne  todos  han  de  constar  en  la  escri- 
tura soci&l;  y  que  no  pueden  oponer  contra  el  contenido  de  ósta  nin- 
gún documento  privado;  puesto  qoe  se  haría  prevalecer  ei  contenida 
de  ono  de  esta  naturaleza,  el  inventario,  sobre  el  de  la  escritora,  que 
no  contenísn  en  lo  relativo  al  pasivo  de  Paura  excepción  de  ningona. 
especie: 
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5®  Bajo  el  mismo  snpoesto  consignado  en  el  anterior  motivo  dando 
Ingar  á  la  tercería,  declarándose  en  consecaencia  que  la  Sociedad  Nico- 
lás Comes  y  Compañía  no  está  obligada  con  sos  bienes  al  pego  del  cré- 
dito de  M ansana,  y  que  no  ha  lagar  á  declarar  rescindiblA  como  hecha 
en  fraade  da  sos  acreedores  la  aportación  y  traslación  del  dominio  de 
la  maquinaria  qoe  Paara  biso  á  favor  de  la  misma;  Iss  leyes  1*  y  6\ 
Digesto  Qui  in  fraude;  la  ley  T^  tít,  i5.  Partida  5^  y  la  jorisproden- 
cia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  14  de  Mayo 
de  1863,  que  declaran  rescindidas  como  hechas  en  fraude  de  acreedo- 
res las  enajenaciones,  por  las  coales  el  deodor  se  ha  constituido  en  es- 
tado de  no  poder  pagar  las  deudas  que  tenía  pendientes  en  el  día  de 
haber  verificado  aquéllas,  pues  Paura  tenia  ya  pendiente  su  deuda  á 
favor  de  Msnsana  cuando  se  constituyó  la  Sociedad  y  aportó  á  ésta  todo 
so  activo  y  pasivo,  con  exclusión  de  dicha  deod»;  y  si  esta  aportación 
constituía  una  traslación  de  dominio  ó  enajenación  de  los  objetos  apor- 
tados, y  medianía  esta  enajenación  la  Sociedad  no  pagaba  las  deudas- 
de  Faura,  y  éste  se  había  constituido  en  estado  de  no  poder  pagarlas, 
se  había  realizado  en  fraude  de  acreedores  legítimos  y  debía  por  lo 
tanto  ser  rescindida: 

6^  Y  por  último,  en  cuanto  se  condenaba  i^  Mansana  á  indemnizar 
los  peijaicios  qoe  con  so  solicitud  se  hubieran  ocasionado  á  la  Sociedad 
en  liquidación,  la  jarisprudeocia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo 
en  las  sentencias  de  5  y  9  de  Marzo  de  1866,  15  de  Febrero  de  1867  y  1t 
de  Octubre  de  1877,  según  laque  para  pueda  reclamarse  indemniza- 
eión  de  perjuicios,  es  menester  acreditar  ante  todo  qoe  en  efecto  se  han 
irrogado;  así  como  la  qoe  se  desprende  de  las  sentencias  de  44  de  Maya- 
de  1867  y  19  de  Junio  de  1877,  en  el  sentido  de  que  para  qne  pueda 
tener  aplicación  el  principio  de  que  el  que  causa  un  perjuicio  á  otro 
está  obligado  á  su  reparación,  es  necesario  que  lo  haya  causado  por 
eulpa,  dolo  ó  malicia,  y  qoe  no  puede  aer  responsable  de  perjuicios  quo 
nna  tercera  persona  pueda  sufrir  el  que  usa  de  un  derecho  legítimo 
ante  los  Tribunales  de  Justicia,  pues  en  este  caso  no  se  había  acredi- 
tado lyt  intentado  siquiera  que  Mansana  irrogase  perjuicios  á  la  Socie 
dad  bajo  ningún  concepto,  faltando  como  dijo  este  Supremo  Tribunal 
en  sentencia  de  8  de  Febrero  de  1 86 1,  base  para  la  condenación;  ade- 
más de  qne  el  recurrente  instó  el  embargo  de  bienes  contra  Faura  en 
oso  de  un  derecho  legítimo  que  le  fué  reconocido  por  el  Juzgado  y  no 
había  sido  contradicho. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 
Considerando  qoe  por  declarar  la  sentencia  recorrida  no  haber  lo- 
gar á  la  tercería  de  dominio,  objeto  de  este  juicio,  no  infringe  la  ley 
del  contrato  ni  las  demás  disposiciones  legales  que  se  invocan  en  los 
cnairo  primeros  motivos  del  recurso;  porque  la  escritura  que  sirve  de 
tíiulo  á  la  tercería  justifica  hasta  tal  punto  el  dominio  de  la  Sociedad 
sobre  la  fábrica  y  demás  aportaciones  hechas  por  el  socio  D.  Antonio 
Panra,  que  las  recibió  aquélla,  imponiéndose  la  obligación  de  satisfa- 
cer el  pasivo  de  este  socio  nivelado  con  el  activo,  y  haciendo  suyas  asi^ 
dichas  aportaciones  mediante  la  responsabilidad  correlativa  que  con- 
traía, y  como  en  ese  pasivo  de  Faura  no  estaba  comprendido  el  crédito 
particular  del  ejecutante  Mansana,  evidente  es  la  insubsistencia  de  loa 
embargos  ejecutados  bajo  un  fundamento  inexacto  en  bienes  de  la  So- 
ciedad tercerista: 

Considerando  qne  tampoco  infringe  la  sentencia  Iss  leyes  del  Di- 
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gesto  ni  las  doetrínts  que  se  citan  en  el  quinto  motíTo,  bajo  el  eon* 
eepto  de  qoe  la  aportación  hecha  por  Fanra  á  la  Sociedad  es  rescindí* 
ble,  como  ejecotada  en  fraude  de  sos  acreedores,  porqae  precisamente 
el  propósito  manifiesto  de  Fanra  rcTela  todo  lo  contrario,  como  que  el 
Yaior  íntegro  de  la  maqoioaria  aportada  se  destinó  á  solventar  crédito» 
de  coya  obligación  se  encargó  la  Sociedad: 

Considerando,  en  orden  al  sexto  motivo  fondameotal  del  recnrso, 
qne  la  condena  á  indemnizar  daftos  y  perjuicios  exige  qoe  se  haga 
constar  sa  existencia,  y  qae  provienen  de  culpa,  dolo  ó  malicia  de  la 
persona  á  quien  se  imputan,  como  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  en 
diferentes  decisiones,  y  por  lo  tanto  que  al  condenar  la  sentencia  al  eje* 
cútante  y  al  ejecotudo  á  indemnizar  los  perjuicios  que  se  hayan  consíg* 
nado  á  la  Sociedad  sin  declarar  decisivamente  so  existencia,  falta  la 
base  para  su  condenación  y  se  infringen  las  doctrinas  legales  invocadas 
y  establecidas  sobre  este  ponto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Mansana  y  Dordán  en  cuanto 
á  los  particulares  que  son  objeto  de  los  cinco  primeros  motivos  del 
mismo;  que  ha  logar  á  dicho  recurso  en  el  extremo  que  es  objeto  del 
texto  y  ultimo  motivo,  y  en  su  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia 
que  en  18  de  Diciembre  de  1881  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Aodienoia  Je  Barcelona,  en  cuanto  por  ella  se  condena  á  D.  José 
Mansana  y  Dordán  y  D.  Antonio  Faura  á  indemnizar  los  perjuicios  que 
con  la  designación  de  aqo4i  y  la  desiitnación  de  éste  se  hubiesen  oca* 
eionado  á  la  Sociedad  en  liquidación  Nicolás  Comes  y  CompaüU;  y  de- 
vuélvase al  recurrente  el  depósito  constiteído. — (Sentencia  publicada 
el  10  de  Junio  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaetta  de  19  de  Setiembre  del 
mismo  afto.) 
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Hecurso  de  easaelóii  en  la  forma  (10  de  Junio  de  I88i).-^ 
Sñla  tercera. — Poseuón  de  bienes. — Ni  bd  lugar  al  interpuesto  por 
Doña  María  Patrocinio  Navarro  con  D.  Diego  Rodríguez  (Audiencia  de 
las  Palmas),  y  se  resuelve: 

1®  Q«tf  según  la  ley  de  Bnjuieiamiento  eitil  en  sus  artieulos  1689 
y  1690,  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  s^tníenáas  definitioae 
pronunciadas  por  las  Audiencias;  y  sólo  merecen  este  concepto  las  que 
4érminan  el  juicio  y  y  las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  articulo 
ponen  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  eontinuanón; 

Y  V  Que  el  auto  por  el  qus  se  reconoce  personalidad  al  demandante^ 
limitándola  á  la  reclamación  de  las  fincas  qus  como  dueño  venia  posO' 
yendo  y  de  cujia  posesión  se  le  prioó  sin  haberle  oído  ni  vencido  cnjui* 
do^  no  es  sentencia  definitiva. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Junio  d^  1884,  en  elincideo- 
te  de  abíntestato  de  D.  José  de  Matos  y  Ara&a  sobre  posesión  de  bienes 
ralce^,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  ciudad- de  Las 
Palmas  de  Gran  Canaria  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  so 
territorio  por  D.  Diego  Rodríguez  y  Mederos,  labrador,  vecino  dei  put « 
i>lo  de  Tejada,  con  Doña  María  del  Patrocinio  £<avarro  del  Toro,  coma 
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nadre  del  menor  D.  José  Lastro  de  Matos,  Tecina  de  Lts  Palmas^  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  qnebrantamiento 
de  forana  interpoesto  por  Doña  Patrocinio  y  sostenido  en  este  Supremo 
Tribunal  por  aI  Licen'siado  D.  Antonio  M.  Gutierres  y  Sígüensa  y  el 
Proenrador  D.  José  Arana  y  Moray ta;  habiendo  sido  defendido  y  repre- 
sentado Rodrigues  Mederos  por  el  Licenciado  D.  Juan  Al  varado  y  ai 
Proenrador  D.  Luis  Lumbreras: 

Resultando  que  por  auto  del  Jusgado  de  primera  instancia  de  Las 
Palmas  de  I*  de  Mayo  de  488S  fué  declarado  heredero  abintestato  de 
D.  José  de  Matos  y  Araña  so  hijo  postumo  D.  Lásaro  José  de  Matos  y 
Navarro,  habido  en  su  matrimonio  con  Doña  María  del  Patrocinio  Na  - 
varro  y  Toro: 

Resultando  que  en  31  del  mismo  mes  se  presentó  un  escrito  en  di* 
eho  abintestato  por  Doña  Patrocinio  Navarro  y  Toro  y  D.  Fernando  In- 
ftlott  y  Navarro  como  curador  ad  litem  del  menor  D.  Lásaro  José  de 
Matos  y  Navarro,  en  el  que  se  consignó  que,  declarado  dicho  menor 
heredero  abintestato  de  sq  padre,  era  indudable  que  procedía  hacer 
formal  entrega  de  los  bienes  inventariados  ai  heredero  único  y  uní  ver - 
aal,  y  en  representación  del  mismo  á  su  madre,  á  quien  la  ley  concede 
el  derecho  de  patria  potestad  á  falta  de  padre,  y  se  concluye  pidiendo 
qae  se  libre  el  mandamiento  oportuno  con  el  fin  de  hacer  entrega  á 
Doña  Patrocinio  de  todos  los  bienes  comprendidos  en  el  inventario^ 
haciéndose  A  loa  colonos,  administradores,  inquilinos,  arrendatarios,  et- 
cétera, las  intimaciones  necesarias  para  que  reconoscan  como  único 
dueño  de  los  bienes  al  menor  D.  Lázaro  José  de  Matos,  y  como  úaica 
administradora  y  legítima  poseedora  de  los  mismos  A  so  madre  Doña 
Haría  del  Patrocinio: 

Resultando  que  en  I S  del  siguiente  mes  de  Junio  se  dio  posesión  á 
Doña  María  del  Patrocinio  de  diferentes  bienes,  y  en  H  del  mismo 
mes,  17  de  Agosto,  16  de  Setiembre  y  13  de  Noviembre  del  mismo 
año  1882  presentó  otros  tantos  escritos  referentes  á  la  posesión  decre  - 
tada  á  consecuencia  del  escrito  de  31  de  Mayo,  todos  los  qoe  se  enca- 
besan  por  el  Procurador  Marraro  á  nombre  de  Doña  María  del  Patroci- 
nio Navarro  y  Toro  en  los  autos  de  abintestato  á  bienes  del  finado  Don 
José  de  Matos  y  Araña: 

Resultando  que  en  15  del  susodicho  mes  de  Junio  de  1881  compa* 
recio  D-  Diego  Rodrigues  Mederos  en  los  autos  de  abintestato  de  Ma- 
tos, y  con  presentación  de  copia  Je  nna  escritura  pública  otorgada 
•ea  18  de  Enero  de  1867,  y  haciendo  presente  que  desde  esta  fecha  ve- 
nía en  la  quieta  y  pacífica  posesión  de  las  fincas  á  que  se  refería  la  es- 
critura, y  que  habla  llegado  A  su  noticia  que  de  todas  estas  fincas  se 
había  dado  posesión  hacía  tres  ó  cuatro  días  A  Doña  María  del  Patro- 
cinio Navarro,  solicitó  se  admitiese  este  incidente  previo,  sustanciándo- 
se en  los  mismos  autos  de  abintestato,  con  suspensión  de  todo  procedi- 
miento, y  en  su  día  se  dejase  sin  efecto  la  posesión  dada  A  Doña  María 
del  Patrocinio  Navarro  en  las  mencionadas  fincas,  declarando  que  co- 
rresponden en  dominio  y  propiedad  al  demandHnte,  y  ordenando  que  le 
fuesen  entregadas  para  que  continuase  en  su  libre  disfrute: 

Resultando  que  el  Jusgado,  en  providencia  de  19,  tuvo  por  parte  á 
Bodriguez  Mederos,  admitió  el  incidente  propuesto,  y  con  suspensión 
-de  todo  procedimiento  en  lo  referente  A  dichas  fincas  coníirió  traslado 
1)or  término  de  seis  días  A  Doña  Patrocinio  Navarro: 

Resultando  que  por  el  Procurador  D.  Vicente  Marrero,  en  represen* 
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Ueión  de  esta  üllíma,  se  pidió  reforma  de  dicha  providencia,  y  qoe  $t 
declarase  qae  Rodrigues  Mederos  no  era  ni  podía  ser  parte  en  estos- 
autos  de  abintestato,  disponiendo  en  sn  consecaencia  que  se  desglosa- 
raa  y  fnesen  entregados  al  Procarador  de  Mederos  los  docameotos  y 
escrito  presentados  á  fin  de  qae  osase  del  derecho  de  qoa  se  creyese 
asistido  en  la  forma  correspondiente: 

Resultando  que  formada  pieza  separada  contestó  Rodrigues  Mede- 
ros al  escrito  de  reforma,  y  en  S6  de  Agosto  dictó  auto  el  Juzgado  re» 
formando  la  providencia  del  19  de  Janio  y  declarando  en  sa  logar  qae 
O.  Diego  Rodríguez  Mederos  no  es  ni  paede  ser  parte  en  e^tos  aotos, 
con  reserva  al  mismo  de  sa  derecho  para  que  use  de  él  donde  y  en  li^ 
forma  que  viere  convenirle,  mandando  qae  se  desglosasen  y  entrei^asea 
á  sa  Procurador  los  documentos  que  había  presentado: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  del  territorio  ea 
virtud  de  apelación  admitida  libremente  y  en  ambos  efectos  I  Rodrí- 
guez Mederos  y  sustanciada  la  alzada  con  ambas  partes,  previa  citación 
y  vista,  dictó  auto  la  Sala  de  justicia  en  10  de  Febrero  de  1883,  revo- 
cando el  apelado  de  26  de  Agosto  del  aho  anterior,  y  teniendo  por  par- 
le á  D.  Diego  Rodríguez  Mederos  para  el  efecto  sólo  del  incidente  ^oe 
proponía  sobre  la  posesión  de  determinados  bienes,  el  que  se  sustancia* 
ría  en  debida  forma  admitiéndose  los  documentos  per  él  presentados: 

Resaltando  que  D(»ña  Patrocinio  Navarro. y  Toro  pidió  aclaración  de 
este  auto,  y  la  susodicha  Sala,  por  otro  de  14  del  mismo  mes,  declaró^ 
que  lo  mandado  en  el  anterior  es  que  el  incidente  promovido  por  parta 
de  D.  Diego  Rodríguez  Mederos  no  altera  el  estado  posesorio  de  las  fin- 
cas ni  de  las  personas,  existente  al  tiempo  de  incoarse  el  expediente^ 
sin  perjuicio  de  lo  que  en  definitiva  se  resuelva: 

Resultando  qoe  con  presentación  de  certificación  de  haber  sido  de- 
clarada pobre  en  el  sentido  legal  Doña  María  Patrocinio  Navarro  v  Toro 
para  litigar  en  el  abint^^stato  de  su  difunto  esposo  D.  José  de  Matos,, 
interpuso  dicha  Doña  Patrocinio  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  contra  el  auto  susodicho,  fondado  en  el  caso  2^  del 
art.  i693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  por  razón  de  la  falta  de  per- 
sonalidad en  D.  Diego  Rodrigues  Mederos,  para  intervenir  en  el  juicio 
drt  abintestato  de  D.  José  de  Matos  y  en  todas  sos  incidencias,  porqna 
Rodríguez  Mederos  no  había  comparecido,  atribuyéndose  alguna  de  laa 
cualidades  que  enumeran  los  artículos  973  y  4038  de  la  citada  ley,  sino 
como  tercero  extraño  á  la  herencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  ülloa  y  Rey: 

Considerando  que,  según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  sus  ar- 
tículos 1689  y  1690,  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencia» 
definitivas  pronunciadas  por  las  Aadiencias,  y  sólo  merecen  est*^  con- 
cepto las  que  terminan  el  juicio,  y  las  que  recayendo  sobre  un  inciden- 
te ó  artículo  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  contina»» 
ción: 

Considerando  que  el  auto  contra  el  cual  se  recurre  y  por  el  que  se 
reconoce  personalidad  á  D.  Diego  Rodríguez  Mederos,  limitándola  á  la 
reclamación  de  las  fincas  que  como  dueño  venía  poseyendo  y  de  caya 
posesión  se  le  privó  sin  haberle  oído  ni  vencido  en  juicio,  ni  es  senten- 
cia definitiva,  ni  pone  término  al  incidente  de  que  se  trata; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re« 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  porDofta 
María  Patrocinio  Navarro  y  Toro,  á  qnien  condenamos  al  pago  de  las 
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^(Mtas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  CaDarias  ia  certificación  correspon- 
diente, con  devoinción  de  los  autos  que  ha  re!Ditido.— (Sentencia  po- 
blicada  el  40  de  Janio  de  i88i,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  15  de  Novien»- 
Jbre  del  mismo  año.) 


257. 

Reeorsodie  easaclóii  (M  de  Junio  de  i  B%i). —Sala primera,-^ 
Defensa  por  pobre. — Ha  logar  al  inlerpaesto  por  Bautista  Plá  con 
Tomás  Prados  y  el  Ministerio  fiscal  (Audiencia  de  Valencia),  y  se  re- 
suelve: « 

Que  podrán  ser  declarados  pobres  para  los  efectos  de  litigar  los  que 
isivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual,  los  que  tengan  sólo  un  salario 

remanente  ó  un  sueldo  que  no  exceda  del  dvble  jornal  de  un  bracero  en 
localidad,  los  que  disfruten  rentas,  cultivo  de  tierras  ó  cria  de  ga- 
nados^ cuyos  productos  no  excedan  del  jornal  de  dos  braceros,  y  por  úl- 
Urna,  los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  una  industria  á  de  los  produc- 
ios de  cualquier  comerciOy  por  los  cuales  paguen  de  contribuciones  una 
^uma  inferior  á  la  fijada  en  la  escala  que  comprende  el  núm.  i^  del 
articulo  i  ti  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  41   de  Junio  de  1884,  en  los  autos 

Sueante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
e  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Vinarox  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  Valencia  por  Bautista  Plá  Cifré,  la 
brador,  vecino  de  San  Jorge,  representado  por  el  Procurador  D.  Juan 
Pascual  García,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Antonio  Lesus  Go- 
myn,  con  Tomás  Prados  Gisbert,  de  la  propia  vecindad,  labrador,  re* 
presentado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Ignacio  Santiago  y  el  Li- 
cenciado D.  Gabriel  Serrano  Echevarría  y  el  Ministerio,  fiscal,  sobre 
defensa  por  pobre: 

Resultando  que  deducida  demanda  por  D.  Tomás  Prados  Gisbert 
contra  D.  Bautista  Plá  Cifró  sobre  nulidad  de  ciertas  obras  y  reclama 
ción  de  cantidades  por  daños  y  perjuicios,  Plá  pidió  se  le  declarase  po- 
bre para  litigar,  fundándose  para  ello  en  que  carecía  de  toda  renta  y 
salario  permanente,  y  no  contaba  con  más  recursos  para  su  sosteni- 
miento y  el  de  su  consorte  é  bija  soltera  que  el  cultivo  de  las  tierras 
propias  Y  de  su  mujer,  cuyos  productos  estaban  graduados  en  ana 
sama  inferior  á  ia  equivalente  á  un  jornal  de  un  bracero  en  la  villa  de 
San  Jorge,  contando  además  para  su  subsistencia  con  algún  jornal 
eventual  como  labrador: 

Resultando  que,  unidas  á  los  autos  las  certificaciones  oportunas 

{>revenidas  en  la  ley  sobre  los  bienes  amillarados  á  nombre  del  Plá  en 
08  libros  de  riqueza  pública  de  Traigoera,  San  Jorge  y  Vinaroz,  apa< 
rece  de  las  mismas  una  renta  líquida  de  174   pesetas  á  favoi  de  aqué:, 

Ír  que  no  se  baila  incluido  en  la  matrícula  de  subsidio  industrial,  ni  en 
as  listas  electorales  bajo  ningún  concepto: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Tomás  Pra- 
des  Gisbert  se  opuso  á  la  pretensión  del  Plá,  fundándose  en  que,  si  bien 
^ste  carecía  de  bienes  suficientes  con  cuyo  producto  obtenga  el  equiva- 
lente al  jornal  de  un  bracero  de  la  villa  de  San  Jorge,  ejercía  además  la 
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industria  de  trafícante  ó  revendedor  de  granos,  harinas^  yeso,  ladrillos,, 
sobre  todo  patatas,  cayos  productos  y  efectos  conducía  en  carro  de  su 
propiedad  al  pueblo  de  su  residencia  para  su  venta,  lo  cual  dio  motivo 
á  que  en  virtud  de  denuncia  se  le  formase  expediente  por  la  Adminis- 
tración de  contribuciones  y  rentas  de  la  provincia: 

Resultando  que  oídlo  el  Ministerio  fiscal  se  recibió  el  incidente  á 
prneba  practicándose  las  propuestas  por  las  partes,  y  seguido  por  doa 
instancias,  la  Snta  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  6  de 
Diciembre  de  1883,  revocatoria  de  la  del  Juez,  declaró  no  haber  lugar 
á  la  solicitud  de  pobreza  deducida  por  Bautista  Plá  Cifré  para  litigar 
con  Tomás  Prades  Gisbert,  y  condenó  á  aquél  en  las  costas  de  primer* 
instancia  sin  hacer  expresa  condena  de  las  de  segunda: 

Resultando  que  D.  Bautista  Plá  Cifré  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

4^  Los  artículos  i3  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
por  cuanto  D.  Bautista  Plá  reúne  las  condiciones  que  el  art.  45  en  sus 
números  1,  3  y  i  exige,  pues  si  bien  en  cierto  modo  cuenta  con  esoa 
medios  de  existencias,  son  tan  exiguos,  que  ha  debido  aplicarse  en  úl- 
timo extremo  lo  prevenido  en  el  art.  46,  pues  computados  todos  los 
rendimientos,  noalcaoza  ni  mucho  menos  los  tipos  que  la  misma  ley 
señala: 

2^  Los  preceptos  legales  que  determinan  la  extensión  de  las  atribii- 
clones  del  Poder  judicial,  así  como  las  que  fijan  los  límites  de  la  Admi- 
nistración, las  leyes  orgánicas  y  de  Enjuiciamiento  civil,  ésta  especial- 
mente en  su  art.  51,  y  reglamento  de  la  contribución  industrial,  en 
cuanto  por  ellas  corresponde  exclusivamente  á  la  Administración  cono- 
rer  las  cuestiones  de  la  defraudación,  etc.,  con  la  tramitación  preveot- 
da  por  la  Sección  3^  del  cap.  V  del  reglamento  de  SO  de  Mayo  de-4873, 
infracción  que  entraña  verdaderamente  gravedad,  y  es  además  punta 
de  partida  de  la  denegación  de  pobreza  á  Baulista  Plá: 

3^  Que  si  bien  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  las  proft- 
bas  aducidas  en  demanda  de  pobreza,  procede  el  recurso  de  casación  si 
al  hacerla  se  infringe  leyes  ó  doctrina  admitida;  esta  es  la  jurispruden- 
dencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo  y  aplicable  al  presente  caso, 
en  cuanto  la  sentencia  recurrida  infringe  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 15  y  16  citados  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  según  se  ha 
demostrado  el  fallo  contrario  al  recurrente,  se  funda  en  apreciaciones 
contradictorias  cuando  son  completamente  erróneas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ma^^istrado  D.  José  María  Alíx  y  Bonache: 

Considerando  que  podrán  ser  declarados  pobres  para  los  efectos  de 
litigar  los  que  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual,  los  que  tengan 
sólo  un  salario  permanente  ó  un  sueldo  que  na  exceda  del  doble  jornal 
de  un  bracero  en  la  localidad,  los  que  disfruten  rentas,  cultivo  de  tie- 
rras ó  cría  de  ganados,  cuyos  productos  no  excedan  del  jornal  de  doa 
braceros,  y  por  último,  los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  una  indas- 
tria  ó  de  los  productos  de  cualquier  comercio,  por  los  cuales  paguen 
de  contribuciones  una  suma  inferior  á  la  fijada  en  la  escala  que  com- 
prende el  núm.  4^  art.  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  el  recurrente  Bautista  Plá  Cifré  no  está  compren- 
dido en  la  matrícula  de  subsidio  industrial,  y  sólo  tiene  amillarados 
bienes  que  prodmcen  una  renta  líquida  de  33  céntimos  de  peseta,  sin 
que  se  haya  demostrado  que  pague  contribución  industrial,  ni  por  nio- 
gúQ  otro  concepto: 
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Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  la  sentencia  recorrida,  al 
denegar  la  pobreza  á  Baotista  PJá  Cifré,  infringe  el  art.  15  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  citado  en  el  motivo  3^  del  recorso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recor- 
so de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Bautista  PJá  y 
Cifré  contra  la  sentencia  qoe  en  6  de  Diciembre  de  1883  dictó  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia;  en  su  consecuencia  casamos  y 
anulamos  dicba  sentencia. — (Sentencia  publicada  el  11  de  Junio  da 
1884,  é  inserta  en  la  Gacela  de  20  de  Setiembre  del  mismo  ano.) 


258 

Reearso  de  casación  (<  4  de  Junio  de  iSSi).^Sala  primera.^ 
Tercería  de  mejor  derecho. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  boñ% 
Petra  Audicio  con  D.  Manuel  Quejana  y  otro  (Audiencia  de  Madrid),  y 
se  resuelve: 

1®  0^^  conforme  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo,  sólo  existe  no- 
vación con  arreglo  á  la  ley  15,  tU.  14,  Partida  5*,  cuando  se  alteran 
las  condiciones  esenciales  de  un  contrato  ó  cuando  se  celebra  uno  nuevo^ 
ó  en  lugar  del  primitivo  deudor  se  subrroga  otro  á  placer  del  acreedor; 

Yt^  Que  la  ley  11.  tit.  14,  Partida  5',  que  como  la  anterior,  debg 
subordinarse  á  la  b\  íü.  24,  libro  \  O  de  la  Novísima  Recopilación,  ss 
refiere,  según  repetidas  declaraciones  del  Tribunal  Supremo,  á  tos  cré- 
ditos meramente  personales,  que  ni  por  s^  origen,  ni  por  su  forma  ex- 
terna, ni  por  ningún  otro  concepto  disfruten  de  preferencia. 

£p  la  villa  y  curtd  de  Madrid,  á  41  de  Junio  de  1884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Con- 
greso de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  misma  por  Doña  Petra  Amalia  Aodicío  Zabalía,  representada  por 
el  Procurador  D.  Antonio  Arana  y  Morayta,  y  defendida  por  el  Licen-» 
ciado  D.  José  Roiz  de  Quevedo,  y  en  el  acto  de  la  vista  por  D.  José 
Maria  Codinas,  con  D.  Manuel  Quejana  de  Salaya,  que  no  ha  compare- 
cido en  este  Tribunal,  y  D.  Antonio  de  Suelves  y  Ustáriz,  Marqués  de 
Tamarit,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Pablo  Soler  y  Soler,  dirigido 
por  el  Doctor  D.  José  Leopoldo  Feu,  sobre  tercería  de  mejor  derecho; 

Resniundo  que  por  escritura  otorgada  en  Madrid  á  7  de  Diciembre 
de  1883  declaró  D.  Manuel  Qoejano  de  Salaya  que  por  mano  de  Don 
Cirilo  Franquet  había  recibido  una  lámina  de  partícipes  legos  en  diez- 
mos  convertible  en  1®  de  Julio  de  1860,  importante  155.663  rs.  30  ma- 
ravedís perteneciente  al  padre  de  D.  Antonio  de  Suelves  y  üstáriz, 
Marqués  de  Tamarit,  y  otra  de  material  del  Tesoro,  importante  I6.91& 
reales  65  céntimos  de  igual  pertenencia;  y  qoe  no  siendo  posible  por 
entonces  reintegrar  al  expresado  D.  Antonio  de  Suelves  el  importe  de 
dichas  dos  láminas,  se  obligaba  á  satisfacer  á  D.  Antonio  de  Suelves, 
inmediatamente  sos  facultades  lo  permitieran,  la  cantidad  de  155.66^ 
reales  30  mrs.  en  títulos  de  la  Deoda  interior  al  3  por  100  con  los  íq- 
tereses  correspondientes,  á  contar  desde  el  día  1®  de  Julio  de  1860  hasta 
«qoel  en  qoe  se  verifícase  dicho  reintegro  y  16.916  rs.  65  céntimos  ea 
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litólos  de  material  del  Tesoro  eon  los  intereses  desde  el  1^  de  Enero 
4e  4862: 

Resaltando  que  en  49  de  Jonio  de  487S  tufo  lagar  on  acto  de  con* 
ciliaeión  ante  el  Jaez  monicipal  del  distrito  del  Centro  de  esta  cortil, 
en  el  qne  D.  Antonio  Saeives  demandó  á  D.  Manael  Q  lejana  para  que 
le  pagase  la  cantidad  de  17S.550  rs.  y  55  céntimos  procedentes  de  l4 
obligación  contraída  por  el  demandado  en  la  escritora  anies  menciona- 
da, con  más  los  intereses  qoe  resoltaba  de  la  misma,  y  todas  las  costag 
y  gasios  qoe  se  originasen;  el  demandado  reconocía  la  deuda  y  so  pro- 
cedencia, así  como  la  legitimidad  de  la  escritora,  y  no  contando  eco 
medios  para  satisfacerla  en  el  acto,  estaba  dispuesto  á  solventarla  con 
la  parte  proporcional  del  sueldo  do  30  000  rs.  que  disfroiaba  ct>mo  se- 
gando Jefe  de  la  Ordenación  de  Pagos  del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción, consintiendo  en  que  se  le  retuviera  desde  aqnelU  mensualidad  la 
parte  proporcional  y  se  entregara  mensnalmente  á  la  parte  actora;  y 
conforme  el  representante  de  ésta  con  dicha  contestación,  ae  dió  por 
terminado  el  acto: 

Resultando  que  por  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Boena vista,  y  eon  certificación  que  le  fué  presentada  de  este  acto  de 
conciliación,  se  acordó  la  retención  del  sueldo  que  tuvo  efecto,  habien- 
do cobrado  el  Marqués,  hasta  Agosto  de  4873,  9.010  rs.;  y  d«*clarado 
en  esta  fecha  cesante  D.  Manuel  Qoejana,  con  el  haber  de  16.000  rs.,  le 
fué  también  retenida  la  tercera  parte  del  mismo,  qoe  empezó  á  abonar- 
le en  Setiembre  de  dicho  añu: 

Resultando  que  con  fecha  4^  de  Diciembre  de  4  863  y  i  de  Ocinbre 
-de  4864  se  obligó  á  pagar  D.  Manuel  Qaejana  á  Doña  Cayetana  Z«balía, 
para  el  34  de  Diciembre  de  4863,  2.160  reales,  y  para  el  34  de  Diciem- 
bre de  4864,  4.320  rs.  qne  le  habían  sido  entregados  por  aquélla: 

Resultando  qoe  por  no  haberse  verificado  el  pago  en  las  fechas  coo- 
Tenidas,  dedujo  demanda  en  47  de  Agosto  de  1875  Doña  Cayetana  Za- 
balía  contra  D.  Manael  Quejana,  y  constituido  en  rebeldía  se  acordó  el 
«mbargo  y  retención  de  sus  bienes,  habiendo  tenido  lugar  en  la  terce- 
ra parte  de  su  haber  de  45.000  rs.  anuales  que  cobraba  por  la  Tesorería 
de  Hacienda,  la  coa!  contestó  hallarse  ya  retenida  por  el  Juzgado  de 
Boenavista  á  favor  del  Marqués  de  Tamarit  por  la  cantidad  de  21.835 
pesetas  50  céntimos: 

Resultando  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  la  demandante  Doña 
Cayetana  Zabalía,  se  personó  en  los  autos  so  hija  Doña  Petra  Amalia 
Aodicio,  y  continuado  el  pleito  se  dictó  sentencia  en  20  de  Mayo  de 
4878  condenando  á  Qaejana  al  pago  de  la  cantidad  demandada  con  in- 
tereses y  costas: 

Resultando  qoe  practicada  la  liquidación  de  anos  y  otros,  y  no  ha 
hiendo  sido  posible  realizar  so  importe  con  la  parte  proporcional  del 
saeldo  que  disfrutaba  D.  Manuel  Qaejana  por  hallarse  retenila  por  el 
Marqués  de  Tamarit,  dedujo  Doña  Petra  Amalia  Aodicio  Zabalía  en  25 
de  Octubre  de  4879  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  para  que  se  de-  > 
clarase  que  tenfa  preferente  derecho  á  cobrar  el  crédito  de  6.480  reales, 
intereses  y  costas  en  que  había  sido  condenado  D.  Manael  Quejana  de 
la  tercera  parte  ó  la  que  procediera  ser  á  éste  retenida  del  sueldo  que 
disfrutaba  y  cobraba  por  la  Dirección  del  Tesoro  público,  sobre  el  qoe 
asistiera  á  D.  Antonio  de  Suelves,  Marqoésde  Tamarit,  coo  imposición 
de  costas  á  éste  y  á  D.  Manel  Quejana  ó  al  que  de  ellos  se  opusiera,  al 
reconocimiento  de  la  expresada  preferencia,  pretensión  qoe  fondo  en 
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-goe  el  crédito  de  la  demandante  se  hallaba  reconocido  por  sentencia 
jrme,  y  el  del  Marqués  sólo  lo  estaba  en  inicio  conciliatorio,  t  los  ac* 
tos  de  conciliación  según  jarisprndencia  de  este  Sapremo  Tribunal  no 
eran  verdaderos  juicios: 

Resultando  que  el  Marqués  de  Tamarit  impugnó  la  demanda  ale- 
.gando  que  entre  créditos  personales  de  carácter  meramente  privado, 
como  eran  tos  demandados  por  Doña  Cayetana  Zabalía  y  los  reconoci- 
-dos  en  escritura  pública,  como  los  del  Marqués  de  Tamarit,  no  era  du- 
dosa la  cuestión  de  preferencia  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  ley  5',  tí- 
tulo 24,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  acuerdo  con  el  senti- 
do de  la  ley  3f ,  título  13,  Partida  5',  qoe  establecen  terminantemente 
qu9  las  obligaciones  consignadas  en  escritura  pública  son  preferidas  á 
loe  créditos  meramente  personales  y  quirografarios;  que  aparte  de  la 
preferencia  que  tenía  el  crédito  del  Marqués  por  estar  reconocido  en 
escritura  pública  anterior  á  la  fecha  de  los  vencimientos  de  los  créditos 
de  Doña  Cayetana  Zabalía,  resultaba  á  su  favor  la  ventaja  de  la  cele- 
bración del  acto  de  concilación  de  49  de  Junio  de  187S,  en  que  Quejana, 
después  de  reconocer  la  legitimidad  de  la  escritura,  obligó  especial- 
mente la  parte  proporcional  de  su  sueldo  á  la  solvencia  de  la  deuda, 
llevándose  á  efecto  en  los  términos  convenidos;  y  que  no  tenía  aplica- 
ción al  caso  presente  h  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  citada  de 
contrario,  puesto  que  el  convenio  celebrado  en  el  acto  de  conciliación 
no  sirvió  para  probar  la  deuda,  sino  para  reconocerla  y  obligarse  espe- 
•  cialmente  á  su  pago: 

Resultando  que  la  demandante  replicó  que  la  retención  del  sueldo 
de  Quejana  fué  por  consecuencia  de  lo  convenido  en  el  acto  conciliato- 
rio, y  no  por  resultado  de  la  escritura  de  1863,  la  cual,  por  tanto,  no 
podía  tenerse  en  cuenta  para  la  decisión  de  este  asunto,  sino  lo  que 
aparecía  del  acto  de  conciliación  que  existiendo  como  existia  novación, 
DO  podía  ser  utilizada  la  primera  obligación  sino  la  última,  y  que  por 
el  tiempo  transcurrido,  dado  el  imponte  de  las  retenciones,  debía  haber 
sido  ya  satisfecho  el  crédito: 

Resultando  que  las  partes  suministraron  prueba,  y  sustanciado  el 
jaicio  en  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
esta  corte  dictó  en  7  de  Junio  de  1883  sentencia  confirmatoria,  absol> 
viendo  de  la  demanda  á  los  demandados  D.  Antonio  de  Suelves  y  üs- 
táris,  Marqués  de  Tamarit,  y  D.  Manuel  Qaejana  de  Salaya  de  la  de< 
manda  interpuesta  contra  los  mismos  por  Doña  Petra  Amalia  Audício 
y  Zabalía,  como  sucesora  de  su  madre  Doña  Cayetana  Zabalía,  sin  hacer 
expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  Doña  Petra  Amalia  Audicio  y  Zabalía  interpuso  rC' 
•corso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1^  La  ley  45,  tít.  44,  Partida  5*,  y  la  doctrina  legal  derivada  de  esta 
misma  ley  y  consignada  como  jurisprudencia  por  este  Tribnnat  Supre- 
mo en  sentencias  de  23  de  Octubre  de  1855,  41  de  Mayo  de  4859,  tt 
de  Enero  de  1863,  23  de  Octubre  de  4855  y  iS  de  Noviembre  de  1867, 
s  que  la  novación  de  un  contrato  aceptada  por  ambas  partes  produce 
na  verdadera  obligación  modificando  lo  anteriormente  convenido, 
lando  la  acción  pudiera  utilizarse  por  consecuencia  de  la  aue  antes 
istia,  toda  vez  que  se  declaraba  subsistente  el  convenio  celebrado  por 
mtura  pública  entre  el  Marqués  de  Tamarit  y  D.  Manuel  Quejana  de 
laya  y  el  título  que  de  aquélla  nacía,  fundándose  en  éste  la  preferen- 

qoe  le  había  sido  reconocida,  siendo  así  que  por  lo  convenido  en  el 
TOMO  55  *  27 
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teto  de  coneiiueión  celebrado  en  f8  de  ionio  de  1879  entre  ambie  par- 
tee bobo  verdadera  j  eompleta  novación  de  la  obligación  proTraiante^ 
de  la  eieritara  de  7  de  Diciembre  de  1863,  cesando  en  sn  Tírtad  la  ae- 
eión  qae  por  ella  existiera  al  Marqués,  y  quedando  sólo  la  qae  naefa 
del  nuevo  contrato  celebrado  en  el  citado  acto  d?  conciliación: 

r  Lis  leyes  31,  fít.  13,  Partida  8%  y  5\  tít.  S4,  libro  10  de  la  No— 
vísima  Recopilación  por  so  indebida  aplicación,  toda  vex  qoe  determi- 
nándose por  ellas  la  prelaeión  respectiva  de  los  créditos  qne  resnitasen 
de  escritores  públicas  y  priTadas  al  aplicarse  los  preceptos  en  ellas 
consignados  á  los  créditos  de  ambos  terceristas  y  decidir,  en  so  virtad« 
qoe  el  del  Marqués  de  Tsmarit  era  preferente  al  de  la  recurrente,  ae  ha- 
cia notoria  y  evidente  indebida  aplicación  de  aqoella  doctrina,  porque 
ni  el  título  y  acción  qoe  ostentaba  y  podiera  ostentar  el  Marqués  de 
Tamarit  era  el  de  escritura  pública  y  si  sólo  la  que  nacia  del  acto  de 
conciliación,  no  habiendo  por  tanto  lugar  para  aplicar  estas  leyes,  ni 
tampoco  para  que  la  acción  y  título  que  en  la  terceria  que  se  ventilaba 
ejercitaba  la  recurrente  era  un  simple  documento  privado,  sino  qoe  sn 
titulo  y  la  acción  que  del  mismo  nacía  era  el  qne  tenia  una  sentencia 
firme  obtenida  en  debida  forma,  y  por  lo  tanto,  el  recordar  Un  sólo 
una  ley  que  tenía  por  objeto  determinar  la  preferencia  entre  cróditoa 
escriturarios  y  créditos  que  sólo  resultaban  acreditados  forsimplea 
docD mentes  privados  ó  testigos,  era  por  todos  conceptos  inadmisible  y 
errónea; 

Y  3^  La  ley  II ,  tit.  14  de  la  Partida  5\  que  determina  que  tratindo> 
se  de  acreedores  personales  i  cuyos  créditos  por  consiguiente  no  hubie- 
ran sido  obligados  especialmente  bienes  deldeodor,  deberá  ser  pagado 
antes  que  los  demás  aquel  que  obtuviese  primero  sentencia  favorable, 
f  tratándose  en  el  caso  presente  de  dos  acreedores  meramente  persona- 
les, puesto  que  ni  en  la  escritura  qoe  pretendia  hacer  valer  el  Marquót- 
de  Tamaril,  ni  menos  en  el  acto  de  concüiación  resultaran  obligadoa 
bienes  algunos  á  la  satisfacción  de1a  deuda,  debió  tenerse  en  cuenta  la 
clara  y  terminante  disposición  de  esta  ley,  y  declarar  preferente  el  eró- 
dito  deDoña  Petra  Amalia  Audicio  al  del  Marqués  de  Tamarit  por  haber- 
obtenido  primero  sentencia  favorable  según  aparecía  en  los  autos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  ü.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  ley  15,  tí- 
tulo 44,  Partida  5^,  ni  la  doctrina  legal  que  se  invocan  en  el  primer- 
motivo  del  recurso,  puesto  que  conforme  na  declarado  este  Tribunal 
Supremo,  lólo  existe  novación  con  arreglo  á  dicha  ley  cuando  se  ace- 
ran las  condiciones  esenciales  de  un  contrato  ó  cuando  se  celebra  uno 
nuevo,  ó  en  lugar  del  primitiTO  deudor  se  subrroga  otro  á  fUetr  déV 
ñerudor;  y  nada  de  esto  tuvo  lugar  en  el  acto  conciliatorio  de  49  de 
Junio  de  I87S,  en  el  cual  fundándose  el  Marqués  de  Tamarit  en  la  es- 
critura pública  de  7  de  Diciembre  de  1863,  sin  modifíearla  en  nin|(tla 
sentido  ni  variar  la  naturaleía  de  la  obligación  contraída  por  Qoejana 
deSalaya,  convinieron  únicamente  los  interesados  en  que  para  pago 
de  la  cantidad  adeudada  y  atendida  la  falta  de  bienes  del  deodor  ae 
retendría  á  éste  la  parte  correspondiente  de  su  sueldo  como  se  víenr 
haciendo  desde  entonces: 

Considerando  que  es  inaplicable  y  no  ha  podido  Infringirse  la  ley 
41,  tit.  14,  Partida  6%  citada  en  el  motivo  3*,  ya  porqoe  esta  ley  que 
como  anterior  debe  subordinarse  A  la  ley  5%  tit.  24,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  se  refiere,  según  repetidaa  declaracionea  de  eate 
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Tribunal,  á  los  créditos  meramente  personales,  qae  ni  por  ^n  origen, 
ni  por  sn  forma  externa,  ni  por  ningún  otro  concepto  disfruten  de 
preferencis,  ya  porque  en  todo  caso  la  sentencia  firme  que  invoca  en 
sn  faror  la  recorrente  es  muy  posterior  al  convenio  celebrado  por 
Qaejana  de  Salays  y  ei  Margues  de  Tamarit  en  el  acto  de  la  concilla- 
eión,  y  que  tiene  carácter  ejecutorio  con  arreglo  á  la  ley  de  Bnjuicia- 
miento  civil  de  1855: 

Considerando  que  por  consecuencia  el  fallo  recurrido  al  desestimar 
la  demanda  de  Doña  Petra  Amalia  Audicio  de  Zabalía  fundándose  en 
qne  es  preferente  el  crédito  del  Marqués  de  Tamarit,  consignsdo  en 
eaeritnra  pública,  no  aplica  indebidamente  las  leyes  31,  tit.  13,  Parti- 
da 6%  y  5^  tít.  U,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  como  se  su- 
pone en  el  segando  motivo; 

Fallamos  que  debeiños  declarar  y  declaramos  no  liaber  lugar  al  re- 
curso de  caución  interpuesto  por  Doña  Petra  Amalia  Audicio  y  Zaba- 
lia,  á  la  que  condenamos  por  rasón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad 
de  1.000  pesetas,  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyén- 
dose con  arreglo  á  la  ley,  y  en  lu  costu;  y  líbrese  á  la  Audiencia  úe 
esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento que  bf  remitido. — (Sentencia  publicada  el  H  de  Junio  de  1884, 
é  inserta  en  la  0ée$U  de  to  de  Setiembre  del  mismo  a&o.) 
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■eeanM  die  casaeMn  (H  di  Junio  d0  i884).-*Se¿sprt«ier«.— 

DlSAMPABO  DI  ORA  VIKCA  Ó  PAGO  DB  CAUTIOADBS  QUE  LA  AFECTAN. — Eh 

lugar  ai  interpuesto  por  D.  Juau  Monedero  con  D.  Mariano  Soriano  (Au- 
dien'^iade  Madrid),  y  se  resuelve: 

1**  Qui  las  hipoUeai  injitan  iincta  é  inmediatamente  lo$  bien$i  to^ 
kra  fe  se  imponen  al  eumplimiento  de  las  ohligaeionee  para  enya  $eg%- 
ridad  $e  eonetituf/en,  cualquiera  que  sea  eu  poseedor^  y  pesan  siempre 
sobre  ellos  mientras  no  se  ecDtingan  por  alguno  de  los  medios  que  deter^ 
mina  el  dereckoi 

t*  Que  la  venta  hecha  por  la  Hacienda  de  una  parte  de  lajtnea  hipo^ 
teeada  para  el  cobro  de  dos  anualidades  de  contrüudones  atrasadas,  m 
obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero ,  art.  tli^  de  la  le¡f  Hipóte^ 
caria^  en  nada  altera  la  obligacián  que  peeaba  sobre  toda  la  /inca; 

Y  3*  Que  la  inscripción  es  la  garantía  que  da  eficacia  y  valor  al  ti- 
tulo para  perseguir  la  finca. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  II  de  innio  de  1884,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recursc^de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buenavis- 
ta  éa  esta  eapiul  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
misma  por  D.  Juan  Monedero  y  Monedero,  heredero  fiduciario  del  Yis- 
conde  de  Vülandrando,  representado  por  el  Procurador  D.  Lucio  Alva- 
rei  y  Rodrigues^  y  defendido  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Doctor  Don 
Germán  Gamaso,  con  D.  Mariano  Soriano  Fuentes»  y  por  su  defunción» 
y  cooM)  sus  herederos  Dolka  María  Salomé  Soriano  y  Piqueras  y  Doña 
Carmen  Caunova  é  IbáSeí,  en  representación  de  sus  hijos  menores  Don 
Lázaro  y  D.  Eduardo  Soriano  y  Gasanova,  y  en  su  nombre  respectiva* 
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mente  loe  Proearadores  D.  Joeé  María  Gordóa  y  D.  Ángel  Calvo,  bajo  U 
direecióQ  del  Licenciado  D.  Ignacio  Soárex  Garcíti  y  oíros  en  ignal 
concepto  de  interesados  en  la  herencia  de  aqnól  qoe  no  han  compare- 
cido, sobre  desamparo  de  nna  finca  ó  pago  de  las  cantidades  qne  afec- 
tan á  la  misma: 

Resultando  qoe  por  eseriinra  otorgada  en  Madrid  á  30  de  Enero  de 
1865,  D.  Lorenzo  Moratinos,  Yixconde  de  Yillandrando,  dio  en  présta- 
mo á  D.  Mignel  Soliveres  330.000  rs.,  qoe  se  obligó  á  dcTolverle  en  el 
término  de  tres  afios,  y  otro  más  á  voluntad  de  las  partes,  con  interés 
dé  on  10  por  100  anual  pagado  por  semestres  anticipados,  y  facultad 
del  Vitconde  de  reclamar  la  devolución  del  capital  pasados  los  ocho 
días  del  vencimiento  de  un  semestre  en  hacer  el  pago;  y  á  la  seguridad 
del  préstamo,  Solíveres  constituyó  hipoteca  por  la  cantidad  prestada  y 
sus  intereses,  más  20.000  rs.  para  gastos,  más  doi  anualidades  y  la  co- 
rriente de  interés  sobre  la  hacienda  posesión  llamadla  Concepción  Pe- 
ralta, sita  en  Yelilla  de  San  Antonio,  propia  del  D.  Mignel,  por  haber- 
la heredado  de  su  padre  con  todos  sos  pertenecidos  de  olivar,  etc.;  Don 
Francisco  Solíveres,  hermano  de  D.  Miguel,  se  constituyó  fiador  de  éste» 
y  en  S3  de  Febrero  de  dicho  afio  fué  inscrita  esta  escritura  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad :  ^ 

Resaltando  qoe  D.  Juan  Monedero,  heredero  fiduciario  del  Vizconde 
de  Yillandrando,  dedujo  en  8  de  Marxo  de  1874  demanda  ejecutiva  con* 
tra  los  bienes  de  D.  Miguel  Soliveres,  solicitando  que  se  despachase 
mandamiento  de  ejecución  contra  la  hacienda  Concepción  de  Peralta  por 
la  citada  cantidad  de  330.000  rs.  de  capital,  82.750  de  intereses  vencidos 
hasta  la  fecha  y  los  que  en  lo  sucesivo  vencieren  á  razón  del  10  por  100 
anual  y  las  costas,  pidiendo  asimismo  qoe  se  hiciera  la  anotación  pre- 
ventiva procedente,  y  que  hecha  en  efecto  el  5  de  Octubre  de  1871  y 
despachada  la  ejecución,  se  embargó  la  hacienda  Concepción  de  Pe- 
ralta,  con  todas  sus  pertenencias,  incluso  el  olivar,  así  como  las  rentas 
de  dicha  hacienda,  siendo  nombrado  depositario  de  ella  D.  Pedro  Solí- 
veres,  vecino  de  Yelilla  de  San  Antonio,  gue  se  obligó  á  tenerla  á  dis« 
posición  del  Juzgado,  habiendo  ejercitado  dicho  cargo  desde  15  de  Julio 
de  1871  en  que  se  hizo  el  embargo,  hasta  el  28  de  Mayo  de  i877  en  que 
por  haberse  puesto  en  administración  judicial  la  referida  hacienda,  tomó 
boseiión  de  ella,  incloso  el  olivar  viñedo,  el  administrador  nombrado 
D.  Teodoro  Ordejón: 

Resultando  qoe  lustanciados  los  autos  de  remate  y  acreditado  el  fa- 
llecimiento de  D.  Mignel  Soliveres,  so  viuda  Doña  Mariana  Arias,  como 
tntora  de  sus  hijos,  interpuso  apelación  de  la  sentencia  de  remate,  pero 
despoés  desistió  del  recurso  y  se  la  tuvo  por  desistida  en  23  de  Junio  de 
1876,  entrando  el  juicio  en  la  vía  de  apremio: 

Resaltando  que  siendo  D.  Miguel  Soliveres  deudor  á  la  Hacienda  pu- 
blica por  diferentes  trimestres  de  contribución  territorial,  se  incoaron 
contra  él  y  otros  deudores  por  el  propio  eopcepto,  los  oportunos  expe- 
dientes de  apremio,  y  corridos  sin  resaltado  alguno  los  apremios  da 
primero  y  segundo  grado,  el  Jefe  económico,  en  12  de  Mario  de  f876, 
encontró  cumplidos  los  trámites  que  marcábala  Instrucción  y  que 
procedía  el  tercer  grado  de  apremio;  que  remitido  en  su  Tírtud  el  ex- 

Sediente  al  Delegado  subalterno  de  Alcalá  de  Henares,  el  Ayuntamiento 
e  Yelilla  de  San  Antonio  hiso  la  designación  de  fincas  pertenecientes  A 
los  contribuyentes  y  pasó  el  expediente  al  Juzgado  municipal,  por  el 
cual  se  procedió  al  embargo  del  olivar  conocido  por  posesiiio  de  Peral- 
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la,  señtladoá  los  herederos  del  contribuyente  D.  Mignel  Soliveres,  nom» 
brindóse  depotitario  y  mandándose  proceder  á  sn  anotación  preventiva 
en  ei  Registro  de  la  propiedad;  qae  hecha  la  capitnlaeión  correspon- 
diente se  mandó  proceder  á  la  venta,  sehalándose  para  el  remate  el  día 
tO  de  Junio  en  la  Gasa  Ck)nsistorial  de  Yelilla  de  San  Antonio,  y  fijados 
los  correspondientes  edictos,  celebrado  el  remite  sin  efecto,  se  señaló 
para  la  celebración  de  la  subasta  en  los  mismos  términos  el  día  S7  de 
dicho  mes,  practicándose  por  el  Comisionado  la  segnnda  capitalisación 
de  la  finca,  y  haciéndose  las  publicaciones  debidas  en  los  periódicos  ofi- 
ciales: 

Resultando  que  en  el  referido  día  tuvo  lugar  el  remate  del  olivar  á 
favor  de  D.  Francisco  Morcillo  y  León  que  cubrió  el  débito  y  costas;  y 
habiendo  satisfecho  la  cantidad  de  1 .849  pesetas  64  céntimos  á  qué  as- 
cendía, se  mandó  por  el  Jues  municipalque  se  otorgara  á  favor  del  re- 
matante la  correspondiente  escritura  de  venta,  efectuado  lo  eual  se  le 
diera  posesión;  y  que  en  observancia  de  lo  mandado  y  mediante  la  in* 
comparecencia  de  la  parte  ejecutada,  el  Alcalde  de  Yelilla  de  San  An- 
tonio D.  Pedro  SoKveres,  á  quien  se  pasó  el  expediente  por  el  Juagado 
municipal,  otorgó  de  oficio  escritura  en  la  villa  de  Torrejón  de  Araos  A 
16  de  Julio  de  1877,  por  la  que  usando  de  las  facultades  que  se  le  eoD> 
ferian  en  las  disposiciones  administrativas  vigentes  y  con  el  expresado 
carácter  de  Alcaide,  Tendió  á  D.  Francisco  Morcillo  y  León  el  citado 
olivar,  remitiéndose  en  cuanto  á  cargas  perpetuas  ó  temporales  por  ca- 
recer de  datos  fehacientes,  á  lo  que  resultase  de  las  tomas  de  rasón  é 
inscripciones  en  el  Registro  en  precio  de  1.842  pesetas  64  céntimos,  ya- 
lor  del  remate,  declarando  los  contratantes  que  si  contra  la  finca  vendi- 
da apareciese  algún  gravamen  ó  crédito  hipotecario,  al  inscribirse  en  el 
Registro  de  la  propiedad  esta  transmisión  de  dominio,  respondería  da 
ellos  en  primer  término  el  dinero  que  resultase  sobrante  de  la  cantidad 
entregada,  una  vex  cubiertas  las  responsabilidades  que  habían  motiva* 
do  su  venta,  y  en  segundo  término  los  demás  bienes  de  la  parte  ejecu- 
tada, á  la  cual  el  Alcalde  compareciente  dejaba  obligada  á  la  evicción 
y  saneamiento  de  está  venta,  que  el  comprador  aceptó  en  los  términos 
expresa4os,  habiendo  sido  inscrita  la  eseritura  en  el  Registro  en  S9  del 
siguiente* mes  de  Agosto: 

Resultandof  que  el  comprador  de  la  finca  D.  Francisco  Morcillo  y 
León  la  vendió  por  escritura  de  4  de  Diciembre  de  1878  á  D.  Mariano 
Soríano  Fuertes,  en  precio  de  3.000  pesetas,  renunciando  el  comprador 
el  derecho  de  evicción  y  saneamiento  de  la  venta,  por  tenerlo  así  con- 
venido con  el  vendedor;  habiendo  sido  igualmente  inscrita  la  escritura 
en  el  Registro  de  la  propiedad  en  27  del  mismo  mes  de  Diciembre: 

Resultando  que  el  Administrador  que  fué  de  esta  finca  D.  Pedro  So- 
livores  no  rindió  cuentas  de  ella  ni  entregó  cantidad  alguna,  ni  dio 
parte  al  Juxgado  de  la  existencia  de  ningún  descubierto  de  contribucio- 
nes impuestas  á  ella  no  habiendo  tenido  conocimiento  hasta  eM3  de 
Noviembre  de  1877,  en  que  presentó  escrito  la  parte  ejecutada  manifes- 
lando  que  el  olivar  había  sido  vendido  para  pagar  contribuciones,  y  que 
COA  tiempo  se  había  aviudo  á  D.  Juan  Monedero  para  que  facilitase 
fondos  para  hacer  frente  á  este  compromiso,  de  cuyo  particular  se  hixo 
sargo  el  ejecutante  en  escrito  de  12  de  Febrero  de  1879: 

Resultando  que  D.  Juan  Monedero  y  Monedero,  heredero  fiduciario 
^el  Yjtconde  de  Yillandrando,  dedujo  en  15  d^  Febrero  de  1879  la  de- 
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manda  objeto  de  estos  antos  en  la  qoa  ejercitando  la  aceión  mixta  co- 
rrespondiente, pidió  se  declarase: 

1^  Qoe  el  olivar  titulado  de  Peralta,  como  parte  de  la  hacienda  dís- 
nominada  Concepción  de  Pemlta  respondía  al  crédito  de  S2.500  pesetas 
eonstitnido  por  D.  Mignel  de  Soliveres  en  escritura  de  30  de  Enero  de 
i 865  de  dos  anualidades  y  la  corriente  de  intereses,  y  SO.OOO  rs.  de  cos- 
tas por  consecuencia  de  la  hipoteca  volantaria  entonces  creada  y  al  res- 
to de  intereses  y  c  stas,  hasta  que  el  acreedor  quedase  pagado  á  virtud 
de  la  anotación  preventiva  del  embargo  que  obtuvo  la  representación 
del  Yiaconde  en  autos  ejecutivos  contra  la  sucesión  de  Soliveres,  por 
ser  la  inscripción  de  la  hipoteca  voluntaria  y  la  anotación  del  manda- 
miento de  embargo  mu^  anterior  en  fecha  al  día  en  que  D.  Mariano 
Soriano  Fuertes  adquinó  el  olivar  de  Peralta: 

V  Qoe  se  condenase  al  mismo  Soriano  á  que  desamparase  el  olivar 
da  Peralta,  ó  en  otro  caso  pagase  las  cantidades  siguientes:  S2.500  pe- 
setas por  el  capital  del  crédito  del  Yisconde  de  Yillandrando  contra  Dou 
Miguel  de  Soliveres,  á  que  estaba  hipotecado  aquel  predio  cuando  le 
adquirió  Soriano;  S0.087  pesetas  50  céntimos  intereses  vencidos  y  oo 

Iiagados  hasta  30  de  Enero  de  1871;  los  devengados  posteriormente  y 
os  que  vencieran  en  lo  sucesivo,  ínterin  el  crédito  no  fuera  satisfecho 
á  raión  de  10  por  100  al  año,  y  las  costas  judiciales  causadas  en  el  pro- 
cedimiento ejecutivo  que  pendía  contra  la  sucesión  de  Soliveres,  cuya 
importancia  vendría  acreditada  en  forma: 

T  3^  Qoe  se  hiciera  extensiva  la  condición  á  las  costas  da  la  instan- 
cia de  este  litigio,  alegando  en  apoyo  de  su  pretensión  que  el  deman- 
dante tenía  constituida  hipoteca  voluntaría  producto  del  contrato  de 
préstamo,  y  que  además  había  nacido  la  hipoteca  judicial  por  la  ano- 
tación del  mandamiento  de  ejecución;  gue  Soriano  había  adquirido  con 
mucha  posterioridad  el  olivar  titulado  de  Peralta,  qoe  formaba  parte  da 
la  hacienda  hipotecada,  negándose  á  reconocer  los  gravámenes  y  á  sa- 
tisfacer su  importe,  lo  cual  se  comprendía  bien,  puesto  que  había  ad- 
quirido por  menos  de  8.000  rs.  una  finca  que  valía  de  18  i  20.000  duros, 
para  entregársela  á  las  hijas  de  D.  Miguel  Soliveres  que  eran  sobrinas 
suvas,  y  trataban  por  este  medio  de  eludir  el  embargo  judicial  y  el  re- 
sultado de  los  autos  ejecutivos;  que  con  arreglo  á  la  ley  Hipotecaria  la 
hipoteca  constituida  á  favpr  de  un  crédito  con  interés  aseguraba  con 
perjuicio  de  tercero  además  del  capital,  los  intereses  de  los  dos  últimos 
años  y  la  parte  del  corriente  producidos  por  mandamiento  de  embargo 
obtenido  en  el  juicio  ejecutivo,  ampliar  la  hipoteca  á  todos  los  intere- 
ses adeudados;  que  los  títulos  inscritos  surtían  efecto  en  cuanto  á  ter- 
cero desde  la  fecha  de  la  inscripción,  pudiendo  reclamar  de  él  el  acree- 
dor el  pago  de  la  parte  de  crédito  asegurada  si  el  deudor  no  lo  verifica 
después  de  requerido  judicialmente,  quedando  al  arbitrio  del  tercer  po- 
seedor pagar  el  crédito  y  los  intereses  fijados  ó  desi^mparar  la  finca» 
quedando  en  otro  caso  obligado  á  responder  con  sus  bienes  propios;  y 
que  la  hipoteca  se  entendía  subsistente  mientras  no  se  cancelase,  lo 
mismo  sobre  la  totalidad  de  los  bienes  hipotecados,  que  sobre  cual- 
quiera parte  de  los  mismos: 

Resaltando  que  D.  Mariano  Seriano  Fuertes  impugnó  la  demanda, 
y  reconvino  al  demandante  para  qoe  se  declarasen  extinguidos  los  de- 
rechos reales  que  alegaba,  y  se  le  condenase  á  otorgar  en  el  término 
de  10  días,  ó  en  su  defecto  el  Juzgado,  la  correspondiente  escritora 
pública  de  cancelación  de  las  cargas  inscritas  á  favor  de  su  causante 
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t^obre  la  finea  citada,  eon  anterioridad  á  la  renta  qne  de  ella  hizo  la 
Administración  pública  en  favor  de  D.  Francisco  Morcillo  y  León  en 
«xpedientesobre pago  de  contribuciones,  imponiendo  al  demandante 
tolas  las  costu,  fandando  sn  pretensión  en  qne  afecta  ana  finca  á  la 
responsabilidad  de  dos  gravámenes  hipotecarios,  quedaba  á  salvo  la 
prelación  qns  tenia  para  cobrar  sa  crédito  aqael  á  cayo  favor  estaba 
«onstitoida  la  primera  hipoteca,  y  como  quiera  que  ana  finca  responde 
á  los  gravámenes  qne  la  afectan  con  sa  valor  íntegro,  caando  este  sólo 
alcaoaa  á  satisfacer  el  primer  cródito  hipotecario,  se  entiende  cumplida 
U  condición  de  qae  dependía  la  eficacia  del  segando  y  sucesivos  gra- 
Támenes  y  aquellos  á  coyo  favor  están  constituidos,  sólo  existe  dere- 
cho para  cobrarse  por  sn  orden  con  los  sobrantes  después  de  extingui- 
do el  primer  crédito:  quedando  if  so /acto,  extinguido  todo  otro  dere- 
cho real  sobre  la  finca,  no  existiendo  á  los  segundos  y  ulteriores 
acreedores  hipotecarios  acción  real  para  reclamar  sus  créditos;  que  la 
'^Hacienda  pública  por  su  hipoteca  legal  privilegiada  y  por  la  reserva 
expresa  contenida  en  la  escritura  en  que  el  demandante  fundaba  su 
derecho,  tCDía  siempre  y  concretamente  en  este  caso  el  carácter  de 
acreedor  hipotecario  anterior  al  primero  que  hubiera  inscrito  su  dere- 
cho y  por  tanto  al  Vizconde  de  Yillandrando;  que  en  sn  virtud  al  de- 
mandante noje  asistía  la  acción  real  qne  había  ejercitado  por  haberse 
extinguido  el  derecho  real  qne  le  servía  de  fundamento  desde  que  el 

Srímer  acreedor  hipotecario  hizo  subastar  la  finca,  y  el  precio  íntegro 
e  la  venta  sólo  alcanzó  para  pagarle:  que  no  habiéndose  rebajado  de 
-él  ninguna  cantidad  por  conceptos  de  gravámenes  distintos  á  aquel 
porque  se  subutó,  el  comprador  que  entregaba  el  precio  íntegro  ad- 
•  qairía  la  finca  sin  gravamen  de  ningún  género,  y  en  las  subastas  ae 
estimaba  justo  i>recio  el  dominio  pleno  de  la  finca  aquel  por  que  se  ha- 
cía la  adjudicación;  qne  Morcillo  adquirió  el  olivar  sin  la  hipoteca 
constituida  á  favor  del  Vizconde  de  Yillandrando  por  haber  quedado 
extinguido  este  derecho,  y  en  el  mismo  concepto  de  libre  de  aquel  gra- 
vamen lo  transmitió  á  Soriano;  que  al  dueúo  de  la  finca  existía  el  dere- 
cho de  obtener  la  liberación  de  cargas  que  aparecían  inscritas  y  no 
quedasen  subsistentes,  y  puesto  que  Monedero  no  se  prestaba  á  reco- 
nocer la  extensión  así  de  la  hipoteca  voluntaria  como  de  la  anotación 
preventiva  del  eftibargo,  procedía  hacer  la  cancelación  de  estos  gravá- 
menes por  decisión  judicial  en  pleito  en  que  hubiera  sido  oído  y  ven- 
cido aquel  á  quien  afectaba  la  cancelación;  y  puesto  que  Soriano  había 
tido  demandado  por  Monedero,  apoyándose  en  la  subsistencia  de  aque- 
llos derechos  reales  en  el  mismo  juicio  podía  reconvenirle  para  que  se 
prestara  á  otorgar  la  escritura  de  cancelación: 

Resultando  qoe  el  demandante  replicó  reproduciendo  la  pretensióni 
de  sa  demanda  y  adicionando  á  los  fnndamcatos  de  la  misma,  que  para 
la  venta  del  olivar  no  precedió  tasación  alguna,  y  que  la  instrucción 
de  1869  y  Real  decreto  de  1879  exigían  el  nombramiento  de  peritos 
para  la  tasación  dfe  los  bienes  embargados  que  se  vendían  para  pago  de 
contribuciones,  y  que  del  olivar  de  Peralta  fué  depositario  judicial  Don 
Pedro  Soliveres,  que  intencionalmente  dejó  de  pagar  la  contribución 
para  que  se  embargass  y  vendiese,  habiendo  él  mismo  autorizado  la 
▼enta  como  Alcalde,  por  cuyos  hechos  se  le  seguía  proceso  criminal 
-en  la  Audiencia  del  territorio: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  así  en  la  pr¡a;era  como 
«n  la  segunda  insiancia,  se  puso  testimonio  con  referencia  á  los  expe- 
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dieates  legoidos  eontra  los  contribuyentes  morosos  de  Velílla  de  San- 
Antonio  por  falta  de  pago  de  la  contribución  territorial  correspondiente- 
ai  a&o  económico  de  1873  é  4874,  del  qne  aparece  qae  las  papeletas  40^ 
apremio  con  sos  dittíntos  grados  fueron  dejadas,  las  de  los  tres  prime-> 
ros  trimestres,  al  interesado,  y  las  del  coarto  á  D.  Pedro  Soliveres  eo« 
mo  encargado,  en  45  de  Jaoio  y  46  de  Jallo  de  1875  y  34  de  Mayo  d» 
4876;  la  de  la  notificación  de  la  primera  sobasta  al  mismo  en  8  de  io- 
nio, y  la  de  la  segunda  á  Dofia  If  acrioa  Arias;  qne  el  olivar  fné  desig- 
nado para  el  procedimiento  de  tercer  grado  por  el  Ayontamiento,  qne- 
era  á  quien  competía  según  la  instrocción,  en  sesión  de  4  de  Abril  de 
4875,  qne  fné  capitalizada  conforme  al  liqnido  imponible  de  34  pese- 
tas 60  céntimos  con  qne  aparecía  amillarada  en  4.050  pesetas,  bajo- 
cnyo  tipo  se  sacó  á  la  primera  subasta;  y  no  habiendo  postor  se  retas6- 
en  700  pesetas  para  la  segunda  subasta  que  se  celebró,  siendo  adjudi- 
cada á  D.  Francisco  Morcillo  que  abonó  795  pesetas  á  que  ascendíais 
los  débitos  y  costas,  no  resultando,  por  tanto,  sobrante  alguno,  y  que 
según  el  expediente  de  igual  índole  de  1874  á  4875,  en  el  mismo  día. 
se  celebró  también  la  segunda  subasta  de  dicha  finca,  igualmente  de- 
signada para  el  pago  del  descubierto  de  todo  el  citado  año,  adjudicán- 
dose á  Morcillo  por  la  cantidad  de  4.050  pesetas  9  céntimos,  importe 
del  débito  y  costas,  no  resultando  por  tanto  sobrante  alguno: 

Resultando  que  asimismo  se  certificó  que  en  la  Sala  de  lo  criminal 
de  esta  Audiencia  se  instruye  causa  á  instancia  de  D.  Juan  Monedere 
contra  D.  Pedro  Soliveres,  Alcalde  de  Yelilla  de  San  Antonio,  por  ha*^ 
ber  vendido  con  ocasión  de  tal  cargr»  el  olivar  de  Peralta  de  que  bable 
sido  depositario  judicial,  y  que  decretado  el  procesamiento  se  hallaba 
la  causa  en  fO  de  Agosto  de  1880  en  poder  del  acusador  privado  pare 
calificación: 

Resultando  qne  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Alcalá  de  Henaree 
certificó  que  el  crédito  hipotecario  impuesto  sobre  la  hacienda  Goneep- 
ción  de  Peralta  quedó  aubsistente  tal  como  quedó  constituido  al  ven- 
derse el  olivar  á  Morcillo;  que  tampoco  sufrió  modificación  cuando  Mor^ 
eillo  lo  vendió  á  Soriano;  y  que  el  referido  crédito  continoaba  gravan* 
do  al  citado  olivar,  así  como  también  el  embargo  que  del  mismo  foé* 
hecho  á  Soliveres  en  el  juicio  ejecutivo  á  instancia  de  Monedero: 

Resultando  qne  practicadas  otras  pruebas  por  las  partes  y  sustan- 
ciado el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Ae- 
diencia  de  esta  corte  dictó  sentencia  en  6  de  Julio  de  4883  confirmeto* 
ría  con  las  costad  de  la  del  Jnes  inferior  absolviendo  á  Doña  Carmee  j* 
Doña  María  Soriano  y  Doña  Carmen  Gasanova,  legataria  la  primera», 
herederas  las  demás  de  D.  Mariano  Soriano  Fuertes,  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  D.  Juan  Monedero,  como  heredero  fiduciario  del  Yiieonde 
de  Villandrando,  declarando-extingoidos  los  derechos  reales  que  tenle 
éste  sobre  el  referido  olivar  de  Peralta,  y  condenándole  á  que  en  el  tér- 
mino de  40  días  otorgase  la  correspondiente  escritura  rública  de  can» 
eelación  de  las  cargas  inscritas  í  favor  del  expresado  Vizconde  de  Vi- 
llandrando sobre  la  citada  finca  con  anterioridad  á  la  venta  de  ella  prae* 
ticada  por  la  Administración  á  favor  de  D.  Francisco  Morcillo: 

Resultando  que  D.  Juan  Monedero  y  Monedero  interpuso  recorso- 
de  casación,  y  alegando  sobre  el  mérito  de  los  autos  dijo  que  resuliabe 
de  todo  ello  que  la  sentencia,  al  desestimar  la  demanda  y  acoger  la  re- 
convención, había  incurrido  en  el  caso  1°  del  art.  i69S  de  la  ley  de  Be-- 
joielamiento  civil,  é  infrigido: 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RECURSOS  T  GOMPITENGIAS  42& 

I*  Los  artfeiilo»  157,  168,  Rúm.  5^  158,  150,  160  y  161  de  la  ley 
Bipoteearia,  y  la  doctrina  legal  qve  eo  conformidad  cor  estos  precep- 
tos se  derWa  de  la  ley  33,  tit.  13,  Partida  5\  del  art.  13  de  la  ley  de 
ConUbilidad  de  SO  de  Febrero  de  1850,  del  art.  13  de  la  de  Contabili- 
dad de  t5  de  Janío  de  1810,  de  los  artieolos  OS  y  03  de  la  mstraccióR 
de  3  de  Dieknbre  de  1869  y  de  los  articQlos  4^,  5*  y  6*^  de  la  Real  or- 
den de  16  de  Febrero  de  1877,  porque  según  las  leyes  y  doctrina  legaft 
etladaSy  la  Hacienda  pübiiea  no  tenia  sobre  el  olivar  de  Peralta  bipote- 
ea  algvna  anterior  ni  preferente  á  la  qoe  se  inscribid  en  113  de  Febrera 
de  1866  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Alcalá  de  Henares  para  ase- 
gurar al  Vizconde  de  Yillandrando  la  eficacia  de  las  obligaciones  con- 
traídas por  D.  Higael  Soliveres,  según  la  escritora  de  30  de  Enero  del 
mismo  año  1865; 

V  V*  El  art.  105  de  la  ley  Hipotecaria,  y  la  doctrina  legal  de  que  Ist 
hipotecas  no  poeden  existir  sin  qne  exista  la  obligación  que  alegaran; 
potqne  sea  lo  qne  fnese  la  garantía  qoe  correspondiese  á  la  Hacienda 
por  los  descubiertos  de  las  coolas  de  conlriboción  correspondientes  é 
los  años  económicos  de  1873  á  1874  y  1874  á  1875,  qne  faeroo  los  oca- 
sionales de  la  Tenta  del  olivar  de  Peralta,  aqoella  garantía  jamás  podría 
eoBstitoir  ona  hlpoteea  anterior  á  la  qoe  qaedó  inscrita  on  Febrero 
de1S65: 

T  qoe  aon  en  el  repnesto  no  concedido  de  qoe  el  Estado  bobiese 
tenido  sobre  el  olivar  ae  Peralta  ona  bi potoca  anterior  y  preferente  ár 
la  del  VIxeonde  de  Yillandrando,  al  estimar  la  sentencia  la  demanda  re- 
eonvencional  denegando  las  pretensiones  eontenidss,  en  la  qoe  inició  el^ 
pleito  interpoesto  por  el  reeorrente,  había  wcorrido  en  los  casos  1^  y 
7*  dol  art.  1692  de  la  ley  de  Eojoiciamiento  civil,  é  infringido: 

1®  La  regla  %^  del  art.  S®  del  Real  decreto  de  SO  de  Mayo  de  1880  y 
1u  doctrinas  legales  de  qoe  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo,  ni 
poede  alterarse  litispendente  al  estado  de  on  asonto  litigioso,  en  e( 
concepto  de  haber  aplicado  indebidamente  aquella  disposición,  y  de  ha- 
berla violado  en  so  letra  y  en  so  espirito,  aon  dado  caso  de  qoe  foera 
aplicable,  porqoe  el  Real  decreto  se  promolgó  despoés  de  trabada  la 
litiscontestación,  porqoe  el  olivar  de  Peralta  no  foé  vendido  jodiciai- 
mente,  sino  administrativamente;  y  porqoe  ni  el  importe  de  la  venta. 
le  invirtió  integro  en  el  pago  de  ona  anoalidad  de  contriboción  del 
mismo  oüTar,  único  crédito  á  qoe  las  hipótesis  más  desfavorables  para^ 
el  recurrente,  alcansaria  la  hipoteca  á  favor  de  la  Hacienda,  ni  el  so-^ 
brante  se  consignó  á  disposición  de  los  acreedores  posteriores: 

V  Los  contratos  de  compraventa  escritorados  en  t6  de  Jolio  de 
1877  y  4  de  Diciembre  de  1878,  y  el  de  hipotecas  contenido  en  la  es- 
critora de  30  de  Enero  de  1865,  la  ley  14,  tít.  18,  Partida  3%  qoe  defi- 
ne la  íoerxa  probatoria  de  los  citados  docomentos,  los  artículos  105  y 
114  de  la  ley  Hipoteearis,  y  la  doctrina  legal  aotorizada  en  sentencia 
de  11  de  Marco  de  1880,  de  qne  ona  cosa  es  la  valides  de  la  venta  del 
inmoeble  v  otra  distinta  la  insistencia  de  sos  hipotecas,  en  el  concepto 
de  qoe  si  bien  foé  enajenado  el  olivar  de  Peralta,  se  transmitió  con  lo»^ 
gravámenes  qoe  sobre  él  pesaban,  y  de  qoe  con  independencia  de  la 
coestión  de  nolidad  de  la  venta  qoe  en  efecto  no  se  había  planteado  en 
li  joicio,  podía  y  debía  resolverse  la  contienda  mantenida  sobre  si  ha- 
bia  de  prodocir  sos  efectos  legales,  ó  ser  por  el  contrario  cancelada  la> 
'lipoteca  de  1865: 

V  La  doctrina  legal  de  qoe  el  embargo  jodioial  de  ona  finca  y  la> 
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«Botaeíón  preventiva  del  embargo  ó  U  hipoleea  jodieial  implioan  la. 
imposibilidad  de  ea^jenar  ei  iamaeble  ea  parjoicio  del  derecho  de  la. 
persona  eo  cayo  favor  íaé  embargado  ó  aootaao  sin  conocinienlo  y  an- 
loriiaeión  del  Joxgado  qae  decretó  el  embargo  ó  la  anotación;  doctrina 
consagrada  en  la  sentencia  de  14  de  Noviembre  de  1874,  en  el  concepto 
de  qne  después  de  embargado,  depositado  y  |Miesto  en  administración 
jndieial  el  olivar  de  Peralta  y  anotado  preventivamente  en  el  Registra 
4t  la  propiedad,  la  sentencia  mandaba  qne  el  derecho  del  ejecatant« 
quedase  cancelado  á  pesar  de  qne  la  enajenación  se  hiao  sin  conocí* 
miento  ni  annencia  del  Jnes  embargante  ni  del  acreedor  protegido  por 
«1  embargo; 

T  4^  La  doctrina  legal  qne  antorisa  la  misma  citada  sentencia  de  i  i 
de  Noviembre  de  4874,  y  qne  se  desprende  también  de  los  artícnlos  I3t 
y  433  de  la  ley  Hipotecaria,  de  qne  la  snbordinación  de  lassegnndu  hi- 
potecas á  la  sofíciencia  del  producto  del  inmueble  para*extingair  las 
responsabilidades  en  primer  término  aseguradas,  presupone  que  en  la 
venta  se  han  observado  las  solemnidades  y  seguido  para  realisarla  todos 
ios  trámites  legales  que  constituyen  otras  tantas  garantías  de  las  segun- 
das hipotecas,  y  los  artículos  9^,  ti,  18  y  43  de  la  instrucción  de  34  da 
Diciembre  de  4869,  reformada  en  25  de  Agosto  de  4874,  que  sefialaban 
trámites  esenciales  del  procedimiento  de  apremio  seguido  por  la  Ha- 
cienda contra  el  olivar  de  Peralta,  en  el  concepto  de  que  no  obstante  los 
vicios  sastanciales  del  procedimiento  con  que  la  cou  hipotecada  fué 
reducida  á  metálico  por  la  Hacienda,  se  decretaba  la  cancelación  de  la 
^ne  se  suponía  segunda  hipoteca  de  4865. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alii  y  Bonache: 
Considerando  que  las  hipotecas  sujetan  directa  é  inmediatamenta 
los  bienes  sobre  que  se  imponen  al  cumplimiento  de  las  obligaciones, 
para  cuya  seguridad  se  constituyen  cualquiera  que  sea  su  poseedor,  j 
pesan  siempre  sobre  ellos  mientras  no  se  extingan  por  alguno  de  loa 
medios  que  determina  el  derecho: 

Considerando  que  á  la  seguridad  del  crédito  de  8t.500  pesetas  qna 
contra  sí  tiene  D.  Miguel  Soliveres  á  favor  del  Vizconde  de  Villandran- 
do,  hipotecó  aquél  la  hacienda  de  su  propiedad  titulada  Concepción  da 
Peralta,  de  la  que  forma  parte  el  olivar  sobre  que  hoy  se  cuestiona,  so* 

Sn  escritora  de  30  de  Enero  de  4865,  que  fué  inscrita  en  el  Registro 
la  propiedad,  habiéndose  hecho  anotación  en  el  Registro  del  embargo 
^ue  de  toda  la  finca  se  hizo  en  la  ejecución  despachada  contra  Scliveraa 
por  incumplimiento  del  contrato: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  la  finca  Concepción  de  Peralta  j 
cada  una  de  las  partes  que  la  forman  quedó  afecta  á  la  hipoteca  volun- 
taria que  se  constituyó  en  la  escritura  de  que  se  ha  hecho  mérito,  y  4 
la  judicial  nacida  del  embargo  hecho  en  la  misma  finca,  siendo  respon- 
aable  al  cumplimiento  de  la  obligación  para  que  se  constituyó  en  hipo- 
teca, cualquiera  que  sea  su  poseedor: 

Considerando  que  la  venta  hecha  por  la  Hacienda  del  olivar  para  el 
cobro  de  dos  anualidades  de  contribuciones  atrasadas,  no  obstante  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  primero,  art.  SI8  de  la  ley  Hipot<)oaría,  en  nada 
alteró  la  naturaleza  de  la  obligación  que  pesaba  sobre  toda  la  finca  hi- 
potecada, ya  porque  no  se  puso  en  conocimiento  de  la  Autoridad  judt-> 
cial  qne  la  tenía  embargada  con  anterioridad,  ya  también  porque  la 
venta  no  se  hizo  propiamente  en  concepto  de  libre,  una  ves  que  en  la 
«scritnra  otorgada  al  efecto  se  dijo  que  en  cuanto  á  uargas  perpetuas  <^ 
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teapontles^  el  Tendedor  ee  remitít  á  lo  qoe  resolte  de  las  lomas  de  rm  • 
son  6  inseripeiones  en  ek  Registro  relativas  á  esta  fines,  y  aití  podo  y 
debió  enterarse  el  eomprador  del  gravamen  qoe  pesaba  sobre  la  finca 
qoe  compraba: 

Considerando  qoe  la  sentencia  recorrida «  desconociendo  coanto 
qoeda  expoeste,  infringe  el  art.  105  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  doctrina 
legal  qoe  se  invocan  en  el  motivo  S*  de  la  primera  parte  del  recorso: 

Considerando,  en  coanto  á  la  revocación,  qoe  estimada  la  demanda 
en  lo  qoe  se  refiere  á  la  subsistencia  de  la  bipoteca  que  pesa  sobre  la 
finca  vendida,  es  manifiesta  so  improcedencia,  ona  ves  que  la  inscrip- 
ción es  la  garantía  qoe  da  eficacia  y  valor  al  titulo  nara  perseguir  la 
finca,  rasóD  por  la  que  la  sentencia  recorrida,  ai  acordar  la  cancelación, 
infringe  el  contrato  escrítnrario  de  30  da  Eaero  de  1865,  y  la  ley  114, 
tít.  18,  Partida  3*,  qoe  se  alegan  en  el  segnndo  motivo  de  la  segunda 
parte  del  recorso; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  baber  logar  al  recorso 
de  casación  interpnesto  por  D.  Joan  Monedero  y  Monedero  como  bere* 
dero  fidociario  del  Yixconde  de  YilJandrando,  y  en  yn  virtud  casamos  y 
«uníamos  la  sentencia  que  en  6  de  Juliol'de  1883  dictó  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte ;  y  mandamos  qoe  se  devuelva 
al  reeorrente  el  depósito  constitoido.-*(Sentencia  publicada  el  4 1  de  Ja* 
niode  1881,  6  inserta  en  la  Gaesiií  de  SO  de  Setiembre  del  mismo  ano.) 
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ReeisrM»  áe  eassMl^D  en  Ut  forma  en  asunto  de  Ultra- 

>  (H  de  Juntada  n9i).^Sala  tercera.— Ejbcdción.— No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  D.  Ignacio  de  Herrera  con  Doña  Serafina  Montalvo  y 
otros  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

I*  Qui  aunque  en  tirtuide  la  deelaraeidn  dé  eoneurso  pierde  el  con- 
€mnúdo  su  personaliiad  jurídica  para  administrar  sus  bienes  y  cobrar 
loe  crédiios  que  ten§a  d  su  favor,  transmitiéndose  estas  facultades  al 
depositario  del  concurso,  seqün  el  art.  5t6  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
€ivU  vidente  en  Cuba,  y  después  d  los  síndicos,  quedando  también  suje- 
to por  regla  general  el  pago  de  las  deudas  á  dicho  juicio;  es  preciso  res- 
petar  la  excepción  que  establece  el  art.  \k\  déla  Uy  Hipotecaria  que 
rige  en  dicha  isla  ajwor  de  los  acreedores  hipotecarios,  según  la  cual 
cf  procedimiento  ejecutivo  promovido  por  éstos  no  puede  suspenderse 
por  la  declaración  de  concurso  y  es  Jue%  competente  para  conocer  da 
mquél  el  que  lo  sea  del  deudor; 

7 1^  Q,ue  denegada  por  esta  ratón  la  acumulación  del  juicio  ejecuti* 
«0  de  que  ee  trata  al  de  concurso  del  deudor,  y  seguido  aquél  con  inde- 
^tendencia  de  éste  en  cumplimiento  de  lo  que  ordena  la  ley^  no  puede 
legarse  al  deudor  ejecutado  contra  quien  te  dirige  el  procedimiento^ 
conforme  d  la  misma  ley,  personalidad  bastante  para  intervenir  en  este 
•uido^  sin  que  esto  obste  al  derecho  de  la  representación  del  concurso 
9ara  deducir  en  ellas  reclamaciones  que  estime  procedentes  ni  para  su 
Htación  é  intervención  en  el  miemo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  Junio  de  1881,  en  los  autos 
ectttivos  seguidos  en  el  Jusgado  de  primera  Instancia  del  distrito  del 
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Cerro  de  la  eiadtd  de  la  Habana  y  eo  la  Sala  de  lo  civil  de  la  AodieD- 
cía  de  8«  territorio  por  Doña  Serafina  MontalTO  y  Cárdenat,  Condesa 
de  Fernandina;  Doña  María  Josefa  de  MontalTO  y  Cárdenas,  Condesa 
▼inda  de  San  Fernando  de  Peñalver,  y  D.  Franelseo  Montalvo  y  Cárde- 
nas, en  el  concepto  de  herederos  de  Dofta  María  Josefa  de  Cárdenas, 
Marquesa  de  Almendares,  contra  p.  Ignacio  de  Herrera  y  O'FarrilU 
Marqués  de  Almendares,  propietario,  fecino  de  la  Habanat  pendiente 
en  este  Tribonal  Supremo  en  ?irtad  de  recurso  de  casación  por  qoe- 
brantamiento  de  forma,  interpuesto  por  el  eiecntado  y  sostenido  en  sa 
defensa  y  representación  por  el  Licenciado  D.  Rafael  María  de  Labra  f 
el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana;  babiendo  sido  defendida 
y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Narciso  de  Ola- 
ñeta  y  el  Procurador  D.  José  María  Agnirre: 

Resaltando  que  ocarrido  el  fallecimiento  de  Doña  María  Josefa  de 
Cárdenlas  y  Veytia,  Marquesa  de  Almendares,  y  con  mativode  sn  tes- 
tamentaría celebraron  una  transacción  so  vindo  D.  Ignacio  de  Herrera 
y  0*Farrill,  Marqués  de  Almendares  y  los  hijos  y  herederos  de  aquéllo» 
habidos  en  sn  primer  matrimonio,  en  la  qae  el  primero  se  reconoci6 
dendor  de  cierta  cantidad  por  capital,  gananciales  y  oíros  de  sn  espo<» 
sa,  comprometiéndose  á  pagar  á- dichos  herederos  en  la  forma  y  platos 
T  con  los  intereses  qne  en  el  citado  conTenío  estipularon,  así  como  á 
hipotecar  á  la  segnridad  de  esta  obligación  el  ingenio  de  sn  propiedad 
titniado  Unión,  sito  en  el  partido  de  Nneva  Pas,  jnrisdicción  de  Güi- 
Bes,  con  cuanto  al  mismo  correspondiera: 

Resultando  que  por  anto  de  20  de  Abril  de  4881  fué  declarado  en 
estado  de  concorso  D.  Ignacio  de  Herrera  y  YeYtia,  Marqués  de  Almen- 
dares, acordándose  el  embargo  de  todos  sos  bienes  y  la  ocupación  de 
aos  libros  y  papeles;  y  aprobado  jndicialmente  el  convenio  transacción 
anteriormente  referido,  fué  reqoerido  el  Marqués  de  Almendares  jodi- 
cialmente  para  que  dentro  de  segundo  día  otorgase  la  escritura  hipo- 
tecaria del  ingenio  Unión,  bajo  apercibimiento  oe  que  de  no  hacerlo  la 
otorgaría  el  Justado  en  su  nombre,  como  así  se  efectuó  en  27  de  Julio 
siguiente,  constitUYcndo  el  Juea  por  ella  al  citado  Marqués  en  deudor 
líquido  de  los  herederos  de  Doña  María  Josefa  de  Cárdenas  por  la  sama 
de  4SS.300  pesos  en  ozas  de  oro  del  cufio  español,  con  obligación  de  aa» 
tisfacerlas  sin  descuento  alguno  en  la  forma  que  se  expresó,  y  conaií- 
tuyendo  hipoteca  especial  y  Tolnntaría  sobre  el  ingenio  Unión,  eon  to- 
du  sus  pertenenciu: 

Resultando  que  con  la  primera  copia  de  esta  escritura  dedujeron  loa 
herederos  de  Doña  María  Josefa  de  Cárdenas  en  Si  de  Octubre  del 
mismo  año  la  demanda  ejecutiva  objeto  de!  pleito  contra  D.  Ignacio  de 
Herrera,  Marqués  de  Almendares,  reclamándole  la  suma  debida  que  ga- 
rantizaba el  ingenio  hipotecado,  y  despachada  la  ejecución  se  requirió 
de  pago  al  ejecutado,  y  no  habiéndolo  efectuado,  se  embargó  el  ingenio 
Unión,  de  cqyo  embargo  se  tomó  rasón  en  el  Registro  de  la  propiedad; 

Resultando  que  citado  de  remate  el  Marqués  de  Almendares,  se  opn- 
80  á  la  ejecución  y  solicitó  además  la  acumulación  de  los  autos  ejecuti* 
▼08  á  los  de  concurso,  toda  ves  que  declarado  éste  earecía  de  persona* 
lidad  para  ejercitar  ningún  acto  de  dominio  ni  de  administración,  pro- 
testando de  que  en  caso  de  no  acceder  á  sn  solicitud  utilisaría  la  excep- 
ción de  falsedad  civil  del  titulo  en  que  se  fundaba  la  ejecución,  porque 
no  tenía  el  Juea  aptitud  para  el  otorgamiento  de  aquella  escritura  á 
cauu  de  la  declaración  anterior  del  estado  de  concurso,  ni  había  podi- 
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do  haearse  sino  en  el  jaicio  corraipondienle,  porqoe  el  convenio  tran- 
stoeión  no  les  daba  derecho  sino  de  pedir  en  esta  forma  la  constitoeión 
de  la  hipoteca: 

Resaltando  que  el  Jnex  por  sentencia  de  14  de  Bnero  de  1881  decla- 
ró sin  logar  la  pretendida  acomolación,  fandándose  en  qae  el  jnicio 
ejecutivo  tenía  so  apoyo  en  nn  títnlo  hipotecario  en  el  qne  se  habían 
llenado  los  requisitos  de  pago  de  derechos  é  inscripción  en  el  Re|;isiro« 
'  por  cuya  razón  la  marcha  del  juicio  no  podía  parausarla  el  aniversal 
de  concurso,  según  previene  el  art.  147  de  la  ley  Hipotecaria,  y  en  qae 
no  era  de  aquel  lagar  el  disentir  la  validez  ó  nulidad  del  lítalo  en  que 
te  fundaba  la  ejecución,  sino  del  fondo  de  la  misma  ejecución: 

Resultando  que  seguida  la  sustanciación  de  los  autos  sin  que  contra 
la  anterior  resolución  se  utilizara  recurso  alguno,  se  dictó  por  el  Jaes 
sentencia  de  remate  en  S9  de  Abril  de  i88S,  que  fué  confirmada  por  la 
Sala  de  lo  civir  de  la  Audiencia: 

Resultando  qne  D.  Ignacio  de  Herrera  y  O'Parrill,  Marqués  de  Al* 
mendares,  interpnso  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, citando  como»  iiifringido  el  art.  5S6  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  fundado  en  el  nüm.  2^  de  la  ley  de  Casación  vigente  en  aquella 
isla. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Ángulo: 

Considerando  qne  aunque  en  virtud  de  la  declaración  de  concurso 
pierde  el  concnrsido  su  personalidad  jurídica  para  administrar  sus  bie- 
nes y  cobrar  los  créditos  oue  tenga  á  su  fHVor,  transmitiéndose  estás 
facultades  al  depositario  del  concurso,  según  el  art.  526  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba,  y  después  á  los  síndicos,  que- 
dando también  sujeto  por  regla  general  el  pago  de  las  deudas  á  dicho 
jaicio,  es  preciso  respetar  la  excepción  que  establece  el  art.  141  de  la 
ley  Hipotecaria  que  rige  en  dicha  isla  á  favor  de  los  acreedores  hipote- 
carios» según  la  cual  el  procedimiento  ejecutivo  promovido  por  éstos 
no  puede  suspenderse  por  la  declaración  de  concurso  y  es  Juea  compe- 
tente para  conocer  de  aquél  el  que  lo  sea  del  deudor: 

Considerando  que  por  esta  razón  fué  denegada  la  acumulación  del 
juicio  ejecutivo  de  qne  se  trata  al  de  concurso  del  deudor,  y  seguido 
rquél  con  independencia  de  éste  en  cumplimiento  de  lo  que  ordena  la 
ley,  no  puede  negarse  al  deudor  ejecutado  contra  quien  se  dirige  el 
procedimiento,  conforme  á  la  misma  ley,  personalidad  bastante  para 
intervenir  en  este  jnicio,  sin  qne  esto  obste  al  derecho  de  la  represen- 
tación del  concurso  para  deducir  de  él  las  reclamaciones  que  estime 
procedentes  ni  para  su  citación  é  intervención  en  el  mismo,  lo  cual  no 
se  ha  solicitado  ni  es  objeto  del  recurso: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  no  existe  la  falta  de  personali  - 
dad  que  se  atribuye  á  sí  mismo  y  alega  el  recurrente  como  único  fun- 
damento del  recurso,  y  que  tampoco  ha  sido  infringido  el  art.  5S8  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba,  que  en  él  se  cita; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
carso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Ignacio  de  Herrera  y  0*Parrill,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  cos- 
tas y  pérdida  del  depósito  que  ha  constituido,  que  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Aodiencia  de  la  Habana  la  certificación 
correspondiente. — (Sentencia  publicada  cM  i  de  Junio  de  1884,  é  io- 
eerta  en  la  Gaesia  de  45  de  Noviembre  del  mismo  aho.) 


Digitized  by  VjOOQ IC 


430  j0Rismn>iiiGiA  cito.. 


261 


Neearso  ée  ^tMmelén  (f  f  ie  Junio  d$  IS8l).~Sal4i  Uraré. — 
Liquidación  db  cuintas.^  No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Gán-  - 
dido  Bascunes  con  D.  Bernardo  García  (Aadiencia  de  Madrid),  y  se  re- 
saeive: 

1^  Qns  $1  árt,  HM  di  la  ley  di  EnjuicüimiinUf  eivü  diclarn  fu$pétrm 
$%so€ndir  %n  pleito  en  el  estado  en  qm  u  halle  es  necesario  qno  s€  en^ 
Mié  aeeión  criminal  sotUniendo  la  faleedad  de  •«  docnmenio  qmo 
putda  ser,  de  injlnenda  notoria  en  el  fliiffli^,  correspondiendo  decUurar 
la  tnspensión  al  Jnet  que  eonotca  de  la  causa: 

1®  Que  tegún  disponed  art,  1689,  el  recureo  di  eaeaciénpor  infrac- 
ción de  ley  tiene  lugar  contra  las  sentencias  definitioas  y  las  rsiolucio- 
nes  di  incidentes  que  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible  su 
continuación; 

F3^  Que  si  los  autos  promovidos  tienen  co9U>  fundamento  loe  artícu- 
los 497  y  501  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cioH^  el  priwuro  como  prs^ 
paración  para  entablar  el  juicio  ordinario,  y  el  segundo  que  estaUsu  la 
reeponsaíilidad  en  que  incurre  el  que  sin  causa  fusta  ss  niega  á  imcor 
la  exhibición  que  aquél  ordena^  y  declara  que  loe  daños  y  perjuicios 
que  se  sigan  por  la  negativa  se  podrdn  reclamar  juntamente  con  la  eU 
manda  principal^  es  evidente  que  la  denegación  de  exhibición  de  lihros 
para  reclamar  una  liquidación  de  cuentas  no  hace  impoeible  U  iníCT" 
posición  de-la  demanda  en  los  términos  que  ordiua  dicho  art.  604. 

ResQltaodo  qoe  D.  Cándido  Bascónos  aendid  al  Josgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Centro  pretendiendo,  con  objeto  de  promoTer 
vn  juicio  de  liquidación  de  cuentas,  que  se  requiriese  á  D.  Bernardo 
García,  Director  propietario  del  periódico  Za  Discueión^  qoe  le  había 
cedido  la  mitad  de  la  propiedad,  para  que  pusiera  de  manifiesto  los  li- 
bros 7  documentos  pertenecientes  á  la. época  en  que  Bascones  fué  Ad- 
ministrador del  periódico,  á  fin  de  que  se  testimoniasen  los  particnUr 
res  que  designaría:  que  asi  acordado  y  practicadu  variu  dillgenciaa 
sin  resultado,  el  D.  Cándido  Bascones  en  14  de  Noriembre  de  I88t  for* 
iralixó  demanda  incidental  previa  para  que  se  declarase  que  D.  Bar- 
nardo  García  se  había  opuesto  sin  invocar  justa  causa  para  ello  á  la  ex- 
hibición del  libro  de  cuentas  que  se  le  había  ordenado,  y  en  sn  conse- 
enencia  que  sin  perjuicio  de  otras  acciones  covo  ejercicio  pudiera  pro- 
mover el  demandante,  era  responsable  de  los  daños  jr  perjuicios  qne  tu 
infundada  oposición  hubiera  inferido  á  Bascones  en  la  cuantía  que  éste  • 
acreditase  en  el  correspondiente  juicio,  con  expresa  condena  da  eostu 
del  incidente: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Bernardo  García,  lo  evaenó 
pretendiendo  te  le  absolviese  de  la  demanda,  para  lo  que  axpaso,  en- 
tre otras  considersciones,  qoe  siempre  había  estado  dispuesto  á  exhibir 
los  comprobantes  relativos  á  la  admioístraclón  del  periódico;  y  recibido 
el  incidente  á  prueba  y  practicadas  las  qoe  las  partes  propusieron  por 
medio  de  posiciones  y  testigos,  el  Joex  de  primera  instancia  por  sen- 
tencia de  t  de  Mano  de  4883  absolvió  á  D.  Bernardo  García  de  la  de- 
manda incidental  interpuesta  por  D.  Cándido  Bascones: 
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^soi  tspteiaUs  qu0  señala  el  núm.  T  del  art,  Í69íd4laley  de  Bniwi^ 
4¡iamiento  civiU 

S®  Qtt#  no  ion  estimables  los  motivos  de  easaeión  g%e  se  alegan  sólo 
faciendo  supuesto  de  la  dificultad  y  sustituyendo  el  criterio  del  r#eti- 
trente  al  consignado  por  la  Sala'j 

7  3®  Que  para  que  sea  aprectable  el  error  de  hecho  que  se  aUgue  hsL 
4e  resultar  de  actos  ó  documentos  auténticos  demostrativos  de  una  evi*^ 
dente  equivocación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  ii  de  Jonio  de  1884,  en  loi  pleitos 
aegoidos  en  el  Jozgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Beltrin 
de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del 
mismo  territorio  por  Doña  Antonia  Herrero,  de  aquella  vecindad,  con 
D.  Ignacio  Jaumandreu,  propietario,  de  la  misma  vecindad,  sobre  pago 
de  cantidades  procedentes  de  obras,  é  indemnización  de  danos  y  per- 
juicios; autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  Doña  Antonia  Herrero 
por  el  Procurador  D.  Mariano  Vivar,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
D.  Juan  Fernández  Ruiz,  habiendo  representado  y  defendido  i  lao- 
mandreu  el  Procurador  D.  Antonio  Arana  y  Morayta  y  el  Licenciado 
D.  Luis  Martorell  y  Rovira: 

Resaltando  que  en  22  de  Enero  de  1882  Doña  Antonia  Herrero,  via* 
da  de  D.  José  Pérez,  dedujo  demanda  contra  D.  Ignacio  Jaumandreo, 
en  la  que  se  expuso  que  en  el  ano  de  1875  el  demandado  dio  en  arrea- 
^lamiente  al  Pérez  dos  tiendas  almacenes  de  la  casa  núm.  2  de  la  ram- 
bla de  Santa  Móniqa  de  la  ciudad  de  Barcelona  por  el  precio  mensual 
4e  650  pesetas,  para  instalar  en  ella  una  tienda  de  pelnqueria  y  otra 
^e  cervecería;  y  el  Pérez,  previo  consentimiento  y  de  acuerdo  con  el 
demandado,  procedió  á  verificar  todas  las  obras  necesarias  ¡mra  que  las 
mencionadas  tiendas  quedaran  en  disposición  de  servir  al  oso  que  las 
destinaba,  inviniendo  en. ellas  la  suma  de  10.883  pesetas  36  céntimos, 
según  aparecía  de  los  recibos  presentados  en  autos,  á  más  de  otras  can- 
tidades de  menos  consideración  que  no  podía  fijar  en  aquel  momento; 
que  por  muerte  de  dicho  Pérez  quedó  su  esposa  Doña  Antonia  Herrero 
repuesta  en  su  tugar  continuando  ambos  negocios  de  cervecería  y  pe- 
luquería, siendo  reconocida  como  inqailina  por  Jaumandreu,  hasta  que 
á  últimos  del  año  de  1879  decidió  concretarse  auna  sola  industria,  á 
«uyo  efecto  después  da  consultar  y  obtener  el  consentimiento  del  pro- 
pietario ajustó  conD.  Juan  Pucbette  el  traspaso  de  la  cervecería  en 
17.500  pesetas;  que  posteriormente  fué  citada  ajuicio  de  desahucio  por 
falta  de  pago  de  ios  alquileres,  cuando  sólo  habían  transcurrido  siete 
días  del  trimestre  en  que  debía  ser  satisfecho  y  tramitada  el  desahucio 
con  toda  urgencia,  se  procedió  al  lanzamiento,  en  cuyo  seto  se  hizo 
constar  á  instancia  de  Doña  Antonia  Herrero  que  varios  objetos  de  la 
tienda  como  vidrieras,  puertas  y  fachada  eran  de  su  propiedad,  y  ha- 
•biéndose  opuesto  Jaumandreu  tanto  á  su  extracción  como  á  su  abono 
por  formar  parte  del  edificio,  se  dejó  á  salvo  el  derecho  de  cada  intere- 
sado; que,  como  al  siguiente  día  del  lanzamiento  entró  en  la  casa  el 
D.  Juan  Puchette,  esto  es,^  el  mismo  que  había  ajustado  el  traspaso  del 
local  mediante  47.500  pesetas  en  la  parte  de  cervecería,  era  de  creer 
que  obrando  de  acuerdo  dicho  Puchette  con  el  propietario  Jaumandrea 
realizase  el  lanz^imiento  como  á  medio  de  burlar  á  Doña  Antonia  Ho- 
.  rrero,  obteniendo  aquél  por  menos  precio  lo  que  deseaba  y  percibiendo 
4ste  lo  que  correspondía  ala  familia  Pérez,  puesto  que  habían  pagado 
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ÍíOT  todo  lo  qoe  pidió  se  le  absolviera  de  la  demanda  con  imposición  4 
a  demandante  de  silencio  y  caliamiento  perpetno  y  el  pago  de  todas 
las  costas,  y  qne  teniendo  ala  vez  por  propuesta  la  reconyención  se 
condenara  así  bien  á  dicha  demandante  al  pago  de  la  cantidad  de  4.950^ 
pesetas  por  el  importe  de  on  trimestre  de  alquiler  qne  quedó  adon^ 
dando,  con  los  intereses  legales  desde  el  dU  1°  de  Enero  de  1880  qoe 
debió  satisfacerle,  el  importe  de  las  eostasdel  joicio  de  desahucio  y  de 
todos  los  d&ños  y  perjuicios  qoe  ocasionó  por  ii  ó  por  otros  en  los  lo- 
cales arrendados  en  la  cantidad  de  1.695  pesetas,  ó  á  aquella  otra  ma- 
yor ó  menor  que  se  justifique  dorante  el  joicio: 

Resaltando  qne  en  el  escrito  de  réplica  la  demandante  rechasó  por 
inexactos  los  hechos  s^.ntados  por  el  demandado  en  su  contestación  y 
reconvención,  y  pidió  que  se  fallase  como  tenía  solicitado  en  su  do> 
manda,  y  que  se  rechazara  la  reconvención;  y  el  demandado,  al  dupli- 
car, insistió  en  la  pretensión  deducida  en  su  contestación: 

Resultando  qoe  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  practicadas  las  pro- 
puestas por  Ixs  partes,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia, 
en  30  de  Dicietribre  de  488S,  absolviendo  á  D.  Ignacio  Janmandreo  de 
la  demanda  interpuesta  contra  el  mismo  por  Doña  Antonia  Herrero,  de- 
clarando haber  logar  á  la  reconvención  formulada  contra  la  referida. 
Herrero,  condenó  a  ésta,  en  los  conceptos  por  qoe  había  comparecido, 
á  satisfacer  al  ei presado  D.  Ignacio  Janmandreo  la  cantidad  de  1.695- 
pesetas,  importe  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  sí  y  por  otros  oca- 
sionó en  los  locales  de  su  propiedad,  y  i  satisfacer  igualmente  el  de  loa 
alquileres  qoe  le  pagó,  el  de  los  intereses  legales  de  éstos  desde  la  in- 
terposición de  la  demanda  y  el  de  las  costas  del  desahucio;  no  haciendo 
especial  condenación  de  costas  respecto  las  de  este  joicio;  y  admitida  la 
apelación  interpuesta  por  Doña  Antoniv Herrero,  la  Sala  segundado  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  sentencia  de  ti  de  Junio  de  4883, 
confirmó  la  apelada,  menos  en  cuanto  condena  á  Doña  Antonia  Herrero- 
i  satisfacer  á  D.  Ignacio  Janmandreo  las  costas  del  joicio  da  desahocio, 
en  coya  parte  la  revocó  declarando  no  procedía  el  pago,  sin  hacer  es- 
pecial condenación  de  costas  de  las  de  segunda  instancia: 

Resultando  qoe  por  parte  de  Dcña  Antonia  Herrero  se  interpuso  re- 
corso  de  casación,  por  haberse  en  su  concepto  cometido  las  infraccio- 
nes contenidas  en  los  sigoientes  capítulos: 

i'  Qoe  la  sentencia  recurrida,  al  absolver  de  la  demanda  i  D.  Igna- 
cio Jaomandreu,  haciendo  prosperar  la  excepción  de  pacto  propuesto 
por  éste,  incurre  en  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  prueba» 
practicadas  acerca  de  este  extremo,  infringe: 

4*  Las  leyes  H9  y  1 1 4  del  tít.  18,  Partida  3^  que  exigen  para  la  va- 
lidez de  un  docnmento  privado  qoe  lo  haya  escrito  ó  mandado  hacer  el 
mismo  contra  quien  se  presente  y  qoe  sea  reconocido  por  éste  y  se  prne-^ 
be  qoe  se  biso  por  so  mandato,  doctrina  consignada  por  sentencias  do 
este  Tfibonai  Sopremo  de  48  de  Marzo  y  4S  de  Jonio  de  t867:  ^ 

*  %^  La  ley  S^  tíi.  t^.  Partida  3*,  qoe  establece  que  la  confesión  he-  m 

cha  en  juicio  constituye  prueba  plena  contra  el  confesante:  -^ 

3*  El  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  cuanto  ordena  que  r 

los  Tribunales  apreciarán  la  fuerza  probatoria  de  los  testigos  conforme 
á  las  reglas  de  la  sana  crítica;  el  principio  de  ceñir adieción,  según  et 
e%al  nna  cosa  no  puede  ser  y  no  ser  al  mismo  tiempo,  y  la  regla  de  her-^ 
menéutica,  según  la  cual  lae  pélahree  deben  entenderte  llanamente  y- 
etmo  inena%\ 
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i^  La  ley  S3  del  DifieHo refiuliijurit,  y  la  1%  til.  \0  de  )a  Novíftíma 
ReeopilaciÓD»  en  cnanto  al  establecer  qoe  los  pactos  deben  compürse 
en  eoalqnier  manera  qne  se  hayan  construido,  poes  suponen  siempre  la 
existencia  real  y  repetida  del  pacto  ó  contrato,  según  lo  declarado  re- 
petidisimas  veces  por  este  Tribunal  Supremo: 

2^  Que  la  sentencia  incurre  también  en  error  de  derecho  al  apreciar 
las  pruebas  practicadas  relativamente  á  las  mejoras  hechas  por  Pérez 
en  los  locales  que  le  fueron  arrendados,  y  á  la  responsabilidad  de  Jan- 
mandren  de  indemnizarse  su  importe,  y  bajo  este  concepto  infringe: 

4*  £1  art.  659  antes  citado  con  otro  motivo  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  la  regla  de  sana  crítica  relacionada  con  el  que  prescribe 
cqne  las  palabras  deben  entenderse  siempre  de  modo  que  formen  sen- 
tido v  tengan  efecto;»  la  ley  i\  tít.  U«  Partida  Z\  en  cuanto  define  la 
prueba  diciendo  que  es  averi|;uam¡ento  que  se  hace  en  juicio,  y  la 
ley  16,  tft.  2S  de  la  misma  Partida,  en  cuanto  ordena  que  afincadamen- 
te debe  catar  el  juzgador  quó  cosa  es  aquella  sobre  que  contienden  las 
partes  ante  él  en  juicio: 

S®  El  principio  jurídico,  según  el  cnal  el  arrendador  está  obligado  i 
poner  la  cosa  arrendada  en  condiciones  de  que  sirva  á  los  fines  del  con* 
trato: 

3^  La  ley  24,  tit.  8^,  Partida  5%  que  Impone  al  dueño  de  la  finca  la 
obligación  de  indemnizar  las  mejoras  hechas  por  el  arrendatario;  que  la 
Sala  sentenciadora,  apreciando  que  no  se  ha  justiScado  la  necesidad  y 
utilidad  de  dichas  obras,  infringe  las  regUs  de  crítica  racional  y  dispo- 
siciones legales  en  orden  á  la  prueba  que  se  ha  citado,  é  infringe  ade- 
más por  el  mismo  concepto,  absolviendo  de  la  demanda  á  Jaomandreu, 
la  ley  de  Partida  que  manda  aj  dueño  de  la  finca  indemnizar  las  mejoras 
hechas  por  el  arrendatario: 

3®  Infringe  además  la  sentencia  recurrida  al  apreciar  la  prneba  be- 
cha  6D  autos  respecto  á  la  indemnización  demandada  por  Doña  Antonia 
Herrero,  por  haber  sido  desahuciada  de  la  finca  coando  tenía  concertado 
eoB  D.  Juan  Puchette.el  traspaso  de  los  locales  con  el  conocimiento  del 
dueño;  primero»  las  mismas  reglas  de  «ana  crítica  y  disposiciones  lega- 
les que  se  han  citado  como  infringidas  en  el  núm.  t^  del  capitulo  ante- 
rior; segundo,  el  principio  generalde  derecho  según  el  cual  debe  pechar 
él  daño  aquel  qu$  lo  causó: 

4^  Que  la  sentencia  recurrida»  al  condenar  á  Doña  'Antonia  Herrero 
ti  pago  á  Janmandreu  da  1.605  pesetas  á  título  de  daños  y  perjuicios 
por  los  desperfectos  y  destrozos  causados  en  los  locales  la  víspera  del 
lanzamiento,  apreciando  la  prueba  practicada  sobre  este  extremo,  in- 
fringe: primero,  el  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  cnanto 
al  apreciar  la  prueba  testifical  no  se  ha  ajustado  la  Sala  sentenciadora 
en  la  regla  de  sana  critica  «que  los  testigos  veraces  y  sin  tacha  sean 
creídos  en  juicio,»  ni  á  la  que  prescribe  que  «el  testimonio  pericial  ó 
interesado  debe  ser  desatendido,»  infringiendo  ambas  reglas,  como 
igualmente  la  de  que  «la  liquidación  de  perjuicios  cuando  exige  cono- 
cimientos periciales,  sólo  puede  hacerse  por  peritos  en  el  arte  y  no  por 
simples  testigos;  segundo,  el  principio  general  de  derecho  según  el  que 
da  culpa  de  uno  no  empece  a  otro  que  no  tiene  en  ella  parte.» 
Yistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 
Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  para  absolver  á  D.  Ignacio 
Janmandreu  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Doña  Antonia  He- 
rrero y  para  condenar  á  ésta  en  méritos  de  la  reconvención  de  aquél. 
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86  fonda  en  el  estudio  comparativo  de  las  proebas  respectivas  de  las 
partes,  contra  caya  apreciación  como  atribución  peculiar  y  exeloiiva 
de  la  Sala,  no  procede  la  casación,  sino  en  los  casos  especiales  que  se- 
ñala el  núm.  V  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que 
por  consiguiente  no  infringe  la  sentencia  las  leyes  y  doctrinas  que  res* 
peciivamente  se. citan  en  cada  uno  de  los  cuatro  llamados  capítulos  en 
que  se  tubdivide  el  recurso,  porque  no  se  comete  en  dicha  apreciacidn 
error  alguno  de  derecho  ni  de  hecho:  de  derecho,  en  atención  i  que  sólo 
haciendo  supuesto  de  la  dificultad  y  sustituyendo  el  eriterio  del  reea^ 
rrenle  al  consignado  por  la  Sala,  podrían  invocarse  como  infringidas 
las  leyes  que  se  citan,  y  tampoco  error  de  hecho,  porque  para  que  éste 
sea  spreciable  ha  de  resultar  de  actos  ó  documentos  auténticos  demos 
trativos  de  una  evidente  equivocación,  y  ninguno  de  los  errores  qoess 
denuncian  se  encuentra  en  ese  caso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Antonia 
Herrero,  á  la  que  condenamos  en  las  costas;  líbrese  la  correspondiente 
certi6:ación  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  del  aponía- 
miento. — (Sentencia  publicada  el  14  de  Junio  de  4884»  ó  inserta  en  ia 
Oaceía  de  20  de  Setiembre  del  mismo  año.) 


263 

ICecurso  d«  casación  {\%de  Junio  de  1884).-^Sa/«  pritMra. — 
Tercería  de  dominio.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Teresa 
Ptóii  con  D.  Riuión  Peiegrín  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

I*'  Que  no  iufrifige  la  ley  del  contrato,  la  KM,  tit,  18,  Partida  3*,  f 
la  doctrina  que  establece  que  los  documentos  públicos  revestidos  d€  10- 
das  las  solemnidades  legales  llevan  en  si  la  presunción  de  valide»  mie«- 
íras  no  se  juslijíque  su  falsedad  ó  nulidad,  y  tienen  toda  lafu/eriUíL  pir^ 
baíoria  que  á  los  de  su  clase  concede  la  expresada  ley,  la  seniendm 
que  no  deíconoce  la  validez  y  eficacia  de  unas  escrituras  públicas^  li- 
mitándose á  negar  que  puedan  servir  de/undamento  á  la  acción  efer^ 
citada  por  la  tercerista: 

2*  Que  siendo  de  dominio  la  tercería  promovida  por  una  muj$r  e«* 
sada,  reclamando  como  de  su  exclusiva  propiedad,  por  razón  de  doté 
estimada  que  no  causa  venta^  los  bienes  embargados  á  su  marido; /UU'- 
dándose  la  sentencia  al  desestimar  la  demanda  en  que  no  s$  ka  acndi  - 
lado  el  dominio  ni  la  identidad  de  las  cosas  pedidas ^  y  en  que  además  íes 
dote  tiene  carácter  de  confesada,  son  inaplicables  y  no  han  podiio  t«* 
fringirse  las  leyes  7*,  19  y  26.  til.  41,  Partida  4»;  21,  tiL  41,  ParU- 
da  '6*,  doctrina  de  derecho  consignada  por  Antonio  6ótne%  al  ssUsdiar 
las  leyes  de' Toro,  según  la  cual,  en  caso  de  insolvencia  del  marido  Im* 
ne  derecho  la  mujer  á  reclamar  como  propios  sus  bienes  dótales  ssti  - 
mados  con  preferencia  á  los  demás  acreedores;  jurisprudencia  senteulm 
por  el  Tribunal  Suf^remo  en  que  se  establece  que  la  doctrina  de  que  la 
dote  confesada  no  tiene  fuerza  más  que  para  perjudicar  al  maridOy  sólo 
puede  entenderse  legal  y  generalmente  admilida  cuando  haya  motiva 
fundado  para  creer  que  la  confesión  se  hito  en  fraude  de  terceros  tfil#- 
resados,  y  la  doctrina  según  ¡a  cual  para  que  la  mujer  pueda  go%ar  isl 
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Imefeio  de  pniaeián  qué  ios  Uyet  la  conceden  reepecto  de  la  dote  sobre 
l9$  bienes  del  marida,  m  concurrencia  con  oiroe  acreedores^  es  necesa" 
rio  qne  haga  constar  Kaberla  aportado  al  matrimonio  y  que  dicho  su 
marido  la  haya  recibido;  las  cuales^  atendida  la  naturaleza  de  los  bie- 
mes  muebles  de  que  se  trata,  sólo  podrían  tenerse  en  cuenta  entablada 
fue  fuese  la  dewutnda  de  tercería  de  preferencia; 

73^  Que  si  la  Sala  sentenciadora  debiera  atenerse  al  resultado  de  la 
prueba  testifical,  seria  ilusoria  la  facultad  que  exclusivamente  la  CO' 
rresponde  para  apreciar,  teniendo  en  consideración  las  circunstancias 
personales  de  los  testigos,  la  fuerta  probatoria  de  sus  declaraciones ^  sin 
aira  limitación  que  las  reglas  de  la  sana  crítica. ' 

Bd  )a  Tilla  7  corle  de  Madrid,  á  16  de  Junio  de  i88i,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Jaxgado  de  primera  ioetaneia  del  distrito  del  Hospital  y 
en  la  Sala  segonda  de  lo  eivil  de  la  Aadieneia  de  esta  eorte  por  Doña 
Teresa  Peón  y  Tomás,  de  esta  Teeindid,  con  D.  Ramón  Pelegrín  y  Sal- 
▼eñs,  jornalero,  vecino  también  de  esta  corte,  y  con  los  estraiios,  en 
representación  de  D.  Antonio  Capelo  y  Sáncbés,  sobre  tercería  de  do- 
miolo  de  varios  carroajes  y  caballos,  pendiente  en  este  Tribunal  Su- 
premo en  virtud  de  reourso  de  casación  por  infracción  de  ley  inter- 
puesto por  el  Licenciado  D.  Mariano  Aynso  y  el  Procurador  D.  Felipe 
Cano  y  García,  en  defensa  y  representación  de  Doña  Teresa  Peón,  ha- 
biendo sido  defendido  y  representado  en  este  recurso  D.  Ramón  Pele- 
grín por  el  Licenciado  D.  Jaan  Ruvira  y  el  Procurador  D.  Luis  Soto: 

Resultando  que  Doña  Teresa  Peón  y  Tomás  contrajo  matrimonio 
eivil  en  ti  de  Setiembre  de  187S  con  D.  Antonio  Capelo  y  Sánches, 
qvieo  en  escritora  pública  otorgada  en  esta  corte  en  6  de  Agosto  del 
mismo  año  se  obligó  á  otorgar  escritura  de  haber  dotal  y  capital  de 
aquella  y  de  so  hijo  D.  José  Rodríguez  Peón,  habido  en  su  primer  ma- 
trimonio con  D.  Esteban  Rodríguez,  tan  pronto  como  terminase  el  plei- 
to que  la  misma  seguía  con  D.  José  Anguita  sobre  propiedad  de  bienes; 
j  por  otra  escritora  de  10  de  Febrero  de  1881  confesó  Capelo  haber 
recibido  de  su  mujer  Doña  Teresa  Peón,  en  concepto  de  dote  con  esti- 
maeióo  que  no  causa  ventas,  varios  bienes  muebles  y  efectos,  entre 
ellos  un  lando  de  dos  capotas  y  tres  carretelas,  una  de  ellas  de  suspen- 
sión, un  tronco  de  caballos  tordos,  otro  de  trigueros,  otro  de  yeguas 
castañas  y  otro  de  tordas,  cuatro  troncos  de  guarniciones  doradas,  dos 
de  plaqué  y  una  limonera;  todos  cuyos  efectos  se  obligó  Capelo  á  tener 
eomo  dote  de  su  mujer,  sin  poderlos  sujetar  á  sus  obligaciones  partica- 
laras: 

Resultando  que  D.  Ramón  Pelegrín  promovió  autos  ejecutivos  con- 
tra D.  Antonio  Capeloy  obtuvo  el  embargo  de  diferentes  bienes,  entre 
ellos,  de  varios  caballos,  carruajes,  guarniciones,  libreas  y  muebles  que 
se  especifican  y  detallan  con  ana  cualidades  y  signos  característicos;  á 
ooBseeoencia  de  cuyo  embargo  dedujo  Doña  Teresa  Peón  y  Tomás 
•o  18  de  Mayo  de  1881  la  demanda  que  ha  dado  origen  al  presente 
pleito,  con  la  solicitud  de  que  se  declarase  que  los  bienes  embargados 
i  D.  Antonio  Capelo  por  D.  Qamón  Pelegrín  son  de  su  exclusiva  pro- 
piedad, eomo  pertenecientes  á  su  dote  estimada  que  no  causa  venta, 
disponiendo  que  se  alzase  el  embargo  de  ellos  y  se  suspendiese  el  pro- 
eedimiento  de  apremio,  alegando  al  efecto  que  al  contraer  matrimonio 
con  Capelo  no  pudieron  determinarse  los  bienes  que  aportaban  en  dote 
eomo  de  so  propiedad  exclusiva,  porque  tenía  un  hijo  de  menor  edad. 
liabido  en  su  primer  matrimonio  con  D.  Esteban  Rodríguez,  y  se  ha- 
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llab&  aún  pendiente  on  pleito  qae  segoít  eon  D.  José  AogaiU;  qae  ea 
esU  sitaación  y  queriéndolo  hacer  constar  en  so  día  y  cau  oportaoos, 
sa  marido  D.  Antonio  Capelo  se  obligó  en  escritora  de  6  de  Agosto 
de  487t,  anterior  á  so  matrimonio,  á  otorgar  carta  de  doto  estimada  tn 
so  favor  loego  qoe  se  terminara  el  pleito  con  Angoita;  qoe  terminado 
este  pleito  y  habiendo  resaltado  qoe  á  so  hijo  D.  José  Rodrigóos  oo  le 
correspondían  bienes  algonos,  otorgó  so  marido  D.  Antonio  Capelo  otra 
escritora  de  fecha  10  de  Febrero  de  aqnel  aiko  1881,  en  ia  qoe  so  eoo- 
fesó  qne  tenia  recibidos  con  anterioridad  de  so  esposa  la  demaodanio 
los  bienes  qoe  se  expresaron  en  la  escritora  en  calidad  do  dote  estima* 
da  qne  no  cansa  venta,  declarando  la  entrega  cierta  y  renonciando  la 
proeba  en  contrarío,  y  comprometiéndose  además  a  tener  el  importe 
de  los  efectos  y  metálico  relacionados  en  la  escritora  como  de  la  exeto  • 
siva  propiedad  y  dótales  estimados  de  so  mujer,  sin  qoe  en  ningiin 
tiempo  los  podiera  sojetar  á  sos  deodas  y  obligaciones,  sino. qoe  ie« 
niendo  en  cnenta  la  natoralezi  de  algono  de  ellos,  se  obligó  también  4 
reponerlos  con  otros  equivalentes  y  á  devolverlos  á  la  misma  interesa- 
da  ó  á  qoien  representase  su  derecho;  qoe  circonstancias  desgraciadas 
habían  hecho  qne  so  marido  Capelo  se  viera  rodeado  de  deodu  y  de- 
mandado ejeentivamente  por  algona  de  ellas,  entre  las  qoe  se  encon- 
traba la  de  D.  Ramón  Pelegrín,  qoe  había  obtenido  el  embargo  de  bie« 
nes  de  la  exclusiva  propiedad  de  la  demandante;  qoe  según  la  escrito- 
ra  citada  de  10  de  Febrero  de  1881,  la  dote  recibida  por  Capelo,  como 
estimada  sin  cansar  venta,  está  eqoiparada  en  sos  efectos  á  las  inesti- 
madas, en  las  qoe  el  marido  queda  obligado  á  devolver  las  mismas  co- 
sas qoe  recibió,  poes  el  derecho  qoe  adquiere  es  poro  y  simplemente 
el  de  osofructo  y  nnnca  nn  dominio  verdadero,  por  lo  qoe  es  incoes* 
lionable  el  dominio  de  la  demandante  sobre  sos  bienes  dótales  embar- 
gados por  Pelegrin;  qoe  de  igual  manera  es  indodable  la  obligación  de 
Capelo  de  sostitoir  á  so  mojer  ó  á  sos  herederos,  en  so  dta,  los  bienes 
recibidos  ó  so  eqoivalente;  y  qoe  á  esto  no  se  opone  la  cireoostancia 
de  tratarse  de  ona'dote  confesada,  porqoe  es  sabido  qoe  tanto  las  leyes 
como  la  jorisprodeneia  establecen  qoe  tas  dotes  confesadas  prodoeea 
el  mismo  efecto  que  las  entregadas  cuando  son  confesadas  por  contrato 
entre  vivos,  y  se  proeba  soficientemente  so  entrega  anterior: 

Resultando  qoe  D.  Antonio  Capelo  fué  declarado  rebelde  y  se  le  se- 
ñalaron los  estrados,  y  D.  Ramón  Pelegrin  se  oposo  á  la  demanda  di- 
ciendo qoe  nada  importaba  en  este  pleito  qoe  Capelo  prometiera  eo  6 
de  Agosto  de  187)  constituir  dote  á  so  mojer  Doña  Teresa  Peón;  qoe 
la  escritura  de  f  O  de  Febrero  último  no  determinaba  ni  precisaba  los 
carruajes  y  caballos  que  en  ella  se  indicaban,  por  lo  qoe  no  podía  jos- 
tifiearse  con  tal  escritura  que  dichos  bienes  estuviesen  incluilos  en  los 
embargados  po«  el  demandado;  qoe  aon  coando  dichos  carroajes  y  ca- 
ballos foesen  de  los  embargados,  nonca  tendría  la  demandante,  dadas 
las  condiciones  de  la  escritura  de  dote  confesida,  más  qoe  la  acción 
personal  para  reclamar  su  importe  de  su  marido  con  arreglo  á  lo  dis- 

Íinesto  en  el  art.  170  de  la  ley  Hipotecaria,  y  qoe  según  el  art  524  de 
a  ley  de  Enjuisiamiento  civil,  en  toda  demanda  ss  debe  fijar  con  ela- 
ridad  y  precisión  lo  que  se  pide,  requisito  qoe  Daña  Teresa  no  había 
llenado  en  su  demanda  en  la  qoe  pedía  dos  landos,  on  cláreos  y  oa 
tronco  de  caballos  sin  precisar  sus  caracteres  y  condiciones  neeesariaa 
para  poder  apreciar  de  qoé  carroajes  y  caballos  se  trata: 

Resultando  qoe  la  demandante  dijo  en  la  réplica  qoe  los  objetoa 
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^oe  constiloían  sa  dote  los  poseía  antes  da  su  matrimonio  oon  Capelo, 
A  qoien  los  enlregó  al  contraer  este  vioculo,  y  evacuado  por  Pelegrín 
•I  traslado  de  duplica,  en  el  qae  insistió  en  lo  dicho  y  alegado  en  el  de 
so  eoDteslación,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  por  la  demandante 
i>oña  Teresa  se  suministraron  diferentes  testigos  con  el  fin  de  demos- 
trar qoe  Capelo  no  llevó  bienes  algunos  á  su  matrimonio;  que  ella  y  su 
hilo  José  Rodríguez  eran  dueños  del  establecimiento  de  carruajes  que 
había  tenido  su  difunto  marido  D.  Esteban  Rodrigues;  que  los  bienes 
que  Capelo  confesó  haber  recibido  de  so  mujer  pertenecían  ¿  ósta;  y 
^ue  aun  cuando  la  escritura  de  dote  tenía  fecha  posterior  al  matrimo* 
nio,  los  bienes  fueron  entregados  al  tiempo  de  su  celebración: 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  \q  civil  de  la  Audiencia  de  estn 
corte  dictó  sentencia  revocatoria  en  SO  de  Junio  de  i8d3,  absolviendo 
4  D.  Ramón  Pelegrín  y  D.  Antonio  Capelo  de  la  demanda  de  tercería 
de  dominio  interpuesta  por  Doña  Teresa  Peón  en  reclamación  da  los 
.  bienes  embargados  á  instancia  de  Pelegrio,  y  mandando  en  su  conse- 
eoeneia  aliar  la  suspensión  del  procedimiento  de  ios  autos  ejecu- 
tivos: 

Resultando  que  Dona  Teresa  Peón  y  Tomás  interpuso  recurso  de 
«asación,  por  considerar  infringidos: 

i*  La  ley  del  contrato  celebrado  entre  la  recurrente  y  su  marido 
D.  Antonio  Capelo  por  las  escrituras  de  6  de  Agosto  de  4872  y  10  de 
"Febrero  de  1881,  en  virtud  del  cüíI  se  comprometió  éste  á  conservar 
en  beneficio  de  su  mujer  sin  poder  empeñarlos,  gravarlos  ni  enajenar» 
los,  los  bienes  que  aquólla  aportó  á  su  matrimonio,  y  á  devolvérselos 
•cuando  se  los  pidierü,  reponiéndolos  con  otros  equivalentes  si  por  su 
natnraleaa  desaparecían: 

t^^  Las  leyes  7^  49  y  26  del  lít.  H  de  la  Partida  i^  de  las  que  se 
-deriva  la  doctrina  legal  universalmeate  aceptada  y  proclamada  de  que 
Ja  dote  estimada  que  no  causa  venta  sigue  la  condición  de  la  inestimada, 
-ooQ  arreglo  á  cuyas  leyes  y  doctrina,  siendo  la  dote  recibida  por  Ca* 
pelo  de  la  recurrente,  estimada  sin  causar  venta,  se'  halla  obligado 
tqnél  á  devolver  á  su  mojer  los  mismos  bienes  que  dijo  recibir  y  pro- 
bó haber  recibido,  toda  vez  que  la  sentencia  recorrida  desestima  la 
demanda  bajo  el  fundamento  que  una  escritura  dotal  con  estimación 
que  no  causa  venta  no  es  más  que  un  derecho  personal  en  contra  del 
marido: 

3"  La  ley  24,  tít.  H,  Partida  S',  que  dice,  que  cuando  la  dote  con- 
siste de  cosas  que  pueden  desaparecer  fácilmente,  á  las  que  se  da  el 
nombre  de  fon^ibles,  está  el  marido  obligado  á  reponer  las  pérdidas 
con  otras  equivalentes,  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  recurrida 
'iibra  de  esta  obligación  á  D.  Antonio  Capelo,  no  obstante  que  la  recu- 
rrente le  entregó  coches  y  caballos,  es  decir,  cosas  fungibles  y  semo- 
▼lentes: 

4^  La  doctrina  de  derecho  consignada  por  Antonio  Gómez  al  estn- 
•diar  las  leyes  de  Toro,  segilo  la  cual,  en  caso  de  insolvencia  del  mari- 
-do  tiene  derecho  la  mujer  á  reclamar  como  propios  sus  bienes  dótales 
estimados  con  preferencia  á  los  demás  acreedores,  en  virtud  de  lo  cual 
-es  claro  y  evidente  que  la  mujer  tiene  derecho  á  reclamar  como  pro- 
pios los  estimados,  no  ha  de  tener  la  obligación  de  probar  la  identidad 
-dd  los  inestimados  ó  estimados  sin  causar  venta  coando  está  probada 
«n  entrega  y  son  fungibles,  y  en  la  escritura  se  la  dio  derecho  de  re- 
clamar como  propios  otros  equivalentes: 
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5°  La  jarisprodeneia  establecida  por  este  Tribnnal  Sopremo  en  tan* 
lencia  de  16  de  Mayo  de  1857,  en  la  qoe  se  establece  qae  la  doetríoi^ 
de  qoe  la  dote  confesada  no  tiene  fnerxa  más  qne  para  perjudicar  al 
marido,  qae  es  la  declaración  hecha  en  la  sentencia  recorrida,  sólo  pue^ 
de  entenderse  legal  y  generalmeota  admitido  coando  haya  motivo  fun- 
dado para  creer  qae  la  confesión  se  biso  en  fraode  áó  terceros  intere- 
sados, toda  ves  qoe  este  pleito  ni  ona  sola  palabra  ha  indicado  qo» 
haga  sospechar  el  fraude,  ni  aon  so  sobsisteneia: 

6®  La  sentencia  de  6  de  Noviembre  de  186S  qoe  establece  qoe  par» 
qoe  la  mojer  pueda  gozar  del  beneficio  de  prelación  qoe  las  leyes  le- 
eonceden  respecto  de  la  dote  sobre  ios  bienes  del  marido,  en  coneo- 
rrencia  con  otros  acreedores,  es  necesario  qoe  haga  constar  haberla, 
aportado  al  matrimonio  y  qoe  dicho  su  marido  lo  haya  recibido,  toda 
ves  qoe  la  sentencia  recorrida  exige  además  la  identidad  de  los  bienes 
en  ona  dote  inestimada  qoe  no  cansa  venta,  j  con  aotorixac¡(vn  de  sot- 
titoir  los  efectos  por  so  calidad  fongible: 

V  L%  ley  H4,  tit.  18,  Partida  3',  en  el  concepto  de  qoe  la  senten- 
cia recurrida  dice  que  las  escritoras  de  6  de  Agosto  de  1879,  en  la  qne 
se  hace  constar  la  entrega  de  los  bienes,  y  10  de  Febrero  de  4881,  en 

2ae  se  determinan  los  bienes  entregados,  no  son  soficientes  á  probar  el 
ominio  de  los  bienes  demandados,  qoe  si  no  son  los  mismos  son  los 
equivalentes: 

8*  Por  igoal  concepto  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  27 
de  Octubre  de  1866,  qoe  dice  qoe  los  docomentos  públicos  revestldoa^ 
de  todas  las  solemnidades  legales  llevan  en  si  la  presunción  de  vatider 
mientras  no  se  justifique  so  falsedad  ó  nulidad,  y  tienen  toda  la  foer- 
la  probatoria  que  á  los  de  so  clase  concede  la  ley  lU,  tit.  18,  Parti- 
da 3»: 

9®  La  sentencia  de  S8  de  Junio  de  1868,  en  cnanto  declara  que  la. 
ejecutoria  qoe  prescinde  de  la  fuersa  probatoria  de  ona  escritora  pú- 
blica presentada  en  aotos  infringe  la  citada  ley  114,  tit.  18,  Parti« 
da  3*; 

Y  10.  El  art.  650  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil,  por  coanto  loa^ 
testigos  presentados  por  la  recorrente,  qoe  reonen  todos  las  condicio- 
nes personales  que  las  leyes  exigen,  han  venido  á  corroborar  el  conte- 
nido de  las  dos  escriTuras  susodichas,  diciendo  qoe  Doña  Teresa  Peón 
tenia  antes  de  casarse  on  establecimiento  de  coches,  qoe  coando  secasó^ 
lo  llevó  al  matrimonio,  y  se  lo  entregó  al  marido. 

?isto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 
Considerando  qoe  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  y 
doctrinas  citadas  en  los  motivos  1^,  7°,  8^  y  9^  del  rncorso,  porqoe  no 
desconoce  la  validez  y«eficacia  de  las  escrituras  públicas  de  6  de  Agos- 
to de  i87t  y  iO  de  Febrero  de  1881,  limitándose  á  negar  qne  puedan 
servir  de  fundamento  á  la  acción  ejercitada  en  este  caso  por  Doña  Te- 
resa Peón: 

Considerando  que  siendo  de  dominio  la  tercería  promovida  por 
ósta,  reclamando  como  de  su  exclusiva  propiedad,  por  ratón  de  dote- 
estimada  qoe  no  causa  venta,  los  bienes  embargados  á  su  marido  Doi^ 
Antonio  Capelo,  fundándose  la  sentencia  al  desestimar  la  demanda  eo^ 

Soe  no  se  ha  acreditado  el  dominio  ni  la  identidad  de  las  cosas  pedí 
as,  y  en  qoe  además  la  dote  tiene  carácter  de  confesada,  son  ioapll- 
eables  y  no  han  podido  infringirse  las  leyes  y  doctrinas  que  se  invo 
ean  en  los  motivos  9®,  3*,  4*,  6^  y  6^,  y  lu  cuales,  atendida  la  nata> 
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6^  Que  la  stnUneia  q%$  reiuehe  toiai  las  eueiiwnes  üHUdas  en  el 
pUUo  no  infringe  la  ley  16,  tit.  St,  Partida,  3*,  ni  loe  arÜGnlos  359  y 
361  de  ta  ley  de  Bnjuiciamienlo  ei9il; 

7T  Q%e  la  ley  l^^  Uí.  3t,  Partida  3*,  e€  ocupa  d$  la  ob^a  qus  sd 
derribasse  ó  se  moviesse,  ante  qae  ae  acabaase  ó  15  años  despaja  qu4 
faeaae  fecha,  eiendo  inapiieablee  por  tanto,  cuando  del  dictamen  peri-» 
eial  MÓlo  aparece  un  pequeño  atiento  en  el  eegundo  tiro  de  la  eeCAlera 
principal  y  otrot  deterioros  de  '/áeü  reparación  y  poco  coste,  que  en 
nada  afectan  á  la  solidez  del  edificio. 

Ea  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Janio  de  1884,  en  los  aatos 
^ae  ante  Nos  penden  en  virtad  de  recarso  de  casación  por  infracción 
ae  ley,  segnido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  diatrito  de  Pa- 
lacio y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio  por 
O.  Manoel  Sáens  de  Heredia,  Arqaitecto,  vecino  de  esta  corte,  repre- 
sentado y  defendido  por  el  Procurador  D.  Eugenio  Gasaes  y  el  Doctor 
D.  Jnsto  Pelayo  y  Cuesta,  con  D.  Gregorio  Sáens  deHeredia,  propieta« 
rio,  de  la  misma  vecindad,  representado  por  el  Procurador  D.  Luis 
Lumbreras,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Antonio  Maura,  sobre 
aprobación  de  cuentas  y  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  D.  Gregorio  Sáens  de  Heredia  dispuso  construir  «a 
palacio  en  su  casa  solariega  de  Al  faro,  formando  al  efecto  ios  planos  el 
Arquitecto  D.  Severiano  Sáioz  de  la  Lastra,  á  los  que  se  ajustaron  los 
primeros  trabajos  de  la  obra,  bajo  la  dirección  del  Ingeniero  D.  Joa* 
quín  Echa^üe;  que  suspendida  ¿sta  en  su  principio  con  motivo  de  la 
guerra  civil,  á  solicitud  del  D.  Gregorio,  se  encargó  su  hermano  Ma- 
nuel de  continuarla  en  1877,  bajo  su  administración  y  la  dirección  co- 
mo Arquicto,  levantando  nuevos  planos  que  hacían  necesarios  la  ma- 
Íror  importancia  y  extensión  dada  al  primitivo  proyecto  de  la  casa  pa- 
aeio,  con  la  adquisición  de  otras  casas  antiguas;  que  terminado  el  edi- 
ficio en  f  880,  el  D.  Manuel  biso  entrega  del  mismo  á  su  hermano  Doa 
"Gregorio,  sin  que  conste  que  sobre  su  construcción  hiciera  entonces 
reclamación  alguna: 

Resultando  que  D.  Manuel  Sáens  de  Heredia  dirigió  también  las 
obras  ejecutadas  en  la  hacienda  de  la  propiedad  de  su  hermano  Don 
Gregorio,  en  la  provincia  de  Avila",  titulado  el  Quejigal,  y  la  de  ia 
huerta  contigua  á  la  casa  palacio  de  Alfaro: 

Resultando  que  no  conforme  D.  Gregorio  con  las  cuentas  rendidaa 
y  honorarios  consignados  por  su  hermano  D.  Manuel,  éste,  previo  acto 
de  conciliación  sin  resultado  y  acompañando  varios  documentos,  en  30 
de  Marzo  de  1881  dedujo  demanda,  pretendiendo: 

1^  Que  se  aprobasen  cuanto  había  lugar  en  derecho  las  cuentas  re- 
lativas á  las  obras  para  la  construcción  de  la  easa  palacio  de  la  perte- 
nencia de  4u  hermano  D  Gregorio  Sáenz  de  H«)redia,  hechas  en  Alfaro, 
bajo  la  dirección  del  Arquitecto  demandante,  condenando  á  aquél  á 
que  pasase  por  su  resultado,  y  dando  al  O.  Manuel  la  solvencia  y  fini- 
Hinito  más  completo: 

2^  Que  se  condenase  al  D.  Gregorio  á  que  pagara  i  su  hermano  ea 
«1  término  de  10  días  siguientes  al  en  que  causase  ejecutoria  la  sentea* 
cia  la  suma  de  37.868  pesetas  7t  céntimos,  restos  de  sos  honorarios  de« 
rengados  en  la  construcción  de  la  casa  palacio  de  Alfaro,  con  más  el 
interés  del  6  por  100  anual  desde  la  contestación  á  la  demanda;  y 

3®  Que  se  condenase  asimimo  al  D.  Gregorio  á  que  satisfaciera  á  sa 
iiermauo  D.  Manuel  6.316  pesetas  18  céntimos  por  restos  de  honorario» 
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de  las  obras  hechas  en  el  Quejigal,  con  el  interés  del  6  por  100  annal 
y  además  las  costas:  para  ello  exposo,  entre  otros  particalares,  que 
habiendo  decidido  sa  hermano  D.  Grregorio  la  construcción  de  una  casa 
palacio  en  la  solariega  de  Alfaro,  pretendió  del  demandante  qoe  se 
trasladara  á  dicha  población,  para  que  como  Arquitecto  procediera  á  la 
compra  de  materiales,  al  ajuste  de  la  mano  de  obra,  á  la  administra 
eión  de  fondos  y  á  la  dirección  facultativa,  después  de  haber  levantado 
«I  plano  y  proyecto  qoe  merecieron  la  aprobación  del  propietario,  y 
haniendo  accedido  el  demandante  á  la  pretensión  de  sn  hermano,  se 
trasladó  á  Alfaro,  abandonando  esta  corte,  donde  vivía  consagrado  i  su 
profesión  y  favorecido  por  nna  numerosa  clientela,  y  efectuó  unas  obra% 
provisionales  y  después  las  definitivas,  invirtiendo  en  estas  ultimas 
39  meses,  ó  sea  desde  i®  de  Julio  de  i877  á  fin  de  Febrero  de  4  880;  qae 
«oncioidas  las  obras,  presentó  las  cuentas  de  administración  y- la  mi- 
nata  de  sus  honorarios,  que  acompañaba,  habiendo  rechazado  so  her- 
mano unas  y  otras;  que  la  nota  de  honorarios  constaba  de  tres  partes 
distintas:  la  primera  importante  f  5.000  rs.  por  dos  viajes  extraordina- 
Tios  que  hizo  el  demandante  á  Alfaro,  uno  para  levantar  el  plano  de  la 
puerta  principal  y  portal  de  la  casa  con  la  Memoria  descriptiva,  y  otio 
para  determinar  trabajos  provisionales  antes  de  derribar  la  casa  eonti- 
ffua;  que  respecto  á  la  segunda  parte  de  los  honorarios,  sujeta  estricta- 
mente á  la  tarifa  de  Arquitectos  á  que  se  refieren  las  Reales  órdenes 
de  S4  de  Marzo  de  1854  y  91  de  Mayo  de  1858,  habiendo  costado  la 
obra  4.876.538  rs.,  puesto  que  había  que  incluir  en  ella  además  de  las 
sumas  que  arrojan  las  cqentas  otras  no  pagadas  por  el  demandante  por 
no  haberlas  presentado  cuando  cerró  la  suya  general,  y  carf^ado  sobre 
h,  suma  de  1.876.538  rs.  el  4  por  ICO  por  tratarse  de  obra  ejecutáis  A 
distancia  mayor  de*  tO  leguas  del  punto  de  residencia  del  Arquitecto^ 
resoltaba  á  favor  de  D.  Manuel  como  primera  partida  de  la  segunda 
parle  de  su  cuenta  de  honorarios  la  de  75.061  rs.  51  céntimos;  y  for- 
maba  la  segunda  partida  de  la  s<>gonda  parte  81  uno  por  i 00  segiin  ta» 
rifa  de  la  Administración  de  fondos,  ó  sean  i 8.765  rs.  38  céntimos;  que 
la  primera  partida  de  la  parte  tercera  de  honorarios  la  fijaba  el  deman- 
dante en  444.000  rs.,  ó  sean  4.500  mensuales  por  cada  uno  de  los  39 
•que  estuvo  al  frente  de  las  obras  de  Alfaro,  por  los  perjuicios  qoe  en  sus 
intereses  sufrió  abandonando  esta  corte  con  pérdida  de  su  clientela;  y 
«onstitoía*la  segunda  partida  de  la  tercera  parte  de  honorarios  la  can- 
tidad de  5.000  rs.  por  la  dirección  de  los  trabajos  de  la  huerta,  que  era 
un  predio  distinto  y  separado  de  la  casa  palacio;  qae  sumando  toilas 
las  partidas  de  honorarios  257.896  rs.  90  céntimos,  y  deducidos  106.359 
■que  el  demandante  tenía  recibido  á  buena  cuenta,  resaltaba  que  por 
los  devengados  en  Alfaro  le  adeudaba  como  resto  su  hermano  D.  Gre- 
gorio 151.474  rs.  90  céntimos,  equivalentes  á  37.868  pesetas  79  cénti- 
mos; que  también  le  encomendó  su  hermano  los  planos  de  proyecto  y 
dirección  de  ciertas  obras  hechas  en  la  hacienda  titulada  el  Quejigal, 
y  segón  la  nota  de  sos  honorarios  de  estos  trabajos  que  presentaba,  se 
deducía  que  su  hermano  D.  Gregorio  le  adeudaba  25.264  rs.,  ó  sean 
^.316  pesetas  18  céntimos;  pero  eSta  cuenta  tenía  de  particular  que  co-> 
moel  dueño  de  la  finca  no  exigió  al  Arquitecto  su  permanencia  duran- 
te la  ejecución  de  las  obras,  so  había  limitado  éste  á  cobrar  los  viajes, 
á  diferencia  de  lo  ocurrido  en  Alfaro,  tenía  además  de  singular  esta 
euenta  qoe  aceptada  por  el  dueño  de  la  finca  la  suma  que  en  totalidad 
importaba,  pagó  á  buena  cuenta  30.000  rs.  en  Naviembre  de  1877,  y 
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como  no  h&bú  razón  para  006  dejara  de  abonar  el  resto  de  ona  caoli* 
dad  líquida,  eran  exigibles  loa  ioiereteade  6  por  i  00  anaal  por  demor» 
desde  aquella  fecha: 

ResnUando  qoe  con  el  anterior  escrito  presentó  D.  Mannel  Sáeni  d» 
Heredia,  entre  otros  docmnentos,  nn  libro  de  eoentas  referente  á  ios> 
años  de  1877  á  1880,  en  qne  se  consignan  las  cantidades  recibidas  por 
el  D.  Manuel  para  las  obras  qne  constituyen  el  cargo  y  las  invertidas  eo 
ésta  qué  componen  la  data,  con  un  resumen  general  al  final,  en  qu» 
aparece  ser  el  primero  de  la  cantidad  de  4.847.055  rs.  S8  cents.,  y  ^^ 
segunda  4.822  952  rs.  3  cents.,  y  rectificaciones  que  se  hacen  en  cuatro* 
notas  extendidas  á  continuafión  con  la  firma  del  D.  Manuel  y  que  arro- 
jan un  saldo  contra  él  de  45.789  rs.;  los  comprobantes  de  las  partida»- 
de  data  y  la  cuenta  en  que  se  consigna  el  crédito  liquido  que  reclamaba 
D.  Manuel  por  sus  trabajos,  honorarios,  viajes  y  eitaneias  con  motivo^ 
de  las  obras  de  la  casa  palacio,  huerta  contigua  á  la  misma  en  Alfaro  y 
lioca  del  Quejigal: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Gregorio^ 
Sáenx  de  Heredia,  la  evacuó  exponiendo,  respecto  de  las  cuentas  de  lat> 
obras  de  Alfaro  y  cargo  de  las  mismas,  que  éste  ascendía  á  1.802.741 
reales,  porque  habían  dejado  de  incluirse  en  la  misma  20.000  rs.  que  el 
banquero  D.  José  Marín  entregó  en  oro  al  D.  Manuel  en  5  de  Enero  á» 
1878, 4.832  del  herraje  devuelto  á  D.  José  Igartú^i,  3.588  mitad  de  lo 
que  produjo  el  cambio  de  plata  á  cobre  para  el  pago  de  jornales,  844- 
reales  de  la  leña  vendida  en  la  obra  y  500  de  la  leña  consumida  en  la 
casa  por  el  D.  Manuel;  qne  el  cambio  de  las  somas  remesadas  ó  giradas 
en  calderilla  para  el  pago  de  las  obras,  produjo  según  confesión  de  Doa 
Manuel  7.4  46  rs.,  y  sin  embargo  sólo  abonaba  á  D.  Gregorio  3.588  rea-^ 
les  equivalentes  á  la  mitad,  y  no  existe  raión  para  que  los  otros  3.58S 
cedieran  en  beneficio  del  cuentadante  ú  otra  persona,  y  por  ello  debíaa 
agregarse  al  cargo;  que  con  relación  á  la  data  que  contenía  el.  libro  de 
la  cuenta  presentada  poi'el  demandante  y  de  sus  comprobantes,  Don 
Gregorio  reconocía  como  legítimas  328  partidas  comprendidas  en  ua»^ 
nota  que  acompañaba,  y  mochas  de  las  partidas  de  la  data  no  las  re- 
conocía ínterin  no  vinieran  acompañadas  de  su  formal  comprobación,, 
toda  vez  qne  se  notaba  en  los  presentados  informalidades,  defectos  do 
expresión,  ausencia  de  sus  indispensables  documentos;  conceptos  in-» 
comprensibles  ó  inadmisibles,  estaban  sin  firmar  algunos  comprobantes- 
y  se  advertían  enmiendas  en  algunos  de  los  guarismos  de  otros;  y  repa- 
rando  é  impugnando  varias  partidas  de  la  data,  expuso  que  Julián  Arre- 
chea  figuraba  en  la  nómina  de  algunas  semanas  cobrando  el  salario  do 
aparejador  al  mismo  tiempo  que  se  ocupaba  en  algunas  otras  obras  dis- 
tintas de  otros  amos;  qoe  carecía  por  completo  de  comprobante  la  par- 
tida de  480  rs.  que  figuraban  pagados  al  Ayuntamiento  de  Alfaro  como 
precio  de  un  millar  de  ladrillos  en  la  segunda  semana  de  Noviembre 
de  4877,  y  I»  de  2.373  rs.  qne  se  databan  en  la  segunda  semana  de 
Enero  de  4879  por  pago  hecho  en  librania  para  Vitoria  y  Zaragoza;, 
que  el  demandado  no  se  explicaba  qoe  fueran  compatibles  las  cantida* 
desde  327  rs.  75  cents,  y  4.260  qué  por  pintura  se  pagaron  áJuan 
Gonxálex  en  la  primera  semana  de  Julio  de  4878  y  4**  de  Mayo  del  79» 
con  la  de  4.800  que  por  «^1  precio  total  de  sus  trabajos  se  les  solventó  en 
la  tercera  semana  de  Febrero  de  4880,  y  qne  por  consiguiente  que  en 
ésta  debían  entenderse  se  hallaban  aouéllas  comprendidas,  ájusgartam-* 
hién  por  la  redacción  de  sus  comprooantes;  que  en  la  segunda  semana 
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^e  Enero  it  1880  y  en  la  tercera  de  Febrero  siguiente  aparecían  eatis- 
fe«bo8  á  Hilario  Lópea  80  ra.,  á  Hermenegildo  Esmina  tO  y  á  Pascual 
llarUnea  100  por  arreglar  coentas  y  sa  docomeiiución,  xosa  que  era 
obligación  del  cuentadante,  por  cuya  rasón  debían  figurar  estas  parti- 
das en  la  data  de  la  obra;  qae  respecto  á  la  reclamación  de  honorarioa 
por  obras  en  Al  faro,  el  demandado  negaba  (|Qe  su  hermano  D.  Manoel 
prestara  los  servicios  determinados  en  la  primera  partida  de  so  cuenta, 
^timándolos  en  la  eantidad  de  7.000  rs.,  puesto  que  no  tuvo  9tra  in- 
terrención  que  la  de  pedir  la  piedra  que  empleó  en  la  primera  época  da 
la  obra,  bajo  la  dirección  del  Ingeniero  D.  Joaquín  EcbagAe^  y  cayo 
material  acaso  no  valdría  el  doble  ó  triple  de  dicha  cantidad,  proce- 
diendo además  respecto  á  esta  reclamación  la  prescripción;  y  en  coantor 
al  viaje  á  Álfaro  que  apreciaba  el  D.  Manuel  en  8.000  rs.,  si  bien  se  ve- 
tintó  en  la  forma  que  indicaba,  salieron  ambos  de  esta  corte  on  sábado 
por  la  tarde,  se  volvieron  al  sigoiente  de  Alfaro,  después  de  acordar 
«na  obra  provisional  que  había  de  hacerse  en  la  parle  antigua  de  la 
casa  que  aún  estaba  sin  derribar;  que  también  se  oponía  el  demandado 
-á  la  partida  de  7S.061  rs.  5S  cents,  que  el  actor  incluía  en  su  cuenta 
por  planos  y  dirección  de  la  obra  de  Alfaro,  porqne  con  arreglo  á  tarifa 
debía  modificarse  según  al  guarismo  total  que  definitivamente  arrojase 
Ja  data  de  las  somas  invertidas  en  dicha  obra,  y  teniendo  en  considera- 
eión  qae  el  Arquitecto  Sáinz  de  la  Lastra  fué  el  que  bi£o  los  planos  de 
proyecto  y  presupuesto  de  la  casa  palacio,  í,  los  que  el  D.  Manuel  aa 
ajoató  en  su  construcción,  salvo  algunas  pequeñas  innovaciones;  que 
igualmente  impugnaba  la  partida  de  48.765  rs.  38  cénis.  por  adminis- 
araeión  de  fondos  como  exagerada  en  cuanto  á  las  38  sumas  importan- 
tes 313.678  rs.  87  cents,,  que  sin  intervención  de  D.  Mannel  pagó  di* 
rectamente  el  agente  Marín  a  los  proveedores  de  la  obra,  y  también 
•debía  rebajarse  de  dicha  partida  el  I  por  100  de  administración  corres- 
pondiente á  las  demás  cantidades  que  se  solventaron  por  el  sobrestante 
7  otras  personas  en  la  temporada  que  el  D.  Manuel  estuvo  ausente  da 
JÁlfaro;  que  no  era  cierto  que  exigiera  á  su  hermano  D.  Manuel  perma- 
Beciese  en  Alfaro  durante  las  obras,  y  que  con  tal  motivo  residiera  en 
díeba  población  32  meses,  paesto  que  estuvo  ausente  de  la  misma  dos 
meses  en  el  año  de  1877,  seis  en  el  de  1878  y  cnatro  en  el  de  4879;  por 
^aya  ratón  rechasaba  la  partida  de  44á.OOO  rs.  qne  por  este  concepto 
reclamaba  D.  Manuel,  así  como  la  de  6.000  rs.  por  la  dirección  de  los 
trabajos  de  la  huerta  contigua  á  la  casa,  como  comprendida  en  la  cuenta 
general  de  honorarios,  de  la  que  en  otro  caso  debía  rebajarse  para  que 
no  se  cobrara  dos  veces;  que  las  obras  verificadas  en  la  finca  del  Qoeji- 
4[;al,  atendida  su  naturaiesa,  no  hicieron  necesarias  la  formación  de  pla- 
noa  y  presupuestos,  ni  dirección  de  Arquitecto,  limitándose  la  de  Don 
Manoel  á  la  inspección  de  materiales,  su  buena  aplicación,  progreso  y 
aolides  de  los  trabajos,  y  la  aotoriíación  de  las  cuentas  y  liquidación; 
y  qne  aun  cuando  esta  ocupación  diera  derecho  al  D.  Manuel  para  la 
exacción  de  honorarios  como  Arquitecto,  no  ascendían  éstos  á  la  canti  • 
•dad  de  46.600  rs.  74  cents,  que  exigía,  toda  vez  que  el  importe  de  ellas 
<:onaistió  no  en  la  suma  que  el  D.  Manuel  determinaba,  sino  en  la  de 
256.045  rs.  Ii6  cents.,  resultando  por  consecuencia  un  exceso  de  5.720 
reales  en  esta  reclamación;  que  igualmente  rechazaba  el  demandado  las 
partidas  de  St.OOO  rs.  y  4 1.400  por  43  viajes  al  Quejigal  para  inspec  • 
clonar  las  obras  qne  se  hacían  en  la  finca,  porque  coando  por  razón  de 
la  distancia  de  la  residencia  del  Arquitecto  al  punto  de  las  obras  se  co> 
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braba  según  la  tarifa  el  daplo  de  loa  honorarioa  normales,  sólo  er» 
acreedor  al  reembolso  de  los  gastos  de  aqoéilos,  estando  dispuesto  á 
abonar  los  que  jostifieaie,  toda  vez  qne  varios  de  elíos  los  hicieron  jnn» 
tos  ambos  hermanos,  satisfaciendo  entonces  los  gastos  el  D.  Gregorio, 
7  que  en  todos  ellos  el  coste  se  redocía  al  pago  de  30  rs.  del  aaient<^ 
hasta  la  estación  de  Robledo,  poes  desde  allí  se  trasladaban  al  Quejigal 
en  eaballeriss  de  la  posesión,  á  la  qae  iba  el  D.  Manoei,  más  para  dis- 
traerse con  la  caza,  qne  para  inspeccionar  las  obras;  y  que  la  partida 
de  3.664  rs.  por  la  dirección  en  la  constrnceión  de  dos  hornos  para  ha« 
eer  ladrillos  y  tejas  en  la  misma  finca,  no  debía  figurar  por  separado 
como  comprendida  en  la  correspondiente  á  la  direcr.ión*de  todas  laa 
obras  ejecntadas  en  la  propia  finca,  formulando  además  reconvenoióa 
el  D.  Gregorio,  alegó:  qoe  sin  tünlo  ninguno,  y  después  de  terminada 
la  obra,  se  retenía  D.  Manael  los  planos  de  la  casa  palacio  de  Atfaro; 
qne  el  saldo  qne  aquél  confesaba  en  so  contra  debeiísn  anmentarao 
basta  donde  resultara  por  virtud  de  las  reclamaciones  qne  contra  sa 
hermano  aparecían,  los  perjoicios  qne  se  originasen  con  la  demora 
en  el  pago  de  algunas  atenciones  de  la  obra,  qne  había  dejado  de  satis- 
facer por  haberse  apropiado  éste,  á  cuenta  de  sus  honorarios  cantidades 
qne  recibiera  con  aquel  objeto;  que  apenas  entregada  la  obra  de  Alf&- 
ro,  sin  que  hubiera  accidente  fortuito,  la  escalera  principal  del  palacio, 
que  costó  nna  respetable  suma,  se  declaró  en  ruina,  por  lo  cual  se  ha- 
llaba apuntalado  desde  Mayo  ó  Junio  de  i 880,  pesando  por  consiguiente 
la  responsabilidad  en  D.  Manuel  qne  la  dirigió,  y  que  los  depósitos  para 
agua,  colocados  en  la  misma  casa  palacio  tampoco  podían  haberse  otili* 
tado  porque  no  retenían  ei  líquido;  y  siendo  el  D.  Manuel  el  que  ad- 
quirió y  ado^itió  los  materiales  y  dirigió  su  colocación,  estaba  atenida 
también  á  la  responsabilidad  que  se  derivaba  de  este  hecho;  por  todo 
lo  que  concluyó  solicitando:  primero,  que  con  respecto  a  las  cuentas  de 
las  obras  de  Alfaro  se  mandase  que  el  cargo  se  completase  agreganda 
las  partidas  que  en  él  figuraban  á  aquellas  otras  cuya  inclusión  solici- 
taba, y  se  excluyeran  de  la  data  todas  las  partidas  figuradas  en  ella, 
qne  no  estando  aceptadas  por  el  demandado  como  bieues,  en  definitiva 
tampoco  aparecieran  comprobadas,  así  en  la  certeza  como  en  la  legiti- 
midad de  la  inversión;  y  de  este  modo,  reformada  la  cuenta,  se  decía* 
rase  crédito  líqnído  del  demandado  contra  el  demandante  el  saldo  ó  di* 
ferenciaqne  resultase  entre  cargo  y  data;  segundo,  que  en  cnanto  ala* 
liquidación  de  honorarios  devengados  por  el  demandante  de  Alfaro,  se 
mandase  que  el  haber  de  dicho  demandante  fuera  reform  ado  con  las  ex- 
clusiones y  rebajas  que  se  razonaban  en  el  escrito,  liquidando  lascanti^ 
dades  qoe  correspondieran,  los  únicos  conceptos  que  deLian  subsistir 
en  dicho  haber  eran  los  honorarios  por  dirección  de  las  obras,  según 
tarifa,  el  4  por  i 00  de  administración  por  parte  de  los  fondos  y  gastos 
de  viajes  que  se  probasen  por  el  demandante,  y  que  el  debe  de  dicha 
liquidación,  excluyendo  45.789  rs.  que  tomó  el  demandante  de  los  fon- 
dos de  la  obra  se  dedujeron  60.S63  rs.;  tercero;  que  en  cuanto  á  la  li- 
quidación de  honorarios  devengados  por  el  actor  de  las  obras  del  Que- 
jigal se  decidiera  que  el  haber  de  D.  Manuel  fuera  reformado  coa  ex- 
clusión y  la  rebaja  que  se  razonaban  en  el  escrito,  liquidando  el  im- 
porte de  los  únicos  conceptos  que  debían  subsistir,  y  eran  los  honora- 
rios, según  tarifa,  por  la  dirección  como  Arquitecto,  y  los  gastos  de 
viajes  que  probase  el  demandante,  y  que  el  debe  subsistiera  con  lo» 
30.000  rs.  que  en  él  aparecían  actualmente;  euarto,  que  en  cnanto  á  la 
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Tíaje  á  Alfaro  para  levantar  el  plano  del  portal  de  la  eaia  y  formar  una 
Memoria  de  cantería  y  hacer  el  pedido  de  la  misma,  coyos  actoa  coos* 
tituyen  ana  parte  de  sa  dirección  de  la  obra,  en  la  qoe  había  continoa- 
do  hasta  la  conclnsión,  por  lo  qae  no  cabla  la  prescripción  que  alegaba 
-6l  demandado  respecto  de  los  honorarios  por  este  trabajo,  ni  sobre  ellos 
tenía  aplicación  la  tarifa  para  determinarlos  por  el  importe  de  la  obra, 
toda  vez  que  en  este  caso  se  trata  de  on  viaje  extraordinario,  y  qnn  lo 
propio  acontece  con  relación  á  los  8.000  rs.  qne  se  estiman  por  el  otro 
viaje  á  Alfaro  para  determinar  trabajos  provisionales  antes  de  derribar 
la  casa,  proyectando  ona  escalera  y  distribución  para  habitarla  provi- 
sionalmente; qoe  la  partida  de  75.061  rs.  5f  cents,  por  planos  y  direc 
ción  de  la  obra  se  halla  ajustada  á  la  tarifa  vigente  según  el  coste  total 
de  la  obra,  qne  se  eleva  á  1.876.538  rs.;  que  la  cantidad  de  1 44.000  rea- 
les que  reclamaba  á  razón  de  4.500  rs.  mensuales  por  los  3S  meses  da 
aa  residencia  en  Alfaro  dorante  las  obras,  se  hallaba  prodencialmente 
arreglada  á  los  perjuicios  qoe  se  le  habían  irrogado  con  el  abandono 
del  ejercicio  de  so  profesión  en  esta  corte,  desatendiendo  so  numerosa 
clientela;  qoe  los  honorarios  devengados  en  cantidad  de  5.000  rs.  por 
la  dirección  de  los  trabajos  de  la  huerta  no  tenían  relación  alguna  con 
los  de  la  casa  palacio,  como  independiente  de  ésta,  y  que  aquéllos  por 
^0  índole  hacían  también  necesaria  la  dirección  facultativa;  qoe  asi- 
mismo no  foeron  precisos  los  planos  y  dirección  facultativa  de  lasrbrat 
^el  Quejigal,  cuya  coenta  aceptó  D.  Gregorio,  satisfaciendo  á  cuenta 
^O.OüO  rs.,  restando  la  de  25.S64  rs.  74  cents.,  con  los  intereses  de  de- 
mora desde  Diciembre  de  4877;  qoe  la  partida  de  honorarios  por  estas 
obras,  aplicando  según  tarifa  la  tercera  clase,  consistente  en  16.600 
reales  74  cents.,  no  poede  impugnarse  como  excesiva  según  la  aplica- 
ción qoe  hace  el  demandante  del  coste  de  aqoéilas;  que  la  partida  da 
JS.OOO  rs.  por  nueve  viajes  ai  Quejigal  en  1876  y  la  de  H.iOO  por 
otros  cuatro  en  1877,  no  se  hallan  comprendida*  en  el  arancel  y  son 
abonables  con  separación  de  los  honorarios,  toda  ves  qoe  no  se  hicie- 
ron por  puro  recreo,  sino  con  objeto  de  inspeccionar  las  obras  qoe  se 
«jecotaban  en  aqoella  posesión,  y  que  la  partida  de  3.664  rs.  por  la  di- 
rección en  la  constrocción  de  los  hornos  para  la  fabricación  de  ladrillos 
y  tejas  no  merecía  impognación  porqoe  no  podía  considerarse  com- 
prendida en  el  total  de  las  obras  del  Quejigal,  poes  qoe  procedían  de 
trabajos  independientes  y  separados. 

En  cnanto  á  la  reconvención,  excepcionó  qoe  los  planos  constituyen 
un  trabajo  profesional  de  la  exclusiva  propiedad  del  Arquitecto,  y  está 
en  so  derecho  para  retenerlos  en  su  poder;  pero  como  el  D.  Manuel  no 
tenía  interés  en  conservar  los  qoe  formara  parala  casa  de  Alfaro,  los 
entregaría  al  D.  Gregorio  si  éste  le  abonaba  so  importe  y  demás  can- 
tidades qoe  reclamaba  en  estos  autos;  que  el  D.  Manuel  entregó  al  de- 
mandado en  estado  corriente  el  edificio  de  Alfaro,  quien  lo  reconoció 
detalladamente  sin  objeción  de  ningún  género,  ignorando  el  D.  Manuel. 
el  uso  que  se  hubiera  podido  hacer  de  la  escalera  para  que  se  quebran- 
tara la  bóveda  tabicada  del  segundo  tiro,  siendo  falso  que  se  encontrara 
en  estado  de  ruina,  y  qoe  al  hacer  la  entrega  de  la  casa  lo  hizo  asimis- 
mo en  detalle  de  los  depósitos  de  agua  en  estado  corrientes  y  lienoa, 
sin  qoe  se  saliera  ana  gota,  por  lo  que  no  podía  hacérsele  responsable 
^e  tales  deterioros: 

Resultando  que  D.  Gregorio  Heredia  al  duplicar  reprodojo  las  ale- 
gaciones y  pretensiones  de  la  contestación;  que  recibido  el  pleito  á  prue- 
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4>a  j  practicadas  las  propaestas  por  las  partes  por  mcidio  d»  posiciones, 
,pentos  y  testigos,  el  Jaes  de  primera  instancia  dictó  sentenoia  qae  foó 
Pipetada  por  ambas  partes,  y  sustanciada  la  aliada,  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Aodiencia  del  distrito,  por  sentencia  de  5  de  Noviembre  de  1883,  fa- 
-Wó  qne  debía  aprobar  y  aprobaba,  en  la  forma  y  términos  expresados, 
'las  cuentas  relativas  á  las  obras  de  la  casa  palacio  de  Alfaro  de  la  pro- 
piedad de  D.  Gregorio  Sáenz  de  Heredia  presentadas  por  sa  hermano 
D.  Manuel,  con  el  consiguiente  saldo  en  contra  de  70.690  rs.  35  cénti- 
mos á  cuyo  pago  le  condenó,  y  declaró  que  corresponden  á  D.  Manuel 
por  sus  honorarios  en  la  dirección  de  dichas  obras  la  cantidad  de  72.456 
reales  50  cents.,  la  de  I8.Í78  rs.  U  cents,  por  la  administración  de  los 
fondos  con  destino  á  las  mencionadas  obras  y  la  de  46.600  rs.  74  cénti- 
mos por  la  dirección  de  las  ejecutadas  en  la  finca  del  Quejigal;  condenó 
al  D.  Gregorio  á  que  lo  satisfaga  sirviéndole  de  abono  la  de  60.000  rs.  y 
la  de  30.000  que  el  D.  Manuel  ha  recibido  respectivamente  á  cuenta  de 
lu  obras  de  Alfaro  y  el  Quejigal,  y  la  de  563  que  se  cita  en  el  conside- 
-dorando  36;  condenó  además  á  D.  Gregorio  á  que  solvente  á  su  berma- 
noD.  Manuel  el  importe  de  los  gastos  de  viajes  á  Alfaro  para  determi  - 
Dar  las  obras  relacionadas  en  la  casa  antigua  del  D.  Gregorio  en  dicha 

5 oblación,  y  el  de  los  otros  13  viajes  que  hixo  el  D.  Manuel  á  la  finca 
el  Quejigal  durante  las  obras  de  la  misma,  y  que  al  efecto  se  fije 
^on  informe  de  peritos,  absolviéndole  de  lo  demás  que  se  le  reclama  en 
la  demanda;  condenó  asf  bien  á  D.  Manuel  Heredia  á  que  entregue  á  su 
iiermano  D.  Gregorio  en  el  término  de  cinco  días  los  pianos  que  hubo 
de  formar  para  las  obras  de  la  referida  casa  palacio  y  le  absolvió  de  las 
otras  peticiones  de  la  reconvención,  reservando  al  D.  Gregorio  el  dere- 
cho que  pudiera  asistirle  para  reclamar,  si  viere  convenirle,  contra 
Snien  corresponda,  las  maderas  empleadas  en  el  andamiaje  de  la  cita- 
a  casa  que  no  se  hubiesen  utilizado  en  ella,  ó  el  importe  de  las 
-mismas: 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia  por  auto  de  14  de 
dieho  mes  de  Noviembre,  á  instancia  de  D.  Gregorio  Siena  de  Heredia 
•declaró  que  el  saldo  do  las  cuentu  aprobadas  en  la  sentenoia  que  resul- 
ta contra  D.  Manuel  Sáens  de  Heredia  en  favor  de  su  hernoano  D.  Gre- 
Í^orio,  según  el  cargo  y  dala  que  se  desprende  da  las  consideraciones  de 
a  Sala  y  á  cuyo  pago  se  le  condena,  es  de  74.f78  rs.  65  cents.,  en  cuyos 
términos  se  entenderá  la  parte  dispositiva  de  dicha  sentencia,  estable- 
ciéndose en  sus  fundamentos  que  el  verdadero  y  definitivo  cargo  de  la 
cuenta  era  1.872.593  rs.: 

Resultando  que  D.  Gregorio  Sáens  de  Heredia  interpuso  recurso  de 
-«uación,  alegando  como  motivos: 

Que  el  recurrente  al  contestar  á  la  demanda  reconvino  al  actor  pi- 
diendo, entre  otros  extremos,  que  se  le  condenase  á  reconstituir  y  repa- 
rar á  cuyas  expensas  la  escalera  principal  y  los  depósitos  de  agua  del 
palacio  de  Alfaro,  fundado  en  que  apenas  entregada  la  obra,  sin  que  in- 
terviniese accidente  fortuito,  la  escalera  principal  se  manifestó  en  ruina, 
por  lo  cual  ¿e  halla  apuntalada  desde  Mayo  ó  Junio  de  1880,  habiendo 
concluido  la  construcción  en  Febrero  del  mismo  año,  y  que  los  depósitos 
de  agua  de  dicho  edificio  no  habían  podido  utilizarse  porque  no  retenían 
d  líquido;  y  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  absolvió  de  aquella  parte 
de  la  demanda  reeonvencional  á  D.  Manuel  Sáenz  de  HereJia  infringió 
la  ley  S9,  tít.  32,  Partida  3^  que  impone  al  Arquitecto  Director  de  una 
obra  la  obligación  de  rehacerla  á  sus  expensas  cuando  se  arruina  ó  mue^ 
TOMO  6*5  *29 
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fb  dentro  de  los  16  años  sigoíentei  á  sa  terroíDación,  á  menos  qoe  ss- 
pruebe  qne  It  raina  ó  el  deterioro  provieaen  fortuitamente  de  foerias  - 
naturales  extraordinarias;  habiendo  infringido  además,  por  aplicarla  in- 
debidamente y  contra  sn  mismo  texto, la  ley  n,  tít.  8^,  Partida  5V 
porque  es  un  hecho  reconocido  por  todos,  incluso  el  Tribunal  senten- 
eiadori  que  la  obra  se  movió  y  no  se  ha  probado  nfaun  indicado  siquie- 
ra ningún  suceso  ni  acto  extraordinario  como  causante  del  deterioro; 
que  la  importancia  que  la  Sala  sentenciadora  atribuye  al  hecho  de  que 
si  recurrente  recibió  la  obra  sin  protesta  ni  reserva,  y  la  cita  que  haca 
de  la  ley  17,  tít.  8^  Partida  5^  demuestran  que  contribuyó  á  la  infrac- 
ción alegada  la  aplicación  indebida  de  esta  ley,  ninguno  de  cuyos  ex- 
tremos guarda  relación  con  el  problema  litigioso: 

Resultando  que  D.  Manuel  Sáens  de  Heredia  interpuso  también  re- 
curso de  casación,  por  haberse  á  su  juicio  infringido: 

I®  £1  principio  consignado  en  la  ley  16,  tít.  S9,  Partida 3\  confirma^ 
do  en  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  de  U  de  Fe- 
brero de  1867  y  S6  de  Mayo  de  1868,  según  ei  cual  las  sentenciu  deben 
ajustarse  á  lo  solicitado  y  disentido  por  Tas  partes,  siendo  nulos  los  pro- 
cedimientos que  amplían  lo  pretendido  por  cualquiera  de  ellas,  puesto 
^ue  la  Sala  sentenciadora  por  un  error  de  concepto  mejora  las  preten- 
siones del  demandado  tal  y  como  el  mismo  las  expresara  en  sus  escriioi;- 
que  el  recurrente  ñjó  en  la  demanda  el  cargo  total  de  las  obras  del  pa- 
lacio de  Alfaro  en  4.840.791  rs.  f8  cents.;  y  conforme  en  esta  cantidad 
la  parte  contraria  como  punto  de  partida,  las  adiciones  pedidas  en  los 
cinco  primeros  hechos  de  la  contestación,  exceptuando  lo  referente  al 
5*  aue  no  estima  la  sentencia  ascienden  á  29.853  rs.,  cuyas  partidas, so- 
maclas  con  la  principal  aceptada  por  ambos  litigantes,  arrojan  un  total 
cargo  de  i. 870.643  rs.  S8  cents.,  ó  sean  1.949  rs.  menos  de  lo  que  la 
Sata  fija  en  el  auto  aclaratorio,  elevándolo  á  l.87t.593;  resultando  por 
consiguiente  infringidas,  por  lo  que  hace  á  la  apreciación  del  cargo,  las 
disposiciones  legales  citadas: 

2®  La  regla  S9,  tít.  34,  Partida  7*,  que  consigna  el  precepto  de  der- 
rocho sancionado  en  sentencia  de  S6  de  Junio  de  I87S,  según  el  cual  co- 
rresponde el  daño  de  la  cosa  á  aquel  que  se  aprovecha  del  beneficio;  y 
la  ley  26,  tít.  12,  Partida  5*,  que  manda  al  dueño  abonar  al  que  se  cons- 
tituye en  Administrador  voluntario  de  nna  cosa  los  gastos  hechos  por 
rasón  de  su  administración;  al  resolver  la  sentencia  que  sea  aumenta- 
del  cargo  la  cantidad  de  3.588  rs.  que  como  mitad  del  beneficio  del  cam- 
bio de  moneda  recibió  del  recurrente  D.  Ignacio  Arrechea  en  virtud  deK 
convenio  celebrado  entre  ambos;  que  el  D.  Manuel  tenía  derecho  al  abo- 
no de  esta  misma,  que  desembolsó  como  gastos  de  la  operación  de  cam- 
bio de  moneda,  puesto  que  aceptando  la  doctrina  de  la  Sala  sentencia- 
dora tal  como  el  derecho  lo  acepta  y  establece,  el  beneficio  que  al  doe- 
ño  de  la  cosa  corresponde,  es,  y  no  puede  ser  otro,  que  el  beneficio  lí- 
quido que  esa  misma  cosa  produce;  porque  de  lo  contrario  resultaría- 
con  manifiesta  contradicción  de  los  principios  jurídicos  más  elementa- 
les que  habría  enriquecimiento  para  el  D.  Gregorio  en  perjuicio  del  Don 
Manuel  que  pagó  en  sn  nombre  los  3.588  rs.  á  Arrechea,  dejando  por 
tanto  de  pechar  con  el  menoscabo  aquel  que  de  los  provechos  gosa,  y 
dejando  de  igual  suerte  de  abonar  el  dueño  de  la  cosa  á  su  Administra-- 
dor  voluntario,  que  es  el  carácter  legal  de  D.  Manuel  con  relación  ádí- 
oha  operación  de  cambio,  los  gastos  probados  que  ocasionó  aquella  ad-- 
jninistración  de  reconocida  otilidad  para  el  administrado: 
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3*  Qoe  6D  el  sopaesto  de  que  tal  operación  no  faese  eomo  en  reali- 
dad oda  gestión  independiente  de  la  administración  de  fondos  qne  á 
D.  Mannet  estaba  confiada,  y  prescindiendo  a)  examinarla  del  coasi 
contrato  qoe  mediante  ella  sargia  entre  las  partes,  la  sentencia  infringe 
Ut  doctrina  legal  sobre  el  contrato  de  mandato,  consignado  en  la  ley  SO, 
tlt.  42,  Partida  5^,  según  la  qne  el  mandante  está  obligado  á  satisfacer 
al  mandatario  los  adelantos  y  gastos  qoe  éste  hubiese  hecho  por  rszón 
del  mandato,  sin  poder,  como  el  precepto  dice,  redocir  so  importe: 

4^  La  misma  ley  20,  tít.  ít  y  Partida,  en  cuanto  la  Sala  sentenciado- 
ra dedoee  de  las  partidas  de  la  data  cinco,  importantes  4.S46  reales 
75  céntimos,  las  coales  no  niega  la  sentencia  qne  havan  sido  satlsfechu 
por  el  recorren  te,  y  en  so  virtud  han  debido  abonársele  por  el  doeño 
de  la»  obras;  que  todas  estas  partidas  qne  el  D.  Manuel  no  reclama  para 
sí,  sino  qoe  las  desembolsó  con  el  carácter  «le  representante  de  D.  Gre- 
gorio, prodocen  necesariamente  entre  el  cuentadante  y  so  hermano  la 
relación  de  derecho  qoe  el  contrato  de  mandato  establece,  mediante  á 
la  coal  el  mandatario  lo  tiene  claro  y  perfecto  á  reintegrarse  de  las  es^ 
pensas  qne  hobiere  tenido  qoe  hacer  para  el  complimiento  del  con- 
trato: 

5**  Qoe  también  se  infringe  en  lo  relativo  á  la  rebaja  de  la  data  de 
las  i)artidas  mencionadas  en  el  motivo  anterior  la  jorisprodencia  esta- 
blecida por  diferentes  sentencias  de  este  Tribonal  Sopremo,  entre  ellas, 
la  de  M  de  Noviembre  de  1869,  según  la  coa)  demostrada  la  existencia 
de  on  contrato  de  obras,  y  no  habiéndose  desde  luego  señalado  el  pre- 
cio, debe  estarse  por  el  qoe  designan  los  peritos;  doctrina  que  se  opone 
á  la  exclusión  de  dichas  partidas  como  faltas  de  comprobantes,  poesto 
qoe  habiendo  recaído  acerca  del  coste  de  las  obras  como  proeba  gene- 
ral el  informe  de  tres  peritos  apreciando  el  coste  del  pafecio  de  Alfara 
en  ona  cantidad  mocho  mayor  á  la  qoe  el  recorrente  invirtió,  es  impo- 
sible é  ilegal  sostener  qoe  no  están  jostificadas  dichas  partidas,  sino 
qoe  ellas  y  todas  las  de  la  data,  aonqoe  carecieran  de  comprobación 
especial,  resoltan  acreditadas  sobradamente  con  el  dictamen  de  peritoa 
qoe  acosa  so  inversión  en  las  obras;  y  contra  este  joicio  sería  preciso 
para  qoe  tal  exclosióo  prevaleciera,  presentar  ona  proeba  directa,  no 
ya  ona  negación  inexacta  de  jostificantes  qoe  es  coanto  la  sentencia 
invoca,  despreciando  dicho  informe  pericial: 

6*  Qoe  la  tarifa  legal  vigente  para  los  Arqoitectos,  aprobada  por 
Real  orden  de  Si  de  Maraode  4854,  y  reprodocida  por  la  de  31  de 
Mayo  de  4858,  regolan  los  honorarios  qoe  deben  percibir  en  el  ejerci- 
cio de  so  profesión,  peto  sin  señalarles  nada  por  la  administración  de 
las  obras,  poes  los  honorarios  se  contraen  á  la  dirección  de  las  obras  y 
administración  de  fondos;  y  esta  tarifa,  qoe  es  ley  cuando  de  bonora* 
ríos  de  Arquitecto  se  trata,  al  excloir  de  la  data  la  partida  de  700  rea- 
les qoe  el  recorrente  abonó  á  Pascual  Martínex  por  la  forma  de  cuentas 
y  anotaciones  en  los  libros,  porqne  tales  gastos  son  referentes  á  la  ad- 
ministración de  las  obras,  y  en  tal  concepto  no  es  exacto  con  arreglo  á 
aquellas  disposiciones  qoe  los  Arqoitectos  tenaan  señalada  retribución 
alguna;  debiendo  dichos  gastos  figorar  en  la  data  general  de  la  coenta 
de  las  obras  como  de  necesario  abono  con  arreglo  al  precepto  de  la  ci- 
tada ley  SO,  tít.  IS,  Partida  6%  qoe  resulta  también  infringida  en  este 
particular: 

1®  La  ley  10,  tít.  H,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  29, 
Partida  a^  y  jorisprodencia  conforme,  reconocida  en  sentencia  de  esta 
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Tribanal  Supremo  de  14  de  Jaiio  de  1871,  qne  establecen  1á  primera 
enándo  ha  de  empelar  i  contar  el  tiempo  para  la  preacrípeidn  de  la  ac- 
ción de  honorarios,  y  la  8e|[anda  que  el  cnrso  de  la  prescripción  se  ín- 
ter rom  pe  por  todo  reconocimiento  expreso  ó  tácito  qne  el  deodor  baga 
del  derecho  del  acreedor;  porqoe  la  Sala  sentenciadora  no  estima  abo- 
nable los  honorarios  qoe  el  recorren  te  reclama  por  primera  partida  do 
80  coeota  correspondiente  á  los  trabijos  efectoados  en  1870  para  hacer 
el  pedido  de  la  piedra  berroqoefia  para  la  fachada  del  palacio  y  so  Tía- 
je  á  Alfaro  con  este  exclnsivo  objeto;  siendo  así  qoe  según  la  primera 
de  dichas  leyes  la  prescripción  no  empiexa  hasta  despoés  de  termina- 
dos los  trabajos  y  despedido  el  qne  los  presta  por  el  doeño  de  so  serTi- 
eio,  y  por  tanto  en  este  caso  no  hay  lapso  de  tiempo,  poesto  qoe  Doo 
Manoel  continoó  prestándolos  á  so  hermano  hasta  la  terminación  del 

Iialacio  en  18^0,  y  el  reconocimiento  qne  la  segunda  exige  para  qne 
a  prescripción  qoede  intenrompida  la  constitoye  tácitamente  el  encar- 
go dado  al  recórreme  con  posterioridad  de  la  construcción  definitiTa 
del  palacio: 
8"  La  doctrina  consignada  en  sentenciada  20  de  Enero  de  1874,  do 

3oe  para  la  interpretación  de  los  contratos,  suscitápdose  dada  acerca 
e  80  ioteligencia,  es  indispensable  consoltar  los  hechos  anteriores  rao 
le  han  preparado,  el  conjonto  de  circonstancias  qne  le  han  acompaña- 
do, la  intención  y  propósito  de  los  otorgantes  y  los  hechos  sobsi^oien- 
tes  de  éstos;  infracción  qne  se  comete  por  la  sentencia  al  determinar  ol 
alcance  del  contrato,  por  ?irtod  del  eoal  el  recurrente  se  encargó  do 
la  constrocción  del  palacio  de  Alfaro,  apreciando  en  uno  de  sus  consi- 
derandos qoe  rebaja  la  partida  de  144.000  rs.,  reclamada  en  concepto 
de  honorarios  por  trabajos  extraordinarios  y  fuera  de  tarifa;  qoe  no  so 
ostipoió  entre  los  contratantes  la  permanencia  del  recurrente  en  aque- 
lla población  por  el  tiempo  que  durasen  las  obras,  ni  qoe  esta  foera 
exigencia  del  D.  Gregorio;  qoe  no  cabe  duda  acerca  de  que  el  recurren'» 
te  á  la  ves  que  recibió  el  encargo  de  dirigir  la  construcción  del  palacio 
con  las  funciones  que  á  su  misión  facultativa  correspondían,  tuvo  tam* 
bien  á  su  cuidado,  é  petición  del  dueño,  la  administración  de  las  obraa» 
eontituyóndose  como  en  carácter  de  administrador  de  las  obras  recia* 
maba  en  verdadero  propietario,  consagrándose  por  completo  y  excln- 
sivamente  la  dirección  de  las  obras  y  su  administración;  que  el  contra- 
to, pues,  celebrado  entre  el  recurrente  y  su  hermano,  de  conformidad 
con  las  reglas  de  interpretación  contenidas  en  la  jurisprudencia  invoca- 
da, fu4  extensivo  no  sólo  á  los  derechos  y  obli|;aciones  del  recorrento 
como  Arqoitecto  y  Administrador  de  fondos,  sino  también  al  extremo 
principal  de  la  administración  de  las  obras  de  Alfaro,  y  como  tal  exigía 
de  él,  á  la  ves  qoe  sus  servicios  provisionales  y  puramente  técnicos  qoe 
son  los  que  váida  la  tarifa,  la  obligación  que  la  Administración  de  las 
obras  llevaba  implícitamente  á  la  construcción  mientras  durase,  y  el 
derecho  en  cambio  á  percibir  una  recompensa  por  esos  servicios  ex- 
traordinarios según  una  prudente  estimación  de  los  mismos: 

9*  La  regla  17,  tít.  34,  Partida  7^  que  consigna  el  principio  de  qoe 
nadie  puede  enriquecerse  con  daño  de  otro,  al  desconocer  el  derecho 
del  recurrente  á  percibir  la  mencionada  partida  de  144.000  rs.  que  en 
concepto  del  servicio  extraordinario  de  permanecer  durante  las  obras 
en  Alfaro,  y  consagrarse  en  exclusivo  á  aquellos  trabajos,  sufriendo  con 
ello  el  perjuicio  consiguiente  á  sus  beneficios  provisionales,  reclama  en 
su  cuenta  de  honorarios  qoe,  según  la  proeba  perieial,  D.  Grregorio  ha 
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TMliudo  eon  la  eonstroceidn  del  palacio  de  Alfaro  on  aomento  de  ri- 
qaesa  de  cerca  de  30.000  doros,  puesto  qoe  repreaeotando  el  edificio 
QD  coate  total,  según  los  Arquitectos,  de  2.393.359  rs.,  el  importe  de 
lo  gaatado  asciende  sólo,  á  tenor  de  la  sentencia,  á  1.798.3U;  y  ésta 
considerable  diferencia,  en  beneficio  positivo  del  dueño,  es  debida  más 
que  á  los  servicios  del  Arquitecto,  como  director  facultativo,  á  su  cons- 
unta espíritu  áe  economía,  y  sobre  todo  á  su  trabajo  como  Adminis- 
trador de  la  obra;  y  para  obtenerla  tuvo  el  recurrente  necesidad  de  de* 
dicarse  por  completo  á  la  edificación  del  palacio,  prescindiendo  en  ab-. 
aoloto  de  su  numerosa  clientela,  lo  cual  le  produjo  un  daño  evidente 
en  sos  ingresos  profesionales  del  que  debe  ser  indemnisado: 

iO.  La  ley  16,  tít.  fS,  Partida  3*,  y  jurisprudencia  citada  en  la  in- 
fracción 1%  que  dispone  se  ajusten  las  sentencias  á  lo  solicitado  por 
las  partes;  doctrina  que  desconoce  la  sentencia  al  desestimar  la  deman- 
da casi  en  su  totalidad  como  lo  ba  beebo,  dando  al  demandado  máa  de 
lo  que  pidió  en  el  pleito,  puesto  que  mientras  éste  limitó  sus  preten- 
siones en  la  contestación  á  que  subsistieren  en  cuanto  á  las  obras  de 
Alfaro  los  bonorarios  por  dirección  de  las  obras  se^ún  tarifa  el  1  por 
iOO  de  administración  de  fondos,  y  los  gastos  de  viaje  que  se  prueben 
por  el  demandado,  la  Sala  sentenciadora,  reconociendo  sólo  las  parti- 
das correspondientes  i  los  dos  primeros  conceptos,  ba  mejorado  dicbas 
pretensiones  baciendo  abstracción  de  la  concesión  contraría  á  abonar 
en  tercer  término  los  gastos  de  viaje  á  Alfaro;  que  sobre  ser  siempre 
abonables,  según  la  tarifa  vigente,  están  expresamente  aceptadas  por 
el  deudor,  si  bien  éste  se  opuso  á  la  cuantía  de  la  reclamación  deriva- 
da de  la  ausencia  forsosa  de  esta  corte  del  recurrente  con  motivo  de 
las  obras: 

II.  Los  artículos  359  y  361  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
consignan  el  precepto  de  que  las  sentencias  deben  decidir  todos  los 
puntos  litigiosos  que  bayan  sido  objeto  del  debate,  prohibiendo  de  un 
modo  terminante  á  los  Jueces  y  Tribunales  que  bajo  ningún  pretexto 
aplacen,  dilaten  ni  nieguen  la  resolución  de  las  cuestiones  que  ha][an 
sido  discutidas  en  el  pleito;  disposiciones  que  la  Sala  sentenciadora  in- 
fringe primeramente  al  prescindir  en  su  parte  dispositiva  de  la  cues- 
tión de  los  viajes  del  recurrente  á  Alfaro,  que  el  demandante  promovió 
en  la  forma  expuesta  en  el  motivo  anterior,  y  en  segundo  lugar  por  la 
manera  con  que  ba  sido  resuelto  en  la  sentencia  este  punto,  referente  i 
los  viaies  de  Quejigal,  j  el  segundo  á  Alfaro  anterior  i  la  construcción 
del  palacio,  porque  la  condena  al  pago  que  establece,  de  dichos  viajes 
es  de  tal  naturalexa,  que  con  ella  en  realidad  resulta  de  hecho  aplatada 
la  resolución  de  este  extremo,  viniendo  á  originarse  para  su  dilucida- 
ción un  nuevo  é  inevitable  litigio  entre  las  partes;  y  hay  en  este  pun- 
to una  manifiesta  deficiencia  en  los  pronunciamientos  de  la  Sala,  con 
quebrantamiento  de  los  preceptos  del  Código  procesal. 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache: 
Considerando,  en  cuanto  al  recurso  de  D.  Manuel  Sáenx  de  Herediai 
que  la  sentencia  recurrida  es  congruente  con  la  demanda,  porque  pre« 
aentadas  las  cuentas  y  pedida  su  aprobación  por  el  demandante,  de 
ellas  mismas  resulta  el  cargo  de  Í.87S.593  rs.  que  fija  la  sentencia  en 
su  auto  aclaratorio  como  consecuencia  de  la  discusión  habida  en  el 
pleito  acerca  de  las  mismas,  ñor  lo  que  no  infringe  el  principio  consig- 
nado en  la  ley  16,  tít.  SS,  Partida  3*,  ni  la  doctrina  que  se  cita  en  el 
primer  motivo  del  recurso: 
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Considerando  qae  la  partida  3.&88  rs.,  mitad  del  prodacto  del  cam- 
bio de  plata  á  calderilla,  debe  abonarae  al  cuentadante,  porqne  exis- 
tiendo nn  verdadero  mandato  entre  el  dnefio  del  edificio  y  el  Adminis- 
trador, el  primero  está  obligado  á  satisfacer  á  éste  los  gastos  qne  soa 
naoesarios  para  el  desempeño  de  sa  cometido,  mncbo  más  cnando  lejos 
de  dlsminair  aquella  operación  la  cantidad  recibida,  la  aumenta,  y  por 
ello  la  sentencia,  qne  no  la  admite  como  partida  legítima  de  abono,  in- 
fringe las  leyes  que  se  alegan  en  los  motivos  t^  v  3*: 

Considerando  qne  iu  cantidades  á  qne  se  refieren  los  motivos  i^  y 
.  5^  se  rebajan  de  la  data,  anas  porque  aparecen  duplicadas  en  los  reci- 
bos de  que  proceden,  otras  por  no  haberse  comprobado  con  los  justi- 
ficantes debidos,  y  la  ultima  por  no  haber  devengado  sos  jornales  eo 
un  número  determinado  de  días  el  sobrestante  de  la  obra,  puntos  todos 
de  hecho  qne  corresponden  apreciar  á  la  Sala  sentenciadora,  y  en  tal 
concepto,  la  sentencia  que  lo  declara  así  no  infringe  la  ley  y  doctrina 
que  se  invocan  en  dicho  motivo,  una  vea  que  contra  su  apreciación  no 
se  ha  demostrado  error  de  derecho  ó  de  hecho  en  la  forma  que  deter- 
mina el  Dúm.  7^,  art.  469S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  al  no  abonar  la  cantidad  de 
700  rs.  que  figura  en  la  data  como  gasto  hecho  en  la  formación  do 
cuentas  y  anotaciones  en  ios  libros,  no  infringe  la  ley  SO,  tít.  IS,  Par- 
tida 5^,  que  se  alega  en  el  sexto  motivo,  porque  los  gastos  que  origine 
aquel  servicio  son  propios  y  peculiares  de  la  administración  qu^desem- 
peha  el  reoorrente  y  por  la  que  obtiene  recompensa,  raxón  por  la  que 
á  él  incumbe  satisfacerlos: 

Considerando  que  la  reclamación  de  7.000  rs.  hecha  por  el  Arqui- 
tecto D.  Manuel  Sáens  de  Heredia,  como  honorarios  devengados  por 
trabajos  que  se  refieren  al  año  de  4870,  no  puede  enlatarse  para  el  efec- 
to de  considerar  interrumpido  el  término  de  la  prescripción  con  los  qne 
prestó  en  i  877  y  siguientes  al  encargarse  de  la  obra  para  continuarla, 
porque  aquéllos  son  independientes  y  tuvieron  lugar  en  época  que  la 
dirigía  el  Ingeniero  D  Joaquín  Bchagfie  bajo  los  planos  de  D.  Seve* 
riano  Saina  de  la  Lastra,  de  aquí  que  la  sentencia  recurrida  que  esti- 
ma la  prescripción  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas  invocadas  en  el 
motivo  7*: 

Considerando  que  además  del  servicio  facultativo  que  D.  Manuel 
prestó  á  su  hermano  dirigiendo  la  obra  como  Arquitecto  y  administran- 
do los  fondos  para  ello,  cuyos  servicios  tienen  señalada  recompensa  en 
la  tarifa,  el  D.  Manuel  residió  t%  meses  en  Alfaro  cuyos  servicios  inde- 
pendientes de  los  anteriores  y  admitido  por  su  hermano,  deba  ser  con- 
venientemente retribuido,  y  por  ello,  la  sentencia  que  desconoce  esto^ 
infringe  la  regla  17,  tít.  34,  Partida  7^,  que  se  invocan  en  el  noveno 
motivo: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  resuelve  todas  las  cuestio- 
nes debatidas  en  el  pleito,  y  por  ello  no  infringen  las  leyes  que  se  ale- 
fan  en  los  motivos  10  y  H  del  recurso,  una  vex  3ue  remite  al  juicio 
e  peritos  lo  que  se  refiere  á  los  viajes  á  Alfaro  y  Qo^JíR^^  ^o  cual  ha- 
brá de  resolverse  al  ejecutar  la  sentencia  y  no  en  nuevo  litigio  como 
supone  ^1  recurrente: 

Considerando,  en  orden  al  recurso  formulado  por  D.  Gregorio  Sáenz 
de  Heredia,  que  es  inaplicable  y  no  ha  podido  ser  infringida  la  ley  Sf , 
tlt.  31,  Partida  3^  porque  dicha  ley  se  ocupa  de  la  obra  que  se  türri- 
iass$  ó  S0  wíovitsse  ante  qué  $$  aeaba$s0  ó  15  offai  dtipués  que  fuesi€ 
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^/rcüc,  lo  eaal  no  Boeede  en  el  cato  presente,  nna  ves  qne  del  dictamen 
periciil  sólo  aparece  nn  pequeño  asiento  en  el  segnndo  tiro  de  la  esca- 
lera principal  y  otros  deterioros  de  fácil  reparación  y  poco  coste,  qne 
en  nada  afectan  á  la  solidez  del  edificio; 

Pallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  haber  Ingar  al  recurso 
en  cnanto  á  los  motivos  V^  3®  y  9^  del  interpuesto  por  D.  Manuel 
Siena  de  Heredia,  y  en  su  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  pro- 
noneiada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte 
en  6  de  Noviembre  de  1883,  en  lo  que  á  ello  se  refiere; 

No  ha  lu^ar  al  recurso  en  los  demás  motivos  que  comprende,  ni 
tampoco  al  interpuesto  por  la  parte  de  D.  Gregorio  Sáeni  de  Heredia, 

S  condenamos  á  éste  en  la  quinta  parte  de  las  costas.— (Sentencia  po- 
lieada  el  17  de  Junio  de  1834,  ó  inserta  en  la  Gaeita  de  21  de  Setiem- 
bre del  mismo  a&o.) 
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Beenrso  ée  easaeiin  (18  d$J%iiodsi^Si).'^Sala  primera,-^ 
Pago  db  cantidad.— Ha  lagar  al  interpuesto  por  DoAa  Reyes  Centeno 
-«OH  O.  Ángel  Duran  (Audiencia  de  Cáceres),  y  se  resuelve: 

Que  tratándose  de  una  aeeión  mixta  fue  por  no  haber  prescrito  ha 
podido  ejercitar  la  recurrente  en  reelawtación  de  los  productos  adeuda- 
dos á  su  hermano,  de  quien  fué  declarada  heredera;  la  sentencia  que  ab  • 
suelve  al  demandado  infringe  las  doctrinas  que  establecen  que  el  decla- 
rado heredero  sucede  en  todos  los  derechos  ¡/•obligaciones  del  finado,  y 
-fue  el  que  contraía  contrae  para  si  «  sus  sucesores,  y  la  ley  26,  til,  29, 
Partida  3*. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Junio  de  1884,  en  el  pleito 

Cmdiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
y,  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Alburquerqne  y  en 
)a  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  Doña  Reyes  Centeno  y 
Ooniález,  representada  por  el  Procurador  D.  Juan  Hernández  Baura  y 
defendida  por  el  Licenciado  D.  Gregorio  Campuiano,  con  D.  Ángel 
Darán  Bueno,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Juan  Hernández  y  Her- 
nándei,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Bugenio  Montero  Ríos  sobre  pa- 
-go  de  pesetas: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  la  villa  de  Alburquerqne 
á  8  de  Abril  de  1859,  D.  Juan  de  Dios  aoniáles  y  su  mujer  Doña  Ci- 
priana  Ginebro,  con  los  bienes  de  su  pertenencia  que  designaron,  con- 
sistentes en  una  casa  en  aquella  Tilla  que  rentaba  anualmente  356  rea- 
les, una  fanega  de  tierra  puesta  de  viña,  cuyo  producto  liquido  se  gra- 
duaba en  225  rs.  anuales,  y  ana  parte  de  fábrica  de  curtidos  que  pro- 
ducía la  renta  anual  de  674  rs.,  fundaron  nna  congrua  ó  patrimonio 
para  su  sobrino  D.  Julián  Centeno  y  Gonsáleí,  con  el  fin  de  que  le  sir- 
viese de  título  hábil  para  su  ordenamiento  de  Presbítero,  escritura  de 
3 ue  se  tomó  raión  en  el  Registro  de  hipotecas;  y  que  instruido  ezpe- 
iente  á  instancia  de  D,  Julián  Centeno  en  el  Tribunal  eclesiástico  con 
el  consentimiento  y  expresa  licencia  del  Obispo  déla  diócesis  fué  apro- 
bada por  el  Provisor  en  27  del  aiguiente  mes  de  Mayo  para  que  sirviese 
'4e  legítimo  título  de  ordenación,  bajo  ciertas  condiciones  eclesiásticas» 
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maodándoM  también  qae  te  diese  la  referida  poseeión  el  referido  Cea— 
teño,  la  caal  toTo  logar  en  30  del  propio  mes  de  Mayo: 

Resaltando  qne  el  Presbítero  D.  Jotián  Centeno  falleeió  inteetado- 
en  18  de  Mayo  de  1878,  y  qne  por  aato  de  U  de  Janio  signiente  se  de- 
claró úniea  y  legítima  heredera  del  mismo  i  sn  hermana  Doña  Reyea- 
Centeno  y  Goniáiea: 

Resaltando  qoe  en  i3  de  Mano  del  siguiente  año  de  1879,  la  refe- 
rida  Do&a  Reyes  Centeno  dedujo  la  demanda  objeto  de  es^os  aatos«  ea 
la  qne  después  de  baoer  mérito  de  la  escritora  de  8  de  Abril  de  1859^ 
expaso  qae  D.  Jaíián  Centeno  foé  elevado  al  presbiterado  sin  disfrutar 
beneficio  algano  permanente  que  pudiera  equipararse  á  la  congrua,, 
bajo  cuyo  titulo  ó  patrimonio  fué  elevado  á  las  sagradas  órdenes;  que 
por  ello  el  usufructo  de  la  congroa  tuvo  qoe  ser  de  su  propiedad  desde 
su  ordenación  de  Subdiácono  basta  el  30  de  Junio  de  1876  en  que  iom6 

Í posesión  de  hecho  ó  material  de  los  bienes  del  patronato  laical;  qoe  loa 
undadores  no  entregaron  á  Centeno  los  bienes  de  su  patrimonio,  sino 
que  disfrutaron  las  reatas  cometiendo  una  intrusión,  como  decía  la  ley;. 
pues  ni  aun  simple  derecho  podía  considerarse;  qoe  habiendo  redama- 
do Centeno  en  acto  de  conciliación  á  los  herederos  de  aquéllos  respec- 
tivamente, los  de  D.  Juan  de  Dios  González  estuvieron  propicios  á  pa* 
gar  la  parte  que  les  correspondiese,  y  sólo  se  negó  D.  Ángel  Dorio  Bue^ 
no,  heredero  único  de  Doña  Cipriana  Ginetero;  que  habiendo  fallecido 
el  Presbítero  Centeno  sin  testamento,  no  había  podido  incoar  lademan« 
da  correspondiente,  hasta  qne  con  los  requisitos  y  formalidades  lega-^ 
les  había  sido  declarada  heredera  del  mismo;  y  consignando  los  fonda-  . 
mantos  de  derecho  que  de  los  hechos  anteriores  se  desprendían,  ejer- 
citando la  acción  mixta  de  real  y  personal,  pidió  se  declarase  qoe  en  el 
concepto  de  heredera  de  su  hermano  el  Presbítero  D.  Julián  Centeno  la 
correspondía  desde  la  fecha  de  la  toma  de  posesión  las  rentas  liqoídaa- 
del  usufructo  que  se  constitoyó  por  los  cóny ages  D.  Juan  de  Dios  Gon- 
sáleí  y  Doña  Cipriana  Ginetero  en  favor  del  referido  Presbítero,  y  co- 
yas rentas  que  formaban  dicho  usufracto  no  le  fueron  entregadas  nastA. 
el  30  de  Junio  de  1876,  en  que  se  le  hiio  entrega  de  los  bienes,  con  in— 
demniución  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  y  qoe  pudieran  oca- 
lionarse,  y  en  so  consecuencia  se  condenase  i  D.  Ángel  Doran  Boeno, 
como  único  heredero  de  (üipnana  Ginetero,  y  como  representante  de- 
ésta  en  el  referido  concep'to,  á  que  de  los  bienes  heredados  ó  de  los  su- 
yos propios  restituyera  á  Doña  Reyes  3.210  pesetas  75  cents,  qoe  im- 
.portaban  las  rentas  que  percibió  indebidamente  su  cansababiente  coa 
todas  sus  incidencias: 

Resultando  qoe  D.  Ángel  Duran  Bueno  impugnó  la  demanda,  ale- 

Sando  que  D.  Juan  de  Dios  Goniáleí  y  su  mujer  fundaron  un  patronato- 
leal,  más  bien  para  la  ordenación  de  D.  Julián  Centeno  y  Gonxáleí  qo» 
no  para  so  congrua  sustentación;  qne  habiéndole  dado  posesión  que  to- 
mó en  so  nombre  el  fundador,  ordenado  de  Presbítero,  y  habiendo  re- 
gresado á  aquella  villa,  de  donde  era  vecino,  no  se  cuido  de  los  bienes 
qoe  constituían  dicho  patrimonio,  dejándolo  á  disposición  de  so  indicado- 
tío,  sin  que  jamás  reclamara  sus  productos,  porque  sabía  que  cubiertos 
los  gastos  no  eran  ningunos,  como  lo  demostraba  la  valuación  qne  aca- 
baba de  hacerse  en  la  división  del  caudal  relicto;  aoe  la  posesión  de  di- 
chos frntdb  por  los  fundadores  había  venido  sucediendo  por  espado  d»^ 
SO  años  con  la  aquiescensia  y  beneplácito  del  Presbítero  Centeno,  ek 
cnal  no  había  necesitado  de  ello  para  su  subsistencia,  pneato  qoe  son- 
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signada  en  las  sentencias  de  \^  de  Marzo  de  1859,  IS  de  Enero  y  7  de 
Mayo  de  1867,  y  las  de  U  de  Mayo  de  4861  y  12  de  Mayo  de  1866: 

S^  La  jarisprndencia  Qniformemente  seguida  por  este  Sapfemo  Tri- 
bnnal  de  qne  el  declarado  heredero  sucede  en  todos  los  derechos  y 
obligaciones  del  finado,  y  qne  el  qne  contrataba  contraía  para  sí  y  sbs 
sncesores,  puesto  que  la  sentencia  declaraba  qne  el  derecho  de  D.  Ju- 
lián Centeno  era  personalísimo,  con  lo  cual  parece  quería  dedncir  que 
su  heredera  Doña  Reyes  Centeno  no  tenía  facultad  para  reclamar  ios 
frutos  qne  se  adeudaban  á  su  causahabiente: 

3*  La  ley  5%  tít.  6*  de  la  Partida  5^,  al  absolver  al  fundador  de  ia 
obligación  de  pagar  las  rentas  ó  pensiones  si  el  donatario  cumplió  como 
on  el'caso  de  autos  ia  condición  marcada: 

i°  Que  tomada  rasón  de  la  escritura  en  el  oficio  correspondiente  de 
iiipotecas,  y  aprobada  por  la  Antoridad  eclesiástica,  los  bienes  á  que 
hacían  referencia  se  consideraban  como  espiritualisados  á  tenor  de  lo 
dispuesto  en  la  sesión  24,  capítulo  t^  D$  reformatione  del  Concilio  de 
Trento,  y  en  todo  caso  se  convertía  en  una  verdadera  obligación  hipo- 
tecaria, de  manera  que  la  sentencia  que  invocaba  la  ley  24,  tft.  3t  de 
la  Partida  3^  para  fallar  que  la  acción  de  la  recurrente  prescribió  á  los 
10  años.  Infringía  la  ley  26,  tít.  29  déla  Partida  3%  que  era  una  ex- 
cepción para  el  caso  presente  de  la  anterior,  haciendo  por  tanto  aplica- 
ción indebida  de  la  primera  de  estas  leyes; 

Y  5^  Habiendo  tomado  razón  de  la  escritura  de  8  de  Abril  de  1859 
en  el  Registro  de  hipotecas  el  día  siguiente,  y  habiendo  presentado  la 
demanda  Doña  Reyes  Centeno  en  43  de  Marzo  de  4879,  no  habían 
transcurrido  aún  los  20  años  qne  la  ley  exigía  para  la  prescripción  de 
las  acciones  hipotecarias,  y  no  podía  por  tanto  alegarse  ia  prescripción 
de  que  hablaba  la  sentencia  recnrrida  como  único  fundamento  de  dere- 
cho oara  revocar  ej  fallo  de  Badajoz  y  eondenar  á  la  recurrente. 
Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 
Considerando  que  la  sentencia  infringe  la  doctrina  y  leyes  invoca- 
•das  en  los  motivos  2^,  4^  y  6®,  porque  se  trata  de  ana  acción  mixta  que 
por  no  haber  prescrito  ha  podido  ejercitar  la  recurrente  en  reclama- 
ción de  los  productos  adeudados  á  su  hermano,  de  quien  fué  declarada 
-heredera; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recar- 
ao dd  casación  interpuesto  por  Doña  Reyes  Centeno  y  González,  y  en 
su  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  26  de  Octubre  de 
1883  dictó  la  S&la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres. — (Sentencia 
publicada  el  4^  de  Junio  de  1884,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Se» 
siembre  del  mismo  año.) 
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Reeareo  de  «asael4n(18  de  Junio  de  \%Si).^Sala  primera. 
— Pago  de  cantidad.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  Morales 
Con  D.  Ramón  Várela  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

Que  tiendo  el  contrato  que  las  partes  celebraron  por  documento 
privado,  en  cuya  virtud  el  demandante  entregó  al  demandado  110.000 
realet  para  que  se  los  negociara^  dándole  por  ellos  la  suma  de  673  re* 
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íiíensnalu  mientras  obraran  en  su  poder ^  virdadero  contrato  de  mntno^ 
fnetto  que  dejando  al  presta  tarto  la  libre  dispotieúfn  del  capital  4  im- 
poniéndole  la  obligación  de  pagar  si  rédito  hasta  que  aquél  fuera  de- 
^suelto  al  prestamista^  cualquiera  que  fuese  el  uso  que  de  él  hicier%,  es 
evidente  que  en  esta  estipulación  se  contienen  los  requisitos  esencia- 
les del  referido  contrato^  por  más  que  se  dijera  en  el  documento  que 
los  1 10.000  re,  eran  de  la  pertenencia  del  prestamista;  como  la  inten- 
cien  de  las  partes,  según  del  documento  se  desprende,  no  fué  celebrar  el 
contrato  de  mandato^  porque  siendo  tal  eoníraio  gratuito  á  no  pactarse 
retribución  para  el  mamutuirio,  es  impropio  de  su  naturaleta  que  sea 
éste  el  que  lo  pague  por  los  servicios  que  presta:  la  sentencia  que  conde- 
na al  plago  de  la  cantidad  reclamada  no  infringe  la  ley  V,  íit.  4®,  Par^ 
tida  5*,  que  determina  los  efectos  del  mutuo,  ni  el  principio  de  que  el 
-contrato  es  ley  para  las  partes,  ni  la  ley  tO,  til.  12,  Partida  5*,  que 
trata  del  mandato,  ni  la  4*,  tit.  4®,  libro  40  de  la  2Íovisima  Recopila- 
ciány  ni  las  doctrinas  legales  relativas  á  la  interpretación  y  efectos  de 
los  contratos, 

Bq  ia  villa  y  corte  de  Madrid,  á  48  de  Jonio  de  4884,  en  el  pleito ee- 
goido  en  el  Jozgado  de  primera  instancia  del  Poerto  de  Santa  María  y 
en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodieneia  de  Sevilla  por  D.  Ramón  Yare^ 
la  y  Galán,  propietario,  vecino  de  San  Diego  de  Núftez,  isla  de  Coba, 
€on  D.  José  Morales  y  Rniz,  propietario,  Vecino  de  Puerto  Real,  sobre 
pago  de  cantidad,  pendiente  en  este  Tribunal  Sapremo  en  virtud  de 
recnrso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpoesto  por  el  Licenciado 
D.  Yieente  Morales  Días  y  el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  San- 
ebei,  en  defensa  y  representación  de  Morales,  habiendo  sido  defendido 
y  representado  Várela  en  este  recurso  por  el  Licenciado  D.  Ramón  Yi- 
nader  y  el  Procurador  D.  Francisco  Egea: 

Resaltando  que  en  documento  privado  otorgfado  en  Puerto  Real  con 
fecha  i*  de  Noviembre  de  4876  reconoció  D.  Josó  Morales  y  Ruis  que 
obraban  en  su  poder  440.000  rs.  de  la  pertenencia  de  D.  Ramón  Yarela 
y  Galán,  cuya  suma  le  entregaba  éste  para  que  se  ia  negociara,  dándole 
por  ello  673  rs.  mensuales  como  premio  ó  interés  de  dicha  cantidad 
mientras  obrase  en  su  poder: 

Resaltando  ^ue  D.  Ramón  Grosso  reconoció  en  documento  privado 
firmado  en  Cádiz  á  34  de  Diciembre  de  4880,  que  D.  José  Morales  y 
Ruis,  por  D.  Ramón  Yarela  y  Galán,  había  impuesto  en  su  poder  de  la 
pertenencia  de  Yarela  la  cantidad  de  80.000  rs.  con  destino  al  giro  de 
su  comercio  de  ultramarinos,  bajo  las  condiciones  de  que  el  préstamo 
se  hacía  por  cuatro  años  á  contar  desde  aquella  fecha;  qne  el  interés  se 
fijaba  en  la  mitad  de  las  utilidades  que  dicha  suma  produjera,  los  que 
no  podrían  importar  menos  del  8  por  400  anual,  y  podrían  liquidarse 
de  dos  en  dos  años,  ó  i  ia  finalización  del  contrato,  á  voluntad  del  im* 
ponente;  y  que  éste  quedaba  también  en  el*  derecho  de  prorrogar  la 
duración  del  préstamo  por  dos  años  más,  siendo  condición  expresa  que 
«1  finalizar  los  cuatro  años  fijados  habría  de  avisar  si  lo  prorrogaba  ó 
DO,  y  en  este  último  caso  se  empezaría  á  contar  desde  la  fecha  del  aviso 
el  plazo  de  seis  meses  para  la  entrega  del  principal  impuesto  y  de  las 
utilidades  ó  intereses  que  resultasen: 

Resaltando  qae  en  SI  de  Diciembre  de  4884  deduje  D.  Ramón  Ya- 
rela y  Galán  la  demanda  qae  ha  dado  origen  á  este  pleito,  en  la  que  es- 
tableciendo eomo  hechos  el  contenido  del  documento  privado  de  I®  d» 
Noviembre  de  4876,  y  qae  D.  José  Morales  le  había  devuelto  á  sa  ios* 
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Uncia  30.000  rs.  por  enenta  de  los  HO.OOO  y  de  ios  interetes,  y  alegan- 
do como  fuDdamentoa  de  derecho  qne  hay  préstamo  mutoo  cuando  OBft 
parte  entrega  á  la  otra  dinero  para  qoe  ose  de  él  y  le  devuelva  otr<> 
tanto,  según  la  ley  4%  tÜ.  I®,  Partida  b\  qoe  ea  el  préstamo  no  puedo 
pacurse  interés,  y  pactado  se  devenga  hasta  el  momento  de  extingoir» 
•e  la  obligación  en  coalqoier  forma  legal;  qae  el  motoario  Mti  obliga- 
do á  devolver  otro  tanto  de  lo  qne  recibió,  y  los  daftos  y  perjuicios  que 
sa  falta  de  camplimiento  ocasione  al  mutuante,  según  la  ley  40,  tit.  1% 
Partida  5*.  y  qne  según  la  2'  del  mismo  titulo  y  Partida,  y  la  sentencia 
de  27  de  Octubre  de  4863,  si  no  se  fija  tiempo  para  la  devolución  en  el 
mutuo,  debe  efectuarse  en  el  día  en  qne  se  le  demande,  siempre  qoe 
havan  pasado  10  <!esde  que  se  hixo  el  mutuo,  solicitó  se  condenase  en 
definitiva  á  D.  José  Morales  y  Ruis  á  abonarle  los  80.000  rs.  que  aún  I» 
debía  con  los  intereses  vencidos  y  los  que  se  fueran  venciendo  al  mis-, 
mo  tipo  pactado  basta  extinguir  la  obligación  con  abono  de  los  daftoS' 
y  perjuicios  irrogados: 

Resultando  que  D.  José  Morales  oontestó  la  demanda  pidiendo  que 
se  le  absolviera  de  ella  y  se  condeusse  al  actor  á  perpetuo  silencio  y 
pago  de  costas,  alegando  que  el  contrato  celebrado  ton  el  demandante 
por  virtud  del  cual  recibió  los  HO.OOO  rs.  no  es  nn  préstamo  mutuo,, 
sino  nn  mandato  especial  por  el  qne  le  facultó  para  qoe  le  negociase  U 
mencionada  cantidad,  abonándole  mientras  llegaba  á  cumplir  su  encar- 

So  673  rs.  mensuales  por  intereses;  que  había  venido  dejando  en  poder 
el  demandante  valores  suficientes  para  solventar  los  intereses  pacta- 
dos hasta  que  en  cumplimiento  de  so  encargo  le  negoció  con  sn  cono- 
cimiento y  aquiescencia  80.000  rs.,  entregando  esta  suma  en  31  de  Di- 
ciembre de  1880  á  préstamo  mutoo  por  cuenta  de  Yarela  á  D.  Ramón 
Grosso,  según  resoltaba  del  documento  de  dicha  fecha  qoe  acompaña- 
ba; que  ultimada  esta  negociación,  devolvió  á  Várela  en  uno  de  lo» 
primeros  días  de  Enero  de  i88l  los  30.000  rs.  restantes,  por  no  encon- 
trar colocación  conveniente  para  esta  suma;  practicó  con  él  la  liquida-» 
«ion  de  los  intereses  devengados  por  los  110.000  rs.  de  la  que  resulta- 
ron solventados  dichos  intereses,  y  pusoé  disposición  del  mismo  Yare* 
la  la  mencionada  obligación  de  Grosso,  la  que  quedó  en  su  poder  4 
ruegos  de  aquél,  y  que  en  consecuencia  y  mediante  la  presentación  dn 
la  obligación  de  Grosso,  que  acompañaba  por  no  haberle  querido  reci- 
bir posteriormente  Várela,  estaba  el  mandato  cumplido  en  nn  todo^por 
parte  del  mandatario: 

Resultando  qne  en  la  réplica  dijo  el  actor  que  no  era  exacto  qne  hn» 
biese  accedido  á  que  se  incluyera  en  el  documento  de  1^  de  Noviembre 
4o  1876  la  frase  cpara  que  se  los  negociara,»  queriendo  con  ello  indicar 
■o  mandato  ó  concesión,  ni  lo  era  tampoco  ^ue  posteriormente  hubieso 
acudido  ni  tuviese  conocimiento  del  convenio  que  Morales  había  lleva- 
do é  efecto  con  su  pariente  D.  Ramón  Grouo;  y  en  la  duplica  reprodu-^ 
jo  el  demandado  lo  dicho  y  alegado  en  la  contestación: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales- 
y  en  dos  instancias,  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilln 
sentencia  confirmatoria  en  26  de  Junio  de  1883,  condenando  á  D.  José 
Morales  á  qoe  dé  y  pague  á  D.  Ramón  Varóla  los  80.000  rs.,  objeto  do 
•u  reclamación  con  los  intereses  vencidos: 

Resultando  qoe  previo  depósito  de  1.000  pesetas  en  el  estableci- 
miento destinado  al  efecto,  interpuso  D.  iosé  Morales  y  Rula  recurso 
de  casación,  por  considerar  infringidos: 
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f  *  La  ley  S*,  Mx.  f  *,  Partida  5%  por  haberse  aplteado  indebidamen- 
te; pnes  esta  ley  diipone  qoe  ioego  qne  es  pasada  la  cosa  á  poder  de 
aqoel  A  quien  ea  prestada,  puede  facer  de  ella  lo  qae  qoisiese,  bien  asi 
eomo  de  lo  snyo,  es  deeir,  qne  se  traspasa  el  dominio  por  virtud  del 
préstamo,  y  en  el  contrato  qne  ha  motivado  este  pleito  no  traspasó  Don 
Ramón  Yarela  el  dominio  de  los  5.500  dnros  al  recnrrente,  puesto  qne 
en  el  doeumento  en  qoe  el  contrato  se  formalisó,  se  expresó  terminan- 
temente qne  obra  en  poder  de  Morales  dísha  cantidad,  de  la  pertenen  • 
«la  de  D.  Ramón  Várela,  de  donde  se  deduce  qoe  éste  conservaba  el  do- 
minio mientras  el  dinero  estaba  en  poder  del  recurrente  para  que  se  lo 
negociara,  y  si  no  le  traspasó  el  dominio,  es  claro  que  no  es  aplicable 
«I  caso  del  pleito  la  ley  citada  qne  trata  del  préstamo  mutuo: 
2®  El  principio  de  derecho  y  doctrina  corriente  en  los  Tribunales  de 

3tte  el  contrato  es  ley  para  las  partes,  puesto  que  habiéndose  estipula- 
o  en  el  que  ha  sido  objeto  de  éste  pleito  que  los  5.500  duros  pertene* 
oientes  á  Yarela  y  que  obraban  en  poder  del  recnrrente,  se  los  negocia- 
ra éste,  ó  lo  que  es  lo  mismo  los  colocara  en  un  negocio  que  produjera 
alguna  utilidad,  con  la  condición  especial  de  que  mientras  los  tuviera 
en  su  poder  abonaría  á  su  dueño  673  rs.,  es  evidente  que  el  recurrente 
eumptió  su  encargo  colocando  A  nombre  de  Várela  20.000  pesetas  de  las 
t7.500  en  un  establecimiento  de  ultramarinos,  sobre  las  utilidades  del 
mismo,  asegurando  eomo  utilidad  minima  un  8  por  100  anual,  y  devol- 
viendo »t  mandante  las  7.500  pesetas  restantes  y  el  interés  á  que  se 
iiabfa  obligado  mientras  tuviera  la  cantidad  en  su  poder;  no  obstante 
lo  cual,  le  condena  la  sentencia  recurrida  á  pagar  nna  cantidad  que  ha 
colocado  á  nombre  de  Várela  en  un  negocio,  por  virtud  del  encargo  que 
en  el  contrato  se  le  hacía,  desconociendo  la  facultad  y  hasta  la  ooliga* 
ción  que  tenía  de  proporcionar  colocación  lueratoria  á  aquel  dinero,  y 
aunque  éste  sea  considerado  como  un  préstamo,  por  la  sola  circunstan- 
cia de  haberse  estipulado  interés  mientras  la  cantidad  estuviera  en  po- 
der del  recurrente,  como  quiera  que  su  duración  no  podía  ser  sino  hasta 
tanto  que  el  capital  fuese  colocado  en  un  negocio,  es  claro  que  aun  en 
este  supuesto  resultaría  infringido  el  contrato  al  condenar  al  recurrente 
4  pagar  una  cantidad  y  un  interés,  por  considerar  subsistente  el  prés- 
tamo  que  se  había  extingoido  al  colocar  dicha  cantidad  A  nombre  de 
Vareta  en  un  negocio: 

3^  La  ley  fO,  tít.  f t,  Partida  5*,  que  trata  del  mandato  y  manera  en 
qoe  debe  ser  hecho,  diciendo  que  facen  algunos  ornes  por  mandado  de 
otros  algunas  cosas  á  las  vegadas  por  qne  finca  csda  uno  de  ellos,  obli- 
gado también  aquel  que  lo  uce  como  aquel  otro  que  lo  manda,  con 
aqael  á  quien  manda  facer  la  cosa  recibe  el  mandamiento  tonudo  es  de 
Cumplirlo,  y  hablando  después  del  caso  en  que  por  culpa  ó  engaño  del 
mandatario  sobreviene  daño  al  mandante  que  es  tenndo  aquel  de  pe- 
charlo, toda  vei  que  si  D.  Ramón  Várela  al  entregar  al  recurrente  una 
cantidad  le  encargó  que  se  la  ne|;ociara,  y  el  recurrente  recibió  esto 
mandato,  es  evidente  que  según  dicha  ley  cada  uno  de  ellos  qnedó  obli- 
gado, el  recurrente  á  cumplir  el  mandamiento  y  Várela  A  aceptar  lo  que 
por  virtud  de  dicho  mandamiento  se  hiciera;  y  que  la  sentencia  recu- 
rrida desconoce  estas  dos  obligaciones  negando  el  carácter  de  mandato 
al  contrato  celebrado  entre  las  partes  é  infringe  la  ley  citada,  así  como 
la  ti  del  mismo  título  y  Partida  qne  permite  se  concierten  los  manda- 
tos bajo  condición,  toda  vea  qne  por  el  hecho  de  haber  puesto  al  con- 
trata susodicho  la  condición  especial  de  abonar  intereses  el  mandatario 
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hasU  oae  eompliera  el  mandato,  es  decir,  mientraa  taviera  en  an  poder 
la  cantidad  qoe  había  de  ser  negociada,  se  ha  desconocido  el  carácter 
de  mandato  qoe  el  contrato  tiene: 

4*  La  ley  4*,  tít.  f^  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación  qae dispo- 
ne qne  pareciendo  qne  algono  se  qniso  obligar  á  otro  por  promisión  O 
por  algún  contrato  ó  en  otra  manera  sea  tenndo  de  camplir  aqoelli^ 
qoe  se  obligó,  por  cnanto  al  encargar  Várela  al  reoarrente  qne  te  ne- 
gociara la  cantidad  qoe  obraba  en  so  poder,  era  claro  qoe  por  sn  parte 
se  obligaba  á  estar  y  pasar  por  la  negociación  qoe  se  hiciera,  por  cnan- 
to no  le  poso  limitación  alguna,  y  la  sentencia  recorrida  prescinde  de 
esta  obligación  de  Várela  y  supone  Morales  otra  diferente  á  la  qoe  con- 
trajo en  dicho  contrato;  que  por  otra  parte  permite  qoe  los  interesados 
a&adan  i  los  contratos  toda  clase  de  pactos  licites  como  lo  es  el  de  abo- 
nar intereses  el  mandatario  al  mandante  hasta  qne  compiael  mandato, 
libertad  de  las  partes  que  ha  sido  desconocida  en  la  sentencia  recorrida 
en  el  hecho  de  suponer  que  en  on  mandato  no  poede  haber  dicha  esti- 
ptolación  de  abonar  intereses,  por  lo  qoe  el  contrato  de  aotos  es  on 
préstamo,  así  como  las  sentencias  de  este  Tribunal  Sopremo  de  30  de 
Diciembre  de  1864  y  41  de  Abril  de  4865,  qoe  declaran  qoe  la  senten- 
cia que  dé  á  un  contrato  diversa  inteligencia  de  la  qoe  tiene,  infringe 
la  citada  ley  4%  tít.  4®,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación: 

6°  La  doctrina  consignada  por  este  Tribunal  Sopremo  en  sentencia 
de  45  de  Enero  de  4866,  de  qoe  los  cotitratos  legítimamente  estableci- 
dos deben  entenderse  según  sus  palabras  llanamente  y  como  suenan* 
coando  de  su  natural  inteligencia  no  resoltan  obligaciones  absurdas  6 
imposibles,  aií  como  Is  establecida  en  la  de  45  de  Febrero  de  4870,  de 

2ne  los  contratos  deben  complirse  en  los  términos  en  qoe  se  hallan  re- 
actados  sin  extenderlos  á  cosas  ni  á  casos  qne  no  se  hayan  estipnlade 
expresamente,  porqoe  la  sentencia  recorrida  prescinde  de  las  palabras 
qoe  Gjan  el  encargo  ó  mandato  de  Várela  al  recorren  te  de  qoe  le  nego- 
ciase la  cantidad  entregada  é  interposo  el  contrato  como  un  préstamo 
eoando  terminantemente  se  expresa  qoe  la  cantidad  sosodicha  perte* 
nece  á  Várela,  estando  solamente  en  poder  del  recurrente,  y  por  cnan- 
to el  pacto  de  pago  de  intereses  como  pacto  legítimo  qoe  no  hace  de  la 
obligación  on  absurdo  ó  imposible,  debe  entenderse  llanamente  como 
está  escrito,  sin  ampliarlo  ó  considerarlo,  como  se  hace  en  la  sentencia, 
como  característico  y  constitutivo  de  on  préstamo,  y  bajo  el  mismo 
concepto  las  sentencias  de  20  de  Abril  de  4865,  46  de  Octubre  de  4866,. 
H  de  Junio  de  4868  y  40  de  Julio  de  4869,  en  las  qoe  se  declara  que 
coando  las  condiciones  estipuladas  en  on  contrato  son  daru  en  so  te- 
nor, no  hay  necesidad  de  recurrir  á  interpretaciones  qoe  sólo  aotori- 
xa  la  ley  coando  la  oscoridad  ó  la  dada  las  hace  absolotamente  necesa- 
rias; 

T  6^  La  doctrina  admitida  también  por  la  jorisprodencia  de  los  Trí- 
booales,  consignada,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  3  de  Diciembre 
de  4875,  de  qoe  los  actos  y  gestiones  de  las  partes  contratantes,  expli- 
can la  intención  de  las  mismas  y  determinan  el  valor  y  eficacia  de  las 
obligaciones,  en  el  concepto  de  qoe  la  sentencia  recurrida  prescinde 
del  valor  y  eficacia  qoe  al  contrato  de  4°  de  Noviembre  de  4876  dio  el 
de  imposición  de  las  SO.OOO  pesetas  á  nombre  de  Várela  sobre  el  comer* 
cío  de  D.  Ramón  Groase,  qoe  explica  qoe  la  intención  de  los  contra- 
tantes era  la  de  qoe  se  negociara  por  cuenta  y  á  nombre  de  Várela*  por 
más  qoe  aquél  primer  contrato  al  decir  «se  los  negocie,»  está  bastante 
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claro  para  qne  sea  neeeMrio  acudir  á  interpretación  ó  explieación  al- 
guna. 

Vifcto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimando  Fernándes 
Cuesta: 

Considerando  qne  el  contrato  que  D.  Josó  Morales  y  Buiz  y  D.  Ra- 
món Várela  celebraron  por  el  docnoiento  de  4^  de  Noviembre  de  4876^ 
en  coya  virtud  el  segundo  entregó  al  primero  HO.OOO  rs.  para  que  se 
]os  negociara,  dándole  por  ellos  la  suma  de  673  rs.  mensuales  mientras^ 
obraran  en  su  poder,  es  un  verdadero  contrato  de  mutuo,  puesto  que 
dejando  ó  Morales  la  libre  disposición  del  capital  ó  imponiéndole  la 
obligación  de  pagar  el  rédito  hasta  que  aquél  fuera  devuelto  á  Várela, 
cualquiera  que  faese  el  uso  que  de  él  hiciera,  es  evidente  que  en  esta 
estipulación  se  contienen  los  requisitos  eseneiaíes  del  referido  contrato, 
por  más  que  se  dijera  en  el  documento  que  los  i 40.000  rs.  eran  de  la 
pertenencia  de  Várela: 

Considerando  gue  la  intención  de  las  partes,  según  del  documenta 
se  desprende,  no  fué  celebrar  el  contrato  de  mandato  como  ha  su- 
puesto el  recurrente,  porque  siendo  tal  contrato  gratuito  á  no  pactar- 
se retribución  para  el  mandatario,  es  impropio  de  su  naturaleza  quo 
sea  éste  el  que  lo  pague  por  los  servicios  que  presta: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe 
la  ley  ^^  tít.  1%  Partida  5%  que  determina  los  efectos  del  mutuo,  ni  el 
principio  de  que  el  contrato  es  ley  para  las  partes  en  la  ley  SO,  tít,  IS, 
Partida  5\que  trata  del  mandato,  ni  la  1%  tít.  4^  libro  10  de  la  No  vi- 
sima  Recopilación,  ni  las  doctrinas  legales  relativas  á  la  interpretación 
y  efectos  de  los  contratos,  disposiciones  todas  que  se  alegan  en  los  aeis 
motivos  de  casación,  puesto  que  al  condenar  ¿  D.  José  Morales  Ruiz, 
recurrente,  al  pago  de  la  cantidad  de  80.000  rs.  é  intereses  qne  adeuda 
á  D.  Ramón  Várela,  ha  dado  al  contrato  su  verdadera  significación  f 
efectos; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Morales  y  Ruiz,  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  costas  y  pérdida  del  depósito  de  1.000  peseta» 
que  ha  constituido,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  libres» 
ala  Aodiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente,  con  devolu- 
ción del  apuntamiento  y  documentos  que  ha  remitido.— (Sentencia  pu- 
blicada eM8  de  Junio  de  J  884,  é  inserta  en  la  GúCiia  de  SI  de  Setiembre 
del  mismo  año.) 


267 

Uceara  de  esuNtelési  (SO  d0  Junio  di  \%^A).—Sala  primera. — 
Nulidad  db  unas  actuacioubs. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Josó 
Martittdz  de  Velasco  con  D.  Marcos  Maria  Arnáiz  (Audiencia  de  Burgos), 
y  SA  resuelve: 

Que  si  el  auto  reelamaio  no  está  eu  conlradUeión  eon  lo  ejecutoria  • 
dOy  ni  resueloe  nuevos  poutos  sustanciales,  y  los  motivos  de  casaeión  ¡¡uo 
sé  alegan  se  fundan  en  conceptos  distintos  de  los  dos  expresados^  4nico$' 
fue  pueden  justificar  la  easacián^  según  el  art.  4695  de  h  ley  de  Bnfui- 
ciamiento  eioilt  hay  que  desestimar  el  reourso. 
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Eo  la  ▼illa  ▼  eorte  de  Madrid,  á  20  de  Jonio  de  I8S4,  en  el  pleilO' 
pendiente  ante  Nos  en  ▼irtad  de  reeara*  de  casación  por  infracción  de 
ley,  segnido  en  el  Juagado  de  primera  ínitaneia  de  Bargos  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  dicha  ciudad  por  D.  Marcos  María  Aroáix 
y  Lópea,  representado  por  el  Procurador  D.  Miguel  Urdíales II tana  y  de- 
fendido por  el  Licenciado  D.  Agnstio  de  Soto,  con  D.  José  Martínei  de 
Velaseo,  como  marido  de  Doña  Justina  Arniiz  y  Lópeí,  y  ademáa 
como  Administrador  judicial  de  las  testamentarías  acumuladas  de  Dofta 
María  Lopes  Gáives  y  D.  Francisco  Javier  Arnáii,  y  en  su  nombre  el 
Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánches,  bajo  la  dirección  del  Le- 
trado D.  José  María  Fernándei  de  la  Hoz,  sobre  nulidad  de  unas  actua- 
ciones: 

Resultando  que  D.  Francisco  Javier  Arnáiz  y  Olmo  otorgó  testamen- 
to en  la  villa  de  Fuentecén  á  15  de  Abril  de  4869  instituyendo  heredero 
universal  de  todos  sus  bienes  á  su  hijo  D.  Marcos  María  Arnáiz,  con  en- 
cargo de  que  las  haciendas  de  Haza  Nueva  y  Montecillo  de  Aranda  las 
conservase  y  mejorase,  cediéndoselas  desde  aquel  momento  y  quedando 
eliminadas  del  capital  que  pudiera  dejar  á  su  fallecimiento,  pues  no  ae 
comprenderían  en  la  quinta  ó  sexta  parte  á  que  tenían  derecho  por  la 
ley  los  demás  partícipes;  y  repitiendo  que  para  el  percibo  de  la  quinta 
^  sexta  parte  referida  se  entendieran  eliminadas  las  dos  haciendu  tal 
como  se  encontrasen  á  su  fallecimiento,  ordenó  que  percibieran  lo  que 
dicha  ley  disponía  todos  sus  cuatro  hijos  naturales,  que  lo  eran  Don 
Francisco  Evaristo,  D.  Marcos  María,  Dona  Justina  y  D.  Javier  Amáis  f 
López: 

Resultando  aue  la  Audiencia  de  Burgos,  por  ejecutoria  de  i9  de  Fe- 
brero de  1878,  declaró  nulo  el  citado  testamento,  en  el  extremo  enqne 
nombraba  heredero  universal  á  D.  Marcos  María  Arnáiz  y  señalaba  á  sns 
demás  hijos  la  quinta  ó  sexta  parte  de  ios  bienes,  partiendo  del  falsa 
concepto  de  que  eran  naturales  y  no  legítimos;  declaró  válido  dicho  tes- 
tamento en  los  demás  particulares  que  contenía,  y  en  sa  consecuencia 
con  derecho  á  percibir  los  legados  que  al  mismo  se  señalaban  á  D.  Mar- 
cos María  Arnáiz  y  demás,  en  cuanto  no  excedieran  de  la  quinta  parte 
de  los  bienes  del  testador,  en  cuy^i  virtud  los  encargados  de  cumplir  la 
voluntad  de  éste  lo  llevarían  á  cabo,  satisfaciendo  á  cada  uno  de  los 
legatarios  el  importe  de  sos  legados  en  la  forma  en  que  fueron  insti- 
tuidos; y  toda  vez  que  los  hijos  de  D.  Francisco  Javier  Arnáiz  eran  hi- 
jos legítimos,  y  como  tales  el  testador  distribuyó  su  herencia  entre  los 
mismos  á  la  manera  en  que  lo  hizo  en  el  testamento  de  8  de  Mayo  úb 
4858,  debiendo  hoy  reputárseles  como  herederos  abinlestato  de  so  pa- 
dre, se  declaró  que  en  tal  concepto  podían  proceder  á  la  división  de  la 
iiarencia  de  aquél  después  de  cumplir  las  mandas  y  legados  que  se  ex- 
presaban en  el  testamento  de  i5  de  Abril  de  1869,  único  que  debía  re- 
potarse  válido  y  subsistente: 

Resultando  que  pendiente  el  juicio  de  la  ejecución  de  esta^sentencia  se- 
proveyó  un  auto  en  I S  de  Agosto  de  1879,  por  el  que  se  tuvo  por  par- 
te á  D.  Marcos  María  y  D.  Francisco  Evaristo  Arnáiz,  en  concepto  de 
depositarios,  testamentarios,  albaceas,  contadores  y  partidores  de  las 
haciendas  y  caudales  de  D.  Francisco  Javier  Arnáiz,  entregándoselos 
por  inventario  judicial,  y  entendiéndose  de  la  pertenencia  de  aquél  to- 
dos ios  que  á  instancia  de  D.  José  Martínez  de  Velaseo  fueron  objeto  de 
intervención  judicial  al  promoverse  el  juicio  de  testamentaría  á  bienes 
<del  D.  Francisco,  cesando  desde  entonces  D.  José  Martínez  de  Velaaeo 
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«D  el  ejercicio  del  cargo  de  Administrador  jodieítl  de  las  hacienda»  y 
«ándales  de  D.  Pranciieo  Javier  Arnáia,  y  haciéndole  saber  qne  no  se  le 
consideraba  como  tal  Administrador  desde  aquella  fecha,  y  que  se  con- 
ceptuarían nulos  y  sin  ningún  valor  cuantos  actos  ejecutase,  quedando 
cin  curso  ni  tramitación  alguna  el  juicio  de  testamentaria  de  D.  Fran- 
cisco Javier  Amáis  que  se  seguía  en  aquel  Juzgado,  y  mandando  que 
ce  publicara  este  auto  en  los  fieriódicos  oficiales,  para  que  llegara  á  co- 
nocimiento de  cuantos  tuvieran  alguna  intervención  en  cualquier  con- 
cepto en  los  referidos  bienes: 

Resultando  qne  D.  José  Martines  de  Velasoo  interpuso  apelaelón  de 
este  auto,  y  qne  cuándo  las  actuaciones  se  hallaban  en  la  Audiencia  de 
Burgos  por  virtud  de  dicho  recurso,  D.  Marcos  María  Aunáis  presentó 
un  escrito  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  en  i®  de  Junio  de  188S,  si 
bien  con  fecha  25  de  Abril  anterior,  en  el  que  refiriendo  los  anteceden- 
tes que  quedan  expresados  solicitó  que  en  cumplimiento  de  la  ejecuto- 
ría en  que  se  declaraba  con  derecho  á  percibir  el  legado  específico  de 
las  haciendas  en  Haza  Nueva  y  Montecillo  de  Aranda,  se  mandase  que 
los  encargados  de  cumplir  la  ultima  voluntad  de  D.  Francisco  Javier 
Arnáis  le  pusieran  en  posesión  de  dichas  haciendas,  con  entrega  de  los 
títulos  de  pertenencia,  y  que  presentaran  liquidación  de  las  rentas  des- 
de el  fallecimiento  del  testador^  formándose  pieza  separada  con  los  in- 
sertos necesarios,  puesto  que  los  autos  se  hallaban  en  la  Audiencia  en 
apelación: 

Resultando  qne  denegada  esta  pretensión  por  auto  de  S8  de  Setiem- 
i>re  de  4889,  por  no  proceder  discutirse  como  ejecución  de  «entencia, 
debiendo  sustanciarse  en  vía  ordinaria,  Arnáiz  pidió  reforma,  y  nega- 
da y  admitida  la  apelación  que  interpuso,  la  Audiencia  de  Burgos,  en 
n  de  Enero  de  1883,  revocó  el  auto  apelado,  y  mandó  requerir  á  los 
alb^ceas  testamentarios  encargados  de  cumplir  la  última  voluntad  de 
D.  Francisco  Javier  Arnáiz,  para  que  entregasen  inmediatamente  á 
D.  Marcos  María  Arnáiz  las  haciendas  tituladas  Haza  Nueva  y  Monte- 
cillo de  Aranda,  poniéndole  en  posesión  de  ellas  con  los  títulos  de  per- 
tenenoia  de  las  mismas  y  los  frutos  y  rentas  que  hubieran  producido 
desde  el  fallecimiento  del  testador,  presentando  la  liquidación  de  ellos 
dentro  del  término  de  30  días;  todo  sin  perjuicio  de  que  si  al  practi- 
carse después  por  los  interesados  en  la  herencia  la  liquidación  y  divi- 
sión de  ella,  resultase  que  las  expresadas  haciendas,  unido  su  valor  al 
de  los  otros  legados  hechos  por  D.  Francisco  Javier,  no  cupiesen  en  el 
quinto  de  sus  bienes,  en  lo  que  excediesen,  se  completasen  en  su  legí- 
tima como  heredero  al  D.  Marcos: 

Resultando  que  en  tal  estado  compareció  en  el  pleito  D.  José  Mar- 
tínez de  Velasco,  como  marido  de  Doña  Justina  Arnáiz  y  López,  v  ade- 
más como  Administrador  judicial  de  las  testamentarías  acumuladas  do 
Doña  María  López  Gal  vez  y  D.  Francisco  Javier  Arnáiz  con  noticia  que 
dijo  haber  tenido  del  auto  referido  dictado  por  la  Audiencia,  j  alegan- 
do extensamente  acerca  de  la  nulidad  de  las  actuaciones  é  incompe- 
tencia de  la  Audiencia,  solicitó  que  se  le  tufiera  por  parte  en  los  autos 
en  los  dos  indicados  conceptos;  que  se  declarase  nulo  todo  lo  actuado  y 
obrado,  desde  el  escrito  de  5  de  Abril  de  4 882,  á  nombre  de  D.  Marcos 
María  Arnáiz,  hasta  el  acto  inclusive  de  la  Sala  de  2S  de  Enero  de  1883, 
reponiéndolos  al  estado  que  tenían  en  aquella  fecha,  con  todas  las  eos* 
tas  de  ambas  instancias  á  D.  Marcos;  que  de  no  accederse  á  esta  pre- 
tensión se  tuviera  por  interpuesto  el  recurso  de  casación  por  quebran- 
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tamiento  de  forma,  fondado  en  las  caaaai  comprendidas  en  los  núme- 
ros r,  í°,  3^  4*»,  5^  y  e*'  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil^ 
DO  habiéndose  podido  hacer  la  reclamación  para  ia  sobsanación  de 
ellas  por  no  haber  intervenido  en  las  actuaciones,  y  por  hecha  ia  pro- 
testa de  interponer  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley;  pi- 
diendo, por  último,  para  el  caso  de  no  acceder  á  !o  que  dejaba  preten- 
dido, que  se  tuviera  por  hecha  la  reclamación  que  exigía  la  ley  para 
poder  entablar  el  juicio  de  responsabilidad  civil: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  ia  Audiencia  de  Burgos,  por 
auto  de  13  de  Febrero  de  1883,  tuvo  por  parte  á  D.  José  Martinei  de 
Yelasco,  como  marido  de  Doña  Justina  Arnáiz  y  López,  y  no  coma 
Administrador  judicial  de  las  testamentarías  acumuladas  de  Doña  Maiia 
López  y  de  D.  Francisco  Javier  Amáis,  por  prohibirlo  el  art.  1098  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  pero  entendiéndose  en  el  estado  que 
tenía  el  pleito  á  su  presentación,  y  por  tanto,  solamente  para  ios  efec- 
tos de  interponer  en  tiempo  el  recorso  de  casación  contra  el  auto  de  tt 
de  Enero  anterior,  denegando  la  declaración  de  nulidad  que  se  preten- 
día y  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  quebraotamiento  de  for- 
ma  interpuesto  contra  el  citado  auto: 

Resultando  que  interpuesta  súplica  por  D.  José  Martínez  de  Velas- 
co,  insistiendo  en  sus  pretensiones,  la  Audiencia  en  2  de  Marzo  si* 
goiente  declaró  no  haber  lugar  á  suplir  ui  enmendar  el  auto  suplica» 
do,  imponiendo  las  costas  dol  incidente  á  Martínez  de  Velasco;  y  ha- 
biendo reproducido  el  recurso'de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma y  por  infracción  de  ley  que  tenía  interpuesto  en  los  anteriorea 
escritos  contra  los  autos  de  22  de  Enero  y  13  de  Febrero,  y  también 
contra  él  de  2  de  Marzo,  la  Audiencia  le  admitió  en  el  primer  concepta 
y  la  Sala  tercera  de  este  Supremo  Tribunal  declaró  no  haber  lugar  al 
mismo  con  las  condenaciones  consiguientes,  mandando  que  se  proce- 
diera á  lo  que  hubiera  lugar  respecto  del  recurso  de  casación  prepara- 
do  en  el  fondo: 

Resultando  que  D.  José  Martínez  de  Velasco,  osando  de  las  dos  re* 
presentaciones  de  marido  de  Doña  Justina  Arnáiz  y  Administrador  ju- 
dicial de  las  testamentarías  acumuladas  de  Doña  )Iaría  López  Gáivez  5 
su  marido  D.  Francisco  Javier  Arnáiz,  interpuso  en  efecto  dicho  re- 
curso, por  haberse  infringido  á  su  juicio  en  el  auto  de  23  de  Enero 
de  1883: 

1°  La  sentencia  de  19  de  Febrero  de  1879  (así  dice)  que  se  interpre- 
taba erróneamente;  las  leyes  13  y  19,  tít.  22  de  la  Partida  3%  y  la  jo- 
rispradencia  de  este  Supremo  Tribunal,  consignada  en  sentencia  de  2S 
de  Mayo  de  1860  y  en  otras  varias,  que  establecen  que  no  es  dado  alte- 
rar por  ningún  concepto  lo  dispuesto  en  una  sentencia,  y  sin  embar- 
go, aunque  no  contenía  la  citada  de  19  de  Febrero  de  1879  más  que 
una  declaración  de  derechos,  el  auto  de  22  de  Enero  resolvía  y  decre- 
taba ia  entrega  de  bienes  determinados  en  concepto  de  legados  y  de 
frutos  y  rentas  de  que  no  hablaba  la  sentencia,  que  era  ley  para  la» 
partes,  dictando  resolución  de  plano  sobre  una  petición  de  legado  es- 
pecífico en  las  diligencias  de  ejecución  de  sentencia  pronunciada  en 
pleito  sobre  petición  de  herencia: 

2®  La  doctrina  establecida  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  43  de  Junio  de  1863,  que  establece  que  las  providencias  dirigidas  á 
cumplir  y  llevar  á  ejecución  una  sentencia  firme,  la  infringen  si  res- 
tringen, amplían  ó  alteran  sustancialmente  sus  disposiciones  y  efectué 
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jnridieoí,  tod&  vez  que  en  el  citado  auto  de  S8  de  Enero  se  ampliaba  la 
ienteDcia  de  49  de  Febrero  de  1879,  ordenando  la  entrega  de  bienes, 
frotos  y  rentas  que  ella  no  preceptuaba,  resolviendo  á  la  vez  puntoa 
00  eontroYertidos  en  el  pleito,  y  proveyendo  además  en  contradicción 
eoB  lo  ejecutoriado: 

S^  Las  leyes  3*  y  16,  tít.  22,  Partida  3%  y  la  jnrisprodenela  estable- 
cida en  mnltítnd  de  sentencias,  entre  ellas  las  de  28  de  Enero  de  1864, 
41, 48  y  i94e  Enero  y  30  de  Jnnio  de  1866,  y  4®  de  Octubre  de  1872, 
que  establecen  que  los  Tribunales  no  pueden  corregir  de  oficio  en  lo  ci- 
vil las  peticiones  de  las  partes;  que  son  nulas  las  resoluciones  que  no 
son  congruentes  con  aquéllas,  y  que  conceden  más  de  lo  que  se  na  pe- 
dido, ó  lo  que  no  se  ha  pedido;  pues  lo  que  D.  Marcos  María  Amáis  pi- 
dió en  escrito  de  25  de  Abril  de  1882,  fué  la  entrega  de  las  haciendas 
de  Haza  Nueva  y  Montecillo  de  Aranda,  la  de  los  títulos  de  pertenencia 
y  la  liquidación  de  frutos  y  rentas  á  contar  desde  29  de  Jnnio  de  1872; 
y  al  acceder  á  esta  petición  en  sus  tres  extremos,  el  auto  de  22  de  Ene- 
ro añadía  que  si  de  la  liquidación  resoltase  que  las  expresadas  hacien- 
das,  nnido  su  valor  al  de  los  otros  legados  hechos  por  D.  Francisco  Ja- 
vier no  cupiese  en  el  quinto  de  sus  bienes,  en  lo  que  excediesen  se  com- 
putasen en  su  legítima  como  heredero: 

i^  La  sentencia  de  19  de  Febrero  de  1875,  pues  declarándose  en  ella 
el  derecho  á  percibir  los  legados  que  se  expresaban  en  cnanto  no  exce- 
dieran de  la  quinta  parte  de  los  bienes  del  testador  se  mandaban  entre- 
gar las  haciendas  de  Haza  Nueva  y  Montecillo  de  Aranda,  aunque  no 
cnpiersn  en  el  quinto,  computándolos  en  la  legitima: 

5®  La  doctrina  establecida  en  la  sentencia  de  17  de  Diciembre  de  1873, 
que  establece  como  doctrina  legal  que  ninguno  de  los  herederos  ó  par- 
tícipes de  una  herencia  adquiere  el  dominio  de  determinar  los  bienes 
de  la  misma,  ni  los  puede  mandar  en  tal  concepto  hasta  que  en  su  par- 
tición se  le  hayan  adjudicado  especialmente;  y  la  contenida  en  la  sen 
tencia  de  9  de  Enero  de  1866,  que  establece  que  ínterin  no  se  realice  la 
división  y  adjudicación  de  una  herencia  no  se  adquiere  por  los  partíci- 
pes verdadero  dominio  sobre  los  bienes  de  la  misma,  y  por  consiguiente, 
no  teniendo  aquéllos  dicho  dominio,  no  podían  transmitirlo  á  un  terce- 
ro, pues  el  auto  de  22  de  Enero  autorizaba  que  el  viudo  D.  Francisco 
Javier  Arnáíz  había  podido  disponer  válidamente  de  las  fincas  de  Haza 
Nueva  y  Montecillo  Je  Aranda,  comprendidas  en  el  juicio  de  testamen- 
taria de  Doña  María  López  Gálvez,  esposa  que  fué  de  aquél,  sin  que  se 
hubiera  hecho  la  división  y  partición  del  caudal,  ni  supiera  todavía  á 
cuál  de  los  dos  cónyuges  corresponderían  las  expresadas  haciendas: 

6°  La  sentencia  de  30  de  Diciembre  de  1882,  por  la  que  este  Tribu- 
nal Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recorso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Marcos  María  Arnáiz  contra  la  sentencia  de  8  de  Mayo  de  1882, 
que  declaró  nulo  y  dejó  sin  efecto  todo  lo  actuado,  reponiendo  las  ac- 
tuaciones practicadas  para  la  ejecución  de  la  sentencia  de  19  de  Febre- 
ro de  1878,  de  cuya  ejecución  se  decía  que  se  trataba,  pues  á  pesar  de 
haber  declarado  que  por  afectar  á  las  testamentarías  acumuladas  de 
Doña  María  López  Gálvez  y  D.  Francisco  Javier  Arnáiz,  se  sustanciase 
el  asunto  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  494  y  su  concor- 
dante el  342  de  la  ant¡gi\a  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  las  que  di- 
chas testamentarías  se  sustancian,  se  había  dado  otra  sustanciación  di- 
ferente á  la  petición  de  D.  Marcos  María  Arnáiz: 

Que  eon  relación  ^  *^''  .utos  de  13  de  Febrero  y  2  de  Marzo  de  1^83» 
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á  los  caales  tenfan  aplicaeión  completa  las  iafracoiones  qao  quedaban 
citadas  y  qoe  daba  por  reprodacidas  porqae  desestimaban  la  deelara«i4a 
de  nolidad  y  no  accedían  á  dejar  sin  efecto  el  de  t%  de  Enero  oon  lodo 
lo  acusado,  se  había  infringido  además: 

4^  La  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  este  Sopremo  Tríbanal 
de  16  de  Octubre  da  4858,  qae  declara  que  contra  los  vicios  del  proM* 
dimiento  que  puedan  inducir  nulidad  en  ellos  se  pueda  entablar  recia  - 
mación  en  cualquier  tiempo;  doctrina  que  se  desconocía  en  los  dos  antot 
referidos,  porque  á  pesar  de  haber  dejado  de  notiflcar  todas  las  proYidan» 
eias  y  autos  tanto  en  el  Jnsgado  como  en  la  Audiencia,  el  Procurador  4o 
D.  Josó  Martínez  de  Yelasco,  á  quien  con  arreglo  á  precepto  legal  tor- 
minante  debía  notificarse  á  todos  durante  el  curso  del  pleito  y  huta  q«o 
quedase  ejecutada  la  sentencia: 

V  Las  leyes  13  y  49,  tít.  t%  de  la  Partida  3*,  y  las  sentencias  do  oslo 
Tribunal  Supremo  de  25  de  Mayo  de  1860  y  42  de  Febrero  de  4864,  de 
lu  cuales  la  primera  establece  qoe  no  es  dado  alterar  por  concepto  al- 
guno la  sentencia  ejecutoria,  y  la  segunda  qoe  la  sentencia  que  íDÍaO'» 
dadamente  anula  y  contradice  una  ejecutoria  infringe  las  leyes  43  y  19, 
título  28,  Partida  3%  referente  á  la  fueria  que  ha  la  cosa  juzgada,  por 
cnanto  denegando  el  primero  de  los  autos  expresados  la  nulidad  soliei- 
tada,  y  el  segundo  la  súplica  interpuesta,  ambas  pretensiones  dirigidaa 
á  dejar  sin  efecto  el  auto  de  SI  de  Enero,  dando  nueva  fuerza  á  lo  en  ól 
resuelto  contra  lo  dispuesto  en  la  sentencia  ejecutoria,  de  cuyo  oam- 
plimiento  se  suponía  que  se  trataba: 

3®  Qae  dichos  autos  contenían  la  infracción  comprendida  en  el  caso  1* 
del  art.  4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  por  la  aplicación  indebida  do 
leyes  no  aplicables  al  caso,  y  que  por  tanto  resultaban  infringidas,  paea 
en  dichos  autos  se  negaba  tener  por  parte  á  D.  José  Martínez  de  Velas- 
co  en  su  carácter  de  Administrador  judicial  de  las  testamentarias  aoa* 
muladas  de  Do&'a  María  López  Gálvez  y  D.  Francisco  Javier  Arniis» 
fundándose  para  ello  en  las  disposiciones  del  art.  4098  de  la  aaevaley 
de  EnJQiciamiento  civil,  cuando  las  disposiciones  aplicables  al  caso  eraa 
las  contenidas  en  los  artículos  384  y  503  de  la  antigua  ley  de  Enjuicia* 
miento  civil,  por  la  que  se  regían  dichas  testamentarías  hasta  por  ex- 
presa declaración  de  este  Tribunal  Supremo: 

4^  Y  por  último,  y  en  el  expresado  concepto  lo  establecido  en  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  4'  de  Oetabre  de  4877,  que  babfa 
sancionado  la  nulidad  de  lo  que  se  hacía  sin  sujeción  estricta  á  la  loy 
para  privar  al  Administrador  judicial  de  las  testamentarías  de  la  intor- 
vención  que  debía  tener  y  la  sentencia  de  24  de  Abril  de  4880,  que  ha- 
bía declarado  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  carece  de  retroaetivi- 
dad  en  lo  que  se  refiere  á  las  testamentarías  y  modo  de  sastanciarlaa* 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Ruada: 
Considerando  que  son  desestimables  todos  los  motivos  qae  expone 
el  recurrente,  los  unbs  porque  el  auto  reclamado  no  está  en  eontradio- 
ción  con  lo  ejecutoriado,  ni  resuelve  nuevos  puntos  sustanciales,  y  loa 
otros  porque  se  fundan  en  conceptos  distintos  de  los  dos  expresado», 
únicos  (jue  pueden  justificar  la  casación,  según  el  art.  4695  de  ia  ley 
de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Josó  Martínez  de  Velaseo,  como 
marido  de  Doña  Justina  Arnáiz  y  López,  y  Administrador  judicial  de  lea 
testamentarías  acumuladas  de  Doña  María  López  Gálvez  y  sa  marida 
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D.  Francisco  Javier  Arnáix,  á  qoíen  condenamos  en  las  costas;  y  de<- 
TQélftnse  los  autos  á  la  Andiencia  de  Burgos,  de  donde  proceden,  con 
la  eartificación  correspondiente.— (Sentencia  publicada  el  SO  de  Junio 
de  1884,  é  inseru  en  la  Gaesia  de  S2  de  Setiembre  del  mismo  año.) 


268 

R^ewriM»  de  easaelési  (20  di  Junio  de  iS%i),^Sala  primera,-^ 
UtunaooB  una  subasta.-- No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Mariano 
Agnirre  con  Doña  Marcelina  Roix  Lópex  (Andiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

t*  Que  la  eeníeneia  no  imfrinae  el  ari.  iS  de  la  ley  de  Bnjnieiamien' 
to  eitU  antigna,  ni  el  865  de  la  ley  orgánica  y  Jurisprudencia  del  Su* 
premo  acorde  con  elloe^  ei  no  niega  que  los  emplazamientos^  dtaeiones 
y  notijieaeiones  hechas  al  Procurador  del  demandante  tengan  la  misma 
fuerza  que  si  se  hicieran  al  poderdante,  y  sólo  declara  que  dicho  Pro- 
turador  no  tenia  poder  para  pedir  la  venta  de  la  parte  de  casa  que  se 
le  heMa  adjudicado  en  toe  autos  de  testamentaria  de  su  padre,  bajo  cu- 
yo concepto  acuerda  la  nulidad  de  la  subasta  por  haberse  verifica4o  sin 
eiutorieaeión  de  la  propietaria  de  lajinea: 

V  Que  tampoco  infringe  la  ley  41),  til.  22,  Partida  3*,  y  jurispru- 
dencia según  la  que  ningún  recurso  cabe  contra  la  resolución  ejecutiva 
ée  un  punto  litigioso^  que  loe  autos  y  sentencias  coneenlidas  adquie- 
ren  fuerza  de  cosa  juagada,  no  siendo  admisible  contra  ellos  recurso 
e^^no  ordinario  ni  ewtraordinario,  incluso  el  de  casación,  y  que  la  ac-- 
eión  de  nulidad  contra  autos  ó  providencias  judiciales  sólo  puede  pre- 
valecer cuando  se  ejercita  dentro  de  los  términos  legales  y  en  la  forma 
establecida  por  los  que  han  sido  parte  en  el  juicio;  ley  y  jurisprudencia 
que  se  citan  haciendo  supuesto  de  la  cuestión^  porque  la  demandante  no 
intervino  ni  consintió  acto  alouno  dé  los  que  se  llevaron  á  efecto  para 
ia  venta,  ni  apoderó  para  ello  al  Procurador  como  queda  dicho; 

7  3®  Que  no  son  aplicables  ni  han  podido  ser  infringidas  las  leyes 
20,  «^.  42,  Partida  5%  e  26,  Ht.  5*,  Partida  Z\  porque  el  Procurador 
mo  era  mandatario  de  a%cha  demandante  para  el  caso  de  autos,  y  por  ello 
no  estaba  obleado  á  respetar  lo  que  aquél  hieo  con  extralimitación  di 
Musfaeultadee. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Junio  de  4884,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Boena- 
vitta  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  esta  capital 
por  Doña  Marcelina  Ruis  Lópeí,  autorizada  por  su  marido  D.  Valentín 
Pernándei,  de  esta  vecindad,  con  D.  Mariano  Agoirre  y  Barbachano, 
Gapitán  de  navio,  domiciliado  en  Santander,  sobre  nolidad  de  una  su- 
basta y  devolución  de  la  décima  parte  de  una  casa  con  los  frutos  pro- 
ducidos y  debidos  producir;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el 
Licenciado  D.  Eduardo  Romero  Paz  y  el  Procurador  D.  Manuel  Ordo- 
ftei ,  en  defensa  y  representación  de  D.  Mariano  Agnírre,  babi*indo  sido 
defendida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Rafael 
Blaneo  y  Olivera  y  el  Procarador  D.  Pedro  Alises  de  Alcañiz: 
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Resaltando  qao  en  48  de  Junio  da  1875  falleció  en  esta  eorte  Don 
Joaqnín  María  Roiz  dejando  eineo  hijos,  y  á  petición  dei  carador  éd 
litem  de  ano  de  ellos,  fundado  en  qne  la  viada  Do&a  Nicolaaa  Lópeí 
no  había  practicado  operación  algana  de  inventario  y  partieión  de  los 
bienes  relictos,  se  acordó  en  providencia  de  18  de  Agosto  del  mismo 
año  la  intervención  del  canda!  y  prevención  del  juicio  de  testamentaria; 

Resultando  que  Doña  Marcelina  Roii,  hija  del  finado  D.  Joaqnín, 
autorizada  judicialmente  por  ausencia  de  su  marido  D.  Yalentfo  Fer- 
nández, confirió  poder  en  47  de  Setiembre  del  mismo  año  al  Procurador 
D.  Luis  García  Ortega  para  que  le  representase  en  el  juicio  de  testa- 
meniaría  de  su  difnnto  padre  y  en  todas  sus  incidencias,  obligándose  á 
tener  por  firme  y  eficaz  en  todo  tiempo  cuan  toen  virtud  del  mismo  se 
hiciese  y  obrase  por  su  apoderado  ó  sustituto  en  so  caso,  y  para  utili- 
zar en  dicho  juicio  de  testamentaría  todos  los  trámites, recursos  y  reme- 
dios legales,  ordinarios  y  extraordinarios,  sin  excepción  ni  limitación 
alguna;  en  virtud  de  cuyo  poder  se  personó  el  Procurador  D.  Luis  Gar- 
cía Ortega,  á  nombre  de  Doña  Marcelina  Ruis,  en  dicho  juicio  de  tes- 
tamentaría, y  fué  tenido  por  parte  en  providencia  de  t7  de  Setiembre 
del  repetido  año  de  1875: 

Resultando  que  á  dicha  Doña  Marcelina  Ruiz  le  fué  adjudicada  de  la 
herencia  de  su  padre,  aparte  de  otros  bienes,  la  décima  parte  de  la  casa 
número  7  moderno  de  la  calle  del  Horno  de  la  Mata  de  esta  corte  eu 
6S.805  rs.  75  céntimos,  y  habiéndose  presentado  por  la  vioda  Doña  Ni- 
colasa  López,  administradora  de  los  bienes  de  la  testamentaría,  las 
cuentas  de  su  administración  huta  30  de  Noviembre  de  4877,  se  pre- 
sentó un  escrito  por  el  Procurador  García  Ortega  á  nombre  de  Doña 
Marcelina  en  unión  de  D.  Antonio  Arana  y  Morayta,  Procurador  de 
otra  de  las  hijas  llamada  Doña  Amalia,  en  el  qne  teniendo  en  cuenta  el 
resultado  que  arrojaban  las  cuentas  de  Doña  Nicolasa  de  un  saldo  á  su 
favor  de  74.633  rs.  i5  céntimos,  de  los  qne  correspondía  pagar  11.985 
con  63  céntimos  á  Doña  Marcelina  y  S7.9U  con  iO  céntimos  á  Doña 
Amalia;  y  que  Doña  Nicolasa  había  pretendido  qoe  se  requiriera  á  las 
representaciones  legales  de  sos  hijas  para  aue  abonasen  en  el  acto  ei 
mencionado  saldo,  y  en  otro  caso  se  les  embargase  sus  participaciones 
en  la  casa  de  la  calle  del  Horno  de  la  Mata;  pretensión  que  era  justa, 
puesto  qne  Doña  Nicolasa  tenía  aprobadas  aquellas  cuentas,  manifesta- 
ron qoe  no  tenían  inconveniente  en  que  para  efectuar  dicho  pago  se 
procediera  al  embargo  de  las  partes  de  dicha  casa,  correspondientes  á 
sus  representadas,  y  después  á  su  tasación  y  venta,  pues  les  constaba 
que  carecían  de  otros  medios  para  hacer  aqael  pago,  y  que  adeudaban 
además  en  unión  de  su  madre  Doña  Nicolasa  unos  400.000  rs.  de  eos- 
tas;  y  en  su  virtud  pidieron  que  se  les  tuviese  por  conformes  con  lo  pe- 
dido por  la  viuda,  administradora  del  caudal,  aunque  á  calidad  de  que 
00  se  le  entregase  á  ésta  el  saldo  ni  á  sus  hijas  el  resto  del  precio  de 
las  partes  de  casa  basta  que  foese  satisfecho  por  todas  ellas  lo  qoe 
adeudaban  por  costas;  y  que  Doña  Nicolasa  rindiera  la  cuenta  de  admi- 
nistración correspondiente  al  tiempo  transcurrido  con  posterioridad: 
'  Resultando  que  por  auto  de  22  de  Marzo  de  4880  se  decretó  el  em- 
bargo de  las  partes  de  la  susodicha  casa  adjudicadas  á  Doña  Marcelina 
y  á  Doña  Amalia,  hasta  en  cantidad  de  5.000  pesetas  i  la  primern  y 
de  9.000  á  la  segunda,  y  que  se  requiriera  además  i  Doña  NicolauLó- 
pez  para  que  en  el  término  de  quinto  día  rindiera  euenta  íusti&eada  de 
los  productos  de  la  casa  desde  el  mes  de  Enero  de  4878  hasta  aquelU 
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fecha,  expidiéndose  el  oportono  mandamiento  al  Registrador  de  la 
propiedad  para  la  anotación  prevenida  en  la  ley: 

Resnltando  que  en  If  de  Junio  siguiente  se  dietó  otro  auto  autori- 
zando al  Procurador  D.  José  Arana  y  Moray  ta,  como  curador  éd  litem 
de  Do&a  Amalia  Ruis,  para  proeeder  á  la  venta  de  la  parte  de  casa  co- 
rrespondiente á  ésta,  y  en  providencia  del  49  se  acordó  dicha  venta,  y 
habiendo  pedido  el  Procurador  García  Ortega  que  se  procediese  en  la 
misma  subasta  á  la  enajenación  de  la  parte  correspondiente  á  Doña  Mar* 
eelina,  se  acordó  así  en  providencia  de  H  de  dicho  mes  de  Junio,  y  en 
el  mismo  día  se  pusieron  los  edictos  para  la  venta  de  las  dos  partes  de 
easa^  y  tuvo  lugar  la  subasta  en  19  del  siguiente  mes,  adjudicándose 
ambas  partes  á  D.  Manuel  Roiz  en  15.701  pesetas  cada  una,  quien  ee- 
dio  después  sn>derecho  á  D.  Mariano  Aguirre  y  Barbachano: 

Resultando  que  todos  los  referidos  autos  y  providencias,  así  oomo 
las  demás  actuaciones  á  que  estos  procedimientos  dieron  lugar,  se  en- 
tendieron con  los  susodichos  Procuradores  hasta  que  acordado  en  pro- 
cidencia de  4  de  Octubre  que  se  requiriera  á  Doña  Marcelina  para  que 
«n  el  término  improrrogable  de  segunda  día  se  presentara  en  la  Notaría 
4e  D.  Federico  Ai  varea,  á  quien  se  habían  pasado  los  autos  para  la  ex- 
tensión de  la  escritura  de  venta,  con  el  fin  de  aceptar  el  retro  que  á  su 
favor  había  de  formalizar  D.  Rafael  Blanco,  se  le  hizo  dicho  requerí- 
miento  y  se  negó  á  firmar  la  diligencia  mientras  no  consultase  con  su 
Ji  bogado: 

Resultando  que  en  15  de  Marzo  de  4882  dedujo  Doña  Marcelina 
Buiz  López  la  Remanda  que  ha  dado  origen  af  presente  pleito,  en  la 
que,  ejercitando  la  acción  de  nulidad,  pidió  que  se  condenase  en  su  día 
á  D.  Mariano  Aguirre  y  Barbachano  á  dejar  libre  y  á  su  disposición  la 
décima  parte  de  la  casa  núm.  7  de  la  calle  del  Horno  de  la  Mata,  cuyo 
dominio  le  pertenecía  y  que  detentaba  aquél  sin  título  legal,  declaran- 
do nula  y  sin  valor  alguno  la  subasta,  en  virtud  de  la  cual  se  había  po- 
sesionado de  hecho  de  dicha  parte  de  casa,  con  abono  de  todos  los  fru- 
tos producidos  y  debidos  producir  desde  la  posesión,  á  cuyo  efecto  ale- 
gó, después  de  hacer  relación  de  los  antecedentes  referidos,  que  la  nu- 
lidad de  la  venta  judicial  de  la  décima  parte  de  cas»  que  le  correspondía 
•era  clara,  pues  para  que  tuviera  efecto  legal,  hubiera  sido  preciso  su 
consentimiento  expreso,  ó  que  el  Juzgado  hubiese  suplido  la  falta  de 
este  requisito  en  el  caso  de  que  hubiese  resistido  el  pago,  según  las 
leyes  4*,  3*  y  5t,  tít.  5®,  Partida  5*;  que  con  arreglo  al  tít.  45,  sec- 
ción 4*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  era  además  preciso  que  al 
-embargo  hubiese  precedido  el  requerimiento  de  pago  en  persona  ó  por 
cédula,  puesto  que  era  conocido  su  domicilio,  y  en  todo  easo  por  medio 
de  edictos  para  que  llegase  á  su  noticia  y  pudiera  hacer  el  pago  ú  opo- 
nerse á  las  pretensiones  del  acreedor;  que  el  Procurador  García  Ortega, 
•que  le  había  representado  en  los  autos  de  testamentaría,  no  estaba  au- 
torizado para  pedir  el  embargo  y  venta,  ni  el  Juzgado  pudo  decretarlo, 
pues  con  arreglo  á  la  ley  61,  tlt.  48,  Partida  3\  es  requisito  eseneial 
para  la  validez  de  la  venta  de  la  cosa  ajena  que  el  Procurador  esté  au- 
torizado señaladamente  para  vender;  y  que  lejos  de  habérsele  requerido 
-de  pago,  citado  de  remate,  notificado  el  nombramiento  de  perito  ni 
llenado  las  demás  formalidades  que  la  ley  establece  en  el  procedimiento 
de  apremio  hasta  la  .celebración  de  la  subasta,  para  que  ésta  llegara  i 
«u  noticia  y  pudiera  usar  del  derecho  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  ei- 
vil  le  concedía  en  el  art.  984,  equivalente  al  4498  de  la  vigente,  de  11- 
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brar  sos  bienes  pagando  principal  y  costas  antes  de  celebrarla*  se  ba* 
bía  prescindido  de  todo  y  únicamente  se  le  babía  requerido  para  qo»- 
concorriera  á  otorgar  la  escritora  pública  de  venta  á  favor  de  D.  Ma- 
riano Agoirre: 

Resultando  qne  el  demandado  pidió  qoe  se  le  absolviera  de  la  de- 
manda imponiendo  i  la  demandante  perpetoo  silencio  y  pago  de  oos« 
tas,  y  al  efecto  dijo,  entre  otras  cosas,  que  la  venta  de  las  dos  parte»^ 
de  casa  correspondiente  á  la  demandante  y  á  su  bermana  Doña  Amalia 
se  bixo  de  conformidad  con  todos  los  inteiesados  y  previa  la  oportona 
publicación  de  edictos;  qoe  la  demandante  tenia  consentido  por  medio 
de  su  Procurador  García  Ortega  qoe  le  representó  en  el  juicio  de  tes— 
tamentaría  todos  y  cada  ono  de  los  proveídos  referenles  á  las  cuentas, 
los  en  que  se  acordó  el  embargo  y  la  tasación  de  la  décima  parte  que 
je  correspondía  en  la  casa  en  cuestión,  el  auto  en  que  se  mandó  proce- 
der á  su  venta  en  pública  subasta,  el  acto  mismo  de  la  subasta  efectua- 
da después  de  la  publicación  de  los  edictos  sin  reclamaciones  ni  protes- 
tas y  con  todas  las  formalidades  de  la  ley«  la  aprobación  del  remate  ét 
favor  de  D.  Manuel  Ruiz  y  de  la  cesión  de  éste  al  demandado,  las  pro* 
videncias  relativas  á  la  consignación  del  precio  y  al  otorgamiento  de  la 
escritura,  y  en  una  palabra,  las  diversas  actuaciones  y  diligencias  qne 
babían  dado  por  resultado  la  venta  de  la  parte  de  casa  que  se  litigaba; 
que  el  art.  6^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establece  que  mientras, 
continúe  el  Procurador  en  su  cargo  oirá  y  firmará  los  empUzamieolos, 
citaciones,  requerimientos  y  notificaciones  de  todas  clases,  inclusas  las 
de  sentencias  que  deban  hacerse  á  so  parte  durante  el  curso  del  pleitea 
y  basta  que  quede  ejecutada  la  sentencia,  teniendo  estas  actuaciones  la 
misma  fuerza  que  si  interviniera  en  ellas  directamente  el  poderdante^ 
sin  que  le  sea  lícito  pedir  que  se  entiendan  con  éste;  que  es  axioma  ju- 
rídico el  que  las  solicitudes  que  formulan  los  Procuradores  se  entiea* 
den  siempre  á  nombre  de  los  interesados  á  quienes  representan  como  sl 
ellos  mismos  las  dedujeran  personal  y  directamente;  y  que  segúo  la 
ley  i9,  tít.  22,  Partida  3*,  contra  sentencias  firmes  por  consentimiento 
de  las  partes  no  se  da  recurso  alguno: 

Resultando  qoe  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta, 
corte  dictó  en  3  de  Noviembre  de  1883  sentencia  no  conforme  en  on 
todo  con  la  de  primera  instancia,  declarando  nula  y  sin  valor  alguno 
la  subasta  celebrada  en  i 9  de  Julio  de  4880  de  la  décima  parte  de  casa, 
iita  en  la  calle  del  Horno  de  la  Mata,  núm.  7,  de  esta  corte,  de  la  pro- 
piedad de  Doña  Marcelina  Ruiz  Ló|)ez,  y  condenando  al  demandado 
D.  Mariano  Agoirre  Barbacbano  á  dejar  dicha  parte  de  casa  libre  y  á 
disposición  de  la  demandante  con  los  frutos  producidos  y  debidos  pro- 
ducir desde  la  contestación  á  la  demanda,  todo  ello  sin  perjuicio  del  de» 
rechoque  le  asiste  para  obtener  la  devolución  del  precio  del  remate  el 
que  podrá  ejercitar  según  lo  acordado  en  el  auto  firme  de  17  de  Enero 
de  4882,  donde,  como  y  contra  quien  corresponda*. 

Resultando  que  D.  Mariano  Aguirre  y  Barbacbano  interpuso  recur- 
so de  casación,  por  considerar  infringidos: 

4®  £1  art.  46  de  la  ley  de  Enjuieíaoáento  civil  de  5  de  Octubre  da 
4855,  por  la  que  se  rigió  el  juicio  universal  de  testamentaría  de  Don 
Joaquín  María  Ruiz  y  el  885  de  la  ley  provisional  sobre  organiaacióu 
del  Poder  judicial  qne  en  contra  de  lo  apreciado  erróneamente  por  el 
Tribunal  sentenciador  patentizan  con  claridad  la  indiscutible  validea 
4e  lae  diferentes  solicitudes  deducidas  en  el  expresado  juicio  por  el 
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Procarador  D.  Lois  Gareía  Ortega  á  nombre  de  lo  poderdante  Doña 
Mareeliiia  Roiz  y  de  las  resolaciones  jadiciales,  diciadas  y  ejecatoria- 
das  en  aa  virtod,  poeslo  qae  en  aquellos  ariicalos  textualmente  se  de* 
termina  qae  mientras  continúe  el  Procarador  en  so  cargo,  los  empla- 
lamientoa,  citaciones  y  notificaciones  de  todas  clases  qae  se  le  hagan, 
ioclasas  las  de  las  sentencias,  tendrán  la  misma  fuerza  qae  si  se  hicie- 
seo  al  poderdante,  sin  qae  le  sea  permitido  pedir  qae  se  entiendan  con 
¿ste;  apareciendo  ann  más  manifiesta  la  infracción  de  dichos  artíca]oa> 
8i  se  fija  la  atenci6n  en  qae  en  la  senteneia  recorrida  se  ha  prescindido 
de  eetimar  qae  por  haberse  notificado  al  Procarador  D.  Lais  García 
Ortegit,  deben  conceptnarse  también  notificados  á  su  poderdante  Doña 
Marcelina  Rnis,  coal  si  personal  y  directamente  se  hubieran  entendido 
con  ella  las  notificaciones  de  todos  y  cada  ano  de  los  proveidos  referen- 
tes á  las  caentu;  de  los  en  que  se  acordó  el  embargo  y  la  tasación  de 
la  décima  parte  qae  le  habla  sido  adjudicada  en  la  casa  núm.  7  de  la 
calle  del  Horno  de  la  MaU  de  esta  corte;  del  aoto  en  que  se  mandó  pro- 
ceder á  la  venta,  del  acto  mismo  de  la  subasta  efectuada  después  de  la 
publicación  de  edictos  sin  protestas  ni  reclamaciones;  de  la  aprobación 
del  remate  á  favor  de  D.  Manuel  Roiz;  de  la  aprobación  de  la  cesión- 
del  remate  hecho  á  D.  Pedro  Asúa  en  el  concepto  de  apoderado  de  Don 
Mariano  Agoirre;  de  la  providencia,  en  la  que  se  mandó  que  se  requi  • 
riese  á  D.  Pedro  Asúa,  con  el  fin  de  que  consignara  el  precio  y  de  lo 
en  qne  se  acordó  que  se  pasaran  los  aatos  al  Notario  para  el  otorga-^ 
miento  de  la  escritora: 

1®  La  jorisprodencia  proclamada  por  este  Tribunal  Supremo,  entro 
otras  sentencias,  en  la  de  23  de  Mayo  de  4878,  que  dice  qne  según  el 
art.  46  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  885  de  la  provisional  so- 
bre organización  del  Poder  judicial,  los  emplazamientos,  citaciones  y 
notificaciones  de  todas  clases  que  se  hagan  al  Procurador  mientras  con- 
tinúe en  so  encargo  tienen  la  misma  fuersa  que  si  se  hicieran  si  po^ 
derdanle: 

3®  La  ley  49,  tít.  S2,  Partida  3*,  que  sanciona  de  la  manera  más  ab- 
soluta la  autoridad  y  la  fuerza  irrevocable  de  la  cosa  juzgada,  así  como 
también  las  doctrinas  proclamadas  en  sentencia  de  4  de  Febrero  de 
4875  respecto  á  que  ningún  recorso  cabe  contra  la  resolución  ejecutiva 
de  on  ponto  litigioso,  y  que  los  autos  y  sentencias  consentidas  adquie- 
ren fuersa  de  cosa  juzgada,  no  siendo  admisible  contra  ellos  recurso 
alguno  ordinario  ni  extraordinario,  incluso  el  de  casación,  en  el  con- 
eepto  de  que  se  ha  hecho  caso  omiso  en  la  sentencia  recorrida  del  ca- 
rácter de  irrevocabilidad  que  corresponde  á  los  autos  y  á  las  providen- 
cias que  dieron  por  resoltado  la  venta  en  subasta  pública  de  la  parti- 
cipación de  Doña  Marcelina  Ruiz  en  el  mencionado  inmueble: 

i^  La  jurisprudencia  sancionada  por  este  Tribunal  en  sentencia  de 
14  de  Diciembre  de  4872,  26  de  Diciembre  de  1873  y  4  de  Octubre  de 
1880,^  acerca  de  que  la  acción  de  nulidad  contra  antes  ó  providencia» 
jadiciales  sólo  puede  prevalecer  cuando  se  ejercita  dentro  de  los  térmi- 
nos legales  y  en  la  forma  establecida  por  Jos  que  han  sido  parte  en  el 
juicio  acerca  de  que,  habiéndose  vendido  en  subasta  pública  la  finca 
demandada  é  intervenido  la  demandante  en  las  diligencias  de  ejecución 
sin  establecer  recurso  alguno  contra  los  autos  recaídos  en  ella,  la  véne- 
ta judicial  cuya  nulidad  se  pide  tiene  todas  las  circnnstancias  neceu- 
rias  para  su  valides,  sin  que  pueda  afectar  al  comprador  cualquier  vi- 
cio en  el  procedimiento  para  verificar  el  remate,  y  acerca  de  que  con^ 
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tra  proTídencias  firmes  por  conientimieoto  de  las  partes,  no  se  da  re- 
medio algano,  por  cnanto  Dofta  Marcelina  Rnis  ínterTÍoo  en  lu  aetna* 
clones  para  la  venta  por  medio  de  sa  Proenrador  D.  Loia  García  Orte- 
ga, y  hasta  después  de  más  de  dos  años  de  beberse  aquélla  consumado 
no  se  le  ba  ocurrido  el  pretender  su  nulidad,  no  obstante  lo  coa!  la 
«enteneia  recurrida  anula  y  deja  sin  efecto  actos  solemnes  que  además 
de  hallarse  revestidos  con  la  muy  respetable  sanción  de  la  Autoridad 
judicial,  constituyen  el  origen  y  Ik  base  de  los  moy  legítimos  derechos 
adquiridos  por  el  recurrente: 

6^  La  ley  tO,  tU.  12  de  la  Partida  5*,  que  prescribe  que  el  deman- 
dante está  obligado  á  respetar  cuanto  haga  en  su  nombre  el  mandata- 
rio, porque  habiéndose  limitado  el  Procurador  García  Ortega  á  dedu- 
cir dentro  de  la  testamentaria  de  D.  Joaquín  Maríi  Roiz  las  solicitudes 
que  estimó  oportunas,  Doña  Marcelina  Ruiz  y  López  tiene  necesaria- 
mente que  aceptar  las  consecuencias  de  todo  lo  actuado,  sin  perjuicio 
de  utilizar  contra  dicho  Procurador  el  derecho  que  le  otorga  la  ley  26, 
tít.  5^,  Partida  3*,  en  el  caso  de  que  por  negligencia,  por  malicia  ó  por 
oualquiera  otra  causa  le  haya  ocasionado  perjuicios; 

Y  6^  La  misma  ley  26.  tít.  5^  de  la  Partida  3*,  aue  al  establecer  que 
los  personeros  son  tenodos  de  pechar  al  dueño  del  pleito  lo  que  por  su 
«ulpa  ó  engaño  se  perdiese  ó  menoscabase,  da  la  norma  del  criterio  con 
que  en  buenos  principios  por  derecho  debe  resolverse  el  problema  jt* 
rídico  propuesto  por  Doña  Marcelina  Raíz. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Aliz  y  Bonaehe: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  el  art.  16  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  antigua,  ni  el  885  de  la  ley  orgánica  y  ju* 
risprudencia  que  se  invocan  en  los  motivos  1^  y  2'  del  recorso,  porque 
no  niega  que  los  emplazamientos,  citaciones  y  notificaciones  hechas  al 
Procurador  tengan  la  misma  fuerza  que  si  se  hicieran  al  poderdante,  y 
«ólo  declara  qae  el  Procurador  D.  Luis  García  Ortega  no  tenia  poder 
de  Doña  Marcelina  Raiz  López  para  pedir  la  venta  de  la  parte  de  casa 
que  se  le  habla  adjudicado  en  los  autos  de  testamentarla  de  su  padre, 
bajo  cuyo  concepto  acuerda  la  nulidad  de  la  subasta  por  haberse  veri- 
ficado sin  autorización  de  la  propietaria  de  la  finca: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  fallo  recurrido  la  ley  i8,  tí* 
tulo  22^  Partida  3*,  y  jurisprudencia  que  se  citan  en  tos  motivos  3°  y 
4*y  haciendo  supuesto  de  la  cuestión,  porque  Doña  Marcelina  no  ínter* 
vino  ni  consintió  acto  alguno  de  los  que  se  llevaron  á  efecto  para  la 
yenta,  ni  apoderó  para  ello  al  Procurador  como  queda  dicho: 

Considerando,  por  último,  que  no  son  aplicables  ni  han  podido  ser 
infringidas  las  leyes  de  los  motivos  5°  y  6^  porque  D.  Luís  García  Or- 
tega no  era  mandatario  de  Doña  Marcelina  para  el  caso  de  autos,  y  por 
«lio  no  estaba  obligado  á  respetar  lo  que  aquél  hizo  con  extralimitacióa 
•de  sus  facultades; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Aguirre  y  BarbachanOi 
á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apun- 
tamiento.—(Sentencia  publicada  el  22  de  Junio  de  1884,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  22  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Becarso  de  «a«aei¿n  en  la  forma  (iO  de  Junio  de  4884).— 
Sala  terebra.— Pago  db  cantidad.— No  ha  logar  al  interpuesto  por 
D.  Remigio  Cordero  con  D.  José  Sáochei  Díaz  (Aadieneia  de  Vallado- 
lid),  y  se  resuelve: 

4^  Que  es  potestativo  en  el  Jue%  hacer  la  declaración  de  confeso,  con 
arreglo  al  art.  593  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil\ 

Y  2®  Que  no  es  de  aplicación  el  núm,  5®  del  art.  4693  cuando  no  se 
ka  denegado  diligencia  alguna  de  prueba,  eino  que  solamente  quedó  tin 
practicarse  la  ya  admitida  respecto  de  las  posiciones  y  reconocimiento 
eoUeiladoSy  por  no  hal¡^r  sido  hallada  la  persona  que  debia  evacuarlas^ 
eiendo  culpa  del  recurrente  que  dejé  transcurrir  el  término  de  prueba  y 
-consintió  después  la  providencia  del  Juzgado  llamando  los  autos  á  la 
tfisia  sin  hacer  las  gestiones  necesarias  para  la  subsanado h  de  la  omi 
aión  ó  falta  que  en  su  concepto  eaistia,  y  culpa  igualmente  suya  el  no  re^ 
producir  en  la  segunda  instancia^  como  pudo  hacerlo,  la  prueba  indi^ 
cada. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  <0  de  Junio  de  4881,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recorso  de  casaeión  por  quebranta 
miento  de  forma,  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  dis* 
trito  de  la  Audiencia  de  Valladolid  y  en  ia  Sala  de  lo  civil  da  la  del  mis- 
mo territorio  por  D.  José  Sánchez  Díai,  vecino  de  Santander,  comer- 
Atante,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Luis  García 
Ortega,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Gabriel  Rodríguez,  con 
D.  Remigio  Cordero  y  ürrutia,  propietario,  vecino  de  Valladolid,  á 
quien  ha  representado  el  Procurador  D.  José  Maria  Gordón,  dirigido 
por  el  Licenciado  D.  Juan  Fernández  Ruiz,  sobre  pago  de  40.5tl  pese- 
taz  procedentes  de  rentas? 

Resultando  que  en  45  de  Setiembre  de  4881  D.  José  Sánchez  Díaz 
•dedujo  demanda  ejecutiva  contra  D.  Remigio  Cordero  ürrutia  por  la 
cantidad  de  40.524  pesetas  que  adeudaba  procedentes  de  rentas:  que 
despachada  la  ejecuci6n,  D.  Remigio  Cordero  se  opuso  á  ella,  alegando 
las  exoe pelones  que  estimó  oportunas;  y  por  auto  de  8  de  Octubre  de 
4884  se  recibió  el  pleito  á  prueba  por  término  de  10  días: 

Resultando  que  en  48  de  dicho  mes  de  Octubre  D.  Remigio  Cordero, 
^n  parte  de  su  prueba,  presentó  cinco  cartas  á  fin  de  que  el  ejecutante 
Jai  reconociera  bajo  juramento  índecisorio,  á  la  vez  que  contesta  á  las 
posiciones  que  Cordero  articulaba  en  el  interrogatorio  que  en  pliego 
cerrado  acompañaba;  y  en  atención  á  que  la  diligencia  de  prueba  tenia 
que  evacuarse  en  Santander,  residencia  de  D.  José  Sánchez  Diaz,  cuya 
diligencia  podía  tener  logar  fuera  del  término  de  prueba,  pidiéndose 
como  aquí  se  hacía  antes  de  la  citación  para  sentencia,  pretendió  se  le 
concediese  para  la  práctica  de  dicha  diligencia'  el  término  de  40  días: 
aue  por  auto  de  49  de  dicho  mes  de  Octubre  se  hubieron  por  presenta- 
das  las  cinco  carias  y  pliego  cerrado  de  posiciones,  á  cuyo  tenor,  pre 
3via  declaración  de  ser  pertinentes  las  preguntas ,  se  mandó  declarase 
D.  Josó  Sánchez  Díaz  ante  el  Juzgsdo  de  su  residencia,  librándose  al 
afecto  el  correspondiente  exhorto,  señalándose  á  la  parte  de  D.  Remi- 
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§10  Cordero  el  término  de  40  días  para  ia  práctica  de  dicha  dUigeBcia  y 
evolneióD  del  exhorto;  y  librado  éste  eo  SO  del  referido  mes  para  el 
Joei  de  Santander,  se  entregó  en  el  mismo  día  con  las  cinco  cartas  y 
pliego  cerrado  de  posiciones  al  Procarador  de  Cordero: 

Resultando  que  poesta  diligencia  de  haber  transenrrido  los  10  dias^ 
por  qoe  se  habisn  recibido  los  aotos  á  prueba,  en  providencia  de  SS  de 
Ociabre  se  mandó  nnir  las  practicadas  á  los  aotos  y  qoe  se  posieran- 
éstos  de  manifiesto  para  instrncción  de  las  partes:  y  acreditado  por  di- 
ligencia qoB  en  t  de  Noviembre  hablan  terminado  los  10  días  concedi- 
dos i  Cordero  para  cumplimentar  y  devolver  el  exhorto  librado  i  San» 
tender,  el  Joes  dictó  providencia  en  14  de  dicho  mes  de  Noviem- 
bre, llamando  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  partes  para  aen-^ 
teoeia: 

Resnltando  qoe  en  el  día  sigoiente  15  de  Noviembre  el  Procarador 
de  D.  Remigio  Cordero  presentó  escrito  acompañando  el  exhorto  eo» 
el  pliego  cerrado  de  posiciones  y  cartas  librado  al  Josgado  de  Santan- 
der, y  presentado  el  27  de  Octobre  para  so  complimiento  con  objeto  de 
qoe  declarase  D.  José  Sánches  Díaz^  apareciendo  no  haberlo  verificada 
por  hallarse  anéente;  y  pidió  se  declarase  en  la  sentencia  qoe  recayera», 
según  lo  determinado  en  el  art.  503  de  la  ley  de  Bnjoiciamiento  cítII, 
por  confeso  al  ejecotante  Sánches  Días,  respecto  á  las  posiciones  com- 
prendidas en  dicho  pliego  cerrado  qoe  el  Josgado  había  admitido  como 
pertinentes,  solicitando  por  on  otrosí  se  señalara  día  para  la  vista  pú- 
blica; y  el  Joes  ep  providencia  de  16  de  Noviembre,  teniendo  por  pre- 
sentado el  escrito  y  pordevoelto  el  exhorto  qoe  le  acompañaba,  mandd 
en  cuanto  á  lo  principal  qoe  se  nniera  á  los  aotos,  y  respecto  al  otrosí 
señaló  día  para  la  vista: 

Resoltando  qoe  celebrada  ésta,  el  Joei  de  primera  instaocia  dietd 
sentencia  en  23  de  Noviembre  de  1 881»  mandando  seguir  la  ejecoción 
adelante  por  la  cantidad  de  10.5tl  pesetas  procedente  de  rentas  de  fla- 
cas, hacer  trance  y  remate  en  los  bienes  embargados ,  haciendo  con  tm 
valor  pago  de  la  cantidad  expresada  de  la  ejecución,  con  más  las  eoala» 
causadas  y  que  se  cansaran  hasta  su  real  y  efectivo  pago: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  D.  Remigio 
Cordero,  se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia;  y  al  evacuar  aquél  la 
instrucción  que  le  fué  conferida,  formuló  por  medio  de  un  otrosí  ar- 
tículo de  previo  y  especial  pronunciamiento  para  que  se  devolvierao 
los  autos  al  Jues  de  primera  instancia  á  fin  de  que  subsanara  la  falte 
cometida,  abriendo  el  pliego  cerrado  de  posiciones  que  estimó  y  decla- 
ró pertinentes^  haciendo  en  la  sentencia  que  nuevamente  pronunciaae^ 
la  declaración  que  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  art.  693  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  había  solicitado  Cordero  en  primera  instea-^ 
cía,  á  cuyo  efecto  se  tuvieran  los  autos  por  repuestos  al  estado  de  darse 
en  ellos  nueva  sentencia  con  citación  de  las  partes:  que  tramitado  el 
incidente  con  arreglo  á  la  ley,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valladolid  por  auto  de  U  de  Octubre  de  188S  declaró  no  haber  lugar  á 
reponer  los  autos  al  estado  de  citación  para  sentencia  en  primera  ios- 
tMucia,  los  qoe  continoaran  según  so  estado,  y  por  otro  proveído  de  20 
de  Noviembre  se  desestimó  la  súplica  interpoesta  por  Cordero: 

Resoltando  qoe  seguida  la  sostanciación,  la  referida  Sala  de  lo  civil 
de  la  Aodienéia  por  sentencia  de  13  de  Octobre  de  1883  confirmó  co» 
las  costas  la  sentencia  apelada,  y  en  so  virtod  D.  Remigio  Cordero  íb- 
terposo  reeorso  de  cacación  por  qoebrantamiento  de  forma,  fundado  ea 
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H  eansa  6*  del  art.  4693  dé  la  ley  de  Enjaieiamiento  cíyiI  ,  elegindo  al 
^efeoto;  qae  tiendo  ona  de  las  diligenciaa  de  proeba  la  confesión  enjui- 
cio, y  siendo  complementaria  de  esa  diligencia  de  praeba,  según  el  ar  • 
tíealo  593  de  la  mencionada  ley,  cuando  el  citado  á  dar  la  declaración 
estimada  pertinente  no  hubiera  comparecido  á  la  segunda  citación  ni 
expuesto  justa  cansa  que  se  lo  haya  impedido,  que  el  Tribunal  que  es* 
timó  la  declaración  pertinente  haga  en  la  sentencia  la.  declaración  de 
confeso,  cuando  como  aquí  acontece  así  se  hubiere  solÍGÍtado  por  la 
parte  que  pidió  esa  diligencia  de  prueba,  de  hacerse  esa  declaración  de 
eonfeso  en  la  semencia  equivale  á  una  expresa  denegación  de  la  dili- 
gencia complementaria  de  la  praeba  expresada,  y  por  ello  se  había 
producido  y  producía  indefensión  en  los  derechos  del  recnrrente  y  fu- 
^orecido  la  defensa  de  los  del  ejecutante. 

Tistes,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Jnan  Ignacio  de  Morales: 
Ck)ns¡derando  qne  sobre  ser  potestativo  en  eí  Juez  hacer  la  expresa  - 
da  declaración  de  confeso,  con  arreglo  al  art.  593  de  la  ley  de  finjni 
eiamiento  civil,  no  es  de  aplicación  al  caso  presente  el  núm.  5®  del  ar- 
tículo 1693  que  se  invoca  como  fundamento  del  recurso,  por  cuanto  no 
se  ha  denegado  diligencia  alguna  de  praeba,  sino  que  solamente  quedó 
-sin  practicarse  la  ya  admiu'da  respecto  de  las  posiciones  y  reconoci- 
miento solicitados,  por  no  haber  sido  hallada  |a  persona  que  debía  eva- 
cuarlas; siendo  culpa  del  recurrente  que  dejó  transcurrir  el  tórmino  de 
praeba  y  consintió  despuós  la  providencia  del  Juzgado  llamando  loa 
autos  á  la  vista  sin  hacer  las  gestiones  necesarias  para  la  subsanación 
de  la  omisión  ó  falta  qne  en  su  concepto  existía,  siendo  igualmente 
-eolpa  saya  el  no  reprodocir  en  la  segunda  instancia,  como  pudo  ha  - 
eerlo,  la  praeba  indicada; 

.  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Bemigio  Cordero,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de 
la  cantidad  que  depositó,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  líbrese 
la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Valladolid,  con  devo- 
loción  de  los  autos.— (Sentencia  publicada  el  SO  de  Junio  de  1884,  ó 
4nserta  en  la  Gacita  de  16  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Reeamso  de  casaeióa  {l\  de  Junio  de  iS^i).—Sala  primera,^^ 
Mejor  dxrecho  i  la  sucesión  db  un  mayorazgo.— No  ha  lagar  al  in- 
terpuesto, y  se  resuelve: 

4®  Que  al  absoher  de  la  demanda  la  sentencia  declarando  que  la  de- 
fnandada,  como  sobrina  del  último  poseedor,  es  de  linea  preferente  y 
da  mt^'or  grado  que  el  demandante^  no  infringe  la  ley  f  I  de  Toro,  ni  la 
-doctrina  canónica  qne  declara  qne  corresponde  prioatioamente  á  los 
Tríbnnales  de  la  jufrisdicción  ordinaria  el  conocimiento  y  fallo  de  las 
tmsíUones  civiles  relativas  á  alimentos,  depósitos,  litisexpensas ^  resti 
tueión  de  dotes,  reconocimiento  de  prole,  legitimidad  de  los  hijos j  ete.^ 
establecida  por  el  Concilio  de  Trento,  sesión  ti,  canon  IS  de  matrimo^ 
nio,  cap,  4**  de  reforma  de  matrimonio  y  cap.  20  de  reforma,  p  por  Be- 
nedicto Mde  Sínodo  Diocesana,  libro  9°,  cap,  9^,  núm.  4  y  siguientes; 
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f  eñ  coíiiímaneia  con  dicha  doctrina  lalef  iZ.tíL  I*,  l^o  i^dela  No^ 
«útma  Recopilación,  q%e  ordenó  recibir  y  obterwu'  como  Ufa  del  RH  - 
no  las  reiol%cion€i  del  Santo  Coneilio  Tridentino;  el  art.  35  del  Real 
decreto  de  M  de  Noviembre  de  1 861,  en  relación  con  la  primera  de  lat 
drennetaneiae  expresadas  en  el  Real  decreto  de  hl  de  Octnbrs  de  \%^\^ 
f  en  armonía  también  eonlalefUde  Toro:  si  precisamenfe  se  funda  la 
sentencia  en  la  citada  ley  ¡f  en  el  eonjnnto  de  datos  probatorios  qneews- 
eigna  y  aprecia,  en  demottraeión  de  que  los  hijos  del  fundador,  nacidos 
respectivamente  en  i77n  f  i7n^fuer«m  hijos  natnrales^segúú  partidae 
bautismales  rectificadas  previo  espediente  informativo,  por  la  Autori- 
dad superior  eclesiástica  encargada  de  este  registro,  según  elConcilio^ 
de  Trento^  y  competente  en  la  materia,  sin  oposición  de  nadie  v  reco- 
nocidas como  leoitimas  en  el  juicio  por  el  mismo  demandante^  hasta  ei 
punto  de  no  haber  sido  necesario  su  eotejo\  f  se  funda  además  en  que 
dichos  dos  hijos  fueron  legitimados  por  el  subsiguiente  matrimonio  que 
contrajeron  sus  padres  en  M%í,en  virtud  de  todo  lo  cual  adquirieron 
aptitud  legal  para  la  sucesión  vincular  ds  que  se  trata^  aptitud  recono- 
cida y  respetada  en  sus  contestamnes  jurídicas  con  persona  de  quien 
el  demandante  trae  su  causa\ 

TV^  Que  por  lo  expuesto,  el  hijo  mayor  de  dichos  hermanos  fué  el 
poeeedor  legitimo,  cual  la  eenteneia  lo  caliHea,  de  los  vincules  en  cues- 
tión, y  eu  sobrina  y  nieta  del  otro  hermano  es  la  más  próxima  parien- 
ta  del  último  poseedor,  y  como  tal  su  sucesora  inmediata;  no  siendo  por 
lo  tanto  aplicable  la  ley  45  de  Toro,  pues  la  demandada  pertenece  a  la 
linea  posesoria  de  derecho  y  ds  hecho. 

£n  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  1f  de  Junio  de  488i,  en  el  pjeito  se- 
gaido  en  el  Jaigado  de  primera  instancia  de...  y  en  la  Sala  de  lo  cítü 
de  la  Audiencia  de...  por  D...,  labrador,  vecino  de...,  en  el  reino  de..., 
con  D...,  Oficial  del  ejército...,  como  marido  de  Doña...,  vecinos  de.... 
de  la  misma  nación,  y  Doña...,  propietaria,  vecina  también  de...,  so- 
bre mejor  derecho  á  la  sacesión  de  nnos  mayorasgos,  pendiente  en  este 
Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Alonso  Martinei  y  el 
Procurador  D.  Mauricio  Castañares,  en  defensa  y  representación  del 
demandante,  habiendo  sido  defendida  y  representada  en  este  recurso 
la  parte  demandada  por  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos  y  el  Pro- 
curador D.  Juan  Hernándei  y  Hernándes: 

Resultando  que  D...  otorgó  testamento  en...,  reino  de...,  en  7 de 
Enero  de  1878,  en  el  que  se  expresó  que  era  poseedor  de  varios  biene» 
que  fueron  vinculados;  instituyó  por  su  única  y  universal  heredera  á 
Doña...,  y  dejó  á  su  prima  Doña...  todos  los  bienes  y  propiedades  del 
mayorazgo  que  poseía  en  España,  fundado  por...,  ácuya  mitad  única- 
mente tenía  derecho  su  citada  prima  según  la  ley  española: 

Resultando  que  en  M  de  Mano  de  4880  dedujo  D...  la  demanda  qne 
ha  dado  origen  al  presente  pleito,  fundada  en  los  hechos  siguientes; 
que  á  D...  sucedió  en.  los  bienes  de  los  mayorasgos  que  poseyó  funda* 
dos  por  sus. ascendientes,  su  hijo  D...  legitimado  por  subsiguiente  ma- 
trimonio; que  D...,  como  poseedor  del  vínculo,  pagó  á  su  hermano  D... 
una  pensión  alimenticia  que  estaba  reconocida,  y  al  fallecimiento  de 
aquél,  que  tuvo  lugar  el  18  de  Febrero  de  1787,  en  vea  de  pasar  loe 
vínculos  como  era  de  ley  á  su  citado  hermano  D...,  pasaron  á  un  hijo 
natural  de  D...,  del  mismo  nombre;  que  al  fallecimiento  de  este  último 
entró  en  la  posesión  da  ios  mayorazgos  su  hijo...,  ei  cual  había  falleoi- 
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do  en  17  de  Diciembre  del  año  anterior  1S79  sin  encesión,  bajo  la  día- 
posición  testaonentariaqaa  acompañaba,  en  la  qne  había  dispaesto  d» 
los  bienes  vinculados  qne  poseía,  llamando  ai  disfrote  del  mayoraiga 
fondado  en  España  ásu  prima  Doña..;  y  qne  en  virtud  de  este  testa- 
mento se  bailaba  además  llamada  á  la  sucesión  en  la  debesa  de  la  Peña 
del  Gato,  sita  en  Ciipaña,  también  vinenlar.  Doña...  Invocó  como  fon- 
damentos  de  derecho  qne  en  los  mayorazgos  no  se  socede  al  último  po- 
seedor por  derecho  hereditario,  sino  qoe  se  perpetúa  en  la  familia  del 
fundador  por  representación  conforme  á  la  volontad  del  mismo  ó  á  la 
dispoesto  para  1»  sucesión  de  la  Monarqoia;  qne  coando  se  doda  si  ana 
vinculación  es  regalar  ó  irregolar,  la  ley  recobra  so  imperio,  y  según 
ello  el  mayorazgo  es  regalar;  qoe  los  bienes  del  mayorazgo  conservan 
el  carácter  vincular  hasta  el  momento  de  hacerse  la  división  con  arre- 
glo á  la  ley  y  entregarse  al  inmediato  socesor  la  mitad  correspondiente; 
que  la  detentación  de  los  bienes  qoe  conservan  el  carácter  vincular  en 
nada  perjodiea  los  legítimos  derechos  del  qoe  debió  soceder,  paea 
mnerto  el  tenedor  la  posesión  se  traspasa  civil  y  materialmente  al  qoe 
debiera  soceder  en  ól,  aunque  otro  haya  toioado  posesión  ó  el  dicho 
poseedor  se  la  haya  transmitido;  que  á  falta  de  descendientes  legítimos 
DO  tienen  prohibición  los  hijos  natorales  de  soceder  en  los  mayoral- 
gos;  que  la  condición  en  Doña...,  madre  del  demandante,  de  hija  nato- 
ral  de  D...,  se  hallaba  legalmente  probada  con  el  testamento  de  óste 
qoe  también  acompañaba;  y  qoe  en  la  socesión  de  los  mayorazgos  de- 
be tenerse  presente  la  línea,  el  grado,  el  sexo  y  la  mayor  edad  para  el 
caso  de  concorrir  varios  á  la  socesión;  y  en  virtod  de  todo  lo  expoesto 
solicitó  en  ejercicio  déla  acción  real  de  dominio  se  le  declarase  en  su 
día  como  el  verdadero  y  legítimo  socesor  en  los  mayorazgos  qoe  nan- 
ea debió  disfrotar  el  finado  D...,  y  en  su  consecuencia  nulo  el  testa- 
mento hecho  por  éste  como  último  poseedor  de  dichos  mayorazgos  en 
Ja  parte  qoe  disponía  de  los  bienes  propios  de  la  fondación,  los  coalea 
debían  pasar  á  ól  materialmente,  ^a  que  la  posesión  civil  y  natural  da 
|08  mismos  la  obtovo  por  ministerio  de  la  ley  por  los  frotos  y  rentas  de 
las  fincas  qoe  los  constitayen: 

Resultando  que  D...  y  Doña...  contestaron  la  demanda  pidiendo  quft' 
se  les  absolviese  de  ella  con  imposición  de  costas  al  actor,  declarando 
que  la  mitad  reservada  al  inmediato  sucesor  por  la  ley  desvincoladora 
en  España,  corresponde  en  el  fondado  en  esta  nación  por...  á  Doña.... 
como  pariente  más  inmediato  del  último  poseedor,  qoe  lo  foé  legíti- 
mamente en  virtod.de  so  derecho,  /en  cnanto  á  los  mayorazgos  fon- 
dados en  Portogal  se  declarase  del  mismo  modo  qoe  no'poeden  corres- 
ponder al  demandante  por  haber  más  próximos  parientes  del  último 
posedor  legítimo;  y  si  á  esto  no  había  logar,  se  declarase  incompetente 
el  Juzgado  para  resolver  acerca  de  este  particular  de  la  demanda^  de- 
jando á  Doña...  la  libre  disposición  de  la  heredad  denominada  Peña  del 
Gato,  sita  en  Espa'ña,  sin  perjoicio  de  reservar  á  la  parte  actora  en  este 
caso  el  derecho  de  qoe  se  creyera  asistida  para  qoe  lo  ejecot<is6  en  la 
forma  y  logar  oportunos: 

Resoltando  qoe  en  apoyo  de  estas  pretensiones,  alegaron  qoe  D... 
poseyó  legítimamente  hasta  su  fallecimiento  los  bienes  qoe  faeron 
yincolados,  t»nto  los  comprendidos  en  el  víncolo  fondado  en  España 
por...,  como  los  correspondientes  á  los  fundados  en  Portogal,  sitos  en 
aqnel  país  al  tiempo  de  la  fondación;  que  la  demandada  Doña...  es  la 
.  nmedíata  socesora  en  el  víncolo  de...»  por  ser  de  línea  preferente  y 
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más  próxima  en  grado  al  último  poseedor,  quien  biso  tajoi  eomo  li- 
bres la  mitad  de  ios  bienes  de  la  dotación  de  este  ▼(nenio  y  todos  los 
correspondientes  á  los  vincnlos  de  Portugal  con  arreglo  á  las  leyes  do 
aqnel  país;  que  por  lo  tanto  la  demandada  Doña...  entró  desde  el  mo- 
mento del  fatleeimiento  del  último  poseedor  por  ministerio  de  la  ley  en 
la  posesión  de  la  mitad  de  los  bienes  del  vínenlo  de...  y  eon  la  otm  mi 
tad  en  virtnd  del  testamento  de  dicho  último  poseedor;  que  la  otra  dr- 
mandada  Doña...  entró  á  poseer  todos  los  demás  bienes  del  testador 
D  ..  como  su  heredero  universal,  entre  los  que  se  encontraba  la  dehesa 
denominada  Peña  del  Gato,,  sita  en  España,  perteneciente  basta  hace 
poco  tiempo  al  territorio  portugués;  que  el  demandante  es  hijo  de  una 
bija  natural  de  D...  hermano  del  abuelo  del  último  poseedor,  y  siendo 
la  demandada  Doña...  bisnieta  del  abuelo  del  último  poseedor  por  línea 
de  Tarón,  era  claro  que  D...  no  es  el  pariente  más  próximo  del  último 
poseedor,  y  que  por  lo  tanto  no  le  corresponde  la  sucesión  del  vinculo 
regular  de...  ni  la  de  los  demás  mayorasgos,  fundados  en  Portugal,  así 
eomo  tampoco  tiene  ninguna  clase  de  derechos  sobre  la  dehesa  Peña 
del  Gato,  perteneciente  en  plena  propiedad  á  D...,  como  heredero  uní- 
versal  de  D...,  y  que  los  vínculos  fondados  en  Portugal  por  subditos  y 
-^eon  bienes  portugueses  deben  regirse  por  las  leyes  de  aquel  reino,  sin 
que  los  Tribunales  españoles  puedan  entender  acerca  de  ellos: 

Resultando  que  el  demandante  insistió  en  la  réplica  en  lo  pedido  en 
su  demanda,  negando  al  efecto  la  legitimidad  de  los  hijos  deD...,y 
aun  en  el  calificativo  de  hijos  naturales  que  en  su  demanda  les  habla 
•^eoncedido,  porque  la  legitimidad  dependía  de  la  extensión  de  nuevas 
partidas  bautismales  hechas  por  gracia  del  Arsobispado  de...,  sin  fa- 
cultades para  ello,  y  no  podía  considerársele  tsmpoeo  como  naturales, 
porque  en  las  partidas  de  bautismo,  antes  de  ser  atendidas  de  nuevo 
aparecían  como  hijos  de  padres  desconocidos,  que  equivale  á  ser  bijos 
manceres,  imposibles  por  tanto  de  legitimar,  y  por  eonsigniente  exire- 
jkos  á  la  familia  del  fondador: 

,  Resultando  ^oe  las  demandadas  duplicaron,  diciendo  que  la  legiti- 
midad de  los  hijos  de  D...  nació  del  subsiguiente  matrimonio  de  éste 
con  Doña...,  de  lo  cual  fué  efecto,  y  no  causa  la  extensión  de  nuevaí 
partidas  cfue  decretó  el  Arzobispo  de...  por  haberse  hecho  notorio  ante 
su  Autoridad:  que  esa  legitimidad  fué  reconocida  por  D...,  abuelo  del 
demandante,  y  se  acreditaba  con  la  partida  de  casamiento  de  sus  pa> 
dres  y  las  de  bautismo  de  sus  hijos  y  nietos,  en  las  que  se  hacía  cons- 
tar la  sucesión  legítima,  sin  que  por  nadie  se  hubiese  puesto  en  duda 
hasta  ahora  la  posesión  del  estado  civil  en  que  venían: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  pidió  por  lu  demtn  - 
-dadas  que  se  cotejssen  con  sus  originales  todos  los  documentos  qoe 
habían  acompañado  al  escrito  de  contestación,  excepto  el  señalado  con 
el  Dúm.  I  comprensivo  de  las  partidas  de  bautismo  de  D...  y  D...,  la 
de  casamiento  de  sus  padres  y  las  peticionas  y  decretos  en  cuya  virtud 
se  inscribieron,  porque  á  este  documento  había  prestado  su  asenti- 
miento la  parte  demandante  y  se  practicaron  por  ambas  partes  diferen- 
tes justificaciones: 

Resultando  que  en  30  de  Noviembre  próiimo  pasado  dictó  la  Sala 
"^e  lo  civil  de  la  Audiencia  de...  sentencia  confirmatoria  en  parte  y  en 
otra  revocatoria  de  lo  que  había  dictado  él  Juez  de...  absolviendo  de  la 
demanda  á  Doña...  y  á  Doña...,  y  declarando  que  la  unidad  reservabie 
al  inmediato  sucesor  por  las  leyes  de  desvinculación  vigentes  del  víncu- 
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io  da...  fundido  en  Eipafta  corresponde  á  U  Doña  María  Lociana  como 

^paríanla  más  cercana  ó  inmediata  del  último  poseedor  legitimo;  corras- 

liondiendo  tambión  á  la  misma  ía  otra  mitad  libre  de  la  vincalación 

por  ai  legado  hecho  en  el  testamento  de  dicho  último  poseedor,  y  de 

-elarando  asimismo  qoe  los  Tribunales  españoles  son  competentes  para 

«onocer  del  mejor  derecho  en  el  dominio  de  la  dehesa  Peña  del  Gato 

-qne  se  cree  corresponde  á  nn  víncnlo  portugués,  y  por  lo  tanto,  qna 

la  citada  dehesa  Peña  del  Gato  pertenece  á  Doña...  como  más  próxima 

paríenta  del  último  poseedor,  sin  reserva  alguna  de  derechos  á  la  parte 

apelante  y  sin  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D...  interpuso  recurso  de  casación,  por  considerar 
infringidos: 

i"*  La  ley  4  i  de  Toro,  ó  sea  la  1*,  tit.  5^  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
«opilación,  á  cuyo  tenor  no  es  legalmente  posible  declarar  á  Doña...  y 
D..M  hijos  legítimos  ni  naturales  siquiera  de  D...  como  seria  necesario 
para  que  el  último  poseedor  D.  .  y  su  prima  Dofta...  pertenecieran  á  la 
familia  del  fundador  y  fueran,  como  se  declara,  de  m^jor  línea  y  grado 
que  el  recurrente,  puesto  qoe  ni  el  supuesto  padre  reconoció  jamás,  ni 
los  Tribunales  han  declarado,  ni  ante  ellos  ni  ante  nadie  se  ha  intentado 
justificar  siquiera  el  hecho  de  haber  engendrado  y  habido  tales  hijos  en 
Dbña... 

t^  En  cuanto  la  sentencia  recorrida  estima  bien  y  legalmente  decla- 
rada tal  Ilegitimidad  por  el  Arzobispo  de...  y  le  atribuye  la  plenitud  de 
lus  efectos  civiles  en  Portugal  y  España  contra  el  recurrente  hoy,  y 
antes  contra  su  madre  y  su  abuelo  D...,  la  doctrina  canónica  que  de- 
clara que  corresponde  privativamente  á  los  Tribunales  de  la  jurisdie* 
eión  ordinaria  el  conocimiento  y  fallo  de  las  cuestiones  civiles  relativas 
á alimentos,  depósitos  litisespensas,  restitución  de  dotes,  reconocimien- 
to de  prole,  legitimidad  de  los  hijos,  etc.,  establecida  por  el  Concilio 
de  Trento,  sesión  S4.  caooo  4S  de  matrimonio,  capítulo  i^  de  reforma 
de  matrimonio  y  capítulo  20  de  reforma,  y  por  Benedicto  I  i  de  Síoodo 
-diocesana,  libro  9^  capítulo  9^  núm.  4  y  siguientes;  y  en  consonancia 
con  dicha  doctrina  la  ley  13.  til.  1*,  libro  1^  de  1a  Novísima  Recopila- 
ción,  que  ordenó  recibir  y. observar  como  leyes  del  Reino  las  resolucio- 
nes del  Santo  Concilio  Tridentino: 

3*  En  cuanto  atribuye  á  las  segundas  partidas  de  bautismo  de  D...  y 
Doña...  la  autenticidad  y  el  valor  necesarios  para  surtir  sus  efectos  con- 
tra el  recurrente  y  su  línea  como  documentos  públicos  y  fehacientes 
ante  los  Tribunales  el  art.  35  del  Real  decreto  de  17  de  Noviembre  de 
1S5t,  en  relación  con  la  primera  de  las  circunstancias  expresadas  en  el 
Real  decreto  de  17  de  Ostubre  de  1851,  y  en  armonía  también  con  la 
ley  11  de  Toro;  la  doctrina  canónica  y  ley  recopilada  que  se  citan  en 
los  precedentes  motivos,  puesto  que  con  arreglo  á  ellas  no  hubiera  sido 
líeito  hacer  en  España  en  perjuicio  de  tercero  lo  que  por  el  Arsobispo 
de...  se  biso  en  Portugal  en  23  y  26  da  Abril  de  1787,  y  la  doctrina  le 
gal  que  prohibe  alterar  la  partida  bautismal  de  un  hijo  desconocido  sin 
orden  expresa  del  Tribunal  competente,  consignada  en  sentencia  de  16 
de  Abril  de  1864;  • 

Y  4^  En  cuanto  resuelve  la  sentencia  la  cuestión  de  propiedad  plan- 
teada en  la  demanda,  otorgándola  á  quienes  si  bien  pertenecen  á  la  lí- 
nea posesoria,  de  hecho  no  descienden  del  fundador,  la  ley  45  de  Toro  ó 
-aeala  1*,  tít.  24,  libro  H  déla  Novísima  Recopilación,  S3gúo  la  cual 
ia  linea  posesoria  de  derecho,  á  partir  desde  el  28  da  Febrero  de  1787, 
TOHO  55  31 
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68  la  de  D...,  aboelo  del  recurrente,  á  qoien  por  lo  Unto  oo  puede  ne- 
garse sin  infracción  de  aquella  ley  ios  bienes  qae  relaciona. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  qoe  ai  absolver  de  la  demanda  la  sentencia  recurrida, 
declarando  qoe  Doña...,  como  sobrina  del  último  poseedor^  es  de  línea, 
preferente  y  de  mejor  grado  qne  el  demandante^  no  infringe  la  ley  IC* 
de  Toro,  ni  las  demás  disposiciones  legales  qae  relacionándolas  con  eiU 
se  invocan  en  ios  tres  primeros  motivos  del  recorso,  porque  precisa- 
mente se  funda  en  la  citada  ley  y  ea  el  conjunto  de  datos  probatorioa 
que  consigna  y  aprecia,  en  demostración  de  que  los  hermanos  D...  y 
D...,  nacidos  lespectivamente  en  1775  y  1777,  fueron  hijos  n atúrale» 
de  D...  y  de  Doña...,  según  sus  partidas  baotlsrcales  rectificadas  previo» 
expediente  informativo,  por  la  Autoridad  superior  eclesiástica  encar- 
gada do  este  registro,  según  el  Concilio  de  Trenio  y  competente  en  la^ 
materia,  sin  oposición  de  nadie  y  reconocidas  como  legitimas  en  este 
juicio  por  el  mismo  demandante,  hasta  el  punto  de  no  haber  sido  nece- 
sario so  cotejo;  y  se  funda  además  en  ^ue  dichos  dos  hijos  fueron  legi- 
timados por  el  subsiguiente  matrimonio  que  contrajeron  sus  padres  en^ 
1784,  en  virtud  de  todo  lo  cual  adquirieron  aptitud  legal  para  la  suce- 
sión vincular  de  que  se  trata,  aptitud  reconocida  y  respetada  en  aua- 
contestaciones  jurídicas  con  el  D...,  uno  de  los  hermanos  por  su  tío 
D...,  de  quien  el  demandante  D...  trae  su  causa: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  D...,  hijo  del  D...,  el  mayor  da 
dichos  hermanos  fué  el  poseedor  legítimo,  cual  la  sentencia  lo  califica, 
de  loa  vínculos  en  eoest  ón,  y  Doña...,  su  sobrina  y  niela  del  otro  her* 
mano  D. .,  es  la  más  ptóiima  pariente  del  último  poseedor,  y  como  tal 
su  socesora  inmediata;  no  siendo  por  lo  tanto  aplicable  la  ley  45  da 
Toro,  en  el  concepto  qne  se  invoca  en  el  coarto  motivo,  sino  por  el 
contrario,  el  que  la  Doña...  pertenece  á  la  línea  posesoria  de  derecho- 
y  de  hecho; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D...,  á  quien  condenamos  al  pago  da 
las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de...  la  certificación  correspondien- 
te, con  devolución  del  apuntamiento  qne  ha  remitido.— (Sentencia  pa- 
blicada  el  ti  de  Junio  de  1884,  é  inserta  en  la  GaeeUí  de  U  de  Setiem- 
bre del  mismo  año.) 
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Reeurao  ée  easacióa  (24  de  Junio,  de  1884).— ^a/a  primera, — 
Nulidad  de  uha  xsgritura  db  debitorio  t  rescisión  de  tsnta.— Ha  lu- 
gar al  interpuesto  por  D.  Antonio  Dnchcon  D.  Buenaventura  Tarrago 
y  consorte  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Qué  la  sentencia  qne  absuelve  á  los  compradores  de  la  demanda  i o-* 
bre  nulidad  de  w  documento  de  débito  y  rescisión  de  una  venia  otorga- 
dos por  un  menor  con  autorización  de  su  padre,  infringe  las  leyes  1  *-' 
y  1^ i  párrafo  primero.  t(t.  4^  libro  V*  Digesto  De  minoribus  vigeaii» 
quinqué  anuís  y  1*  y  V,  tU.  9^,  Partida  6^  que  conceden  el  beme/icio  de 
ía  restitución  in  íntegrum  á  los  menores  que  por  su  inexperiencia^  eul^- 
pa  de  su  guardador  o  engaño  de  otra  persona  hubiesen  sufrido  perjui^ 


Digitized  by  VjOOQ IC 


IfKCÜRSOS  T  COMPSTIIfCIAS.  485 

€Ío  m  t%s  interneiy  aun  cuando  en  el  contrato  hubiess  intervenido  su 
guardador  ó  padre;  tas  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  23  de  No 
viembre  de  4860  y  6  de  Abril  de  1866;  las  leyes  27,  párrafo  primero,  ti^ 
tula  4*,  libro  i®  JHgesto  De  miooribos  TÍgenti  quinqué  annis,  32,  pá- 
rrafo cuarto,  til,  1®,  libro  26  Digesto  De  administratione  el  péncalo 
totoraiD,  T,  titulo  8*,  libro  42  Digesto,  y  10,  tU.  71,  libro  ñ^  Código;  la 
lef  t\  Código  qui  el  adversos  qaos  in  inte^^rum  restitatione  possant, 
que  previene  que  el  remedio  de  la  restitución  io  iniegrom  «0  tiene  lu  • 
gar  contra  el  padre  no  lio  modo,  por  eí  respeto  y  consideración  que  se  le 
debe;  elart.  548  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  la  ley  24,  til.  13, 
Partida  5*  y  la  doctrina  del  Tribunal  Snpremo  que  previene  que  renun- 
,  dando  el  htjo  á  la  herencia  paterna  procede  la  reivindicación  de  lasjfn" 
cas;  la  ley  ^i,  iit.  11,  libro  i  O  de  la  Novísima  Recopilación,  la  Novela 
i  34,  cap.  8^,  y  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  3  de  Febrero  de 
1865,  según  las  cuales  la  mujer  que  en  el  contrato  de  mutuo  se  obligase 
maneomunadamente  con  su  marido,  á  nada  está  obligada  á  no  ser  que 
manifiestamente  se  probase  que  se  invirtió  en  su  utilidad  el  dinero;  y 
capitulo  1  < ,  tit.  13,  libro  10,  vol  2®,  del  Recognoverant  proceres  del  de- 
recho municipal  catalán,  según  el  cual,  la  mujer  que  te  obliga  con  su 
marido  en  el  contrato  de  mutuo,  no  está  obligada  á  pagar  mientras  bas- 
ten ¡os  bienes  de  su  marido,  y  en  falta  de  los  de  este  tolo  está  tenida 
á  la  mitad,  no  obstante  cualesquiera  renuncias;  porque  según  ellas,  con 
el  efecto  de  la  reivindicación  que  es  consiguiente ,  deben  deshacerse 
las  ventas  que  asistido  de  su  padre  ejecutó  el  demandante  á  la  edad  de 
15  y  16  años  con  el  perjuicio  manifiesto  de  no  haber  utilizado  el  precio, 
sino  de  haberse  invertido  en  el  pago  de  deudas  del  mismo  padre  y  de  al" 
guna  eontraida  maneomunadamente  con  la  madre  sin  acreditarse  que 
redundara  en  provecho  de  ésta,  concurriendo  al  propio  tiempo  la  cir^ 
eunstancia  de  no  haber  renunciado  la  herencia  paterna  por  no  esoistir 
biines  con  que  reintegrarse. 

En  la  ▼illa  y  corte  de  Madrid,  á  II  de  ionio  de  1884,  eo  los  aatos 
que  ante  Nos  penden  en  yírtod  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Jox^ado  de  primera  instancia  de  Montbianeh  y  en  la* 
Sala  segnnda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Antonio 
Duch  y  Breda,  labrador,  vecino  de  Vimbodi,  representado  y  defendido 
ante  este  Tribunal  Supremo  por  el  Procurador  D.  Federico  Orases, 
bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Juan  Gañellas,  con  los  consortes 
D.  Buenaventura  Tarrago  y  Doña  María  Llevadot  y  D.  Juan  Soló  Sa- 
nabuja,  también  labradores,  de  la  misma  vecindad,  representados  y 
defendidos  por  el  Procurador  D.  Pablo  Soler  y  el  Licenciado  D.  Ramón 
Yinader,  y  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Licenciado  D.  Josó  Yillaseca  y 
Mogas,  sobre  nulidad  de  una  escritura  de  debitorio  y  rescisión  de  véne- 
tas de  fincas: 

Resultando  que  en  23  de  Junio  de  1857,  D.  Juan  Duch  y  Yila  firmó 

escritura  de  mutuo  á  favor  de  D.  Ramón  Griñó  y  Yidal  por  la  cantidad 

de  2.293  pesetas  25  céntimos,  que  confesó  haber  recibido  del  mismo 

n  anterioridad,  obligindose  á  devolver  aquella  cantidad  dentro  del 

mino  de  un  año,  satisfaciendo  anualmente  por  intereses  la  cantidad 

I  550  reales  40  céntimos,  todo  con  enmienda  de  daños  y  pago  de  cos- 

>,  bajo  obligación  de  todos  sus  bienes  y  derechos: 

Resultando  que  en  28  de  Mayo  de  1881,  el  referido  D.  Juan  Duch  y 

a  y  su  mujer  Doña  Antonia  Breda  otorgaron  escritura  de  préstamo 

'tvor  de  D.  Ramón  Griftó  por  la  cantidad  de  3.206  pesetas  67  cénli« 
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mo8,  qae  confestron  haber  recibido  antes  del  otorgamiento  de  la  escri- 
tora, obligándose  ásQ  de?oloción  dentro  del  término  de  dos  aftos,  sa- 
tisfaciendo el  interés  annal  de  191  pesetas  39  céntimos,  hipotecando  á 
su  pago  especialmente  ona  pieza  de  tierra  plantada  de  viña,  de  cuatro 
jornales,  sita  en  el  término  de  Vimbodi;  otra  tierra  campa  en  el  mismo 
término  y  partida  de  Sais,  y  otra  pieza  de  tierra  plantada  de  viña,  de 
dos  jornales,  sita  en  igoal  término  y  partida  de  Serrallo: 

Resaltando  qne  en  I'  de  Mayo  de  1865,  el  repetido  D.  Jaan  Doch  j 
Vila  confesó  deber  y  qaerer  pagar  á  D.  Jaan  Solé  y  Sanahaja  la  canti  • 
dad  de  1.080  pesetas,  que  confesó  haber  recibido  del  mismo,  sin  nin- 

Sn  interés,  con  interioridad,  obligándose  á  so  devolnción  por  todo  el 
i  30  de  Setiembre  del  propio  año,  con  enmienda  de  daños  y  pago  da 
costas: 

Resaltando  que  por  escritora  otorgada  en  t  de  Setiembre  de  4866, 
D.  Antonio  Dach  y  Breda,  de  edad  de  15  años,  con  antorización  de  su 
padre  D.  Jaan  Duch  y  Vila,  para  librar  sos  bienes  de  la  obligación  qoo 
sobre  ellos  pesaba  por  el  delito  de  2.200  escodos  qoe  para  las  necesida* 
des  de  la  casa  contrajeron  el  referido  su  padre  y  so  consorte  Doña  An- 
tonia Breda,  de  la  qoe  era  el  heredero  el  otorgante  por  las  escri loras 
otorgadas  á  favor  de  D.  Ramón  Orinó  y  Vidal,  la  ona  en  tS  de  Jonio 
de  1857,  y  la  otra  en  28  de  Mayo  de  1861,  asi  como  para  el  pago  da  in- 
tereses y  pensiones  adeodadas  vendió  á  los  consortes  D.  Baenaventora 
Tarrago  y  Doña  María  Llevadot.  ona  pieza  de  tierra  campa  y  viña,  sita 
en  término  de  Vimbodi  y  partida  de  Torrellas,  y  otra  pieza  de  tierra 
campa  y  de  viña  y  olivos  en  el  propio  término  v  partida  de  Bassa  de  la 
Vila,  por  el  precio  de  4.152  escodos,  qoe  confesó  haber  recibido  en 
presencia  del  Notario  aotorizante  para  nacer  pago  á  D.  Joan  Griñó  del 
crédito  relacionado,  coya  yenti^  prometió  hacerles  yaler  á  los  com- 
pradores y  estarles  de  firme  y  legal  evicción,  renonciando  al  beneficio 
de  so  menor  edad  con  joramento,  y  el  D.  Joan  Doch  no  sólo  consintió 
y  aprobó  la  escritura,  sino  también  prometió  qoe  contra  ella  no  iría  en 
ningún  tiempo  ni  por  motivo  alguno,  estando  á  los  compradores  de 
eviccrón  y  enmienda  de  daños,  perjoicios  y  costas,  y  los  compradores 
aceptaron  la  venta  con  tales  condiciones;  y  por  otra  escritora  otorgada 
en  18  de  F'ebrero  de  1867  el  referido  D.  Antonio  Doch  Breda,  de  edad 
de  16  años,  en  presencia  y  con  consentimiento  de  so  padre  D.  Joan 
Doch  hendió  á  D.  Joan  Solé  y  Sanahoja  on  pieza  de  tierra  plantada  da 
V  ña,  sita  en  término  de  Vimbodi  y  partida  de  la  Devesa  del  Sola  de  la 
M^ata  ó  de  los  Carretes,  por  precio  de  480  escodes,  qoe  confesó  haberlt  s 
recibido  del  comprador  antes  del  otorgamiento  de  la  escritora,  promf?- 
tiéndele  hacer  tener  y  valer  la  venta  y  estarle  de  evicción,  con  enmien- 
da de  daños  y  perjuicios  y  pago  de  costas,  renonciando  conjuramento 
el  beneficio  de  sa  menor  edad,  cuya  finca  pertenecía  al  vendedor  como 
heredero  de  su  madre  Doña  Antonia  Breda: 

Resaltando  que  en  22  de  Febrero  de  1878  D.  Antonio  Doch  y  Breda 
dedojo  demanda,  en  la  qoe  después  de  hacer  mérito  de  los  antecedentes 
relacionados,  expuso  qoe  las  tres  piezas  de  tierra  vendidas  en  las  rela- 
cionadas escritoras  pertenecían  al  demandante  como  heredero  de  su  di- 
funta madre  Doña  Antonia  Breda,  instituido  en  el  testamento  otorgado 
por  la  misma  en  I*'  de  Enero  de  1864;  que  en  la  escritora  de  debitorio 
de  28  de  Mayo  de  1864,  única  en  la  que  intervino  la  Doña  Antonia,  oo 
constaba  que  ésta  se  incautase  de  ninguna  parte  del  dinero  prestado, 
que  se  dijo  recibido  antes  del  otorgamiento  da  la  escritura,  ni  menos  que 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RBCÜESOS  T  COMPITINGIAS.  485 

el  mismo  ni  parte  de  él  se  invirtiese  en  utilidad  soya;  que  al  firmar  Don 
Jaan  Doeh  en  unión  de  so  consorte  el  debitorio  de  11.816  r§.  67  cénti- 
mos á  favor  de  Griño  en  18  de  Mayo  de  486f|  poseía  bienes  suficientes 
para  satisfacer  esta  cantidad  como  se  desprendía  de  dicho  debitorio  en 
qoe  se  hipotecaron  dos  fincas  de  sn  patrimonio;  qne  las  dos  fincas,  ob- 
jeto de  la  escritara  de  venta  de  1  de  Setiembre  de  1 8H6,  no  sólo  foeroD 
vendidas  indebidamente  y  para  satisfacer  dendas,  qne  en  rigor  no  de- 
bía ni  en  parte  satisfacer  D.  Antonio  Doch,  sino  qne  se  vendieron  á 
moy  bajo  precio,  como  qne  apenas  dieron  por  ellas  los  compradores  la 
mitad  de  lo  qne  valían;  qne  al  efectaar  el  demandante  las  ventas  de  que 
se  trata,  sólo  contaba  la  edad  de  45  y  16  años  respectifamente;  que  su 
padre,  por  «fecto  de  sus  negocios,  se  había  visto  obligado  á  vender  todo 
cuanto  tenía,  de  modo  que  actualmente  nada  le  quedaba,  habiendo  ven- 
dido con  posterioridad  á  la  celebración  del  acto  c(  nciliatorio  las  dos  úl-> 
timas  fincas  que  poseía;  que  el  actor,  á  fin  de  interponer  legalmente 
esta  demanda,  habia  obtenido  del  Tribunal  eclesiástico  la  absolnción 
del  juramento  con  qne  corroboró  las  referidas  ventas;  y  que  para  po- 
derlo hacer  con  más  seguridad,  renunciaba  la  herencia  que  pudiera  oo- 
rresponderle  en  los  bienes  de  su  padre  D.  Joan  Duch;  y  después  de  ale- 

far  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  procedentes  diciendo  enta- 
lar  la  acción  rescisoria  reivindieatoria  por  el  beneficio  de  la  restitución 
t»  inte^rum  y  demás  procedentes,  pidió  se  declarase  la  ineficacia  de  la 
eseritura  de  debitorio  de  18  de  Mayo  de  1861,  en  euanto  se  refería  á  la 
obligación  ó  responsabilidad  que  pudiese  contraer  Doüa  Antonia  Breda, 
qne  se  rescindieran  las  ventas  referidas  hechas  por  el  demandante  y  se 
condenase  á  los  consortes  D.  Buenaventura  Tarrago  y  Puig  y  Doña  Ma-» 
ría  Llevadot  y  D.  Juan  Soló  y  Sanahuja  á  dimitir  respectivamente  á fa- 
vor del  D.  Antonio  Doch  las  fincas  descritas  en  las  escrituras  de  venta 
de  qne  aquéllos  fueron  compradores  y  poseían  actualmente  con  los  fru- 
tos percibidos  y  podidos  percibir  desde  las  respectivas  fechas  de  su  ad- 
quisición y  pago  de  todas  las  costas;  sin  obligación  por  parte  del  de- 
mandante á  reintegrarles  los  precios  de  las  ventas  por  no  haberlos  re- 
cibido y  menos  haberse  invertido  en  so  utilidad,  con  reserva  empero  á 
los  mismos  de  los  derechos  que  pudieran  asistirles  para  dirigirse  contra 
D.  Juan  Duch  y  Yila,  en  virtud  de  la  promesa  de  evicción  hecha  por  el 
mismo: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  los  consortes  D.  Buenaventura 
Tarrago  y  Dona  María  Llevadot  y  D.  Juan  Solé  y  Sanahuja,  le  evacua- 
ron pretendiendo  se  les  absolviese  de  la  demanda  declarando  válidas  y 
subsistentes  las  ventas  hechas  por  el  demandante  á  favor  de  los  mismos 
en  1  de  Setiembre  de  I8()6  y  18  de  Febrero  de  1867  respectivamente, 
por  haberlo  sido  con  intervención  y  consentimiento  de  su  padre  y  venir 
por  lo  tanto  adornadas  de  los  requisitos  legales,  no  habiendo  sufrido  con 
ellas  perjuicio  el  actor,  ni  pedido  á  su  referido  padre  en  tiempo  y  for- 
ma indemnización  del  expresado  perjuicio,  caso  oe  que  con  ellas  haberlo 
ifrido,  condenándole  además  en  las  costas;  al  efecto  alegaron  «después 
e  ocuparse  da  los  antecedentes  relacionados,  que  no  era  cierto,  según 
eguraba  el  actor,  que  Doña  Antonia  Breda,  su  madfe,  no  se  incautase 
I  cantidad  alguna  procedente  del  préstamo,  pues  aue  ella  y  su  esposo 
.  Juan  Duch  declararon  haber  recibido  la  cantidad  de  los  41.816  rea- 
1 67  cents,  antes  del  otorgamiento  de  la  eseritura,  lo  cual  demostraba 
^e  se  emplearon  en  utilidad  de  ambos,  pues  de  lo  contrario  no  hubie* 
firmado  la  escritora  Doña  Antonia;  qoe  las  fincas  vendidas  no  lo  f  oe- 
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roD  en  menos  de  su  valor  como  sostenía  el  actor;  qne  nonca  éste  había 
dirigido  contra  so  padre  reclamación  de  ninsona  especie  con  motivo  de 
las  ventas  firmadas  por  el  primero  en  S  de  setiembre  de  4866  y  8  da 
Febrero  de  4867,  ni  por  los  perjaicios  qne  de  ellas  soponía  haberse  irro  - 
gado,  si  se  había  hecho  excusión  de  los  bienes  del  D.  Joan  para  ^ae 
resnltasesu  insolvencia,  antes  al  contrario,  había  permitido  qne  ao 
mencionado  padre  vendiese  en  la  forma  qne  tuvo  por  conveniente  los 
bienes  propios,  de  tal  modo,  qne  coando  se  celebró  el  acto  conciliato- 
rio, ó  muy  poco  antes,  el  repetido  D.  Joan  poseía  en  propiedad  algonas 
fincas: 

Resoltando  qoe  en  los  escritos  de'réplica  y  duplica  reprodojeron  las 
partes  sos  respectíTss  alegaciones  y  pretensiones;  ^op  practicadas  las 
proebas  propoestas  por  las  mismas  y  seguido  el  juicio  por  dos  instan- 
cias, la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  sen- 
tencia de  42  de  Octubre  de  4883,  revocatoria  de  la  del  Juez,  absolvió  á 
los  consortes  D.  Buenaventura  Tárra|{o  y  Do&a  María  Llevtdot  y  á  Don 
Joan  Solé  y  Sanahoja  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Antonio  Dnch« 
reservando  á  éste  las  acciones  que  le  competan  para  otilisarlas  contra 
qoien  y  en  la  forma  qoe  sea  mis  procedente,  sin  hacer  especial  conde- 
nación de  costas: 

Resoltando  qoe  D.  Antonio  Doch  Breda  interpaso  recurso  de  casa- 
eión,  alegando  como  infringidas: 

4*  Las  leyes  4*  y  7*,  párrafo  primero,  lít.  4^  libro  4®  Digesto Z>fmt- 
noribus  vigenli  quinqué  anmii^  y  4*  y  S*,  título  9^,  Partida  6*,  qoe  con- 
ceden el  beneficio  de  la  restitoeióo  t«i  integrum  á  los  menores  qne  por 
so  inexperiencia,  culpa  de  so  guardador  ó  engaño  de  otra  persona  hu- 
biesen sufrido  perjuicio  en  sus  intereses,  aon  cuando  eo  el  contrato  hu- 
biese intervenido  su  guardador  ó  padre: 

S^  Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  23  de  Noviembre  de 
1860  y  6  de  Abril  de  4866: 

3^  Las  leyes  27,  párrafo  primero,  tít.  4^,  libro  4®  Digesto  2>0  mínort- 
h%i  vigenli  gninqne  annis,  32,  párrafo  caarto,  tít.  7\  libro  26  Digesto 
De  adminisíratione  et  perieuh  Momm,  7*,  título  8^,  libro  42  Digesto,  j 
40,  tít.  1«,  libro  S^"  CóJigo: 

4*  La  ley  2*,  Código  qui  et  aáoersus  anos  in  integr%m  restUntionepos^ 
iunt^  que  previene  que  el  remedio  de  la  restitoción  tu  tnie^mm  no 
tiene  lugar  contra  el  padre  nullo  modo,  por  el  respeto  y  coosideraeióo 
qoe  se  le  debe;  qoe  el  recurrente  no  tenía  ni  tiene  medio  alguno  ordí* 
nario  de  qne  valerse,  poes  ya  en  la  demanda  dijo  qoe  no  se  impugnaba 
la  validez  de  la  venta  ni  se  perseguía  la  lesión  ultra  dimiiium,  sino  qoe 
hizo  constar  que  se  vendieron  las  fincas  por  menos  precio  del  qoe  te- 
nían, aunque  era  indiferente  que  foera  mayor  ó  menor  para  pedir  la 
restitución  in  inte^rum  j  vindicar  las  fincas  en  que  tenía  cierta  afec- 
ción por  ser  procedentes  del  patrigaonio  de  su  madre,  de  la  qoe  es  he-* 
redero: 

6^  El  art.  548  de  la  ley  de  Enjoielamlento  civil  qoe  previene  que  aa 
los  escritos  de  réplica  y  duplica,  tanto  el  actor  como  el  demandado  fi- 
jarán concreta  y  definitivamente  en  párrafos  numerados  los  puntos  de  he- 
cho y  de  derecho  objeto  del  debate,  porque  no  fué  con  posterioridad  á 
la  demanda  v  durante  la  snstanciación  del  pleito  cuando  el  recurrente 
renunció  la  nerencia  paterna,  pues  en  la  demanda  se  consigna  termi- 
nantemente la  renuncia,  y  de  ella  se  hizo  mérito  en  los  fundamentos  de 
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¡  ^ereftho,  ratificándola  como  se  ofreeia  en  el  escrito  de  réplica,  median- 

te escritora  por  ante  Notario: 

6*  La  ley  24,  tít.  1 3,  Partida  5\  y  las  sentencias  de  este  Tribanal  Sn- 
premo  de  SO  de  Abril  de  4870,  que  prefijan  que  en  los  casos  como  en  el 
^qoe  se  encontró  el  recnrrente,  renunciando  el  bijo  á  la  berencia  pater- 
na, procede  la  reivindicación  de  las  fincas,  porqne  tratándose  de  la  reí- 
TÍodicación  de  fincas,  como  único  modo  que  tenia  el  recavrente  para 

S reparar  el  perjaicio  sufrido,  no  viene  al  caso  la  excusión  de  los  bienes 
el  padre,  ni  era  posible,  porqne  el  padre  no  poseía  ya  nada  en  la  for- 
ma de  la  interpelación  de  la  demanda,  y  porqne  en  los  bienes  enajena- 
dos por  el  padre  no  tenía  el  bijo  Jiipoteca  tácita  legal  que  le  bubiese  co- 
rrespondido antes  de  la  publicación  de  la  nueva  ley  Hipotecaria;  que 
aun  cuando  al  entrar  en  la  mayor  edad  el  recurrente  su  padre  tenía  to- 
davía algunos  bienes,  al  entablar  la  demanda  ya  no  los  tenía,  sin  que 
sea  dado  exigir  de  su  bijo  que  renunciase  al  coadrienio  legal  y  obligar- 
le á  presentar  su  demanda  antes  de  finar  diebo  término: 

T  La  ley  34,  tít.  41,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  Ki  Novela 
434,  cap.  8",  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Sapremo  de  3  de  Febrero 
de  4865,  según  las  cuales  la  mujer  que  en  el  contrato  de  mutuo  se  obli- 
gase mancomunadamente  con  su  mando,  á  nada  está  obligada  á  no  ser 
^ve  manifiestamente  se  probase  que  se  invirtió  en  su  utilidad  el  di- 
nero: 

8®  El  cap.  44,  tít.  43,  libro  40,  vol.  1*  del  Reeognoverunt  proceres 
del  derecbo  municipal  catalán,  según  el  cual,  la  mujer  que  se  obliga 
con  su  marido  en  el  contrato  de  mutuo,  no  está  obligada  á  pagar  mien- 
tru  basten  los  bienes  de  su  marido,  y  en  falta  de  los  de  éste  sólo  está 
tenida  á  la  mitad,  no  obstante  cualesquiera  renuncias. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Días  de  Rueda: 
I  Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  y  doctrina  que 

^  invoca  el  recurrente,  porque  según  ellas,  con  el  efecto  de  la  reivindi- 

^  caeión  que  es  consiguiente,  deban  desbacerse  las  ventas  que  asistido  de 

^  ^u  padre  ejecutó  á  la  edad  de  45  y  46  años  con  el  perjuicio  manifiesto 

de  no  haber  utilizado  el  precio,  sino  de  haberse  invertido  en  el  pago  de 
deudas  del  mismo  padre  y  de  alguna  contraiJa  mancomunadamente  con 
la  madre  sin  acreditarse  que  redundara  en  provecho  de  ésta,  coneu- 
rrienda  al  propio  tiempo  la  circunstancia  de  no  haber  renunciado  la  he- 
rencia paterna  por  no  existir  bienes  con  qú%  reintegrarse; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haoer  lugar  al  recur- 
^o  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Ducb  Breda  contra  la  sen- 
tencia que  en  42  de  Octubre  de  4883  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Barcelona;  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  di- 
cha sentencia. — (Sentencia  publicada  el  24  de  Junio  de  4884,  é  inserta 
en  la  Gacela  de  23  de  Setiembre  del  mismo  año.) 


272 

Reearso  de  easaeióa  en  la  forma  (24  de  Junio  de  4884). — 
^ala  tereera.^ÜESÁEVCio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Ramón 
Mora  con  D.  Antonio  Domenech  (Juzgado  de  Igualada),  y  se  resuelve: 
4<^  Que  según  el  caso  6"  del  arl.  4693  de  la  ley  de  BnJHieiamUnto  m'- 
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«i7,  la  incompetencia  de  Jurisdicción  ^a  lugar  al  recurso  de  casacióm^ 
for  guebrantamiento  deforma  cuando  no  se  halle  comprendida  enal^ 
núm,  6°  del  articulo  anleriorf  cuyo  número  se  refiere  á  la  incompeten' 
da  por  roMdn  de  la  materia,  colocándola  entre  los  motivos  de  casación^ 
por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal,  y  excluyéndola  por  eonsiguien- 
te  de  los  relativos  ai  quebrantamiento  de  formai 

V*  Que  si  en  este  stgundo  casóse  halla  comprendida  la  incompeten- 
cia que  el  recurrente  objeta  al  Juet  municipal  y  al  de  primera  instancia 
que  han  conocido  del  desahucio ^  puesto  que  funda  su  alegación  en  que- 
carecían  de  ella  para  conocer  de  la  demanda  por  el  trámite  del  juicio 
especial  de  desanudó^  es  improcedente  el  recurso  entablado; 

7  3°  Que  también  lo  es  conforme  al  art.  f  696  de  la  ley  citada  por  t>o- 
haber  pedido  oportunamente  la  subsanación  de  la/alta,  pues  el  reeu 
rrente  se  limitó  á  pedir  en  la  primera  instancia  que  se  le  absolviera  da 
¡a  demanda  por  creer  improcedente  el  juicio  de  desahucio,  y  no  compa- 
reció en  la  seounda,  constituyéndose  en  rebeldía^  sin  haber  alegado  en- 
ninguna  de  ellas  la  excepción  de  incompetencia, 

fin  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Junio  de  1884,  en  el  pleiio 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta* 
miento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  municipal  de  Gollbató  y  en  el- 
de  primera  instancia  de  Ignalada  por  D.  Antonio  Domenech  y  Torrena,. 
qne  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  con  D.  Ramón  Mora 
y  Piqué,  representado  por  el  Procurador  D.  Federico  Grases  y  defendí- 
do  por  el  Licenciado  D.  Francisco  Pl  y  Margall,  sobre  desahucio  de  oiui. 
finca  rústica: 

Resaltando  que  D.  Antonio  Domenech  y  Torrens  demandó  de  eoa- 
ciliación  ante  el  Jaes  municipal  del  pneblo  de  Gollbató  en  3  de  Mayo 
de  1882  á  D.  Ramón  Mora  Piquó  para  que  por  todo  el  mes  de  Octobre 
del  año  próximo  de  1883,  ó  fuera  por  el  término  necesario  para  la  re- 
colección de  la  eosecha  de  vino  de  dicho  año,  dejara  expedita  á  diapo*- 
sición  del  demandante  una  pieza  de  tierra  de  cuatro  jornales  de  cabida, 
plantada  de  viña,  con  algunos  olivos,  que  había  venido  cultivando  «a 
el  término  municipal  del  Bruch  v  partida  llamada  Masforn,  propia  del 
demandante,  cuya  finca  habla  sido  hacía  más  de  60  años  concedida  por 
los  antecesores  del  mismo  á  título  de  rabasa  morta  á  los  qne  á  su  véa- 
se hallaban  serlo  en  derecho  del  demandado:  éste  contestó  qne  si  venia 
obligado  en  derecho  á  dejar  la  tierra  estaba  conforme  en  hacerlo,  rein  • 
tegrándole  el  actor  Us  cantidades  de  más  de  lo  que  le  correspondía  por 
pago  de  contribuciones;  y  que  considerando  el  tiempo  fijado,  era  pre- 
ciso pan  la  recolección  de  frutos  qne  le  concediese  cuando  menos  has- 
ta el  mes  de  Diciembre  siguiente,  pidiendo  que  de  la  cantidad  que  te 
creía  con  derecho  á  percibir  por  el  pago  de  contribuciones  antedicho  le 
abonase  el  actor  los  intereses  legales  desde  la  fecha  en  que  empeló  A^ 
verificarlo,  y  no  habiéndose  podido  conseguir  avenencia  se  dio  el  acto 
por  terminado: 

Resultando  que  en  SI  de  Enero  fie  1884  D.  Antonio  Domenech  y 
Torrens  dedujo  en  el  Juzgado  municipal  de  Gollbató  la  demanda  objeto 
de  estos  autos,  y  ejercitando  en  ella  la  acción  personal,  solicitó  que  so 
citase  á  D.  Ramón  Mora  y  Piqué  para  que  compareciera  á  celebrar  jui-^ 
cío  verbal,  y  en  su  lugar  y  caso  se  dictara  sentencia  declarando  haber 
lugar  al  desahucio  de  la  finca  antes  referida,  apercibiendo  al  mismo  do 
lanzamiento  si  no  la  desatojaba  en  el  acto,  con  arreglo  al  art.  1597  do- 
Ja  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  como  fundamentos  de  dereeh» 
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^e  ss  pretanaión  qoa  los  Jneees  manieipales  conocian  en  primera  ins- 
Uncía  de  loe  jaieios  de  desabacio  eoaiido  la  eaosa  se  fundaba  en  baber 
coneloido  el  término  estípnlado  en  el  contrato  ó  espirado  el  plazo  det 
aviso  qoe  para  la  conclosión  del  mismo  debiera  darse  según  los  casos, 
siempre  qoe  tratándose  de  ana  finca  rústica  no  excediera  el  arrenda- 
miento de  1.600  pesetas  anuales:  qne  el  contrato  de  concesión  6  esta- 
blecimiento á  rabasa  morta  se  consideraba  concluido  á  los  50  años,  se- 
gún las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  que  citó,  y  transcurrido 
quedaba  el  cultivador  sin  otro  titulo  que  el  de  un  mero  aparcero  6 
arrendatario  sin  término  fijo,  v  procedía  contra  ól  el  desahucio,  coa 
arreglo  al  art.  IS65  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  repetida  ju- 
risprudencia sentada  acerca  de  este  particular  por  los  Tribunales:  que 
los  arrendamientos  de  fincas  rústicas  sin  término  fijo,  como  lo  era  la 
rabasa  morta,  una  ves  concluidos  los  50  años  se  disolvían  y  quedaban 
terminados,  avisando  una  parte  á  otra  con  un  año  de  anticipación,  ley 
de  8  da  Junio  de  1813  y  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal;  y 
que  las  reclamaciones  que  hacia  el  arrendatario  para  que  se  le  abona- 
sen perjuicios  ó  mejoras  que  no  consistieran  en  labores,  plantío  ú  otra 
cosa  que  hubiera  quedado  en  la  finca,  no  podían  ser  objeto  del  proce- 
dimiento de  desahucio  y  debía  ser  ventilada  en  juicio  separado,  segúi» 
•1  art.  1608  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  á  juicio  yerbal,  que  tuvo  la- 
gar en  el  día  señalado^  reproducida  por  el  demandante  su  demanda, 
contestó  el  demandado  qoe  se  oponía  á  ella  porque  el  contrato  en  vir- 
tud del  cual  se  hallaba  en  posesión  de  la  finca  no  era  de  arrendamiento 
Bi  se  encontraba  en  ninguno  de  los  casos  comprendidos  en  el  art.  I56& 
da  la  ley,  que  determina  las  personas  contra  las  cuates  únicamente  pro- 
ceda el  desahucio,  y  puede  dirigirse  la  demanda  por  ser  su  carácter  el 
de  enfiteuta,  y  labido  era  que  cuando  la  ley  fijaba  taxalivaojante  los^ 
casos  ó  las  personas  que  quería  comprender  en  sus  preceptos,  excluía 
los  demás  casos  y  personas  de  que  no  hacia  mención:  que  el  desahucio, 
como  su  misma  natoraleía  v  el  procedimiento  que  para  él  se  esta- 
blecía lo  indicaban,  se  dirigía  únicamente  contra  los  nuevos  tenedo- 
res de  la  cosa,  no  centra  los  poseedores  da  la  misma,  como  lo  era  un 
cnfltauta,  porque  de  la  posesión  podían  originarse  derechos,  accione» 
y  obligaciones  discutibles  en  el  juicio  ordinario  correspondiente^  no 
en  al  de  desahucio,  que  partiendo  da  la  simple  tenencia  no  miraba  máa 
que  al  cumplimiento  del  término  estipulado  de  las  condiciones  y  del 
pago  del  precio;  pidiei^do  por  todo  ello  que  se  le  absolviera  de  la  de- 
manda: 

Resultando  que  el  Juei  municipal  dictó  sentencia  estimando  la  ex- 
cepción del  demandado  y  declarando  en  su  virtud  no  haber  lugar  á  de- 
cidir en  juicio  de  desahucio  la  cuestión  que  se  ventilaba,  por  poder 
hacerse  únicamente  en  juicio  civil  ordinario  de  propiedad,  en  el  cual 
podrían  las  partes  hacer  uso  de  su  respectivo  derecho,  que  se  les  re- 
servaba para  que  pudieran  utiliiarlo  si  estimasen  convenirles,  con  im-* 
posición  de  costas  al  demandante;  y  que  interpuesta  apelación  por  el 
demandante,  recurso  que  le  fué  admitido,  el  Juez  de  primera  instancia 
da  Igualada  dictó  sentencia  en  91  de  Febrero  de  1884,  revocando  la 
apelada  y  declarando  haber  lugar  á  desahucio  de  la  pieza  de  tierra  en 
término  del  Bruch,  titulada  Masforn,  mandando  en  su  consecuencia  á 
D.  Ramón  Mora  y  Piqué  que  en  el  acto  desocupara  y  dejara  expedita  la 
pieza  da  tierra  da  D.  Antonio  Domenech  y  Torreus,  bajo  apercibimienta 
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d«  ser  Uniftdo  de  ella  sin  contempUcióa  de  especie  alguna,  eondenán* 
dolé  en  las  costas  de  ambas  inslaocias; 

Y  resaltando  qae  acreditando  O.  Ramón  Mora  y  Piqué  el  depósito 
4e  600  pesetas,  ha  interpuesto  contra  esta  sentencia  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  al  caso  6^  del  arUca- 
lo  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  en  la  incompetencia  do 
jurisdicción  del  Juzgado  para  conocer  de  la  demanda  objeto  de  esio 
pleito  por  los  trámites  del  juicio  de  desahucio. 

Visto,  siendo  Ponente  e[  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  sdgúo  el  caso  6*  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  en  que  se  funda  el  recurrente,  la  incompetencia  de  ju- 
risdicción da  lugar  al  recurso  de  casación  por  qoebrantamientj  de  for- 
fna  cuando  no  se  baile  comprendido  en  el  nüm.  6*  del  artículo  ante- 
rior, cuyo  número  se  refiere  á  la  incompetencia  por  razón  de  la  mate- 
ria, colocándola  entre  los  motivos  de  casación  por  infraccíóa  de  ley  6 
de  doctrina  legal,  y  excluyéndola  por  consiguiente  de  los  relativos  a 
•quebrantamiento  de  forma: 

Considerando  que  en  este  segundo  caso  se  halla  comprendida  U  ia* 
competencia  que  el  recurrente  objeta  al  Juez  municipal  y  al  de  prisiera 
instancia  que  han  conocido  en  estos  autos,  puesto  que  funda  su  alega- 
ción en  que  carecían  de  ella  para  conocer  la  demanda  por  el  trámite 
del  juicio  especial  de  desahucio,  y  es  por  tanto  improcedente  el  recar* 
ao  entablado: 

Considerando  que  también  lo  es  conforme  al  art.  1696  de  la  ley  ci- 
tada por  no  haberse  expedido  oportunamente  la  subsanación  de  la 
falta,  puesel  recurrente  se  limitó  á  pedir  en  la  primera  instancia  qae 
«e  le  absolviera  de  la  demanda  por  creer  improcedente  el  juicio  de  dea- 
ahucio,  y  no  compareció  en  la  segunda,  constituyéndose  en  rebeldía, 
sin  haber  alegado  en  oingnna  de  ellas  la  excepción  de  insompeteneia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habsr  lugar  al  re» 
<surso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Bamón  Mora  y  Piqué,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  del  depósito, 
•que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  devuélvaoae 
los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Igualada,  con  la  certifl- 
cacióD  correspondiente.^(Sentencia  publicada  el  91  de  Junio  de  1H84, 
6  inserta  en  la  Oaceia  de  46  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Reenreo  de  eaciacióa  en  la  forma  en  asunto  de  Ultra- 
mar (21  de  Junio  de  \ñ%i).Sala  tercera* — Pago  de  CANTiiUD.^ffo 
ba  lugar  al  interpuesto  por  D.  Manuel  Baranda  con  D.  Garlos  £lcid  (Au- 
diencia de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  la  /alta  de  personalidad  á  a%e  te  tejiere  el  núm,  V  del  art,  8* 
de  la  ley  de  Casación  vigente  en  Cuoa^  y  que  da  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación  por  guebrantamiento  deforma,  es  la  que  nace  de  la  falta  daca- 
paeidad  de  los  litigantes  para  comparecer  enjuicio  y  no  de  la  ejleacia  dA 
derecho  en  que  funden  su  acción» 

En  la  viiía  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  Junio  de  1881,  en  los  autos 
•que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RXGURSOg  Y  GOKPKTIfVGlÁS*  491 

tnieato  da  forma,  segaidos  en  el  Jaigado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito de  Gaadalope  de  la  ciudad  de  1%  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil 
da  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  D.  Carlos  Elcid  y  Balm  aseda 
sobre  pago  de  pesos: 

Resaltando  qae  en  3  de  Abril  de  1880  firmó  an  docamento  privado 
D.  Joan  Pernándes  Barqaín  declarando  baber  recibido  de  D  Juan  Ca- 
rrillo la  sama  de  4.300  pesos  en  billetes,  qae  se  obligó  á  pagar  á  éste  6 
á  quien  so  derecho  representase  á  rasón  de  154  pesos  50  centavos  men- 
anales  en  billetes  y  como  fiador  principal  pagador  se  obligó  D.  Manuel 
Biranda:  que  á  continuación  del  documento  se  baila  el  endoso  que  dice: 
«Pagúese  á  la  orden  de  D.  Rafael  Castillo  el  resto  de  este  pagaré  exce- 
dente á  847  pesos,  valor  recibido  de  dieho  señor  á  mi  entera  latisfac- 
eióo.  Habana  á  S8  de  Abril  de  4882.  Por  orden  de  mi  señor  padre,  Al- 
fredo Pérez  Carrillo;»  y  en  34  de  Mayo  siguiente  D.  Rafael  Castelló 
endosó  dicho  documento  á  la  orden  da  D.  Carlos  Elcid: 

Resultando  que  previa  la  práctica  de  ciertas  diligencias  preparato- 
rias, en  virtud  de  las  cuales  D.  Alfredo  Pérez  Carrillo  y  D.  Rafael  Cas- 
telló reconocieron  sus  firmas  puestas  en  el  referido  documento  y  fué 
declarado  confeso  D.  Manuel  Baranda  en  cuanto  á  la  que  aparece  pues- 
ta por  el  mi&mo  como  fiador  principal  pagador,  en  22  de  Agosto  de 
488S  D.  Carlos  Elcid  dedujo  demanda  ejecutiva  contra  el  Baranda  por 
la  cantidad  de  647  pesos  en  billetes,  sus  intereses  legales  desde  la  in- 
lerposicióD  de  la  demanda,  y  las  costas:  que  despachada  la  ejecución  y 
requerido  de  pago  D.  Manuel  Baranda,  como  no  lo  verificase,  se  pro- 
cedió al  embargo  de  sus  bienes,  citándole  de  remate: 

Resaltando  qoe  Baranda  se  opuso  á  la  ejecución,  y  etcepcionando 
•calta  de  personalidad  en  el  ejecutante,  alegó  que  éste  reclamaba  como 
eesionariode  D.  Rafael  Castelló,  qaieii  hizo  cesión  al  actor  de  un  dere- 
dho  que  no  le  estaba  transmitido,  derivándole  del  primer  endoso  del 
^oeomento  otorgado  á  favor  de  D.  Joan  Carrillo:  que  al  pie  de  tal  en- 
doso aparecía  firmando  D.  Alfredo  Pérez  Carrillo  por  orden  de  su  padre: 
qae  los  hijos  por  sus  padres  no  pueden  hacer  cesiones;  necesitan  on 
poder  bastante  al  efecto,  y  en  tal  caso  expresarse  en  la  cesión  que  se 
verifica  por  poder  y  justificar  sa  cualidad  de  apoderado,  presentan- 
ro  el  poder  en  autos:  qoe  tal  poder  no  existía,  y  aun  existiendo  se- 
día  nalo,  porque  el  D.  Alfredo  al  reconocer  su  firma  había  confesada 
qoe  era  menor  de  t3  años;  concurría  además  la  circunstancia  de  que 
D.  Alfredo  Pérez  Carrillo  no  era  hijo  del  acreedor  D.  Juan  Carrillo,  co- 
mo lo  demostraban  sus  apellidos,  según  los  que  sería  hijo  de  un  Pérez 
y  una  Carrillo: 

Resaltando  que  conferido  traslado  al  ejecutante,  pretendió  se  decla- 
rase sin  logar  la  excepción  propuesta  y  se  fallase  de  remate;  y  recibido 
el  pleito  á  prueba  de  presentación  del  ejecutante,  declaró  D.  Juan  Ca- 
rrillo ser  so  verdadero  apellido  Pérez  Carrillo,  aunque  se  le  conoce  por 
Carrillo:  que  D.  Alfredo  Pérez  Carrillo  es  So  hijo  legítimo,  al  que  auto- 
rizó para  negociar  el  pagaré  de  aptos;  y  que  ratificaba  todo  lo  hecho 
por  dicho  su  hijo: 

Resultando  qae  en  40  de  Noviembre  de  4881  el  Juez  de  (Primera  ios- 
lancia  dictó  sentencia,  por  la  que  mandó  seguir  la  ejecución  adelante 
hasta  hacer  trance  y  remate  de  los  bienejí  embargados  y  demás  que 
fuesen  de  D.  Manuel  Baranda,  y  con  su  producto  entero  y '^.umphdo 
pago  á  D.  Carlos  Elcid  de  los  647  pesos  en  billetes  y  sos  intereses  lega- 
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les  desde  la  interpfosíeión  de  la  demanda,  con  más  las  costas  canuda» 
y  qne  se  coropliese  este  fa))o: 

ResnlUodo  qne  confirmada  dicha  sentencia  por  la  ane  en  i7  de  Ju- 
lio de  1883  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  Don 
llanoel  Baranda  interpuso  recorso  de  casación,  fondado  en  la  falta  de 
personalidad  en  el  ejecutante,  como  una  de  lascansas  comprendidas  en 
el  arl.  5""  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  de  I88t. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  que  la  falla  de  personalidad  á  que  se  refiere  el  núme- 
ro V  del  art.  8"^  de  la  ley  de  Casación  vigente  en  Coba,  y  qne  da  logar 
al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  es  la  que  nace 
de  la  falta  de  capacidad  de  los  litigantes  para  comparecer  en  juicio  y 
y  no  de  la  eficaria  del  derecho  en  que  funden  su  acción: 

Considerando  que  la  falta  de  personalidad  qne  el  recurrente  atribu- 
ye á  la  parte  contraria  se  fonda  en  la  nulidad  de  uno  de  los  endosos 
del  pagaré,  j  por  tanto  no  está  comprendida  en  el  caso  de  la  ley  antes- 
citada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Manuel  Baranda,  ¿quien  condenamos  en  las  costas  v  alpa^odela. 
cantidad  qne  debió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejo 
rase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspon- 
diente certificación  á  la  Audiencia  de  la  Habana.— (Sentencia  publica- 
da el  2f  de  Junio  de  1884,  6  inserta  en  la  Gaceta  de  16  de  Noviembre 
del  mismo  año.) 
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Reearso  de  cMñeíón  (tZ  de  Junio d$  iSSk).'- Sala primira.— 
Aprovechamiento  DE  aguas.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Pedro 
Misse  con  D.  Jusé  Busquéis  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

4*  Que  la  Sala  tentenciadora  no  infringe  los  articulas  359  y  n4m.  3» 
del  ais  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  doctrina  legal  establecida- 
por  el  Tribunal  Supremo  de  que  las  senUneias  deben  resolver  todos 
los  puntos  comprendidos  en  la  demanda  f  las  excepciones  qne  hayan 
sido  discutidas  en  el  pletto,  si  además  de  tener  la  formen  ewterna  de  s% 
distribución  en  resultandos  y  considerandos,  al  absolver  resuelve  todas 
las  cuestiones  del  juicio^  como  en  casos  semejantes  lo  ka  declarado  el 
Tribunal  Supremo; 

¥'¿°  Que  si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  los  diversos  contratos 
celebrados,  ha  entendido  que  el  demandado  ha  hecho  uso  dé  su  derecha 
al  disponer  de  unas  aguas,  que  ha  debido  respetarle  el  densandante  m 


Sudones  del  derecho  romano  De  Servilutibus  proediorum,  en  virtud  deC 
cual  las  servidumbres  rústicas  se  constituyen  por  contratos  y  testaman  • 
ios;  la  ley  14.  tit.  3<  de  la  Partida  3»,  preceptiva  de  que  las  servidum-- 
bree  se  constituyen  por  contrato  oneroso  ó  gratuito,  por  testamento  y  por 
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ti  %90  de  tiempo,  ni  la  doctrina  legal  de  gne  propnetia  la  acción  negati- 
va de  servidumbre  incumbe  probarla  al  qne  la  pretende. 

En  la  vilta  y  eorte  de  Madrid,  á  23  de  Janio  de  4884,  en  loe  aotos 

3ae  ante  Nos  penden  en  virtad  de  recuno  de  casación  por  infracción 
e  ley,  seffoidos  en  el  Jntgado  de  primera  instancia  de  Arenys  de  Mar 
y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Don 
Pedro  Misse  y  Castelló,  propietario,  vecino  de  dicha  ciudad,  represen- 
tado  por  el  Procarador  D.  Federico  Grases,  bajo  la  dirección  del  Licen- 
ciado D.  José  Mar<a  Tarrago,  y  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Licenciado 
D.  Ernesto  Vilarregnt,  con  D.  José  Basqoets  y  Llinas,  propietario,  ve- 
cino de  Ganetde  Mar,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  Don 
Pedro  García  González  y  el  Licenciado  D.  Pedro  García  Garamendi,  y 
en  el  acto  de  la  vista  por  el  Licenciado  D.  Alberto  Bosch,  y  con  Doña 
Teresa  Sanri*  esposa  de  D.  Garlos  Moy,  en  estrados,  sobre  aprovecha- 
miento de  agnas: 

Resaltando  qne  por  la  escritora  otorgada  en  23  de  Marzo  de  1874, 
Doña  Teresa  Saori,  Condesa  de  Moy,  vendió  á  D.  José  Basquets  el  do- 
Buioio  útil  de  tres  plumas  de  agua  del  peso  y  medida  de  Mataró  de  la 
mina  general  Catá^  en  la  que  aflayen  los  ramales  nombrados  Pía  deu 
Sala^  Figarola  y  otras,  situadas  dichas  minas  en  término  de  la  villa  de 
Ganet  de  Mar,  y  qne  desagua  en  el  molino  harinero  llamado  del  Medio, 
de  propiedad  de  dicha  vendedora,  consignando,  entre  otros  pactos,  qne 
el  comprador  debería  tomar  el  agua  á  sn  costa  cuatro  varas  antes  del 
mencionado  molino,  que  es  donde  empiézala  galería  comprada  por 
otra  escritura  de  la  misma  fecha;  que  respondería  de  las  tres  plumas 
vendidas,  cualquier  a^ua  que  en  adelante  pudiese  venderse  de  la  mina: 
Oalá  y  sus  ramales  mientras  la  hubiese;  qne  la  vendedora  se  obligaba 
é  mantener  limpia  y  corriente  la  mina  á  fin  de  que  el  comprador  pudie- 
se percibir  íntegras  las  tres  plumas  objeto  de  este  contrato;  pero  si  no 
diese  agua  la  dicha  mina  en  absoluto,  ó  no  llegase  su  caudal  á  completar 
las  tres  plumas,  ya  proviniera  la  falta  de  escas^'Z  ó  sequía  del  manan- 
tial, ya  de  hundimiento  á  causa  de  algún  extraordinario  incidente,  no 
estarla  obligada  la  parte  vendedora  á  indemnizar  lo  más  mínimo  á  la 
compradora,  ni  á  componer  ó  reconstruir  la  mina,  bien  que  de  ocurrir 
y  no  querer  practicar  las  necesarias  obras  de  reparación  la  parte  ven- 
dedora, podía  el  comprador  profundizarla  cuando  conviniera  á  fin  de 
remediar  la  carencia  de  agua,  y  según  el  caso,  reconstruirla  para  vol- 
verla á  su  anterior  estado: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  26  de  Julio  de  1878  Doña 
Teresa  Sauri  de  Moy  vendió  á  D.  Pedro  Misse  y  Castelló  toda  aquella 
mina  general  que  viene  del  paraje  Pía  den  Sala  con  todos  sus  ramales 
y  además  los  denominados /'tyaro/a,  Cata  y  otros,  con  todos  los  dere- 
chos y  obligaciones  que  la  vendedora  tenía  en  la  expresada  mina  y  ra- 
males, cuyas  aguas  iban  á  la  balsa  del  molino  llamado  del  Mitg,  en 
cuya  escritura  de  venta  se  establece  el  pacto  de  que  el  comprador  ve- 
nía obligado  á  cumplir  y  á  observar  las  obligaciones  contraidas  por  la 
vendedora  en  las  escrituras  públicas  otorgadas  con  motivo  de  las  ven- 
tas de  agua  de  aquella  mina  y  sus  ramales,  declarando  la  vendedora 
que  de  la  expresada  mina  habían  sido  vendidas  26  plumas  al  padre  del 
comprador  y  tres  plomas  á  D.  José  Bosquets: 

Resultando  que  en  8  de  Mayo  de  1879  D.  José  Basquets  entabló  de- 
manda de  interdicto  de  recobrar  contra  D.  Pedro  Misse,  exponiendo  que 
ofrecía  información  que  se  hallaba  en  posesión  desde  Marzo  de  4874  de 
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tres  plamu  de  agna  qae  manaban  en  el  a^ive  de  so  huerto  deis  Po- 
bres, término  de  Ganet  de  Mar  y  ramales  Figar$la  y  Pía  de%  Sala  qa» 
reeíbU  el  Busqoets  parte  por  cañería  qne  empezaba  cerca  del  poso  del 
Pi  y  segoU  hasta  empalmar  con  la  mina  general  «7  ramal  PU  it%  S«/» 
sobrante  de  an  repartidor  de  16  plomas  qae  tenía  Misse  en  el  indicado 
ponto  y  aprovechaba  para  el  riego  de  sa  huerto  aguas  que  iban  á  ana 
plomera,  sita  en  el  molino  del  medio,  donde  temaba  el  Bosquete  tae 
tres  plumas  que  dirigía  á  la  huerta  deis  Pobres;  y  qoe  en  Junio  de  1878 
Misse  despojó  á  Busqoets  del  agua  de  la  Figarola^  tapando  la  cañería 
en  un  extremo  superior  á  la  de  PU  di%  Sala  destruyendo  on  repartí** 
dor  y  aprovechando  para  so  boerla  la  misma  agua  qne  del  mismo  pro- 
venía; y  sustanciado  el  interdicto,  el  Joef  declaró  en  5  de  Junio  de  1879, 
haber  á  él  lugar,  condenando  al  D.  Pedro  Misse  á  restituir  á  Bosqoett 
la  posesión  de  las  tres  plomas  de  agua  de  que  le  despojó,  abriendo  d» 
noevo  al  efecto  la  cañería  del  ramal  á  Maraquilt  óFigarolé^  y  reeona» 
truyendo  el  repartidor  de  16  plumas  en  el  punto  que  antes  se  hallaba, 
de  suerte  que  el  agua  sobrante  fuera  por  rehasamiento  á  unirse  á  dicha 
cañería  y  en  dirección  al  repartidor  del  molino  del  medio,  cuyo  fallo  se 
llevó  á  ejecución: 

Resultando  que  en  17  de  Noviembre  de  1879  0.  Pedro  Misbe  dedojo 
demanda  ordinaria  de  mayor  coantía,  en  la  que  expuso,  entre  otros  par* 
ticulares,  que  mientras  la  mina  y  ramales  dieron  en  lo  abundante,  Misse 
padre  é  hijo,  consecutivamente  percibieron  las  t6  plomas  de  Pía  de%^ 
Sala  que  va  á  la  balsa  del  molino,  hasta  qoe  á  últimos  de  Setiembre 
de  1877  fué  destruido  el  partidor  por  operaciones  de  Doña  Teresa  Sao- 
ri,  construyéndose  otro  de  ladrillo  de  16  plumas  en  otro  lugar,  y  des- 
pués en  1®  de  Abril  del  si^^uiente  año  de  1878  ona  cañería  cerrada  be- 
cha  de  tubería,  que  recogía  las  aguas  de  Figérola  do  cerca  del  poso  Pí, 
empalmando  con  la  línea  general  en  poesto  inferior  en  nivel  al  repar- 
tidor de  26  plumas,  despojando  de  este  modo  su  posesión  y  disfrole  á 
Misse;  que  éste,  en  so  conseeoeneia,  jeo  30  de  Abril  de  1878  interpuso 
contra  Doña  Teresa  Sauri  interdicto  de  recobrar  fallado  sin  audiencia 
de  la  parte  en  1®  de  Junio  siguiente,  dándose  á  él  logar  y  acordándose 
la  restitución  de  posesión,  como  así  se  efectuó  en  4  del  mismo  mes, 
destruyéndose  el  plumero  de  las  16  plumas  y  restableciendo  el  de  fñ 
en  su  verdadero  punto  y  paraje  donde  estaba  el  agua  ramal  Figatúla^ 
tapiando  la  cañería;  que  posteriormente  el  D.  José  Busquets  entabló  el 
interdicto  mencionado  de  que  se  ha  hecho  mérito,  en  vista  del  que 
comparecía  demandante  en  este  juicio  D.  Pedro  Misse,  por  virtud  del 
qoe  vino  á  qoedar  sin  efecto  la  restitución  decretada  con  el  primero,  á 
Instancia  de  Misse,  contra  la  Doña  Teresa  Saori,  destroyéndoae  con  este 
segondo  interdicto  lo  que  con  el  primero  se  había  restablecido,  quedan- 
do en  definitiva  Misse  desposesionado  del  uso  y  disfrute  de  las  10  plo- 
mas últimamente  vendidas  al  mismo  6  á  so  padre  por  la  Doña  Teresa 
Saori,  y  en  so  consecuencia  redocido  el  caudal  de  agoa  que  el  deman- 
dante Miase  recibía  de  la  mina  general  guo  venía  del  paraje  Pía  de% 
Sala  á  16  plumas;  que  versando  los  dos  interdictos  sobre  la  misma  co- 
sa, había  destruido  el  segundo  los  efectos  del  primero,  qoe  sólo  podían 
serlo  por  medio  del  competente  juicio  ordinario  de  propiedad  ó  pose- 
sión; por  todo  lo  que  concluyó  pretendiendo  que  declarándose  mal 
puesto  e!  interdicto  origen  de  la  demanda  y  dejándolo  sin  efecto,  se 
condenase  al  D.  José  Basquéis  á  que  deshiciera  y  quitase  la  plomera 
de  16  plumas,  que  por  medio  de  tal  interdicto  se  poso  eo  el  paraje  Pt€ 
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di%  Sala  i  ¡usUneia  de  dicho  Busquéis,  y  él  mismo  dejase  expedito  el 
que  estaba  antes  de  la  innovación  .efecto  del  ioterdieto;  que  tapiase  en 
su  extremo  superior  el  trozo  de  oaQerías  por  el  que  se  recogía  el  agua 
de  FigaroUi  á  fin  de  que  vaya  toda  i  la  mina  general,  cual  antes  de  la. 
innovación  dicha  y  demás  que  baya  innovado  y  construido  indemni- 
gase  perjuicios  que  por  las  fO  plumas  baya  sufrido,  declarando  y 
constituyendo  en  consecuencia  al  D.  Pedro  Misse  en  la  propiedad  y  po- 
sesión de  las  26  plumas,  en  el  modo,  forma  y  punto  que  antes  las  reci» 
bía,  y  se  condenase  también  al  D.  José  Busquéis  á  que  se  abstuviese  de 
verter  en  la  propia  mina  y  de  conducir  por  ella  aguas  de  las  que  de  su 
propiedad  teoía  en  el  torrente  de  Figarola^  ni  de  ninguna  otra,  como 
se  permite,  echándola  por  el  poso  Pí,  á  que  destruyera  el  trozo  de  ca« 
-fieria  que  había  construido  dentro  de  la  mina  y  pozos  dichos,  para  em- 
palmar con  lo  que  antes  había  y  cualesquiera  otra  que  hubiera  cons- 
truido, tapiando  también  la  comunicación  que  abrió  desde  la  cañería 
al  pozo  Pí,  indemnizando  de  los  consiguientes  perjuicios,  y  en  su  con- 
secuencia se  declarase  que  la  mina  tantas  veces  citada,  propia  del  actor^ 
y  antes  de  Doña  Teresa  Sanri,  no  se  hallaba  afecta  á  la  servidumbre 
que  con  tales  obras  había  querido  imponerle  D.  José  Bosquets,  al  que 
se  condenase  además  en  las  costas: 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  expuso  que  por  la  escri- 
tura de  23  de  Marzo  de  1874  Doña  Teresa  Sauri  vendió  al  demandado 
las  tres  plumas  de  que  se  ha  hecho  mérito  de  la  mina  general  Cata  i 
que  afluían  los  ramales  Pía  de%  Sata^  Figarola  y  otros,  siguiendo  Bus- 
quets  en  el  uso  y  disfrute  de  los  mismos  hasta  Agosto  de  4877^  aue  ca  - 
recia  de  agua,  lo  cual  motivó  reclamación  que  luego  biso  el  deman  - 
danto  á  la  vendedora  en  1^  de  Setiembre  de  aquel  año;  y  asegnranda 
ésta  que  la  carencia  de  agua  era  causada  por  la  sequía,  se  practicó  una 
inspección  autorizada  por  la  Doña  Teresa  Sauri  con  asistencia  del  apo- 
derado de  la  misma;  y  resultando  de  ella  que  Misse  recogía  no  sola 
agua  de  la  mina  Pía  aeu  Sala,  mina  que  le  fué  vendida,  sino  también 
la  de  los  ramales  Casanova  y  Figarola  que  únicamente  le  fué  traspa- 
uda  á  Busquets;  que  dada  cuenta  del  hecho  á  Doña  Teresa  Sauri, 
mandó  corregir  el  renartidor,  y  da  esta  manera  volvió  más  tarde  á  dis- 
frotar Busquets  el  dominio  de  aquellas  trea  plomas  vendidas;  que  la. 
carencia  de  aguas  por  aprovechamiento  abusivo  de  Misse  se  repitió  en 
Nuviembre  del  mismo  año,  y  en  su  vista  tuvo  de  reclamar  Busquéis  á 
la  Doña  Teresa  que  siendo  exclusivamente  vendida  á  él  las  aguas  de  ^lí- 
garola^  se  las  proporcionase  directamente  de  aquel  ramal,  sin  pasar  por 
el  repartidor  de  Misse,  como  así  lo  efectuó,  disponiendo  la  disolución  d» 
la  plumera  de  26  que  Misse  tenía,  que  se  sustituyó  por  otra  de  16  que 
es  á  la  que  tenía  derecho;  que  ya  se  atienda  á  las  palabras  textualea 
del  contrato,  ya  á  la  intención  de  los  contrayentes  corroborada  por  loa 
hechos  posteriores,  es  preferente  Busquets  en  el  percibo  de  sos  tres 
plumas  de  agua  procedentes  de  los  ramales  Cata  á  Casanava  y  Figar<h- 
la,  pues  que  en  los  contratos  de  Misse  se  traspasaron  las  aguas  que  ve- 
nían del  paraje  Pía  deu  Sala  y  las  tres  plumas  de  Busquets  procedían 
de  la  misma  Cati,  que  no  existía  cuando  adquirió  el  agua  Misse,  y  de^ 
los  ramales  Oasanova  y  Figarola^  que  no  venían  comprendidos  en  el 
contrato  de  venta  de  Misse,  gue  ni  nacían,  ni  discurrían,  ni  desembo*» 
caban  en  el  Pía  deu  Sala;  formulando  reconvención  expuso  que  la 
Doña  Teresa  Sauri  pactó  en  el  contrato  de  venta  citado  de  2^de  Marzo 
de  1874,  conservar  limpia  y  corriente  aa  mina,  por  donde  las  tres  pía- 
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mal  vendidas  veníao,  á  fin  de  que  éitai  faeran  íntegramente  percibí-^ 
das,  y  ^ne  tal  mina,  en  la  parte  de  J^igarolay  hacía  machos  años  na 
había  sido  limpiada,  perdiéndose  mucha  agna  de  iaqae  boena  parta 
se  encharcaba  en  on  ponto  superior  al  poso  Pí,  no  habiendo  compara* 
€Ído  la  Dofia  Teresa  Saori  al  acto  de  conciliación  qne  Basqaets  inlantó 
para  lograr  tal  limpia,  en  particalar  en  e!  trayecto  del  poto  haau  la* 
ploma  del  Busquéis;  y  si  bien  Misse  procedió  á  limpiarla,  no  bastaba 
aquel  trabajo  al  fin  que  se  proponía,  y  despuós  de  alegar  los  funda- 
mentos de  derecho,  pidió  se  declarase  preferente  el  demandado  Bu»- 
qnets  en  el  uso  y  disfrute  da  las  tres  plumas  en  concurrencia  eoo  Miase, 
en  cuanto  no  procedan  las  aguas  de  la  mina  Pía  d$u  Sala^  sino  de  loa 
ramales  Caiá,  Casanova  y  Figarola^  y  no  haber  logar  á  la  destrueeite 
de  la  cañería  que  pasa  el  agua  de  propiedad  de  Bosquete  por  el  poao 
Pí,  absolviendo  en  tal  concepto  á  este  último  de  la  demanda,  y  eonda- 
nando,  en  cuanto  á  la  reconvención,  á  D.  Pedro  Misse  á  la  limpia  da 
las  minas  Fif  aróla.  Cala  y  Casanova  hasta  dejarlas  en  estado  que  po- 
diera  discurrir  por  las  mismas  todas  las  aguas  que  afluyen,  con  mis  la 
indemnisación  de  perjuicios  ocasionados  por  falta  de  dicha  limpia: 

Por  otrosí,  ulilisando  el  recurso  de  evicción  por  de  ley  y  pacto  ex- 
preso contra  la  vendedora  Doña  Teresa  Sauri,  pidió  su  citación  al 
efecto: 

Resultando  que  la  Doña  Teresa  Sauri,  que  en  efecto  fué  citada  da 
evicción  en  unión  de  au  esposo  D.  Garlos  Moy,  exposo  que  toda  ves  era 
objeto  del  contrato  de  compraventa  para  con  el  D.  José  Busqoetsel 
dominio  útil  de  tres  plomas  de  agua,  y  nj  el  dominio  útil  niel  disfruta 
de  dichas  tres  plomas  de  agua  eran  cuestionados  en  este  litigio,  ni 
afectando  á  la  Doña  Teresa  ninguno  de  los  exiremos  de  la  demanda, 
procedía  la  absolución  de  la  misma,  declarándoae  no  haber  lugar  é  qoa 
«e  estuviese  á  las  resultas  del  juicio  ni  fuera  responsable  de  perjuicio!» 
actos  ni  costas  que  á  consecuencia  de  su  prosecución  se  sigaiese  á  Boa  - 
quets,  á  quien  se  condenase  en  las  costas  que  se  causaran  á  la  Dofia 
Teresa: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  insistiendo 
on  las  pretensiones  que  respectivamente  tenían  deducidas,  y  practica- 
das las  pruebas  propuestas  por  las  mismas,  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia, por  sentencia  de  23  de  Marso  de  1882,  declaró  no  haber  logar  á 
dejar  sin  efecto  el  inlerdito  puesto  por  D.  José  Bosquete  contra  D.  Pe- 
dro Misse,  y  que  aquél  es  preferente  en  el  uso  y  disfrute  de  las  trea 
plumas  de  agua  qne  á  Doña  Teresa  Sauri  compró  en  23  de  Marso  da 
1874,  en  cuanto  á  las  aguas  procedentes  de  la  mina  Cala  y  ramal  Figa» 
rola,  absolviendo  en  tal  concepto  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Doa 
Pedro  Misie  en  todos  los  extremos  que  comprende,  condenando  á  Misse 
en  cuanto  á  la  reconvención,  á  que  á  su  costa  procede  á  la  limpia  de  la 
mina  Cata,  sin  hacer  especial  mención  de  costaa;  fientencia  que  fué  adi- 
cionada por  el  mismo  Juez  en  providencia  de  27  del  mismo  mea  de  Mar- 
zo, en  concepto  de  que  se  entendiese  ampliada  la  condena  á  la  parte  da 
D.  Pedro  Misse  impuesta,  concerniente  á  la  limpíese  de  ¡a  mina  Caláá 
Catanova  á  la  de  MoragiU  á  Figarola: 

Resultando  que  conQrmada  dicha  sentencia  y  ao  adición,  por  la 
qne  la  SaU  primera  de  lo  civil  déla  Anuencia  de  Bircelona  dictó  ea 
26  de  Mayo  de  f  883  por  parte  de  D.  Pedro  Misse  y  Gastelló,  se  ínter- 
poso  recurso  de  casación,  alegando  como  motivos: 

Que  en  cuanto  en  la  sentencia  recorrida  no  se  hace  declaración  so - 
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4>re  la  tervidombre  ni  se  expone  ningún  eontiderindo  sobre  los  pantos 
•^e  derecho  establecidos  en  la  demanda,  y  se  omite  resolver  la  coestión 
de  la  servidumbre,  se  han  infringido: 

4^  El  art.  359  de  la  ley  de  EnjniciamieAto  civil  qae  preceptúa  qoe 
las  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  coograentes  coo  las  deman- 
das y  con  las  demás  pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el  plei- 
to, haciendo  las  declaraciones  qae  éstas  exijan,  condenando  ó  absol- 
viendo al  demandado  y  dicidiendo  todos  los  puntos  litigiosos  qne  hayan 
sido  objeto  del  debate,  y  coando  éstos  hubieran  sido  varios,  debe  ha- 
cerse con  la  debida  separación  el  prononciamiento  correspondiente  á^ 
cada  uno  de  ellos: 

f^  El  núm.  3^  del  art.  37S  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil  precep- 
oa  de  qae  en  párrafos  separados  qae  principiaran  con  la  palabra  Con-- 
siderando,  se  apreciaran  los  pontos  de  derecho  fijados  por  las  partes, 
dando  las  razones  legales  qoe  se  estimen  procedentes  para  el  fallo  qae 
haya  de  citarse  y  citando  las  leyes  y  doctrinas  qoe  se  consideren  apli- 
cables al  caso: 

3^  La  doctrina  legal  establecida  por  este  Tribonal  Supremo  deque 
las  sentencias  deben  comprender  todoá  los  puntos  comprendidos  en  la 
demanda  y  las  excepciones  qoe  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito,  doc- 
trinas sentadas  en  moltitud  de  decisiones,  y  especialmente  en  las  de 
94  de  Diciembre  de  1857,  31  de  Octabre  de  4868,  22  de  Abril  de  4869, 
30  de  Diciembre  de  4870,  3  de  Mario  de  4873  y  6  de  Diciembre  de  4874: 
Qae  en  cnanto  si  se  considera  que  la  sentencia  recorrida  es  con- 
gruente con  la  demanda,  debía  declarar  la  inexistencia  de  la  servidam 
fire,  que  sin  título  alguno  trata  de  imponer  D.  José  Bosquete  al  verter 
a^uas  de  su  propiedad  particular  en  el  pozo  del  Pí  y  conducirla  por  la 
mina  general,  propia  ésta  y  aquél  de  D.  Pedro  Misse,  quien  bajo  este 
concepto  considera  infringidas  por  no  existir  contrato  ni  testamento 
constitutivo  de  la  servidombre  en  el  término  de  30  años  para  adquirirla 
por  prescripción: 

4^  El  párrafo  coarto  del  tít.  4*  del  libro  S®-  de  las  Instituciones  del 
derecho  romano  De  Serviiutivui  pradiorum,  en  virtud  del  cual  las 
-servidumbres  rústicas  se  constituyen  por  contratos  y  testamentos: 

V  La  ley  44,  tít.  34  de  la  Partida  3S  preceptiva  Je  qoe  las  servi- 
dumbres se  constituyen  por  contrato  oneroso  ó  gratuito,  por  testamen- 
to y  por  el  uso  del  tiempo: 

3^  La  doctrinal  legal  de  que  no  propuesta  la  accién  negativa  de  ser- 
vidumbre incumbe  probarla  al  que  la  pretende,  establecida  en  las  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  de  42  de  Abril  de  4859,  48  y  25  de 
Enero  de  4864,  4''  de  Diciembre  de  4864,  26  de  Octubre  de  4865,  40  de 
Enero  de  1868  y  9  dé  Enero  de  4873. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  qne  la  sentencia  no  infringe  las  disposiciones  citsdas 

«n  los  tres  primeros  motivos,  porque  además  de  tener  la  forma  exter- 

a  de  su  distribución  en  resultandos  y  considerandos,  al  absolver  como 

bsolvió  á  D.  JoséBasqaets  de  la  demanda  en  todos  lüs  extremos  que 

)mprendía,  según  sus  palabras  textuales,  es  manifiesto  qne  resolvió 

idas  las  cuestiones  del  juicio  como  en  casos  semejantes  lo  ha  declara- 

3  este  Tribunal: 

Considerando  que  son  inaplicables  las  leyes  y  doctrina  invocadas 

i  los  tres  motivos  restantes,  porque  la  Sala  sentenciadora,  apreciando 

s  diversos  contratos  celebrados,  ha  entendido  que  D.  José  Basquets 
TOMO  53  32 
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ha  hecho  aso  de  ta  dereeho  y  ha  debido  respetarle  D.  Pedro  Misse  ea^ 
virtud  de  las  obli(;aeiones  por  61  contraídas.  Sin  que  contra  esa  apre- 
ciación se  alegue  infracción  de  ninguna  especie; 

FallaflQos  que  debemos  (feclarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re 
corso  de  casación  por  infraccióo  de  ley  interpuesto  por  D.  Pedra 
Misse  y  Gastelló,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la 
cantidad  que  depositó,  que  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la 
ley;  líbrese  la  correspondiente  eertiñcaeión  á  la  Audiencia  de  Barce* 
lona,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documentos  remitidos, — 
,  (Sentencia  publicada  el  23  de  Junio  de  4884,  é  inserta  en  la  Gae#Ai  da 
tSde  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Heearso  de  easaeión  (13  de  Junio  de  4884).— «^a/«  primerñ. — 
Tercbría  de  dominio.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Arturo  Va 
ladta  y  beriiianos  con  Doña  Mercedes  Plá  (Audiencia  de  Barcelona),  y 
se  resuelve: 

f  *^  Q%e  las  doctrinae  leíale»,  tegún  las  q%€  la  sentencia  de  los  juieioB 
de  iereeria  no  puede  ser  otra  que  la  aifudieación  de  la  finca  al  tercer  opc^ 
sitor  ó  la  dectaraetón  de  que  no  es  dueño  de  ella;  al  tercerista  le  basta 
acreditar  su  derecho  de  propiedad  sobre  los  bienes  embargados,  pares^ 
que  éstos  queden  libres  de  la  ejecución  y  de  todas  sus  consecuencias;  y 
que  en  las  tercerias  de  dominio  debe  declararse  el  de  una  cosa  i  fator  dt 
aquel  que  tiene  acción  para  recuperar  la  posesión  de  la  misma,  siaoasa 
la  perdiese;  no  se  oponen  á  que  al  resolver  respecto  del  dominio  de  los 
bienes  objeto  de  la  demanda  de  iereeria  se  decida  acerca  de  una  limita^ 
ción  de  ese  mismo  dominio,  como  lo  es  la  hipoteca  á  que  loe  bienes  estén 
afectos^  cuando  asi  terminantemente  se  pide  en  la  reconvención  for- 
mulada por  el  demandado,  sobre  la  cual  tenia  la  Sala  sentenciadora  el 
deber  de  fallar: 

2®  Que  según  la  Real  cédula  de  27  de  Febrero  de  1742,  universal 
observancia  en  Cataluña  y  Mallorca^  las  restituciones  de  fideicomisos 
y  las  sentencias  en  que  se  manden  hacer  á  los  herederos  gravados  y  á 
favor  de  los  fideicomisarios  se  ejecutan  detrayendo  ó  deduciendo  prime- 
ro les  créditos  y  derechos  que  por  separadas  causas  ^pertenezcan  á  ios 
herederos  gravados,  sin  que  en  otra  forma  se  pueda  entrar  en  la  pose 
stón  de  dichos  bienes  á  los  fideicomisarios ^  que  reservando  ó  separando- 
primero  las  detracciones  legales  y  accidentales  que  deban  quedar  i  be- 
nejício  de  dichos  herederos; 

Y  3°  Que  el  derecho  romano  rige  en  Cataluña  solamente  como  legis^ 
lación  supletoria  y  i  falta  de  observancia  ó  costumbre  especial  eaiauma. 
En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Junio  de  4884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrflcrión  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio^ 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aqiie* 
lia  ciudad  por  Doña  Antonia,  D.  Arturo  y  D.  Severo  Valadía  y  Oliva- 
ros, representados  por  el  Procurador  D.  Ángel  Calvo,  y  defendidos  por 
el  Licenciado  D.  Modesto  Llorrens,  con  Doña  Mercedes  Plá  y  Masgrao, 
7  en  su  nombra  el  Procarador  D.  Patricio  García  y  Aicañia,  dirigidla 
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por  el  Lieaneiado  D.  Laareano  FigoeroU,  y  con  los  herederos  de  Doa 
Rafael  y  D.  Jaeinlo  Yaladía,  qoe  do  hao  com parecido,  sobre  tercería  de 
dominio: 

Resollando  qne  con  motivo  del  matrimonio  de  D.  Miguel  Valadia  y 
Hanyalieh  con  Oo&a  María  Ramón,  se  otorgó  escritura  de  capitolacio- 
Des  en  la  eindad  de  Barcelona  á  34  de  Diciembre  de  1796,  en  la  qoe  Don 
José  Valadia  y  Masferrer,  padre  de  D.  Migoel,  per  contemplación  de 
dicho  matrimonio  qoe  de  so  volontad  debía  contraer,  y  por  el  amor  qne 
le  profesaba»  le  hiso  donación  perfecta  ó  irrevocable  entre  vivos  pa- 
ra después  de  la  mnerte  del  otorgante  y  de  sa  mujer  Doña  María 
Valadia,  y  heredamiento  de  todos  sns  bienes  habidos  y  por  haber,  con 
«reserva  especial  del  nsofrncto,  y  la  de  disponer  de  todos  los  bienes, 
debiendo  contentarse  sa  hijo  con  lo  qne  quedase  de  ellos  al  fallecimien- 
to del  donante,  reservándose  además  para  testar  la  cantidad  de  10.000 
libras,  qne  se  entenderían  comprendidas  en  la  donación  si  no  dispusie- 
ra de  ellas,  pactando  que  si  el  donatario  moriese  con  hijos' pudiera  dis- 
poner libremente  de  todos  los  bienes  donados: 

Resaltando  que  D.  Miguel  Valadia  y  Manyalich  otorgó  testamento 
en  7  de  Febrero  de  1844,  institn yendo  heredero  universal  á  sa  hijo  pú» 
ber  José  Valadia,  sustituyéndole,  para  el  caso  de  fallecer  sin  hijos,  á 
Rafael,  Jacinto,  Miguel,  María  de  lu  Mercedes  y  Enlalia  Valadia  y  Ra- 
món sos  demás  hijos,  no  todos  juntos,  sino  separados  el  ano  después 
del  otro^  de  grado  en  grado,  guardando  entre  ellos  el  orden  de  primo- 
genitora  y  con  preferencia  de  los  varones  á  ias  hembras,  queriendo 
qne  en  el  caso  de  premorir  alguno  de  dichos  hijos  herederos  habiendo 
dejado  hijos,  uno  ó  machos  antes  de  haberse  verificado  la  institución  ó 
snstitaoión  .dispnesta  á  sa  favor,  sucediesen  aquéllos  en  el  modo  y 
forma  como  hubiese  sucedido  á  sa  padre  ó  madre: 

Resoltando  que  en  40  de  dicho  mes  de  Febrero  de  1814,  D  José  Va- 
ladia y  Masferrer  otorgó  testamento,  por  el  que  instituyó  heredero  sa-  i 
JO  anivorsal  de  sus  bienes  al  primogénito  de  su  hijo  D.  Migael  Valadia 
y  Manyalich,  su  nieto  D.  José  Valadia  y  Ramón,  sustituyéndole  para  el 
caso  deque  falleciera  sin  hijos,  ó  con  tales  qne  no  llegasen  á  la  edad 
de  testar,  á  los  demás  nietos  del  testador  Rafael,  Jacinto,  Migael,  Ma- 
ría de  las  Mercedes  y  Eulalia  Valadia  y  Ramón,  no  á  todos  juntos,  sino 
sacesivamente  el  ano  después  del  otro,  guardando  el  orden  preferente 
de  edad  y  sexo  bsjo  el  mismo  gravamen  de  restitución  impuesto  al  pri- 
mer heredero  para  el  caso  de  fallecer  sin  hijos,  previniendo  además  pa- 
ra el  caso  de  fallecer  dejando  hijo  alguno  de  los  sustitutos  llamados, 
sin  haber  alcansado  el  turno  de  la  sustitución  ordenada,  que  le  sucedie- 
sen éstos  en  lugar  del .  premuerto  en  el  modo  y  forma  que  sucediesen 
á  sos  padres: 

Resultando  que  en  2S  de  Julio  de  dicho  año  1844  se  formalizó  in- 
ventarío de  la  herencia  y  bienes  que  fueron  de  D.  Miguel  Taladía, 
comprendiéndose  entre  los  inmuenles  una  casa  en  la  calle  del  Reeh 
Condal  Cortinas  y  delsAuxells: 

Resultando  que  el  primer  heredero  D.  José  Taladía  y  Ramón  falle- 
eió  en  «8  de  Febrero  efe  1837  sin  haber  dejado  hijos,  y  en  su  virtud, 
entró  á  poseer  la  referida  herencia  el  segando  heredero,  ó  sea  el  primer 
sustituto,  llamado  Rafael  Valadia  y  Ramón: 

Resultando  que  en  28  de  Junio  de  1862  otorgaron  escritura  en  Bar- 
celona Doña  María  Valsdía  y  Ramón,  viuda  de  D.  Miguel  Valadia  y 
Manyalich,  en  la  calidad  de  usufructuaria  y  administradora  de  los  bie- 
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nes  dejados  por  éste,  D.  Rafael  Yaladía  j  Ramón,  como  heredero  aoi- 
versal  de  so  padre  D.  Miguel,  por  haber  muerto  sin  saeesíón  sa  herma- 
no mayor  José,  institoido  heredero  en  primer  logar,  y  D.  Jacinto  Ya- 
ladía y  Ramón  en  la  calidad  de  inmediato  sucesor  para  el  caso  de  falUr 
también  sin  sucesión  el  nombrado  D.  Rafael,  según  lo  dispuesto  en  el 
testamento  de  so  padre,  en  la  qne  dijeron:  qoe  debiendo  satisfacer  las 
ctatidades  que  se  expresarían,  lo  cual  no  habían  podido  yerificar  en 
mochos  afios  por  la  diaminoeión  de  la  renta  de  su  patrimonio  á  cansa 
de  la  guerra  civil  y  trastornos  políticos  qoe  les  había  obligado  á  repe- 
tidas emigraciones  y  haber  de  acudir  á  los  pagos  anuales  estipulados  ea 
la  concordia  celebrada  con  varios  acreedores  de  su  marido  y  padre,  ios 
cuales  no  estaban  aún  del  todo  satisfechos,  para  todo  lo  que  y  para  re- 
dimir otras  obligaciones  pendientes  no  tenían  otro  medio  menos  gra- 
voso que  el  qne  se  les  presentaba  de  tomar  á  préstamo  la  cantidad  de 
9.000  libras  que  había  convenido  prestarles  D.  José  Ponts  al  interés 
anual  de  4  y  medio  por  i 00,  qne  consideraban  muy  módico  y  ventajoso 
los  referidos  msdre  é  hijos  Dofia  María,  D.  Rafael  y  D.  Jacinto  Yala- 
día y  Ramón,  confesaban  deber  v  querer  pagar  al  dicho  José  Ponts  la 
mencionada  cantidad  de  9.000  libras  qne  les  prestaba  á  los  objetos  indi- 
cados, de  las  cuales  retendría  dicho  Ponts  en  su  poder  6.684  fibras,  9 
sueldos  y  seis  dineros,  y  en  virtud  de  facultad  y  delegación  que  le  ha- 
cían debería  con  ellas  pagar  por  cuenta  y  á  nombre  de  los  otorgantes: 
primero,  3.337  libras,  7  sueldos  y  2  dineros,  por  cumplimiento  de  eos 
respecti  70S  créditos  á  los  varios  acreedores  nombrados  en  la  concordia 
que  celebraron  en  15  de  Pebrero  de  1823  con  dicha  Doña  María  Yaiadíi 
y  Ramón  y  su  hijo  mayor  D.  José,  que  murió  sin  sucesión  y  abintesta- 
to;  segundo,  1.500  libras  á  Doña  Eulalia  Yaladía  y  Ramón,  hija  y  her- 
mana respectiva  de  los  otorgantes,  que  se  les  prometieron  dar  al  tieai  - 
po  de  contraer  sn  matrimonio  con  D.  José  Oriol,  en  pago  de  sus  dere- 
chos paternos  y  por  vía  de  regalo;  tercero,  600  libras  á  Cayetano  RamÓD 
en  pago  de  igual  suma  qne  prestó  á  dichos  madre  é  hijo  Doña  María  y 
D.  Rafael  por  escritora  de  t6  de  Enero  de  1844,  que  sirvieron  para  eD'- 
tregarlas  al  hijo  y  hermano  menor  respectivo  D.  Miguel  Yatadfa  á 
ouenta  de  las  1.500  que  su  madre  Doña  Marta,  con  facultad  que  le 
atribuyó  su  marido,  le  señaló  por  su  legítima  paterna  y  demás  derechos 
sobre  los  bienes  de  su' padre,  y  de  cuyo  cumplimiento  total  constaba 
por  carta  de  pago  qoe  el  mismo  D.  Miguel  ñrmó  en  ti  de  Enero  de 
1847;  y  cuarto,  1.S47  libras,  2  sueldos  y  4  dineros  para  pagar  al  alba- 
ñil,  carpintero,  cerrajero  y  pintor  las  obras  de  reparación  necesarias  y 
de  utilidad  hechas  en  la  casa  que  luego  se  hipotecaría,  de  que  no  se 
había  podido  prescindir,  debiendo  el  prestamista  José  Ponts  obtener  de 
los  acreedores  las  correspondientes  cartas  de  pago,  concesión  de  dere- 
choSf  y  .queriendo  los  otorgantes  que  se  sabrrogara  en  el  logar  y  dere- 
cho de  los  mismos;  y  en  cnanto  i  las  restantes  2.315  libras  que  com- 
pletaban el  préstamo  fueron  entregadas  en  el  acto  por  José  Ponts,  pro- 
metiendo los  mismos  madre  é  hijo  invertirlas  en  la  redención  de  otras 
obligaciones  que  gravitaban  sobre  sos  bienes,  prometiendo  devolver 
la  cantidad  prestada  en  el  término  de  dos  años,  pagando  hasta  qne  lo 
verificasen  el  interés  de  4  y  medio  por  100  anoal  por  semestres  vencí 
dos,  hipotecando  especialmente  al  cumplimiento  de  toda  la  casa  qoe 
dichos  madre  é  hijo  poseían  en  las  calidades  expresadas,  situada  en  la 
calle  del  Rech  Condal  y  calles  de  Cortinas  y  deis  Aoxells^  obligando  al 
pago  del  interés  convenido  ios  réditos  ó  productos  de  la  misma  casa^  y 
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facolUndo  al  acreedor  para  en  easode  ceaaeión  de  pago  de  los  intere- 
ses dirijgirse  á  los  inqailinos  y  cobrar  los  correspondientes  alquileres,  y 
sin  per]nicio  de  esta  hipoteca  Doña  María  obligó  también  la  mitad  de 
sn  dote,  sn  esponsalicio  y  demás  créditos  qne  la  correspondieran  sobre 
los  bienes  de  so  marido;  D.  Rafael  y  D.  Jacinto  obligaron  también  sq 
derecho  de  legítima  paterna  y  materna,  cnarta  trebeliánica,  cada  uno 
fn  sa  caso  y  demás  que  pudieran  competirle  sobre  los  bienes  de  sos  pa- 
ácñ$^  y  anos  y  otros  renunciaron  á  toda  ley,  derecho  y  beneficio  qne 
para  apartarse  del  cumplimiento  de  lo  convenido  les  pudiera  favorecer: 

Resultando  qne  por  anto  que  en  16  de  Janio  de  1863  dictó  el  Juez 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona,  siendo  pú- 
blica y  primera  copia  la  escritora  antes  referida,  habiendo  satisfecho 
D.  José  Ponts  las  delegaciones  de  que  en  la  misma  se  hacía  mérito,  ex« 
cepto  S.I29  libras  un  dinero  qne  por  ignorarse  los  acreedores  á  quie- 
nes debían  entregarse  las  habían  recibido  loe  hermanos  D.  Rafael  y  DoQ 
Jacinto  Valadfa,  segán  la  escritura  de  reconocimiento  de  U  de  Junio  de 
4855,  se  mandó  despachar  la  ejecución  contra  los  bienes  de  los  expresa- 
dos D.  Rafael  y  D.  Jacinto  Valadía  por  la  cantidad  de  9.000  libras  ca- 
talanas, con  más  1S6  duros  por  razón  de  atrasos  en  el  abono  de  intere- 
ses pactados  y  demás  devengados  y  que  se  devengasen: 

Resoltando  que  requeridos  al  pago  D.  Jacinto  Valadía  y  D.  Cristóbal 
Reig,  dependiente  de  D.  Rafael,  contestaron  que  carecían  de  numera- 
rio,  añadiendo  el  primero  qne  suscribió  el  debitorio  objeto  de  la  de 
manda  en  raxón  á  corresponderle  la  casa  en  él  hipotecada,  después  que 
ocurriera  el  fallecimiento  de  su  hermano  D.  Rafael,  no  obstante  lo  cual 
la  designaba  en  cuanto^ á  él  atañía,  por  lo  que  se  procedió  á  su  embar- 

50,  habiendo  sido  á  continuación  citado  de  remate  D.  Jacinto,  y  en  30 
e  dicho  mes  á  so  hermano  D.  Rafael: . 

Resultando  que  dictada  en  estos  aatot  sentencia  de  remate  se  tasó 
la  usa  hipotecada,  señalándose  día  para  so  remate,  el  cual  se  suspen- 
dió sin  causar  novación  por  providencia  de  13  de  Febrero  de  1871  a  pe- 
tición del  ejecutante  y  de  los  ejecutados,  los  coales  en  S3  de  Jonio  del 
mismo  año  celebraron  un  convenio  en  el  que  después  de  liquidar  el  eré  • 
dito  y  acordar  el  modo  de  r^Rs^rlo,  se  estipuló  que  si  pasaran  dos  años 
sin  extinguirlo,  continoarían  las  actuaciones  judiciales  hasta  vender  las 
fincas  hipotecadas  y  hacerse  pago  del  crédito: 

Resoltando  que  Doña  Eulalia  Valadía,  consorte  de  D.  José  Bremón, 
Doña  Antonia  Valadia  y  Oliveras  y  Doña  Dolores  Oliveras,  viuda  de  Don 
Miguel  Valadía,  como  totora  y  curadora  de  sus  hijos  menores  D.  Arturo 
y  u.  Severo  Conrado  Valadía  Oliveras,  dedujeron  demanda  de  tercería 
de  dominio  de  la  casa  mencionada,  que  formaba  parte  de  los  bienes  su- 
jetos al  gravamen  de  restitución,  con  arreglo  i  los  testamentos  de  Don 
José  y  D.  Miguel  Valadía  á  favor  de  los  demandantes,  para  el  caso  de 
que  D.  Rafael  y  D.  Jacinto  Valadía  fallecieran  sin  socesión;  demanda 
de  qoe  fueron  absoeltos  en  dos  instancias  D.  José  Ponts  y  D.  Rafael  y 
D.  Jacinto  Valadía,  declarándose  por  este  Supremo  Tribunal  en  senten* 
Ma  de  1 1  de  Febrero  de  1870  no  haber  logar  al  recorso  de  casación  qoe 
Be  interpuso  por  no  poderse  tomar  en  consideración  en  una  tercería  de 
rtomioio,  derechos  qoe  vendrían  ó  no,  pero  qoe  en  el  momento  no  eran 
fectivos; 

Resultando  qoe  los  hermanos  D.  Rafael  y  D.  Jacinto  Valadía  y  Ra« 

lón,  el  primero  como  heredero  universal  deD.  Miguel  Valadía  y  Man- 

yalich,  por  haberse  pnrifieado  á  so  favor  la  sastitoeión  ordenada  por 


Digitized  by  VjOOQ IC 


S02  JÜR'SPRUDKlfCU  CIYIL 

éste  en  sa  testamento,  y  el  segando  en  U  oalid&d  de  sacesor  inmediata 
para  el  caso  de  qne  mnriese  dicho  D.  Rafael  sin  hijos,  y  también  sn  co- 
mún madre  Doña  María  Ramón,  á  la  sasón  difunta,  otorgaron  escritura 
en  H  de  Jnnio  de  \  876,  en  la  que  refiriéndose  á  la  de  préstamo  de  9.000 
libras  catalanas  qne  les  había  facilitado  D.  José  Fonts  para  extinguir  va- 
rias obligaciones,  de  enya  snma  se  retuvo  ana  cantidad,  de  la  oae  luego 
devolvió  S.  4  SO  libras  por  no  haber  podido  tener  efecto  la  delegación; 
quedando  por  esta  entrega  completado  por  Fonts  el  explicado  presta- 
tamo,  le  otorgaron  apoca  con  las  renuncias  necesarias,  expresando  qae 
habían  dejado  de  pagarse  tres  acreedores,  y  que  en  las  2.t29  libras  y 
an  dinero  entregadas,  estaba  también  comprendido  el  importe  de  las 
gracias  aae  varios  acreedores  habían  hecho: 

Resultando  que  D.  Rafael  Yaladía  y  Ramón,  que  como  se  ha  indi- 
cado entró  á  poseer  la  referida  herencia  como  primer  sustituto  en  1837, 
falleció  también  sin  hijos  en  3 f  de  Agosto  de  4876,  entrando  entonces  á 
suceder  en  ella  el  tercer  heredero  ó  segundo  sustitato  D.  Jacinto  Yala- 
día y  Ramón: 

Resultando  que  D.  José  Fonts  otorgó  escritura  de  cesión  en  4'  de 
Junio  de  1877  á  favor  de  Doña  Mercedes  Plá,  consorte  de  D.  Jacinto  Va- 
ladía  y  Ramón,  que  concedió  para  ello  venia  marital  de  todos  los  dere* 
chos  que  tenía  Fonts  por  sa  crédito  contra  los  hermanos  D.  Rafael  y 
D.  Jacinto  Yaladía  por  las  escrituras  públicas  referidas  y  el  jaicio  eje- 
cutivo seguido: 

Resultando  que  D.  Jacinto  Yaladía  y  Ramón  falleció  en  34  de  Agosto 
de  4877,  también  sin  descendencia,  y  que  purificado  en  sa  virtud  el 
fideicomiso  ó  sucesión  ordenada  por  el  testador  en  el  cuarto  heredero  ó 
tercer  sustituto  D.  Miguel  Yaladía  y  Ramón,  habiendo  premnerto  al 
referido  D.  Jacinto  en  4®  de  Setiembre  de  4854,  sos  hijos  Doña  Antonia, 
D.  Arturo  y  D.  Severo  Conrado  Yaladía  y  Oliveras  sucedieron  por  par- 
tes iguales  en  la  citada  herencia,  siguiendo  el  llamamiento  previsto  por 
sa  abuelo  en  el  citado  testamento,  y  en  raxón  á  haber  obtenido  la  de- 
elaración  de  herederos  abintestato  de  su  referido  padre,  habiendo  for- 
maliaado  escritura  de  inventario  en  S3  de  Febrero  de  1878,  en  el  que  se 
comprendió  como  perteneciente  á  dicha  herencia  la  cau  de  la  calle  del 
Rech  Condal: 

Resultando  que  los  referidos  hermanos  Yaladía  obtuvieron  en  S4  de 
Octabre  de  4877  la  posesión  de  la  citada  casa,  por  virtad  del  interdicto 
que  promovieron  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
Pedro  para  adquirir  la  posesión  de  los  bienes  qae  coostituíaa  la  heren- 
cia fideicomisaria  de  D.  José  Yaladía  y  Masferrer,  posesión  en  qae  fue- 
ron amparados  por  sentencia  de  4S  de  Diciembre  del  mismo  año,  en 
atención  á  no  haberse  deducido  oposición  algaaa  dentro  del  término 
legal: 

Resaltando  que  Doña  Mercedes  Plá,  viuda  de  D.  Jacinto  Yaladía, 
promovió  nn  interdicto  de  adquirir,- en  el  que  se  dictó  seotencia  en  4 1 
de  Enero  de  1878,  amparándola  como  viada  dotada  y  teautaria  por  ta 
dote  y  esponsalicio  en  la  posesión  de  la  casa  situada  en  las  callee  del 
Rech  Condal,  Cortioas  y  Auxells,  perteneciente  á  la  herencia  fideicomi- 
saria de  D.  José  Yaladía  y  Masferreí,  y  no  la  amparó  en  la  posesión, 
antes  bien  la  confirió  á  los  hermanos  Doña  Antonia,  D.  Arturo  y  D.  Se- 
vero Conrado  Yaladía  de  los  demás  bienes  y  derechos  que  pudieran  per- 
tenecer á  la  referida  herencia  fideicomisaria: 

Resultando  que  ea  43  de  Bnero  de  1879  Doña  Mercedes  Plá  firmó 
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<^arU  de  pago  á  favor  de  los  hermanos  Yaladía  y  Oliveras  de  la  cantidad 

-de  7.500  libras  en  pago  de  sn  dote  y  esponsalieio,  cancelándose  la  hi- 
poteca qne  tenía  sobre  la  casa  de  las  calles  del  Rech  Condal,  Cortinas  y 

fAnxells: 

Resaltando  qne  Doüa  Mercedes  Plá  solicitó  en  30  de  Eneró  de  1878, 
«n  el  juicio  ejecutivo  promovido  por  D.  José  Fons  y  como  cesionaria  da 
^ste,  qne  se  levantase  la  snspensidn  de  la  vía  de  apremio,  y  qne  se  man- 
dase poner  á  pública  subasta  por  20  días  la  casa  embargada  y  ejecnta 
da,  pretensión  que  se  estimó  después  de  haberse  tenido  por  repnesta  á 

J>ofta  Mercedes  Plá  en  el  lagar  y  derecho  del  ejecutante  D.  José  Fonts, 
j  por  levantada  la  suspensión  del  procedimiento  de  apremio: 

Resultando  qoé  en  tal  estado  los  hermanos  Doña  Antonia,  D.  Arturo 
7  D.  Severo  Conrado  Yaladía  y  Oliveras  dedujeron  en  18  de  Octubre  de 
'4879  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  alegando  que  la  finca 
sita  en  las  calles  del  Rech  Condal,  Cortinas  y  Aoxetls  pertenecía  á  la  he- 
rencia fideicomisaria  de  Mígael  Yaladía  y  Masferrer,  y  formaba  parte 
de  los  bienes  que  habían  adquirido  en  virtud  de  interdicto  que  promo- 
vieron en  el  Juzgado  del  distrito  de  San  Pedro,  por  haberse  purificado 

-en  su  favor  el  fideicomiso  ó  sustitución  ordenada  por  el  testador  Ya 
ladía  y  Masferrer;  que  ni  ellos  ni  sus  causantes  hablan  intervenido 
ni  consentido  en  el  título  ejecutivo  donde  habían  consignado  D.  Ra 
fael  y  D.  Jacinto  Yaladía  que  la  finca  que  poseían  entonces  estabí  pen- 
diente de  condición  resolutoria;  y  diciendo  ejercitar  la  acción  real  de 
dominio  y  las  demás  procedentes,  pidieron  que  se  tuviera  por  impues- 
ta la  demanda  de  tercería  de  dominio,  y  que  en  su  virtud  con  suspen 
8ión  del  procedimiento  de  apremio,  se  declarase  que  la  casa  embargada 
en  méritos  de  aquellos  autos  no  pertenecía  á  los  herederos  ó  causaba- 
bientes  de  los  ejecutados,  y  aue  por  pertenecer  al  dominio  pleno  de  los 
demandantes,  quedaba  libre  de  toda  responsabilidad  en  méritos  de  aquel 

Juicio  ejecutivo,  cancelando  la  hipoteca  constituida  por  los  ejecutadcs 
y  el  subsiguiente  embargo  de  dicha  finca  con  las  costas  al  ejecutante: 
Resultando  que  Doña  Mercedes  Plá  impugnó  la  demanda  solicitando 
en  virtud  de  la  reconvención  que  subsidiariamente  interponía  y  utili- 
xando  para  ello  la  acción  real  hipotecaria,  que  se  condenase  á  los  de 
mandantes  á  respetar,  reconocer  y  consentir  que  el  crédito  y  accesorios 
déla  demandada  gravitara  sobre  los  bienes  fidecomisados,  y  que  levantán- 
dose en  su  consecuencia  la  suspensión  del  procedimiento  de  apremio,  se 
procediese  de  nuevo  á  la  subasta  delacasa  embargada,  alegando  en  ape- 
ro de  su  pretensión  que  para  la  se^ridad  del  préstamo  que  biso  Don 
íosé  Font  se  había  hipotecado  especialmente  aquélla;  que  por  las  cartas 
de  pago  y  demás  documentos  que  obraban  en  los  autos  ejecutivos,  se 
había  acreditado  que  D.  José  Fonts  desembolsó  la  total  cantidad  de  las 
^.000  libras  prestadas  que  sirvieron  para  pagar  deudas  hereditarias,  se  • 
gún  se  consignó  en  los  fundamentos  de  la  sentencia  dictada  en  la  otra 
tercería  de  dominio  promovida  á  instancia  de  los  mismos  actores;  que 
tanto  Doña  María  Ramón,  como  D.  Rafael  y  D.  Jacinto  Yaladía,  además 
de  la  casa  descrita  obligaron  especialmente  la  primera  mitad  de  su  dote 
y  esponsalicio,  queriendo  que  Fonts  fuese  preferido  á  ella,  y  los  según 
nos  obligaron  también  sus  derei^hos  de  legítima  paterna  y  materna 
y  cuarta  trebeliánica;  y  que  el  testamento  de  D.  Jos^  Yaladía  y  Mas- 
ferrer no  fué  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  hasta  el  3  de  Agos- 
to de  4878,  fecha  muy  posterior  á  la  de  485S  en  que  se  constituyó  é  ins- 
cribió la  hipoteca  de  la  casa  embargada: 


j; 
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Resaltando  q«e  sostaociado  el  juicio  en  rebeldía  de  los  herederos  de^ 
D.  Rafael  j  D.  Jacinto  Valad/a  y  saminístrada  prueba  por  las  partas,  e^ 
Juez  de  primera  instaneia  dictó  sentencia,  y  apelada,  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  la  revocó  en  28  de  Mayo  d» 
i 883,  declarando  que  la  easa  situada  en  aquella  ciudad  en  la  calle  de 
Rech  Condal,  núm.  4,  y  en  la  de  Cortinas  y  Auxells  corresponde  en 
propiedad  i  Dofia  Antonia,  D.  Arturo  y  D.  Severo  Conrado  Valadía,  los 
cuales  deben  sin  embargo  respetar,  reconocer  y  consentir  que  el  eródi- 
to  que  reclama  Do&a  Mercedes  Plá  con  sus  accesorios  f^c^^ite  sobre  di-- 
efaa  easa,  mandando  levantar  la  suspensión  del  procedimiento  de  apre- 
mio en  los  autos  ejecutivos  y  proceder  nuevamente  á  la  snbast»  y  con- 
siguiente remate  de  la  referida  casa,  sin  hacer  expresa  condenanión  de 
costas: 

Resultando  que  los  hermanos  Valadía  pidieron  que  se  aclarase  asta, 
sentencia,  expresándose  concretameme  el  concepto  ó  carácter  con  que 

gravitaba  el  crédito  de  Ponts  sobre  la  finca;  que  se  precisara  lo  que  de- 
ía  entenderse  por  accesorios  de  crédito  que  reclamaba  l!k>ña  Mercedes- 
Plá,  y  que  se  expresara  que  la  obligación  ó  gravamen  de  la  finca  de- 
biera entenderse  limitada  al  capital  del  debitorio,  ya  que  se  trataba  de- 
nn  crédito  que  no  tenia  causa  civil  de  obligar,  y  que  no  podría  hacerse 
efectivo  contra  ellos  antes  de  esta  sentencia,  si  era  que  llegaba  á  ser 
ejecutoria;  y  respecto  de  los  intereses  y  las  costas  causadas  y  que  se 
cansasen  para  su  efectividad,  aólo  deberían  en  dicho  caso  venir  á  cargo- 
de  los  hermanos  Valadía  desde  la  fecha  de  la  propia  sentencia,  que  tfra 
la  primera  y  única  declarativa  de  la  obligación  de  pago  de  aquel  crédi- 
to; pretenaión  que  negó  la  Audiencia,  porque  en  la  sentencia  se  habían 
tratado  y  resuelto  todaa  las  cuestiones  discutidas  en  los  autos  sin  que 
iBxistiera  omisión  que  suplir  ni  concepto  oscuro  que  aclarar: 

Resultando  que  los  hermanos  D.  Arturo,  Doña  Antonia  y  D.  Severo 
Conrado  Valadía  interpusieron  recurso  de  casación,  por  haberse  infrin* 
gido  á  su  juicio:  , 

i^  La  doctrina  legal  que  emana  de  las  sentencias  de  este  Triboaal' 
Supremo  de  34  de  Mayo  de  1871,  II  de  Julio  del  mismo  a&ay  13  de  Ju- 
nio de  f  874,  con  otras  muchas,  según  las  cualea  la  sentencia  de  loa  joi- 
cios  de  tercería  no  puede  mt  otra  que  la  adjudicación  de  la  finca  al  ter-^ 
cer  opositor  ó  la  declaración  de  que  no  es  dueño  de  ella;  que  al  terce- 
rista le  basta  acreditar  su  derecho  de  propiedad  sobre  los  bienes  em- 
bargados, para  que  éstos  queden  libres  de  la  ejecución  y  de  todas  sii$ 
consecuencias;  y  que  en  las  tercerías  de  dominio  debe  declararse  ei  de 
una  cosa  á  favor  ae  aquel  que  tiene  acción  para  recuperar  la  posesión 
de  la  misma,  si  acaao  la  perdiese;  puesto  que  si  bien  la  sentencia  de- 
claraba que  la  propiedad  de  la  casa  objeto  de  la  tercería  correspondía 
á  los  recurrentes,  les  obligaba  al  propio  tiempo  á  tener  que  consentir 
la  hipoteca  de  la  ejecutante  y  no  dejaba  la  finca  libre  de  la  ejeeueióB, 
lo  cual  envolvía  una  contradicción  manifiesta  en  los  términos  de  ana- 
sentencia  de  esta  clase: 

S^  La  ley  del  contrato,  consignada  en  la  escritura  de  préstamo  de  28- 
de  Junio  de  I86t,  según  la  cual  la  hipoteca  de  la  casa  de  que  se  trata- 
ba, concedida  por  los  mutuarios  á  fav^  del  prestamista  D.  José  Fonts, 
no  fué  ni  podo  ser  absoluta*  supuesto  que  tampoco  era  absoluto  el  de» 
recho  que  los  primeros  tenían  sobre  la  finca,  sino  que  disfrutándola  con 
el  deber  de  restitución  impuesto  en  el  fideicomiso,  sólo  confirieron  i 
Fonts  una  hipoteca  eventual  ó  dependiente  de  la  condición  citads,  bo^ 
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obstante  lo  eaal,  la  sentencia  al  declarar  que  la  casa  pertenecía  á  los 
bermanos  Yaladia,  declaraba  virtaalmenta  extíngoidos  los  derechos  de 
los  mu ttiaríos,  herederos  gravados  de  restitución,  y  sin  embargo  no 
acordaba  como  debiera  la  cancelación  de  la  hipoteca;  qoe  al  tenor  del 
mismo  contrato  en  qae  se  estipoló  se  hallaba  pendiente  de  la  condición 
resolotoria  á  qae  se  debía  el  triunfo  de  tos  recurrentes: 

3^  La  ley  3^  Digesto  De  piguoribus  et  hypothecit,  en  que  se  dispon» 
qoe  por  la  eonstitación  de  la  hipoteca  sólo  qaeda  obligado  el  derecho 
qoe  en  ella  tiene  el  deodor,  y  las  leyes  31  del  propio  Código  y  libro, 
y  3*  también  del  Digesto  qnibus  modis  pignus  vel  hypotheca  sohitur, 
según  las  eoales,  la  hipoteca  se  extingue  por  haber  perdido  el  deodor 
el  derecho  qoe  tenía  sobre  la  cosa  hipotecada,  toda  vez  qoe  la  sen  ten* 
cía  ordenaba  qoe  los  hermanos  Valadía  tovieran  qoe  respetar,  recono- 
cer y  consentir  que  el  crédito  de  Doña  Mercedes  Plá  gravitaba  sobre  I» 
finca  qoe  se  les  adjodicaba,  i  pesar  de  qoe  h/tbía  cesado  el  derecho  qoe^ 
lovieroD  en  la  cisa  los  deodores  D.  Rafael  y  D.  Jacinto,  desde  el  mo- 
mento en  aoe  fallecieron  ambos  sin  hijos,  y  pojh  consigoiente  había 
desaparecido  el  cimiento  legal  en  qoe  se  apoyaba  la  hipoteca: 

4^  Kn  cnanto  la  sentencia  bacía  pesar  sobre  los  recurrentes,  no  sólo 
una  obligación  extingoida  conforme  á  lo  qoe  quedaba  demostrado,  sino 
desprovista  por  completo  del  consentimiento  y  aprobación  de  los  reco- 
rreotes,  el  principio  legal  derivado  de  las  expresadas  leyes,  y  de  la  15,. 
Digesto  quipotiorii  in  pignorg,  de  qoe  las  hipotecas  no  poeden  perju«> 
diear  á  tercero  doefto  de  la  cosa  hipotecada  qoe  no  ha  inscrito  la  obli- 
gación: 

5^  La  ley  2*,  Código  ii  aluna  res  pignon  áaia  tU;  la  ley  6*,  párrafo- 
ultimo,  Digesto  De  pignoribus  et  kypoCecis^  y  las  generales  del  derecha 
común  vigente  en  Cataloña,  que  aotorisan  al  heredero  gravado  para, 
detraer  las  legítimas,  coarta  trebeliánica  y  Iss  mejoras,  según  los  ca- 
aos, pero  eon  sojeción  al  deber  qoe  deriva  de  las  primeras  de  no  ensje- 
nar  parte  algona  de  los  bienes  qoe  componen  el  fideicomiso  ó  víncolo; 
poes  la  ejecotoria,  al  declarar  sobsistente  la  hipoteca  incoada  por  Doña 
Mercedes  Plá  en  perjoicio  del  dominio  pleno  de  los  hermanos  Valadía, 
saoeionaba  ona  limitación  de  la  propiedad  qoe  no  podieron  permitirse 
hacer  sin  mengoa  del  fideicomiso  los  otorgantes  del  préstamo  del 
afto  1851,  y  reconocía  á  so  favor  ó  al  de  so  eesionaria  la  citada  Plá  de- 
rechos qoe  todavía  no  se  habían  ejercitado  legalmente: 

6*  La  Real  cédola  de  27  de  Febrero  de  4742,  mencionada  en  el  fallo». 
donde  se  hacía  constar  qoe  los  fidociarios  tenían  la  facoltad  de  detraer 
sos  derechos  legitimarios  y  los  demás  créditos  qoe  la  correspondieran 
en  la  herencia  gravada;  pero  todo  esto  se  decía  qoe  se  verificaba  por 
medio  de  la  oportuna  liqoidación;  y  en  este  caso  no  se  había  celebrada 
jodíeialmento  ni  en  otra  forma  la  liqoidación  de  derechos  necesaria  en 
tre  los  herederos  fidociarios  ó  sus  caasahabientes,  y  los  fideicomisarioa 
enando  tenía  logar  el  tránsito  de  la  herencia  de  los  primeros  á  los  se- 
gundos: 

7*  Aun  en  la  hipótesis  de  qoe  ningona  de  las  cansas  aducidas  pro* 
dojeran  la  casación  de  la  sentencia,  daría  logar  á  ella  la'  calificación 
errónea  de  créditos  hereditarias  hecha  á  favor  de  los  qoe  se  describían 
•n  la  escritora  del  préstamo;  pues  podiendo  sólo  legalmente  repotarse 
Ules  los  qoe  procedían  de  la  volontad  del  testador,  de  la  ley  ó  de  la  de- 
cisión de  los  Tribonales  los  referidos  créditos  no  revestían  esos  estríe  • 
tos  caracteres  de  ana  manera  formal  y  conveniente,  poes  del  convenio 
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de  4  5  de  Febrero  de  i8S3  se  inferii  li  inter?enoi6n- de  noa  nieva  vo* 
lontad,  aun  eoponiendo  qne  loi  créditos  á  qae  se  contraía  faesen  sten- 
dibles;  qae  de  las  certas  de  paso  obrantes  en  antos  se  dedada  que 
Do&a  Ealalia  Valadla  cobró  lo  ofrecido  por  sos  hermanos  los  operarios 
de  la  finca,  mejoras  cnya  necesidad  no  se  había  jastifioado,  y  D.  Caye- 
tano Ramón  ana  denda  propia  de  los  herederos  gravados,  é  qniene» 
finalmente  se  embolsaron  la  mayor  parte  del  préstamo,  sin  haberle 
-dado  cnenta  de  sa  aplicación,  demostrando  la  debida  apreciación  de  las 
pruebas  el  error  de  derecho  padecido  en  la  sentencia: 

8^  La  ley  12,  Digesto  Di  exeepcione  reijudieaté^  en  qne  se  estable* 
ce  la  irrevocabilidaa  de  la  sentencia  firme,  en  razón  á  qae  la  Aadien- 
€ia  tenia  pronunciado  fallo  que  cansó  estado  en  estos  autos  con  feeba 
45  de  Mayo  de  4879,  mandando  que  las  pretensiones  de  Doña  Mercedes 
Plá  se  sastanciaran  con  los  herederos  ó  cansahabientes  de  los  eje'suta- 
dos  D.  Rafael  y  Don  Jacinto  Valadla,  y  no  obstante  esta  resolación  que 
marcaba  las  personas  á  qnienes  debían  exigirse  aquéllos  el  pago  de  sa 
erédito,  la  ejeeotoria  actual  lo  hacía  de  cargo  de  loa  recurrentes: 

Y  9'>  Las  leyes  75  y  107,  Digesto  D$  toMionibut,  y  la  8\  (íi.  6"^  de 
la  Partida  6*^  en  qne  se  establece  que  caando  las  dos  caalidades  d9 
•deodor  y  acreedor  se  reúnen  en  una  misma  persona,  tiene  lugar  ona 
confusión  de  derechos  que  extingue  el  crédito  y  la  deuda;  pues  la  ten* 
tencia  omitía  el  hecho  aleñado  por  los  recurrentes  de  ser  precisamente 
Do&a  Mercedes  Plá  viuda  del  deudor  D.  Jacinto  Valadía,  sa  heredera 
testamentaria  y  por  tanto  no  se  compadecía  en  derecho  la  calidad  qn» 
ostentaba  de  acreedora  del  mismo  con  la  obligación  qae  sobre  ella  pe- 
saba de  pagar  las  deudas,  por  más  que  adquiriese  el  eréditodel  presta- 
mista Ponts,  porque  esto  aconteció  antes  de  qne  falleciera  el  marido  y 
la  dejase  la  totalidad  de  sus  derechos  y  obligaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gnllón: 

Considerando  que  el  fallo  recurrido  no  infringe  la  doctrina  estable- 
cida en  las  sentencias  qne  se  citan  en  el  primer  motivo  del  recurso,  por- 
que tal  doctrina  no  se  opone  á  que  al  resolver  respecto  del  dominio  de 
los  bienes  objetos  de  la  demanda  de  terceria,  se  decida  acerca  de  ana 
limitación  de  ese  mismo  dominio,  como  lo  es  la  hipoteca  á  qae  los 
bienes  están  afectos,  cuando  así  terminantemente  se  pide  en  la  recon- 
vención formulada  por  el  demandado,  sobre  la  cual  tenía  la  Sala  sen- 
tenciadora el  deber  de  fallar: 

Considerando  que  tampoco  se  infringe  la  ley  del  contrato  ni  la  Real 
cédula  de  27  de  Febrero  de  4742  en  los  conceptos  que  se  suponen  en 
los  motivos  2^  y  6^,  toda  vez  que  siendo  segün  dicna  Real  cédula  de 
nniversal  observancia  en  Cataluña  y  Mallorca  que  las  restituciones  de 
fideicomisos  y  las  sentbucias  en  que  se  manden  hacer  á  los  herederos 

fra vados  y  á  favor  de  los  fideicomisarios  se  ejecuten  detrayendo  ó  de- 
uciendo  primero,  los  créditos  y  derechos  que  por  separadas  causas 
pertenezcan  á  «los  herederos  gravados,  sin  qae  ep  otra  forma  se  ptieda 
entrar  en  la  posesión  de  dichos  bienes  á  los  ndeicomisarios,  que  reser- 
vando ó  separando  primero  las  detracciones  legales  y  accidentales  que 
deban  quedar  á  beneficio  de  dichos  herederos,»  es  evidente,  no%sólo 
<IQe  la  falta  de  liquidación  de  los  créditos*^  derechos,  la  cual  se  prac- 
ticó realmente  en  la  escritura  de  27  de  Febrero  de  4852,  butaría  con 
arreglo  á  otras  manifestaciones  de  la  Real  cédula,  para  impedir  que  los 
bienes  pasasen  desde  luego  á  los  recurrentes,  sino  qne  válidamente  sa 
-constituyó  la  hipoteca  por  los  herederos  fidueiaríos  en  garantía  del 
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{préstamo  Aontraido  pira  solveotar  las  obligacioaes  qae  pesaban  sobre 
a  herencia,  como  paede  verificarse  boy  en  virtud  de  lo  qae  dispone  el 
art.  409  de  la  ley  Hipotecaria  vigente  en  toda  España  desde  4*  de  Ene- 
ro de  4863: 

Ck>nsiderando  que  por  existir  observancia  ó  costumbre  especial,  y 
por  regir  el  derecho  romano  en  Catalana  como  legislación  snpletoría 
solamente,  no  son  aplicables  á  este  caso,  y  no  han  podido  infringirse, 
las  leyes  del  Digesto  y  del  Código  invocadas  en  los  motivos  3*.  4^  y  a°i 

Considerando,  en  cuanto  al  séptimo  motivo  que  no  se  ha  demostra 
do  que  la  Sala  sentenciadora  haya  cometido  error  alguno  de  derecho 
4l  consignar  que  según  el  resultado  de  las  pruebu,  la  cantidad  presta- 
da por  D.  Josó  Ponts  se  invirtió  en  cubrir  obligaciones  de  las  que,  por 
«tt  origen,  naturaleza  ú  objeto,  respondían  los  bienes  hereditarios: 

T  considerando  que  no  han  podido  infringirse  las  leyes  citadas  en 
los  motivos  8^  y  9*,  ya  porque,  entre  otras  rasoaes,  este  pleito,  en  el 
enal  fiaran  también  como  demandados  los  herederos  de  D.  Rafael  y 
D.  Jacinto  Yaiadia;  no  ha  sido  promovido  por  Doña  Mercedes  Plá,  sino 
por  los  recurrentes,  ya  porque  Doña  Mercedes  no  ha  ostentado  en  él 
otro  carácter  que  el  de  cesionaría  de  D.  Josó  Ponts; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  los  hermanos  D.  Arturo,  Doña  Anto- 
nia y  D.  Severo  Yaladla,  á  quienes  condenados  en  las  costas;  y  líbrese 
á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  de- 
volución del  apuntamiento  y  documentos  qae  ha  remitido. — (Sentencia 
publicada  el  S3  de  Junio  de  48S4,  é  inserta  en  \ik  Gaceta  á&  S3  de  Se- 
tiembre del  mismo  año.) 
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Reewrao  de  eaMolón  (13  de  Junio  de  4 884). --Sa¿a  primera. — 
DiVBRSA  POR  PosaE.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Vicente  Per- 
nándea  Rnbío  con  Doña  Josefa  Perrer  y  otros  y  el  Ministerio  fiscal  (Au* 
diencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  si  la  Sala  sentenciadora  apreciando  las  pruebas,  en  uto  de  ene 
facultades,  declara  que  el  que  solicita  la  defensa  por  pobre  tiene  medios 
superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  tocalidad,  sin  que  contra 
su  apreciación  se  haya  alegado  error  de  derecho  ó  de  hecho  que  resulte 
de  documento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente 
ietju9gador^  al  denegarle  dicho  beneficio  no  comete  infracción  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Junio  de  4884,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Buenavista  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territo- 
rio por  D:  Vicente  Pernández  Rubio,  Presbítero,  de  esta  vecindad,  re- 
presentado por  el  Procurador'D.  Joaquín  Díaz  Pérez,  bajo  la  dirección 
del  Licenciado  D.  Juan  Antonio  Pando,  con  Doña  Josefa  Perrer  y  Go  i- 
lález,  por  sí  y  como  representante  de  sus  menores  hijos  D.  Prancisco^ 
Doña  Josefa  y  D.  Leonardo  Hernández  Perrer,  D.  Juan  y  D.  Enriqae 
Hernández  Perrer^  D.  José  Carmona,  como  marido  de  Doña  Prancisca. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


808  JURISPRUDIIfCU  CIVIL. 

fleroández  Ferrer,  y  D.  Antonie  Lastra,  esposo  de  Doña  Trinidad  Her- 
nández Ferrer,  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  defensa  por  pobre: 

Resaltando  qne  segaidos  autos  entre  D.  Vicente  Fernández  Rabio^ 
como  albacea  testamentario  de  D.  Joan  Hernández,  con  la  vinda  y  be* 
rederos  de  éste,  sobre  nulidad  de  las  operaciones  de  inventario  Jiqoi- 
dación,  caenta  y  partición  de  bienes  del  Hernández,  en  coyos  astosse 
defendió  en  concepto  de  rico  el  Fernández  Rabio,  por  sentencia  de  I& 
de  Marzo  de  1882  se  le  condenó  á  qae  en  el  térnoinode  4  5  días  rindiera 
cuenta  jastificada  con  pago  de  la  administración  de  los  bienes  del  di- 
funto D.  Joan  Hernández  y  de  los  de  so  mojer  Doña  Josefa  Ferrer, 
que  había  tenido  como  mandatario  de  ambos  y  albacea  del  primero, 
entregando  además  los  efectos,  documentos  y  escritoras  que  obraban 
en  so  poder  correspondientes  á  los  mismos  caudales: 

Resultando  que  en  21  de  Octubre  de  i 882,  D.  Vicente  Fernández 
Rnbio  presentó  demanda  para  que  se  le  defendiera  en  concepto  de  po- 
bre, exponiendo,  entre  otras  consideraciones,  que  no  habla  tenido  car- 
go ni  ocupación  que  le  produjera  renta,  contando  sólo  para  sostenerse 
con  ana  plaza  de  Capellán  en  las  Descalzas  reales,  con  el  sueldo  de 
4.000  rs.;  de  forma  que  so  renta  no  llegaba  á  41  rs.  diarios;  qoe  eom- 
prometido  en  el  deber  de  cumplir  la  última  voluntad  de  D.  Joan  Her- 
nández, que  no  fué  respetada  por  su  Tioda  ó  hijos,  les  demandó  sobre 
nulidad  de  las  particiones  hechas  contra  la  voluntad  de  aquél,  sin  pre- 
tender defensa  por  pobre;  primero  porque  obraba  en  representación 
del  Hernández  y  cumpliendo  su  mandato,  y  porque  la  ley  no  per- 
mite defensa  por  pobre  sino  para  litigar  derechos  propios  en  cuestión 
personal,  y  no  en  representación  de  otro;  que  el  demandante  vino  á 
peor  fortuna  y  pobreza,  pues  en  aqnella  cuestión,  y  con  la  justa  espe- 
ranza de  reintegro,  había  sacrificado  cnanto  tenía,  y  contraído  deudas,. 
y  le  había  sido  embargada  su  pensión  en  41  de  Marzo  de  aquel  año,  no 
teniendo  ya  á  quien  recurrir;  y  después  de  alegar  los  fundamentos 
de  derecho,  pidió  se  admitiese  la  demanda  con  las  citaciones  preve- 
nidas: 

Resultando  que  con  dicha  demanda  acompañó  nna  certificación  ex- 
pedida por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  esta  capital,  de  la  qoe 
aparece  que  D.  Vicente  Fernández  Rnbio  no  se  halla  inscrito  en  las  lis- 
tas electorales,  y  otra  certificación  de  la  Administración  de  Gontribn* 
clones  y  Rentas  de  la  provincia,  de  que  resulta  que  no  pagó  contribu- 
ción por  territorial  ni  industrial: 

Resultando  que  Doña  Josefa  Ferrer  y  sos  hijos  expusieron  qoe  si  el 
demandante  entendía  hacer  algo  con  aparentar  que  se  hallaba  dentro 
del  precepto  del  artículo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  manifestando  hsr^ 
bía  venido  á  peor  estado  de  fortuna  por  consecuencia  del  pleito  prin- 
cipal y  por  haberle  sido  embargada,  en  la  parte  que  permite  la  ley,  la 
pensión  que  disfrutaba  como  Capellán  de  las  Descalzas  Reales,  debía 
recordar  que  con  anterioridad  había  dicho  qoe  dicha  plaza  la  obtovo 
mocho  después  de  empezar  el  pleito,  en  que  se  había  defendido  come 
rico,  y  que  también  había  manifestado  que  no  había  venido  á  pobres» 
con  posterioridad  á  la  incoación  del  pleito  y  que  no  pretendía  ampa- 
rarse del  art.  24  de  la  ley;  por  lo  qoe  esas  mismas  confesiones  debían 
vedar  que  se  admitiese  la  demanda  de  pobreza;  por  lo  qae  pidieron  se 
declarase  no  haber  lugar  á  admitir  la  demanda  de  pobreza,  y  coando  á 
ello  no  hubiese  lugar,  que  se  sustanciase  en  pieza  separada  formolade 
i  sa  costa: 
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Resultando  qoe  despoés  de  oído  el  Promotor  fiscal  se  recibió  el 
pleito  á  prueba,  practicándose  las  propuestas  por  las  partes,  por  medio 
de  documentos,  posiciones  y  testigos,  y  el  Juez  de  primera  instancia, 
por  sentencia  de  SI  de  Diciembre  de  488t,  qoe  fué  confirmada  por  la 
Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  en  %  de  Noviembre  de  4883, 
declaró  no  haber  lugar  á  conceder  la  defensa  por  pobre  solicitada  por 
ü.  Vicente  Fernández  Rubio,  condenándole  en  las  costas  del  incidente 
y  al  reintegro  del  papel  sellado  usado  en  el  mismo  y  en  la  pieza  prin- 
cipal, considerando  al  efecto,  que  de  las  pruebas  practicadas  se  deduce 
^ue  D.  Vicente  Fernández  Rubio  tiene  medios  superiores  al  doble  jor- 
nal de  un  bracero  en  esta  localidad: 

Resaltando  qoe  D.  Vicente  Fernández  Rubio  interpuso  recurso  de 
easaeión,  alegando  como  motivos: 
4**  El  núm.  \^  del  art.  469t  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por- 

5[ue  la  sentencia,  al  considerar  ^ue  el  recurrente  no  se  empezó  á  de- 
ender  como  pobre,  que  lo  solicitó  durante  el  pleito,  que  no  probó  ha- 
ber venido  en  este  tiempo  á  pobreza,  interpreta  con  error  los  hechos, 
los  confunde  y  aplica  indebidamente  el  art.  SI  de  la  ley,  infringiendo 
y  desconociendo  la  fuerza  6  importancia  del  art.  20;  qoe  no  permite 
«mpezar  como  pobre  al  que  obra  en  repre/ientación  de  quien  no  lo  es: 
desconoce  las  épocas  poraue  la  variación  no  se  pide  en  el  pleito  sino 
después  de  concluido  el  pleito  de  nulidad,  no  se  pide  por  el  demandante 
sino  por  el  demandado,  no  se  pide  durante  el  pleito  de  cuentas  sino 
antes  de  empezar: 

V  El  n6m.  2^  del  mismo  artículo  porque  la  sentencia  se  separa  por 
completo  de  los  hechos,  de  las  razones  perfectamente  expuestas  y  pro- 
badas, que  se  obstina  en  aplicar  el  art.  94,  qoe  si  tiene  referencia  á 
las  pruebas,  no  así  al  origen  y  base  de  la  pretensión,  perfectamente 
legal  y  justa,  según  el  art.  tO: 

3®  El  núm.  3®  del  mismo  artículo;  porque  el  demandante  trajo  á  los 
autos  una  certificación  de  fincas  del  padre  del  recurrente,  que  no  es- 
tando á  nombre  de  éste,  no  podían  influir  para  nada  en  la  cuestión: 

4°  La  infracción  de  la  ley  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  según  el 
núm.  V  del  pitado  art.  4692;  que  de  cualquier  manera  que  se  conside- 
re, positivo  y  de  hecho  y  probado,  no  resolta  más  caudal  para  Rubio, 
otra  renta,  ni  más  medio  de  vivir  que  menos  de  \  I  rs.  diarios;  por 
tanto,  al  declarar  que  no  tiene  derecho  á  la  defensa  como  pobre,  se 
infringe  el  art.  15  en  su  núm.  2®  y  en  el  segundo  considerando  de  la 
sentencia,  y  en  su  fallo  consiguiente  se  aprecian  erróneamente  los  he 
ehos  y  se  infringe  el  art.  47;  porque  nada  hay  seguro,  nada  cierto, 
nada  positivo  que  añadir  á  los  dichos  41  rs.: 

5*  Qae  también  se  infringe  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo en  sentencia  de  40  de  Noviembre  de  1879,  de  que  «el  que  litiga 
por  otro  obliga  los  bienes  de  éste  al  pago  de  costas:» 

6^  Las  leyes  3*  y  46,  tít.  22  de  la  Partida  3',  y  la  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  6  de  Diciembre  de  1873,  porque  no  hay  con- 
gruencia entre  la  demanda  y  la  sentencia,  y  se  confunde  lo  dis;)uesto 
en  el  art.  24  con  el  caso  presente  completamente  diverso,  y  desconoce 

3ue  el  demandante  ha  probado  la  peor  fortuna,  la  pobreza  verdadera, 
espoés  que  los  gastos  hechos  á  nombre  de  Hernández  le  produjeron 
un  embargo  de  la  cuarta  parte  de  sueldo  y^na  deuda  de  9.000  rs. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  O.  José  María  Alix  y  Bo- 
nache: 
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Considerando  qoe  la  senteneii  recorridí  no  infringe  lu  leyes  y 
doctrina  que  se  inyoean  en  los  diversos  motivos  del  recorso,  porqno 
apreciando  las  pruebas,  en  oso  de  sns  facultades,  la  Sala  sentenciadora 
ha  declarado  qae  el  recurrente  tiene  medios  superiores  al  doble  jornal 
de  un  bracero  en  la  localidad,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya 
alegado  por  sd  parte  error  de  derecho  ó  de  hecho  que  resulte  de  do 
cumento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente  del 
JQKgador; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Vicente  Fer- 
nández Rubio,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  eaati- 
dad  que  debió  depositar,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  líbrese 
la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  este  territorio,  coa 
devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  23  de  Junio  de 
1884,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Setiembre  del  mismo  afto.) 
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Beearao  de  easaelóii(23  de  Junio  di  1884).— ^a¿a  Urara. — 
Otorgamiento  dr  una  escritura  db  venta.— No  se  admite  el  inter- 
I  nesto  por  D.  Antonio  Ghendini  con  D.  Juan  Sala  (Audiencia  de  Bar- 
celona), y  se  resuelve: 

Que  eegún  el  art.  1 69S  en  tu  núm.  7°,  habrá  Ingar  eA  reenrto  de  ea 
sacian  por  infracción  de  Uf  ó  doctrina  legal  enando  en  la  apreciaeián 
de  lae^pruebae  haya  habido  error  de  derecho,  ó  error  de  hecho  ei  este  úl^ 
timo  resulta  de  documentos  ó  actos  auténticos  que  demueetren  ovidetUe  - 
mente  la  equivocación  delju%gador. 

Resultando  que  en  documento  privado  de  i3  de  Abril  de  1879  reco- 
noció D.  Antonio  Ghendini  que  tenía  concertada  la  venta  de  todos  sns 
bienes,  sitos  en  el  término  municipal  de  Palautordera«  á  favor  de  Doq 
Juan  Sala  en  precio  de  6.000  pesetas  de  las  que  tenía  ya  recibidas  l.30<h 

Resultando  que  D.  Joan  Sala  y  Paytuvi  dedujo  demanda  ea  el  Jua- 
gado de  primera  instancia  de  Arenys  de  Mar  con  el  fin  de  que  se  eou- 
^denase  en  definitiva  á  Ghendini  á  firmar  la  escritura  de  venta  y  á  ha- 
"cerle  entrega  de  las  fincas  vendidas: 

Resultando  que  Ghendini  opuso  á  esta  demanda  que  el  mismo  Don 
Jaan  Sala  le  había  manifestado  en  repetidas  ocasiones  qué  prefería  le 
devolviese  el  dinero  adelantado  á  llevar  adelante  la  venta  concertada; 
en  vifta  de  lo  cual,  y  reunidas  ambas  partes  en  casa  de  D.  Juan  Múra- 
lo, convinieron  en  que  Sala  cobraría  sus  créditos  con  el  dinero  que  fa- 
cilitaría Morató,  lo  cual  constituía  una  novación  del  primitivo  contrato, 
qne  había  qnedado  extinguido: 

Resultando  qne  la  Sala  segonda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar* 
celona  por  sentencia  confirmatoria  de  15  de  Enero  último  condenó  1 
Ghendini  á  otorgar  á  favor  de  Sala  en  el  término  de  10  díaa  escritura 
pública  de  venta  de  las  fincas  con  todos  los  requisitos  necesarios  para 
su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad»  con  otros  pronuncia- 
mientos: 

Resultando  qne  D.  Antonio  Ghendini  interpuso  recurso  de  easacióa» 
fundado  en  los  siguientes  motivos: 
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f^  En  el  error  cometido  en  la  apreciacióa  de  la  prueba  testííicai  al 
tfirmir  la  sentencia  qoe  carecen  de  fnersa  probatoria  las  declaracionea 
de  los  testigos  del  recurrente,  porqoe  el  único  qoe  depone  de  ciencia 
propia  es  tachable,  como  los  demás  qne  lo  hacen  por  referencia,  lo  qo» 
según  las  reglas  de  la  sana  crítica  hace  adquirir  la  evidencia  de  que  la 
novación  no  está  probada,  toda  vez  que  no  habiendo  tenido  la  prueba 
del  demandante  otro  objeto  qoe  demostrar  la  verdad  del  contrato  de 
compraventa,  no  ha  podido  destruir,  sino  antes  bien  corroborar  la  adu- 
cida por  el  recurrente  para  demostrar  la  existencia  de  la  novación;  asf 
como  eñ  la  infracción  de  la  regla  de  sana  critica  que  dice  que  dos  fuer- 
tes iguales  se  destruyen,  con  relación  á  la  apreciación  de  la  prueba  de 
tachas,  puesto  que  el  demandante  intentó  probar  las  tachas  qne  alegó- 
por  medio  de  cuatro  testigos,  y  el  recurrente  contrarrestó  esta  prueba 
eon  otros  cuatro;  infringiéndose  además  con  el  error  alegado  el  artícu- 
lo 359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  ordena  se  hagan  en  las^ 
sentencias  las  declaraciones  que  exijan  las  pretensiones  adacidas  opor- 
tunamente en  el  juicio,  puesto  qoe  la  novación  alegada  por  el  recu- 
rrente exigía  una  declaración  en  su  favor  y  no  contraria;  el  principia 
de  derecho  que  exige  que  sean  las  sentencias  arregladas  al  resultado- 
de  la  prueba,  j  los  artículos  359  al  315  y  550  al  659  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil; 

T  V  En^la  infracción  de  la  ley  15,  tít.  li,  Partida  5^  ó  sea  la  4\  tí- 
tulo S^  libro  i6  del  Dlgesto,  confirmadas  en  Real  cédula  de  23  de  Oc- 
tubre de  I86tt  y  por  la  doctrina  legal  de  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  devolvió  el  recurso  con  la  fór<» 
muía  de  vistos,  establecida  en  el  art.  4723  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ' 
eivll. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eogenio  de  Ángulo: 

Gonsidersndoqne  según  el  art.  469ÍS,  en  su  núm.  V,  habrá  lugar  al 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  legal  cuando  en  I& 
apreciación  de  las  pruebas  haya  habido  error  de  derecho,  ó  error  do 
hecho  si  este  último  resolta  de  documentos  ó  actos  auténticos  que  de- 
muestren evidentemente  la  equivocación  del  juzgador: 

Considerando  que  en  el  presente  recurso  no  se  demuestra  el  error  de 
derecho  que  se  baya  cometido  en  la  apreciación  de  la  prueba,  ni  el  do- 
cumento ó  actos  auténticos  que  demuestren  con  evidencia  la  equivoca-  . 
ción  de  la  Sala,  y  por  el  contrario  resulta  que  ésta,  ateniéndose  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  ^9  de  la  repetida  ley,  ha  estimado  justamente  que 
no  está  probado  el  convenio  de  la  retroventa,  y  por  tanto  no  es  admi- 
sible el  recurso  por  este  motivo  ni  por  el  segundo,  por  carecer  en  ab- 
soluto de  fundamento  por  no  existir  el  hecho  á  que  se  refieren  las  in- 
fracciones ni  estar  autorisado  por  la  ley; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Antonio  Ghendini,  á  quien  se  condena  al  pago 
de  las  costas:  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  corres- 
pondiente, eon  devolución  del  apuntamiento  remitido;  y  publíquese 
este  auto  en  la  Oaeeiajen  la  Ooleeeión  legislativa,  pasándose  al  efecto- 
las  copias  necesarias.— (Sentencia  publicada  el  23  de  Junio  de  1834,  é- 
¿ 0Q  ii^  Gaceta  de  16  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Keearso  de  easaelón  (25  de  Junio  de  1884). — S2la  primera.-^ 
Pago  de  caktidad. — No  ha  logar  al  inlerpneftlo  por  D.  Manuel  Lópet 
Oarai  con  D.  Manuel  Gonzalos  Bueno  (Audiencia  de  MadriJ),  j  se  re 
soelve: 

4®  Que  e$  improeedenie  el  motivo  del  recurso,  que  eobre  no  citarse 
«n  él  ley  ni  verdadera  doctrina  legal  infringida  por  la  sentencia^  en- 
vuelve cí  contrasentido  de  fundarse  en  a/írmadones  diamelrcdmente 
opuestas  á  las  sostenidas  por  el  recurrente  en  la  discusión  del  pUHOp 
sin  las  cuales  no  habría  tenido  éste  razón  de  ser: 

S^  Que  condenado  el  recurrente,  en  concepto  de  heredero  de  su  padre, 
á  cumplir  una  obligación  que  éste  contrajo  en  unión  de  su  consocio  y 
que  transmiliá  á  su  sucesor  hereditario,  evidente  es  que  aceptada  eowto 
io  ha  sido  la  herencia^  es  proporcionalntente  responsable  del  crédita 
como  lo  ordena  la  9entencia:  y  que  ésta  no  infringe  el  art.  352  del  Có  • 
digo  de  Comercio; 

Y  3^  Que  habiéndose  interpuesto  el  recurso  como  comprendido  ex- 
clusivamente en  el  párrafo  primero  del  art.  169Sitf  la  lep  de  Enjui- 
ciamiento civil,  y  no  en  el  séptimo^  que  se  refiere  á  las  pruebas,  no  pue- 
den tomarse  en  cuenta  los  motivos  que  se  dirigen  á  i  opugnar  su  apre- 
ciación, según  se  dispone  en  el  art.  1720. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  25  de  Junio  de  1884,  en  lot  intot 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infraccióii 
de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Inclusa  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Ma- 
nuel González  Bueno,  vecino  y  del  comercio  de  BurJeos,  representado 
por  el  Procurador  D.  Manuel  Marino,  bajo  la  dirección  del  Ductor  Doo 
Vicente  de  la  Rúa  con  D.  Manuel  López  Garat,  estudiante,  de  esta  ve- 
cindad, representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Manuel  de  Die- 
fo  y  el  Licenciado  D.  León  Galindo  do  Vera,  habiendo  sido  parte  tam- 
ion  en  primera  instancia  D.  Manuel  López  Qairoga  que  se  conformó 
con  la  sentencia  del  Juez,  sobre  pago  de  cierta  cantidad  procedente  de 
una  liquidación: 

Resuliando  que  pendientes  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
iHistrilo  de  la  Inclusa  de  esta  corte  los  autos  de  testamentaria  de  D.  Ba- 
món  López  Quiroga,  y  el  pleito  sobre  liquidación  de  la  Sociedad  Zdpes 
QuirogaEermanos,  en  42  de  Febrero  de  i 881,  D.  Manuel  González  Bue* 
no  dedujo  demanda  contra  D.  Manuel  López  Qairoga  y  D.  Manuel  Lópea 
Garat,  el  primero  como  socio  y  el  segundo  como  heredero  de  D.  Ba- 
móo  López  Qairoga,  para  que  se  declarase  qae  venían  obligados  á  sa- 
tisfacer y  pagar  en  el  término  de  tercero  día  al  demandante  la  canti- 
dad de  32.772  rs.  S  mrs.  en  el  término  prefijado  y  á  liquidar  y  pagar  la 
que  resultase  deHnitivaoQente  con  el  interés  del  6  por  400  anual;  al 
efecto  expuso  que  D.  Manuel  González  Bueno,  por  sus  relaciones  amis^ 
tosas  con  D  llamón  y  D.  Manuel  López  Quiroga  desde  1851,  ingresó 
varias  cantidades  en  poder  de  aquéllos  como  asociados,  sin  interés  da 
ninguna  especie  en  el  primer  año;  pero  convencidos  ya  en  f  852,  se  et* 
típuló  que  los  ingresos  que  hiciera  sucesivamente  en  la  Sociedad  de- 
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"Vengarían  el  6  por  400,  según  aparecía  de  la  nota  final  de  la  Hqoidí* 
-ción  del  precitado  año  de  4  85t;  qae  eontinoando  las  fntimas  relacÍQ- 
nes  del  demandante  con  los  indicados  hermanos  López  Qoíroga,  hubie- 
ran éstos  de  formalizar  una  liquidación  de  los  años  socesivos  desde 
4851  á  2§  de  Agosto  de  1857  ambos  inclusive,  que  dio  por  resultado  ufa 
ei edito  á  favor  de  González  Baeno  y  su  mujer  ascendiente  á  la  cantío 
d;id  de  4t3  839  rs.  6  rors.,  que  declararon  quedaban  en  su  poder  á  fio 
de  obtener  el  premio  del  6  por  100  al  año,  cuya  cantidad  podía  tomar 
-cuando  quisiera  avisando  con  dos  meses  de  anticipación  según  apare- 
cía del  documento  que  presentaba;  que  con  posterioridad  se  practica- 
ron las  liquidaciones  correspondientes  á  los  años  de  1857,  68,  59  y  60 
y  sucesivos  basta  1870  suscritos  por  D.  Ramón,  el  que  en  unión  con 
80  socio  D.  Manuel  practicó  nueva  liquidación  comprensiva  de  los  años 
desde  1870  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1877,  la  cual  arroja  un  saldo 
de  32S.77S  rs.  8  mrs.  á  favor  del  demandante,  quedando  por  consi- 
guiente por  liquidar  el  año  y  meses  transcurridos  basta  el  fallecimien- 
to de  D.  Ramón  López  Qoiroga  ocurrido  en  8  de  Marzo  de  1880:  que 
con  ocasión  de  la  muerte  del  D.  Ramón  se  promovió  el  juicio  univer- 
sal de  testamentaría  con  intervención  del  caudal  hereditario,  en  el  que 
te  hallaba  comprendido  el  perteneciente  á  la  Sociedad;  que  reclamado 
de  D.Manuel  López Quiroga  el  pago  de  U  cantidad  que  resultaba  lí- 
aoida  en  31  de  Diciembre  de  1877  y  del  que  resultase  de  la  liquidación 
definitiva  á  favor  del  demandante,  no  había  podido  conseguir  ni  lo  uno 
ni  lo  otro  por  cansa  de  Iss  diferencias  suscitadas  entre  el  socio  sobre- 
viviente, el  heredero  y  la*  viuda  del  difunto  D.  Ramón  López  Quiroga; 
que  obligado  el  demandante  á  reclamar  su  crédito  había  intentado  por 
cuantos  medios  estaban  al  alcance  conseguirlo  sin  resultado  aun  des- 
pués de  transcurridos  los  dos  meses  que  habían  corrido  después  de  dado 
el  aviso  que  se  esperaba  por  convenio  mutuo  en  la  liquidación  de  1857: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la- demanda  á  D.  Manuel  Ló- 
pez Qairoga,  como  sorío  y  á  D.  Manuel  López  Garat  como  heredero  de 
D.  Ramón  López  Qniroga,  le  evacuó  el  primero  allanándose  á  la  de- 
manda, si  bien  únicamente  hasta  la  suma  de  322.444  rs.  59  cents.,  por 
«aldo  líquido  de  la  cuenttt  del  demandante  con  la  Sociedad,  pidiendo 
que  se  le  absolviese  en  cuanto  á  la  diferencia  entre  esta  cantidad  y  la 
pedida,  si  el  demandante  no  probaba  que  también  le  eradebida;  y  por  vía 
de  reconvención  qne  se  condenase  á  0.  Manuel  González  Bueno  á  que 
pagase  á  López  Qaíro$(a  It.OOO  rs.  que  de  éste  había  recibido,  con  los 
intereses  correspondientes  á  razón  de  6  por  100  desde  la  fecha  de  su 
entrega,  y  para  ello  alegó  las  consideraciones  que  estimó  procedentes: 

Resultando  que  seguido  el  traslado  para  con  el  otro  demandado  Don 
Manuel  López  Garat,  le  evacuó  oponiéndose  á  la  demanda  y  pidiendo 
que  se  le  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  las  costas  al  demandan- 
te, y  alegó  que  negaba  que  haya  existido  nunca  la  razón  Quiroga  Her- 
manos, puesto  que  D.  Ramón  y  D.  Manuel  López  Quiroga  no  estuvie- 
ron constituidos  en  compañía  mercantil,  sin  que  pudieran  por  tanto 
obligarse  en  ese  concepto  y  con  tal  carácter,  ni  obligar  á  sus  herederos; 
que  negaba  igualmente  que  D.  Manuel  López  Quiroga  tenga  derecho 
y  legal  atribución  para  constituirse  en  liquidador  de  la  pretendida  So- 
ciedad, con  retención  de  todos  los  bienes  relictos  por  el  finado,  por  ser 
ilegal  y  nula  la  escritura  de  10  de  Enero  de  1878,  en  que  para  ella 
pretendía  apoyarse;  que  las  negativas  y  nulidad  áque  se  refieren  los 
anteriores  hechos  se  encontraban  sostenidos  por  el  demandado  y  pen- 
TOMO  55  33 
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dientes  del  fallo  judicial  en  joicio  que  ante  el  mismo  Juzgado  seguí» 
sobre  liquidación  de  la  supuesta  Sociedad  mercantil  Lopes  Qairoga 
Hermanos;  que  en  dicho  juicio  era  demandante  D.  Manuel  López  Qui- 
roga,  que  presentó  una  liquidación  en  la  cual  Incluye  como  bsja  del 
haber  el  mismo  crédito  objeto  de  la  demanda  del  D.  Manuel  Goniáler 
Bueno,  y  reclamó  de  los  demandados  que  aceptasen  esta  baja,  ó  sea  que 
abonasen  este  crédito;  que  D.  Manuel  López  Garat,  hijo,  y  único  y 
universal  heredero  de  D.  Ramón  López  Quiroga,  aceptó  la  herencia  i 
beneficio  de  Inventario,  y  en  el  juicio  de  testamentaria  que  con  este  ob-^ 
jeto  y  en  unión  de  su  madre  promovió,  aún  no  se  ha  pasado  de  las  di- 
ligencias preliminares,  aunque  se  haya.terminado  el  inventario  formal 
y  solemne  de  bienes  de  la  testamentaría;  que  á  virtud  de  apelación  que 
suspendieran  la  tramitación  de  ésta,  la  Audiencia  falló  confirmando 
providencia  del  Juzgado,  porcias  que  se  negaba  á  la  viuda  y  heredero 
la  intervención  en  las  operaciones  y  contabilidad  de  la  casa  comercio,, 
que  perteneció  al  difunto  D.  Ranrón  López  Quiroga;  que  en  consecnen- 
cía  de  esto  y  del  carácter  de  liquidador  que  D.  Manuel  López  Quiroga 
venía  sosteniendo,  no  solamente  se  hallaba  éste  en  el  disfrute  y  admi- 
nistración de  la  casa  comercio,  sino  también  de  todos  los  bienes  de  la 
testamentaría,  sin  la  más  leve  intervención  de  la  viuda  ni  del  herede» 
ro,  por  lo  cual  como  éstos  no  tenían  á  f^u  disposición  ninguno  de  los  pa- 
peles y  documentos  de  so  difunto  causante,  ni  los  libros  de  contabilidad 
del  mismo,  no  tenían  otras  noticias  del  crédito  González  Bueno  que 
haberlo  visto  incluido  en  la  liquidación  practicada  por  D.  Manuel  y  los 
documentos  que  aquél  acompañó  á  su  demanda;  razoni'S  por  tas  coales- 
el  López  Garat  no  podía  reconocer  ni  negar  la  exactitud  y  legitimidad 
de  éstos,  ni  dar  por  exactos  los  hechos  de  la  den^anda  en  tanto  que 
cumplidamente  no  se  comprueben;  qbe  D.  Manuel  González  Bueno  no 
había  dado  aviso  alguno  previo  al  demandado  en  el  concepto  en  que  le- 
demandaba,  ni  en  otro  alguno  para  reclamar  su  capital,  según  mani- 
festaba que  era  preciso  y  se  había  estipulado  en  una  de  las  liquidacio- 
nes que  acompañó  en  la  demanda: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  neproda* 
ciendo  sus  respectivas  pretensiones  y  practicadas  las  pruebas  propues- 
tas por  aquéllas,  el  Juez  de  primera  instancia  por  sentencia  de  9S  de 
Enero  de  4883  condenó  á  D.  Manuel  López  Quiroga  y  D.  Manuel  Lóper 
Garat,  el  primero  como  socio  de  la  casa  romercio  establecido  en  la  calle 
de  Ciudad  Rodrigo  de  esta  corte,  y  el  segundo  como  heredero  de  Don 
Ramón  López  Quiroga,  á  que  en  el  término  de  tercero  día  desde  el  en 
que  esta  sentencia  fuese  ejecutoria,  abonase  á  D.  Manuel  González  Bue- 
no la  cantidad  de  329.779  rs.  8  maravedís,  resultante  de  la  liquidación 
practicada  por  el  D.  Manuel  López  Quiroga  y  por  su  hermano  D.  Ramón 
en  31  de  Diciembre  de  1877,  y  la  que  arre  je  la  que  se  practique  al  ve 
rifícar  el  pago,  teniendo  en  cuenta  los  intereses  devengados  é  razón  del 
6  por  100  al  año,  de  cuyas  cantidades  se  deducirá  la  de  19.000  rs.  con 
los  intereses  devengados  corrientes,  que  retendrá  D.  Manuel  López 
Quiroga  para  reintegrarse  de  los  desembolsos  hechos  por  eoenta  parti- 
cular á  favor  de  González  Bueno,  sin  hacer  especial  condenfición  de 
costas: 

Resultando  que  conforme  D.  Manuel  López  Quiroga  con  la  sentencia 
consignó  la  cantidad  de  181.667  rs.  64  cents,  por  su  cuenta  particular 
para  que  se  hiciera  pago  de  su  mitad  al  demandante,  como  se  verificó, 
leoióndoao  á  dicho  D.  Manuel  López  Qaírogí,  previa  aprobacida  de  1» 
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liqsidaeión  presentid»  por  el  mismo,  por  oonforme  con  la  meneionada 
senteoeia,  y  admitida  la  apelación  interpuesta  por  D.  Manuel  López 
Garat,  sostan6iada  ia  alzada,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Auiien- 
eia  del  distrito,  por  sentencia  de  S5  de  Octabre  de  4883,  confirmó  con 
las  costas  á  López  Garat  la  referida  sentencia  apelada: 

Resoltando-qne  por  parte  de  D.  Manoei  López  Garat  se  interposo 
recorso  de  casación,  alegando  como  motivos: 

4*  Qoe  al  condenar  al  recurrente  como  heredero  de  on  socio  de  la 
Compañía  mercantil  López  Quiroga  Hermanos,  estando  la  Sociedad  ea 
liqaidación,  y  existiendo  liquidador  reconocido  judicialmente  con  fa- 
cultades exclosívas  y  con  prohibición  de  intervenir  en  sus  operaciones 
D.  Ifanoel  López  Garat,  se  ha  infringido  directamente  la  doctrina  de 
que  los  liquidadores  representan  á  todos  los  socios  de  la  Compañía  li- 
quidadora, y  son  las  únicas  personas  contra  quienes  han  de  dirigirse  los 
acreedores: 

%^  El  art.  35)  del  Código  de  Comercio,  porque  al  condenar  á  López 
Garat  como  heredero  de  su  padre,  se  sujetan  los  bienes  de  la  herencia 
al  pa^o  de  la  deuda,  desde  el  momento  qoe  canse  ejecutoria  la  senten- 
cia, sin  necesidad  de  hacerse  exención  de  los  bienes  sociales,  ni  resol- 
verse si  los  bienes  particulares  se  hallan  sojetos  á  la  consecuencia  de 
los  contratos  hechos  con  la  Compañía: 

3^  Que  al  condenar  á  López  Garat  en  virtud  de  las  liquidaciones  sa- 
cadas de  los  libros  de  caja,  sin  haberse  compulsado  con  aquéllos  cuan- 
do no  se  habia  prestado  ni  de  dicbo  ni  de  hecho  asentimiento  expreso, 
se  ha  infringido  en  su  espíritu  el  art.  S8 4  do  la  antignaley  de  Enjui- 
ciamiento, puesto  que  sacadas  las  liquidaciones  de  lo  que  consta  en  los 
libros  de  la  Compañía,  se  necesitaba  ante  lodo  hacer  constar  la  confor- 
midad de  la  copia  con  su  original: 

4*  Que  al  condenar  á  López  Garat  en  virtud  de  documentos  priva- 
dos, ni  reconocidos,  ni  cotejados,  se  ha  infringido  la  ley  419,  tít.  48, 
Partida  3*.  que  exige,  para  que  tengan  eficacia,  que  se  reconozcan  por 
el  que  los  escribió  ó  por  testigos  que  lo  viesen  de  escribir,  ó  al  menos 
cotejarlos  con  documentos  indubitados: 

5^  Que  al  dar  eficacia  contra  López  Garat,  al  reconocimiento  de  los 
íoeumentos  y  deuda  hecha  por  el  codemandado  D.  Manuel  López  Qui- 
roga, se  infringe  la  doctrina  de  qne  en  la  confesión  judicial  sólo  per- 
judica al  confesante,  no  á  terceras  personas,  sentada  en  las  sentencias 
de  6  de  Febrero  de  4863  y  7  de  Mayo  de  4865: 

6®  Que  al  estimar  la  demanda  de  D.  Manuel  González  Bueno,  á  pesar 
de  que  no  ha  justificado  legalmente  los  hechos  en  que  la  apoyaba,  se 
ha  infringido  el  axioma  jurídico  aetarenon  probanU  re%9  ett  ahiol- 
Vindus. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 
Considerando  que  es  improcedente  el  primer  motivo  del  recurso, 
porque  sobre  no  citarse  en  él  ley  ni  verdadera  doctrina  legal  infringida 
por  la  sentencia,  envuelve  el  contrasentido  de  fundarse  en  afirmacio- 
nes diametralmen  te  opuestas  á  las  sostenidas  por  el  recurrente  en  la 
disensión  del  pleito,  sin  las  coales  no  habría  tenido  éste  razón  de  ser: 
Considerando  que. tampoco  infringe  la  sentenciad  articulo  de  la  ley 
mercantil  que  se  invoca  en  el  segundo  motivo,  porque  condenando  al 
recurrente,  en  concepto  de  heredero  de  su  padre,  á  cumplir  una  obli* 
gaeión  que  éste  contrajo  en  unión  de  su  consocio  y  que  transmitió  á  su 
•ueesor  de  hereditario,  evidente  es  que  aceptada  como  lo  ha  sido  la  he- 
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rencit,  ^t  proporeíonalmente  responuble  deleródito  como  lo  ordena  la 
seatencia: 

Considerando  qae  los  coatro  motivos  restanUs  se  dirigen  á  ímpng» 
nar  la  apreGÍaeión  de  las  proebae  heehu  por  la  Sala;  pero  babió&dose 
ioterpaesto  el  reeorso  eomo  eom prendido  exclosíTamente  en  el  párrafo 
primero  del  art.  1691  de  la  lev  de  Enjaiciamiento  eivil,  y  no  en  el  sép- 
timo qoe  se  refiere  á  las  proebas,  no  poeden  tomarse  en  coenta  diehof 
eoatro  motivos  según  lo  qae  se  dispone  en  el  art.  1710,  además  de  qoe 
tampoco  se  ajustan  en  el  fondo  á  las  prescripeiones  del  citado  párrafo 
séptimo  del  I69t; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
corso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpoesto  por  D.  Manoel  Ló- 
pex  Garat,  á  qoien  condenamos  en  las  costas  y  al  pa|;o  de  ^a  cantidad 
qoe  debió  depositar,  la  qoe  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  for- 
tuna, se  distribairá  con  arreglo  á  lo  prevenido  por  la  ley;  líbrese  la  co- 
rrespondiente certificación  á  la  Aodiencia  de  este  territorio,  con  devo* 
loción  del  apontamiento.— (Sentencia  pobtieada  elfftdeJoniode  4884, 
ó  inserta  en  la  Oauta  de  t3  de  Setiembre  del  mismo  a&o.) 
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Recnrao  de  easaelón  (tfi  á€  Junio  de  ^SH).'^SMUjtrimer£. — 
RsifDiGióN  DE  CDKNTA8. — No  ba  logar  al  interpoesto  por  D,  Migael  Je- 
rónimo Santana  con  D.  Rafael  Samper  (Aodiencia  de  las  Palmu),  y  en 
resuelve: 

r  Que  iratániose  de  socios,  aldñierminar  la  parte  de  que  eadm 
uno  debe  responder,  es  evidente  que  debe  ser  á  prorrata  de  la  parüeipm- 
den  que  tengan  en  la  Compañía  y  á  tos  pactos  aue  entre  ellos  median^ 
con  arreglo  d  lo  que  disponen  las  leyes  3*.  4*  y  V'  del  tit,  i  O  de  la  Par^ 
tida  5^;  por  lo  que  la  sentencia  que  asi  lo  hace  no  infringe  la  ley  del  com- 
trato;  la  doctrina  jurídica  de  que  aun  cuando  los  socios  responden  de  Ue 
pérdidas  de  la  Sociedad,  no  es  solidarianenie  sino  á  prorrata  á  cada 
uno,  según  su  parte;  y  la  ley  T,  tit.  4^,  libro  10  de  la  novísima  Reco  - 
pilaeidn; 

Y  %^  Que  no  constando  quiénes  son  los  socios  que  tengam  la  repra- 
sentación  legal  respectiva  de  la  Sociedad,  todos  pueden  ejercitar  váli- 
damente las  acciones  que  de  la  Sociedad  nacen. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Junio  de  1884,  en  el  pleito 
pendiente  anle  Nos  en  virtod  de  recurso  de  casación  por  infracción  do 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Las  Palmas  y  en  la 
Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  aquella  ciudad  por  D.  Rafael  Sán- 
chez y  Medina,  Doña  Juana  Henriqoez  y  Alvarado,  y  D.  Domingo,  Don 
Rafael  y  D.  Juan  Romero  Henriques,  vecinos  de  la  misma,  representa- 
dos por  el  Procurador  D.  Antonio  Arana  y  Morayta  y  defendidos  por 
el  Licenciado  D.  Francisco  Agustín  Silvela,  con  D.  José  Hermenegildo 
Burtado  de  Mendoza;  D.  Miguel  Cabrera  y  Barrer^,  por  su  propio  de  • 
recbo  y  en  representación  de  sos  menores  hijos  D.  José,  D.  Juan  y  Don 
Miguel  Cabrera;  D.  Gregorio  del  Sacramento  Pórez,  D.  Gregorio  Qoe* 
vedo  y  Barrera  y  D.  Leandro  Merino,  qoe  no  han  comparecido  en  este 
Supremo  Tribunal,  y  D.  Miguel  Peromino  de  Santana  y  Campos,  Don 
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Jntn  Robaina  y  Báei,  D.  Rafael  Alonso  j  Acosta,  D.  Juan  Robaina  y 
Parías,  D.  Gabino  Brito  y  Pórex,  por  sí  y  en  representaeión  de  sus  bi- 

Í 'os  menores  D.  Manoel,  D.  Antonio  y  D.  Gabino  Brito  y  León;  D.  Jaan 
'elipa  Pórez  por  so  derecho  propio,  y  tanobión  eomo  representante  de 
so  bijo  menor  D.  Joan  Péreí  y  Marrero;  D.  Joan  Francisco  Barrera  y 
Yaiida,  D.  Wenceslao  Soáres  y  Alvares,  D.  José  Días  y  García,  D.  Mi  * 
goel  Díai  y  Sánchez,  D.  Juan  Ramos  y  Cabrera,  D.  Vicente  Quevedo  y 
Rivero,  por  si  y  como  representante  de  so  bijo  D.  Federico  Quevedo  y 
Sánchez;  D.  Domingo  Moreno  y  Sentaos,  D.  Andrés  Gatiórrez  Cabrera 
y  D.  Francisco  San  tana  Qaesada,  par  sq  derecho  propio  y  en  represen- 
tación de  SQs  hijos  menores  D.  Francisco,  D.  José,  D.  Joaquín  y  D.  Mi- 
iruel  Santana  y  Bspino,  y  en  nombre  de  todos  ellos  el  Procurador  Don 
Francisco  Bgea  y  Gómez,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Joan  Al- 
▼armdo,  sobre  rendición  de  coentas: 

Resultando  que  de  los  hechos  consignados  en  la  demanda  origen  de 
eite  pleito  con  D.  Camilo  Hossón,  Capitán  del  boqne  llamado  Raphael^ 
de  pabellón  y  matricula  francesa,  celebró  an  contrato  en  Abril  de  1816 
con  cuatro  boques  de  la  matrícula  de  Las  Palmas  dedicados  á  la  pesca 
en  las  costas  de  África  y  conocidos  con  la  denominación  Je  eotteros^ 
para  qoe  le  surtiesen  de  pescado  en  dicha  costa  para  su  industria,  sien- 
do uno  de  aquéllos  el  pailebot  Dolorei^  de  propiedad  de  José  Herme- 
negildo Hurtado  de  Mendoza,  y  el  otro  el  denominado  San  AgusUn  qoe 
perteneció  á  varios  de  los  demandantes,  siendo  condueño  y  adminis- 
trador de  él  D.  Rafael  Romero  Henríqoez;  que  llevado  á  efecto  este  con- 
trato ron  motivo  de  haber  sufrido  desperfectos  el  aparato  de  congela- 
ción del  vapor,  el  Capitán  D.  Camilo  Hussón  reonió  en  el  mismo  buqne 
á  los  patrones  y  varios  marineros  de  las  cuatro  costas,  para  hacerles 
saber  que  á  consecuencia  de  diho  accidente,  le  era  imposible  recibir 
toda  la  cantidad  de  pescado  recién  cogido  que  en  aquellos  días  le  en- 
tregaban, proponiéndoles  para  que  no  sofriesen  perjuicios  que  se  aso- 
ciasen  de  dos  á  dos,  á  fin  de  que  un  bnqoe  de  cada  Compañía  trajera  á 
las  islas  el  pescado  salpreso  de  los  otros  que  allí  quedaban,  y  éstos  á  su 
vez  continuarían  haciendo  entrega  á  dicho  boque  vapor  del  pescado 
recién  cogido;  proposición  que  aceptaron,  disponiendo  qoe  decidiera 
la  snerte  entre  los  cuatro  boques,  los  qoe  habían  de  formar  compañía, 
ff  soltando  del  sorteo  que  la  formarían  por  una  parte  los  patrones  .y 
tripulantes  de  los  boques  Dolores  y  San  AgusUn,  y  por  la  otra  los 
boques  el  Páfaro  y  la  Elvira;  que  D.  Miguel  Cabrera  y  D.  Rafael  Sán- 
ehes  y  Medina,  patrones  del  pailebot  Dolorjss  y  San  Agustín  eu  unión 
de  so  tripolación  discotieron  el  tiempo  y  doración  de  la  Sociedad  qoe 
acababan  de  formar,  convininndo  en  que  había  de  ser  indispensable 
para  efectoar  dos  viajes  desde  el  sitio  de  la  pesca  á  aqoella  isla  de  Las 
Palmas,  bajo  la  condición  de  qoe  el  primero  de  dichos  boqoes  qoe  ter- 
minara la  pesquería  en  el  segundo  viaje  había  de  esperar  en  la  misma 
costa  de  África  con  el  fin  de  que  prestara  so  cooperación  ayodando  á 
P4:8ear  para  el  otro  boqoe  compañero  hasta  tanto  qoe  éste  estuviera 

avisto  totalmente  de  pescado,  teniendo  qoe  hacer  loego  á  la  vela 
intos  y  en  ona  misma  hora  con  dirección  al  puerto  de  las  Palmas  y  á 
■  qoe  acostombraba  de  Tenerife,  donde  despoós  de  descargar  ambos 

pescado  lo  dejarían  á  la  venta  por  coenta  de  todos  los  interesados, 

stos  aso  vez  qoedarían  en  completa  libertad  para  practicar  susnue- 
operaciones  por  eatar  cumplido  so  compromiso, acordando  también 

í  la  soarte  decidiera  cuál  de  los  dos  boqoes  había  de  salir  piimero, 
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y  resalt&ndo  fayoreeido  el  pailebot  Dolores  después  de  reeogeV  el  pe^» 
cido  salpreso  qae  perteneeia  al  San  Ai^mtin,  se  dio  á  la  vela  para  con- 
dacirlo  al  paerto  de  Las  Palmas  coo  arreglo  al  mencionado  compromi- 
so de  Sociedad;  qae  llegado  qae  fné  á  dicha  bahía  el  pailebot  Dolores^ 
su  patrón  y  tripalantes  posieron  en  conocimiento  del  doefto  del  mtraio 
D.  José  Hartado  de  Hendoza  y  de  los  daeños  del  boqoe  San  Agmtin  el 
contrato  de  Sociedad  celebrado  en  los  términos  indicados,  siendo  apro- 
bado unánimemente  por  los  mismos  daeüos  y  procediendo  i  entregar 
á  los  del  Sais  Agmíin  la  parte  de  pescado  para  el  gasto  de  sn  casa  coma 
oso  y  costambre,  asi  como  también  hicieron  entrega  de  la  mitad  del 
prodacto  del  pescado  vendido,  v  continoando  el  pailebot  San  ApnsUn 
por  espacio  de  16  días  pescando  en  la  costa  de  África  y  dando  por 
caenta  de  ambos  bnqoes  al  de  vapor  todo  el  pescado  qae  eogíao  ea 
condiciones  de  recibo,  qoe  importó  1.041  pesetas  Si  céntimos,  salando 
el  resto  para  traerlo  á  aqaella  isla,  ascendiendo  sa  producto  á  f  .670 
pesetas  66  céntimos,  entregando  á  sa  llegada  á  D.  José  Hartado  de 
Mendoza  la  mitad  de  aquellas  somas,  así  como  la  parte  de  pescado  para 
el  consumo  de  so  casa,  no  habiendo  habido  dificultad  alguna  respecto 
al  primer  viaje  de  ambos  buques,  del  cual  se  hizo  la  oportuna  liquida- 
ción; que  convenidos  los  patrones  y  tripularlos  de  ambos  buques  en 
encontrarse  para  efectuar  el  segando  viaje  en  Us  aguas  de  la  costa  <io 
África  y  sitio  denominado  las  Puntas,  se  reunieron  en  el  denominado 
Morro  de  Ancla,  en  cuyo  ponto  hacía  ya  20  días  que  se  hallaba  pescan- 
do el  Dolores^  y  como  no  ofeciera  bastante  pescado  para  ambos,  convi- 
nieron en  qoe  el  San  Agustín  Be  dirigiera  al  punto  denominado  Las 
Cañadas,  donde  pescó  seis  días,  al  cabo  de  los  que  por  el  estado  del 
mar  fné  á  reunirse  con  el  Dolores^  y  jootos  salieron  para  las  cantoras 
de  la  misma  costa;  pero  el  Dolores^  valiéndose  de  la  oscoridad  de  la 
noche,  marchó  solo  para  las  Cañuelas,  continuando  el  San  Aputin  ha- 
cia el  punto  convenido  de  las  Canteras,  donde  esperó  inútilmente  al 
Dolorsi  por  espacio  de  dos  días,  y  dándose  á  la  vela  lo  encontró  en  el 
sitio  conocido  por  las  Puntas;  y  aconsejando  al  San  Agustín  que  vol  - 
viera  á  las  Canteras  donde  se  reunirían  de  nuevo  y  pescarían  juntos 
hasta  consumir  la  sal;  á  los  tres  días  supo  por  la  tripulación  de  otro 
barco  que  el  Dolares  había  marchado  á  las  Palmas,  lo  cual  fué  causa 
de  que  también  lo  hiciera  el  San  Agustín^  adonde  llegó  dos  días  des  - 
pues;  que  reclamada  por  los  daeños  del  San  Agustín,  á  D.José  Herme- 
negildo Hartado  de  Mendoza,  dueño  del  pailebot  Dolores^  la  mitad  del 
producto  de  aquel  viaje  con  arreglo  á  lo  contratado  se  negó  á  ello,  y 
habiéadoie  hecho  entender  sa  resolución  de  hacer  valer  sus  derechos 
judicialmente,  se  convinieron  en  someter  la  cuestión  á  la  decisión  de 
amigable^  componedores,  proponiendo  por  tales  á  D.  Pedro  Aroceua  y 
D.  Migáel  Sarmiento,  y  como  tercero  para  caso  de  discordia  á  D.  Pedro 
del  Castillo  Werterling,  y  constitnídosen  Tribunal  en  la  Comandancia 
de  Marina  del  puerto,  á  cuyo  acto  concurrieron  Hartado,  so  hijo  y  el 
patrón  y  tres  marineros  del  Dolores,  y  por  parte  del  San  Agustín  Don 
Rafael  Romero  Henríquez,  el  patrón  y  otros  tres  marineros  ,mauife8tan- 
do  todos  que  se  hallaban  autorizados  para  aquel  acto  por  el  resto  de 
las  tripulaciones,  después  de  oir  las  respectivas  alegaciones  decidieron 
dichos  amigables  componedores  que  los  productos  del  pescado  de  los 
dos  primeros  viajes  como  los  del  segando  debían  ser  divididos  por  mi- 
tad, correspondiendo  á  cada  buque  una  de  dichas  mitades: 

Resultando  que  habiéndose  negado  D.  José  Hermenegildo  Hartada 
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j  los  demás  tripoisntes  del  Dolores  á  pesar  por  esta  sentencia,  porque 
Ta  creían  perjudicial  ásns  intereses  y  porque  el  compromiso  arbitral  no 
se  había  ajustado  á  las  prescripciones  legales,  dedujeron  en  12  de  Se- 
tiembre de  4879  la  demanda,  objeio  de  estos  autos,  D.  Rafael  Sánchez 
7  Medina,  Doña  Juana  Uenríquez  Alvar»do  y  D.  Domingo,  D.  Rafael  y 
i).  Juan  Romero  Henriquez,  contra  D.  José  Ifermenegildo  Hurtado  de 
Mendoza,  como  dueño  del  boque  titulado  Doloret,  D.  Miguel  Cabrera, 
como  patrón  del  mismo  buque,  y  los  demás  como  tripularios  vendedo- 
res de  pescado  é  interesados  en  el  mismo,  y  estableciendo  como  hechos 
los  que  quedan  consignados,  pidieron  que  se  condenase  á  los  demanda- 
dos á  rendir  coentas  y  entregar  á  los  demandantes,  dentro  del  término 
de  tercero  dia«  la  mitad  de  los  productos  obtenidos  en  el  segundo  viaje 
del  pailebot  Doloret,  siéndole  de  abono  la  mitad  de  lo  producido  en  el 
segundo  viaje  del  pailebot  San  Agustín  y  que  obraba  en  poder  de  sus 
dueños  en  cumolimiento  del  contrato  de  sociedad  ó  compañía  celebra- 
do en  Abril  de  4&78  entre  dicho  buque  y  el  San  Agustín  á  bordo  del 
vapor  francés  Raphael,  apercibidos  que  de  no  verificarlo  tendrían  que 
estar  y  pasar  por  las  que  sus  clientes  produjeran  en  todo  lo  que  no  se 
probase  ser  inexactas,  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  regu- 
lados con  el  interés  legal  de  6  por  100  correspondiente  á  dicha  mitad  de 
productos  desde  la  fecha  en  que  el  viaje  se  rindió  ó  sus  productos  fac- 
ron  realizados,  y  á  todas  las  costas  del  jaicio: 

Resultando  que  D.  Jjsé  Hermenegildo  Hurtado  de  Mendoza  y  con- 
sortea  impugnaron  la  demanda,  conviniendo  en  que  existió  el  contrato 
de  los  cuatro  barcos  costeros  con  el  Capitán  del  Ra]^hael\>.  Camilo  Hu- 
sson,  y  que  en  su  consecuencia  salieron  todos  para  la  costa  de  África, 
y  punto  en  que  se  había  de  efectuar  la  pesca,  así  como  en  la  constitu- 
ción de  li  Sociedad  entre  el  Dolores  y  el  San  Agustín^  tal,  como  y  para 
el  objeto  expresado  en  ta  demanda,  así  como  en  la  duración  por  dos 
viaje.'i;  pero  que  no  se  trató  que  ninguno  de  los  buques  había  de  espe- 
rar al  otro  en  el  segundo  viaje,  hasta  que  ambos  estuviesen  totalmente 
provistos,  ni  Ríenos  que  hubiesen  de  salir  juntos,  si  bien  el  primero 
que  terminara  su  pesca  había  de  ayudar  al  otro  que  se  retrasara  á  gas- 
tar la  sal;  que  asimismo  convinieron  en  los  hechos  relativos  al  sorteo 
para  decidir  cuál  de  ios  buques  hibía  de  salir  primero,  aprobación  de 
los  interesados  en  ellos  y  liquidación  del  primer  viaje,  añadiendo  que 
no  sólo  tuvo  conocimiento  del  contrato  D.  Hermenegildo,  sino  que 
también  se  le  hizo  saber  él  mismo  á  los  ven<ledores  de  aqualla  ciudad  y 
de  fuera,  pues  como  socios  tenían  que  saberlo  y  dar  su  aprobación, 
hallándosf^  también  conformes  en  qu3  al  salir  el  Dolores  para  la  costa 
de  África  al  segundo  viaje  convino  con  el  San  Agustín  encontrarse  en 
Las  Puntas,  donde  ya  llevaba  aquél,  cuando  éste  se  le  reunió,  más  de 
20  días  de  pesca;  y  como  no  accediera  á  la  proposición  qaa  hizo  el  San 
Agustín  de  que  le  dieran  el  cargamento  para  veniíse  á  Las  Palmas,  de- 
jando él  la  sal  para  hacer  una  tercera  pesquería,  se  alejó  éste,  apare- 
ciendo á  los  pocos  días,  coando  ya  al  Dolores  le  faltaba  poca  sal;  hizo 
rumbo  á  la  Cantera,  encargando  que  á  los  dos  días  fueran  á  rennirsele 
á  dicho  punto,  y  como  por  las  nieblas  no  viera  el  Dolores  las  Canteras, 
hubo  de  fondear  en  las  Cañuelas,  adonde  vieron  llegar  al  San  Agustin 
qoese  mantuvo  por  fuera  á  la  veh;  y  comunicándose  las  lanchas  le  di- 
jo al  San  Agustin  que  ya  tenían  el  Dolores  lleno  de  pescado,  y  que  iban 
é.  salpicarlo,  hallándose  dispuesto  á  ayudarle  á  gasLar  la  sal,  según  habían 
eoovenido;  pero  el  repetido  S^n  Agustin,  á  los  dos  días,  marchó  coa 
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sores  D.  M anae),  D.  Antonio  y  D.  Gabino  Brito  y  León,  D.  Jato  Póreí 
j  Felipe,  por  so  derecho  propio  y  también  como  representante  de  tn 
hijo  menor  D.  Juan  Pérea  y  Marrero,  D.  Joan  Francisco  Barrera  y  Va- 
lida, D.  Wenceslao  Suárez  y  Alvares,  D.  José  Díaz  y  GarcU»  D.  Migael 
Díai  y  Sánchez,  D.  Juan  Ramos  y  Cabrera,  D.  Vicente  Qaevedo  y  Ri- 
bero, por  sí  y  en  representación  de  so  hijo  menor  D.  Federico  Qaevedo 
y  Sánchez,  D.  Domingo  Moreno  y  Santana,  D.  Andrés  Gatiórres  y  Ca- 
brera y  D.  Francisco  Santana  y  Quesada,  por  derecho  propio  y  en  re- 
presentación de  sos  hijfis  menores  D.  Francisco,  D.  José,  D.  Joaquín  y 
D.  Migael  Santana  y  Espino,  interpusieron  recurso  de  casación,  por  ha- 
berse infringido  á  sn  juicio: 

4®  La  ley  del  contrato,  pues  como  se  hacía  constar  ei^Ia  sentencia 
reenrrida,'  la  obligación  fué  contraída  por  la  Sociedad  formada  para  la 
explotación  del  buque  Dolores,  sin  que  los  socios  se  obligaran  solida  • 
riamente,  y  por  tanto  se  entendían  obligados  á  prorrata: 

S®  L^  doctrina  jurídica  de  que  aon  cuando  los  socios  responden  de  las 
pérdidas  de  la  Sociedad,  no  era  solidariamente  sino  á  prorrata  ácada 
uno,  según  so  parte;  pues  la  sent^^ncia  condenaba  á  unos  cuantos  par- 
tícipes en  la  Compañía  del  buque  Dolores  á  pagar  la  totalidad  de  la  deu« 
da  contraída  por  la  Sociedad: 

3*  La  ley  10,  tít.  1®,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  que  esta- 
bleced principio  de  que  no  existe  mancomunidad  solidaria  entre  deo- 
dores, sino  en  virtud  del  pacto  expreso,  y  la  sentencia  recurrida  conde- 
naba á  los  recurrentes,  no  en  parte  proporcional  á  su  representación  en 
la  Sociedad,  tino  en  parte  mayor  en  el  todo  de  la  deuda; 

Y  4®  La  üoctrina  jurídica  de  que  la  acción  prosocio,  ó  sea  la  que  nace 
del  contrato  de  Sociedad,  corre8|>onde  tan  sólo  á  los  que  formando  par- 
te de  ella  reclaman  el  cumplimiento  de  las  oblignciones  que  recíproca- 
mente se  impusieron;  aentencias  de  tk  de  Abril  de  1868  v  i7  de  Octu- 
bre de  4874;  pues  individualmente  ningún  contrato  celebraron  los  re-> 
eurrentes  con  los  demandantes,  habiendo  contratado  en  la  costa  de 
África  la  Compañía  formada  para  la  explotación  del  pailebot  San  ÁgMS^ 
Hn  con  la  Compañía  del  buque  Dolores,  por  consiguiente  la  acción  pro* 
locio  correspondía  en  todo  caso  á  una  Sociedad  contra  la  otra,  y  no  á 
unos  cuantos  miembros  de  una  contra  otros  cuantos  individuos  de  la 
otra,  como  se  había  hecho  en  este  pleito. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández  Cuesta: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  condenar  á  los  deman- 
dados  en  la  forma  que  lo  hace,  no  infringe  la  ley  del  contrato,  ni  la  10^ 
til.  r,  libro  f  O  de  la  Novísima  Recopilación  y  doctrina  jurídica  que  se 
citan  en  los  tres  primeros  motives  del  recurso,  puesto  que  al  no  deter- 
iTiinar  la  parte  de  que  cada  uno  debe  responder,  es  evidente  que  tratán- 
dos**  de  socios,  debe  ser  á  prorrata  de  la  participación  que  tengan  en  la 
Compañía  y  á  los  pactos  que  entre  ellos  median,  según  se  desprende  de 
todo  el  contexto  de  la  sentencia  y  con  arreglo  á  lo  que  disponen  las  le- 
yes 3»,  4*  y  7*  del  tít.  40  de  la  Partida  6»: 

Considerando,  en  cuanto  al  cuarto  motivo  alegado,  que  no  constan- 
do quiénes  son  los  socios  que  tengan  la  representación  legal  respectiva 
de  los  barcos  San  Aff%siin  y  Dolores^  todos  pueden  ejercitar  válidamen- 
te  las  acciones  que  de  la  Sociedad  nacen,  y  por  tanto  la  sentencia  do 
infringe  la  doctrina  legal  que  se  invoca,  relativa  á  la  acción  prosocio; 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
enrso  de  easación  interpuesto  por  D.  Miguel  Jerónimo  de  Santana  y 
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Campos  7  oansortet,  á  quienes  condenamos  por  raado  de  depósito  i  la. 
pérdida  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  qne  pagarán  si  vinieren  á  m4- 
jor  fortona,  dlsiribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley  y  en  las  coa  - 
tas;  y  líbrese  ó  la  Andiencia  de  Las  Palmas  la  certiñcacióo  correspon- 
diente, con  devolución  del  apuntamiento  qne  ha  remitido.— (Sentencia 
publicada  el  26  de  Junio  de  «884,  é  inserta  en  la  GfñceUi  de  24  de  Se- 
tiembre del  mismo  año.) 
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Bc^urso  de  easaetóa  (26  de  Junio  d$  4884).— iS^a¿a  /?rm«rc.— 
Mejor  derecho  á  unos  bienes. — No  ba  logar  al  interpuesto  por  Doa 
Vicente  de  Zafra  v  consurtes  con  Dona  Mercedes  Heredia  y  otros  (Au- 
diencia üe  Granada),  y  se  resuelve: 

4^  Que  á  las  parles  contendientes  en  un  Juicio  no  les  es  permitido  en 
el  grado  de  apelación  alterar  hs  fundamentos  esenciales  de  la  acción 
ó  de  las  excepciones  debatidas  en  la  primera  instancia,  y  desconocer  de 
esta  suerte  la  misión  que  lae  leyes  atribuyen  á  los  Tribunalee  de  aU 
sadaí 

2°  Que  ni  la  ley  HA,  íit,  18,  Partida  3*,  que  ¿eclara  la  fuerza  pro- 
batoria de  los  documentos  públicos^  ni  la  doctrina  establecida  por  el 
Tribunal  Supremo  en  su  consonancia,  ni  las  disposiciones  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  4865,  implican  contradicción  alguna  con  dicho 
principio;  y  que  no  son  aplicables,  ni  por  consiguiente  pueden  decirse 
infringidas,  si  la  Sala  sentenciadora  al  declarar  improbada  la  deman  - 
da,  no  ha  negado  la  fuerta  de  los  documentos  que  U  sirwron  de  apoyo ^ 
eino  que  ha  echado  de  menos  la  presentación  de  otros  neceearios  en  t% 
juicio  para  que  pudiera  prosperar: 

3°  Que  la  indicación  que  pueda  haceree  en  una  partida  matrimonial 
reepecto  á  la  filiación  de  los  contrayentes  no  tiene  en  derecho  eficacia  . 
bastante  para  que  deba  reputarse  como  prueba  cumplida  y  acabada  de 
esa  misma  filiación: 

4^  Que  la  providencia'  consentida  y  ejecutoriada  en  que  se  mandé 
adicionar  ó  rectificar  un  árbol  genealógico,  pendiente  el  pleito  de  reso- 
lución definitiva,  no  es  de  aquellas  resoluciones  que  por  su  propia  indO'- 
le  fijan  en  concepto  de  incontrovertibles  los  hechos  fundamentales  de  loe 
que  ha  de  derivarse  la  declaración  de  derechos  que  eon  objeto  del  juicio: 

5°  Que  si  la  sentencia  no  atribuye  i  uno  el  carácter  de  sucesor  inme- 
diato en  vinculo  alguno,  al  negarle  el  depoeeedor  de  derecho  del  nincu- 
lo  de  que  ee  trata,  no  infringe  el  art.  2®  de  lá  ley  de  II  de  Octubre 
de  i  820  restablecida  en  30  de  Agosto  ií«  1 836,  ni  la  jurisprudencia  acia  - 
ratoria  del  expresado  precepto  Ugal; 

ro""  Que  no  se  da  el  recurso  de  casación  contra  loe  eomiderandoe 
de  la  sentencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Janio  de  4884.  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  do 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salva 
dór  de  Granada  y  en  U  Sala  de  la  Audiencia  de  dicba  ciudad  por  D.  Vi 
eente,  Doña  Asonción,  Doña  Josefa  y  D.  Cayetano  Zafra  y  Megias,  y 
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Iloy  por  falleeimiento  del  ultimo  sn  viuda  Doña  Rosa  Roda  Sánchex,  en 
represenUeión  de  sos  hijos  Doña  Concepción  y  D.  León  de  Zafra  y  Ro 
das,  representados  por  el  Procurador  D.  Daniel  Doxe  y  defendidos  por 
el  Doetor  D.  Eogenio  Montero  Ríos*  con  Doña  Mercedes  y  Doña  Sofía 
fleredia  y  Zafra,  Doña  Marí«  de  la  Coneepción  Carrasco  y  Jiojénes  y 
Doña  Carmen  y  D.  Antonio  Zafra  Vásqaex  y  Carrasco,  y  en  aa  nombre 
el  Procurador  D.  José  María  Agairre,  bajo  la  dirección  en  el  acto  de  U 
vista  del  Licenciado  D.  José  María  Gatiórreí,  sobre  mejor  derecho  á 
unos  bienes: 

Resaltando  qoe  los  Reyes  Católicos  D.  Fernando  V  de  Aragón  y 
Doña  Isabel  I  de  Castilla,  por  privilegio  dado  en  la  ciudad  de  Ecija  á  16 
de  Febrero  de  U90,  hicieron  merced  para,  propia  y  perfecta  y  no  re 
▼ocable,  qoe  era  dicha  entrevivos  á  Hernando  de  Zafra,  sa  Secretario» 
para  él,  sos  herederos  y  sucesores  en  remuneración  de  sas  servicios,  de 
la  fortaleza  de  Castril  con  todos  sos  términos,  dehesas,  prados,  ríos» 
montes,  pesca,  aguas,  distritos  y  territorios  de  todos  ellos,  desde  U 
hoja  del  monte  hasta  la  piedra  del  río,  y  de  todo  lo  á  dicho  Castril 
anejo  y  dependiente,  en  cualquiera  ajanera  ó  por  la  cualquier  razót  ó 
título  que  fuere  ó  ser  pudiera  para  que  todo  ello  fuese  de  Hernando  de 
¿afra  ó  de  sos  herederos  ó  sucesores: 

Resultando  que  en  IS  de  Abril  de  4507  D.  Hernando  de  Zafra  otor- 
gó testamento  cerrado  ante  el  Escribano  de  Castril;  que  ocurrido  el  fa- 
llecimiento  del  testador  fué  abierto  en  S9  de  Mayo  del  mismo  año,  m 
el  que  mandó  establecer  y  dotar  un  monasterio  de  la  casa  de  su  mora- 
da, hizo  varias  mandas  á  sus  parientes  y  entre  ellos  á  su  hermano  Don 
Joan  de  Zafra;  instituyó  heredera  de  todos  sus  bienes  á  su  mujer  Leo 
Dor  de  Torres  por  toda  su  vida,  y  después  de  seis  días  constituyó  por 
su  universal  heredero  á  H^^rnán  Sánchez,  su  hijo,  por  virtud  de  la  iegi- . 
timación  que  Su  Alteza  mandó  dar,  y  que  para  el  caso  de  que  dicha  (*; 
-gitimación  no  fuese  capaz  é  bastante,  y  á  la  Reina  no  pluguiese  dis- 
pensar enteramente  é  suplir  cualquier  defecto,  después  de  los  días  de 
dicha  su  mujer  lo  heredase  todo  su  sobrino  Francisco  de  Z^fra,  y  si 
-éste  hubiese  fallecido,  el  hijo  mayor  de  Juan  de  Zafra,  su  hermano. 
Declaró  que  se  entendiera  que  el  dicho  Hernán  Sánchez  era  hijo  de  He- 
breo Gaciansián  Isarobracacín.  Dejó  el  testador  toda  su  hacienda  por 
vía  de  mayorazgo,  suplicando  á  la  Reina  le  diese  facultad  para  ello,  y 
después  de  los  días  de  la  dicha  su  mujer,  el  hijo  mayor  del  dicho  Her- 
nán Sánchez  su  hijo,  si  no  tuviese  impedimento  para  heredar  la  dicha 
SD  hacienda  se  llamase  como  él,  é  así  de  sucesor  en  sucesor  por  línea 
derecha,  é  si  cualquiera  de  ellos  no  tuviese  hijo  varón,  sifcedería  á  la 
dieha  en  cualquiera  hijo  varón  más  propincuo  pariente  suyo  por  línea 
•derecha  más  cercano  de  su  linage;  y  si  la  Reina  no  le  diere  facultad 
después  de  los  días  de  cualquiera  de  los  antedichos  que  su  hacienda  he- 
redare, quedasen  por  bienes  partibles  de  sus  herederos,  con  tanto  que 
^1  hijo  mayor  qoe  tuviesen  fuera  mejorado  en  el  tercio  y  quinto,  y  para 
mayor  satisfacción  de  su  conciencia  mandó  que  Fernandico  su  nielo, 
hijo  del  dicho  Hernán  Sánchez,  casase  con  Doña  Leonor  su  sobrina: 

Resultando  que  con  fecha  en  Madrid  á  t%  de  Agosto  de  4539  se  ex- 
pidió Real  cédula  dando  licencia  y  facultad  á  Fernando  de  Zafra,  para 
qoe  eon formándose  con  la  voluntad  é  intención  de  Hernando  de  Zafra, 
su  abuelo,  y  de  Leonor  de  Torres,  su  mujer,  pudiera  hacer  ó  hicinra 
mayorazgo  de  la  dicha  villa  de  Castril  y  de  los  otros  bienes  que  bobo 
de)  dicho  Hernando  de  Zafra,  su  abuelo,  y  de  la  dicha  Leonor  de  To- 
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•ebes  de  Zafra,  Francisco  de  los  Cobos,  Alonso  Zeróo,  Cristóbal  de  To- 
rres, Andrés  de  Torres,  Pedro  de  Ayala  y  Antonio  de  Ayala,  sos  hijos  y 
de  so  dicho  marido;  y  en  40  de  Jalio  de  4574  Hernán  Sáncbes  y  Cristo- 
bal  de  Torres  dieron  poder  cumplido  á  sos  hermanos  Francisco  de  los 
•Cobos,  Alonso  Zerón  y  Andrés  de  Torres  para  que  pudieran  coniraderir 
cualquier  posesión  que  so  hermano  D.  Ferrando  de  Zafra  pidiese  de  los 
bienes  de  so  padre  qoe  estaba  en  el  artícolo  de  la  muerte,  diciendo  per- 
tenecerle  al  mayorasgo,  porqoe  mochos  bienes  no  eran  de  él,  sohre  lo 
coal  todas  las  referidas  hermanas  otorgaron  escritora  de  convenio  y 
transacción  en  9  de  Diciembre  de  dicho  año,  conviniendo  D.  Hernando 
-de  Zafra  pagarles  á  sos  hermanos  5.000  docados  en  la  forma  qoe  ex« 
presó: 

Resoltando  qoe  D.  Hernando  de  Zafra  otorgó  testamento  en  8  de 
Agosto  de  1579  disponiendo  se  le  enterrase  en  el  Monasterio  qne  fundó 
so  visaboelo  Hernando  de  Zafra,  qoe  si  so  mojer  Doña  Urania  Gozmán, 
<¡ü%  estaba  en  días  de  parir  pariese  varón  fnera  so  totora  y  curadora,  y 
si  00  pariese  hijo,  encargaba  á  so  hermano  y  socesor  en  so  mayorasgo 
compliera  so  testamento,  que  por  coanto  el  mayorazgo  de  so  casa  ten» 
cláosola  de  qoe  no  teniendo  hijo  varón  y  teniendo  hija,  la  tal  hija  he 
redase  la  mitad  de  los  bienes  qoe  f nerón  de  Leonor  de  Torres,  mandó 
qoe  aqoélla  se  compliera;  y  habiendo  dado  á  los  Doña  Ursola  Gosmán 
00  niño  en  la  noche  del  S5  de  dicho  mes  de  Agosto,  qoe  io  foé  Feman- 
do Lois  de  Zafra,  se  la  discernió  el  cargo  de  tu  tora  y  coradora  del 
mismo: 

Resoltando  qoe  Doña  Úrsula  Megías  de  Goimán  se  negó  á  complir 
algunas  de  las  condiciones  de  la  escritora  de  transacción  de  9  de  Di- 
ciembre de  4574,  lo  coal  dio  logar  á  qoe  se  reprodojeran  las  coestiones 
anteriores,  qoe  terminaron  por  noeva  escritora  de  transacción  en  S5  de  . 
Mayo  de  1580,  en  la  qoe  intervinieron  Doña  Mariana  Ponce  de  León 
como  apoderada  de  su  hija  Doña  Úrsula  Megías  de  Gozmán,  totora  y 
caradora  de  so  hijo  D.  Fernando  Lois  de  Zafra,  Francisco  de  los  Cobos, 
Alonso  Zerón  y  Andrés  de  Torres,  hijos  de  Hernando  de  Zafra  y  da 
Doña  Catalina  de  los  Cobos,  difontos,  por  sí  y  en  nombre  de  Cristóbal 
de  Torres,  so  hermano,  y  de  Lois  de  Ayala,  so  sobrino,  hijo  de  Hernán 
Sánchez,  escritora  qoe  aprobó  Cristóbal  de  Torres  en  6  de  Setiembre 
de  4580  y  para  cuyo  otorgamiento  obtovo  Doña  Ursola  Megías,  previa 
información  de  otilidad  y  necesidad,  licencia  jodiciai  por  aoto  de  83  de 
Febrero  de  4584,  en  cuyo  día  otorgó  la  oporiona  escritora  de  aproba- 
ción, habiéndose  expedido  Real  cédola  en  San  Lorenzo  á  4^  de  Abril  de 
4589  de  confirmación  y  aprobaci<)n  en  todo  y  por  todo  de  las  menciona- 
4as  escritoras,  sin  perjuicio  de  tercero: 

Resoltando  que  D.  Fernando  Lois  de  Zafra  obtuvo  en  22  de  Diciem- 
bre de  1608  Real  cédula  para  vender  el  cortijo  de  Cortés,  dotación  del 
mayorazgo  qoe  fundó  Hernando  de  Zafra,  inviniéndose  su  valor  en 
otros  bienes  para  el  mismo  mayorazgo,  y  en  efecto,  lo  vendió  por  f  s 
critora  de  6  de  Junio  de  1609  y  compró  80  marjales  de  tierra  que  in- 
corporó al  mayorazgo: 

Resultando  queD.  Mariano  Ortiz  de  Ginc^a  y  Tercón,  señor  de  Cas* 
tril,  como  marido  de  Doña  María  Teresa  de  Z^fra  y  Garma,  reconoció 
en  escritura  de  i5  de  Febrero  de  4802  á  D.  Eugenio  Vázquez  y  de  ia 
Plaza,  hijo  legítimo  y  primogénito  de  D.  Jerónimo  Vázquez  de  los  Ríos 
por  inmediato  sucesor  al  mayorazgo  de  Castril  qoA  poseía  Doña  Mana 
Teresa  como  pariente  del  fundador  Hernando  de  Ztfra,  concediéndoie 
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tales  de  D.  Locas  y  U  otra  pira  la  Doña  Mercedes  romo  reser?aGióii,  y 
que  ia  olra  mitad  de  dicho  eoerpo  general  de  mayorazgo,  respectiva 
á  D.  Hernando  de  Zafra,  se  sobdividiría  en  otras  dos  mitaíes  igaales, 
una  de  las  coale's,  como  libre  en  el  ultimo  poseedor  D.  Lacas  Vásqoes^ 
pertenecería  en  el  concepto  de  heredera  á  sos  nietas  Doña  Mercedes  y 
Doña  Sofía,  y  la  otra  mitad  se  apliearfa  á  D.  Lois  Vázquez  como  reser- 
vable  por  la  consideración  de  socesión  irregoiar  6  de  masculiriidad: 

Resaltando  qoe  con  arreglo  á  esta  transacción  se  practicó  en  el  mis- 
mo año  1845  ei  inventario,  coenta  y  división  de  los  bienes  correspon- 
dientes al  señorío  de  Gastrii,  vincalaciones  fondadas  por  Hernando  da 
Zafra  y  Doña  Leonor  de  Torres,  so  mojer,  y  so  nieto  D.  Fernando  de 
Zafra,  de  las  qoe  foé  último  poseedor  D.  Locas  Vázquez,  ejecotado 
convencionalmente  por  D.  Antonio  Heredia  en  representación  de  sus 
dos  hijas  meoores  Doña  Mercedes  y  Doña  Sofía  y  por  D.  Lois  Vázqoez, 
habiéndose  verificado  en  el  año  1851  la  división  de  los  cándales  de 
Ecija  y  Castril,  y  enajenado  Doña  Mercedes  y  Doña  Sufía  diferentes  fin- 
cas de  las  adjudicadas: 

Resaltando  qoe  Doña  Dolores  Yázqoez  y  Boendía,  hija  de  D.  Luis 
Vázqoez^  otorgó  testamento  en  6  de  Octobre  de  1862,*  instituyendo  he- 
rederos á  sos  sobrinos  D.  Antonio  y  Doña  Carmen  Yázqoez,  hijos  de  sa 
difonto  hermano  D.  José  María  Vázquez  y  de  Doña  María  Carrasco,  y 
para  el  caso  de  que  sos  sobrinos  fallecieran  sin  socesión  fué  so  volun- 
tad qoe  dicha  so  hermana  política  Doña  María  Carrasco  disfrutara 
desde  entonces  en  usufructo  el  cortijo  y  labor  llamado  de  Casis  que  po- 
seía en  término  de  Alvorote,  finca  perteneciente  a  la  antigoa  dotación 
del  mayorazgo: 

Resultando  qoe  D.  León  Zafra  Qointana  falleció  en  Granada  el 
día  28  de  Diciembre  de  1846,  con  testamento  otorgado  en  t®  de  dieho 
mes.  en  el  que  declaró  haber  estado  casado  con  Doña  Trinidad  Megías, 
y  qoe  de  tos  hijos  procreados  durante  él  existían  Doña  Asunción,  Don 
León  de  19  años.  Doña  Josefa  de  18,  D.  Cayetano  de  ocho  y  D.  Vicente 
de  tres: 

Resultando  qoe  de  ellos  D.  Cayetano,  D.  Vicente,  Doña  Asunción  y 
Doña  Josefa  dedujeron  en  7  de  Jonlo  de  1875  la  demanda  objeto  de  es- 
tos sotos,  que  dirigieron  contra  Doña  Mercedes  y  Doña  Sofía  Heredia 
Vázquez  y  D.  Antonio  y  Doña  Carmen  Vázqoez  Carrasco,  éstos  por  si 
y  como  herederos  de  Doña  Dolores  Vázquez,  ejercitando  la  acción  mixta 
de  real  y  personal  y  alegando  qoe  eran  parientes  de  D.  Hernando  de 
Zafra,  Secretario  que  foé  de  los  Reyes  Católicos,  y  llamados  á  suceder 
en  el  señorío  y  mayorazgo  de  Castril.y  sos  agregaciones,  con  arreglo 
al  testamento  de  aquél  y  escritora  de  fundación  qoe  D.  Lucas  Vázqoes 
Tallada  que  obtuvo  la  socesión  en  dichos  bienes  vincoiados,  y  de  qoien 
procedían  y  traían  causa  los  demandados,  no  tenía  parentesco  con  e( 
fundador  del  mayorazgo  ni  derecho,  por  consigoiente,  al  oso  del  ape- 
llido Zafra;  no  era  más  que  un  usurpador  de  bienes  cu  va  posesión  co-^ 
rrespondía  por  ministerio  de  la  ley  á  D.  Sebastián  de  Zafra,  abuelo  de 
los  demandantes,  y  por  so  muerte  á  D.  León  de  Zafra  y  Quintana,  pa- 
dre de  los  mismos,  y  alegando  minuciosamente  otros  hechos  en  confir- 
mación de  los  referidos,  dedojeron  de  ellos  como  fundamentos  legaleS' 
que  D.  Hernando  de  Zafra  y  su  nieto  en  el  mayorazgo  qoe  fundaron 
establecieron  primero,  la  agnación  rigorosa  para  todos  los  bienes,  ex- 
cepto la  mitad  de  los  de  Granada  que  procedían  de  Doña  Leonor 
Torres,  para  los  cuales  ordenaron  la  rescisión  regular  y  después,  y  ea 
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deÍMto  de  descendiente  varón,  hijo  de  varón,  para  pariente  varón, 
aanqoe  faese  hijo  de  hembra  ó  fuera  agnación  fingida;  que  eeu  l^y  ae 
eneoniraba  infringida,  porqne  los  bienes,  título  aeftorial  y  apellido,  lo 
estaban  poseyendo  personas  extraikas  completamente  á  ta  femilia,  Ter* 
daderos  tentadores  de  estos  bienes,  caosahabientes  de  D.  Lúeas  ¥ás- 

3iifZ  primero  que  realizó  personalmente  la  nsarpieión;  que  era  ittd«« 
able  que  al  fallecimiento  en  1814  de  la  última  poseedora  legítima  Do- 
ña María  Teresa  de  Zafra,  se  transfirió  por  ministerio  de  la  ley  la  pose- 
sión civil  y  natural  del  sei^orío  de  bienes  y  títulos  á  D«  Sebastián  de 
Zafra,  y  por  mnerte  de  éste  á  su  hijo  D.  León,  padre  de  los  demanden* 
tes;  que  al  declararse  libre  en  1836  la  mited  de  los  bienes  vincnUdos, 
adquirieron  este  condición  los  de  que  se  trataba  en  la  persona  de  Doa 
León  Zafra  y  no  en  la  del  usurpador  D.  Lúeas  Visques,  pues  como  ce* 
nía  declarado  este  Supremo  Tribunal  la  mitad  concedida  á  los  sstualat 
poseedores,  era  á  los  de  derecho  y  no  á  los  de  hecho;  que  al  falleci- 
miento de  D.  León  Zafra  el  derecho  é  la  mitad  de  los^  bienes  libres  aa 
transmitió  á  sus  hijos  y  herederos,  que  eran  los  demandantes,  y  la  mi- 
tad reservable  al  primogénito  varón  D.  León  de  Zafra,  habiéndose 
transmitido  su  derecho  por  su  fallecimiento  intestado  á  sns  hermanos, 
A  los  cuales  en  la  doble  representación  que  ostentaban,  les  tocaban  y 
correspondían  los  bienes  como  descendientes  de  Joan  de  Zafra  y  de  Pe- 
dro de  Zafra,  parientes  reconocidos  del  finado;  que  el  que  entraba  ea 
la  mera  tenencia  de  bienes  vinculados  y  título  adscrito  á  ellos  en  con- 
cepto de  pariente  del  fundador,  y  conocidamente  no  lo  era,  cometía 
una  verdadera  usurpación,  y  concurriendo  estas  circunstancias  en  Don 
L-ucas  Vázquez,  ni  antes  ni  despaés  de  la  ley  de  4836  pudo  adquirir  ni 
adquirió  derecho  alguno  á  los  bienes  que  detentaba,  al  título  señorial 
que  había  usurpado  y  al  apellido  que  se  atribuía;  que  si  el  titnio  de 
Marqués  de  Arenales  se  concedió  en  consideración  á  los  servieios  de 
Hernando  de  Zafra,  en  tal  caso  iba  unido  al  del  señorío  de  Gastril  y  A 
sus  vinculaciones,  con  las  cqales  había  de  ser  reivindicado;  que  el  justo 
título  que  faltó  á  D.  Lucas  Vázquez  para  poseer  además  de  su  notoria 
mala  fe,  faltó  también  por  consiguiente  á  los  que  á  su  mnerte  se  apo- 
deraron de  los  bienes,  sin  que  el  tiempo  hubiera  otorgado  tampoco  de- 
recho alguno  á  los  detentadores,  puesto  que  basta  1836  los  bienes  vin- 
culados fueron  imprescriptibles  desde  esta  fecha  hasta  13  de  Junio  de 
tSi5^  en  que  falleció  D.  Lucas  Vázquez,  poseedor  sin  título  y  de  mala 
fe,  éste  no  adquirió  derecho  alguno  por  tiempo,  ni  lo  hubiese  adquirí  - 
do  aunque  hubiera  tenido  título  justo  y  buena  fe;  y  porque  para  ad- 
<]uirir  por  tiempo  los  que  entraran  á  sueederle  en  virtud  de  la  escritu- 
ra de  S6  de  Agosto  de  1845,  necesitaban  el  transcurso  de'30  afios,  que 
no  habían  transcurrido  basta  la  interposición  de  la  demanda;  y  que  loa 
^ntos  producidos  ó  debidos  producir  por  esos  bienes  tocaban  y  corres- 
pondían á  los  demandantes,  según  sentencias  de  este  Supremo  Tribu- 
nal,  terminando  por  todo  ello  con  la  pretensión  deque  se  declarase: 
primero,  que  en  virtud  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  I8t0,  restableci- 
da en  30  de  Agosto  de  1836,  y  la  jurispruencia  establecida  por  este  Tri- 
bunal Supremo,  la  mitad  de  ios  bienes  del  señorío  y  mayorazgo  da 
Gastril  y  sos  agregaciones  se  hizo  libre  por  Ministerio  legal,  no  en  Don 
Lucas  Vázquez,  mero  detentador,  sino  en  D.  León  Zafra  Quintana,  que 
era  el  que  debía  poseer  por  ser  parentesco  virtualmente  re-onocido  con 
el  fundador;  segundo,  que  al  fallecimiento  de  D.  León  do  Z:fra8e 
transmitió  por  ministerio  de  la  ley  el  dominio  de  la  mitad  reservable 
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--en  eoDcepto  de  inmediato  sacesor  á  íq  hijo  mayor  D.  León  de  Ztfra;  y 
que  los  demandantes  ostentaban  hoy  la  doble  representación  de  hijos  y 
herederos  abintestatos  de  D.  León  de  Zafra  Quintana,  y  de  hermanos  y 
herederos  de  D.  L^ón  de  Zafra  y  Messia;  tercero,  qae  D.  Locas  Vázqnei 
Tallada,  que  se  titoiaba  D.  Lucas  de  Zafra  Yázgoex,  no  podo  transmi- 
tir ni  transmitió,  á  sa  fallecimiento  ásos  nietos  Doña  Mercedes  y  Doña 
Sofía  Haredia  Yágnes,  ni  á  sn  hermano  D.  Luis,  derecho  alguno  de  los 
bienes  del  saprimido  mayorazgo  y  agregaciones  de  D.  Hernando  de  Zi- 
fra,  ni  el  apellido  de  éste,  porqne  él  no  lo  tenía,  y  por  lo  tanto,  qne  era 
ñola  de  derecho  la  escritora  de  transacción  y  concordia  qoe  otorgaron 
en  Baza  D.  Antonio  Heredla,  como  padre  y  representante  legal  de  Do- 
fia  Mercedes  y  Doña  Sofía  y  D.  Luis  Vázquez,  y  su  hijo  D.  José'Vázquez 
Baendia,  siendo  asimismo  nula  la  distribución  y  particiones  de  bienes 
practicadas  con  arreglo  á  dicha  escritura;  y  cuarto,  que  en  consecuen  • 
cia  de  tales  declaraciones,  el  título  señorial  de  Castril,  los  bienes  qoe 
constituyeron  la  dotación  del  mayorazgo  y  sus  agregaciones,  fondado 

Sor  D.  Hernando  de  Zifra,  con  sos  frutos  y  rentas  producidos  ó  debí  - 
os  producir,  y  el  apellido  de  Zafra,  tocaban  y  pertenecían  á  D.  Gaye* 
taño,  D.  Vicente,  Doña  Asunción  y  Doña  Josefa  de  Zafra  en  la  doble 
representación  qoe  ostentaban,  condenando  en  su  virtud  á  los  deman- 
dados  á  la  restitución  del  expresado  título  señorial,  bienes  del  mayoraz- 
go y  agregaciones  y  el  del  Marquesado  de  Arenales  si  se  otorgó  en  con- 
sideración á  los  méritos  y  servicios  de  D.  Hernando  de  Zafra,  y  además 
4  que  no  usaran  el  apellido  de  Zafra: 

Resultando  qoe  Doña  María  Carrasco,  en  representación  de  sus  hi- 
jos menores  D.  Antonio  y  Doña  Carmen  Vázquez  Carrasco  y  Doña  Do  • 
lores  Vázquez  Boendía  impugnaron  la  demanda  solicitando  que  se  les 
absolviera  de  cuantos  extremos  comprendía,  sosteniendo  que  no  eran  ni 
sos  descendientes  usurpadores  sino  legítimos  sucesores  d:il  mayorazgo 
de  Castril;.  que  aunque  así  no  fuera,  los  demandantes  carecían  de  dere 
elio  para  reivindicar  tos  bienes  del  mayora^o,  por  no  ser  parientes  del 
fundador;  y  aun  siéndolo,  tampoco  tendrían  derecho  á  demandar  por 
haber  prescrito  la  acción  qoe  entablaban  y  la  cosa  qoe  era  objeto  do 
ella;  qoe  el  mayorazgo  qoe  indicó  D.  Fernando  de  Z^fra  en  so  testa 
mentó,  no  llegó  á  tener  vida  legal,  entre  otras  cansas,  por  no  haber  ob- 
tenido Real  licencia  para  so  fundación;  pero  D.  Fernando  de  Zafra  por 
escritora  de  30  de  Octubre  de  1539  fundó  dicho  mayorazgo  con  los 
bienes  de  so  abuelo  y  los  de  la  mujer  de  éste  Doña  Leonor  de  Torres  con 
las  condiciones  relacionadas,  sucediendo  en  él  su  hijo  primogénito  Don 
i^ernando  de  Zafra,  hasta  que  vino  á  pararen  Doña  María  Teresa  Zafra, 
en  la  coal  se  extingoió  la  línea  del  primogénito;  qne  por  esta  razón  Don 
Eugenio  de  Vázquez,  descendiente  de  Cristóbal  de  Torres,  solicitó  el  re- 
conocimiento  como  inmediato  y  le  fué  otorgado  por  la  escritora  de 
1802  y  1809;  qoe  por  fallecimiento  de  D.  Eogenio,  so  hijo  D.  Locas 
Vázqoez,  obtovo  igual  reconocimiento  por  escritora  de  1812,  y  habien- 
do muerto  Doña  Matía  Teresa  en  Diciembre  de  18U,  entró  aqnél  en 
isesión  de  los  bienes  amayorazgados,  posesión  que  conservó  sin  con- 
adicción  alguna  hasta  13  de  Junio  de  1845  en  que  falleció;  y  debiendo 
rocederse  á  la  división  de  los  bienes  entre  los  herederos  de  D.  Lucas, 
1  inmediatos  sucesores  se  suscitaron  cuestiones  que  fueron  transigí 
s  por  la  escritura  de  26  de  Agosto  de  1^45;  qoe  rechazaban  que  Don 
igenio  Vázqoez  y  so  hijo  D.  Locas  cometieran  osorpación  algona  de! 
ayorazgo,  fingiéndose  sin  serlo  parientes  del  fundador,  poes  qoe  según 
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fl  árbol  y  doeunlentos  qne  acompañaban,  descendían  de  Cristóbal  dd- 
Torrea  y  de  Hernando  de  Zafra,  otorgálite  de  la  escritora  de  30  de  Oe« 
tobre  de  1839  y  verdadero  fundador  del  mayorazgo  de  Castril,  siendo- 
ésta  la  verdadera  genealogía  de  los  demandados  y  no  la  que  figaraban 
losidemandantes,  bajo  el  error  qne  consistía  en  abandonar  la  línea  de 
Doña  Isabel  de  los  Ríos  Chillón  y  tomar  la  de  so  marido  D.  Salvador 
Vázquex  Qoevedo;  qne  los  demandantes  no  eran  parientes  del  fundador 
I).  Fernando  de  Zafra,  como  gratoitamente  suponían,  pues  aunque  el 
árbol  y  documentos  que  presentaban  tuvieran  la  autenticidad  que  le^ 
faltaba,  no  justificaban  tal  parentesco;  que  desde  el  año  1828  conocía 
D.  León  de  Zafra  lo  que  sus  hijos  llamaban  usurpación  del  señorío  da 
Castril,  sin  que  hubiera  practicado  gestión  alguna  en  contra;  que  des- 
de el  30  de  Agosto  de  1836  D.  Lucas  Vázquez  primero  y  después  sa&- 
nietas  por  una  parte,  y  por  otra  D.  Luis  Vázquez,  sus  hijos  y  nietos 
habían  estado  en  posesión  no  interrumpida  de  los  bienes  que  habían 
conservado  y  pertenecieron  al  señorío  y  mayorazgo  de  Castril,  sin  que 
en  el  transcurso  de  los  39  años  que  mediaban  hasta  aquella  fecha  se  hu- 
biera hecho  oposición  por  nadie  á  esta  posesión,  ni  se  hubiera  deduci- 
do reclamación  judicial  ni  extrajudicial  contra  los  poseedores: 

Resultando  que  Doña  Mercedes  y  Doña  Sofía  Heredia  y  Vázquez  im- 
pugnaron también  la  demanda,  aceptando  las  excepciones  alegadas  por 
los  otros  demandados  que  aplicaron  á  dos  particulares,  consistente  el 
primero  en  qne  Doña  Mercedes  y  Doña  Softa  no  eran  poseedoras  de  to— 
dos  los  bienes  pertenecientes  al  extinguido  mayorazgo  de  Castril,  por 
haber  enajenado  la  mayor  parte  de  ellos  á  distintas  personas,  contraías 
coales  únicamente  podía  intentarse  la  acción  reivindieatoria;  y  el  se- 
gundo respectivo  al  Marquesado  de  Arenales,  que  los  actores  pedían 
para  sí  en  una  forma  condicional,  ó  sea  si  se  otorgó  en  consideración  i 
los  mérit<  s  y  servicios  de  Hernando  de  Zafra;  qae  esta  clase  de  títulos 
90  otorgaban  para  el  agraciado,  sus  herederos  y  sucesores,  y  no  pudien» 
do  invocar  esta  cualidad  las  demandantes,  mal  podían  pretender  se  les 
otorgara  el  del  Marquesado  de  Arenales,  que  fué  concedido  á  D.  Lucas 
Vázquez  sin  consideración  á  los  méritos  y  servicios  de  Hernando  de  Za- 
fra, y  sí  en  atención  á  los  suyos  personales: 

Resulttando  que  los  demandantes  al  replicar  presentaron  nuevos  do- 
cumentos, y  entre  ellos  el  testamenta  de  León  de  Zafra,  y  ampliando  su 
filiación,  que  en  la  demanda  sólo  propusieron  hasta  D.  Juan  de  Zafra, 
dijeron  que  éste  fué  hijo  de  Francisco  de  Zafra,  el  cual  lo  fué  de  Ana 
López  y  Cristóbal  Zafra,  y  éste  de  Juana  López  y  Cristóbal  Zafra,  que 
fué  hijo  de  Hernando  de  Zafra  y  de  Catalina  de  los  Cobos: 

Resultando  que  suministradas  por  las  partes  diferentes  pruebas  die- 
fó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  declarando  que  D.  Cayetano 
Z^fra  y  consortes  do  habían  probado  su  acción  v  demanda,  y  sí  lo  ba* 
bíao  hecho  de  sus  excepciones  y  defensas  los  demandados,  á  quienes 
absolvió  de  ella  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  costa  i  los  de- 
mandantes: 

Resultando  que  interpuesto  por  éstos  apelación,  después  de  haberla 
mejorado,  manifestaron  que  habían  adquirido  conocimiento  con  poste* 
rioridad,  y  así  lo  juraron  de  varios  hechos  pretendiendo  el  recibimiento 
'  á  prueba  para  el  cotejo  de  los  documentos  que  acompañaron,  y  practi- 
cadas las  que  propusieron  presentaron  un  árbol  en  el  qne  Joan  de  Za- 
fra, octavo  abuelo  de  los  apelantes,  aparece  como  hermano  de  D.  Her- 
nando de  Zafra,  Secretario  de  los  Reyes  Católicos,  solicitando  qne  a» 
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rectificase  el  árbol  con  arreglo  á  tes  partidas  últimamente  presentadas, 
lo  caal  se  estimó  verificándose  la  modificación: 

Resaltando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  Granada  dictó 
sentencia  en  21  de  Abril  de  1883  por  la  qoe  absolvió  á  Doña  María  de 
las  Mercedes  Heredia  y  Vázquez  de  Zafra,  Marquesa  de  Arenales,  Dofia 
Sofú  Heredia  Vázquez  de  Zafra  y  á  D.  Antonio  y  Doña  María  del  Car- 
men Zafra  y  Vázqaez  Carrasco  de  la  demanda  propuesta  en  7  de  Junio 
de  1875  pidiendo  los  bienes  del  mayorazgo  y  señorío  de  Castril,  funda- 
do por  D.  Hernando  de  Zafra,  Secretario  de  los  Reyes  Católicos,  y  el  uso 
del  apellido  Zafra  y  abstención  de  los  demandados  para  usarlo,  por  los 
demandantes  D.  Vicente,  D.  Cayetano,  Doña  Asunción  y  Doña  liaría  de 
Zafra  y  Messia,  imponiéndoles  perpetuo  silencio  sobre  las  pretensiones 

2ue  abrazaba  la  demanda;  que  se  desglosaran  la  partida  de  bautismo 
e  9  de  Octubre  de  1859  y  so  cotejo  y  se  sacara  testimonio  del  acta  le- 
vantada en  Loja  en  16  de  Noviembre  del  año  anterior,  y  luego  que  fue- 
ra firme  esta  sentencia  se  remitieran  dichos  documentos  al  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Loja  para  que  procediera  á  lo  que  hubiere  lugar: 
Resultando  que  D.  Vicente  de  Zafra  y  Megia  y  consortes  interpu- 
sieron recurso  de  casación,  alegando: 

1^  Que  al  absolver  la  sentencia  á  los  demandados  de  las  declaracio- 
ciones  y  condenaciones  pedidas  en  los  escritos  de  demanda  y  réplica, 
desconociendo  el  vínculo  de  parentesco  con  D.  Hernando  de  Zafra, 
Secretario  de  los  Reyes  Católicos,  ó  suponiendo  quebrantado  dicho 
vínculo,  siendo  así  que  se  hallaba  acreditado  por  documentos  públicos, 
como  lo  eran  las  partidas  sacramentales,  testamento  y  ejecutoria  que 
obraban  en  el  pleito,  había  infringido  la  ley  114,  tít.  18  de  la  Parti- 
da 3%  que  declara  la  fuerza  de  los  documentos  públicos;  la  doctrina  le- 
Ral  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  las  sentencias  de  22  de 
Febrero  de  1860,  10  de  Febrero  de  1864, 19  de  Setiembre  de  1865,  y  en 
otras  declaratorias  de  que  las  partidas  sacramentales  son  documentos 
públicos  y  solemnes,  y  que  debe  por  consiguiente  dárseles  la  fuersa 
probatoria  que  laa  leyes  les  conceden;  el  párrafo  cuarto  del  art.  280  de 
la  ley  anterior  de  Enjuiciamiento  civil,  bajo  cnyo  imperio  se  dictó  el 
fallo  recurrido,  artículo  que  elevó  á  la  categoría  de  docnmentot  públi- 
cos y  solemnes  las  partidas  parroquiales,  concediéndolas  igual  valor 
qué  á  las  demás  cartas  pú,blicas  otor^^adas  ante  Escribano;  y  la  dispo- 
sición contenida  en  el  núm.  5®  del  mismo  art.  280,  que  califica  de  do- 
cumentos públicos  y  solemnes  las  actas  jadiciales  dé  toda  especie,  toda 
ves  qne  los  expresados  docomentos  que  habían  sido  cotejados  con  cita- 
ción contraria  demostraban  de  ana  manera  clara  y  decisiva  la  filiación 
completa  de  los  demandantes,  desde  sus  padres  hasta  sn  octavo  aboelo 
D.  Juan  de  Zafra,  hermano  de  D.  Hernando,  Secretario  de  los  Reyes 
Católicos,  sin  qne  ante  la  afirmación  vaga  y  genérica  que  hacía  la  sen- 
tencia, que  el  parentesco  de  los  concurrentes  aparecía  quebrantado  por 
diferentes  conceptos,  sin  expresar  los  puntos  ó  personas  que  figuraban 
'"^  el  árbol  genealógico  á  que  se  refería  el  quebrantamiento,  y  ios  mo- 
ivos  ó  razones  que  destruyeran  el  valor  y  la  fuerza  probatoria  de  los 
ocumentos  presentados  por  los  recurrentes  para  demostrar  la  filiación, 
era  posible  decidir  cuáles  habían  sido,  y  teniendo  por  ello  que  recu- 
r  á  los  qne  se  deducían  de  la  impugnación  hecha  por  los  demanda- 
s  dorante  el  litigio: 

i^  Suponiendo  la  formóla  genérica  de  absolución  de  la  demanda  qoe 
tenteneia  estimaba  la  procedencia  de  las  excepciones  alegadas  por  los 
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demandados,  entre  laa  cuales  se  contaba  la  de  qoe  los  recorrentesoo 
habían  probado  so  parentesco  con  el  fundador  del  mayorazgo  tal  y  cotoo 
se  hallaba  consignado  en  la  parte  que  se  referia  á  los  demandanUs  y 
estaba  señaUdo  con  tinta  aznl  en  el  árbol  general  del  apnntamienio, 
parte  que  se  mandó  formar  en  virtud  de  providencia  de  la  Sala  en  21 
de  Enero  de  «8Ht  consentida  por  los  demandados;  al  hacer  aquella  d«- 
claracién  había  infringido  la  doctrina  legal  esiabiecida  en  U  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  de  40  de  Abrü  de  4868,  de  que  cuando  una 
providencia  se  notifica  á  las  partes  y  no  piden  reforma  de  ella  ni  ape- 
lan en  tiempo,  queda  consentida  y  ejecutoriada,  consisuendo  el  con- 
cepto de  esta  infracción  en  que  sin  embargo  de  ser  un  hecho  ya  mtu- 
loriado  el  parentesco  de  los  recurrentes  con  D.  Hernando  de  Zafra  en 
It  forma  consignada  en  la  parte  señalada  con  tinta  ainl  en  el  árbol,  por 
haber  consentido  los  demandantes  la  providencia  en  que  tal  adición  so 
mandó  hacer,  la  sentencia  estimaba  la  excepción  de  qoe  el  parentesco 
de  los  recurrentes  con  el  Secretario  de  los  Reyes  Católicos  esUba  que- 
brantado: 

3®  Qne  la  sentencia  había  infringido  la  voluntad  de  D.  Hernando  de 
Z«fra,  ley  suprema  por  que  se  regía  la  sucesión  de  sus  bienes,  consig- 
nada en  el  testamento  de  1507,  puesto  qoe  llamaba  á  la  obtención  del 
mayorazgo  de  masculinidad  qae  fundaba  si  no  lo  pudiera  obtener  Her- 
nán Sánchez,  hijo  del  hebreo  Gaciancián  Izambracaciur.  á  D.  Francisco 
de  Zafra,  ó  en  so  defecto  al  hijo  mayor  de  su  hermano  Juan  de  Zafra, 
y  en  último  término  á  cualquiera  varón  de  su  linaje;  y  como  estaba 
justificado  y  ejecntariado  en  los  autos,  no  sólo  que  D.  Vicente  de  Za- 
fra y  consortes  eran  octavos  nietos  de  Juan  de  Zafra,  hermano  del  fun- 
dador, sino  además  y  prescindiendo  de  esto  que  los  demandantes  eran 
del  linaje  del  Secretario  de  los  Reyes  Católicos,  era  indudable  que  la 
voluntad  del  instituidor  había  quedado  sin  cumplir  con  la  sentencia  re- 
corrida que  además  declaraba  que  tampoco  los  demandados  habían 
justificado  su  parentesco  con  aqoél: 

4^  Qoe  se  había  infringido  asimismo  la  fundación  del  mayorazgo 
hecha  en. 1539  por  Fernando  de  Zafra,  que  se  decía  nieto  del  Secre- 
tario de  los  Reyes  Católicos,  puesto  que  en  ella  mandó  que  á  falla  de 
descendiente  legítimo  suyo  varón  entrasen  á  suceder  en  dicbo  ma- 

Íorazgo  los  llamados  en  el  tesumento  del  Secretario  y  de  su  mujer 
loha  Leonor  de  Torres,  y  como  según  del  árbor  formado  con  el  apun- 
tamiento, la  línea  del  primogénito  de  D.  Fernando  de  Zafra  quedó  ex- 
tingoida  en  D.  Fernando  Pablo  de  Zafra,  puesto  que  entre  sus  descen- 
dientes no  figuraba  ningún  varón,  y  aun  concediendo  que  D.  Cristóbal 
de  Torres,  de  quien  querían  derivar  su  derecho  los  demandados,  fueae 
el  llamado  á  la  sucesión  del  vínculo,  ésta  se  extinguió  en  él  por  no  te- 
ner sino  una  hija  y  ser  el  mayorazgo  fundado  por  D.  Femando,  hijo  de 
Hernán  Sánchez,  de  agnación  rigurosa  para  sos  descendientes,  era  in- 
dudable que  la  línea  llamada  era  la  de  Juan  de  Zafra,  ocUvo  abuelo  de 
los  recurrentes,  y  en  último  término,  cualquier  descendiente  varón  del 
linaje  del  Secretario  D.  Hernán  de  Zafra,  cualidad  que  acreditaban  los 
recurrentes  con  un  documento  público  y  solemne,  cual  era  U  ejecuto- 
ria de  hidalguía  y  nobleza,  sin  qoe  tal  cualidad  se  la  pudieran  disputar 
los  demandados,  toda  vez  que  en  la  sentencia  se  hallaba  ejecutoriado 
para  ellos  que  no  eran  parientes  del  Secretario  de  los  Reyes  Católicos: 
5°  Que  al  atribuir  la  sentencia  el  carácter  de  sucesor  inmediato  en  el 
vínculo  á  D.  León  Zafra  Quintana,  negándole  el  de  poseedor  de  dere- 
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thOy  había  infrÍDgfdo  el  art.  {".de  la  ley  de  H  de  Ocubre  de  1820,  rea- 
tableeida  en  30  de  Agosto  de  1836,  y  la  jorispriideDeia  qae  aclara  el 

5 recepto  eontenido  en  el  mismo  de  qoe  la  mitad  de  los  bienes  cooce- 
ida  6  los  aetoales  poseedores  lo  fué  no  i  los  de  hecho,  sino  á  los  qoe 
debían  poseer  según  la  fundación;  sentencias,  itfitre  otras,  de  44  de  Di- 
ciembre de  4848  y  t3  de  Mayo  de  1855: 

6**  Al  absolver  de  la  demanda  y  estimar  entre  las  excepciones  la 
prescripción,  infringía  la  sentencia  la  doctrina  legal  establecida  por  este 
Tribnnal  Supremo  en  repetidas  sentencias,  y  mis  especialmente  en  las 
de  i 3  de  Janio  de  1863,  U  de  Noviembre  de  1881  y  47  de  Febrero  da 
488%,  de  qoe  el  tiempo  para  la  prescripción  de  las  acciones  no  corre 
hasta  qoe  tiene  expedito  so  derecho  para  ejercitarla  aqoel  á  quien  la 
preseripción  perjudica,  y  la  declarada  en  la.senteucia  de  casación  de  27 
de  Junio  de  4881,  de  que  la  acción  del  inmediato  sucesor  para  recla- 
mar la  mitad  de  los  bienes  vinculados  mandada  reservar  por  la  ley,  no 
empieza  á  correr  hasta  el  fallecimiento  del  poseedor  actual ^  infracción 
qoe  se  había  cometido  al  declarar  que  la  acción  reinvindicatoria  ejerci- 
tada por  los  recurrentes  como  hermanos  de  D.  León  de  Zafra  Messía, 
había  prescrito  siendo  así  que  el  derecho  de  D.  León  de  Zafra  no  nació 
hasta  4846,  época  del  fallecimiento  de  so  padre  qoe  era  el  poseedor  de 
derecho  del  víneolo  de  que  se  trataba  en  la  demanda,  se  presentó  en 
4875,  ó  sea  antes  de  haber  transcorrido  los  30  días  que  las  leyes  exi* 
gían  para  la  prescripcción  de  la  acción  reivindicatoría: 

7^  Que  al  estimar  la  excepción  de  prescripción  de  la  acción  reiviodi- 
catoria  para  reclamar  la  mitad  reservable  del  vinculo  de  Gastril  y  sus 
agregación^  había  infringido  la  sentencia  la  doctrina  legal  consignada 
en  la  referida  decisión  de  este  Tribunal  Supremo  de  27  de  Junio  de 
4884,  según  la  cual,  la  mitad  de  los  bienes  vinculados  reservable  al  in- 
mediato sucesor  conserva  el  carácter  singolar  para  los  efectos  necesa- 
rios hasta  qoe  aqoél  entre  en  posesión  de  ella  al  fallecimiento  del  po- 
seedor de  derecho,  carácter  que  impedía  la  prescripción  del  dominio: 

8*  Siendo  doctrina  legal  y  confusa  qoe  no  poede  considerarse  con 
josto  títolo  para  el  efecto  de  prescripción  el  de  sucesión  ni  el  de  adjo- 
dieación  de  on  vineolo  por  ser  indispensable  oo  título  singular  estando 
demostrada  la  mala  fe  de  D.  Lucas  Vácques,  causante  de  los  demanda- 
dos, pues  según  declaración  para  éstos  ejecutoria  de  la  sentencia,  no 
eran  parientes  del  foñdador,  y  habiéndose  establecido  por  este  Tribu- 
nal Sopremo  la  boena  doctrina  de  qoe  coando  al  antecesor  faltan  insto 
títolo  y  boena  fe  necesita  el  aocesor  30  años  para  la  prescripción  délas 
cosas  qoe  les  transmitieran,  según  las  leyes  48, 49  y  21,  t(t.  29,  Par- 
tida 3%  era  indodable  que  la  sentencia,  al  absolver  de  la  demanda,  y 
por  consiguiente  estimar  que  habían  prescrito  los  bienes  en  la  Mar- 
quesa de  Arenales  y  consortes,  siendo  así  que  desde  que  éstos  entraron 
en  posesión  de  los  mismos  hasta  la  interposición  de  la  demanda  no  ha- 
bían transcorrido  30  afios,  había  infringido  la  expresada  doctrina  legal 
establecida,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  24  de  Jonio  de  4864  y  l4 
de  Setiembre  de  4860; 

Y  9^  Prjiscribiéndose  las  acciones  mixtu  con  arreglo  á  la  lejr  &*  tí- 
tulo 8%  libro  44  Novísima  Recopilación  á  los  30  ahoa,  perteneciendo  i 
esta  clase  la  ejercitada  por  loa  recorrentea,  y  contándose  del  tiempo  de 
la  prescripción  de  acciones,  desde  el  momento  en  qoe  había  nacido  el 
derecho  de  la  persona  qoe  lo  tenía,  qoe  en  el  caso  de  aotos  foé  en 
4846,  poesto  que  hasta  entonces  do  nació  el  derecho  de  D.  León  Zafra 
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Me88ía,  como  sacesor  ¡Dmediato  al  vínealo  de  qae  se  traU,  la  tenten- 
cía  recarrida  había  icfringido  dicha  ley  ti  eooftiderar  preacrita  la  ac- 
ción, caando  aúD  no  habla  transcorrido  el  tiempo  aehalado  por  las 
leyes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñu: 

Considerando  qae,  ann  en  la  hipótesis  inadoDisible  de  qne  i  las  par- 
tes contendientes  en  nn  juicio  les  faese  permitido  en  an  grado  de  ape- 
lación alterar  los  fnndamentos  esenciales  de  la  acción  ó  de  las  excep  - 
eiones  debatidas  en  la  primera  instancia,  y  desconocer  de  esta  saerte 
la  misión  qae  las  leyes  atribayen  á  los  Tribanales  de  aluda,  no  por 
eso  sería  de  estimar  para  la  casación  de  la  sentencia  de  autos  el  primer 
motivo  qae  se  invoca  en  el  recorso,  porque  ni  la  ley  H4,  tít.  18,  Par- 
tida 3*,  que  declara  la  fuerza  probatoria  de  los  documentos  públicos, 
ni  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  las  resolucio- 
nes también  citadas,  ni  las  disposiciones  de  la  ley  de  Eojuiciamiento 
eivil  de  4855  por  la  cual  se  ha  regido  el  fallo,  implican  coa  esto  contra- 
dicción alguna,  toda  ves  que  la  Sala  sentenciadora  al  declarar  impro- 
bada la  demanda,  no  ha  negado  la  faena  de  los  documentos  que  le  sir- 
vieron de  apoyo,  sino  que  ha  echado  de  menos  la  piesentación  de  otros 
necesarios  en  so  juicio  para  que  la  demanda  pudiera  prosperar: 

Considerando  que  la  indicación  que  pueda  hacerse  en  una  partida 
matrimonial  respecto  á  la  filiación  de  los  contrayentes  no  tienen  dere- 
cho eficacia  bastante  para  que  deba  reputarse  como  prueba  cumplida 
Í  acabada  de  esa  misma  filiación,  y  en  tal  concepto  el  entronque  de  Pe- 
ro de  Zafra  con  el  árbol  h%n\  aparece  señalado  con  el  núm.  10  quedó 
sin  justificar  debidamente,  así  como  resulta  de  todo  pnnV>  improbado 
el  parentesco  de  fraternidad  de  Juan  de  Zafra,  núm.  t  del  mismo  ár- 
bol, con  Hernando  de  Zafra,  Secretario  de  los  Reyes  Católicos,  porque 
no  constando  en  autos  los  nombres  de  los  padres  de  éste,  ni  habiéndo- 
se presentado  partida  bautismal  de  aquél,  ni  otro  comprobante  de  sa 
verdadera  filiación,  es  imposible  afirmar  si  el  Juan  de  Zafra,  de  quien 
dicen  descender  los  recurrentes  es  ó  no  el  hermano  de  Hernando,  á 
quien  éste  alude  en  sn  disposición  testamentaria,  sin  que  contra  la 
apreciación  que  de  esta  deficiencia  de  prueba  ha  hecho  la  Sala  senten- 
ciadora se  cite  ley  ni  doctrina  legal  infringida: 

Considerando  que  la  providencia  consentida  ejecutoriada  ed  qae  se 
mandó  adicionar  ó  rectificar  un  árbol  genealógico,  pendiente  el  pleito 
de  resolución  definitiva,  no  tiene  la  trascendencia  que  se  ié  atribuya 
en  el  segando  motivo  invocado  para  la  casación  del  fallo  recurrido, 
puesto  qne  no  es  aquella  resolución  por  su  propia  índole  de  las  que 
fijan  en  concepto  de  incontrovertibles  los  hechos  fundamenUles  de  los 
que  ha  de  derivarse  la  declaración  de  derechos  que  son  objeto  deí 
juicio: 

Considerando  que  para  invocar  con  éxito  como  infringida  la  volun- 
tad de  D.  Hernando  de  Zafra  y  de  su  nieto  D.  Fernando  Sánchez  de  Za- 
fra, consignada  en  sos  respectivos  testamentos  de  4507  y  4537,  motivos 
3^  y  4°  del  recoiso,  era  menester  que  los  recurrentes  hubiesen  probado 
sn  parentesco  coa  aquéllos,  no  habiéndolo  verificado,  según  declaración 
terminante  de  la  Sala  sentenciadora,  es  de  todo  punto  inútil  investí 
gar  si  tales  voluntades  se  cumplen  ó  no,  dado  que  aun  en  el  supuesto 
de  resaltar  infringidas  en  nada  podría  alterarse  en  favor  del  recurrente 
la  parte  dispositiva  y  sustancial  que  la  sentencia  que  es  objeto  del  re- 
curso: 
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Considerando  qoe  la  sehteneia  reearrida  no  atribuye  como  eqaivo- 
cadamente  sd  sapone  en  el  motivo  5®  el  carácter  de  saceaor  inmediato 
en  Tfnealo  algano  de  D.  León  de  Zafra  y  Quintana,  y  por  consiguieu- 
te,  al  negarle  el  de  poseedor  de  derecho  del  yiacalo  de  qae  se  trata  no 
infringe  el  art.  t^  de  la  ley  de  II  de  Octubre  de  1820  restablecida  en 
30  de  Agosto  de  I836«  ni  la  jurisprudencia  aclaratoria  del  expresado 
precepto  legal: 

Considerando  que  aunque  pudiera  controvertirse  la  pureza  de  la 
doctrina  referente  á  la  prescripción  de  las  acciones  sustentadas  por  la 
rSila  sentenciadora  en  los  considerandos  del  fallo  recurrido,  limitándose 
éste  en  su  parte  dispositiva  á  absolver  de  la  demanda  á  las  partes  de- 
mandadas^ y  no  dando  recurso  de  casacióa  contra  los  considerandos  de 
las  sentencias  deben  estimarse  improcedentes  las  citas  de  las  leyes  y 
doctrinas  á  qae  se  contraen  los  cuatro  últimos  motivos  del  recurso; 

Fallamos  que  debamos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Vicente  de  Zafra  y  Magia  y  con- 
sortes, á  quienes  condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  can- 
tidad de  1.000  pesetas  que  satisfarán  si  viniesen  á  mejor  fortuna,  dis 
tribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
granada  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento y  documentos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  S6  de 
Junio  de  18S4,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Setiembre  del  mismo 
aüo.) 
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Reearüo  de  easación  en  asunto  de  Ultramar  (S6  de  Junio 
de  »8í$4).— i^j/a  ^írtmtfra.— Rendición  de  cuentas  — No  ha  lugar  al  in- 
terpuesto por  O.  Juan  José  Díaz  y  Torres  con  D.  Federico  García  Gon- 
zález (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

1^  Que  el  que  administra  una  finca  está  ohligaio  á  dar  cuentas  á  los 
interesados  en  ella  ó  sus  representantes  legítimos: 

2^  Que  tratándose  sólo  de  la  obligación  de  dar  cuentas  de  la  admi 
nistración  de  una  finca ,  es  ajeno  discutir  á  quién  pertenece  el  dominio 
de  la  misma: 

•    3°  Que  casada  una  mujer  no  tiene  más  representante  legitimo  que  $u 
marido,  y  á  éste  deben  rendirse  las  cuentas; 

T  i^  Que  la  sentencia  que  resuelve  lodos  los  puntos  discutidos  no 
infringe  la  ley  16,  til,  22,  Partida  3^,  ni  el  art.  Q\  de  la  antigua  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Junio  de  4834,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzg^ido  de  primera  instancia  del  distrito  Norte  de 
Matanzas  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  Don 
Federico  García  González,  propietario,  vecino  de  esta  ciudad,  como 
marido  de  Daña  Isabel  Pérez  y  Díaz,  representado  por  el  Procarador 
D.  Daniel  Doze,  y  defendido  por  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos, 
con  D.  Juan  José  Díaz  y  Torres,  hacendado,  vecino  de  Matanzas,  y  en 
su  nombre  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana,  dirigido  por  el 
Licenciado  D.  Rafael  María  de  Labra,  sobre  rendicióa  de  cuentas: 
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Dolorf  8  7  D.  Pedro  Ignacio  Peres  y  Días,  2.078  pesos  7  reales  y  eaatro 
y  medio  maravedí»: 

Resaltando  que  el  citado  D.  Emilio  Ambrosio,  hijo  de  D.  Anrelio  da 
la  O  Peres  y  de  Doña  Dolores  Días^  falleció  á  la  edad  de  ocho  años  en 
It  de  Agosto  de  1855,  obrando  también  en  los  autos  la  partida  de  bao- 
tismo  de  Francisco  Gabino,  hijo  de  aquéllos,  nacido  en  49  de  Febrero 
de  4851: 

Resultando  qne  en  24  de  Enero  de  4856,  D.  Desiderio,  D.  José  Locas 
y  D.  Joan  José  Díaz,  D.  José  de  la  Roa,  D.  Nicolás  y  D.  Aurelio  de  la  O 
Peres,  D.  Antonio  Roqoe  y  el  carador  de  los  menores  hijos  de  Doña 
Josefa  Atanasia  de  Torres,  vendieron  á  D.  Manoel  Monfes  el  sitio  de  la 
Chorrera,  y  en  43  de  Mayo  del  mismo  año  los  or.ismos,  á  excepción  del 
eorador,  vendieron  á  D.  Pablo  Alfonso  el  potrero  Falcón,  habiendo 
.  asegurado  en  48  de  Junio  de  4857  á  los  hijos  menores  de  Doña  Josefa 
Atanasia  de  Torres  la  cantidad  de  33.763  pesos  7  rs.,  en  el  ingenio  Ji- 
carila  y  en  nna  casa  y  on  almacén  sitnada  en  Pueblo  Nuevo: 

Resaltando  qne  D.  Desiderio^  D.  José  Lucas  y  D.  Juan  José  Días, 
D.  Antonio  Roqoe,  D.  José  de  la  Roa  y  D.  Nicolás  Pérez,  como  maridos 
respectivamente  de  Doña  Jolia,  Doña  Carmen  y  Doña  Teresa  Días,  y 
D.  AoreliodelaO  Peres,  en  representación  de  sos  hijos  D.  Aurelio, 
D.  Emilio  Ambrosio,  Doña  habely  D.  Pedro  Ignacio,  habidos  en  so  legí- 
timo matrimonio  con  Doña  Dolores  Días  y  Torres,  otorgaron  ona  escri- 
tora  en  10  de  Jonio  de  4857,  por  la  qoe  constitoyeron  Sociedad  en  los 
bienes  qoe  se  adjudicaron  en  los  joicios  de  familia  de  sos  padres  D.  Lo- 
cas Días  y  Doña  Josefa  Atanasia  de  T  rres,  declarando  en  la  cláusula 
I*  coáles  eran  los  bienes;  y  expresando  además  qoe  pertenecían  á  la 
Sociedad  seis  esclavos  qoe  compraron  después  del  fallecimiento  de  Do* 
ña  Josefa  Atanasia,  qoe  el  ingenio  Jicarita  y  las  otras  fincas  les  pertene- 
cían por  partes  igoales,  habiendo  de  llevarse  del  mismo  modo  las  obli- 
gaciones pendientes  con  qoe  pasaron  á  so  poder  por  virtnd  de  las  ad- 
jodicaciones  verificadas  en  los  intestados  de  sos  padres;  qoe  en  la  cUo- 
sola  3^  dijeron  qoe  como  todos  los  consocios  quedaban  dueños  por  par- 
les igoales  en  el  referido  ingenio  y  demás  bienes  habían  satisfecho  al 
contado  D.  Desiderio  8.254  pesos,  D.  José  Lúeas  6.767  pesos,  D.  Joan 
José  4.358  pesos  4  rs.,  D.  José  de  la  Rúa  4.235  pesos  y  6  y  medio  rs.,  y 
D.  Aurelio  de  la  O  Peres  6.994  pesos  para  cubrir  la  diferencia  de  capi- 
tal qoe  resultaba  entre  ellos  y  D.  Antonio  Roque,  quedando  á  deber 
D.  Nicolás  Peres,  por  idéntico  motivo,  8.254  pesos,  y  constitoído  á  sa- 
tisfacerlos á  la  Sociedad  por  terceras  partes;  y  por  cuanto  D.  Aurelio 
de  la  O  Peres  confesaba  haber  recibido  en  calidad  de  préstamo  de  Don 
José  de  la  Rúa  5.200  pesos  para  el  completo  de  la  suma  que  había  teni- 
do qoe  exhibir  para  igualarse  con  los  demás  socios,  se  obligó  á  devol- 
verlos en  los  mismos  plasos  y  términos  y  con  el  mismo  interés  con  qoe 
se  había  comprometido  so  hermano  D.  Nicolás;  qne  en  las  cláosolas  4* 
á  la  7*  convinieron  qoe  la  Sociedad  doraría  noeve  años  á  contar  desde 
I*  de  Enero  de  4856,  sería  regida  y  gobern>ida  por  los  siete  individuos 
qoe  la  constituían,  coya  mayoría  de  votos  formsría  los  acoerdos,  en- 
cargándose de  so  complimiento  D.  José  Locas  y  D.  Joan  José  Dias,  el 
último  de  los  coales  llevaría  los  libros;  en  la  8^  dijeron  qoe  las  cantida- 
des exhibidas  respectivamente  por  los  socios  D.  Desiderio,  D.  José  Lo- 
cas, D.  Joan  José  Días,  D.  José  de  la  Roa  y  D.  Aorelio  de  laO  Peres 
para  igoalarse  con  D.  Antonio  Roqoe,  coyo  haber  total  en  los  bienes 
ascendía  á  49.346  pesos,  se  invertirían  en  el  pago  de  las  deodas  qoe  8& 
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obligaban  á  satisfacer  en  los  menítionados  joieios  de  familia  y  en  lis 
oirás  atenciones  que  se  acordasen;  en  la  16,  que  el  4"  de  Agosto  de  to- 
<io8  los  años  rendirían  D.  José  Lucas  y  D.  Joan  José  Díaz  á  sus  conso 
eios  las  Cuentas  relativas  á  las  cantidades  que  hubieran  entrado  en  so 
poder,  é  inversión  que  se  les  hubiera  dado,  á  fia  de  que  las  examina- 
ran y  aprobaran  ó  tacharan  en  todo  el  citado  mes,  y  en  la  48,  que  con- 
cluido el  plazo  designado  para  la  duración  de  la  Sociedad,  se  procede- 
ría á  disolverla,  valuándose  las  fincas  por  peritos  en  la  forma  qne  esta- 
blecieron: 

Resultando  que  Doña  Bárbara  Días,  con  licencia  de  su  marido  Don 
José  Ignacio  Oliveras,  vendió  por  escritura  de  5  de  Julio  de  4857  á  Don 
Desiderio,  D.  Locas  y  D.  Juan  José  Días,  D.  Antonio  Roque,  D.  José  de 
la  Rúa  y  D.  Nicolás  Peres,  maridos  de  Doña  Julia,  Doña  Carmen  y  Do- 
ña Teresa  Díac  y  D.  Aurelio  Pérea,  en  representación  de  sus  hijos  Don 
£milio  Ambrosio,  Doña  María  Isabel  Dolores  y  D.  Pedro  Ignacio,  U 
parte  que  representaba  en  el  ingenio  Jlcarita,  en  el  cafetal  demolido 
San  José,  y  en  los  potreros  Galeón  y  el  Ciervo,  en  400  caballerías  do 
tierra  del  monte  de  Zapata  y  en  una  casa  y  un  almacén  en  Pueblo  Nue- 
vo, que  se  adjudicaron  en  el  intestado  del  padre  común  D.  Lucas  Díax; 
escritura  qne  aceptaron  D.  José  Lucas  y  D.  Juan  José  Días,  por  sí  ya 
sombre  de  los  demás  compradores,  como  socios  que  eran  en  el  ingenio 
y  demás  bienes  citados: 

Resultando  que  en  8  del  mismo  mes  de  Julio  de  4857,  D.  Aurelio  de 
la  O  Pérez  y  sus  consocios  compraron  á  D.  Antonio  Rodrignez  un  sitio 
compuesto  de  tres  caballerías  y  tres  cuartas  de  tierra  qne  lindaba  con 
el  ingenio  Jicarita: 

Resultando  que  D.  Antonio  Roque,  como  marido  de  Doña  Julia  Díaa» 

Í>romovió  unas  diligencias  para  que  se  le  separase  de  la  Sociedad  que 
levaba  con  los  herederos  D.  Lucas  Díac  y  Doña  Josefa  Atanasia  Torres 
en  los  bienes  adjudicados  por  fallecimiento  de  éstos,  apareciendo  del 
testimonio  que  de  aquéllas  obra  en  el  pleito,  que  á  Doña  Jnlia  Díaz,  por 
su  legítima  paterna  y  materna,  la  correspondieron  45.555  pesos;  que  en 
42  de  Abril  de  4858  se  remató  á  favor  de  D.  José  Lucas  Díaz  y  sus  de- 
más consocios  la  séptima  parte  que  D.  Antonio  Roque  y  su  consorte 
Doña  Julia  Días  representaban  en  la  Sociedad  constituida  el  ingenio  Ji- 
carita y  demás  bienes,  siendo  aprobado  el  remate  en  24  de  dicho  mes; 
que  D.  Desiderio  Díaz,  D.  Nicolás  y  D.  Aurelio  de  la  O  Pérez  y  D.  José 
de  la  Rúa  aprobaron  todas  las  cuentas  llevadas  por  D.  Juan  José  y  Don 
José  Lucas  Díaz  hasta  el  29  de  Juliode  4858,  relativas  á  la  inversión  del 
importe  de  los  azúcares  del  ingenio  Jicarita  y  de  los  demás  frutos  de 
las  otras  fincas  que  se  adjudicaran  y  en  las  cuales  Ihvaban  Sociedad;  y 
que  por  sentencia  dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia  se  declaró 
sin  lugar  la  nulidad  argüida: 

Resultando  que  en  42  de  Febrero  de  1863  se  promovieron  autos  por 
D.  Juan  José,  D.  José  Lucas  y  D.  Desiderio  Díaz,  D.  Aurelio  de  la  O  y 
D.  Nicolás  Pérez,  para  que  se  disolviera  la  Sociedad  que  llevaban  en  el 
ingenio  y  demás  bienes  con  Doña  Carmen  Díaz  de  la  Rúa,  porque  ha> 
hiendo  fallecido,  entrarían  á  representarla  sus  herederos,  con  quienes 
por  ser  menores  no  querían  los  promoventes  continuar  la  expresada 
Sociedad  presentando  con  su  escrito  un  documento  privado  de  8  de 
Setiembre  de  1860,  suscrito  por  todos  los  referidos  y  por  D.  José  de  la 
Rúa,  relativo  al  contrato  de  Sociedad,  en  el  que  se  expresa  qne  la  razón 
social  la  llevaría  D.  José  L.  Díaz,  siendo  aquélla  «/oie  L.  Día»  y  Comptk- 
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ñia;  D.  José  de  la  Roa,  eomo  viado  de  Doña  Carmen  Dlai  7  en  repre  • 
tentación  de  sos  hijos  menores,  manifestó  estar  conforme  con  la  diso 
iación  de  la  Sociedad;  los  socios  D.  Desiderio  y  D.  Joan  José  Díaz,  Don 
José  de  la  Rna  y  D.  Nicolás  y  D.  Aurelio  de  la  O  Peres  manifestaron  en 
escrito  de  40  de  Abril  de  dicho  año,  qne  sin  perjuicio  de  los  intereses 
de  la  sucesión  de  Doña  Carmen  Díaz,  que  se  liquidarían  y  adiudicarian 
en  su  juicio  de  familia,  habían  resuelto  continuar  en  Sociedad  en  loa 
bienes  quedados  al  faiiecimiento  de  D.  Lucas  Díaz  y  Doña  Josefa  Ata- 
nasia  Torres  por  cinco  años,  á  contar  desde  aquella  fecha,  quedando 
separado  D.  José  Lucas,  á  quien  compraban  la  sexta  parte,  que  en  efec- 
to se  la  Tendió  por  escritura  de  23  de  Julio  de  dicho  año  en  85.932 
pcáos: 

Resaltando  que  en  la  testamentaría  de  Doña  Carmen  Díaz  de  la  Rúa, 
el  viudo  D.  José  de  la  Rúa  propuso  en  escrito  de  6  de  Junio  de  1874 
adjudicarse  la  quinta  parte  que  la  sociedad  conyugal  representaba  en  el 
ingenio  Jicarita,  potrero  Zapata  y  el  Ciervo,  así  como  la  casa  almacén 
situada  en  Pueblo  Nuevo,  adjudicación  que  se  aprobó  por  auto  de  SO  de 
Agosto  del  mismo  año,  apareciendo  de  la  partición  y  división  de  los 
bienes  quedados  al  fallecimiento  de  Doña  Carmen,  que  en  la  hijuela  del 
▼indo  se  consignó  pertecener  á  éste  la  sexta  parte  que  compró  después 
del  fallecimiento  de  su  mujer  en  la  Sociedad  del  expresado  ingenio  Ji- 
earíta,  en  comunión  de  cuatro  socios  más  compradores: 

Resultando  que  D.  Juan  José  Díaz  por  sí  y  como  apoderado  de  Don 
José  de  la  Rúa,  y  D.  Nicolás  y  D.  Aurelio  de  la  O  Pérez  otorgó  escritu- 
ra en  4  de  Setiembre  de  1865,  en  la  que  después  de  expresar  que  por 
fallecimiento  de  D.  Desiderio  Díaz  se  habían  formado  autos  de  intestato 
y  aprobado  la  adjudicación  de  bienes,  declaró  haber  recibido  la  suma 
de29.8i6  pesos  líquido  que  había  correspondido  por  herencia  á  los 
ocho  hijos  menores  de  aquél,  suma  de  que  se  confesó  deudor,  hipote- 
cando á  la  seguridad  de  la  obligación  el  ingenio  Jicarita: 

Resultando  que  Doña  Isabel  Pérez  y  Díaz,  hija  de  D.  Aurelio  de 
la  O  Pérez  y  Doña  Dolores  Díaz,  contrajo  matrimonio  sin  velaciones 
en  ti  de  Diciembre  de  4869  con  D.  Federico  García  y  González,  y  en  i 4 
de  Julio  de  1876  otorgó  carta  de  pago  D.  Federico  García  á  favor  de 
8tt  padre  político  D.  Aurelio  Pérez  de  la  cantidad  de  6.000  pesos  en 
oro,  por  intereses  del  capital  do  su  consorte  Doña  Isabel  Pérez,  corres- 
pondientes á  seis  años  que  hacía  contrajo  matrimonio,  y  cuyo  capital 
pertenecía  á  su  citada  mujer  como  herencia  de  su  madre  Doña  Dolores 
Díaz: 

Resultando  que  por  escrituras  de  31  de  Agosto  de  1871, 13  de  No- 
viembre de  4872,  16  de  Setiembre  de  4873,  16  de  Junio  de  4874,  46  de 
Octubre  de  1875,  27  de  Julio  de  4876  y  7  de  Diciembre  de  1878,  Don 
José  de  la  Rúa  y  D.  Nicolás  y  D.  Aurelio  de  la  O  Pérez  practicaron  li- 
quidación de  cuentas  cuntra  su  consocio  D.  Juan  José  Díaz,  relativas  á 
los  azúcares  y  mieles  del  ingenio  Jicarita  en  las  zafras  de  1864  á  1878, 
y  á  las  cantidades  entradas  en  poder  del  mismo  por  razón  de  otros  bie- 
nes que  también  poseían  en  común,  é  inversión  que  les  había  dado  en 
benéfico  de  la  Compañía,  liquidaciones  y  cuentas  que  fueron  aproba- 
das por  los  tres  otors^antes,  manifestando  en  la  última  que  el  balance 
arrojaba  un  saldo  de  4.285  pesos  en  oro  que  dejaban  en  ^oder  del  ge-, 
rente  D.  Juan  José  Díaz,  para  que  con  ellos  diera  principio  á  las  nuevas 
cuentas  de  la  zafra  de  1878  á  1879,  quedando  á  deber  varias  cantidadea 
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constantes  de  pagarés  á  favor  de  varios  individoos,  segAn  la  nómia» 
de  ciéditos  que  habU  presentado: 

Resultando  qae  D.  José  de  la  Roa  falleció  en  45  de  Noviembre  de 
4880,  y  en  la  eláosola  3^  de  su  testamento  declaró  por  sos  bienes  la 
cuarta  parte  de  los  qoe  correspondian  á  la  Sociedad  conocida  por  la  del 
ingenio  Jicarita,  de  qno  formaban  parte  D.  Joan  losé  Días  y  D.  Anre* 
lio  y  D.  Nicolás  Peres: 

Resaltando  qoe  D.  Federico  Garcfa  y  Gonsáles,  como  marido  de 
Doña  Isabel  Peres  y  Díaz,  dedoio  en  t5  de  Enero  de  488t  la  demanda 
origen  de  este  pleito,  y  haciendo  nso  de  la  acción  personal  prosoeio, 

J lidió  se  condenara  á  D.  Joan  José  Días,  como  Gerente  do  la  Sociedad 
nan  José  Díaz  y  Compañía,  á  rendir  dentro  de  tercero  día  precisa  y  mi- 
nuciosa caenta  de  las  cantidades  entradas  en  sn  poder  como  prodocto 
de  los  bienes  sociales,  y  de  las  invertidas  en  los  mismos  dorante  loa 
4S  años  transcurridos  desde  el  día  %t  de  Diciembre  de  4869  en  que  cod> 
trajeron  matrimonio  los  demandados;  y  consignando  como  hechos  loa 
antecedentes  que  se  han  referido,  dedujo  como  fundamentos  legales 
qoe  siendo  incuestionable  la  participación  qne  Doña  Isabel  Peres  tenía 
en  la  Sociedad  denominada  Juan  José  Días  y  Compañía,  podír  y  debía 
su  marido  promover  lo  conducente  á  los  derechos  de  aquélla,  ejerci- 
tando las  acciones  qne  mejor  viere  convenirle;  qne  desde  qne  se  elevó 
á  escritura  pública  el  acuerdo  celebrado  entre  loe  adjadicatarios  de  loa 
bienes  quedados  al  fallecimiento  de  D.  Lucas  Días  y  Doña  Anastasia  de 
Torres  para  formar  con  aquéllos  una  Sociedad,  sus  cláusulss  eonsti- 
taían  la  ley  del  contrato,  fijando  ames  en  ella  los  derechos  y  deberes 
recíprocos  de  los  asociados,  y  debían  cumplirse;  que  la  acción  personal 
prosocio  derivada  del  contrato  de  Sociedad  correspondía  á  los  que  for- 
mando parte  depila  reclaman  el  cumplimiento  de  lo  convenido;  y  qoe 
siendo  un  principio  de  derecho  qne  la  voluntad  de  las  parles  era  la  su- 
prema ley  en  materia  de  contratación,  D.  Juan  José  Días  estaba  obliga- 
do á  rendir  las  cuentas  que  correspondían  en  lo  que  atañía  al  derecha 
de  Doña  Isabel  Pérez  á  los  42  años  transcurridos  desde  que  celebró  sa 
matrimonio  con  D.  Federico  Garda,  cumpliendo  de  esta  suerte  con  lo 
que  estipularon  tos  contrayentes  en  la  cláusula  46  de  la  escritura: 

Resultando  que  D.  Juan  José  Días  y  Torres  ¡impugnó  la  demanda 
oponiendo  las  excepciones  de  falta  de  personalidad  y  de  acción,  y  la  de 
haberse  en  todo  caso  cumplido  la  obligación  que  se  exigía,  alegando  al 
efecto  que  el  matrimonio  no  emancipaba  al  hijo  ó  bija  de  familia,  á  me- 
nos qae  no  se  velasen,  y  como  no  fué  velada  Doña  Dolores  Peres  no  86 
emsncipó,  y  no  tenía  por  tanto  otra  representación  legitima  qne  la  de 
sn  padre,  careciendo  por  ello  su  marido  de  personalidad  para  promover 
el  pleito;  qne  aun  coniiderando  emancipada  á  Doña  Isabel  Peres,  care- 
cía también  de  aquélla  D.  Federico  García,  porque  é  la  mujer  casada 
correspondía  la  administración  de  sus  bienes  parafernales  que  no  había 
entregado  señaladamente  á  su  marido  para  qne  los  administrase,  y  el 
litigio  actual  era  un  acto  de  la  administración  de  dichos  bienes;  qne  no 
poseyendo  tos  hijos  menores  de  D.  Aurelio  más  capital  que  el  que  he- 
redaron de  sos  abuelos  maternos  y  que  fué  liquidado  en  la  testamenta- 
ría de  los  mismos,  era  indudable  que  en  la  adjudicación  realis#da  do 
todos  los  bienes  hereditarios  no  representaron  más  qne  dicho  capital; 

3ne  al  menor  D.  Emilio  Ambrosio,  muerto  en  Agosto  de  4855,  le  here- 
ó  su  padre  D.  Aurelio,  y  no  habiéndose  dicho  en  la  escritura  de  5  de 
Junio  de  4857  qne  D.  Aurelio  comparecía  en  representación  de  sus  hi« 
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jos,  ni  qoe  compraba  para  éstos,  ni  qae  con  dinero  de  los  mismos  pa- 
garía la  parte  que  le  correspondiera  del  precio  estipulado,  era  evidente 
qae  realixó  la  compra  para  si,  máxime  sí  se  atendía  á  qae  pagaba  an 
parte  de  precio  con  productos  de  los  bienes  de  qoe  él  mismo  era  con  - 
dneño,  ya  se  estimase  qne  foé  él  el  adjadieatario  y  no  sas  hijos,  ó  se 
creyera  lo  contrario,  toda  ves  qae  en  este  último  caso  representaría  la 

Sarte  correspondiente  á  D.  Emilio  Ambrosio  Pérez,  á  qaien  babía  here- 
ado,  y  si  foé  él  el  adjudicatario  representaba  entonces  la  octava  par*.e 
de  los  bienes,  y  la  quinta  si  lo  foeron  sus  hijos,  siendo  tanto  en  una 
eomo  en  otro  caso  sayos  los  productos,  porqae  los  bienes  producían 
para  sus  dueños  y  porqae  el  padre  era  el  asufruetuario  del  peculio  ad- 
venticio del  hijo,  sin  que  obstase  á  ello  el  hecho  de  que  en  la  escritura 
se  dijera  que  D.  Aurelio  Pérez  era  padre  de  los  menores  D.  Aurelio. 
J}.  Emilio  Ambrosio,  Doña  Dolores  y  D.  Pedro  Ignacio,  porque  esa  m.w 
Difestación  no  envolvía  la  de  qoe  la  comparecencia  se  hiciera  en  repre- 
sentación de  ellos  y  qoe  para  ellos  se  comprara,  sobre  todo  si  se  aten- 
día á  qoe  en  ese  caso  se  hobiera  preterido  el  nombre  de  uno  de  los  hijos 
▼ivos,  ó  sea  D.  Francisco  Gabino,  y  consignado  el  del  fallecido  D.  Emi- 
lio Ambrosio,  de  quien  era  <:ao8ahabiente  so  padre;  que  estas  afirma- 
ciones se  robostecían  con  lo  qae  resultaba  de  la  escritura  de  Sociedad 
en  que  no  se  decía  que  D.  Aurelio  contratase  á  nombre  de  sus  hijos  ni 
eon  capital  de  ellos,  incnrriéndose  también  en  el  mismo  error  de  men- 
cionar al  qne  había  muerto  y  omitir  al  que  vivía,  y  como  quiera  ^ue 
los  bienes  pertenecían  al  padre,  qoe  los  hijos  no  habían  ganado  capital 
alguno  para  elevar  hasta  el  valor  de  la  séptima  parte  de  aquéllos  lo 
qne  heredaron  como  representantes  de  su  madre,  y  qne  los  6.991  pesos 
qoe  según  la  cláusula  3'  pagaría  á  sos  consocios  D.  Aurelio  Pérez  ha- 
brían de  deducirse  de  las  utilidades  que  les  correspondieran,  era  noto 
rio  que  el  socio  fué  dicho  Pérez  y  no  sus  hijos,  cosa  más  evidente  si  se 
tenía  en  cuenta  que  la  cláusula  S*  indicaba  qne  los  socios  eran  siete,  y 
si  se  hubiera  creído  que  lo  eran  los  hijos  de  D.  Aurelio  se  hubiera -di- 
cho que  eran  i  4  v  no  se  hobiera  podido  decir  que  representaban  pa  rres 
iguales;  que  la  demostración  de  qne  nnncí  fueron  socios  resultaba 
también  de  las  ventas  qne  hicieron  á  la  Sociedad  Doña  Jolia  Días,  Don 
José  Locas  y  D.  Desiderio  Días,  á  todas  las  cuales  concurrió  por  sí  Don 
Aurelio  Pérez,  y  del  documento  en  que  el  demandante  se  dio  por  reci- 
bido de  los  intereses  de  seis  años  de  la  legítima  materna  de  so  consor- 
te, sin  hablar  de  utilidades  ni  de  Sociedad,  reconociendo  con  ellos  qoe 
no  había  tenido  el  carácter  de  socio  que  hoy  se  atribuía  para  establecer 
la  demanda;  que  la  Sociedad  era  un  contrato  que  necesitaba  del  consen  • 
timient)  expreso  y  no  bastaba  el   presunto,  y  era  además  desconfíanzi 
por  la  qoe  se  imperasen  los  socios,  y  como  los  que  otorgaron  la  de 
4857  no  contrataron  ni  entendieron  contratar  con  Doña  Dolores  Díaz 
ni  con  su  marido,  ni  en  ellos  depositaron  confianza  alguna,  era  notorio 
que  no  podían  ampararse  de  las  cláusulas  de  dicha  escritura;  que  las 
$pciedades  ana  vez  disueltas  no  se  entendían  prorrogadas  por  la  vo- 
luntad de  los  socios,  siendo  necesario  su  consentimiento  expreso;  qne 
terminaban  por  vencimiento  del  plazo  social  y  ñor  renuncia  de  uno  de 
los  socios,  y  por  eso  terminó  la  de  4857,  cuando  en  4858  se  separaron 
Doña  Julia  Díaz  y  D.  Antonio  Roque;  que  si  entonces  se  constituyó 
otra,  lo  cual  negaba,  terminaría  en  4863  con  la  separación  de  D.  Jua*a 
Lucas  Días,  y  si  se  constituyó  otra  nueva  terminó  en  Diciembre  de 
1864  por  vencer  los  nueve  años  fijados  como  término  social,  y  si  entoo- 
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ponía  soeiof,  redaetaran  y  inscribieran  eseritara  alcona,  n¡  estableeie- 
ran  Sociedad  nneva,  limitándose  á  vivir  en  la  eomanidad  de  bienes  pro- 
ducida por  el  auto  de  adjudicación  de  ios  bienes  de  <855: 

V  La  ley  del  contrato,  que  como  este  Sopremo  Tribunal  ha  declara- 
do en  sentencia  de  34  de  Diciembre  1857  y  otras  repetidas,  es  ley  en  la 
materia,  por  cnanto  la  Audiencia  prescindía  de  que  la  Sociedad  de  1857 
concluyó  con  arreglo  á  sus  cláusulas  4^  y  18  en  4864/  siendo  además 
notoriamente  incorrecto  dar  carácter  de  Compañía  mercantil  con  raióa 
social  y  Gerente  de  la  Sociedad  de  derecho  común,  creada  por  la  escri- 
tura alodida;  doctrina  que  prevalecería  aun  en  el  caso  de  que  los  Gr- 
mantes  de  la  escritura  incnrriesen  en  el  error  de  llamar  de  igual  modo 
á  la  Sociedad  en  cuestión,  porque  los  contratos  deben  calificarse  por  tas 
cláusolas  esenciales  que  comprendan,  más  bien  qoe  por  el  nombre  que 
le  diesen  las  partes  al  tiempo  de  su  otorgamiento;  sentencia  de  28  de 
Enero  de  48S9: 

3*  La  doctrina  jurídica,  sancionada  también  repetidas  veces  por  este 
Supremo  Tribunal,  de  que  en  la  interpretación  de  las  cláusulas  de  los 
contratos  debe  estarse  estrictamen(b  á  lo  prevenido  en  sus  cláusulas,  sin 
extenderlas  á  casos  y  cosas  no  comprendidas  en  ellas,  por  cuanto  la  sen- 
tencia recurrida  interpretaba  la  escritora  de  7  de  Setiembre  de  1878  co- 
mo de  rendición  de  cuentas  de  una  Sociedad  formada  en  1857,  ai  modo, 
con  el  carácter  y  en  el  sentido  pretendido  en  su  demanda  por  D.  Pede  • 
rico  García: 

4®  Las  leyes  4 1 4  y  f  1 9,  tít.  \  8,  Partida  3%  sobre  el  valor  de  las  carta» 
ó  privilegios  para  probar  lo  que  en  ellas  fué  escrito;  doctrina  corrobo- 
rada y  atendida  por  el  párrafo  séptimo  del  art.  7*  de  la  ley  de  casación 
civil  de  las  Antillas^  ^ue  impone  al  juzgador  la  necesidad  de  establecer 
los  hechos  y  declaraciones,  atendiéndose  estrictamente  á  lo  que  resulte 
de  documentos  auténticos;  por  cuanto  la  Sala  sentenciadora  entendía 
qoe  la  escriturado  7  de  Setiembre  de  4878  y  las  cartas  obrantes  en  au* 
tos  contenían  el  reconocimiento  explícito  de  la  participación  de  Dofia 
Isabel  Días  en  la  Sociedad  aludida,  y  sobre  todo  negaban  el  derecho  pro- 
pio de  D.  Aurelio  de  la  O  Pérez: 

5^  La  ley  5*,  tít.  47,  Paitida  4%  que  atribuye  al  padre  la  propiedad 
de  los  frotosdel  peculio  adventicio  y  el  usufructo  y  propiedad  de  pro- 
feticio;  por  cuanto  la  sentencia  atribuía  á  Doña  Isabel  Díaz  y  sus  her- 
manos la  propiedad  del  ingenio  iicarita  y  demás  bienes  adquiridos  por 
su  padre  con  recursos  propios  ó  con  el  producto  de  los  bienes  que  se 
atribuyen  á  sus  hijos: " 

6^  Las  leyes  4"  y  4\  tít.  40,  Partida 5\  porque  anudando  por  cierto 
qoe  D.  Aurelio  de  la  O  Pérez  representara  tan  sólo  á  sos  hijos  en  ta  So- 
ciedad de  4857,  j  disponiendo  que  ésta  estuviese  tácitamente  prorro- 
gada, la  sentencia  hanía  desconocido  la  imposibilidad  en  qoe  estaban 
los  hijos  menores  de  Pérez  de  formar  parte  de  una  Sociedad  donde  sólo 
podían  perder,  dado  que  las  ganancias  correspondeiían  exelnsivamente 
á  so  paare  por  virtud  de  la  ley  5*,  tít.  47,  Partida  4*,  y  las  leyes  47  y 
48  de  Toro: 

7^  Dentro  de  la  hipótesis  anterior,  la  cláusula  46  de  la  escriturado 
4857,  por  cuanto  las  cuentas  de  Díaz  debían  ser  aprobadas  é  impugna- 
das precisamente  el  4^  de  Agosto  de  cad«  año,  para  ser  remitidas  en 
este  último  caso  las  diferencias  al  juicio  de  arbitros  ó  para  formularse 
escritora  solemne  en  el  caso  de  aprobación,  condiciones  de  que  se  ha- 
bía dispensado  totalmente  el  demandante  D.  Federico  García  y  su  es» 
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U  O  Póres,  á  nombre  de  sos  hijos,  siendo,  por  tanto,  ajeno  á  la  enes- 

tióD  discutir  ahora  á  qoión  peiteoeda  el  dominio,  y  sí  aqoéilos  podíao 

*ó  no  obtener  ventajas  con  la  Sociedad  ó  comunidad  de  bienes: 

Considerando  que  no  infringe  el  contrato  y  la  ley  qae  se  expresan 

en  los  motivos  7^  y  8^  porque  easada  Doña  Isabel  Póres  en  i869,  no 
lavo  desde  entonces  más  representantes  legítimos  que  aa  marido,  y  s61o 
á  éste  debían  rendirse  las  cuentas  en  cuanto  al  interés  de  ella  afee- 

•lasen: 

ConsiderandOi  por  último,  que  no  infringe  lu  disposiciones  mencio- 
nadas en  el  noveno  motivo,  porque  la  sentencia  reaaelve  toda  la  caes- 
tióQ  condenando  al  recurrente  á  dar  cuentas  y  desestimando  así  la  ex- 
cepción de  haberlas  ya  rendido  el  padre  de  Doña  Isabel  Díax,  á  quien 
desde  i869  representó  exclusivamente  su  marido  por  consecuencia  legi- 
tima del  matrimonio; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 

•eurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  José  Días  y  Torres,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdida  de  depósito,  que  se  distri- 
buirá con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la 
Habana  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  aponte  > 
miento  qne  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  26  de  Junio  de  4884, 

•é  inserta  en  la  Oaceta  de  24  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Uéearfio  de  easaeMa  (30  de  Junio  de  i%Si).-^Sala primera^ — 
Eutbega  de  bienes. — No  da  lugar  al  interpuesto  por  Doña  María  Ro- 
dríguez Matarraoz  con  D.  Ángel  Sana  Rodríguez  y  otros  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

1®  Que  si  al  iníerpreíar  la  Sala  senteneiadora  una  eláusnla  testa' 
mentaria^  se  funda  en  otras  palabras  ó  disposiciones  que  aquélla  contie* 
%e,  y  en  la  esíimacióny  que  no  ka  sido  impugnada,  de  las  pruebas  sumi- 
nistradas en  el  pleito^  de  las  cuales^  asi  como  del  contexto  de  toda  la 
cláusula,  parece  cieriamente,  en  concepto  de  dicha  Sala,  que  la  volnn 
tad  del  testador  no  fué  la  que  pudieran  revelar  las  palabras  en  que  se 
apoya  la  recurrente  aisladamente  apreciadas;  la  sentencia  no  infringe  la 
ley  5%  tit.  33  de  la  Partida  7^,  y  la  jurisprudencia  establecida  por  el 
Tribunal  Supremo  en  multitud  de  sentencias ^  en  conformidad  con  di  ■ 
cha  ley: 

Yt"^  Que  tampoco  infringe  el  art,  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  ni  la  regla  de  sana  critica  que  dispone  aue  cuando  algin  testigo 
^fueee  contrario  á  si  mismo  en  su  dicho  no  déte  valer  su  testimonio;  si 
aun  prescindiendo  de  las  facultades  de  la  Sala  sentenciadora  en  este 
punto  ^  y  de  que  ñor  se  refiere  exclusivamente  á  la  afirmación  de  un  tes 
tigo  sino  al  resultado  de  las  pruebas  en  conjunto,  no  es  bastante  para 
invalidar  el  dicho  del  expresado  testigo,  atendidas  las  circunstancias 
^personales  de  éste,  la  contradicción  en  que  se  supone  incurre  al  declarar 
en  los  términos  en  que  lo  ha  verifioado  en  los  autos  y  al  practicar  antes 
las  operaciones  de  la  testamentaria  del  finado,  adjudicando  á  su  herma^ 
no  los  bienes  que  le  correspondian  sin  limitación  ni  reserva  alguna. 
En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  30  de  Junio  de  4884,  en  el  pleito 
TOMO  55  35 
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Qsofractaario  de  sos  bienes  á  su  hermano  Manuel  Rodríguez  Me- 
rino; que  á  la  defunción  de  óete  dispuso  que  pasaran  en  propiedad 
plena  á  los  deicendientes  de  su  padre  Tomás  Rodríguez,  pues  si  bien 
antorisó  á  su  expresado  hermano  para  que  dispusiera  de  ellos  como  si 
fueran  suyos,  su  intención  loó  que  los  distribuyera  entre  ios  indicados 
descendientes,  y  además  por  el  solo  hecho  de  no  usar  el  Manuel  de  di- 
'  cha  autorización  quedó  en  todo  su  vigor  j  subsistencia  la  declaración 
primera  de  la  precitada  cláusula,  en  virtud  de  la  cual  heredaban  ex 
Uxtamenio  á  partes  iguales  los  nietos  de  Tomás  Rodríguez,  que  eran 
Ángel  7  Baltasar  Sanz  Rodríguez,  Gil  de  las  Héras  Rodríguez,  Narciso 
Ballesteros  Rodrigues  y  Florentina  Sanz  Rodríguez,  María  Sanz  Rodrí- 
guez, Ensebio  de  las  Heras  Rodríguez  y  la  demandada  María  Rodrigues 
Matarrans,  y  que  en  su  consecuencia  se  condenase  á  ésta  como  deten- 
ladora  de  mala  fe  á  restituir  á  los  demandantes  con  los  frutos  producir 
dos  ó  debidos  producir  desde  la  muerte  del  Manuel  los  bienes  que  á 
cada  uno  les  correspondieran,  según  formal  inventario  y  división  en 
ocho  partes  iguales,  una  para  cada  uno  de  loa  expresados  nietos;  pre- 
tensión que  fundaron  en  que  Miguel  Rodríguez  Merino  dispuso  en  la 
citada  cláusula  que  á  la  defunción  de  su  nermano  Manuel,  á  quien 
nombró  heredero,  se  distribuyeran  sus  bienes  á  los  herederos  de  pa- 
dre, ó  mejor  aue  dispusiera  este  hermano  de  ellos  como  si  fueran  su- 
yos, en  coya  cláusula  declaraba  la  voluntad  ó  intención  del  testador,  de 
que  á  )a  muerte  de  su  hermano  Manuel  se  distribuyeran  sus  bienes  en- 
tre sus  más  próximos  parientes  de  la  línea  paterna,  que  lo  eran  sus 
ocho  sobrinos,  como  herederos  y  representantes  de  sus  respectivos  pa- 
dres, hermanos  del  testador;  y  habiendo  fallecido  el  Manuel  sin  hacer 
nso  de.la  facultad  que  su  hermano  le  concedió  en  dicha  cláusula,  debía 
hacerse  la  distribución  por  iguales  partes;  y  que  á  pesar  de  que  ño 
ofrecía  duda  el  contexto  de  aquélla,  la  demandada  María  Rodríguez 
Matarranz  se  negaba  á  entregar  á  los  demandantes  la  parte  que  á  cada 
uno  correspondía  de  dicha  herencia,  sosteniendo  que  Miguel  Rodrí- 
guez Merino  nombró  por  su  único  y  universal  heredero  para  siempre 
á  su  tío  Manuel,  de  quien  ella  era  heredera  legítima: 

Resultando  que  María  Rodríguez  Matarranz  evacuó  el  traslado  que 
se  le  confirió  de  lademanda  en  escrito,  en  que  dijo  que  sin  ser  visto  con 
testar  demanda  que  no  debía,  á  reserva  de  usar  de  todos  los  medios  y 
recursos  que  fuesen  convenientes,  solicitaba  se  declarase  en  definitiva 
que  los  contrarios  carecían  de  toda  acción  y  derecho  para  pedir;  oue 
aun  en  el  negado  caso  de  que  pudieran  hacerlo  con  visos  de  funda- 
mento, el  juicio  ó  forma  en  que  lo  habían  intentado  eran  improceden- 
tes, y  sobre  lo  que  determinaban  recayera  la  condenación,  á  nada  fué 
ni  estaba  obligada  la  demandada  y  legalmente  nunca  podía  ser  com- 
pelida  á  lo  que  los  actores  aspiraban,  pues  los  bienes  de  Miguel  Rodrí- 
guez ya  fuera  iw  Ustammto,  ora  por  sucesión  legítima  corresponde- 
rían siempre,  y  hoy  pertenecían  única  y  exclusivamente  á  María  Ro- 
dríguez  Matarranz;  en  su  virtud,  como  viciado  de  nulidad  el  propósito 
de  aquéllos  é  injusta  la  reclamación  á  todas  luces,  absolverla  libremen- 
te de  la  repetida  demanda,  imponiendo  á  la  contraria  perpetuo  silen- 
cio y  todas  laa  costas*  una  vez  que  había  defecto  en  el  modo  de  propo- 
ner dicha  acción  é  improcedencia  en  la  esencia  del  juicio,  y  apoyando 
estas  pretensiones  en  que  Miguel  Rodríguez  Merino  al  fallecer  otorgó  la 
cédula  testamentaria  antes  citada,  prohibiendo  laintervención  de  la 
Autoridad  en  las  operaciones  de  testamentaría  é  instituyendo  único  y 
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aniversid  heredero  de  soe  bieoees  á  aa  hermano  Maaoel  Rodrigues, 
para  qoe  díspasiera  de  ellos  como  ai  faeran  aoyoa,  como  así  lo  hizo 
enajenando  algunos,  y  á  aa  defunción,  la  María  Rodríguez  como  sobri- 
na de  doble  vídcqIo  era  la  Aniea  heredera  de  losados,  con  exclusión  da 
los  demandantes,  que  lo  eran  sólo  por  nn  lado;  terminando  ccn  la  pre- 
tensión de  que  se  aobreaeyera  á  primeraa  diligenciasen  el  juicio  volon- 
tario  de  testamentaría  de  Mignel  Rodrigues  qne  sin  procedencia  se  había 
prevenido,  *j  qoe  al  acordarlo  así  se  proveyera  y  determinara  como 
dejaba  pretendido  al  principio  del  escrito: 

Resultando  que  la  demandante  replicó  reproduciendo  su  demanda 
y  pidiendo  además,  respecto  á  lo  alegado  por  la  demandada  eoneer- 
liieqte  al  juicio  voluntario  de  testamentaría,  qne  ae  dedaraae  qoe  aien- 
do  extraño  el  pleito  no  debía  aer  objeto  de  reaolnción  en  la  aenteneia: 
Resultando  qoe  recibido  el  pleito  á  prueba  se  practicó  de  testi- 
gos por  una  y  otra  parte,  y  sustanciado  el  juicio  en  dos  instaneias,  Im 
Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  en  16  do 
NovieoQore  de  4883  sentencia,  aue  no  fué  conforme  con  la  del  Jnes  in- 
ferior; declarando  qne  Manuel  Rodríges  Merino  foó  solo  heredero  usu- 
fructuario de  su  hermano  Miguel  Rodrigues,  y  que  los  bienes  pertene* 
cientea  á  la  herencia  del  aegondo  correapocden  en  pleno  dominio  y  po« 
aesión  á  loa  deacendientea  del  padre  de  amboa  Tomás  Rodrigues,  que  se 
hallasen  con  éste  en  ignal  grado  de  parentesco,  condenando  en  su  vir- 
tud á  la  demandada  María  Rodrigues  Matarrans  á  tener  que  entregar  i 
los  actores  Ángel  y  Baltasar  Sans  Rodríguez,  Gil  de  las  Heras  Rodri- 
gues y  Felipe  Merino  Garn/lo,  como  marido  de  Florentina  Sans  Rodri- 
gues, hermana  de  loa  dos  primeros,  la  parte  proporcional  que  á  cada 
uno  de  ellos  corresponda  en  la  partición  formal  que  habrá  de  hacerse 
de  los  expresados  bienes  hereditarios  entre  todos  los  interesados  que 
tengan  igual  derecho,  con  los  frutos  que  haya  percibido  ó  debido  per- 
cibir desdala  contestación  á  la  demanda,  reservando  á dicha  demanda- 
da las  acciones  que  pudieran  asistirle  relacionadas  con  la  cláusula  8^  de 
la  cédula  testamentaria  del  citado  Miguel  Rodrigues,  en  la  que  prohi- 
bió la  intervención  judicial  para  oponerse  á  la  prevención  del  juicio  yo» 
luntario  de  testamentaría  del  mismo  Miguel,  lu  que  podría  ejercitar 
dónde  y  como  procediera,  sin  hacer  condenación  (jie  costas  de  ninguna 
de  las  instancias: 

Resultando  que  Doña  María  Rodríguez  Matarrans  interpuso  recurso 
de  casación,  por  haberse  infriogido  á  s»  juicio: 

4^  La  ley  5*,  tít.  33  de  la  Partida  7*,  que  dispone  que  las  palabras 
del  testador  deben  aer  entendidaa  así  como  ellas  suenan,  sin  permitirse 
el  Tribunal  interpretarlas,  á  no  aer  que  apareciese  que  la  voluntad  de 
aquél  hubiere  sido  otra;  é  igualmente  la  doctrina  legal  en  confirmación 
de  la  precitada  ley,  que  establecen  multitud  de  sentencias  de  este  Su- 
premo Tribunal,  entre  otras,  la  de  iO  de  Enero  de  i 870,  3  de  Marso  de 
4873  y  40  de  Abril  de  4879,  toda  ves  qne  los  términos  de  la  cláusula 
6*  en  cuestión  eran  bien  explícitos  y  no  daban  lugar  á  duda  alguna, 
siendo  un  error  manifiesto  considerar  en  el  fallo  sólo  como  heredero 
usufructuario  á  Manuel  Rodrigues,  cuando  había  debido  considerársele 
como  heredero  único  y  en  propiedad,  toda  ves  que  así  lo  expresaba  el 
testador  en  la  primera  parte  de  dicha  cláusula; 

Y  9^  El  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cuanto  de- 
biendo los  Tribunales  apreciar  la  fnersa  probatoria  de  la  declaraeióa 
de  los  testigos  conforme  á  las  reglas  de  la  aana  critica,  ae  habían  in- 
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íringido  óstM  por  la  sentencia  al  no  observar  lo  qoe  decía  la  ley  41,  ti- 
tnk)  16  de  la  Partida  3*  en  sa  última  parte,  qoe  dispone  qoe  cuando 
algún  testigo  fnese  contrario  á  sí  mismo  en  sn  dicho  no  debe  valer  sa 
testimonio;  toda  ves  qne  no  podía  ser  más  patente  la  contradicción  en 
qoe  incorría  D.  Francisco  Grimán  comparando  actos  anteriores  y  so- 
lemnes sayos  con  la  declaración  qoe  había  prestado  en  el  pleito. 
'  Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Considerando  qoe  la  Sala  sentenciadora,  al  interpretar  en  el  sentido 
en  qoe  lo  hace  la  última  parte  de  la  cláosola  6*  de  la  códnia  testamen- 
riade  Migoel  Rodrígaos  Merino,  se  fonda  en  otras  palabras  ó  disposi- 
ciones qoe  aqoólJa  contiene,  y  en  la  estimación,  qoe  no  ha  sido  impug- 
nada, de  las  proebas  soministradas  en  el  pleito,  de  las  coales,  así  como 
del  contexto  de  toda  la  cUosola,  parece  ciertamenU,  en  concepto  de 
dicha  Sala,  qoe  la  volontad  del  testador  no  faé  la  qoe  podieran  revelar 
las  palabras  en  qae  se  apoya  la  recorrente  aisladamente  apreciadas; 
por  coya  rasón  la  sentencia  recorrida  no  infringe  la  ley  y  doctrina  ci- 
tadas en  el  primer  motivo  del  recorso;  ' 

T  considerando  qoe  tampoco  infringe  el  art.  659  de  la  ley  de  Bnjoi- 
eiamiento  civil,  ni  la  regla  de  sana  crítica  qoe  se  invoca  en  el  segando 
motivo,  porque  aon  prescindiendo  de  lu  facoltades  de  la  Sala  senten- 
ciadora en  este  ponto,  y  de  qoe  no  se  refiere  ezclosivamente  á  la  afir- 
mación de  D.  Francisco  Grimán  sino  al  resoltado  de  las  proebas  en  con* 
jooto,  no  es  bastante  para  invalidar  el  dicho  del  expresado  testigo, 
atendidas  las  circonstaneias  personales  de  éste,  la  contradicción  en  qoe 
se  sopone  ineorre  al  declarar  en  los  términos  en  qoe  lo  ha  verificado 
en  los  aotos  y  al  practicar  antes  las  operaciones  de  la  testamentaría  del 
finado,  adjudicando  á  so  hermano  D.  Manoel  los  bienes  qoe  le  corres- 
pondían, sin  limitación  ni  reserva  algona; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
eorso  de  casación  interpoesto  por  Doña  María  Rodrigaes  Matarrans,  á 

Soien  condenamos  en  las  costas;  y  devoélvanse  losantes  á  laAodiencia 
e  esta  corte,  con  la  certificación  correspondiente.— (Sentencia  pobli- 
cada  el  30  de  Jnlio  de  1884^  é  inserta  en  la  Oaaia  de  S5  de  Setiembre 
del  mismo  año.)    - 
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Reeorso  d«  csMaelte  (1®  de  Jnlio  de  4884).— Sa/«  |»rtm#r«.— 
Tbbcebíá  db  domiiiio.-*No  ha  logar  al  interpoesto  por  Doña  Cayetana 
y  Doña  Enriqoeta  Nieto  con  Don  Joaquín  Casabayó  (Aodiencia  de  Bar- 
celona), y  se  resoelve: 

Que  no  $0%  eetimahUs  los  motivos  del  reenreo^  si  los  llamados  prin- 
cipios que  se  invocan  en  ellos  no  tienen  verdadera  eonesrión  juridiea  eon 
el  punto  cardinal  resuelto  por  elfallo^  ni  e/haeia,  por  lo  taníOy  para  in- 
validarlo;  la  cita  de  los  artículos  de  la  ley  Hipotecaria  que  se  hace  pre* 
supone,  haciendo  supuesto  de  la  dificultad,  que  la  venta  del  inmueble 
fué  fraudulenta  contra  lo  que  declara  la  sentencia  por  el  resultado  de 
los  auios\  y  eon  evidente  infracción  del  art.  I7S0  déla  ley  de  Enjuicia- 
miento, ni  se  empresa  el  párrafo  del  4  692,  en  que  se  intentaba  compren- 
der el  recurso,  ni  los  conceptos  de  la  infracción. 
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IríbaeiÓD  correspondiente  y  cobrando  los  alquileres  de  todos  los  in- 
.qnilinos;  qne  pasados  algunos  meses,  uno  de  los  inqnilinos,  D.  Jaime 
-CanalSy  se  había  visto  molestado  por  una  persona  extraña  que  se  los  ha- 
bía reclamado,  dirigiéndole  posteriormente  una  intimación  para  que 
4es  tuviera  á  disposición  del  Juzgado  en  el  equivocado  supuesto  de  que 
las  casas  pertenecían  á  D.  Juan  Nieto;  que  tal  intimación  había  tenido 
lugar  después  de  devuelto  por  el  Registrador  un  mandamiento  para  la 
anotación  del  embargo  de  aichos  alquileres,  por  constar  inscritas  las 
-easasá  nombre  del  demandante;  y  que  á  pesar  de  esto,  continuaban  las  ' 
hermanas  Nieto  exigiendo  el  pagQ  de  alquileres  del  inquilino  susodi- 
cho, con  grave  perjuicio  del  demandante: 

Resultando  que  los  demandados  contestaron  la  demanJa  pidiendo 
que  se  les  absolviese  de  ella  y  c[ne  por  vía  de  reconvención  que  ejerci- 
taban, se  declarase  nula  la  escritura  de  compra  de  9  de  Febrero  de  1880 
-«n  que  se  fundaba  la  demanda,  á  cuyo  efecto  alegaron  que  la  sentencia 
que  les  concedió  los  alimentos  fué  notificada  á  su  padre  D.  Juan  Nieto 
el  día  15  del  mismo  mes  de  Enero  de  1879  en  que  fué  dicAda,  y  el  em- 
bargo sobre  los  alquileres  de  las  dos  casas  de  la  Barceloneta  fué  traba- 
do el  26  de  Febrero  siguiente,  cuyas  fechas,  en  relación  con  la  de  la 
escritura  de  venta  de  dichas  casas,  demostraban  que  tal  Tenta  había  si- 
do concertada  entre  D.  Juan  Nieto  y  D.  Joaquín  Gasabayó  para  quitar 
t  los  demandados  lo  preciso  para  su  subsistencia  y  burlar  los  mandatos 
del  Juagado,  y  que  á  esto  debía  agregarse  que  la  escritura  de  9  de  Pe- 
vbrero  de  4880  era  una  verdadera  simulación  que  no  había  tenido  otro 
objeto  que  el  expresado,  según  justificación,  con  la  cual  se  podría  for- 
mar .concepto  suficiente  de  la  ineficacia  y  ningún  valor  legal  que  tenia 
•  el  titulo  en  que  la  tercería  se  fundaba: 

Resultando  qne  el  demandante  replicó  diciendo  que  no  era  exacto 
•que  la  escritura  fuese  simulada  ni  estuviera  hecha  en  fraude  de  perso  • 
na  alguna;  que  antes  de  otorgarse  se  estuvo  tratando  del  asunto  dn- 
lante  mucho  tiempo,  orillándcse  dificultades  y.  procediendo  con  el  cui- 
dado necesario;  y  que  cuando  se  otorgó  no  estaba  inscrito  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  el  embargo  de  alquileres,  y  duplicando  las  deman- 
dadas reprodujeron  lo  dicho  en  su  contestacióUt  insistiendo  en  que 
J).  Joaquín  Gasabayó  se  hallaba  enterado  cuando  oom[)ró  las  casas  del 
embargo  que  pesaba  sobre  los  alquileres,  y  que  el  precio  que  se  figura- 
ba haber  dado  por  las  casu  constituía  otra  prueba  más  de  la  simula- 
ción de  la  venta: 

Resultando  que  suministradas  pruebas  por  ambas  partes  se  sustan- 
.eió  el  pleito  en  dos  instancias,  y  en  i  2  de  Julio  de  1883  dictó  la  Sala 
primera  de  lo  civil  sentencia  confirmatoria  declarando  procedente  la 
demanda  de  tercería  interpuesta  por  D.  Joaquín  Gasabayó,  y  en  su  con- 
eecuencia  que  la  finca  cuyo  dominio  invoca  en  este  pleito  es  de  su  ex- 
clusiva propiedad  con  todos  sus  productos  y  rentas,  mandando  que  se 
levante  el  embargo  trabado  sobre  los  alquileres  de  dicha  finca  en  mé- 
ritos del  juicio  de  alimentos  provisionales  seguido  contra  D.  Juan  Nie- 
to por  las  demandadas,  á  quienes,  lo  mismo  qne  á  D.  Joaquín  Gasabayó, 
^  reservaba  el  derecho  que  pudiera  corresponderles  por  raaón  de  los 
perjuicios  causados  para  que  puedan  hacerlo  efectivo  contra  dicho 
D.  Juan  Nieto,  mandando  se  entreguen  á  Gasabayó  los  alquileres  de 
dichas  casas  que  estén  retenidos  y  depositados,  pudiendo  repetir  por 
los  que  faiteo  contra  el  verdadero  D.  Joan  Nieto,  exceptuando  Id^  de  la» 
Aos  mensualidades,  y  absolviendo  en  su  consecuencia  á  D.  Joaquín  Ga- 
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sabayó  de  la  reooBTeneióa  contra  él  propuesta  por  las  hermanas  Nieto^ 
á  quienes  se  impoola  sobre  dicha  reconvención  silencio  y  eallamíento- 
perpetoo: 

Resaltando  qne  Doña  Cayetana  y  Doña  Enriqueta  Nieto,  represen» 
lada  la  última  por  sn  oorador  ai  litem  D.  Magín  Mata,  interposieroa- 
reeorso  de  casación,  por  considerar  infringidos:  • 

1^  El  principio  sancionado  por  el  derecho  natural  y  por  el  cítII  relá- 
tifo  á  la  preferencia  que  debe  darse  i  los  alimentos  y  sobre  todo  á  loa 
proTisionales,  qne  tan  gráficamente  espresaban  los  romanos  u^n^noii- 
parliíur  delationem: 

V  La  eficacia  de  la  cosa  juzgada  que  no  puede  ni  debe  ser  eludida 
por  las  anotaciones  ó  inscripciones  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

3^  El  art.  37,  caso  V*  de  la  ley  Hipotecaria  vigente: 
é^  El  ari.  41,  casos  4*^  y  S^  de  la  misma  ley: 
5*  El  principio  de  derecho,  que  dice  eonira  non  valentem  agere^  n0%~ 
ewrril  proicrüio; 

Y  6**  £t  otro  principio  de  derecho,  según  el  cual  el  tiempo  de  la 
preacripeión  no  corre  contra  el  qoe  reclama  jodicialmente  nn  derecho^ 
ó  lo  qne  es  lo  mismo,  que  pendiente  juicio  el  tiempo  de  la  prescripción 
ae  interrumpe. 

Yísto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 
Considerando  que  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  la  tercería  de  do- 
minio objeto  de  este  pleito,  no  infringe  los  principios  y  artículos  de  lu- 
ley  Hipotecaria  qne  se  invocan  en  ios  seis  motivos  del  recurso,  porque 
los  llamados  principios  no  tienen  verdadera  conexión  jurídica  eou  el 
punto  cardinal  resuelto  por  el  fallo,  ni  eficacia,  por  lo  tanto,  para  In- 
validarlo; y  la  cita  de  los  artfcolos  de  la  ley  Hipotecaria  presupone,  ha* 
clendo  supuesto  de  la  dificultad,  que  la  venta  del  inmueble  fué  frau- 
dulenta contra  lo  qoe  declara  la  sentencia  por  el  resultado  de  los  autos; 
además  de  que  con  evidente  infracción  del  art.  nso  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento, ni  se  expresa  el  párrafo  del  1692,  en  que  se  intentaba  com- 
prender el  recurso,  ni  los  conceptos  de  la  infracción; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
eursode  casación  interpuesto  por  Doña  Cayetana  y  Doña  Enriqueta 
Nieto,  representada  esta  última  por  su  curador  a¿  lUmn  D.  Magín  Ma- 
ta, á  quienes  condenamoa  al  pago  de  las  costas,  y  para  el  caso  en  que 
mejorasen  de  fortuna,  al  de  1.000  pesetas  por  ratón  de  deposito,  que 
ae  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Bar- 
celona la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamien- 
to que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  eM^  de  Julio  de  4384,  6  in- 
serta en  la  Gae$ta  de  25  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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de  «amelan  (^  dé  Julio  íU  «884).— ^a¿a|»^«Mf«.— 
Nulidad  db  itna  bscritura  de  división. — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  Manuel  Fernández  Montealegre  y  otros  con  D.  Toribio  Zaera 
FernAndez  (Audiencia  de  Valladolidj,  y  se  resuelve: 

1*  Qm  9%  la  Sala  senteneindora  declara  que  $1  padre  del  denuíndanU 
formó  parU  de  una  Sociedad  comercial  en  concepto  de  soéto,  aprecioMdtk^ 
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para  ello  las  pruebas  practicadas,  sin  que  contra  su  apredaeión  se  ha- 
ya  alegado  por  el  recurrente  error  de  derecho  ó  de  hecho  que  resulta  de- 
documento  o  acto  auténtico  que  demuestre  la  equioocaoión  evidente  del 
juiegador;  la  sentencia  que  declara  nula  la  dioistón  de  hienes  praeüea* 
daño  infringe  las  leyes  U,  lit.  10,  Partida  5»,  f  13,  (it,  9»,  Partida  1\ 
invocadas  haciendo  supuesto  dñ  la  cuestión,  porque  no  niega  que  ter^ 
minada  la  Compañía  partan  los  socios  entre  si  las  pérdidas  y  las  ga» 
fupiciof,  ni  tampoco  que  como  nna  persona  es  ennUda  la  del  heredero  é 
la  lie  aquel  á  quien  heredó,  <t«io  que  reconoce  que  el  causante  del  dez- 
mante fué  socio,  y  que  como  tal  debieron  intervenir  sus  herederos  at 
otorgamiento  de  la  escritura  de  división  de  dicha  Sociedad,  lo  cual  no 
se  verificó; 

Y  V  Que  cuando  la  prueba  se  compone  de  documentos  y  testigos  y  les 
Sala  sentenciadora  la  aprenia  por  el  resultado  que  ambas  ofrecen,  no- 
puede  descomponerse  para  alegar  infracciones  que  se  refieran  á  uno 
de  esos  elementos;  y  en  tal  concepto  la  sentencia  no  infringe  la  ley  1 1 4, 
lU,  18,  Partida  3^,  una  ves  que  tu  parte  dispositiva  no  descansa  sólo  en 
la  prueba  documeftíal,  sino  también  en  todas  las  demás  practicadas  por 
Uu  partes. 

Ed  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  1^  de  Julio  de  1884.  en  el  pleito 
tagQido  en  ei  Jaigado  de  primera  instancia  de  Medina  del  Gampo^  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid  por  D.  Toribio  Zaera 
Feroándei,  vecino  de  Medina  del  Campo,  con  DoAa  María  de  la  O  Per- 
oández,  Doña  Ambrosia  Zaera  Fernándei  y  Doña  Juana  y  Doña  Mafi^da- 
lana  Zsera,  representadas  por  8Q8  respectivos  maridos  D.  Felipe  Ro- 
mero Gil  Sana  y  D.  Bmeterio  Gaerra,  y  con  D.  Manuel  Fernándes  Moa- 
tealegre,  D.  Leocadio,  D.  Sebastián,  D.  Hermenegildo,  D.  Brono  y  Doña 
Elenteii^  Fernándes  Miranda,  representada  esta  ultima  por  so  marido 
D.  Ensebio  Giraldo,  D.  Demetrio  Zaera  y  Fernándes,  representado  por 
Bo  carador  adlitem  D.  Sebastián  Fernández,  y  D.  Francisco  Aited,  co- 
mo marido  de  Doña  Jnana  Fernández  Miranda,  vecinos  todos  de  Medína^ 
del  Campo,  sobre  nolidad  de  ana  escritura  de  división;  pendiente  en 
este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Ricardo  de  Guillerna  y  el  Pro- 
curador D.  Antonio  Bendicho,  en  defensa  y  representación  de  D.  Ma- 
nuel Fernández  Montealegre,  D.  Leocadio,  D.  Sebastián,  D.  Hermane-^ 
gildo,  D.  Bruno  y  Doña  Eleuteria  Fernández  Miranda,  habiendo  com- 
parecido ¿demás  en  este  recurso  D.  Toribio  Zaera  Fernández,  bajo  le- 
dirección  del  Doctor  D.  Germán  Gamazo,  y  representado  por  el  Proen- 
rador  D.  Francisco  Quintín  Fernández: 

Resaltando  que  los  consortes  D.  Antonio  Fernández  Montealegre  y 
Doña  María  Antonia  González  tuvieron  cinco  hijos,  llamados  D.  Ale- 
jandro, D.  Tomás,  Doña  Andrea,  Doña  María  de  la  O  y  D.  Manuel,  y 
fallecieron  D.  Antonio  en  S6  de  Agosto  de  1837  y  Doña  María  Antonia 
en  i  S  de  Enero  de  4848,  habiendo  fallecido  el  hijo  D.  Tomás  tin  snee- 
sión  en  21  de  Junio  de  1849: 

*  Resultando  que  Doña  María  de  la  O  contrajo  matrimonio  con  Don 
Francisco  Zaera,  del  que  tuvo  seis  hijos,  llamados  Demetrio,  Ambrosio,, 
Toribio,  Coneepoión,  Magdalena  y  Juana,  nacido  el  Toribio  en  16  de  ' 
Abril  de  185S,  y  en  13  de  Julio  de  1855  otorgaron  ambos  cónyuges  lea- 
tamenlo  común  ó  de  hermandad,  en  el  que  declararon  que  tenían  en 
aquella  fecha  eoairo  hijos,  todos  menores,  de  los  que  el  D.  Francisco 
Aombró  totora  y  eoradora  á  su  mojer  mientras  se  conservase  Tinda;^ 
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que  los  bienes  aoe  por  iodos  eoneeptos  correspondían  á  la  otorgante 
Doña  María  de  la  0^  resaltaban  ie  la  hijaela  ane  se  le  formó  en  las 
particiones  de  los  bienes  de  sns  padres,  aprobadas  jndieialmente  en  24 
de  Marzo  de  1855;  y  qne  en  atención  i  qne  dichas  operaciones  habían 
sido  practicadas  después  de  45  años  de  contraído  sn  matrimonio,  decla- 
raba la  Doña  María  que  su  marido  había  trabajado  dorante  dicho  tiempo 
con  desvelo,  consiguiendo  un  aumento  importante  en  el  valor  de  su  hi- 
juela; por  enya  rasen  confesaba  en  descargo  de  su  conciencia  que  del 
importe  de  so  hijaela  correspondían  i  sa  marido  30.000  rs.  por  ganan- 
ciales, mitad  de  ios  adquiridos  dorante  el  matrimonio  hasta  el  £a,  loa 
«nales  quería  se  tuviesen  presentes  á  su  fallecimiento,  y  le  fuesen  en- 
tregados del  valor  de  sos  bienes: 

Resultando  que  D.  Manuel  y  D.  Alejandro  Fernándei  Montealegre  y 
D.  Francisco  Zaera  otorgaron  una  escritura  de  poder  en  Medina  del 
€ampo  en  14  de  Setiembre  de  1857,  en  la  que  se  confirieron  mutaa- 
mente  poder  amplio  con  cláusula  de  sustitución  para  que  los  tres  juntos 
y  cada  uno  de  por  sf  solos  representando  sus  acciones  y  derechos,  así 
como  los  de  los  otros  dos  otorgantes  percibiesen  cantidades  de  dinero, 
trigo  y  otros  granos  y  caldos  que  se  adeudasen  i  los  otorgantes  y  i  la 
«asa  de  la  viuda  ó  hijo  de  Montealegre,  del  comercio  de  Medina,  á  la 
«uaf  representaba  dando  los  recibos  necesarios  qne  tendrían  igual  vali- 
dez que  si  fuesen  dados  por  los  tres,  para  qne  arrendasen  fincas  corres- 
pondientes i  los  tres  ó  i  cualquiera  de  ellos  i  la  mencionada  casa,  i  los 
precios  que  tuviesen  por  conveniente,  para  que  reivindicasen  fincas, 
derechos  y  acciones  que  se  estuviesen  detentando  á  los  otorgantsa  y  á 
la  citada  casa,  y  exigiesen  cuentas  á  terceros  aprobándolas  ó  exponien- 
do agravios;  para  que  comprasen,  permutasen  ó  vendiesen  cualesquie- 
ra finca,  formalizando  las  escritaras,  pudiesen  conceder  licencias,  ena- 
jenar el  dominio  directo,  tantearlas  y  redimir  censos  pertenecientes  á 
Jos  otorgantes  y  á  la  repetida  casa  y  para  comparecer  en  juicio  en  to- 
dos los  Tribunales: 

Resultando  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  D.  Francisco  Zaera  en 
40  de  Febrero  de  4873,  se  procedió  á  practicar  las  operaciones  de  tes- 
tamentaría que  fueron  aprobadas  por  el  Juez  de  primera  instancia  da 
Medina  en  3  de  Diciembre  de  4874,  en  las  aue  se  consignó  entre  los  su- 
puestos que  los  funerales  de  D.  Francisco  habían  sido  costeados  por  la 
Sociedad  familiar  de  los  tres  hermanos,  D.  Manuel,  D.  Alejandro  y 
Doña  María  de  la  O  Fernández,  y  que  como  consecuencia  de  dicha  So- 
ciedad, en  que  habían  vivido  el  finado  y  su  mujer  con  los  hermanos 
de  ésta  D.  Manuel  y  D.  Alejandro,  existían  varias  fincas  compradas  al 
Estado,  cuyos  plazos  se  pagarían  por  terceras  partes,  para  lo  cual  se 
adjudicaba  á  Doña  María  de  la  O  cierta  cantidad,  asi  como  otra  por 
cazón  de  los  créditos  calculados  á  favor  de  dicha  Sociedad: 

Resultando  que  en  46  de  Marzo  de  4874  otorgaron  escritura  pú- 
blica en  Medina  del  Campo  ante  el  Notario  D.  Melitón  Navas,  de  ana 
parte  D.  Manuel  Fernández  Montealegre,  por  sí  y  como  testamentario 
de  su  hermano  D.  Alejandro  y  de  sn  cuñado  D.  Francisco  Zaera  Herre- 
ro, de  otra  Doña  María  de  la  O  Fernández  y  González,  viuda  da  Zaera, 
por  sí  y  como  testamentaria  también  de  su  difunto  marido,  de  otra 
D.  Leocadio  Fernández  Miranda,  por  sí  y  como  testamentario  de  su 
difunto  padre  D,  Alejandro,  y  de  otra  D.  Sebastián  Fernández  Miran- 
da, por  sí  y  además  en  unión  de  D.  Leocadio,  á  nombre  de  sus  herma- 
nos D.  Hermenegildo,  Doña  Elenteria,  Doña  Juana  y  D.  Bruno  Fernán- 
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éñz  Miranda;  dieiendo  qoe  después  de  practicadas  y  legaliíadas  las 
caenlas  y  particiones  de  D.  Antonio  Fernandas  y  Doña  filaría  Antonia 
Gomales,  los  hermanos  D.  Manuel,  D;  Alejandro  y  Doña  María  de  la  O 
Fernándes,  en  anión  ésta  de  so  marido  D«Franeisco  Zaéra,  y  sin  se- 
parar nada  de  los  bienes  de  sns  respectivas  bijnelaSf  continuaron  uni- 
dos en  la  misma  comunidad  ó  sociedad  familiar  qne  anteriormente,  y 
con  el  mismo  nombre  de  Yiuda  de  Montealegre  é  Hijo,  con  el  cual  ó 
eon  el  de  cada  uno  de  por  sí,  puesto  que  obraban  con  limitadas  facul- 
tades y  con6ania,  redundando  siempre  los  actos  ó  contratos  en  bene- 
ficio ó  perjuicio  de  los  tres,  babían  fenido  comprando  bastantes  fincas, 
figurando  en  las  escrituras  ya  los  tres,  ya  uno  solo,  especialmente  en 
las  compradas  i  la  Hacienda^  que  generalmente  se  hacían  i  i^^mbre  de 
D.  Francisco  Zaera;  en  cuyo  estado  familiar  habían  continuado  después 
del  fallecimiento  de  D#  Alejandro  y  D.  Francisco;  que  convencidos  de 
la  conveniencia  de  hacer  constar  esta  situación  familiar  y  de  la  nece 
sidad  de  practicar  la  división  y  distriboción  entre  las  tres  partes  que 
representan  los  comparecientes  para  poder  puntnaliiar  y  formalizar 
después  las  testamentarías  de  dichos  D.  Alejandro  Fernández  y  Don 
Francisco  Zaera,  habían  procedido  i  la  distribocíóo  de  la  fincabilidad 
adquirida  desde  i  855,  haciendo  tres  suertes  ó  partes  proporcionadas, 
á  satisfacción  y  completa  conformidad  de  todos  los  interesados,  sacan- 
do cada  uno  su  lote,  compuesto  de  365^ocas  el  correspondiente  á  Doña 
María  de  la  O  Fernándes  j  testamentaría  de  su  marido  D.  Francisco 
Zaera,  de  343  el  perteneciente  á  la  testamentaría  de  D.  Alejandro  Fer* 
nández  Miranda,  y  de  3SI  el  de  D.  Manqel  Fernández  Montealegre,  y 
que  confesaban  que  esta  división  se  hallaba  practicada  concienzuda- 
mente y  de  mutua  conformidad,  por  lo  que  se  obligaban  cada  uno  por 
sí  y  en  la  representación  que  ostentaban  á  estar  y  pasar  por  ella  en  to- 
dos sus  extremos: 

Resultando  que  en  41  de  Abril  de  4884  dedujo  D.  Toribío  Zaera  y 
Fernández  la  demanda  que  ha  dado  origen  al  presente  pleito  con  la  so- 
licitud de  que  en  uso  de  la  acción  de  nulidad  y  subsidiariamente  de  lo 
rescisorio  por  lesión  enorme,'  y  utilizando  además  el  beneficio  de  la 
restitución  ffi  tn^/r«m,  se  declarase  en  definitiva  nula  y  de  ningún 
▼alor  ni  efecto  la  escritora  de  división  de  bienes,  otorgada  por  D.  Ma- 
nuel Fernández  y  demás  personas  interesadas  en  la  Sociedad  familiar 
Yiuda  de  Montealegre  é  Hijo,  ó  se  rescindiese  por  lesión  en  la  misma, 
retrotrayendo  las  cosas  al  ser  y  estado  qne  tenían  en  46  de  Marzo  de 
4874,  fecha  de  la  escritura,  á  fin  de  proceder  á  la  liquidación  de  aque- 
lia  Sociedad  con  arreglo  á  derecho,  alegando  en  su  apoyo,  aparte  de 
otras  razones,  que  por  fallecimiento  de  su  abuelo  mateino  D.  Antonio 
Fernández  Montealegre,  qne  estuvo  dedicado  al  comercio  en  pequeña 
escala  en  aquella  villa  de  Medina  del  Campo^  se  practicaron,  aunque 
de  ona  manera  informal,  las  operaciones  de  su  testamentaría  y  sus  tres 
hijos  D.  Manuel,  D.  Alejandro  y  Doña  María  de  la  O  Fernández,  madre 
del  demandante,  constituyeron  Sociedad  comercial,  bajo  la  razón  social 
Tittda  de  Montealegre  é  Hijo,  que  aunque  no  revistió  las  solemnidades 
de  derecho,  es  lo  cierto  que  fué  reconocida  por  una  serie  de  actoa  no 
interrompidos  hasta  4855,  sin  que  se  introdujera  novedad  alguna;  que 
su  difonto  padre  D.  Francisco  Zaera  tomó  la  dirección  de  dicha  casa 
poco  después  de  su  matrimonio,  como  persona  competente  en  opera- 
ciones mercantiles,  sin  que  variase  la  razón  social  que  venía  funcio- 
nando; que  todas  las  operaciones  practicadas  durante  la  vida  de  su  pa- 
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dre  á  nombre  de  I&  Soeiedad  familiar  losodicha,  se  realizaron  b^jo  la 
razón  social  de  la  misma  y  con  entera  independencia  de  las  partioolare» 
adquisiciones  qae  hacía  para  si  y  qae  inscribía  en  el  Registro  jie  la  pro- 
piedad á  sa  nombre  coando ée  trataba  de  finca,  sin  qae  se  hiciese  ob- 
jeción aigona  por  ninguno  de  los  qne  componían  dicha  Sociedad  fami 
liar;  qoe  los  testamentarios  de  sos  padres  habían  deshecho  la  Sociedad 
comercial  susodicha  sin  liquidar  los  capitales  en  ella  aglomerados,  y 
haciendo  completa  abstracción  del  activo  y  pasivo  y  de  los  derecbos 
qae  las  leyes  reconocen  á  los  menores  de  edad,  como  lo  eran  sus  hijos 
al  tiempo  de  sa  fallecimiento;  qae  en  la  escritura  de  división  de  1 6  de 
Marzo  de  1874,  cuya  rescisión  en  otro  caso  pedía,  se  habían  compren 
dido  todas  las  fincas  que  privativamente  para  sí  adquirió  sa  padre  y 
resoltaban  inscritas  en  el  Registro  á  su  nombre»  y  se  había  prescindida 
de  liquidar  la  Sociedad,  inclnyendo  en  la  división  todos  los  bienes,  cré- 
ditos y  efectos  á  ella  pertenecientes,  y  dar  participación  á  los  hijos  y 
herederos  de  D.  Francisco  Zaera,  de  cuya  manera  se  les  había  arreba- 
tado los  cuantiosos  bienes  que  éste  había  adquirido;  qae  ninguna  base, 
fundamento  ni  documento  se  había  tenido  presente  para  dicha  división, 
en  la  que  figuraban  los  tres  socios  qoe  la  nabían  verificado  con  capital 
igual,  no  obstante  qne  los  hechos  concretos  demostraban  qae  D.  Pran* 
cisco  Zaera  fué  el  único  gerente  de  la  Sociedad  familiar  desde  sa  ma- 
trimonio con  Dofia  María  de  la  O  Fernández,  sin  qne  los  otros  socios 
D.  Manuel  y  D.  Alejandro  hicieran  otra  cosa  qae  gastar  dinero  en  bal 
de,  disminuyendo  con  gastos  extraordinarios  y  exclusivamente  perso- 
nales el  capital  social;  que  el  demandante  mnnor  de  29  años  podía  so- 
licitar y  solicitaba  la  nulidad  de  lo  hecho  por  virtud  del  beneficio  de 
restitución  in  integrum;  que  dicha  escritura  de  división  es  nula  y  no 
puede  prevalecer  porque  se  liquidaba  en  ella  ana  Sociedad,  en  la  qoe 
era  partícipe  D.  Francisco  Zaera  y  se  había  prescindido  déla  interven- 
ción de  los  hijos  de  éste,  depurando  á  sus  espaldas  sus  propios  dere- 
chos; que  además  se  habían  incluido  en  la  división  cuantiosos  bienes 
de  la  exclusiva  pertenencia  del  padre  del  demandan!^  y  se  habían  eli- 
minado dos  ó  más  millones,  pertenecientes  á  la  Sociedad  por  créditos  y 
efectos  comerciales,  existiendo  por  otra  parte  ana  notoria  desigualdad 
respecto  al  valor  de  los  bienes  adjudicados  á  D.  Manuel  Fernández; 
que  todo  acto  de  división  en  qne  se  hallen  interesados  menores  de  edad 
necesita  para  sn  validez  la  intervención  de  personss  qae  les  represen- 
ten legalmente  y  la  sanción  judicial,  requisitos  de  qoe  carecía  la  ex- 
presada escritura,  y  qoe  conteniendo  ésta  la  enajenación  de  bienes  per- 
tenecientes á  D.  Francisco  Zaera,  sin  qae  en  ella  hubiesen  intervenidi^ 
legalmente  sus  hijos  ó  herederos,  era  nula  de  derecho: 

Resultando  qne  Doña  María  de  la  O  Fernández,  viuda  de  Zaera,  y 
sus  hijas  Doña  Ambrosia,  Doña  Juana  y  Doña  Magdalena,  representa- 
das estas  dos  últimas  por  sos  respectivos  maridos,  se  allanaron  á  la  pe- 
tición de  nulidad  de  la  escritora  de  división  y  á  la  rescisión  en  sn  caso; 
Doña  Juana  Fernández  Miranda,  consorte  de  D.  Francisco  Alted,  faé 
declarada  rebelde  y  se  tuvo  por  contestada  la  demanda  con  relación  á 
ella,  y  D^  Manuel  Fernández  Montealegre,  D.  Leocadio,  D.  Sebastián, 
D.  Hermenegildo,  D.  Rrano  y  Doña  Eleuteria  Fernández  Miranda  se 
opusieron  á  la  demanda  pidiendo  que  se  les  absolviese  de  ella  con  im- 
posición de  costas  al  actor,  alegando  en  sa  apoyo,  entre  otros  hechos 
y  consideraciones,  que  D.  Manu4  siguió  al  frente  de  la  casa  y  familia 
de  sa  padre  después  del  fallecimiento  de  éste,  acaecido  en  1837,  dando 
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ú  1&  casa  el  nombre  de  Viada  de  Montealegre  é  Hijo;  aae  casada  Doña 
María  de  la  O  con  D.  Francisco  Zaera,  dependiente  ds  comercio,  in- 
gresó éste  en  la  casa  y  familia  sin  aportar  nada  á  sa  matrimonio  ni  da-> 
Yante  él;  qne  en  el  afto  1855  se  practicaron  lu  operaciones  de  división 
<le  la  herencia  de  D.  Antonio  Fernández  y  de  sn  mnjer  Doña  María  An- 
tonia Goniáleí»  incluyéndose  todo  lo  qne  se  había  adquirido  ycom- 
Srado  annque  con  el  solo  nombre  de  D.  Manuel,  división  qne  fué  apro- 
ada por  el  Juagado  con  unánime  conformidad  de  D.  Francisco  Zaera 
y  de  los  demás  interesados;  aue  entregada  á  Doña  Julia,  hija  de  Doña 
Andrea,  la  cuarta  parte  que  de  dichas  herencias  le  correspondía,  conti- 
nuaron los  tres  hermanos  D.  Alejandro,  D.  Manuel  y  Doña  María  de 
la  O  en  la  misma  comunidad  social  y  familiar,  gastando  lo  preciso  de 
Ja  casa  y  caudal  sin  cuenta  ni  raxóo;  que  en  1872  por  empeño  é  instan- 
cia de  Doña  María  de  la  O  y  conforme  su  marido  D.  Francisco  Zaera , 
se  acordó  dividir  el  caudal,  y  al  efecto,  se  mandó  á  cada  pueblo  nota 
de  las  fincas  adquiridas  por  los  hermanos  para  que  se  las  tasaran,  como 
ee  verificó,  en  cuyo  estado  fallecieron  D.  Francisco  Zaera  y  D.  Alejan- 
dro; que  habiendo  continuado  después  de  1855  formando  como  un  solo 
caudal  las  tres  hijuelas  formadas  en  la  herencia  de  sus  padres,  á  Don 
Alejandro,  D.  Manuel  j  Doña  María  de  la  O,  por  mutuo  consentimien- 
to, cuyo  caudal  administraron  en  común  los  mismos  tres  hermanos,  re- 
S resentada  Doña  Maria  de  la  O  por  su  marido  D.  Francisco  Zaera,  ha* 
ía  venido  á  resultar  de  tal  estado  de  cosas  por  todos  consentido  una 
especie  de  Sociedad  universal  de  todos  los  bienes  entre  los  tres,  puesto 
que  ninguno  de  ellos  tenía  separadamente  otros,  á  cuyo  caudal  común 
aportaron  desde  entonces  todas  las  adquisiciones  y  lucros  que  tuvieron 
por  cualquier  concepto;  que  siendo  esto  así,  era  claro  y  evidente  que  en 
la  escritura  de  división  de  que  se  trataba  no  podían  ni  debían  figurar 
masque  los  tres  -únicos  socios  ó  comuneros  en  .aquel  caudal,  que  eran 
D;  Manuel,  D.  Alejandro  y  Doña  María  de  la  O;  que  no  habiendo  Don 
Francisco  Zaera  aido  socio  de  dicha  Compañía  ó  comunidad  universal  de 
bienes,  en  la  que  no  había  tenido  más  intervención  qne  la  de  represen- 
.   tante  de  su  mojer,  no  tenían  sos  herederos  derecho  á  intervenir  en  la 
división  de  dicha  Sociedad;  que  con  arreglo  á  la  ley  47,  tít.  98,  Par- 
tida 9*,  las  adquisiciones  realisadas  por  cualquiera  de  loa  asociados 
mientras  existió  la  comunidad  de  bienes,  aunque  lo  fuesen  á  nombre 
propio,  quedaron  de  hecho  comunicados  á  los  otros  socios  sin  necesidad 
de  tradición,  mucho  más  cuando  se  había  conferido  poder  para  realisar- 
lo;  que  en  todo  caao  los  hijos  de  D.  Francisco  Zaera  habían  estado  repre- 
sentados por  los  testamentarios  de  su  padre  en  la  escritura  de  división 
de  que  se  trata,  y  en  todo  caso  por  sn  madre,  por  rasón  de  la  patria 
potestad  que  sobre  ellos  tenía,  puesto  que  su  único  interés  provenía  de 
IOS  gananciales  correspondientes  á  su  padre,  y  éstos  era  claro  que  no 
eran  aún  conocidos  ni  podían  ser  adjudicados  al  hacerse  la  división  de 
la  Sociedad;  y  que  todos  los  hijos  de  Zaera  habían  aceptado  la  escri- 
tura de  división  como  base  para  las  operaciones  de  testamentaría  de 
éste  con  su  madre  Doña  María  de  la  O,  y  disfrotaban,  incluso  el  deman- 
dante D.  Toribio,  de  las  hijuelas  que  les  habían  sido  formadas,  por  coya 
rasón  carecían  de  todo  derecho  para  pedir  la  nulidad  de  la  escritura 
de  16  de  Mario  de  4874: 

Resultsado  que  ambas  partes  reprodujeron  en  los  es'^ritos  de  réplica 
y  duplica  lo  dicno  y  alegado  en  los  anteriores,  y  recibido  el  pleito  á 
prueba  se  suministraron  por  ambos  diferentes  justificaciones  en  demos- 
tración de  ios  hechos  alegados: 
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ResnUaodo  que  4a  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadieneia  de  Vafladolid 
dictó  seDtencia  en  30  de  Octubre  de  1883  declarando  oola  de  ningún 
valor  ni  efecto  la  eacritnra  de  división  de  bienes  otorgada  ante  el  Nota- 
rio  de  Medina  D.  Melitón  Navas  en  16  de  Mano  de  1874,  y  mandando 
en  virind  de  esta  nniídad  qne  se  retrotraigan  las  cosas  al  ser  y  estado 
en  qne  se  hallaban  al  otorgamiento  de  la  expresada  eseritara: 

Resaltando  qne  previo  depósito  de  TOOO  pesetas  para  los  efectos 
legales  correspondientes  D.  Manuel  Fernándes  Montealegre  y  D.  Leo- 
cadio, D.  Sebastián,  D.  Hermenegildo,  D.  Ramón  y  Doña  Etenteria 
Fernández  Miranda  interpnsíeron  recarso  de  casación,  por  considerar 
infringidas: 

i®  La  ley  i  3,  tit.  i  O,  Partida  5^  qne  dispone  qne  determinada  la 
compañía  deben  partir  los  socios  entre  sí  las  pérdidas  y  ganancias, 
porqne  la  Sala  sentenciadora  pretende  qne  en  la  liquidación  de  la  So- 
ciedad Viuda  de  Montealegre  ó  Hijo  lengan  derecho  á  intervenir  per- 
sonas que  formaban  parte  de  ella: 

S®  La  ley  13,  tit.  9^  Partida  7%  que  dispone  que  secún  derecho» 
como  una  persona  es  contada  la  del  heredero  á  la  de  aqoel  á  quien  lie- 
redó,  y  la  jurisprndencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo,  según 
la  qne  el  heredero  no  sucede  al  difunto  más  que  en  los  derechos  y  obli- 
gaciones de  éste;  por  cuanto  la  Sala  sentenciadora  pretende  qne  los  he- 
rederos de  D.  Francisco  Zaera  le  hubiesen  representado  en  la  liquida- 
ción de  la  Sociedad  Yinda  de  Montealegre  é  Hijo  cuando  aquél  no  fué 
jamás  socio,  y  por  tanto  mal  pudo  transmitir  á  sus  hijos  este  derecho; 
Y  3®  La  ley  H4,  tít.  48,  Partida  3%  que  preceptúa  la  fuerza  que 
hacen  en  juicio  los  documentos  ó  cartas,  no  habiendo  en  ello  alguna 
ííilsedad  ó  mengua,  en  el  concepto  de  que  la  Sala  sentenciadora  cita  el 
poder  otorgado  entre  los  socios,  el  testamento  de  mancomún,  etc.,  en 
cuyos  documentos  aparece  que  no  hubo  variante  alguna  en  la  Sociedad 
tal  y  como  se  constituyó  en  un  principio,  v  sin  enohargo  declara  nula 
la  escritura  de  liquidación,  por  no  haber  dado  en  ella  participación  á 
un  socio  que  no  resulta  de  ninguno  de  los  actos  y  documentos  de  la 
Sociedad. 

Yisto,  siendo  Ponente  el  MagistVado  D.  José  María  Alix  y  Bonaehe: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  declara  que  D.  Francisco 
Zaera  formó  parte  de  la  Sociedad  familiar  Yinda  de  Montealegre  é  Hijo 
en  concepto  de  socio,  apreciando  para  ello  las  practicadas,  sin  qoe  con- 
tra su  apreciación  se  haya  alegado  por  el  recurrente  error  de  derecho 
ó  de  hecho  qoe  resiílte  de  documento  ó  acto  auténtico  qne  demuestra 
la  equivocación  evidente  del  juzgador: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  que 
se  citan  en  los  motivos  l^  y  S^  del  recorso,  haciendo  supuesto  de  la 
cuestión,  porque  no  niega  que  terminada  la  Compañía  partan  los  so- 
cios entre  si  las  pérdidas  y  las  ganancias,  ni  tampoco  que  como  «lUi  per^^ 
tona  es  contada  la  del  heredero  élade  aquel  á  qwien  heredo,  sino  qoe 
reconoce  que  Zaera  fué  socio,  y  que  como  tal  debieron  intervenir  sus 
herederos  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  16  de  Marzo  de  1874,  lo 
cual  no  se  verificó: 

Considerando  que  cuando  la  prueba  se  compone  de  documentos  y 
testigos  como  en  el  caso  presente,  y  la  Sala  sentenciadora  la  aprecia 
por  el  resultado  que  ambos  ofrecen,  no  puede  descomponerse  para  ale- 
gar infracciones  queie  refieran  á  uno  de  esos  elementos,  y  en  tai  con- 
cepto la  sentencia  no  Infringe  la  ley  H4,  tír.  48,  Partida  3^,  que  se 
alega  en  el  tercer  motivo,  una  vtf  que  su  parte  dispositiva  no  descansa 
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sólo  en  la  prueba  docttmental,  sino  también  en  todo  lo  demás  practi- 
cado por  las  partes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re-» 
corso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Manuel  Fer- 
nández Montealegre  y  D.  Leocadio,  D;  Sebastián,  D.  Hermenegildo,. 
D.  Bruno  y  Dona  Eleuteria  Fernández  Miranda,  á  quien  condenamos  al 
pago  de  las  costas  y  pérdida  del  depósito  de  1.000  pesetu  que  han  cons- 
tituido, que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audien- 
cia de  Valladolld  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  dei* 
apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  I®  de  Julio> 
de  1884,  é  inserta  en  la  Ga€$ía  de  25  de  Setiembre  del  mismo  a&o.) 
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Reeurso  de  casación  (\*  de  Julio  de  i BSi).^Sala  primera.'-^ 
Propiedad  de  parte  de  una  hacienda. ~Ha  logar  al  interpuesto  por 
D.  Atanasio  Pulgar  con  D.  Silvano  Izquierdo  y  otro  (Audiencia  de  Ya- 
lladolid),  y  se  resuelve: 

Qu$  ii  iegún  la  voluntad  del  ieetador,  los  hienet  de  una  localidad 
quedaron  separados  absolutaihente  del  caudal  hereditario  y  partible,  ^ 
sometidos  á  la  disposición  libérrima  de  albaeeas  confidenciales,  qus 
cumplieron  según  escritura  el  encargo  á  ellos  reservado  y  sin  que  se  sepa 
ni  haya  derecho  á  investigar  si  usaron  ó  abusaron  de  su  cometido,  ni  á- 
qué  oompensaciones  ó  combinaciones  secretas  é  imposibles  de  apreciar 
obedeció  el  que  uno  de  los  herederos  nombrados  disfrutara  tales  bienes^ 
siendo  de  observar  que  el  causante  de  los  demandantes  fuera  uno  ds 
eUos^  que  intervino  en  el  documento  en  que  se  declara  cumplida  en  to- 
das sus  parles  la  memoria  testamentaria,  y  no  sólo  asintió  á  ese  disfrute 
hasta  su  muerte,  sino  que  nada  reveló  á  sus  herederos  en  el  sentido  de 
queemstiera  motivo  atguno  quejustificata  la  reversión  á  la  herenciay 
de  la  cual  habían  quedado  eliminados  por  el  testador:  la  sentencia  que 
ordena  esa  reversión  infringe  la  ley  del  testamento  contra  la  cual  se  di^ 
rige  oMertamente  la  acción  que  se  propuso  en  el  equivocado  concepto  con» 
(rano. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1°  de  Julio  de  i  884,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  d» 
ley,  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Astndillo  y  en  la  Sa- 
la de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladoiid  por  D.  Silvano  Izquierdo  Gi^ 
y  D.  Santiago  Aguado  Torres,  como  maridos  de  Doña  Felisa  YiHazán 
Pulgar  y  Doña  Ana  Vázquez  Yillazán,  representados  por  el  Procurador 
D.  Manuel  Martín  Yeña,  y  defendidos  por  el  Licenciado  D.  Isidro  do 
Diego  y  Lara,  con  D.  Atanasio  Pulgar  Gaataño,  y  en  su  nombre  el  Pro- 
curador D.  Daniel  Doze,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Eugenio  Mon* 
tero  Ríos,  sobre  propiedad  de  parte  de  una  hacienda: 

Resultando  que  D.  Juan  José  Marco  del  Pont,  albacea  testamentario 
de  D.  Francisco  Jenaro  Ángel,  como  apoderado  especial  de  las  demás- 
que  también  lo  eran  del  mismo,  ▼  con  la  aprobación  de  todos  los  inte- 
resados en  la  testamentaria,  vendió  por  escritura  otorgada  en  Madrid 
4  20  de  Agosto  de  4830,  según  se  consigna  en  los  resultandos  da  ia^ 
sentencia  recurrida  y  de  1831,  según  el  apuntamiento  á  D.  Pedro  Pul- 
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gtf  Castaño,  diferentes  eaus  ailas  en  la  tíIU  de  Pontevedra,  y  otra» 
▼arias  fincas  y  terrenos  en  las  jorisdiceiones  de  Poy,  Buen  Borela  y  Re- 
dondeta,  por  la  cantidad  de  418.496  rs.: 

Resaltando  qoe  D.  Pedro  Pulgar  y  Castaño  otorffó  testamento  ea 
«sta  corte  ante  el  Escribano  de  número  de  la  misma  D.  Vicente  Barba 
á  Si  de  Enero  de  Í844,  institayendo  por  aos  únicos  y  oniversaies  ha« 
rederos  ¿  sos  hermanos  legítimos  D.  Manuel,  D.  Ubaldo,  D.  Agvstia, 
D.  Atanasio  y  D.  Wenceslao  Pulgar  y  Castaño,  probibiendo  que  bajo 
ningún  concepto  entrara  la  justicia  á  entender  en  su  testameotarta, 
pnes  aun  cuando  su  hermano  D.  Wenceslao  se  hallaba  ausente  en  Amé- 
rica y  se  dudaba  de  su  existencia  mientras  no  se  presentara,  ó  alguno 
de  sus  hijos  si  los  tuviere  por  fallecimiento  suyo,  era  su  voiuntadqoe 
la  parte  de  bienes  que  le  pudiera  corresponder  la  repartieran  y  goiaran 
«os  herederos  como  si  aquél  no  existiese,  pero  con  la  obligación  de  rea» 
tituir  su  posesión  si  sucediera  que  se  presentara  i  reclamarla  ó  si  se  sn- 
piera  de  su  existencia.  Nombró  testamentarios  i%  iolidum  á  D.  Manuel 
y  D.  Ubaldo  Pnlgar,  concediéndoles  todo  el  tiempo  que  necesitasen;  y 
por  último  ordenó  que  si  á  su  fallecimiento  se  encontrase  alguna  me* 
moría  ó  papel  escríto  ó  firmado  de  au  puño  y  letra  que  hiciera  algaoa 
«Iteración  ó  prevención  relativa  i  su  testamento,  se  cumpliera  au  vo* 
iuntad,  teniéndole  por  parte  de  él: 

Resultando  qoe  D.  Pedro  Pulsar  Castaño  falleció  en  Madrid  el  día  I 
de  Octubre  de  1844,  y  en  19  de  Junio  de  1851  D.  Manuel  y  D.  Ubaldo 
Pulgar  comparecieron  ante  el  Notario  D.  Vicente  Barba,  autorísanle 
del  testamento  de  aquél,  manifestando  qoe  con  fecha  4*^  de  Febrero  del 
mismo  año  4844,  había  formal isado  y  firmado  su  citado  hermano  uae 
«emoria  que  contenía  4t  cláosulas  ó  declaraciones  que  como  tales  al- 
baceas  habían  tenido  presente  para  el  cumplimiento  de  lo  que  en  ella  ae 
prevenía,  y  para  que  en  todo  tiempo  constase  como  parte  de  dicho  tes- 
tamento,  la  entregaban  original  al  Notario  para  unirla  y  protocol liarla 
-en  su  Registro,  como  lo  hizo,  declarando  que  era  la  única  qoe  dejó  di- 
cho su  difunto  hermano  entre  sus  papeles,  y  que  la  firma  puesta  á  tu 
pie  era  de  su  puño  y  letra,  y  eomo  tal,  habían  cumplido  en  todas  aus 
partes  las  disposiciones  y  declaraciones  qoe  contenía: 

Resultando  que  en  la  duodécima  y  última  de  las  cláusulas  de  dicha 
memoria,  única  que  hace  al  caso  para  el  pleito  actual,  se  dijo  literal- 
mente lo  siguiente:  «Habiendo  enterado  á  mis  herederos  D.  Manuel, 
D.  Ubaldo  y  D.  Agustín  Pnlgar  del  estado  de  la  hacienda  de  Ponteve- 
dra en  Galicia,  es  mi  intención  que  los  demás  herederos  hagan  y  pasea 
por  cuanto  éstos  dispongan  respecto  de  dicha  hacienda,  sinquetengiB 
en  ello  transcendencia  ni  responsabilidad  alguna,  antes  más  bien  eomo 
ei  yo  lo  habiere  hecho  y  dispoesto  en  vida:» 

Resultando  que  en  16  de  Mayo  de  1856  D.  Ubaldo  Pnlgar  Castaño, 
eomo  hermano  y  heredero  único  albacea,  contador  y  partidor  nombrado 
«n  su  testamento  por  D.  Pedro  Pnlgar  Castaño,  formaliió  la  cuenta, 
partición  y  adjudicación  de  todos  sus  bienes,  entre  sus  cuatro  hermanos 
y  herederos,  D.  Agustín  Pulgar^  D.  Atanasio  Pnlgar,  D.  Manuel  Pulgar, 
ya  difunto,  y  en  su  representación  sus  nietos  D.  Pedro  Pulgar  Váiquet, 
hijo  de  D.  Manuel  Pulgar  García,  también  difunto,  y  de  Doña  Ana  Vái 
qoez  y  Doña  Felisa,  Doña  Ezeqniela,  D.  Bonifacio,  D.  Manuel,  D.  Bte 
quiel  y  D.  Gerardo  Villazán  Pulgar,  hijos  de  D.  Juan  Yillaián  y  de  Doña 
£ngracia  Pnlgar  García,  ya  difunta,  habiendo  procedido  con  anuencia 
de  su  hermano  D.  Agustín,  y  consignando  diferentes  supuestos  para  la 
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4D«yor  elaridad  Ó  inteügencia  de  los  coherederos  dijo  en  el  sexto:  se 
tendrá  preseote  one  por  la  eiánsala  11  de  ía  memoria  testamentaria  de- 
etara  sn  difunto  hermano  D.  Pedro  qtie  habiendo  enterado  á  D.  11  aRnely 
D.  Ubaldo  y  D.  Agustín  Pulgar  del  estado  de  la  haciendü  de  Ponteve- 
dra, en  Galicia,  era  sn  intención  qne  los^demás  herederos  hicieran  y  pa- 
saran por  cnanto  éstos  dispusieran  respecto  i  dicha  hacienda,  sin  qoe 
iBTieran  en  ello  transcendencia^  ni  responsabilidad  alguna,  antes  más 
bien  como  por  sí  mismo  lo  hnbie'sen  hecho  y  dispuesto  en  vida,  por  lo 
enal  no  se  haría  mención  de  dicha  hacienda  en  aquella  cuenta  parti- 
ción, y  ascendiendo  el  capital  inventariado  á  3.9)7.485  rs.,  y  las  bajas 
Senerales  á  1.554.435  rs.,  correspondió  á  cada  ono  de  los  cuatro  berc- 
eros 593.337  rs.  29  cents.,  y  por  fallecimiento  de  D.  Manuel  Pulgar  á 
sus  nietos  y  herederos  D.  Pedro  Pulgar  Vázqoes,  como  hijo  de  D.  Ma- 
nuel Pulgar  García,  y  á  Doña  Eseqoíela,  Doña  Felisa,  Doña  Bonifacia, 
D.  Manuel,  D.  Ezequiel  y  D.  Gerardo  Yillazán  Pul|;ar,  como  hijos  de 
iDoña  Engracia  Pulgar  García,  estos  seis  últimos  mejorados  por  su  abue- 
lo en  el  quinto  y  tercio  desús  bienes,  partición  y  adjudicación,  que  de 
conformidad  de  todos  los  interesados  se  aprobó,  sin  perjuicio  por  auto 
de  11  de  Junio  de  dicho  año  1856,  mandando  que  se  protocolizara  en 
los  registros  del  Escribano  D.  Vicente  Barba,  y  habiéndose  expedido  el 
testimonio  de  sn  hijuela  á  dichos  menores  hijos  de  D.  Manuel  Pulgar, 
se  tomó  razón  de  ello  en  la  Gontadnría  y  Registro  de  hipotecas: 

Resultando  que  en  7  de  Agosto  de  1864  falleció  en  esta  corte  el  Pres- 
bítero D.  Ubaldo  Pulgar  y  Castaño,  y  en  20  del  mismo  mes  D.  Silvano 
Izquierdo  como  marido  de  Doña  Felisa  Yillazán,  acompañando  una  eo- 
pia  del  testamento  de  D.  Pedro  Pulgar  y  varias  partidas  de  bautismo  y 
defunción,  solicitó  la  prevención  del  juicio  abintestato  de  D.  Ubaldo  y 
^ue  se  interviniese  sn  caudal,  fundando  su  pretensión  en  que  el  finado 
no  había  otorgado  testamento,  no  tenía  ascendientes  ni  descendientes» 
ni  existía  ninguno  de  sus  hermanos  más  que  D.  Atanasio  Pulgar,  inca- 
pacitado físicamente  para  administrar,  según  consignaba  en  el  testa- 
mento de  D.  Pedro: 

Resultando  que  prevenido  el  abintestato  por  auto  del  mismo  día, 
<dedojo  igual  pretensión  D.  Atanasio  Pulgar  por  distinto  Juzgado,  qne 
igualmente  la  acordó,  y  repartido  el  expediente  al  del  distrito  de  la  In- 
clusa, en  el  qne  se  acumularon  uno  y  otro,  quedó  en  suspenso  con  mo- 
tivo de  la  dennncia  criminal  de  falsedad  del  testamento  que  se  decía 
-otorgado  por  D.  Ubaldo  Pulgar,  y  terminada  la  cansa  que  con  tal  mo- 
tivo se  instruyó,  se  declaró  alzada  la  suspensión  del  curso  del  abintes* 
lato: 

Resultando  que  recibido  á  prueba  para  la  justificación  de  los  dere- 
chos de  las  partes,  se  dictó  sentencia  en  1^  de  Setiembre  de  1879,  de- 
clarando heredero  universal  del  Presbítero  D.  Ubaldo  Pulgar  Castaño, 
muerto  abintestato,  á  su  hermano  consanguíneo  D.  Atanasio  Pulgar 
Castaño,  y  con  derecho  á  la  libre  disposición  y  disfrute  de  todos  ios 
bienes,  derechos  y  acciones  «{ue  constituían  el  caudal  hereditario,  los 
cuales  se  le  entregasen  incluso  los  libros  y  papeles,  poniéndole  en  pose- 
sión del  mismo,  declarándose  igualmente  que  eran  de  cuenta  de  D.  Sil- 
vano Izquierdo,  como  marido  de  Doña  Felisar  Yillazán,  todas  las  costas 
particulares  que  se  causaran  á  sn  instancia  y  fueran  pagadas  con  fondos 
del  abintestato  en  los  diferentes  ramos  de  autos,  sentencia  que  declaró 
ejecntoria  en  auto  de  34  de  Octubre  del  prorio  año,  en  el  qne  se  mandó 
la  entrega  inmediata  al  heredero  de  todos  ios  papeles  y  documentos  del 
TOMO  55  36 
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caudal  ínTenttrtados,  haciendo  saber  al  Administrador  jodiclal  que  ha*- 
bía  terminado  ao  encargo,  y  qae  rindiera  caenta  de  sa  adminisiraciÓD, 
con  entrega  al  heredero  del  saldo  qoe  resultase,  entregándole  anmismo* 
los  resguardos  de  alhajas  y  metálico  depositados,  haciéndosele  los  re*' 
qaerimientos  oportunos  á  los  itfqailinos  de  las  fincas  existentes  en  Ma- 
drid, y  librándose  los  exhortos  correspondientes  para  los  que  se  halla- 
ban fuera  de  la  corte,  poniéndose  testimonio  en  relación  de  los  bienes 
de  todas  clases  qoe  formaban  la  herencia  con  expresión  del  concepto 
en  que  había  sido  llamado  á  ella  D.  Atanasio,  y  mandando  practicar  li» 
qoidación  de  las  costas  que  debía  abonar  D.  Silvano  Izquierdo: 

Resultando  qoe  D.  Atanasio  Pulgar  solicitó  en  45  de  Diciembre  qoe 
con  citación  de  D.  Silvano  Izquierdo  y  el  Promotor  fiscal,  como  únicos- 
qoe  con  él  habían  sido  parte  en  el  citado  abinteatato,  se  le  expidieron 
los  oportunos  testimonios  para  inscribir  á  su  nombre  las  fincas  de  la  he- 
rencia, librándose  desde  luego  uno  comprensivo  de  la  sentencia  de  l^de^ 
Setiembre  del  auto  de  31  de  Octubre  que  la  declaró  ejecutoria  del  sa* 
puesto  6^  de  la  partición  de  bienes  de  D.  Pedro  Pulgar,  y  de  que  entre 
los  del  caudal  hereditario  aparecían  inventariados  varios  que  radicaban 
en  la  provincia  de  Pontevedra,  cuyas  partidas  se  compulsarían  á  la  le- 
tra; que  estimado  así  y  citados  el  Promotor  fiscal  y  D.  Silvano  Izquier- 
do, compareció  éste  en  la  Escribanía,  manifestando  que  no  tenía  difi- 
cultad en  que  se  expidiera  el  testimonio  pretendido  relativo  á  los  bieneS' 
de  Pontevedra,  siempre  que  en  él  se  incluyera  la  cláusula  12  de  la  me- 
moria testamentaria  de  D.  Pedro  Pulgar,  y  acordado  así  en  providencia 
de  t3  del  propio  mes,  se  libró  el  testimonio  en  ios  términos  referidos,, 
incluyéndose  en  los  bienss  inventariados  en  Pontevedra,  qoe  lo  fueron 
32  fincas  rústicas  y  urbanas,  y  unos  aperos  de  labranza  anejos  á  la 
granja  de  Lourizán,  comprendida  entre  aquéllas,  habiéndose  hecho  la. 
oportuna  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  D.  Silvano  Izquierdo  Gil,  como  marido  de  Doña  Fe- 
lisa Villazán  Pulgar  y  D.  Santiago  Aguado  Torres  en  representación  de 
su  mujer  Doña  Ana  Vázquez  Villazán,  entablaron  en  22  de  Agosto  de- 
1882  la  demanda  objeto  de  estos  antes,  y  consignando  como  hechos  los 
antecedentes  que  quedan  referidos,  dedujeron  de  ellos  como  fundaman— 
to  de  derecho,  que  en  virtad  de  la  institución  que  D.  Pedro  Pulgar  Gas- 
taño  ordenó  en  su  testamento  ley  qoe  regulaba  la  sucesión  en  sn  caudal 
á  favor  de  D.  Bí anual,  D.  Ubaldo,  D.  Agustín  y  D.  Atanasio,  correspon- 
día á  cada  uno  la  cuarta  parte  de  los  bienes  de  aquél;  que  era  cierto  quft 
en  virtud  de  la  cláusula  i2  de  la  memoria  testamentaria  Je  D.  Pedro, sos^ 
hermanos  D.  Manuel,  D.  Agustín  y  D.  Ubaldo  habiían  podido  disponer  de^ 
la  hacienda  de  Pontevedra  con  la  misma  valides  y  eficacia  que  el  testa- 
dor, y  por  ello  los  demandantes,  respetando  esa  eláusnla  y  sos  efectos, 
se  consideraban  sin  derecho  para  extender  sn  reclamación  á  aquella- 
parte  de  las  rentas  de  Galicia;  que  no  habiendo  aparecido  al  fallecer  el 
sobreviviente  de  los  citados  tres  hermanos  no  resultaba  consumida  ó  in- 
vertida por  ello;  pero  según  la  voluntad  de  D.  Pedro,  dicha  hacienda 
sólo  pudo  tener  un  destino  especial  que  la  segregase  y  apartase  de  la 
nniverialidad  hereditaria,  si  se  la  hubieran  asignado  las  tres  personas- 
en quien  residían  las  faculudes  de  la  cláusula  i2,  lo  cual  no  hicieron  j 
no  podían  ya  hacer,  porque  no  existían;  que  por  lo  tanto,  la  institocióa 
de  herederos  contenida  en  el  Testamento  de  D.  Pedro  Pulgar  Castaño- 
era  hoy  el  único  titulo  legítimo  traslativo  de  la  propiedad  qoe  el  fina» 
4o  tuvo  en  la  finca  de  Galicia,  y  por  tanto,  las  demandantes  en  la  medi- 
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da  de  la  partieipaeión  qoe  las  tocó  en  la  hereneia  de  D.  Maooel  Polgar 
estaban  asistidas  de  los  derechos  que  á  éste  correspondían  en  la  soce- 
sióo  testada  de  su  hermano  D.  Pedro;  que  la  prescripción  extintlva  de 
las  acciones  no  corre  en  daño  de  quien  no  poeae  accionar  mientras  sub- 
sista esta  imposibilidad,  y  mediante  la  cláusula  12  citada,  en  tanto  que 
vivió  alguno  de  los  tres  hermanos  en  ella  designados  faltaron  términos 
hábiles  para  ejercitar  el  derecho  que  constituía  la  materia  de  eata  de- 
manda, porque  el  hermano  sobreviviente,  tal  vez  depositario  de  las  ins- 
trucciones y  acuerdos  de  D.  Manuel  y  de  D.  Agustín^  podía  excepcio- 
Dar  invocando  la  cláusula  referida;  que  el  ejercicio  del  derecho  ae  las 
demandantes  no  quedó  por  tanto  expedito  antes  de  la  defunción  de  Don 
Tibaldo,  acaecida  en  Agosto  de  i 874,  en  que  quedaron  removidos  los 
obstáculos  por  la  declaracióo  de  heredero  de  aquel  que  obtuvo  D.  Ata- 
nasio;  que  mediante  la  cláusula  12  de  la  memoria  testamentaria  y  el 
eupuesto  6^  de  las  operaciones  divisorias  del  caudal  de  D.  Pedro,  fal- 
tando además  toda  adjudicación  de  aquellos  bienes^  D.  Ubaldo  no  pudo 
tener  ni  tuvo  la  buena  fe,  según  revelaban  sus  propios  actos,  ni  el  áni- 
mo de  adquirir  necesarios  para  ganar  los  inmuebles  por  prescripción; 
que  permaneciendo  indivisa  aquella  porción  del  caudal  de  D.  Pedro,  era 
legalmente  imposible  que  el  comunero  que  la  tenía  y  administraba  ga- 
nase por  tiempo  la  porción  correspondiente  á  sus  hermanas;  que  aunque 
el  abintestato  deD.  übalda,  cuyo  lugar  estaba  subrrogado,Jtt  único  be- 
redero  dio  en  arrendamiento  la  hacienda  de  Pontevedra,  la  porción  le  • 
gal  de  los  bienes  que  la  constituían  radicaban  en  D.  Atanasío,  como  be- 
redero  de  D.  Ubaldo,  porque  era  sabido  que  el  arrendatario  poseía  á 
nombre  del  arrendador;  y  haciendo  uso  de  la  acción  mixta  de  real  y 
personal  que.eompetía  al  heredero  para  pedir  los  bienes  hereditarios,  y 
que  dirigían  contra  D.  Atanasio  Pulgar  y  Castaño,  como  único  herede- 
ro universal  abintestato  de  su  hermano  O.  Ubaldo,  pidieron  se  declara- 
se qoe  en  virtud  de  las  disposiciones  testamentarias  que  regían  en  la 
sucesión  de  D.  Pedro  Pulgar,  correspondía  en  pleno  dominio  á  Doña 
Ana  Vásquez  y  Doña  Felisa  Villazán  Pulgar,  eausahabiente  de  D.  Ma- 
nuel Pulgar  Gaslsño,  el  S6  y  70  centnrios  y  ellS  y  21  centnrios  por  10O 
respectivamente  de  la  coarta  parte  de  la  hacienda  de  Pontevedra,  men- 
cionada con  porción  alícuota  de  los  productos  de  ella  anteriores  á  la  de- 
función de  D.  Ubaldo  no  invertidos  por  éste  y  de  los  posteriores  ai  dia  7 
de  Agosto  de  1 874,  y  en  su  consecuencia,  condenar  al  demandado  á  en  - 
tregar  á  las  demandantes  la  expresada  porción  de  bienes  qoe  constituían 
aquella  hacienda  y  la  cantidad  á  que  ascendía  la  parte  de  productos  y 
rentaa  que  le  correspondía,  con  los  intereses  legales  de  demora  sobre 
esta  cantidad  desde  la  fecha  de  la  demanda,  con  más  las  costas  y  gas- 
tos del  pleito,  dándose  por  contestada  por  ella  la  de  interposición  con- 
traria sobre  jactancia  de  los  hechos  en  que  ésta  se  fundaba  á  los  efee- 
tos  y  en  la  forma  dichos: 

Resultando  que  D.  Atanasio  Pulgar  Gutafio  impugnó  la  demanda, 
alegando  que  si  bien  era  cierto  que  á  la  defunción  de  D.  Pedro  Pulgar 
y  en  cumplimiento  de  la  cláusula  12  de  su  memoria  testamentaria  se 
excluyó  de  la  masa  divisoria  la  hacienda  en  cuestión,  esta  exclusión  se 
había  hecho  no  sólo  por  D.  Ubaldo,  sino  también  porD.  Manuel  Polgar, 
aun  cuando  no  concurriese  á  la  protocolización  de  la  testamentaría  por 
haber  fallecido,  puesto  que  aparecían  haber  practicado  los  trabajos  an- 
teriores á  este  acto;  que  á  la  muerte  de  D.  Pedro  y  con  conocimiento  y 
consentimiento  de  los  albaceas  D.  Agustín  y  D.  Manuel  Pulgar,  pasó  esta. 
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faaoíenda  á  D.  Ubaldo  qoe  l«  conserTó  como  doefto  hasta  sa  moerte,  sin 
qoe  M  le  hiciese  reelamacióa  alguna;  alegando  en  demostración  deeüo 
qoe  al  protoeolisar  la  memoria  testamentaria  repetida,  D.  Ubaldo  y  Doa 
Manaeí  manifestaron  haber  cumplido  en  todas  sas  partes  las  disposieio- 
nes  y  deelaraeiones  en  ellas  contenidas;  qne  en  el  abintestato  de  D.  Ubal- 
do Pttlgar  fué  inventariada  esta  hi^cieuda  como  de  sn  pertenencia,  en 
eoyo  juicio  íaé  siempre  parte  D.  Silvano  Izquierdo,  y  consintió,  no  sólo 
la  sentencia  por  la  cual  se  declaró  heredero  áD.  Atanasio  y  con  derecho 
á  la  libre  disposición  y  disfrote  de  los  bienea,  derechos  y  acciones  qoe 
constituían  el  caudal,  sino  qne  también  consintió  la  inscripción  en  el 
Registro  de  la  expresada  hacienda  i  nombre  del  heredero,  con  inserción 
en  el  exhorto  de  la  expresada  cláusula  M  de  la  memoria  testamentaria 

Í  terminó  invocando  como  fundamento  de  derecho  la  posesión  á  tftalo 
e  dueño  de  la  expresada  hacienda  de  Pontevedra,  que  con  este  carác- 
ter la  había  poseído  D*  Ubaldo,  v  la  prescripción  por  el  lapso  de  más  de 
30  años,  así  como  la  excepción  de  cosa  juxgada  en  cuanto  á  D.  Silvano, 
y  la  carencia  de  acción,  tanto  de  éste,  como  de  su  colitigante^  para  rei- 
vindicar las  fincas  de  Pontevedra: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  trajo  á  los  autos  cer- 
tificación de  los  Registros  de  propiedad  de  Redondela,  Puente  Galdelas 
y  Pontevedra,  consignándose  en  las  dos  primeras  que  con  posterioridad 
á  la  escritura  de  adquisición  en  favor  deD.  Pedro,  no  se  había  practi- 
cado inscripción  alguna  de  transferencia  de  la  expresada  hacienda;  y 
en  la  última,  que  los  bienes  que  pertenecieron  á  D.  Pedro  Pulgar  ha- 
bían sido  inscritos  á  nombre  de  D.  Atanasio  Pulgar  como  heredero  de 
sn  hermano  D.  Ubaldo  y  último  cumplidor  de  ia  voluntad  de  D.  Pedro 
respecto  al  fideicomiso  establecido  por  éste: 

Resaltando  que  sustanciado  el  jaicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  YalUdolid  dictó  sentencia  confirmatoria  en  17 
de  Octubre  de  4883,  declarando  que  á  Doña  Ana  Vázquez  Villazán  y 
Doña  Felisa  Villazán  Pulgar,  como  causahabientes  de  D.  Manuel  Pul- 
gar Castaño,  corresponde  su  propiedad,  á  la  primera  el  SO  y  70  cento- 
ríos  por  400,  y  el  IS  y  S4  centnrios  á  la  segunda,  ¿e  la  cuarta  parte  de 
la  hacienda  comprendida  en  la  escritura  de  venta  del  folio  66  del  plei> 
to,  con  igual  porción  de  los  38.587  rs.  y  de  los  9.070,  'productos  de  la 
misma  no  invertidos  por  D.  Ubaldo  Pulgar  y  á  los  posteriores  al  día  7 
de  Agosto  de  4874  en  que  ocurrió  su  fallecimiento,  condenando  en  sa 
consecuencia  á  D.  Atanasio  Pulgar  Castaño  á  entregar  á  Doña  Ana 
Vázquez  Villazán  y  á  Doña  Felisa  Víiazan  Pulgar  ó  sus  legítimos  re- 
presentantes, la  determinada  porción  de  bienes  y  cantidades  á  que  as- 
ciende la  parte  de  rentas  y  productos  qae  les  corresponde,  con  los  in- 
tereses de  la  demora  desde  la  incoación  de  la  demanda,  sin  hacer  espe- 
cial condenación  de  costasen  ninguna  de  las  instancias: 

Resultando  que  D.  Atanasio  Pulgar  Castaño  interpaso  recurso  de 
casación,  por  haberse  infringido  á  sn  juicio: 

4^  La  ley  10,  tlt.  44,  Partida  3*,  que  establece  la  regla  fundamental 
sancionada  sin  contradicción  por  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tri- 
bunal en  varias  sentencias  de  casación,  especialmente  en  la  de  9  de 
Mayo  de  4863,  según  la  cual,  el  poseedor  de  la  cosa  mueble  ó  inmueble 
no  tiene  necesidad  de  probar  su  dominio  para  conservar  en  su  poder. 
y  no  puede  ser  privado  de  ella,  á  no  ser  que  el  que  la  reclama  pruebe 
que  le  pertenece  en  virtud  de  un  título  de  dominio  á  favor  suyo  ó  de 
au  causante;  y  los  demandantes  no  habían  presentado  título  respecto  i 
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la  parte  de  hacienda  qne  trataban  de  reivindioar,  ni  probado,  ni  ana 
alegado  qae  so  cansante  hubiera  poseído  nanea  tales  bienes  desde  la 
nanerte  de  D.  Pedro,  ni  participado  de  la  posesión  y  tenencia  de  ellos, 
en  qoe  constantemente  estovo  D.  Ubaldo,  ni  disfrutado  de  iodo  ó  parte 
de  sos  rentas,  ni  qae  hnbiese  reclamado  á  sa  hermano,  exclnsivo  po- 
seedor, participación  alguna  en  ellos,  ni  aun  intervención  en  la  admi- 
nisiración  de  los  mismos,  apareciendo  también  infrinKída  la  jorispra- 
dencia,  repetidas  veces  declarada  por  este  Supremo  Tribunal,  y  seña- 
ladamente en  la  sentencia  de  casación  de  tO  de  Abril  de  1874,  según  la 
cual,  un  título  universal  cual  es  el  de  la  Hacienda  es  inefioax  6  insafi- 
eiente  por  sí  sólo  para  reivindicar  una  finca  determinada,  si  uo  se  prueba 
que  ésta  forma  parte  de  la  herencia;  porque  el  heredero  no  yiede  ad- 
quirir otros  bienes  y  derechos  qoe  los  dejados  por  su  causante  á  su  fa- 
llecimiento, porque  de  la  prueba  documental,  única  hecha  en  el  pleito 
por  los  demandantes,  no  sólo  no  resultaba  que  la  hacienda  de  Ponteve- 
dra formase  parte  del  candal  dejado  per  D.  Pedro  del  Pulgar  á  sus  he- 
rederos testamentarios,  sino  que,  por  el  contrario,  resultaba  la  excla- 
flión  de  tales  bienes  de  este  caudal,  sin  que  por  otra  parte  resultara 
tampoco  que  de  la  herencia  del  D«  Manuel,  causante  de  los  actores,  for- 
masen parte  tales  bienes,  ni  derecho  alguno  sobre  ellos: 

2®  Siendo  incontestable  que  la  sentencia  de  1879  comprendió,  como 
si  fueran  parte  del  caudal  hereditario  de  D.  Ubaldo,  \oé  bienes  de  Pon- 
tevedra que  figuraban  en  el  inventario  judicialmente  formado  ao  el 
abintestato,  y  siendo  esta  sentencia  un  título  de  dominio  de  los  bie- 
nes del  caudal  relicto  i  favor  del  heredero  en  ella  declarado^  era  ^evi- 
dente que  constituía  para  D.  Atanasio  Pulgar  un  título  de  dominio  de 
los  bienes  que  contra  él  le  trataba  de  reivindicar  en  f  ste  pleito,  y  por 
eonsiguiente,  se  infringía  la  doctrina  sancionada  por  este  Supremo  Tri- 
bunal en  varias  de  sus  sentencias,  y  entre  ellas,  en  la  de  17  de  Enero 
de  1879,  en  que  se  declaraba  qoe  el  título  invocado  por  el  demandante 
para  reivindicar  unas  fincas  no  basta  por  sí  solo  para  constituir  un  ti- 
tulo de  dominio,  cuando  aparece  de  los  documentos  traídos  al  pleito 
que  se  adjudicaron  á  nn  tercero  las  propias  fincas  por  otro  título  tam- 
bién legítimo,  y  mucho  menos  si  éste  presenta  títulos  suficientes  de  sa 
propiedad,  sobre  cuya  autenticidad  no  ha  habido  cuestión,  que  resul- 
ten inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad  y  que  garanticen  su  pose- 
sión legal  mientras  no  se  declarasen  ineficaces: 

3**  No  habiendo  sido  expresamente  declarado  ineficas  como  título  de. 
dominio  de  D.  Atanasio  Pulgar  la  sentencia  á  que  se  refería  el  motivo 
anterior,  y  no  habiendo  los  actores  en  su  demanda  ejercitado  laeorres- 
pondiente  acción  perjudicial,  como  era  necesario  para  que  pudiera  pros- 
persr  la  reivindicatorib  de  que  hicieron  uso,  puesto  ^ue  dicha  senten- 
cia era  un  obstáculo  para  que  la  acción  reivindieatoria  pudiera  aer  es- 
timada, la  jurisprudencia  consignada  en  este  sentido  en  repetidas  sen- 
tencias de  este  Supremo  Tribunal,  entre  ellas,  en  las  de  28  de  Octubre 
de  1867  y  30  de  Abril  de  1868: 

4^  Dado  el  claro  y  literal  sentido,  así  de  la  cláusula  It  de  la  memo- 
ria testamentaria  de  D.  Pedro  Pulgar,  como  de  la  escritura  de  su  pro- 
tocolización otorgada  por  sus  hermanos  y  albaeeas  D.  Manuel  y  Don 
Ubaldo,  y  la  de  partición  de  la  hacienda  de  D.  Pedro,  en  euantor  sobre 
el  particular  comprendía  y  especialmente  el  supuesto  6°,  lo  mismo  que 
la  de  partición  de  la  herencia  de  D.  Manuel  y  la  sentencia  diotada  en  el 
abintestato  de  D.  ubaldo  y  la  providencia  que  contenía  el  exhorto  li- 
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brado  para  sa  eamplitnianto,  y  además  el  testioocnto  qae  también  com- 
preodía  la  providefieia  mandando  inscribir  á  favor  de  O.  Atanasio,  i 
titulo  de  dueño,  los  mencionados  bienes  de  Pontevedra  v  la  certificado  a 
del  Registrador  de  la  propiedad  de  este  partido  de  haberlo  hecho  asi, 
doonmentos  qae  eran  la  única  prueba  presentada  en  el  pleito^  la  ley  f  |4, 
tít.  18,  Partida  3%  porque  todos  aquellos  demostraban  por  su  literal 
contenido  que  los  bienes  que  en  la  sentencia  se  declaraban  pertenecer 
á  los  actores  en  concepto  de  herederos  testamentarios  de  D.  Pedro  Pul- 
gar Y  Castaño,  fueron  excluidos  legítimamente  por  quienes  habian  re- 
cibido esta  facultad  del  testador,  del  caudal  que  en  concepto  de  heren- 
cia habia  de  distribuirse  entre  los  mencionados  herederos:, 

6^  La  doctrina  de  derecho,  según  la  cual,  debe  ser  desestimada  la  de- 
manda, en  virtud  de  la  excepción  llegada  por  el  demandado  sím  ñcUons 
«^f ,  cuando  al  demandante  no  asiste  la  acción  que  ejercita,  la  doctri- 
na de  derecho,  según  la  cual  el  testamento  es  la  ley  á  que  están  some  - 
tidos  los  herederos  Totuntarios,  porque  no  se  había  respetado  la  volun- 
tad de  D.  Pedro  Pulgar,  consignada  en  la  cláusula  12  de  su  memoria, 
que  formaba  parte  de  su  testamento,  y  la  ley  V,  tít.  4  i  de  la  Partida  6^, 
porque  se  mandaban  entregar  los  bienes  reivindicados  en  concepto  da 
hereditarios  á  los  actores,  sin  embargo  da  que  no  formaban  parte  de  la 
herencia  á  que  por  el  testamento  había  sido  llamado  su  consorte  Don 
Manuel,  y  que  era  la  única  que  en  el  concepto  sobredicho  podían  re- 
clamar: 

6^  Al  no  estimarse  la  excepción  de  prescripción  alegada  por  D.  Ata- 
nasio Palgar,  la  ley  7\  tft.  f  4  de  la  Partida  6^,  con  arreglo  á  la  cual, 
aun  habiendo  sido  poseedores  de  mala  fe  D.  Ubaldo  y  D.  Atanasio*  ha- 
bían adquirido  la  propiedad  de  los  mencionados  bienes  por  la  continua 
posesión  de  los  mismos  durante  30  años;  la  ley  9^,  tít.  19,  Partida  6\ 
pues  desde  cualquiera  de  las  dos  épocas  en  que  empelara  á  contarse  el 
tiempo  de  la  prescripción  vivía  D.  Manuel  del  Pulgar  y  Castaño,  de 
guien  derivaban  su  pretendido  derecho  los  actores,  sin  que  se  hubiese 
interrumpido  después  á  la  muerte  del  D.  Manuel  por  la  ratón  de  la 
menor  edad  de  sus  nietos  y  herederos,  con  arreglo  á  dicha  ley  una  vea 
que  no  ejercitaron  en  la  demanda,  ni  estaban  ya  en  ocasión  de  hacerlo, 
el  beneficio  de  la  restitución  contra  el  lapso  del  tiempo,  y  la  jurispru- 
dencia de  este  Tribunal  Supremo,  consignada  en  la  sentencia  de  97  de 
Junio  de  4867,  según  la  cual,  la  prescripción  de  dominio  de  una  finca 
demandada,  coando  concurren  en  ella  los  requisitos  de  la  ley,  desvirtúa 
las  acciones  de  más  largo  tiempo,  incluso  la  de  petición  de  herencia: 

7**  Siendo  indudable  que  el  testador  D.  Pedro  Pulgar  estableció  en  la 
cláusula  1S  de  su  memoria  testamentaria  su  fideicomiso,  del  cual  fué 
objeto  la  hacienda  de  Pontevedra,  siendo  los  herederos  fiduciarios  de 
la  misma,  segúa  dicha  cláusula,  los  que  en  ella  se  mencionaban;  y  sien- 
do indudable  asimismo  que  éstos  hicieran  uso  de  las  facultades  que  en 
concepto  de  tales  fiduciarios  les  dio  el  testador  al  declararse  en  la  sen  • 
tencia  que  los  bienes  del  fideicomiso  forman  parte  de  la  herencia  libre 
de  D.  Pedro  Pulgar  y  Castaño,  y  corresponden  en  parte  á  ios  actores 
en  concepto  de  causahabientes,  no  del  heredero  fiduciario,  sino  del  tes- 
tamentario D.  Manuel,  la  ley  i4,  tít.  5^  Partida  6\  con  arreglo  á  la 
cnal,  las  instituciones  fideicomisarias  son  válidas  en  cuanto  por  ellas 
no  se  viola  alguna  otra  ley  que  sea  obligatoria  para  el  mismq  testador; 
la  doctrina  según  la  cual  la  voluntad  del  testador  es  ley  para  los  here- 
deros una  ves  que  constaba  que  los  fiduciarios  hicieron  uso  del  fideico- 
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tDÍ8o;  que  por  lo  tanto,  los  bienes  en  qoe  éste  consistía  contionaron 
-faera  de  la  masa  de  la  herencia: 

8°  T  por  último,  habiendo  sido  parte  en  el  jaicio  al  abintestato  Doña 
f  elisa  Villazán,  incluido  non  sa  consentimiento  los  bienes  de  Ponteve- 
dra en  el  inventario  del  candal  consentido,  la  sentencia  qoe  declaró  co- 
rresponde'el  dominio  de  este  caudal  á  D.  Atanasío  Palgar,  como  único 
7  legUimo  heredero  de  si\  hermano  D.  übaido,  y  ratificado  por  último 
mna  y  oira  vea  este  consentimiento,  cuando  se  mandó  por  vfa  de  cum- 
plimiento de  la  sentencia  que  se  diera  posesión  de  mencionados  bienes 
á  D.  Atanasio  4  titulo  de  dueño  dd  los  mismos,  y  ,qne  co\i  el  mismo  con- 
cepto se  inscribiesen  á  su  favor  en  los  Registros  de  la  propiedad,  al  pri- 
varse después  de  esto  á  D.  Atsnakio  del  dominio  de  par;e  de  esos  bie- 
nes, y  declarar  que  correspondía  á  la  mencionada  Dona  Felisa  VillazAn 
por  no  formar  parte  de  la  herencia  del  intestado  de  D.  übaldo,  sino  la 
de  D.  Pedro,  la  ley  19,  tít.  SS,  Partida  3S  que  declara  el  valor  y  faena. 
qu«  tienen  las  sentencias  contra  los  que  hubiesen  sido  parte  en  los  plei- 
tos en  que  se  dicten,  en  el  concepto  de  que  se  exime  á  Doña  Felisa  Vi- 
llazán de  estar  y  pasar  por  lo  dispuesto  en  la  dictada  en  el  expresado 
Juicio  de  abintestato. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández  Cuesta: 

Considerando  qua  según  la  voluntad  de  D.  Pedro  Pulgar,  los  bienes 
de  Pontevedra  quedaron  separados  absolutamente  del  caudal  heredita- 
rio y  partible,  y  sometidos  á  la  disposición  libérrima  de  albaceas  confi- 
•Vencíales,  que  cumplieron  según  la  escritura  de  f  851  el  encargo  á  ellos 
reservado,  sin  que  se  sepa  ni  haya  derecho  á  investigar  si  usaron  ó 
abusaron  de  so  cometido,  ni  á  qué  compensaciones  ó  combinaciones  se- 
cretas ó  imposibles  de  apreciar  obedeció  el  que  D.  übaldo  Pulgar  dis  - 
frotara  tales  bienes,  siendo  de  observar  que  el  causante  de  los  deman* 
dantas  ejerciera  uno  de  ellos  y  que  intervino  en  dicho  documento  en 
-que  se  declara  cumplida  en  toias  mi  parUi  la  memoria  testamentaria, 
no  sólo  sintió  ese  disfrute  hasta  su  muerte  en  1855,.  sino  que  nada  re- 
veló á  sus  herederos  en  el  sentido  de  que  existiera  motivo  alguno  que 
justificara  la  reversión  á  la  herencia,  de  la  cual  habían  quedado  elimi- 
nados por  el  testador: 

Considerando,  por  tanto,  qoe  la  sentencia  infringe  ht  ley  del  testa- 
mento invocada  en  el  quinto  motivo,  contra  la  cnal  se  dirige  abierta- 
mente la  acción  que  se  propuso  en  el  equivocado  concepto  contrario; 

Fallemos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
-áe  casación  interpuesto  por  D.  Atanasio  Pulgar  y  Castaño,  y  en  su  vir- 
tud casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  17  de  Octubre  de  1883 
dieió  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid;  y  devuélvase  al 
recurrente  el  depósito  que  ha  constituí  Jo.— (Sentencia  publicada  el  1^ 
de  Julio  de  I88á,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  S5  de  Setiembre  del  mismo 
>áño.) 
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Reenrso  de  rasactón  (^  de  Julio  de  4884].— jS'a/a  primgra. — 
Dkfknsa  por  pobre.—  No  ha  labrar  al  interpuesto  por  Doña  Aquilina 
Adela  Peláea  con  Dofta  Paustina  Bonilla  y  el  Ministerio  fiscal  (Audien- 
cia de  Madrid),  y  se  resuelve: 

I®  Que  el  arL  659  d$  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil  diepone  que  lo$ 
Jueces  y  Tribunales  apreciarán  la  fuerza  probatoria  de  las  deefaraeiú- 
nes  de  los  lesligos  conforme  á  las  reglas  de  la  sana  eriliea^  Uniendo  an 
eontideraeíón  la  razón  de  cieneia  que  hubiesen  dado  y  las  cireunslancia» 
gue  en  ellos  concurran; 

TV  Que  si  la  Sala  sentenciadora,  haciendo  uso  de  esta  facultad^ 
deniega  la  pretensión  de  pobreza  formulada  por  la  recurrente,  apre- 
ciando la  prueba  testifical^  única  que  propuso^  sin  que  se  haya  probado- 
que  en  esta  apreciación  haya  cometido  error  de  hecho  ó  de  derecho^  no- 
infringe  la  ley  8*,  tit.  44,  Partida  3*,  que  dice  cuántas  maneras  son  da- 
pruebas^  ni  la  II  del  mismo  titulo  y  Partida  que  habla  del  pleito  ó  pos- 
tura  que  ome  face  con  otro  que  se  puede  aprovechar  de  ella  su  heredero, 
ni  la  i  \  9,  tit.  18,  Partida  3*,  que  se  refiere  á  los  documentos  privados, 
por  ser  estas  leyes  inaplicables  al  caso;  ni  tampoco  el  art,  ^ü  de  la  ley  da 
Enjuiciamiento  civil,  que  se  alega  haciendo  supuesto  de  la  cuestión. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  T  de  Julio  de  1884,  en  el  incidente 
de  pobreza  seguido  en  el  Jozgado  de  primer»  inUancia  del  distrito  del 
Hospicio  de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  su  Audien- 
cia por  Doña  Aquilina  Adela  Peláes  y  Lallave  con  Doña  Paustina  Bo- 
nilla y  Barragán,  ambas  de  esta  vecindad,  y  con  el  Ministerio  fiscal,, 
pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  José  Aleixandr» 
y  el  Procurador  D.  Hilario  Dsgo,  en  defensa  y  representación  de  Dofta 
Aquilina,  no  habiendo  comparecido  la  parte  recurrida:  ' 

Resultando  que  en  25  de  Noviembre  de  1889  dedujo  Doña  Aquilina. 
Adela  Peláei  demands  de  pobrera  para  litigar  con  Doña  Paustina  Bo- 
nilla V  Barragán,  fundada  en  que  no  tenía  otros  medios  para  atender  á 
su  subsistencia  y  á  la  de  una  hija  que  tiene  menor  de  edad,  que  el  pro- 
ducto del  empleo  de  un  exiguo  capital,  cuya  colocación  eventual  na 
llega  á  producir  más  de  10  ó  12  rs.  diarios,  y  en  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 13  y  15,  párrafo  tercero,  y  17  y  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento- 
civil: 

Resultando  que  Doña  Paustina  Bonilla  se  opuso  á  dicha  demanda 
alegando  qne  Doña  Aquilina  posee  bienes  ó  metálico  en  mayor  cantidad 
que  la  suficiente  para  producir  una  renta  de  10  ó  12  rs.  diarios  con  el 
producto  de  las  muchas  operaciones  de  préstamo  de  alguna  considera- 
ción qne  continuamente  ha  verificado  á  cuya  industria  se  venía  dedi- 
cando hacia  años,  annque  no  constaba  en  la  matrícula  de  subsidio,  y 
que  además  heredó  de  su  hermana  Doña  Amalia  una  respetable  suma  y 
gozaba  del  concepto  de  rica,  lo  cual  demostraba  su  aspecto,  porte  y 
manera  de  vivir: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  que  se  concediese  la 
declaración  de  pobreza  pretendida  por  Doña  Aquilina  mientras  no  jua- 
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ttficase  eomplldamente  esta  condición,  y  recibido  el  incidente  á  prueba, 
presentó  la  demandante  tres  testigos  qoe  faeron  repreguntados  por  la 
parte  contraria: 

Resaltando  qoe  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  dictó  sentencia  revocatoria  en  10  de  Enero  ultimo  desestimando  el 
beneficio  de  pobreaa  solicitado  por  Doña  Aquilina  Adela  Peláez,  con  lo» 
pronunciamientos  consiguientes,  porque  la  prueba  de  testigos  que  la 
demandante  ba  empleado  para  demostrar  su  condición  de  pobre  en  eP 
sentido  legal  no  ofrece  las  circunstancias  necesarias  para  conseguir  tal 
fin,  porque  de  los  tres  testigos  presentados  no  dan  razón  de  sus  afirma- 
ciones y  sólo  las  fundan  en  no  baber  oído  cosa  en  contrario,  y  los  tres^ 
ignoran  la  cuantía  del  capital  que  la  misma  demandante  afirma  qne 
posee  y  dedica  á  préstamos  que  le  producen  10  ó  12  rs.  diarios,  asi  como 
el  alquiler  que  satisface  por  el  cuarto  que  ocupa: 

Resaltando  que  Doña  Aquilina  Adela  Peláex  interpuso  recurso  de- 
casación,  fondado  en  los  siguientes  motivos: 

1°  En  error  de  hecho  que  resulta  al  afirmar  la  sentencia  recurrida  e» 
la  apreciación  de  la  prueba  testifical,  qne  dos  de  los  testigos  presenta- 
dos por  la  recurrente  no  din  rasón  de  sus  declaraciones,  puesto  que 
consultado  un  documento  tan  auténtico  como  son  las  naismas  declara- 
ciones de  dicbo^  testigos,  que  todos  ellos  manifestaron  conocer  y  tratar 
á  la  recurrente: 

2®  En  error  de  derecho  que  resulta  también  de  la. misma  apreciación 
de  las  pruebas  y  consiguiente  interpretación  equivocada  de  las  leyes  8^ 
y  11,  lit.  U,  Partida  3*,  y  de  la  119,  tít.  48  de  la  misma  Partida,  qoe 
declaran  qoe  constituyen  prueba  plena  las  declaraciones  de  dos  ó  más 
testigos  contextes,  puesto  que  la  sentencia  recurrida  reconoce  que  los 
tres  testigos  que  presentó  la  recurrente  afirmaron  su  pobreza; 

Y  3*  En  la  infracción  del  art.  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
puesto  que  la  recurrente  afirmó  en  su  demanda  que  sus  rentas  no  alcan- 
zaban al  jornal  de  dos  braceros  en  el  lugar  de  su  residencia  habitual; 
los  testigos  que  presentó,  unánimes  y  contextes,  corroboraron  esta  afir- 
mación, dejando  probado  que  dichas  rentas  no  tenían  aquel  alcance,  y 
D.  Faustino  Bonilla,  no  s«Mo  no  probó  lo  contrario,  sino  que  ni  siquiera 
•6  atrevió  á  ofrecer  prueba. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández  Coestar 

Considerando  que  el  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
dispone  que  los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán  la  fuerza  probatoria  de 
tas  declaraciones  de  los  testigos  conforme  á  las  reglas  de  la  sana  critica 
teniendo  en  consideración  la  razón  de  ciencia  qne  hubiesen  dado  y  las- 
circunstancias  que  en  ellos  concurran: 

Considerando  aue  la  Sala  sentenciadora,  haciendo  oso  de  esta  fa- 
cultad,ha  denegado  la  pretensión  de  pobreza  formulada  por  Doña  Aquí» 
lina  Adela  Peláez,  apreciando  la  prueba  testifical,  ünica  que  la  recu- 
rrente propuso,  sin  que  se  baya  probado  que  en  esta  apreciación  haya 
cometido  error  de  hecho  ó  de  derecho,  como  se  pretende  en  el  primer 
motivo  de  casación,  ni  infringido  la  ley  8^  lát.  14,  Partida  3%  que  dic» 
cuántas  maneras  son  de  pruebas,  ni  la  11  del  mismo  título  y  Partid»  qoe^ 
babla  del  pleito  ó  postura  que  orne  face  con  otro  que  se  puede  aprove 
cbar  de  ella  su  heredero,  ni  la  119,  tit.  18,  Partida  3%  que  se  refiere  á- 
los  documentos  privados,  coyas  tres  leyes  que  se  alegan  en  el  segundea 
motivo  son  inaplicables  al  caso;  no  habiéndose  tampoco  por  consecuen- 
cia infringido  el  art.  15  que  se  invoca  en  el  tercer  motivo,  haciendo  so  - 
paesto  de  la  eoestión ; 
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Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  iater puesto  por  Doña  Aqailina  Adela  Pdláes,  á  qaiea 
condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Aadiencia  de  esta  eort* 
la  certificación  correspondiente,  con  devolnciód  del  apontamiento  qae 
lia  remitido. — (Sentencia  pablicada  el  I*  de  Julio  de  ISS4,  ó  inserta  aa 
la  Oae4U  de  96  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reenrso  de  easaelAn  (9  de  Julio  de  l9fii).^Séla  primera. — 
Cobro  de  cantidad.— No  ha  logar  al  jnterpaesto  por  D.  Manuel  Pastor 
y  Landero  con  D.  José  Gutierres  Sandoval  (Audiencia  de  Sevilla),  y  so 
resuelve: 

4®  Que  habiendo  contratado  el  demandado  cotno  Direelor  gerente  de 
ia  Bmpreta  del  ferrocarril  de  Mirida  á  Sevilla^  demandándole  el  da- 
mandante  en  este  concepto  y  en  el  de  concesionario  de  dicka  linea,  prO' 
sentada  la  demanda  y  hecho  el  emplaaamiento  cuando  aquél  era  único 
eonceeionario  por  haber  recobrado  todos  cus  derechos  y  Kaberee  subrra^ 
jgado  en  todas  los  obligaciones  de  la  citada  Empresa^  es  evidente  que  te^ 
nia  personalidad  para  ser  demandado,  sin  qne  pudiera  perderla  por  la 
transferencia  de  la  concesión  que  después  se  realisó  á  favor  de  la  Gom- 
pañia  de  los  ferrocarriles  ewtremeiíos,  y  más  tarde  al  de  la  Compañía 
de  los  de  Madrid  á  Zaragoaa  y  Alicaíile,  toda  vea  que  ni  la  primara  da 
estas  Sociedades  aparece  obligada  á  pagar  eU  demandante^  cuyo  crédito 
nojigura  en  la  relación  de  los  que  conetituyeron  parte  del  precio  da  la 
«SfKn,  fit  la  segunda  puede  estarlo  tampoco  por  haberse  estipulado  es^ 
presamente  que  para  ella  se  entenderla  la  cesión  libre  de  toda  cerga^ 
gravamen,  obligación  y  responsabilidad;  ni  estos  contratos  en  los  que 
el  demandante  no  intervino,  pueden  afectarle^  puesto  que  lo  contrario 
equivaldría  á  sancionar  que  el  deudor  puede  sustituirse  por  oiro  sin  la 
aquiescencia  ni  conocimiento  del  acreedor: 

V  Que  la  aprobación  por  el  Gobierno  de  las  transferencias  de  los  fs'- 
rrocarriies  se  refiere  á  los  derechos  y  obligaciones  creados  por  la  con  - 
cesión,  á  las  relaciones  jurídicas  entre  el  Estado  y  el  concesionario,  f 
no  prejuega  ninguna  cuestión  de  carácter  privado,  como  lo  demutstra 
la  Real  orden  de  i^  de  Julio  d^  48S|  ^%e  consigna  la  cláusula  de  sin 
perjuicio  de  tercero  y  deja  á  salvo  los  intereses  particulares: 

ñ^  Que  por  consecuencia  son  inaplicables  al  caso  y  no  han  podido  í  «- 
fringirse  por  la  sentencia  que  condena  al  pago  de  la  cantidad  reclamada 
por  obras  ejecutadas^  la  escritura  de  transferencia  de  los  ferrocarriles; 
las  leyes  I*  y  H4,  tit,  1 8,  Partida  3^;  la  doctrina  que  establece  que  lea 
sentencias  han  de  ajustarse  á  los  términos  precisos  del  debate  y  á  las 
alegaciones  de  las  pariesMirigidas  á  fijar  la  cuestión;  la  ley  de  23  da 
Noviembre  de  1877;  la  doctrina  de  derecho  que  regula  la  relación  juH  - 
dica  creada  por  los  contratos  bilaterales;  los  articulot  S77,  278  y  tl9 
del  Código  de  Comercio;  la  Real  orden  de  i^de  Julio  de  \HS\;el  art.  3^ 
de  la  ley  deWde  Julio  de  \%^ñ',laley  16. (i/  tí,de  la  Partida  3^  lasleyes 
t*,  4t  y  13,  til.  7^  y  29.  iít.  i9,  Partida  3»;  la  3*,  tit,  10,  Partidí  3'; 
4a  r,  tit.  V,  libro  \  i  déla  Novísima  Recopilación,  y  el  art.  254  de  tes 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  reproducida  en  el  642  de  la  vigeniei 
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ya  porqué  el  rscurso,  según  la  jurisprudencia  establecida,  no  procede 
rantra  los  eoMiderandoe  de  las  sentencias ,  ni  puede  fundarse  en  una 
Rsal  orden  y  con  mayor  ra%ón  cuando  resuelve  un  asunto  particular^  ya 
porque  el  fallo  no  desconoce  la  ejleacia  de  las  escrituras  de  cesión  con 
relación  á  los  que  en  ellas  contrataron,  ni  los  privilegios  y  exenciones 
otorgados  á  lai  BnSpresae  de  ferrocarriles  ^  ni  la  subrrogación  del  rema^ 
tante  en  lodos  los  derechos  y  obligaciones  nacidos  de  la  concesión  y  en  el 
taso  de  que  ésta  se  declarase  caducada,  ni  la  facultad  que  tienen  las 
Comvanias  de  Obras  públiets  para  fusionarse  con  otras  de  idéntica  na  • 
tural'za,  ya  porque  no  se  trata  de  obligación  exigib le  á  ninguna  Socie- 
dad anónima,  ya,  finalmente,  porque  es  congruente  la  sentencia  que  de- 
cide de  conformidad  con  lo  pedido  en  la  demanda: 

4^  Que  según  el  art.  h  470  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
^uéen  lo  sustancial  está  de  acuerdo  con  el  971  de  la  antigua,  las  sen- 
tencias dictadas  en  los  Juicios  ejecutivos  no  producen  la  excepción  de 
cosa  juzgada,  quedando  á  salvo  su  derecho  á  las  partes  para  promover 
€l  ordinario  sobre  la  misma  cuestión: 

5*  Que  no  es  de  estimar  la  infracción  alegada  de  la  ley  l^  tU,  1^, 
libro  iO  de  la  Novísima  Recopilación,  art,  i^  de  la  ley  de  Bnjuieiamien^ 
lo  civil  de  4855  y  58  de  la  de  ^%S\  ,y  jurisprudencia  de  acueruo  con  éstos 
establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  porque  aun  prescindiendo  de  si 
por  el  hecho  de  haber  solicitado  el  recurrente  demandado  prórroga  del 
término  para  contestar  á  la  demanda  y  de  tener  en  su  poder  los  autos, 
sin  verificarlo  durante  varios  meses,  debe  entenderse  sometido  tácita- 
mente á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales,  es  induiable  la  competencia 
de  éstos  en  atención  i  que  no  ha  surgido  cuestión  alguna  acerca  del 
cumplimiento  de  los  contratos,  ni  sobre  la  parte  facultativa  de  los  mú- 
^mos,  reclaminiose  pura  y  simplemente  por  el  demandante  el  pago  da 
las  obras  ejecutadas  por  él,  admitidas  por  el  demandado  y  pertenecien- 
tes 4  la  linea  férrea  que  está  en  eooplotación; 

K6®  Que  aun  admitiendo  que  las  liquidaciones  presentadas  por  el 
a^tor  no  sean  las  definitivas,  no  se  han  infringido  la  ley  del  pacto  ni  la 
1*14.  tit.  f  8,  Partida  3*,  y  art.  60\  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  ni 
existe  error  de  hechOy  una  vet  ^ue  ademán  de  ng  poderse  imputar  al  de  - 
mandante  la  falta  de  liquidación  final,  la  suma  por  él  reclamada  es  li  • 
quida  y  estájustijlcada,  entre  otras  pruebas,  por  medio  de  despúmenlos 
expedidos  por  los  representantes  del  demandado,  el  cual  no  h%  redar- 
güido de  falsos  talas  documentos,  se  ha  resistido  á  exhibir  los  antiguos 
libros  de  contabilidad  asegurando  que  los  inutilizó,  no  h%  negado  la  rea- 
liiad  de  los  contratos  ni  de  las  obras,  y  no  ha  probado  que  haya  exceso 
en  la  cantidad  pedida. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Midrid,  á  S  de  Jallo  de  1884,  en  los  autos  qao 
ante  Nq$  penden  en  virtod  de  recors?  de  casación  por  infranció  i  dd  ley, 
seguidos  en  el  Jasgado  de  primera  instancia  del  distrito  dal  Salvador 
de  la  ciudad  de  Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aa iiencia  de  aquel 
territorio  por  D.  José  Gatiérres  Sandoval,  vecino  de  dicha  ciadad,  Di  - 
rector  de  Caminos  vecinales,  representado  por  el  Procarador  D.  Base  - 
bio  Casaes  y  Castro,  bajo  la  dirección  dal  Doctor  D.  Bagenlo  Montero 
Itíos,  con  D.  Manuel  Pastor  y  Landero,  vecino  de  esta  corte,  Ingeniero 
<2iv¡l,  representado  y  defendido  por  el  Procarador  D.  Lais  García  Orte- 
ga, y  el  Licenciado  D.  Gabriel  Rodrís^oef,  s^bre  cobro  de  pesetas: 

Resaltando  qoe  por  decreto  del  Poder  Bje^ativo  de  ti  da  Mano  de 
1869  se  otorgó  á  D.  Manael  Pastor  y  Landero  la  eonoesión  del  ferroea  • 
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rril  de  Mértda  á  S6?illa,  y  en  10  de  Enero  de  1870  el  eoneeetosarío  y 
otroe  otorgaron  escritura  de  foroiacidn  de  ona  Sociedad  aoónima  por 
aeciones  con  objeto  de  eoDitroir  y  explotar  el  expresado  ferrocarril» 
estableciendo,  entre  otras  bases  y  condiciones,  qne  la  Sociedad  se  de - 
nominaría  Empnsa  del  firrocérrü  de  Marida  4  Sevilla,  y  qne  la  direc^ 
cíón  facnltativa  y  administrativa  de  la  Sociedad  qntdaban  encomenda- 
das al  D.  Manoel  Pastor  por  t(ido  el  tiempo  qoe  durara  la  consirncción 
Ír  los  coairo  primeros  años  de  la  explotación  total;  que  Paator  cedía  á 
a  Sociedad,  no  sólo  la  concesión  de  la  linea,  sino  eaantas  sab?encionea 
ó  beneficios  se  hubieran  hecho  ó  se  hicieran  á  It  misma;  pero  enten- 
diéndose qoe  siempre  eonservaria  1^  representación  de  las  ane  haala 
en  aqoellu  fecha  se  hablan  obtenido,  siendo  nula  la  cesión  si  la  Socie- 
dad dejase  de  eiiatir,  con  las  reclamaciones  mntoas  qoe  se  estableeiao 
en  la  misma  escritora;  qne  para  en  caso  de  romperse  las  relaciones  mu- 
tuas entre  el  Director  y  la  Sociedad,  convenían  que  en  el  ca«o  de  ser 
por  voluntad  del  D.  Manoel  Pastor,  quedaba  éste  obligado  á  entrecar 
en  efectivo  metálico  á  la  Sociedad  una  cantidad  igual  á  la  que  ésta  hu> 
biera  facilitado  por  todos  los  gastos,  y  solventar  y  cumplir  todas  las 
deudas  y  compromisos  adquiridos,  quedando  aquélla  libre  de  todos  loa 
compromisos,  obligaciones  y  responsabilidades  que  pesaran  sobre  la 
Empresa: 

Resultando  qne  en  14  de  Julio  de  1876,  D.  José  Gntiérreí  Sandoval 
flroió  un  documento,  en  que  poso  so  aprobación  D.  Manuel  Pastor  como 
Director  gerente  de  la  Empresa,  por  el  que  se  comprometió  á  ejecutar 
los  tr&bajos  del  asiento  de  la  vía  en  su  sección  primera  por  determina- 
dos precios,  á  condición  de  qoe  los  pagos  se  hicieran  por  situaciones 
meosnales,  reteniendo  al  contratista  el  5  ñor  100  aobre  el  importe  de  loa 
trabajos,  siendo  devuelto  coando  se  verificara  la  liquidación  definitiva, 
que  debería  efectuarse  dentro  de  los  30  días  siguientes  á  la  terminación 
de  las  obras;  y  qoe  toda  cuestión  que  pudiera  aoscitarae  en  el  cumpli- 
miento de  este  contrato  se  decidiría  enjuicio  de  amigables  componedo- 
res ó  por  la  división  de  los  ferrocarriles  si  correspondiera  á  la  parle  fa- 
cultativa; que  por  otro  documento  firmado  en  1^  de  Noviembre  del  re- 
ferido año  de  1876  por  D.  Manuel  Pastor  y  Landero  y  el  contratista  Gu- 
tierres Sandoval,  se  obligó  éste  á  ejecutar  los  movimientos  de  tierra  ne- 
cesarios para  dejar  completamente  terminada  la  explotación  y  obras  do 
fábrica  en  la  expresada  vía  desde  el  puerto  de  Sevilla  hasta  el  kilóme- 
tro SO,  a»í  como  también  los  edificios  de  estaciones  y  casillas  de  guar- 
das en  el  mencionado  troso,  cuyas  obras  habían  de  terminar  para  el  IS 
de  Febrero  inmediato,  y  se  valorarían  con  arreglo  á  los  precios  estable- 
cidos en  el  mismo  contrato,  estipulándose,  entre  otras  condiciones,  quo 
el  25  de  cada  mes  había  de  practicarse  por  los  agentes  de  la  Compañía 
una  medición  de  la  obra  ejecutada,  valorándose  á  los  precios  acordados, 
7  el  importe  se  abonarla  at  contratista  dentro  del  mes  siguiente,  y  que 
las  cuestiones  á  qae  diere  lo^ar  el  cumplimiento  de  este  contrato  se  re* 
solverían  en  Sevilla  en  juicio  de  amigables  componedores;  y  qoe  por 
otro  documento  de  3  de  Enero  de  4878,  Ontiérrex  Sandoval  ae  compro- 
metió á  ejecutar  el  balastro  de  la  indicada  primera  sección  por  los  pre- 
cios qoe  se  determinan  y  con  laa  condiciones  expresadas  en  el  contrato 
de  24  de  Julio  de  1876,  aceptando  este  nuevo  compromiso  el  Ingeniero 
Jefe  de  la  construcción: 

4    Resultando  que  por  escritora  otorgada  en  25  de  Junio  ^t  1880  por 
D.  Manuel  Pastor,  en  la  qne  se  relacionó  la  de  10  de  Enero  de  1870,  j 
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fié  iosertó  un  seta  de  la  janU  cdUbrada  por  la  Sociedad  Empresa  del 
ferrocarril  de  Mérida  á  Se?iUa  en  4^  de  Setiembre  de  1878  de  la  qae  apa- 
rece qoe  el  Director  Pastor  y  Landero  manifestó  que  facaltado  por  el 
artieolo  10  de  la  escritora  social  para  reivindicar  todos  los  derechos  y 
acciones  como  concesionarios  del  ferrocarril  de  Mérida  á  Sevilla  tenía 
cuando  se  fand6  la  Sociedad,  había  llegado  el  caso  previsto  y  aooncia- 
ba  sn  resolncióo  osar  d^la  expresada  facultad;  y  reconociendo  la  jsn- 
la  un  perfecto  derecho  en  Pasior  para  adoptar  esa  resolución,  la  acep- 
tó por  unanimidad,  acordando  declarar  disnelta  la  Sociedad  referida, 
quedando  Pastor  y  Landero  con  todos  los  derechos  y  acciones  que  como 
concesionarios  y  ünico  propietario  de  la  línea  tenía  antes  de  fundarse 
la  Sociedad,  encomendando  al  mismo  como  Director  gerente  de  la  So- 
ciedad disúelta  la  ultimación  definitiva  de  la  liquidación  de  los  créditos 
3oe  resultaban  en  favor  ó  en  contra  de  la  misma;  y  en  su  consecuencia 
eclaró  y  otorgó  Pastor  por  esta  escritura  la  disolución  de  la  Sociedad, 
quedando  el  mismo  con  todos  los  derechos  y  acciones  que  tenia  antes 
de  fundarse  aquélla;  que  los  accionistas  recibirían  sus  acciones  en  do- 
cumentos á  dos  meses  fecha,  quedando  él  encargado  de  la  liquidación 
definitiva  de  los  créditos  que  resultasen  en  favor  ó  en  contra  de  la  So- 
ciedad diAielta;  y  que  á  virtud  de  lo  resuelto  se  Inscribiera  la  linea  á- 
nombre  del  otorgante  en  los  correspondientes  Registros  de  la  propiedad: 
Resultando  que  en  3  de  Setiembre  de  1880  Gutierres  Sandoval  diri- 
rió  una  carta  á  Pastor  manifestándole  que  á  virtud.de  las  órdenes  qoe 
tenía  recibidas  para  la  construcción  de  13  casetas  y  las  estaciones  de 
Matanegra,  Usagre  y  Villagarcía,  había  hecho  acopio  de  materiales  en 
toda  la  línea  que  debían  serle  abonados,  y  por  tanto  le  proponía  el  pre- 
eio  de  175.000  reales  por  el  edificio  de  estación  de  segunda  clase,  el 
de  415.000  por  estaciones  de  tercera  y  el  de  62.000  por  la  de  quinta; 
enyos  precios  no  soto  comprendían  las  obrasen  el  estado  en  que  se  en- 
contraban, sino  los  materiales  acopiados  en  toda  la  línea  y  los  gastos 
hechos  y  no  utilizables  en  las  casetas  y  estaciones,  debiendo  practicar- 
se seguidamente  las  liquidaciones  correspondientes  por  construcción  y 
contanilidad,  firmándose  esta  última  contradictoriamente  y  como  saldo 
'finiquito  de  todas  sus  cuentas  hasta  la  final;  apareciendo  al  final  de  esta 
carta  la  nota  de  «Conforme»  firmada  ff\.  M.  Vázques»  y  cE.  Boix:» 
Resultando  que  en  95  del  mismo  mes  de  Setiembre  de  1 880  D.  Fausto 
Romero,  Jefe  de  la  contabilidad  del  ferrocarril  de  Mérida  á  Sevilla,  ex- 
tendió una  liquidación  de  las  obras  ejecutadas  por  el  contratista  D.  José 
Gutiérrez  Sandoval  el  31  de  Agosto  de  1880,  que  arroja  un  saldo  liqui- 
do á  su  favor  de  4.779.6S7  reales  con  %  cents.,  y  una  nota  de  los  docu- 
mentos dados  al  mismo  contratista  por  cuentas  de  obras  que  se  halla- 
ban pendientes  de  pago,  importando  aquéllas  la  soma  de  1.580.036 
reales: 

Resultando  que  previo  acto  de  conciliación  intentado,  D.  José  Gutié- 
rrez Sandoval,  en  6  de  Setiembre  de  1880,  acompañando  los  relaciona- 
dos contratos  celebrados  con  D.  Manuel  Pastor  y  Landero,  como  Direc- 
tor gerente  de  la  empresa  constructora  del  ferrocarril  de  Mérida  á  Sevilla, 
y  la  liquidación  formada  por  el  Gutiérrez  Sandoval,  de  la  que  aparece 
un  saldo  á  so  favor  de  364.000  rs.  por  los  edificios  de  viajeros  que  esta- 
ba concluyendo  en  las  estaciones  de  Almendralejo,  Villafranca,  Zafra, 
Torremegía,  Los  Santos  y  Salamonte,  dedujo  demanda  en  la  que  refi- 
riéndose á  dichos  contratos,  expuso  que  entre  !as  condiciones  estipula- 
das en  aquéllos  figuraba  la  de  haberse  de  practicar  mensualmente  U 
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inlempestÍTa  porfoe  no  había  precedido  la  medición  y  reconocimiento 
de  las  obras  ejecoudas  y  Ja  Uqoidación  definitiva,  de  la  qae  habla  de 
reanUar  la  verdadera  soma  que  como  contratista  pudiera  reclamar  el 
demandante;  qne  después  de  presentar  esta  demanda  Gutiérrez  Sando- 
▼ai,  entabló  una  ejecutiva  Qontra  la  Empresa  de  Mérida  á  Sevilla,  cons- 
litayendo  la  soma  pedida  de  1.787.627  reales  S  con  timos;  y  20.000 
reales  importe  de  tres  pagarés  expedidos  el  20  de  Setiembre  de  1880, 
los  coales  representaban  Tos  dos  de  á  100.000  rs.  cada  uno  que  se 
mencionaban  en  la  nota  firmada  por  D.  Fausto  Ronsero  en  25  de  Se- 
tiembre de  dicho  afto,  y  se  acompañó  á  la  presente  demanda,  porque 
en  esta  forma  fueron  renovados,  siendo  por  un  mismo  concepto  las  re- 
clamaciones hechas  en  distintos  Josgados  y  pleitos,  no  obstante  qo» 
variaba  el  importe  de  la  reclamación;  qné  aprobada  por  Real  orden  de 
4^  de  Julio  de  1881  la  transferencia  de  la  concesión  del  ferrocarril  de  He- 
rida á  Sevilla,  concertada  entre  el  concesionario  D.  Manuel  Pasto*  y  la 
Compañía  de  los  ferrocarriles  extremeños,  se  aprobó  igualmente  la  ce* 
síón  de  dicha  transferencia,  que  esta  ultima  Compañía  hizo  en  favor  da 
la  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante,  en  la  coa! 
quedaron  sustituidos  todos  los  derechos  y  obligaciones  derivadas  de  la 
concesión,  por  lo  que  la  demanda  dirigida  contra  Pastor  en  el  concep- 
to de  concesionario  y  Director  gerente  de  la  Compañía  del  ferrocarril  de 
Mérida  á  Sevilla,  no  debía  entenderse  con  Pastor,  porque  carecía  de  la. 
personalidad  y  representación  que  se  le  atribuía;  por  todo  lo  (¡ne  con» 
eloyó  pretendiendo  sh  desestimase  la  demanda,  declarándola  inadmisi- 
ble ante  la  jurisdicción  ordinaria,  y  coando  A  esto  no  hubiere  logar  se 
absolviese  de  ella  á  D.  Manoel  Pastor,  condenando  en  todas  las  costas 
al  demandante: 

Resollando  qoe  al  replicar  el  actor  reprodujo  la  pretensión  de  so 
demanda,  añadiendo  á  las  consideraciones  que  tenía  expuestas^  qne  la 
Sociedad  de  Mérida  á  Sevilla  fué  y  era  de  la  deudora  y  demanúada;  que 
se  citó  y  emplazó  á  Pastor  en  25  de  Noviembre  de  1880,  personándose 
en  los  aotos  el  4  de  Diciembre  siguiente,  sin  que  en  esa  fecha  existiera 
U  transferencia  de  la  concesión;  y  af  dnplicar  el  demandado  insistid 
también  en  sus  pretensiones  y  adicionó  á  lo  qoe  tenía  expoestoal  con- 
testar á  la  demanda  qoe  disuelta  la  Sociedad  de  ferrocarril  de  Metida  á 
Sevilla  en  la  junta  general  de  accionistas  de  1^  de  Setiembre  de  1878, 
y  reconocido  Pastor  como  ünico  concesionario  y  propietario  de  la  lí- 
nea, la  transfirió  por  la  escritora  de  22  de  Bnero  de  1880  á  la  Compa- 
ñía de  los  ferrocarriles  extremeños,  y  ésta  cedió  la  transferencia  á  la 
del  ferrocaril  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante,  y  el  Gobierno  aprobó^ 
la  transferencia  y  la  cesión  por  Real  orden  de  1^  de  Julio.de  1884;  qoe 
la  constitución  de  la  Sociedad  de  Mérida  á  Sevilla  no  se  inscribió  en  el 
Registro  público  de  Comercio,  y  por  ello  tampoco  puede  inscribirse  so 
disoloción^  y  qoe  D.  José  Gjitiérrez  Sandoval  no  había  terminado  laa 
obras  qoe  se  comprometió  á  hacer  según  los  contratos  presentados  en 
la  demanda: 

Resoltando  qoe  recibido  el  pleito  á  proeba  se  practicaron  las  pro- 
poestas  por  las  partes,  apareciendo  de  on  testimonio  puesto  con  refe* 
rencia  á  otro  pleito  seguido  por  Gutiérrez  Sandoval  contra  Pastor,  qoe 
reqoerido  éste  para  qoe  exhibiera  los  libros  de  la  Empresa  del  ferroca- 
rríl  de  Mérida  á  Sevilla,  qoe  se  abrieron  al  crearse  dicha  Compañía 
en  10  de  Enero  de  1870,  contestó  qoe  los  libros  de  la  Empresaide  Mé- 
rida A  Sevilla  existían  en  ono  de  los  Jozgados  de  Sevilla,  y  los  anterio* 
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res  á  ellos  habis  roto  qqos  é  tnatiliiido  casi  iodos,  porqae  no  teníaa 
ratón  de  ser,  después  de  disoelia  la  primitíYa  Bmpresay  p^sar  é  los  li> 
bros  de  la  nueva  personalidad  lodos  los  datos  y  oaentas  que  á  la  ante- 
rior pertenecieron,  inclaso  los  del  demandante,  reservando  únicamente 
los  jnstiflcantes  para  acreditar  en  todo  tiempo  las  cantidades  qoe  bn- 
biesen  sido^niregadas  á  cada  acreedor,  y  qao  los  que  se  referían  á  la 
constrncción  unos  los  babía  entregado  á  los  extremeños  y  otros  no  ha- 
bía podido  verificarlo  por  baberse  negado  á  entregarlos  el  Jefe  corres- 
pondiente: 

Resollando  de  otro  testimonio  nnido  A  los  antoi  á  instancia  del  de- 
mandado que  en  1S  de  Julio  de  4881  la  Gompaftfa  de  los  ferrocarriles 
extremeños  cedió  y  traspasó  á  favor  de  la  de  loe  de  Madrid,  Zaragota 
y  Alicante  todosMos  derechos  de  dominio  sobre  el  ferrocarril  de  Marida 
á  Sevilla,  entendiéndose  la  cesión  y  transferencia  libre  da  toda  carga, 
gravamen,  obligación  y  responsabilidad,  siendo  aprobada  estft  nneva 
transferencia  por  la  mencionada  Real  orden  de  4'  del  mismo  mes,  enten- 
diéndose esta  transferencia  en  el  sentido  de  quedar  sustituidos  en  la 
Compañía  de  Madrid  á  Zaragosa  y  Alicante  todos  los  derecbos  y  obliffa- 
ciones  que  se  derivan  de  la  concesión,  sin  perjuicio  de  tercero  ni  de  loe 
intereses  particulares: 

Resultando  que  el  Jues  de  primera  instancia  dictó  senteneia  en  46 
de  Setiembre  de  1882  condenando  á  D.  Manuel  Pastor  y  Landero,  como 
concesionario  y  Director  gerente  de  la  Empresa  constructora  del  ferro- 
carril de  Mérida  á  Sevilla,  á  pagará  D.  José  Gutierres  Sandoval  la  can- 
tidad de  S.143.6S7  rs.  t  céntimos,  con  los  intereses  que  á  rasón  de  S 
por  400  anual  le  corresponde  desde  el  día  4  de  Diciembre  de  4880,  en 
que  se  personó  en  el  juicio,  al  que  se  haga  efectivo  el  pago,  sin  hacer 
especial  condena  de  costas;  y  admitida  U  apelación  que  el  D.  Manuel 
Pastor  y  Landero  interpuso,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Se 
villa,  por  sentencia  de  tZ  de  Junio  de  4883,  declarando  no  haber  lugar 
á  la  excepción  de  incompetencia  propuesta  por  aquél,  confirmó  con  las 
costas  la  apelada: 

Resultando  que  D.  Manuel  Pastor  y  Landero  interpuso  recurso  de 
casación,  alegando  como  motivos: 

4*^  QúQ  la  sentencia  ha  prescindido  por  completo  de  las  pruebas  evi- 
dentes constitoídas  con  la  escritura  de  H  de  Enero  de  4881,  otorgada 
entre  D.  Joaquín  Bou  y  D.  Joaquín  Llano,  en  representación  de  la  So- 
ciedad de  los  ferrocarriles  extremeños  y  D.  Manuel  Pastor,  y  la  de  41 
de  Julio  de  4881  otorgada  entredicha  Sociedad  y  D.  Francisco  de  Paula 
Retortillo  de  una  parte,  y  de  la  otra  la  Compañía  de  ferrocarriles  de 
Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante,  por  las  cuales  se  biso  la  transferencia 
de  la  concesión  de  la  línea  férrea  de  Mérida  á  Sevilla,  y  por  consiguíen- 
te,  la  de  la  Empresa  con  todos  sus  derechos  y  obligaciones  á  la  Socie- 
dad de  los  extremeños  y  la  cesión  á  aquella  otra  Compañía;  que  desde 
que  el  primero  de  dichos  documentos  se  otorgó  dejó  de  ser  Pastor  con- 
cesionario y  Director  gerente  de  la  Empresa,  y  perdió  el  carácter  con 
que  fué  demandado  y  ha  sido  condenado,  resultando  que  la  condena  se 
pronuncia  no  contra  la  personalidad  demandada,  pues  ésta  era  la  di- 
rección y  representación  jurídica  de  la  Empresa,  y  nunca  D.  Manuel 
Landero  en  particular: 

V  Que  al  prescindir  del  valor  probatorio  de  las  escrituras  públicas 
traídas  al  pleito  con  la  oportuna  citación  dentro  del  término  de  prueba, 
j  por  nadie  redargüidas  do  falsas,  ni  civil  ni  criminilmenie,  la  SaU 
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^enUneitdor»  bt  infringido  lu  leyes  4*  j  lU,  líi.  18,  Partida  3^ 

3^  Qae  al  condenar  la  tenteocia  al  reearrente  oomo  ooocefionario  y 

/ülreelor  gerente  de  la  Empreta  demandada,  ha  fallado  eontra  lo  mismo 

qne  expusiera  y  solicitara  la  parte  actora  en  el  eserito  que  presentó 

antes  de  replicar,  sopaesto  qae  en  este  eserito  haciéndose  cargo  de  lo* 

alegado  en  e<  de  contestación  acerca  de  la  transferencia  y  sus  efectos, 

THConoció  D.  José  Gutierres  Sandoval  que  do  siendo  ya  Pastor  el  repre- 

:sentante  de  la  Empresa,  debía  entenderse  el  traslado  de  la  demanda 

con  quien  tuviese  ese  carácter,  y  que  al  efecto  se  le  citara  y  emplaiara 

por  edictos,  dado  que  se  ignoraba  cuál  fuese  so  domiciho;  y  siendo 

-doctrinas  de  derecho  que  las  sentencias  han  de  ajustarse  A  los  términos 

precisos  del  debate  y  á  las  alegaciones  de  lu  partes  dirigidu  á  fijar  la 

•cuestión,  se  había  infringid  >  la  doctrina  estimando  al  recurrente  como 

-demandado,  sin  embargo  de  haber  asentado  el  actor  que  no  lo  era, 

no  siendo  ya  el  eoncesionario  y  Director  gerente  de  la  Empresa: 

4*  Qae  siendo  inconcuso  que  la  Empresa  concesionaria  y  construc- 
tora de  un  ferrocarril,  nna  ves  que  adquiera  legal  existencia,  coDSti- 
taye  una  personalidad  jurídica  y  es  sujeto  de  derechos  activos  y  pasi- 
vos con  capacidad  para  la  contratación,  abstracción  beoha  de  la  perso* 
na  individual  ó  colectiva  que  las  represente  y  dirija  todo  aquél  que 
contrate  con  el  representante  y  Director  de  una  Empresa,  contrata  con 
ésta,  y  de  ella  ha  de  hacer  efectivos  sos  derechos  sin  que  pueda  efec- 
tuar responsabilidad  alguna  procedente  de  los  negocios  propios  de  la 
Empresa  á  su  Director  ó  gerente;  y  esta  doctrina  derivada  y  aun  con- 
signada expresamente  en  la  ley  general  de  Ferrocarriles  de  13  de  No- 
viombre  de  1877,  y  con  más  claridad  y  precisión  en  su  artículo  31,  ha 
sido  violada,  y  la  recordada  ley  indebidamente  aplicada  por  la  senten- 
cia, qoe  juzgando  de  nna  obligación  contraída  por  nna  Empresa  de  fe- 
rrocarriles, la  considera  contraída  por  la  persona  que  como  su  Director 
y  gerente  interino  en  olla,  y  no  por  la  Empresa  misma  exclusivamen- 
te, en  el  hecho  de  condenar  á  aquél  á  su  cumplimiento,  cuando  eviden- 
4emente  aparece  que  ni  la  representa  ni  la  dirige: 

5*  Que  la  mencionada  ley  de  S3  de  Noviembre  de  1877,  tratando  do 
la  caducidad  de  las  concesiones  de  ios  ferrocarriles  de  servicid  general 
y  de  la  transferencia  de  la  concesión,  consigna  en  el  art.  40  que  al  re- 
matante de  la  Empresa  que  se  subasta  ha  de  entenderse  transmitidas 
las  obligaciones  que  pesasen  sobre  la  Empresa,  porque  ésta  es  la  ver- 
dadera y  propia  entidad  jurídica,  y  porque  el  primitivo  concesionario 
privado  ya,  por  la  transmisión  de  esa  entidad  á  otra  persona  distinta, 
de  todos  sos  derechos  ha  de  quedar  desligado  de  toda  obligación;  qoe 
este  principio  es  enteramente  aplicable  al  caso  de  una  transferencia 
'  voluntariamente  convenida;  y  la  sentencia  que  condena  al. recurrente 
:al  pago  de  una  obligación  de  la  Empresa  transferida,  infringe  este 
principio  y  el  art.  40  de  la  citada  ley,  donde  se  proclama  y  aplica  en 
caso  análogo  y  semejante: 

6°  Qoe  ios  contratos  de  donde  nace  la  acción  ejercitada  en  su  de- 
manda por  D.  José  Gutierres  Sandoval,  no  los  celebró  con  D.  Manuel 
Pastor  en  particular,  sino  como  representante  legal  de  la  Empresa  con 
quien  contrataba;  que  de  aquí  se  sigue  que  Pastor  en  su  particular  y 
por  su  propia  representación  ningún  derecho  adquirió  de  los  que  el 
contrato  diera  contra  Gutierres  Sandoval,  ni  podía  ejercitar  acción  al- 
jgana  sino  en  cuanto  mantuviera  la  representación  de  la  Empresa;  y  la 
sentencia,  pues,  que  le  condena  al  cumplimiento  de  las  obligaciones 
TOMO  55  37 
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derivadas  de  este  contrato,  sin  tener  aquella  represenlaeióo  y  sin  qa» 
se  le  pnedao  por  tanto  reconocer  los  derecfacf  correlativos,  infringe  la 
doctrina  de  derecho  que  regnla  la  relación  jnrídica  creada  por  los  eon* 
tratos  bilaterales: 

7^  Qae  esos  contratos  se  celebraron  con  la  Emprrsa  de  los  fenroem- 
rriles  cuando  ésta  se  bailaba  en  la  Sociedad  anónima  qne  con  la  deno- 
minación Empresa  del  ferrocarril  de  Mérida  i  Sevilla  se  constituyó  por 
U  escritura  de  40  de  Enero  de  1870,  de  laque  fué  Director  gerente 
D.  Manuel  Pastor;  y  constituida  conforme  al  párrafo  tercero  del  ariíea 
lo  265  del  Código  de  Comercio  con  sujeción  á  éste  y  á  los  pactos  socia- 
les, ban  de  regularse  sus  derechos  y  sus  obligaciones  con  relación  á  las 
terceras  personas  que  con  ella  contratasen  y  los  de  su  Director  gerente; 
que  la  Sala  sentenciadora^  condenando  i  D.  Manuel  Pastor,  que  ni  lie* 
ne  el  capital  social  obligado  al  cumplimiento  de  los  contratos  celebra- 
dos  por  GutiérrfzSandoval,  ni  la  representación  legal  de  ese  capital « 
infringe  los  artículos  277,  278  y  279  del  Código  de  Comercio,  puesta 
que  declara  á  Pastor  responsable  personalmente  por  haber  sido  Dirnc- 
tcr  gerente  de  una  Compañía  anónima  á  Isa  obligaciones  contraidas  por 
ella: 

8^  Que  infringe  asimismo  la  sentencia  por  desconocer  y  dejar  de^ 
apreciar  la  influencia  de  las  transferencias  en  la  calificación  de  la  pro- 
cedencia de  la  demanda  contra  Pastor,  la  Real  orden  de  \^  de  Julio  de 
4884,  por  la  que  se  determinó  la  entidad  contra  quien  podían  ir  las  re- 
clamaciones que  cualquiera  hiciese  por  sos  contratos  con  la  Empresa 
transferida,  conforme  á  lo  mismo  que  habían  concertado  las  dos  Gom 
pañíes,  cedente  y  cesionaria,  en  ponto  á  esas  reclamaciones  que  pudie- 
ran sobrevenir: 

9^  Que  la  sentencia  desconoce  además  la  facultad  que  otorga  á  las 
Empresas  concesionarias  de  caminos  de  hierro,  canales  ú  otras  obra» 
públicas,  la  ley  de  41  de  Julio  de  4856  en  su  art.  3*;  que  las  transfe- 
rencias realizadas  en  los  casos  de  autos  no  inducen  alteración  ni  nove- 
dad alguna  en  las  relaciones  de  derecho  y  de  deber  derivadas  de  los^ 
contratos  celebrados  por  la  Empresa  transferida,  porque  siendo  ella  la 
entidad  acreedora  ó  deudora,  subsiste  y  permanece  en  sus  propios  de- 
rechos y  obligaciones  en  la  persona  individual  ó  colectiva  en  el  indi- 
viduo ó  Sociedad  que  en  cualquier  tiempo  lo  tenga  ó  represente,  qoe 
será  quien,  ssí  como  podrá  ejercitar  sus  derechos,  habrá  de  cumplir 
fonof amenté  sus  obligaciones;  y  la  sentencia,  pues,  que  ha  prescindí» 
do  de  esta  ley  en  el  hecho  de  desconocer  los  efectos  de  la  transferencia 
de  la  Empresa  del  ferrocarril  de  Mérida  á  Sevilla,  para  estimar  obliga- 
do al  pago  de  sus  deudas  si  recurrente,  en  el  cu  1  ni  la  Compañía  de 
que  fué  Director  gerente,  no  está  la  Empresa  misma  por  virtud  de  ac- 
tos autorizados  por  la  propia  ley,  la  infringe  y  viola: 

40.  Que  fundándose  la  Sala  sentenciadora,  para  desestimar  la  teree- 
ra  excepción  alegada  por  Pastor,  en  que  al  proponerse  la  demanda  y 
quedar  prevenido  el  juicio  todavía  no  se  ha  verificado  la  transferencia,  y 
conservaba  por  tanto  un  carácter  de  concesionario  y  Director  gerente 
de  la  Empresa  del  ferrocarril  de  Mérida  á  Sevilla,  incurre  en  otras  In- 
fracciones; que  la  Sala  sentenciadora  prescinde  de  la  cuestión  realmen- 
te debatida  en  el  juicio,  dado  que  únicamente  aprecia  la  circunstancia 
de  que -la  transferencia  no  estaba  hecha  en  la  fecha  en  qne  se  propuso 
la  demanda  sobre  lo  cual  no  bobo  cuestión  ni  discusión,  y  resultaba 
qne  no  había  resuelto  la  cuestión  que  debía  resolver,  que  no  ea  eoa- 
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grnente  eon  Iss  pretensiones  deducidas  por  los  litigantes  y  no  contenía 
declaración  directa  respecto  de  la  excepción  alegada  por  el  demandado, 
infringiendo  la  ley  16,  tit.  22,  Partida  3%  qne  al  sentar  la  doctrina  de 
que  para  el  efecto  de  privar  al  demandado  de  una  excepción  que  pueda 
nacer  de  un  hecho  ocurrido  entre  el  día  de  la  citación  y  el  emplaza- 
miento y  el  de  la  contestación  que  da  el  juicio  prevenido  por  el  acto  de 
la  citación,  y  de  que  esta  prevenci<^n  imposibilita  al  demandado  para 
alegar  con  fruto  esta  excepción,  infringía  las  leyes  S%  IS  y  43,  tít.  7^ 
y  29  del  til.  49,  Partida  3*;  la  lóy  3%  tít.  10,  Partida  3";  la  ley  4*.  tí- 
tnlo  T,  libro  i\  de  la  Novísima  Recopilación  y  el  art.  264  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  4865,  reproducida  en  el  642  de  la  vigente: 

H.  Que  la  sentencia  además  es  contraria  á  loque  sóbrela  misma 
cuestión  debatida  en  este  pleito  había  juzgado  la  propia  Sala,  porque 
la  excepción  alegada  por  Pastor,  derivada  de  los  efectos  legales  de  la 
transferencia  de  la  línea,  consistente  en  oue  carecía  de  la  personalidad 
y  representación  con  que  había  sido  aemandado,  fué  sometida  á  la 
apreciación  de  la  Sala  por  la  apelación  que  interpuso  Pastor  en  los  au- 
tos ejecutivos  que  Gutiérrez  Sandoval  promovió  contra  él  como  Direc- 
tor gerente  de  la  Emprf  s^  del  ferrocarril  de  Mérida  á  Sevilla;  y  por 
sentencia  de  la  Sala  de  24  j  27  de  Febrero  de  1882,  revocando  las  ape- 
ladas, se  declararon  atendibles  las  pretensiones  de  Pastor,  en  orden  A 
qoeno  se  entendiese  con  él  el  procedimiento,  por  no  tener  el  carácter 
de  Direetcr,  ni  gerente,  ni  represéntente  de  la  Empresa  de  Mérida  á 
Sevilla,  fundándose  en  q\  e  Pastor  había  dejado  de  ser  concesionario  y 
Gerente  de  la  Empresa  desde  que  por  la  Real  orden  de  1^  de  Julio  de 
4881  se  apiofcó  la  transferencia,  ptivando  á  Pastor  de  toda  intervención 
y  administración  de  la  Empresa,  la  cual  &ólo  era  ya  representada  por 
!«•  Comí  añía  cesionaria  que  le  había  sustituido  en  todos  los  derechos  y 
obligaciones  derivadas  de  la  concesión,  construcción  y  explotación  de 
la  Via  férrea: 

42.  Que  la  sentencia  infringe  además  el  pacto  que  es  ley  para  los 
contratantes,  la  4*,  tít.  4^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la 
doctrina  de  que  las  palabras  se  han  de  entender  según  su  literal  tenor 
cnando  no  ofrecen  duda,  y  es  claro  el  verdadero  intento  de  los  contra- 
tantes; y  la  de  que  cuando  las  condciones  estipuladas  son  claras  en  su 
tenor,  no  hay  necesidad  de  recurrir  á  interpretaciones  que  sólo  autori- 
za la  ley  cnando  la  necesidad  ó  duda  las  baga  absolutamente  necesarias 
para  una  justa  resolución,  doctrina  sancionada  por  sentencias,  entre 
otriis,  del  44  de  Abril  de  4865  y  46  de  Octubre  de  4866;  porque  por 
cláusula  expresa  de  los  tres  contratos  de  obras  presentados  con  la  de- 
manda, D.José  Gutiérrez  Sandoval  y  la  Empresa  del  ferrocarril  de 
Mérida  á  Sevilla  pactaron  que  toda  cuestión  que  pudiera  suscitarse  so- 
bre su  cumplimiento  quedaba  sometida  al  juicio  de  amigables  compo- 
nedores, y  en  el  caso  de  que  versase  sobre  la  parte  facultativa  de  las 
mismas  convenciones,  á  la  decisión  de  la  división  de  ferroeariiles,  que 
este  pacto  aleja  A  los  Tribunales,  de  justicia  ordinarios  del  conocimiento 
de  esas  cuestiones,  y  da  derecho  incuestionable  á  los  contratantes  para 
oponer  la  incompetencia  de  jurisdicción,  como  Pastor  la  opuso  á  la  de« 
manda: 

43.  Que  desestimando  la  Sala  sentenciadora  la  excepción  de  incom- 
petencia del  Tribunal  de  Justicia  por  la  sumisión  pactada  al  juicio  de 
amigables  componedores,  ha  expuesto  fundamentos  que  poniendo  aun 
más  en  claro  la  infracción  de  las  leyes  y  doctrinas  antes  citadas^  revé- 
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Un  la  de  otros  preeaptos  y  priaeipiot  legales;  qae  la  Sala  le  Nadaba 
eo  qoe  Pastor,  en  el  hecho  de  mostrarse  parle  eo  el  pleito  y  pedir  pró- 
rroga del  término  para  alegar  sos  exeepeíones  sin  haher  propaesto  la 
iocompeteocia  de  jarisdicción  hasta  qae  contestó  la  demanda,  se  some- 
tió á  la  jorísdie&ión  ordinaria;  y  esta  inteligencia  es  aotoriamente  erró- 
nea y  contraria  al  recto  sentido  del  art.  i^de  la  ley  de  Eninioiamienlo 
cíTÍI  de  1855  y  58  de  la  de  4881,  y  i  la  sentencia  de  este  Tribnoal  Sn- 
premo  de  10  de  Jallo  de  1862,  porque  la  solicitud  de  la  prórroga  da 
término  después  de  personado,  no  es  otra  cosa  qae  la  reproduocióa  del 
escrito  por  medio  del  cual  el  demandado  se  personó,  aspirando  A  que  sa 
amplíe  el  téripino  que  al  haberlo  por  personado  le  ha  señalado  el  inea 
para  qne  diga  sobre  la  demanda  lo  que  le  conyenga,  es  decir,  para  qaa 
alegue  las  excepciones  que  á  bien  tenga;  y  no  hay  sumisión  hasta  que 
el  demandado  dedaaca  una  pretensión,  que  sin  ser  la  declinatoria  da 
jurisdicción,  provoque  una  resolución  del  iuei  sobre  la  euestióa  qua 
por  la  demanda  se  hubiere  propuesto: 

U.  Qae  iofringe  además  la  sentencia  en  cuanto  desestima  la  otra  ex- 
cepción de  Pastor,  dirigida  á  rechazar  la  demanda  por  pedir  el  actor 
como  importe  de  su  crédito  una  cantidad  liquida  y  lo  condena  á  sa  paga 
los  pactos  de  donde  nace  la  acción  propuesta  en  la  misma  demanda; 
que  según  las  condiciones  de  los  contratos  celebrados  por  Gutierres 
Sandoval  y  la  Empresa  de  ferrocarriles  de  Mérida  i  Sevilla,  por  más 

3ue  mensualmente  hubieran  de  medirse  y  liquidarse  las  obras  ejeeaU- 
as  en  cada  mes  y  debiera  pagarse  en  el  mes  siguiente  el  saldo  á  favor 
del  contratista,  con  dedocción  de  la  cantidad  que  se  le  retenía  para  ase- 
gurar el  cumplimienro  de  sus  obligaeiones,  todas  eus  liquidaciones 
eran  provisionales  y  se  dejaban  sometidas  á  lu  rectificaciones  y  modüft- 
caeiooes  que  pudieran  sufrir  cuando  terminados  los  contratos  se  hieiasa 
el  reconocimiento  y  medición  general  de  las  obras,  su  definitiva  recap- 
ción y  la  liquidación  final  terminantemente  pactada: 

15.  Que  para  estimarse  probado  el  saldo  que  Gatiérreí  Sandoval  ha 
perdido,  ó  sea  el  importe  de  la  liquidación  de  las  obras  formada  por 
D.  Fausto  Romero,  ha  considerado  la  Audiencia  qae  los  papeles  ó  notas 
autorisados  con  la  firma  de  Romero  y  su  confrontación  con  los  asientos 
de  los  libros,  que  ni  ha  llevado  por  si  Pastor,  ni  se  han  llevado  con  sa 
inmediata  y  directa  intervencitSn,  ni  estaban  en  su  poder,  constituyen 
ana  prueba  efieaa  de  la  cortesa  del  crédito  en  la  cantidad  qae  se  fijó 
por  el  actor,  y  esta  apreciación  infringe  la  ley  Hi,  tít.  18,  Partida  3\ 
V  el  art.  601  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  da  fuersa  pro- 
batoria á  documentos  privados  qne  no  han  sido  reconocidos  por  Pastor, 
ni  hechos  de  mano,  ni  por  su  orden,  porque  los  autorisados  por  Roma" 
ro  ni  aun  por  éste  han  sido  reconooidos,  j  porque  en  ijtltimo  resal- 
tado no  son  más  qne  la  expresión  detallada,  pero  ni  reconocida  ni 
aceptada  por  la  persona  que  se  supone  deudora,  ni  por  ningún  otro 
medio  probado  de  lo  qne  en  sa  demanda  asentó  Gutierres  Sandoval,  á 
quien  viene  á  creerse  bajo  sa  palabra: 

16.  Que  en  la  apreciación  delu  pruebas  ha  incurrido  la  Sala  sea* 
tenciadora  en  un  error  notorio  de  hecho,  supuesto  que  en  la  oantídad 
á  cuyo  pago  condena  al  recurrente,  comprende  el  valor  total  de  las 
obras  en  construcción  de  estaciones  y  casetas  conforme  al  presupuesto 
formado  por  los  Ingenieros  Bou  y  Yásquex,  resaltando  probado  por  las 
comunicaciones  de  la  división  de  ferrocarriles,  que  ni  las  estaciones  ai 
las  caseUs  están  concluidas,  y  claro  es  que  el  contratista,  por  lo  qua 
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baya  ejecatado  en  camplimiento  del  contrato  relativo  á  estas  obras, 
no  pvede  baber  deTaagado,  no  babiéndolas  terminado,  el  precio  qae 
loa  Ingenieros  fijaron  porcada  estación  coneiníds;  y  como  es  on  becbo 
notorio,  reconocido  como  cierto  por  Gutiérreí  Sando?al,  qne  los  indi* 
eados  edificios  están  en  constroccidn,  es  evidente  que  estimando  la  Sa  • 
la  en  eate  ponto  líqoido  el  crédito  de  aqoél  y  aeeptsdo  lo  j)oe  por  pre- 
cio de  estaciones  se  ba  pedido  en  la  demanda,  ba  procedido  con  error 
evidente,  cnya  demostración  resnita  de  docnmeatos  y  autos  antén- 


Yisto,  alendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Considerando  qne  los  diversos  fnndamentos  del  recurso  se  resumen 
en  ha  excepciones  de  falta  de  personalidad  del  demandado,  cosa  joi- 
gada  incompetencia  de  los  Tribunales  y  carencia  de  acción  del  de- 
mandante: 

Considerando  qae  bebiendo  contratado  Pastor  y  Landero,  como  Di- 
rector gerente  de  la  Empresa  del  ferrocarril  de  Mérida  á  Sevilla,  de- 
mandándole Gntiérrex  Sandoval  en  este  concepto  y  en  el  de  concesio- 
nario de  dicba  línea,  presentada  la  demanda  y  becbo  el  emplazamiento 
caando  Pastor  era  ttnico  concesionario  por  baber  recobrado  todos  sus 
dorecboa  y  beberse  snbrrogado  en  todaa  las  obligaciones  de  la  citada 
Empreaa,  ea  evidente  que  tcLÍa  personalidad  para  ser  demandado,  sin 
qne  pudiera  perderla  por  la  transferencia  de  la  concesión  que  después 
aa  realizó  á  favor  de  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  eztremefios,  y 
más  tarde  al  de  la  Compaftía  da  loa  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante, 
toda  vez  qne  ni  la  primera  de  estas  Sociedades  aparece  obligada  á  pa* 
gar  A  Gutiérrez  Sandoval,  cnjo  crédito  no  figura  en  la  relación  de  los 
que  constituyeron  parte  del  precio  de  la  venta,  ni  la  segunda  puede 
estarlo  tampoco  por  beberse  estipulado  expresamente  que  para  ella  se 
entendería  la  cesión  libre  de  toda  carga,  gravamen,  obligación  y  res- 
ponsabilidad; ni  estos  contratos  en  los  que  Sandoval  no  intervino,  pue- 
den afectarle,  puesto  que  lo  contrario  equivaldría  á  sancionar  que  el 
deudor  puede  sustituirse  por  otro  sin  la  aquiescencia  ni  conocimiento 
del  acreedor: 

Considerando  qne  la  aprobación  por  el  Gobierno  de  las  traosferen- 
ciaa  de  loa  ferrocarriles  se  refiere  á  los  derecbos  y  obligaciones  creados 
f)or  la  concesión,  á  laa  relaciones  jurídicas  entre  el  Estado  y  el  conce- 
sionario, y  no  prejuzga  ninguna  cuestión  de  carácter  privado,  como  lo 
demuestra  la  misma  Real  orden  de  I*  de  Julio  de  1884,  invocada  por  el 
recurrente,  que  consigna  la  cláusula  de  tin  perjuicio  de  tercero  y  deja 
A  aalvo  loe  inUreue  patticularee: 

Considerando  que  por  consecuencia  de  lo  expuesto  son  inaplicables 
y  no  ban  podido  infringirse  las  leyes  y  doctrinaa  que  se  citan  en  los  f  O 
primeros  motivos  del  recurso,  ya  porque  éste,  según  la  jurisprudencia 
eatablecida,  no  procede  contra  loa  considerandos  de  las  sentencias,  ni 
poMlen  fundarse  en  una  Real  orden  y  con  mayor  razón  coando  resuel- 
van aannto  particular,  ya  porque  el  fallo  recurrido  no  desconoce  la 
eficacia  de  laa  eacrituras  de  IS  de  Enero  y  f  S  de  Jallo  de  4881,  con  re- 
lación á  loa  aae  en  ellaa  contrataron,  ni  loa  privilegios  y  exenciones 
otorgados  á  las  Empresaa  de  ferrocarriles,  ni  la  snbrrogación  del  rema« 
taote  en  todos  los  derecbos  y  obligaciones  nacidoa  de  la  concesión,  en 
el  caso,  que  no  ea  del  recorso  de  que  ésta  ae  declaraae  caducada,  ni  la 
faeulud  que  tienen  laa  Compaftüsde  Obraa  pttblieas  para  fusionarse 
con-otraa  de  idéntica  natnraleu;  ya  porque  aquí  no  ae  trata  de  obliga- 
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cióD  exigible  á  ainf^aaa  Sociedad  anóaima,  ya,  fioalmeaie,  porqae  •• 
congraente  la  aenUncia  qne  decide  de  conforinidad  eoo  lo  pedido  ea  U 
demanda: 

Considerando,  reapecto  de  la  «zeepción  de  eota  joigada,  qae  según 
el  art.  1479  de  la  vigente  ley  de  Bojaiciamiento  civil,  qae  eo  lo  siis- 
lancíal  está  de  acuerdo  coa  el  972  de  la  antigás,  das  sentencias  dieta  • 
das  en  los  jaicios  ejeeati?os  no  producen  laezcepcióa  de  eosa  jasgada, 
qneiündo  A  salvo  so  derecho  i  las  partes  para  promover  el  ordinario 
sobre  la  misma  cnestióo;  por  lo  qae  cualesquiera  que  sean  las  declara** 
clones  hechas  en  pleitos  ejecativos,  el  fallo  recurrido  ao  comete  la  in- 
fracoión  ooe  se  supone  en  el  motivo  11: 

Considerando  que  no  son  de  estimar  los  motivos  12  y  43,  porqaa 
prescindiendo  de  si  por  el  hecho  de  haber  solicitado  el  recurrente  pr6  - 
rrogá  del  término  para  contestar  A  la  demanla  y  de  tener  en  sa  poder 
los  autos,  sin  verifioarlo  dorante  varios  meses,  debe  entenderse  some  • 
tido  tácitamente  á  la  jurisdicción  de  los  Tribauales,  es  indudable  la 
competencia  de  éstos  en  atención  i  que  no  ha  surgido  cuestión  alguna 
acerca  del  cumplimiento  d*)  los  contratos,  ni  sobre  la  parte  facaltativa 
de  los  mismos,  reclamándose  para  y  simplemente  por  Gutierres  Saa- 
doval  el  pago  de  las  obras  ejecutadas  por  él,  admitidas  por  Pastor  y 
Landero,  y  pertenecientes  á  ia  línea  férrea  que  está  en  eiplotaciói: 

Considerando  que  aun  admitiendo  que  las  liquidaciones  presentadas 
por  el  actor  no  sean  las  definitivas,  no  se  han  infringido  las  leyes  y 
doctrinas  citadu  en  los  motivos  U  y  15,^  ni  existe  el  error  de  hecho  i 
<(ue  se  refiere  el  .16,  una  vez  que  además  de  no  poderse  impotaar  á  Ga- 
tiérrez  Sandoval  la  falta  de  liquidación  final,  la  sama  por  él  reclamada 
es  líquida  y  está  justificada,  entre  otras  pruebas,  por  medio  de  docu- 
.  mentos  eipedídos  por  los  representantes  de  Pastor  y  Landero,  el  eoal 
no  ha  redargüido  de  falsos  tales  documentos,  se  ha  resistido  á  exhibir 
los  antiguos  libros  de  contabilidad,  asegurando  que  los  inutilixó,  no  ha 
negado  la  realidad  de  los  contratos  ni  de  las  obras,  y  no  ha  probado  qua 
haya  exceso  en  la  cantidad  pelida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  la  ley  interpuesto  por  D.  Manuel 
Pastor  y  Landero,  á  quien  condenamos  ea  las  costas,  y  á  la  pérdida  da 
a  cantidad  de  1.000  pesetas  qce  depositó,  que  se  distribuirán  coa  arre- 

fio  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de 
evilla,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documentos  remitidos. — 
(Sentencia  publicada  el  2  de  Julio  de  1884,  é  inserta  en  la  Oée$ta  de 
S6  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Reonrs»  de  easaeMa  (téUJuliQ  dé  1881).— i^a¿«  primera. — 
Ubiviroicacióii  db  BiiNBS.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Do&a  Mi» 
cáela  Petra  Garalcoeebea  con  D.  Fausto  Echevarría  (Audiencia  da  Pam- 
ptona)«  y  se  resuelve: 

Qtte  ti  iWGfpdonada  la  pnseripeidé  par  $1  dsmandaio  al  conUttar 
la  demanda,  se  ka  demoetrado  en  loe  auioe^  ee^dn  apreciaeióa  de  la 
Sala  sentenciadora^  que  adquirió  la  eosa  UUgioea  con  buena  fe  y  justa 
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iUulo,  h  ibié^dola  poseído  por  el  tiempo  legal^  sin  que  eonira  $u  apre^ 
eiación  se  h%ya  alegado  error  de  derecho  ó  de  kwho  en  la  forma  qne  Í4 
Urmina  elnúm.  IVdel  arl,  h^^ldela  ley  de  Enjuieiamienlo  dvil;  la 
hen(enet%,  al  eslimar  la  prescripción  y  absolver  de  la  demanda,  no  in- 
fringe las  leyes  f «.  19  y  «I,  tit.  t9.  Partida  3»;  la  jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo  conforme  con  días,  la  regla  de  derecho  i%,  tit.  3i» 
Partida  1^;  el  principio  de  derecho  deque  lo  que  es  nulo  por  la  ley  no  puo^ 
(fe  hacerlo  válido  el  transen  so  del  tiemvo;  la  ley  30,  (i¿.  28,  Pertidal^^ 
ff  el  principio  juriaco  según  el  cual,  todo  cuanto  se  ka  edi4€ado  9ohra 
el  suelo  del  predio  que  se  reivindica  cede  á  éste. 

Eo  la  Tilla  y  corle  de  Madrid,  á  S  de  Jalio  de  I88i,  en  el  pleito  M- 

Soido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Sebastián  y  en  la  Sila 
e  Jasticía  de  la  Aadiencia  de  Pamplona  por  Doña  Micaela  Petra  Oa- 
raíeoechea,  vecina  de  San  Sebastián,  por  si  y  como  administradora  da 
so  hermana  anéente  y  de  ignorad 3  paradero  Doña  Teresa  Antonia  de 
Leieibabasa  y  Betein,  con  D.  Fausto  Echevarría  y  Ugalde,  vecino  y  del 
comercio  de  la  misma  ciudad,  sobre  reivindicaeión  de  bienes  raices, 
pendiente  en  este  Tribunal  S  jpremo  en  virtud  de  recorso  de  casación 
por  infraceió  1  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D  Francisco  Uaria 
de  Doran  y  el  Procurador  D.  Félix  Fernándes  Brihuega  en  defensa  y 
representación  de  la  demandante;  habiendo  sido  defenaído  y  represen- 
tado en  este  recorso  el  demandado  por  el  Licenciado  D.  Enrique  Ucelay 
y  el  Procurador  D.  Francisco  Quintín  Fernández: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Tolosa  en  24  de  Jonio 
de  1815,  de  que  se  tomó  razón  en  el  antigoo  oGcio  de  hipotecas,  Do&a 
Manuela  Ignacta  de  Malay  vendió  á  los  coosortes  D.  Migoel  José  Arri* 
ras  y  Doüi  María  Antonia  de  O  aso  y  D.  Miguel  Antonio  Altolagnirre  y 
Doña  Blrbara  Treen  una  área  de  casa  y  huerta,  perteneciente  á  la  úiís« 
ma,  sitas  en  el  barrio  de  San  Martin  de  la  ciudad  de  San  Sebastián,  y 
por  otra  <>scritura  otorgada  en  esta  ciudad  en  23  de  Junio  de  1820,  Doña 
Bárbara  Treen,  viuda  de  AltoUguirre,  vendió  la  mitad  del  área  de  easa 
y  huerta  susodichas,  adquiridas  por  la  anterior  escritora  á  los  cónyu- 
ges D.  José  Antonio  Bdtelu  y  Doha  Micaela  Antonia  Arangoa;  en  caya 
escritora,  de  que  se  tomó  igualmente  ratón  en  hipotecas,  se  dice  que 
el  terreno  y  tierras  de  hoertas  accesorias  qoe  se  vendían  se  hallaban  si- 
tos en  el  barrio  de  San  Martin  de  aquella  eiodad  de  San  Sebutián,  jnn - 
to  al  camino^real  que  sob^  hacii  el  convento  de  San  Bartolomé,  frente 
i  otra  casa  reedíñcada  por  Francisco  Salaverria: 

Resultando  que  por  sentencia  de  2  de  Julio  de  1880  se  declaró  á 
DoÜ9  Micaela  Petra  Garaicoechea  y  de  Bátelo,  qoe  nació  en  17  de  Se- 
tíembre  de  1829,  y  á  Doña  Teresa  Antonia  de  Leioibabaza  y  Bdtelo,  he- 
rederas legitimas  de  sus  difuntos  abuelos  maternos  D.  José  Antonio  Be- 
telo  y  Doña  Micaela  Antonia  Aragón: 

Resultando  qoe  por  otra  parte  entre  D.  Joan  Antonio  Altamira  y 
D.  Fausto  Echevarría  se  constituyó  una  Sociedad  mercantil  en  20  da 
Marzo  de  I8i5,  á  la  qoe  aportó  Altamira,  además  de  otros  bienes,  las 
tierras  de  huerta  y  demás  que  le  pert^neciin  en  el  barrio  de  San  Mar» 
tin,  extramuros  de  aquella  ciudad  de  San  Sebastián,  qoe  se  hallaban 
pegando  al  camino  real  qoe  sobe  bacía  el  convento  de  San  Bartolomé, 
frente  á  otra  casa  reedificada  por  Francisco  Salaverria;  y  qoe  la  indiea* 
da  Sociedad  se  disolvió  por  volnntad  de  ambos  socios,  otorgándose  al 
efecto  escritora  en  29  de  Abril  de  I8U,  qoedándose  solo  Echevarría 
con  ciertas  condiciones,  entre  ellaS|  la  de  qoe  Altamira  li^  cediera  todoa 
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los  derechos  y  acciones  que  tenía  en  la  Sociedad*  así  como  tambióo  las- 
rdlaciones  comerciales,  créditos,  existencias,  interés  ó  participación  ea 
baqoes,  fincas  y  todo  cnanto  figuraba  en  los  libros  y  liquidación  prac- 
ticada y  aprobada  por  los  otorsantes;  haciéndose  notar  además  en  esta, 
escritura  que  del  estado  de  créditos  y  débitos  de  la  Sociedad  á  su  H<)oi- 
daeión  aparecen  tarics  efectos  muebles  y  bienes  raíces,  qu^  en  rigor 
no  representan  en  el  día  el  valor  que  figura  en  el  estado  ó  liquidación 
lal  como  la  casa  construida  en  San  Martín,  que  por  hallarse  Yíciada  su- 
estaba  en  el  easo  de  proceder  á  su  derribo  y  reedificación,  cuya  escri- 
tura de  disolución  de  la  Sociedad  fué  inscrita  en  el  Registro  de  la  pro- 
I  iedad: 

Resultando  que  Dofia  Micaela  Petra  Garaicoachea  fué  nombrada  por 
auto  de  18  de  Febrero  de  i88l  administradora  de  los  bienes  de  su  ber«^ 
mana  ausente,  de  ignorado  paradero,  Doña  Teresa  Antonia  de  Leicibar 
haza,  en  cuya  representación  y  en  la  suya  dedojo  en  16  de  Enoro 
de  I88t  la  demanda  del  presente  pleito  con  la  solicitad  de  que  en  vir- 
tud de  las  acciones  de  nulidad  y  reivindicatoria  se  declarase  que  era^ 
nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la  escritura  de  29  de  Abril  de  4854  d» 
disolución  de  la  Sociedad,  firmada  entre  Altamira  y  Echevarría,  a» 
cuanto  por  ella  se  había  cedido  á  Echevarría  la  mitad  del  terreno  de 
casa  y  huerta  contigua  en  el  barrio  de  San  Martín,  de  que  se  ha  hecho 
▼arias  veces  mención;  y  que  dicha  mitad  de  terreno  de  casa  y  huerta 
corresponde  i  las  demandantes  en  plena  propiedad  y  dominib;  y  que 
procedía  la  cancelación  de  la  inscripción  que  de  dicha  escritura  se  ha- 
bía hecho  en  el  Registro  de  la  propiciad,  condenando  en  su  consecuen- 
cia á  D.  Fausto  Echevarría  á  que  en  el  término  de  (5  días  le  restituyan 
la  expresada  finca  con  abono  de  los  que  por  razón  de  frotes,  utilidadea- 
6  productos  desde  la  fecha  de  la  citada  escritura  estimasen  peritos  non.- 
brados  por  las  partes;  á  cuyo  efecto  alegaron  después  de  hacer  relación 
de  los  antecedentes  que  se  han  referido»  que  en  el  terreno  adquirido  por 
la  escritura  de  23  de  Febrero  de  I8S0,  sus  proi  ietarios  los  consortea 
D.  José  Antonio  Beteiu  y  Doña  Micaela  Antonia  Arangoa  reedificaron 
una,  para  la  que  se  reconoció  con  el  nombre  de  Beteleurea;  que  Don 
Juan  Antonio  Altamira  había  poseído  ó  tenido  la  casa  litigiosa  sin  tito— 
lo  alguno,  y  la  batía  aportado  á  la  Sociedad  mercantil  firmada  con  Don 
Fausto  Echevarría;  que  los  demandantes  se  ausentaron  de  Guipúzcoa 
á  principios  de  1836,  y  en  Diciembre  de  f872  regresó  Doiia  Micaela^ 
lue  presentó  su  demanda  de  pobreza  para  promover  este  pleito  en  27 
[•  Mayo  de  1876,  citándose  y  emplazándose  al  demandado  Echevarría, 
en  43  de  Junio  sigoiente;  qoe  dada  la  falta  de  capacidad  y  potestad  en 
Altamira  para  disponer  de  la  casa  y  huerta  litigiosas  que  cedió  á  Eche* 
varría  al  disolver  la  Sociedad  mercantil,  era  evidente  que  ningún  de- 
recho se  había  transmitido  á  éste,  aun  cuando  la  escritura  en  que  se 
▼orificó  estuviese,  como  estaba-,  revestida  de  todas  las  solemnidades  le» 
gales;  que  la  inscripción  de  dicha  escritura  no  había  podido  convalí  - 
dar,  según  el  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria,  un  acto  .ó  contrato  nulo  con 
arreglo  i  las  leyes;  que  como  la  declaración  de  nulidad  de  un  título  lo- 
invalida  en  tales  términos  que  es  lo  mismo  que  si  no  existiera,  era  claro 
que  la  escritura  de  1854  no  merecía  la  consideración  de  justo  título,  ni 
tan  siquiera  la  de  título  para  el  efecto  de  la  prescripción,  y  que  por  lo 
tanto  D.  Fausto  Echevarría^  aunque  tuviera  buena  fe  y  hubiese  estado 
en  posesión  de  la  cosa  litigiosa  el  tiempo  marcado  en  la  ley,  no  halaa. 
«dqiindo  an  propiedad  por  tal  medio;  que  por  otra  parte  se  bailaba 
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Kchevarria  en  el  caso  previslo  por  ta  tey  19,  til*  t9,  Partida  3^,  qoa 
diee  8i  el  qoe  enajena  la  cosa  saM  qoe  non  ha  derecho  de  la  enajenar^ 
el  qoe  la  recibe  non  la  paede  abonar  por  oienos  de  30  aftos;  que  ade-^ 
más  de  necesitarse  según  esta  ley  y  la  sentencia  de  este  Tríbnnal  Sa- 
premo  de  15  de  Jonio  de  1864  el  iranseareo  de  30  años  para  qoe  por 
prescripción  poeda  ganar  la  cosa  raía  el  que  la  recibe,  de  qiien  so  ha 
derecho  á  enajenarla,  se  da  por  sentada  en  otra  sentencia  de  este  mis*- 
mo  Tribunal,  de  conformidad  con  la  ley  48  del  mismo  título  y  Partida,, 
que  necesita  buena  fe  asi  el  que  enajena  como  el  qjue  recibe;  qoe  segün 
la  ley  42  del  repetido  título  y  Partida,  ni  Altamira  ni  el  demandado 
Echevarría  tuvieron  buena  fe  al  verificarse  la  cesión,  y  que  eou  arreglo 
4  la  ley  39,  tít.  48,  Partida  3%  debiau  ser  sustituidos  los  frutos  produ- 
cidos por  la  cosa  litigiosa: 

Resultando  que  D.  Fausto  Echevarría  se  opuso  á  la  demanda,  pi- 
diendo que  se  impusiera  á  las  demandantes  perpetuo  silencio  y  paga 
de  costas,  diciendo  á  este  efecto  que  D.  José  Antonio  Betetu,  dne&ode 
la  posada  conocida  por  el  nombre  de  Beteleurea,  sita  en  el  barrio  de 
San  Martin,  murió  desastrosamente  en  48S6,  y  su  viuda  Doña  Mieaeia 
Antonia  Arangoa  y  la  hija  de  ambos  Doña  Josefa  Ignacia  Betelu  mu- 
tieron  del  cólera  en  1834;  que  después  de  éste  habían  sido  vendidos  sos 
bienes  judicialmente  para  pagar  las  deudas  que  habían  dejado;  que  en 
Enero  de  4840  D.  Pedro  Ignacio  Apalategui  obtuvo  permiso  del  Go- 
bierno militar  de  San  Sebastián  para  levantar  una  barraca  sobre  los 
despojos  de  la  casa  qoe  fué  de^Betelo,  destroída  con  todo  el  barrio  de 
San  Martín  en  la  guerra  civil;  qoe  Apalategoi  era  deudor  de  D.  Inau 
Antonio  Altamira  de  cierta  cantidad,  y  asociado  Altamira  con  el  de 
mandado  en  4845,  aportó  A  la  Sociedad,  como  capital  propio,  los  sola- 
res que  habían  pertenecido  á  Apalategui;  que  i  a  Sociedad  Altamira  y 
Echevarría  construyó  en  dichos  solares  ana  casa  ó  almacén  que  vino  i 
ser  propiedad  del  demandado  con  todo  lo  demás  perteneciente  á  Alta- 
utira  al  disolverse  la  Sociedad;  que  para  ganar  por  prescripción  el  do- 
minio de  un  inmueble  cualquiera,  basta,  segón  la  ley  48,  tit.  S9,  Par- 
tida 3^,  poseerlo  con  buena  fe  y  rasón  derecha,  es  decir,  con  justo  tí 
tttio  traslativo  de  dominio  por  10  años  entre  presentes  y  SO  entre  au« 
aentes,  aun  cuando  aquel  de  quien  lo  recibió  no  fuese  verdadero  dueño 
de  lo  que  daba;  que  la  escritura  de  S9  de  Abril  de  4854  constituyó  un 
verdadero  y  justo  (ítulo  capai  de  trasladar  el  dominio  de  la  finca  llti- 
,  ghosa  al  cesionario  que  la  recibió,  no  graciosamente,  sino  imponiéndose 
*  en  cambio  obligaciones  á  qoe  dio  puntual  cumplimiento;  y  qoe  aon 
coando  en  la  prescripción  ordinaria  de  40  á  20  años  la  ley  citada  exige 
buena  fe,  tanto  en  el  qoe  da  como  en  el  qoe  recibe,  esta  eoalidad  sé 
presóme  eo  ooo  y  otro,  y  es  necesario  para  destroirla  ona  proeba  en 
coiutrario,  existe  la  particolar  circoostancia  de  qoe  respecto  del  qoe 
da,  no  basta  probar  la  falta  de  boena  fe-,  sino  ona  manifiesta  mala  fe, 
por  cnanto  la  sigoiente  ley  49  sólo  hace  preciso  la  prescripción  extra- 
ordinaria de  30  años  coanJo  el  qoe  enajena  sabe  ó  cree  eiertamente^ 
que  no  tiene  derecho  para  en  ajenarla: 

Resultando  que  el  demandante  renunció  á  implica  en  uso  del  de* 
recho  que  concede  el  art.  547  de  la  ley  de  Enjaicíamiento  civil;  y  reci- 
bido el  pleito  á  prueba,  se  suministraron  por  ambas  partes  diferentes 
juBtifíeaeiónes: 

Resaltando  que  la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona  diet6 
un  t6  de  Octubre  próximo  pasado  sentencia  confirmatoria  absolviendo 
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de  U  demanda  á  D.  Fausto  Echevarría  j  ügalde  j  Dofta  Micaela  Petra 
Garaicoectiea  por  si  y  como  admíDistradora  de  so  hermana  anseote 
Doña  Teresa  Leícibabaia,  interpuso  reenrso  de  casación,  citando  en  sn 
apojo  como  infringidos: 

f'  Lu  leyes  18,  49  y  24,  tít.  19,  Partida  3*,  qae  prescriben  qne 
cuando  al  antecesor  faltan  jnsio  título  y  buena  fe,  necesita  el  sucesor 
30  a&os  para  la  prescripción  de  las  cosas  raíces  que  se  le  transmiten,  por 
cuya  raión  D.  Fausto  fichevarría  que  recibió  los  bienes  inmuebles  de 
D.  Juan  Antonio  Altamira  que  sabía  no  tenía  derecho  á  enajenarlos, 
no  puede  ganarlos  por  menos  de  30  aftoi: 

2^  Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  Si  de  Setiembre  do 
f  860, 18  de  Junio  de  1864, 49  de  Harto  de  1868  y  otras,  que  disponen 
lo  mismo  que  las  leyes  de  Partida  citadas  en  el  anteror  motivo: 

3®  La  regla  de  derecho  4S,  tít.  34,  Partida  7\  que  establece  que  nin- 
gún orne  non  puede  dar  más  derecho  á  otro  en  alguna  cosa  de  aquello 
que  le  pertenece  en  ella,  por  cuya  raión  D.  Joan  Antonio  Altamira  no 

Sudo  ceder  la  fioca  á  D.  Fausto  EcbcYarría  por  carecer  de  título  josti  - 
cativo  de  dominio: 

4^  El  principio  de  derecho  de  lo  que  es  nulo  por  la  ley  no  puede  ha- 
cerlo válido  el  transcuro  del  tiempo,  porque  como  D.  Juan  Antonio  Al- 
tamira no  adquirió  la  posesión  de  los  bienes  origen  de  este  pleito,  por 
.  ser  de  menores,  no  pudo  por  %\  transcurso  del  tiempo  ganarlos  ni  ce- 
derlos á  D.  Fausto  Echevarría: 

6°  La  ley  39,  tit.  28,  Partida  3^,  segúh  la  cual,  el  poseedor  de  mala 
fe,  aunque  oviesse  desprendido  los  frutos  que  oviesse  recibido  de  la 
heredad,  tenido  sería  de  pechar  el  precio  de  ellos: 

T  6^  El  principio  jurídico  según  el  cual,  todo  cuanto  se  ha  edificado 
sobre  el  suelo  del  predio  que  se  reivindica  cede  á  éste. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Banacbe: 
Considerando  que  excepcionada  la  prescripción  por  D.  Fausto  Eche- 
varría al  contestar  la  demanda,  se  ha  demostrado  en  los  autos,  según 
apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  que  Echevarría  adquirió  la  cosa 
litigiosa  con  buena  fe  y  justo  título,  habiéndola  poseído  por  el  tiempo 
legal,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya  alegado  por  el  recqrrente 
error  de  derecho  ó  de  hecho  en  la  forma  que  determina  el  núm.  7®  del 
art.  4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  rasón  por  la  que  la  sen- 
tencia recurrida,  al  estimar  la  prescripcióo  y  absolver  de  la  demanda, 
no  infringe  las  leyes  y  doctrina  que  se  invocan  en  los  diversos  motivos 
del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re  - 
«urso  de  casación  interpuesto  por  Doika  Micaela  Petra  Garaicoechea, 
por  sí  y  como  administradora  de  su  hermana  ausente  Doña  Teresa  Le- 
cibabata,  á  quienes  eondenamos  al  pago  de  tas  eostas,  y  para  el  caso 
en  que  mejoren  de  fortuna,  al  de  4.000  pesetas  por  rasón  de  depónto, 
que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
4Pamplona  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  2  de  Julio  de  4384» 
é  inserta  en  la  Oae4ia  de  26  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Compeleiicla  (2  d$  Mió  de  1884).  ^Sala  tercera. — Pago  db  pbuc  - 
TAS. — Sú  daoide  á  favor  del  Jofcado  de  primera  instancia  de  PoU  de 
Lena  la  eascitada  con  el  de  igaal  clase  del  distrito  de  la  Latina  de  Ma- 
drid sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Joan  Gonzáleí 
Posada  contra  la  Sociedad  de  los  ferrocarriles  de  Astarias  y  Galicia,  y 
se  resoelve: 

I  ^  Que  el  Juez  eompeienU  para  couoeer  de  loe  pleitoi  á  que  di  origen 
el  ejerüieio  de  las  oeeionee  de  iodae  elotes,  ee  en  primer  término ^  según 
dispone  el  art,  56  de  ¿a  ley  de  Bníuieiamiento  civil,  aquei  á  quien  loe 
partee  se  hubiesen  sometido  empresa  ó  táeitamente\ 

Tt^  Que  ei  hecho  de  haber  comparecido  el  Procurador  demandado  en 
el  Juegado^  para  ante  el  que  fué  emplazado  y  pidiendo  que  se  le  tuviera 
por  parte  y  que  se  le  eeííalara  el  término  que  la  ley  concedia  para  em 
poner  con  dirección  de  Letrado  io  que  correspondiese  en  justicia^  seda  • 
iánéiosele  el  de  90  días  para  que  conteeiara  á  la  demanda,  «  continuado 
después  admitiendo  las  notifiá^eiones  que  se  le  hicieron  en  el  juicio  hasta 
el  estado  de  prueba^  constituís  la  sumisión  tádla  á  que  ee  rejíere  elpá 
rrqfo  segundo  del  art,  !i%de  la  mencionada  ley. 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Jnlio  de  1884»  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Nos  promovida  por  el  Jaes  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Latina  deesla  capital  al  de  igual  ciase  de  Pola  de  Lena 
•obre  conocimiento  de  la  demanda  dedncída  por  D.  Juan  Gonsálet  Po- 
sada, qne  ba  comparecido  representado  por  el  Procorador  D.  José  Tí- 
cente del  Abad  y  defendido  por  el  Licenciado  O.  Manaet  Pedregal,  con- 
tra la  Gompai^ía  de  los  ferrocarriles  de  Astorias,  Galicia  y  León,  repre- 
sentada por  el  Procarador  D.  Manuel  Martín  Vena  y  defendida  por  el 
Letrado  D.  Faustino  Rodrigues  San  Pedro  sobre  pagó  de  pesetas: 

Resultando  qne  con  fecha  en  Oviedo  á  8  de  Agosto  de  1878,  D.  Juan 
Gonsáles  Posada  celebró  un  contrato  con  el  Ingeniero  Jefe  del  ferróos  - 
rril  de  León  á  Gijón  qoe  fué  aprobado  en  20  de  dicho  mes  por  el  Consejo 
•  de  incaotación  de  las  lineas  férreas  del  Noroeste,  y  por  la  Dirección  ge- 
neral de  Obras  públicas  en  4  de  Setiembre  siguiente  para  la  termina- 
ción de  lu  obras  de  explanación,  fábrica  y  demás  necesarios  entre  «"I 
terfil  núm.  619  y  el  núm.  661,  de  la  parte  de  via  férrea  entre  Pola  de 
ena  y  Gongostinas,  djando  ai  efecto  los  precios  y  condiciones,  y  entre 
ellas  qoe  el  abono  de  las  obras  se  le  haría  en  metálico  en  Oviedo  ó  Gijón 
por  la  Caja  del  Consejo  de  incautación: 

Resultando  que  en  I*  de  Ostubre  de  1883  dedujo  demanda  O.  Juan 
Gonsáles  PoMda  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Pola  de  Lena 
contra  D.  Ángel  Glavijoi  vecino  de  Madrid,  Director  de  la  CompaAía  d*» 
los  ferrocarriles  de  Asturias»  Galicia  y  Leo.),  en  la  que  por  acción  per 
sonal  y  en  cumplimiento  del  contrato  mencionado  solicitó  se  condenase 
á  dicha  Compa&ía  á  devolverle  el  importe  de  la  fiaoaa  que  tenía  consti- 
tuida con  el  interés  del  6  por  100  desde  que  tuvo  la  recepción  de  las 
oteas,  á  pagarle  16.000  ladrillos  más  de  los  qne  le  reconocía,,  al  abono 
4le  ios  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  ciertas  obras  que  le  quitaron 
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*  euya  indemoiiaeión  le  fijaría  por  peritos,  y  á  pnetíeír  la  liqaidacióft 

defioitÍYa  de  las  obras,  pagando  al  demandante  lo  qoe  por  tal  coneepio- 
se  le  estaba  debiendo;  alf gando  en  el  último  do  los  f andamentos  de  de- 
recho qoe  era  coobpetente  aqoel  Josgsdo  para  conocer  de  la  demanda, 
porque  era  el  punto  donde  debía  camplirse  el  contrato: 

Resaltando  que  conferido  traslado  de  esta  demanda  á  D.  Ángel  Gla- 
▼ijo,  á  quien  se  emplasara  para  qoe  dentro  de  14  días  improrrogables, 
atendida  la  distancia  que  mediaba  entre  aquella  nlla  y  Madrid,  compa- 
reciera en  forma,  fué  emplasado  en  esta  corte  en  49  de  Diciembre,  y  qii«^ 
en  7  de  Enere  sigoiente  se  personó  en  ios  autos  el  Proeuarador  D.  Aquí- 
lino  Géroava,  á  nombre  del  Consejo  de  administración  de  la  Gompaftía^ 
pidiendo  qoe  se  tuviera  por  parte  y  que  se  le  se&alara  el  término  que 
la  ley  concedía  para  exponer  con  dirección  de  Letrado  lo  que  le  eorres- 
pondiera  en  juiticia: 

Resultando  que  el  Jues  tuvo  por  parte  al  mencionado  Procurador  m» 
noDQbre  de  quien  comparecía,  y  que  se  le  biciera  saber  qoe  contestara 
á  la  demanda  dentro  del  término  de  SO  días,  y  que  irauseurridos  sin  ve- 
rificarlo, á  instancia  del  demandante,  en  providencia  de  9  de  Febrero 
se  tuvo  por  contestada  y  cé  le  confirió  traslado  pm  réplica: 

Resultando  que  el  demandante  lo  renunció  insistiendo  en  la  pret^'n- 
sión  de  so  demanda,  y  que  seguido  el  traslado  para  duplica,  por  no  ha- 
berse evacuado,  se  recibió  en  providencia  de  6  de  M arto  el  pleito  á 
prueba,  concediendo  á  las  partes  el  término  de  10  días  para  proponorla: 

Resaltando  que  en  tal  estado,  con  escrito  de  S9  de  Enero  de  1884^ 
4|ue  no  aparece  cuándo  fué  presentado,  el  Procurador  D.  Manuel  Mar- 
tín Yefia,  en  representación  de  la  Compañía,  acudió  al  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  corte,  á  quien  había  co- 
rrespondido el  exhorto  de  Pola  de  Lena  para  el  emplazamiento  de  la 
demanda  referida,  solicitando  que  se  tuviera  por  formulada  la  corres» 
pendiente  competencia  que  por  inbibición  interponía,  dirigiendo  en  so 
irtrtud  el  oportuno  oficio  inhibitorio  al  Jues  de  primera  instancia  de 
Pola  de  Lena  para  qoe  dejara  eipedita  la  jurisdicción  de  aquel  Juaga- 
do al  que  correspondía,  puesto  qoe  se  trataba  de  una  acción  personal,, 
para  la  cual  era  Joes  competente  el  del  lugar  donde  debía  cumplirse  la 
obligación,  y  á  falta  de  éste,  no  queriendo  ó  no  podiendo  concurrir  á 
é)  como  había  becho  el  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  6 
el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente, 
pudiera  hacerse  el  emplasamiento: 

Resultando  que  dada  comunicación  en  providencia  de  6  de  Febrero 
ai  Ministerio  fiscal,  estimó  que  era  incompetente  el  Juzgado  de  Madrid 
para  conocer  de  la  demanda,  sosteniendo  que  la  competencia  residía ea 
el  de  Gijón  ó  en  el  de  Oviedo,  que  eran  los  lugares  designados  en  el 
contrato  para  el  cumplimiento  de  la  obligación: 

Resultando  qoe  el  Joez  de  esta  corte,  por  aulo  de  i^  de  Marco, 
acordó  que  se  oficiara  al  Juei  de  primera  instancia  de  Pola  de  Lena 
para  que,  con  suspensión  de  todo  procedimiento,  se  inhibiera  de  conti-^ 
iioar  conociendo  de  la  demanda  entablada  por  D.  Juan  Gonsáles  Posa- 
da, y  la  remitiera  á  esta  corte,  con  emplasamiento  de  las  partes  por 
término  de  16  días,  para  qoe  pudieran  eompareeer  á  usar  de  su  dere- 
ebo,  fondado  en  que  el  Juzgado  de  Pola  de  Lena  no  era  ni  el  domi- 
cilio de  la  Compañía  ni  el  del  Ingar  del  contrato;  y  que  así  como  era 
indudable  que  los  Juzgados  de  Oviedo  y  GiióD  tenían  competencia  para 
conocer  de  la  expresada  demanda,  habiendo  renunciado  á  verífiesrlO' 
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«Ble  ellos  el  demandante^  no  eabía  dada  que  hal^a  qoe  reenrrir  al  del 
domicilio  de  la  Gompafitfa: 

Resultando  qae  ei  Jnet  de  Pola  de  Lena,  despoés  de  haber  oído  el 
demandante  y  al  Ministerio  fiacai,  se  negó  á  la  inhibición  por  ereerie 
competente  para  continnar  conociendo,  fundado  principalmente  en  qna 
•a  baUa  prorrogado  la  jarisdicción  del  Jnsgado  personándose  en  tos 
aolos  y  gestionando  en  ellos  basta  el  traslado  de  duplica;  y  que  en  todo 
«aso  este  Sopremo  Tribunal  tenía  declarado  qne  los  daños  y  pennteioa 
debían  ser  demandados  ante  el  Jnei  del  logar  donde  se  hobiaren  cansa- 
do, aanqoe  el  da&ador  íoera  de  otra  Tccindadi  y  allí  debía  lo  de  qna 
resaltaba  responsable: 

Resaltando  qae  el  Jaei  de  Madrid  insistió  en  U  inhibición,  soste- 
niendo qae  la  Compañía  no  se  habla  sometido  al  Joigado  requerido» 
puesto  qoe  si  bien  se  personó  en  ól  no  ejercitó  ninguna  cuestión  (así 
'dice),  no  siendo  tampoco  sumisión  tácita  el  no  haber  entablado  la  de- 
clinatoria ante  el  Jozgado  de  Pota  de  Lena,  puesto  que  la  ley  aotorisa* 
ba  cualquiera  da  los  dos  medios,  y  que  en  su  Tirtod  uno  y  otro  Juzga- 
do han  elevado  las  actuaciones  S  este  Saprémo  Tribunal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Uiloa  y  Rey: 

Considerando  que  el  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos  á 
que  dé  origen  e)  ejercicio  de  las  acciones  de  todas  clases,  es  en  primer 
término,  según  dispone  el  art.56  déla  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI, 
aquel  á  guien  las  partes  se  hubiesen  sometido  expresa  ó  tácitamente: 

Considerando  que  el  hecho  de  haber  comparecido  el  Procurador  da 
la  Comptmia  d$  los  firroearrilei  di  Att%natt  Galicia  y  Zeón  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Pola  de  Lena,  para  ante  el  qoe  fué 
emplazado,  pidiendo  que'se  le  tuviera  por  parte  y  que  se  le  señalara  el 
término  qne  la  ley  concedía  para  exponer  con  dirección  de  Letrado  lo 
que  correspondiese  en  justicia,  señalándosele  el  de  SO  días  para  qoe 
contestara  á  la  demanda,  y  continuado  después  admitiendo  las  notifica- 
ciones que  se  le  hicieron  en  el  juicio  basta  el  estado  de  prueba,  consti- 
tuya la  sumisión  tácita  á  que  se  refiere  el  párrafo  segundo  del  art.  58 
de  la  mencionada  lev; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Pola  de 
Lena,  á  quien  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  los  efectos  de  de- 
recho; poniéndose  en  conocimiento  del  Juez  de  primera  instancia  del 
'distrito  de  la  Latina  de  esta  corte,  y  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las 
partes  las  costas  ocasionadas. — (Sentencia  publicada  el  2  de  Julio  de 
488i,é  inserta  en  la  Oaeela  de  10  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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tteearsw  de  esuuieito  (t  ie  Julio  Ae  1884).— iS'sto  Urura.— 
Nulidad  db  actuagionbs.-^No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Esteban 
Gonstans  con  D.  Joaquín  Lleonart  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re  ^ 
suelve: 

Que  t$géa  loi  artieuloi  1689*  jr  1690  d#  la  Uf  d$  Bnjuieianiénto 
dvil,  el  neurso  de  easaeióu  se  da  contra  las  seuteudas  definitivas  pro  • 
nuueiadas  por  las  Audieneias;  y  que  tienen  este  concepto  las  gas  ter  - 
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mináifi  ñlj%\eio  ylásq%$  recayendo  sobre  im  incidente  ó  articulo  ponen 
término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  eoniinuaeién. 

ReiQlUndo  qoe  remiiidot  á  la  AadiencU  de  Éarcelooa  los  aotos  te- 
gnidos  en  el  Jotgado  de  primera  instaneia  del  distrito  de  San  Pedro 
f)e  aquella  capital  por  D.  Joaquín  Lleonart  y  Oñate  y  sa  mojer  Dofta 
Celestina  Igual  con  D.  Juan  Roca  y  D.  Esteban  Constans  y  Sisuchs  so- 
bre mejor  derecho  á  la  sncesión  de  los  bienes  vincolados  poseídos  por 
D.  Jaime  Manael  Perrnsola,  en  virtud  de  apelaeión  qoe  Constans  y  Bo- 
ca interpqsieron  de  la  sentencia  que  dictó  el  referido  Juei:  formado  el 
apuntamiento  se  entregaron  para  instrucción  á  dichos  apelantes,  los 
coates  los  devolvieron  sin  evacuar  el  tramite,  promoviendo  incidente 
de  nulidad  de  parte  de  las  actuaciones  de  primera  instancia: 

Resultando  qoe  D.  Joaquín  Lleonart  y  Doña  Celestina  Igual  se  opu- 
sieron al  incidente,  y  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  dicna  Audien- 
cia por  sentencia  de  t O  de  Diciemore  último  declaró  no  haber  lugar  á 
la  nulidad  pretendida  por  los  apelantes,  mandando  que  una  ves  firme 
esta  sentencia  se  les  comunicasen  de  nuevo  los  autos  para  que  evacua- 
sen la  instrucción  pendiente: 

Resultando  que  interpuesta  súplica  por  los  apelantes,  y  denejj^ada, 
con  las  costas,  en  auto  de  I  i  de  Febrero  mandando  que  se  estuviera  á 
lo  acordado  en  la  sentencia  suplicada,  D.  Esteban  Constans  ha  deduci- 
do en  este  Supremo  Tribunal  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y  de  doctrina  legal,  y  que  dada  vista  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opueata 
ásu  admisión.* 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Uiloa  y  Rev: 

Considerando  qoe  según  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de  So- 
joiciamienlo  civil,  el  recorso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  de- 
finitivas pronunciadas  por  las  Audiencias,  y  qne  tienen  ekte  concepto 
las  que  terminan  el  juicio  y  las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  ar- 
tículo ponen  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  el  auto  contra  que  se  recorre  no  termina  el  juicio 
ni  hace  imposible  la  continuación  del  pleito,  dejando  por  el  contrarío 
expedita  la  sustanciación  del  mismo; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  por  infracción  de  ley  inter- 
puesto por  O.  Esteban  Constans  y  Sistachs,  á  quien  se  condena  en  las 
costas:  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspon- 
diente, con  devolución  del  apuntamiento  qoe  ha  remitido;  y  publiqoe- 
se  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. — (Sentencia  publicada 
el  t  de  Julio  de  4884,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  16  de  Noviembre  del 
mismo  año.) 


FIN  DEL  TOVO  65. 
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182  Recurro  de  casación  (t5  de  Abril  de  1884).— Sala  prí- 
m%n,-^Pariición  de  hienec^-^fió  ha  logar  al  interpuesto 
por  Dona  Dictina  Santiago  y  consortes  con  D.  Gómalo 
Santiso  (Audiencia  de  la  Gornña) • .      1 05 

183  RECURSO    DE   CASACIÓN    EN  ASUNTO  OS    ULTRAMAR   (26    de 

Abril  de  1884). — ^Sila  primera.— /'ü^o  de  cantidad.-^fio    » 
ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Manuel  Blanco  con  Doña 
Eusebia  de  los  Dolores  Gameju  (Audiencia  de  la  Habana).      108 

184  Recurso  de  casación  (28  de  Abril  de  M84).^Sala  pri- 
mera.—i'a^o  de  réditos  de  un  ¿«««o.— Ha  logar  al  inter- 
puesto por  Doña  Juana  y  D.  José  de  Salas  con  D.  José  y 
Doña  Eulalia  Busto  (Audiencia  de  Oviedo) ••.•••       112 

H8o  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (30  de 
Abril  de  f88i].—- Sala  primera.— C'ump/i'iiitVn/o  de  un 
ecnlraío.^'S'y  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Ramón  Igle- 
sias con  D.  Hilario  Agolrre  (Audiencia  de  la  Habana)....      118 

i86  Recurso  de  casación  (1*  de  Mayo  de  1884).— -Sala  ptimB' 
Th.— Cumplimiento  de  un  eoii^ralo.-- Ha  logar  al  inter- 
puesto por  la  razón  social  Sabadell  Hermanos  con  Don 
Antonio  Plandiura  (Audiencia  de  Barcelona) , 111 

187  Recurso  de  casación  (1^  de  Mayo  de  1884).— Sala  prime- 
ra.— Tercería  de  dominio.— ^o  ha  lugar  al  interpuesto  por 
Doña  Teresa  Tañón  cun  Doña  Tomasa  Díaz  Mariblanca 
(Audiencia de  Madrid)... Itl 

188  Recurso  de  casación  (3  de  Mayo  de  f  884).— Sala  prime- 
ra ^Entrega  de  la  mitad  reservable  de  tos  bienu  de  una 
capellanía.— f^o  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Agustín 
Rodríguez  Segura  con  D.  José  Vivas  (Aundiencia  de  Gra- 
nada)       <33 

189  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (3  de  Ma- 
yo de  18S4).— Sala  primen,— Desahucio ^—iio  ha  lugar 

TOMO  53  38 
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al  interpoesto  por  D.  Eduardo  Hernández  y  Morales  eon 

D.  Josó  Yietoriano  Martines  (Jvtgado  de  Gienfoegos). ..  •      I3S 

i90    Rbcubso  db  casación  (3  de  Mayo  de  l884>.^Sala  prime- 
ra.— Desahucio. — No  ha  logar  al  interpneito  por  D.  Gaye- . 
taño  Pojol  con  Doña  Elena  Nadal  (Aadieneia  de  Barce- 
lona)        141 

191  Recurso  de  CASAaoN  (3  de  Mayo  de  1884).— Sala  lerce* 
ra.— Po^o  de  cüntidad, — ^No  se  admite  el  interpuesto  por 
la  razón  soei»!  L%is  Maeia  y  Compañía  con  O.  Marcelino 
Pieh  (Andiensia  de  Bareeiooa) 144- 

492    Recurso  de  casación  (5  de  Mayo  de  1884). — Sala  prime 
ra. — Posé$ión. — No  ha  logar  al  interpoesto  por  D.  Maria- 
no Cliojent  eon  Do&a  Camila  Cortó  (Aodieneia  de  Barce- 
lona)        145 

193  Recurso  de  casación  (6.  de  Mayo  de  l884).-^Sala  prime- 
ra.— Cumplimiento  de  un  contrato. — No  ha  lugar  al  ínter 

! meato  por  D.  Ibo  Esparta  con  D.  José  Ló¡»et  de  la  Osa 
Aodieneia  de  Madrid) 148 

194  Recurso  de  casación  (6  de  Mayo  de  1884).— Sala  prime- 
ra.— Nulidad  de  la  división  de  una  casa. — No  ha  lugar  al 
interpaesto  por  Doña  Joaefa  Agoilar  Galindo  con  D.  Ma- 

noei  Arce  (Aodieneia  de  Sevilla) 1 53 

496  Recurso  de  casación  (7  de  Mayo  de  1884)  — ^Sala  prime- 
T^.^Paffo de  cantidad.^^No  ha  logar  al  interpuesto  por 
D.  Ramón  Preiía  con  Ü.  José  Coma  (Audiencia  de  Barce- 
lona)        155 

196  Recurso  de  casación  (7  de  Mayo  de  1884). — Sala  prime* 
ra. — CumpUmienío  de  un  contrato. — So  h¡k  logara!  int<>r* 
puesto  por  D.  Tomás  Campoy  coa  D.  Eduardo  Nevell 
Wait  y  Compañía  (Audiencia  de  Albacete)... 157 

197  Recurso  de  casación  (7  de  Mayo  de  1884).— Sala  prime 
ra. — ^'eeución  de  sentencia. — ^No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  José  María  Higuera  con  D.  Jerónimo  Martines 
Lomba  (Aodieneia  de  Borgos) 162 

198  Recurso  de  casación  (7  de  Mayo  de  1884). — Sala  terce 
ik.—Bntregeí  de  Henee  y  rsndidón  de  cuentas. — ^No  se  ad- 
mite el  interpoesto  por  O.  Ambrosio  Gomes  con  D.  José 
Rojas  (Audiencia  de  Sevilla) » 465^ 

i99  Recurso  de  casación  (9  de  Mayo  de  4 88l).-^Sala  prime- 
ra.— Pertenencia  de  acciones  del  Banco  de  España  y  de 
Sociedades  mineras. — ^No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Felipa  Guillen  con  Doña  Josefa  Valero  (Audiencia  de  Za- 
ragoza)        16^ 

too  Recurso  de  casación  (9  de  Mayo  df^  1884).— Sala  prime- 
ra.—JVf/or  derecho  á  unios  (nenes.^De/onsé  por  p04#v.— • 
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No  ha  logar  al  iiiterpnesto  por  O.  Josó  Delgado  con  D.  Luis 
Bermejo  (Aodieocia  de  Madrid) 173 

90f    RscuRSO  DX  CA9ACI0N  (9  de  Mayo  de  1 88i).— Sata* prime- 
^   f9L,^Pa§o  de pM«ta«.— No  ba  logar  al  isterpoeaio  por  Don 
Domingo  Cacares  eon  D.  José  Alejandro  Fierro  (Aodiencia 
delaa  Palma») 176 

SOS  Recurso  db  casación  bn  asunto  de  Ultravab  (9  de  Ma- 
yo de  4884).— Sala  iBrtén.^Poffode  cm^aí.— No  se  admi- 
te el  ínter poesto  por  D.  José  Inda  con  D.  Praneiseo  Ja- 
vier Pedroso  (Andiencia  de  la  Haftna) i 83 

t03  Recurso  de  casación  (10  de  Mayo  de  1884). — Sala  prime- 
ra.—P^o  de  eántidad  —No  ba  lugar  al  interpoesto  por 
D.  Mariano  Alfranea  eon  D.  Manoel  Goirai  y  otros  (Ao- 
dieneia  de  Zaragoaa) 484 

504  Recurso  re  casación  (40  de  Mayo  de  4884)'. — Sala  pTíme- 
Tñ.'-^Ser^idumbre  de  /«cm.— Ha  logar  al  interpoesto  por 
D.  Manoel  Pardo  Montenegro  con  Doña  Melcbora  Pardo 
(Aodieneiade  la  Coraba) * 488 

505  Recurso  de  casación  (fO  dp  Mayo  de  48^4). — Sala  pri 
mera. — Cobro  de  %n  crédito  — No  ha  logar  al  interpoesto 
por  D,  Mariano  Felez  con  D.  José  Barril  y  otros  (Aodien* 

cia  de  Zaragoaa) 4  93 

205  CoMPc* encía  en  asunto  de  ultramar  (42  de  Mayo  de 
4884).*— Sala  tercer  a. ~  Papo  de  cantidad. — Se  decide  i 
favor  del  Joez  de  primera  instancia  de  distrito  de  la  Mer- 
ced de  Málaga  )a  soscitada  con  el  de  igoal  clase  del  de  la 
Catedral  de  ía  Habana  sobre  eonocimiento  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Adolfo  de  Torres  contra  D.  Joan  José 
Márqoez 497 

207  Recurso  de  cASAaoN  (43  de  Mayo  de  4884).— Sala  px\' 
mer %, '^Nulidad  ó  rueiiiÓB  de  «nai  escrituras  de  venta, 
— No  ba  logar  al  interpuesto  por  Doña  Jesosa  Giceres 

con  D.  Toribio  Zaera  (Aodiencia  de  Yalladolid) 499 

208  Recurso  de  cabacion  (43  de  Mayo  de  4884) — Sala  pri- 
mera.—JX^imiV^  de  una  etcritura  de  utffi/a.— No  ha  logar 
al  interpoesto  por  los  herederos  del  Doqoe  de  Monteieóo 
eon  los  Síndicos  de  la  testamen taifa  concorsada  de  D.  An- 
tonio Menéndez  (Aodiencia  de  Madrid) 202 

209  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (4  4  de  Mayo 
de  4884).— Sala  primera. — Reelamacián  de  parte  de  una 
easa.^^iííí  logar  al  interpoesto  por  D.  José  Roig  con  los 
herederos  de  D.  Joaqoin  María  Queipo  (Aodiencia  de  la 
Habana) 2M 

240  Recurso  de  casación  (14  de  Mayo  de  4884).— Sala  prime- 
u.^Pago  de  eaniidad.-^No  ba  logar  al  interpuesto  por 
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D.  Jaan  Maftos  eon  D.  Oaillermo  Arévalo  (Aadieoeia  de 
Madrid) %í% 

241    HrcüRse  dk  cásagior  br  la  pomu  (14  de  Mayo  de  I88i). 
Sala  tercera.— P0itf#tótt  de  ¡oi  biekes  de  mm  capellania. 
— No  ha  logar  al  interpoeeto  por  ^.  Lorento  Santiago    * 
Rico  coD  D.  loan  Baotíita  Gareia  de  la.  Haerta  y  otroa 
( Aadieneia  de  Madrid) tl8 

%\t  REGuaso  DK  CASACIÓN  ((Q  de  Mayo  de  1884).— Sala  prime» 
ra. — Mejor  derecho  á  %ñOi  erédUoe.-^'So  ha  logar  al  in- 
terpoeito  por  Doña  MékíA  Gatiérres  y  Campo  y  otro  ooa 
Doña  Dolores  Gorbea  (Andieneia  de  Madrid) Stl 

213  Recurso  db  casación  (f  9  de  Mayo  de  1884) — Sala  |»rUBo- 
TtL.^Deeakueio.^íio  ha  lagar  al  interpoesto  por  Oofta 
Juana  Medinilta  con  D.'Prancisco  Contreras  (JoBgadode 
Jaén) in 

114  Rbcurso  de  casación  (19  de  Mayo  ds  1884^.— Stla  prime- 
ra.— Ejee%eió%  deeentencia. — ^Ño  ha  logar  al  interpuesto 
por  D.  Faosiino  Rodrígoes  San  Pedro  con  la  Socedad  Ali* 
selmo  Gifaentes  y  Compañía  (Andiencia  de  Madrid) f 3f 

216  Recurso  de  casación  (19  de  Mayo  de  1884)— Sala  prime* 
ra. — Péffo  de  peeetae.^lfo  ha  logar  ai  interpoesto  por 
D.  Julián  Molina  eon  D.  Fernando  Nieto  (Audiencia  de 
Madrid) «3S 

216  Recurso  de  casación  (20  de  Mayo  de  1884). — Sala  prime- 
ra.— Cumplimiento  de  una  ej'ecuíoria.—Ño  ha  tngar  al 
interpuesto  por  D.  José  Zamorano  con  el  Gerente  de  la 
rasón  social  Manuel  Cahrera  y  Compañía  (Andiencia  de 

las  Palmas) 239 

217  Recurso  de  casación  (20  de  Mayo  de  1884). — Sala  prime- 
ra.—Papo  de  eanddad.^Ho  ha  lagar  al  interpuesto  por 
el  Doqne  de  Frías  eon  el  Doqae  de  Uceda  y  otros  (An- 
diencia de  Madrid) 242 

218  Recurso  de   casación  en  asunto  de  Ultramar  (tO  de 
Mayo  de  1884)  —Sala  tercera.— i'ar te  en  una  Uttamen 
taria. — No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Francisco  Bal- 

mori  (Andieneia  de  la  Habana) 21(1 

219  Recurso  de  casación  (21  de  Mayo  de  1884).— Sala  prime  • 
ra. — Saldo  de  cuentas  y  abono  de  «toiloi. —No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  Doña  Angélica  Mena  con  Doña  Francisca 
Ochoa  y  otros  (Audiencia  de  Sevilla) 25Q 

220  Recurso  de  casación  (21  de  Mayo  de  1884).— Sala  prime- 
ra.—>Pret7tf  «cid»  del  juicio  de  testamentaria.So  ha  lagar 
al  interpuesto  por  Doña  Teresa  Ribaita  con  Doña  Enri- 
queta Landabaro  (Audiencia  de  Barcelona) 26S 

221  Recurso  de   casación  (7  de  Mayo  de  1884).— Sala  pri- 
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mera.— i2#ifi«itM^^«  de  Jlnait,  — N«>  ha  lQf(%r  al  ínter- 

Suelto  por  D.  Pedro  Lttenfl;o  y  consortes  con  D.  B>triqae 
[aldoDado  (Andieocia  de  Madrid) S6I 

nt  GoMPBTBiíGra  un  avohto  db  ültkaiiar  (t<  da  Msyo  de 
4H84).— San  tercera.— C^noeteiiMto  44  %n  juicio  de  1$$" 
lB«iMCBWa.— Se  deeide  á  'avor  del  Josfi^tdo  de  primera 
ÍDStaneia  del  disiriio  de  la  Merced  de  Málaga  la  sosciiada 
con  el  de  igual  clase  del  de  la  Catedral  de  la  H  batía  so- 
bre conocimieDlo  del  joieio  de  testamentaria  de  Doña  Car- 
men Marques 170 

S¿3  CoMriTBMCia  (%\  de  Mayo  de  í^4).  — Sala  tercera.— 
C%m^iwíi$%iod$%meMUrét9. — Se  decide  é  favor  del  Jas- 
gado  de  primera  instancia  de  Jerez  de  la  Frontera  la  sos 
citada  con  el  de  igual  clase  de  Lacena  del  Cid  sobre  co- 
Doeimiento  de  la  demanda  dedocida  por  D.  Pedro  Salvia 
contra  D.  Migael  Yilar 174 

Sti  Rbcurso  db  CAsacioír  (t6|  de  Mayo  de  4884).— Sala  pri- 
mera.— Pttieión  ds  kirtneia, — No  ha  logar  al  inierpaes- 
to  i»ur-Oo&a  Victoria  Vima  con  D.  Juau  Riera  (Audiencia 
de  Barcelona) t76 

215  RxcoRso  me  casacioh  (26  de  Mayo  de  1881).— Sala  pri* 
mtt\.^AGum%la€ián  dé  autoi. — No  ba  logar  al  inter- 

Í>oesto  por  D.  Pedro  Orgaa  con  D.  Joan  de  Praneisóo 
Audiencia  de  Madrid) S79 

tit    RacüRSo  IHI  GASACiOM  (t7  de  Mayo  de  l884).^Sala  pri-      * 
mera.— i^ecneto»  de  «M/SMCta.  —  No  ha  lugar  al  inter- 
puesto por  la  Comisión  liquidadora  de  la  Sociedad  Crédito 
moviliario  Béreelonés  con  D.  Claudio  Pillet  (Audiencia 
de  Oviedo) 284 

127    Rbcurso  ds  casaciok  (27  de  Mayo  de  1884).— Sala  ter- 
cera.—PB^0i/tf£0f/a#.— No  se  admite  el  interpuesto  por 
Dofia  ManueU  Ptiláes  con  D.  Fernando  Estaren  (Audien 
Gia  de  Madrid) 288 

228  Rbcurso  db  CAsaaon  (S8de  Mayo  de  18^4). — Sala  pri- 
mera.—Pe^  de  cantidad  y  abono  de  inUrcca  y  dañoi.-^ 
No  ha  lugar  i  ios  interpuestos  por  D.  Bruno  Zaldo  y  Don 

José  Marconell  (Audiencia  de  Madrid) 290 

229  Rbcurso  db  casación  (28  de  Mayo  de  |h84  . — Sala  pri  • 
mera.— Puo9  de  «aiifíMi^.- No  ha  lagar  al  interpuesto 
por  D.  Andrés  Pescador  con  D.  José  Ciavella,  nomo  cura- 
dor de  Doña  Angela  Rodis  (Audiencia  de  Barcelona) 302 

230  Rbcurso  db  casación  (98  de  Mayo  de  1884). — ^Sala  ^ñ- 
mtn.^Nnlidad  de  los  acuerda  de  un  cofie«r«0.— No  ba 
logar  al  interpuesto  por  D.  Juan  Vidal  con  la  Sociedad 
Dclajfi  ]f  GontáU%  (Audiencia  de  Madrid) 306 

2.(1    Rbcurso  db  casación  (18  de  Mayo  de  1884).— Sala  pri- 
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mera.— ¿>MaAiid0.— U»  ioear  ai  inl«rp«etio  por  D.  laié 
M QtM  Footet  ooB  D.  José  Momo  y  Morooo  (Aadieoeta  de 
Albacete) ^ 808 

tZt  Rbcorio  di  GASicioii  (18  de  Mayó  de  I88i).--Sala  m- 
t%n.^Enir$^^  4$  la  mUcd  d$  Ut  kUna  4$  un  paírwuU, 
*-No  se  admite  el  inierpoesto  por  D.  Maitmioo  OUveros 
con  O.  Elíseo  Goniálea  ( Aidieacia  de  Lu  Palmas) 311 

t83  RsciTRso  Ds  GÁSActoR  (t9  de  Ma JO  de  1 884) .^Sala  pri- 
mera.— C%mpí\mii%tú  04  «lui  sentencia. — ^No  ba  luKar  al 
interpaesto  por  D.  Ernesto  Trarerse  con  la  Comtsi6n  li- 
qoidadora  de  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Giadad  Real 
i  Badajos  (AadieacU  de  Madrid) 314 

134  Recurso  di  casación  (^9  de  Mayo  de  l884).^Sala  pri- 
mera.—iV^«/tda¿  di  %n  empediente  de  apremio  y  de  la  «f- 
crUura  de  wenia  consecuencia  del  múmo.— No  tía  logar  el 
inierpoesto  por  D.  Antonio  Airares  y  Gonziiea  eon  Don 
Antonio  Lopes  Veg^a  (Aodieneía  de  Valladolid) Sf  9 

S35      RbGUESO   DB  casación    Uf  ASUNTO   DS    ULTRAMAR    (88    de 

Mayo  de  1884).— Sala  pnmerk.^Nnlidad  de  •«  juicio 
efecutivo. — No  ha  logar  al  interpoesto  por  les  Síndicos 
de  la  qoiebra  de  G.  Remolina  y  Compa&U  eon  la  ratón  eo- 
cial  5.  O.  Buruhán  y  6bM/MKIi«.(  Aodieocia  de  la  Habana).      383 

836  Rbcurbo  di  casación  (30  de  Mayo  de  1884).— Sala  pri- 
mara.— Pago  de  pensionee  e#iis«^s.— No  ha  logar  al  in- 
ierpoesto por  la  Condesa  de  la  Vega  del  Poio  eon  D.  Ra- 
món Piheiro  y  otros  (Aadieneia  de  Madrid) 388 

837  Rbcurso  db  casación  (31  de  Mayo  de  4884).— Sala  pti- 
mera.— iVtUtJiuf  de  una  escritura  de  venta, — No  ha  logar 
al  interpuesto  por  D.  Ramón  do  Regó  Gonaáies  eon  Doña 
María  García  Rodrígaei  (Aodieneia  de  la  Corofta) 33 1 

838  Recurso  db  casación  bn  asunto  db  Ultraxar  (if  de 
Mayo  de  1884).— Sala  pr'imñn. ^Declaración  de  «Myor 
projimidad  dé  parenteseo.-^So  ha  logar  al  ioterpoeslo 
por  Dofta  María  del  Rosario  Matea  Saota  Groa  de  Oneda 
eoD  D.  Laoreaoo  Santa  Crní  de  Oviedo  y  otros  (Aadien- 
eia de  la  Habana) 334 

839  .Rbcurso  db  casación  (31  de  Mayo  de  1884).— Sala  ter- 
eera.-Wmcfo  d#  l^s/efliefilarte.— No  se  admite  el  in^* 

finesto  por  Doha  Jacinta  Pool  eco  D.  Elíeeo  de  Llanaa 
Aadieneia  deBareelona) • 341 

840  Rbcurso  db  casación  (8  de  Junio  de  1884].— Sala  pri  - 
mtrk.'^Tereeria  de  mejor  derecko.^ñh  logar  al  inter- 
poesto-por  Isabel  Mesonero  y  Gonsáleí  con  O.  Joeto  Ca- 
rretero (Audiencia  de  Madrid) 348 

841  Recurso  db  CáSACiON  (3  de  ionio  de  4884).— Sala  prime- 
ra*.—Alr^a  de  bienes  y  oo^  de  cantidaáu.'^Q  ha  la- 
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gtr  al  interpveito  por  el!  allM^ea  de  Do&%  Franeiica  Gar- 
cía Monedero  y  por  Doñü  María  García  Monedero  eoQ 
D.José  García  Rail  (Aadiencta  de  Seviila) 347 

%kl  RBG0R8O  DB  GAsiGiON  (I  de  Jonío  de  1884). — Sala  pri- 
inera.-*Z)eftffi#a  por  po¿rtf. — No  ba  logar  al  inkerpaeslo 
por  D.  Andrés  Palanca  con  D.  J  )8é  Romea  y  otros  y  el  Mi- 
nisterio fiscal  ( Aodiencía  de  Barcelona) 35S 

Si3  RBCtRSO  DB  CA8ACI01T  (4  dc  Jonlo  de  1884)  —Sala  pri- 
mera.— PagQ  <U  eantidad.'-^ú  ba  lugar  ai  ioterpaetio 
por  D.  Francisco  del  Río  León  eoo  Dona  Rila  Moreno  y 
otra  (Aodieneia  de  las  Palmas) 356 

t44  RBCuaso  db  casación  (4  de  Junio  de  1884). — Sala  pri- 
mera.— Pikgo  d$  cantidad. — No  ba  lagar  al  inierpaesto 
por  D.  Tomás  Homar  y  Roselió  con  D.  José  Rivas  (Aa- 
dieneia  de  Madrid) 381 

't45  Rbgorso  db  GASAaoN  (4  de  Jaoio  de  1884).— Sala  terce- 
ra.—il/Tp¿a(;tV^«  d$  «»  balance  y  pago  de  un  ealdo.^^^a 
ha  lagar  al  interpaesto  por  D.  Banifacio  Felip  con  D.  Ra- 
món Matbeu  y  otro 366 

'946  Rbcurso  db  casAciOR  (5  de  Junio  de  1884).— Sala  tercera. 
— Liquidación  de  eii#»tei.— No  se  admite  el  interpuesio 
por  Doña  Pilar  Sola  con  D.  Pablo  Segarra  (Audiencia  de 
Barcelona) 37f 

S47  Rbgür^o  db  ca9A£iox  (5  de  Junio  de  1884). — Sala  terce- 
ra.— Defensa  por  pobre, — No  te  admite  el  interpaesto  por 
Dofta  Gabina  Atienaa  con  D.  Alejandro  Peré  y  otro  (Au- 
diencia de  Madrid) 37t 

248  Rbcurso  db  casación  (6  de  Junio  de  1884).— Sala  pri- 
mera.—i)ép^itla  de  mujer  eaia^ía.— No  ba  lugar  al  inter- 
paesto por  p.  Andrés  Pi&ol  coa  Doña  Mercedes  Perecaola 
y  otro  (Audiencia  de  Barcelona) 373 

-249  Rbcurso  db  casación  (6  de  Junio  de  1884). -^ala  primera. 
^Nulidad  de  una  tii«mpotV«.—- No  ha  lagar  al  interpaes- 
to por  la  razón  social  H.  J.  Merck  y  Compañía  con  D.  José 
Rodrigues  Tocha  (Audiencia  de  Ciceres) ¿ . .      377 

^50  Rbcurso  db  casación  (6  de  Jonio  de  1884).^— Sala  prime- 
es.— Bjecución  de  tentencia.'^No  ha  lugar  al  interpoesto 
por  el  Duque  de  Aliaga  con  Daña  Agustina  Méndes  de 
Yigo  y  otros  (Audiencia  de  Madrid) 386 

1l5t  Rbcurso  db  casación  bn  la  porma  (6de  Jaaiode  4884). 
—Sala  tercera«—/^Veuddii.-^No  ha  logar  al  int«rpoesto 
por  D.  Gustavo  de  BoflU  con  D.  Lois  Giastini  (Audiencia 
de  Barcelona) « 383 

18S  Rbcurso  db  casación  C7  de  Jonio  de  4884).— Sala  primis- 
rs.— r#rc#HB  d$  ifomifliia.— No  ha  lagar  al  inierpaesto 
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por  D.  Zaetrfas  RnU  Llórente  con  D.  H laae)  Rait  Sabct* 

tÜB  (Aedienei&  deBargoi) 388 

153  Rbcübso  ob  CASAGiOR  (7  de  Ionio  de  IH84).— ^ala  prime- 
ra.—JS^ie^BfiWWt^  4$  eñntiiúdsi.'^VIo  ht  legar  ai  imer- 
fmesto  por  D.  Antonio  Yentalld  emi  Dofti^  Vicenta:  Teata- 
ló  f  Vintró  ( AadteoeÍA  de  Bareeiona) 395> 

S54  Rbcubso  db  casación  bb  la  foriia  (7  de  Junio  de  1881). 
—Sala  tercera. — Desahueio.-^fio  ha  logar  al  interpaetto 
por  DoAa  Mafia  Ortega  y  Jiménes  con  D.  Martfn  Ldpet 
Paerta  (Joigado  de  Mancha  Real) iOf 

155  Rbcubso  db  GA8AGI0H  (<0  de  Jonio  de  1881). — Sala  pri- 
mera.— Tereeria  de  dominio, — Ha  logar  en  parte  al  inter* 
paevto  por  O.  Joaé  Mániana  con  el  liquidador  de  U  raióii 
social  Nicolái  Comot  %  Compañía  (Aadiencia  de  B^ree 

lona) 40r 

156  Rbcübso  db  gasagior  bn  la  porma  (f O  de  ionio  de  f  88|l). 
— Sala  tercera. — Posesión  de  bienes. — No  ha  logar  el  tn- 
terpoesto  por  Doña  María  Patrocinio  Navarro  con  Don 
Diego  Rodrígoei  (AodieociB  de  las  Palmas) 410 

157  Rbcurso  db  casación  (If  de  Junio  de  f8f)4). — Sal»  pri- 
mera.— Defensa  por  pobre. — Ha  logar  al  interpoesto  por 
Bautista  Plá  con  Tomás  Prados  y  el  Ministerio  fiücal  (Aa- 
diencia de  Valencia) 413 

15S  Rbcubso  db  casacioh  (1 4  db  Junio  de*(884).-^Sala  pri- 
mera.— Tereeria  de  mefor  derecho, — No  ha  lugar  al  ínter- 
paesto  por  üoña  Petra  Aadieio  con  D.  Manuel  QuejuBa  j 
otro  (Audiencia  de  Madrid) 415- 

159  Rbcubso  db  caíacion  (II  d^  Junio  de  1884). — Safa  prU 
m.era. — Desamparo  de  una  ¡inca  6  pago  de  eantUttdee  qwe 
la  «/^(fCten.^Hi  lugar  al  interpuesto  por  D.  Juan  Monede- 
ro eon  D.  Mariano  Soriaao  (AudieO'^.ia  de  Madrid).  ...•»..      419 

160  Rbcurso  db  casación  bn  la  roRMA  bm  asunto  bb  ul- 
tramar (14  de  Junio  de  1884)  —Sala  tereera.—^'eMO^. 
—No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Ignacio  de  Herrera 
con  Dofia  Serafina  Monulvo  y  o^ros  (Audiencia  de  la  Ha 

baña) 417 

161  Recurso  db  casación  (H  de  Jonio  de  489^4). — Sata  terce- 
ra.— Liquidación  de  cuentas. — No  se  admite  el  interpues- 
to pur  D.  Cándido  Bascónos  con  D.  Bernardo  Garría  (Av- 
dienoia de  Madrid) «•      430^ 

161  Rbcurso  db  casación  (44  de  Junio  de  4884). — ^Sala  pri- 
mera—Pa^o  de  obras  é  indtmnieaeión  de  p#r;»sct0#.— No 
ha  lugar  al  interi»oesto  por  Doña  Antonia  Herrero  eon  Dob 
Ignacio  Jaumandreo  ( A udieocia de  Barcelona) 43t 

163    Rbcubso  db  casación  (16  de  Jwiiiep  de  I884).*-Sala  pri^ 
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mora.— r«r8irto  tfv^Mitftitf. —No  h«  logftr  al  int«rp«eilo 
por  Doña  Teresa  Peón  con  D.  Ramdo  Pelegrla  (Audieneia 
de  Madrid) iU 

164  Rbgvbso  Bft  OAftACiON  (1 7  de  Junio  de  481(4).— Sala  pth' 
mera.— "ilprod«0iéi  ds  cutffi^éif.— Pa/o  dé  eantidad^-^ÜA 
lugar  al  interpuesto  por  D.  MaaaelSáent  de  Heredia  y  no 
ba  lugar  al  de  sa  hermano  D.  Gregorio  (Audiencia  de  Ma- 
drid)        i4í 

S65  Rbcvrso  DB  GASAiCioír  (18  de  Junio  de  1884).— *SaU  pri- 
mera.— Paffo  d€  cantidad. — Ba  logar  al  interpuesto  por 
Doña  Reyes  Centeno  con  D.  Ángel  Duran  (Audiencia  de 
Gáceres) 45B^ 

266  Rbcvuso  db  casagioii  (18  de  Janio  de  4884).— Sala  prime* 
ra. — Pof o d$  cantidad. '^lio  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  José  Morales,  con  D.  Ramón  Várela  (Audieneia  de  Se- 
villa)        458 

267  Rbcubso  db  casación  (20  de  Junio  de  1 8R4).^Sala  prime» 
TB.-^Hmlidad  da  %na$  actnaciancít, — Ho  ha  logar  al  inter'- 
puesto  por  D.  José  Martín^i  á^  VelasDo  con  D.  Hircos  Mh* 

ria  Arnáiz  (Audiencia  de  Burgos) 46) 

26S    Rbcubso  db casagion  (tO  de  Junio  de  1884).— Sala  prime* 
n.-^Nulidad  de  nna  iudaita. — No  ha  lugar  al  interpoea 
to  por  D.  Mariano  Agoirre  con  Doña  Marcelina  Ruis  Lo- 
pes (Audiencia  de  Madrid).' • 469 

269  Rbcubso  db  casagio.'v  bn  la  porma  (tO  de  Junio  de  4884). 
— Sala  tercera. — Pago  de  cantiáad.-^l^o  ha  lugar  al  in- 
terpuesto por  D.  Remigio  Cordero  con  D.  Josó  Sanehes 

Días  (Audiencia  de  Valladolid) 475 

270  Rbgorso  bbcasacion  (24  de  Junio  de  4884). — Sala  prime- 
ra.—ü/ir;^  derecho  á  la  tmeuión  de  %n  ««jfOfos^a.— No 

ha  lugar  al  interpuesto  •  • .  •  < •  •  •  •      471 

271  Rbcubso  bb  casación  (21  de  Junio  de  4884).— Sala  prime- 
ra.—lV«/td4<í  de  una  e$eritnra  de  deHtorio  y  reediián  da 
venia.— Ha  logar  al  interpmesto  por  D.  Antonio  Dueh  con 
D.  Buenaventura  Tarrago  y  consorte  (Audiencia  de  Bar* 
celona) 481 

272  Rbcubso  db  casación  bx  ls  fobma  (21  de  Jumo  de  4684). 
—Sala  tercera. — O^feAn^a.— No  ha  lagar  al  interpuesto 
por  D.  Knm6ík  Mora  con  D.  Antonio  Domeneeh  (Jusgado 

de  Igualada) 487 

273  Rbcubso  db  GAfaaoN  bn  la  fobva  bn  asunto  db  Ultba« 
MAB  <2I  de  Junio  de  4884).— Sala  tercera.— Pa#oif«M» - 
ttdad.'^^o  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Manuel  Baran- 
da coa  D.  Carlos  Elcid.( Audiencia  de  la  Habana) 490 

274  RiGUBBO  DB  casación  (23  de  Janio  de  48M).— Sala  prima- 
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Tá.-^AftraPéehamunto  dé  aguai ---^0  h\  logtr  «I  inUr- 
pQesto  por  D.  Pedro  Miste  con  D.  José  Busqoeis  (Aodien- 
<*ja  de  Barcelona) • i90 

t75  BsGunso  db  casación  (13  áñ  Junio  de  1884); — SkU  prime- 
inert. — Tercería  ie  domnio.^^o  tu  logar  aI  interpuesto 
pnr  D.  AriQro  BaladiA  j  hermanos  eon  Doña  Mercedes  Plá 
( Aadieneia  de  Barcelona). «... 49S 

t76  Becubso  db  casación  (13  de  Junio  de  1884)  —Sala  prime- 
ra.-<-/)#/#iiM  por  ^o6re.^No  ha  logar  ai  interpoesto  por 
D.  Vicente  Fernández  Rabio  con  Doha  Josefa  Perrer  j 
otros  7  el  Ministerio  fiscal  (Aadieneia  de  Madrid) 507 

t77  Rbcubso  db  casación  (t3  de  Janio  de  1884).— Sala  terce- 
ra.— Olorgamiento  dé  una  éuritnrü  dé  tWfite.«-No  sa  ad- 
mite el  interpuesto  por  D.  Antonio  Ghendini  con  D.  Juan 
Sala  (Audiencia  de  Barcelona).. 510 

178  Rbcubso  db  casación  (15  de  Junio  de  1884).— Sala  prime- 
ra.— Pagodéean(idad,'—tio  ha  logar  al  interpoesto  por 
D.  Manuel  Lopes  Garai  con  D.  Manoel  Goniiles  Boeno 
(Audiencia  de  Madrid) 512 

579  Rbcurso  db  casación  (16  de  Junio  de  1884). — Sala  prime* 
ra. — Rendición  de  cuentas. — ^No  ha  lagar  al  interpuesto 
por  D.  Miguel  Jerónimo  Santana  con  D.  Rafael  Samper 
(Audiencia  de  las  Palmas) 5(6 

580  Rbcubso  de  casación  (26  de  Junio  de  1884).— Sala  prime- 
ra.—Jí^/i^r  i<ar#eA(i  á  %nos  &ien#i.— No  ha  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Vicente  de  Zafra  j  consortes  con  Doña  Mar- 
ceaes  Heredia  y  otros  (Aadieneia  de  Granada) 5S2 

t8l  Rbcubso  de  casación  bn  asunto  de  Ultramab  (S8  de  Ja- 
nio de  1884). — Sala  primera. — Rendición  dé  cuéntoi. — No 
ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Juan  José  Diax  y  Torres  con 
D.  Federico  Garcia  Gonsáles  (Aadieneia  de  la  Habana). .      535 

282  Rbcubso  de  casicion  (30  de  Junio  de  i884).— Sala  pri- 
mera.—£ii/rtf^«  dé  biéncé, — ^No  ha  logar  al  interpuesto 
por  Do&a  Maria  Rodríguez  Matarrans  con  D.  Ángel  Saní 
Rodríguez  y  otros  (Audiencia  de  Madrid) « .      545 

283  Rbcubso  de  casación  (f®  de  Julio  de  I884^— Sala  prime- 
ra.— TéTCériadé  d<9ffit'«t'0  — No  ha  logar  al  interpoesto 
por  Doña  Cayetana  y  Doña  Bnriqoeta  Nieto  con  D.  Joa-    . 
qui'n  Casabajó  (Aodieneia  de  Barcelona) 541^ 

284  Rbcubso  de  casación  (I^  de  Julio  de  f884). — Sala  prime- 
ra.—iVn/lio^i  dé  una  escritura  dé  división. '^Ho  ha  logar 
al  interpuesto  por  D.  Manuel  Pemindez  Montealegre  y 
otros  con  D.  Toribio  Zaera  Pernáudes  (Audiencia  de  Va 
lladolid) 552 

185    Rbcubso  db  casación  (<^  de  Jolio  de  f  884).— Sala  pri- 
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mera. — Propiedad  de  parte  de  %%a  haeienda.^^VL%,  lof^ar 
al  interpuesto  por  D.  Atanaiio  Palear  con  D.  Silvano  Is 
qaierdo  y  otro  (AodieDaia  de  Valiadolid) 559 

986  Rbgurso  db  casación  (I*  de  Jaliode  1884). -^ala  ^xm^- 
rk.-^Defenea  por  pobre.^-^o  ha  logar  al  inlerpaesto  por 
Dofta  Aqoilina  Adela  Peláea  con  Dofta  Paostina  Bonilla  y 
el  Ministerio  fisoat  (Aodiencia  de  Madrid) 568 

^87  Rbcckso  db  casación  (I  de  Jalio  de  t88i).— Sala  primera. 
— Coln'O  de  cantidad. — No  ha  logar  al  interpoeslo  por  Don 
Manoel  Pastor  y  Landero  con  D.  José  Gatiérres  Sandoval 
(Aadieocia  de  Sevilla) 570 

t88  Rbgorso  db  casación  (t  de  Jnlio  de  1884).— >Sala  prime- 
n.^Reivindicación  de  Henee. — No  ha  logar  al  Interpues- 
to por  Dnfta  Micaela  Petra  Garaieoechea  con  D.  Faasto 
Echevarría  (Andiencia  de  Pamplona) 5^2 

489  Compbtbngia  (9  de  Jallo  de  4884).*-S&U  tercera.— /^o^^ 
de  puetae.'^Sñ  decide  á  favor  del  Juagado  de  primera  ins- 
tancia de  Pola  de  Lena  la  Suscitada  con  el  de  igual  clase 
del  distrito  de  la  Latina  de  Madrid  sobre  conocimiento  de 
la  demanda  entablada  por  O.  Joan  Oonaálea  Posada  con- 
tra la  Sociedad  de  los  ferrocarriles  de  Astanas  y  Galicia.      587 

390  Rbcurso  db  casación  (2  de  Jatio  de  i884). — ^Sala  tercera. 
— NutUad  de  aetuacionei.^^o  %e  admite  el  interpuesto 
por  D.  Esteban  Gonstans  con  D.  Joaquín  Lleonart  (An- 
diencÍA  de  Barcelona) 5H9 


win  DBL  índicb  cronológico. 
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CUESTIONES  Y  PUNTOS  DE  DERECHO 

«■SUELTOS    PORBL    TBIBUNAL   SUPREMO    EN    LAS  SENTENCIAS    CONTBTdDAf 
B]l«TBTOMO(n- 


PÁGINAS. 

AbsolQción  de  la  demanda.--La  sentencia  que  absaelTe  de 
la  demanda, decide  todas  las  caestiones  debatidu  en  el  litigio, 

?r  por  tanto  no  infringe  la  ley  46,  tit.  tt  de  la  Partida  3^  ni 
a  doctrina  con  ella  concordante  ((7.,  núm.  Hi. — 1\  de  Aori! 

de  1884) 67 

^^  La  absolución  de  la  demanda  resuelve  todas  las  caestio- 
nes planteadas  en  ella,  según  tiene  repetidamente  declarado 
el  Tríbonal  Supremo  (C,  nüms.  201  y  208.— 9  y  13  de  Hayo 

de  1884) 177  y      «03 

La  sentencia  qae  estimando  las  excepciones  absnelve  de 

la  demanda,  resaelve  todas  las  caestiones  del  pleito  gnardan* 
do  perfecta  congraencia  con  la  pretensión  en  41  dedacida 
oportonamente,  como  tiene  declarado  con  repetición  el  Tri- 
bunal Sopremo,  y  se  ajasta  á  lo  prevenido  en  el  art.  359  de 

la  ley  citada.  (C,  núm.  S3t.— 28  de  Hayo  de  4884) 312 

V.  Actor. 

JU>ono  de  daftos.— Y.  Dañoi. 

Abono  de  finitos.— V.  Aeeián  reinindieatoria. 

Acción  personckl. — V.  J%e§  compeUnU. 

Acción  reivindicatoría.— Si  la  Sala  sentenciadora,  aprecian- 
do en  conjunto  las  pruebas  doeamentalss  y  testificales  traídas 


(I)  Explicaeión  d«  las  abrcTiatans  de  este  Repertorio.— T.,  qalere  decir  Viaseí  Comw. 
•enteneia  dictada  en  decisión  sobre  competencia;  C  ,•  en  recurso  de  casaeión;  C.  de  a, 
en  recarso  de  casación  en  materia  de  la  Jorisdicelóa  de  Baeienda;  C.  de  ü,,  en  reearto 
^e  eatacián  en  asunto^  Ultramar;  Huí,,  en  recurso  de  mtlidad;  Nul.  del,  en  recnrao 
de  nulidad  en  materia  de  imprenta;  ApeL  en  C.  senteDcia  dictafá  en  apelación  por  de- 
negarte la  admisión  del  recurso  de  casación;  Apel.  en  Nul.,  en  apelación  por  no  admitirse 
el  recurso  de  nulidad;  InJ.  not.,  sentencia  en  reeuno  de  injusticia  notoria;  CuesLp.  en  C, 
cuestión  previa  sobre  admisión  del  recorso  de  caeaeión.-^K  continoaeión  de  la  cui'stión  6 
ponto  de  derecho  que  se  resuelve,  se  ponen  el  numero  que  la  sentencia  (leva  en  el  tomo, 
it  feclia  de  la  resolucíóa  y  la  página  donde  se  encuentra. 
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PÁ6UIAS«. 

al  jDÍcio  por  el  domanAtote,  ha  declarado  eo  oso  do  ene  pe- 
ealiaret  faooltades  qoe  Ka  demostrado  CDnaplidamente  sa  do- 
minio, base  foDdamtotal  di  la  deg|Ada  reiTindieatoria  ínter- 
poesta  contra  los  recnrrenM^ja  comlfito  de  meros  detenta 
dores  de  las  tierras  en  coestión,  como  qbe  no  ostentan  en  sos 
excepciones  titnlo  alguno  relativo  á  la  propiedad  ni  siquiera 
al  carácter  de  arrendatarios,  toda  ves  que  espontáneamente 
se  desprendieron  de  él  en  4876,  annqne  sin  devolTcr  las  fincas 
arrendadas;  y  ha  declarado  tambión  la  Sala  por  los  mismos 
fnndameotos  la  obligación  qoe  los  demandados  tienen  de  de- 
volverlas con  su  respectiva  cabida  según  la  relación  qne  en- 
tregaron y  qne  sirvió  de  base  para  las  informaciones  poseso- 
rias inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad,  «preciaciones 
contra  las  qoe  no  se  ha  producido  la  única  impugnación  que 
«onsiente  el  núm.  7^  del  art.  4692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil:  la  sentencia  qne  estima  la  demanda  no  infringe  las  le- 
yes y  doctrinas  sobre  la  definición  del  dominio  y  la  manera 
legal  de  justificarlo,  ni  tampoco  las  que  establecen  la  forma 
en  que  las  fincas  se  han  de  restituir  á  su  dueño  (O.,  núm.  214. 

—ti  de  Mayo  de  4884) Sfif 

Tampoco  se  infringe  la  ley  40,  tit.  1®  de  la  Partida  3% 

ni  el  art.  524  da  la  ley  de  Enjuiciamiento,  porque  como  se  in- 
fiere de  lo  expuesto  y  lo  declara  además  la  sentencia  en  sus 
considerandoi,  la  demanda  contiene  los  Requisitos  indispensa* 
bles  para  sn  admisión  y  progreso,  sin  que  se  baya  probado  pi 
intentado  siquiera  lo  contrario  (C.  núm.  221. — 21  de  Mayo 
de  4884) 26t 

Habiéndose  limitadu  la  condena  en  las  dos  instancias  al 

abono  de  los  frutos  producidos  por  las  fincas  desde  4876,  han 
sido  consentidos  los  fallos  en  esos  términos  por  el  demandan- 
te, único  á  quien  podía  afectar  la  omisión  tácitamente  signi- 
licativa  de  la  desestimación  del  abono  de  perjuicios,  y  por 
consiguiente,  ni  entraña  infracción  alguna  legal,  ni  incumbe 
alegarla  al  demandado  como  favorecido  por  ella  (C,  núme- 
ro 221 — 21  de  Mayo  de  4881) 26t 

V.  /«es  eompitenti. 

Acreedor. — Son  ¡inaplicables,  y  por  lo  tanto  no  han  podido  in- 
fringirse, la  doctrma  legal  emanada  del  art.  580  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y  del  4144  del  Código  de  Comercio»  que 
disponen  que  los  acreedores  que  no  hubiesen  presentado  los 
documentos  justificativos  de  sus  créditos  en  los  plaxoa  pres- 
critos, sufrirán  como  única  pena  de  su  morosidad  el  perjuicio 
de  practicar  á  sos  espensas  las  diligencias  de  reconocimiento 
de  los  mismos  y  la  pérdida  de  cualquiera  prelación  que  pu- 
diera eorresponderles,  y  las  le][es  i8,  49,  20  y  24  tit.  29,  Par- 
tida 3*,  si  no  se  trata  de  la  quiebra  de  un  comerciante,  ni  de 
adquirir  el  dominio  por  prescripción  ó  por  cualquier  otro  con- 
cepto que  deba  ser  objeto  de  un  juicio  declarativo  (C7.  de  ü,, 
núm.  «62.— 46  de  Abril  de  1884) : 45 

V.  Ooumrto  d$  aenedoret. 
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Acreedor  hipotecario. — ^Aunque  en  TÍrtod  <to  la  declarteióti 
de  eoucQrso  pierde  el  coneQrMdo  so  personalidad  juridica  pa- 
ra administrar  sus  bienes  y  cobrar  los  cródilós  que  tenga  á  so 
favor,  iraosmiliéndose  estas  fa^alUdeaai^epositariodel  eon- 
enrso,  según  el  art.  526  de  la-  ley  de  Enjniciamiento  civil  vi- 
gente en  Cuba,  y  despoós  á  los  síndicos,  quedando  también 
SQJeto  por  regla  general  el  pago  de  las  deudas  á  dicho  juicio; 
es  preciso  respetar  b  excepción  que  establece  el  art.  441  de 
la  ley  Hipotecaria  qoe  rige  en  dicha  isla  a  favor  de  los  acree- 
dores hipotecarios  según  la  coal  el  procedimiento  ejeontivo 
promovido  por  éstos  no  pnede  suspenderse  por  la  declaración 
de  concurso  y  es  Joes  competente  para  .conocer  de  aquél  el 
que  lo  sea  del  deudor  [G.  d$  ü.,  núm.  S60.— »U  de  Junio  de 

1884) 4ST 

— —  Denegada  por  esta  razón  la  acumulación  del  juicio  eje- 
cutivo de  qoe  sa  trata  al  de  concurso  del  deudor,  /  seguido 
aqnél  con  independencia  de  éste  en  cumplimiento  ae  lo  que 
ordena  la  ley,  no  puede  negarse  al  deudor  ejecutado  contra 
quien  se  dirige  el  procedimiento,  conforme  á  la  misma  ley, 
personalidad  bastante  para  intervenir  en  este  juicio,  sin  que 
esto  obste  al  derecho  de  la  representación  del  concurso  para 
deducir  en  él  las  reclamaciones  que  estime  procedentes  qí 
para  su  citación  é  intervención  en  el  mismo  (O,  de  2/.,  núme- 
ro 260.— It  deJuniode  1884) 427 

Actor.— Si  el  actor  no  podía  ejercitar  la  acción  por  él  deduci- 
da, la  sentenci;!  que  absuelve  al  demandado  no  comete  infrac- 
ción alguna  legal  (a,  núm.  f8f.— 24  de  Abril  de  1884) 101 

Administración. — V.  C^entat. 

Agaas. — Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  los  diversos  con- 
tratos celebrados,  ha  entendido  qoe  el  demandado  ha  hecho 
uso  de  sn  derecho  al  disponer  de  unas  aguas,  que  ha  debido 
respetarle  el  demandante  en  virtud  de  las  obligaciones  por  él 
contraídas,  sin  que  contra  esa  apreciación  se  alegoe  infracción 
de  ninguna  especie;  no  se  infringen  por  la  sentencia  absoluto- 
ria el  párrafo  cuarto  del  tít.  1^  del  libro  2^  de  las  Institucio- 
nes del  derecho  romano  De  ServiMibus  prmdiorum,  en  virtud 
del  cual  las  servidumbres  rústicas  sa  constituyen  por  contra- 
tos y  testamentos;  la  ley  14,  tit.  31  de  la  Partida  3^  precepti- 
va de  qne  las  servidumbres  se  constituyen  por  contrato  one- 
Toso  ó  gratuito,  por  testamento  y  por  el  uso  de  tiempo,  ni  la 
doctrina  legal  de  qué  propuesta  la  acción  negativa  de  servi- 
dumbre incumbe  probarla  al  qne  la  pretende  (C,  núm.  274. 
— 23deJunio  de  4884)... 49t 

Alimentos.— La  sentencia  que  limita  la  condena  por  alimentos 
de  vfú  menor  que  estaba  sirviendo  en  casa  de  sn  padrastro,  al 
importe  de  los  dos  meses  que  estuvo  enfermo,  no  infringe  la 
ley  46,  til.  22,  Partida  3\  y  las  20  y  24,  til.  44,  Partida  5%  y 
las  4*  y  2%  (í(.  h^  de  la  misma  Partida  y  doctrines  del  Tribu- 
nal Supremo  eon  dichas  leyes  conformeS|  si  ha  sido  nn  ponto 
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priocifMtl  d«  U  eonlrovertia,  retoelto  tfiriDAlWftiRente  por  la 
Sala,  el  de  que  «1  maoor  prestó  sarvicioa  con  ao  trabajo  per* 
aonal  dorante  los  21  meBea  reatantes  qae  permaDeció  sano  en 
casa  de  so  madre  y  dol  esposo  de  ésta,  el  actor«  y  por  eonsi- 
goieote,  qoe  oo  existe  obligación  por  parte  del  carador  da 
abonar  onos  alimentos  qoe  sofregaba  el  menor  con  sos  jorna- 
les, los  qoe  regolados  á  raxón  de  5  rs.  diarios,  como  los  otros, 
ofrecían  una  cantidad  conocida  y  natoralmente  compensable, 
eoal  lo  aprecia  la  sentencia,  no  admitiendo  tampoco  doda  ra- 
cional qoe  eae  trabajo  ae  prestó  en  proTecbo  del  demandante 
'  con  placer  y  aqoieacencia  de  ambu  partes (C.«  núm.  S40.— 

ide  Mayo  de  1884) «15 

—  Si  el  aoto  contra  qoe  ae  recorre  ba  sido  dictado  en  los 
procedimientos  para  la  ejecoeión  de  la  sentencia  por  la  coal  se 
otorgaron  alimentos  provisionales  á  la  parte  recurrente,  y  no 
resolta  oi  ha  aido  alegado  por  dicba  parte,  para  fondar  el  re  - 
eorso,  qoe  se  resoelvao  en  él  pontAa  sostaneiales  no  contro- 
vertidos en  el  pleito  ni  decididos  en  la  sentencia,  pues  no 
tiene  ni  poede  tener  este  carácter  la  cqestión  resoelta  por  di  • 
cho  aoto  sobre  pago  de  las  costas  de  aqoel  jaicio  y  sus  inci- 
dencias, y  tampoco  se  provee  en  contradicción  conloejecoto- 
riado;  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  f695  de  la  ley  de 
Eojoiciamiento  civil,  es  inadmisible  el  recorso  (C,  oúm.  tt7. 
—t7  de  Mayo  de  ^884) 188 

Anotación  preventiva.— Y.  Embargo. 

Apelsuüón.— -A  las  partes  contendientes  en  na  joieio  no  lea  es 
permitido  en  el  grado  de  apelación  alterar  los  fondamentot» 
esenciales  de  la  acción  ó  de  las  excepciones  debatidas  en  la 
primera  instancia,  y  desconocer  de  esta  soerte  la  misión  qoe 
las  leyes  atriboyen  á  los  Tribonales  de  alzada  ((7.,  núm.  180. 
—16  de  ionio  de  1884) 5lt 

Apreciación  de  la  prueba.— No  pueden  estimarse  como  re- 
glas de  crítica  racional  para  impognar  ütiltnente  la  aprecia- 
ción hecba  por  la  Sala  sentenciadora  de  la  proeba  testiftcal 
adocida  en  les  aotos,  las  de  qoe  la  ploridad  de  testigos  ao- 
menta  el  motiTO  de  ascenso  si  los  varios  testigos  adqoirieron 
el  conocimiento  del  hecho  por  diferentes  caminos  ó  medios; 
que  la  ley  31,  tít.  46,  Partida  3*  en  so  dltima  parte,  no  debe 
entenderse  contradictoria  con  lo  preceptnado  en  el  art.  317  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  qoe  los  juicios  de  sentido  co- 
müo  deben  tenerse  por  infalibles  y  ciertos  siempre  qoe  reo- 
nan  las  condiciones  propias  de  esta  claae  de  verdades,  que  son 
qoe  la  verdad  aea  constante  y  verdaderamente  común,  que  sea 
conforme  á  la  raxón  y  qoe  el  asenso  á  la  miama  proceda  úni 
carneóte  de  la  raxón  y  de  la  natoraleza;  v  qoe  dos  proebu  se- 
miplenas constituyen  ona  plena  eoando  contriboyen  á  on 
mismo  fin;  porque  precisamente  éste  es  ono  de  los  pontos  en 

2ue  la  antigua  legislación  ha  sido  modificada  por  el  art.  3^ 
e  Ja  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  máxime  en'  los  casos  en 
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^Qe  Qo  t6lo  te  ha  tenido  en  caenta  para  dieha  apreeiaeión  ta 
indicada  ciase  de  praeba,  sino  también.la  docamental  (C,  nü 

mero  163.— 17  de  Abril  de  <884) 19 

Es  deseslimabh  el  motivo  de  casación  fondado  en  ta  in- 
fracción de  la  regla  de  crítica  racional  qne  impide  conceder 
más  foeria  á  nna  prueba  de  índoceión  qne  á  la  qae  se  con- 
creta al  objeto  y  hecho  fundamento  del  jtficio,  cnando  ta  Sala 
sentenciadora  apreció  lasjastificacionesen  en  conjunto  (C,  nú- 
mero 167.-18  de  Abril  de  1884) 33 

No  es  regla  de  sana  crítica  qne  entre  dos  pruebas  ean* 

tradictorias  se  decida  el  juzgador  por  aquella  que  además  se 
halla  robustecida  ó  corroborada  por  otra  clase  de  pruebas,  aun 
en  la  hipótesis  de  que  concurriera  la  circunstancia  de  dos 
pruebas  concordantes  entre  sí  enfrente  de  una  sola,  puesto 
que  su  valor  no  depende  del  número  ((7.,  nfúm.  167. — 18  de 
Abril  de  1 881) 33 

Es  inaplicable  el  principio  de  derecho  que  obliga  á  los 

Jueces  á  fallar  con  arreglo  á  lo  alegado  y  probado  por  Us 

partes»  y  que  previene  que  adore  non  probante  ñus  etiabsol  • 
V0i^d%i^  aplicable  á  contrario  iensn  al  demandado  que  no 
prueba  su  excepción,  cuando  no  se  trata  de  asunto  en  que  ia 
ley  imponga  al  demandante  la  obligación  de  probar  y  cuándo 
han  tenido  lugar  de  una  y  otra  parte  pruebas  contrapuestas 
que  ha  comparado  y  estimado  el  Tribunal  sentenciador  [C, 

núm.  467.— 18  de  Abril  de  1884) 33 

— -  Para  invalid'ar  la  apreciación  de  la  prueba  hecha  porta 
Sala  sentenciadora,  es  preciso  resulte  el  error  de  hecho  ó  de 
derecho  que  á  dicha  apreciación  atribuya  el  recurrente  de  la 
manera  y  en  la  forma  que  exige  el  núm.  7*  del  art.  1693  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  196.— 7  de  líayo<ie 

f88i) ¿ 158 

Si  la  Sala  sentenciadora  no  aprecia  solamente  la  confe- 
sión del  recurrente,  sino  que  fundó  su  fsllp  en  el  conjunto  de 
las  pruebas  practicadas,  no  pueden  decirse  infringidas  las  le- 
yes 1»  á  7»,  tí».  13  de  la  Partida  3»  ((?.,  núm.  245.— 19  de 
Mayo  de  1884) 335 

Ha  de  estarse  á  la  apreciación  de  la  prueba  hecha  por  ta 

■  Siia  sentenciadora  en  uso  de  tus  facultades,  si  no  se  ha  im 

pugnado  en  la  forma  que  exige  el  núm.  7^  del  art.  1692  de  ia 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  (G.,  núms.  219  y  264. — 1\  de  Hayo 
y  17  de  Junio  de  1884) 250  y      441 

Sjbre  pruebas  documentales  y  testificales  no  son  aplica- 
bles, y  no  han  podido  infj-ingirse,  tas  leyes'3*,  tit.  2^,  y  32, 
tít.  16  de  la  Partida  3\  que  ha  derogado  la  de  Enjuiciamiento 
civil;  fuera  de  que  es  un  error  atribuir  fe  á  las  escríUiras  so- 
bre la  enunciativa  de  las  causas  que  motivan  la  enajenación, 
y  que  además  no  es  lícito  al  recurrente  apreciar  á  su  arbitrio 
dichas  pruebas  y  oponer  su  criterio  al  de  la  Sala  sentenciado- 
ra que  estimó  eo  conjunto  el  valor  que  tenían  (¿7.,  núm.  237. — 

31  de  tfiyode  1884) 331 

La  facultad  de  los  Tribunales  para  apreciar  la  prueba 

TOMO  65  39 
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conforme  á  las  reglas  de  la  sana  crítica  se  limita  á  la  prueba 
testifical,  según  dispone  el  art.  3t7de  la  ley  de  Enjaiciamien- 
to  civil;  siendo  necesario  miancionar  la  regla  de  aquella  clase 
qne  se  haya  infringido  por  la  Sala  sentenciadora  al  estimar 
,     la  faena  probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testigos  {C. 

d$  £7.,  ntkm.  938.— 31  de  Mayo  de  1884) 33> 

Contra  la  apreciación  de  la  prneba  como  atriboción  pe- 

cnliar  y  exclnsiya  de  la  Sala  sentenciadora,  no  procede  la  ea- 
saeíón«  tino  en  los  casos  especiales  que  señala  el  núm.  7^  del 
art.  469t  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  t6S.— f  i 

de  Junio  de  1884) .' 431 

Si  la  Sala  sentenciadora  debiera  atenerse  al  resoltado  de 

la  prneba  testifical,  sería  ilusoria  la  facultad  qne  exclosiya- 
mente  la  corresponde  para  apreciar,  teniendo  en  considera- 
ción las  circunstancias  persooales  de  los  testigos,  la  fuerza  pro- 
batoria de  sos  declaraciones,  sin  otra  limitación  que  las  reglas 

de  la  sana  crít'ca  (C,  riúm.  S63.— 16  de  Junio  de  i  884) 436 

Cuando  la  prueba  se  compone  de  documentos  y  testigos 

y  la  Sala  sentenciadora  la  aprecia  por  el  resultado  qne  amoas 
ofrecen,  no  puede  descomponerse  para  alegar  infracciones  ^ 
que  se  refieran  á  uno  de  esos  elementos;  y  en  tal  concepto  la 
sentencia  no  infringe  la  ley  H4,  tít.  18,  Partida  3*,  una  ves 
que  su  parte  dispositiva  no  descansa  sólo  en  la  prueba  docu- 
mental, sino  también  en  todas  las  demás  practicadas  por  las 
partes  ((/.,  núm.  984.— 1^  de  Julio  de  1884) 553 

-  El  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone  qne 
los  Jueces  y  Tribunales  apreciarán  la  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  de  los  testigos  conforme  á  las  realas  de  la  sana 
crítica,  teniendo  en  consideración  la  razón  de  ciencia  que  hu- 
biesen dado  y  lu  circunstancias  que  en  ellos  concurran  (C, 
núm.  986.— I*  de  Julio  de  1884) 568- 

y.  Déüos  y  R9€urso  de  caiaeién. 

Árbol  genealógico. — Y.  Filiación. 

Arstgón.— V.  Digesto. 

Ante— La  resolución  délas  cuestiones  que  se  promuevan  en 
las  diligencias  para  la  ejecución  de  sentencias  debe  dictarse 
con  la  fórmula  da  aato  y  no  con  la  de  sentencia  (C,  uAmero 
S46.*-5  de  Junio  de  1884) 371* 

B 

Banco  de  Bspafta. — Estando  subrrogado  el  Banco  de  Espafta 
en  el  lugar  de  la  Hacienda  pública  para  todos  los  efectos  de  la  ^ 
recaudación  de  las  contribneiones  directas,  de  que  se  halla 
encargado,  son  inaplicables  y  no  han  podido  infringirse  por 
la  sentencia  ooe  estímala  excepción  de  incompetencia  alega- 
da por  dicho  Banco;  la  ley  7%  tU.  f  O,  libro  6^  de  la  Novísima 
Recopilación,  según  la  cnal  la  jurisdicción  de  Hacienda  pú  • 
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blíeaen  materia  civil  ha  sido  prí?atí va  para  el  eonoeimiento 
de  todos  los  negocios  en  qoe  taviese  algún  interés  presenté  ó 
fot  oro  el  Erario  público,  6  podiera  experimentar  dafio  ó  per- 
juicio en  sos  rentas,  acciones  ó  derechos,  y  de  todas  las  inci- 
dencias, anexidades  ó  conexidades  que  de  los  mismos  proce- 
dieran; y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  qoe  con  arre- 
glo á  aqnel  principio  declararon  la  incompetencia  de  la  jnris 
dicción  ordinaria  para  conocer  de  demandas  en  qne  tenía  in- 
terés el  Fisco,  y  que  cuando  se  trata  de  cuentas  pendientes 
entre  particolares,  y  en  las  que  no  media  más  oue  el  interés 
de  éstos,  sin  que  la  Hacienda  pública  pueda  sufrir  perjuicio 
alguno  por  su  resultado,  carece  de  objeto  la  intervención  del 
Pisco  en  el  litigio,  cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  Tri- 
bunales ordinarios;  las  cuales,  lejos  de  favorecer,  contrarían 
la  cansa  del  recurrente  (C,  nüm.  465.— 17  de  Abril  de  488i).        27 

No  pueden  tenerse  en  cuenta  para  decidir  este  recurso 

la  ley  1%  tit.  4^,  libro  fO  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  según  la  cual,  lo  esti- 
pulado por  las  partes  en  un  contrato  debe  respetarse  y  cum- 
plirse como  ley  en  la  materia,  así  como  la  ley  5^  tít.  6^  Par- 
tida 5*;  porque  la  Sala  sentenciadora  se  ha  limitado  á  fallar 
sobre  la  cuestión  de  competencia,  sin  resolver  en  ningún  sen- 
tido la  principal  del  pleito  (C7. ,  núm.  166.-^47  de  Abril 
de  4884) Xl 

Beneficio  de  orden  y  de  excusión.— Al  condenar  al  poseedor 
de  la  finca  hipotecada,  por  insolvencia  del  deodor,  al  pago  del 
resto  del  préstamo  tomado  por  éste,  no  se  infringen  las  leyes 
14,  tit.  43,  Partida  6*,  y  49,  tít.  tS,  Partida  3%  aun  cuando  el 
beneficio  de  excusión  que  concede  la  primera  de  dichas  leyes, 
no  fuese  de  interpretación  restrictiva,  si  la  Sala,  apreciando 
en  oso  de  sus  facultades  las  pruebas  practicadas,  na  decía- 
rado  cumplidamente  justificada  la   insolvencia  del  deudor 

Sríneipal  y  la  responsabilidad  consiguiente  del  poseedor  de  la 
nca  sujeta  á  aquel  gravamen  (C,  núm.  S43.— 4  de  Junio  * 

de  4884). 356 

— —  Tampoco  infringe  la  misma  ley  44,  tít.  43,  Partida  5% 
la  regla  44,  tit.  34  de  la  Partida  7*,  y  el  art.  950  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  al  condenar  á  dicho  poseedor  en  las  eos- 
tu  eausadas  para  llevar  á  efecto  la  ejecutoria  dictada  en  el 
juicio  anterior,  si  no  fué  alli  absuelto  de  una  manera  defini- 
tiva y  perfecta,  sino  provisionalmente  y  sin  perjuicio  del  re- 
sultado de  la  excusión;  beneficio  que  establecido  en  favor  de 
los  terceros  poseedores  exige,  como  indispensable  para  liber- 
tar á  éstos  del  pago,  que  tenga  bienes  el  deudor  principal;  y 
no  habiéndose  podido  ejecutar  aqnella  sentencia,  por  carecer 
de  ellos  el  deudor,  condenado  en  primer  lugar,  evidente  es 
que  no  puede  menos  de  ser  responsable  de  esos  gastos  de  eje- 
cución el  dendor  hipoteeario  obligado  al  pago  en  segundo  tér- 
mino como  poseedor  de  la  finca  gravada,  el  cual,  a  pesar  de 
haber  reconocido  el  gravamen  que  le  afectaba  y  conifesado  la 
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iDsoIraodi  del  deador  priaeipal,  bi  sostenido  tio  ratón,  dera- 
eho  y  temerariameote  sa  irresponsabilidad,  ooatioiíaodo  des^ 
embolsos  innecesarios  al  acreedor  demandanle  (C,  nAm.  S43« 
— 4deJaniodei884} 357 

Bienes  gaaaiiclales.^Legos  de  infringirse  por  el  fallo  qne 
declara  la  nulidad  de  la  venta  de  anos  bienes  gananciales  be- 
aba por  el  marido  la  ley  5\  til.  4*,  lib.  10  de  la  Notísima  Re- 
copilación la  aplica  exactamente,  ponfue  el  conTcnio  repro- 
bado y  nnlo  celebrado  por  el  matrimonio  no  paede  dar  dereebo 
al  marido  para  vender  Tálidamente  los  bienes  gananciales,  ti 
esto  lo  ejeontaba,  como  lo  ejeeatd,  á  juicio  de  la  Sala  senten- 
ciadora, con  ánimo  de  perjodicar  á  sn  mujer  ((?.,  núm.  S37. — 

31  de  Mayo  de  1884) .- S3I 

<—  Tampoco  infnnge  dicba  sentencia  la  doctrina  legal  qne 
establece  qne  para  considerar  fraudulenta  ima  ensjenaeién,  ee 
preciso  acreditar  en  qué  consiste  el  fraude  y  también  la  mala 
fe  del  comprador  y  vendedor;  pon|ae  el  fallo  se  fonda  en  la 
naturaleía  del  fraude,  que  consistió  en  beberse  propuesto  el 
marido  perjudicar  á  la  mojer  por  medio  de  lu  ventu  (C,  Da- 
mero 137.-31  de  Mayo  de  4884) Í3I 

Bienes  parafernales. — Y.  DoU, 

Bnena  Ib.— Y.  CoiUu.. 


Capellanía.— El  art.  3<'  de  la  lev  de  19  de  Agoilo  de  I84i,  ni 
en  su  espíritu  ni  en  su  letra  ordena  que  se  adjudique  al  Esta- 
do la  miud  de  los  bienes  de  las  Capellanías  alternativu  cuan- 
do no  eompareicao  al  concurso  representantes  de  una  de  las 
lineas  llamadu,  ó  por  beberse  extinguido,  ó  por  no  baber  te- 
nido noticia  de  la  convocatoria,  ó  por  otro  motivo  ((7.,  número 

168.— ISdeAbríl  de  1884) 38 

Es  doctrina  constantemente  observada  en  asuntos  de  vio« 

culaciopes  y  admitida  por  la  jurisprudencia,  como  consecuea- 
cia  necesaria  del  carácter  ordinario  inherente  á  las  vinculacio- 
nes, que  faltando  los  llamamientos  bectios  por  el  ftindador,  en- 
traban á  suceder  los  demás  parientes  suyos,  sin  embarg;o  de 
qne  no  tuviesen  la  cualidad  exigida  por  el  mismo,  en  cuyo  caso 
se  reputaban  como  regulares,  por  más  que  sos  primeros  lla- 
mamientos se  separen  en  uno  ú  otro  ponto  de  los  de  esta  cla- 
se ((7.,  ndm.  168.— 4 8  de  Abril  de  i 884)..    39 

—  SI  los  adjudicatarios  pidieron  la  totalidad  de  los  bienes  de 
la  Capellanía,  y  la  sentencia  se  los  concede,  según  lo  soliciu- 
ron  como  parientes  más  próximos  del  fundador,  no  se  infrin- 

5e  la  ley  46,  tít.  32  de  la  Partida  3*  (C,  núm.  168.— 1 8 de  Abril 
e  4884) 39 

V.  P^rHdB  «ser ««tffUe/. 

Gasa«ión.— No  son  admisibles  los  motivos  de  casación  que  se 
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alegan  haciendo  sopoesto  de  la  eoestíón  litigiosa  (C„  número 

491— 7  deliayodefSSi) 157 

No  son  estimabiei  los  motlTos  de  oasaeión  qoe  se  alegan 

sólo  haeiendo  supuesto  de  ladlficQÍtsd  y  sastitayendo  el  crite- 
rio del  reeorrente  al  eonsígntdo  por  la  Sala  (C,  núm.  262. — 14 

deJoDio  de  1884) 439 

V.  Camidirandoi  y  Pfineipiú$49  itneho, 

Gatalnfla  — T.  Derecho  romano. 

Geínso. — Si  el  nombrado  primeramente  heredero  y  por  eonsi- 
gnlente  responsable  al  pago  de  los  réditos  de  nn  censo  qae 
gravaba  los  bienes  ane  por  lal  eoneepio  había  de  recibir,  per- 
dió después  en  absofnlo  tal  eoalidad,  cambiándola  por  la  de  le- 
gatario y  qoedando'libre  de  la  obligación  censoal  qoe  hasta 
entonces  le  afectaba;  no  pueden  sos  sucesores  ser  reconvenidos 
tampoco  al  pago  del  censo  en  concepto  de  legatarios,  porque 
los  bienes  recibidos  en  tal  sentido  nunca  fueron  gravados  por 
la  testadora  con  semejante  obligaeíón,  inherente  sólo  á  los  ne- 
rederos  como  adjudicatarios  y  poseedores  de  los  bienes  afectos  . 
A  la  seguridad  del  censo;  v  por  tanto  al  declarar  la  Sala  sen- 
tenoiadora  que  los  demandados  estin  obligados  en  concepto  de 
sucesores  de  aqnél  á  pagar  la  mitad  de  los  réditos  del  censo  en 
cuestión,  condenándolos  en  su  consecuencia,  infringe  la  vo- 
luntad de  la  testadora,  ley  en  la  materia,  y  en  coneonancia 
con  ella  la  5\  tit.  33,  Partida  7*,  y  las  91  y  95,  tit.  h""  de  la 
Partida  6' ((X,  núm.  184.— 28  de  Abril  de  1884) 119 

Cesión  — -y.  Pagaré. 

Cesionario. — V.  Ferrocarril, 

Competencia  de  Jnriodicción.— V.  Desahneio  y  SeñUndaiO' 
Jtnitiva. 

Compraventa.— El  señalamiento  del  día  para  otorgar  la  escri- 
turA  y  aatisfacer  parte  del  prerío  convenido  de  la  venta,  do  éu^ 
vuelve  una  condición  resolutoria  de  la  cual  dependa  la  subsis- 
tencia ó  ineficaeia  de  la  obligación,  sino  la  fijación  de  un  tér- 
mino para  ejecutar  actos,  que  do  llevados  á  efecto  por  alguno 
de  los  obligados,  da  al  otro  derecho  para  exigir  so  cumpli- 
miento; j  por  ello  la  sentencia  que  lo  reconoce  asi  y  condena 
A  ooe  la  obligacióo  se  cumpla  en  los  términos  contraídos,  no 
infringe  las  leyes  6^  y  58,  tit.  5®  de  la  Partida  5*,  ni  la  doctri* 
na  consignada  por  el  Tribunal  Supremo  de  acuerdo  con  dicha 

ley  (a,  núm.  I7f.— 48  de  Abril  de  1884) 59 

No  hay  incongruencia  cuando  pedido  lo  más  se  estima 

lo  menos,  y  por  consiguiente  la  Sala  sentenciadora  que  negó 
la  nulidad  de  una  escritura  de  venta  por  no  resultar  fraude, 
pudo  acordar  la  rescisión  por  el  solo  hecho  admitido  del  liafo 
ó  sea  dil  ongaíío  en  más  de  la  mitad  del  justo  precio,  según  la 
letra  y  sentido  de  la  ley  9*,  tit.  1%  libro  10  de  la  Novísima 

Recopilación  (C,  núm.  179—18  de  Abril  de  1884) 69 

Tampoco  infringe  la  doctrina  establecida  en  la  ley  118, 
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tít.  18,  Pariidt  3*.  sí  «I  Tribaoal  aanteocíidor,  apraeiando  el 
rttolUdo  de  autos  y  no  la  pnieba  pericial  sola,  deseo toodí6o- 
dose  iodebidamente  de  los  demto  como  sopooe  el  recarrente, 
admitió  el  hecho  expresado  del  daño  en  lacosDiia  determina- 
da para  jnstifiear  la  rescisión  (C.  núm.  171. — 18  de  Abril  de 

4884) , 6t 

No  poede  decirse  infringida  la  ley  38,  tít.  5*  de  la  Par- 
tida 5^,  si  para  alegarla  en  tal  concepto  se  da  como  cierta  la 
reclsmaeión  del  recurrente  sobre  los  defectos  y  tícíos  de  la 
cosa  Tendida,  siendo  así  que  la  Sala  sentenciadora  apreció  qoe 
no  se  había  justificado  la  existencia  de  tal  reclamación  A  la 
persona  del  vendedor  ó  de  quien  fuese  su  legítimo  represen 
tanto,  ni  que  la  hiciera  dentro  del  término  legal  ((7.,  número 

195.— 7  de  Mayo  de  1 884) 155 

Tratándose  de  una  compraventa  mercantil  hay  que  ate- 

nerse  á  lo  que  para  esta  clase  de  contratos  establece  el  artícu- 
lo 371  y  375  del  Código  de  Comercio  (C,  núm.  195.— '7  de 

Mayo  de  1884) fSS 

V.  UHón. 

Concarao  de  acreedores. *EI  art.  H49  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  las  doctrinu  que  establecen  que  el  objeto  y 
fundamento  del  citado  artíeolo  es  evitar  v  reprimir  el  dolo  y 
mala  fe  que  tiendan  A  falsear  la  voluntad  do  la  masa  general 
de  acreedores  y  que  sólo  pueden  atacarse  los  acuerdos  de  la 
junta  sobre  los  particulares  ó  extremos  de  que  en  dicho  artícu- 
lo se  hace  mérito,  se  refieren  A  la  impugnación  de  los  acuer- 
dos tomados  por  los  acreedores,  ya  en  el  concurso,  ya  en  la 
Suiebra^  pero  no  al  caso  en  que,  por  ser  comercianto  el  dea- 
or,  están  absolutamente  prohibidos  la  quita  y  espera  por  otras 
disposiciones  de  la  misma  ley  ((7.,  núm.  230.— S8de  Mano  de 

U84) 305 

Y.  Áereeéíor  kipoUcario  y  Juido  fjecuíivo. 

Condominio. — Y.  Dtvift^fi. 

Gongraencia.— La  sentencia  no  infringe  la  lev  * 8,  tít.  SI, 
Partida  3%  si  está  ajustada  eiaetamento  á  la  demanda  en  la 
cantidad  pedida  y  en  la  causa  de  pedir  ((7.,  núm.  SI 7.— 20  de 
Mayo  de  1884) .\ S4S 

La  sentencia  qae  resuelve  todas  las  cuestiones  debatidas 

en  el  pleito  no  infringe  la  ley  16,  tít.  91.  Partida  3%  ni  los  ar- 
tículos 359  y  361  de  la  ley  d.)  Enjaiciamiento  civil  ((7.,  nú- 
meros 264  y  281.— 17  y  26  de  Junio  de  1884) 442  y      535 

No  se  infringe  la  ley  18,  tít.  12,  Partida  3\  ni  los  ar- 
tículos *61  y  62  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento,  si  pedido 
Sor  el  apelante  en  el  escrito  de  alegación  de  agravios  la  nuli  . 
ad  de  las  actuaciones  y  por  el  Ministorio  fiscal  al  contestar 
dicho  escrito  la  confirmación  del  fallo  apelado,  al  estimar  la 
sentencia  la  pretensión  fiscal  deniega  la  solicitud  del  apelante, 
y  no  puede  considerarse  que  resolviendo  el  pleito  pendiente 
que  es  el  de  tercería  haya  faltado  á  la  congruencia,  tanto  más 
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eaanto  qoe  absaelre  de  la  demanda,  y  al  hacerlo  reaaelve  to- 
du  Ui  etiestiones,  aegún  lo  tieae  repetidamente  declarado  el 
TriboDal  Supremo  (C,  Dúm.  252.-*7  de  Janio  de  i884) 388 

—  y.  Compraeeniat  Costas,  Daños  é  Inventario. 

'Gonaidérandos.— No  pueden  ettimarae  lo»  motivos  de  caaa  • 
ción  que  se  dirigeOí  ao  contra  el  fallo,  sino  contra  los  coDsi- 
derandos  del  mismo  ((7.,  núm.  174.— SI  de  Abril  de  1884). .  •        67 

No  son  esUrbables  los  motivos  de  ^uacióa  qoe  se  dirigen 

á  combatir  Jos  considerandos  de  la  sentencia,  contra  Jos  cua 
les  no  pnede  interponerse  útilmente  (C7.  de  17.,  núm.  180.— -t4 
deAbrildel884j ; 96 

—  No  es  admisible  el  motivo  del  recarso  qne  se  dirige  con- 
tra nn  considerando  aislado  de  la  sentencia  recurrida  y  no  á 
sn  parte  dispositiva,  aun  cuando  fuera  exacta  la  apreciación 

qne  contiene  (C,  núm.  188. — 3  de  Mayo  de  1884) 433 

No  se  da  el  recurso  de  casación  contra  los  considerandos 

de  la  sentencia  (C,  núm.  280.-16  de  Junio  de  1884) 5SS 

'Contrato. — El  contrato  es  la  ley  qoe  regula  los  derechos  y 
obligaciones  de  los  contratantes,  y  para  su  recta  inteligencia 
debe  estarse  á  su  genoino  y  literal  contexto,  siempre  qoe  los 
términos  en  que  se  halle  redactado  sean  claros  y  precisos  (C, 

núm.  20i.— 9  de  Mayo  de  1884) 176 

La  ley  IVtit.  1%  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación, 

se  refiere  á  las  formas  y  circunstancias  externas  de  los  pactos, 
como  derogatoria  de  las  prescripciones  contenidas  en  el  se- 
gundo extremo  de  la  ley  1%  tit.  H,  Partida  5%  cuya  primera 
parte  es  la  qoe  consagra  directamente  la  fueras  de  las  condi  • 
cienes,  y  la  que  debería  citarse  cuando  se  trata  del  la  fuerxa 
dé  los  contratos,  en  vez  de  la  del  Ordenamiento  de  Alcalá  (C, 

núm.  SIS.— 19  de  Mayo  de  1834) S3S 

Si  bien  con  relación  á  los  c  ntratos  solamente  quedan 

obligados  el  qne  los  celebre  y  sus  herederos,  hay  otras  fuen- 
tes de  obligaciones  fundadas  en  la  equidad  y  constitutivas  dé 
cuasi  contratos,  á  las  que  son  aplicables  con  exactitud  el  prin- 
cipio de  derecho,  según  el  cual  se  presume  qne  nadie  quiere 
enriquecerse  á  costa  de  otro,  y  que  está  por  conslgoiente  obli- 
gado, en  virtud  de  consentimiento  presunto,  al  reintegro  de 
aquello  en  que  por  ese  medio  se  haya  aumentado  su  fortuna 
sin  necesidad  de  ningún  otro  hecho  propio  que  al  efecto  le 
comprometa  (¿7.,  núm.  SIS.— 20  de  Mayo  de  4884) 94t 

El  contrato  es  la  ley  que  regula  los  derechos  y  las  obli- 

Íi;actones  de  los  contratantes,  el  cual  debe  cumplirse  según  su 
iteral  contexto  en  cuanto  no  se  oponga  á  la  moral  y  i  las  le- 
yes (C,  núm,  SI6.— )7  de  Mayo  de  1884) 184 

El  contrato  es  la  verdadera  ley  para  decidir  las  caestio- 

nes  litigiosas  qoe  surjan  entre  las  partes  aceroa  de  su  cum  - 
plimiento  (O.,  núm.  149— 5  de  Junio  de  1884) 377 

V,  Juet  competente. 

Closa  Jnssflida.— Al  desestimar  la  Sala  sentenciadora  tonfir- 
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fflando  el  «oto  apelado,  la  reposicióD  del  aa  qae  te  admitió  la 
excepción  de  cosa  josgada,  oo  iofrínge  los  articalos  307,  nú  • 
ñero  10  del  310, 311  y  312  de  la  ley  de  Boj aicia miento  eiYil, 
porque  ion  inaplieabfea  al  caao,  toda  vea  que  el  escrito  á  qae 
recayó  el  referido  auto  admitiendo  dicha  excepción  especial 
era  admisible  aanaoe  se  presentara  después  de  transcorrido  «i 
término  prorroganie  y  prorrogado  de  SO  días  qae  señala  el 
artículo  5)0  de  la  ley,  mientras  la  parte  contraria  no  ntilixase 
oportqnamente  alguno  de  los  medios  ó  reclamaciones  que  au- 
toriza el  art.  308  y  el  5SI  su  concordante  (C7.,  núm.*i88. — 3 

de  Mayo  de  1884) 133 

La  cueatión  planteada,  debatida  y  resuelta  en  no  pleito 

anterior  no  puede  suscitarse  de  nncYO,  sin  desconocer  la  fuer- 
za que  tiene  la  cosa  juzgada,  con  arreglo  á  la  ley  19,  tít.  tS, 
Partida  2%  y  á  la  citada  doctrina  constantemente  admitida 
per  lá  jurisprudencia  de  los  Tribunales  (C,  núm.  208.»  13  de 

Mayo  de  1884) tor 

— — >  La  cosa  juagada  que  se  funda  en  las  tres  identidades  tan 
conocidas  no  es  aplicable  al  caso  en  que  tanto  el  Juzgado 
como  la  Andiencia  del  territorio  han  acordado  en  un  juicio 
▼oluntario  de  concurso  en  que  hay  convenio,  la  acnmnfación 
de  nn  expediente  eiecutiYO,  negada  en  otro  necesario,  que  se 
provocó  en  otro  Juzgado  (C,  núm.  225.-26  de  Mayo  de 
1884) Í7í> 

Según  el  art.  14*79  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento 

civil,  que  en  lo  snstancial  está  de  acuerdo  con  el  972  de  la  an- 
tigua, las  sentencias  dictadas  en  los  juicios  ejecutivos  no  pro- 
ducen la  excepción  de  cosa  juzgada,  quedando  á  salvo  so  de- 
recho 4  las  partes  para  promover  el  ordinario  sobre  la  misma 
cuestión  (A,  núm.  287.-2  de  Jolio  de  1884).. 571 

CSostas.— Si  el  recurrente  se  alzó  con  razón  derecha  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  qne  le  impuso  indebidamente 
todas  laa  costas,  según  queda  ya  dicho,  la  sentencia  recurri- 
da que  lo  condenó  en  las  de  la  segunda,  infringe  la  ley  2\  ti- 
tulo 19,  libro  II  de  la  Novísima  Recopilación  ((7.,  núm.  170. 
—18  de  Abril  de  1 884) 49 

El  hecho  de  haber  limitado  el  apelante  su  apelación  de 

UD  auto  al  extremo  de  la  condena  de  costas  que  por  él  se  le 
impuso,  demuestra  oue  lo  consintió  en  cuanto  desestimaba 
como  improcedente  la  reformado  otro  solicitada  por  el  mis- 
mo; y  de  aqui  la  razón  justificativa  de  la  condena  impuesta 
por  el  Juez  de  primera  instancia  y  confirmada  por  la  senten  - 
cía  recnrrida;  por  lo  que  ésta  no  infringe  la  ley  8*,  tit.  22, 
Partida  3*;  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  que  declaran 
qne  la  cuestión  de  costas  exclusivamente  poede  dar  motivo  i 
casación,  y  que  ésta  procede  cuando  los  hechos  han  sido  apre- 
ciados por  el  Tribunal  sentenciador  contra,  la  ley,  y  el  artícu- 
lo 1218  de  la  ley  de  Enjnieiamiento  civil  ViR^nte  en  Cuba  y 
Puerto  Rico:  porque  dicha  ley  antoriza  la  imposición  de  laa 
coataa  á  los  que  se  defienden  contra  otro  non  aviando  derecha 
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raián  per  lo  que  deben  faeer,  y  el  apelaste  eareeia  i  jiiíeio  de 
la  Sala  de  esa  ratón  derecha  alimpognar  por  medio  de  «n  in* 
eidente  inlempettíTO  y  dilatorio  al  requerimiento  jodicial  ob- 
tenido por  la  yinda  para  qne  como  administrador  de  la  testa  • 
mentaría  le  pteaie  la  pensión  alimentieia  qne  ejeeatoriameote 
se  le  tenia  sefialada  en  los  términos  y  eon  las  salvedades  esta- 
blecidas por  el  expresado  art.  1218  [C.  de  27.,  núm.  483.— S6 
de  Abril  de  1884) 40» 

La  adverteneia  hecha  por  la  Sala  al  Joei  de  primera  ine- 

tsDcia  para  T|ne  no  confiriese  traslados  de  los  escritos  de  ropo* 
sieión,  sobre  corroborar  en  cierto  modo  la  improcedencia  é 
inoportnnidad  del  incidente  promoYÍdo  por  el  apelante,  no  te 
excosa  de  la  obligación  de  indemnisar  á  la  otra  parte  de  los 
gastos  ocasionados  con  ese  motivo,  ni  acosa  incongruencia  ni 
infracción  del  art.  61  de  la  expresada  ley  de  Enjuiciamiento 

(O.  di  U.,  núm.  i83.— 16  de  Abril  de  4884) i09> 

*—  A  la  misma  Sala  sentenciadora  corresponde  estimar  ia 
buena  fe  ó  temeridad  de  los  litigantes  para  la  imposición  de 
las  costas,  conforme  se  ha  declarado  en  repetidss  ocasiones 
por  el  Tribunal  Supremo  (C,  nttm.  SI9.-*SI  de  Mayo  de 
1884) Í50- 

—  Si  bien  las  costas  se  imponen  incondicional  mente  en  el 
juicio  ejecutivo,  lo  mismo  sucede  respecto  de  los  demás  extre- 
mos de  la  sentencia  de  remate,  y  sin  embargo,  toda  ella  tui 
sujeta  implícitamente  á  lo  que  se  decida  después  en  juicio  or* 

dinario  (a,  nttm.  144.— 4  de  Junio  de  1884) 361 

— -  El  principio  de  derecho  que  concede  á  todo  ciudadano 
iuijnris  acción  para  reclamar  lo  qne  le  corresponde  de  aquel 

que  lo  detenta  y  para  pedir  A  un  Tribunal  la  aubssnación  de 
una  falta,  de  un  f  icio  ó  de  un  abuso  y  exceso,  son  inaplicables 
y  no  han  podido  ser  infringidos,  si  la  sentencia  ha  estimado 
que  no  están  pagadas  unas  'costu,  pues  contra  dicha  aprecia- 
ción no  basta  la  alegación  vaga  de  que  resulta  lo  contrario  del 
expediente,  y  hecha  la  declaración  no  pnede  el  recurreole 
alegar  Atilmeote  qne  se  ba  desconocido  su  derecho  de  preten- 
derla (C,  núm.  S52.— 7  de  Junio  de  4884) 38> 

CSónyo^eB.— Y.  IntiUución  kenditaria. 

Cnasl  contrato.— Y.  Contrato. 

Cuentas.— Presentadu  nnas  cuentas  y  pedida  su  aprobación 

Í>or  el  demandante,  si  de  ellas  mismas  resulta  el  cargo  que  fija 
a  sentencia  como  consecuencia  de  la  discusión  habida  *en  el 
pleito-acerca  de  las  mismas,  no  se  infringe  el  principio  con- 
signado en  la  ley  46,  tít.  M,  Partida  3\  ni  la  doctrina  que  es- 
tablece que  la  sentencia  debe  ajustarse  á  lo  solicitado  y  discu* 

tido  por  las  partea  ((7.,  núm.  S64.— 17  de  Junio  de  4884) 44r 

—  Existiendo  un  verdadero  mandato  entre  el  dueño  deledi- 
ficio  y  el  AdmíniatradQr,^!  primero  está  obligado  á  satiafacer 
á  éste  los  gastos  que  son  necesarios  para  el  desempeño  de  su 
cometido;  y  por  ello  la  sentencia  que  no  admite  como  partida 
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leeítíma  da  «bono  el  cambio  de  una  cantidad  de  plata  á  calda - 
rília,  macho  más  caando  lejos  de  disminair  aqaslla  operación 
la  cantidad  recibida,  la  anmenta,  infringe  la  regla  19,  til.  34, 
Partida  1*,  y  la  doctrina  consignada  en  la  ley  tO,  t(t.  IS,  Par* 

tida  5».  {O.,  n«m.  264.-17  de  Jnnio  de  1884) 44t 

-»~  Los  gastos  qne  origine  la  formación  de  cuentas  y  anoia- 
ción  en  los  libros,  son  propios  y  peculiares  de  la  administra- 
ción qne  desempeña  el  adnpinistrador  y  por  el  qne  obtiene  re- 
compensa, raxón  por  la  qne  á  61  incumbe  satisfacerlos;  y  la 
«entencia  qne  así  lo  estima  no  infringe  la  ley  10,  tit.  iS,  Par* 

tida  5*  {O.,  núm.  S64.*-I7  de  Junio  de  1884) 441 

Si  ademA9  de  los  serTiclos  propios  de  la  administración, 

el  Administrador  presló  otros  servicios  independientes  de 
aquéllos  y  admitidos  por  el  mandante,  debe  ser  conveniente 
mente  retribuido,  y  la  sentencia  que  desconoce  esto  infringe 
4a  regla  17,  tít.  34,  Partida  7«  (d,  núm.  264.-17  da  Junio 
de  tÍ84) 441 

Bl  que  administra  ana  finca  está  obligado  A  dar  enentas 

A  los  interesados  en  ella  ó  sas  representantes  legítimos  (C, 

d$  271,  nAm.  281.— 16  de  Janio  de  1884) 535 

—  Tratándose  sólo  de  la  obli§[ación  de  dar  cuentas  de  la 
administración  de  ana  finca,  es  ajeno  discutir  A  qoión  pertene- 
ce el  dominio  de  la  misma  (G.  dé  U.^  núm.  381.— 26  de  Junio 

de  1884) 635 

Casada  ana  mujer  no  tiene  más  representante  legítimo 

que  su  marido,  y  A  éste  deben  rendirse  las  cuentas  (C  dé  U., 

núm.  284.-26  de  Junio  de  1884) 535 

V.  Mayoraégoé. 

Cuestión  de  hecho.— 7.  Aprééiaeióñ  dé  la  prueba. 

ClaeatioiiM  no  debatldsts.— V.  Ríoarip  dé  eoéaeión. 

CompUmlento  de  la  obligación.— Y.  Zugar  dtl  eonlrato. 

domplimiento  de  un  lando. — Si  las  infracciones  del  art.  406 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  dispone  qne  contra  laa 
sentencias  en  qne  se  declare  no  baber  lugar  A  la  casación  no 
se  da  recurso  alguno;  de  las  leyes  13  y  19,  tít.  22,  Partida  3*. 
que  declaran  coAndo  no  vale  el  segundo  juicio  que  fué  dado 
contra  el  primero,  j  qué  fueria  ba  el  juicio:  de  la  escritura 
de  arbitraje,  que  es  la  lev  del  contrato;  de  la  doctrina  legal  de 
que  toda  sentencia  dictada  para  el  cumplimiento  de  una  ejecu* 
toria  aue  la  modifique  ó  contraría  es  nnla  de  derecho,  son  sus- 
tancial y  literaldiente  las  mismas  que  se  invocaran  por  el  ce- 
dente  del  recurrente  en  el  anteriormente  sostenido  en  los  mis- 
mos autos  y  que  fueron  desestimadas;  por  esta  razón,  y  no 
habiéndose  hecho  innovación  algana  por  el  auto  recurrido  al 
'  -declarar  cumplido  el  lando  arbitral,  es  cosa  juagada  que  no  se 
han  cometido  dichas  infracciones,  puesto  que  lejos  de  deseo- 
Docerss  la  eficacia  de  los  declarados  en  favor  de  aauél  en  la 
eentencia  que  resolvió  este  recurso  los  respeta,  limitAndose  A 
declarar  que  debe  cobrar  y  ha  cobrado  en  la  forma  del  conve- 
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filo  Miebrado  entre  la  GoiopalkU  demandada  j  sai  acreedores, 
en  conformidad  á  la  ley  de  M  de  Noviembre  de  1869,  cnyas 
disposieiones  obligan  á  todos  los  acreedores  de  lu  Compañías 
de.ferroeirrileseQalqQieraqne  sea  la  nataralesa  y  origen  de 
SIS  créditos  ((7.,  núm.  t33.— 19  de  Vayo  de  4884) 314 


D 

IMifios.— Si  la  demanda  dedaeida  sobre  abono  de  daños  ataca  di- 
rectamente 4  la  íaerxa  é  irrcToeabilidad  del  fallo  ejecutorio, 
puesto  qne  en  aqnélla  se  solicita  qne  se  declare  que  no  son  de 
abono  partidas  sobre  las  qne  ha  recaído  resoloción  judicial  fir- 
me, y  que  se  condene  á  los  herederos  del  demandado  al  pago  de 
lu  cantidades  que  la  demandante  ha  recibido;  la  sentencia  que 
desestima  tal  reclamación,  se  ajosta  á  la  ley  49,  tit.  22,  Par-  - 
tida  3%  y  á  la  doctrina  constantemente  admitida  por  !os  Tri- 
bunales, siendo  inaplicables  al  caso  v  no  habiendo  podido  in- 
fringirsela  ley  43,  til.  SS,  Partida  3^  la  3^  tit.  26,  y  4*  y  2« 
del  tít.  44  de  la  misma  Partida,  y  los  artícnlos  248  y  siguien- 
tes de  la  antigua  ley  de  Bojoiciaraiento  civil,  ya  porque  existe 
identidad  de  cosas,  ya  porque  la  sentencia  anterior  no  fué 
dada  contra  Uy,  ni  contra  fnero^  ni  contra  natura,  ni  contra 
hunos  eottumru^  ya  porque  ésta  es  congroente  con  lo  pre- 
tendido por  la  demandante  en  las  diligencias  para  llevar  á 
efecto  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación,  y  ya  porque  á 
los  demandados  les  bastaba  oj^ner  la  excepción  de  la  cosa 

juagada  ((7.,  nüm.  819.— 84  de  Hayo  de  4884) 250 

No  se  infringen  la  ley  del  contrato;  la  4*,  tít.  4*,  lihro  40 

de  la  Novísima  Recopilación;  el  principio  Poeta  tunt  ccrvon- 
io;  las  leyes  3«  y  6*,  tít.  6^  y  48,  43,  35  y  85,  tít^44  de  la 
Partida  5^,  como  la  doctrina  legal  de  la  sentencia  de  85  de  Ju- 
nio de  4860  y  otras,  según  las  cuales  «menoscabos  ó  perjui- 
cios son  io  mismo  qne  privación  de  intereses,  de  utilidad,  de 
provecho,  de  ganancia  ó  de  lucro»;  las  leyes  40  y  84,  tít.  43; 
43,  tít.  48;  44,  tít.  5*»;  8',  tít.  3^  3*  y  6',  tít.  6*»,  Partida  5*, 
y  9\  tít.  40,  Partida  3%  cuyo  objeto  es  establecer  el  deber  de 
cumplir  ios  contratos,  la  obligación  de  responder  de  los  daños 
y  perjuicios  que  por  falta  de  cumplimiento  de  los  mismos  oca- 
siona á  la  parte  con  quien  ha  contratado  el  que  np  cumple  U 
obligación,  la  esencia  de  lo  que  constituye  el  daño  y  perjoi- 
do,  que  no  es  otra  cosa  que  lo  que  perdió  ó  dejó  de  ganar, 
según  los  casos,  el  perjudicado,  y  la  manera  de  probar  qne  se 
han  causado  daños:  si  la  sentencia,  declarando,  como  declara, 
la  existencia  de  los  daños  y  la  obligación  del  demandado  á 
pagarlos  en  conformidad  á  tas  disposiciones  de  las  leyes  refe- 
ridas, las  aplica  lejos  de  infringirlas  (C,  núm.  888.-88  de 

Mayo  de  4884) •• 890 

Si  la  sentencia  no  desconoce  ninguna  de  las  formas  con 

que  puede  acreditarse  la  cuantía  de  los  daños  cansados,  al  es- 
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tablecer  como  base  para  fijar  loa  aofrídoa  por  el  demanduile 
la  nataraleza  y  objeto  del  contrato  de  entrega  de  ladrillos  m 
época  determinada  y  para  anas  obras,  apreeiando  que  por  im 
términos  del  contrato  el  verdadero  perjuieio  aofrido  por  aoQél 
consiste  en  la  diferencia  de  precio  de  los  ladrillos  que  se  Tiera 
precisado  á  comprar  y  comprara  para  sustituir  los  qae  debió 
recibir  del  demandado,  en  logar  de  tomar  por  base  la  diferen- 
cia general  de  precio  en  las  épocas  de  entrega,  base  que  sería 
ánica  si  se  tratara  de  nn  contrato  para  revender  y  no  para  ob 
jeto  determinado:  no  infringe  la  regla  17,  tit.  34,  Partida  7*, 
según  la  caal  c ninguno  non  debe  enriquecerse  toriieeramente 
con  daño  de  otro»;  la  regla  18  conforme  i  la  qoe  «la  culpa  del 
uno  non  debe  empecer  ¿  otro  qoe  non  haya  partea;  el  princi- 
pio de  qoe  los  Tribonales  no  deben  favorecer  el  incumpli- 
miento de  las  ley^s  de  los  contratos,  y  el  principio  de  qne  en 
los  contratos  bilaterales  y  onerosos  es  igual  la  condición  de 
ambas  partes  ((7.,  núm.  4 28.— 18  de  Hayo  de  188i) tW 

Al  apreciar  la  forma  en  que  debe  regularse  la  cuantía 

del  daño  caosado,  no  puede  infringir  la  sentencia  la  ley  46, 
tít.  94,  Partida  3*,  ni  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento; 
pues  refiriéndose  A  la  congruencia  entre  lo  discutido  y  la  san- 
tencia,  no  puede  decirse  que  no  la  haya  en  el  caso  «n  que  pe- 
dído  el  abono  de  perjuicios  se  estima,  cualquiera  que  sea  la 
forma  en  que  debe  apreciarse  (C7.,  nüm.  118.-28  de  Mayo 

de  4884) Í9> 

Apreciado  por  el  Tribunal  sentenciador  por  el  resultado 

de  las  pruebas  y  actos  de  las  partes  que  los  contratos  celebra- 
dos anteriormente  entre  demandado  y  demandante  para  el  su- 
ministro de  los  ladrillos  quedaron  liquidados  y  terminados  sus 
efectos  al  celebrar  el  del  origen  y  objeto  del  pleito;  sin  que 
contra  dicha  apreciación  se  baya  alegado  error  de  derecho  ó  ^ 
error  de  hecfam  resoltante  de  documentos  ó  autos  auténticos, 

son  inaplicables  al  caso  y  no  pueden  decirse  infringidas  la 
ley  4^  tít.  I*,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  !*• 
tít.  43,  Partida  3*  (C,  núm.  US.— 28  de  Hayo  de  4884) 294 

Si  al  tomar  U  sentencia  en  cuenta  los  asientos  de  los  li- 
bros de  eomereio  llevados  por  el  demandante,  que  es  comer- 
ciante, no  les  da,  como  supone  el  demandado,  el  falor  que 
tendrían  si  éste  fuera  también  del  comercio,  sino  que  aprecia 
dicho  medio  de  prueba  conjuntamente  con  otros  qoe  acreditan 
los  hechos  como  resultan  de  tos  libros,  no  se  infringe  el  ar- 
tículo 58  del  Código  de  Comercio  (C,  núm.  228. — 28  de  Mayo 

de  4884) 291 

La  ley  43,  i(i.  41,  Paitida  5\  que  declara  foila  euémiú 

tiempo  debe  eer  cumplida  la  framisién^  no  está  infringida  pnor 
la  seotendia,  si  no  recibió  el  demandante  el  tejar  de  su  propie- 
dad, dándose  por  satisfecho  y  sin  pedir  daños  y  perjuicios, 
que  es  el  caso  de  la  ley,  sino  que  por  el  contrario  resulta  esti- 
mado en  Ul  sentencia  que  procedió  i  los  reparos  necesarios  y 
reclamó  convenientemente  su  abono  del  obligado  á  hacerles 
conforme  al  contrato  (C,  núm.  228.-28  de  Mayo  de  4884).  • .      291 
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—  Al  MMideoar  la  lenteneía  al  demandado  al  pago  de  los  io- 
teresea  de  la  cantiiad  invertida  en  reparar  el  te/ar,  no  infringe 
iaa  eláoaolaa  dek  ooalrato,  porqne  tiendo  parte  del  miimo  la 
obligación  de  reparar  «T  Mear,  y  produciendo  eeta  opera€Íóa 
nn  antieip»  de  fondos  hecho  por  el  damsndánte  por  cuenta 
del  demandado,  laeentencia  aprecia  rectamente  qiie  esta  an- 
ma,  eon  arreglo  al  eeotrato,  a»  baila  dentro  del  pacto  de  abono 
de  intereeee,  y  qna  ee  liqnida  ki  cantidad  desde  que  aqnél  la 

desembolsó  {€.,  ném,  228—18  de  Vayo  de  f  884) 291 

La  condena  á  indemotiar  daftos  j  perjuicios  exige  qae 

«e  baga  constar  aa  exiatencia,  y  qae  proTíenen  de  calpa,  dolo 
ó  maheia  de  la  persona  á  qnien  se  imputan,  como  lo  tiene  de- 
clarado ei  Tribunal  Snpremo  en  diferentes  decisiones;  por  lo 
qne  al  condenar  al  ejecutante  y  al  ejecutado  á  indemnixar  loa 
perjuicioa  que  se  bayan  ocaaionado  a  la  Sociedad  sin  declarar 
deeiaiTamenteaa  existencia,  falta  la  base  para  au  condenación 
y  se  infringen  lu  doctrinas  según  Iaa  que  para  qne  pueda  re- 
clamarse iademniaacidn  de  perjuicios,  es  menester  acreditar 
ante  todo  que  en  efecto  ee  baa  irrogado;  que  para  que  pneda 
lener  aplicación  el  principio  de  que  el  que  causa  un  perjnicío 
á  otro  está  obligado  á  sa  reparación^  es  necesario  qne  lo  haya 
cansado  por  cukpa,  dalo  ó  malicia,  y  qae  no  puede  aer  raspón- 
sable  de  perjoicioe  qne  nna  tercera  persona  pueda  svlrír  el 
que  nsa  de  vn  derecho  legítimo  ante  los  Tribunales  de  jnsti- 
cía  (C,  ndm.  256.— tO  de  Junio  de  1884) 403 

Baolsirsuslón. — T.  Tittígo. 

Bafenaa  par  pobre. — Si  apreetaado  en  conjnnto  las  pruebaa 
aducidas,  asiiaia  la  Sala  seiKenctadora  gne  no  se  ha  jnstífica  - 
do  eumpUdamenie  el  hecho  de  haber  vefiido  el  recnrrente  á 
eer  pobra  aon  poeiertotidad  i  la  primera  inataneia,  reqniaito 
eeencial  qne  exige  el  citado  artículo  d^  la  ley,  sin  qne  se  ha  • 
ya  inteotado  demoatrar  que  saf  apreciación  envuelva  error  de 
derecho,  ni  hecho  deooatratiTo  da  una  equivocación;  al  dene- 

Sarle  el  baaedci)  da  pobrcü.  no  Infringe  el  art.  19!  de  la  ley 
e  EnjnieiamieMo  de  1855  (O,  U  27.,  nüm.  17$.— 19  de  Abril 
de  1884) 66 

—  El  litigante  que  no  haya  sido  iafenlidD  por  pobre  en  la 
primera  instancia,  si  pretende  gozsr  da  este  beneficio  en  la  ae- 
gnnda,  deberá  justifiear  que  coa  posterioridad  á  aquélla  ó  en 

el  carao  de  la  misma  ha  venido  al  estado  de  pobreta  (C,  nik  •  < 

mero  200.— 9  de  Mayode  1884) 173 

Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  pruebas  practi  - 

cadas  en  aao  de  sns  facultades,  ba  declarado  que  no  existe  el 
cambio  de  fortnna  que  a)egó  el  recnrrenta  al  promover  en  la 
eegunda  instancia  el  incidente  ds  pobreca  por  haber  una  ter- 
cera persona  reaiionsable  al  pago  de  Iaa  cosías,  sin  qne  contra 
au  apreciación  se  haya  deatostrado  error  de  derecho  ó  de  b»- 
cho  en  la  forma  prescrita  eo  el  núm.  T*  del  art.  1692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil;  la  sentencia  qne  le  niega  la  defensa 
como  pobre  infringe  la  regla  de  sana  critica  que  impide  con- 
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eeder  más  faerst  á  noa  prueba  de  indneeión  q«e  á  la  qne  te 
concreta  ti  hecho  y  objeto  fondamentai  del  joicio,  t  la  doc- 
trina sentada  por  el  Tribonal  Sapremo,  aegttn  la  caal  la  prue- 
ba T  confesión  debe  recaer  sobre  el  hecho  rnndamental,  obje- 
to de  la  obligación,  y  no  sobre  otro  por  misindoelÍTa  qae  sea; 
las  leyes  1^,  V  t  4%  tit.  f  4,  Partida  3^  y  el  principio  de  de- 
recho consignado  en  Iss  le;fes  de  Partida  y  sancionado  en  el 
art.  13  de  la  de  Enjaiciamtento  civil,  en  Yirtnd  del  cnal  la 
justicia  se  administrará  gratuitamente  á  los  pobres,  en  rela- 
ción dichas  disposiciones  con  las  del  art.  25  de  dicha  ley  ((7.« 

nüm.  SOC— 9  de  Mayo  de  1 884) 174 

— '  La  sentencia  que  deniega  la  defensa  por  pobre  no  in- 
fringe el  art.  15.  párrafo  tercero  de  la  de  Enjuiciamiento  ci- 
▼il,  si  apreciando  la  Sala  sentenciadora  en  conjunto  las  prue- 
bas practicadas  por  las  partes,  estima  que  el  que  la  ha  solici- 
tado percibe  emolumentos  superiores  al  doble  jornal  de  un 
bracero  en  la  localidad,  sin  que  se  baya  demostrado  que  con 
esta  apreciación  ha  cometido  error  de  necho  ((7.,  nüm.  248.— 

4  de  Junio  de  1 884) 365 

Si  contra  la  sentencia  que  resuelre  el  incidente  de  po- 

breaa  promovido  en  la  segnnda  instancia  no  se  utilisó  el  re* 
curso  de  súplica  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  autoriza 
en  so  art.  402,  es  inadmisible  el  de  casación»  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  núm.  3^  del  art.  i7S9  de  la  propia  ley  (C, 

núm.  247.— 5  de  Junio  de  1884) 31t 

—  Si  la  Sala  sentenciadora  apreciando  las  pruebas,  en  uso 
de  sos  facultades,  declara  que  el  que  solicita  la  defensa  por 
pobre  tiene  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en 
la  localidad,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya  alegado 
error  de  derecho  ó  de  hecho  que  resulte  de  documento  ó  acto 
auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente  del  juzga- 
dor, al  denegarle  dicho  beneficio  no  comete  infraeción  legal 

(C,  núm.  276.-23  de  Junio  de  f 884). 507 

Si  la  Sala  sentenciadora,  haciendo  uio  de  la  facultad  de 

apreciar  la  prueba  deniega  la  pretensión  de  pobreu  formula- 
da por  la  recurrente,  apreciando  la  prueba  testifical,  única 
que  propuso,  sin  que  se  naya  probado  oue  en  esta  apreciación 
ha  cometido  error  de  hecho  ó  de  derecho,  ae  infringe  la  ley 
8%  tit.  44,  Partida  3%  que  dice  cuántas  maneras  son  de  prue- 
bas, ni  la  4 1  del  mismo  lítulo  y  Partida  que  habla  del  pleito  ó 
postura  que  ome  face  con  otro  que  se  puede  aprovechar  de  ella 
su  heredero,  ni  la  119,  tU.  18,  Partida  3*,  que  se  refiere  á  los 
documentos  privados,  por  ser  estas  leyes  inaplicables  al  caso; 
ni  tampoco  el  ari.  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se 
alega  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  ({7.,  núm.  4h6.<^|*  de 
Julio  de  1884) 56H 

Demanda.— Con  arreglo  al  art.  225  de  la  ley  de  Enjuiciamieii* 
to  civil  de  1855,  el  actor  debe  acompañar  con  la  demanda  los 
documentos  en  que  funde  su  derecho,  ó  si  no  los  tuviere  á  su 
disposición,  designar  el  archito  ó  lugar  eli  que  se  encuentren 
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SOS  orígioaleí;  bijo  el  eoneepto  de  que  despoéi  de  presentada 
la  demanda  no  se  admitirán,  los  de  fecha  anterior,  á  menos  qne 
jare  qne  do  tiene  eonoeimieoto  de  eilo  {G.  de  27.,Qúin.  209.— 

14  de  Mayo  de  «884) tit 

Si  el  demandante  no  tó!o  ha  cumplido  el  precepto  legal 

expuesto,  sino  qne  antes  de  qne  la  demanda  fuese  contestada 

festionó  y  logró  unir  A  los  autos  los  documentos  en  que  fuñ- 
aba su  derecno;  al  darse,  esto  no  ol^stante,  logará  laexeep- 
eión  dilatoria  de  falta  de  personalidad  y  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda  por  motivo  y  consideraciones 
qne  prejnsgan  el  derecho  dedoeido,  se  infringe  el  citado  ar- 
tículo de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eivil  {C.^núm.  S09.— I4de 
Mayo  de  1884) t{¥ 

La  sentencia  que  resuelve  definitivamente  el  pleito,  no 

puede  infringir  los  artículos  t24  y  siguientes  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento, puesto  que  se  refieren  á  la  forma  en  que  debe  in- 
terponerse la  demanda  para  su  admisión,  y  habiendo  sido 
admitida  y  sustanciada  la  entablada,  la  declaración  de  no  ha- 
ber logar  á  la  demanda  no  significa  la  negativa  de  la  admisión, 
sino  del  derecho  pretendido  en  el  pleito  (£7.,  núm.  262. — ^7  de 

Junio  de  1884) ;. ...., 38^ 

Ni  la  ley  144,  tít.  18,  Partida  3*,  que  declara  la  fuerxa 

probatoria  de  los  documentos  públicos,  ni  la  doctrina  estable- 
cida por  el  Tribunal  Supremo  en  so  eonsonancis,  ni  las  dispo- 
siciones de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1865,  implican 
contradicción  alguna  con  dicho  principio;  y  no  son  aplicables, 

ni  por  consiguiente  puedan  decirse  infringidas,  si  la  Sala  sen- 
tenciadora al  declarar  improbada  la  demanda,  no  ha  negado 
la  foeraa  de  los  documentos  que  le  sirvieron  de  apoyo,  sino  « 
que  ha  echado  de  menos  la  presentación  de  oíros  necesarios 
en  so  juicio  para  que  pudiera  prosperar  ((7.,  nAm.  280. — 26  de 
Junio  de  i 884)..... 52t 

V.  BaMpMñ. 

Demandado.— Y.  Bi$€ucián  d$  ieniinciñ. 

Demandante.— V.  Ej$€^6%  de  eenUncia. 

Depósito  de  m^Jer  casada. — Por  estrecha  que  sea  la  rela- 
ción del  depósito  judicial  de  una  mujer  casada  con  la  situación 
que  debe  ocupar  por  razón  de  su  edad  el  hijo  de  este  matrimo- 
nio, la  solicitud  del  padre  reclamándole,  no  constituye  un  in- 
cidente verdadero  del  depósito  de  U  madre  de  los  que  define  el 
arl.  1897  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  ni  puede  sujetarse  t>or 
lo  tanto  á  las  reglas  de  tramitación  establecidas  para  los  mis- 
mos, sino  que  debe  ventilarse  y  decidirse  el  derecno  que  ^or  el 
padre  se  invoca  y  á  que  se  opone  la  madre  en  juicio  civil  or- 
dinario de  mayor  cuantía,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 481  y  sus  concordantes  de  la  citada  ley  ((7.,  núm.  248.— 
O  de  Junio  de  4  884) 37» 

Derecho  romano  — El  dereého  romano  rige  eu  Gatalufta  sola- 
mente como  legislación  supletoria  y  á  falta  de  observancia  ó 
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costumbre  espeeial  eataUna  (C,  oúm.  975.— 13  de  Jtmioda 
1884) 498 

Desahucio.— Comprada  Ir  eau  á  nombre  y  con  dinero  del  des- 
ahaeitnte,  ínscriio  en  el  Registro  de  la  propiedad  y  en  el  ami* 
liaramieoto,  y  pagadas  las  eontrfbteíones  también  á  nombro 
del  mismo,  su  dominio  y  la  posesión  civil  y  real  en  la  finca  le 
dan  la  personalidad  qne  requiere  el  arl.  1564  de  la  ley  de  En- 
jaicíamiento  civil  para  ejercitar  la  acción  de  desahacio  de- 
dncida  contra  el  demandado  que  no  paga  merced  ni  ostenta 
mis  título  qne  te  dé  derecho  á  disfrutar  dieba  casa  que  la  con* 
cesión  y  tolerancia  del  dnefio,  revocables  á  sn  voluntad  siem- 
pre que  sea  comunicada  al  tenedor  precario  con  un  meada  an- 
ticipación conforme  al  oüm.  3*  del  art.  1566  de  la  citada  loy 
(Cnúm.  175.— II  de  Abril  de  1884). 71 

Las  excepciones  opuestas  por  el  demandado  producirte 

los  efectos  qut»  haya  lugar  en  derecho  en  el  pleito  de  propiedad 
que  ha  entablado  antes  de  la  demanda  de  desahucio;  pero  son 
extrañas  al  juicio  de  desahucio  en  el  cual  no  paeden  resolverse 
incidentaimeote  cuestiones  qne  tiendan  A  destruir  el  dominio 
j  la  posesión  con  que  por  el  mon>ento  aparece  el  demandante 
por  loe  documentos  aducidos  al  pleito  y  virtoalmenie  recono- 
cidos por  el  demandado  al  contestar  la  demanda  ((7.,  núm.  176. 

—21  de  Abril  de  1 884).... 71 

•'— -  Según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1561  y  1562  de  la  ley 
de  Bnjaieiamlento  civil,  corresponde  á  los  Joeees  mnnicipales 
y  de  primera  inatancia  conocer  de  los  juicios  de  desahucio  ((7., 

nüm.  254.— 7  de  Junio  de  1 884) 401 

^ La  competencia  que  la  ley  les  concede  no  le  pierde  por- 
gue el  Joca  haya  incurrido  en  alguna  omisión,  como  la  de  no 
exigir  al  desahuciado  apelante  el  pago  íntegro  de  los  alquileres 
•devengados,  pues  este  motivo  no  es  el  comprendido  en  el  nú- 
mero 6°  del  art.  1692  de  la  expresada  ley  (C,  núm.  11^4.— 7 
de  Junio  de  1884) 401 

Si  el  contrato  objeto  del  recorso  es  un  verdadero  arren- 
damiento en  que  según  la  clAosula  4*  el  pago  de  la  revl»b» 
de  hacerse  del  modo  que  lo  exija  el  arrendador;  según  la  9^  ha 
de  tenerse  por  irrevocable  ó  no  ha  de  quedar  sin  erecto  por  la 
«oU  voluntad  de  uno  de  los  contrayentes,  como  es  consiguien- 
te, y  no  hay  necesidad  de  expresarlo  respecto  de  los  que  se 
celebran  por  un  número  determinado  de  años  ó  por  toda  la 
vida,  y  según  la  5*  se  reconoce  una  coaliddd  esencial  á  los 
mismos,  esto  es,  su  carácter  reseindible  habiendo  caus%  legal 
al  efecto,  ó  sea  como  se  dice  en  la  escritora  pir  drcunttaneiat 
imprevistas^  que  en  el  lenguaje  común  equitraien  A  las  no  es* 
peradas,  como  lo  era  sin  duda  para  el  padre  el  que  su  hijo  no 
le  abonara  la  renta  del  modo  que  él  la  exigiera,  cuya  idea  ge- 
neral comprende  el  tiemiro,  plazos,  clase  de  moneda  y  demás 
accidentes  que  pueden  acompañar  al  pago:  reconocido  el  he- 
•cho  do  la  falta  de  pago  en  el  tiempo  correspondiente,  se  in^- 
Iringen  por  el  fallo  que  declara  no  íiaber  lugar  al  desshucio  la 
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ley  del  eonirtlo  y  loe  artíeoios  I66t,  eato  3^,  y  1590  de  le  ley 

de  Sojoiciamieoto  civil  ((7.,  Qúm.  S3I  .—18  de  Mayo  de  1881).      308 

V.  SetUéncU. 

l>6BlÍBde.— Es  doetrina  lanoionada  por  el  Tribunal  Sopremo, 
i|ue  la  falta  de  reclamación  en  tiempo  oportuno  por  los  intere- 
sados en  Dp  deslinde  le  da  fuerxa  y  YÍRor  contra  las  gestiones 
qoe  posteriormente  se  entablen  en  el  mismo  procedimiento 

{C.  dé  U.,  núm.  161— 16  de  Abril  de  1884) 45 

No  es  de  estimar  el  motivo  fundado  en  el  sapnesto  in- 
exacto dd  no  haber  sido  ciudo  el  recorrente  para  la  diligencia 
de  deslinde,  siendo  así  qae  se  le  llamó  por  edictos  insertos  en 
los  periódicos  locales,,  qoe  es  la  forma  legal  establecida  res 
pecto  de  los  interessdos  no  conoeidos  {C.  de  U.^  ntim.  IOS.— 
46  de  Abril  de  1884) 46 

Deudor.— V.  Mora, 

Digesto. — Las  leyes  del  Dígesto  no  llenen  autoridad  legal  eo 
Aragón(¿7.,  núm.  199.— 9  de  Mayo  de  1881) 466 

División.— Son  inaplicables  y  no  han  podido  infringirse  por  la 
sentencia  qoe  absoelve  de  la  demanda  sobre  nolidad  de  lo  con- 
venido para  la  división  de  una  Anea,  el  art.  477  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y  la  ley  S^,  tít.  33,  Partida  7\  si  los  tres 
condueños  de  la  casa  dividida  estuvieron  conformes  en  la  di 
visión,  sin  qoe  en  tiempo  oportuno  se  hietera  reclamación  al- 
guna sobre  Ío  convenido  en  el  acto  eonciliatorio  celebrado  en- 
tre dos  de  ellos,  pidiendo  su  nulidad  por  alguna  de  las  causas 
que  invaliden  tos  contratos,  no  teniendo  tampoco  relación  al 
gona  con  el  pleito  la  ley  dé  Partida  de  que  queda  hecho  méri- 
to (C,  nóm.  494.— 6  de  Mayo  de  1884) 453 

Booameato..— No  se  infringe  la  ley  1 14,  tít.  48  de  la  Partida  3^, 
ni  se  deacouocen  las  doctrinas,  según  las  qoe,  para  anular  un 
acto  ó  contrato  es  preciso  pedir  su  Quiidad,  ó  sea  su  declara- 
ción judicial,  y  obtenerla  previaniente  sin  que  baste  darla  por 
aupuesta;  no  basta  indicar  sospechas  contra  un  documento  de 
ser  falso  ó  alterado  en  parte  esencial  para  obtener  declaración 
de  su  ineficacia,  sino  que  han  de  justificarse  las  tachas  que  se 
la  atribuyan:  si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  declara- 
ciones prestadas  por  los  testigos  y  documentos  traí  los  por  las 
partes  ha  negado  eficacia  y  valides  al  documento  que  los  re- 
currentes presentaron  al  contestar  la  demande,  sin  que  contra 
su  apreciación  se  haya  demostrado  error  de  derecho  ó  de  he- 
cho resultante  de  documento  ó  acto  auténtico  que  manifieste 
la  equivocación  evidente  del  jugador  (^.,  núm.  170  — 18  de 
Abril  de  1884) 49 

No  se  infringen  las  leyes  414  y  419,  tít.  18,  Partida  3^ 

V  8*,  tít.  3®  de  la  misma  Partida,  si  la  Sala  sentenciadora  no 
ha  desconocido  el  v/ilor  y  eficacia  de  unos  documentos,  sino 
que  dándoles  su  verdadera  significación  apreció  que  oo  te- 
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oían  el  alcance  qoe  pretende  el  recarrente  (C,  núm.  196. — 

1  de  Mayo  de  1884) 458^ 

No  infringe  la  ley  del  contrato,  la  lU,  tlt.  f  8,  Parti- 
da 3^  y  la  doctrina  qae  eatablece  aoe  los  documentos  pübli- 
eos  revestidos  de  todas  las  solemnidades  legales  llevan  en  sí  la 
presunción  de  valides  mientras  no  se  iastifiqoe  sn  falsedad  ó 
nulidad,  y  tienen  toda  la  fuerza  probatoria  que  i  los  de  su 
clase  concede  la  expresada  ley,  la  sentencia  qoe  no  desconoce 
la  valides  y  eficacia  de  unas  escritoras  publicas,  limitándose  á 
negar  que  puedan  servir  de  fundamento  á  la  acción  ejercitada 

por  la  tercerista  (O.,  oúm.  163. — 16  de  Junio  de  1884) 436- 

V.  Demanda. 

Docmnento  público  -^T.  Partida  iaeravíenial. 

Doctrina  lesskl.-^La  práctica  de  un  Tribunal  determinado  y 
las  opiniones  dejos  esciitoresde  derecho,  por  respetables  y 
autorisados  que  sean,  no  forman  doctrina  legal  cuya  infrac- 
ción dé  logará  la  nulidad  y  casación  de  los  fallos  (O»,  núme- 
ro 199.— 9  de  Mayo  de  4884) 466- 

Dominio.— V.  Áeeión  reivindicatoría  j  Cnentae. 

Dote.— Siendo  el  matrimonio  y  la  entrega  de  bienes  al  marido 
anteriores  al  I®  de  Enero  de  1863,  la  legislación  que  ha  debido 
aplicarse  á  la  resoloción  del  litigio  es  la  anterior  á  la.vigente 
ley  Hipotecaria,  según  lo  dispone  el  art.  355  de  ésta;  y  no  ha- 
biéndolo hecho  asi  la  sentencia  recurrida,  infringe  la  ley  17, 
tít.  U,  Partida  4%  qoe  declara  qoe  luego  que  el  marido  reci- 
be la  dote  ó  los  parafernales  son  obligados  por  ende  á  la  mu- 
jer todos  sos  bienes,  la  doctrina  legal  qoe  en  consonancia  con 
ella  se  ha  establecido,  y  la  jurisprudencia  constante  según  la 
que»  los  artículos  158  y  159  de  la  ley  Hipotecaria  referentes  A 
las  hipotecas  legales,  no  son  aplicables  á  las  qoe  tuvieron  su 
origen  anteado  regir  aquella  ley  (C,  núm.  S40. — t  de  Junio 
de  1884) 341 

La  ley  «•,  tít.  3Í,  libro  3^  y  la  6»,  tíl.r,  libro  6*»  del  Có- 
digo de  Jostiniano:  la  7*,  párrafo  3*,  tit.  3®,  libro  t3  del  Diges-    ' 
to,  y  la  7^,  tít.  41  de  la  Partida  4^  se  refieren  A  cuestiones  que 
no  tienen  identidad  ni  analogía  con  la  del  cobro  de  ana  canti- 
dad resto  de  dote  ofrecida  (C,  núm.  253.— 7  de  Junio  de  1884)      39S 
Y.  Mujer  cacada. 


E 


SJeonción  de  sentencia.— Demandante  y  demandado  pue- 
den instar  la  ejecución  de  la  sentencia  según  el  art.  920  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil;  no  sólo  el  qoe  aparece  más  ó  me- 
nos favorecido  por  el  fallo  judicial,  sino  también  el  qoe  es  con- 
denado á  dar  algo,  que  siendo  líquido  puede  consignarlo  desde 
luego  si  el  vencedor  no  quiere  recibirlo;  y  iu>  siéndolo,  puede 


Digitized  by  VjOOQ IC 


BIPIBTOUO  ÁLFABSTIOO.  627 

PÁGINAS. 


emplear  los  medios  necesarios  de  llegar  á  esa  situación,  ó  sea 
de  hacer  qoe  se  fije  una  cantidad  liqoida  para  librarse  de  la 
obligación  por  la  paga  ó  por  la  consignación  (C,  nüm»  SU. — 

i9  de  Mayo  de  1884) S3I. 

Si  bien  el  complimientode  las  ejecotorias  puede  pedirse 

durante  el  plazo  de  SO  años,  ba  de  entenderse  asi  cuando  á  las 

J artes  no  contenga  qoe  s^  realice  antes,  en  cayo  cuo  habien- 
0  de  principiarse  por  la  presentación  de  nna  cuenta,  se  pre- 
supone necesariamente  qne  ningún  Tribunal  encargado  de 
ejecutar  lo  juagado  ha  de  rebosar  para  ese  efecto  la  concesión 
de  un  plaxo  prudente,  prorrogable  por  justa  causa  iC,j  núme- 
ro Sfl.— 4  9  de  Mayo  de  4884) 231 

Si  bien  según  la  ley  46,  tíL  V,  Partida  3*,  y  jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo  consignada  de  acuerdo  con  ella, 
nadie  puede  ser  compelido  á  demandar  fuera  de  los  casos  que 
determinan,  no  son  aplicables  dicha  ley  y  doctrina  cuando  no 
se  trata  de  iniciar  una  demanda,  sino  de  llevar  á  efecto  la  que 
ya  ha  sido  objeto  de  un  litigio,  y  ba  quedado  resoelto  por  sen- 
tencia qne  ha  de  cumplirse  para  poner  término  á  la  lucha  sos- 
tenida entre  demandante  y  demandado,  sujetos  ambos  á  la 
autoridad  de  la  justicia  hasta  la  ejecución  total,  mucho  más 
en  el  caso  de  cantidades  líquidas,  en  qoe  si  no  existiere  con- 
formidad entjre  las  partes,  es  necesario  completar  el  fallo  por 
medio  de  otro  que  fije  lo  que  la  ona  debe  á  la  otra  ((7.,  núme- 
ro SI 4.-1 9  de  Mayo  de  i  884) ^34 

Si  la  sentencia  dictada  para  el  cumplimiento  de  una  eje- 
cutoria se  ajusta  á  lo  prevenido  en  ésta,  no  puede  decirse  que 

la  contraría  ni  infringe  (C,  núm.  250.^6  de  Junio  de  4884).*      380 

X  Jecución  de  sentencia. --Y.  Reeuno  de  ca»aeián, 
lUeoQtante.-~y.  Tercería. 

Xmbargo.^EI  embargo  de  bienes  inmuebles  de  que  no  se  ha 
tomado  raaón  en  la  Contaduría  de  Hipotecas»  como  ordenaba 
el  art.  953  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  4855,  ó  no  se 
ha  anotado  preventivamente  como  aotoriía  el  art.  42  de  la  ley 
Hipotecaria,  y  previene  también  la  vigente  ley  procesal  en  su 
art.  4453,  no  produce  la  nulidad  de  la  venta  que  se  verifique 
iCntm.  487.— 4<>  de  Mayo  de  4884) 4S7 

Habiendo  muerto  en  el  transcurso  del  pleito  cinco  de  los 

seis  caballos  qne  se  mandaron  devolver  á  la  persona  á  quien 
se  habían  embargado,  no  es  posible  yerificar  la  entrega  mate- 
rial de  los  mismos,  y  surge  la  cuestión  de  responsabilidad,  que 
no  ha  Bido  ni  podido  ser  objeto  del  pleito,  y  qoe  debe  resol- 
verse separadamente  y  con  la  debida  discusión;  y  en  este  con- 
cepto, y  habiendo  sido  este  el  fundamento  del  auto  recurrido, 
no  han  podido  infringirse  la  ley  49,  tit.  SS,  Partida  3%  los  ar- 
tículos 9S6  y  928  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civi4,  y  la  doc- 
trina legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  y 
consagrada  por  el  Supremo,  de  que  los  fallos  dictados  en  cum- 
plimiento de  otro  ejecutorio,  si  contrarían  éste  ó  extienden 
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Mt  ditpoticíofiei  á  mát  da  lo  que  eomprende  ta  paria  dispotl- 
tifa,  soa  nnlot  de  derecho.  —  ((7.,  núm.  197.  —1  de  Mayo  de 
I88i) I6t 

Endoso.— y.  Pagaré. 

Snfiténsls.— Si  bieo  en  la  enfitéotit  ea  ineieoaable  la  oMiRaelót 
de  pagar  el  censo  ó  eanoD,  j  la  ley  1$,  tit.  8*,  Partida  8^,  im- 
pone la  pena  del  eomito  al  enfltéata  qoe  deja  de  eampürlo  por 
eepaeio  de  treí  •ft.e;  esto  ae  entiende  aiempre  qoe  aqnól  no 
haya  tenido  jasta  eaaia  para  dejar  de  haeer  dicho  pago,  pnea 
alegada  tai  caoaa,  queda  al  arbitrio  jadieial  la  deciaióo  de  ai 
dicha  pena  es  ó  no  aplicable.— ((?.»  ndm.  I93.—6  de  Mayo  de 
1884) I4t 

Snriqaecliniento  torticero. — Ea  un  principio  jnridico  qne 
nadie  pnede  enriquecerse  Hn  r«ad«  á  eoata  de  otro  ((7.,  núme- 
ro SI  6.-1 9  de  Mayo  de  1884) S38 

Srror  de  derecho. — ^No  pnede  alegarae  como  motif  o  de  iofrae  - 
cióii,  para  los  efectos  de  la  casación,  el  error  qne  ae  fnnda  aólo 
en  ana  simple  equivocación  de  cita  legal  por  parte  de  la  Sala 
aentenciadora  (C7.,  núm.  201.— 9  de  Mayo  de  1884) HT 

V.  Apr$eiaeién  d$  la  prueki. 

Srror  de  hecho.— Al  hablar  la  ley  de  errorea  de  hecho  eome- 
tidos  en  la  apreciación  de  la  prueba  ae  refiere  á  loa  qne  reaii4« 
len  de  documentoa  ó  actoa  anténtieoa  qne  demueatren  laeqni- 
Tocación  evidente  del  Jugador  ((7.,  nttm.  161.  — 18  de  Abril 
de  1884)... '. 33 

Para  que  sea  apreciable  el  error  de  hecho  que  ae  alegne 

ha  de  resultar  de  actos  ó  documentos  anténtieoa  demoatrati- 
▼oa  de  una  evidente  equivocación  (C,  núm.  161. — 1 4  de  Junio 

de  1884) 431 

-^  V.  Áprddactón  dé  Impruiba. 

Setipalaclón.— y.  Obligación. 

Excepción.— Ea  regla  de  juriaprndencia  qne  cuando  ae  reanel* 
ve  segóQ  lo  pedido  por  el  demandante  y  eatimando  su  accióOt 
se  entiende  naturalmente  qne  ae  deniegan  ó  no  ae  admiten  por 
el  mismo  hecho  las  excepciones  del  demandado  (C  núm.  199. 
—18  de  Abril  de  4 884) 43 

Xjddbiclón  de  Ubres.— Si  loe  autoa  promovidoa  tienen  eomo 
fnndamenCb  los  artícnloa  497  y  604  de  la  ley  de  Bniniciamien- 
to  civil,  el  primero  como  preparación  para  entablar  el  jnieio 
ordinario,  y  el  aegnndo  qne  eatableee  la  reaponaabilidad  en 
que  incurre  el  qne  ain  canea  juata  ae  niega  á  hacer  la  exhibi- 
ción que  aqaól  ordena,  y  declara  qne  loa  dahoa  y  perjnicioa 
que  ae  sigan  por  la  negativa  se'  podrán  reclamar  jentamente  ' 
con  la  demanda  principal»  ea  evidente  oue  la  denegación  de 
exhibición  de  libros  para  reclamar  nna  liquidación  de  cnenlaa 
no  hace  imposible  la  interpoateión  de  la  demanda  oa  loa  térni- 
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not que  ordena  dicho  art,  501  ((7.,  núm.  SGf.-c-ll  de  Jonio 

da  1884) 430 

XTlcclón.-^Al  aeordar  on  auto  qoe  se  eite  de  evieelón  á  loa 
Tendedores  de  la  finca,  com pie  cfon  el  precepto  esencial  de  laa 
leyes  3S  y  33,  tít.  5®,  Partida  5';  qne  si  bien  la  3S  dispone  qoe 
la  citación  se  basa  á  lo  méi  Urde  ente  que  sean  abiertos  los 
testigos^  no  poede  inferirse  de  esta  obligación,  impuesta  por 
la  ley  al  comprador,  qoe  el  pleito  haya  de  qaedar  parausado 
con  evidente  perjuicio  del  demandante  qne  ninguna  relación 
jurídica  tiene  con  los  vendedores,  sino  qoe  por  el  contrario 
debe  el  comprador  á  quien  dicha  citación  favorece  procurar 
.goe  oporlnnamente  se  practique»  ó  de  no  ser  posible  esto  de- 
jar á  salvo  por  los  medios  legales  so  derecho,  ^uyo  ejercicio 
es  conciliable  con  el  del  derecho  qoe  asista  al  actor  ((7.,  núme- 
ro 136.— 30  de  Mayo  de  4884) 398 


Vactor. — Es  inaplicable  el  art.  174  del  Código  de  Comercio,  si 
la  Sala  sentenciadora  no  calificó  de  Factor  al  dependiente  de- 
mandado, y  no  necesitaba  éste  qoe  coneorriesen  en  so  perso- 
na las  circopstancias  prescritas  en  el  expresado  articolo  (C, 
núm.  215.— 1 9  de  Mayo  de  1884) 135 

Falsedad,— -El  art.  514  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  decla- 
ra qoe  para  soapender  on  pleito  en  el  estado  en  qoe  se  halle  es  . 
necesario  que  se  entable  acción  criminal  sosteniendo  la  false- 
dad do  un  documento  que  pueda  ser  de  influencia  notoria  en 
•I  mismo,  correspondiendo  declarar  la  suspensión  al  Jaes  que 
eonoxca  de  la  causa  (C,  núm.  261. -*H  de  Junio  de  1884).  • .      430 

Falta  de  acción* — La  falta  de  acción  ó  de  derecho  para  pedir 
no  debe  confundirse  con  la  falta  de  personalidad  ó  de  capaci- 
dad para  comparecer  en  joicio;  no  podiendo  aqoéllaaotoriiar 
el  recorso  por  qoebrantamíento  de  forma  con  arreglo  á  lacao- 
aa  2*  del  art.  4013  de  la  ley  de  Bnjoiciamiento  civil  vigen- 
te {C.  de  U.,  núm.  178.— 21  de  Abril  de  4884) 87 

Falta  de  personalidad. — La  falta  de  personalidad  prevista 
en  el  núm.  2^  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
como  constitutiva  de  quebrantamiento  de  una  de  las  formas 
esenciales  del  juicio,  se  refiere  á  la  absoluta  ó  relativa  incapa- 
cidad legal  para  litigar  y  no  al  derecho  con  que  se  litigue,  por 
ser  cuestión  de  fondo,  según  tiene  declarado  repetidamente  el 
Tribunal  Supremo  (C.,Dám.  2f  I.— 14  de  Mayo  de  i88i)....      218 

Para  qne  pueda  prosperar  un  recurso  de  casación  por  di- 
cha falta  es  requisito  indispensable  que  so  haya  pedido  con 
oportunidad  la  aubsanación  de  la  miama  ((7.,  núm.  21 1  .—1 4  de 
Mayodei884) 218   , 

La  falta  de  personalidad  é  <|ue  se  refiere  el  núm.  2®  del  ar- 
ticulo •*  de  la  ley  de  Casaeióa  vigente  eo  Coba,  y  que  da  lugar 
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al  recurso  de  easacióa  por  quebraotanniento  da  forma,  et  la  qoe 
nace  de  la  falta  da  capacidad  de  los  titigaates  para  comparecer 
en  jaicio  y  no  de  la  eficacia  del  derecho  en  qae  f anden  sa  ao- 

(p.,  de  Cr.núffl.  273.^21  de  Janio  de  f9Si) 4f0 

.  Falta  de  acaón. 


cióii  (p. 


Ferrocarril.— Habiendo  contratado  el  demandado  como  Di- 
rector gerente  de  la  Empresa  del  ferrocarril  de  Herida  i  Sefi- 
lia,  demandándole  el  demandante  en  este  concepto  y  en  el  de 
concesionario  de  dicha  línea,  presentada  la  demanda  y  hecho  el 
emplasamiento  cuando  aqnól  era  único  concesionario  por  ha- 
ber recobrado  todos  sus  derechos  y  haberse  snbrrogado  en  to  - 
das  las  obligaciones  de  la  citada  Empresa,  es  evidente  qae  te- 
nia personalidad  para  ser  demandado,  sin  qae  pudiera  perder- 
la por  la  transferencia  de  la  concesión  que  después  se  realizó  á 
favor  de  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  extremehos  y  más 
tarde  al  de  la  Compañía  de  los  de  Madrid  á  Zaragoxa  y  Ali- 
cante toda  vez  que  ni  la  primera  de  estas  Sociedades  aparece 
oblif;ada  á  pagar  al  demandante,  cuyo  crédito  no  fignra  en  la 
relación  de  los  que  consti luyeron  parte  del  precio  de  la  venta, 
ni  la  segunda  puede  estarlo  tampoco  por  haberse  estipulado 
expresamente  que  para  ella  se  entendería  la  cesión  libre  de  toda 
Mrga,  gravamen,  obligación  y  responsabilidad;  ni  estos  con- 
tratos en  los  que  el  demandante  no  intervino,  pueden  afectar- 
le, puesto  que  lo  contrario  equivaldría  á  sancionar  que  el  deu- 
dor puede  sustituirse  por  otro  sin  la  aquiescencia  ui  conoci- 
miento del  acreedor  (¿7.,  núm.  S87. — t  de  Julio  de  1 884) 570 

-^  La  aprobación  por  el  Gobierno  de  las  transferencias  de 
los  ferrocarriles  se  refiere  á  los  derechos  y  obligaciones  crea- 
dos por  la  concesión,  á  las  relaciones  jurídicas  entre  el  Estado 
y  el  concesionario,  v  no  prejuzga  ningnna  cuestión  de  carác- 
ter privado,  como  lo  demuestra  la  Real  orden  de  T  de  Julio 
de  1881  aue  consigna  la  cláusula  de  iim  perjuicio  de  tercero  y 
deja  á  salvo  loe  inléreeee  pariicularee  (¿7.,  núm.  287. — I  de 

Julio  de  1884) 570 

Por  consecuencia  son  inaplicables  al  caso  y  no  han  po- 
dido infringirse  por  la  sentencia  que  condena  al  pago  de  la 
cantidad  reclamada  por  obras  ejecutadas,  la  escritura  de 
transferencia  de  los  ferrocarriles;  las  leyes  1^  y  H4,  tít.  18, 
Partida  3^  la  doctrina  que  establece  que  las  sentencias  han  de 
ajustarse  á  los  términos  precisos  del  debate  y  á  las  alegacio- 
nes de  las  partes  dirigidas  á  fijar  la  cuestión;  la  ley  de  S3  do 
Noviembre  de  1877;  la  doctrina  de  derecho  qae  regola  la  re-  ' 
lación  jurídica  creada  por  los  contratos  bilaterales;  los  artícu- 
los S77,  t78  y  079  del  Código  de  Comercio;  la  Real  orden  de  i* 
de  Julio  de  1884;  el  art.  3*  de  la  ley  de  41  de  Julio  de  4856;  la 
ley  46,  tít.  SS  de  la  Partida  3^  las  leyes  t\  4S  y  43,  tít.  7% 
y  S9.  tít.  49,  Partida  3^  la  3',  tít.  40,  Partida  3*;  la  4«,  tít.  7*, 
libro  H  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el  art.  254  de  la  ley 
de  Enjaiciamtento  civil  de  4855  reprodacída  en  al  541  de  la 
vigente:  ya  porque  el  recarso,  según  la  jarisprndencia  asta- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RKPIBTORIO  ALFABÉTICO.  631 

PÁOINAS. 

blecida,  no  proceda  eontra  fos  considerandos  de  las  sentencias, 
ni  poede  fondarse  en  ona  Real  orden  j  con  mayor  raión 
eiiando  resaelve  on  asanto  partisular,  ya  porque  el  fallo  no 
•desconoce  la  eficacia  de  las  escrituras  de  cesión  con  relación  á 
los  que  en  ellas  contrataron,  ni  los  privilegios  y  exenciones 
otorgadas  á  las  Empresas  de  ferrocarriles,  ni  la  sn^brrosacióa 
del  rematante  en  todos  los  derechos  y  obligaciones  nacidos  de 
la  concesión,  en  el  caso  de  que  ésta  sd  declarase  caducada,  ni 
la  facultad  que  tienen  las  Compaflias  de  Obras  públicas  para 
fusionarse  con  otras  de  idéntica  naturaleaa,  ya  porqoe  no  se 
trata  de  obligación  exigíble  á  ninguna  Sociedad  anónima,  ya, 
-finalmente,  porqne  es  congruente  la  sentencia  que  decide  de 
conformidad  con  lo  pedido  en  la  demanda  (C,  nüm.  287» — t 
de  Julio  de  188i) .^ 570 

No  es  de  estimar  la  infracción  alegada  de  la  ley^*,  ti- 
tulo I®,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  art.  4*  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  de  i855  y  58  de  la  de  1881,  y  juris- 
prudencia de  acuerdo  con  éstos  establecida  por  el  Tri banal 
Supremo,  porque  aun  prescindiendo  de  si  por  el  hecho  de  ha- 
ber solicitado  el  recurrente  demandado  prórroga  del  término 
para  contestar  á  la  demanda  y  de  tener  en  su  poder  los  autos, 
•in  verificarlo  durante  varios  meses,  debe  entenderse  someti- 
do tácitamente  á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales,  es  indoda* 
ble  la  competencia  de  éstos  en  a.tención  á  que  no  ha  sargido 
cuestión  alguna  acerca  del  cumplimiento  de  los  contratos,  ni 
sobre  la  parte  facultativa  de  los  mismos,  reclamándose  pura  y 
simplemente  por  el  demandante  el  pago  de  las  obras  ejecuta- 
das por  él,  admitidas  por  el  demandado  y  pertenecientes  á  la 
linea  férrea  que  está  en  explotación  (¿7.,  nüm.  S87.— 2  de  Ju- 
lio de  1884) ^ :.       571 

Aun  admitiendo  qne  las  liqoídaeiones  presentadas  por 

el  actor  no  sean  las  definitivas,  no  se  han  infringido  la  ley 
del  pacto,  ni  la  114,  tít.  48,  Partida  3*,  y  art.  601  déla  de  En- 
juiciamiento civil,  ni  existe  error  de  hecho,  una  vez  que  ade- 
más de  no  poderse  imputar  al  demandante  la  falta  de  liquida- 
ción final,  la  suma  por  él  reclamada  es  liquida  y  está  justifica- 
da, entre  otras  pruebas,  por  medio  de  documentos  expedidos 
por  los  representantes  del  demandado,  el  cual  no  ha  redar- 
güido de  falsos  tales  documentos,  se  ha  resistido  á  exhibir  los 
antiguos  libros  de  contabilidad  asegurando  que  los  inutiliió, 
no  ha  negado  la  realidad  de  los  contratos  ni  de  las  obras,  y 
no  ha  probado  que  haya  exceso  en  la  cantidad  pedida  ((7., 
nüm.  187.— 2  de  Julio  de  4884) 57i 

iFldeicomiso. — Según  la  Real  cédula  de  27  de  Pebrero*de  4742, 
de  universal  observancia  en  Cataluña  y  Mallorca,  las  restitucio- 
nes de  fideicomisos  v  las  sentencias  en  que  se  mandan  hacer  á 
los  herederos  gravados  y  á  favor  de  los  fideicomisarios  se]ejecu- 
tan  detrayendo  ó  deduciendo  primero  los  créditos  y  derechos 
que  por  separadas  causas  perteneican  á  los  herederos  gravados, 
sin  que  en  otra  forma  se  pueda  entrar  en  la  posesión  de  dichos 
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bienef  á  los  fideícomísariof ,  qoe  reservando  ó  separando  pri- 
mero las  detracciones  legales  y  aeeidentales  qae  deban  quedar 
á  beneficio  de  dichos  herederos  IC^  núm.  275. — 23  de  Jonio 
de  <»84) 19a 

FUiación.-^on  inaplicables  j  no  han  podido  infringirse  las 
doctrinas  que  establecen  qne  en  asuntos  civiles  no  son  ya  ne- 
cesarias las  pruebas  privilegiadas  y  tasadas  qne  exigen  para 
determinados  casos  la  ley  12,  lit.  47,  Partida  3^  y  que  unas 
pruebas  no  deben  prevalecer  sobre  las  otras,  y  que  ninguna 
clase  de  prueba  merece  U  preferencia,  si  la  sentencia  recurri- 
da se  funda,  entre  otras  razones,  en  que  la  filiación  legítima 
de  una  persona  debe  acreditarse,  en  primer  lugar,  por  las  co- 
rrespondientes partidas  de  bautismo  y  matrimonio  expedidas 
f>or  los  PárAcos  con  relación  á  sus  libros,  y  en  defecto  de  ta- 
es  partidas,  cuando  por  incendio  ó  destrucción  de  los  archivos 
parroquiales  no  existan  los  libros  matrices,  por  cualquiera  otro 
de  ios  medios  de  prueba  que  establece  la  ley,  según  ha  decla- 
rado con  repetición  el  Tribunal  Supremo  (Ó.  de  ¿7.,  núm.  238. 

—31  de  Mayo  del  8S4) 335- 

— —  La  indicación  que  pueda  hacerse  en  una  partida  matri- 
monial respecto  á  la  filiación  de  los  contrayentes  no  tiene  en 
derecho  eficacia  bastante  para  que  deba  reputarse  como  proe* 
ba  cumplida  y  acabada  de  esa  misma  filirición  ((7.,  nüm.  280. 
—26  de  Junio  de  1 884) 322 

La  providencia  consentida  y  ejecutoriada  en  que  se  man- 
dó adicionar  ó  rectificar  un  árbol  genealógico,  pendiente  el 
pleito  de  resolución  definitiva,  no  es  de  aquellas  resoluciones 
que  por  su  propia  índole  fijan  en  concepto  de  incontrovertibles 
los  hechos  fundamentales  de  los  que  ha  de  derivarse  la  decla- 
ración de  derechos  que  son  objeto  del  juicio  ((?.,  núm.  280. — 
26deJan)odel884) 52t 

G 

Gastos  de  formación  de  oaentas.— Y.  CuentOi. 

H 

Heredero*— Tratándose  de  una  acción  mixta  qne  por  no  haber 
prescrito  ha  podido  ejercitar  la  recurrente  en  reclamación  de 
los  productos  adeudados  á  su  hermanó,  de  quien  fué  declarada 
heredera;  la  sentencia  que  absuelve  al  demandado  infringe  las 
doctrinas  que  establecen  que  el  declarado  heredero  sucede  en 
todos  los  derechos  y  obligaciones  del  finado,  y  que  el  que  con- 
trata contrae  para  si  y  sus  sucesores,  y  la  ley  S6,  tít.  29,  Par- 
tida 3^  (C,  nüm.  265.— 18  de  Junio  de  1884) 455 

Condenado  el  recurrente,  en  concepto  de  heredero  de  su 

padre,  á  cumplir  una  obligación  que  éste  contrajo  en  anión  de 
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8a  eonsoeio  y  qae  transmitió  á  so  socesor  hereditario,  eyidente 
te  qoe  aceptada  como  lo  ha  sido  la  herencia,  es  proporcionalmeo- 
es  responsable  del  crédito  como  lo  ordena  la  sentencia:  y  qoe 
ésta  no  infringe  el  art.  35S  del  Código  de  Comercio  (¿7.,  nú- 
mero 278.— 26  de  Jonio  de  I8S4) 542- 

V.  C$nio. 

HUos.— Según  prescribe  terminantemente  la  ley  48  de  Toro, 
easándose  y  Telándose  el  hijo  ó  hija,  adqoiere  el  osofrocto 
de  todos  sos  bienes  adventicios,  aonqoe  viva  so  padre,  el  coa! 
está  obligado  ó  restitoirselos  sin  reservarse  parte  ((7.,  número 

176.— «i  de  Abril  de  4 881) 76- 

No  hay  ley  aleona  qoe  prohiba  á  tos  padres  el  qoe  con- 
fieran poder  á  sos  hijos  mayores  para  qoe  administren  ó  ha- 
f;an  por  ellos  algona  cosa  (C,  núm  476.— 1«  de  Abril  de 
881) , 76^ 

— ~  y.  Depóiitods  mujer  coioda. 

Hipoteca. — Las  hipotecas  sojetan  directa  é  inmediatamente  los 
bienes  sobre  qoe  se  imponen  al  complimiento  de  las  obliga- 
ciones para  coya  segoridad  se  constitoyen,  coalqaiera  qoe  sea 
so  poseedor,  y  pesan  siempre  sobro  ellos  mientras  no  se  extin- 
gan por  algono  de  los  medios  qoe  determina  el  derecho  (C, 
núm.  259.-4!  de  Jonio  de  i884) i44h 

La  venta  hecha  por  la  Hacienda  de  ona  parte  de  la  finca 

hipotecada  para  el  cobro  de  dos  anoalidades  de  contriboeiones 
atrasadas,  no  obstante  lo  dispoeslo  en  el  párrafo  primero,  ar- 
ticolo  248  de  la  ley  Hipotecaria,  en  nada  altera  la  obligación 
qoe  pesaba  sobre  toda  la  finca  (C^.,  núm.  269.<— 4  4  de  Junio  de 
4884) 449 

La  inscriptióo  es  la  garantía  qoe  da  eficacia  y  valor  al 

títolo  para  perseguir  la  finca  (C7.,  núm.  259.— 44  de  Jonio  de 
4884) 449^ 

I 

Incompetencia  de  Jorisdicción. — Si  el  demandado  propuso 
como  excepción  perentoria  la  de  incompetencia  de  jorisdic- 
ción, osando  de  la  facultad  (|oe  para  ello  conceden  los  ártico- 
los  240  y  254  de  la  ley  de  Bnjoiciamiento  civil  vigente  en  Cuba, 
por  más  qoe  sobsidiarismente  osase  otras  excepciones  qoe  eo 
so  concepto  le  asistían  contra  la  demanda,  y  en  coya  virtnd 
pidió  qoe  se  le  absolviese  de  ella\  como  esta  forma  Je  contes- 
tar no  implica  somisióo  á  los  Tribunales  ordinarios,  la  senten- 
cia qoe  dicta  la  absoloción  no  infringe  el  art.  4^  de  la  expre- 
sada ley  {C.  d$  ü„  núm.  480—24  de  Abril  de  4884) 96 

V.  Banco  dé  Eipaña  y  JUcwrso  d$  eaeaeión. 

lattmeoión  de  ley.— No  poeden  considerarse  infringidas  por 
ona  sentencia  leyes  y  doctrinas  qoe  no  tienen  aplicación  al 
caso  objeto  del  litigio  ((7.,  núm.  208.-43  de  Mayo  de  4884). .      20t 
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Interrencldn  Judicial.— Y.  Testamiñtaria. 

IiiTentar}o.-^L&  saiiUacia  es  congroente  cuo  la  demanJa,  y 
no  infringe  las  leyes  13  y  45,  tít.  SS  de  la  Partida  3%  ni  el  ar» 
tícolo  359  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  ciyij,  si  en  ta  parte 
disposí  iva  declara  de  ooa  manera  precisa  j  terminante  los 
bienes  qoe  4nieammt$  deben  inclairse  en  el  ínYentario;  siendo 
claro  qoe  los  qae  no  nombra  están  .virtaalmente  exclaidos  de 
formar  parte  del  mismo,  y  qoe  por  lo  tanto  todas  iu  caestio* 
nes  fórm aladas  en  la  demanda  ban  sido  resaettas  por  el  fallo 

recorrido  (C,  núm.  170  «—18  de  Abril  de  488i) i9 

Si  la  parte  recorrente  se  oposo  i  qoe  se  incloyeran  en 

el  inyentario  ciertos  créditos,  acerca  de  lo  qoe  obtoYO  resolo* 
ción  favorable  en  la  sentencia,  ona  ves  qoe  no  se  mandaron 
incloir;  el  fallo  qoe  lo  reconoce  asi  y  lo  condena,  sin  embargo, 
en  las  costas  de  primera  instancia,  infringe  la  ley  8',  tit.  SS 
de  la  Partida  3^,  y  la  doctrina  sancionada  por  el  Tribonal  So- 
premo  de  qoe  no  hay  términos  hábiles  para  estimar  temerario 
á  on  litigante  coando  se  le  absoelvade  algona  délas  reclama- 
ciones de  80  contrarío  {O.,  núm.  170.-18  de  Abril  de  1884). .        49 

Inocripclón.— Aonqoe  según  el  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria 
u  inscripción  no  convalida  los  actos  ó  contratos  qoe  sean  no- 
los  con  arreglo  á  las  leyes,  declara  el  art.  34  de  la  misma  ley, 
redactada  conforme  á  la  de  17  de  Jolio  de  1877,  qoe  los  actos 
qoe  se  efectúen  ó  contratos  aoe  se  otorgoen  por  persona  qoe 
en  el  Registro  aparezca  con  derecho  para  ello,  ona  vez  inscri- 
tos, no  se  invalidarán  en  cnanto  á  las  qoe  con  ella  bobiesen 
contralado  por  títolo  oneroso,  aonqoe  despoés  se  anole  6  res- 
cinda el  derecho  del  otorgante  en  virtod  de  tíinlo  anterior  no 
inscrito  ó  de  cansas  qoe  no  resolten  claramente  del  mismo  Re- 
gistre ((7.,  núm.  187.— I^"  de  Mayo  de  1884) fS7 

Institución  de  heredero.— Si  en  onas  capitoiacíones  matri* 
»  moniales  se  estableció  «qoe  baya  de  ser  y  sea  heredero  de  ta  • 
casa  y  bienes  de  los  contrayentes  ono  ó  ona  de  los  hijos  ó  hijas 
de  este  matrimonio,  aqnél  ó  aqnélla  qoe  á  sos  padres  más  le 
acomode...»  y  para  el  caso  de  qoe  éstos  moriesen  sin  hacer  el 
nombramiento,  disposieron  qoe  lo  verificaran  los  dos  parientes 
más  cercanos  de  la  manera  y  en  la  forma  qoe  explican  dichas 
capitoiaciones:  y  la  mojer,  haciendo  oso  de  dicha  facoltad 
nombró  heredera  á  nna  hija,  no  obsta  á  la' valides  del  nombra- 
miento la  cireonstancia  de  haber  moerto  con  anterioridad  el 
marido,  ana  vei  qoe  en  las  capitoiaciones  matrimoniales  no 
se  estableció  qoe  debieran  hacer  el  nombramiento  los  cónyo- 
ges  reonidos;  y  en  tal  concepto,  la  sentencia  qoe  lo  reconoce 
asi,  no  infringe  la  Observancia  I*  De  iqtuf  vulnérate ,  la  4^D$ 
Usiamentii,  la  16  y  24  Z)#  Jíd$  instrumentorum  y  la  tO  /)# 
prebationibns,  la  regla  de  jorisprndencia  aragonesa  Standum 
€$t  eharíe  consagrada  por  dicha  Observancia;  la  jorisproden- 
eia  del  Tribonal  Sopremo  qoe  reconoce  y  declara  también  el 
mismo  principio,  y  las  reglu  de  interpretación  vigentes  en 
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Aragón  lo  mftmo  qoe  en  GastUlt,  tegua  Us  que  oaaodo  las  pa* 
labras  de  nn  contrato  son  claras,  hay  qoe  atenerse  á  ellas  sin 
Jieeesidad  de  interpretación,  y  la  de  qae  en  niogún  caso  pueden 
extenderse  los  contratos,  por  Tagos  qoe  sean  sas  términos,  á 
.otra  cosa  que  á  las  qne  en  ellos  se  pactaron  (C,  núm.  477. — 

SI  deAbrilde  4884) SI 

-^  Se  citan  con  inoportunidad  como  infringidas  las  obser- 
Tandas  6^  De  eonfesU  y  16  27#  áde  inttrumentorum^  qne  san- 
cionan It  yalides  de  lo  estipniaao  en  Us  cartas  matrimoniales 
siempre  qne  no  sea  opmsto  al  derecho  natural  ó  imposible,  el 
principio  de  derecho  de  que  lo  qne  es  nulo  en  su  origen  no 
paede  convalecer  por  el  transcurso  del  tiempo  y  el  art.  33  de 
la  ley  Hipotecaria,  si  se  alega  haciendo  supuesto  de  la  cues- 
tión» toda  yes  que  se  fundan  en  que  no  es  válido  el  nombra- 
miento hecho  por  la  madre  muerto  ya  su  primer  marido  (C, 

núm  177.— 14  de  Abril  de  4  884) 82 

— ■'  Si  en  la  cláusula  debatida  no  vienen  llamados  los  hijos 
de  los  sustitutos,  habiendo  premnerto  la  madre  del  demandan- 
te á  sa  hermano,  pudo  éste  disponer  de  los  bienes,  puesto  que 
el  fallecimiento  anterior  de  aquélla  era  un  obstáculo  insupe- 
rable para  recibir  la  herencia  y  transmitirla  á  su  hijo,  con 
arreglo  á  la  verdad  legal  de  ser  imposible  la  transmisión  cuan- 
do no  ha  precedido  ó  no  ha  podido  preceder  la  aceptación;  y 
por  consiguiente  la  sentencia  que  condena  á  la  dimisión  de  la 
herencia,  infringe  las  doctrinas  que  establecen  que  en  toda  ins- 
titución hereditaria  es  requisito  indispensable  que  el  institaido, 
Íel  snstitoto  en  su  caso,  tengan  capacidad  para  aceptar  la 
erencia  al  cumplirse  la  condición  impuesta  por  el  testador; 
que  si  bien  es  cierto  que  por  el  Derecho  romano  bajo  la  pala- 
bra hijos  se  entienden  comprendidos  los  nietos  en  materia  su- 
cesoria, este  principio  deja  de  tener  aplieacíóa  cuando  el  tes- 
tador entabla  llamamientos  para  los  hijos  exclusivamente;  y 
que  no  puede  tener  aplicación  á  un  caso  la  doctrina  sentada 
en  la  decisión  de  otro  distinto  de  aquel  á  que  trata  de  aplicar- 
se (C,  núm.  SS4.— 26  de  Mayo  de  4884). 170 


•Jnes  competente.— Sí  la  acción  deducida  jis  real  reivindicato- 
ría, es  Jnes  competente  para  conocer  de  ella  el  del  lagar  donde 
radican  los  bienes  (Com¿.,  nóm.  460. — 15  de  Abril  de  4884). .  S 

—  Según  prescribe  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
cítíI  y  su  regla  4%  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expreu  ó 
tácita,  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales 
será  Juca  competente  el  del  logar  en  qoe  deba  cumplirse  la 
obligación  cuando  no  ha  existido  pacto  en  contrario  (O'omp., 
núms.  466  y  200.— 47  de  Abríl  y  41  de  Mayo  de  4884)..  34  y  497 
«— -  El  Joca  del  domicilio  del  finado  es  el  competente  para  el 
conocimiento  del  juicio  de  su  testamentaria,  seg^n  lo  dispues- 
to, así  por  el  art.  440  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. civil  de  5 
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de  Oetobre  de  1865,  qae  rige  en  Cabt,  eomo  por  el  63  y  •«   ^ 
regla  6^  de  la  yigenie  en  la  Penínanla  (Comp.  é§  ü.^  náinero 
nz.— Sf  deMayode4884) Vt^ 

No  constando  el  logar  en  qoe  debe  enmplirae  ha  obliga- 
ción, 7  ejercitándose  nna  aeeidn  personal,  es  competente  para 
conocer  el  Jaea  del  domicilio  del  demandado,  con  arreglo  al 
art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  an  regla  1%  easo 

S""  (Cowp.  núm.  213.^11  de  Mayo  de  1 88i) t74 

Es  J oes  competente  para  conocer  de  los  pleitos  á  qoe 

dé  origen  un  contrato  aquel  á  qoien  \h%  litigantes  se  bobiesen 
sometido  expresa  ó  tácitamente  (C,  núm.  149.-4  de  Junio  de 
1884) 37T 

Si  en  las  elánsnlas  de  la  escritora  de  arrendamiento  de 

unas  minas,  otorgada  en  la  ciudad  de  Lisboa,  eligieron  las 
partes  so  domicilio  en  dicba  ciodad  para  responder  á  las  re« 
eiamacíones  que  proviniesen  de  ella,  estableciendo  ademáa 
que  todas  las  cuestiones  que  ocurrieran  entre  los  otorgantes 
sobre  so  interpretación  y  ejecoción»  se  decidiesen  amistosa 

S  sumariamente  en  dicba  ciodad  por  medio  de  arbitros  dentro 
el  periodo  de  dos  meses;  y  la  naturaleía  de  la  cuestión  pro- 
movida en  la  reconvención  al  contestar  la  demanda  afecta  á 
la  interpretación  y  ejecución  del  contrato  celebrado,  y  está, 
por  lo  tanto,  comprendida  en  dicbas  cláusulas;  la  aentencia 
que  lo  reconoce  así,  no  infringe  el  párrafo  V*  del  art.  63  y  el 
541  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil  ((7.»  núm.  149.— 6  de 
Joniode  1884) 37T 

El  Jopí  competente  para  conooer  de  los  pleitos  á  qoe  dé 

origen  el  ejercicio  de  las  acciones  de  todas  clases,  es  en  prí  - 
mer  término,  según  dispone  el  art.  56  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil,  aqoel  á  aoien  laa  partes  se  bobiesen  sometido 
expresa  ó  tácitamente  [Camp,^  núm.  189.— 1  de  Jolio  de  4884).  587 
El  hecho  de  haber  comparecido  el  Procurador  deman- 
dado en  el  Joagado,  para  ante  el  qoe  foé  emplatado,  pidien- 
do qoe  se  le  toviera  por  parte  y  qoe  se  te  sefialara  el  término 

qoe  la  ley  concedía  para  exponer  con  dirección  de  Letrado  lo 
qoe  correspondiese  en  josticia,  señalándosele  el  de  20  días 
para  que  contestara  á  la  demanda,  y  continoado  despoés  ad- 
mitiendo las  notificaciones  qoe  se  le  hicieron  en  el  juicio  bas- 
ta el  estado  de  proeba,  constitoye  la  somisión  tácita  á  que  se 
refiere  el  párrafo  segando  del  art.  58  de  la  mencionada  ley 
(Comj».,  n«m.  189.— ldeJoliode«884) 587 

Jolclo.— La  lej  3*,  tit.  12,  Partida  3^  que  ordena  ardí  tfedtfi^ 
$i  juicio^  no  puede  servir  de  fundamento  al  recurso,  si  no  se 
expresa  el  concepto  en  que  haya  sido  infringida,  como  debe 
hacerse  en  cumplimiento  de  lo  que  previene  el  art.  27  de  la 
ley  de  Casación  de  22  de  Abril  de  f  878  (O.  di  27.,  nüm.  138. 
—31  deBlayode  1884) 334^ 

Juicio  cdeentiTo.— Aun  en  las  hipótesis  de  qoe  la  letra  por  la 
forma  en  qoe  se  aceptó  no  trajera  aparejada  ejecución,  podo 
el  ejeooUdo  oponerse  y  pedir  qoe  so  deelaraae  no  haber  ttt- 
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tido  lagar  i  dM paeharlt,  qae  6t  noa  da  Im  tras  aolocipnat  á 
^aa  ta  pretu  al  jaicio  ajaaatÍTo,  daspvés  dal  eoal  proceda  al 
ordíDario,  no  para  corragir  sa  forma,  sino  para  datarmínar  en 
«D  dábala  más  amplío  al  d«racbo  de  las  partea  qae  aiempre 

Svada  á  lalyo,  y  paoatrar  más  en  al  fondo  da  la  aoastión  da 
ebar,  tratada  aa  aqoél  y  eon  mayores  rastrioeioaes  an  sn 
,  planteamiento;  y  no  babióadolo  beaho,  la  sentaneia  qoe  de- 
'  clara  no  habar  lagar  á  la  nulidad  del  jaicio  ajecotivo,  no  in* 
fringa  al  art.  97S  de  la  ley  de  Bnjaiciamiento  eif  il  en  relación 
eon  al  i56  del  Código  de  Comercio,  ni  la  doctrina  legal  qae 
astablace  qaa  la  aceptación  regalar  y  formal  no  poede  ser  so* 
plída  ea  manara  algana,  ni  acreditarse  por  otros  medios  qoe 
los  establecidos  en  el  mismo  Código  (O.  d$  ü ,  núm.  S35. — \% 

da  Mayo  da  f  881) 3S3 

— »  Tampoco  infringe  la  doctrina,  según  lacoal,  en  los  coa- 
tro  primeros  eacritos  del  jaicio  ordinario  deben  alegarse  caan- 
tas  excapcionM  tafiese  el  demandado,  sin  qae  poeda  admi- 
tirse postariormanta  ningana  otra,  si  sn  alegación  se  dirige 
eontra  ano  da  los  raaonamientos  de  la  sentencia,  en  qae  no  se 
erea  ana  yardadara  excepción,  sino  qae  se  expone  an  fanda- 
mento  más  ó  menos  aceptable  que  el  Tribanal  sentenciador 
pado  hacer  con  vista  de  la  disensión  escrita  {C.  d$  ¿71,  ndme- 

roS35.— 29de  Mayo  de  1884) 323 

Según  el  art.  1090  del  Código  mercantil,  los  asuntos  ju- 
diciales pendientes  se  continúan  con  los  Síndicos;  y  habiendo 
Mos  intervenido  en  la  vía  de  apremio  hasta  con  la  entrega 
de  efectos,  pudieron  hacer  y  sostener  las  reclamaciones  co- 
rrespondientes, para  que  dada  la  existencia  del  concurso  no 
M%  ejecutase  la  sentencia  de  remate,  en  ves  delimitarse,  como 
se  limitaron,  á  reservas  y  protestas  qae  no  constituyen  recur- 
so legal;  por  lo  q4ie  la  sentencia  no  infringe  el  art.  1036  del 
€ódigo  de  Comercio  ni  la  ley  SO,  tít.  21  de  la  Partida  3^  (Q, 

d#¿7:,núm.  235.— 29  de  Mayo  de  1884) 323 

— >  Es  potestativo  en  el  Jnes  hacer  la  dc'.laración  de  confe- 
so, con  arreglo  al  art.  593  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 

(C,  núm.  269.— )0  de  Junio  de  1884) á7S 

V.  Coiaf%s^ad4, 

■Jariadlceión  de  Hacienda.— Y.  Banco  de  España. 


I«aado.— V.  Recurso  de  casación. 

X«egado.— Si  la  demanda  da  la  legataría  no  se  dirige  á  la  per- 
cepción de  su  respectivo  legado,  ni  promueve  cuestión  sobre 
cumplimiento  de  lo  que  en  el  testamento  se  contiene,  únicos 
casos  qoe  en  la  cláusula  testamentaria  sa  expresan  como  jus- 
tificación de  la  pena  de  .pérdida  de  lo  legado  allí  establecida, 
sino  qiie  se  dirige  á  reclamar  la  propiedad  de  parte  da  los  bie- 
nes hereditarios,  la  sentencia  que  absuelve  de  dicha  demanda 
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no  infrinee  la  yolantad  del  tesUdor  ni  la  ley  St,  tít.  S"",  Par- 
tida 6*  (C.,  núm.  III.— 3  de  Jonio  de  48S4) Ut 

Tampoco  infringe  las  leyes  l\  tít.  4*,  libro  40  de  laNo- 

▼ieimt  aecopilacirtn;  la  é\  Kt.  4^,  Partida  5';  los  arlícalos 
979,  núm.  t%  S8?,  289  y  290  de  la  de  Enjaiciamiento  civil  de 
1855,  y  606  al  609  de  la  vigente;  la  H9,  tit.  48  de  la  Partida 
3^;  la  sentencia  del  Tribanal  Supremo  de  4  4  de  Noviembre 
de  1862,  por  la  cnal  se  estableció  relativamente  A  un  doca- 
mentó  privado  coyo  firmante  babia  fallecido  al  incoarse  el  li- 
tigio, que  si  las  solemnidades  eon  que  se  otorgó  dicho  doco- 
mentó  no  constituían  prueba  plena  de  su  legitimidad  cod 
arreglo  á  las  leyes  de  Partida,  debe  hacerse  extensiva  la  prue- 
ba al  fondo  y  cansas  del  contrato  ú  obligación  que  se  discuta 
apreciándolas  en  so  conjunto;  las  doctrinas  que  establecen 
que  la  ley  149,  tít.  48  de  la  Partida  3*,  que  no  tiene  por  prue- 
ba bastante  para  acreditar  la  autenticidad  de  un  documento 
privado  la  de  su  cotejo  con  otros  indubitados,  se  refiere  al 
caso  en  que  sea  el  mismo  que  la  firmó  el  que  la  haya  negado, 
y  por  lo  tanto,  coando  esto  no  sucede,  la  referida  disposición 
no  es  aplicable,  ni  tampoco  las  leyes  40,  tít.  4^  Partida  5S  y 
43,  tít.  9S  Partida  7*;  y  que  la  carencia  de  testigos  en  un  do- 
cumento privado  no  reconocido  por  el  que  lo  suscribió,  no 
excluye  la  de  otros  que  tengan  conocimiento  del  hechpni  los 
demás  medios  probatorios  ntilisables;  que  la  ley  4  49,  tít.  48, 
Partida  3^  es  únicamente  aplicable  al  caso  en  que  el  firmante 
de  un  docomento  negase  haberlo  suscrito,  y  que  Jicha  ley  está 
modificada  por  las  de  Enjuiciamiento  que  admiten  como  me- 
dio de  prueba  el  cotejo  de  letras  de  los  documentos  privados, 
si  bien  queda  á  la  apreciación  del  Tribunal  determinar  el  va- 
lor del  dictamen  de  los  peritos;  el  párrafo  3^  del  art.  372  de  It 
vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  las  doctrinas  generales 
que  respecto  á  la  apreciación  de  la  prueba  contiene  la  vigente 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  según  los  artículos  609  y 
659,  el  libre  albedrío  del  juzgador,  conforme  á  las  reglas  de 
sana  críti'sa,  únicamente  puede  aplicarse  á  los  dictámenes  de 
los  peritos  revisores  y  á  declaraciones  de  los  testigos,  y  aun 
eso  con  las  limitaciones  consiguientes  á  un  atento  ó  imparcial 
examen:  porque  negada  la  autenticidad  del  documento  pre- 
sentado por  la  legataria  para  acreditar  la  propiedad  que  se 
reclamaba,  es  inútil,  contra  esta  apreciación  del  Tribunal  sen- 
tenciador,* invocar  la  ley  4  S  tít.  1^  libro  40  de  la  Novísima 
Recopilación,  y  la  4%  tít  4^,  Partida  5*,  que  presuponen  la 
verdad  probada  de  la  obligación,  ni  es  conducente  imputar  á 
dicho  Tribnnal  haber  citado  inoportunamente  leyes  de  Parti- 
da derogadas  por  la  de  Eijoiciamiento  civil,  ni  por  lo  mismo 
aprovecha  discutir  esas  leyes  ya  inaplicables,  ni  procede  atri- 
buir al  fallo  deficiencia  en  sus  citas  legales,  cuya  circunstan- 
cia no  afecta  á  su  parte  resolutiva,  ni  por  último,  es  lícito  in- 
vocar reglas  de  sana  critica  que  no  se  determinan,  y  que  en 
todo  caso  serian  insuficientes  para  combatir  el  valor  dado  á 
una  prueba  compuesta  (C,  núm.  244.-3  de  Junio  de  4884). .      347 
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I^egatario. — 7.  Cinto. 

Leoldn. — Si  se  baee  «apuesto  de  la  eoeitión  dando  por  proba- 
do el  hecho  de  la  lesión  en  más  de  la  mitad  del  josto  preeio, 
caando  precisamente  aprecia  todo  lo  contrario  la  Sala  senten- 
ciadora en  vista  de  las  pruebas  practicadu;  no  puede  esti- 
marse la  infracción  alegada  de  las  Decretales  capítulos  3^  y  6^ 
J)4  imptiam  iivendUiane,  de  las  leyes  8*  y  8^  del  Código  De 
r$sHnd€nia  ifenditiong,  y  56,  tit.  5*  de  la  Partida  5*,  y  de  la 
doctrina  según  la  coa)  cuando  no  consta  la  tasación  y  aprecia- 
ción ó  el  precio  de  las  cosas  en  la  época  de  la  celebración  del 
contrato,  por  no  fijarlo  los  peritos  en  los  documentos  traídos, 
puede  considerarse  que  no  se  ha  justificado  la  lesión  enorme 
ó  enormísima  (C,  nüm.  167.^18  de  Abril  de  1884) 3$ 

—  Si  la  aentencia,  ai  estimar  improcedente  la  rescisión  del 
contrato  por  causa  de  lesión  enormísima,  se  funda  en  la  apre- 
ciación que  la  Sala  sentenciadora  hace  en  virtud  de  sus  atri- 
buciones de  las  praebas  suministradas  en  el  pleito,  apreciación 
jue  no  ha  sido  impugnada  en  la  forma  que  exige  el  núm.  7^ 

•  del  art.  I68t  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  se  infrin- 
gen las  leyes  66,  tit.  5^.  Partida  5*;  T,  tít.  19,  Partida  6%  y 
4<ly  H9,tít.  t8,Partida3«(a,  nüm.  808.— 13  de  Mayo  de 
1884) 801 

V.  Compraventa. 

Letra  de  cambio.— 7.  Juicio  ^eeutivo  y  Pagaré. 

Ley  de  Bnjaicicuniento  civil.— La  ley  novísima  de  Enjui- 
ciamiento civil  no  es  aplicable  á  un  plj9Íto  incoado  antes  de  su 
publicación  (C.^  núm.  858.— 7  de  Junio  de  4884) 389 

Ley  del  contrato.— V.  Contrato  y  Votnntadde  los  contra- 
tantee. 

Libros  de  comercio. — V.  Dañoe. 

Liquidación. — Y.  Ferrocarril  y  Sociedad. 

Lugar  del  contrato.— Es  jarisprudencia  constante  del  Supre- 
mo Tribunal  que  en  el  mismo  panto  donde  se  dé  principio  al 
cumplimiento  de  una  obligación  se  continúe  cumpliendo  has- 
ta la  terminación  (Comn.ae  {7.,  núm.  806. — 12  de  Mayo  de 
t884) 197 

Lofl^ar  del  contrato.  — Y.  J%e%  competente  y  Venta  al  por 
menor. 


LL 

Llamamiento. — Y.  Capellania. 
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VaiidaUiio.-^V.  PréstémQ. 

Jffandato.— Y.  Préstamo. 

Marido.— ¥.  DoU. 

Mayorazgo.— No  tiene  aplieaeión  U  ley  ée  f  f  de  OetobM  d« 
1810  81  lu  eaentiB  á  eoya  daeión  es  eoadenado  el  reearrefiia 
no  se  refieren  á  la  époea  en  qoe  saeedió  en  la  mitad  reaenrable 
de  loa  bienes  mayorazgados  qae  poseyeron  sos  padres,  sino  á 

otro  anterior  [C,  núm.  176.-24  de  Abril  de  f864) 76 

Al  absoWer  de  la  demanda  la  sentencia  declarando  qne  ta 

demandada,  como  sobrina  del  último  poseedor,  as  de  línea  pre- 
ferente y  de  mejor  grado  ^ oe  el  demandante,  no  infringe  la 
ley  41  de  Toro,  ni  la  doctnna  canónica  qne  declara  qoe  corres- 
ponde privativamente  á  los  Tribunales  de  la  jnrisdicción  ordi- 
naria el  conocimiento  y  fallo  de  las  enestiones  civiles  relativas 
á  alimentos,  depósitos,  litisexpensas,  restitoción  de  dotes,  re- 
eonoeimiento  de  prole,  legitimidad  de  los  hijos,  etc.,  estable- 
oida  por  el  Goocilio  de  Trento,  sesión  14,  canon  41  de  matri- 
monio, capítulo  r  de  reforma  de  matrimonio,  y  ea pítalo  10 
de  reforma,  y  por  Benedicto  44  de  Sínodo  Diocesano,  libro  9*, 
capítulo  9°,  núm.  4  y  siguientes;  y  «sn  consonancia  con  dicha 
doctrina  la  ley  43,  título  T,  libro  4^  de  la  Novísima  Recopila- 
oión,  que  ordenó  recibir  y  observar  como  leyes  del  Reino 
las  resoluciones  del  Santo  Concilio  Tridentino;  el  artículo  95 
del  Real  decreto  de  17  de  Noviembre  de  4851,  en  relación  con 
la  primera  de  las  circunstancias  expresadas  en  el  Real  decreto 
de  47  de  Octubre  de  4854,  y  en  armonía  también  con  la  ley/44 
de  Toro:  si  precisamente  se  funda  la  sentencia  en  la  citada  ky 
y  en  el  conjunto  de  datos  probatorios  que  consigna  y  aprecia, 
on  demostración  de  que  los  hijos  del  fundador,  nacidos  respeo* 
tivamente  en  4775  y  1777,  fueron  hijos  naturales,  según  par- 
tidu  bautismales  rectificadas  previo  expediente  informativo, 
por  la  Autoridad  superior  eclesiástica  encargada  de  este  regis- 
tro, según  el  Concilio  de  Trento,  v  competente  en  la  materia, 
sin  oposición  de  nadie  y  reconocioas  como  legitimss  en  el  jui- 
eio  por  el  mismo  demandante,  hasta  el  punto  de  no  haber  sido 
necesario  su  cotejo;  y  se  fonda  ademasen  qno  dichos  dos  bijoa 
fueron  legitimados  por  el  subaiguieote  matrimonio  que  con- 
trajeron sus  padres  en  4784,  en  virtud  de  todo  lo  cual  adqui- 
rieron aptitud  legal  para  la  sucesión  vincular  de  qne  se  trata^ 
aptitud  reconocida  y  respetada  en  sos  contestaciones  jurídicas 
non  persona  de  quien  el  demandante  trae  su  causA  (C,númo- 

ro270.— 14  de  Junio  de  4 884) j 477 

Por  lo  expuesto,  el  hijo  mayor  de  dichos  hermanos  fué 

el  poseedor  legítimo,  cual  la  senlencia  lo  califica,  de  los  víncu- 
los en  cuestión,  y  su  sobrina  y  nieta  del  otro  hermano  es  la  más 
próxima  pariente  del  ultimo  poseedor,  y  como  tal  su  sucesora 
inmediata;  no  siendo  por  lo  tanto  aplicable  la  ley  45  de  Toro, 
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Soes  1¿  demandada  pertenece  á  i&  línea  posesoria  de  derecho  y 
ehecho((7.,  núoo.  270.-21  de  Juaiode  <884) i77 

Medianeria.—La  pared  divisoria  de  dos  casas  en  defecto  de 
pruebas  en  contrario  puede  reputarse  medianera  solamente  en 
los  puntos  en  que  ambos  concurren  ((7.«  núm.  t04. — 10  de 
Mayo  de  1884) 188 

El  derecho  está  en  edificar  libremente  de  suelo  A  cielo 

eon  pared  contigua  cuando  no  hay  medianera  (C,  nám.  tOi, 

—10  de  Mayo  de  1 884) i88 

Menor.—V.  Alimenias. 

Mercancia.— La  sentencia  qne  condena  al  demandado  al  pago 
de  una  njereancía  recibida  después  del  plaao  convenido  para 
su  entrega,  infringe  la  lev  del  contrato  .y  los  artículos  235« 
S47,  249  y  363  del  Código  de  Comercio,  si  ya  se  atienda  al  te- 
nor literal  del  contrato,  ya  á  la  urgencia  qne  motivó  su  cele- 
bración, debe  entend<?rse  pactado  que  !a  mercancía  había  de 
llegar  en  una  época  fija,  según  lo  reconoció  el  actor  misíuo  en 
su  escrito  de  demanda,  al  exponer  como  cierto  que  se  había 
consignado  la  ejecución  del  embarque  y  de  la  entrega  por  me- 
ses consecutivos  en  virtud  de  una  mala  redacción  hecha  por  el 
Corredor,  el  cual,  sin  embargo,  se  atuvo  en  su  declaración  á 
lo  que  estaba  escrito;  no  siendo  además  lícito*  al  demandante 
vende lor,  que  sin  rt&tamacíón  autorizó  con  su  firma  la  con- 
vención, escud  irse  en  ese  error  no  rectificado  oportunamente, 
3  oe  afecta  á  la  causa  del  contrajo,  para  contrariarla  fuerza 
e  un  documento  y  oponerse  á  la  protesta  de  rescisión  que  en 
la  plenitud  de  su  derecho  te  presentó  el  comprador,  pasada  ya 
la  fecha  de  la  entrega  de  la  mercancía  ((7.,  núm.  4S6. — I®  de 
Mayo  de  « 884) ^ 1 2| 

:Mora.— No  se  constituye  en  mora  el  deudor  que  no  es  interpe- 
lado para  el  pago  pi)r  su  acreedor,  cuando  no  hay  p^cto  que  ie 
obligue  á  verificarle  en  el  domicilio  de  éste  (C,  núm.  490. — 
3  de  M^iyo  de  1884) 141 

Motivos  de  casación.^Y.  Casaeión. 

Mujer  casada. — Si  los  bienes  de  que  se  trata  no  eran  de  me- 
nores, amolde  una  mujer  casada,  mayor  de  edad,  y  cuyo  ma- 
rido, al  otorgar  la  correspondiente  licencia,  pasaba  de  los  18 
años:  U  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  sobre  rescisión 
ó  nulidad  de  las  ventas,  no  infringe  el  artículo  1041  de  la  an- 
terior ley  de  Enjuiciauíieoto  civil  ((7.,  núm.  207.— 43  de  Mayo 
de  18«4) 199 

No  h&biendo  transcurrido  respecto  de  la  primera  venta 

loscuairS  ai^os  del  pa^-to  de  retroventa  que  contiene,  no  po- 
díi  la  vendedora  entablar  la  acción  de  nulidad  ni  de  rescisión, 
teniendo  expedito  el  medio  de  dejar  sin  efecto  U  enajenación 
por  meJio  de  la  entrega  del  precio  (G  ,  núm.  207. — 13  de  Ma- 
jo de  1884) 199 

Tampoco  infringe  el  principio  jurídico  «los  contratos 

TOMO  55  i  I 
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tienen  fnersade  ley  ptra  las  personas  qae  los  han  otorgido»; 
si  la  Sala  sentenciadora  ha  estimado  que  si  bien  la  vendedora 
no  disfrutó  la  finca  como  arrendataria  dorante  loados  años  es- 
tipnlados  al  efecto,  eso  se  biso  de  concierto  con  el  comprador, 
por  no  tener  ella  los  medios  necesarios  de  labrarla  y  pagar  las 
contribaciones,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  alega- 
do infracción  de  ninguna  especie  (C,  núm.  207. — 13  de  Ma- 
yo de  1884) 199 

Las  facaltades  que  en  interés  ide  la  sociedad  conyngai 

pierde  la  roojer  casada  por  virtnd  de  su  estado  civil,  do  se  re- 
galan por  las  mendonadas  leyes  sino  por  la  de  16  de  Jonio  de 
1870  vigente  en  Catalana;  y  según  ella,  la  incapacidad  de  la 
mnjer  para  ejercer  los  actos  qae  expresa  el  art.  49  cesa  al  ob- 
tener la  Ucencia  y  consentimiento  de  su  marido,  á  quien  y  á 
sas  herederos  únicamente  correspondería  en  sa  caso  reclamar 
la  nulidad  de  dichos  actos  conforme  al  art.  55  de  la  misma  ley: 
por  cuya  razón  son  indiscntibles  el  derecho  y  la  personalidad 
con  que  comparece  en  juicio  la  mujer  casada,  con  dicha  li- 
cencia i  demandar  en  nombre  propio  las  cantidades  que  debí  i 
aportar  á  la  sociedad  conyugal  en  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción  que  contrajo  en  las  capitulaciones  matrimoniales  (C,  nú- 
mero «53.-7  de  Junio  de  1884) « . . . .      39& 

LaSalasentencRidora  no  ha  incurrido  en  error  de  hecho 

al  consignaren  los  raaonamientos del  fallo  que  la  mnjer^hiso 
su  reclamación  judicial  con  autorización  expresa  de  su  marido, 
puesto  que  no  puede  tener  otra  significación  la  concurrencia 
de  éste  al  otorgamiento  de  los  poderes  amplios  y  generales 
que  aquélla  otorgó  á  Procuradores  con  el  consentimiento , 
aprobación  é  intervención  det  maridOt  como  sa  expresa  en  el 
mismo  instrumento  (¿7.,  núm.  253.-7  de  Junio  de  1884). ...      395 

Habiénxlose  pedido  en  la  demanda  una  cantidad  líquida 

formada  del  resto  de  la  dote  ofrecida  y  de  los  intereses  que 
devengara  hasta  30  de  Junio,  sin  perjuicio  de  los  qae  se  can- 
saren hasta  el  total  pago,  el  fallo  recurrido,  guarda  perfecta 
congruencia  con  la  demanda,  y  no  infringe  la  ley  16,  tít.  SS, 
Partida  3*,  señalando  el  primero  de  Julio  inmediato  como  pan- 
to de  partida  de  tos  intereses  no  liquidados,  estableciendo  una 
forma  de  pago  beneficiosa  al  recurrente,  contra  la  cual  no 
pnede  reclamar  en  casación  por  favorecerle,  según  repetida- 
mente tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  (C,  núm.  263.— 

7  de  Junio  de  1884) 395 

V.  Cuentas  y  Tereeria. 


N 

Novación.— Conforme  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo,  sólo 
-'xiste  novación  con  arreglo  á  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5\ 
cuando  se  alteran  las  condiciones  esenciales  de  un  contrato  ó 
cuando  se  celebra  ano  nuevo,  ó  en  lugar  del  primitivo  deador 
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»e  sobrrogí  otro  á placer  del  acreedor  (C,  núm.  ^58.— 1 1  de 
Jodio  de  4884) ; 415 

Nulidad.— V.  Documento  y  Venta, 

Nulidad  de  aetuaolones.— V.  Sentencia  definitiva. 


o 

Obligación.— No  se  infringe  la  ley  \\  Xíi.  1%  libro  40  de  la  No- 
vísima Recopilación,  si  examinadas  las  proebas  adocidas  por 
ambas  oartes,  declara  la  Sala  sentenciadora  gae  la  demanda 
carece  de  fandamento  ((7.,  núm.  it9.^tH  de  Mayo  de  1884). .  302 
- —  La  ley  \\  til.  4^,  libro  10  de  la  Novísima  RecopiUbión, 
presuponiendo  la  faena  de  los  contratos,  no  bace  más  qoe 
suprimir  las  solemnidades  preconstitnidas  de  la  estipnlación 
(C,  nüm.  244.— i  de  Janio  de  1884) ...; 361 

Obras.— La  ley  SI,  líi.  39,  Partida  3*,  se  ocnpa  de  la  obra  qué 
se  derribase  ó  se  moviese,  ante  que  se  acabases  ó  45  anos 
después  que  fuesse  fecha,  siendo  inaplicables  por  tanto,  cnsn-  ' 
do  del  dictamen  pericial  sólo  aparece  nn  pequeño  asiento  en  el 
segando  liro  de  la  escalera  principal  y  otros  deterioros  de  fá- 
cil reparación  y  poco  coste,  qae  en  nada  afeetan  á  la  solides 
del  edificio  (C.^  núm.  S64.— I7de  Jumo  de  1884] 442 

Opinión  de  autores.— V.  Doctrina  iegal. 


Pacto.— V.  InUreses  y  Sentencia. 

Padre,— V,  Eiios. 

Pagaré. — Son  inaplicables  y  no  ban  podido  ser  infringidas  las 
disposiciones  del  art.  53  del  Código  de  Comercio  y  la  doctrina 
legal  qne  sonfirma  aquel  precepto,  si  no  se  trata  de  contesta- 
ciones judiciales  ocurridas  entre  comerciantes  sobre  asuntos 
mercantiles  aue  deben  decidirse  con  arreglo  al  expresado  ar- 
tículo, sino  de  la  reclamación  de  ana  deuda  que  el  supuesto 
acreedor  fonda  en  un  pagaré  informalmente  extendido,  cuya 
legitimidad  no  se  ha  probado  ajuicio  de  la  Sala  sentenciado- 
ra^  y  del  cual  no  constan  en  los  libros  del  pretendido  deudor 
las  referencias  y  asientos  que  eran  necesarios  para  darle  vali- 
dez y  eficacia  (C,  núm.  229.-28  de  Havo  de  1884) 302 

En  virtud  de  las  leyes  comanes,  el  pagaré  no  mercan 

til  queda  sujeto  á  las  reglas  de  la  cesión,  que  no  dan  al  ce- 
dente,  ó  llámese  endosante,  el  carácter  de  fiador  ni  deudor  so- 
lidario (C.y  núm.  244.-4  de  Junio  de  1884). 361 

El  art.  564  del  Código  de  Comercio  se  litnita  á  estable- 
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eer  la  forma  del  endoso  do  pagarés  m$rcantÜBS,  do  siendo  apli- 
cable al  qoe  no  lo  es  (C,  nüm.  2i4.-«4  de  Janio  de  1884).  .  .      36t 

—  El  434  de  dicho  Código  se  refiere  exolasivamente  á  las 
letras  de  cambio,  sin  qae  del  texto  y  espíritu  de  so  último 
párrafo  se  dedosea  qae  poede  extenderse  al  endoso  de  pagarés 
no  mercantiles,  qoe  en  sa  caao  habrían  de  someterse  á  las 
prescripciones  dsl  protesto  (C,  núm.  244.-  4  de  Janio  de  i 884).      36t 

Pagaré  mercantil.— Y.  Pagaré, 

Pago  de  intereses. -»V.  Daños.        ' 

Pago  de  obras  —V.  Ferroearril. 

Particiones. ^Es  inoportana  la  cita  de  las  teres  1'  y  S*,  tí- 
taio  15,  Partida  6*,  la  primera  limitada  á  definir  la  pariieión 
de  bienes  oomnnes,  y  la  segunda  á  establecer  qoién  puede  pe- 
dirla, ordenando  además  qae  se  excluyan  de  ella  las  cosas  mal 
adquiridas,  6  que  sean  nocivas  6  peligrosas,  cuando  nada  de 
esto  es  aplicable  al  caso  de  autos,  y  no  se  determina  el  con- 
cepto en  que  la  sentencia  haya  podido  incurrir  en  dicha  infrac- 
ción ((7.,  núm.  48f.— S5de  Abril  de  1884) 105 

Partida  sacrsunentai. — Según  tiene  declarado  el  Tribunal 
Supremo,  para  que  las  partidas  sacramentales  puedan  repu- 
tarse c  >mo  documentos  públicos  y  solemnes  y  sean  eficaces  en 
juicio  á  tenor  de  lo  prescrito  en  los  artículos  S80  y  S8I  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  es  necesario  quejas  que 
han  venido  al  pleito  sin  citación  se  cotejen  con  sus  originales 
previa  dicha  citación,  á  no  ser  que  la  parte  á  quien  perjudi- 
quen preste  á  ellas  su  asentimiento  expreso  (C,  núm.  163. — 
17  de  Abril  de  1884) 19 

Careciendo  de  estos  requisitos  las  que  con  la  parte  acto- 

ra  pretende  justificar  su  entronque  y  filiación  con  el  fundador 

.  de  la  capellanía  de  quH  se  trata,  concurriendo  además  la  cir- 
cunstancia de  no  estar  firmada  alguna  de  ellas  por  el  PárrojBo 
antorizante,  lo  que  hace  dadar  de  su  autenticidad,  es  induda- 
ble que  al  no  estimarlas  la  sentencia  como  documentos  feha- 
cientes, no  infringe  el  referido  art.  280,  ni  las  doctrinas  que 
en  consonancia  con  dicho  texto  legal  ha  consignado  el  Tribu- 
nal Supremo,  invocadas  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  de- 
batida [C,  núm.  I63.-.I7  de  Abril  de  1884) 19 

Peculio  adventicio.— 7.  ffifos. 

Persona  obligada. — V.  Contrato. 

Personalidad. — 7.  SfnUneia  dsjtnüiva, 

Perjaicios. — Si  la  sentencia  recurrida,  al  denegar  la  valoración 
lie  unos  perjuicios,  acordada  en  otra  anterior,  se  funda  en  que 
el  recurrente  no  ha  justificado  ni  intentó  justificar  la  existen- 
cia y  cuantía  de  los  daftos  y  perjuicios,  á  oüjo  resarcimiento 
se  le  declaró  con  derecho;  no  se  infringe  la  ejecutoria  ai  las 
leyes  9*  y  19  del  tít.  ft  de  la  Partida  3\  ni  la  jurisprudencia 
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del  Tribanal  Supremo,  según  U  qoe  toda  Motencíi  «jeeotoría 
adqotere  faena  de  cosa  joigada  ^(7.,  nüm.  216.— 20  de  Mayo 
de  4884) 239 

Piase  liara  entregar  la  mercancía. — V.  Mireancia. 

Pobre.— Podrán  ser  declarados  pobres  para  los  efectos  de  liti- 
gar los  qae  TÍTan  de  an  jornal  ó  salario  oTentoal,  los  qoe  ten- 
gan s6lo  an  salario  permanenle  ó  on  saeldo  qoe  no  exceda  del 
doble  jornal  de  on  bracero  en  la  localidad,  los  qoedísfrolen 
rentas,  cultivo  de  lierras  ó  cria  de  ganados,  eoyos  prodoctos 
no  excedan  del  jornal  de  dos  braceros,  y  por  último,'  los  qoe 
▼ivan  sólo  del  ejercicio  de  ona  indostria  ó  de  los  productos  de 
coalqaier  comercio,  por  los  coates  pagoen  de  eontriboeiones 
ana  suma  inferior  á  la  lijada  en  la  escala  qoe  comprende  el 
nüm.  4®  del  art.  45  de  la  ley  de  Enjoiciamienio  civil  (C,  nú- 
mero 257.— II  de  Jonio  de  4884) 413 

Y.  Defensa  por  pobr$. 

Poder.— V.  ffifos. 

Pr&ctlca  de  los  Tribunales.— V.  Doctrina  legal. 

Prelaclón  de  créditos.— V.  Acreedor, 

Prescripción. —Si  excepcionada  la  prescripción  por  el  deman- 
dado al  contestar  la  demanda,  se  ha  demostrado  en  los  antos, 
según  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  qoe  adquirió  la 
cosa  litigiosa  con  buena  fe  y  justo  título,  habiéndola  poseído 
por  el  tiempo  legal,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya  ale- 
gado error  de  derecho  ó  de  hecho  en  la  forma  que  determina 
el  núm.  1°  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil;  la 
sentencia,  al  estimar  la  prescripción  y  absolver  de  la  deman- 
da, no  infringe  las  leyes  18,  19  y  21,  tit.  29,  Partida  3%  la  ju- 
risprudencia del  Tribunal  Supremo  conforme  con  ellas,  la  re- 
Sla  de  derecho  12,  tít.  34,  Partida  1^;  el  principio  de  derecho 
e  que  lo  que  és  nulo  por  la  ley  no  puede  hacerlo  válido  el 
transcurso  del  tiempo;  la  ley  39,  tlt.  28,  Partida  3\  y  el  prin- 
cipio jurídico  según  el  cual,  todo  cuanto  se  ha  edificado  sobre 
el  suelo  del  predio  que  se  reivindica  c^de  á  éste  (0.,  núm.  288., 
—2  de  Julio  de  1884) 583  . 

Préstfluno. — El  préstamo  recibido  por  un  mandatario  con  ex- 
tralimitación  de  sns  facultades  no  poede  dar  origen  á  una 
obligación  directa  del  poderdante  al  acreedor  (C,  núm.  201. — 
9  de  Mayo  de  1 884) 176 

El  mandatario  que  no  vende  las  fincas  de  su  hermano 

el  demandante,  oue  era  para  lo  que  estaba  facultado,  sino  que 
toma  una  cantidad  á  préstamo,  se  excedió  de  las  facultades 
qoe  le  estaban  conferidas,  y  en  tal  concepto  la  sentencia  reco- 
rrida que  así  lo  reconoce  v  absuelve  de  la  demanda  entablada 
por  el  acreedor  contra  dicho  mandante,  no  infringe  la  ley  del 
contrato,  la  4O,  til.  5^  Partida  5\  la  20,  tít.  II,  y  24,  tít.  12 
de  la  misma  Partida,  y  los  principios  de  doctrina  aotoríaados 
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Y  eoQtenidos  en  la  ley  3*,  párrafo  primero  y  qointo,  párrafo 
qainto  del  Digesto  De  míMdato  (C,  núm.  201.— 9  de  Mayo  de 

i884) Í76 

Tampoco  infringe  la  ley  8%  tit.  13,  Partida  6*,  ni  las 

reglas  sobre  interpretación  de  los  contratos,  porque  la  volan 
tad  del  poderdante  foé  explícita  al  facaltar  á  aa  hermano  úni- 
camente para  vender,  no  habiéndose  demostrado  en  el  pleito 
según  aprecia  la  Sala  sentenciadora,  qoe  el  mandante  recibie- 
ra ó  se  otilisara  en  todo  ó  en  parte  de  la  cantidad  tomada  ¿ 
préstamo  por  sa  mandatario,  sin  qaa  contra  sa  apreciación  se 
haya  demostrado  error  de  derecho  ó  de  hecho  con  arreglo  al 
núm.  7^  ar(.  1 69)  de  la  ley  de  Bnjaioiamiento  civil  (C,  nú* 

mero  SOI.— 9  de  Mayo  de  1884) I7S 

—  Siendo  el  contrato  que  las  partes  celebraron  por  docu- 
mento privado,  en  coya  virtod  el  demandante  entregó  al  de- 
mandado 110.000  reales  para  q^e  se  los  negociara,  dándole 
por  ellos  la  sama  de  673  rs.  mensuales  mientras  obraran  en  so 
poder,  verdadero'  contrato  de  motno,  puesto  qoe  dejando  al 
prestatario  la  libre  disposición  del  capital  é  imponiéndole  la 
obligación  de  paa^ar  el  rédito  hasta  qae  aqoél  fuera  devuelto 
al  prestamista,  cualquiera  (¡ne  fuese  el  uso  (¡ue  de  él  hiciera, 
es  evidente  que  en  esta  estipulación  se  contienen  los  requisi- 
tos esenciales  del  referido  contrato,  por  más  que  se  dijera  en 
el  documento  que  los  HO.OOO  rs.  eran  de  la  pertenencia  del 
prestamista;  como  la  intención  de  las  partes,  según  del  doan-' 
mentó  se  desprende,  no  fué  celebrar  el  contrato  de  mandato, 
porque  siendo  tal  contrato  gratuito  á  no  pactarse  retribución 
para  el  mandatario  es  impropio  de  su  natnraleaa  que  sea  éste 
el  que  lo  pague  por  los  servicios  oue  presta:  la  sentencia  que 
eondena  al  pago  de  la  cantidad  reclamada  no  infringe  la  ley  V, 
tít.  1^,  Partida  tS^,  que  determina  los  efectos  del  mutuo,  ni  et 
principio  de  que  el  contrato  no  es  ley  para  las  partes,  ni  la  lev 
20,  tít.  IS,  Partida  6%  que  trata  del  mandato,  ni  la  T,  tít.  I*, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  las  doctrinas  legales 
relativas  á  la  interpretación  y  efectos  de  los  contratos  (Cf., 
núm.  266.-1 8  de  Junio  jde  « 884) 458 

Principios  de  derecho. — ^No  puede  servir  de  fundamento 
legal  para  la  Orsasióa  el  invocar  principios  abstractos  de  dere- 
cho, porque  su  aplicación  ha  de  combinarse  con  lo  que  las  le- 
yes y  la  jurisprudencia  tienen  establecido  para  casos  concre- 
tos ((?.  de  ¿7.,  núm.  i6S.— 16  de  Abril  de  1884) 15 

Promisión.— V.  Daños, 

Propiedad— V.  Desahucio, 

Prneb».— V.  Apreciación  de  la  prueba  y  Filiación. 
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.Hecaadación  de  contribuciones — V.  Banco  de  Eipaña, 

Recibimiento  &  prueba —V.  Recurso  de  easaeión.        ^ 

.Recurso  de  casación. — No  poeden  traerse  al  reoorso  de  ca- 
sación coefltiones  qoe  no  hayan  sido  planteadas  j  discotidas 
oportunamente  en  el  pleito  (C,  núm.  169.— 18  de  Abril 
de  4884) 43 

No  pueden  estimiirie  los  motivos  de  casación  en  qne  se 

hace  snpoesto  de  la  dificultad,  oponiendo  el  criterio  propio  de 
la  existencia  de  on  contrato  verdadero  al  del  Tribunal  senten- 
ciador que  le  estimó  simulado,  apreciando  en  uso  de  sus  fa- 
caltadesel  resultado  de  autos  (C7.,  núm.  179. — 23  de  Abril 

de  1884) 90 

— *  Las  cuestiones  que  no  fueron  objeto  del  pleito,  no  pue- 
den serlo  del  recurso  (C7.,  núm.  i79. — 23  de  Abril  de  4884). . .        90 

—  No  es  de  estimar  el  motivo  que  se  refiere  á  un  hecho  no 
mencionado  en  el  curso  del  litigio,  y  qué  carece  de  compro- 
bantes en  el  mismo,  sin  que  en  su  consecu^ineia  pueda  servir 
de  fundamento  legal  para  la  casación,  según  la  jurisprudencia 
establecida  por  este  Tribunal  Supremo  ((7.,  núm.  482. — 25  de 

Abrilde  1884) 105 

Según  el  art.  1656  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no 

se  da  recurso  de  casación  contra  la&  resoluciones  que  dicten 
las  Audiencial  en  los  procedimientos  para  ejecución  de  sen- 
iencias,  á  no  ser  <}ue  resuelvan  puntos  sustanciales  no  contro- 
vertidos en  el  pleito  ni  decididos  en  la  sentencia,  ó  se  provea 
en  contradicción  con  lo  ejecutoriado  (C,  núm.  191. — 3  de 
Mayo  de  «884) U4 

El  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  defini- 
tivas que  terminan  el  juicio,  y  contra  las  que  recayendo  so- 
bre un  incidente  ó  articulo  pongan  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  su  continuación  (C,  núm.  498.^7  de  Mayo  de 
i884) «65 

—  El  recurso  de  casación  no  procede  contra  los  fundamen- 
tos más  ó  menos  pertinentes  de  los  fallos,  ni  contra  la  reserva 
de  derechos  que  éstos  contengan,  y  con  mayor  rasón  cuando 
la  reserva  es  favorable  al  recurrente  (C,  núm.  208.— «3  de 

Mayode«88i) 203 

No  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  cuestiones 

3ne  no  hayan  sido  propuestas  en  el  pleito  en  el  periodo  de 
iscusión  (C,  núm.  fl2  — «6  de  Mayo  de  «884) 222 

Según  tiene  reiteradamente  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo, las  cuestiones  no  debatidas  en  el  pleito  ni  resueltas  en 
la  sentencia  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  (¿7., 

núm.  2«3.— «6  de  Mayo  de  «884) 22t 

El  recurso  de  casación  «e  da  contra  las  sentencias  de- 
finitivas pronunciadas  por  las  Audiencias;  v  tienen  el  con- 
cepto de  tales  las  que  terminan  el  juicio  ó  lu  que  reeayen- 
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do  sobre  dq  incidente  ó  artícolo  ponen  término  al  pleito  ha- 
ciendo imposible  sa  continoación,  conforme  i  lo  dispaesto 
en  los  articolos  4°  y  5^  de  la  ley  de  Casación  vigente  en  la  isla 
de  Gaba  (C.  de  ü.,  núm.  SI8.— iO  de  Hayo  de  1d8i) %k^ 

Son  desestimables  los  motivos  del  recurso  que  se  dirigen 

contra  los  razonamientos  de  la  sentencia  (¿7.,  núm.  225. — ^S6 

de  Mayo  de  1884) Ti^ 

Si  los  motivos  de  capación  alegados  se  refieren  á  coes- 

tienes  no  debatid&s  en  ei  pleito  ni  resaeltas  en  la  sentencia, 
no  pnede  ser  admitido  el  recurso  por  dichos  motivos,  confor 
me  á  lo  prevenido  en  el  nüm.  5®  del  art.  179)  de  la  ley  de  fin* 

.  joiciamiento  civil  [C,  núm.  23S.— 28  de  Mayo  de  <88i) 31 1 

Como  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Sopre 

mo  sólo  procede  el  recurso  de  casación  contra  la  parte  dispo- 
sitiva de  la  sentencia  y  no  contra  los  considerandos  que  la 
sirven  de  fundamento  (C,  núm.  234.-29  de  Mayo  de  4884).      319 

Ha  lagar  al  recarso  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina 

legal  CQ^ndo  en  la  apreciación  de  las  pruebas  haya  habido 
error  de  derecho  ó  error  de  hecho,  si  este  último  resulta  de 
documentos  ó  actos  auténticos  que  demuestren  la  equivoca- 
ción evidente  del  jozgador  (C.  núm.  240. — 2  de  Junio  de 
1884) 342 

Según  lo  dispuesto  en  el  art.  1691  y  su  regla  3*  de  la 

ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sólo  puede  fundarse  el  recarso 
de  casación  contra  las  sentencias  de  los  amigables  compone- 
dores en  haber  éstos  dictado-  la  sentencia  foefa  del  plato  se- 
ftalado  en  el  compromiso  ó  resuelto  puntos  no  sometidos  á  su 
decisión  (C,  núm.  245.— 4  de  Junio  de  1884) 365 

Contra  Iqs  antos  qoe  dictan  las  Audiencias  en  los  proce- 
dimientos para  la  ejecución  de  sentencias  no  se  da  recurso  de 
casación,  á  no  ser  qoe  se  resuelvan  pantos  sastanciales  no 
controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  la  sentencia,  ó  se 
provea  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado,-  según  previene 
el  art.  1695  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  246. — 

5  de  Junio  de  1 884) 37» 

«—  Según  el  núm.  3*  del  art.  16'J3  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  para  que  pueda  fundarse  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  en  la  falta  de  recibimiento  á  prue- 
ba en  alguna  de  las  instancias  es  necesario  qoe  proceda  dicho 
recibimiento  con  arreglo  á  derecho;  y  si  el  que  solicitó  el  re- 
eorrente  en  la  segunda  instancia  era  improcedente  por  no  ha- 
llarse comprendido  en  ninguno  de  los  casos  del  art.  862  de  di- 
cha ley,  pues  los  testigos  que  dejaron  de  examinarse  en  la  pri- 
mera instancia  lo  fueron  por  causas  imputables  á  la  misma 
parte,  y  el  error  que  supone  cometido  al  extenderse  so  confe- 
sión judicial,  no  es  de  los  hechos  nuevos  á  qoe  se  refiere  el 
núm.  3^  de  dicho  artículo,  ni  puede  admitirse  prueba  sobre 
ello  con  el  objeto  de  desvirtuar  su  propia  confesión:  no  pro- 
cede el  recarso  (C,  núm.  251. — 6  de  Junio  de  1884) 383^ 

Si  en  la  primera  instancia  no  se  denegaron  diligencias 

de  prueba  admisibles  según  las  leyes,  sino  qae  admitidas 
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oportonarntote  todas  Us  que  proposo  el  recurrente^  dejaron 
de  examioarie  algooot  testigos  por  causas  impotables  al  mis- 
mo, este  caso  no  está  comprendido  en  el  núm.  5*  ni  en  ningu- 
no otro  del  citado  art.  1693  (C,  núm.  S5t.— 6  de  ionio  de 

4884) 3  81 

No  existiendo  la  contradicción  en  el  fallo  ni  la  falta  de 

competencia  en  el  Tribunal  para  conocer,  que  se  alegan,  pae^ 
to  qoe  el  fallo  no  contiene  disposiciones  opuestas  entre  sí,  ni 
tampoco  resalta  la  falta  de  competencia,  no  se  ^stá  en  los  ca- 
sos de  casación  previstos  en  ios  números  4^  y  6*  del  art.  1692 
de  dicha  ley  (C,  núm.  252.^7  de  ionio  de  1884) 389 

-  No  es  admisible  el  motivo  de  casación  en  qoe  no  se  ale- 
ga el  concepto  en  que  suponen  infringidas  las  leyes  y  doctri- 
nas qoe  se  citan,  ni  pueden  por  tanto  tomarse  en  cuenta  como 
lo  tiene  deelarvdo  el  Tribunal  Supremo  ((7.»  oúm.  ^59. — ^7  de 
Junio  de  1 88») 38» 

Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci^l  en  sos  artículos 

1689  y  4690,  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias 
definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias;  y  sólo  merecen 
este  concepto  las  que  terminan  el  juicio  y  las  qoe  recayendo 
sobre  un  incidente  ó  artículo  nonen  término  al  pleito  haciendo 
Imposible  sa  continuación  ((7.,  núm.  S56.— 10  de  Junio  de 

1884) ; 410^ 

— -  Según  dispone  el  art.  t689,  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  tiene  logar  contra  las  sentencias  definitivas  y 

las  resoluciones  de  incidentes  qoe  pongan  término  al  pleito 
haciendo  imposible  so  continuación  (C.,  núm.  261. — 14  de 
Junio  de  1 884) 430 

Si  el  auto  reclamado  no  está  en  contradicción  con  lo  eje- 
cutoriado, ni  resuelve  nnevot  p%n(ot  tmtnnetal^^  y  los  moti- 
vos de  casación  qoe  se  alegan  se  fundan  en  conceptos  distin- 
tos de  los  dos  expresados,  únicos  que  pueden  jnstificar  la  ca- 
sación, según  el  art.  4696  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
hay  qoe  desestimar  el  recurso  (C,  núm.  267.^20  de  Junio 

de  4884) 465 

— ^  No  es  de  aplicación  el  núm.  5'  del  art.  f693  cuando  no 
se  ha  denegado  diligencia  alguna  de  prueba,  sino  que  sola- 
mente quedó  sin  practicarse  la  ya  admitida  respecto  de  las 
posiciones  y  reconocimiento  solicitados,  por  no  haber  sido  ha 
liada  la  persona  que  debía  evacuarlas;  siendo  culpa  del  recu- 
rrente que  dejó  transcurrir  el  término  de  prueba  y  consintió 
después  la  providencia  del  Juagado  llamando  los  autos  á  la 
vista  sin  hacer  las  gestiones  necesarias  para  la  sobsanación  de 
la  omisión  ó  falta  que  en  su  concepto  existía,  y  colpa  igual- 
mente suya  el  no  reproducir  en  la  segunda  instancia,  como 
podo  hacerlo,  la  proeba.indicada  (C,  núm.  269. — ?0  de  Jo 
iiiode4884) '. 471^ 

Según  el  caso  6^  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  la  incompetencia  de  jurisdicción  da  logar  al  recdrso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  cuando  no  se  halle 
comprendida  en  el  núm.  6®  del  articulo  anterior,  cuyo  número 
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86  refiere  á  la  incompetencia  por  rasón  de  la  materia,  colocan* 
dola  entre  los  motivos  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de 
doctrina  legal,  y  exclnyóndola  por  consiguiente  de  los  relati 
fos  al  quebrantamiento  de  forma  (C7.,  núm.  S72.— S4  de  Junio 
de  1884) 487 

Si  en  este  segundo  caso  se  halla  comprendida  la  incom- 
petencia que  el  recurrente  objeta  al  Juez  municipal  y  al  de 
primera  instancia  que  han  conocido  del  desabueio,  puesto  que 
funda  su  alegación  en  que  carecían  de  ella  p^ra  conocer  de 
la  demanda  por  el  trámite  del  juicio  especial  de  desahucio»  es 
improcedente  el  recorso  entablado  (C,  núm.  279. — %\  de  Ju- 
nio de  4884) ins 

También  lo  es  confurme  ai  art.  1696  de  la  ley  citada  por 

no  haber  pedido  oportunamente  la  subsanaeión  de  la  falta, 
pues  el  recurrente  se  limitó  á  pedir  en'  la  primera  instancia 
<|ne  se  le  absolviera  de  la  demanda  por  creer  improcedente  el 
juicio  de  desahucio,  y  no  compareció  en  la  segunda,  eonatitu- 
yéndose  en  rebeldía,  sin  haber  alegado  en  ninguna  de  ellas  la 
excepción  de  incompetencia  (C,  núm.  S71— SI  de  Junio  de 

1884) 4«8 

Según  el  art.  1691  en  su  núm.  7^  habrá  lugar  al  reeur* 

so  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  legal  cuando 
en  la  apreciación  de  las  pruebas  baya  habido  error  de  derecho 
^  error  de  hecho  si  este  último  resulta  de  documentos  ó  actos 
auténticos  que  demuestren  evidentemente  I*  equivocación  del 

juzgador  (C,  núm.  S77.— S3  de  Junio  de  1884} 510 

Es  improcedente  el  motivo  del  recurso,  que  sobre  no 

citarse  en  él  ley  ni  verdadera  doctrina  legal  infringida  por  la 
eentencia,  envuelve  el  contrasentido  de  fundarse  en  afirmacio- 
nes diametralmeote  opuestas  á  las  sostenidu  por  el  recurren  • 
te  en  la  discusión  del  pleito,  sin  las  cuales  no  habría  tenido 
éste  raión  de  ser  ((?.,  núm.  278. — S5  de  Junio  de  1884) 51t 

Habiéndose  interpuesto  el  recurso  como  comprendido 

exclusivamente  en  el  párrafo  primero  del  art.  1692  de  la  lex 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  no  en  el  séptimo,  que  se  refiere  * 
las  pruebas,  no  pueden  tomarse  en  cuenta  los  motivos  que  se 
dirigen  á  impugnaran  apreciación,  según  se  dispone  en  el 

art.  «720  (C,  núm.  278.*-25  de  Junio  de  «88i) 512 

No  son  estimables  los  motivos  del  recurso,  si  los  llama- 
dos principios  que  se  invocan  en  ellos  no  tienen  verdadera 
conexión  jurídica  con  el  punto  cardinal  resuelto  por  el  fallo, 
ni  eficacia,  por  lo  tanto,  para  invalidarlo;  la  cita  de  los  artícu- 
los de  la  ley  Hipotecaria  que  se  hace  presupone,  habiendo  su- 

Suesto  de  la  dificultad,  que  la  venta  del  inmueble  fué  fran- 
ulenta  contra  lo  que  declara  la  sentencia  por  el  resultado  de 
los  autos;  y  con  evidente  infracción  del  art.  1720  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento,  ni  se  expresa  el  párrafo  del  1692,  en  que  se 
intentaba  comprender  el  recurso,  ni  los  conceptos  de  la  in- 
fracción  (C,  núm.  283.— !<"  de  Julio  de  1884) 5(9 

Según  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de  Eojuicta- 

fniento  civil,  el  recurso  de  casación  ae  da  contra  las  sen- 
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tenetas  defioilWas  pronunciadas  por  las  Andienciai;  y    lienen 
este  concepto  tas  qne  terminan  el  jaieio  y  Jas  qoe  recayendo 
sobre  nn  incidente  6  artículo  ponen  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  su  oontin nación  ((7.,  núm.  290.— S  de  Julio  de  1884).      689 
V.  Connderando  y  Falta  de  neción. 

Reglas  de  sana  critica. --Y.  Apreeiaeión  de  la  prueba  é  In- 
terpretat:ióu  r<»ctonaL 

Rendición  de  caentas.— V.  Setiteneia  de/iniíiva. 

Rescisión.— y.  CompraveiUa. 

Responsabilidad  cítü.— La  responsabilidad  civil,  al  tenor  de 
las  disposiciones  del  cap.  t^  del  tit.  5^  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial,  y  de  las  del  tUnlo  7*  del  libro  2^  de  la  ley  de 
Enjoiciamiento  civil,  presupone  daño  ó  perjuicio,  los  cuales, 
para  el  efecto  del  recurso,  no  pueden  ser  causados  por  las  re- 
soluciones de  los  Jueces  y  Magistrados,  sino  á  las  peréonas  que 
directamente  intervienen  como  partes  en  los  juicios  ó  actúa 
cioDes  de  que  aquéllos  conocen  (¿7.,  núm.  474. — 21  de  Abril 
de  1884) 67 

Responsabilidad  Jadicial.^V.  RetpansahiUdad  dvil. 

Restitución  in  integram— No  tienen  aplicación,  ni  por  lo 
tanto'han  podido  ser  infringidas  la  ley  8*,  tít.  f  9,  Partida  (^ 
y  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  en  su  confirmación, 
referentes  á  la  restitución  iñ  integrum,  si  ni  el  demandado  se 
ha  acogido  á  este  beneficio,  ni  la  sentencia  se  lo  concede,  al 
reconocer  y  declarar  á  su  favor  el  derecho  á  adquirir  íntegra- 
mente la  mitad  reservable  de  los  bienes  que  constituyeron  el 
vinculo  de  que  era  inmediato  sucesor  (C,  núm.  i 81. — S5  de 
Abril  de  1884) IOS 


Sala  sentenciadora. — V.  Apreeiaeión  de  prueba  y  Cottae, 

Salarios. — Y.  Alimento$. 

Segunda  instancia. — V.  Defensa  por  pobre. 

Sentencia.— «Es  doctrina  conforme  á  la  ley  i 6,  tit.  f  t,  Partida  3* 
y  admitida  por  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Su 
premo  que  las  sentencias  haa  de  recaer  precisamente  sobre  las 
cuestiones  planteadas  en  el  primer  período  del  juicio,  sin  que 
por  lo  tanto  deban  deoidirse  en  ellas  otros  puntos  que  poste- 
riormente hayan  traído  al  debate  los  litigantes  no  siendo  1  és- 
tos permitido  variar  los  medios  de  defensa  fuera  de  dicho  pe 
riodo  y  meno&aun  en  la  segunda  instancia  (G.^de  U,,  número 

«89.-3  de  Mayo  de  1 8S4) 1 35 

En  tal  concepto  y  no  habiendo  impognado  el  demandado 

de  desahucio  en  el  acto  verbal  la  personalidad  del  demandante 
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ni  la  aatantieidad  y  eficacia  de  loe  doonmentos  en  qoe  apoyt 
80  acción,  haciendo  adenoás  easo  omiso  en  la  primera  instaneia 
de  la  falta  de  citación  á  ios  demás  qoe  no  ha  joxgado  despoés 
bien  representadas,  es  indodable  qoe  al  hacerse  cargo  el  fallo 
recorrido  de  estos  extrañaos  para  fondor  en  ellos  la  nolidad  qoe 
el  mismo  declara,  infringe  la  ley  y  doctrina  antes  ciUdu  (C 
éU  27.,  núno.  189.-3  de  Mayo  de  1884) «3S 

La  Sala  sentenciadora  no  infringe  los  artículos  369  y  nú- 
mero 3^  del  372  de  la  ley  de  Bnjoiciamiento  civil,  ni  U  doctrina 
legal  establecida  por  el  Tribonal  Supremo  de  qoe  las  senteo- 
cías  deben  resolver  todos  los  t)ontos  comprendidos  en  la  de- 
manda y  las  excepciones  que  hayan  sido  disentidas  en  el  plei- 
to, si  además  de  tener  la  forma  externa  de  so  distriborión  en 
resoitandos  y  considerandos,  al  absolver  resuelve  todas  las 
onestiones  del  juicio,  como  en  casos  semejantes  lo  ha  declara- 
do el  Tribunal  Supremo  (C7.,  núm.  974.-23  de  Ionio  de  i884).      49t 

Sentencia  definitiva.— La  sentencia  qoe  confirma  el  aotoqoe 
declaró  no  haber  lugar  á  la  nolidad  de  otra  en  qoe  se  acordó 
la  entrega  de  bienes  y  rendición  de  coentas  al  totor  de  onos 
menores  no  reviste  el  carácter  de  sentencia  definitiva  bajo  nin- 
gún concepto,  puesto  que  ni  termina  el  pleito  ni  haee  impoai- 
ble  so  continQación(C.,  núm.  i98. — ^7  de  II ayo  de  1884) 46( 

No  es  definitivo  ni  tiene  este  concepto,  conforme  al  ar- 

tícolo  5°  de  la  ley  de  Casación  de  Coba  y  Poerto  Rico,  el  aoto 
qoe  no  tuvo  otro  objeto  qoe  el  de  resolver  ona  coestión  de  com- 
petencia suscitada  entre  dos  Juagados  de  primera  instancia 
(C.dt  ü.,  núm.  202.— 9  de  Mayo  de  4884) 1 83 

Si  según  consigna  la  Audiencia  en  el  auto  contra  el  qoe 

se  recorre,  la  cuestión  se  discote  en  otro  juicio  distinto,  en  el 
coal  la  parte  puede  hacer  y  discotir  las  mismas  pretensiones 
de  qoe  informan  dichos  aotos,  el  recorrido  no  reviste  el  ca- 
rácter de  definitivo,  poesto  qoe  ni  termina  el  joicio,  ni  hace 
imposible  la  contínoación  del  pleito  (O.  d$  ü..  núm.  SI8. — 

«O  de  Mayo  de  1 884) '    tt9 

Si  el  aoto  contra  el  coal  se  ha  ínterpoesto  el  recorso  ha 

sido  dictado  en  un  incidente  promovido,  dentro  del  juicio  de 
testamentaría  sobre  nolidad  de  ciertas  actoaciones,  sin  poner 
término  al  joicio  indicado  ni  hacer  imposible  so  contínoación, 
y  no  teniendo  por  tanto  el  coneepto  de  sentencia  definitiva, 
no  se  da  contra  el  mismo  el  reeorso  de  casación,  conforme  á 
lo  prevenido  en  el  nóm.  1^  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjoí- 
ciamiento  civil  (C,  núm.  239.- 31  de  Mayo  de  4884) 34f 

-  El  aoto  por  el  que  se  reconoce  personalidad  al  deman 
dante,  limitándola  á  la  reclamación  de  las  fincas  qoe  como 
doeho  venia  poseyendo  y  de  coya  posesión  si  le  privó  sin  ha- 
berle oído  ni  vencido  en  joicio,  no  es  sentencia  definitiva  (¿7., 
núm.  256.— lOde  Jonio  de  4884) 410 

V.  Recurso  de  casación. 

Sentencia  de  remate.— La  sentencia  de  remate  obtenida  por 
un  acreedor,  qoe  no  es  de  aqoellos  á  qoienes  no  obliga  lo 
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«eordado  en  el  eoocarso  Ba^i  los  ilUiaios  p4rrafos  del  ar- 
tícalo  611  deU  ley  de  BijaicUmíeoto  civil,  no  determina 
ana  pre^reneia  especial  del  eré  Jico,  y  el  acreedor  qoe  la  ob- 
tiene no  se  sustrae  del  concorso,  á  cayas  determinaciones 
está  SQJeto  eoA  arreglo  á  las  leyes  (0„  núm.  Si5.— S6  de  Mayo 

del88i) t7» 

—  V.  Coilas. 

Servidumbre  de  luces — L\t  aberturas  de  edificios,  corres- 
pondiendo á  suelo  y  cielo  ajeno,  llevan  consigo  la  servidum- 
bre negativa  de  no  perjndiear  las  lueet  á  qu$  se  desunan;  y 
por  consigoiente,  cuando  no  se  eonstitnyen  por  contrato  ó  úl- 
tima voluntad,  son  de  mera  tolerancia  si  no  la  sanciona  el  aso, 
qoe  ha  de  contarse  para  la  prescripción,  desde  la  existencia 
de  algún  acto  obsiftivo,  faera  de  lo  cual  puede  el  vecino  im- 
pedirlas, de  coalqoier  clasa  que  sean,  construyendo  en  conti- 
gflidad  ((7.,  núm.  204.— 10  de  Mayo  de  1884) t88 

Síndicos.— y.  Jnieio  tjecníioo. 

Sociedad.— No  se  Infringe  la  ley  1%  tít.  4^  lib'o  f  O  de  la  No- 
vísima Hecopilacíón,  ni  la  escritora  social,  si  no  se  desconoce 

•    la  fuerza  obligatoria  de  dicha  escritora,  antes  bien  se  aplican 
sos  cláusulas  á  la  soioción  del  litigio,  apreciándolas  la  Sala  en .    • 
oso  de  sus  facultadlas  y  sin  qoe  contra  esta  apreciación  se  cite 
como  infringida  ley  ni  doctrina  legal  {C,  de  U.,  núm.  180.— 
Í4  de  Abril  de  4 884) 96 

Si  bien  es  cierto  qne  desde  qoe  la  Sociedad  está  disuel- 

ta,  de  derecho  cesa  la  representación  de  los  socios  Adminis- 
tradores para  hacer  nuevas  contratas  y  obligaciones,  también 
lo  es  que  dichos  socios  en  calidad  de  liquidadores  tiene.n  fa- 
cuitad,  entre  otras,  para  extinguir  las  obligaciones  contraídas 
de  antemano,  según  vayan  venciendo  (C,  núm.  )I6.— 17  de 

Mayode  1884) 584 

Si  la  Sala  sentenciadora  declara  que  el  padre  del  deman- 
dante formó  parte  de  una  Sociedad  comercial  en  concepto  de 
•ocio, apreciando  para  ello  las  pruebas  practicadas,  sin  qoe 
contra  su  apreciación  se  haya  alegado  por  el  recurrente  error 

de  derecho  ó  de  hecho  que  resalte  de  documento  ó  acto  autén- 
tico que  demoest'C  la  equivocación  evidente  del  juzgador;  la 
sentencia  qoe.declara  nula  la  división  de  bienes  practicada  no 
infringe  las  leyes  13,  tít.  10,  Partida  5*,  y  4H,  tít.  9^  Par- 
tida 7\  invocadas  haciendo  supuesto  de  la  cuestión,  porque 
00  niega  qoe  terminada  la  Compañía  partan  los  socios  entre' 
sí  las  pérdidas  y  las  ganancias/ni  tampoco  q>ie  como  %na  per^- 
sona  es  contada  la  del  heredero  é  la  de  af%el  á  quien  heredó, 
sino  qoe  reconoce  que  el  causante  del  demandante  fué  socio, 
y  que  como  tal  debieron  intervenir  sus  herederos  al  otorga- 
miento de  la  escritura  de  división  d-^  dicha  SiniedAd,  lo  cual 
no  se  verificó  (C,  núm.  S84.— I®  de  Julio  de  1884) 55t 

V.  Sodo. 

Socio.— Tratándose  de  tocios,  al  determinar  la  parte  de  qae 
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cada  ono  debe  responder,  es  eTÍdente  qoe  deba  ser  á  prorrau 
de  la  participación  qae  tengan  en  la  Gompaftía  j  á  los  pactos 
que  ertre  ellos  median,  con  arreglo  á  lo  qoe  disponen  las  le- 
yes  3^  4*  y  7^del  t(t.  10  de  la  Partida  5^  por  lo  qoe  la  senten- 
cia qae  asi  lo  hace  no  infringe  la  ley  del  contrato;  la'doctrina 
jarídica  de  qne  aan  cuando  los  socios  responden  de  las  pér- 
didas de  la  Sociedad,  no  es  solidariamente  sino  á  prorrata  á 
cada  ono,  según  so  parte;  y  la*  ley  4\  lit.  1^,  libro  iO  de  la 
Novísima  Recopilación  (C,  núm.  279.— t6de  Jooio  de  1884).      51$ 

No  constando  qoiénes  son  los  socios  qoe  tengan  la  re- 

.    presentación  legal  respectiva  de  la  Sociedad,  todos  poeden 

ejercer  válidamente  las  acciones  que  de  la  Sociedad  nacen  (C, 
núm.  879.-26  de  Junio  de  1884) 5I& 

8a  cesión  vincular. — Y.  Mayorazgo. 

Snbasta. — Constituyendo  contrato  el  simple  añónelo  de  ana 
subasta  voluntaria,  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda 
sobre  indemnización  de  perjuicios  por  no  haber  sido  admitida 
una  protesta  que  no  llenaba  las  condiciones  prevenidas,  no  in- 
fringe la  ley  T,  tU.  T,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
aplicable  sólo  cuando  resnita  acreditada  la  existencia  del  con- 
trae ú  obligación,  según  lo  tiene  declarado  el  Supremo  Tri- 
bunal en  repetidas  sentencias  ((7.,  núm.  203.-10  de  Mayo 
de  1884) I8S 

Habiendo  sido  conocida  del  postor  la  modificaeión  intro- 
ducida en  el  pliego  de  condiciones  pai-a  la  sobasta  por  la  co- 
misión qoe  en  ella  entendía,  ningún  perjoieio  legalmente 
apreciable  podo  segoirsele  puesto  qoe  ningún  contrato  ha- 
bían celebrado  con  él  los  demandados,  y  por  tanto,  la  senten* 
cía  tampocbinfringe  la  ley  43,  til.  32,  Partida  3*  (C,  núme- 
ro 203.— 10  de  Mayo  de  1884) 185 

La  sentencia  no  infringe  el  art.  16  de  la  ley  de  Enjoi- 

ciamiento  civil  antigoa,  ni  el  866  de  la  ley  orgániea  y  joris- 
prudéncia  del  Supremo  aeorde  con  ellos,  si  no  niega  qoe 
ios  emplazamientos,  citaciones  y  notificaciones  hechas  al  Pro* 
curador  del  demandante  tengan  la  misma  fueras  quo  si  se  hi- 
cieran al  poderdante,  y  sólo  declara  qoe  dicho  Procurador  no 
tenía  poder  para  pedir  la  venta  de  la  parte  de  casa  qoe  se  le 
había  adjudicado  en  los  autos  de  testamentaria  de  so  padre, 
bajo  cuyo  concepto  acuerda  la  nulidad  de  la  subasta  por  ha- 
berse verificado  sin  aotorisaeión  de  la  propietaria  de  la  finca 

(C,  núm.  268.-20  de  Junio  de  1884) 469 

Tampoco  infringe  la  ley  19,  tít  22,  Partida  3%  y  juris- 
prudencia según  la  qae  ningún  recorso  cabe  contra  la  resolo- 
ción  ejecutiva  de  un  punto  litigioso,  que  los  autos  y  senten- 
cias consentidos  adquieren  foerza  de  cosa  josj^ada,  no  siendo 
admisible  contra  ellos  recorso  algono  ordinario  ni  extraordi- 
nario incluso  el  de  casación  y  qoe  la  acción  de  nolidad  contra 
autos  ó  providencias  judiciales  sólo  puede  prevalecer  coando 
se  ejercita  dentro  de  los  términos  legales  y  en  It  forma  esta- 
blecida por  los  que  han  sido  parte  en  el  joicio;  ley  y  jorispra- 
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dencia  qoe  se  eitan  haeieodo  lopoesto  de  la  eoeatión,  porqoe 
la  demandante  no  intervino  ni- eonsintió  aeto  alguno  de  loi 
qae  se  llevaron  A  efecto  para  la  venta,  ni  apoderó  para  ello  al 
Proenrador  como  qneda  dicbo  (C,  núm.  268.— 20  de  ionio 

de  \  884) 469 

— "^No  son  aplicables  ni  han  podido  ser  infringidas  tas  leyes 
20,  tít.  12,  Partida  5*,  y  26,  tít.  5^,  Partida  3\  porqoe  el 
Procarador  no  era  mandatario  de  dicha  demandante  para  el 
caso  de  antos,  y  por  ello  no  estaba  obligado  á  respetar  lo  qoe 
aqaél  hiao  con  extralimitacidn  de  sos  faooltades  (C,  número 
26S.— 20  de  Jomo  de  1884) 469* 

Sumisión. «-*-V.  Ferrocarril ^  IfícompeUneia  de  jnrUdiceién  y 
Jw»  competente. 

SaspenBión  de  pleito. — Y.  Faleedad. 

Sustitución  —V.  InsiUnción  de  heredero. 


Temeridad.— V.  Cotias, 

Terceria.— La  tercería  no  poede  tener  logar  desde  el  momento 
en  qoe  los  bienes  han  sido  adjodioados  y  entregados  en  pago 

al  ejeootante  (C<mp.,  núm.  i60.— 18  de  Abril  de  1884) 5>' 

Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  coojonto,  des- 
pués de  on  detenido  análisis,  las  circonatancias  y  elementos 
probatorios  de  la  respectiva  eficacia  y  legitimidad  de  loa  dos 
créditos  en  competencia,  ha  declarado  en  oso  de  sos  exclosi- 
vas  facoltades,  de  preferente  pago  el  del  ejecotante  sobre  el 
del  tercerista,  declaración  qoe  constituye  el  objeto  cardinal 
del  joicio  de  tercería,  sin  qoe  contra  tal  apreciación  de  las 
pruebas  se  alegoe  infracción  legal;  no  Infringe  las  Observan- 
cias de  Aragón,  1^  De  eq%o  tuluerato;  16  De  fide  instm- 
tnentomm;  24  De  probationibut  faeiendis  cum  eharta,  y  6*  De 
confesis;  textos  qoe  proclaman  y  sancionan  el  apotegma  ara- 
gonés Standum  est  eharte;  la  ley  9«,  tít.  4^  Partida  5«;  ar- 
tículos 247,  248  y  249  del  Código  de  Comercio;  doctrina  del 
Tribunal  Supremo  estableciendo  qoe  no  poede  darse  foer^a 
probatoria  á  las  declaraciones  de  un  solo  testigo,  y  artícolos 
32,  40,  41,  42,  46^  53,  66  y  57  del  expresado  Código,  infrac- 
ciones qoe  se  alegan  haciendo  supoesto'de  la  eoeatión  (C, 

núm.  205.— 10  de  Mayo  de  i884] 193^ 

—  Fondada  la  acción  de  tercería. en  la  escritora  de  compra 
hecha  por  el  hiio  al  padre,  el  Tribonal  sentenciador  tiene  el 
derecho  y  la  obligación  de  apreciar  so  eficacia  para  el  efecto 
i|ue  se  propone  el  qoe  lo  otiliza,  sin  qoe  sea  necesario  on  jui- 
cio previo  ni  ona  petición  especial. de  nolidad  para  negarle 
dicha  eficacia;  por  lo  qoe  al  declarar  no  haber  lugar  á  la  ter- 
cería no  se  infringen  los  artíeolos  281  de  la  antigoa  ley  de 
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BnJQieUmiento  y  sa  concordante  596  do  la  moderna;  ta  ley  7% 
til.  45,  Partida  5*;  i  I,  iii.  8^,  Partida  3^  y  jurispradencia  del 
Tribanal  Sopremo,  que  declara  que  no  poedo  ana  sentencia 
resolver,  considerar  y  menos  fallar  sobre  una  cnesiióa  de  nu- 
lidad ó  sobre  un  acto  ú  obligación  cuando  tal  nulidad  no  se  ba 
promovido  en  el  juicio  legal  y  directamente,  como  «o  puede 
calificarse  de  falso  un  documento  sin  declaración  previa  en  uu 
debate  al  efecto;  y  que  los  Tribunales  están  obligados  á  dar  á 
las  escrituras  públicas  la  fuerza  probatoria  que  tienen  euiudo 
no  han  sido  redargüidas  civil  ni  criminalmente  de  falsas  (C7., 

núm.  tSS.—l  de  J unió  de  1 884) 38t 

No  infringe  la  ley  del  contrato,  el  principio  legal  Pacta 

4%nt  servañda  y  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Supremo 
Tribunal  en  sentencias  de  li  de  Febrero  y  18  de  Setiembre  de 
1865,  en  que  s<^  declara  que  acerca  de  la  inteligencia  y  cum- 
plimiento de  los  contratos,  se  ha  de  estar  principal  y  necesa- 
riamente al  tenor  del  documento  en  que  se  consignen;  el  ar 
tícnlo  90  del  Código  de  Comercio;  el  principio  de  derecho  de 
que  el  actor  ha  de  probar  su  demanda,  y  los  artículos  187  y 
t88  de  dicho  Coligo,  la  sentencia  que  declara  no  haber  logar 
á  una  tercería  de  dominio,  si  la  escritura  que  la  sirve  de  títu- 

.  lo  justifica  hasta  tal  punto  el  dominio  de  la  Sociedad  terceris- 
ta sobre  la  fabrica  y  demás  aportaciones  hechas  por  el  socio 
«jecutddo,  que  los  recibió  aquélla, Imponiéndose  la  obhgación 
de  satisfacer  el  pasivo  de  este  socio  nivelado  con  el  activo,  y 

.  haciendo  suyas  así  dichas  aportaciones  mediante  la  responsa- 
bilidad correlativa  que  contraía;  y  si  en  ese  pasivo  no  estaba 
comprendido  el  crédito  particular  del  ejecutante,  evidente  es  la 
insubsistencia  de  los  embargos  ejecutados  bajo  on  fundamen* 
to  ineicacto  en  bienes  de  la  Socied^id  tercerista  (C,  núm  155. 
—10  de  Junio  de  1881) 403 

Tampoco  infringe  Us  leyes  6%  Digeato  Qui  in  frunie, 

la  7*,  líe.  15,  Partida  5%  y  la  jurisprudencia  establecida  por  el 
Supremo  Tribunal,  que  decUra  rescindidas  como  hechas  en 
fraude  de  acreedores  las  enajenaciones,  por  las  cuales  el  deu- 
dor se  ha  conaiitoíJo  en  estado  de  no  poder  pagar  las  deudas 
que  tenia  pendientes  eu  el  día  de  haber  verificado  aquéllas, 
porque  precisamente  él  propósito  manifiesto  del  ejecutado  re» 
^ela  todo  lo  contrario  como  que  el  valor  íntegro  de  la  maqui- 
naria aportada  Sd  destinó  á  solventar  créditos  de  cuya  obliga- 
ción se  encargó  la  Sociedad  ((7.,  núm.  255. — 10  de  Juniu  de 
<884) 401 

La  ley  11,  tít.  14,  Partida  5^,  que  como  la  anterior  debe 

subordinarse  á  la  5%  lít.  24,  libro  10  da  la  Novísima  K^copi- 
lacio»,  se  refiere,  según  repetidas  declaracionei  del  Tribunal 
Supremo,  á  los  créditos  meramente  personales,  que  ni  por  su 
origen,  ni  por  su  forma  exterqa,  ni  per  ningún  otro  concetuo 
disfruten  de  preferencia  (C,  núm.  238.— 11  de  Juuiode  18M4).      41S 

Siendo  de  dominio  la  tercería  promovida  por  una  mujer 

casada,  reclamando  como  de  su  e&clusiva  propiedad,  por  ra- 
tón de  dote  estimada  que  no  causa  venta,  los  bienes  embarga- 
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dos  á  IB  marido;  fondándote  la  Mnte&eia  al  deiettínar  la  de- 
manda en  qoe  no  le  ha  acreditado  el  dominio  ni  la  identidad 
de  laa  eosas  pedidaa,  y  en  qne  ademái  la  dote  tiene  carácter 
de  confesada,  son  inaplicables  y  no  han  podido  infringirse  las 
leyes 7',  19  y  96,  tlt.  4«,  Partida  4»;  91,  tít.  II,  Partida  Z\ 
doctrina  de  derecho  consignada  por  Antonio  Oómei  al  estu- 
diar las  leyes  de  Toro,  según  la  coal,  en  caso  de  insolvencia  del 
marido  tiene  derecho  la  mojer  á  reclamar  como  propios  sos  bie- 
nes dótales  estimados  con  preferencia  á  los  demás  acreedores; 
jurisprudencia  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  en  qoe  se  es- 
tablece que  la  doctrina  de  que  la  dote  confesada  no  tiene  fuerza 
más  qoe  para  perjudicar  al  marido,  sólo  puede  entenderse  legal 
y  generalmente  admitida  cuando  haya  motivo  fundado  para 
erter  qne  la  confesión  se  hito  en  fraude  de  terceros  Interesados, 
V  la  doctrina  según  la  cual  para  que  la  mujer  pueda  gosar  del 
beneficio  de  prefación  que  las  leyes  la  conceden  respecto  de  la 
dote  sobre  los  bienes  del  marido,  en  concurrencia  con  otros 
acreedores,  es  necesario  que  haga  constar  haberla  aportado  al 
matrimonio  y  que  dicho  su  marido  la  haya  recibido;  las  cuales, 
atendida  la  naturaleza  de  los  bienes  muebles  de  que  se  trata, 
sólo  podrían  tenerse  en  cuenta  entablada  que  fuese  la  deman- 
da de  tercería  de  preferencia  (C,  núm.  963.-—I6  de  Junio  de 

188*)... 436 

Laa  doctrinaa  legalea,  aegún  las  que  la  sentencia  de  loa 

juicios  de  tercería  no  puede  ser  otra  que  la  adjudicación  de  la 
finca  al  tercer  opositor  ó  la  declaración  de  que  no  es  dueño  de 
ella;  al  tercerista  le  basta  acreditar  su  derecho  de  propiedsd 
sobre  los  bienes  embargadoa,  para  que  éstos  queden  libres 
de  la  ejecución  y  de  todas  sus  consecuencias;  y  en  las  teree- 
rias  de  dominio  debe  declararse  el  de  una  cosa  á  favor  de 
aquel  que  tiene  acción  para  recuperar  la  posesión  de  la  misma 
si  acaso  la  perdiese;  no  se  oponen  á  que  al  resolver  respecto 
del  dominio  de  los  bienes  objeto  de  la  demanda  de  tercería  ae 
decida  acerca  de  una  limitación  de  ese  mismo  dominio,  como 
lo  es  la  hipoteca  á  que  los  bienes  estén  afectos,  cuando  así  ter- 
minantemente se  pide  en  la  reconvención  formulada  por  el  de- 
mandado, sobre  la  cual  tenía  la  Sala  Sentenciadora  el  deber  de 

fallar  (C,  núm.  975.— 93  de  Junio  de  1884) 496 

V.  Oongruineia. 

Testamontfluria.— Según  lo  dispuesto  en  el  art.  «039  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  sólo  á  los  herederos  voluntarios  y  le- 
gatarios de-parte  alícuota  puede  prohibir  el  testador  la  for- 
mación del  juicio  voluntario  de  testamentaría;  y  no  alendo  la 
demandante  heredera  voluntarla  de  su  padre,  sino  forzosa,  no 
le  alcanza  la  prohibición  contenida  en  el  testamento  de  éste; 
por  cuya  razón  la  sentencia  que  declara  prevenido  el  juicio 
no  infringe  la  ley  5',  tit.  33,  Partida  7*  qne  dispone  que  las 
palabras  del  testador  deben  ser  entendidas  llanamente  aaí  co- 
mo etlaa  suenan,  ni  la  voluntad  del  testador,  ni  la  doctrina  le- 
gal derivada  de  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo»  confor- 
TOMO  55  49 
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me  á  \u  eulw  1»  TolnnUd  de  lo»  toiUdore»  «||*»^"  »*£ 
ble.  hoDMU  y  legal,  6  lo  que  es  lo  mtemo,.  coDfonne  e«»  lu 
;re;eripeioneí  de'^le'inor»!  y  del  *"««»o  «b  qoe Jm  P¿ü.ru 
empleeáu  per.  n  mwife.uei6B.epre.un  á  «n^igüedad  * 
dudu.  debí  .er  obMmda  y  aplicada  por  oí?»  »•  "■"¿í: 
bienut.  por  lo.  Tribonalee  y  por  lo.  de «alqnier  ""««««»■ 
gado,  de  .u  eieeueión  como  ley  eepeeul  .nprema  6  inTiolaWe, 
norma  y  regulador  para  la  rewlneión  <>•?»•»»"  «'K^- 
difereneiu  m  «uMiUn  relacionadu  eoo  dieb»  »<>'»"'**•  P^* 
qne  ni  «e  ba  .lueitado  doda  acerca  del  •¥"■$•? ?.í.rí?""  *¿ 
ra.  oláMula.  del  leíUmento,  ni  la  tolnnud  del  t»»*^»' •»  " 
coDUnida  pnede  llegar  i  «Ublecer  ▼Jl«í»'»»n»« '•  1"«  "  '"^  .gg 
no  le  permlu  (C,  núm.  «O.-tl  de  Mayo  de  Í8M) . ......  -^     W 

íunpoeo  infringe  el  art  1046  de  la  ley  *»..?'»í"»'': 

miento  ci/il,  ni  el  1039,  porque  aparU  de  la  P™^''»'»'*"  *?1 
Usudor  de  qne  «u  U.UmenUTÍa  m  inUrTinieae  jndieíaimen- 
U,  no  dietó  en  .n  UíUmento  regla  ninguna  ««P^i»!  «!»««- 
ure  la.  «ublecid».  por  la  ley  de  Eniniciamiento  pw» '■  »'- 
maeíón  del  juicio,  limiUndow  en  orden  »»">!?»»»""  *í?5: 
lignar  «que  en  el  sajón  de  .u  me.»  .e  enconlraria  «»"»»?»*• 
TBiore.  de  eu  puiko  y  leira  que  se  conugnatí»  en  «•  í»»"»»™ 
que  «e  íormaM  para  que  con.taíe  la  «'«•"«'•¿""^•^r,^ 
sus  biene.  mueble.,» cuya  di»po.iei6n  puede  y  <»•»» ."«"¿"^ 
dentro  del  juicio  volunUrio  promoyido,  en  el  <»>*'•»"«""■■ 
d.nu  no  ha  perdido  ni  podido  perder  su  caráeier  de  "»*•» 
foriou,  por  mi.  que  no  haya  reclamado  .n  '•í»»»'»».''""»"- 
dou  i  cobrar  la  pensión  men.oal  Mnalada  por  n  padre  to., 

núm.  m.-H  de  Mayo  de  1884) *" 

V.  Jun  eomptttnU: 

Tert*mento.-La.  palibra.  de  un  tesUmento  deben  ser  enun- 
didas  llanamente  Mi  como  ella,  .nenan  (C,  núm.  <«<--'8  »•         ^ 

^'  uVp?ubrMdeVtV.i¿d¿í  debVn  ;¿Ui:d;«v;¿¿i;"áriiÍ5ió 

i  la  ley  6',  tlt.  33,  Partida  T,  llanamenU  y  como  »""".*"» 

íer  qui  consU  eie'rlamenU  qne  ellu  no  "•Pon^f  *'»'*'""-      ,„ 

uddelotorganU(í7..nÚiB.  189.-9  de  Mayo  de  1884) 1«7 

rreatiKo  -La.  declaracione.  de  lo.  teetigo.  no  conslitoyen  ae- 
^^énlico.  que  mereican  completo  awntimiento  (C,  n* - . 
mero  19Í.-5  de  Mayo  de  1884) 

Tpannfcrencla.— V.  Ftrroearril. 

Tutor.— Y.  StnUneia  i»fi»üÍM. 

ü 

Usofructo  -Hecha  la  conce.i6n  de  una  caca  por  «<><>•  «1.^"»* 
p?ííe  e^otoVganw  no  la  nece.iu«»,y  con  a  «F'f "  g^*»»» 
S  ifegab»  el  ce»  de  volver  él  6  «u  cpoM  al  pueblo  habí»  ae 

Digitized  by  VjOOQ IC 


AIPUTORIO  ALFABÉTIOO.  6S9 

PÁGINAS. 

dejártele!  á  lo  disposicióD,  se  eonstitayó  vn  asoímcto  even- 
ta&l  qne  si  se  extinguía  por  el  regreso  más  6  menos  pronto 
del  dueño  ó  de  su  mujer,  eon  mayoris  de  razón  h&bis  de  aca- 
barse si  oenrria  una  necesidad  más  apremiante  que  la  de  ocu- 
parla, como  lo  era  la  de  emplear  su  importe  en  operaciones  co« 
meroialfts  qne  motivó  la  venta  de  dicha  casa,  ó  como  lo  hubiera 
sido  la  de  atender  á  sus  alimentos  ú  otra  cualquiera  igualmen- 
te eficaz,  en  presencia  de  la  cual  no  pudiera  entenderse  que  el 
concesionario  tuvo  la  intención  de  limitar  hasta  ese  extremo 
sus  derechos  dominicales:  por  lo  que  la  sentencia  que  absuel- 
ve de  la  demanda  sobre  declaración  de  eztineión  del  usufruc- 
to, infringe  la  ley  del  contrato  y  la  1^  tít.  T,  libro  40  de  la 
Novísima  Recopilación  (C,  núm.  161.— «7  de  Abril  de  488i).       t3 


Valoración.— y.  PerjniHos. 

Venta.— La  sentencia  que  absuelve  á  los  compradores  de  U  de- 
manda sobre  nulidad  de  un  docomento  de  débito  y  rescisión 
de  una  venta  otorgados  por  un  menor  con  autorización  de  su 

Eadre,  infringe  las  leyes  4'  y  7\  párrafo  primero,  tít.  i%  lí- 
ro  4f  Digesto  De  minor^i  vigenti  quinqué  í^nuie  y  4^  y  2*, 
tít.  9^  Partida  6*,  que  conceden  el  beneficio  de  la  reslitoción 
ífi  íii^^um  á  los  menores  que  por  su  inexperiencia,  colpa  de 
su  f^nardador  ó  engaño  de  otra  persona  hubiesen  sufrido  per- 
juicio en  sus  intereses,  aun  coando  en  el  contrato  hubiese  in- 
tervenido su  guardador  ó  padre;  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  23  de  Noviembre  de  4860  y  6  de  Abril  de-  4886; 
las  leyes  27,  párrafo  primero,  tít.  4®,  libro  4^  Digesto  Demi- 
naribus  vigenti  quipque  annis^  32,  párrafo  cuarto,  tít.  7^,  li- 
bro 26  Oigesto  ve  aiíMiñiitratione  etperieulo  tulorum^  7*,  tí- 
tulo 8^  libro  42  Diffesto,  y  40,  tít.  74,  libro  5""  Código;  la  ley 
2*,  Código  qui  et  adversui  quos  in  integrum  reitituHone  pos- 
tunt,  que  previene  que  el  remedio  de  la  restitución  tu  in» 
tegruvi  ho.tiene  lugar  contra  el  padre  nullo  modo,  por  el  res- 
peto y  consideración  que  se  le  debe;  el  art.  648  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  la  ley  24,  tít.  43,  Partida  5*  y  la  doctri- 
na del  Tribunal  Supremo  que  previene  que  renunciando  el 
hijo  á  la  herencia  paterna  procede  la  reivindicación  de  las  fio-. 
cu;  la  ley  34,  tít.  4  4,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación, 
la  Novela  434,  cap.  8*,  y  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  3  de  Febrero  de  4865,  según  les  cuales  la  mujer  que  en  el 
contrato  de  mutuo  se  obligase  mancomunadamente  con  su  ma- 
rido, á  nada  está  obligada  ano  ler  que  manifiestamente  se 
probase  que  se  invirtió  en  su  utilidad  el  dinero;  y  capitulo  4  4 , 
tít.  43,  libro  40,  vol.  2*,.del  Eecoffnoverunt proceres  áei  dere- 
cho municipal  catalán,  según  el  cual,  la  mujer  que  se  obliga 
con  su  marido  en  el  contrato  de  mutuo,  no  está  obligada  á  pa- 
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car  roiantm  iuitten  los  bieoM  de  to  marido,  y  en  falu  de  los 
de  éste  eólo  %$iá  teDÍda  á  la  miud,  no  obitante  evaieaqaiera 
renoneias;  porque  aegúa  ellas,  eon  el  efecto  de  la  reiTíndiea- 
eión  qoe  es  consigoiente,  deben  deshacerse  las  Tantas  qae  asis- 
tido de  sa  padre  ejecotó  el  demandante  á  la  edad  de  15  y  16 
aftos  con  el  perjnicio  manifiesto  de  no  haber  otiliíado  el  pre- 
cio, sino  de  haberse  inrertido  en  el  pago  de  deudas  del  mismo 
padre  y  de  alguna  contraída  mancomnnadamente  con  la  madre 
sin  acreditarse  que  redundara  en  provecho  de  ésta,  concu- 
rriendo al  propio  tiempo  la  circunstancia  de  no  haber  renun- 
ciado la  herencia  paterna  por  no  existir  bienes  con  que  reinte- 
grarse [C.  núm.  S7«.— S«  de  Junio  de  i88i) 48S 

V.  MmiifUiüda. 

▼enta  al  por  menor.— En  los  contratos  de  venta  al  por  me- 
ñor  el  lugar  donde  se  reciben  los  géneros  es  donde  debe  cum-  . 
plirse  la  obligación  de  entregar  so  precio,  según  lo  ha  resuel- 
to constantemente  el  Tribunal  Supremo  {Comp.^  núm.  466.— 
n  de  Abril  de  4884) 34 

Tonta  con  pacto  do  retro.— Si  el  contrato  celebrado  entre 
demandante  y  demandado,  según  los  mismos  otorgantes  le  ca- 
liñcaron,  y  de  acuerdo  con  ellos  la  Sala  sentenciadora,  es  el  de 
compraventa  con  pacto  de  retro,  conteniendo  todas  las  cir- 
cunstancias esenciales  de  este  contrato  y  del  pacto  que  le 
acompaña;  la  sentencia  que  condena  á  la  entrega  de  la  cosa 
vendida  no  infringe  la  doctrina  legal  establecida  por  el  Tribu- 
nal Supremo  respecto  á  la  calificación  de  los  contratos  por 
sos  cláusulas  esenciales,  porque  las  partes  no  pueden  alterar 
la  esencia  de  los  mismos  por  darles  distinto  nombre  del  que 
según  derecho  les  corresponda,  ni  la  ley  4S  del  tít.  5^,  Parti- 
da 5*,  puesto  qoe  la  Sala  califica  el  contrato  con  arreglo  á  su 
naturaUfa  propia  y  ateniéndose  á  la  ley  que  le  corresponde 

(C.  di  ¿7.,  núm.  «85.— 30  de  Abril  de  4881).  ^ 148 

Tampoco  infringe  la  ley  44,  líl.  5*,  Partida  5',  ni  la  I í 

del  tít.  43  de  la  misma  Partida,  porque  eus  leyes  no  pueden 
aplicarse  al  presente  litigio,  por  referirse,  como  tiene  declara- 
do el  Tribunal  Supremo,  no  al  contrato  de  compraventa  con 
pacto  de  retro,  sino  á  aquellos  en  que  media  prenda  ó  hipo- 
teca [C.  de  {/.,  núm.  485.-30  de  Abril  de  4884) 418 

— -  V.  Mujer  emada. 

Venta  de  bienes  gananciales.— V.  BUnes  ganííneiaUi. 

Vincolación.— Si  bien  por  el  art.  f^  de  la  ley  de  44  de  Octubre 
de  Í8S0  se  declararon  suprimidas  las  vinculaciones,  se  entien- 
de decretada  esta  medida  con  la  modificación  que  contiene  el 
art.  T*  de  la  misma  ley  dssvinculadora  {C ,  núm.  247.~-tO  de 

Mayo  de  4884) ". Ut 

No  es  aplicable  el  art.  V  de  dicha  ley,  si  no  se  trata  de 

una  deuda  propiamente  tal  contraída  por  el  qoe  era  poseedor 
en  30  de  Agosto  de  4836,  sino  de  la  necesidad  qoe  existía  des- 
de  mitad  del  siglo  anterior  de  restablecer  las  dotaciones  de 
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dos  majorazgot,  btegnodo  al  uno,  disminotdo  ilef^tima- 
mente,  en  Unto  en  cnanto  á  eipensas  del  mismo  se  había  aa  - 
mentado  el  otro  {C,  núm.  917.-20  de  Mayo  de  4884) ....      U% 

; Si  la  senteneia  no  atríboye  ¿  ano  el  earácter  de  sucesor 

inmediato  en  vínculo  algano,  al  negarle  el  de  poseedor  de  de 
reeho  del  Tíoenio  de  qne  se  trata,  no  infringe  el  art.  T*  de  la 
ley  de  H  de  Octubre  de  48tO  restablecida  en  80  de  Agosto  de 
i836,  ni  la  inrisprndeneia  aclaratoria  del  expresado  precepto 
legal(C.,  núm.  280.— 86deJnniodet884) '^22 

▼oíantskd  del  teatadop.— Si  al  interpretar  la  Sala  sentencia- 
dora nna  cláusola  testamentaria,  se  fnnda  en  otras  palabras  ó 
disposiciones  gne  aquélla  contiene,  y  en  la  estimación,  qne  no 
ha  sido  impugnada,  de  las  pruebas  suministradas  en  el  pleito, 
de  las  cuales,  así  como  del  contexto  de  toda  la  cláusula,  pare- 
ee  deriaménU,  en  concepto  de  dicha  Sala»  que  la  voluntad  del 
testador  no  fué  la  que  pudieran  revelar  las  palabru  en  que  se 
apoya  la  recurrente  aisladamente  apreciadas;  la  sentencia  no 
infringe  la  ley  5%  tít.  33  de  la  Partida  7*,  y  la  jurisprudencia 
establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  multitud  de  senten- 
cias, en  conformidad  con  iicha  ley  ((7-,  núm.  282.— 30  de 

Janiode188í) M5 

Tampoco  infringe  el  art.  659  de  la  ley  de  Enjolciamien- 

to  civil,  ni  la  regla  de  una  crítica  que  dispone  qne  cuando 
alffün  testigo  fuese  contrario  i  sí  mismo  en  sn  dicho  no  debe 
valer  su  testimonio;  si  aun  prescindiendo  de  las  facultades  de 
la  Sala  sentenciadora  en  este  punto,  y  de  qne  no  se  refiere  ex- 
clusivamente A  la  afirmación  de  un  testigo  sino  al  resultado 
de  las  pruebas  en  conjunto,  no  es  bastante  para  invalidar  el 
dicho  del  expresado  testigo,  atendidas  las  circunstancias  per- 
sonales de  éste«  la  contraaicción  en  que  se  supone  incurre  al 
declarar  en  los  términos  en  que  lo  ha  verificado  en  los  antos  y 
al  practicar  antes  las  operaciones  de  la  testamentaría  del  fina- 
do, adjudicando  i  sn  hermano  los  bienes  que  le  correspondían 
sin  limitación  ni  reserva  algnna  ((7.,  nüm.  282.— 30  de  Junio 

de  4884) .......! 645 

Si  según  la  voluntad  del  testador,  los  bienes  de  nna  lo- 
calidad quedaron  separado!  absolotamente  del  caudal  heredi- 
tario y  partible,  y  sometidos  i  la  disposición  libérrima  de  al- 
baeeas  confidenciales,  que  cumplieron  según  escritura  el  en- 
cargo i  ellos  reservado,  sin  que  se  sepa  ni  haya  derecho  A  in- 
vestigar si  usaron  ó  abusaron  de  sn  cometido,  ni  A  qué  com  - 
pensaeiones  ó  combinaciones  secretas  é  imposibles  de  apreciar 
obedeció  el  qne  uno  de  los  herederos  nombrados  disfrutara 
tales  bienes,  siendo  de  observar  que  el  causante  de  los  deman- 
dantes fuera  nno  de  ellos,  que  intervino  en  el  documento  en 
que  se  declara  cumplida  en  todas  iut  partes  la  memoria  testa- 
mentarla, y  no  sólo  asintió  A  ese  disfrute  hasta  su  muerte, 
sino  que  nada  reveló  A  sus  heredaros  en  el  sentido  de  qne 
existiera  motivo  alguno  qne  justificara  la  reversión  ala  he- 
reucía,  de  la  cual  habían  quedado  eliminados  por  el  testador: 
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la  teoteneift  qoe  ocdeni  eia  reversión  infringe  U  lef  del  tes- 
tamento contra  la  caal  se  dirige  abiertamente  U  aeéión  qoe  se 
propnso  en  el  eqnivoeado  concepto  contrario  (C,  ndm.  S85.— 

1«  de  Julio  de  4884) , 550 

V.  Teitaminto, 

Voluntad  de  loa  contrataiitea.— La  Tolantad  de  los  contra- 
tantes es  la  ley  en  materia  de  contratos,  y  lu  obligaciones 
qoe  en  ellos  se  contraigan  son  eficaces  de  la  manera  misma 
en  qoe  aparesca  haber  sido  estipoladas  (C.»  nüm.  171.-18  de 

Abnldel88i) 59 

La  volontad  de  las  partes  debe  llerarse  á  efecto  coa- 

forme  á  la  intención  y  al  objeto  qoe  se  proposieron  las  mis- 
mu  en  la  obligación  contraída  (&.,  ntkm.  iT7.— SI  de  Abril 
de  4884) Sí 


rill  DEL  REPERTORIO  ALFABÉTICO. 
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